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eoB  d  tteio  de 

ENSATO  SOBftE  LOS  ORIGiSNES,  PROGRESOS  T  ESTAM 

DE  LAS  LEYES  ESPAÑOLAS; 

B8CRITU  AL  COMlHZAft  18TI  SIGLO 

POR  D.  MANDEL  MARÍA  GAMBRONERO  (1). 


Guando  se  ha  dicho  qae  las  leyes  son  las  reglas  de  la  justicia, 
se  ha  dado  á  entender  que  son  los  medios  de  la  prosperidad  de  las 
naciones.  El  mismo  raciocinio  que  hace  inseparable  de  la  virtud  la 
felicidad  del  individuo,  prueba  también  que  la  ventura  de  una  por- 
ción de  la  especie  humana  congregada ,  se  halla  dependiente  de  una 
legislación  que  baste  á  producir  la  moral  política :  y  si  el  discurso 
que  previene  los  sucesos  humanos  se  quisiere  auxiliar  en  este  punto 


(1)  Constantes  en  el  propósito  de  hacer  útil  é  interesante  nuestra  Re- 
vista, 7  deseosos  de  qae  se  difanda  el  cooocimiente ,  harto  descuidado, 
de  la  historia  literaria  de  la  Jurisprudencia  patria ,  damos  ho?  á  luz  este 
trabajo.  Redactado  en  setiembre  del  año  de  1803  por  el  conociao  juriscon- 
sulto D.  Manuel  María  Cambronero,  fué  después  presentado  al  Señor 
D.  Femando  Vil  con  una  razonada  esposicion,  fecha  5  de  noviembre  de 
1831 ,  habiendo  merecido  una  faYorable  censura  por  parte  del  I.  Colegio 
de  Abogados  de  Madrid. — No  tenemos  noticia  de  que  hasta  ahora  haya 
visto  la  luz  pública :  esta  circunstancia ,  la  celebridad  de  su  autor,  la  im- 
portancia de  su  asunto  y  las  curiosas  noticias  en  61  contenidas ,  nos  hacen 
confiar  en  que  hallará  buena  acogida  entre  nuestros  ilustrados  suscrítores. 
Su  lectura  dá  una  idea  exacta  de  la  altura  en  que  el  estudio  del  dere- 
cho español  se  hallaba  al  empezar  este  siglo ,  y  puede  ser  el  punto  de  par- 
tida para  conocer  los  progresos  hechos  desde  entonces ,  y  especialmente 
en  los  últimos  veinte  anos.  La  crítica  y  buen  juicio  que  dominan  en  todo  el 
escrito,  manifiestan  el  distinguido  mérito  del  célebre  jurisconsulto. 

(N.  de  hs  D.  de  la  R.) 
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de  la  útil  esperíencia,  sería  esta  verdad  misma  confirmada  por  el 
ejemplo  de  los  pueblos  que  son  ma^  celebrados  eD  la  historia. 

En  juicio  de  Cicerón,  no  mpopa  filósofo  y  sabio  en  las  antigüe- 
dades que  elocuente,  debia  mas  la  Grecia  á  los  talentos  de  Solón  y 
de  Licurgo,  qiie  á  las  armas  de  Epamiuondas  y  de  Lisandrft.  En  la 
planta  de  las  leyes  primeras  de  Roma  vela  el  profundo  historiador 
Dionisio  de  Halicarnaso  el  germen  de  la  prosperidad  estraordinaria 
qu6  habia  de  tener  un  día  la  República ,  y  aun  pudiera  habet  divi- 
sado entonces  los  vicios,  que  minando  los  cimientos  de  su  constitu- 
ción, habían  de  hacer  que  el  edi&iia  calosaldel  imperio  de  los  Cé- 
sares fuese  destruido  por  los  bárbaros,  que  en  medio  de  su  ferocLdad 
é  ignorancia  (enian  ciertas  virtudes  de  los  Camilos  y  F&briciOs,  que 
los  descendientes  de  estos  no  hqredarMí; 

Las  leyes,  en  efecto,  son  como  la  educación  de  las  nacicmes. 
Los  progresos  consiguientes  á  la  naturaleza  misma  del  hombre  y  í 
los  decretos  benéficos  del  Criador  son  detenidos  ó  acelerados  por  las 
leyes,  y  si  una  nación  es  sabia  óignorante,  esclava,  independiente 
ó  dueña  de  la  suerte  de  las  otras:  sí  son  pobres  sus  habitantes  6 
disfrutan  de  una  cómoda  subsistencia ,  todo  es  efecto  de  las  Ibyes.  k 
ellas  se  deben  atribuir  la  ruina  6  prosperidad  de  la  agricultura  y  de 
las  artes;  de  la  marina  y  del  comercio;  y  aun  se  puede  decir  que 
de  ellas  depende  el  heroísmo  con  qne  un  ciudadano  sacrifica  todoi 
los  demás  intereses  eo  el  altar  de  la  justicia  ó  prodiga  su  sangre  ea 
la  defensa  de  los.muros  de  su  patria.  Así  es  qne  un  genio  analifea- 
dor  encontraría  la  verdad  que  encerraba  la  inscripción  dedicada  en 
las  Tennópílas  á  los  vaHenles  e^tartam»  que  en  núm«o  tan  coito 
habían  detenido  los  esfuerzos  del  orgulloso  déspota  del  Asia,  pere- 
ciendo  por  sola  la  obedienciéí  de  sus  leyes ,  según  la  sublimidad  de 
la  sentencia. 

No  es  de  estrañar,  pues,  que  los  legisladores  primeros  obtuvie- 
sen loa  primeros  famores  de  los  hombres :  qne  aquellos  afeotastn  y 
que  recibiesen  estos  como  de  inspiración  divina  el  beneficio  de  las 
leyes :  que  pasando  á  los  tiempos  moderaos  los  pueblos  de  Prusia, 
de  Toscana,  del  Austria  y  de  la  Rusia  perpetúen  la  muy  grata  me» 
moria  de  Federico  el  Grande ,  de  Leopoldo  I,  de  José  11  y  de  la  in- 
signe Catalina  H,  creadme  de  su  imperio:  y  para  hablar  de  núes- 
tra  patria ,  que  sola  la  composición  de  las  Partidas,  dé  no  menor 
gloria  al  nombre  de  los  Alfonsos  de  Castill*  qne  la  recuperación  d« 
los  terrenos  tantos  siglos  manchados  por  los  árabes. 
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Ei  mérito,  no  oblstaate,  de  cuantas  obras  se  haa  escrito  hasta 
ahora  sobre  la  legislamon  española ,  seria  muy  íaferior  al  de  la  re- 
fudditíoii  de  todos  nuestros  Cédtgos ,  siente  que  se  compeudiasen 
ea  elta  con  orden  y  con  sabiduría  las  reglas  que  prescriben  nues- 
tras obligaciones  y  afianzan  nuestros  derechos.  Con  este  beneficio 
la  tlmsion  y  seguridad  de  las  fortmias  fijaria  prontamente  entre 
nosotros  el  imperio  de  las  buenas  costumbres:  podria  pensarse  efi« 
cazmente  en  la  mejora  de  las  demás  instituciones  económicas,  y  en 
la  paz  y  en  (a  guerra  se  halkurian  los  consejos  y  fuerzas  suficientes 
para  hacer  respetable  nuestro  nombre. 

Si  aun  no  podemos  lisonjeamos  con  la  dulce  esperanza  de  ver 
cunqtfidos  estos  patrióticos  deseos ,  no  se  puede  dudar  que  es  per- 
mílida  su  preparackmá  un  soberano  amante  de  la  dicha  de  su  pue- 
blo y  á  un  ministerie  celoso  del  cumplimiento  de  su  cargo  y  solo  an- 
sioso de  la  gloria.  Por  decentado  entre  los  medios  de  esta  prepara- 
ción ninguno  se  presenta  mas  necesario  que  el  adelantamiento  del 
estudio  de  nuestra  jari^rudeneia ,  pues  sin  el  conocimiento  profun- 
do de  laid  leyes  de  una  nación ,  es  muy  difícil  atinar  con  la  reforma 
de  las  qae  puedan  erigirla,  ni  confia  conservación  de  las  que  existan 
conforknes  al  principio  inyaríable  de  la*  justicia.  I  habiendo  de  pre- 
ceder los  jurisconsultos  á  los  reformadores  del  derecho  >  ó  ya  seaa 
únicamente  metddioes  compiladores  de  sus  reglas  esparcidas  en  tan- 
tos volúmenes,  es  indispensable  qtíe  haya  una  obra  que  presente  el 
estado  adaal  de«  nuestras  leyes ,  empezando  por  el  descubrimiento* 
de  su  origen  y  siguiendo  las  veredas  muchas  veces  cortadas  y  tor- 
tuosas que  nos  presenta  el  campo  de  la  historia  para  conocer  su  ob- 
jeto primitivo  y  su  conformidad  y  relaciones  con  los  principios  de 
jus^a  pública  y  con  los  usos  y  costumbres  de  aquel  y  del  ti^npo 
en  que  vivimos. 

¿I  por  ventura  entre  el  mmenso  número  de  los  volúmenes  que 
encierra  la  bíMioteca  jurídica^spanola  se  incluye  esta  obra  tan 
apreciable,  deseada  y  necesaria  para  el  uso  de  nuestros  abogados  y 
jueces ,  que  en  vano  buseaii  reimides  los  miembros  dislocados  del 
cuerpo  monstruoso  de  las  leyes?  ¿Ha  habidd  alguno  acaso  de  los  ju- 
risconsultos españoles  (que  á  ellos  tan  solo  podía  concedérsefés),  ha 
hiúiMo  alguno  que  nos  diera  una  idea«om|rieta  de  la  legislación  dd 
nuestra  patria;  por  lo  menos  ^ual  Blakslooe  y  Heinecio  laihan  dado 
délas  leyes  inglesas  y iatemanas?  Tenemos,  es  verdad,  buenos  tra- 
tadistas de  variéis  y  aun  dte  oasí  todo»  los  capítolos  de  la  jiiriepm^^ 
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déncta  de  CastiUa  ;  de  las  demás  proTÍnciae  espwolas  que  se  go- 
biernaa  por  sus  fueros ,  y  lennnos  algosos  glosadores  de  nuestros 
códigos  muy  digaos  de  estimarse,  en  cuyas  obras  se  advierten  co- 
nocimientos históricos ,  y  aun  algunos  Terdaderamente  filowWcos, 
qne  sin  tanta  ostentación  como  ahora  poseían  hasta  cierto  punto  los 
Cueras,  Maichacas,  GoTarmbias,  Agusthiez  y  Ramos  del  Man- 
zano. 

Pero  estos  grandes  talentos  ni  pensaron  en  U  necesidad  de  aquel 
trabajo,  ni  encontraron  en  un  estado  conveniente  los  materiales  de 
la  obra  que  esigia  el  estado  de  nuestra  legislación. 

En  la  opinión  general  de  nuestros  sabios  eran  coosideradas 
ntiestras  leyes  como  un  apéndice  tan  solo  de  las  romanas,  cuyos 
cuerpos  se  conceptuaban  recibidos  con  una  aprobación  mas  estén- 
dida  de  la  que  se  contenia  en  noeetros  códigos.  De  manera  que  no 
sdlo  se  interpreUdiau  nuestras  leyes  por  las  constituciones  de  los 
Césares  y  por  las  respuestas  y  juicios  de  los  jurisconsultos  incluidos 
en  la  Compilación  de  Triboniano,  cuando  estas  eran  las  fuentes 
verdaderas  de  nuestra  legislación ,  sino  aun  cuando  tenian  por  orí? 
gen  las  opiniones  y  costumbres  de  la  propia  nación  acontodadas  í 
una  constitución  política  y  civil  muy  diferente  de  las  que  conocie- 
ron los  romanos. 

También  entraban  á  la  parte  en  el  imperio  del  foro  y  en  la  in- 
terpretación de  las  leyes  de  Eqiüa,  y  aun  en  pontos  civiles,  las 
epístolas  y  demás  decisiones  cte  los  I^pas  y  de  los  Concilios :  de 
donde  parece  qne  solo  debían  sacarse  los  argumentos  para  la  juris- 
prudencia eclesiástica.  T  [como  esta  comprendía  muchos  títulos  de 
un  uso  esclnsivo  de  nuesb-o  foro ,  los  trabajos  de  nuestros  jurisctur- 
snltos  eran  principalmente  dedicados  á  la  ilustración  de  ambos  de- 
rechos romanos ,  llamados  vulgar  é  impropiamente ,  el  uno  común  ó 
civil  yelobxt  canónico:  agregándose  como  por  una  e^iecie  de  ador- 
no alguna  cita  del  derecho  espüoj ,  qoe  mochas  veces  era  violenta- 
mente conducido  á  la  correspondencia  del  romano. 

Hubo ,  sin  embargo,  algonas  obras  dirigidas  á  presentar  la  dife- 
rencia ó  concordia  entre  las  leyes  romanas  y  las  de  Castilla,  como 
las  de  Villalobos  y  Jiménez ,  que  también  se  estendió  á  las  ecle- 
siástícas.  Mas  este  solo  título  anuncia  fácihneate  que  en  sus  planes 
no  entraba  el  grande  objeto  de  presentar  entero  y  metódicamente  el 
edificio  de  nuestra  legislación,  notando  solo  aquellos  puntos  de  con- 
tacto ó'  de  separación  de  la  nntua  que  d  eludió  de  esta  penmtia 
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mas  que  el  conocimiento  de  la  nuestra  en  los  artículos  aislados  ó  de 
una  índole,  que  análoga  al  estado  político  del  tiempo  en  que  había 
sido  fabricada ,  se  iba  desOgurando  cada  dia  y  aun  desapareciendo 
ájla  vista  de  las  personas  ocupadas  en  declarar  los  enigmas  de  las 
leyes. 

Yacian  con  efecto  en  los  archivos  sepultados  y  divididos  por  la 
mayor  parte  los  fragmentos  del  cuerpo  del  derecho  e^m)l.  El  Fumt> 
Juzgo ,  ó  colección  de  las  leyes  visigodas,  no  fué  hasta  4600  publi- 
cado por  Alfonso  Villadiego ,  que  sin  advertir  que  el  idioma  de  los 
españoles  era  ei  mismo  de  Roma  en  los  siglos  en  que  aquellas  habían 
sido  pi;omuJgadas,  dio  un  testo  castellano,  que  no  era  ciertamente  el 
mas  correcto,  en  vez  del  auténtico  latino  en  que  originalmente  se  es- 
cribieron. El  Ordenamiento  de  Alcalá  y  el  Fuero  viejo  de  Castilla 
no  vieron  la  luz  pública  hasta  que  en  4771  y  4774  D.  Miguel  de 
Manuel  y  D.  Ignacio  Asso  hicieron  este  beneficio  á  nuestra  patria.  T 
para  no  hablar  de  otros  artículos ,  las  actas  de  las  antiguas  Cortes  y 
los  Fueros  municipales ,  que  tanta  luz  encierran  para  la  ilustración 
de  nuestras  leyes ,  apenas  pueden  adquirirse  sino  muy  incompletos' 
manuscritos  en  la  mayor  parte,  é  invirtiendo sumas  considera- 
bles. 

La  falta  de  estos  y  otros  monumentos  impedia  la  formación  de 
una  historia  civil  de  nuestro  reino ,  que  semejante  á  la  de  varios  es- 
tranjeros  célebres,  pusiera  de  manifiesto  la  causa  de  nuestros  atra* 
sos  ó  progresos  en  la  civilización ,  y  hacia  ineficaces  los  esfuerzos 
de  Cortés ,  Espinosa ,  Sotelo  y  otros  pocos  para  formar  la  historia 
del  derecho,  al  paso  que  los  adelantamientos  de  la  crítica  no  eran 
tan  notables  que  los  juicios  de  nuestras  propias  obras  comprendidos 
en  la  apreciable  biblioteca  de  D.  Nicolás  Antonio  y  compendiados 
por  el  mismo  D.  Lúeas  Cortés  en  su  Sacra  themis  hispana ,  habilita- 
sen para  una  elección  prudente  de  libros  y  una  regulación  exacta  de 
su  mérito.  La  tópica  legal  estaba  muy  distante  de  aquel  grado  de 
perfección  que  requería  la  ciencia  de  lo  justo,  pues  la  obra  famosa 
de  Everardo,  que  Dionisio  Godofredo  colocaba  en  el  primer  lugar, 
cara  demasiado  imperfecta  todavía  para  espeirar  que  su  lectura  fijase 
en  el  estudio  y  en  el  foro  límites  exactos  entre  las  autoridades ,  y 
razones  en  que  deben  fundarse  las  defensas  y  las  decisiones  de  los 
pleitos.  T  el  arte  de  escribir  no  tenía  los  adelantamientos  que  adqui. 
rió  lentamente  con  la  duda  de  Descartes,  el  abandono  de  las  ideas 
imatas  y  el  orden  y  el  análisis  que  en  diferentes  escritos  de  aqtoreí» 

TOMO  XIIK  2 
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Gl&sicos  en  la  filosofía  racional  se  fueron  enseñando  y  generalizando 
despuea  en  toda  Europa. 

Asi  es,  que  los  defectos  nacidos  del  atraso  de  la  idealogia  se  no- 
laa  igualmente  en  los  tratados  de  los  nacionales  y  eslranjeros,  en 
medio  de  que  estos  conservaban  la  población  y  los  recursos  necesa- 
rios para  el  adelantamianto  de  las  luces,  id  paso  que  nuesíros  abue- 
lo», quebrantados  con  una  guerra  casi  no  interrumpida  en  muchos 
siglos  y  debilttadoe  con  continuas  emigraciones  á  que  brindaba  el 
su«lo  de  la  América,  apegas  podían  tener  fuerza  para  ocuparse  de 
olías  empresas,  ai  medios  tal  vez  de  realizarlas. 

Hasta  últimos  del  siglo  XVII  no  se  cogió  grtuí  fruto  de  los  in- 
mensos trabajos  que  la  Becta  de  los  jurisconsultos  humanistas,  Al- 
ciato  especialmente,  Cujacio  y  nuestro  Antonio  Agustia  babíaa  apli- 
cado píU'a  juDtar  toa  materiales  que  exigía  una  obra  ó  compendio 
sistemático  de  la  jurisprudencia  civil  y  eclesiástica.  Has  entonces 
babían  ya  faltado  ó  se  habian  disminuido  en  gran  manera  los  jurisr 
coB^iltos  españoles  que  seguian.  la  buena  escuela ,  y  si  alguno  exis  - 
tía,  las  dolencias  de  la  uaeion  eran  fstorbo  para  animíLrle  á  un  pro' 
yeclo  que  pedía  mudios  auxilios  de  parle  del,  gobierno. 

Ni  dejaba  de  ser  también  un  grande  obstáculo  la  situación  en 
que  se  bailaba  entre  nosotros  el  estudio  dal  derecho  de  la  rizón  y  el 
de  la  economía  civil,  tan  necesarios  para  la  filosofía  de  las  leyes. 
Aunque  nuestros  Suwez,  Covarrubias,  Sotos  y  Vitorias  proveyesen 
de  ayunos  mal«riales  al  autor  del  tratado  de  jure  bdlietpacis,  ni. 
de  esta  obra  ni  de  otras  clásicas  estranjecas  escritas  por  políticos 
ingleses  y  alemanes,  especialmente  donde  el  derecho  publico  fué 
examinad  con  tímta  proligidad,  se  hizo  algún  uso  por  los  juiiscon- 
sultos  españoles,  y  nuestros  economistas  y  políticos  que  mezclaban 
estas  dos  ciencias,  estaban  muy  distantes  de  presentar  aun  esparci- 
dos los  fragmentos  de  un  cuerpo  de  doctrina  que  pilcase  H  forma- 
ción de  las  riquezas  é  indicase  los  medios  de  aumentarlas. 

Por  desgracia  en  los  mismos  escritos  en  que  estas  parles  de  la 
filosofía  práctica  ayudaban  á  mej^ar  la  ciencia  del  derecho ,  se  en- 
contraban máximas  de  moral  y  de  política  que  no  se  conformabaa, 
con  e)  sistema  civil  y  r^gioso  de  nuestro  país,  y  por  esta  rasoa. 
tampoco  fueron  de  grínde  ó  público  uso  los  ensayos  del  célebre  An- 
deles que  se  publicaron  para  el  adelantamiento  de  la  ciencia  ^^  ba- 
ca- las  leyes  justas  y  lililes ;  por  consiguientey  por  ma^  ^^e  tui  Eal- 
tMe  quien  tratini  coa  mérito  bastante  las  oMUerias  del  <U'^'b!<>  '^^i^' 
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como  Pínestres  y  Mayans ,  y  aun  se  empezara  á  dar  alguna  muestra 
de  cultivo  del  derecho  público  y  de  la^dencia  de  la  legislación  en  el 
aparato  publicado  por  el  Sr.  Valiente ,  como  en  varios  discursos  di- 
rigidos á  examinar  las  leye»  actuales  y  la  neoesidad  de  la  (rtura  de- 
seada por  el  gobierno^ 

Tal  era  la  situación  en  que  se  haikÚMuí  los  flüedios  y  el  estudio 
de  la  ciencia  legal,  cuando  fueron  escritas  las  obras  elementales  del 
derecho  de  nuestra  nación.  T  aunque  pudiera  haberse  fomentado 
algo  su  enseñanza  con  las  órdenes  y  planes  remitidos  moderna- 
mente á  las  universidades ,  Bose  han  visto  productos  demasiado 
ventajosos,  porque  inqierfecta  todavía  la  educación  y  falta  de  recur- 
sos y  libros,  no  era  fáeil  que  los  suplieran  todos  los  maestros.  Antes 
se  observa  haber  caído  mudios  en  un  vicio  contrario  al  de  los  smti- 
guos  profesores ;  pues  si  estos  por  la  mayor  parte  despreciaban  el 
estudio  de  la  filosofía  y  de  las  bellas  letras,  los  jóvenes  que  hallaban 
mas  satisfecho  su  amor  propio  y  un  camino  mas  brere  en  la  lectura 
de  algún  otro  ástema  filosófico  que  les  inspiraba  comunmente  con* 
Sansa  para  adivinar  las  leyes  ordenadas  por  principios  diversos  y 
aun  contrarios,  y  juzgar  flÉñcihnente  de  su  m^ile,  apenas  se  dedica- 
ban alexálBeo  yinedítaeienséri»  de  los  Códigos  deRoma  y  de  Gas- 
tilla,  reuniéndose  la  solidez  y  los  adornos  en  solo  un  corto  número,' 
que  son  bien  conocidos  y  apreciados. 

Si  volv^nos,  pues ,  la  atendon  á  los  autores  que  nos  han  prece- 
dido en  el  dedgnio  de  escribir  una  obra  compendiosa  de  nnestra  ju- 
risprudencia castethiina ,  deberemos  agradecerles  sus  conatos  y  dis- 
culparles'sus  defectos  mas  bien  que  hacerles  aquella  crítica  escitada 
por  el  deseo  de  i^zar  el  nombre  propio  sobre  la  ruina  de  los  otros,  y 
por  la  inesperiencia  de  las  grandes  dificultades  que  trae  consigo 
cualquierobra  en  el  terreno  de  las  ciencias,  e^ecialmente  del  dere- 
cho, en  que  el  célebre  Cujacio  encontró  solo  un  sabio  en  Italia  y  otro 
en  Alemania. 

Como  quiera  no  seria  ajeno  del  prospecto  de  una  obra  nueva 
meditada  sotoe  el  sistema  del  derecho  de  España  el  referir  las  publi- 
cadas anteriormente  ,  porque  así  puede  verse  el  estado  en  q^^  ^«\^- 
ron  una  empresa  tan  útil  los  esfuerzos  de  tantos  escxilotes  >  /^  "^^^^ 
birsc  la  distancia  que  hay  de  eHos  hasta  el  punto  de  pertecc^^^  "^  ^"^ 
debían  haberlos  dirigido ,  y  el  es})acio  fl^^  ^^  prop^ussaO^  ^^«»^ 
tar,  si  Iff^lud  y  los  medios  no  ^oTlaltAn. 
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PICHABBO. 

El  primero  que  tuvo  entre  nosotros  el  pensamiento  de  áur  k  la 
luz  pública  una  obra  elemenlal  de  jurisprudencia,  haciendo  el  co- 
mentario general  de  las  instituciones  de  Justiniano ,  fné  el  famoso 
Aalonio  Pidianlo  Vinueaa,  que  ajeno  de  otra  ambición  que  la  de  gJO' 
ría,  la  dedicó  á  sus  oyentes  en  el  año  de  1600 ,  proponiéndose  agre- 
^r  en  todas  las  materias  al  derecho  de  Roma  el  de  Castilla  desde  la 
medi&edad  hasta  las  medias  disposiciones  de  so  tiempo.  T  cierta- 
mente, el  elogio  que  dio  el  Sr.  Solorzano  á  esta  obra  es  bien  debido 
al  mérito  que  reconoce  en  ella  cualquier  jurisconsulto  que  la  lea  coa 
crítica  prudente:  pues  no  solo  manifiesla  el  autor  mucha  lectura  de 
los  historiadores  y  filósofos ,  de  los  oradores  y  poetas ,  con  especial!, 
dad  de  los  latinos ,  sino  que  usando  del  estilo  de  los  Álciatos  y  Cuja- 
cios,  asciende  basta  las  fuentes  del  derecho  romano,  discurriendo 
con  maestría  y  originalidad  sobre  los  testos  é  interpretaciones  de 
ellos,  hechas  por  Fabro  y  por  Dónelo,  ya  refalando,  ya  dando  nuevo 
apoyo  á  las  doctrinas  de  Covarrubías  y  Menchaca ,  y  empleando  los 
conocimientos  histórico-jurídicos  de  D.  Antonio  Agustín  y  de  Bri- 
sonio. 

En  el  lomo  segundo  insertó  t^os  apéndices  pata  suplir  la  falta 
de  los  títulos  á  que  eran  relativos  en  los  Ubros  de  las  instituciones 
que  comenta,  y  con  el  mismo  objeto  en  varias  partes  de  sus  comen- 
tarios se  percibe  el  designio  de  añadir  machas  doctrinas  que  tienen 
{m>p¡o  título  en  las  Pandectas  y  en  el  Código.  Pero  el  método  no  es 
el  mas  fácil  en  esta  parte,  ni  en  general  es  el  mas  útil  el  que  usa  en 
el  todo  de  la  obra.  En  aquel  tiempo  se  caía  con  mucha  frecuencia 
en  el  escollo  á  que  está  espueslo  todo  comentador  de  distraerse  á 
especies  ajenas  de  U  materia  qne  trata,  solo  porque  en  d  testo  sie 
vé  alguna  palabra  que  haga  alusión  á  su  designio.  T  sobre  todo  fal- 
tan fflil  artículos  de  la  legislación  espiüola  en  esta  obra  destinada 
principalmente  al  derecho  romano  y  á  la  concordia  y  discordancia  de 
él  con  nuesb^  códigos  en  cnanto  le  tenían  por  origen.  Esto  es  lo 
que  se  nota  con  frecuencia  en  los  comentarios  de  Pichudo,  y  lo  que, 
unido  al  pensamiento  de  razonar  con  método  escolástico  hace  su  obra 
mas  difusa  de  lo  que  era  conveniente.  Sin  embargo,  en  nuestro  dic- 
tamen es  la  que  supone  mas  estadio  en  la  ciencia  legal  entre  todas 
las  elementales  nuestras,  y  la  que  puede  ser  mas  útil  para  el  foro  en 
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defecto  de  otras :  agregando  las  manuduetíones  prii^icaB  del  mmao 
autor  donde  en  un  plan  correspondiente  á  la  propiedad  de  sn  titulo 
dio  Pichardo  una  idea  bastante  clara  del  mecanismo  de  los  juicios  ó 
procesos  comunes  de  Castilla. 

MARTÍNEZ  GAUNDO. 

Tal  vez  habria  tenido  menos  uso  la  obra  de  Pichardo ,  si  hubiese 
llevado  la  suya  á  complemento  D.  Tomás  Martínez  Galindo,  que  na- 
cido en  la  ciudad  de  Borja  y  graduado  de  doctor  en  derecho  en  Za- 
ragoza, fué  fiü  1707  promovido  á  la  fiscalía  de  la  Real  Audiencia  de 
Sevilla,  y  al  cabo  de  ocho  anos  ascendido  al  empleo  de  oidor  de  la 
Real  Audiencia  de  Valencia.  En  el  mismo  ano ,  que  fué  el  de  i71$, 
hizo  pública  por  medio  de  la  prensa  su  obra  de  jurisprudencia  con  el 
título  de  PhcenixjurisprudenticB  ¡mpanioB  sive  instituía  Itispana  vd 
apus  mgulare  instittitionum  juris  vel  codex  müia  hispanorum  jura 
nova  atque  accurata  methodo  declarans.  El  concepto  poco  favorable 
que  presenta  el  aparato  y  redundancia  de  las  palabras  de  este  título, 
y  aun  la  impropiedad  de  la  voz  imtituta^  reprendida  justamente  en 
este  sentido  por  Pichardo  contra  el  uso  vulgar,  se  convierte  en  ho* 
ñor  de  la  obra  y  de  la  persona  que  supo  ejecutarla  con  tanta- ciencia 
y  erudición  desde  el  momento  en  que  se  empieza  su  lectura.  £1  testo 
que  precede  al  comentario  tiene  la  claridad ,  orden  y  concisión  que 
necesitan  las  primeras  nociones  de  esta  ciencia ,  y  es  justa  la  osten- 
sión que  el  autor  mismo  dá  á  estas  en  su  comentario ,  obra  igual- 
mente original  dentro  del  término  (te  ilustración  ó  parafrástico  y  que 
tiene  el  orden  posible  en  las  verdades  y  mas  economía  en  las  citas  y 
autoridades  que  la  usada  por  lo  común  en  estos  libros.  Es  muy  dig* 
no  también  de  celebrarse  el  complexo  de  las  regias  de  crítica  y  de 
lógica  que  el  mismo  autor  se  impone  cuando  trata  de  hacer  la  espli* 
cacion  de  su  propósito :  pues  que  llegando  al  capitulo  del  método, 
pondera  su  trabajo  in  redigenda  disciplina  ad  mathematicíe  preser- 
tim  geometrice  proestantisimam  methadum.  En  lo  cual  se  hallan,  como 
el  autor  dice,  las  ventajas  de  evitar  repeticiones  y  de  dar  claridad  á 
las  materias.  El  asegura  haber  examinado  por  si  mismo  las  obras  á 
que  hace  referencia  en  las  citas;  lo  que  también  era  muy  raro,  co- 
piándose unos  á  otros  y  creyéndose  sobre  su  paladira  comunmente.  ¥ 
para  manifestar  el  buen  estado  de  sus  ideas  en  la  tópica  de  la  juris-> 
prudencia,  dice  lo  siguiente :  Contempsimm  quúqm  doctarum  inter* 
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pretumve turbas  ad rem quandibet  vocare ac eogere:  áadrinmenüm 
nostree  fmdmñenh  sunt  lex  et  ratio  quílms  solís  seientia  juiis  dr* 
cunscribüup.  Eñ  gama,  despaes  de  los  preceptos  de  Aristóteles /Ci* 
cerón  y  Qointiliano  que  componen  el  código  inmudable  del  buen 
gusto,  se  anticipan  por  el  autor  en  la  lógica  jurídica  las  reglas  que 
medio  siglo  después  hicfefroíKsélebres  á  :Nood  y  Yiusker-Soek  en  el 
catálogo  de  los  escritores  de  esta  ciencia.  T  para  que  no  hubiese  un 
solo  artículo 'en  qae  no  se  acercase  nuestro  jurisconsulto  á  la  perfec- 
ción ,  su  breve  historia  ád  derecho  español  y  de  sus  códigos  se  halla 
cimentada  sobre  la  autoridad  de  nuestros  historiadores  principales. 
que  le  eran  tan  conocidos  como  las  Escrituras  Sagradas  y  ios  Padres» 
poetas,  teólogos  y  filósofos  antiguos,  bien  que  tenia  tanta  idea  de  la 
jurisprudencia,  que  incluía  en  su  imperio  toda  la  enciclopedia:  y  aun* 
que  en  esto  tomase  demasiado  á  la  letra  la  definición  estoica  de  los 
jurisconsultos  romanos  divinarum  atque  humanarum  rerum  notUia, 
que  por  igual  inteligencia  equivocada  ridiculizó  el  famoso  Muratori, 
lo  cierto  es  que  ei^  jactancia  le  condujo  á  un  saber  muy  estendido» 
y  que  hay  una  profunda  verdad  en  sus  ideas  sobre  la  relación  áA 
arte  de  \o  justo  con  la  filosofía  de  las  costumbres.  De  aquí  y  de  sus 
principios  sobre  las  bellas  letras  sacó  los  fundamentos  para  juzgar  de 
los  teatros  mas  bien  de  lo  que  era  de  e^rar  en  aqu^  tiempo,  así 
como  4e  sus  conocimientos  en  las  reglas  de  la  justicia  pública  y  uni* 
versal  los  argumentos  para  defender  el  derecho  del  Sr.  Felipe  Y  de 
Borbon  á  la  corona  de -estos  reinos.  Alguna  impropiedad  en  el  idioHKa 
latino,  ideas  adgo  oscuras  sobre  el  principio^de  Buestras  gerarquías  ^ 
el  carácter  de. la  nobleza  llamada  de  Solar,  un  empeño  inútil  en  de- 
fender tas  apreciaciones  con  que  Clpiano  hizo  común  al  hombre  y  á 
los  bimtos  el  derecha  de  la  naturaleza,  no  diverso  del  que  se  Jlama 
derecho  de  la  razón  en  esta  obra,  alguna  mayor  estension  de  la  que 
era  necesaria  para  la  inleligencia  de  los  testos  y. cartas  distracciones^ 
á  materias  ajenas  del  punto  que  traJaba  con  otras  pequeñas  faltas» 
no  oscurecen  el  brillo  de  su  obra.  ¡Ojalá  que  después  délos  tratados 
qtte  comprende  ^u  único  volumen,  contuviera  los  de  contratos,  inter* 
dietos  y  otros  varios  que  faltan  en  su  libro,  y  que  en  el  modo  coa 
que  intercaló  oportunamente  aquellos  títulos  que  eran  conducentes 
para  ilustraoien.de  las  herencias  testadas  é  interesadas,  aunque  muy 
pocoiestensamenlente  ^en  los  de  maycHrazgos  y  mejoras  de  'tencio  y 
quivto,  hubiera  el  autor  escrito  los  restantes  para  completar,  los  ele- 
mefttos  delderecho  de  EspaSa!  Aunque  no  baria  supórfluo  un  nuevo 
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Iftro,  diría  graMe  Itz  para  formarle,  espmaloMBte  en  h»  artkoba 
é^l  derecho  priyado  qae  regia  la  decisimí  de  las  dadas  «q  du  ^oea» 
y  que  ha  sido  lúenos  dísoutído  de  lo  que  el  ittterés  pábüeo  exigia. 

TORRES  T  YEUSGO. 

En  el  áSo  de  1736  D.  Antonio  de  Torres  y  Yelasoo  éió  á  la  iHt 
pública  m  tratafdo  de  deredbo  oo«  el  título  de  IntíUuJüom^  Hiapúnm^ 
pra0ii€(^eoriecd  c^nentata.  Sn  designio  fué  el  que  los  testos  recBíe*^ 
^n  la  sanción  soberana,  y  para  ello  no  solo  dedicó  su  obra  á  los  se- 
Sores  reyes  D.  Felipe  V  y  Dona  Isabel  delFamesio,  sino  que  en  la 
letpa  de  hs  instituciones  de  Justíniano  hizo  las  alteraciones  conve* 
nientes  para  qae  hiciese  referencia  al  soberano  de  España  lo  jqae 
IViboniano  decía  acerca  de  los  emperadores  de  Oriente »  y  se  confoiw 
mase  á  la  legislación  de  Castilla,  lo  que  ensenaba  aquel  de  la  romana: 
el  mismo  autor  dice  sencillamente  en  la  dedicatoria  que  faabia  com- 
puesto su  obra  de  los  libros  de  la  Nueva  Recopilación ,  de  ios  Usos 
forenses ,  de  las  Siete  Partidas  y  de  las  Institociones  de  Justmiano 
comentadas  por  el  célebre  Arnoddo  Vinnio.  T  á  la  verdad ,  aunque 
muy  poco  ori^nal  en  el  fondo ,  no  deja  de .  tener  algún  mérito  su  li- 
bro por  el  pensamiento  de  reunir  el  estudio  del  derecho  español  con 
el  de  ftoma,  y  por  el  juicio  con  que  adopta  ó  desecha  las  opiniones 
de  los  jurisconsultos  nacionales  en  los  pantos  que  erau' sttSGq[>tibleB 
de  duda  por  íla  <rf)6ervancia  ó  silendo  de  las  leyes  y  la  poca  seguri- 
dad de  jas  costumbres. 

También  se  propuso  evitar  Torres  la  deiniciende  Pichardo ,  y 
aun  de  Yinnio/ abreviando  los  comentarios  de»  este  iiltimo..Mas  cft- 
yeee  de  una  porción  de  especies  ó  títulos ,  que ,  é  propios  de  ¡nuoii- 
tra  le^íüaeion  ó  .suprimidos  en  las  iástiUiDiones ,  hacen  falta  paia 
dar  un  sistema  de  doctrina :  y  como  su  trabado  recae  sobce  el  de  un 
íurisoonsuno  estranjero,  aunque  de  los  ima8>eslimablesy  siempse 
hace  un  papel  muy  suballerno  la  legislación' espuMa ,  ¿que  debíeaa 
mas  principalmedte  eieaminavse. 

ÁSSO  ¥  BODMGDSZ. 

-i).  Ignacio  lordan  de  Asso  y  del  ftio  y  I>*  Miguel  de  Jtbnuel  y 
^odriguez  publicaron  en  i775  en  lengaa  castellana  sus  iri^^ittioío- 
ne$  ^l  derecho  civü  de  CaMla  oom,  una  iatmáneoion  tSobreJosi^édÁ- 
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gos  generales  de  este  reiso ,  los  fueros  de  sus  proTuieias  y  pueUoB, 
y  actas  de  sus  Cortes  de  que  habían  llegado  á  adquirir  la  copia  y  la 
noticia.  En  este  último  punto  los  autores  confirmaron  la  idea  anti- 
cipada entre  los  eruditos  del  provecho  que  podia  sacarse  de  sus  la- 
ces para  la  historia  del  derecho  de  Espvoia ,  desde  que  habían  dado 
á  luz  pública  el  Fuero  Viejo  de  Castilla  y  el  Ordenamiento  de  Alca* 
lá  con  varias  notas  y  discursos  para  su  ilustración  é  intdigencia.  Y 
á  la  v^dad  con  solo  la  publicación  de  los  monumentos  que  refieren 
estos  laboriosos  escritores  en  las  últimas  ediciones  aumentadas  en 
esta  parte  y  se  tendria  una  colección  muy  importante  para  nuestra 
historia  civil  y  de  las  leyes.  En  la  parte  científica  de  la  obra  son 
también  muy  bastantes  sus  trabajos  para  elogiar  el  pen^miento  y 
aun  el  orden  general  en  que  se  halla  ejecutado.  Si  bien  en  cuanto  á 
este  punto  no  dejamos  de  ser  de  distinto  dictamen  en  uno  ú  otro  ar- 
tículo ;  por  ejemplo ,  no  hallamos  fundamento  para  que  estén  colo- 
cadas las  herencias  antes  que  las  servidumbres,  no  tan  solo  porque 
estas  preceda  á  aquellas  en  la  obra  de  las  instituciones  de  Justi- 
aiano ,  sino  porque  en  efecto  parece  que  así  lo  exige  la  naturaleza 
de  las  cosas,  pues  hay  una  relación  mas  inmediata  entre  el  dominio 
y  la  servidumbre  de  los  bienes,  la  cual  es  solamente  una  parte  ó 
modificación  de  aquel  que  entre  el  dominio  y  el  título  universal  de 
la  herencia :  cosa  por  otra  parte  mas  difícil  y  larga  de  esplicarse. 
Ni  las  prendas ,  hipotecas  y  censos  debieran  en  nuestro  dictamen 
preceder  á  la  idea  general  de  los  contratos ;  fuera  de  que  la  sustan- 
cia del  censo  se  resuelve  en  los  dos  contratos  de  venta   y  em- 
préstito á  interés,  que  deben  por  consecuencia  esplicarse  previa- 
mente. Por  lo  que  hace  al  método ,  es  laudable  la  idea  de  seguir  el 
axiomático.  Mas  no  se  verifica  el  logro  muchas  veces ,  sin  embargo 
de  haber  hecho  el  trabajo  sobre  los  publicados  por  Heinecio ;  ha- 
biendo á  cada  paso  consecuencias  que  tal  vez  son  anteriores  á  los 
principios,  ó  bien  con  la  proposición  de  que  intentúi  deducirla  los 
autores  de  las  instituciones  de  Castilla.  Así,  por  ejemplo ,  sobre  el 
tormento  se  establece  como  por  primer  principio  que  no  se  d¿  á  toda 
especie  de  sujetos :  y  como  primera  consecuencia  de  este  principio 
que  no  pueden  ser  atormentados  los  menores  de  catorce  anos,  caba- 
lleros, oidores,  consejeros  y  ptros  privilegiados.  Pues  aut^^  ^^^^  ^^ 
estos  privilegios  se  inferia  por  un  orden  inverso  que  el  tormento  no 
se  di  generalmente  á  Uxbs  las  persmias,  consecu^i^cv^^^  ^^^ 
parte  muy  poco  luminosa,  al  paso  que  no  se  ocult^y^^   ^  \^  ^^^  ^^ 
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historia  y  el  eqiirita  4e  tes  leyes  en  qae  las  escepcioiies  se  aatori- 
zan  y  el  origen  mismo  de  una  pmeba  qae  con  razón  se  halla  des- 

Alguna  ofra  vez  hay  también  inexactitud  y  equivocación  en  la 
sustancia  de  las  ideas ,  de  lo  que  puede  verse  un  ejemplo  en  la  ma- 
teria de  los  recursos  de  fuerza ,  de  los  cuales  establecen  estos  auto- 
res por  regla  en  el  núm.  8.®,  que  los  pleitos  de  fuerza  se  pueden 
sentenciar  en  revista,  cosa  ajena  de  la  naturaleza ,  desmentida  por 
la  práctica  de  los  tribunales  y  sin  apoyo  en  la  ley  38,  tít.  5.®,  li^^ 
bro  i.^  de  la  Reeopilacion  que  alegan  en  favor  de  su  idea,  cuando 
en  ella  se  dice  únicamente^  que  los  pleitos  retenidos  en  las  audien* 
ciais  después  de  dado  el  auto  de  legos  son  también  susceptibles  de 
revista. 

Sin  embargo ,  vuelvo  á  decir  que  es  apreciable  este  tratado  poc 
la  correspcmdeüda  continua  de  las  doctrinas  con  las  leyes  del  reino: 
y  aun  añado  que  era  de  desear  que  sus  autores  no  hubiesen  dejado 
intactas  varias  mat^ias  del  derecho  y  algunas  otras,  con  solas  las 
primeras  nociones  que  no  bastan  para  instruir  sobre  mil  dudas  que 
se  ven  agitadas  eo/a  frecuencia.  Ni  dejan  de  ceder  en  mérito  de  la 
efara  los  artículos  de  la  legislación  y  jurisprudencia  aragmiesas, 
aunque  cada  legislación  en  nuestro  juicio  necesita  un  trabajo  sepa- 
rado ,  cuando  hay  separación  en  sus  principios.  La  edición  aumen- 
tada por  Palacios  ha  mejorado  esta  obra  en  muchos  puntos. 

MAYMO  T  RIVES. 

Digna  es  de  especial  memoria  en  este  género  la  obra  que  en  Í777 
se  publicó  en  Madrid  á  nombre  de  D.  José  Maymó  y  Rives,  aboga- 
do en  la  Real  Audiencia  de  Valencia ,  con  el  titulo  de  Romani  et 
hispanijurís  instUutioms  ad  mum  scíwIíb  et  fori.  El  apreciable  au* 
tor  que  falleció  poco  antes  de  la  publicación  de  su  libro ,  escribió  es- 
tos elementos,  persuadido  de  que,  quoad  prcedpua  jurisprudentioe 
eapÜOríM  mnt  successiones,  contractus,  deUcta ,  tutela ,  seruttutes, 
usucMpwnes  etdiafere  nihil  mtUatum  invenitur  fhispaxús  U^^y») 
nec  juri  romano  contrarium.  De  manera  que  segan  dice  se^\^%.* 
mente:  hi^miin  jum  studium,....  addidnon  possit  qúif^   vcmm,^ 
juirh  'perfecta  hábeatur  cognitio,  sine  qt«*  ^^  ^^  jwt^isperi*'*^^  ''^^ 
quam  esse  poterü  ttec  hispanarum  i^ufn  radicitus  et  fxi\\4(]t'«^^ 

TOMO  XIII.  ^ 
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En  el  proemio  sostituyendo  aáolicam  nuyetíatem  y  princ^ 
hispanus  en  lu^r  de  tmperníoríam  majestatem  é  in^erator ,  según 
escribió  Triboniaao,  hace  mención  de  los  principales  códigos  de  Cas* 
tilla.  Pero  esto  no  es  coa  toda  la  esplicacion  coaveniente,  y  por  otra 
parte  los  testos  que  siguen  de  las  instituciones  conservan  la  alusión- 
y  referencia  á  las  leyes  y  magistrados  romanoB :  lo  cual  no  deja  de 
ofrecer  algún  contraste  y  como  una  especie  de  inconsecuencia  ó  fal- 
ta de  memoria.  No  sucede  asi  en  la  esplicacion  que  hace  de  los 
testos. 

El  orden  de  esta  obra  es  el  misino  de  ias  instituciones  de  Justi- 
níano ,  cuyos  testos  hace  preceder  á  su  breve  y  exacto  comentario. 
Todavía  á  las  disposiciones  legales  añade  el  resultado  de  las  opinio- 
nes de  los  jurisconsultos  mas  apreciables  de  España ,  sabiendo  basta 
los  artículos  mas  importantes  de  las  Pandectas  y  del  código.  Porque 
en  aquellas  colecciones  de  Boma  se  encuentran  títulos  de  que  no  se 
hace  circunstanciada  mención  en  las  instituciones ,  ó  porque  no  po- 
día hacerle  ninguna  como  de  materias  propias  de  nuestra  legisla- 
ción ,  intercaló  el  autor  algunos  apéndices  como  el  de  tutoribus  et 
curatoribus  y  el  de  mayorazgos  en  el  título  de  singulis  rebus  per  /i- 
deicomissum  relictis,  y  aun  pudiera  baber  añadido  algunos  otros  ao 
menos  oportuna  y  útilmente. 

De  cualquier  modo,  el  plan  que  se  propuso  está  bien  desempe- 
ñado ,  por  mas  que  no  baste  á  nuestra  idea  por  las  razones  indicadas. 

DANVILA. 


Casi  en  un  tiempo  mismo  trabajariHi  después  sobre  el  derecbo 
romano  español  dos  talentos  beneméritos  y  con  planes  bastante- 
mente asemejados ,  aunque  en  la  ejecución  algo  distintos.  £1  prime- 
ro D.  Bernardo  Joaquín  Danvila,  profesor  de  filosofía  mora). y  de- 
recho póblico  en  el  seminario  de  nobles  de  Madrid  y  conocido  por 
sus  elemmtos  económicos ,  fué  escítado  á  este  trabajo  por  el  céle- 
bre D.  Benito  Monfort ,  que  deseando  hacer  una  edición  segunda  de 
los  comentarios  del  sabio  Amoldo  Vinnio,  mas  correcta  que  otra  que 
habla  salido  de  sns  prensas  en  1764,  comprendió  en  su  designio  el 
pensamiento  de  añadir  el  derecbo  de  España  en  vez  del  holandés, 
conservando  intacto  en  lo  demás  el  testo  de  la  obra  y  aun  las  opor- 
tunas adiciones  con  que  estaba  ilustrado  por  Heineccio.  Fué  protec- 
tor de  esta  idea  el  Supremo  Consejo  de  Castilla,  y  designó  para  el 
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eximen  de  los  trabajóla  al  limo.  Sr.  Pérez  Valiente,  el  cual  no  pudo 
menos  de  aprobar  unas  notas  puestas  con  precisión ,  oportunidad  é. 
inteligencia  de  nuestras  leves  y  de  los  libros  en  que  habian  sido  ia- 
terpretadas ,  y  de  autorizur  por  consiguiente  la  edición  proyectada, 
que  se  hizo  pública  en  d  ano  de  1779.  Al  principio  de  cada  uno  de 
los  párrafos  se  hallan  igualmente  citados  los  testos  de  la  Recopila- 
ción ,  Fuero  Real  y  las  Partidas  á  que  hace  referencia  la  doctrina 
de  las  instituciones  romanas ;  y  si  el  autor  c(m  el  talento  y  finura 
que  manifestó  en  estas  breves  notas ,  se  hubiera  dilatado  mas  en 
ellas  y  añadido  los  tratados  que  faltan  en  la  obra  de  estos  elementos 
del  der<^cho,  habría  hecho  mayor  beneficio  á  los  jóvenes  que  se  de- 
dicaría su  estudio,  aunque  nunca  hubieran  tenido  nuestras  leyes 
mas  que  un  lugar  reducido  y  poco  útil  para  el  conocimiento  de  su 
espíritu. 

SALA. 

Algún  tanto  procuró  suplir  este  defecto  D.  Juan  Sala,  Paborde  de 
Valencia,  en  sus  trabajos  sobre  el  mismo  comentario  de  Amoldo 
Vinnio  qne  publicó  en  1780  con  el  título  de  Vinnius  castigatus  et  aA 
usum  tironum  hispanorum  accomodatns:  pues  no  solo  citó  en  los  pa- 
sajes oportunos  las  leyes  de  los  códigos  castellanos  que  autorizan 
las  reglas  esplicadas  en  los  comentarios  ó  en  el  testo ,  colocando  al 
fin  de  cada  uno  de  aquellos  las  doctrinas  del  derecho  español  que 
ó  por  varias  leyes  romanas  ó  por  otro  título  pedian  mayor  espresioa 
en  su  concepto ;  sino  que  con  el  nombre  de  apéndices  interpoló  va* 
rios  títulos  de  nuestra  jurisprudencia  y  otros  que  se  omiten  en  las 
instituciones  comentadas. 

Entre  estos  apéndices  se  encuentran  los  de  mayorazgos,  censos 
y  retractos  con  otros  algunos  omitidos  entre  los  publicados  por  Pi^ 
chardo ;  y  aunque  en  los  orígenes  y  espíritu  de  nuestras  ordenan- 
zas sobre  ellos  y  ^un  en  la  exactitud  de  las  ideas  reste  que  trabajar 
muy  buena  parte  al  historiador  y  al  filósofo  jurista ,  halla  el  lector 
compendiadas  útilmente  las  máximas  deméntales  de  estas  materias 
esparcidas  en  diversos  volúmenes  y  de  un  continuo  uso  eu  nuesUo 
foro.  Así  que  era  de  desear  que  hubiese  hecho  el  autor  este  mísett» 
trabajo  en  otros  varios  puntos  de  la  jurisprudencia  es]^auola  y  ^ 
nada  ó  muy  poco  se  tratan  en  la  obra.  Por  lo  demás ,  de\a  mo^^'^v^ 
del  mismo  autor  puede  inferirse  que  en  1*  espresion  de  Vwi'*'^;*^  ^" 
tigatus  no  pensó  atribuirse  superioridad  alguna  sobre    e\  xO^^^ 
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lui  jaríscrasnlto ,  tí  primero  tal  vez  ^tre  todos  los  comentad(n«B  de 
las  institnciones  de  Justintano,  asi  por  la  solidez  y  estenüioD  de  sos 
cMOcimientos  en  )t  ciencia  del  derecho,  coma  por  su  filosofia  y  los 
adornos  de  erudición  griega  y  latina  que  IhíIUd  en  su  obra  con  fre- 
cuencia. Nuestro  castigador  ^nas  ee  propuso  otra  idea  que  la  de 
abreviar  un  comentario ,  que  podria  juzgarse  muy  difícil  para  los 
estudiantes ,  y  suprimió  por  esto  enteramente  lai  notas  que  se  siguen 
i  los  testos,  agregando  solo  de  las  adiciones  de  Heinecio  colocadas 
entre  los  míanos  comentarios  lua  ú  otra  doctrina,  inoorporándolas 
sin  separadon  ni  nota  que  designe  de  quién  son  ó  á  qué  ptrtenecen, 
en  cuya  operación  era  difícil  que  no  se  percibiese  la  diversidad  de 
materiales  en  el  supuesto  de  ser  contrarias  muchas  veces  las  opinio- 
,  «es  de  Heinecio  á  las  de  Vinnio  en  las  adiciones  refondidas. 

Como  quiera,  la  aceptación  que  tuvo  el  Vinnio  castigado  en 
nuestras  universidades  y  colegios  escit6  la  aplicación  del  Dr,  Sala  á 
proyectar  y  concluir  nuevos  trabajos.  En  el  año  de  1788  y  el  si- 
guiente publicó  en  dos  volúmenes  eo  cuarto ,  mucho  mas  abreviados 
les  mismos  comentarios  con  et  título  de  Institutiones  romano  hispa- 
we,  y  no  olvidó  añadir  alguna  otra  declaración  ó  ley  promulgada  es 
el  periodo  de  los  ocho  üos  trascurridos  desde  la  publicación  del 
primer  Vinnio.  De  esto  puede  ser  un  ejemplo  la  insbiiccion  y  de- 
creto de  178S  relativos  á  los  bienes  mostrencos  vacantes  é  intes- 
tados en  que  esta  última  especie  fué  reservada  para  el  fisco  en  de* 
fecto  de  parientes  dentro  del  cuarto  grado  según  el  cómputo  civil,  si 
bien  el  mismo  coarto  grado  por  computación  canónica  estaba  decla- 
rado en  nuestros  últimos  códigos  por  término  de  ta  línea  colateral 
llamada  4  la  sucesión  de  las  herencias  de  los  que  fallecian  sin  tes- 
tamento y  sin  descendencia  ni  ascendencia  en  lugar  del  grado  déci- 
mo por  computación  civil  que  hablan  fijado  las  Partidas  y  designado 
el  mismo  Sala,  Danvila  y  otros  varios ,  sin  advertir  el  nuevo  estado 
de  nuestra  legislación  sobre  este  punto.  Es  nuevo  por  consiguiente 
m  el  decreto  de  1785  el  que  este  ^ado.cnarto  deba  ser  computado 
civilmente;  cofla  muy  digna  de  observarse  y  de  comparación  con  el 
sistema  mas  verdaitero  de  las  leves  de  la  Recopilación  y  Ordena- 
miento sobre  la  computación  de  grados  en  las  dudas  de  herencias  y 
retractos ,  el  cnal  pudo  ser  distinto  del  de  las  leyes  de  Partida  copia- 
das de  los  códigos  de  Roma  antes  que  el  cómputo  cimónico  debido  á 
lámala  inleligencia de nn  testo,  como  advirtió  el  sabio  Berardi, 
_         {nese  introducido  en  nuestro  foro.  Aunque  creamos  que  algunas 


^imoaes  del  autor  oomo  en  la  esdosion  absoluta  de  la  nadre  por 
ei  sustiinto  papilar  sean  repagnantes  al  espirita  del  Msno  nue^ 
rádüga  de  la  Rtoopíiacion,  á  pulsar  de  las  aaíoridades  6  ratones  cm 
que  el  Sala  y  Danviht  se  decidoi  contra  las  mas  frecaentes  decisiones 
de  los  Tribunales  de  España,  no  pensamos  que  esto  rebaje  el  mérito 
de  sus  trabajos  en  la  ciencia  y  el  particular  de  este  segundo  com- 
pendio del  derecho  romano  espand. 

£l4nÍ8mo  juicio  puede  formarse  de  otra  obra  del  propio  D.  Joan 
Sala,  publicatda  en  1794  con  el  título  de  Digetio  Ramano-Hispano, 
en  cuya  composición  dice  el  autor  que  invirtió  el  espacio  de  cinco 
años,  en  que  examinó  seriamente  los  originales  á  que  se  refieren  siia 
doctrinas.  Entre  estos  ocupan  ei  lugar  principal  Voet,  Heinecio  y 
Mood,  el  último  de  los  libros  que  pudo  comentar  de  las  Pandectas 
/aera  de  sus  preciosos  tratados  de  (¿Rnere  tt  ustiris ,  4e  jurUdictioM 
et  imperio  9  y  algún  otro.  Y  aunque  no  falte  quien  quisiera  que  las 
adiciones  del  derecbo  de  Espsma  se  bubieran  colocado  i  ooatintta* 
cion  de  la  obra  de  Heinecio ,  que  nunca  se  alabará  bastantemente » 
nuestro  Sala  quiso  tal  vez  hacer  mas  accesible  y  acomodado  á  la  si* 
tuacion  de  nuestros  jóvenes  su  dígesto  romano  español ;  y  s(4)re  Codo 
siempre  es  por  su  trabajo  benemérito.  De  modo  que  por  sa  estudio, 
añadiendo  el  de  sus  instituciones  al  que  hace  de  continuo  referencia, 
por  iao  repetir  lo  dicho  en  ellas  y  con  la  breve  historia  del  derecho 
de  Roma  y  de  CastiUa  que  publicó  en  1798 ,  puede  mas  bien  ins* 
truirse  en  nuestra  ciencia  cualquier  joven  que  con  las  obras  publi« 
cadas  hasta  ahcM'a  sin  escepcion  de  la  del  Teatro  de  la  kgidacion 
miversd  y  Digesto  teónco-práctico  d^  Rodriguesí  Fonseca :  pues  el 
método  alfabético  de  aquella  y  el  de  unas  breves  notas  á  las  leyes 
de  Roma  traducidas  en  esta ,  no  pueden  ser  muy  á  propósilo  para 
el  estudio  del  derecho,  por  mas  que  sean  algo  útiles  para  cónsul** 
tarlo  en  los  casos  en  que  se  buscan  reunidas  las  leyes  estravi^an- 
tes  ó  esparcidas  en  diferentes  códigos ,  ó  el  testo  que  ha  de  tener  al* 
gun  influjo  en  la  decisión  de  las  cuestiones ,  y  que  debe  ser  siempre 
meditado.  Pero  siempre  se  echarán  de  menos  no  solo  muchos  puntos 
del  derecho  público  nacional ,  tratado  especialmente  con  buen  jui- 
cio sobre  el  plan  de  Domat  en  la  obra  que  sigue  publicando  el  arce^ 
diano  D.  Ramón  Lázaro  de  Dou ,  sino  muchas  también  de  nuestro 
derecho  privado,  y  sobre  todo  la  historia  y  el  espíritu  de  nuestras 
variedades  sobre  ellas.  T  á  la  verdad  no  son  pocas  las  conttover* 
sias  en  que  hacen  falta  para  no  baUar  de  otros  capitulóse  ks  noté- 


-cías .46  fiuestras  jurisdioclones  patrimoniales ,  de  los  solariegos,  di- 
visas y  beketrias  con  los  títulos  y  derechos  que  á  olios  les/^an  res- 
pectivos por  el  estado  de  feudalidad  que  tuvieron  nuestros  pueblos, 
y  de  que  se  conservan  hoy  >aun  mas  q^ñ  los  vestigios. 

CORTINES. 

Aunque  ni  el  breve  compendio  de  Martínez  en  su  librería  de 
jueces,  ni  la  ínstituta  del  doctor  Berni  merezcan  una  (Mítica  parti- 
cular por  el  escaso  número  de  conocimientos  que  incluyen,  no  cree- 
mos ajena  del  catálogo  de  obras  elementales  del  derecho  español  la 
publicada  en  1786  por  D.  Ramón  Cortínes  y  Andrade,  doctor  en 
teología  de  Sevilla  é  individuo  de  su  colegio  de  abogados.  Su  titulo 
es  Década  legal ,  en  donde  dice  que  contrahidas  á  diez  las  leyes  de 
este  reino,  esto  es,  ádiez  series  ó  categorías,  se  van  poniendo  por 
resumen  y  bajo  de  un  contesto  las  de  cada  parte  de  la  Década.  Al 
principio  hay  tamUen  con  el  nombre  de  introducción  una  idea  his- 
tórica y  razonada  de  los  códigos  nacionales ,  y  el  propósito  y  la  di- 
visión de  este  tratado.  Y  empezando  por  juzgar  del  proemio ,  cele- 
bramos el  designio  de  nuestro  autor  de  proponer  compendiosamente 
casi  todas  las  partes  de  la  tópica  que  la  jurisprudencia  necesita. 
Pues  además  del  origen  y  progresos,  autoridad  y  uso  de  las  leyes 
que  los  diversos  códigos  incluyen ,  trata  también  de  la  costumbre  y 
fueros  particulares ,  del  mérito  de  las  ejecutorias  y  opiniones  en  las 
controversias  forenses :  mas  en  muchos  y  casi  todos  estos  puntos  ne- 
cesitan mas  instrucción  los  estudiosos  en  la  ciencia  legal ,  y  ana  en 
algunos  no  tendrán  las  ideas  mas  exactas,  si  adoptan  las  ideas  de 
este  proemio. 

Por  ctecontado  es  muy  espuesto  el  ofrecer  útiles  frutos  de  la  ju- 
ri^rudencia  abandonando  el  estudio  de  los  códigos  de  Roma,  mien- 
tras en  la  nación  no  haya  un  código  completo.  Cuál  deba  ser  su  in- 
flujo en  nuestro  foro ,  es  una  cuestión  muy  delicada  y  que  merece 
una  atención  mas  detenida  en  unos  dias  en  que  se  intenta  cambiar 
el  sistema  de  los  buenos  jurisconsultos  españoles ,  y  acaso  también 
el  de  nuestros  legisladores  mas  prudentes :  al  paso  que  los  propíos  y 
estraños  que  razonan  con  mas  conocimientos  de  la  historia  y  la  le« 
gislacion ,  convierten  su  cuidado  á  las  leyes  que  copian  sabiamente 
las  Partidas,  esto  es,  nuestro  principal  código  en  losjmntos  del 
derecho  privado ,  y  que  en  el  público  ó  político  ha  ido  prevaleciendo 
i  nuestros  fueros  y  costumbres  antiguas  de  Castilla. 
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Tampoco  es  oray  Hflonjero  para  la  nacioa,  ni  muy  conforme  á  la 
verdad  legal  el  pensamiento  de  dar  tan  grande  aprecio  al  Fuero 
Juzgo  6  colección  de  las  leyes  TÍsigodas»  comk>  en  la  introducción  de 
la  Década  obsetramos.  Un  farage  ({ae  pudo  acomodarse  á  las  dimen- 
siones del  cuerpo'de  la  nación  en  el  estado  de  su  infancia,  no  pue- 
de conyenirle  siendo  adulto;  y  los  elogios  del  célebre  Cujacio  que 
convinieron  á  una  colección  del  siglo  VII  no  bastan  para  que  se 
considere  por  dechado ,  ni  acaso  por  un  código  subsistente  en  nues- 
tro tiempo.  Por  mas  que  en  su  lectura  se  interese  el  historiador  y  el 
juriscovisulto  que  buscan  el  origen  de  muchas  ordenanzas  civiles  del 
dia ,  se  echa  de  menos  la  consecuencia  de  otros  códigos  posteriores 
en  artículos  de  grande  interés  público  en  que  nuestra  retrogradasion 
fué  muy  notable  y  muy  dañosa  para  no  examinar  sus  causas  y  reT 
medios. 

Ei  talento  de  este  escritor  le  hacia  digno  de  una  contestaci(m 
mas  detallada ,  así  en  el  principal  objeto  del  proemio ,  cómo  en  su 
original  paradoja  de  no  creer  variada  nuestra  legislación  en  ios  pe- 
riodos á  que  hacen  referencia  nuestros  ^códigos,  pues  el  mismo 
se  halla  precisado  á  notar  variedades  del  derecho  por  nuestras 
propias  leyes  en  puntos  capitales ;  y  bastan  muy  pequeñas  ideas  de 
legislación  para  no  hacerse  cargo  á  primera  vista  del  espíritu  dife- 
rente y  de  las  reglas  diversas  de  justicia  y  política  que  introducen 
los  planes  de  las  Partidas,  por  ejemplo ,  y  del  Fuero  llamado  viejo 
de  Castilla ;  descubriendo  la  causa  verdadera  y  muy  distinta  de  la 
que  en  esta  obra  se  propone  para  las  dificultades  y  el  retraso  de  la 
publicación  del  código  Alfonsino.  Asimismo  podría  hablarse  con 
exactitud  de  la  existencia  y  autenticidad  del  Breviario  de  Alarico, 
publicado  indudablemente  con  la  idea  de  compendiar  las  leyes  del 
código  de  Teodosio  para  el  uso  de  los  romanos.  Pero  este  trabajo,  la 
defensa  de  D.  Lúóas  Cortés  en  el  plagio  de  Franckenan,  la  histo- 
ria y  el  examen  del  gran  código  de  las  Partidas  y  las  causas  de  no 
haberse  tan  pronto  recibido,  harían  muy  pesada  nuestra  crí- 
tica. 

Verdad  es  que  puede  ser  ligera  en  ia  parte  principal  de  la  obra^ 
repitiendo  lo  que  de  su  propósito  dice  el  autor ,  el  cual  era  solamente 
dar  un  resumen  de  las  leyes.  Pero  este  es  tan  sucinto  las  mas  veces, 
que  ni  escusa  de  consultar  lós  mismos  códigos,  á  lo  que  por  el  mis- 
mo autor  se  convida ,  ni  aun  dé  leer  otros  tratados  para  formar  un 
plan  elemental  de  la  ciencia  del  derecho.  Por  lo  demás  nio  deja  de 


notarse  alj^a  equivocaeíoa  «a  la  BUBtaacia  de  la&  propoaÍQÍ(mei  que 
establece  mayormente  en  la  üustraeion  que  á  ellas  aSactei  N^  es  4e 
estraSar  ciertamente  el  error  con  que  a&ma  el  autor  c  que  toda  hí* 
dalguiá  originalmente  es  de  prinlegío:  •  pues  el  titulo  ó  mas  biet  el 
principio  de  nuestros  nobles  esti  muy  [enYuello  con  los  derechos  de 
conquista  en  las  costumbres  de  los  pueblos  germanos,  i  donde  este 
escritor  se  desdeñaba  recurrir  para  d  hallaz^  de  nuestros  origenei^ 
legales. 

Aun  puede  pasar  por  oonfusa  otra  proposición,  en  que  ítsegura 
que  el  engrandecimiento  de  los  romanos  no  provino  de  la  prc^orcioii 
que  su  legislación  tuviese  para  eüo;  y  antes  dice  t  que  se  vallan  del 
rigor  contra  el  celibatismo: »  en  cuyas  espresiones  tal  vez  hay  con*- 
tradiccion  de  ideas,  y  ninguna  verdad  crítica.  Pero  dejando  los  pun- 
tos mas  históricos  y  de  la  ciencia  que  ensena  á  hacer  las  leyes  quQ 
estas  verdades  autorizan ,  encontramos  motivo  para  inducir  á  error 
en  suponerse  en  esta  obra  abolidos  ó  sin  usq  los  adelantamientos^ 
cuando  existen  en  León  y  Falencia  en  ej^eicio  otros  magistrados  de 
apelación  además  de  otros  diversos  para  cortos  partidos  en  pueblos 
del  rey,  del  clero  y  de  los  señores,  como  muestra  de  la  antigua 
constitución  civil  de  nuestro  reino.  Y  aunque  los  fueros  de  provincia 
dejasen  en  Granada  de  conocer  de  los  agravios  de  los  juzgados  or- 
dinarios dentro  de  las  cinco  leguas,  la  novedad  de  la  visita  que  el 
escritor  recuerda  no  se  estendió  á  los  alcaldes  del  crimen  de  la  Real 
chancillería  de  Yalladolid,  donde  está  en  práctica  la  apelación  á  es- 
tos jueces ;  así  como  se  observa  radicarse  por  notorio  easo  de  corte 
en  las  audiencias  y  chancillerias  las  demandas  sobre  mayorazgos, 
aunque  sean  en  juicio  posesorio,  muchas  veces  á  la  verdad  con  no 
pequeño  daño  de  los  litigantes  por  la  cortedad  de  sus  {productos, 
por  mas  que  se  lamente  de  la  contraria  práctica  Cortines. 

Acabemos  de  esplicar  nuestro  juicio  observando  que  si  és  lauda- 
ble la  osadía  de  abrir  un  nuevo  rumbo  refiriendo  al  número  de  dies^ 
todas  las  leyes  de  la  nación ,  es  muy  difícil  generalizar  exactamente 
y  poco  útil ,  cuando  el  libro  no  basta  por  sí  solo  al  complemento  del 
estudio.  AunqjCie  estuviese  demostrada  la  imperfección  del  orden  de 
los  códigos  y  el  de  casi  todas  la»  obras  sistemáticas  que  parlen  en 
solo  tres  objetos  el  derecho ;  y  aunque  estuviese  bien  desempeñado 
este  capítulo  de  la  división  primera  del  tratado,  aiai^Víe  Ubcia 
mucho  que  deseaf  en  el  método  subalterno  de  cada  \^,.  Ae\<^ft  tíui- 
ios  y  en  los^ párrafos  de  que  cada  uno  de  aquellos  se     ^  tí^'^  ?^^ 
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raimere  ia  pérfMoíon  «pié  nada  m  edie  nwnos  ni 
dos  científicos,  y  que  todo  se  diga  con  el  orden  ; 
IHa  la  porcepcioa  de  las  ideas. 

Por  i 

J«sé 
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Continuación  (1). 

m. 

Principiaré  recordando  una  idea  que,  si  no  es 
tuna.  El  hombre  ganoso  de  su  libertad  se  engrie 
haberla  conseguido,  y  es  porque  no  repara  que 
se  encuentra,  obedece  á  tramas  de  mil  géneros, 
de  sus  pasiones;  que  la  razón  sea  su  norte;  la  ra ; 
haberse  emancipq^do «  desconociendo  la  autorida 
repara  que  la  razón  pierde  su  fuerza ,  es  un  eco 
de  autoridad:  sea  en  buen  hora  la  autoridad  de  1 1 

¿Qué  produjo  en  los  siglos  XUI  y  XIV  la  desv 
lentes  principios  de  derecho,  proclamados  en  los 
falta  de  escritores,  que  la  historia  se  ha  encara 
los  nombres  de  los  muchos  y  célebres  que  florecí  i 
tos,  ni  escasos  por  el  número,  ni  faltos  de  autori  I 
guieron  fundaír  una  escuela.  ¿Dónde  está  pues 
el  origen  de  la  nueva  escuela?  Oiríase,  habiend  i 
improviso  á  esta  pregunta,  y  si  para  contestai  I 
no  mas  al  sentimiento  propio,  que  la  independ 
bres  do  letr£^3»  su  indocilidad  desdeñosa,  que  re{i 
crificio  de  la  razón  á  la  autoridad,  al  paso  de  U3  < 
fué  causa  deque  los  jurisconsultos  de  esta  época, 
feriores  á  los  que  les  habían  precedido,  rompió 


(1>    Véase  U  página.  450  del  tfvmo  9^^^^^ 
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dones,  sacadienuí  la  tiranÍK,  fornunut  ouas  nstutu ,  y  se  deela- 
rann  independíenles. 

Sin  embargo,  ninguna  contestación  mas  distante  de  la  Terdad: 
el  mal  consistió  precisamente  en  lo  contrarío.  Lo  que  tanto  rebaja 
el  méríto  de  la  naeva  escuela,  lo  que  menos  seesplica  contiendo  el 
antagonismo  tan  natural  entre  los  sabios,  es  la  snmision,  es  la  ruti- 
na, es  la  poca  independencia  que  se  nota  leyendo  las  obras  de  los 
comentadores.  No  podiendo  culpar  de  ignorancia  á  (ales  hombres 
que  pecan  por  esceso  de  erudición,  ni  de  indolencia  siendo  asf  que 
dieron  pruebas  de  actividad  hasta  febril  en  el  número  de  sus  escri- 
tos; el  método  qne  para  ellos  siguieron  tomando  por  base  no  el  tes- 
to, no  el  original,  sino  las  glosas  y  anotaciones  de  otros,  y  lo  que 
fué  consecuencia  de  esta  primera  aberración,  el  hacinamienlo  de 
citas  y  referencias  con  las  cuales  logran  abrumar  al  lector  sin  dar- 
le ¿  conocer  la  ley;  su  manía  por  bailar  dudas  donde  no  las  habla, 
su  afán  por  utilizar  y  dividir,  procediendo  de  suposición  en  suposi- 
ción, hasta  formar  uaa  ciencia  artificial  y  qniméríca,  no  son  los 
vicios  de  un  alma  despreocupada  que  se  lanza  á  descubrir  por  ca- 
minos seguros,  sino  achaques  de  la  vanidad  capaz  de  imaginarse 
de  un  mérito  superior,  solo  por  haber  soñado  dlHcultades  de  [otros 
no  pensadas,  propuestas  en  tono  de  desafío  i.  los  contraríos,  así  cnal 
si  su  ánimo  fuera  el  hacer  de  ellas  una  especie  de  gimnasia  para 
los  talentos.  Reduciríamos  á  tan  cortas  palabras  el  juicio  que  en  lo 
general  se  tiene  de  la  escuela  de  los  comentadores,  si  no  figurasen 
en  ella  personas  de  alta  sigaiñcacion  literaria,  dignas,  mny  dignas 
de  los  elogios  del  reconocimiento,  puesto  que  no  se  les  exime  de  la 
censura  de  la  crítica;  si  do  viésemos  que  han  tenido  y  dificulto  qne 
pierdan  por  completo  la  influencia  ganada  por  su  aplicación,  por 
su  perseverancia,  por  su  erudición  inmensa,  sin  duda  por  sus  ta- 
lentos. Ayudados  de  tan  admirables  dotes,  sus  esfuerzos  hubieran 
podido  emplearse  mejor,  ¿pero  fueron  del  lodo  perdidos?  Serán  sus 
obras  difusas,  ¿pero  carecen  de  doctrina? 

Merece  notarse,  por  lo  qne  al  caso  conduce,  la  sitnacionespecial 
en  qne  se  hallaron  los  nuevos  jurisconsultos,  situación  no  creada  por 
ellos  en  la  que  no  tuvieron  parte,  hija  esclusivamente  de  las  cir- 
cunstancias y  de  los  cambios  políticos.'ÁI  crédito  de  sus  predeceso- 
res eontríbuyó  no  poco  el  favor  que  tuvieron  de  los  monarcas  mas 
poderosos,  la  parte  que  les  cupo  en  la  dirección  de  I03  d^S**^'**^ 
públicos.  T  como  también  se  les  acusa  de  haber  buscado  esm?^"*^ 
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cioa  á  espevsas  de  laíusiicut^  si  pudiera  creerse  todo  cuanto  s^  ba 
dicho  de  sentencias  por  ellos  esteodidas  ó  redactadas  coa  su  consejo» 
en  menoscabo  de  las  prerogativas  populares ,  habría  un  dato  para 
presnmir  que  dudades  independientes,  casi  soberanas,  descargaran 
su  odiosidad  sobre  la  clase  entera,  y  recelosas  del  poder  de  ios  juris- 
consultos á  quienes  se  aoostumbraron  á  mirar  como  enemigos,  tra- 
taran por  todos  los  oMuiios  de  abatirle,  dificultando  su  ascendiente, 
quedándolos  redacidos  á  escritores,  maestros  en  las  universidades, 
y  simples  abogados  de  consulta. 

Careciendo  de  interés,  quizás  no  le  tendrían  en  ligarse  á  un 
punto,  y  aunqae  la  inteligencia  brilla  donde  quiera  que  esté ,  es 
como  la  chispa  desprendida  de  una  grande  hoguera;  no  tiene  igual 
actÍFJdad  que  obrando  desde  su  centro.  Muy  nombradas  fueron  las 
escuelas  de  Pisa,  dePádua,  de'Pavía;  pero  reunidas  noalcansaronla 
celebridad  que  tuvo  la  de  Bolonia,  sin  duda  por  ser  la  primera,  por 
ser  madre  de  eminentes  doctores,  rival  ó  modelo  de  otras  que  en 
distintas  naciones,  en  nuestra  misma  España,  se  atrevían  á  dispu* 
tarle  la  preferencia. 

Siguiéronse  á  esto  alteraciones  en  ios  estatutos  universitarios, 
perjudiciales  á  la  enseñanza:  el  espiritu  de  localidad  suscitó  rivali* 
dades  tan  ajenas  á  la  dencia  como  contrarias  á  sus  adelantos:  faU 
tando  un  principio  fundamental  todas  las  reformas  eran  temibles,  y 
empleo  de  propósito  esta  palabra,  pues  por  este  medio  se  autorizó 
el  monopolio:  reforma  fué  y  bien  poco  adecuada  al  espíritu  univer<- 
sitarío  y  á  las  condiciones  de  un  profesorado  digno ,  hacer  que  solo 
ingresasen  en  él  personas  de  determinadas  circunstancias ,  no  las 
que  requiere  la  enseñanza,  no  la  ciencia ,  no  ia virtud,  no  las  cua^ 
lidades  personales ,  sino  las  que  sirven  de  pretesto  para  el  favor» 
un  ilustre  apellido ,  gloriosa  ascendencia, el  dinero  tai  vez,  cosas 
que  no  llevaron  á  Irnerio  á  fundar  los  estudios  en  Bolonia. 

Pequeñas  causas  determinan  grandes  efectos.  El  neo  Dem  in- 
terzit  de  ios  antiguos  no  es  necesario  ya  para  esplicar  el  desenlace 
de  los  mas  complicados  dramas.  Son  en  mayor  número  las  aperso- 
nas que.  sucumben  á  ia  repetición  de  inocentes  imprudenc\a<s» .  ^>i^ 
los  que  mueren  de  una  sola  enfermedad  ocasional  y   A^verifiÁxiazoXfc'; 
Dada  la  idea  de  un  suceso  y  otro  y  otro  en  el  órdeu  la^t^^  >  jgjjfcsa» 
ocurrir  á  nadie  solo  por  no  palpar  las  relacione»  ♦   A^cV^    ^^^^^ 
existe  entre  -ellos?  Están  m  gran  parte  descubíetta»  e^Tv  ^^^^^v^^ 
fisico^  casi  no  hay  un  fenómeno  ^^  no  tenga   bi3l  ^\^^^ 


^ 


«tro;  tal  es  la  armonía  de  sus  leyes.  ¿Podeniofi  «reer^ine  sea  me- 
nor  la  armonía  de  las  leyes  morales,  qae  &o  exista  entre  tllM  la 
■Hsma  dep^dencia? 

Paes  bien:  no  diremos  que  los  sacesos  ya  ettVttcmdos  fiíeraa 
causa  determinante  de  la  decadencia  de  las  escuelas  y  coa  ella  4el 
detrimento  que  sufrieran  los  estadios.  Pero  si  al  menor  prestigio 
de  las  universidades,  si  á  la  falta  de  unidad  ealas  doelarinas^  si  &  la 
confusión  de  los  métodos  se  agregan  otros  accesorios  propios  de  su 
siglo;  si  después  de  todo  viene  la  exageración  de  una  ^alécUca 
insoportable^  viene  la  exhuberancia  de  detalles  capaces  de  abru- 
mar la  mas  pri/vítegiada  inteligencia,  viene  el  mal  gusto  de  la 
época,  ¿costará  tanto  trabajo  el  esplicar  en  qué  estuvo  el  naas 
grave  defecto  de  los  comentadores,  cuál  ha  sido  el  mayor  inoonve-* 
miente  de  esta  escuela?  lia  ligero  análisis  acreditará  la  exactitud 
de  esta  apreciación. 

Para  juzgar  del  estado  de  los  estudios  en  estos  siglos  citáase 
principalmente  dos  nombres,  debido  á  que  pareciendo  ser  los  cori*> 
feos  se  ha  creído  que  así  como  personifican  la  escuela,  deben  per- 
sonificar los  defectos  de  la  escuela.  Pero  en  esto  se  procede  coa  vi- 
sible equivocación:  no  son  responsables  dertamente  de  todos  los 
abusos,  como  es  injusto  atribuirlos  todo  el  mérito,  cuando  en  ello 
toca  mucha  partea  otros  jurisconsultos,  si  no  de  tanta  nombradla, 
acaso  de  no  inferior  talento.  Sin  hacerles  grave  injuria,  no  puedea 
olvidarse  los  nombres  de  Odofredo,  de  Ciño,  ya  que  no  se  cit^i 
otros. 

Fué  un  defecto,  hemos  dicho,  el  haber  abusado  de  la  dialécti- 
ca propia  antes  de  la  Teología,  connaturalizada  luego  con  el  de-» 
recho,  y  por  desgracia,  no  para  aclararle  sino  para  imprimide  el 
tinte  argumentador  y  sofistico  que  llevado  á  la  exageración  afeó 
las  obras  de  escritores  teólogos,  por  otra  parte  respetables.  Pues  de 
los  jurisconsultos  se  habia  hecho  notar  en  este  defecto  Odofredo,  y 
todavía  mas  que  el  Rabanis,  antes  de  que  Bartolo  tuviera  el  mal 
gusto  de  prodigar  la  dialéctica  en  sus  escritos.  El  vicio  de  este  sis- 
tema le  describe  admirablemente  Savigai  (cap.  67,  Ui).  S.^,  Hisio» 
riadel  derecho,  etc.)  con  estas  palabras»  Ninguno  pQ|vAti^  ^^  ^^^ 
la  importancia  de  la  lógica;  lo  malo  fué  que  á  fuerza  4  A\^\^\oafes  y 
subdivisiones,  distinciones  y  subdistincíones,  ^n^ptiaf^;  ^^^^^^'^ 
clones  olvidaron  el  origen  de  los  principios,  y  alu^i^  ^^  yf¡íw& 
folsa  ciencia,  penUeron^de  Tístaet  sentido  y  la  i^alM^^^^A^^^^^^ 
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Notoriamente  perjudicial  á  los  estudios  fué  tambieo  el  desaliSa 
en  el  leognaje,  fué  la  incorpeccion  de  que  parecía  como  si  hubieran 
querido  hacer  alarde  aquellos  juriscoDsulios.  Na  sé  qué  tenaz  preo* 
cupacion  losceg^  en  este  punto.  Como  si  la  profundidad  del  con* 
cepto  estuviese  reñida  con  las  buenas  formas  de  su  enunciaqion» 
como  si  por  ser  emínenles  jurisconsultos  hubieran  dejada  de  ser 
grandes  retóricos,  claros  y  elegantes  escritores  los  de  la  edad  de 
oro,  del  derecho  romano,  al  revés  de  lo  que  sucediera  en  los  tiem* 
pos  del  imperio,  aqui»  cuando  la  literatura  empezaba  á  dar  senalea 
de  vida,  caminaba  el  derecho  á  su  decadencia.  Nacido  el  Dante 
cinco  anos  después  de  ácursío;  siendo  Bocacío  y  el  Petrarca  contem« 
poráneos  de  Bartolo,  se  ignora  por  qué  especie  de  fatalidad,  hom- 
bres de  tas  eminentes  cualidades  no  se  buscan ,  y  pase  que  lo» 
poetas  desdeñasen  la  aridez  y  las  sequedades  del  derecho,  ¿porqué 
los  jurisconsultos  habían  de  desdeñar  la  lucidez,  la  galanura  de  len- 
guaje de  la  buena  poesía?  En  esto  dio  pruebas  de  tener  mejor  gusto 
y  mas  talento  Ángel  Policiano,  quien,  es  fama,  cultivó  con  esme- 
ro el  cuerpo  del  derecho^  acostumbrado  á  admiraren  él,  tanto  como 
la  ciencia,  te  elegancia  de  los  escritores  y  la  literatura  romana. 

De  tan  funesta  preocupación  quedan  algunos  resabios  ó  se  dá 
en  el  estremo  opuesto  de  hablar  un  lenguaje  ininteligible,  especie 
de  gongorisrao  científico  que  vá  siendo  de  moda.  Conviene  for^ 
mar  el  lenguaje  crítico  de  la  ciencia  ¿pero  lo  es  por  ventura  ese  len- 
guaje misterioso,  usado  á  manera  de  logogrifo,  impenetrable  á  los 
que  le  leen,  que  de  seguro  no  conocen  los  mismos  que  le  emplean? 
¿Será  oscuro  en  la  esposicion  lo  que  es  claro  en  el  pensamiento? 
Solo  de  una  manera;  solo  en  un  caso,  cuando  el  que  habla  ó  el  que 
escribe  no  maneja  el  instrumento;  la  lengua  ha  de  ser  las  alas  y  no 
la  traba  del  pensamiento.  ^Por  qué  Ciño,  por  qué  Aretino,  pregunta 
Savigni  áeste  propósito,  escribirían  con  tai  oscuridad,  que  leyen-* 
do  sus  obras  parece  increíble  que  el  uno  fuera  tan  buen  poeta,  el 
otro  tan  distinguido  filólogo? 

Este  depravado  gusto  que  fué  la  pensio^  de  aquel  siglo,  como 
eada  une  tiene  la  suya,  candió  por  toda»  partes  y  tuvo  ^lud^al 
asiento  en  las  universidades  asi  en  las  lecciones  orales  de  \q%  i^to- 
fesores  como  en  sus  escritos.  Sirvió  para  arraigarle  ^axwa^xi^  x^va^ 
por  decidir  si  esta  fué  causa  ó  ^\^\jo)  el  sistema  aÍL^^»*^^^^  t\» 
estudiar  toda  la  asignatura,  de  ^^tar  nn  curso  ea\^t^  ^o.  '^'^'^'''^^ 
dos  é  tres  tratadas*  ¿Quién  es  ^^  {^ii  que  se  ocsa^^  ^v^    ^^^ 
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por  táDto  tiempo  de  ana  sola  materia,  que  no  adazca  para  sn  des- 
eoToicimiento  y  como  arrastradas  ideas  inconexas,  impertinentes 
reflexiones;  qne  no  caiga  en  esa  proiigidad  ridícnla,  en  esa  exhu- 
berancia  fastuosa,  la  mas  á  propósito  para  matar  la  originalidad,  la. 
independencia  del  genio? 

Tales  son  los  defectos  que  por  la  gran  significación  de  estos  au- 
tores vienen  reparándose  en  las  obras  de  Bartolo  y  Baldo.  T  sin 
embargo,  la  verdadera  opinión  se  equivoca  pocas  veces:  algo  ha- 
brá de  notar  en  las  producciones  de  uno  y  otro  cuando  tanto  aplau*- 
so  consiguieron,  que  han  merecido  tanta  nombradla,  citados  por  la 
antigüedad  como  oráculos  del  derecho,  consultados  todavía  con  au- 
toridad, aunque  no  tengan  la  legal  de  que  algún  tiempo  y  en  España 
disfrutaron  por  declaración  de  una  célebre  pragmática.  Sí  que  hay ' 
mucho  que  notar  en  sus  obras,  cosas  apreciables  en  ellas  como  en 
las  del  úllimo  comentarista,  que  el  trabajo  no  se  pone  en  valde  y  la 
buena  ó  mala  dirección,  el  mejor  ó  peor  acierto  no  será  parte  á  que 
se  niegue  á  los  comentaristas  la  laboriosidad,  la  estension  de  cono- 
cimientos y  la  variedad  de  muchos  y  bien  meditados  estudios. 

Bartolo  llamó  desde  luego  la  atención  en  Pisa  como  catedráti- 
co, ei^plicando  con  envidiado  éxito  una  de  las  respuestas  del  juris- 
consulto Paulo:  hombre  de  tal  perseverancia,  que  las  persecucio- 
nes de  sus  émulos  ni  las  enfermedades  lograron  resfriar  su  aficioa 
al  estudio:  repitiendo  constantemente  la  máxima  de  Salvio  Julia- 
no, que  el  hombre  aun  estando  con  el  pié  en  el  sepulcro  necesita 
instruirse,  para  no  desmentirla,  poco  antes  de  su  muerte  se  puso 
á  estudiar  matemáticas  y  la  lengua  hebrea.  De  este  modo  por  tan 
honoroso  camino,  y  no  por  la  iutríga  en  las  malas  artes,  que  des- 
deñará siempre  la  ciencia,  fué  como  se  granjeó  la  afición  del  empe- 
rador Garlos  IV,  recibió  de  él  honrosas  comisiones  en  prueba  de  la 
confianza  que  le  inspiraban  sus  talentos,  se  vio  honrado  hasta  coa 
el  blasón  de  nobleza,  el  del  saber,  el  de  la  virtud,  única  nobleza  le- 
gítima. De  este  modo,  no  durmiendo  á  la  sombra  de  sus  laureles, 
no  dejándose  envanecer  (hasta  aquí  puede  llegar  la  austeridad  de 
/os  principios),  por  el  favor  de  la  corte,  sino  trabajando  basAa  el  se- 
pulcro, fué  como  logró  vivir  en  la  memoria  de  los  siglos  que  le  sa* 
ludaron  con  el  epíteto  de  Espejo  y  lucerna  del  Derecha» 

Baldo,  genio  disputador  é  inquieto,  que  probó  tea^^i  ¿t&Ae  que 
por  primera  vez  pisó  las  aulas,  aprendió  de  Bartolo  el  ^  ^t'^^'i  Va 
virtud  de  profesarle  con  igual  tesón  y  también  coa  l)|.^^  aJI^^^^^^ 
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dos.  Era  pequeño  de  cuerpo  y  de  semblante  poco  agraciado;  de 
manera  que  aquellas  pejrsonás  acostumbradas  á  juzgar  de  los  sen- 
timientos por  las  seaales  esteriores  se  esplicarian  por  esas  desven- 
tajas físicas  del  comeotador  un  hecho. que  por  otra  parte  es  notorio 
á  todos:  en  que  consistió  que  Baldo  fuera  tan  ingrato  con  Bartolo 
que  mas  que  un  discípulo  suyo  parezca  un  émulo,  un  contradictor 
y  un  verdadero  enemigo.  Aparte  ahora  semejantes  manías  de  ca« 
rácter,  hay  muchos  motivos  en  su  larga  vida  que  justifican  el  alto 
concepto  que  tuvo  durante  ella  y  aun  después  de  su  muerte.  De 
edad  de  17  anos  llamó  ya  la  atención  de  la  Italia  por  la  esplicacioa 
sutil  que  hizo  de  la  ley  Cen(um9  Cap.  8.  Parecía  de  esperar  que 
su  desgraciado  físico  le  hiciese  desmerecer  en  el  concepto  de  sus 
discípulos,  y  á  este  propósito  se  refiere,  (valga  por  lo  que  quiera) 
esla  anécdota:  esclamaron  aquellos  ai  verle  por  primera  vez  en  la 
clase  minuü  prcesentia  famam:  y  él  sin  inmutarse  continuando  su 
lección,  repuso  augebit  ccetera  virtus.  Jason  que  vivió  algunos  anos 
después,  decía  que  Baldo  no  igooraba  nada;  y  Cotta  anadia,  cera 
capaz  de  asegurar  que  el  que  estudiase  con  cuidado  las  obras  de 
Baldo  se  hallaba  en  estado  de  decidir  las  cuestiones  mas  difíciles,  i 
Hombres  de  esta  magnitud  (prescindiendo  de  otros)  presenta  la 
escuela  dé  los  Comentadores.  Supóngase  que  esta  escuela  fué  de- 
fectuosa; supóngase  que  los  Bartolos  y  les  Baldos  fueron  difusos, 
fueron  oscuros,  fueron  poco  jurisconsultos  ¡ah!   ¡cuánto  se  habría 
ganado  si  nuestra  juventud  manifestase  igual  laboriosidad,  si  tu- 
viera tanta  aplicación,  tanta  constancia!  ¡cuánto  se  habría  ganado,  si 
ya  que  con  desprecio  pronuncian  hoy  sus  nombres,  se  dieran  la  pena 
de  conocerlos  antes  de  juzgarlos!  ¡cuánto  se  habría  ganado  con  que 
evitasen  estas  censuras  por  no  envolver  en  ellas  á  los  escritores  de 
nuestro  derecho,  á  nuestros  propios  comentadores,  cuyos  nombres 
se  han  escrito  con  harta  mas  justicia  en  letras  de  oro,  como  si  hu^ 
hiera  sido  el  pensamiento  advertir  á  la  generación  actual  dd  res* 
peto  y  veneración  que  seles  debe! 

Benito  6aUeTTe&> 
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POR   D.  JOAQUÍN  FRANCISCO  PACHECO  (1). 


COMENTARIO  A   LAS    LBYIS  SÉPTIMA   Y  OCTAVA. 
LET  SÉPTIMA. 

El  kermatio  para  heredar  ab-inlestalo  á  su  Itermano ,  no  pueda 
eoRcarr^  con  los  padres  ó  ascendientes  del  difunto. 

LEY  OCTAVA. 

Mandamos  que  sucedan  los  sobfinos  con  los  tios  ab-Íateslato  á 
sus  tios  in  stirpem  ynoia  capita. 

I. 

1.  La  ley  anterior,  la  sécela,  habia  establecido  et  derecho  sobre 
la  sucesiOD  de  los  asceodieates,  ora  testada,  ora  intestada:  las  que 
esamiDatnos  ahora,  y  que  reuDimos  para  un  solo  Comeatario,  por- 
que asi  lo  exije  su  naturaleza,  ordenan  y  regulan  la  sucesión  de 
los  colaterales.  Sí  en  aquella  habia  sido  indispensable  que  intervi- 
niesea  el  espíritu  y  la  acción  de  las  Leyes  de  Toro,  k  fin  de  cortar 
dudas,  terminar  incertidumbres,  esclarecer  puntos  oscuros  ó  mal 
concertados;  en  esta  otra  no  era  menos  forzosa  una  íntervencioD 
igual,  que  descartase  lo  que  de  ningún  modo  debía  subsistir,  y  que 
lijase  la  norma  de  lo  que  en  principio  se  podía  estimar  como  con- 
veniente y  como  justo.  La  sucesión  tradicional  y  la  teórica  de  ios 
colaterales  presentaban  aún  más  diferencias  y  aún  más  contradic- 
ciones que  las  análogas  de  los  ascendientes:  ¿cómo,  pues,  habia 


(1)  Nuestros  sDscriEores  verán  con  satisfacción  que  ^  ..(lakriíaspubli- 
cando  este  notabilísimo  libro  del  Sr.  Cacheco ,  del  cual  tios  v.Btft''*  ocupado 
en  el  tomo  anterior  de  la  Revist*,  pág.  15*  j  siguientes  'í^'.^ei^t  e\  co- 
nienlario  á  la  ley  primera.  Por  nuestra  parte  agraiÍQQ '^V  i^^joteíosnera 
esta  salada  distincíOD  con  que  el  autor  se  dicna  favof^'^U^   a. 
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de  ser  posible  no  completar  la  obra,  cuando  se  había  pueslo  en  ella 
la  niaao  coa  inteligencia  y  con  decisión? 

S.  Veamos  aole  todo,  ¿cgua  nuestra  costumbre,  cuál  había 
sido  el  derocho  tradicional  en  la  sucesión  de  los  colaterales,  y  de 
qué  manera  habia  querido  sustituirlo  el  teórico  de  las  Partidas. 

3.  Lo  primero  que  debemos  decir  es  que  los  colaterales  no  Fue- 
ron nunca  sucesores  forzosos,  ex  testamento.  Lo  Tueron  los  des- 
cendientes, seguD  las  leyes  y  costumbres  perpetuas  de  Castilla:  lo 
Fueron  los  ascendientes,  segan  la  legislación  doctrinal  traída  de  Bo< 
lonja;  pero  en  cuanto  á  los  colaterales,  hermanos,  tíos,  sobrinos,  en 
toda  )a  extensión  de  sus  lineas,  ni  los  remotos  ni  los  próximos, 
nunca  tnríeroD  semejante  dereeho,  ni  por  costumbre  ni  por  ley.  Rl 
que  no  tuvo  más  parientes  que  ellos,  pndo  dejar  i  cualquier  ex- 
traño sus  bienes  y  su  representación.  Los  moralistas  discutieron 
unos  con  otros  sí  hacia  ó  no  hacia  bien:  los  jurisconsultos  le  reco- 
nocieron Unánimes  semejante  plena  facultad. 

4.  Es,  pues,  de  la  sucesión  ab  inteslato  de  la  que  tenemos  que 
hablar  en  este  instante;  porque  solo  respecto  á  ella  es  en  ¡o  que 
habia  habido  diferencias,  y  solo  ella  es  la  que  vinieron  á  acabar  de 
ordenar  estas  leyes  de  Toro. 

5.  Según  el  Fuero  Juzgo,  la  sucesión  intestada  de  los  colatera- 
les se  regia  por  los  siguientes  priocipios.  1.°  Tienea  derecho  de 
heredar  los  parientes  de  esas  líneas  hasta  el  séptimo  grado  inclusife. 
La  ley  no  reconoce  más  grados  de  linaje  (1);  y  cuando  no  se  en- 
cuentra persona  ^guna  que  e^té  en  ellos,  suceden  el  cónyuge  al 
cónyuge,  y  la  iglesia  ó  convento  á  los  que  pertenecen  á  él,  ó 
están  dedicados  á  su  servicio  (2).  2."  Entre  los  diversos  parien- 
tes colaterales  del  difunto,  la  herencia  corresponde  á  los  más 
próximos,  coa  exclusión  de  los  que  no  lo  son  tanto  (3).  3.°  El  de- 
recho de  suceder  es  igual  en  varones  y  en  hembras  (4).  4.°  Los 
hermanos  únicamente  de  padre  ó  de  madre  concurren  á  la  heren- 
cia de  su  medio  hermano  según  las  reglas  de  la  sucesioa  tron- 
cal (3).  S.°  Los  sobrinos,  cuando  son  herederos  ab  inteslato,  suce- 
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dcQ  in  capita^  esto  es  por  iguales  porciones  (1).— Como  se  vé  por 
este  resumen,  aquella  legislación  era  sistemática  y  completa,  ha- 
bla tomado  con  amplitud  de  las  tradiciones  romanas,  y  podia  llenar 
casi  de  todo  punto  las  necesidades  de  un  pueblo  civilizado  é  inte- 
ligente. 

6.  Vengamos  ahora  ai  Fuero  Real.  Este  no  tiene,  indudable- 
mente, las  propias  aspiraciones  de  completo  ni  de  sistemático;  más 
á  pesar  de  ello  dá  reglas  y  establece  principios  para  esa  sucesión 
de  los  colaterales,  c Cuando  alguno  muriere  sin  manda  (sin  tes- 
tamento)—-dice  la  ley  10,  tít.  6.*  del  libro  3.*, — partan  igual- 
mente los  hermanos,  así  en  la  heredad  del  padre,  como  de  la  ma- 
dre, como  de  los  parientes  que  son  en  igual  grado. »  T  la  13  añade 
lo  que  sigue:  cSi  el  que  muriere  sin  manda  ó  herederos  naturales, 
hobiere  sobrinos,  fijos  de  hermanos,  ófle  la  hermana,  por  más  pro- 
pinquos,  todos  partan  la  buena  (la  herencia)  del  tio  ó  de  la  tia  por 
cabezas,  maguer  que  del  un  hermano  sean  más  que  sobrinos  del 
otro:  capnes  iguales  son  en  el  grado,  iguales  deven  ser  en  la  parti- 
ción. Y  esto  mesmo  sea  de  los  primos  ó  dende  ayuso,  que  hubie- 
ren derecho  de  heredar  lo  del  muerto.  > 

7.  Heredan  pues  los  hermanos,  heredan  los  sobrinos,  heredaa 
los  primos,  heredan  los  descendientes  transversales.  En  esto  no 
hay  duda.  Parece  que  deben  heredar  excluyendo  los  más  próximos 
á  los  más  remotos:  si  no  se  dice  claramente,  se  indica  por  lo  me- 
nos (2).  Pero  ^hasta  dónde  llega  el  derecho  de  que  tratamos? 
¿Cuál  es  su  término  y  su  límite?  ¿Son  siempre  los  siete  grados  del 
Fuero  Juzgo?  ¿Subsiste  después  de  estos  el  de  la  mujer  ó  el  de  la 
iglesia,  ó  entra,  sin  contar  con  ellos,  el  Estado?  ¿Qué  tenemos  por 
último  acerca  de  la  reversión  troncal,  tan  atendida  en  los  siglos 
medios,  cuando  las  tradiciones  de  familia  eran  mucho  más  respe- 
tadas que  en  los  piresentes? — Preguntas  son  estas  á  las  que  cabria 
contestarse  con  más  ó  menos  fundadas  opiniones;  pero  que  no  re- 
cibirían en  realidad  ninguna  respuesta  satisfactoria,  por  solo  e^ 
texto  del  Fuero  en  que  nos  venimos  ocupando. 

8.    Fué  necesario  que  se  pasase  á  la  legislación  de  l^s Partidas, 
para  volver  á  tener,  en  éste  como  en  otros  puntos    a^S^  ^^  ^^^^ 


s 
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resuello  y  bien  c»hal.  Más  sistemático,  más  completo  aún  en  todas 
sus  parles,  que  el  Código  de  ios  visigodos,  no  era  posible  que  de- 
jase de  serlo  en  un  punto  de  tanta  gravedad  é  importancia  como  1% 
sucesión  de  estas  lineas  de  travieso,  que  tan  continuamente  ocurre 
en  la  práctica  de  lodos  los  días.  Los  derechos  romano  y  bizanliao 
se  hablan  ocupado  mucho  en  ella,  siguiendo,  según  las  épocas, 
diversas  y  aun  cnconlradas  normas:  nuestro  D.  iLlfonso,  que  loü 
consultaba  y  los  copiaba,  do  podía  menos  de  seguirlos  con  todo 
interés  en  sus  investigaciones  y  resoluciones,  si  bien  tomando  por 
modelo,  como  era  natural,  las  últimas,  menos  gentilicias,  menos 
Tormularias,  más  acomodables  á  la  índole  de  los  tiempos  que  ya 
cerriaa  y  de  la  sociedad  que  esos  tiempos  habian  desarrollado.  No 
la  primitiva  legislación  quirüaria  de  Rama,  sino  la  comparativa- 
mente moderna  de  las  Auténticas  del  Bajo  Jmperío,  era  la  que  de- 
bía inspirar  á  los  jurisconsultos  de  Sevilla  en  la  reproducción,  ñ 
imitación  al  ménos,  que  se  proponían  por  aquel  instante. 

9.  Según  esa  legislación  á  que  acabamos  de  referirnos, — la 
•luirilaria, — los  colaterales  que  tenían  derecho  de  suceder  ab  in- 
teslato  eran  los  agnados  del  dirunlo,  ellos  solos,  sin  concurrencia 
de  ningunos  más.  Los  cognados  estaban  excluidos,  ó  relegados  por 
lo  menos  á  cuando  no  hubiese  agnados  que  pudieran  suceder.  Y 
ésto  era  una  consecuencia  legítima  de  todo  el  derecho  de  las  per- 
sonas, de  loda  la  constitución  de  ios  linajes  en  la  gran  república: 
donde  la  mujer  no  se  elevaba  al  igual  del  hombre  en  el  bogar  do- 
méstico: donde  casándose  no  se  hacia  su  compañera,  sino  su  bija 
de  familias,  casi  diríamos  su  esclava,  su  cosa;  los  parientes  por  el 
lado  de  esa  mujer  no  podían  tener  derechos  semejantes  á  los  pa- 
rientes del  lado  del  hombre,  que  eran  los  de  la  tribu,  de  la  gente, 
en  que  había  entrado  ella  por  su  casamiento,  y  á  que  correspondían 
de  un  modo  exclusivo  y  legal  los  hijos  que  eu  su  consorcio  procreara. 
10.  Solo  la  relajación  de  las  antiguas  costumbres,  solo  la  gra- 
dual, paulatina  exlinciou  del  primitivo  espíritu,  solo  la  sustitución 
de  lo  que  era  más  humano  á  lo  que  fuera  originariaraenlc  más 
romano,  fué  lo  que  comenzó  á  debilitar  primero,  á  acaban  deapncs 
con  esas  distinciones  de  lo  agnaticio  y  de  lo  coguaticio.  Las  \eves 
sin  embargo  reaislierou  por  mucho  tiempo,  por  *io  DÚmwti  fe  "- 
glos  bien  considerable;  y  antes  de  que  se  abrogaraa  ü  ifeíoraatan, 
se  las  vio  eludir  por  los  medios  supletorios  recoaoc\4o*  «■^'wj^W'»- 
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cesión  intestada,  caando  no  hay  descendientes  ni  ascendientes, 
es  solo  para  los  colaterales  agnados  por  el  ministerio  de  la  ley,  y  es 
para  los  colaterales  cognados,  conjuntamente  con  aquellos,  por  el 
ministerio  y  oficio  del  Pretor.  El  derecho  civil  la  dá  á  los  unos;  el 
derecho  honorario  les  agrega  los  otros:  en  realidad,  en  práctica, 
es  para  ambos.  Sí  la  constitución  de  la  república  atiende  rigoro- 
samente á  la  familia,  las  ideas  de  la  humanidad  no  desatienden  ni 
permiten  desatender  al  parentesco:  la  fórmula  cede  como  siempre 
aule  la  realidad;  lo  stridijurís  se  retira  poco  á  poco,  pero  se  re- 
tira en  fin,  ante  las  necesidades  de  la  buena  fé. 

11.  Todavía  aún  en  medio  de  esos  recursos  y  de  esa  práctica, 
no  era  completamente  igual  la  condición  de  los  agnados  y  de  los 
cognados.  El  derecho  escrito  que  ha  admitido  á  los  unos ,  extiende 
sus  llamamientos  hasta  el  décimo  grado  de  consanguinidad:  el  de- 
recho pretorio  que  abre  la  puerta  á  los  otros,  limita  sus  beneficios 
y  su  indulgencia  hasta  el  sexto  únicamente.  La  equidad,  por  más 
que  se  pretenda  justa,  no  ha  osado  igualarse  con  la  plenitud  de  la 
norma  escrita  y  de  la  justicia.  Solo  cuando  una  verdadera  ley  los 
execue  á  todos  y  los  llame  indistintamente  á  todos,  será  cuando  los 
unos  y  los  otros  concurran  á  esa  herencia  de  un  modo  absoluta- 
mente idéntico. 

12.  Sucedió  al  cabo  así  por  el  derecho  de  las  Auténticas.  En-* 
lÓBces,  bajo  la  monarquía  de mocrático-imperial  de  Constantinopla, 
todo  vestigio  del  antiguo  origen  se  habia  completamente  borrado: 
Romano  era  sino  un  nombre,  un  mero  recuerdo;  sus  viejas  institu- 
ciones, no  solo  no  se  conservaban,  pero  ni  siquiera  se  compren- 
dian.  El  emperador  pudo  escribir  como  la  cosa  mas  natural  del 
mundo  las  siguientes  palabras  que  habrían  escandalizado,  no  solo 
á  Camilo  y  á  Escipíon,  mas  aún  á  Ulpiano  y  á  Paulo:  tin  ómnibus 
successionibuSf  agnatorum  cognatorumque  diferentiam  vacare  prce- 
cipimus,  > 

13.  Bajo  la  influencia  de  tales  doctrinas  vino  el  derecho  civil 
á  Bolonia:  bajo  la  misma  le  conocieron  en  España  los  doctores  que 
reunia  D.  Alfonso  el  Sabio  para  ordenar  y  formar  su  gran  En- 
ciclopedia jurídica,  que  llamamos  las  Siete  Partidas.  Ya  no  existian 
verdaderamente  en  el  incontestable  modelo  ni  la  agnación  ni  la 
cognación;  y  mal  habian  de  restablecerla  los  que  se  proponían  co- 
piarlo, cuando  tampoco  las  encontraban  de  hecho  en  las  ideas  y 
en  las  costumbres  de  la  castellana  sociedad. 
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14.    Hé  aquí  pues  la  sucesión  intestada  ck 
gun  la  teoría  de  las  Partidas,  reuniéadola  en  I: 
caal  hicimos  antes  Ícoq  la  del  Fuero  Juzgo.- 
del  difunto  suceden  conjantamente  con  los 
los  (i).  2/  Los  hermanos  y  los  hijos  de  herc 
tiempo  á  su  hermano  y  tío  (2).  3/  Mas  allá  de 
hermanos  no  hay  derecho  de  representación  e 
sal  (3).  4.'  Cuando  suceden  de  una  vez  tios  y  s 
es  in  stirpes  (4).  5.^  Cuando  suceden  sobrinos  • 
in  capita  (5).  6.'  Los  hermanos  de  padre  y  madi 
yen  á  los  hermanos  y  sus  hijos  de  padre  ó  de  k 
7.'  Los  hermanos  de  padre  y  los  hermanos  de 
€uando  son  solos  y  concurren  para  heredarle  ab 
por  razón  de  troncalidad  (7).  8.'  La  sucesión 
tiende  hasta  el  grado  décimo:  después  de  ese 
cónyuge  (8).  Pero  si  un  marido  rico  dejase  viuda 
lo  fuere,  deberá  ésta  heredar  hasta  la  cuarta  p 
de  aquel,  con  tal  que  no  excedan  de  la  suma 
oro  (9). — Creemos  que  no  hay  más  en  el  expreí 
lo  menos  que  no  hay  más  que  merezca  conocen 
de  que  estamos  hablando. 

45.  Sentado  esto  así,  ya  se  comprenderá  fáci 
obvio  cotejo,  en  qué  puntos  concordaban  y  en  qu 
las  Partidas  con  y  de  la  antigua  legislación  espam 
za  es  sin  duda  lo  que  resalta  más  á  primera  vis 
tomados  en  globo  son  evidentemente  análogos,  yi 
eos: — seguro  es  que  la  vieja  tradición  romana  h 
poco  en  el  Fuero  Juzgo,  y  se  habia  conservado 
reinos  de  Castilla,  quizá  porque  esa  misma  tradioit 
que  ningún  otro  sistema  las  instintivas  inspiración 
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8)  ídem. 
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Jeza  humana.  Has  aim  reconociendo  esa  analogía,  las  diferencias 
aparecen  también  notorias:  no  son  completamente  uno  mismo  en* 
trambos  sistemas:  no  faé  de  todo  punto  lo  consignado  por  D.  Ai'- 
loDso  aquéllo  que  venia  siendo  ley  y  siendo  práctica  en  sus  Estados. 

16.  Hé  aquí,  también  por  resúmenes,  y  en  la  limitada  esfera 
de  los  principios,  las  disidencias  de  una  y  otra  doctrina.  1.'  La  su- 
cesión de  los  colaterales  no  se  acumula  jamás  con  la  de  los  ascen- 
dientes, según  las  leyes  godo-espanolas  y  puramente  castellanas. 
•Por  el  contrario,  según  las  de  las  Partidas,  suceden  con  los  ascen- 
dientes mismos  los  hermanos  y  los  hijos  de  los  hermanos.  S.'  Ea 
Ja  sucesión  colateral  los  parientes  más  próximos  excluyen  siempre 
y  sin  excepción  á  los  más  remotos,  con  arreglo  al  texto  y  al  espí- 
ritu de  aquellas.  Por  el  contrario,  según  estas,  los  hijos  de  los  her- 
manos tienen  derecho  de  representación,  y  concurren  con  los  otros 
tios  á  la  sucesión  del  tio  difunto.  3.*  El  límite  de  la  sucesión  cola- 
teral es,  por  la  ley  del  Fuero  Juzgo,  el  séptimo  grado:  eu  el  Fue* 
JTo  Real  no  se  señala:  las  Partidas  le  fijan  en  el  décimo.  4.*  Y  últi- 
ma. El  derecho  de  suceder  en  los  cónyuges  viene,  con  arreglo  al 
Fuero  Juzgo,  después  de  los  parientesi  del  séptimo  grado:  con  ar- 
reglo á  las  Partidas,  después  de  los  del  décimo.  Pero  estas  admi- 
ten algo  de  que  hemos  hecho  mención  más  arriba,  y  que  no  en^ 
contramos  en  las  leyes  puramente  españolas:  esa  cuarta  marital, 
dentro  de  las  cien  libras  de  oro,  que  consigna  la  ley  7,  tít.  13,  ci^ 
tada  poco  hace. 

17.  No  nos  detenemos  á  buscar  más  diferencias.  Conocemos  las 
<iue  existían  en  los  principios  entre  una  y  otra  legislación,  y  eso  es 
lo  único  que  nos  importa,  lo  único  que  tiene  interés,  para  el  Co- 
mentario que  estamos  escribiendo.  Por  lo  demás,  los  Fueros  á  que 
hemos  aludido  son  códigos  concisos  que  no  entran  en  largas  expli- 
•caciones:  mientras  que  las  Partidas  se  complacen  en  desenvolver 
su  obra,  y  en  razonarla  con  elegante  abundancia.  Aquellos  son  el 
producto  de  siglos  menos  ilustrados:  éstas  resumen  todo  el  saber 
de  una  época,  en  la  cual  se  habia  estudiado  mucho,  reflexionado 
mucho,  adelantado  mucho.  Por  eso  cabalmente  toda  comparación 
<]ue  no  fuese  sobre  principios  seria  entre  aquellos  y  éstas  ^^^  ^^^* 
paracion  imposible  y  absurda. 

II. 


18.    Tal  era  el  estado  de  nuestro  derecho,  resp^.  «     ^i^ 


^ute- 
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sion  colateral  intestada,  después  que  se  promulgaron  y  tuvieron 
fuerza  las  Partidas  de  D.  Alfonso.  Pero  nuestros  lectores  recuerdan 
que  al  dársela  las  Cortes  de  Alcalá,  reinando  el  otro  D.  Alfonso, 
el  onceno»  el  de  Algeciras,  dispusieron  de  una  manera  terminante 
que  no  fuesen  atendidas  ni  consultadas  sino  en  defecto  de  las  anti- 
guas españolas.  De  donde  nacia,  según  este  precepto,  que  antes 
de  ajustarse  á  ellas  y  de  resolver  los  casos  que  ocurrieran  por  su 
tenor,  era  indispensable  acudir  al  Fuero  Real,  que  como  hemos 
visto  decía  poco,  y  según  nuestra  creencia  al  Fuero  Juzgo  en 
aquellos  distritos  en  que  era  guardado  y  observado.  Lo  cual,  tra- 
yendo desde  luego  variedad,  dudas  y  contradicciones,  en  un  punto 
tan  grave  como  éste  de  la  sucesión,  pedia  bien  á  las  claras  que  se 
fijase  en  ello  la  vista,  y  se  resolviese  algo  para  ponerlas  término, 
ya  que  se  emprendía  semejante  obra  por  los  Reyes  Católicos  á  de- 
manda y  petición  de  las  Cortes. 

19.  Hé  aquí  pues  el  motivo  y  el  propósito  de  las  dos  leyes  que 
vamos  comentando.  Como  todas  las  del  mismo  cuerpo  de  derecho, 
vienen  á  resolver  entre  diversos  sistemas:  como  casi  todas,  son 
una  transacción  racional  entre  las  encontradas  teorías  que  inspira- 
ran antes,  unas  la  legislación  tradicional  castellana,  otras  la  legis- 
lación doctrinal  de  D.  Alfonso  el  Sabio. 

^0.  Estas  leyes  disponen:  1.®  Que  la  sucesión  intestada  de  los 
colaterales  no  se  mezcle  ni  concurra  jamás  con  la  de  los  ascendien- 
tes. 2.^  Que  en  la  tal  sucesión  han  de  concurrir  los  sobrinos  con 
los  tíos,  y  que  la  herencia  se  ha  de  repartir  para  unos  y  otros  in 
stirpes  y  no  in  capita. 

21.  De  manera,  que  en  un  punto  rechazan  la  doctrina  de  las 
Partidas,  sosteniendo  la  antigua  española,  la  que  había  consignado 
el  Fuero  Juzgo  y  supuesto  el  Fuero  Real.  Y  en  el  otro  punto ,  por 
el  contrario ,  admiten  el  derecho  de  representación  en  los  sobrinos, 
hijos  ó  descendientes  de  los  hermanos ,  ya  para  que  concurran  á 
heredar  con  sus  tios ,  ya  para  que  sucedan  in  stirpes  con  éstos,  con 
lo  cual  aceptan  las  doctrinas  dé  las  mismas  Partidas ,  y  \a  antepo- 
nen á  la  antigua  castellana ,  que  no  reconocía  tal  repteseülm^tL  m 
división. 

22.  Poco  tenemos  que  hablar  sobre  el  primer  ftxUe«^^%  ^"^^^  ^^^ 
sobre  la  total  separación  para  suceder  entre  ascead\eiiv\fcs  ^  ^^'^'^^^- 
les.  Ya  la  suponía ,  ya  la  consifij-jg^ba  aunque  de  nu  \$v<5i^^  ^^^  \^% 
laley  tí.%  que  antes  hemos  ^.   *üi0ado:  ya  la  la^Txx'^ví»  ^^^^ 
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consignado  nosotros  en  el  examen  mismo  que  consagramos  á  su 
tenor.  Los  legisladores  sin  embargo  no  han  querido  que  quede  sobre 
ello  la  menor  duda,  y  por  eso  la  dicen  en  la  T.'^  con  las  más  teroii* 
nantes  palabras:  cel  hermano,  para  heredar  ab  intestato  á  su  her- 
mano ,  no  pueda  concurrir  con  los  padres  ó  ascendientes  del  di- 
funto.» 

23.  Y  verdaderamente  que  si  el  padre  ó  el  abuelo  son  herede- 
ros forzosos,  de  tal  manera  que  aun  en  testamento  es  indispensable 
instituirlos,  y  el  hermano  no  lo  es  tal,  y  puede  preterirse  ú  olvi- 
darse sin  inconveniente, — doctrina  que  es  la  de  la  ley  de  Partida;— 
no  alcanzamos  con  qué  razón ,  con  cuál  consecuencia ,  se  les  b^  de 
igualar  en  la  sucesión  intestada,  trayéndolos  á  heredar  dé  consu&o 
y  por  iguales  partes  al  que  ha  muerto  sin  otorgar  ninguna  disposi- 
ción. Parécenos  que  era  ésta  una  ligereza,  ó  una  reminiscencia  no 
bien  justificada  en  el  Código  de  D.  Alfonso;  y  creemos  que  es  más 
consecuente,  como  más  racional,  la  ley  que  examinamos,  distin- 
guiendo bien  para  todos  los  casos  lo  que  se  distinguía  siempre  en 
alguno,  y  lo  que  en  ninguno  á  la  verdad  debe  confundirse. 

24.  Por  lo  demás,  observemos  y  consideremos  las  palabras  del 
texto  en  cuestión.  «El  hermano,  para  heredar  ab  intestato  á  su  her- 
mano, no  pueda  concurrir  con  los  padres  ó  ascendientes  del  difun- 
to.» ¿Qué  quiere  decir  ese  giro  particular  que  se  emplea?  ¿Qué 
significa  esa  especie  de  condición  que  se  pone  ,  de  suposición  que 
se  hace,  para  declararse  imposible  su  concurrencia  con  los  padres 
y  abuelos?  ¿Quiere  decir,  por  ventura,  si  no  puede  concunir  para 
eso,  que  puede  concurrir  con  ellos  en  otro  caso?  Si  ab  intestato  no 
han  de  heredar  juntos,  ¿cabrá  que  hereden  juntos  por  última  volun- 
tad del  que  es  á  un  propio  tiempo  hermano  é  hijo? 

2o.  Cabe  sin  ningún  género  de  duda ,  y  esto  es  precisamente  lo 
que  ha  querido  decir  la  ley  de  Toro.  El  hermano  puede  ser  insti- 
tuido heredero  juntamente  con  el  padre,  como  puede  serlo  aun  el 
extraño  propio.  Ninguna  ley  lo  prohibe.  Lo  que  el  derecho  manda 
es  que  se  respeten  las  legítimas  de  los  ascendientes,  que  no  se 
mengüen,  que  en  ellas  no  se  dé  parte  á  nadie.  Pero  es^i*  legítimas 
son  los  dos  tercios  de  los  bienes  del  hijo,  y  nada  más,  ^\  ^^^^  tercio 
es  plenamente  suyo,  para  hacer  de  él  lo  que  quiera :  xiO'^^^  AejaTlo 
á  su  hermano,  como  puede  dejarlo  para  su  alma:  p\i,^*  ^  Ae\w\o  por 
herencia ,  como  puede  dejarlo  por  legado.  Será  \^  k  ^ftV^^^  ^^  ^^ 
tercio,  pero  herencia  será  sin  duda  alguna;  y  si  ^y  \^t^ ^^^^ ^^* 
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cibe  por  testameiuo ,  keredero  será  coa  el  asce&dieote,  sin  que  la 
ley  que  examinamos  impida  semejante  concurrencia. 

26.  Pasemos  ya  á  la  siguiente  disposición  que  hemos  señalado; 
á  la  de  ia  ley  8.*^  que  reunimos  en  este  Comentario  con  la  7.* 

27.  Queda  dicho  que  ea  este  segundo  particular ,  en  la  concur- 
rencia ó  no  concurrencia  de  ios  sobrinos  con  los  tios  para  heredar 
al  tio  y  hermano  difunto ,  y  en  la  manera  con  que  en  tal  coso  se 
debiese  repartir  la  herencia  entre  ellos ,  pareció  mejor  el  derecho 
de  las  Partidas  que  el  antiguo  derecho  godo-castellano,  y  se  resol- 
vió por  tanlo  á  favor  de  él  la  contradicción  que  entre  el  uno  y  el 
otro  se  notaba.  Prescindióse  un  poco  de  la  suma  pro;íimidad ;  ex- 
tendióse UD  poco  el  llamamiento  de  la  ley;  y  no  solo  vinieron  á  su- 
ceder al  intestado  que  no  tenía  padre  sus  hermanos  que  viviesen 
aun,  sino  también  con  ellos  ios  hijos  existentes  de  otros  hermanos, 
que  hubiesen  fallecido  con  anterioridad,  dejando  tal  descendencia. 
Hubo ,  en  una  palabra,  representación  para  suceder  á  los  tios,  como 
siempre  la  hubiera  para  suceder  á  los  abacios.  Alguien  que  no  era 
realmente  de  los  más  propincuos  fué  igualado  con  esos  más  propin- 
cuos, ocupando  el  lugar  de  su  padre,  que  entre  ellos  se  contaría  si 
fuese  vivo  por  ventura.  Y  como  era  natural,  admitido  este  princi- 
pio, la  consecuencia  de  la  representación,  ia  forma  divisoria  por 
razón  de  ramas,  el  reparto  por  grupos  á  que  llamaban  los  juristas 
iu  stirpes,  fué  admitido  y  declarado  necesario,  siempre  que  ocur- 
riera la  eventualidad  prevista  y  aceptada  por  esta  decisión.  Cuando 
el  difunto  dejase  hermanos  y  sobrinos  hijos  de  hermanos,  el  reparto 
de  sus  bienes  se  habia  de  verificar  agrupando  los  sobrinos  que  fue- 
sea  hijos  de  cada  uno,  y  dando  para  todos  ellos  la  porción  que  ha- 
bría llevado  su  padre  si  viviese.  Así  como  se  partiría  el  caudal  de 
una  persona  que  dejase  hijos  y  nietos ,  así  se  habría  de  partir  el  de 
un  hermano  y  tio  que  dejara  hermanos  y  sobrinos. 

28.  Tal  es  en  principio  la  disposición  de  la  ley.  Si  conocida  ya, 
se  nos  preguntase  lo  que  sobre  ella  pensamos,  no  titubearíamos  un 
momento  en  aprobarla,  salvo  el  que  la  estimemos  ó  no  la  estimemos 
completa.  Las  reglas  para  la  sucesión  legítima  se  han  de  toniat  ^a 
buenos  principios  del  presunto,  racional  amor  de  los  que  «iweiea 
intestados,  y  de  lo  que  inspire  la  conveniencia  pública  sobte  eV\si^^Q 
de  repartir  sus  bienes.  Ahora  bien:  ni  puede  presunút^e  qjv^  ^w^ 
hombre  que  carece  de  hijos  y  de  padres  no  ame  á  sus  V^t^ív^^^^ 

TOMO  XIII. 


&  los  hijos  de  sus  hermanos ,  igustl^^eate  á  éstos  qae  &  ^^^< 
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hay,  que  alcancemos  nosotros ,  ninguna  razón  de  utilidad  para  es- 
trechar tanto  el  primer  circulo  de  la  familia ,  que  incluyendo  en  él 
los  unos,  deba  excluirse  por  oposición  á  los  otros.  La  naturaleza  ha 
indicado  pocos  afectos  como  el  de  los  tios  á  los  sobrinos  :  quizá ,  si 
bien  se  observa ,  es  todavía  más  común  que  el  de  los  hermanos  á 
los  hermanos.  Y  las  razones  son  sencillas:  de  una  parte,  no  hay 
entre  aquellos  las  rivalidades  y  opuestos  intereses  que  suelen  exis- 
tir entre  estos  segundos;  y  de  otra,  el  cariño  común,  natural,  espon- 
táneo, desciende  más  bien  que  sube,  ó  que  horizontalmente,  por  de- 
cirlo así,  se  dilata.  Es  ésta  una  consecuencia  fisiológica  de'  que  vi- 
vimos hacia  adelante ,  y  uq  síntoma  profundo  de  nuestro  anhelo  de 
inmortalidad.  ¿Por  qué,  pues,  no  habla  de  venir  el  sobrino  con  el 
tio  á  la  sucesión  del  otro  lio  difunto,  cuando  éste  probablemente  le 
amaba  tanto  como  á  su  hermano ,  cuando  debe  presumirse  que  le 
habría  instituido  como  á  su  hermano,  cuando  los  intereses  familia- 
res están  igualmente  vivos  en  él  que  en  el  propio  hermano?  De 
seguro  tenian  razón  las  Partidas  en  este  particular;  y  de  seguro 
hicieron  bien  las  leyes  de  Toro  aceptando  en  principio  su  doctrina, 
y  prefiriendo  y  sancionando  sus  preceptos. 

m. 

29.  El  texto  de  la  ley  8/  que  estamos  examinando  puede  dar 
lugar  á  varias  cuestiones.  Sencillamente ,  y  según  acostumbramos 
en  casos  semejantes ,  vamos  á  exponer  las  que  nos  ocurren ,  y  á 
procurar  al  mismo  tiempo  resolverlas. 

30.  La  primera  es :  de  qué  hermanos  y  de  qué  sobrinos  ha  en- 
tendido hablar  el  legislador;  sisólo  de  los  que  comunmente  se  lla- 
man enteros,,  es  decir,  hermanos  de  padre  y  madre,  sobrinos  hijos 
de  hermanos  de  padre  y  madre,  -ó  bien  de  hermanos  de  padre  ó 
madre  tan  solo,  y  de  sobrinos  que  puedan  venir  de  ellos. 

31.  No  es  un  capricho  infundado,  no  es  una  voluntariedad  gra- 
tuita esta  cuestión.  Saben  nuestros  lectores,  y  lo  hemos  dicho  nos- 
otros más  arriba,  que  según  el  precedente  derecho,  el  que  las  leyes 
de  Toro  venían  á  esclarecer  y  ordenar ,  ja  condición  de  unos  y  otros- 
hermanos  estaba  muy  lejos  de  ser  idéntica.  Los  prirtiet^^  eran  pre- 
feridos á  los  segundos :  mientras  había  de  aquellos  ^  ^M'S>  ^^  tenían 
derecho  á  percibir  nada  como  tales  sucesores  ab  ij^    */¡itO  W«  ^^^^ 

(i)  Esta  es  la  doctrina  de  las  leyes  de  Partida ,  coi^lT^*^^  (A  ^^^  >}^ 
que  se  enseña  en  las  escuelas,  la  que  se  practica  con«s¿!  \\/ó^&^  ^^ 


/ 
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bien :  si  la  condición  era  diversa,  ai  su  lagar  en  los  circuios  de  la 
ramilla  era  posterior  y  más  apartado,  ¿seria  por  acaso  imposible 
que  al  hablarse  de  los  unos  no  hubiera  querido  hablarse  tambiea  de 
los  otros?  ¿Fallaría  por  lo  menos  algua  motiro,  alguna  razón  para 
preguntar  si  se  ha  dispuesto  para  entrambas  clases  lo  que  se  ha 
dispuesto? 

32.  Beconocíeodo  empero  que  puede  hacerse  esta  pregunta,  no 
vacilamos  nn  instante  en  responder  á  ella,  entendiendo  la  ley  como 
jualerialmente  suenan  sus  palabras.  Los  hermanos  solo  de  padre  ó 
de  madre  son  también  hermanos:  los  hijos  de  éstos  son  también  so- 
brinos: de  lo  que  la  le;  dice  con  una  expresión  general  no  se  puede 
excluir  ni  á  los  unos  ni  á  los  otros.  Lo  que  hay,  sí,  es  que  cada  ca- 
tegoría vendrá  en  su  caso,  y  que  cada  orden  de  sobrinos  concurrirá 
con  el  de  tios  que  le  sea  correspondiente.  Ante  todo  vienen  los 
hermanos  de  padre  y  madre;  y  si  bar  sobrinos  de  la  misma  calidad, 
con  ellos  y  al  par  de  ellos  deberán  venir.  Cuando  tales  hermanos  no 
haya ,  cuando  tales  sobrinos  tampoco,  entonces  vendrán  los  herma- 
nos que  no  lo  son  enteramente,  los  de  padre  y  los  de  madre,  y  con 
ellos  y  al  par  de  ellos  también  los  sobrinos  que  hubiere  de  otros 
idénticos  hermanos.  La  asimilación  del  sobrino  con  el  tio,  la  repre- 
sentación para  heredar  al  lado  del  tio ,  es  universal  en  Iodos  los  ór- 
denes; pero  dentro  de  cada  orden,  y  sin  nnir  á  los  unos  con  los 


reÍDOS  de  CasUllii.  Vn  jurisconsulto  dlstinfiuido  (el  Sr.  D.  Manuel  Silvela) 
la  ba  impugnado  con  energía  y  con  copia  de  razones,  en  cierto  falleto  que 
publicó  en  París.  Nosotroa  hemos  leiao  y  meditado  su  obra ;  y  si  bien  no 
DOS  convence  en  la  totalidad  de  lo  que  asegura,  nos  hace  creer  sin  embarga 
que  en  algo  ba  sido  ligera  la  común  opinión ,  pruriunciándose  tan  absoluta- 
mente por  la  doctrina  que  señalamos  como  general.  Quizá  seria  mis  con- 
forme a  nuealrn  verdadero  derecho  que  los  medios- hermanos  fuesen  eie- 
cuados  á  los  hermanas  enteros  en  la  sucesión  de  aquellos  bienes  que  venían 
det  padre  eomun.  Ño  nos  parece  dudoso,  antes  bien  dejamos  indicado  más 
arriba,  que  así  lo  dispone  el  Fuero  Juzgo .  de  cuya  autoridad  comper&liva- 
mente  con  [a  de  las  Partidas  liemos  liablado  en  el  Comentario  de  la  Le<¿  \ .' 
de  Toro. 

Queremos  limitarnos  á  esta  indicación,  reconociendo  como  tecooo*i«wios 

aue  existe  ya  hoy  una  jurisprudencia  ó  una  costumbre  que  dvíid\(nen\ft  \^- 
rá  alterarse,  á  no  ser  por  un  derecho  nuevo,  y  tenientfo  en  cuewva  '^'^'^ 
problema  es  ajeno  al  círculo  de  nuestro  trabajo.  Las  leyes  ót  ■í**^^^^^^ 
disponen,  nada  resuelven  sobre  él.  La  cuestión  de  unos  y    P^^^is^'í^j    os^- 
eotre  sí  es  de  lodo  punto  extraña  á  su  doctrin»;  P^^de  r«****'^Ww<>  ^c»  w»' 
Ipiíer  modo,  y  la  ley  de  Toro  liará  sieihnre  lo  mismo:  ltan»a^  ft.\  ?j^í*  ^     ii\^ 
juntamente  con  el  lio,  y  darle  el  derec|;„  tm  habría  teoi«l*»  b,v\  ^^Í*^ 
quiera  que  fuese  este  derecho.  "" 
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Oíros.  El  hijo  del  medío-hermaDo  no  ha  de  concarrir  coq  el  hermano- 
entero:  aquel,  el  medio-hermano,  tampoco  ba  de  concurrir  coa  el 
hijo  de  éste.  A.  cada  una  de  esl^s  categorías  su  lugar ,  porque  esto 
DO  lo  ha  variado  la  ley  que  esamÍDamos;  pero  dentro  de  toda  ca- 
tegoría la  representación,  porque  uioguna  de  ellas  ha  sido  excluida 
ni  escepluada  por  la  presente  ley. 

33.  Seguodá  pregunta  ó  segunda  diñcultad.  Los  sobrinos  de 
que  habla  nuestro  texto  ¿son  sulo  los  hijos  de  hermano,  ó  lo  son 
también  los  nietos  de  hermano,  hijos  de  un  hijo  ya  difunto? 

oí.  Según  el  Diccioaario  de  la  lengua  castellana,  la  palabra 
sobrino  no  liene  tan  dilatada  signiljcacioo:  sobrinos  son  ünicamente 
los  hijos  de  hermano  ó  hermana,  primo  ó  prima.  Mas  con  perdón 
sea  dicho  de  nuestra  Real  Academia,  parécenos  á  nosotros  que  esa 
voz  se  estiende  algo  más,  y  que  los  hijos  de  esos  primeros  sobri- 
nos llevan  también  el  mismo  noml)re  que  sus  padres.  Si  no  se  lla- 
man sobrinos ,  no  sabemos  qué  son ,  ni  cómo  ha  de  llamárseles  en 
nuestro  idioma :  sobrinos  d»  seguro  los  apellida  el  uso ,  autoridad 
mayor  que  la  de  todas  las  Academias,  autoridad  quem  penes  arbi- 
trium  est  el  jus  et  norma  ¡oqiieiidi.  Asi  pues,  bajo  ese  punto  de 
vista,  la  diticultad  no  es  grave  á  nuestros  ojos:  el  texto  material 
de  la  ley,  que  dice  sobrinos  y  no  dice  hijos  de  hermanos,  favorece 
en  nuestro  dictamen,  do  la  restricción,  sino  la  extensión  de  su  pre- 
cepto. 

35.  Y  sin  embargo,  todos  hemos  leido ,  todos  hemos  escuchado 
tü  las  escuelas  aquel  dicho  común  que  se  nos  ha  presentado  como 
un  axioma:  ultra  filias  fralrum  non  dalur  representatio.  ¿Es  tal 
axioma ,  verdaderamente ,  esa  máxima?  ¿Será ,  por  el  contrario ,  y 
con  especialidad  en  nuestro  patrio  derecho,  una  de  tantas  vulgari- 
dades sonoras ,  que  no  resisten  al  examen ,  y  que  se  desvanecen 
cuando  se  qu^re  ensayarlas  y  probarlas  ante  la  ley  y  ante  la 
razOD  (1). 

36.  No  nos  atrevemos  á  asegurarlo ,  por  más  que  nuestro  pro- 
pío  juicio  nos  lo  haga  sospechar.  La  generalidad  de  los  pragmáti- 
cos creen  que  solo  los  hijos  de  los  hermanos  son  los  qne  concurren 

(<)  Si  filiosea  esaraáiima  signiricára  descendientes  I"  '^^"^  sucede 
alguna  vez,  ni  ellaobsturia  á  nuestra  inteligencia,  ni  tenilfii^'"  loáa  que 
reconocer  bu  compteta  exactitud.  ¿Seria  ésto  en  su  opc  s  k  U  bebrá 
restringido  y  falseado  después?  '&*W ' 
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con  éstos  á  heredar  al  tio  7  herma&o  dihinto;  y  nosotros,  descon»  . 
fiando  siempre  de  toda  idea  que  por  más  que  nos  seduzca  es  con-^ 
traria  á  la  opinión  común ,  vacilamos  delante  de  ese  obstáculo ,  y 
dudamos  de  lo  que  nos  dice  nuestra  individual,  nuestra  natural  in-^ 
teligencia.  Quizá  habrá  razones  que  no  divisamos  nosotros,  cuando 
tantos  piensan  de  un  modo  diferente.  Y  si  bien  esto  solo  no  puede 
convencernos,  hácenos  sin  duda  cautos  para  que  no  califiquemos 
duramente  una  doctrina  contraria  á  nuestra  doctrina. 

37.  PerO'la  nuestra,  la  que  concebimos,  la  que  nos  satisface- 
es  sin  duda  alguna  la  de  que  la  palabra  sobrinos  no  significa  aquí 
solo  hijos  de  hermanos,  sino  hijos,  nietos,  descendientes  directos 
de  tales  hermanos.  T  nos  inducen  á  creerlo  así  diferentes  cansas. 
La  primera,  que  como  se  ha  dicho  antes,  tal  es  la  verdadera  acep* 
cion  usual  de  ese  vocablo.  Si  no  quería  dársela  la  ley,  ¿para  qué 
lo  usó,  sin  correctivo  que  lo  restringiese?  ¿Por  qué  no  dijo ,  cual  las 
leyes  de  Partida  han  dicho  muchas  veces,  los  hijos  de  los  herma* 
nos?  La  segunda  razón,  nos  la  ofrece  la  naturaleza  de  la  represen-» 
tacion  misma.  Parécenos  á  nosotros  que  cuando  existe,  que  cuando 
há  lugar  á  ella  (lo  cual  siempre  sucede  descendiendo),  existe 
y  há  lugar  de  una  manera  absoluta  é  ilimitada.  Á  un  padre ,  que  es 
á  quien  se  representa  siempre ,  lo  mismo  le  representa  el  hijo  que 
el  nieto,  que  el  quinto  nieto.  La  ley  ha  considerado  en  estos  casos 
la  marcha  natural  de  los  seres  vivientes,  que  se  procrean  y  se  reem- 
plazan ;  y  en  ese  descenso  por  donde  se  lleva  la  humanidad,  no  ha 
encontrado  un  punto  de  obstáculo  para  que  solo  hasta  allí  dure  esa 
obvia,  esa  necesaria  sustitución  de  unas  personas  en  lugar  de  otras 
personas.  Así ,  suponiendo  que  en  el  caso  de  que  hablamos  la  re- 
presentación tuviera  un  límite,  — el  de  los  primeros  sobrinos ,  el  de 
los  hijos  de  los  hermanos  del  difunto, — seria  ésta  una  idea  y  una 
particularidad  anómalas  y  discordantes  con  cuantos  otros  casos  de 
representación  nos  ofrece  el  estudio  de  las  leyes.  Ahora  bien :  esa 
anomalía,  esa  discordancia,  ¿deben  fácilmente  admitirse,  cuando  no 
hay  un  precepto  legal  en  que  se  funden,  ni  un  argumento  poderoso 
de  donde  se  deriven?  A  nosotros  nos  parecerá  siempre  que  no,  awti- 
que  nos  quedásemos  solos  para  ello  en  el  estadio  de  la  jur\s^\xi- 
dencia? 

38.  Si  se  añade  á  estas  dos  razones  uaa  tercera  r azo\^ ,  \,o«^'8<^^ 
de  los  motivos  que  deben  haber  ¡n^nalsado  á  conceder  fiw^^^^^J^'^  ^ 
JOS  sobrinos  la  ventaja  de  que  irat^jw^  al  presente  ,—*la  ^^\vCi*^ 
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cía  con  sas  tíos  para  suceder  ab  intestaío  á  otros;  confesamos  coa 
sinceridad  que  acaban  de  disiparse  nuestras  dudas,  ó  que  por  lo 
menos  nos  afirmamos  mucho  en  la  opinión  que  venimos  exponiendo. 
¿Por  qué  razón  la  ley  de  Partida  primero ,  la  ley  de  Toro  después, 
han  admitido  á  suceder  juntamente  con  los  hermanos  á  alguien  que 
estaba  más  remoto  que  ellos,  quebrantando  así  la  antigua»  inflexi- 
ble regla  de  los  más  propincuos?  Ta  lo  hemos  dicho  en  números  an- 
teriores. Las  reglas  de  la  sucesión  intestada  se  toman  del  presunto, 
racional  amor  que  tendrian  los  finados,  y  también  de  las  ideas  más 
prudentes  acerca  del  modo  de  dividir  los  caudales.  Por  eso,  como 
ya  notamos,  se  ha  hecho  venir  á  los  hijos  de  los  hermanos  en  unión 
con  sus  tíos  :  ha  parecido  por  una  parte  que  el  difunto  los  amaría 
como  á  ellos ,  y  se  ha  estimado  por  otra  que  era  conveniente  cierta 
igualdad  dentro  de  la  familia  por  decirlo  asi  más  intima,  más  inme- 
diata. Pues  bien:  las  propias  razones  concurren  en  favor  del  sobrino 
hijo  del  sobrino,  en  favor  del  nieto  del  hermano,  quedado  huérfano 
por  la  muerte  prematura  de  su  padre.  ¿Le  querrá  menos  por  ven- 
tura aquel  á  quien  se  trata  de  heredar?  ¿Se  quiere  acaso  menos  á 
los  nietos  que  á  los  hijos?  ¿O  está  más  lejos  en  el  círculo  de  la  fa- 
milia, cuando  falta  su  padre,  y  él  le  reemplaza  en  todo  género  de 
consideraciones? 

39.  Tales  son,  sencillamente  expresados,  los  motivos  en  que  se 
funda  nuestra  opinión.  Las  palabras  de  la  ley  no  la  rechazan :  el  es- 
píritu de  la  ley  la  admite:  los  motivos  de  la  ley  la  recomiendan.  Sa- 
bemos bien  que  no  es  la  creencia  vulgar.  Pero  ¿no  se  han  visto  al- 
gunas veces  juicios  comunes  que  se  han  desvanecido  ante  la  luz,  y 
doctrinas  que  llegan  á  ser  muy  ciertas ,  habiendo  comenzado  por 
paradojas? 

40.  Otra  tercera  y  gravísima  dificultad  nace  en  nuestro  dere- 
cho con  motivo  de  esta  ley  8.*  de  Toro.  Sus  palabras  textuales, 
como  hemos  visto,  consisten  en  que  sucedan  los  sobrinos  ab  intes- 
tato  con  los  tios  (á  otro  tio  difunto)  m  stirpes ,  esto  es  por  ramas,  y 
no  in  capita  ó  por  partes  iguales.  No  hay  pues  duda,  no  hay  pues 
cuestión,  cuando  al  fallecimiento  del  intestado  quedan  ala  vez  her- 
manos y  sobrinos  para  sucederle.  Mas  ¿  y  si  no  quedan  del  difunto 
sino  sobrinos,  y  deben  suceder  ellos  solos?  ¿T  si  los  hay  que  proce* 
dan  de  hermanos  diversos?  ¿T  sí  existen,  á  la  par,  esos  primeros 
sobrinos  con  nietos  que  vengan  de  otros  hermanos ,  toda  vez  que 
se  siga  la  opinión  favorable  á  estos  últimos ,  que  acabamos  de  sos- 
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tener?  ¿Qué  se  hará ,  qaé  se  practicará  en  casos  semejantes?  ¿Se 
repartirá  también  in  stirpes ,  ó  se  repartirá  in  capita  la  herencia? 
¿Sucederán  los  herederos  por  iguales  partes;  ó  existirán  también 
aquí  la  representación  y  sus  efectos,  dividiéndose*  el  caudal  des- 
fgnalmente  entre  ellos  todos ,  si  bien  con  igualdad  para  cada  rama? 

41.  La  opinión  de  los  autores  no  ha,  sido  en  esto  tan  general 
como  en  la  duda  precedente :  uno  y  otro  sistema  han  contado  con 
defensores  y  con  patronos.  T  sin  embargo, — también  es  fuerza  re- 
conocerlo,— la  doctrina  que  sostiene  una  repartición  igual,  la  di- 
▼ísion  in  cajrita^  ha  sido  y  con  mucho  la  más  seguida  en  ios  libros , 
la  más  enseñada  en  las  escuelas ,  la  más  aplicada  si  no  la  única 
aplicada  en  los  tribunales.  Fáltanos  ver  si  es  la  que  tiene  más  tüu- 
tulos  á  los  ojos  de  la  razón  legal. 

43.  Hacen  indudablemente  en  favor  de  este  sistema ,  no  solo  el 
texto  esplfcito  de  las  Partidas ,  sino  también  el  del  Fuero  de  D.  Al- 
fonso, que  uno  y  otro  la  consagran.  cMas  si  este  que  moriesse  sin 
testamento  (dicen  las  primeras),  non  aviendo  ascendientes  ni  des- 
cendientes, oviesse  sobrinos  de  dos  hermanos  de  parte  de  su  padre 
ó  de  su  madre,  é  fuessen  los  hermanos  amos  muertos,  heredarán 
los  sobrinos  los  bienes  de  su  tío ,  é  partirlos  an  entre  sí  por  cabe- 
zas egnal mente  (l).i— cSi  el  que  muriere  sin  manda  é  herederos 
naturales  (dice  el  segundo),  bebiese  sobrinos,  fijos  de  hermanos  ó 
de  la  hermana,  por  mas  propinquos,  todos  partan  la  buena  del  tio 
ó  de  la  tia  por  cabezas ,  maguer  que  del  un  hermano ,  sean  mas 
que  sobrinos  del  otro :  ca  pues  iguales  son  en  el  grado ,  iguales 
deben  ser  en  la  partición  (2).» — Como  se  vé,  los  textos  son  termi- 
nantes ;  los  preceptos  del  uno  y  del  otro  código  no  admiten  duda. 

43.  Mas  aun  conociendo  esto ,  nuestros  lectores  advertirán  algo 
que  disminuye,  por  no  decir  que  extingue  su  fuerza.  Primeramen- 
te, la  ley  del  Fuero  Real  no  podia  disponer  otra  cosa  que  lo  que 
hemos  visto  dispone :  ella  no  admitía  á  los  sobrinos  con  los  herma- 
nos ;  ella  no  se  separaba  nunca  de  la  propincuidad ;  por  ella  no 
cabia  la  sucesión  in  sHrpes^  jamás,  en  caso  ninguno.  No  puede 
ser ,  pues,  ella  un  obstáculo  para  la  más  ó  menos  amplia  inteligen- 


[!)    L.  13,  Ift.  S.*,  Part.  6.» 
[2)    L.  i3,  ül.  !.•,  lib.  4.* 
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cía  de  la  de  Tofo,  que  admite  un  sistema  de  heredar  deseonocido 
en  sus  preceptos. 

44.  En  cuanto  á  las  leyes  de  Partida,  inspiradas  poruña  teoría 
i  la  par  extraña  é  insegura,  conteniendo  disposiciones  que  repug- 
naban á  todas  las  doctrinas  españolas,  cual  lo  era  la  concurrencia  de 
la  sucesión  lateral  con  la  de  los  ascendientes  ,  y  relegadas  por  la 
del  Ordenamiento  y  la  1.*  de  Toro  al  lugar  que  hemos  expuesto  en 
otro  punto  de  este  comentario ;  no  es  para  nosotros  gran  di6cultad 
lo  que  ordenen ,  ya  en  el  caso  de  no  estar  conformes  con  nuestras 
antiguas  prácticas,  ya  en  el  de  parecer  reformadas  por  leyes  nue- 
vas ó  siquiera  por  el  espíritu  de  leyes  nuevas. 

45.  A  ^reformarlas ,  á  resolver  sus  dudas,  á  fijar  lo  que  ni  por 
unas  ni  por  otras  estaba  bien  claro ,  vinieron  indudablemente  las 
leyes  de  Toro.  Bstas,  7/  y  8.^,  en  que  nos  ocupamos  ahora  ,  des- 
empeñaron un  papel  de  escogimiento  y  eclectismo  en  medio  de  las 
encontradas  disposiciones  que  regian  antes.  En  algo  siguieron  el 
espfritu  del  Fuero  Beal ;  en  algo  aceptaron  las  doctrinas  de  las  Par- 
tidas: ¿era  imposible,  por  ventura,  que  añadiesen  algo  también, 
suyo  propio ,  consecuencia  natural  de  esa  misma  doctrina  que  como 
principio  aceptaban? 

46.  La  ley  8.'  está  mal  redactada,  sin  ningún  género  de  duda. 
Si  se  quería  únicamente  decir  con  ella  lo  que  supone  la  creencia 
común,  esto  es,  que  los  sobrinos  heredan  in  stirpes^  cuando  con- 
curren con  los  tios,  y  que  lo  hacen  in  eapita ,  coando  están  solos, 
la  fórmula  empleada  debió  naturalmente  ser  otra,  que  asi  lo  decla- 
rase desde  luego.  La  ley  pudo  decir  en  este  caso:  c Mandamos  que 
cuando  succedan  ab  intestado  los  sobrinos  con  los  tios ,  lo  hagan  in 
stirpem  y  no  in  capüa.i^  Si  se  quería  decir  lo  contrarío,  y  extender 
la  sucesión  tM  síjrp^s  á  los  mismos  sobrinos,  aun  estando  solos, 
también  fué  viciosa  la  redacción ,  y  también  se  debió  usar  una  que 
lo  dijera  con  claridad.  La  ley  pudo  decir  en  tal  supuesto  :  cMan- 
damos  que  los  sobrínos  succedan  á  sus  tios  ab  mtestdto  íuntamenCe 
con  los  hermanos;  y  que  con  éstos,  ó  ellos  solos,  h^red^^**^  stirpem 
y  no  in  capita.9 — La  redacción  de  la  ley  es  evicj^i^tOí^vvle  anfibo- 
lógica: por  eso  es  la  incerlidumbre,  por  eso  es  u  ^^üoii,  por  eso 
caben  opiniones  diferentes.  ^^ 

47.  Pero  una  cosa  es  searura  en  medio  de  trv^^  _  .^\í^t^c\vo 


47.    Pero  una  cosa  es  segura  en  medio  de  l^-^  - ,  tAa^t^cuo 

de  suceder  in  stirpes  se  reconoce  alguna  vez  si^^.  ?  ^\\  to^'^^^^^^^^' 
herederos  de  un  difunto :  sobre  esto  no  pue4e^\^^^    ^  á>^'^  ^^  ^ 


GOMENTAUO  Á  hhS  LBTB8  DB  TORO.  48 

así»  piurécenos/'á  nosotros  que  para  limitar  ese  derecho  al  caso  en 
que  conGorrao  coa  los  tios ,  hermanos  de  aqael ,  para  exigir  que 
solo  en  tal  eventualidad  se  le  atienda,  y  no  se  le  tenga  presente  en  , 

ninguna  otrav  serian  necesarias  razones  que  no  tenemos  en  el  texto 
en  cuestión ;  palabras  ó  decisivas «  ó  por  lo  menos  más  inductiraa 
de  esa  idea  que  las  que  le  componen.  Toda  vez  que  está  recono- 
cido y  aeeptado  el  principio,  la  lógica  manda  (presumimos  nosotros) 
que  tenga  sus  naturales  consecuencias ,  como  no  haya  una  limita- 
ción que  las  anule  6  embarace.  Esta  es ,  i  nuestro  juicio ,  la  doc* 
irioa  racional  y  la  doctrina  legal :  esto  es  lo  que  demandan  de  con» 
8nno  el  baen  sentido  y  la  ciencia  del  derecho. 

48;  Entendemos »  pues «  que  desde  los  primeros  expositores  de 
estas  leves  y  fueron  mejor  encaminados  los  que  comprendían  la  S/ 
como  una  institución  y  declaración  del  derecho  de  representar  en 
las  lúeas  colaterales ;  no  limitada  al  caso  de  concurrir  tios  y  so- 
brinos, sino  extensiva  á  toda  la  sucesión  de  éstos.  Tales  fueron  el 
juicio  y  la  opinión  de  Antonio  Gomes,  cuya  razón  era  tan  ciara,  y 
cuya  autoridad  ha  sido  tan  grande.  Mas  á  pesar  de  ello,  lacreeneía 
contraria  fué  desde  luego  más  general;  los  textos  que  citamos  más 
arriba  consiguieron  mayor  influjo  ;  y  el  común  de  los  doctores  aur- 
rastró  en  pos  de  sí  á  la  pirética;  y  el  parecer  qué  estimamos  más 
íhndado  y  seguro,  dejó  de  serlo  por  virtud  de  una  interpretación 
eoneuetudinaria  que  le  es  desfavorable.  Hoy  por  hoy,  si  esa  mis- 
ma interpretación  puede  ponerse  en  duda  en  las  meditaciones  dei 
gabinete,  difícilmente  se  combatirá  con  éxito  en  la  realidad  del 
fbro ,  aun  esforzando  lad  razones  que  le  son  adversas. 

49.    No  obstante  lo  cual,  como  nosotros  no  escribimos  para  nin- 
gna  caso  dado ,  como  no  desconocemos  lo  que  dificulta  ó  se  opone 
á  nuestro' juicio ,  y  como  al  propio  tiempo  no  podemos  ni  debemos 
prescindir  de  nuestra  razón,  creemos  estar  autorizados  para  repelir 
que  e^a  doctrina  vulgar  ni  nos  intimida ,  ni  nos  convence ,  y'  que 
el  dictamen  de  Antonio  Gómez  es  también  en  éste  par ücutar  nwes- 
tro  propio  dictamen.  Explicando,  aconsejando,  juzgando  (^%\  laV 
fuera  nuestro*  derecho  y  nuestro  deber),  estimaríamos  qu^  \^%^- 
lujnos  que  sueeden  solos  á  un  tio  difunto ,  concurren  i  \a  \i«í^w¿\vi 
por  causa  de  representación,  y  deben  repartirla  entre  ^\i^  sVvt^«.t>v 
ooii  arreglo  á  la  doctrina  de  esta  ley  de  Toro.         ^ 

80.    Lo  diremos  otra  vez,  y  mil  si  es  necesario .  ^'Q ^^^go^ \m(s 
denaos  que  la  representaron  sei^  uM  cualidad  ^I^^  ^<^  \|^ 
TOMO  xni.  • 
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deje  ,  que  se  adquiera  y  se  pierda,  por  circmstancias  externas  y 
accidentales.  O  la  hay,  ó  no  la  hay  en  determioadas  personas  ,  se- 
gún su  posición  familiar :  si  la  hay ,  do  pueden  dejar  de  tenerla  ten 
los  casos  en  que  hayan  de  coneurrir ;  si  no  la  hay,  no  vemos  co- 
mo la  puedan  tener  en  ninguno.  ¿Alcanza  i  los  hijos  de  los  herma- 
nos? ¿Alcanza  á  los  sobrinos  del  difunto  que  murió  sin  testamento? 
Pues  en  el  caso  de  la  aühuativa ,  lo  mismo  les  debe  alcanzar  cuan- 
do concurren  entre  si  solos,  que  cuando  concurren  con  otros  tias. 
Para  negarlo  fundadamente,  seria  menester  que  la  ley  lo' dijera  de 
un  roodo  irrecusable;  y  la  ley,  volvemos  á  observar  que  será  aa- 
fibológica,  que  será  dudosa,  pero  con  una  eipresioü  clara  y  abier- 
ta, seguro  es  que  no  lo  dice.  Entre  el  |irincipio  que  afirma  y  la  aa- 
Ghologia  que  duda,  nosotros  estamos  por  el  principia,  por  la  lógi- 
ca, por  la  razón,  aunque  nos  encontremos  solos,  ó  al  menos  poco 
acompañados.  No  nos  asusta  la  soledad,  cuando  nos  ilumina  ei 
convencimiento. 

51.  Cuarta  duda,  y  no  menos  grave  con  motivo  de  ésta  ley. 
Pallece  intestada  una  persona,  y  no  deja  hermanos.  Quédaulc  so- 
brinos ,  hijos  de  éstos ,  nietos  de  éstos;  pero  esos  sobrinos  no  están 
solos :  á  la  par  con  ellos  hay  tíos  del  difunto ,  líos  también,  segun- 
dos tios  de  esos  sobrinos  que  quedan.  Esos  tÍQs  indudablemente  es- 
tán en  ei  propio  grado  que  los  sobrinos  hijos  de  hermano,  en  el  ter- 
cer grado  civil,  y  están  en  un  grado  más  próxima  que  los  nietos  de 
los  hermanos  del  difunto,  pues  que  éstos  nietos  se  hallan  en  el 
cuarto.  ¿Cuál  será  el  derecho  para  la  sucesión?  jSeredaráQ  ios  líos, 
del  dirunto  á  la  par  con  sus  sobrinos,  los  hijos  de  sus  hermanos? 
¿Excluirán  á  los  segundos  sobrinos,  nietos  de  éstos?  ¿Serán  ex- 
cluidos por  el  contrario  por  la  linea  lateral  descendente?  Y  si  oo 
bay  exclusiones,  y  si  suceden  todos,  ¿cómoaa  ordenará  y  se  re - 
partirá  la  herencia? 

52.  flay  un  autor,  que  hemos  citado  antes,  jurisconsulto  de 
fama  y  de  saber,  que  creyendo  como  nosotros  que  el  objeto  de  esta 
ley  ha  sido  declarar  el  derecho  de  representaoion  en  tas  lineas  de  los 
hermanos,  deduce  de  tal  principio,  que  los  individuos  de  ésta,  hijos 
ó  nietos ,  en  tercero  ó  cuarto  grado ,  son  preferidos  y  excluyen  at 
tío  del  causante  que  existiera  cuando  murió  éste,  el  Qual  sa  haHaba 
en  el  tercero.  «La  linea  desceDdente(dice),  siempre  ^^  eaUmamás 
próxima  que  la  ascendente ,  aún  entre  los  colateral^  jitan"».  siem- 
pre es  pretéribie  á  ella  ea  su  derivación  justa  y  oj^^     *^    ^\t<yi  del 
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hermano  representa  á  su  padre ,  y  toma  su  lugar  y  su  vez  por  el 
precepto  de  esta  ley»  ora  concurra  con  otro  hermano  vivo ,  ora  con 
los  hijos  de  otro  hermano  muerto;  luego  también  debe  represen- 
tarle en  cotejo  ccn  ese  lío  de  que  hablamos,  y  excluirle,  como  su 
padre  le  excluiría  en  el  caso  de  que  viviera.  Y  no  se  diga,  añade, 
que  la  represenlacion  concedida  á  los  hijos  de  los  hermanos  es  solo 
para  concurrir  con  otros  hermanos  del  difunto ;  porque  si  vale  en 
perjuicio  de  esos  ¿  que  son  mas  próximos;  ¿cómo  no  ha  de  valer  en 
perjuicio  de  los  tios  del  mismo  difunto,  que  están  mas  lejanos,  y 
son  de  consiguiente  posteriores  en  derecho?! 

55.  Estas  razones  tienen,  á  nuestro  juicio,  suma  fuerza;  y  des- 
pués de  la  resolución  que  hemos  dado  á  las  dudas  precedentes, 
nos  es  á  la  verdad  imposible  no  mirarlas  como  decisivas.  La  tienen 
todavía  mayor,  y  se  corroboran  con  nuevos  argumentos ,  cuando  se 
acepta  por  un  instante  la  creencia  contraria ,  y  se  trata  de  practicar 
lo  que,  según  ella,  deberia  realizarse.  Supongamos  en  efecto  que 
una  persona  muere ,  que  no  deja  hermanos ,  pero  que  le  quedan  k 
la  par  hijos  de  dos  de  éstos ,  y  un  tio ,  hermano  de  su  padre  ó  de 
su  madre.  Si  los  sobrinos  no  excluyen  á  éste  tío ,  por  lo  menos  he- 
redarán con  él:  como  él  se  hallan  en  el  tercer  grado  civil;  él  no 
puede  excluirlos  de  ningún  modo*  Ahora  bien ,  preguntamos  nos 
sotros:  ¿de  qué  manera  se  ha  de  dividir  la  sucesión?  ¿Qué  parte 
hade  llevar  el  tio?  ¿Cuál,  cada  uno  de  los  grupos  de  sobrinos, 
cada  línea  descendiente  dé  ca^la  uno  de  los  hermanos? 

54.    Tal  herencia  ¿  habrá  de  dividirse  in  stirpe$l  Parece  que  sí; 
porque  dejamos  dicho  que  los  hijos  de  hermanos  deben  suceder 
siempre  de  ese  modo.  Parece  que  sí ,  aunque  no  se  siguiera  esta 
doctrina;  porque  al  menos  es  indispensable  profesarla  cuando  los 
sobrinos  concurren  con  tíos,  y  en  el  caso  que  suponemos,  claro  es 
que  concurren.  Para  decir  que  no,  seria  indispensable  restringir 
la  inteligencia  de  la  ley  aun  mucho  más  de  lo  que  la  hemos  res- 
tringido hasta  ahora;  limitar  su  sentido  á  los  tios  de  una  sola  es- 
pecie, esto  es,  á  los  tios  hermanos  de  padre  ó  madre;  y  admitir 
casos  de  concurrencia  entre   parientes  que   se   llaman  con  los 
nombres  que  ella  usa,  y  á  los  cuales  no  serian  aplicables  las  <X\?»^o- 
siciones que  ella  dá.  Decimos,  pues,  á  nuestro  juicio  c\ue  si-,  o^jt 
pues  hay  tio  y  sobrinos,  conjuntamente  herederos  por  V^YvVp^^'^^'^^ 
m  stirpes  y  no  in  capila  es  como  se  deberá  dividir     ^uVx^  V^ 
herencia.  Mas  sentado  esto,  ¡nmodialamcale  preg^^^^^tsv^S 
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si^e:  ly  cómo  se  hace  esa  dívisioa?  ¿T  cómo  se  eatíende  el  re* 
parto  por  ramas »  por  líaeas ,  in  síirpes ,  cuando  no  hay  un  punto 
de  partida  de  donde  procedan  esas  estirpes ,  esas  ramas? 

85.  La  división  entre  hermanos  es  una  división  natural,  una 
división  por  iguales  partes.  La  división  entre  hermanos  y  descen- 
dientes de  hermanos,  la  división  entre  estos  descendientes  solos,  es 
también  una  división  natural :  cada  grupo  lleva  con  justicia  lo  mis- 
mo que  el  otro  ó  que  los  otros,  porque  cada  grupo  representa  un 
hermano  ni  más  ni  menos.  Pero  aquí,  en  el  caso  de  la  hipótesis, 
¿cómo ,  repetimos  y  se  ha  de  hacer  esa  división?  El  tio  del  dirunto, 
que  viene  á. heredarle,  ¿ha  de  llevar  lo  mismo,  ó  menos «  ó  más, 
que  cada  uno  de  los  grupos  de  sus  sobrinos?  Lo  mismo; — ¿por  qué? 
¿Llevaría  ese  tio  lo  propio  que  el  hermano  al  que  representa  cada 
cual  dé  aquellos?  No;  porque  con  el  hermano,  el  tio  no  podria  con- 
currir, no  podria  heredar:  entre  el  hermano  y  él  no  hay  concur- 
rencia; el  hermano  le  excluye  del  todo.  ¿Más?  ¿menos?  ¿En  que 
principio,  en  qué  ley  se  fundaría  esta  superioridad  ó  inferiorídad? 
¿Cuánto  debería  ser  lo  más  ó  lo  menos  que  llevase?  ¿Cuál  el  crite- 
rio para  decidirlo? 

56.  La  dificultad,  como  vemos ,  es  indisoluble.  Si  el  tio  del  in- 
testado ha  de  concurrir  con  los  sobrinos  del  intestado,  porque  son 
igualmente  próximos  uno  y  otros ;  y  si  estos  han  de  suceder  en  es- 
tirpes, ya  porque  deban  suceder  asi  siempre,  ya  porque  aquí  con- 
curren con  un  tio,  caso  al  parecer  terminante  de  la  ley  de  Toro;  la 
consecuencia  es  una  imposibilidad  práctica,  que  no  se  desala  de 
ningún  modo  racional,  prudente,  aceptable. 

57.  Una  de  dos  cosas ,  pues;  porque  fuera  de  ellas  no  hay  me- 
dio efectivo  de  cumplir  la  ley.  O  es  forzoso  restringir  la  inteligen- 
cia de  ésta  al  extremo  posible;  limitando  contra  toda  lógica  sus  pre- 
ceptos al  escasísimo  resultado  que  tienen  en  la  práctica  ordinaria; 
entendiendo  que  no  hablan  de  otros  tios  que  de  los  hermanos  del 
difunto,  ni  de  otros  sobrinos  que  de  los  hijo^  de  los  hermanos;  acep- 
tándola, no  como  la  expresión  de  un  principio ,  sino  como  la  con- 
cesión de  un  mero  privilegio;  reduciéndola,  en  fin,  á  mucho  menos 
de  lo  que  materialmente  dice; — ó  si  se  toma  con  más  científica  am- 
plitud ,  si  se  busca  su  razón,  si  se  demandan  sus  ^obsecuencias,  es 
necesario  darla  todo  el  alcance  que  la  daba  su  atxitg^^  comentador 
Antonio  Gómez ,  admitiendo  con  él  la  resolucioix  ^^\  c^^o  (\ue  figu- 
rábamos en  favor  de  la  línea  colateral  descend^t^^    á  ^^^^^^^  Vmea 
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colateral  asceodente»  aunque  sea  ésta  de  ideática  ó  majfor  proxi- 
midad que  la  otra.  Lo  uno  ó  k)  otro  es  de  todo  punto  indispensable. 
JLo  primero  dá  resultados  más  (iácíles ;  lo  segundo  es  de  una  natu- 
raleza más  elevada.  Aquello  debía  ser  y  ha  sido  más  vulgar;  ^to 
debe  halagarnos  con  preferencia  á  los  qué  buscamos  sobre  todo  en 
Jas  leyes  la  razón ,  el  espíritu ,  la  filosofía  de  las  mismas  leye«. 
Parécenos  no  poder  dar  una  muestra  de  imparcialidad  mayor  que 
llamando  á  nuestra  creencia  la  más  verdadera  y  á  la  contraria  la 
más  probable.  Juzgamos  en  efecto  tener  razón;  pero  sabemos  y  no 
ocultamos  que  la  mayoría  no  opina  como  nosotros ,  y  somos  mo- 
destos como  siempre  ante  la  creencia  de  la  generalidad,  aunque  no 
nos  convenza  ni  nos  seduzca. 

IV. 

58.  Por  cuanto  hemos  dicho  en  e$te  Comentario ,  se  puede  in- 
ferir nuestro  completo  juicio  acerca  del  derecho  que  establecieron 
las  leyes  de  Toro  en  la  materia  de  las  sucesiones  colaterales.  Diji- 
mos antes  de  ahora  que  aprobábamos  su  espíritu  y  su  carácter. 
Pero  ya  debemos  decir  que  no  llenaron  su  propósito  ni  su  deber; 
que  no  declararon  con  la  competente  lucidez  lo  que  querían ;  que 
"si  resolvieron  ciertas  cuestiones,  dieron  ocasión  á  otras  desconoci- 
das hasta  entonces,  y  que  han  podido  agitar  é  incomodar  honda- 
mente nuestra  sociedad ,  como  la  incomoda  cuanto  es  dudoso  é  in- 
seguro en  el  gravísimo  asunto  de  la  trasmisión  de  los  bienes. 

59.  Dos  caminos,  dos  sistemas  racionales,  podia  haber  frente 
el  uno  del  otro  en  esta  materia  de  la  sucesión  colateral :  el  de  las 
antiguas  leyes  godo-castellanas,  que  llamaban  crudamente  al  ag- 
nado ó  cognado  más  propincuo ,  sin  que  viniese  jamás  ninguno  re- 
presentando á  otro;  y  el  que  ya  se  habia  apuntado  ^n  las  Partidas, 
concediendo  la  representación  á  la  descendencia  de  los  hermanos. 

Si. se  quería  aquel,  no  habia  que  hacer  otra  cosa  sino  dejar  vigente      « 
la  regla  común  inserta  en  la  primera  ley  de  Toro ,  segua  la  cual  no 
podia  regir  el  derecho  de  esas  Partidas  en  coacatreacv^  cow  <5\ 
propiamente  español;  y  aún  si  ésto  no  se  estimaba  baslanx^  ^  4\ciar 
algo  análogo  á  lo  que  se  habia  hecho  en  la  ley  7.*,  ^^t«.  <iciavm\%t 
otra  de  las  innovaciones  alfonsinas.  Mas  si  por  el  coixlt^t^^  '«^  ^^- 
ria  aceptar  ese  sistema  de  la  representación ,  por  lo  ^V*^^^^,^,^^, 
aquellas  estaba  manco  é  incomple^t  «ra  forto&o  ^^  b^^^ 
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tsagrar  á  él  algo  más  que  dos  renglones,  fijando  su  naturaleza,  des-^ 
envolviendo  su  índole,  explicando  y  declarando  su  alcance.  Buena 
€s  sin  duda  la  concisión  en  las  leyes ,  pero  no  tanto  que  se  caiga 
poir  ella  en  oscuridad. 

60.  Nosotros  habríamos  admitido  ese  sistema,  ese  derecho. 
Nosotros  habríamos  distinguido  cuidadosamente  en  la  sucesión  co- 
lateral dos  eventualidades  distintas,  y  empleada  desreglas,  una 
para  cada  cual.  Nosotros  no  hubiéramos  confundido  en  ningún 
caso  con  cualesquiera  otros  parientes  ni  á  los  hermanos ,  n¡  á  los 
hijos  y  nietos  de  los  hermanos  del  difunto.  Antes  de  los  tios,  antes 
de  los  primos,  antes  de  lo  que  viniese  por  un  origen  más  remoto, 
y  sin  que  jamás  pudiera  confundirse  con  ello ,  pondríamos  á  las  lí- 
neas de  esos  hermanos,  enteras,  completas,  hasta  la  postrer  gene- 
ración. En  nuestras  ideas  es  ésto  algo  de  sucesión  cuasi  directa, 
cuasi  descendente,  cuasi  no-colateral.  Solo  cuando  no  hubiera  tal 

descendencia  de  hermanos ,  llamaríamos  á  los  demás  colaterales, 

1 

prefiriéndolos  según  fuesen  propincuos.  En  aquella  primer  catego- 
ría, la  representación  rigorosa,  stirpes:  en  ésta,  la  proximidad  tam- 
bién rigorosa ,  capita, 

61.  No  es  del  caso  ni  el  exponer  ni  el  fundar  nuestras  razonesr^ 
no  lo  es  tampoco  el  censurar  á  la  ley  porque  haya  podido  seguir 
otro  sistema.  Por  lo  que  la  censuramos  es  porque  no  se  sabe  cuál 
ha  seguido;  porque  viniendo  expresamente  para  resolver  dudas,  ha 
dejado  en  pié,  ó  ha  producido,  por  mejor  decir,  más  que  las  que 
intes  existían.  Si  son  de  gravedad  y  de  difícil  resolución  las  que 
hemos  examinado  anteriormente ,  nuestra  censura  está  completa- 
mente justificada  para  cuantos  hayan  podido  conocerla. 

V. 

62.  De'  las  cuatro  diferencias  capitales  que  seSalamos  entre  la 
legislación  godo-castellana  y  la  legislación  de  las  Partidas ,  las  dos 
primeras  se  habian  tratado  de  dirimir  por  estas  leyes  de  Toro :  ya 
no  concurririan  jamás ,  según  ellas ,  los  colaterales  con  los  aseen* 
dientes;  ya  gozarían  los  sobrinos  de  cierto  derecho  de  representa- 
ción, mayor  ó  menor,  á  medida  que  se  estimara  como  un  principio 
ó  como  un  accidente,  pero  siempre  real,  al  menos  en  ciertos  casos. 
En  cuanto  á  las  otras  dos ,  estas  mismas  leyes  no  dijeron  nada.  La 
duda  de  cuál  había  de  ser  el  límite  de  la  sucesión  calat^^^l  >  ^í  ^1 
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grado.séptimo  ó  el  grado  décimo;  la  no  menor  duda  respecto  ála 
sucesión  del  cónyuje ,  UmiLada  por  los  Fueros  á  la  completa  des- 
pués de  todos  (os  colaterales,  ampliada  por  las  Partidas  á  una  par- 
cial después  de  los  del  cuarto  grado;  estas  cuestiones,  decimos, 
quedaron  en  pié ,  ó  sujetas  solo  á  las  reglas  generales  de  la  ley  co- 
piada del  Ordenamiento ,  porque  nada  se  dijo,  nada  se  advirtió  ni 
dispuso  acerca  de  ellas. 

63.  Y  sin  embargo ,  estos  puntos  eran  capitales,  y  bien  mere* 
cian  que  se  hubiesen  destinado  algunas  líneas  á  su  resolución.  Las 
sucesiones  ab  intestato  son  cosa  demasiado  común :  la  distancia  del 
séptimo  al  décimo  grado  no  es  tan  insignificante :  la  situación  de 
muchas  viudas  no  tan  poco  digna  de  interés.  Nosotros  creemos  que 
la  inteligencia,  la  opinión  general  de  aquel  siglo  debía  ser  en  esta 
parte  la  de  que  estaban  vigentes  las  leyes  de  Partida ,  y  no  las  del 
Fuero  Juzgo.  En  otro  caso,  imposible  es  que  no  se  hubiese  tomado 
alguna  resolución  para  corregir  lo  que  era  menos  humano ,  menos 
caritativo,  más  severo. 

64.  Pero  el  hecho  es  que  entrambos  puntos  quedaron  olvidados 
por  entonces,  y  que  pasando  el  tiempo  surgieron  y  se  autorizaron 
nuevas  doctrinas.  El  derecho  de  la  viuda  se  fué  desvaneciendo  por 
el  desuso;  y  en  vez  de  heredar  sin  contradicción  ios  colaterales 
hasta  el  décimo  grado,  comenzaron  á  ponerse  obstáculos  á  tales  su- 
cesiones, primero  en  parte  por  las  Ordenes  Redentoras,  después 
en  el  todo  por  los  intereses  del  fisco.  Para  aumentar  el  mal,  la  Ins- 
truccicAde  Mostrencos  del  siglo  último  usó  de  tales  palabras,  que 
bien  pudo  creerse,  según  ellas,  que  no  existia  herencia  ab  intestato 
más  lejos  que  el  cuarto  grado  colateral.  El  décimo  de  las  Parti-  , 
das,  el  séptimo  del  Fuero  Juzgo  ¡quedaban  en  la  práctica  reduci- 
dos á  ese;  ó  era  indispensable  seguir  un  pleito  con  el  Estado,  bajo 
las  eventualidades  de  un  incierto  derecho  y  de  una  dudosa  reso- 
lución. 

65.  Algo  se  ha  mejorado  ese  punto  por  la  ley  de  las  C6tl^s  d^ 
16  de  mayo  de  1855.  Si  no  ha  resuelto  ésta  las  cuestiones  (v\^\\ei- 
mos  visto  surgen  de  las  de  Toro,  lo  ha  hecho  por  lo  mfeixos  c^\s.\^^ 
dos  que  aquellas  no  trataron.  El  limite  de  lasuccs\oxico\^}'^-^^^^ 
ha  fijado  expresamente  en  el  grado  décimo,  como  ya  \q\v\c^^'^'^'^  ^^^ 
Partidas;  y  dentro  de  esa  propia  sucesión  se  Ha.  ^^^^ ^    ^^íSssík;^'^ 
claro  al  cónyuje  superviviente,  colocándolo  con  cierta.^  ^q|(>  ^  .^^n^^ 
después  de  los  parientes  de  cuarto  grado.  Asi ,  h&y  ^Y^^^xV" 
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'  méoos  en  estos  paitos ;  y  aiin  puede  decirse  qoe,  si  no  lodos,  se 
ban  remediado  algunos  males. 

66.  Pero  loe  proUeauu,  pero  las  dudas  <|iie  áales  bemos  eu- 
minado,  y  qiüzá  alguna  otra  en  que  no  hemos  querido  eotiar ,  por- 
que no  se  refiere  directimeote  atas  leyes  de  Toro;  todo  eso  ha. 
quedado  en  pié  y  clama  por  ana  resolución  soberana.  Es  un  mal 
grave  el  de  que  en  estas  materias  de  suceaiMí  haya  io  más  mUmo 
cuestíonado  é  incierto.  La  ley ,  que  en  todo  particular  debe  ser  cla- 
ra, parece  que  tiene  más  obligación  de  serlo  en  aquello  qoe  eo  sn 
materia  de  todos  los  días:  por  lo  menos,  si  no  hay  más  obligaoíoa, 
bay  de  seguro  más  necesidad.  I  no  basta  que  las  opiniones  comu- 
nes suplan  ese  derecto  basta  cierto  punto;  porque  la  opinión  no  es 
más  que  opinión  al  cabo ,  y  llega  un  día  en  que  pugna  con  intereses 
cuantiosos  y  respetables ,  y  en  que  bailando  éstos  un  intérprete  de 
talento  y  de  autoridad,  se  ponen  en  litigio  aun  las  creencias  que 
parecían  más  aseguradas.  No:  la  autoridad  sola  del  numero  y  de 
los  hechos  no  es  lo  que  satisrace  á  nuestra  sociedad  moderna :  en 
la  emancipación  que  hemos  presenciado  de  la  razón  individual, 
todo  lo  que  no  sea  la  soberana  es  impotente  para  someter  aquella  á 
su  yugo.  Al  antiguo  «así  se  ha  hecho>  se  opondrá  el  reciente  «pues 
bu  debido  hacerse  de  otro  modo:>  que  no  son  tantos  en  el  dia  de 
hoy  los  que  ó  por  modestia  ó  por  desengaño  dicen  lo  que  nosotros 
frecuentemente  decimos :  *  tal  vez  me  engañaré ,  cuando  el  mayor 
número  piensa  lo  contrario  de  lo  que  yo  pienso.  > 

J.  P.  Pacheco. 
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La  aceptacíoQ  que  ha  tenido  la  Memoria  que  hemos  publicado 
sobre  esta  interesante  materia  y  la  favorable  acogida  que  le  han 
dispensado  todos  los  periódicos  jurídicos  de  la  corte,  nos  han  ani- 
mado para  escribir  algunos  artículos  sobre  la  sucesión  forzosa. 

Testigos  presenciales  de  los  mates  que  afligen  á  Cataluña  por 
efecto  del  vicioso  sistema  de  sucesión  forzosa  que  rige  en  nuestro 
Principado,  nos  hemos  desvelado  constantemente  para  remediarlos 
y  mejorar  la  condición  de  sus  habitantes.  Los  no  merecidos  elogios 
que  se  nos  han  dirigido  de  todas  partes  son  la  mas  cumplida  recom* 
pensa  de  nuestros  cortos  trabajos. 

Libre  el  padre  de  disponer  de  las  tres  cuartas  partes  de  la  he- 
rencia, por  ser  solo  la  cuarta  la  legítima  de  los  hijos,  se  ha  perpe- 
tuado la  costumbre,  hija  de  la  preocupación,  de  instituir  constante- 
méate  por  heredero  al  hijo  primogénito;  y  hé  aquí  un  nuevo  mé* 
todo  de  vincular  la  propiedad  en  un  solo  individuo  de  la  familia  en 
perjuicio  de  los  demás  por  una  serie  de  generaciones. 

Mientras  que  el  primogénito  nada  en  la  abundancia,  los  demás 
gimen  en  la  miseria,  abrazan  un  celibato  forzoso»  y  se  ven  privados 
por  falta  de  medios  de  toda  empresa  útil  y  provechosa.  De  modo 
que  la  ley  de  sucesión  que  rige  en  Cataluña,  en  vez  de  perpetuar 
los  nombres  de  hs  familias  ilustres,  ha  producido  la  estincion  de 
muchas  de  ellas  y  la  acumulación  de  la  propiedad  en  pocas  manos, 
como  ha  dicho  un  escritor  moderno. 

Esta  es  sin  duda  una  de  las  principales  causas  de  la  despobla- 
ción. Las  naciones  deben  su  origen  y  aumento  á  las  familias  dis- 
persas de  las  que  cada  una  reconocía  como  propia  la  tierra  que 
cultivaba.  Crecian  en  número  los  indiViduos  de  las  familias  ^  al 
mismo  tiempo  se  aumentaba  el  de  los  trabajadores  y  ft\  d©  V^s  wi^- 
vas  haciendas  que  cultivaban;  y  como  cada  tcaba}adot  de  Y^^^^v^ 
tierra  cómodamente  saca  y  gana  lo  necesario  paír^  ^\i^v.^s^a?s»^» 
crecian  los  medios  de  subsistencia  y  consiguieui^^ijit^*'^  ^  ^^ 

blacion. 

tOmo  xin.  ^ 
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Es  tan  limitado  en  Cataluña  el  número  de  propietarios  de  tier- 
ras, que  entre  veúUe vhombres  apenas-  se  cuenta  ano  que  lo  sea, 
mientras  que  los  restantes  diez  y  nueve  son  trabajadores  asalaria- 
dos, que  comunmente  mueren  agobiados  por  las  estrecheces  de  la 
miseria. 

Todos  cuantos  proyectos  se  propongan  para  desterrar  la  iodí- 
gencia  ,  causa  principal  de  la  despoblación  de  un  pais,  serán  com- 
pletamente inútiles  mientras  no  se  arranquen  las  profundas  raices 
de  la  pobreza.  ¿Cómo  ha  de  aumentar  la  población  si  los  pobres  tra- 
bajadores apenas  ganan  lo  indispensable  para  sostener  sa  precaria 
existencia?  ¿Cómo  estos  hombres  han  de  tener  las  fuerzas  necesa- 
rias para  dedicarse  á  tan  penosas  labores?  ¿Cómo  han  de  gozar  del 
vigor  necesario  para  multiplicar  su  especie? 

Es  necesario  persuadirse  que  la  causa  principal  de  la  pobreza, 
homicida  del  género  humano ,  es  el  pequeño  número  de  propieta- 
rios de  tierras.  La  riqueza  de' las  naciones,  que  es  el  único  nianan- 
tial  de  su  población ,  no  consiste  en  grandes  heredades  ó  señoríos 
de  terrenos,  ni  en  la  suntuosidad  aparente  de  las  manufacturas, 
sino  en  la  multitud  de  propietarios  y  artesanos  dispersos.  La  indus- 
tria de  las  familias  dispersas  por  los  ángulos  de  la  población  y  por 
la  soledad  de  los  campos,  es  el  único  medio  para  enriquecer  las 
naciones,  como  lo  prueba  el  señor  Campomanes  en  su  discurso, 
sobre  el  fomento  de  la  industria  popular. 

Los  hijos  segundogénitos ,  completamente  abandonados  en  Ca- 
taluña y  reducidos  á  una  legítima  mezquina.,  no  .pueden  dedicarse 
á  la  industria ,  al  comercio  ni  á  la  agricultura ,  y  se  ven  muchas 
veces  precisados  á  abandonar  el  suelo  que  les  vio  nacer  para  ir  al 
Nuevo-Mundo  en  busca  de  unos  recursos  que  les  ha  negado  la  le- 
gislación. Los  que  no  recurren  á  este  triste  medio  están  destinados 
á  aumentar  el  crecido  número  de  célibes  y  la  empleomanía,  que  es 
uno  de  los  principales  males  que  afligen  la  nación. 

Por  regla  general,  la  población  y  la  riqueza  de  todos  los  paises 
aumentan  estraordinariamente  á  proporción  que  crece  el  número 
de  propietarios  que  cultivan  sus  propias  haciendas.  Obsérvense  en 
mil  familias  de  labradores  propietarios  y  otros  i^n  de  labradores 
asalariados,  el  número  de  hijos  que  hay  en  ellas  v  i  /.  í5^^^  ^^^  ^^^' 
pectivamente  viven  sus  individuos,  y  se  hallará,  q.  ^^  *|v\astam\\\as 
de  los  propietarios  se  cuentan  de  cinco  á  seis  ixx¡i  ^  .q^^^^^^í^" 
ñas  cuatro  mil  en  los  asalariados.  ^^v 
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Asimismo  se  hallará  en  los  anos  de  vida  uoa  diferenicia  de  una 
sesta  parte  á  favor  de  los  individuos  de  las  ñimilias  de  los  propie- 
tarios. T  como  que  estos  cultivan  mejor  sus  haciendas  que  los  asa- 
lariados, se  hallará  á  favor  de  los  mismos  propietarios  la  diferencia 
de  una  quinta  parte  mas  de  frutos. 

Sí  nuestros  antepasados  pidieron  la  abrogación  de  la  ley  roma- 
na para  sustituirla  con  la  constitución  municipal,  que  tanto  esca* 
tima  la  legitima  de  los  hijos  reduciéndola  á  la  cuarta  parte  de  los 
hienes  dejados  por  el  padre  al  tiempo  de  su  muerte,  los  actuales  le- 
gisladores procurarán,  á  no  dudarlo,  derogar  esta  ley  sustituyén- 
dola con  la  que  rige  en  Castilla  hasta  que  se  publique  el  Código 
civil  español,  como  al  parecer  lo  han  solicitado  algunos  catalanes. 
Rasgo  de  sabiduría  y  de  justicia  seria  este  que  atraería  al  Congre- 
so el  aplauso  y  la  gratitud  de  los  hombres  de  recto  sentir  y  de  las 
generaciones  venideras. 

La  desigualdad  de  bienes  crece  continuamente  y  sin  término 
con  el  favor  de  las  leyes  que  no  ponen  limites  á  las  ríquezas  de 
unos  y  á  la  pobreza  de  los  otros.  Para  obviar  estos  males,  Moisés 
distribuyó  las  tierras  del  pais  prometido  á  la  nación  israelita  con  la 
mas  rigurosa  igualdad  entre  sus  individuos. 

Licurgo  en  la  ley  agraria  imitó  á  Moisés.  cEmpresa  atrevida 
ifué  la  que  acometió  Licurgo,  dice  Plutarco,  al  ejecutar  su  ley 
^agraria.  Viendo  entre  los  espartanos  suma  desigualdad,  por  lo 
»que  las  riquezas  se  reduelan  á  pocos,  y  la  ciudad  estaba  llena  de 
>pobreSy  entre  la  opulencia  y  la  misería,  obligó  á  los  ciudadanos  á 
•repartir  las  posesiones  con  igualdad  entre  todos  ellos.  Se  hicieron 
jtreínta  mil  partes  de  ellas:  nueve  mil  tocaron  á  la  ciudad  de  Es- 
jparta  y  las  demás  á  los  habitantes  de  las  aldeas  y  de  su  terri- 
>torio.  >  (1) 

Esta  igualdad  de  las  haciendas  fué  el  fundamento  de  la  feUci- 
dad  de  los  espartanos  entre  quienes  no'reconócian  las  leyes  cita 
desigualdad  que  la  del  mérito  y  el  demérito.  Platón,  re&^re  D\(^^^- 
nesLaercio  en  su  vida,  rogado  por  los  habitantes  dé  kr<^^^^"^ '^ 
Tebas  para  que  diese  leyes  á  una  ciudad  que  habiau  íwxvd^'^^'^^ 
quiso  condescender  á  sus  súplicas,  porque  supo  qu.e  t^Vxws^^^'*^^ 
jetarse  á  la  igualdad. 


(\)    Plutarco,  vól.  i,  in  Lieurguní  pág.  41, 
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Tan  sabias  y  benéficas  máximas  que  taota  resplandecen  en  la 
legislación  de  Castilla,  se  han  desconocido  por  completo  en  nuestra 
ley  de  sucesión  forzosa,  Truto  de  los  tiempos  en  que  los  señores 
lucliabají  para  ensanchar  su  señorío  y  su  territorio.  * 

Si  la  propiedad  territorial  se  ha  dividido  algnn  tanto  en  Catalu- 
ña y  si  ha  prosperado  su  agricultura  mas  que  en  oirás  provincias  , 
es  debido  únicamente  al  carácter  laborioso  de  sus  habitantes  y  al 
contrato  enfitéutico,  que  tanto  se  ha  generalizado  en  este  pais, 
hasta  el  punto  de  considerarse  por  una  costumbre  muy  provecho- 
sa,  sancionada  por  la  jurisprudencia  de  la  Audiencia  de  Cataluaa, 
que  podía  tener  lugar  hasta  en  los  bienes  vinculados.  Sin  estos  ele- 
mentos seria  Cataluña  un  pais  miserable.  Gran  parte  de  su  riqueza 
territorial  y  el  fomento  de  su  agricultura  son  debidos  á  este  con- 
trato, como  tendremos  ocasión  de  manifestarlo  en  otro  artículo. 

El  proyecto  de  Código  civil  español  hizo  concebir  consoladoras 
esperanzas  al  ver  que  el  Gobierno  de  S.  M.  se  proponía  mejorar  la 
suerte  de  la  familia  catalaua  por  medio  de  una  nueva  ley  de  suce- 
sión forzosa;  pero  desgraciadamente  se  ha  ido  retardando  por  una 
serie  de  anos  su  publicación. 

Si  se  ha  igualado  á  los  catalanes  con  los  de  Castilla  en  las  con- 
tribuciones y  en  las  quintas,  ¿porqué  no  hade  Igualárseles  también 
en  la  ley  de  sucesión?  Si  se  han  abrogado  sus  principales  fueros, 
^porqué  no  ha  de  concedérseles  este  beneficio?  Los  hijos  de  fami' 
lia,  al  paso  que  son  víctimas  deesa  contribución  de  sangre,  se 
ven  privados  de  los  medios  que  les  son  necesarios  para  librarse  de 
ella  y  hasta  de  lo  indispensable  para  atender  á  su  decorosa  subsis- 
tencia. 

El  mismo  padre  que  les  ha  dado  el  ser,  y  que  por  lo  tanto  ha 
contraído  la  obligación  de  proporcionarles  lo  necesario,  según  sus 
medios  de  fortuna,  les  deja  reducidos  muchas  veces  á  la  indigen- 
cia por  la  preocupación  ó  por  la  vanidad  de  conservar  un  nombre 
que  comunmente  deja  de  existir  por  esa  misma  desigualdad  de 
bienes  y  de  fortunas.  En  todos  los  países  se  ha  mirado  por  la  suerte 
de  los  hijos  segundo -génitos;  por  do  quiera  se  han  establecido  le- 
yes sabias  y  benéficas  de  sucesión  forzosa.  Las  leyes  romanas,  que 
han  sido  el  modelo  de  la  legislación  de  todos  los  pa^^^^  civilizados; 
el  Código  de  Napoleón,  monumento  de  sabidurí;^  ^ue  ^^  sido  res- 
petado por  todos  Jos  <}obicrnos  7  por  todos  los  V.  A\to'5,  desde  la 
monarquía  hasta  la  república  y  el  imperio,  y  las  ^      a$  i^Toro  que 
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tan  buenos  resultados  han  dado  en  Castilla  sen  una  prueba  de  ello» 
Solo  en  Cataluña,  en  una  provincia  tan  importante,  es  en  donde  se 
permite  que  queden  en  completo  abandono  los  que  no  han  tenida 
la  suerte  de  nacer  primero. 

El  art.  642  del  proyecto  de  Código  civil  español,  remediaría 
todos  estos  males;  pero  por  desgracia  se  vá  retardando  la  publica- 
ción de  este  Código  mas  allá  de  lo  que  debiera  y  de  lo  que  exigen 
las  necesidades  del  país.  Es  verdad  que  ha  sufrido  algunos  ata- 
quen por  lo  que  respecta  á  la  sucesión  forzosa;  pero  ¿cuál  es  la  re* 
forma  que  no  ha  tenido  opositores?  Ninguna. 

La  agricultura,  el  comercio,  las  artes  y  la  suerte  de  tantas  fá-- 
millas  desgraciadas  reclaman  imperiosamente  un  cambio  de  legis- 
lación en  esta  importante  materia;  y  como  no  es  de  esperar  qoe  en 
mucho  tiempo  pueda  empezar  á  regir  el  Código  civil  y  á  fin  de 
preparar  con  tiempo  la  reforma,  unimos  nuestros  débiles  esfuerzos 
á  los  de  los  catalanes  que  han  representado  al  Congreso  de  seño- 
res Diputados,  para  que  en  su  ilustración  se  sirvan  acordar  que  la 
ley  que  ríge  en  Castilla  sobre  la  sucesión  forzosa  se  observe  en 
Cataluña  hasta  la  publicación  del  Código  civil  español. 

Franeiseo  de  Pmi. 


DE  LA  mn  INOFICIOSA. 


iQuedará  preservada  la  doteáél  vicio  deinofidósa,  si  al  tiempo 
de  su  constitución  cabe  en  la  legítima  y  aunque  esceda  de  tila  al  de 
la  muerte  del  padre  dotante"! 

Difícil  y  trascendental  es  la  cuestión  propuesta ,  no  soVo  ipot  el 
punto  sobre  que  recae,  sino  por  la  diversidad  d^  opm\o\ia& opa% 
acerca  de  ella  han  sostenido  los  jurisconsultos :  si  k  esV>  ^^  ^?í's^^ 
la  oscuridad  é  insuficiencia  de  la  ley ,  y  una  prácVV^^  e^^  c.^w\«mí 
mas  ó  menos  autorizada ,  mas  ó  menos  contradictoria^  S  ^^^^    * 
guíente  mas  6  menos  general ,  nos  encontramos  ^ot^\j^^*^ 


i 
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tácalos  que  se  pueden  preseoUr  al  resoirer  ana  diicaUad  jurídica; 
mas  caalesquiera  qae  estos  sean,  preciso  es  luchar  con  ellos,  ea 
obsequio  de  la  buena  administración  de  justicia,  que  tanto  importa 
para  la  felicidad  de  los  pueblos. 

La  ley  29  de  Toro ,  ni  tan  clara  ni  tan  completa  como  debiera 
ser,  dispone  en  su  parte  6nal  lo  que  literalmente  és  como  sigue: 
'^...  Y  para  se  decir  la  tal  dote  inoficiosa^  se  ndre  d  lo  que  escede  de 
su  legítima  y  tercio  y  quinto  de  mejoría:  en  caxo  que  el  que  la  dio 
podia  haceila  dicha  mejoría  cuando  hi%o  la  dicha  donación  ó  dio  la 
dicha  dote f  habiendo  consideración  alvalor  délos  bienes  del  que  dio  ó 
prometió  la  dicha  dote,  al  tiempo  que  la  dicha  dote  fué  constiluida 
ó  mandada,  ó  al  tiempo  de  la  muerte,  del  que  dio  la  dicha  dote,  ó 
la  promeliü ,  do  mas  quisiere  escoger^  aquel  á  quien  fué  la  dicha 

dote  prometida  ó  mandada Tan  terminante  está  la  disposición 

anterior,  que  no  puede  dar  lugar  á  duda  ninguna.  Según  ella ,  la 
dote  queda  preservada  del  vicio  de  inoGciosa,  si  cabe  en  la  legíti- 
ma, ora  al  tiempo  de  su  constiiucion ,  ora  al  de  la  muerte  del  do- 
tante, á  elección  de  la  hija  dotada,  do  mas  quisiere  escoger  aquel  á 
quien  fué  la  dicha  dote  prometida  ó  mandada.  Has  este  derecho  de 
elección  concedido  á  la  hija  por  la  ley  29  de  Toro,  ¿subsistirá  des- 
pués de  la  promulgación  de  la  Pragmática  de  Madrid,  ó  sea  la  ley 
sesta,  til.  o/,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación?  Hé  aquí  donde 
empieza  á  dividirse  la  opinión  de  los  escritores,  entendiendo  unos 
que  á  pesar  de  la  pragmática  subsiste  en  todo  su  vigor  la  ley  de 
Toro,  y  creyendo  otros  que  ésta  ha  sido  derogada,  y  por  tanto  im- 
procedente é  infundada  toda  reclamación  que  se  haga  de  semejante 
derecho.  Veamos  qué  fuerza  tienea  las  razones  que  se  pueden  pre- 
sentar de  una  y  otra  parte,  y  después  nos  decidiremos  por  la  solu- 
ción que  nos  parezca  mas  acertada. 

Los  que  están  por  la  ley  29  de  Toro  se  fundan  en  las  siguientes 
consideraciones: 

1.'  Que  en  la  petición  que  hicieron  las  Cortes  de  Madrid  en  el 
ano  de  1534,  se  suplicaba  á  S.  M.  que  las  dotes  qne  en  estos  reinos 
se  diesen  no  puedan  ser  mas  de  la  legitima  que  le  vendiia  á  la  do- 
tada si  entonces  se  partiesen  los  bienes  del  dotador  a\  ti^nipo  de  la 
constitución  de  l(i  dote,  y  que  si  de  ello  mas  se  motid^se  ó  recibiese 
público  ó  secreto ,  direcle  ó  indirecte  por  el  misnio  («(^8^ »  pasase  el 
derecho  de  la  demasía  á  los  herederos;  esto  sin  per  i*  -ÁO  *^  ^^  ^P*' 
tulado  i  contratado  hasta  ahora. 


Es  evideote  qae  de  esta  petición  solo  se  infiere  ( 
Cortes  de  que  ladqte  no  escediera  jamás  dela.legíi 
caso  de  esceder  pasase  el  derecho  de  la  demuda  (i;¿M 
qae  de  aquí  resulte  nada  en  favor  del  derecho  de  ele 
dido  por  la  ley  de  Toro ,  por  lo  que  do  es  fácil  acer 
fundan  los  que  ven  en  esta  petición  un  argumento  coi 
aquella.  ¿Qué  otra  cosa  dicen.las  Cortes  sino  que  las  c 
dan  de  la  legítima?  Y  esto,  ¿favorece  en  nada  la  dis 
ley  i9t  Diráse ,  sin  embargo ,  que  siendo  tal  el  espiril 
tes  de  Madrid ,  hay  que  sostener  el  derecho  de  elecci 
Ua  concede ,  porque  si  al  tiempo  de  constituirse  la  dot 
tipo  la  legitiqua  que  eotonces  correspondia á  la  hija, 
hay  que  otorgarla  el  derecho  de  elegir  al  tiempo  de  h 
ó  al  de  Ja  muerte  del  padre ,  para  que  esa  legítima  ec 
la  dote  al  tiempo  de  su  promisión  ó  entrega  se  conserva 
.violenta  (esta  consecuencia,  que  se  destruye  consol 
pueden  haber  disminuido  los  bienes  del  padre  ^  al  t 
muerte,  y  quedar  desmembrada  la  legítima  de  los  dero 
si  la  hija  dotada  elige,  como  es  seguro,  el  tiempo  de  la 
de  la  dote,  y  contrariado  el  deseo  de  las  Cortes ,  pues 
Tá  á  esceder  de  la  legítima.  Es  por  otra  paKe  muy 
tanto  se  quiera  favorecer  la  dote,  olvidando  que  todo 
de  la  dotada  no  consiste  mas  que  en  recibir  con  antici 
pítima  ó  parte  de  ella;  legítima  que  corresponde  igus 
otros, coherederos  tan  privilegiados  como  la  hija,  en  t 
si  se  dá  mas  ostensión. á  un  privilegio  que  á  otro,  que 
el  precepto  legal  y  el  principio  jurídico,  prmlegialu$  < 
privilegiatum  non  gaudet  privilegio.  Mas  ya  que  de  U 
las  Cortes  de  Madrid  se  habla ,  veamos  el  valor  real  y 
puede  tener  en  la  cuesti\)n  que  nos  ocupa.  La  mayor  c< 
que  podemos  darla,  es  la  de  preámbulo  de  la  pragmátic 
de  este  supuesto ,  nada  diremos  de  la  conveniencia  6  i 
los  preámbulos  de  las  leyes ;  ni  dé  si  el  legislador  cousa 
nidad  entrando  en  conferencias  sobre  su^  mérito ;  ni  de 
como  dijo  un  sabio  (i)  de  la  antigüedad,  que  nada  ha^ 


(i)    Nibil  vtderi  frigidius ,  nihíl  iu^«tiu9  quAm  legem 
tea.  Epist.  94,  ^ 


noca. 
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BUift  iaqvto  que  una  ley  con  preámbulo ;  ni  de  si  las  razones  en  él 
alegadas  son  siempre  Terdaderas  y  conformes  al  testo;  solo  diremos 
qne  para  qne  el  preámbalo  sea  un  medio  de  interpretación ,  se  re- 
quiere que  guarde  absoluta  conformidad  con  hts  disposiciones  de  lá 
ley  á  que  precede,  porque  á  no  ser  así ,  violencia  y  absurdo  se  co- 
meterá esplicándolas  por  él,  forzosamente  quedarán  destruidas. 
Pues  bien :  si  á  la  petición  de  las  Cortes  se  la  concede  la  fuerza  de 
preámbulo^  no  puede  admitirse  la  interpretación  que  hemos  visto 
que  la  dan  algunos,  por  oponerse  abiertamente  á  la  letra  y  espíritu 
de  la  pragmática  como  después  veremos;  de  modo  que  solo  en  el 
caso  de  darla  la  inteligencia  que  nosotros  la  damos ,  es  en  el  que 
esa  petición ,  podrá  servir  como  uno  de  los  muchos  datos  que  exis- 
te» para  resolver  en  buenos  principios  la  dificultad  que  nos  ocuplá. 
Pero  8i  aun  se  quiere  apurar  mas  este  punto ,  hatlarémos  que 
ni  aun  como  preámbulo  puede  ser  considerada.  En  efecto,  el 
preámbulo  de  las  leyes  está'  siempre  antes  que  su  tüülo  y  que  su 
mtUulacion ;  la  pragmática  no  se  halla  precedida  de  la  petición  de 
las  Cortes  r  luego  ni  aun  como  preámbulo  suyo  puede  ser  concep- 
tuada; solo  si  como  una  opinión  cualquiera  que  no  tiene  otra  fuerza 
que  la  merezca  por  la  solidez  de  sus  fundamentos.  Partidarios  cíe* 
gos  de  la  Hermenéutica  jurídica,  ya  hemos  clamado  en  otra  oca- 
sión (i)  contra  el  abuso  que  algunas  veces  suele  hacerse  de  ella, 
porque  asi  como  el  cuerpo  necesita  para  su  salud  la  conveniente 
alimentación,  y  el  esceso  la  destruye,  asi  también  es  tan  indispen- 
sable para  la  ley  una  prudente  interpretación,  como  á  propósito 
para  destruirla  el  abuso  de  interpretaciones  arbitrarias. 

í.*  Que  en  la  pragmática  se  estableció  por  norma  para  la  regu- 
lación de  (a  legitima  la  renta  que  producian  los  bienes  del  padre  al 
tiempo  que  entregaba  ó  prometía  la  dote  en  la  forma  que  en  aque- 
lla se  establiece.  Según  parece ,  quiere  inferirse  de  aquf ,  que  de* 
hiendo  regularse  la  legítima  por  el  valor  que  tengan  las  rentas  del 
padre ,  cuando  entrega  ó  promete  la  dote ,  aquella  ha  de  sufrir  la 
suerte  de  esta;  aquella  debe  ser  considerada  como  accesoria  y  esta 
como  principal ;  ó  lo  que  es  lo  mismo ,  se  ha  de  conservar  á  la  hija 
la  dote  que  se  la  dio  ó  prometió,  aunque  al  tiempo  de  la  muerte  del 


(i)    Discurso  leído  en  la  Universidad  central  en  el  acto  solemne  de  rec¡« 
bir  la  investidura  do  doctor  en  la  facultad  de  jurisprudencia. 
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padre  esceda  de  la  lejeitima »  con  cayo  objeto  se  la  concede  el  dere- 
cho de  elegir.  Para  inlerpretar  una  ley  es  preciso  leerla  toda  (1), 
sin  concretac»  á  una  cláusula  qae  parezca  favorable ,  desechando 
las  demás  qoeperjudíqueQ,  porqae  hacer  esto  es  burlarla  y  escar-; 
necerla. 

Veamos  to  (pie  dice  la  pragmática :  c  Atenta  la  desorden  y  daño» 
que  somos  informados ,  que  se  han  recrecido  y  recrecen  de  las  do- 
tes escesi  vas  que  se  prometen y  oidos  los  pareceres  y  acuerdos 

qte  sobre. eUa  ha  habido ,  mandamos  qne  de  aquí  adelante,  en  el 
dar  y  prometer  de  dichas  dotes,  se  tenga  y  guarde  la  manera  j 
étáñn  siguiente:  que  cualquier  caballero  ó  persona  que  tuviese  200 
maravedís  y  dende  arriba  hasita  500  de  renta,  puede  dar  en  dote  á 
cada  una  deeas  hijas;  legítimas  basta  un  ciento  de  maravedís  y  no 
flias,....  Y  mandaímos  que  ninguno  pueda  dar  ni  prometer  por  vfa 
de  dote  ni  caBamiento  á  su  hija  tercio  ni  quinto  de  sus  bienes ,  ni  se 
entienda  ser  mejorada  tácita  ni  espresamente  por  ninguna  manera 
de  contrato  entre  vivos ,  so  pena  que  todo  lo  demás  de  lo  aquí  con-| 
tenido  diese  y  prometiese »  según  dicho  es,  lo  baya  perdido  y 
pierda.» 

De  la  simple  lectura  de  esta  ley  se  deduce ,  que  la  renta  que 
ftfodttcen  los  bienes  del  padre  al  üempo  que  dá  ó  promete  la  dote^ 
es  el  tipo  que  regula  la  cantidad  en  que  puede  consistir  esta.  ¿Mas 
podi^  inferirse  igualmente  que  la  pragmáiica.ba  confirmado  el  de- 
recho de  elección  concedido  á  la  hija  dotada  por  la  ley  de  T^roT 
Tal  es  la  oonsecueocia  que  pretenden  sacar  los  que  están  por  la 
conservación  de  ese  derecho.  Sin  embargo,  nosotros  creemos  que 
al  fijar  la  tey  como  tipo  de  la  dote,  )a  reuta  de  ios  bienes  del  padre 
al  tiempo  de  su  constiüncion ,  no  ha  hecho  otra  cosa  que  consagrar 
el  principio  qtie  habían  proclamado  las  Cortes  de  Madrid  en  su  pe- 
tición ,  esto  es ,  que  la  dote  no  pueda  esceder  nunca  de  la  legítima, 
pues  si  asi  no  fuere ,  habría  que  suponer  que  al  mismo  tiempo  que 
el  legislador  trataba  de  evitar  las  dotes  escesivas,  las  autorizaba, 
permitiendo  que  pasasen  de  la  legitima ,  y  esta  seria  una  contra- 
diecioa  manifiesta  y  absurda.  Y  no  se  diga  que  admitimos  la  peti- 
ckm  mencionada,  en  lo  que. nos  favorece,  y  la  desechamos  en  lo 
que  nos  perjudica ,  porque  ya  bemos  indicado  antes ,  que  solo  en  el 


(i)    InciviXe  esty  msi  tota  lege perspecta,  de  una  aliqíta  partícula  ejus 
proposita ,  judkarQ  iirimapwkdfre,  Tit.  de  Leg.  dei  Dig. 
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caso  de  estar  coBferiiie  esa  petíewB  coB  el  espírimde  h  p^ 
es  en  el  que  se  la  poede  c«fisidevar  cono  ■■  dalo  para  la  tt^ar 
]'iitelig:eocia  de  esta.  Qae  d  objeto  4e  la  pragnálka  filé  el  que  he- 
mos dicho ,  se  deoraestra  solo  coa  fijarse  en  sa  paite  nanattfa. 
Atenta,  dice,  la  desorden  y  daños  que  somos  mpmmdm ^  (pmM 
han  recrecido  y  recrecen  de  las  dotes  escesims.....;  es  decir »  qae 
los  abosos  qae  los  padres  cometían  dando  en  dote  á  sis  hijas  canti- 
dades fabulosas,  con  grave  petjoicio  de  los  denáahqas,  finé  el  nMH 
tivo  que  impulsó  al  legislador  4  adoptar  la  disposidoa»  Balo  sn- 
[hiesto ,  DO  es  posible  admitii'  qne  esfé  Tígeate  la  ley  de  Taro  eñ  la 
parte  que  dos  ocupa ;  porqne  de  concederla  ▼í^dt,  la  sola  Tolontad 
de  la  hija  podría  hacer  ítasoria  la  disposicioa  de  la  pragmitiGa» 
toda  vez  que  sí  los  bienes  dismionyeron  á  la  amerte  dd  padM, 
teodrá  muy  buen  cuidado  de  elegir  el  tíemipo  de  la  eonstüacion  da 
la  dote,  priyaado  á  sus  hermanos  acaso  de  toda  la  legílima,  é  in- 
fringiendo así  ana  ley  que  Canto  afecta  al  orden  de  las  faiülias  j 
los* principios  del  derecho  universal,  fi«mo  cum  ottenas  delri^ 
mentó  ef  injuria  lüct^tior  fieri  4€bet ;  jura  sgnguinis  mtUo  jure 
dirími  possunt. 

Si  alguna  duda  pudiera  ofrecer  todavía  el  espíritu  de  la  prag- 
mática ,  de  desvanecerá  solo  con  observar  que  en  su  parte  final 
prohibe  qae  los  padres  mejoren  á  sus  hijas  por  «la  de  dde  mí  casth- 
miento ,  tácita  ni  espresamente ,  por  níngmna  manera  de  eontraio 
enb*e  vivos.  Conservando  el  derecho  de  elección  de  la  ley  de  Toro, 
puede  suceder  una  de  dos  cosas :  ó  qne  en  sa  virtad  quede  des- 
membrada la  legítima  de  los  demás  hermanos,  en  cuyo  caso  hay 
una  mejora  tácita  y  queda  ínfriiigida  la  pragmática;  ó  que  en  naib 
afecte  á  los  derechos  de  aquellos ,  por  no  haber  sufrido  Asmínucion 
ninguna  los  bienes  del  padre;  y  entonces  no  tiene  objeto  el  dt^re- 
chó  de  elección. 

S.'  Que  la  pragmática  de  Madrid  se  halla  derogada  por  ana 
costumbre  contraria.  Bastaría  para  destruir  este  argamento  obser- 
var su  inoportunidad.  En  efecto,  si  la  pragmática,  como  dicen, 
en  nada  se  opone  á  la  ley  S9  de  Toro,  ¿qné  necesidad  hay  de  naa 
cosiambre  qne  la  derogue?  Para  hacer  uso  del  anterior  argu- 
mento ,  es  preciso  adní^itir  el  de  á  cofUrarüÉ  ad  opositis  por  nosotros 
presentado,  é^ea  e)>de «fue  la  pragmática ,  eomo opuesta  á  la  ley 
de  Toro » la  ha  derogado  en  la  parte  en  cuestión :  de  otro  modo  es 
y  hay  que  tenerie  por  un  verdadero^  parah^isBKi. 


U$B  mpúK^nm  que  esa  eesMunbre  existe ,  y  eitminemos  su& 

tondiciones.  Carece  eo  primar  lugar  del  carácter  de  general,  paes 
(Msaibido  de  todas  qie  sobre  este  puiUo  no  ha  habido  unirormidad 
ea  los  fallos  de  los  tribunales ;  uno»  han  entendido  que  debia  estar- 
se á  lo  dispuesto  por  la  ley  29  de  Toro ,  y  otros  á  la  ordenado 
por  la  pragmátiea  de  Madrid.  Esta  faltji  de  unidad  en  la  jurispru- 
dencia de  los  prejuicios  debilita  ea  gran  manera  la  fuerza  de  la 
costumbre  de  que  estamos  haciendo  mención.  Res  judicata  pro  ve^ 
füate  habetur,  sed  non  est  ip$a  veritas,.  dice  un  principio  del  dere- 
cho. La  cosa  juzgada  se  tiene  por  verdad  y  ocupa  su  lugar;  pero 
esto  DO  basta  para  decir  que  sea  la  verdad  misma ;  de  suerte  que 
esta  prevalecerá  eo  cualquier  tiempo  que  aparezca.  Tal  sucede  con 
los  prejuicios  existentes  respecto  del  punto  en  cuestión ;  carecen» 
como  hemos  dicho,  de  unidad,  y  pierden  toda  su  fuerza,  porque 
Ja  costumbre  contra  legem  ni  puede  ni  debe  admitirse ,  no  siendo 
universal.  Por  otra  parte,  ataca  esta  costumbre,  y  bien  directa-^ 
mente  por  cierto,  á  la  ley  nalucal  y  i  la  equidad ,  porque  establece 
^fifereocias  odiosas  entre  ios  hijos;  ai  puede  decirse  que  la  ha  con  - 
nentído  el  legislador,  porque  no  está  en  sus  facultades  consentir 
ima  mskMesiU  iai^tuidad,  una  verdader^a  corr óptela,  que  rechaza 
desde  luego  el  seolido  común.  Ta  que  el  derecho  consuetudinario 
ea  una  necesidad  imperiosa ,  do  se  le  vaya  á  dar  el  lugar  de  la  ley, 
sin  que  reúna  todos  los  requisitos  que  á  ella  se  asemejan.  Co-- 
ao  decían  los  romanos,  mole  adinventa,  maléqum  consududi- 
'nes  ñeque  ex  hngousu,  ñeque  ex  langa  consueludine  confir- 
mantur. 

4.'  Que  suponiendo  vigente  la  pragmática,  hay  un  grande  en--^ 
gano  para  el  que  casa  coa  la  hija,  pues  ofreciéndole  y  dándole  ea 
dflle  una  cantidad  detef  minada, ^e  encuentra  luego  con  que  recibe 
otra  menor.  A.  esto  se  «oatesta:  1/  que  no  estamos  en  el  caso  de 
decir  con  el  Fuero  Juzgo,  ne  sine  dote  eonjugium  fíat;  no  es  en- 
ire  nosotros  la  dote' una  cosa  de  esencia  del  matrimonia,  y  por 
consiguiente  si  alguna  anticipación  se  hizo  al  marido,  con  ^lla  debe 
contentarse,  aunque  reciba  menos  de  lo  que  se  le  prometió:  2."  que 
suponiendo  cierto  el  engaño  que  se  dice,  es  un  engaSo  n(fce¿ario 
para^onservar  la  igualdad  de  derechos  entre  los  hijos:  3.'  que  lat 
engaño  no  existe,  pues  que  proviene  de  un  error  de  derecho  en  que 
incurre  el  marido  al  creer  que  au  moger  podía  recibir  en  dote  mas 
de  la  legítima,  que  a<>  le  puede  api^veeiiar,  y  meuos  tratando  d^ 
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hacer  ana  ganancia  6  mejorar  en  su  condición:  jurü  ifftwri&Uia 

non  prodest  adquirere  volcfitibus. 

S.'  Igual  inconveniente  qne  de  la  ley  29  de  Toro  se  signe  de 
la  pragmática  de  Madrid,  cuando  lo  que  ha  recibido  la  hija  con  ar* 
reglo  á  la  tasa,  escede  de  lo  que  le  correspondía  por  razón  de  sm 
legítima,  atendido  el  valor  de  los  bienes  del  padre  al  tiempo  de  sa 
muerte.  En  contestación  á  este  argumento,  dicen  los  reforniado- 
res  de  Febrero,  que  lo  uno  io  permite  la  ley,  que  es  la  pragmática, 
y  lo  otro  lo  prohibe  habiendo  derogado  la  disposición  de  la  ley  de 
Toro.  Por  iñas  que  respetemos  mocho  la  opinión  de  tales  escrito- 
res, no  podemos  admitir  que  esa  contestación  sea  satisfactoria.  Bu 
nuestro  concepto:  envuelve  una  concesión  que  destruye  por  su  te* 
se  toda  la  teoría  que  venimos  sosteniendo.  Puede  suceder  en  efecto 
que  lo  que  haya  recibido  la  hija  en  dote  con  arreglo  á  la  tasa,  es- 
ceda de  lo  que  le  corresponda  por  legítima,  atendido  el  valor  de  los 
bienes  al  tiempo  de  la  muerte  del  padre.  Mas  se  inferirá  de  aqui 
que  la  pragmática  viene  á  autorizar  ese  esceso  contra  el  que  clama^ 
no  solo  en  su  parle  narrativa ,  sino  en  su  parte  final,  prohibiendo 
que  las  hijas  puedan  ser  mejoradas  por  via  de  dote  ni  comimienlo 
tácita  ni  espresamentt  por  ninguna  manera  de  contrato  entre  vivo»^ 
¿Es  posible  admitir  una  contradicción  tan  absurda  y  manifiesta 
dentro  de  la  misma  ley?  ¿Pudo  querer  el  legislador  que  una  cosa^ 
fuese  y  no  fuese  al  mismo  tiempo?  Hay  mas:  al  fijar  la  ley  la  tasa  de 
las  dotes  dando  motivo  á  que  estas  escédieran  de  la  legítima  en  al« 
gun  caso,  ni  debió  ni  pudo  atacar  el  derecho  constituido  sobre  le^- 
gítimas  como  no  lo  hizo;  su  objeto  ya  lo  hemos  dicho  antes,  no  fué 
otro  que  llamar  la  atención  de  ios  padres  hacia  los  abusos  que  co- 
metían al  constituir  la  dote,  sin  que  por  la  tasa  estuviera  exenta  la 
hija  de  restituir  á  los  demás  hermanos  la  pacte  que  escediese  de  la 
legitima,  al  tiempo <le  verificársela  colación.  Suponer  otra  cosa, 
es  lo  mismo  que  suponer  que  el  legislador  fué  contra  razOn  y  con- 
tra justicia,  y  quod  contra  rationem  constitutum  est  non  producen- 
dum  ad  consecuentia. 

Consignados  y  rebatidos  los  argumentos  en  qu^  ^e  apoyan  los 
defensores  de  la  ley  29  de  Toro,  réstanos  solo  aSi^^*  a^8^^^^  ^^* 
flexiones  en  confirmación  de  nuestro  dictamen. 

Que  la  hija  dotada  consigue  una  mejora  tácita  «.*  \^^^^^  Af- 
recho de  elegir  consignado  en  la  ley  29  de  Tot^v^  ^C  .^.^^^^^^^ 
iodadable;  que  de  él  podrá  resultar  un  graví^^  *  ^%1  z^*^^^^^^^ 
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*<teiiiás  hermanos,  lo  es  también;  que  este  derecho  en  fin  ha  cada- 
eado  después  de  publicada  la  pragmática  de  Madrid,  se  halla  igual- 
mente probado.  Pues  bien,  además  de  la  justicia  que  envuelve  sa 
negación,  es  lógico  que  la  bija  no  le  tenga,  por  que  del  mismo  mo* 
du  que  habiendo  disminuido  los  bienes  del  padre  al  tiempo  de  la 
muerte,  deberá  restituir  el  esceso  que  resulte  para  establecer  la 
Igualdad  entre  los  demás  hermanos,  cuando  en  vez  de  esto,  los 
bienes  hayan  aumentado,  en  lugar  de  restituir,  tendrá  que  recibir 
mas  de  lo  que  creyó  en  su  principio,  y  asi  como  en  este  caso  desea- 
rá la  igualdad  en  la  división,  también  debe  quererlo  en  el  otro,  por- 
ique  el  que  está  á  lo  favorable,  debe  estar  igualmente  á  lo  perjudi- 
cial:  ubi  tUilüas  e$t  ibi  onus  esse  debet;  gui  vult  quod  antecedü  non 
debet  nolle  quod  comeguitur.  En  fin,  no  es  menos  cierto  que  la  legí- 
tima se  debe  á  los  hijos  coa  respecto  á  los  bienes  que  el  padre  ó  la 
madre  tienen  al  tiempo  de  l$t  muerte,  porque  hasta  que  llega  este, 
el  caudal  común  ó  particular  de  los  cónyuges  les  corresponde  en 
pleno  dominio,  salvas  las  modificaciones  introducidas  por  la  ley,  y 
que  nada  afectan  ai  caso  en  cuestión,  y  en  su  virtud  no  es  posi- 
ble atender  al  tiempo  de  la  constitución  de  la  dote,  para  saber  si  es 
inoficiosa,  porque  les  bienes  del  dotante  están  sujetos  no  solo  al 
capricho  de  su  señor,  sino  á  las  eventualidades  y  vicisitudes  que 
puede  sufrir  un  caudal  cualquiera.  Tan  exacto  es  cuanto  venimos 
diciendo  que  en  el  proyecto  del  Código  civil  se  adopta  la  misma 
doctrina  (1). 

Resuelta  ya  la  cuestión  en  lo  principal,  negando  á  la  hija  do- 
tada el  derecho  de  elegir  entre  los  dos  tiempos  que  designa  la  ley 
89  de  Toro ,  vamos  á  hacernos  cargo  de  dos  escepciones,  que  los 
autores  cuya  opinión  seguimos  admiten  en  la  regla  establecida. 

En  dos  casos,  dicen,  podrá  ser  justo  que  se  atienda  al  tiempo  de, 
la  constitución  de  la  dote  y  no  al  de  la  muerte:  1.^,  cuando  al  ca- 
sar el  padre  á  la  hija  ó  dotarla ,  cupiese  la  dote  en  la  legítima,  y  la 
hija  renuncie  al  aumento  que  puede  corresponderle  por  el  que  re- 
ciban en  lo  sucesivo  los  bienes  paternos :  2.'',  cuando  cabia  la  dote 
Jd  liempo  de  su  constitución  y  al  de  la  muerte  del  padre ,  conside- 
rados todos  los  bienes  de  este ,  pero  que  por  mejorar  á  alguno  de 
los  otros  hijos  resulta  aquella  escesíva. 


<i)    Artículos  e^7  y  658. 


'      %  AKTI8TA  DI  LIGISLA^ION^. 

BespBtto  de  la  primera  se  ofrece  desde  laego  una  dificultad. 
¿Será  lícito  á  la  hija  renunciar  el  anmento  qne  puedan  tener  loar 
bienes  del  padre  después  de  la  constitución  de  la  dote?  Ningún  in-' 
conveniente  ofrece  á  primera  vista  esta  renuncia ,  toda  vez  que  sef 
trata  de  un  derecho,  de  un  beneficio  introducido  en  favor  de  la  hija, 
cosa  muy  conforme  con  el  axioma  jurídico,  omnes  licenliam  habe- 
re  ii8  qucR  pro  se  introducta  sunt  renuntiare ;  pero  ¿y  no  podrá  de« 
cirse  que  eñ  la  renuncia  de  este  derecho ,  vá  envuelto  un  perjuicio» 
á  los  demás  herederos ,  puesto  que  si  pudieron  aumentar  los  bie* 
nes  del  padre ,  pudieron  también  disminuir ,  y  entonces  recibe  ht 
hija  una  legítima  mucho  mayor  que  la  de  aquellos ,  sí  es  que  no 
llega  el  caso,  que  puede  suceder,  de  que  estos  no  reciban  nadat 
Sin  embargo,  obsérvese  que  igual  peligro  hay  para  la  hija  en  el 
caso  en  que  los  bienes  del  padre  aumentaren  después  de  la  cons- 
titución de  la  dote.  Las  circunstancias  son  iguales ,  y  do  hay  razoot 
para  privarla  de  ese  derecho.  Mas  surge  todavía  otra  dificultad; 
¿la  hija  podrá  renunciar  por  sí  sola,  ó  necesitará  nn  convenio  for^*- 
mal  con  los  demás  herederos?  Si  atendemos  á  que  al  tiempo  en  qu4 
seconstKuye  la  dote,  como  después,  todos  ellos  tienen  derecho  á 
igual  porción  legítima,  es  claro  que  la  hija  por  sí  sola,  por  su  sola 
voluntad  y  sin  anuencia  de  los  demás  herederos ,  no  podrá  poner 
en  peligro  la  legítima  de  estos ,  como  sucedería  en  el  caso  en  que 
disminuyesen  los  bienes  del  padre;  admitir  otra  doctrina  seria  ata- 
car (directamente  su  derecho;  seria  disponer  de  sus  fundadas  y  jus* 
tas  esperanzas;  seria,  en  fin,  infringir  la  letra  y  espíritu  de  nues- 
tras leyes  sobre  legítimas.  Por  lo  demás ,  en  la  renuncia  que  pue- 
da hacer  la  hija  dotada  con  el  consentimiento  de  los  demás  here- 
deros, nada  hay  de  particular;  es  un  contrato  aleatorio  en  el  que» 
iin  precio  cierto,  cual  es  la  cantidad  que  la  hija  recibe  en  dote» 
compensa  el  riesgo  de  no  recibir  mas  si  aumentan  los  bienes  dét 
padre ,  ó  paga  la  ventaja  incierta  de  recibir  mayor  porción  que  sni; 
hermanos ,  si  aquellos  disminuyen. 

No  ofrece,  pues,  duda  que  la  renuncia*  hecha  de  comnn  acuerda 
con  los  coherederos  es  válida,  así  como  no  lo  será  eü  Q^^^tro  con* 
cepto  la  que  haga  sin  su  intervención. 

Tampoco  deja  de  ofrecer  algunos  íuconveni^iv.^  U  ségundík 
escej)cion.  Si  la  dote  cabe  al  tiempo  de  su  constu     ^o^t  ^^  ^^  '& 
muerte  del  padre  en  la  legítima,  considerados  tod       Xo^^^^^^^d^ 
este ,  pero  que  por  mejorar  á  alguno  de  los  btjos  t^^^^  \  ^^^  ^* 


/ 


4ieii«ft,  MiMie  disniíitiirae,  ^  «dice»  porque  no  parece  iuato  qve 
«Ma  d»|Mi6ÍQioa  f  atoriia  le  perí^dj^uie  y  obÚgue  ^  restituir  lo  qae 
fKttejó  legiliinftmeiite*  Así  opina»  ^Atce  Qlro^«  el  aeSor  Escriche(, 
dando  por  razoa  la  qm  aoahaii)qa4e  iqdicar'.  Sia  embargo  del  res« 
peto  qae  nos  merece  su  opinión ,  no  la  creemos  tan  bien  fundada, 
qne  merezca  seguirse  Mki  práctica.  En  erecto,  si  la  dote  no  es  otra 
cosa  que  una  anticipación  del  todo  ó  parte  de  la  legítima  que  se 
debe  á  la  hija,  claro  es  que  la  legítina^y  no  mas  es  lo  que  esta  ha 
de  recibir;  ahora  bien,  si  aun  cabiendo  en  ella  al  tiempo  de  su 
cgiostitacion  y  de  la  muerte  del  padre  qi.eJora  á  uno  de  los  otros  hi- 
jos, el  capkal  sedesínembra,  y  kin 'negar  por  esto  la  ^aüdee  de  la 
mejora,  es  preciso  que  la  cantidad  en  que  consiste,  salga  á  prorata 
de  lo  que  corresponde  á  los  demás*  coherederos  no  mejorados,  y 
estando  entre  ellos  la  hija  dotada  y  4  ella  como  á  todos  debe  afectar 
Ja  disminución  que  sufra  el  caudal ,  pues  de  no  ser  así  hay  que 
gravar  á  los  otros  coherederos  no  mejorados ,  y  entonces  recibirá 
la  hija  en  dote  n^as  que  su  legítima,  con  perjuicio  de  estos  é  iaírac- 
^cion  terminante  de  la  ley.  T  no  vale  decir  que  la  hija  no  debe  res- 
tituir lo  que  poseyó  legítimamente ,  porque  si  esa  posesión  fué 
seeundum  jus ,  cuando  se  constituyó  la  dote,  dejó  de  serlo,  cuando 
por  efecto  de  yj^a  mejora  escede,  de  la  legítima  y  produce  perjui- 
cio de  tercero.  De  no  adoptar  esta. doctrina ,  se  echa  por  tierra  q1 
principio  de  derecho :  voluntas  testatoris  ambulatoria  est  usque  a^ 
mpremum  vilce  exitum ,  porque  de  una  manera  indirecta,  se  coarta 
al  padre  la  facultad  que  tiene  de  mejorar  á  alguno  de  sus  hijos. 

Beasumiendo  en  pocas  palabras  (Cuanto  hemos  dicho  en  este 
artípqlo  ,  resulta:  i/,  que  el  derecho  de  elegir  concedido  á  la  hija 
dotada  por  la  ley  29  de  Tpro,  dejó  de  existir  después  de  la  prag- 
mática de  Madrid :  ^.'',  que  de  esta  nada  se  deduce  absolutamente 
que  pueda  confitmar  el  precepto  de  aquella ,  antes  por  el  contra- 
rio le  rechaza :  5.^,  que  si  los  bienes  han  disminuido  á  la  muerte 
del  padre,  y  el  marido  recibe  menos  de  lo  que  creyó,  no  puede  de- 
cir que  ha  sido  engañado ,  sino  q\ie  incurrió  en  un  error  d^  dere- 
cho, que  en  este  caso  no  puede  aprovecharle:  4.**,  que  la  pragmá- 
tica de  Madrid  no  ha  podido  ser  derogada  por  ima  t^o^ítatn^st^ ,  ^^^ 
sobre  no  teaer  el  carácter  de  universal,  ,se  opone  á  \a  e^^^^^^"^  ^ 
la  justicia:  »."*,  que  para  ssd)er  si  la  dote  es  i«u^ttfi\íi'9Í*' -»  V^^"^^ 
atender  al  estado  de  Ips  bienes  del  padre  al  tietup^  ^^  <^i>  ^^^^% 
no  al  de  la-constitucioa ,  salvo  el  único  caso  de  qix^  ^^xijí^ 
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'en  la  legítima  al  tiempo  en  qae  se'díó  ó  prometió,  remude  te'Ult 
coD  anuencia  de  los  demás  herederos  el  aumento  qae  puedaa  teaer 
ios  bienes  paternos  en  lo  sacesivo.  Tal  es  nuestro  parecer  en  la  ün.- 
portante  cuestión  que  ha  sido  objeto  de  este  artiealo.    « 

G.  Ptbiacira  Fenndex. 


(1 


DE  LA  nSTITOGION  RKIL  T  DK  LOS  CONCILIOS  M  mEBO 

DORAirTE  LA  DOMOIAGION  GODA  0). 


SbRobbs: 

AI  presentarme  ante  la  Real  Academia  de  la  Historia,  ante  una 
corporación  tan  ilustrada  y  por  tantos  conceptos  respetable,  la 
justa  desconfianza  de  mí  mismo  acibara  la  pura  satisfacción  que 
debia  esperimentar  en  este  acto. 

Sin  ningún  merecimiento  de  mi  parte,  y  sin  mas  títulos  que  sa 
benevolencia,  vengo  á  ocupar  un  sitio  entre  sus  distinguidos  miem- 
bros y  á  tener. la  señalada  honra  de  que  se  inscriba  mí  oscuro  nom- 
bre entre  los  nombres  ilustres  de  tantos  varones  insignes,  ventajo- 
samente conocidos  en  la  república  de  las  letras.  Yo  os  ofrecerla  en 
cambio  y  como  prueba  de  mí  reconocimiento  una  cooperación  ili- 
mitada á  vuestras  útiles  tareas,  si  las  creyese  de  alguna  importan- 
cía;  pero  seria  tan  insignilicante  y  de  valor  tan  escaso,  que  tengo 
que  limitarme  á  manifestaros  mi  profunda  gratitud,  por  una  distin- 
ción que  escede  á  cuanto  he  podido  aspirar  en  medio  de  las  mas  li- 
sonjeras ilusiones.  Os  ruego  al  mismo  tiempo  que  me  concedáis 
toda  la  indulgencia  que  necesito  en  esta  ocasión  solemne,  y  ya  que 
tan  benévolos  habéis  sido  con  el  autor,  lo  seáis  cou  el  discurso  que 


(i)  PorJIos  luminosos  datos  liistórico^jurfdioos  q|.  aV!^'^^  Aiídms 
eabiaa  con  la  mayor  satisfacción  en  nuestra  Revista^^^  C^^^x»  w\Ao  por 
el¿Sr.  D.  Juan  Manuel  Montalban  ante  la  Real  AcadftJrí  d;4r\íV^^^^^^'^»»  ^ 


SU  recepción  pública  como  tal  actdémico.el  día  20  d^  -H  Xa  \P^^}\' 


M  IkA  MNtTlTVaiOIl^IlCAL:  í^ 

l49<  prescripciones  dd  los  estatatos  me  obligan  á  pronunctaf  a«lé 
▼esotros. 

üllganas  consideraciones  sobre  la  inide  y  naturaleza  de  la 
JnHitucion  Real  y  de  los  Concilios  de  Toledo  durante  la  dominaeioa 
goda,  constituyen  el  tema  que  me  propongo  desenvolver,  danA> 
por  vía  de  introducción  una  ligerisiroa  idea  del  establecimiento  de 
la  monarquía»  y  del  estado  social  del  pueblo  visigodo. 

Señores,  entre  las  rudas  y  beKcosas  razas  que  se  repartieron 
los  despojos  del  antiguo  imperio  de  Occidente  $e  contaban  los  go- 
dos, que  oriundos  de  la  Escandínavia  según  la  opinión  mas  co- 
ipun  (i),  y  en  mi  concepto  la  mas  aceptable,  hablan  permanecido 
algut  tiempo  en  la  Traosilvania  y  en  tas  embocaduras  del  Vístala» 
y  se  habían  dirigido  después  hacia  las  orillas  del  Danubio.  En  los 
vastos  campos  fertilizados  por  este  caudaloso  rio  y  en  las  márgenes 
del  mar  Negro,  los  hallamos  acaudillados  por  Henmanrtco  en  los 
reinados  de  Yalentioiano  I  y  de  Vatente,  estendiendo  sus  conquistas 
hasta  el  Báltico,  y  su  dominación  por  el  inmenso  espacio  qne  media 
entre  ambos  mares.  A  la  aproximación  de  los  hunos,  de  cuya  rasa 
nos  han  dejado  pinturas  horribles  los  antiguos  historiadores,  ater* 
rados  los  visigodos  atravesaron  el  Danubio  y  se  fijaron  en  la  Mesia 
y  en  la  Traciá,  en  donde  vivieron  tranquilos  hasta  que,  agotada  su 


(1)    Fundándose  algunos  escritores  en  unas  palabras  de  S.  Isidoro,  y 
en  la  diferencia  entre  las  instituciones  y  costumbres  de  los  diversos  pue- 
blos bárbaros  que  invadieron  el  Occidente,  se  han  separado  de  la  opinión 
mas  generalmente  recibida,  que  hace  á  ios  godos  oriundos  de  la  Escandí- 
oavia.  Jornandes»  su  compatriota,  que  escribía  en  el  siglo  VI,  les  atiibuye 
este  origen  y  señala  su  filiación  con  las  siguientes  palabra»:  Ex  hac  igüur 
Scanzia  ínsula,  qüasi  of/icina  gentium,  aut  oerté  velut  vagina  nattonuia, 
cum  rege  suo  nomine  Berig,  gothi  quondan  memorantwr  sgr€$si\  qui  vU 
primum  e  navibus  excuntes,  térras  attigere,  tilico  loco  nomen  dederunt. 
Nam  hodie  illic,  ut  feríur,  Gothisoantia  vocatur»  (Jomand.  Historia  go- 
thorum,  cap.  13.)  Muciios  historiadores  de  nota,  tanto  antiguos  como  mo- 
dernos, entre  losaue  se  cuentan  D.  Rodrigo  Jimenes,  Juan  Magno,  Ao- 
bertson,  Gibbon,  ifonlesquieu,  Guizot,  les  señalan  la  misma  ptotiftAeucVa. 
Mr.  Ampere  divide  en  tres  ramas  la  gran  raza  de  las  naciones  {jetui^mcaa,. 
la  gótica,  la  teutónica  y  la  escandinava.  Que  entre  sus  inslitucio^*  l  «* 
de  otros  pueblos  íjermanicos  liay  bastantes  semejanzas,  se  ^^oV>a^^^^^ 
indicar  las  que  existían  en  cuanto  al  régimen  dota!,  al  w^wg<«*^^^,g^ 
de  la  mañana  de  que  se  hace  mención  en  una  fórmaia  '^^sx^^dí^r^,^  ^j^V^ 
nato  del  jefe  sobre  sus  compañeros,  á  la  mayoría  que  ©iii^ti^*^^^^^MB5i     ^ 
años,  y  otras  varias  que  pudieran  señalarse,  además  de  Vu^  ^^e       %^£s^^^ 
encontrado  si  los  fragmentos  de  la  ley  primitiva  de  ios  ^^^^^^^^^  9 

publicados,  no  fueran  tan  incompletos. 

TOMO  XlIU  \f^  . 


l^eacia  con  el  doro  trslo,  y  bs  insoAriblesexaceíones  de  Iosibh 
nístros  imperiales,  levantaron  el  estandarte  de  la  insarreedon,  j 
idestroxaroo  las  legiones  romaaas,  debióadose  tlMcaflienta  la  salva- 
ción del  imperio  á  la  sabia  política  y  á  la  perieia  mHitar  del  gran 
Teodosio,  gloria  de  noesira  patria,  y  úkúmo  ediperador  romano 
digno  de  este  nombre.  En  tiempo  de  sus  degenerados  hijos,  los  rh- 
sigodos,  después  de  haber  postrado  á  sus  pies  la  soberbia  metrópo-  | 

U  y  antigua  señora  del  mundo,  cpne  desde  la  irrupción  de  los  galos 
Aohabia  visto  ondear  las  banderas  del  estranjero,  abandonan  ht 
Italia  y  vienen  á  establecerse  en  la  Galia  Meridional  y  en  la  parte 
de  la  Península  confinante  con  ella.  Aquí  permanecen  hasta  el  rei- 
nado de  Enríco»  pero  este  monarca  penetra  en  el  interiqr  de  Espa- 
ña» se  apodera  del  territorio  ocupado  por  los  romanos,  encierra  & 
los  suevos  en  las  montanas  de  Galicia,  y  funda  la  dilatada  y  pode- 
rosa monarqiua  qne  desde  las  riberas  del  Océano  Atlántico  se  es- 
tienden  basta  el  Loíre  y  hasta  los  Alpes  (1)i 

ios  visigodos ,  así  como  las  demás  tribus  de  origen  gerhiánic#, 
dejaron  sus  leyes  á  los  vencidos,  y  ellos  coatínnaron  rigiéndose 
por  sus  primitivas  costumbres.  Esto  dio  logar  al  nacimiento  del 
derecho  personal  ó  de  castas,  que  representado  en  la  ley  publicada 
fox  Eurico  (2)  para  el  régimen  de  los  conquistadores,  y  ea  el  Brer 

(1)  Quod  Euricus  grato  suscipiens  animOf  totas  Hispanias  Gaüiasque 
sibijmñjure  ftroprio  tenens,  simul  quoque  et  btargünáiones  suhegü.  (Jor- 
nandes,  Historia  golhorum,  cap.  27). 

(2)  El  señor  Blume  atribuye  á  Recaredo  la  formación  de  ia  ley  pr¡Tni-> 
tiva  de  ios  visigodos,  y  consecuente  oon  esta  opinión  lia  puesto  al  frente  de 
los  fragmentos  que  ha  publicado  en  Í8i7  el  siguiente  líluto:  Reearedi  PTi- 
tígathorum  regís  antiqua  ¡egum  Collectio,  Un  célebre  profesor  de  [n  uni- 
versidad de  Bresiau  ha  combatido  esta  opinión  en  un  artículo  pubticado 
«n  1848  en  la  Gaceta  de  Jena,  sosteniendo  que  la  redacción  de  la  ley  per- 
tenece á  la  época  de  Eurico.  Mr.  de  Petigni  la  atribuye  á  Aladeo,  hijo  de 
«ste  monarca,  apoyándose  principalmente  en  el  capitulo  277  del  testo  pa- 
limpsesto quecon&rma  la  designación  de  límites  de  propiedades,  hech^  por 
el  padre  del  autor  de  esta  ley,  y  no  puede  desconocerse  que  sus  razones  tie- 
nen bastante  fuerza.  Pero  las  palabras  de  San  Isidoro,  tantas  veces  citadas, 
cuando  hablando  de  Eurico  dice :  uSub  hoc  rege  gothi  legum  statuta  in 
toriptis  habere  ccBperunt  f  nam  antea  tantum  moribus  et  consuetudine  te- 
nebantur;  y  las  que  añade  respecto  á  Leorigildo,  in  legibus  quoque  ea  qwe 
Éé  Eurico  incomité  constituta  videbantur  correxit ,  plurímas  leges  proe- 
lermissas  adjiciens,  plurasque  superfluas  auferens^n  no  permiten  abando- 
nar la  opinión  seguida  entre  nosotros ,  y  que  considera  á  Eorico  como  el 
autor  del  primer  código  visigodo.  Esta  es  la  que  sigue  también  Mr.  Haeríel 
«n  su  edición  del  Breviario  de  Alarjco.  Mariana  en  el  libro  V,  cap.  6.*  de  la 
Historia  general  de  España,  Masdeu  en  el  tomo  H ,  pág.  76  de  la  Historia 
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viario  de  Alarico  para  el  de  los  antiguos  habitantes  (1),  llegó  á  des-- 
aparecer  en  el  reinado  de  Chíndasvinto  con  ta  promulgación  det 
Fuero  Juzgo,  estabíeciéndosé  el  derecho  real  6 de  territorio,  y  con 
ella  unidad  legal ,  mucho  mas  pronto  que  en  ningnna  otra  de  las 
nacionalidades  constituidas  por  los  birbaros  (2). 

Secuaces  de  la  heregía  arríana  en  que  se  habian  in(¡c¡onad(> 
antes  de  penetrar  en  el  imperio  de  Oriente,  permitieron  á  los  ren- 
cidos  el  ejercicio  de  su  cuito ,  aunque  á  veces  se  mostraron  intole- 
rantes y  perseguidores ,  ya  escitados  por  el  deseo  de  establecer  la 
unidad  religiosa  en  su  falsa  secta,  ya  irritados  por  las  intefigencias 
secretas  que  los  prelados  católicos  sujetos  á  su  dominación  soste- 
nían en  su  daño  con  los  revés  francos  de  la  dinastía  merovin^ía. 
Pero  estas  divergencias  cesaron  también  en  el  reinado  de  Recaredo 
con  la  abjuración  de  la  heregía ,  proclamándose  en  su  consecuencia 
la  unidad  católica  en  toda  la  Península. 

Por  un  espíritu  de  orgullo  que  les  inducía  á  creerse  superiores 
á  la  raza  latina ,  prohibieron  ios  enlaces  entre  las  familias  godas  y 
españolas,  imitando  en  este  punto  las  antiguas  disposiciones  del 
derecho  que  prohibían  los  matrimonios  entre  los  romanos  y  las  mu- 
jeres provinciales;  pero  una  ley  de  Recesvinto  hizo  cesar  esta  pro* 
liibicíon,  y  borró  la  linea  que  tan  profundamente  separaba  i  los 
antiguos  y  á  los  nuevos  habitantes  del  país  (3). 

crítica,  y  Marina  en  el  Ensayo  sobre  la  legislación  de  León  y  de  Castilla, 
libro  I,  núm.  20,  manifioglan  id^as  poco  exactas,  ya  sobre  la  formación,  ya 
sobre  el  objeto  de  la  ley  prímiüva  de  los  visigodos. 

(i)  Mr.  Laferrióre  opina  (}ue  el  Breviario  de  Af arico  fué  un  código  es« 
elusivo  de  toda  otra  ley  y  obligatorio  á  todos  ios  subditos ,  pu6.<;(o  que  en  el 
reinado  de  este  monarca  no  se  babia  intreducido  todavía  el  derecho  perso- 
nal. Las  palabras  de  San  fsidoro,  citadas  en  otra  nota;  el  descubrímiento  de 
los  fragmentos  de  la  ley  primitiva  de  los  visigodos ,  y  la  costumbre  general 
de  ios  pueblos  bárbaros  contradicen  la  opinión  de  ^ste  ilustrado  escritor, 
qun  ifo  tiene  mas  fundamento  que  unas  palabras  del  commonUorium ,  solo 
aplicables  á  la  población  romana,  y  el  ejemplo  de  Teoderico,  cuyo  imper- 
fecto código  se  declaró  ley  general  de  Italia  para  la  determinación  de  todos 
ios  litigios  que  se  pudieran  resolver  por  sus  escasas  disposiciones. 

^)  El  edicto  de  Teodoríco  publicado  en  Roma  en  el  año  500 ,  aunque 
obligatorio  á  ios  ostrogodos  y  á  tos  romanos,  no  desvirtúa  lo  que  se  dice  en 
este  discurso,  porque  no  abolió  todo  el  derecho  anterior  como  el  F«ero  Jtivgo, 
sfho  que  dejó  Subsistentes  las  costumbres  germánicas  para  los  con^iistado* 
res,  y  las  antiguas  leyes  romanas  para  los  vencidos,  debiéndose  apILcar  nna» 
y  otras  en  sus  respectivos  casos  en  todos  aquelios  litigios  para  cuya  ksoIii* 
oion  no  hubiera  disposiciones  en  el  edicto. 

(9)    La  ley  romana  que  prohibía  estas  imiones  entre  los  soldados  y  laa 
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Al  fijarse: en  las  Galiqís,  y  después  ea  la  Penüisiüa,  se, apodera- 
ron de  las  dos  laceras  partes  de  las  tierras  {sortes) ,  dejando  el 
resto  á  los  romanos  (/arto).  En  este  punto  fueron  imitados  por  los 
borgonones ,  mas  no  así  por  los  francos ,  pues  el  cortp  número  de 
guerreros  que  siguieron  á  Clodoveo ,  y  á  quienes  se  adjudicaron  las 
▼astas  posesiones  pertenecientes  al  fisco,  hizo  innecesario  el  repar- 
timiento de  los  terrenos  particulares.  ¡Cambio  notable  ^n  las  cos- 
tumbres de  unos  pueblos  que  desconocían  en  la  Grermania  la  pro- 
piedad inmueble,  que  dejaban  á  los  esclavos  y  á  las  mujeres  el  cui- 
dado de  los  campos  que  alternativamente  labraban,  y  que  conside* 
raban  como  prueba  de  flojedad  y  cobardía  el  adquirir  con  el  sudor 
lo  que  podían  ganar  con  su  sangre  (i)! 

Entre  los  visigodos  era  igual  1^  condición  de  las  tierras  ganadas 
por  la  conquista,  y  las  adquiridas  por  cualquiera  de  los  actos  civí* 
Tíles  traslativos  de  dominio ;  á  diferencia  de  los  francos-salios  entre 
quienes  la  tierra  sálica  nunca  pasaba  á  las  hembras  por  título  de 
sucesión ,  y  aun  de  los  ripuarios  y  borgonones  que  en  igualdad  de 
grado  preferían  al  varón  en  las  tierras  aviálicas  (2).  ¡Disposición 
del  6rden  civil,  tan  importante,  tan  encarnada  en  las  costumbres 
del  pueblo  franco  que  llegó  á  trasmitirse  á  su  derecho  político ,  es- 
tabieciéndose  la  regla  que  escluye  á  las  hembras  de  la  sucesión  i^ 
la  corona  (3)! 

La  diferencia  de  castas  no  producía  desigualdad  de  condiciones 
entre  los  visigodos  y  los  romanos,  siendo  apreciadas  con  una  misma 


mujeres  provinciales  es  la  un.  cod.  Theod.  brev.  de  nuptUs  gentilium.  La 
del  Fuero  Juzgo  es  la  2.%  lít.  V,  lib.  III. 

{{)  Tácito.  De  morib.  german,  i4,  15,  25  y  26.  Gaos.  Comm,  .6,  22. 
Horacio  dice  que  entre  los  scitas  se  alternaba  también  en  el  cultivo  de  las 
tierras.  Nec  cultura  placel  longior  annua.  Od.  3,  24. 

(2)  En  el  testo  de  la  ley  Sálica  eméndala  se  lee  lo  siguiente  en  su  ti- 
titulo  62.  De  ierra  vero  sálica  nulla  partió  hcereditatis  mulieri  veniat,  sed 
ad  virilem  sexum  tota  terree  hoereditas  perveniat.  En  ia  ley  Eipuaria  se 
hallan  estas  palabras:  Sed  dum  virilis  sexus  extiterit^  fcímina  in  hceredi^ 
tatem  avialicam  non  succedat.  Esta  costumbre ,  sin  et|^\)argo ,  se  conside* 
raba  durísima  aun  en  aquel  tiempo,  según  aparece  de  |i|.^  fórmula  de  ttar- 
culfo.  Diuturna  sed  impía  inter  nos  consuetudo  tenet%  ^^  ^  ^^^  ^* 
tema  soroms  oum  fratribus  portionem  non  habeat^^   ^^  ' 

(3)  Tuno  etiam  declaratum  fuit^  quodin  regno*  w        ^  mulier  fion 
-euccedUy  dice  un  escritor  antiguo  hablando  de  ua^  ^^^r^fí.^íí.^^í^^tadaen 
París  eu  4317 ,  reinando  Felipe  el  Largo,,  á  cuya  dQ^i^^uIvi^  aF*^^^  H^^  »« 
opuso  el  duque  de  Borgoña;  pero  lo  cierto  es  que  íinj^*^^^^"/)  l^^^^^^^^^P^.» 
no  se  citará  un  solo  caso  en  que  las  mujeres  nayan  ^  ^^^»       ^^^^  wron*. 

í 
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composición  tais  ofensas  causadas  á  los  unos  y  á  lo»  otros/ al  contra*' 
rio  de  lo  establecido  por  las  leyes  de  los  Trancos  y  de  otros  pueblos 
de  raza  germánica,  que  mirando  con  desvío  á  los  antigaos  babitan- 
tes,  solian  valuarlos  en  la  mitad  de  la  castidad  en  que  se  estimabaa 
ellos.  Análoga  diferencia  del  valor  legal  entre  personas  de  distinta 
gerarquía  que  se  halla  marcada  en  las  disposiciones  de  otros  pue- 
blos, apenas  se  vislumbra  en  algunos  casos  en  la  monarquía  vi8i«* 
goda ,  ad virtiéndose  que  no  existe  en  el  mas  grave  de  todos,  en  el 
homicidio  voluntario ,  en  que  solo  se  tiene  en  cuenta  la  mayor  ó 
menor  criminalidad  del  delincuente. 

La  división  capital  de  hombres  libres  y  de  siervos ,  tan  común 
y  general  en  todos  los  pueblos  antiguos ,  se  encuentra  también  én 
hs  leyes  y  costumbres  visigodas ,  y  puede ' reputarse  proce4ente, 
tanto  de  fas  tradiciones  germánicas,  como  de  la  legislación  roma* 
ña.  Los  libres  se  distinguen  en  ingenuos  y  libertos ;  la  condición 
de  los  segundos  es  inferior  ¿t  la  de  los  primeros,  pero  no  tanto  co- 
mo entre  los  germanos ,  que  «olo  daban  consideración  á  ios  manu- 
mitidos por  los  reyes  (1). 

Desconocida  en  España  al  «principio  de  la  conquista  la  nobleza 
hereditaria,  existió,. sin  embargo,  una  gerarquía  social,  cuyos 
primeros  grados  ocupaban  los  optimates ,  palatinos ,  duques ,  cotí" 
des  y  otros  dignatarios: ,  que  ejercían  autoridad  y  jurisdicción,  y  no 
disfrutaban  solamente  de  meros  títulos  honoríficos  á  que  han  veni* 
do  á  convertirse  aquellos  cargos  en  las  naciones  modernas.  Lw 
leudes  6  Gdeles ,  con  cuyos*  nombres  se  designaba  en  los  primeros 
tiempos  á  todos  los  guerreros  que  hablan  prestado  juramento  de  ñ- 
delidad  á  los  reyes ,  se  elevaron  después  á  la  clase  de  la  nobleza,  y 
aunque  la  oscuridad  que  reina  sobre  este  punto  en  los  antiguos 
monumentos  no  permite  distinguir  bien  el  grado  de  su  categoría, 
es  de  presumir,  si  se  atiende  á  lo  que  había  acaecido  en  la  monar- 
quía franca,  que  al  fin  obtuvieron  un  puesto  al  lado  de  los  monar- 
cas ,  y  que  su  dignidad  fué  equiparada  á  la  de  los  demás  magnates. 

No  debe  guardarse  silencio  sobre  la  inslitticion  de  los  paitoxxo^ 
y  bucelarios ,  tomada  del  patropalo  germánico,  que  se  ejetcAa.  ^t 
el  jefe  sobre  sus  companerqs  de  armas ,  á  quienes  se  d^\j^  e-V  ^^^7 
bre  de  arimanes.  Los  bucelarios  de  los  visigodos ,  asi  c»Qxa<>  ^^^  ^^^~ 


(i)    Libertini  non  muUum  supra  $ervos  8unt «cepti^    Íui<A 

gmtibus  qucBregnantur,  Dt  mor,  germ.  23.      .  ,    ^"^ 


*^ 
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BMoes  4t  los  güromaos  recibiaa  del  patroao  ea  recomyeosa  de  sus 
serTÍcm  armas»  caballos  y  otros  di  verses  dones ;  pero  ea  uso  de  la 
HHtependeoeia  tadividual  que  constituía  una  de  las  oías  señaladas 
Cftceiofies  de  aquellas  razas,  podian  abandonar  á  sm  jefe  y  encomen- 
darse á  otro  y  con  la  precisa  obligación  de  devolver  al  primero  lodo 
rnanto  de  él  hubieran  recibido  (1).  En  esta  institución  se  vé  ya  el 
germen  del  sistema  feudal ,  que  tardará  sin  embargo  en  aparecer. 
en  España. 

El  las  leyes  visigodas  no  se  descubren  vestigios  de  las  juntas  ó 
asambleas  locales ,  compuestas  de  bombres  Kbres ,  que  en  otros^ 
países  se  reunían  con  frecuencia  para  adounistrar  justicia  y  para 
tratar  de  los  asuntos  que  interesaban  á  la  localidad.  £1  duque,  el 
conde,  el  vicario  y  los  otros  magistrados  de  los  visigodos  recíbiajn 
toda  su  autoridad  del  rey  ó  de  las  personas  en  que  este  habia  dele- 
gado su  potestad,  y  los  obispos  tenian  el  derecho  y  el  deber  de 
ejercer  su  inspección  y  vigilancia  sobre  los  jueces  legos ,  esten*- 
díéndose  sus  facultades  hasta  el  estremo  de  poder  corregir  y  aun 
de  suspender  la  ejecución  de  sus  sentencias.  Las  curias  y  los  cub- 
ríales apafeeeoí,.  sin  embargo,  en  lo$  primeros  tiempos  de  la  mo- 
narquía con  mayores  derechos  y  mas  estabilidad  que  en  la  época 
del  imperio,  y  se  hace:  mención  frecuente  de  los  defensores  y  de 
sus  funciones ;  pero  ea  el  Libro  de  las  Jueces  apenas  se  hallan  res- 
tos de  estas  instituciones,  aunque  hay  dato^  para  suponer  la  esis» 
tencia  de  los  municipios  hasta  la  invasión  de  los  sarracenos  (^), 

£1  oficio  palatmo ,  coasejo  de  los  monarcas,  y  compuesto  de 
proceres  del  reino,  parece  que  tiene  su  ori^oa  em  una  iostitucioa 
análo^  debida  á  los  emperadores ,  y  aun  acaso  procede  tamhiea 
de  los  antrustionés ,  leudes  y  fideles  que  seguían  la  corte  de  los  re*- 

(i)    El  Conviva  regis  de  los  francos  equivale  al  bucelarío  de  los  vi9i«» 
godos. 

(2)  Por  la  iaterpretacion  del  Breviario  de  ADÍano  se  prueba  la  existen- 
cia cíe  las  curias  en  España.  Se  prueba  igaalménie  por  la  ley  i9,  til.  lY, 
libro  V  del  Fuero  Juzgo  que  lleva  este  epígrafe :  De  non  cUienandis  priva^ 
torum.et  curialium  reíms.  En  la  fórmula  25  de  las  piüblicadas  por  M.  EU>-* 
zier  en  1854  se  hallan  estas  palabras:  Acta  patricia  Corduba,  ad virtién- 
dose aue  la  palabra  patricia  equivale  á  curia.  En  la  misma  fórmula  se  dice: 
Ex  offhio  euricB  ¿st  aeeepta  et  leeta.  En  el  can.  49  del  cdaoilio  IV  «k  To«* 
ledo ,  hablándose  de  los  que  no  pueden  ser  elegidos  obispos ,  se  lee  :  lili  qui 
curia  nexibus  sunt  obligati.  Estos  datos  y  algunos  mas  que  podrian  citarse 
prueban  la  conservación  del  municipio  en  la  Penfosoia,  durante  el  perMo 
de  la  dominación  visigoda. 


yes  turbaros.  El  oficio  palatino  no  tra  nn  cuerpo  politioo  que  odre* 
cí^e  firmes  y  eficiiced  garantías  contra  la  árbitrariedlad,  amo  qae 
por  el  contrarío  solían  salir  de  su  seno  aquellos  turbulentos  t  Mh 
biciosos  matates  que  alzaban  ta  bandera  de  la  rebeKon  contra  s«s 
legítimos  soberanos.  Estos  á  su  vez ,  recelosos  y  suspicaces,  ae^en- 
sañaban  cruelmente  con  ellos ,  como  entre  otros  casos  lo  atestigua* 
el  ejemplo  de  Chindasvinío. 

Los  reyes  visigodos  no  tuvieron  durante  algim  tiempo  otra  eoft* 
sideración  que  his  de  aliados  y  generales  del  imperio.  Esta  era  la 
posirion  de  Ataúlfo,  que  intentaba  restaurarle  (1);  esta  la  (fe  Wa*' 
lia,  que  hacia  sus  conqnistas  en  nombre  de  los  Césares;  csCft  la 
de  Teodóredo ,  á  quien  Valentiniano  escribia  cuando  la  invasión  de 
los  hunos,  auxlHamini  rHpubtkm eujus  membrum  tenetis (2).  Pero 
el  poder  de  los  reyes  bátharos  se  iba  haciendo  mas  eficaz,  mas 
permanente,  mas  írresislible ,  según  decaia  el  de  los  emperadores* 
Así  es  que  poco  anles  de  que  Odoaero  arrancara  el  cetro  de  Occi-» 
dente  de  las  manos  de  Augdstulo ,  vemos  á  Eurieoromper  los  débi- 
les lazos  de  dependencia  que  le  unían  al  imperio ,  estender  ios  Itaii-^ 
tes  del  reino  ocupando  la  Aquitania,  la  Narbonense  y  casi  foda  h 
Península ,  y  hacerse  el  verdadero  fundador  de  la  monarquía  gdtn 
ca  en  EspaSa  '(3).  Leovi^rldo  ensahsa  y  fortifica  la  autoridad  real  y 
somete  la  monarquía  sueva  A  cetro  de  los  godos ;  pero  la  gran  em- 
presa de  la  unidad  del  territorio  no  se  realiza  hasta  el  veinador  de 
Suintifa,  que  al  fin  es  quien  concluye  con  la  dominación  estranje- 
ra,  lanzando  de  la  cOí^ta  oriental  á  las  tropas  imperiales. 

Las  instituciones  de  la  monarquía  visigoda  mas  dignas  de  fljalr 
nuestra atenoion son  las  centrales,  esto  es,  la  In^ttitucioo  real  y  ios 
Concilios  de  Xoledo ,  objeta  principal  deUdiscucso  que  tengo  Ja 
honra  de  dirigiros.  Varios  escritores  han  señalado  un  origen  coman 
á  las  monarquías  y  á  las  asambleas  de  todos  lo»  puefalosi  germáaí'*' 
eos,  y  un  historiador  muy  nbtabfe  ha  dicho  qoe  los  godos  que  des^ 
truyeron  en  España  el  poder  roms^no ,  establecieron  en  ella  una 
forma  de  gobierno,  é  introdujeron  leyes  y  costumbres  absoliíkiment^ 

, 5 , 

ii)    Paum  Ofosii ,  «rt.  lib.  VIL 

(2)  Arm&ntm  ^tentes  favete  propriis  doloribus ,  et  communes  junffüh 
manus,  AmííUiamtni  reipublicos,:,.  Jurnand.,  Historia  gothorum,  cap.  60 . 

(3)  Emrix  rex  gothorum  limithem  regni  sui  rupto,  dissoluloqae  fm^ 
ijíre  ctnij^tm  i>el  testatur  armorum  furom,  V9l  promoveL  Sfdoniu$,  E)p.  6» 
libro  VIL  Véase  también  h  nota  2. 
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sem^antes  á  las  que  habían  establecido  eo  el  resto  de  Europa  las 
víotoríosas  tribus  del  Norte  (1).  Para  deshacer  esta  equivocación, 
para  que -no  se  confundan  nunca  instituciones  de  una  misma  época, 
que  tienen  entre  sí  bastante  afinidad,  pero  que  están  separadas  por 
diferencias  profundas,  y  por  último ,  para  formar  su  juicio  compara- 
tivo siquiera  con  los  mas  indispensables  datos ,  no  me  parece  in- 
oportuno echar  también  una  rápida  ojeada  sobre  la  moparquia  y 
las  asambleas  de  los  francos  y  anglo-sajoues ,  únicos  pueblos  inva- 
sores, que  además  de  los  visigodos ,  han  constituido  nacionalidades 
que  subsisten  en  el  dia. 

.  Los  germanos,  según  opinión  fundada  en  las  palabras  de  Táci* 
to,  elegían  sus  reyes  (2)  entre  la  nobleza,  pero  debiendo  recaer  la 
elección  en  individuos  de  ciertas  familias ,  á  quienes  se  les  suponía 
un  origen  divino.  Al  principio  no  se  observó  esta  regl^  éntrelos 
francos,  porque  componiendo  una  confederación  de  diferentes  tri- 
bus, cada  una  de  ellas  tenia  su  jefe  propio;  pero  desde  el  momento 
en  que  empezaron  á  agruparse  en  rededor  de  uno  solo,  desde  que 
hubo  una  monarquía  propiamente  dicha ,  las  elecciones  recayeron 
en  la  familia  de  los  merovingios,  que  ya  se  distinguía  de  las  demás 
por  el  privilegio  de  llevar  una  larga  cabellera. 

Desde  isl  tiempo  de  Clodoveo  la  sucesión  se  hace  hereditaria  en 
su  descendencia,  pero  la  corona  no  es  indivisible,  y  los  hijos  legi^ 
timos  y  naturales  heredan  el  título  de  rey  y  divideqi  los  pueblos  y 
las  ciudades  del  mismp  modo  que  un  patrimonio  privado.  Reunida 
la  monarquía  en  Clotariol,  vuelve  á  dividirse  entre  sus  hijos;  se 
i;econcentra  otra  vez  en  Clotario  II,  y  sin  embargo  continúan  ve- 
rificándose las  divisiones  en  los  reinados  ^guientes.  En  tiempo  d<s 


(i)  Robertson.  The  history  of  the  emperor  Charles  V.  Lo  que  díco  de 
los  godos,  lo  dice  también  de  los  vándalos,  pero  en  este  punto  es  mucho 
mas  grave  su  error.  Los  vándalos. solo  permanecieron  en  Elspaña  hasta  el 
reinado  de  Teodoredo ,  y  al  evacuarla  no  dejaron  otro  vestigio  de  su  per* 
maneñcia ,  que  el  recuerdo  de  su  funesta  y  asoladora  dominación. 

^2)  EJ  titulo  de  rey  en  ei  sentido  en  que  se  toma  en  el  dia ,  era  Un  nom«- 
bre  conipietnroente  es'traño  á  la  lengua  de  los  antiguos  pueblos  germánicos, 
que  con  él  designaban  una  autoridad  de  mayor  ó  menor  estension ,  ya  con 
la  palabra  Kining  en  la  lengua  sajona  ,  Koning  entre  ios  francos,  y^iou 
también  jETflf^íop  entre  los  anglo -sajones.  (Tbierry,  Lettres  suf  ÍMiistbi* 
re  de  Franco.)  En  efecto,  la  naturaleza  de  esta  institución  ha  cambiado  nof-, 
tablemente  con  el  trascurso  de  los  siglos  y  las  vicisitudes  de  los  tiempos. 
No  es  lo  mismo  el  rey  de  la  tribu  que  eí  rey  feudal,  ui^ste  tiene  la  mismc^ 
significación  que  el  monarca  en  las  sociedades  actuales.   .  .     .     : 
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Clodoveo  11  los  monarcas  caen  en  manos  da  los  mayordomos  de 
palacio,  y  son  tales  su  indolencia,  su  debilidad  y  su  abandono,  que 
la  historíalos  faa  designado  con  nn  nombre  muy  signiñcativo  y  á 
bt  verdad  poco  honroso,  con  el  nombre  de  reyes  fainéans.  Mas  á 
pesar  de  tantos  trastornos,  de  las  frecuentes  guerras  intestinas,  y 
del  abatimiento  á  que  habia  llegado  la  autoridad  real,  el  principio^ 
hereditario  en  la  familia  de  los  merovingios  se  hallaba  tan  arraiga- 
do en  la  opinión  de  los  pueblos,  que  cuando  Pipino,  soberano  de 
becbo,  quiso  serlo  de  derecho,  no  se  atrevió  á  ceñirse  la  corona  sin 
consultar  antes  á  la  Santa  Sede  sobre  la  legitimidad  de  este  acto 
j  sin  hacerse  elegir  en  una  gran  asamblea,  creyendo  necesaria  to* 
davia  una  doble  consagración.  En  la  dinastía  de  los  carlovingios 
continua  existente  el  derecho  de  sucesión  al  trono  (1),  y  al  mismo 
tiempo  se  (x>nserva  la  costumbre  de  dividir  el  reino,  hasta  que  por 
ei  tratado  de  Verdum  se  establece  la  monarquía  francesa  en  el  anti- 
guo territorio  de  las  Galias  y  deja  de  existir  el  imperio  franco. 

Uno  de  los  datos  bias  importantes  y  de  mayor  eficacia  para  pro- 
bar que  la  sucesión  hereditaria  constituía  el  título  para  aspirar  á  la 
corona,  es  la  institución  de  la  regencia  durante  la  menor  edad  de 
los  reyes.  En  las  monarquías  puramente  electivas  no  se  concibe  si- 
quiera la  necesidad  de  un  cargo  de  esta  naturaleza,  que  supone  uk^* 
derecho  independiente  de  la  elección,  y  una  legitimidad  fundada 
en  los  vínculos  de  familia.  Ahora  bieq,  entre  los  francos  hallamos 
repetidos  ejemplos  de  monarcas  de  menor  edad  durante  la  dinastía 
meroviogia,  constituidos  en  tutela  (2);  y  si  además  se  tiene  pre- 
sente la  autoridad  ejercida  por  los  mayordomos  de  la  Austrasia  so- 
bre los  indolentes  vastagos  de  aquella  degenerada  raza,  sombra  j 
fantasma»  de  reyes,  se  verá  que  en  el  mero  hecho>de  reconocer  en 
ellos  una  soberanía,  siquiera  fuese  nominal,  se  les  venia  á  recono- 
cer también  una  legitimidad  nacida  del  derecho  hereditario. 

{\)  Del  mismo  Pipino  se  dice  lo  siguiente:  Omnes  optimates  suos,  du- 
ees  et  comités  francorutn,  epíscopos  quoque  et  sacerdotes  ad  se  venire 
pra^ciptt.  Ibique  una  cum  consensu  procer  um  suorum  aquali  sor  te  inter 
dúos  füios  Karolufn  et  Karlornanun  regnum  francorum  pcUerno  jure  4¿- 
visit,  Anna!.  l^tens.  Ann.  768. 

(t)  Entre  los  direreiites  ejemplos  que  se  pulieran  citar  se  cuenta  el  da 
Chilperico,  reconocido  rey  por  los  iourles  de  Austrasia  bajo  la  í^nurfia  de 
Wandeiín,  maire  6  mayonfomo  de  palacio,  y  después  bajo  la  de  su  madre 
Brunequitdts;  el  de  Glotarioiren  el  reino  de  Nmi.^tria  bajó  la  guardado 
Frodttgonda,  y  el  de  Clodoveo  II,  hijo  de  Dngoberto,  que  reinaba  sobre  la 
Neustria  y  la  Borgona  temendo.  por  tutor  á  Elga. 

TOMO  iin.  11 
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La  autoridad  de  los  meroviagios  no  se  halla  fija  y  definida  en 
las  leyes,  y  depende  en  siijnaypr  parte  del  valor »  de  los  talentos^; 
de  la  importancia  personal  de  cada  uno.  ^nn  no  es  la  tnonarqmia 
una  institución  pública  propiamente  dicha,  que  tenga  y  que  dé 
fuerza  por  si  misma,  que  se  haga  respetar  por  su  origen,  y  que 
imponga  sumisión  en  virtud  de  su  presUgio*  Si  el  monarca  Cjs  po- 
deroso, si  se  distingue  por  sus  victorias,  si  consigoe  captarse  el 
aprecio  de  los  guerreros  por  medio  de  sus  liberalidades,  si  los  dea* 
lumbra  por  sus  brillantes  dotes  entonces  ejerce  un  vardadero<  as^ 
cendiente,  y  sus  preceptos  son  prontamente  obedecidos*  Así  se  osr* 
plica  el  reinado  de  Glodoveo,  asi  la  estensten  de  sus  conquistas,  y 
sin  embargo  tales  son  la  idea  y  el  sentimiento'  de  la  independencia 
del  indivi4uo  que  en  una  ocasión  señalada  un  simple  soldado  o]^ 
ne  su  derecho  á  la  voluntad  del  rey,  que  tiene  que  eq^rar  el  moh 
mentó  oportuno  para  castigar  su  desacato  (i).  Por  el  contrarío, 
cuando  los  monarcas  son  débUes  é  incapaces,  crecen  las  exigencias 
de  los  leudes,  se  suscitan  guerras  encaroiaadas,  se  represealan 
sangrientas  escenas  &í  el  mismo  palacio  de  los  reyes,  y  por  último, 
después  de  permanecer  estos  durante  largos  anos  en  vergonzosa  tu** 
tela,  se  estiogue  la  dinastía  merovingia  coa  el  reinado  de  Ghiláeri* 
€0 III,  á  quien  se  obliga  á  trocar  la  corona  por  la  cognlfai. 

Escasos  son  los  datos  que  existen  respecto  á  la  institución  umh 
nárquica  entre  los  anglo-sajones  durante  el  periodo  que  cor* 
responde  al  de  la  dominación  visigoda.  Establecidos  ios  diversos 
reinos  que  componían  la  heptarquía,  sucedíéndose  nnas  á  olres  las 
invasiones  sajonas,  peleando  entre  sí  y  disputándose  los  invasorea- 
el  territorio  conquistado,  combatiendo  al  principio  con  los  bretones 
que  querían  sostener  su  iodependencia^  y  después  con  Ios.(bneses 
y  normandos  que.  habían  penetrado  m  Inglaterra,  no  es  de  presn^ 
mir  que  hubiera  re^a  fija  y  determinada  para  la  sucesión,  aunque 
si  es  de  suponer  que  serian  elegidos  reyes  ios  mas  valientes  guer- 
reros, siendo  siempre  preferidos  los  individuos  pertenecientes  á  uha 
misma  familia.  Esta  suposición  se  halla  autorizada  con  el  ejemplo 
■  ■  ■  ■■  — ■   •■    -'■  — -• 

(1)  Al  hacer,  el  repartimiento  del  botín  ganado  en  la  batalla  de  Sois- 
fons,  pide  á  sus  soldados  un  vaso  de  la  iglesia  de  Reims  para  devolverle  al 
obispo  de  esta  ciudad.  aLe  tendrás  si  te  toca  en  suerte,  escluma  uno  da 
los  guerreros  rompiéndole  al  mismo  tiempo  con  su  hacha  de  armas*»  Hasta 

un  año  d^spaes  el  n^onarca  no  tomó  venganza  de  aquel  hecho  dando 

te  al  soldado  con  sus  propias  manos.  (Gr¿g«  de  Tours»  lib.  II.) 
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4t  AJfredo,  ano  de  los  mas  ilustres  monarcaé  que  han  ocupado  el 
troDo  de  la  Grao  Bretaaa.  Este  príacipese  ciSe  la  corona  exclu- 
yendo la  descendencia  del  primogénito,  y  alega  como  fundamento . 
de  su  legitimidad,  la  voluntad  de  su  padre»  el  pacto  con  su  herma- 
no, y  el  cposentimíento  de  la  nobleza.  No  es  cierto,  como  algún  es- 
critor afirma,  que  fuese  ley  fundamental  la  sucesión  en  la  línea 
primera  de  los  aguados,  no  pasando  á  la  segunda  hasta  la  estín* 
cion  de  todos  los  individuos  comprendidos  en  aquella.  No  hay  da- 
da  ea  que  por  lo  regular  el  hijo  mayor  del  difunto  era  llamado  &. 
sucederle  siendo  de  edad  competente,  pero  si  se  hallaba  en  la  mí^ 
noria  pasaba  á  ocupar  el  trono  otro  individuo  de  la  familia,  que  pu« 
diera  desempeñar  digoamente  sus  elevadas  funcione^,  y  atender  á 
ia  defensa  y  á  la  seguridad  del  reino.  A.  pueblo  tan  atrasado,  y  pa- 
ra el  que  apenas  hablan  lucido  los  albores  de  la  civilización,  aun 
no  se  le  podía  ocurrir  el  ejercicio  interino  de  la  autoridad  real  por 
medía  de  uaa  regencia,  artificio  propio  de  naciones  mas  adelanta- 
das y  de  tiempos  en  que  se  ha  definido  con  mas  claridad  y  fijeza  el 
derecho  hereditario.  Después  del  reinado  de  Alfredo  se  repiten  los 
•ejemplos  de  parientes  elevados  al  trono,  postergando  á  los  de  me-* 
jar  linea  que  se  hallan  en  la  minoría,  y  solo  á  la  muerte  de  Edgar 
"eomienzan  á  sabir  á  ocuparle  los  que  aua  m  tíe4w  94^(1  para  s^f. 
declarados  mayores  (I). 

La  autoridad  de  los  reyes  parece  al  principio  mas  íuerte  y  mas 
rolMidla  qae  la  de  los  francos*  Sus  magnates  son  menos  revoltosos 
menos  exigentes^  acaso  por  ser  inferior  su  poder,  acaso  por  inspí-« 
rarles  mas  respeto  la  dignidad  real.  Pero  sus  atribuciones  no  se  ha-* 
Uan  claramente  definidas,  y  se  ejercen  mas  bien  como  hechos 
ciertos  que  como  principios  de  derecho  establecido  en  las  leyes.  Sa 
ha  creído  por  algunos  que  esta$  atribuciones  se  limitaban  al  mando 
dé  la  fuerza  armada  fundándose  en  el  nombre  que  se  les  daba  ai 
comenzar  la  monarquía,  y  que  significaba  conductor  dt  ejércitos; 
pero  no  debe  causar  estrañeza,  como  dice  ua  ilustre  publicista  (S)^ 
que  se  les  diera  con  preferencia  una  denominación  que  mas  que 
otra  ninguna  representaba  ideas  de  poder  y  de  fuerza,  y  que  por  la 


M.a^^MrtMhH«niMi«.a*«MWaMM*Mi^>^M*.*.«a 


(1)  Hallara,  Yiew  oftbe  state  of  ISur^pe  duriag  the  middle  ages.  Chao** 
ter  8,  Part.  I.  ^ 

(t)  Guizot.  Bistoire  des  orígenes  du  gouf)ernmefU  represenkuif  m 
Surope.  Cinquiéme  ie^on*  .   • 
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mismo  estaba  moy  lejos  de  escluír  el  ejercicio  de  otras  impor» 
tantes  funcioDes  de  gobierno. 

Basta  esta  ligera  resena  de  la  in^titacion  real  entre  los  francos^ 
y  anglo-sajones  para  poder  observar  las  semejanzas  que  tenia,  y 
las  diferencias  que  la  separaban  de  la  misma  institución  en  la  Es* 
pana  visigoda. 

Dos  familias  principales  á  quienes  se  suponia  descendientes  de- 
heráicos  guerreros,  colocados  por  sus  hazañas  en  el  catálogo  de  las 
divinidades,  tenían  el  privilegio  de  dar  reyes  á  los  godos.  De  la 
Ámala  salian  los  monarcas  ostro-godos ,  de  la  Balta  los  visigodos; 
pero  la  primera  disfrutaba  de  mas  consideración,  según  podemos 
deducir  de  unas  palabras  de  Jornandes  (1).  No  era ,  sin  embargo, 
tan  esclusivo  el  derecho  de  herencia  que  se  siguiera  el  orden  regu- 
lar de  suceder  establecido  en  las  monarquías  modernas ,  sino  que 
estaba  combinado  con  el  sistema  de  elección,  que  habla  de  recaer 
precisamente  en  uno  de  los  individuos  de  aquellas  familias  privile-» 
giadas.  Pero  al  contrario  de  lo  que  sucedía  entre  los  francos  y  anglo- 
sajones, en  que  se  fortificaba  cada  vez  mas  el  principio  hereditario, 
éste  se  relajaba  y  se  iba  debilitando  hasta  llegar  á  estinguirse  com- 
pletamente en  el  reino  visigodo.  T  para  comprender  la  exactitud 
de  este  aserto ,  basta  considerar  que  mientras  entre  los  francos  el 
cetro  continuó  sin  interrupción  en  manos  de  la  dinastía  meroviogia 
hasta  la  elevación  de  los  carlovingios,  entre  los  visigodos  se  fueron 
sucediendo  monarcas  de  diferentes  familias  que  ascendían  unas 
veces  por  elección,  y  otras  por  medio  de  las  usurpaciones  y  violen- 
cias. Así  vemos  al  principio  una  serie  de  reyes  que  al  parecer  van 
ocupando  el  trono  por  derecho  hereditario;  serie  que  comienza  en 
Teodoredo,  hijo  del  gran  Alarico ,  y  que  concluye  en  Amalarico, 
muerto  violentamente  en  la  guerra  contra  los  francos ;  vemos  de^ 
signado  á  Teudis,  como  guardador  del  último  monarca,  durante 
su  menor  edad ,  y  gobernador  del  reino ,  cuyos  hechos  suponen  la 
existencia  del  derecho  de  suceder  en  la  corona  por  título  de  heren* 
cía  (2) ;  pero  desde  este  tiempo,  ó  los  príncipes  son  libremente  ele* 


(1)  Hablando  de  un  individuo.de  la  familia  Amnla,  llamado  Veremundo 
(Verimuth),  que  había  Tenido  con  su  hijo  ai  reino  de  los  fiodo^,  dice:  Cons'- 
€ius  enim  eral  virtutis  et  generis  nobüitaiiSy  facilius  sibi  tredens  prtftd- 
patum  á  parentibus  deferrif  quem  hcnedem  rfgium  eonstabat,  Quis  nam'' 
que  de  Amalo  dubiiaretf  si  vaecaeset,  eli^ere?  Jornand.  de  reb.  get.  58. 

(2)  Nam  et  Thíodem  suum  armigerum  post  mortem  Álaricí  generi  tu- 
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gídos,  ó  iavaden  el  solio  por  la  fuerza  de  las  armas.  En  vano  varios 
moaarcas  como  Liuva  y  Leovigildo,  Suiatila,  Chiodasvinto  y  Egi- 
ca  traían  de  perpetuar  el  poder  supremo  en  personas  ligadas  con 
ellos  por  vínculos  estrechos  de  Tamilia;  las  costumbres  de  los  visí* 
godos  se  oponen  ya  á  esta  innovación ,  y  los  cánones  de  diferentes 
concilios,  inserios  en  el  Libro  de  los  Jueces,  anatemalízan  á  lodos 
4os  que  sin  ser  elegidos  aspiran  á  la  corona,  que  se  declara  electi- 
va, no  entre  los  individuos  de  un  linage  determinado,  según  se 
practicaba  entre  los  francos  y  sajones,  síqo  en  un  subdito  cual** 
quiera,  decíase  ilustre,  de  raza  goda,  y  que  reúna  las  demás  cir- 
cunstancias exigidas  por  las  leyes.  Cuanto  mas  se  apartaba  de  su 
origen  la  monarquía,  mayor  era  sii  tendencia  á  convertirse  en  elec- 
tiva, y  á  separarse  del  principio  de  la  herencia ,  pues  los  intentos 
parciales  de  algunos  príncipes ,  coronados  por  un  é&ito  temporal, 
nada  prueban  contra  el  derecho  constituido  y  repetidas  veces  con- 
firmado por  las  disposiciones  conciliares,  siempre  encaminadas  á 
conservar  la  intervención  directa  de  los  prelados  y  de  los  magnates 
en  el  nombramiento  de  los  reyes.  No  obstante,  preciso  es  reconocer 
que  el  sistema  de  elección  elevado  á  derecho  escrito  en  el  concilio 
cuarto  de  Toledo,  se  violaba  frecuentemente  en  la  práctica,  no 
diré  por  las  asociaciones  de  los  hijos  de  los  moaarcas,  que  suponían 
al  6n  un  reconocimiento  mas  ó  menos  espontáneo  de  la  nobleza  j 
del  clero,  sino  por  las  usurpaciones  de  generales  ambiciosos,  sos- 
tenidas á  veces  hasta  por  tropas  estranjeras.  Así ,  pues ,  sin  contar 
los  fratricidios  de  la  familia  de  Teodorédo  que  aterran  nuestra  ima^ 
ginacion ,  y  ponen  de  bulto  la  rudeza  y  la  ferocidad  de  las  costum- 
bres de  aquellos  tiempos ,  podemos  señalar  los  asesinatos  de  Teudis 
y  de  Teudiselo,  los  de  Liuva  II  y  Witerico ,  y  las  usurpaciones  de 
Sisenando,  de  Chindasvinto,  de  Ervigio  y  de  Rodrigo,  como  otros 
tantos  hechos  que  quebrantan  la  costumbre  y  el  derecho  estable- 
oído,  y  que  demuestran  con  claridad  que  la  elección  es  las  mas 
veces  una  vana  teoría,  y  que  casi  siempre  es  invadido  el  trono  por 
ambiciosos  y  turbulentos  magnates.  No  es  de  estranar ,  señores, 
que  al  contemplar  tantos  desórdenes,  tantas  escenas  de  sangre  y 
de  esterminio,  violencias  tan  repetidas,  y  tan  considerable  número 
de  reyes  sacrificados  en  aras  de  la  ambición  desde  el  tiempo  de 


toremin  Hispama  regno  Amalarici  nepotis,  constituit.  Jornaod.de  reb. 
get.  88. 
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Aurnlfo  9  dijera  un  historiador  antigao ,  qae  los  godos  habian  to-^ 
mado  la  perniciosa  costumbre  de  deshacerse  por  ta  espada,  de  los 
reyes  que  les  desagradaban,  para  conceder  la  corona  k  los  que  há* 
bian  conseguido  su  afecto  (1).  Costumbre ,  sea  dicho  de  paso ,  que 
el  escritor  á  que  aludo  hubiera  podido  observar  también,  y  aunf  con 
circunstancias  mas  atroces ,  en  su  propio  pais,  durante  la  dinastía 
merovíngia,  y  hasta  en  el  interior  del  ipalacio  de  sus  reyes.  El 
cambio  religioso  verificado  en  España  en  tiempo  de  Recarédo  ejer* 
ció  notable  influencia  en  las  importantes  modificaciones  introduci- 
das posteriormente  en  el  sistema  electivo.  Antes  de  este  monarca 
solo  tenian  intervención  en  los  asuntos  públicos  los  magnates  y  los 
guerreros  pertenecientes  al  linage  godo,  y  naturalmente  estabafi 
cscluidos  de  toda  participación  en  los  negocios  del  gobierno  lo^ 
-prelados  católicos,  á  quienes  se  contemplaba  por  lo  general,  á 
quienes  se  perseguía  á  veces ,  pero  que  siempre  se  encontraban 
separados  de  la  raza  conquistadora  por  la  diferencia  de  religión' 
Se  ignora  el  orden  y  método  que  se  seguian  en  c$tas  elecciones 
antes  de  Sisenando ,  y  especialmente  en  la  época  de  la  dominación 
arríana;  si  se  verificaban  por  aclamación,  levantando  sobre  el  pa* 
Tés  al  guerrero  que  era  elevado  al  solio,  si  se  realizaban  en  asam- 
))leas  computándose  los  votos  de  los  circunstantes;  si  íntervenian 
solamente  los  proceres ,  si  asistían  además  los  godos  de  inferior 
condición :  ninguna  noticia  se  halla  sobre  estos  puntos  importan-- 
les  para  la  historia  en  las  crónicas  de  aquellos  tiempos,  tan  bre- 
ves, tan  concisas  y  tan  escasas  de  datos,  que  nunca  dan  luz  bas- 
tante para  descubrir  con  claridad  lo  que  se  refiere  á  las  antiguas 
instituciones  de  este  pueblo. 

La  abjuración  de  la  heregía  arríana,  cambiando  profundamente 
la  situación  del  país,  vino  á  dar  al  clero  ut  influjo  estraordinario 
en  los  consejos  de  los  reyes ,  en  el  ánimo  de  los  magnates ,  y  enia 
opinión  de  la  multitud»  de  que  supo  aprovecharse  en  beneficio  del 
Estado ,  y  sin  descuidar  sus  propios  intereses.  A  esta  iúfluencia  se 
debe, que  ya  en  el  segundo  concilio  nacional  (IV  de  Toledo),  cele^ 
brado  después  de  aquel  grande  acontecimiento,  se  consagrara  en 


(O  Sumpserunt  gothi  hanc  detestabílem  cansuetudinem ,  utsi  qui  eii 
de  regibus  non  placuisset,  gladio  eum  adpeierent,  et  quem  libuisset  animo ^ 
kunó  éibi  stahmitU  regem.  Greg.  Tur.—iíisíorta  francorum,  iib.  III,  pa» 
rag.  30. 
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de  ios  c&iianes  sh  dereAo  i  rotepvattír  en  la  eleockni  de  Im 
]iriDcipes  en  unioQ  cen  los  proceres  del  leino  (1).  Este  canon,  qué 
<NtMlituía  propiamente  la  ley  fundamental  para  suceder  á  la  corona» 
fué  confirmado  después  en  diferentes  concilios ,  que  señalaron  ade- 
vás  las  indispensables  cualidades  que  hablan  de  concurrir  en  los 
•qpírantes  al  trono.  Estas  consistian  en  ser  de  linage  godo,  de  ilns*- 
Ire  sangre ,  del  estado  seglar ,  no  proceder  de  origen  servil ,  tener 
Mstumbres  intachables  y  no  haber  sufrido  la  pena  de  decalva- 
don  (2).  T  nótese  como  digno  de  observar,  que  ¿  pesar  de  haberse 
proclamado  la  unidad  católica,  de  ser  también  una  sola  la  ley  ge- 
nial de  toda  la  monarquía ,  y  de  haber  desaparecido  la  prohibición 
de  enlaces  entre  las  familias  de  los  visigodos  y  españoles,  conti- 
nuaba existiendo  en  favor  de  la  raza  goda ,  y  aun  exisMó  después 
4e  la  invasión  agarena ,  el  inestimable  privilegio  de  dar  esclüsiva- 
mente  los  jefes  supremos  de  la  monarquía.  ¡Prueba  inequívoca  de 
que  no  llegaron  á  estinguirse  del  todo  las  antipatías  de  raza ,  ni  k 
borrarse  completamente  las  diferencias  entre  los  primitivos  y  los 
mas  recientes  habitantes  del  pais! 

Asi  como  en  otros  pueblos  bárbaros,  y  aun  por  consideraciones 
todavía  mas  atendibles ,  puesto  que  en  Espsma  prevalecía  el  siste- 
ma electivo ,  las  mujeres  se  hallaban  incapacitadas  de  obtener  la 
«orona.  Prohibición  que  aun  duraba  al  principio  de  la  reconquista; 
^e  cesó  primero'  por  la  costumbre ,  y  después  por  la  ley  de  Don 
Alonso  el  Sabio ;  por  aquella  ley  de  'Partida  que  ha  contribuido 
poderosamente  á  refundir  en  una  sola  monarquía  la  mayor  parte  de 
las  provincias  que  antes  constituían  reinos  separados ,  y  que  con- 
serva y  alimenta  la  lisonjera  esperanza  de  que  al  íin  llegará  el 
tiempo  en  que  se  realice  la  completa  fusión  de  pueblos  que  son 
iiermanos ,  que  tienen  un  mismo  origen ,  que  han  peleado  durante 
«michos  siglos  por  una  misma  causa,  y  que  juntos  han  defendido 
en  este  la  independencia  y  libertadle  su  país  y  el  trono  de  sus  le- 
gítimos monatcas. 

La  regencia  del  reino  era  una  institución  desconocida  en  el 
pueblo  visigodo,  pues  este  no  recooocia  príncipes  menores.  El 
■ejemplo  de  Amalarioo  bajo  la  guarda  de  Teudís  es  una  escepcion 


U)    Canon  75  del  concilio  IV. 

(2)    Leyes  5.*,  8.*  y  9.*  del  título  preliminar  del  Fuero  Juzgo,  tomadas 


áe  iM^ceoiUioB  IV  y  V  de  Toledo. 
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Mgobr,  qie  rada  pradn cMte  ii  regbcMnni,  sobre  tod»á 
fe  tiene  en  enenta  que  us  qie  á  sa  propio  dered»  debió  b  coft^ 
ierraeíoo  del  trooo  al  poder  já  bi  iafliieiicia de m  abnelo  Teodo» 
rico,  lejr  de  los  ostrogodos. 

Grayisimos  son  los  iaeoiYeiiieiiles  qae  traea  siempre  consigo 
las  mooarqoías  electifas.  Eibs  introducen  el  desasosiego  en  los 
inímos,  alimentan  las  ambícioaes,  dan  pábnio  á  las  turbolen- 
cías ,  y  hacen  precarias  y  transitorias  bs  medidas  mas  beneficiosas 
al  paeUo.  Pero  nno  de  los  de  mayor  consideración  es  el  peligro  que 
en  esta  clase  de  gobiernos  corre  la  integridad  del  reino,  contra  la 
que  atentan  las  naciones  estraojeras ,  preralidas  de  la  ocasión  qne 
les  ofrecen  las  discordias  intestinas ,  6  los  mismos  competidores  al 
trono,  como  on  medio  do  transigir  sos  diferencias.  ¡Triste  y  lamen- 
table ejemplo  de  esta  verdad  nos  presenta  ana  gran  nación,*  ilnstra 
por  sos  victorias ,  por  la  generosidad  de  sus  hijos  y  por  los  servi- 
cios 00  muy  remotos  prestados  á  la  civilización  y  á  la  indepen- 
dencia de  los  pueblos  cristianos ,  que  corroida  por  el  vicio  del  sis* 
tema  electivo  ha  llegado  á  ser  fácil  presa  de  la  codicia  de  otros  es- 
tados, sin  que  sus  heroicos  y  posteriores  esfuerzos  hayan  sido  bas- 
tantes á  devolverle  su  vida  y  á  libertarla  de  la  dura  sujeción  con 
que  se  hallan  oprimidos  sos  esparcidos  miembros !  Por  eso  es  mas 
admirable  que  no  sofriera  ningún  quebranto  la  integridad  de  la 
monarquía  visigoda  á  pesar  de  las  frecuentes  guerras  civiles ,  y  en 
este  punto  ofrece  señalado  contraste,  no  solo  con  la  de  los  francos 
en  que ,  preponderando  el  elemento  hereditario ,  solía  hacerse  por 
el  monarca  la  partición  del  territorio  entre  sus  diversos  hijos,  sino 
también  con  las  establecidas  en  España  después  de  la  invasión  de 
los  sarracenos ,  frecuentemente  desmembradas  por  los  reyes  para 
favorecer  su  descendencia  y  alejando  con  esta  política  imprudente 
el  momento  de  la  unidad  del  reino ,  y  privándose  del  mas  poderoso 
auxilio  para  terminar  la  reconquista. 

Las  atribuciones  de  los  reyes ,  vagas ,  inciertas  é  indetermina- 
das entre  los  francos  y  anglo-sajones ,  se  fijan,  ^e  aclaran  y  ad« 
quieren  mas  ostensión  entre  los  visigodos,  especialmente  desde 
la  época  en  que  comienza  la  influencia  del  clero.  £stas  atribucio- 
nes ,  que  no  son  para  otros  pueblos  sino  costumbres  mas  ó  menos 
confirmadas  por  el  asentimiento  común ,  son  para  los  visigodos  un 
derecho  escrito  y  sancionado  en  su  famoso  código ,  y  constituyen 
""na  parte  muy  importante  de  su  ley  fundamental.  Consisten  las 


príncí[mlé»en  elderecho  de  legislar  ya  moíu  propio,  ya  aconse- 
jásdose  del  oíido  palatino ,  ya  coa  iotervencioQ  de  los  concilios  de 
Toledo;  y  aucque  dice  un  sabio  historiador  que  las  leyes  redacta- 
das del  primer  modo  solo  teoian  autoridad  dorante  la  vida  del  roo- 
aarea  que  las  había  promulgado,  se  prueba  con  el  mismo  Libro  de 
los  Jaeces  la  equivocación  de  aquel  escritor  y  la  perpetuidad  de 
todas  las  disposiciones  legales..  Considerados  los  reyes  como  fuen- 
te y  origen  de  toda  jurisdicción ,  la  delegaban  en  diversos  funcio- 
narios conocidos  con  los  nombres  de  duques,  condes,  tiufados,  mi- 
llénanos,  centenarios  y  otros,  y  á  veces  nombraban  comisionados 
especiales,  designados  con  el  título  de  pacis  asserlores.  A  los  reyes 
se  acudia  en  apelación  y  en  todo  género  de  recursos ,  y  aun  á  ve- 
ces decidían  los  litigios  en  primera  instancia  con  audiencia  de  los 
lilíganies.  £ste  poder  de  derecho  que  les  concedía  la  legislación 
visigoda  era  también  una  de  las  principales  prerogativas  que  los 
distinguían  de  los  reyes  de  otros  pueblos  germánicos ,  cuyas  pres- 
cripciones legales  eran  faltas,  oscuras  é  incompletas  en  materia  tan 
importante  y  que  tocaba  tan  de  cerca  al  régimen  y  administración 
del  pueblo. 

El  derecho  de  gracia ,  cuyo  principal  objeto  es  hacer  menos 
imperfecta  la  aplicación  de  las  leyes ,  limitando  en  casos  dados  y  en 
circunstancias  especiales  el  escesivo  rigor  de  la  justicia  humana, 
constituía  una  de  las  mas  preciosas  atribuciones  de  los  monarcas 
godos,  aunque  no  podían  ejercerla  sobre  los  reos  de  traición ,  sino 
con  el  consentimiento  de  los  prelados  y  magnates  (i).  Los  obispos 
eran  elegidos  por  los  reyes ;  alta  prerogativa  que  ejercían  sin  duda 
en  representación  del  clero  y  del  pueblo ,  á  quienes  estos  nombra- 
mientos, correspondían  según  la  primitiva  disciplina  de  la  Iglesia, 
que  tardó  mas  tiempo  en  sufrir  un  cambio  tan  notable  en  la  mo- 
narqnia  franca «  en  donde  con  escasas  y  no  muy  frecuentes  altera*- 
ciones  continuaron  eligiéndose  los  obispos,  según  disponían  los 
cánones  antiguos  (2).  Les  correspondía  igualmente  la  convocación 


(1)  Leyes  i 3  del  título  preliminar  del  Fuero  Juzgo  latino,  14  del  ro- 
manceado, y  6  en  el  latino,  7  en  el  romanceado,  lít.  i,  lib.  VI. 

(2)  Nó  se  abandonó  ctesde  luego  la  antigua  disciplina  en  todas  las  igle- 
sias ,  pues  sabemos  que  eu  el  concilio  de  Barcelona  celebrado  en  el  año  599, 
y  en  el  de  Toledo  de  633,  se  dispuso  que  las  elecciones  se  continuaran  ha- 

j  ciendo  como  antes  por  el  clero  y  por  el  pueblo.  Respecto  á  la  monarquía 

I  franca ,  machos  cánones  de  los  concilios ,  celebrados  durante  los  reyes  roe- 
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gio  de  las  materias  en  q«e  estos  habiw  de  oeapane;  pero  ctfe-* 
ciaii,  como  eia  Batonl  y  justo,  de  toda  ulerfeaeioo  en  materias, 
dogmáticas  y  ea  puntos  qne  se  reieriaB  á  la  moni  cristiaim. 

La  sencilla  esposicioa  de  la  oataraleza  de  b  mooarqam  tís^oda 
7  de  las  atribuciones  de  los  monarcas  es  suficiente  para  eompren- 
der  las  diferencias  que  la  separaban  de  la  franea  y  anglo-sajona.  T 
si  comparamos  ias  leyes  de  estos  pueblos  en  lo  que  se  refieren  á  la 
iostitacion  real  con  el  derecho  de  los  Tisigodos ,  ¡qué  ideas  tan  di- 
ferentes, qué  apreciaciones  tan  diversas  resultarán  de  su  espíritu , 
de  su  tendencia,  de  su  tenor  literal ! 

No  se  descubre  en  la  ley  Sálica  la  verdadera  noción  de  la  mo** 
narqoía;  en  la  Ripoaria  se  representa  al  monarca  como  el  individuo 
mas  considerable,  como  el  de  mas  categoría  é  importancia  en  el 
reino;  entre  los  anglos -sajones  es  un  jefe  cuyo  principal  cargo  se 
reduce  á  conducir  los  guerreros  al  combate,  y  á  defender  el  ter- 
ritorio; entre  los  borgonooes  significa  ya  una  institución  pública  y 
un  verdadero  poder.  Pero  en  ningún  código  y  en  ningún  pueblo  se 
tiene  una  idea  tan  moral  y  tan  elevada  de  la  institución  como  en- 
tre los  visigodos.  Los  principios  que  se  proclaman  respecto  á  su 
naturaleza,  y  al  ejercicicio  de  la  autoridad  real  parecen  propios  de 
otro  tiempo  y  de  civilización  mas  adelantada,  y  no  se  puede  negar 
que  son  el  producto  de  la  sabiduría  del  clero,  y  de  su  participación 
en  los  asuntos  de  gobierno.  No  reina  can  piedad^  dice  una  ley  del 
Fuero  Juzgo  (1),  quien  no  corrige  con  misericordia:  obrando  con 
justicia  conserva  el  nombre  de  rey,  si  procede  con  injustüna  le  pier-^ 
de  miserablemente.  Por  eso  entre  los  antiguos  se  repetia  este  pro- 
verbio: Rex  ejus  cris  si  recta  facis,  si  non  facis  non  eris. 

Dos  son  las  principales  virtudes  délos  reyes,  dice  la  misma  ley. 


rovingios  y  carlovingios  y  a)  principio  de  la  tercera  dinastía ,  así  como  taai-> 
bien  algunos  capitulares  y  fórmulas,  hacen  ver  que  por  largo  tiempo  con*- 
servaron  el  clero  y  el  pueblo  el  derecho  de  elegir  para  las  sillas  vacantes.  La 
escalente  obra  de  Mr.  Raynouard,  titulada  HistoiredudroU  mumcipat^m 
France^  ofrece  noticias  muv  curiosas  y  apreciables  sobre  esta  intere- 
sante materia.  Sin  embargo ,  los  monarcas  violaban  á  veces  este  derecho  de 
los  fieles ,  haciendo  por  si  los  nombramientos  en  personas  que  habian  ob- 
tenido su  favor,  de  lo  cual  es  entre  otros  muchos  un  testimonio  evidente, 
un  capítulo  ó  capitular  de  Pipino  inserto  en  la  colección  de  Baluce ,  en  (jfue 
dios  el  rey :  oonstituimus  per  consilium  saeerdoium  et  optimatum  nóstto^ 
rum  el  ordinavimtM  per  civikites  legiHmos  epiecopos. 
<i)    Ley  1/ del  titulo  preliminar. 
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la  justicia  y  la  clemeDcia;  pero  la  clemencia  es  la  virtud  que  mas  ios 
ensalza  y  y  la  que  les  hace  acreedores  á  mayores  elogios.  Lo  mismo 
la  potestad  real  que  la  universalidad  de  los  pueblos  han  de  obede- 
cer y  reverenciar  las  leyes:  no  hay  exención  que  escuse  de  su  ob- 
servancia. Bajo  este  punto  de  vista  se  proclama  el  principio  de 
igualdad,  se  proscriben  las  distinciones,  y  no  se  reconocen  privi- 
legios, siempre  favorables  á  los  menos,  odiosos  é  insoportables  á 
los  mas. 

El  que  quiere  obedecer  á  Dios,  dice  Recesvinto  (1),  debe  amar 
la  justicia  y  administrarla  rectamente.  Nos  que  queremos  obedecer 
los  mandamieíntos  de  Dios,  damos  leyes  para  nos  y  para  nuestros 
subditos^  leyes  que  hemos  de  obedecer  y  que  obedecerán  todos  los 
reyes  que  después  de  nos  vinieren^  sin  que  persona  alguna  por  mu- 
cho que  sea  su  poder  y  por  muy  alta  la  dignidad  de  que  se  halle 
revestida,  se  escuse  de  guardar  las  leyes  que  damos  á  nuestro  pue- 
blo. ¿Pudieran  enunciarse  en  los  presentes  tiempos  doctrinas  mas 
acertadas,  mas  conformes  á  los  buenos  principios,  mas  opuestas  al 
privilegio,  y  en  que  mas  se  perciba  un  espíritu  liberal?  Las  páginas 
del  Fuero  Juzgo  están  sembradas  de  máximas  semejantes  dirigidas 
á  templar  el  ejercicio  del  poder  real,  y  á  separar  á  los  pueblos  del 
camino  de  las  insurrecciones.  Los  concilios  exhortan  á  los  reyes  á 
que  sean  clementes,  justos  y  piadosos,  y  á  que  gobiernen  con  recti- 
tud á  los  pueblos;  y  encargan  al  mismo  tiempo  á  estos  que  sean 
obedientes  y  sumisos  á  los  principes.  Anatematizan  á  los  que  que- 
brantan el  juramento  de  fidelidad  prestado  á  los  monarcas,  á  los 
que  durante  su  vida  eligen  otros,  á  los  que  atenían  contra  su  per- 
sona, contra  las  de  sus  viudas,  y  las  de  sus  hijos  (2).  En  una  pala- 
bra en  todas  las  leyes  que  se  refieren  á  la  institución  real  y  á  la  go- 
bernación del  reino  se  proclaman  á  cada  paso  principios  elevados  de 
moral,  máximas  santas  de  justicia,  reglas  acertadas  para  la  buena 
administración  de  los  pueblos.  ¡Felices  estos  si  los  príncipes  hubie- 
ran seguido  el  camino  que  les  trazaban  tan  saludables  doctrinas,  y 
si  los  magnates  y  poderosos  las  hubieran  adoptado  como  regla  de 
conducta!  Entonces  no  tendríamos  que 'lamentar  tantos  hechos  de 
opresión  y  de  tiranía  de  parte  de  los  primeros,  tantas  violencias  y 
usurpaciones  de  parte  de  los  segundos,  como  registra  la  historia  de 


[i)    Ley  2.",  til.  r,  lib.  11. 

[2}   Yarias  leyes  dol  titulo  preiimin«r. 
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1m  godos;  ni  qae  reconocer,  por  may  sensible  qae  nos  sea,  que 
las  bríllaiUes  teorías  coasigaadas  en  los  cánones  de  los  concilios  y 
en  el  Libro  de  los  Jueces  no  eran  machas  veces  mas  que  frases  ar- 
moniosas, sÍQ  aplicación,  sin  eficacia,  y  sin  resallados  fecandos. 

Las  asambleas  francas  y  anglo-sajonas,  y  los  Concilios  de  To- 
ledo son  en  esta  época  la  institución  mas  importante  después  de  la 
monarquía.  En  los  bosques  de  la  Germania  se  reunían  con  frecuen- 
cia los  hombres  libres  de  las  tribus,  ya  para  acordar  las  espedicio- 
nes  militares,  ya  para  la  elección  de  jefes,  ya  para  juzgar  á  los 
culpables  del  corto  número  de  crímenes  que  tenian  la  considera- 
ción de  públicos  en  unos  pueblos  como  estos,  en  que  la  venganza 
particular  era  el  derecho  del  ofendido,  y  el  deber  desús  parientes. 
Eran  generales  estas  asambleas,  pero  había  otras  á  que  solamente 
asistían  los  jefes,  y  en  que  se  discutían  los  asuntos  de  menor  inte- 
rés, por  lo  cual  decía  Tácito:  De  minoribus principes  consultant,  de 
majoribus  omnes.  Al  establecerse  en  las  txalías  conservaron  los 
francos  la  costumbre  de  celebrarlas,  y  á  ellas  se  convocaba  á  todos 
los  guerreros  cuando  se  trataba  de  alguna  empresa  militar  (i),  que 
solo  se  decidía  á  propuesta  del  rey,  y  con  el  asentimiento  de  los 
concurrentes.  Con  el  nombre  de  campos  de  Marzo  se  celebraron 
todos  los  anos  durante  los  primeros  monarcas  de  la  dinastía  mero- 
vingia^  pero  realizada  la  conquista  de  la  antigua  Galia,  distribui- 
das las  tierras  entre  los  jefes  bárbaros^  establecidos  estos  en  pun- 
tos muy  distantes  entre  sí,  y  empezando  á  prevalecer  los  intereses 
locales  sobre  los  generales,  estas  reuniones  se  hicieron  difíciles  y 
penosas,  de  tal  suerte  que  antes  de  terminar  el  primer  siglo  en  que 
se  verificó  la  conquista  puede  decirse  que  habían  desaparecido  ca- 
si completamente.  En  tiempo  de  Pipino  se  establecieron  los  cam« 
pos  de  Mayo  á  que  concurrían  los  obispos  y  magnates;  pero  los 
hombres  libres  de  menor  condición,  que  eran  parte  integrante  de 
las  asambleas  germánicas,  no  tenían  en  ellos  intervención  alguna, 
á  pesar  dé  tratarse  á  veces  de  asuntos  tan  importantes  como  el 
cambio  de  dinastía  y  las  divisiones  del  reino  (2).  Carlo-Magno, 


{{)  Cuando  Cíodoveo  quiso  llevar  la  guerra  al  territorio  de  los  visigo- 
dos, reunió  á  todos  los  guerreros  francos  capaces  de  tomar  las  armas,  y  les 
propuso  la  empresa,  escltandosu  celo  religioso  contra  aquel  pueblo  arriano. 

(2)  A  la  asamblea  reunida  en  751  para  elevarle  al  solio  asistieron 
grandes,  obispos,  y  hasta  el  legado  del  papa,  pero  el  pueblo  no  fué  convo- 
cado. Tampoco  lo  fué  en  768  cuando  aquel  monarca  trató  de  partir  el 
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este  gnñ  monarca,  genio  creador  y  fecundo  tan  superior  á  su  siglo 
qniso  dar  á  estas  asambleas  una  organización  permanente,  seSa-« 
larles  períodos  fijos  y  determinados  para  su  reunión,  y  valerse  de 
ellas  como  de  un  medio  poderoso  de  gobierno.  Pero  obligado  á  di- 
rigir su  atención  á  todos  ios  negocios  de  sus  estensos  dominios, 
teniendo  que  trasladarse  repetidas  veces  hasta  las  fronteras  mas 
lejanas  del  imperio,  ya  para  invadir  otros  pueblos,  ya  para  recha- 
zar sus  agresiones,  no  le  fué  posible  realizar  su  pensamiento,  y  los 
elementos  constitutivos  de  las  juntas  nacionales  continuaron  siendo 
los  mismos  que  co  tiempo  de  sus  predecesores.  Aunque  no  tuvié- 
ramos mas  datos  que  la  instrucción  interesante  y  curiosa  que  de- 
bemos &  un  prelado  de  aquel  tiempo  (1),  de  ella  deduciríamos  que 
toda  la  autoridad  residía. en  el  emperador,  que  los  duques  y  con** 
des  que  intervenian  en  las  asambleas  le  debian  su  nombramiento, 
que  se  le  debian  también  la  mayor  parte  de  los  obispos,  y  que  es- 
taban completamente  á  su  devoción  los  grandes  propietarios  á 
quienes  habia  concedido  beneficios.  No  existia  entonces  una  re- 
presentación nacional,  no  se  ejercía  el  poder  en  estas  grandes  jun- 
tas; los  que  concurrían  á  ellas  iban  á  que  el  emperador  les  diera 
sus  instrucciones,  recibiera  sus  donativos,  y  se  enterara  por  sn 
conducto  del  estado  de  las  provincias.  Esto  no  es  decir  que  en 
ellas  no  se  adoptaran  medidas  acertadas  y  numerosas,  pues  sabe- 
mos que  los  capítulos  ó  capitulares  se  presentaban  á  su  delibera- 
ción; es  asegurar  que  en  último  resultado  todo  dependía  de  la  vo- 
luntad del  emperador;  que  ellas  solo  se  ocupaban  en  los  asuntos 
que  este  les  proponía,  y  que  cometerían  una  grave  equívocaciotí 
los  que  juzgando  de  otros  tiempos  por  las  ideas  de  su  siglo,  qui- 
sieran equipararlas  4  los  cuerpos  colegísladores  de  las  monarquías 
modernas. 

También  entre  los  sajones  se  celebraban  asambleas :  cada  reino 
de  la  heptarquia  tenia  la  suya  particular,  en  un  principio  compues- 
ta de  todos  los  hombres  libres,  pero  después  se  constituyó  solamente 
con  los  jefes  entre  quienes  se  habia  distribuido  toda  ó  la  mayor 
parte  de  la  propiedad.  Cuando  se  formó  un  solo  reino  ya  no  hubo 


reino  entre  sus  hijos  Carlos  y  Carloman,  y  solo  se  reunieron  los  grandes  y 
los  prelados,  contiindoíie  de  estos,  diez  y  siete  metropolitanos  y  ciento  y  on- 
ce obispos. 
(i)    Hincmar,  arzobispo  de  R«ims. 
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mas  qae  una  asamblea  general,  llamada  Wíttenagemot  ó  asamblea 
de  hombres  sabios,  á  la  que  únicamente  asisUan  los  propietarios  de. 
opas  consideración.  Los  documentos  históricos  que  se  refieren  k 
aquella  época  nos  representan  estas  juntas  compuestas  de  obispos^ 
de  abades,  de  aldermen  y  deshires,  y  aun  añaden  la  siguiente 
base ,  aliorumque  fidelium  infinita  muUitudine.  Las  leyes  anglo- 
sajonas espresan  que  han  obtenido  el  asentimiento  de  estas  asam^ 
bleas,  y  se  citan  diferentes  casos  de  haber  sido  anuladas  algunas 
concesiones  por  faltarles  este  necesario  requisito  (1). 

Aunque  no  claramente  definidas  las  atribuciones  del  Wittenar 
gemot,  parece  que  lo  están  mas  que  las  correspondientes  á^Ia» 
asambleas  de  otros  pueblos  germánicos,  observándose  desde  lueg^i 
que  su  poder  es  mayor  y  mas  grande  su  influencia,  de  tal  suerte 
que  aun  á  veces  se  confunden  los  limites  de  su  autoridad  con  los  de 
la  autoridad  del  monarca.  Encargado  en  la  defensa  del  reino ,  en 
el  reclutamiento  de  tropas,  en  la  fijación  de  los  impuestos,  y  ea 
otros  asuntos  administrativos,  solia  constiluirse  también-  en  tribunal 
supremo,  y  avocaba  las  causas  mas  graves  y  de  mayor  importan- 
cia, especialmente  las  que  se  formaban  por  crímenes  políticos  ^  en 
las  que  guiado  por  la  t)asíon,  no  siempre  daba  muestras  de  una  se* 
vera  imparcialidad  {%  No  era  tampoco  rara  su  intervención  en 
asuntos  eclesiásticos,  lo  cual  no  causará  estrañeza  si  se  tiene  en 
cuenta  la  parte  tan  principal  que  en  él  tenia  el  clero. 

Una  de  las  mas  importantes  prerogativas  de  que  disfrutaban  los 
miembros  asistentes  á  estas,  asambleas  era  la  inviolabilidad  de  su^ 
personas  durante  el  tiempo  en  que  desempeñaban  su  cargo:  prero- 
gativa  aun  mas  apreciable  en  aquellos  siglos  oscuros ,  en  que  era 
tan  precaria  la  seguridad  del  individuo,  tan  débil  la  acción  de  la  jus- 
ticia, y  tan  frecuentes  y  repelidos  los  hechos  de  violencia.  ¡Tan  an* 
tíguas  son  las  raices  de  las  libertades  inglesas ,  que  desarrollándose 
de  una  en  otra  generación,  constituyen  en  el  día  el  orgullo  de  la 
Gran-Bretana,  y  la  admiración  del'muodo  civilizado! 

Los  monumentos  históricos  que  han  llegado  hasta  nuestra  época 
no  son  suficientes  en  mi  concepto  para  resolver  la  difícil  cuestión, 
de  la  existencia  en  España  de  asambleas  distintas  de  los  concilios 
de  Toledo ,  y  análogas  á  las  que  se  celebraban  en  Francia  y  en  Iir- 


I    I     I      «^M^ti»— .— *i^.iMi^te— — — ^— i»— 1^— i— t^waati 
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Hallam.  View  of  the  state  of  Europe  during  the  middie  ages. 
Turner,  tomo  111,  pág  131;  y  K^mble,  tomo  U,  pág..237. 


giaU^rra;  pues  Ió9  pasajes  que  se  citan  por  alganos  escritores,  rela- 
tivos á  reaniones  de  guerreros  visigodos,  no  prueban  que  estas  ftae- 
ran  jutitas  deliberantes  coa  intervención  en  los  asuntos  de  gobier- 
no (i).  Tal  vez  existieron,  y  su  noticia  no  ha  llegado  hasta  nosotros 
á  causa  de  lá  escasez  de  las  crónicas  que  se  han  salvado  del  olvido 
y  de  la  destrucción:  tal  vez  no  se  conocieron  en  la  monarquía  visH 
goda,  fundada  por  unos  pueblos  que  no  vinieron  inmediata  ni  dfrec* 
tamente  de  la  éermania  como  las  demás  tribus,  sino  que  permane* 
cteron  largos  aoos  á  las  orilfas  del  mar  Negro ,  y  en  las  embocado^ 
ras  del  Danubio,  que  residieron  después  en  el  imperio  de  Oriente, 
tan  proBfto  enemigos  como  auxiliares  de  los  emperadores,  y  que 
atravesando  la  Italia  fijaron  su  morada  en  los  templados  climas  de 
laGalia  meridional.  Esta  diferenciado  situación,  este  cambio  de 
vida,  y  el  largo  espacio  de  tiempo  trascurrido  desde  que  se  habiatt 
separado  de  m  primitiva  patria,  pudieron  introducir  proftindas  mo^ 
dificacioaes  en  sus  costumbres ,  y  hacerles  olvidar  aquellas  aaam«» 
Meas,  6  por  lo  menos  alterar  el  modo  de  su  celebración. 

Así,  pues,  mientras  que  nuevos  descubrimientos  de  códices  ig* 
Borados  hasta  el  día  no  vengan  á  disipar  la  oscuridad  que  envuek 
ve  la  historia  de  nuestras  instituciones  respecto  á  este  interesante 
punto ,  solo  se  podrá  proceder  por  conjeturas  mas  ó  menos  aventu* 
radas. 

Pero  si  la  historia  guarda  silencio  acerca  de  estas  asambleas» 
en  cambio  Bo&dá  circunstanciadas  noticias  de  otras ,  compuestas 
al  principio  tan  solo  de  eclesiásticos ,  y  que  recibían  el  nombre  db 
concilios.  Asambleas  que  indudablemente  ejercieron  poderosa  j 
las  mas  veces  saludable  influencia  en  el  gobierno  del  Estado,  que 
han  sido  objeto  de  diferentes  juicios,  y  en  las  que  algunos  escrito- 


(1)  Se  citan  las  pnlabras  de  Idacio  cuando  dice  que ,  congregatis  eiiam 
quhaam  die  conciiii  sui  gothis,  cambiaron  de  color  las  armas  que  tenían  en 
sus  manos :  hechb  que  eii  parecidos  lérminos  refiere  S.  Isidoro. 

Tierry  cita  igualmente  esta  frase  de  Sídonio  Apolinar, 

Poítquamin  eoncilium  venit  honora 

Pauperies Panegir.  Aviti  imp. 

Manna  en  su  Teoría  de  las  Cortes  habla  también  de  unas  asambleas  pu- 
ramente civiles  y  polílicas,  distintas  de  los  concilios,  en  las  que  se  verificaba 
la  elección  de  los  príncipes.  No  sabemos  si  se  apoyaría  en  la  autoridad  de 
San  Julián ,  quien  refiere  én  la  historia  de  Yamba ,  que  este  fué  alzado  rey 
en  un  pueMo  cerca  de  Salamanca,  en  donde  habia  muerto  Recesvínto;  pero 
la  palabra  catervatim  que  emplea  este  escritor,  no  es  muy  á  prop<S3Ítf.  paci| 
simplificar  una.eieccion  ordenada ,  ni  una  verdadera  asamblea. 
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res  han  querido  ver  el  origen  de  naestras  cortes  de  la  edad  media, 
mientras  que  otros,  á  mí  parecer  con  mas  sólidas  razones,  han  ne- 
gado á  las  últimas  semejante  6líacion.  Su  gran  importancia  política 
data  desde  la  abjuración  del  arrianismo  en  tiempo  de  Recaredo. 
Antes  de  este  monarca ,  los  obispos  católicos,  reconocidos  como  le-* 
gítimos  pastores  por  la  inmensa  mayoría  de  los  habitantes  del  país, 
no  solo  eran  tolerados,  sino  que  á  veces  recibían  también  muestras 
de  consideracion.de  parte  de  los  reyes  arríanos.  Alarico  cuenta  con 
ellos  para  la  formación  y  aprobación  de  la  ley  romana  ^  por  |a  que 
se  han  de  regir  los  antiguos  habitantes  del  territorio  -,  Teudis  les 
concede  permiso  para  que  aaualmente  puedan  celebrar  concilios  en 
Toledo.  Á  veces,  sin  embargo,  esperímeptan  persecuciones  severas 
como  sucede  en  tiempo  de  Eurico  y  de  Leovigildo,  monarcas:  por 
otra  parte  señalados  entre  los  mas  insignes  que  han  regido  los  des* 
tinos  del  imperio  de  los  godos  (1).  Pero  Recaredo,  hallando  ya 
{reparados  los  ánimos ,  abraza  la  religión  católica;  y  la  mayoría  de 
los  magnates ,  parte  de  los  obispos  arríanos ,  y  casi  todos  los  godos 
de  inreríor  condición  imitan  el  ejemplo  del  monarca.  Se  convoca  el 
concilio  III  de  Toledo,  el  rey  y  los  proceres  abjuran  en  él  sus  er- 
rores ,  y  desde  entonces  estas  asambleas  empiezan  á  influir  eficaz 
y  poderosamente  en  el  régimen  y  gobernación  del  reino.  No  se  li- 
mitan sus  deliberaciones  á  materias  eclesiásticas ,  sino  que  se  es* 
tienden  á  negocios  civiles,  los  roas  graves,  lo;  mas  importantes,  los 
que  se  refieren  á  la  constitución  del  Estado.  ¿Se  trata  de  la  suce- 
sión del  reino  y  de  los  atentados  contra  los  reyes ,  cometidos  por 
ambiciosos  magnates  que  pretenden  ocupar  el  solio  por  medios  ile- 
gítimos? Los  concilios  levantan  su  voz  contra  estas  demasías,  esta* 
blecen  Jas  circunstancias  que  han  de  concurrir  en  los  aspirantes  al 
trono,  y  fulminan  sobre  los  rebeldes  sus  terribles  anatemas.  La 
conservación  de  la  vida  y  de  los  bienes  de  los  individuos  de  la  real 
familia ,  y  la  prohibición  de  obligar  á  los  príncipes  á  recibir  la  ton- 
sura ,  y  á  sus  viudas  y  á  sus  hijas  á  tomar  el  velo  de  religiosas,  son 


(1)  Los  habitantes  de  la  Galía  meridional  deseaban  pasar  á  la  domina- 
ción de  los  francos,  según  dice  S.  Gregorio  de  Tonrs,  y  con  este  motivo 
varios  obispos  tenían  inteligencias  con  los  príncipes  de  )a  dinastía  merovin- 
gia;  y  estas  eran  lasciiusns  de  que  cli  los  primeros  tiempos  déla  monarquía 
visií^ofía  fuesen  perseguidos  los  católicos ,  pero  mus  especialmente  los  pre- 
lados de  la  otra  parte  del  Pirineo.  E\  mismo  historiador  refiere  algunos  he- 
chos de  obispos  espulsados  de  sus  diócesis.  ,   .  .      ,. .    ¿ 


DK  LA  mSTITOClON  REAL.  97 

objeto  de  seTerisimas  conmíaacíones  de  parte  de  los  concilios.  Sus 
cánones  establecen  la  distinción  entre  los  bienes  patrimoniales  de 
Jos  reyes  qae  han  de  pasar  á  sus  herederos»  y  los  pertenecicnles  i 
la  corona  que  se  han  de  trasmitir  al  sucesor  en  el  reino.  Aun  en 
materia  de  indultos  observamos  la  intervención  de  los  concilios, 
que  en  ocasión  muy  señalada  devuelven  su  antigua  dignidad  á  los 
que  habían  tomado  parte  en  rebeliones  contra  el  mnnirrtí  (1). 
Hasta  los  impuestos  son  en  (tierto  modo  objeto  de  su  incniíilicncia, 
pues  en  el  concilio  Xlli  de  Toledo ,  con  arreglo  á  las  indicaciones 
del  rey ,  se  perdonan  los  tribuios  debidos  antes  de  comenzar  su 
reinado,  menos  los  que  ya  se  hubieran  exigido  y  no  llevado  al 
Erario. 

Pero  su  obra  mas  importante ,  pues  suya  puede  llamarse ,  es  el 
Libro  de  las  leyes  publicado  por  Cbindasyinto  y  reforniado  en  los 
reinados  siguientes.  Este  código  establece  la  unidad  legal  antes 
que  ningún  otro;  asi  es,  que  mientras  que  los  demás  pueblos  se  go- 
biernan por  sus  antiguas  costumbres,  elevadas  á  derecho  y  consig» 
nadas  en  sus  especidles  leyes,  cuando  la StUiea  rige  al  Tranco,  al 
borgoSon  la  Gambeta  (2),  la  Lombarda  á  los  lombardos ,  los  visi- 
godos y  españoles  tienen  una  regla  común  ante  la  cual  desaparece 
la  diferencia  de  castas.  La  ley  de  los  Trancos  salios ,  entinonteinente 
germánica,  comprende  escaso  número  de  disposiciones  dvdes,  y 
apenas  es  otra  cosa  que  un  código  penal :  á  ella  se  asemeja  en  todo 
con  muy  pocas  diTerencias  la  de  los  Trancos  ripuarios ;  en  la  de  los 
borgonones  ocupan  mayor  espacio  los  procedimientos  y  la  mntcría 
civil ;  en  la  lombarda ,  posterior  á  (odas  ellas ,  se  nota  ya  la  inHiien- 
cía  del  derecho  romano,  pero  todavía  no  se  la  puede  con^ilorar 
como  un  código  acabado  (3).  En  la  ley  visigoda,  cuyo  principaj 


0)    Pueden  verse  las  leyes  del  litulo  preliminar  del  Fuero  Jiizpo. 

(2)  A  pesar  de  liabcrád  reuui'lo  en  534  la  Borgoi^a  á  U  mcinaniiiii  me* 
rovJn{;ia,  la  Gomliela  conlinu<)  siciulo  la  Íoy  de  los  borgonoiii'^.  T«»í1:i\í.í  es-, 
taba  vigente  á  íines  del  siglo  IX,  como  se  prueba  por  el  conscj»  «lo.  aln^lírla 
oue  Agubard,  arzublspo  de  Lyon,  dal>a  á  Luís  el  Piadoso,  y  pir  las  palaiira» 
4e  Hiucmar,  arzobispo  de  Reims,  que  rt?(iriéndose  á  los  cnsi¡an«*s  ilc^a: 

Scianí  se  in  diejudicii ,  ncc  gundobadis,  sed  divinis  et  apostolocis  le^ 

gibus  judicandis, 

(3)  La  colección  conocida  con  el  nombre  de  Líber  legis  íongob:irdorum 
6  lex  lombarda,  es  muy  posterior  á  his  demás  reTeridas  en  ol  ti*sl(i.  iin*hi* 
yendo  el  Fuero  Juzgo,  pues  se  sabe  que  fu6  redactada  en  Pavía  cnlro  los 
anos  1020  y  1037. 

TOMO  XIII.  48 
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elemento  es  el  derecho  civil  anterior  á  JustíniaDO,  combinada  coa 
las  costumbres  germánicas  y  los  cánones  conciliares»  brilU  la  sabi- 
duría del  clero,  único  depositario  de  las  tradiciones  científicas  en, 
aquellos  tiempos  oscuros.  La  ostensión  de  este  código,  la  índole  j 
naturaleza  (i(  sus  leyes ,  el  pensamiento  moral  que  en  ellus  resplan- 
dece, sobre  todo  en  la  parte  penal ,  le  hacen  muy  superior  á  toda» 
las  demás  compilaciones  de  los  pueblos  bárbaros,  y  esplican  satis- 
factoriamente su  autoridad ,  su  duración  y  el  respeto  cou  que  aun 
se  le  mira  por  los  hombres  do  la  ciencia.  Los  jurisconsuitos  no  v^ 
en  los  demás  cuerpos  legales,,  publicados  en  la  misma  época,  mas 
que  monumentos  interesantes  para  la  historia  del  derecho:  en  ellos 
buscan  el  origen  de  las  instituciones  actuales,  y  tomándolos  como 
punto  de  partida  examinan  el  nacimiento  de  estos ,  su  progresos 
las  alteraciones  que  han  esperimentado  con  el  trascurso  de  los  si- 
glos, y  su  desaparición  parcial  ó  completa.  Otra  ha  sido  la  suerte 
del  Fuero  Juzgo,  qué  liabiendo  abolido  las  antiguas  colecciones ,  y 
estendido  su  dominación  esclusiva  por  el  dilatado  territorio  sujeto 
á  los  visigodos,  ha  logrado  sobrevivir  ala  poderosa  monarquía  fua«^ 
dada  por  este  pueblo,  y  después  de  continuar  rigiéndolos  destino» 
del  país,  ya  como  código  general ,  ya  como  fuero  municipal ,  du- 
rante el  período  de  la  reconquista,  ha  conseguido  que  se  le  conceda 
casi  en  nuestro  tiempo  una  autoridad  superior  á  la  que  tienea  las 
niismas  leyes  del  rey  Sabio  (1). 

Si,  un  escritor  estranjero,.el  ilustre  Montesquieu,  que  goza  de. 
merecido  renombre,  y  á  quien.la  ciencia  debe  trabajos  importantes,' 
hadado  muesiras  dé  desconocer  este  código  haciendo  de  él  una 
amarga  é  inmotivada  censura,  otros  no  menos  ilustrados  han  pro- 
cedido x;on  mas  imparcialidad  prodigándole  justos  elogios.  Eatre 
ellos  se  cuenta  un  historiador  y  eminente  publicista  (i) ,  que  ño  ha 
titubeado  en  designarle  como  un  código  universal,  código  de  derecho 
polUico,  de  derecho  civil,  de  derecho  críminaK  código  sisíemdtíciL' 
mente  redadado ,  y  cuyos  autores  se  han  propuesto  atender  á  todüs 
las  necemladi's  de  la  sociedad,  Y  mas  adelante  se  espresa  todavía 
en  los  térai ¡nos  siguientes:  Esle  código  es  incomparMemen4e  ma^^ 
justo,  mas  racional,  7nas  suave,  mas  preciso:  conoce  mejor  los  de^ 
reclios  de  la  huinanilad ,  los  deberes  del  Gobierno ,  los  interese»  ¿6 


{{)  iHea):céduIaj1é  15  de  junio  do  1788. 
(2)    Mr.  Guizot.  üiüoire  de  la  civitizatic 


t 


civitization  en  France^  tonio  L 
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la  sociedad^  y  se  esfuerza  por  alcanzar  un  objeto  mas  elevado  y  mas 
complejo  que  las  demás  legislaciones  bárbaras. 

Los  estrechos  límilcs  de  esle  discurso  no  me  permiteo,  seno* 
rés\  entrar  en  comparaciones  mas  prolijas  que  harían  ver  la  esce* 
lencia  de  la  legislación  visigoda,  producto  de  la  civilización  del 
clero,  empacada,  sin  embargo,  con  algunas  ligeras  manchas,  coma 
tiene  que  suceder  en  todas  las  obras  de  los  hombres. 

Los  concilios  de  Toledo  desde  la  abjuración  del  arrianismo,  que 
'es  cuando  empiezan  á  tener  importancia  política ,  no  son  mas  que 
la  continuación  del  celebrado  en  la  misma  4;¡udad,  siendo  empera-" 
dores  \rcadio  y  Honorio,  época  en  que  los  visigodos  no  babi^tn 
penetrado  en  el  iuterior  de  la  Península,  y  del  que  se  reunió  rei- 
nando Amalarico ,  sectario  de  aquella  heregía.  Por  consiguiente^ 
no  hay  que  buscar  su  origen  en  las  asambleas  germ^tojcas ,  cornea 
algunos  han  pretendido »  asi  como  se  busca  justamente  el  de  los> 
<^mpos  de  Marzo  y  de  Mayo  y  del  Wilteaagemot  de  los  sajones,  X 
esta  opinión  se  coulirmará  mas  loJavia,  tan  solo  con  señalar  las  si- 
guientes marcadas  diferencias  que  existen  entre  las  asambleas  de. 
la  Germania  y  nuestros  concilios  nacionales,  k  las  primeras  con- 
currían todos  los  hombres  libres,  á  los  segundos  solo  el  clero ^  y  en 
algunos  cosos, los  magnates;  las  unsis  se  celebraban  periódica  y 
frecuentemente;  los  otros  no  tenían  época  tija  y  determinada  para 
3us  reuniones,  entre  las  cuales  solían  mediar  muchos  anos:  e& 
aquellas  no  se  trataba  mas  que  de  empresas  militares,  y  de  ua 
corto  número  de  causas  de  mucha  importancia  y  gravedad ;  en  lo» 
últimos  se  discutían  todas  las  materias  conceruientes  ^  ja  ddmÍQÍ$- 
tracion  general  del  E:>iado»    . 

Autores  muy  respetables,  seducidos  por  el  placer  de  ver  coñáa- 
grado  el  régimen  constitucional  por  el  trascurso  de  los  siglos,  han 
creidp  encontrar  el  fundamento  del  gobierno  representativo  en 
nuestros  concilios  nacionales.  ¡  Pero  cuánto  distan  estas  asan¥l»leas 
«n  su  organización  y  eq  sus  atribuciones,  de  las  asambleas  delibe- 
rantes de  los  ticjupos  modernos,  y  aun  de  las  Cortes  de  la  edad 
media,  coa  las  cuales  al  parecer  debian  de  tener  mas  punios  de 
contacto!  A  los  concilios  solo  asistían  los  obispos  y  los  abades;  y  si 
en  algunos  se  observa  la  concurrencia  de  los  magnates,  se  notará 
también  que  su  número  cfs  corlo,  que  no  asisten  por  derecho  propio 
sino  por  delegapjott  dQl  monarca,  que  no  toman  parte  activa  en.i^.> 
deliberaciones,  y  que  solo  intervieneu  como  testigos  auíorizados 
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para  dar  mayor  esplendor  y  solemoidad  al  acto.  El  pneblo  tenia  en. 
ellos  aao  menos  intervención;  y  los  que  han  pretendido  que  sa 
aprobación  era  necesaria  para  dar  Tuerza  á  las  decisiones  coocilia- 
res,  se  han  fundado  en  fórmulas  varías  veces  empleadas  en  las  actas 
de  los  concilios  pero  que  ó  nada  significan ,  ó  se  refieren  tan  solo  á 
las  aclamaciones  de  la  multitud  cuando  la  ley  se  promulgaba  pública 
y  solemnemente.  ¡  Qué  diferencia  entre  esta  organización  y  la  que 
tenian  las  Corles  de  Castilla  y  de  los  demás  reinos  en  que  se  hallaba 
dividida  la  península,  en  las  cuales  se  consideraba  como  un  requisito 
esencial  la  concurrencia  del  clero,  de  la  nobleza,  y  de  los  procura- 
dores de  las  ciudades  y  villas!  T  si  se  comparan  sus  atribuciones, 
Terémos  que  mientras  era  necesaria  la  reunión  de  las  Corles  para 
votar  los  impuestos,  para  deliberar  sobre  hechos  arduos  y  difíciles, 
para  establecer  las  leyes  y  para  tratar  de  las  declaraciones  de  guerra 
y  de  los  ajustes  de  paz,  los  concilios  solo  se  ocupaban  en  los  asuntos 
designados  por  el  monarca,  no  eran  colegisiadores  sivyos ,  no  constí-^ 
talan  un  verdadero  é  independiente  poder ,  y  si  bien  ejercían  una 
gran  influencia  moral,  su  autoridad  legal  dimanaba  enteramente 
de  los  príncipes  (1). 

Atendiendo  al  origen  de  estas  asambleas,  al  orden  de  sa  cele* 
bracioo ,  á  los  pocos  magnates  que  concurrían  como  testigos ,  y 
cuya  asistencia  se  limitó  á  unos  cuantos  concilios ,  y  al  principal 
influjo  que  en  ellas  tenia  el  clero,  no  habrá  dificultad  alguna  en 
considerarlas  esencialmente  eclesiásticas;  pero  si  se  las  quiere  ca- 
lificar por  los  negocios  en  que  se  ocupaban ,  y  por  su  participación 
en  el  Gobierno,  podrá  aplicárseles  con  alguna  propiedad  el  nom» 
bre  de  asambleas  mistas. 

Si  en  un  sentido  íigurstdo  se  quiera  entender  por  nación  el  cor* 
to  número  de  proceres  que  asistian  á  los  concilios  ,  es  innegable 
que  en  España,  según  dice  un  eminente  escritor,  el  clero  fué  quien 
abrió  á  la  nación  las  puertas  de  sus  asambleas.  ^^^  ^'  contrarío. 


(O    Leyes  «.•  y  2.",  íít.  Vil,  lib.  VI  de  la  Recoplí     .^n.  i^^  9^^  *'  *^»^  / 

Bey  en  sus  guerras  é  en  sus  feitos  que  tocan  á  i  "^^^   ^ai^iadet  que  los  \ 

ricos  hombres,  mesnaderos ,  caballeros  é  honrad  ^*  C^  lad*^®*  é'fcom6r«í  ^  } 

¡buenos de  tas  villas  sian  en  su  consello (Pri v^?  t^iv^tí^^^^^  ^^  '^*' ^^^^ 

«oneces.)  ^luJ^>  íSm 


Unde  perpetuum  illud  nobis  comparatum  est  ^^v  -oi»^'^^™»  «t  t^* 
WccB  leges,  tieque  tolii.  ñeque  rogari  possint^  f¿  í  ^  >  i' AÍ»^ius^tí<4<ui 
fina  voce  .omüiis  institutis  suum  ea  de  re  lib^*^  >^  í  Jf  ¡mx^^^*"^^ 
que  postea  ipsius  regís  assensu  comprobetur  <G^^^^\  v  i  F^^^^^ 


í 
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Wíté  tos  francos  ios  obispos  no  tuvieron  una  intonrencion  perma- 
tente  y  regular  en  las  asambleas  políticas  hasta  lá  segunda  raza» 
y  esto  rué  principalmente  debido  algran  número  de  personas  de 
origen  germánico  que  ascendían  al  episcopado,  impnisadas  las  maa 
feces  por  el  deáeo  de  disfrutar  del  poder  y  de  la  inSuencia  que 
^proporcionaba  esta  dignidad ,  y  las  menos  por  una  vocación  ver* 
dadera.  Hasta  los  mismos  concilios  nacionales  y  provinciales  ad- 
-quirieron  un  carácter  misto  desde  el  celebrado  en  Soissons  en  744, 
'empezando  á  concurrir  á  ellos  los  grandes  y  los  prelados,  y  á  tra* 
tarse  de  asuntos  espirituales  y  temporales.  En  las  monarquías  an- 
glo*sajona  el  clero  llegó  también  á  formar  una  parte  muy  importan^ 
te  de  sus  asambleas;  pero  no  se  puede  negar  que  al  principio  no 
tuvo  en  ellas  participación  alguna. 

Si  en  los  cánones  de  los  concilios  brillan  máximas  elevadas  de 
moral,  principios  eternos  de  justicia,  disposiciones  encaminadas  al 
buen  orden  y  régimen  del  Estado ;  si  en  ellos  se  proclaman  doctri- 
nas que  influyendo  en  el  ánimo  de  los  príncipes  debian  limitar  su 
autoridad ,  vemos  en  cambio  que  estas  asambleas,  al  parecer  tan 
enérgicas,  se  prestan  sumisas  á  las  exigencias  del  poder,  sancio- 
nan todas  las  usurpaciones,  y  solo  en  el  éxito  y  en  la  fortuna 
buscan  los  títulos  de  legitimidad.  Ellas  consagran  la  rebelión  de 
Sísenando  y  anatematizan  al  mismo  tiempo  á  la  familia  de  su  pi'e- 
decQsor  (1);  ensalzan  y  aclaman  á  Ghindasvinto ,  principe  señala- 
do por  su  crueldad  (i);  legitiman  la  elección  de^Ergivío,  ascendi- 
do al  trono  por  medios  ilegítimos;  y' por  último,  abandonan  la  fa- 
milia de  este  príncipe ,  absolviendo  á  Egíca ,  su  sucesor ,  del  jura- 
mento que  habia  prestado  en  su  defensa  (o).  ¡Estrana  anomalía  por 
cierto  la  que  con  tanta  frecuencia'  presentan  los  concilios,  dictan- 
do por  una  parte  cánones  severisimos  para  evitar  las  usurpacio- 
nes, y  consagrando  por  otra  á  los  usurpadores  triunfantes ! 

Grandes  eran  las  facultades  de  los  obispos  aun  fu^ta  de  \os 
^ncilios.  Las  leyes  visigodas  les  concedían  el  derecho  de  tet'vsar 
las  causas ,  y  aun  de  enmendar  las  sentencias,  y  po&vau  vox^xN^^vt 

(!)    Sisenandus ,  in  cera  069,  per  t^annidem  rc0no   aotl*^^^ 
«o....  In  Ghron.  Isid.  Pac.  ^^^^a^s^^^T 

(2)  Chindas^nthus ,  per  tyrannidem  regnum  fl^'^^^o^y.^  ^  ^9  ^0^  -^  ^ 
^im  irxMmphabil^r  prine%pa$u ,  demoíiem  fotha^^    y^   % 

(3)  Concilio  XII  y  XV  de  Toledo, 


4eefic¡6éil  toáes  les  casofi  en  que  vieran  que  losjufc^s  l^gim 
•primian  á  los  pobres  y  miserables ,  ioürnando  al  magistrado  qmt 
«esara  ea  sus  vejaciones ,  é  imponiéndole  una  nnolu  grave  en  «ato 
4e  negativa  (I).  En  este  punto  nuestras  leyes  se  parecen  á  la$  de 
los  merevíngios ,  que  conceden  á  los  obispo^  análoga^  faeull»- 
4es  (2).  Pero  al  mismo  tiempo  que  se  dota  al  clero  de  autoridad 
lan  estrenada  en  los  asuntos  temporales » se  sujeta  en  algunos  ct* 
sos  aun  á  los  mismos  obispos  &  h  jurisdicción  civil..  Los  prelados 
cmipables  de  homicidio  voluntario ,  los  que  han  muerto  á  oficiala 
ée  palacio  ó  á  personas  de  condición  elevada,  y  los  que  han  in- 
ferido ultrajes  ai  honor  de  mujeres  nobles,  tienen  que  sufrir  las 
penas  señaladas  por  las  leyes  civiles ,. y  les  han  de  ser  impuestas 
por  los  tribunales  legos.  Disposición  que ,  juntamcnie  con  otras 
tmanadas  de  los  concilios ,  retrata  muy  al  vivo  los  desórdenes  de 
algunos  eclesiásticos  constituidos  en  las  mas  altas  dignidades,  qae 
en  vez  de  ser  un  modelo  de  mansedumbre  y  de  caminar  por  la  v& 
del  Evangelio  y  eran  el  escándalo  general  y  la  vergMensa  do  los 
fieles.  Pues  ¿  tal  punto  habia  llegado,  por  desgracia,  la  deprava^- 
cion  y  la  perversidad  de  algunos  individuos  del  clero ,  q4ie  no  sol» 
fallaban  á  los  preceptos  canónicos  que  les  prohibían  juzgar  causas 
criminales,  no  solo  procedian  arbitraria  y  caprichosaracnlc  en  tos 
juicios,  no  solo  imponían  la  pena  capital  y  otras  penas  de  sangre, 
«¡noque  hay  razón  para  presumir  que  llegó  su  inhumanidad,  ¡hor» 
ror  causa  decirlo!  hasta  el  estremo  de  atormentar  y  de  mutilar  por 
sus  propias  manos  á  los  reos.  Mas  tan  crimínales  escesos  no  pue- 
den empnar  el  lustre  de  la  Iglesia  española  que  los  denunciaba  á 
la  nación,  los  anatematizaba  en  los  concilios ,  y  dictaba  contra  sus 
autores  las  medidas  mas  rigorosas  (3). 

A  pesar  de  las  prerogalivas  del  clero,  de  su  participaoion  en  el 
Gobierno  y  administración  del  Estado,  principalmente  por  medio 
de  los  concilios ,  del  respeto  que  inspiraba  en  el  pais,  y  de  la  con* 
fianza  que  en  él  depositaban  los  monarcas;  es  indudable  que  nuoioa 
fné  tanto  su  poder  como  el  de  los  magnates  en  las  moaarqnías  fr«D« 


(i)    Ley  26)  tU.  I ,  lib.  11  del  Fuero  Jusgo. 

(2)  En  un  ed¡(!U)  de  Gloturio  I,  se  leti:  Si  jndew  aliquem  cantru  hg$9n 
iUju$U  dámnaverlty  in  nontri  aksentía  <nb  episcopis  oastigelur ,  ut  H¡uod 
perperé  índicavü ,  versaiiin  müiu^  dUcussione  habka  emendare  procu*-' 
reí.  (Buluce  1,8).' 

(3)  Goucil.  Toi:  XI,  can.  5  y  6.     .  ^     . 
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j  aaglo-«^0M.  Los  carnes  de  Mano  y  de  Mayo,  y  el  Wxtít- 
aagemot  de  los  sajones,  teaiao  su  origen  y  filiación  en  h%  anli- 
f  ms  asambleas  germátticas ,  compuestas  de  los  hombres  libres ,  "y 
talo  les  daba,  ea  cierto  nodo,  mas  independencia  ,  y  les  prestaba 
«as  fuerza  para  resistir  las  arbitrariedades  de  los  prí' chipes,  ó  para 
arrancarles  á  veces  indebidas  concesiones.  Hacíales  por  otra  part^ 
iKBos  sumisos  á  los  reyes  el  poder  propio  y  personal  de  qae  dfs- 
iratafei  cada  levde,  y  que  era  mayor  ó  menor  segim  el  número  de 
guerreros  de  que  podia  disponer,  y  de  la  estension  y  el  valor  del 
territorio  que  se  le  habia  adjudicado.  Así  es,  que  al  paso  que  los 
coQcilios  en  la  monarqaia  visigoda  no  ofrecian  contra  lo;;  abusos  y 
demasías  de  la  potestad  suprema  sino  una  limilacion  moral,  los 
leudes  y  los  anlrustiones  de  los  otros  pueblos  germánicos  presen- 
taban garantías  materiales,  hasta  cierto  panto  políticas,  y  que  ve- 
nían á  restringir  la  autoridad  real.  Por  otro  lado  ,  la  resistencia 
moral  que  lo<i  prelados  de  España  oponían  á  la  arbitrariedad  de  tos 
reyes,  estaba  mas  bien  en  la  doctrina  y  en  los  preceptos  lcp;ales 
que  en  la  aplicación  y  en  la  práctica,  y  numerosos  ejemplos,  algu- 
aos  de  etlos  va  citados ,  demostrarían  hasta  la  evidencia  cuan  flexi- 
bles eran  los  obispos  respecto  de  las  pretensiones  de  los  monar- 
eas,  que  pocas  veces  resistían  de  frente  y  de  una  manera  eficaz, 
ya  por  falta  de  poder ,  ya  por  temor  de  que  se  debilitara  su  in- 
fluencia. 

Hay,  sin  embargo,  escritores  que  acusan  á  ios  concilios  de  ha- 
ber abatido  la  dignidad  real ,  desmembrado  sus  prerogativas ,  y 
establecido  la  dootríoa  de  la  consagración  de  los  príncipes  como 
un  medio  de  consagrar  su  propia  supremacía ;  y  no  ha  faltado  tam- 
poco quien,  apoyándose  en  la  deposición  de  Suintila  y  es  la  re- 
nuncia de  Wamba,  ha  llegado  a  asegurar  que  los  obispos  españo- 
les tenían  el  derecho  de  absolver  á  los  sAbditos  del  juramento  de 
Idelidad  prestado  á  los  soberanos.  Pero  semejantes  asertos  carecen 
ét  exactitud ,  y  están  desmentidos  por  la  historia.  Los  concilios 
aon  tos  qne  mas  onsalean  la  autoridad  de  los  reyes,  aun  á  costa 
ide  la  libertad  y  de  tos  derechos  de  los  subditos;  eMos  ks  prestan 
un  origen  divino  ¿  intentan  rodear  la  corona  de  una  aureola  des- 
conocida en  otras  monarquías;  y  aunque  es  innegable  que  la  leu- 
deneia  del  clero  se  dirigía  á  ensanchar  su  poder  y  que  á  ello  se 
encaminaban  algunas  disposiciones  conciliares,  y  con  especialidad 
aquellas  palabras  intercaladas  en  una  ley  del  Fuero  Juzgo,  iomadd 
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de  UD  canon  del  concilio  IV,  en  que  se  dice  que  les  sacerdotes' hat 
recibido  la  potestad  de  atar  y  desatar,  y  que  con  su  beadicioa  y 
unción  fe  confirman  los  soberanos,  es  lo  cierto  que  no  se  citará  el 
ejemplo  de  un  monarca  destituido,  ó  elevado  al  trono,  solo  en  vir- 
tud de  un  decreto  de  estas  asambleas.  Vemos,  sí ,  en  algunos  ca* 
$os  que  príncipes  como  Sisenando  y  Ergivio ,  convencidos  de  la 
fuerza  moral  que  su  apoyo  puede  prestarles,  les  ruegan  que  con- 
firmen sus  usurpaciones ,  y  aun  que  condenen  la  memoria  de  sus 
predecesores;  pero  esto  probará  mas  la  debilidad  que  el  poder  de 
los  concilios.  No  leemos,  no,  en  nuestros  anales  históricos  hecho? 
tan  hiiiniliantes  como  entre  los  francos;  no  hay  principe  qae  ha- 
llándose en  la  situación  de  Chilperico  tenga  que  esclamar  lamea- 
tándosc  de  las  usurpaciones  de  los  eclesiásticos :  Ntilli  peniíus  níii 
$oli  episcopi  regnant.  Perit  houos  íwster  el  translatur  ad  episcO' 
pos  (1).  No  hay  unLudovico  Pió  que  después  de  haber  sido  conde- 
nado dos  veces  por  los  obispos,  no  quiera  volver  á  empuñar  el  ce- 
tro que  le  ofrecen  sus  victoriosos  parciales,  hasta  ser  absuelto  por 
los  mismos  prelados  que  le  habian  juzgado  con  tan  manifiesta  ín- 
compolencia.  No  hay  un  Carlos  eí  Calvo  que  diga  que  no  puede  ser 
arrojado  del  solio  sin  haber  sido  oido  y  jtizgado  por  los  obispos  (i). 
Ejcm|)las  todos  que  demuestran  que  no  solo  entre  los  carlovingios, 
sino  aun  en  tiempo  de  los  meroviogios  el  poder  temporal  del  clero 
era  superiur  al  que  ejercía  en  la  monarquía  visigoda. 

Algunos  escritores  atribuyen  á  los  concilios  y  á  las  doctrinas 
políticas  del  clero  la  decadencia  del  antigvip  espíritu  de  los  visi- 
godos, de  su  primitivo  esfuerzo  y  de  su  valor  tan  acreditado  en  los 
cómbales.  También  se  les  atribuye  como  nna  consecuencia  legilí- 
iha  la  i^stracion  general  en  que  se  hallaba  el  pais  al  verificarse  la 
invasión  de  los  árabes,  el  triunfo  de  estos  y  la  pérdida  casi  com- 
pleta de  la  Península.  Mas  en  estas  acusaciones  hay  gran  fondo  de 
injuslicia.  Las  causas  verdaderas  del  desfallecimiento  del  imperto 
gótico  hay  que  buscarlas  en  las  frecuentes  y  encarnizadas  luchas 
civiles  que  despedazaban  su  seno,  en  las  antipatías  y  animosidades 
de  raza  no  completamente  estinguidas  por  la  ley  de  Recesvinto,  en 


(i)    Greg.  Tur.  HisUma  franeorumy  VI— 46. 
^5  -  -      ,..    - 


{^)  A  qua  conseeratione  vel  regni  sublímitate  supplantari  vel  prcffiei 
á  nuUo  debueram  ,  saltem  sine  audientia  et  juditio  episcoporum  qu(h' 
rum  ministerio  in  regem  sum  consecratus.,.,  (Capit.  reg.  franc.  tit.  XXX. 
Sinodi  tullensts,  Baluc.  Tom.  11.) 
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b  ifitoleraneia  rdigiosa  de  los  reyes  que  suscítabaa  persecuciooe» 
darísimascon  los  judíos ,  convirüéndolos  eo  enemigos  eacubier* 
Jos  (i);  y  por  úllimo,  en  la  divisioa  del  reioo  en  parcialidades  dis* 
líntasy  secuaces  las  unas  de  los  hijos  de  Vítiza,  y  las  otras  de  Ro-^ 
drigo.  La  traición  de  los  primeros  Tué  tal  vez  la  que  facilitó  la  en^ 
trada  en  la  Península  á  las  huestes  sarracenas ,  y  la  que  les  pro- 
porcionó una  deGuitiva  victoria.  Mas,  ¿por  qué  estranar  este  triun- 
fo» y  por  qué  culpar  de  sus  resaltados  al  clero,  cuando  no  era  mas 
que  el  último  eslabón  de  la  cadena  de  victorias  obtenidas  porlo0 
agarenos ,  desde  que  el  falso  profeta  habia  enarbolado  su  bandera 
y  señalado  la  espada  como  el  instrumento  mas  eficaz  para  la  pro* 
pagacion  de  su  fé  ?  Los  que  habian  conquistado  la  A.rabia ,  ocupa^ 
do  la  Siria » arrancado  la  ciudad  Santa  á  los  cristianos  ,  sometido 
la  CíJícia,  el  Egipto  y  la  Mesopotamia,  y  destrozado  el  poderoso 
imperio  de  los  persas  aco^umbrados  á  humillar  las  águiUs  roma<» 
Has ;  los  que  habian  amenazado  á  Constantinopla,  y  sujetado  á  su 
yugo  toda  la  África  septentrional ,  borrando  hasta  los  últimos  resr 
tos  de  la  aotigua  rival  de  la  soberbia  Roma ,  no  podían  hallar  ir- 
resistibles ob<itáculos  en  un  pueblo  en  que  reinaba  la  discordia, 
que  estaba  debilitado  por  la  iuflueacía  deletérea  de  un  largo  des- 
potismo, y  en  que  los  antiguos  habitantes,  mirados  todavía  con 
desden  por  la  raza  vencedora ,  consideraban  acaso  la  conquista  de 
los  árabes  como  el  úuico  medio  de  mejorar  su  situación.  Bien  pron- 
to ,  sin  embargo,  los  restos  de  este  pueblo,  atrincherados  en  las 
montanas  de  Asturias  y  en  las  escarpadas  rocas  del  Pirineo ,  ha- 
bian de  comenzar  la  terrible  y  encarnizada  lucha  que  prolongán- 
dose por  ocho  siglos ,  tenJria  feliz  remate  en  el  glorioso  reinado 
de  Isabel  la  Católica,  clavando  esta  gran  reina  el  estandarte  de  la 
Cruz  en  los  muros  de  Granada.  i 

Los  concilios  visigodos ,  sepultados  por  el  pronto  entre  los  es- 
combros de  la  derrumbada  monarquía ,  volvieron  á  aparecer  con 
diferente  aspecto  ai  principio  de  la  reconquista»  T  si  los  celebra- 
dos en  Oviedo  ¿  en  León  y  algunos  otros ,  tienen  bastante  seme- 
janza en  su  forma  y  en  su  esencia  con  los  que  se  reunían  en  To- 
ledo, no  pasó  mucho  tiempo  sin  que  estas  grandes  juntas  tuvieran 


(1)  En  esta  parte  hubo  concilios  que  dieron  á  loi  reyes  leccíoues  da 
tolerancia.  En  el  IV  de  Toleilo,  canon  75  se  lee:  Nerninideinceps  ad  cre^ 
denium  vim  inferre,  cui  enitn  v$iU  Deus  miseretur^  et  quem  vuU  ifidu- 
rol.  También  San  Uidoro  reprobaba  las  conversiones  forzadas. 
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tu  carácter  parameote  eclesiástico »  y  se  disUagaíeran  radicil* 
meóte  de  las  Corles  de  los  clirerentes  reinos  en  que  seliabia  dividid 
do  la  Península ,  y  en  las  que  también  el  clero  estaba  destinado  á 
desempeñar  un  papel  muy  importante.  La  monarquía  á  sñ  vez  con- 
tinuó siendo  electiva;  pero  las  elecciones  recayeren  desde  Inego  en 
individuos  de  una  misma  familia ,  aptos  para  Hevar  las  armas  y 
para  sostener  la  incesante  guerra  de  agresión  y  de  defensa ,  que 
era  la  ocupación  principal  y  aun  casi  esclusiva  de  los  pueblos,  em- 
peñados en  recobrare!  territorio  penlirlo,  y  en  asegurar  su  retí* 
gíon  y  su  independencia.  Mas  el  describir  los  cambios  y  vicisitii- 
des  que  esperimentaron  ambas  instituciones  después  de  la  estiu* 
eion  del  nombre  godo ,  es  tarta  que  no  entra  en  mi  propósito ,  j 
que  se  halla  fuera  de  los  limites  de  este  desaliñado  discurso. 

Señores:  Las  incompletas  y  superfíciales  ob:>ervaciones  que  he 
tenido  que  hacer  en  cumplimiento  de  los  eUatuto^^no  serán  del 
Itodo  estériles,  si  en  alguna  de  las  ilustradas  personas  que  me  estén 
honrando  con  su  atención ,  eiicilan  la  idea  do  escribir  la  historia 
política  del  primer  período  de  nuestra  monarquía,  ya  que  la  histo* 
fia  general  tiene  entre  vosotros  tan  dignos  y  tan  autorizados  intér* 
prctea.*-  Hb  dicho. 


Ja»  Haud  Miitattak 
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La  organisacioQ  y  alribocíones  de  las  corporaciones  popoiares 
IttQ  sido,  desde  que  en  1834  se  restableció  el  sislema  representativo, 
oijíeio  conliouo  de  discosioo  y  de  reñidas  y  empeñadas  contiendas 
BOHempre  pacíficamente  teriuinadas.  üos  esci^las  políticas  tQ^*- 
ron  como  bandera  de  opuestas  pretensiones  laconstitucioo  de  los 
a|ODtamíeotos  y  de  las  diputaciones  proviuciales,  y  en  el  ardor  de 
la  poiémiea,  y  en  la  impaciencia  del  triunfo,  y  en  el  afán  de  pre* 
sentar  como  política  esclusivamente  una  cuestión  que  tenia  también 
anche  de  administrativa  exageraron  las  opiniones^  sacaron  de  qui- 
cio los  jMrincipios  y  rompieron  con  la  tradición  y  con  la  historia,  Asi 
en  higar  de«orregír  y  reformar  prudentemente,  en  lugar  de  perfec- 
cionar lo  que  existia  con  moderación  y.  progresando,  convirtieron 
en  un  campo  de  batalla  el  terreno  de  la  discusión,  consideraron 
«orno  enemigos  á  los  que  no  optaaban  en  su  sentido,  dieron  logar  á 
foe  hubiera  vencedores  y  iñencidoA  y  á  que  eualquiera  de  las  dos 
tacaelas  que  legrase  prevalecer,  se  viera  amenazada  cootínuamett- 
te  por  Ja  otra»  Estaameaasa  incesante  era  consecuencia  indeclina- 
ble de  cfoe  arabos  partidos  sostenían  como  una  necesidad  vilal» 
imprescindible  el  triunfo  absoluto  v  esclusiyo  no  tanto  de  sus  idejis 
eomo  de  ias  utopias  á  que  una  lucha  encarai^ada,  y  el  mismo  calor 
de  los  debates  los  habían  arrastrado.         i 

Cn  vano  era  eettonces  demostrar  que  todos  seestravíaban:  la  pa^ 
-MD  potítiea  lo  dominaba  todo;  era  neoesario  vei\cer  y  humillar  á 
Jos  eofttrartos;  era  necesario  ensenarles  pfácti<samentc  que  la  salud 
4ti  £stado  dependía  de  una  teoría  estrecha,  esclusi va,  incapaz 4e 
fioduúir  ei  bieft»  y  ¿cnecMloca  de  gravísimos  conflit^tos.  EUta^noea 
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\t  lógica  de  los  hombres  de  gobierno,  pero  es  la  lógica  de  los  par- 
tidos cuando  se  odian  y  se  proscriben. 

En  semejanle  estado  de  cosas  no  debe  estrañarse  qne  taviera 
apologistas  decididos  la  ley  de  3  de  febrero  de  1823,  no  debe  es- 
trañarse tampoco  que  hubiera  quienes  quisieran  imponer  al  paif 
leyes  como  la  que  se  di»*utió  en  las  Cortes  de  1840,  ciiya  saacioQ 
fué  la  señal  del  pronunciamiento  de  aquel  ano,  y  cuyo  espíritu 
emigró  despucs^á  las  leyes  de  1843. 

Pero  semejantes  estravíos  de  la  opinión  no  podian  ser  muy  do- 
radores; la  razón  que  concluye  por  triunfar,  no  habia  de  estar 
siempre  envuelta  en  los  sofismas  y  en  las  aberraciones  á  que  el  es- 
píritu de  partido  habia  arrastrado  á  pesar  suyo  á  varones  de  talen- 
to reconocido,  de  clarísimo  ingenio  ,  de  patriotismo  acreditado  en 
las  alternadas  y  difíciles  vicisitudes  de  una  vida  consagrada  á  la 
causa  pública.  Asi  es  que  apenas  triunfaba  la  idea  que  habia  pre- 
valecido en  las  regiones  del  gobierno,  ó  en  las  conmociones  popa- 
lares,  empezaba  su  descrédito,  empezaba  la  reacción  por  parte  de 
sus  antiguos  apologistas,  y  es  que  la  obra  puesla  á  la  piedra  de  to- 
que de  la  esperiencia  descubría  toda  su  deformidad:  la  vida  legal 
la  mataba  en  la  opinión  aun  de  los  que  la  habian  proclamado  eomo 
portentosa. 

Por  esto  es  que  los  mismos  que  en  diferentes  épocas  han  res* 
tablecido  la  ley  de  3  de  febrero  de  18S3  han  sido  los  primeros  qne 
cuando  la  han  visto  puesta  en  ejecución  han  tratado  de  reformarla 
radicalmente;  por  esto  los  autores  de  las  leyes  de  1843  han  retroce- 
dido en  su  camino;  por  esto  todos  los  partidos  y  todos  los  ministe- 
rios piensan  en  nuevas  leyes  de  organización  y  de  atribuciones  de 
las  corporaciones  populares;  por  esto  nadie  se  atreve  hoy  á  soste* 
ner  ni  la  descentralización,  ni  la  centralización  en  los  términos  ab- 
solutos é  intransigentes  con  que  antes  se  presentaban  estos  dos 
principios;  por  esto,  finalmente,  por  do  quiera  se  piensa  en  la  refor- 
ma qne  vendrá  necesariamente,  y  cuyo  resultado  será  una  lef 
prudente  y  conciliadora,  ó  una  ley  transitoria  que  nacerá  muerta 
como  todas  las  leyes  que  no  consultan  á  la  conveniencia  pública. 

El  error  seria  hoy  imperdonable  después  de  tantos  proyectos» 
de  tantos  ensayos  y  de  tantas  lecciones  que  nos  ha  dado  la  esperkm- 
eia.  Deber  es  pues  de  todos  en  su  respectiva  posición  procurar  que  ia 
obra  salga  con  la  perfección  posible;  desnudarse  de  las  preveíicie- 
aei  pasadas»  de  los  compromisos  de  partido  y  hacer  sacrificio  d^l 
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anor  propio»  sí  es  indispeosable  para  que  cuestíoaes  tao  ¡mportaa- 
tes  teogan  una  solución  conveniente.  Ea  este  punto  dignáí  es  de 
imitación  la  conducta  que  observaron  las  Cortes  Constituyentes, 
que  sin  empeñarse  en  sostenef  lo  que  podia  considerarse  xoao  la 
doctrina  tradicional  de  la  escuela  en  que  estaba  adiada  la  mayoría 
de  los  que  las  compooiao,  aceptaron  de  los  contrarios  lo  que  cre- 
yeron que  podia  ser  beneficioso,  y  contribuir  á  hacer  mas  perfec- 
ta una  ley  do,,  ayuntamientos  que,  sancionada  por  la  corona,  que* 
dó  después  relegada  á  los  arcbivos  públicos.  En  este  punto  dig- 
nos sen  también  de  alabanza  los  de  la  opuesta  escuela  que  hacién* 
dose  superiores  al  temor  pueril  de  parecer  inconsecuentes,  no  han 
dndado  proelautar  la  necesidad  de  reformar  las  leyes  de  184S  y  de 
dar  en  la  nueva  obra  la  consideración  debida  á  los  principios  invo* 
cados  en  otros  dias  por  sus  adversarios  poiiticos.  Pero  ¿como  ba  de 
hacerse  la  reforma?  ¿Hasta  qué  punto  el  poder  central  ha  de  inter- 
venir en  el  municipio?  Materia  es  esta  que  bien  merece  que  la  con- 
sagremos algunas  reflexiones. 

Mas  para  sacar  lecciones  provechosas  de  la  historia,  convenien- 
te será  que  echemos  una  ojeada  sobre  la  ley  de  3  de  febrero  y  so* 
bre  las  de  i84S;  asi  la  esperiencia  de  lo  pasado  podrá  ser  una  guia 
para  evitar  que  volvamos  á  incurrir  en  errores  lamentables. 


IL 


Pocas  leyes  administrativas,  tal  vez  ninguna,  habrán  sido  entre 
nosotros  objeto  de  ataques  tan  apasionados  y  de  elogios  tan  desme- 
didos como  la  de  3  de  febrero  de  1823.  La  libertad  de  acción  qo« 
daba  á  los  municipios,  y  mas  aun  á  las  provincias,  le  concilio  un 
carácter  de  popularidad  á  que  han  llegado  pocas  leyes:  los  elemen- 
tos anti-gubernamen tales  que  contenia,  hicieron  que  fuera  mirada 
con  disfavor  por  los  hombres,  de  estado. 

No  puede  desentenderse  el  que  sin  pasión  quiere  examinar  la 
importancia  y  el  espíritu  de  una  ley,  tomar  ea  cuenta  las  circunstan- 
cias bajo  cuya  influencia  tuvo  su  nacimiento.  Amenazada  entonces 
la  tíacion  por  una  invasión  estranjera,  todo  debia  ceder  ante  la  im- 
periosa necesidad  de  salvar  la  independencia  y  la  libertad  del  país: 
tratábase  entonces  de  la  exjsteacia  de  la  sociedad  ma.s  que  del  mo- 
do de  existir*  Los  distinguidos  repúblicos  que  sobresalian  en  las 
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Gdrtes  aleccionados  por  la  historia  nacional  y  la  estranjera,  dbrá- 
ron  con  sabiduría  y  con  prndencia»  atendida  la  critica  situación  en 
qoe  se  hallaban.  Qoerían  crear  por  todas  partes  centros  de  resis- 
tencia que  pudieran  arrojar  del  país  ál  estranjero»  si  este  lle^ba  i 
disolver  el  poder  central  ó  incomonicarlo  con  las  provincias  y  con 
los  pueblos.  Recordaban  que  ocupada  la  capital  déla  monarquía 
por  el  ausiríaco  en  la  guerra  de  sucesión  á  que  di6  lugar  el  adre* 
nímieato  de  la  casa  de  Borbon  al  trono  español,  que  ocupado  otra 
?eíz  en  la  lucha  gigantesca  que  sostuvieron  nuestros  padres  con  d 
sColosai  |M)der  de  Napoleón  I,  solo  los  esfuerzos  de  las  provincias, 
solo  las  resistencias  focales  habían  libertado  á  nustra  patria  de  la 
bumiltacion  de  ser  vencido.  Comparaban  lo  que  sucedía  en  otra9 
naciones  poderosas  de  la  Europa  en  que  una  batalla  perdida  de- 
cidia  de  la  suerte  del  Estado.  La  mUma,  Francia,  esa  nación  tan 
poderosa  bajo  el  imperio  del  capitán  del  siglo,  en  donde  la  centra* 
lizacion  Ileg6  á  su  apojeo,  que  tantos  soldados ,  tan  grandes  gene- 
rales ,  tanto  prestigio ,  tantos  recursos  y  tan  centralizada  adminis- 
tración tenía  en  4814,  no  resistió  por  dos  meses  á  la  invasión  es- 
tranjera  y  vio  bumiiladas  sus  águilas,  y  pasó  por  la  triste  condición 
de  vencida  y  recibió  la  ley  que  le  impuso  el  estranjero.  La  cen- 
tralización exagerada,  la  centralización  llevada  hasta  las  últimas 
consecuencias  produce  el  result<ido  inevitable  de  que  cuando  una 
facción  se  apodera  del  mando  en  la  capital,  ó  un  ejército  enemigo 
aisla  en  ella  al  gobierno,  ó  lo  dispersa,  ó  el  Estado  sucumbe,  la  he- 
rida recibida  en  el  corazón  le  quita  todas  las  esperanzas  de  vida. 
El  ejemplo  de  4844  lo  probó  en  Francia;  el  esceso  de  centraliza- 
ción hizo  que  la  restauración  cayera  en  4830  casi  sin  defensa  como 
kabta  caido  el  imperio  en  4814;  que  la  dinastía  de  bnis  Felipe  su- 
combiera  en  4848,  como  la  rama  primogénita  de  los  Bdrbones  ha- 
bía  sucumbido;  que  la  república  en  iS3\  f\icra  herida  de  muerte  i 
impulsos  del  golpe  de  Estado  como  lo  habia  sido  la  dinastía  casi  le-' 
gíliraa:  lo  que  prevalece  en  Paris,  prevalece  en  Francia:  el  ven- 
cimiento de  Paris  es  el  vencimiento  de  Fancia;  la  revolución 
triunfante  en  Paris,  triunfa  en  Francia;  el  que  se  enseñorea  dé 
Paris,  se  enseñorea  de  la  Francia.  Esta  es  la  historia  contemporá- 
nea: historia  contemporánea  es  también  que  la  suerte  de  Madrid' 
no  es  lá  suerte  de  la  España.  No  es  este  el  momento  de  examinar 
las  ventajas  y  los  inconvenientes  que  de  esto  se  derivan:  csplica- 
DQios  aquí  solo  los  motivos  que  impulsaron  á  los  legisladores  á  esta- 


OB  LAS  ATniMOIOKBft'OC  LOS  AVOlNIAlIIBirrOS,  tM 

blecer  aoa  ley  de  resislenoM  y  aalagoaismo»  si  se  quiere^  en  liger 
de  otra  de  dqwndenciA  y  araiooia. 

No  era  solo  la  iavasioo  coa  que  el  cstranjero  nos  amenazaba  en 
4823,  la  qne  debió  ioOair  para  la  organízacioa  provincial  y  nmaí* 
cipal  en  los  térraioos  en  que  enlooces  se  veríKcó.  Aquella  época 
azarosa  y  difícil  era  de  deseoafiaozas :  entre  los  poderes  púbHooa 
había  grandes  recelos  justifieados  por  los  aconteoimientos  posta- 
riores.  Ea  el  auo  aolieríór  se  babia  visto  el  gobierno  representa- 
tivo, al  borde  del;  abismo,  cuando  los  aguerridos  enerpos  de  \u» 
Guardia  Real,  abandonando  el  Pardo  á  donde  se  habían  retirado, 
enlraron  en  Madrid  al  amanecer  el  7  de  julio.  En  el  sistema  de 
ceniralizaoion  absoluta,  si  la  insurrección  hubiera  triunfado  en  Ift* 
capital,  eliriunfo  habría  sido  en  toda  la  Monarquía:  en  el  sistema 
de  Ja  ley  de  3^  de  febrero  no  habria  tenido  la  misma  importancia. 
Há  aquí  otro  motivo  que  pudo  influir  eQcazuiente  en  la  forma* 
cion  de  la  ley  en  sentido  descentralizador.  - 

Pera  necosaiia  es  conTesarlo;  no  solo  fueron  llevados  enloneet 
ios  legisladores  por  la  idea  política,  por  ia  necesidad  de  salvar  st* 
país;  hay  en  la  ley  de  3  de  febrero  errores  4|ue,  aun  dentro  de  la 
idea  política  que  la  domina,  pudieron  evitarse.  No  es  de  estramir; 
hacia  poco  tiempo  que  se  había  entrado  en  las  vías  del  gobierno 
representativo :  quedaban  aquí  los  hábitos  y  la^  tradiciones  del  go** 
bÍQrno  aiisoluto  que  ha  sido  en  España  esencialmente  descentralí* 
zador:  ia  es^periencia  no  había  ensenado  aun  los  inconvenientes  de, 
la  desceatralizacion  exagerada  en  la  nueva  forma  de  gobierno,  nt  • 
se  habían  difundido  aun  los  principios  de  la  ciencia  administrativa: 
sucedía  en  este  como  en  tantos  otros  puntos,  que  se  conocían  mas 
ios  defectos  de.  lo  antiguo  que  lo  que  convenía  aplicar  para  cor- 
regirlos» 

Y  sin  embarco»  la  ley  de  5  de  febrero  formada  bajo  tales  im* 
presiones  y  en. tales  circunstancias,  filé  ta  primera  ley  entre  nos* 
otros  que  oomprendiétoda  la  admioislracion  provincial  y  municipal, 
y  fué  en  este  sentido  nn  progreso  verdadero,  y  mucho  mas  tenien- 
do en  cuenta  quebs  regias  por  que  venían  ri^ricndose  los  Ayunta»' 
míenlos,  ni  estaban  acomodadas  al  nuevo  estado  político,  ni  guar* 
daban  uniformidad  y  armonía,  ni  satisfacían  á  las  necesidades4e 
la  administración  municipal^  ni  resistían  la  luz  del  eximen  y  de  la 
discnsiim. 

Bajo  et  aspecto  administrativo  el  vicio  radical  de  la  ley  eonsís-' 
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tía  en  desconocer  el  enlace  qae  ha  de  tener  la  administración  pro*  ' 
víncial  y  local  coa  la  general  del  Estado,  en  no  establecer  la  de-  - 
pendencia  necesaria  de  iodos  los  agentes  de  la  administración,  en> 
no  prevenir  la  necesidad  de  qae  los  intereses  provinciales  y  muni- 
cipales i$e  subordinaran  á  los  nacionales.  Consecuencia  de  esto  es 
qae  ante  las  resistencias  locales  se  encontrara  desarmada  la  admi* 
nistracion  general  del  Estado:  bastaba  qne  un  alcalde,  sin  hacer  acto 
alguno  de  desobediencia  activa,  opusiera  una  ftierza  de  inercia,  6 
que  alegando  cualquiera  pretesto,  difiriera  á  su  antojo  la  ejecución 
de  las  leves  v  de  las  órdenes  de  interés  común,  de  interés  verdade*- 
ramente  nacional,  para  que  la  resistencia  pasiva  quedara  triunfante: 
bastaba  que  un  fiel  de  fechos,  con  la  influencia  que  tienen  natural-  ' 
mente  en  las  pequeñas  poblaciones  agrícolas,  se  propusiera  des- ' 
atender  las  prescripciones  del  jefe  político  y  de  la  Diputación  pro- 
vincial dadas  dentro  del  limite  de  sus  atribuciones,  para  que  que- 
daran desatendidas.  De  este  modo  á  las  veces  la  voluntad  de  una  ' 
persona  díscola,  mal  intencionada,  y  tal  vez  para  cubrir  manejos 
reprobados,  venia  á  burlar  la  obra  de  los  legisladores. 

Mas  exorbitantes  v  desmedidas  eran  las  atribuciones  de  las  di- 
pntacibnes  provinciales.  Auxiliares  poderosos  del  gobierno,  admi*^ 
nistradoras  de  la  provincia,  inspectoras,  tutoras,  y  verdaderos  jefes 
superiores  de  la  administración  municipal  podían  impunemente 
sustituir  á  la  soberanía  de  las  leyes  su  soberanía.  Para  convencerse 
de  eslo  basta  considerar  que  sin  ulterior  recurso,  esclusivamente,  6 
lo  que  es  lo  mismo,  con  autoridad  soberana,  decidían  dé  las  quejas 
de  los  ayuntamientos  sobre  agravios  del  cupo  de  contribuciones 
señalado  á  los  pueblos;  de  las  reclamaciones  de  los  particulares 
sQbre  los  agravios  hechos  por  los  ayuntamientos  en  los  respectivos 
cupos;  de  las  reclamaciones  y  dudas  en  los  ramos  de  abastos,  pror 
pios,  pósitos  y  demás  negocios  de  la  privativa  atribución  de  los 
ayuntamientos;  de  las  dudas  y  quejas  sobre  el  reemplazo  del  ejér- 
cito, marina  y  milicia  nacional  activa;  de  la  validez  ó  nulidad  de 
las  elecciones  municipales;  de  las  tachas,  escusas  y  exoneraciones 
de  los  elegidos  y  de  la  aprobación  de  tos  presupuestos  de  los  pue- 
bles.  Por  mas  que  el  gobierno  viese  la  infracción  de  la  ley  en  todos* 
estos  puntos,  por  mas  que  estuviera  presenciando  que  una  oli-' 
garquía,  un  partido  políUco,  ó  algunos  diputados  influyentes  tira- 
nizaran una  provincia,  ó  á  determinadas  localidades,  tenia  que 
aui^se  de  brazos,  y  ser  testigo  del  mal  sin  tener  medíob  ni  para 
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atajarlo  ni  para  evitar  sus  desastrosas  consecuencias.  T  ¿esta  teoría 
que  hemos  visto  puesta  en  práctica  era  aceptable  en  el  réginoen 
bajo  que  vivimos?  ¿De  cuándo  acá  en  un  gobierno  representativo 
dejan  los  ministros  de  ser  responsables  por  la  inejecución  de  las 
leyes?  Todas  nuestras  constituciones  han  puesto  entre  las  atribu- 
ciones del  poder  ejecutivo  la  de  hacer  cumplir  las  leyes  en  toda  la 
moparqufa;  y  ¿cómo  había  de  hacerlas  ejecutar  el  que  no  tenia  el 
derecho,  la  facultad  necesaria  para  anular  todo  lo  que  contra  ellas 
se  hiciera  y  para  dejarlas  desagraviadas  de  las  infraccíoneá  que  po* 
dian  cometerse?  La  situación  del  Gobierno  llegó  á  ser  entonces  tan 
critica,  que  se  vio  en  la  necesidad,  ó  de  infringir  la  ley  orgánica  ó 
de  faltará  la  fundamental.  Amantes  sinceros  del  gobierno  repre- 
sentativoy  no  queremos  que  se  falsifique  habiendo  autoridades  y 
corporaciones  administrativas  á  que  no  alcance  la  obligación  de 
acatar  (as  leyes,  ni  actos  administrativos  que  no  caigan  bajo  la 
censura  del  Parlamento;  queremos  por  el  contrario  que  todos  los 
ajantes  del  orden  administrativo  den  el  ejemplo  de  respetar  las  le- 
yes y  que  sean  responsables  de  su  falta  de  cumplimiento;  quere- 
mos que  no  haya  ministros  que  puedan  eludir  la  censura  y  en  su 
caso  b  responsabilidad  parapetándose  detrás  de  una  ley  que  les 
prohibe  mezclarse  en  actos  administrativos  de  las  corporaciones 
populares.  En  tanto  pueden  ser  responsables  los  ministro^  en  cuanto 
los  agentes  de  la  administración  tienen  de  ellos  la  debida  depen- 
dencia y  la  oblig<icion  de  obedecer  lo  que  para  el  cumplimiento  de 
las  leyes  les  comuniquen :  no  quitemos  al  gobierno  representativo' 
la  mas  importante  de  todas  sus  garantías. 

Pero  no  eran  solo  esta»  las  atribuciones  de  las  Diputaciones 
provinciales.  Esrendíanse  á  las  visitas  de  cárceles,  á  la  formación 
del  censo  y  de  la  estadística,  á  nombrar  á  los  que  debían  examinar 
á  los  maestros  de  escuela  y  á  los  agrimensores,  á  celar  las  opera- 
ciones de  los  agentes  de  la  administración  central  y  al  fomento  de  la 
agricultura,  industria,  artes 'y  comercio,  á  intervenir  en  la  educa -• 
cion  primaria,  en  la  salubridad  pública,  en  la  beneficencia,  y,  para 
decirlo  de  una  vez,  á  administrar  en  realidad  la  provincia,  aurt 
en  los  ramos  en  que  podían  comprometérselos  intereses  perpetuos, 
los  morales  y  los  políticos  del  Estado.  T  esto  con  escasa  ó  ninguna 
dependencia,  casi  sin  responsabilidad,  y  completándose  tan  vastaf? 
atribuciones  con  l:i  facullad  de  entenderse  directa  é  inmediatamen- 
te con  las  autoridades,  con  los  ayuatamientoscon ,  *  las  demás  cor* 
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lyuracíoBes  y  cou  ios  pueblos,  de  dar  órdenes  y  disposiciones  de-ger^. 
qeral  observancia  en  la  provincia,  y  de  dirigir.su  voz  á  lo^  ciuda^^ 
4iiU)os  Quando  lo  csliniabaqLponvenivnle» 

Con  tan  grandes  atribuciones  no  es  estraao  que  se  creyeraa, 
las  Diputaciones  provinciales  autorizadas  para  mezclarse  en  las 
cuestiones  de  política  general  del  país,  y  que  crearan  frecuea^s 
Qonllictps  al  gobierno.  La  gran  interveocioo  q^e  la  ley  les  atribaia, 
QQ  las  eleccion|3s  d^  los  miei^ros  del  Parlamento  a^baba  de  dar^ 
les  un  color  político. 

Los  derectos.djs  la  leydeSde  febrero  puestos  dft  nuM9uifie/i(4^j) 
excitaron  el  deseo  general  de  su  remedio*  T  no  fueron  los  que>  nk^i 
nos  se  distingMieron  los  que.  tanto  habían  inipugo^ido  los  principios, 
de  la  ley  de  ^S^0,  y  de  las  de  1843;  ios  progresistos  en  la$  Cortes 
Constituyentes  de  iSól  dieron  los  primeros  pasos  paradla  refofimac; 
un  ministerio  pifogresisj^  en  1842  presentó  una  ley  formulada  bajo, 
muy  diferentes  priocipips,:  cuando  se.restableoióiaiey  de3  de  fe* 
brero,  mas  que.  por  la  voluntad  del  gobiecao,  por  la  revolución  de.. 
1854  no  fué  estei^siva  la  rehabilitación  á  nada  de  lo  que  se  referia 
á  instrucción  públíoa,  sanidad,  beneficencia  y  montes;  ciando  Ias^ 
Cortes  Constituyentes  dA<13S4  senlaron  las  ba^es  de  las  leyes  orgár 
nicas  de  Ayuntami^ufo^  y  Diputaciones  provinciales,  adoptaroiit. 
principios  en  la  ge;aei;alidad  aceptables  para  todos»  y  cuando  forr 
marón. La. ley  municipal  dieron  una  prueba  de. que  no  teniaa  comr- 
promisos  antiguos  que  les  impidieran  hacer  el  bien  del  pais  en  una. 
cjuestioQ  ta^  debatid^.y  enquc  tant£^  parte  habian  iomado  losva«> 
rooes  mas  eminentes  de  su  comujtiion  política.  Las  leccioiies  de  Ja^ 
esperien<;ia  t\i|bi40  sidoaproyechadas:  la  ciencia  habia  hecho  sen- 
tir su  inQ^jo„ei)i  la  opiaipn  púbiica^ 

V 

I 

No  podrá: seguramopte  aqusársenos  de  no  hab^r  preseniado^Ac 
su  de^ni^dez  los^defe^stos  capitales  de  la  ley  de  3  de  febrero,  lojus'^ 
to  senaquc^  á.suve? noticiáramos  Jomlsnio, coa  las  leyes  de  184S^ 
La  imparcialidad  esjel  pi^imer  deber  de  los  qqe  escriben  acerca,  de^ 
puntos  imporUntes,  sia  mas  miras  que  las  del  interés. público,  y  sip^) 
mas  coosiderapjoqi!^  q(i(|las  debidas  ¿  los  priacipios» 

M^yidirefep^^%VWl^^c)|ia$taac¡a8eit  1^  diB^las^de  1$93>, 
)Bsta^,fiB)4i^.ea,^9di9C5li  mtftm^mim  mas  gemiiaa  del  p^r^ 
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lidü  que  habia  abogado  por  la  centralizacioa  absoluta ,   ó' casi  ab- 
soluta en  todo  lo  que  se  refería  al  municipio  y  á  la  provincia.  £a 
las  Cortes  dominaba  esctusivamente,  porque  solo  había  un  diputa- 
do que  profesaba  diferentes  ¡deas  en  política  y  en  administración. 
Todo  estaba  en  calma;  todo  se  prestaba  á  hacer  una  ley  aceptable, 
generalmente:  la  misma  circunstancia  de  no  estar  en  el  Parlamen-^ 
to  representada  la  escuela  opuesta,  era  un  motivo  para  que  se 
hicieran  concesiones  espontáneas,  que  habrian  cedido  en  gloria  de 
sus  autores.  Pero  faltaba  aun  la  esperíencia:  conocidos  eran  los 
vicios  déla  descentralización  exajerada:  los  vicios  de  la  centraliza-* 
cion  exajerada  todavía  no  habian  sido  prácticamente  conocidos. 
Nos  espresamos  asi,  porque  no  creemos  que  cuando  se  trata  del  biea 
público,  haya  quien  lo  pretenda  sacrificar  á  opiniones  antes  emitid 
•das,  á  compromisos  de  partido,  á  cuestiones  de  amor  propio. 

Por  una  fatalidad  lamentable  se  creyó  que  imitando  la  legisla- 
t;íon  francesa,  quedarían  adoptados  los  principios  mas  autoriaados^  ^ 
dé  la  ciencia  administrativa.  A.sí  lo  oimos  decir  mas  de  una.  vez  i 
personas  de  reconocido  talento  que  tuvieron  una  parte  muy  prin-- 
cipal  en  la  formación  de  las  espresadas  leyes,  como  si  la  ciencvia  ad*- 
ministraliva  estuviese  tan  bien  definida,  determinada  y  reducida  i. 
principios  admitidos  por  la  conciencia  universal  del  ^nero  huma* 
no  como  las  reglas  capitales  del  derecho  civil.  Convirtiéronse  ea* 
tónces  nuestros  jefes  políticos  de  hecho,  sino  en  el  nombre,  en  pr^e* 
fectos,  nuestros  alcaldes  en  maires,  los  Ayuntamientos  en  Coos^os 
municipales  y  las  Diputaciones  en  Consejos  generales  de  departa*» 
mentó.  Para  completar  el  cuadro  á  iniitaciov  de  los  Consejos  de  * 
prefectura,  se  crearon  los  Consejos  de  provincias.  El  paralelo  de  las . 
leyes  francesas  y  de  las  de  ISio  no  es  necesario  aquí :  basta  leer- 
las unas  y  otras  para  conocer  la  exactitud  de  lo  que  queda  dicho. 

Lejos  dé  nosotros  la  idea  de  opo  icrnos  á  que  se  tomen  de  los 
pueblos  estranjeros  las  instituciones  que.  pueden  ser  conveniente» 
al  nuestro.  Gi  patriotismo  ilustrado  puede  causar  gravísimas  nía* 
tes,  y  cerrar  las  puertas  á  útilísimas  reformas.  Pero  también  es  fe* 
<;unda  en  funestísimas  consecuencia  una  ímilacion exajerada,. her 
«cha  sin  bastante  examen  de  lo  que  es  aceptable  y  convenientes  Na 
nos  oponemos  á  que  las  leyes  se  trasplanten^  pero  iios  lamentamos, 
de  que  no  se«  haga  con  ^  consideración  debida  al  Estado ,  .á  la  hi««<  : 
.  tona  y  á  las  circunstancias  cfel  pais  y  ,sin,  pfpcujrar.  comgldarlfiii.  j  ^ 
perfeccionarlas.  , 
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Ni  en  España  había  sido  cenlralizadora  la  administración,  ni 
había  los  elementos  necesarios  para  cambiar  taa  radicalmente  las 
instituciones  antiguas.  No  era  Tácil  improvisar  iiquf  el  gran  número 
dé  fuDcioaarios  hábiles  y  á  propósito  para  acreditar  la  nueva  ad- 
ministración: esto  se  hacía  tanto  mas  dirícil  cuan^to  que  no  habían 
existido  escuelas  en  que  teóricamente  se   prepararan ,  ni    car- 
gos y  oficios  en  que  pudieran  haber  adquirido  su  aprendizaje 
práctico.  Aumentaba  la  dificultad  el  cambio  continuo  de  empleados» 
y  especialmente  de  los  que  estaban  al  frente  de  las  provincias  que 
eñ  las  incesantes  vicisitudes  de  la  política  eran  reemplazados  fre- 
cuentemente, y  rara  vez  por  consideración  de  su  marcha  adminis- 
trativa, ó  de  su  capacidad  para  las  funciones  de  que  estaban  encar- 
gados. Y  sin  embargo,  en  el  sistema  de  las  leyes  de  18 i5,  los  jefes 
poh'ticos  deben  saberlo  todo,  verlo  todo,  abarcar  en  su  inteligencia 
privilegiada  una  suma  prodigiosa  de  conocimientos,  estar  dotados 
de  tacto  esquisito,  de  grandes  dotes,  de  talento  previsor,  reunir  al 
saber  la  perspicacia,  á  la  prudencia  la  fortaleza ,  inspirar  la  acción 
y  lá  vida  á  todos  los  ramos  de  la  administración,  y  descender  has- 
ta á  tos  últimos  pormenores  de  las  cosas  mas  triviales.  A.  ellos  está, 
confiada  la  tranquilidad  y  el  mantenimiento  del  orden  interior  de 
los  pueblos;  la  seguridad  del  Estado  en  sus  costas  y  fronteras;  la 
protección  de  las  personas  y  de  los  bienes ;  la  salvaguardia  de  los 
derechos  sociales  y  políticos;  la  defensa  de  los  intereses  generales; 
1^  tutela  de  las  provincias,  de  los  pueblos,  y  de  los  establecimien- 
tos públicos;  la  instrucción  pública,  la  salubridad  y  la  beneficen- 
cia; el  cuidado  de  los  establecimientos  penales  y  de  las  cárceles;  el 
fomento  de  la  agricultura ;  los  progresos  de  las  arles;  los  adelan- 
tamientos de  la  industria;  la  protección  del  comercio;  la  adminis- 
tración de  Hacienda;  la  ejecución  de  las  obras  públicas,  y  para  de- 
cirlo de  una  vez,  el  cumplimiento  de  todas  las  leyes  políticas  y 
.  administrativas.  A  tal  cúmulo  de  atenciones  no  alcanza,  ni  el  gé- 
níOy  si  se  le  hace  descender  á demasiados  pormenores;  ¿qué  suce- 
derá, pues,  con  tantos  funcionarios  como  diariamente  tiene  que  im- 
provisar el  Gobierno?  ¿Cómo  ios  que  debiendo  ser  aptos  para  tanto 
sirven  para  tan  poco,  pueden  conciliarse  el  prestigio  que  es  indis- 
petisable  para  que  encuentren  toda  la  cooperación  activa  que  ne- 
cesitan para  el  desempeño  de  sus  arduas  y  dificilísimas  funciones? , 
El  que  pide  al  hombre  mas  que  lo  que  el  hombre  puede  hacer,  viene 
¿  contentarse  con  que  haga  muy  poco  6  nada.  Asi  sucede  con  los 
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gobernadores.  El  tiempo  no  les  basta  para  visitar,  presidir  juntas 
j  corporaciones,  y  firmar;  cuanto  menos  para  disponer  desde  lo  mas 
alto  basta  lo  mas  ínfimo  de  la  administración  ;  y  esto  suponiendo 
que  reúnan  todas  las  circunstancias  de  capacidad ,  inteligencia  y 
laboriosidad  que  exigen  los  cargos  que  desempeñan. 

Consecuencia  necesaria  es  que  vengan  á  convertirse  en  editores 
responsables  de  lo  que  otros  les  presenten  sin  tener  el  tiempo  para 
examinarlo  debidamente.  A.s¡  es  que  con  frecuencia  en  la  resolución 
de  algunos  negocios  influye  un  subalterno,  tal  vez  un  escribiente 
mas  que  el  gobernador;  el  que  prepara  los  negocios  en  algunas 
provincias  puede  decirse  que  de  hecho  casi  siempre  los  resuelve.  T 
aquí  tenemos  que  por  un  contraste  singular  ese  sistema  de  centra- 
lización absoluta,  viene  á  parar  en  la  mas  repugnante  descentra- 
lización. 

Pero  á  los  subalternos  sucede  también  lo  que  á  los  gobernado- 
resl  Son  tantos,  tan  complicados  y  de  índole  tan  direrente  los  ne- 
gocios que  en  Jas  oficinas  se  aglomeran,  que  aun  suponiendo  en 
todos  los  empleados  prendas  de  saber,  de  celo  y  de  aplicación,  que 
es  cuanto  puede  suponérseles,  seria  imposible  que  pudieran  despa- 
charlos. De  aquí  provienen  esos  retraso^,  esas  paralizaciones,  esa 
eterna  duración  de  los  espedientes  que  concluyen  por  cansar  á  los 
interesados  por  hacerles  perder  la  paciencia  y  hacerlos  desistir  de 
sus  proyectos.  ¿Cuántas  obras  de  utilidad  común  no  se  han  malogra- 
do por  esta  causa?  ¿Cuántas  mejoras  no  han  dejado  de  emprender^ 
se  por  el  temor  de  la  lenta  tramitación  de  los  espedientes?  ¿Cuán- 
tas atribuciones  de  los  gobernadores,  y  generalmente  de  las  mas 
graves  no  llegan  á  ponerse  en  ejercicio,  porque  el  personal  de  los 
gobiernos  se  halla  ocupado  en  atenciones  de  menor  importancia, 
pero  mas  urgentes?  No  sirve  decir  que  esto  se  remedia  anadien* 
do  al  crecido  número  de  empleados  otros  nuevos ;  prescindiendo 
de  que  eí^le  aumento  de  carga  se  baria  insoportable  al  pais,  y  que 
no  es  posible  encontrar  tanta  gente  hábil  y  con  todas  las  circuns- 
tancias apetecibles  para  desempeñar  empleos  públicos,  el  mal  no 
se  remediaría,  porque  en  la  organización  actual,  aunque  fueran  mu- 
chos los  empleados  que  se  aumentaran,  tendrían  que  quedar  desa-^ 
tendidas  importantes  atribuciones  de  las  autoridades  superiores  de 
provincia.  El  mal  está  en  el  sistema. 

Si:  este  sistema  ahoga  del  todo  la  acción  municipal  bajo  el  peso 
abrumador  de  la  omnipotencia  del  poder  central,  quita  en  gran  par- 


^Ii8  BKYISTA  DK  LK6ISL ACIÓN. 

tela  vida á  la  provincia;  impide  el  desarrollo  del ^espiritu público; 
liace  que  todas  las  ambicioaes  no  tOQgan  otra  aspiración  que  la  de 
representar  al  país,  ó  de  servirlo  en  los  empleos.retribuidos;  EaciUlá 
la  impunidad  de  los  Tuncionaríos  públicos;  dá  causa  á  rrecuentísi- 
mos  abusos;  impide  los  progresos  materiales  de  los  pueblos;  inunda 
de  corregidores  á  poblaciones  insignificantes,  cuyo  presupuestp  es 
tal  vez  inferior  al  sueldo  que  se  manda  pagar  á  estos  delegados  del 
gobierno,  es  por  úllimo  una  gran  réoióra  á  la  buena  administra- 
ción del  pais.  Fácil  seria  demostrar  todo  esto,  pero  no  es  necesario 
porque  es  evidente,  porque  está  demostrado  por  la  esperiencia.  A 
pesar  de  esto  lo  haríamos  aquí,  sí  no  fuera  porque  al  examinar  los 
principios  que  creemos  que  deben  prevalecer  en  materia  tan  ím- 
portante,  .aparecerá  mas  completamente.  Lo  que  en  este  lugar  omi- 
timos mas  adelante  lo  completaremos . 

(Se  continuará). 

Pedro  Gómez  de  la  Sena. 


Ei\JCIClAlI!fi.^TO  HERCmiL 


Ahora  que  la  Comisión  revísora  de  las  leyes  mercantiles  activa 
SH  trabajo  respecto  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  en  los  itegocios  y 
caucas  de  comercio,  nos  parece  oportuno  el  dar  á  conocer  á  nues- 
tros lectores  la  opinión  razonada  de  las  corporaciones  especiales 
consultadas  acerca  de  tan  importante  como  necesaria  reforma.  Al 
efecto  insertamos  á  continuación  las  contestaciones  que  á  las  varias 
preguntas  que  se  les  han  dirigido,  han  dado  el  Tribunal  y  Junta 
de  Comercio  de  Alicante. 

!.• 

lE»  cofiveniente  suprimir  el  ütío  de  coneiliaciaH  en  los  negoei&$ 
ie^mereiol  Caso  negativo^  ¿debei'á  celebrarse  ante  djuez  depm 
i  ankotra  mutoiidad ?  icuál  debe  ser  esta  ? 

El  acto  de  conciliación  tiende  á  disminuir  el  número  de  los 
pleitoS;  y  por  su  medio  puede  obtenerse  muchas  veces  este  utílísinjo 
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MMkadOy  cómo  lo  acredita  Uiariamente  la  esperiencia.  Tío  e% 
fmes,  oportano  suprimirlo  eo  los  aiantos  dé  i^omercio ;  puesto  qti« 
los  .jueces  de  paz  están  'designados  ahora  para  su  celebracioQ  en 
toda  especie  de  negocios ,  y  con  respecto  á  toda  clase  de  perdonas, 
mfálqttiera  que  atea  su  fuerza,  conviene  que  ante  ellos  mismos  se 
aotnéQ  las  contíendas  sobre  negocios  mercantiles ,  á  fin  de  evitar 
la  multiptieidod  de  fu^ionarios  púbfícos  y  las  dudas  y  cuestiones 
(lue^pudienin  surgir  sobre  la  naturaleza  é  índole  de  los  asuntos^ 
tef  como  las  oompeteneias  que  tal  vez  se  suscitarían  entre  los  jue^- 
ises avenidores:,  si  los  hubiese  de  diferentes  clases* 

«.• 

I  Quéi^f0rma$  ha  acreditado  la  esperiencia  como  necesarias  en 
(A  tu.  i.^'  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  mercantil ,  qne  trata  de  las 
iésposiciones  eomunes  á  los  juicios  sobre  negocios  de  comerciol 

En  el  tit.  9.^  de  dicha  Ley  aparecen  consignadas  reglas  sufi- 
eientes  para  toda  clase  de  juicios^  si  bien  convendría  introducir  al- 
gnnas  mejoras  para  que  fuera  mas  completa;  y  como  quiera  que 
de  reciente  se  ha  puMieado  una  ley  de  procedimientos  civiles ,  que 
ffoarda  baslante  armonía  con  la  mercantil  y  abnnda  en  detalles  die 
qne  esta  carece ,  para  no  tener  que  referirse  á  la  común  seria  pre- 
ferible  adoptar  esta  también  para  l6s  tribunales  de  comercio ,  aun*^ 
qné  con  las  algunas  moditieaciboeá  necesarias  por  la  índole  partí- 
cniar  de  los  negocios  ^mercantiles ,  y  con  sujeción  también  ala 
ttiiieva  organiísaeion  que  se  déá  estos  tribunales  especiales. 

En  el  art.  2.^  de  la  Ley  civil  se  declara  competente  para  cono- 
cer de  los  pleitos  á  que  dé  origen  el  ejercicio  de  las  acciones  dé 
toda  clase  aquel  a  quien  los  litigantes  se  hubieren  sometido  espresa , 
ó  tádiamiente,  entendiéndose  que  esta  sumisión  no  puede  hacerse 
liao  á  juez  que  ejerza  jurisdicción  ordinaria.  Este  principio  parece 
may  bien,  cuando  se  trata  del  fuero  común ,  porque  es  el  general, 
y  dentro  de  él  caben  todos  por  privilegiadas  que  sean  sus  personas, 
puideodo  hasta  considerafse  como  un  paso  mas  hacia  la  unidad  del 
fuero.  Con  respecto  á  la  ley  mei*canlil  no  puede  sentarse  una  regia 
igual,  «porque  como  tribunales  especiales  y  privativos  solo  pueden 
conocer  de  las  obligaciones  y  derechos  procedentes  de  las  negociar 
cipnesi  €9i(iratos  y  operaciones  mercantiles,  sea  cualquiera  fi 
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filero  de  lá  persona;  y  así  como  á  ellos  deben  acudir  los  litigantes, 
aun  cuando  no  tengan  la  cualidad  de  comerciantes ,  siempre  que 
sus  acciones  procedan  de  actos  mercantiles,  asi  también  estos  mis- 
mos tribunales  no  deben  conocer  de  las  demandas  entre  comer- 
ciantes,  sí  no  son  á  consecuencia  de  operaciones  d«  comercio.  Por 
identidad  de  razón  debiera  en  la  misma  ley  mercantil  fijarse  de  un 
modo  claro  y  que  evitara  toda  clase  de  dudas  la  competencia  de 
estos  tribunales ,  quedando  limitada  la  sumisión  tácita  ó  espresa  de 
los  litigantes  en  asuntos  de  comercio  para  ante  cual(|u¡er  tribunal 
del  ramo,  no  siéndoles  permitido  acudir  á  los  juzgados  ordinarios^ 
ni  á  estos  tampoco  admitir  la  sumisión  en  negocios  que  nosondesu 
competencia.  Si  no  se  estableciera  este  principio,  la  regla  sentada 
en  el  art.  2.**  de  la  ley  civil  serviría  de  prelesto ,  como  ahora  suce- 
de, para  que  muchos  litigantes,  para  eludir  el  rigor  de  las  leyea 
mercantiles,  pretendan  hacerla  aplicable  á  todos  los  negocios  y  ca* 
sos,  dando  lugar  á  continuos  conflictos  de  jurisdicción,  siempre 
perjudiciales  por  los  gastos  y  retrasos  que  ocasionan.  La  sumisión, 
pues ,  de  que  tratan  los  arts.  ±?  y  S.*"  dé  la  Ley  civil  debe  enten- 
derse limitada  á  las  materias  de  que  puedan  conocer  los  juzgados 
ordinarios ,  por  el  principio  de  que  la  jurisdicción  que  ño  se  tiene» 
no  puede  prorogarse;  porque  para  que  pueda  prorogarse  la  juris- 
dicción de  un  juez  por  sumisión  tácita  ó  espresa ,  es  indispensable 
que  este  juez  la  tenga  para  conocer  de  la  materia  que  sea  objeto 
de  la  controversia:  y  no  teniéndola,  por  mas  que  las  partes  quieran 
someterse  á  juez  ordinario,  donde  los  haya  especiales,  no  pueden 
investirle  de  una  facultad  que  la  ley  no  le  ha  concedido.  Si  el  fuero 
fuese  solo  por  consideración  á  la  persona ,  enhorabuena  que  tuvie-» 
se  efecto  la  sumisión ,  porque  unas  mismas  eran  las  leyes  que  el 
juez  ordinario  habia  de  aplicar;  mas  careciendo  de  facultades  para 
aplicar  las  leyes  mercantiles,  en  puntos  donde  existan  tribunales 
especiales  no  debe  serles  permitido  aceptar  la  sumisión  de  los  liti- 
gantes privando  á  los  jueces  de  comercio  de  la  jurisdicción  especial 
que  les  está  encomendada.  Nadie  pondrá  en  duda  que  un  juez  or- 
dinario, por  masque  las  partes  quieran  prorogarle  jurisdicción,  se 
atreva  á  conocer  en  una  causa  deHirorcio ;  establézcase,  pues ,  lo 
mismo  para  las  materias  especiales  de  comercio ,  puesto  que  exis- 
ten códigos  especiales  también  y  tribunales  privativos  para  aplicar- 
los. Nunca  han  debido  ofrecer  duda  estos  principios ;  pero  si  algu- 
na vez  ha  podido  dudarse  por  considerar  á  los  tribunales  de  comer- 
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€10  como  una  sección  del  fuero  común,  puesto  que  los  de  alzadft 
eran  ios  mismos  que  para  los  juzgados  ordinarios,  admitida  la  in- 
noTacion  que  trata  de  plantearse  en  el  proyecto  de  organización  de 
los  tribunales  mercantiles,  deben  desaparecer  todas  las  dudas. 

Otro  tanto  que  se  ha  dicho  de  los  juzgados  ordinarios  debe  ha- 
cerse con  los  tribunales  privativos  de  marina,  porque  estos  á  su  vez 
entienden,  por  lo  común ,  estendida  su  jurisdicción  sobre  esta  clase 
de  aforados  á  toda  clase  de  negocios  y  cuestiones'  entre  los  mismos, 
sin  csceptuar  aqueHas  que  notoriamente  competen  á  los  tribunales 
de  comercio;  y  como  es  tanto  el  poder  é  influencia  que  sobre  estos 
aforados  ejercen  los  jefes  de  marina,  de  aquí  el  que  muchas  veces, 
aun  en  perjuicio  de  sus  intereses,  se  sometan  á  un  juez ,  que  si  bien 
^erá  su  natural  en  los  asuntos  comunes ,  carece  de  facultad  para 
aplicar  las  leyes  de  comercio,  y  no  es  raro  tampoco  ver  decididas 
gubernativamente  cuestiones  que  sin  duda  ninguna  debieron  ven- 
tilarse en  la  vía  judicial ,  dando  casi  siempre  un  resultado  distintó. 
Como  consecuencia  de  esta  opinión  en  que  están  los  tribunales  de 
marina,  puede  asegurarse  que  casi  todas  las  cuestiones  que  se 
suscitan  entre  marineros,  navieros  y  capitanes  de  buques  proce- 
dentes de  espediciones  marítimas  van  á  decidirse  ante  aquellos  tri* 
bunales,  siendo  así  que ,  si  han  de  resolverse  con  justicia  y  acierto , 
es  preciso  que  apliquen  las  leyes  mercantiles ,  en  cuyos  códigos  se 
encuentran  tan  solo  marcadas  las  obligaciones  y  derechos  de  cada 
uno;  y  no  podia  menos  de  ser  así ,  porque  en  las  espediciones  ma- 
rítimas, los  derechos  y  obligaciones  délos  tripulantes  están  tan 
mezcladas  y  confundidas  con  las  que  competen  á  los  dueños  del 
cargamento ,  que  es  indispensable  resolver  las  cuestiones  que  entre 
cualesquiera  de  ellos  se  susciten  bajo  unas  mismas  reglas  y  unos 
mismos  principios ,  puesto  que  bien  considerado  ,  una  espedicion 
marítima  no  es  otra  cosa  que  una  especie  de  sociedad  mercantil  en 
la  que  unos  ponen  el  buque ,  otros  los  géneros  y  otros  un  servicio 
personal,  y  con  sujeción  á  estos  principios  se  establecen  las  reglas 
sobre  liquidaciones  y  repartimientos  de  gastos  en  casos  de  avería, 
en  que  cada  udo  contribuye  en  proporción  á  su  parte  á  la  satisfac* 
cion  de  los  danos  ó  pérdidas.  De  aquí  también  el  que  en  los  casos 
de  naufragio,  varadas,  arribadas  ,  abordajes  y  otras  averías  marí- 
timas los  tribunales  de  marina  en  vez  de  limitarse  al  conocimiento 
de  la  parte  facultativa  y  criminal  del  hecho,  al  socorro  de  los  nan^ 
fragios  y  salvamento  del  buqué  y  cargo,  se  introducen  muchas 
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«^es  á  jazgar  4e  las  malerías.peculkkres  del  cmieroiOy  iavtdieiido 
las  alribucioaee  de  los  tríbunates  especiales  del  ramo ,  causando  uat 
coQfuHOQ  eo  las  operaciones  y  cuestiones  sacei^ivas  que  haa  de  vea- 
tilarse,  y  e.^tablecieiido  ea  muchos  «asos  uínl  jpráelica  eo&traria  i 
los  buenos  príiieipios  y  reglas  meroautiles. 

fia  el  párrafo  S.*"  del  art.  &.'*  de  ta  Ley  «ivil  se  establece ,  que 
cuando  se  ejerciten  aciíiones  personales,  sea  juez  oompetente  el  del 
lugar  en  que  étkx  cumplirse  la  obligación,  y  á  faíta  de  esté,  á  elec- 
cion  del  demandante,  el  del  domicilio  del  demandado  6el  del  lugar 
del  contrato,  si  hallándose  en  él,  aunqae  sea  accidentalmente  pue- 
de ser  emplazado.  Respecto  á  la  primera  parte  del  ai*tícalo  nada 
bay  que  espooer ,  porque  justo  y  natural  parece  que  se  exija  ei 
cumplimiento  de  una  obligación  en  el  mismo  punto  én  que  las  par- 
tes ofrecieron  cumplirla.  En  cuanto  á  la  segunda,  se  dispensaría 
un  seialado  beneficio  al  comercio  dé  buena  fé.,  si  en  la  nuéva  ley 
mercantil  se  estableciese »  que  á  falta  del  lugar  donde  las  partes 
bttbteren  convenido  cumplir  la  obligación ,  fuese  competente  el  tri- 
bunal del  domicilio  del  demandado ,  ó  el  del  lugar  del  contrato ,  i 
elección  del  demandante,  hállese  en  él  ó  no  el  demandado.  Sabido 
es  que  en  casi  todas  las  plazas  las  ventas  de  géneros  se  hacen  al 
íiado>  y  costumbre  es  también  por  la  buena  fé  con  que  se  procede, 
no  estenderse  ningún  documento  del  contrato^  á  no  ser  mediando 
sumas  de  mayor  cuantía,  en  puyo  caso  suele  estenderse  un  pagaré ' 
ó  cualquier  otro  documento;  pero  natural  parece,  y  bajo  este  su*- 
puesto  se  camina,  que  el  deudor,  vencido  el  plazo,  tenga  que  pre^- 
isentarse  á  realizarlo  en  casa  del  acreedor.  Desgraciadamente  no 
son  poco  los  deudores  de  mala  fé,  que  faltan  al  sagrado  cumplí* 
miento  de  sus  obligaciones,  bien  sea  al  primer  contrato  ó  en  otros 
posteriores  en  que  han  procurado  aumentar  el  crédito ;  y  el  enga- 
ñado fabricante,  comerciante  ó  almacenista >  como  no  tienen  mas 
documento  que  el  asiento  de  sus  libros ,  no  le  queda  otro  recurso 
que  demandar  al  deudor  en  su  propio  domicilio,  teniendo  para  ello 
que  hacer  nuevos  sacrificios  y  vencer  no  pocos  obstáculóis  dé  loca* 
lidad.  Como  estos  casos  se  repiten  con  tanta  frecuencia ,  de  aquí  es 
que  en  algunos  de  ellos  el  comerciante  prefiere  mas  bien  abandonar 
el  crédito  que  esponerse  á  mayores  pérdidas.  Con  la  regla ipropueslá 
podrían  remediarse  muchos  abusos  sin  causar  por  esto  el  menor, 
perjuicio  al  deudor  ú  obligado ,  porque  si  obra  de  buena  fé^  ya  sabe 
que  al  vencimieato  del  plazo  debe  cumplir  lo  prometido  y  en  el  lu- 
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gár  natural  de  hacerlo ,  y  si  á  esto  no  quiere  sujetarse,  en  su  roano 
está  consignar  en  un  documenta,  público  ó  privado  el  sitio  donde 
ha  de  cumplir  la  obligación. 

En  los  arts.  H3  ^y  i9  de  la  Ley  civil  se  manda^  que  las  coinpa*^ 
recencias  en  juicio  serán  siempre  por  medió  de  procurador  y  los 
Utí^aÁtes  dícígidos  por  letrados,  salvo  Las  eseeipcionesqueipara 
ambos  ,ca«os  se  deteriBÍoaa.  Respecto  4  los  asuotos  mercantiles 
Clamos  conveniente  continúe  la  ¿cuitad  que  los  arts.  34  y  38  de 
la  iif^  meroantil  conceden  á  los  comerciantes  para  que  puedan 
qojppai^ecer  en  juicid  y  dirigirse  por  sí,  ya  por  debérseles  suponer 
€on  i  conocimientos  bastantes  para  saberse  manejar  en  todos  Jos 
negodes4e  su  profesión,  ya  taflibien  porque  debiendo  estos  tnis- 
uH>s  formar  el  tribunal  que  ha  de  juzgar  en  sus  propios  asuntos^ 
parecería  una  incoasecueneia  negarles  igual  príviiegio.  En  cuant4^ 
á  los  poderes ,  también  conceptuamos  conveniente  se  permita  á  loa 
comerciantes  otorgarlos  en  estos  casos  á  favor  de  sus  factores  qu^ 
leuaan  las  demás  condiciones  de  la  ley;  pero  si  hubieren  de  va^ 
lerse.de  otras  personas,  deberían  entonces  ser  representados  por  na 
proQurfuior  con  títuilo ;  esceptuándose  sin  embargo  en  lo^  casos  de 
averías  maritimas  y  de  quiebras,  porque  siendo  limitado  el  núme* 
ró  die  procuradores  y  el  de  muchos  interesados  en  esta  clase  de 
negocíios,  y  j^r  lo  común  no  domiciliados  todos  en  el  lugar  del 
juicio,  parece  conveniente  se  les  permitiera  valerse  en. estés  casos 
de  persona  que  tuviera  la  cualidad  de  comerciante,  .pues  de  otl*o 
modo  sería  casi  siempre  imposible  cumplir  con  lo  prevenido  en 
]a:segunda  parte  delart.  i0t^6  del  Código. 

JPor  último,  llamamos  la  atención  acerca  de  la  diferencia  que  so 
observa  entre  el  ^t«  34  y  el  38  de  la  ley  merctotil.  En  el  I.*"»  ha- 
blando de  los  poderes  se  refiere  tan  solo  á  ios  comerciantes ;  mas 
en  el  ^gundo,  la  facultad  de  valerse  ó  no  de  la  dirección  de  letra* 
dos  9  se  hace  .ostensiva  á  todas  las  personas  que  litiguen  ante  los 
tribunales  4e  comer'Cio,;  y  como  mu<^has  veces  tienen  que  litigar 
personas  »que  no  son  comerciante^,  creemos  que  á  estos  solo  de-* 
hiera  Upaitarse  elpsi^ilfiíio  por  no  existir  en  aqnellas  las  condicío 
nos  que  estos  reupeiL 
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¿Qué  reformas  exige  el  actual  juitío  ordinario^ 

• 

Por  regia  general  parece  seria  coavenieote  adoptar  ^1  sistema 
de  qoe  la  ley  mercantil  se  uniformase  en  lo  posible  con  la  ley  co- 
mún ó  civil,  escepto  en  aquellos  casos  ea  que  la  naturaleza  del  ne- 
gocio exigiese  una  tramitación  especial  que  no  pudiese  acomo- 
darse á  las  prescripciones  de  la  civil,  y  salvando,  aun  en  ios  casos 
posibles,  alguna  escepcioa  por  la  índole  particular  de  ios  negocios 
de  comercio.  El  juicio  ordinario  en  la  ley  mercanUl  tiene  señalados 
todos  los  trámites  para  el  seguimiento  de  un  juicio  de  esta  natu- 
raleza, que  forma  como  la  matriz  ó  regla  general  para  todos  ios 
juicios,  y  en  su  esencia  parece  diferir  poco  del  de  la  ley  cfvil;  pues 
las  variaciones  que  se  notan  no  son  mas  que  reformas,  cuya  nece- 
sidad ha  justificado  la  esperiencia,  abundando  en  detalles  muy  úti- 
les y  á  los  que  tiene  que  recurrir  á  cada  paso  la  ley  mercantil. 

En  efecto,  por  el  art.  109  de  la  mercantil  se  prohiben  toda 
clase  de  diligencias  probatorias,  ni  antes  de  la  demanda  ni  con 
ella,  y  la  civil  con  notable  previsión  permite  en  el  art.  2^  algu- 
nas diligencias  preparatorias,  así  como  escepciones  de  prueba  por 
el  art.  2^3. 

La  manera  de  hacer  la  citación  ó  emplazamiento  en  el  art.  112 
de  la  ley  mercantil,  ofrece  meaos  seguridades  que  el  modo  preve- 
nido en  el  !2:28  de  lo  civil,  porque  en  aquella  solo  el  alguacil  é 
portero  hace  relación  de  la  entrega  de  la  cédula,  cuando  en  esta, 
á  mas  de  la  fé  ó  certificación  del  escribano,  está  la  firma  de  la  per- 
sona que  la  recibe. 

Necesario  es' también  que  las  escepciones  dilatorias  se  propongan 
todas  á  la  vez,  como  se  previene  en  el  art.  240  de  la  ley  civil; 
porque  de  otro  modo  se  dá  lugar  á  abusos  que  hacen  interminables 
los  pleitos,  resolviéndose  en  primer  lugar  la  de  competencia. 

Tampoco  se  dice  nada  en  la  ley  mercantil  cuando  el  demandado 
hace  uso  de  la  reconvención,  que  parece  conveniente  se  discuta  y 
sustancie  juntamente  con  la  demanda,  como  se  previene  en  el  ar- 
tículo 284  de  la  civil. 

El  término  estraordinario  en  la  ley  civil  está  mejor  distribuido 
y  es  mas  corto  que  ea  la  mercantil;  cuya  reducción  parece  ahora 
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fondada,  atendida  la  facilidad  y  mayor  rapidez  en  las  comunica- 
cíones. 

Para  ejecutar  la  prueba  es  igualmente  preciso  recurrir  á  la  ley 
civil,  porque  la  mercantil  está  muy  lacónica  en  esta  parte. 

No  obstante  la  brevedad  con  que  debieran  sustanciarse  los  ne* 
gocios  de  comercio;  en  la  ley  mercantil  se  concede  un  término  de 
prueba  mucho  mavor  que  en  la  civil. 

.  Respecto  á  tachas  de  testigos  en  la  ley  mercantil,  solo  en  el 
art.  155  se  dice:  que  su  prueba  no  podrá  hacerse  sino  por  docu-^ 
mentos  ó  confesión  judicial;  y  sobre  tener  que  recurrir  á  la  civil 
para  la  transilacion  de  este  incidente,  los  medios  propuestos  en 
aquella  no  serán  bastantes  en  muchos  casos;  y  parece  conveniente 
que  se  dé  toda  la  amplitud  posible  á  la  defensa  de  las  partes,  aun 
á  costa  de  retardar  algo  la  terminación  del  pleito,  puesto  que  se 
ti:ata  de  un  juicio  ordinario,  en  el  que  no  cabe  después  abrirlo  de 
nuevo  can  la  reserva  que  se  hace  en  el  ejecutivo. 

Por  todas  estas  consideraciones  entendemos,  que  para  los  nego^ 
cios  mercantiles  podria  también  adoptarse  la  tramitación  señalada 
para  los  juicios  ordinarios  en  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  si 
bien  pudieran  hacerse  algunas  ligeras  moiiíicaciones. 

.  En  el  núm.  2.*"  del  árt.  222,  se  habla  tan  solo  de  la  exhibición  de 
la  cosa  mueble,  cuando  se  trate  de  una  acción  real;  y  podría  aña- 
dirse: ó  que  sea  objeto  del  contrato,  sobre  cuyo  cumplimiento  verse 
la  acción  que  haya  de  entablarse. 

En  el  comercio  acontece  con  frecuencia  venderse  una  partida 
determinada  (jle  géneros  sobre  muestra.  Si  antes  de  la  entrega  se 
suscita  alguna  cuestión,  para  reclamar  el  cumplimiento  del  con* 
trato,  el  comprador  necesita  que  se  le  exhiba  el  género  para  ver  si 
es  conforme  con  la  muestra,  y  por  consiguiente  calcular  si  le  con- 
viene, ó  no,  seguir  la  reclamación. 

Entre  los  documentos  públicos  que  se  enumeran  en  el  art.  28& 
de  la  ley  civil,  deberían  también  colocarse  las  pólizas  originales  de 
contratos  celebrados  con  iutervencion  de  corredor  público,  que 
estén  firmadas  por  las  partes  y  por  el  mismo  corredor  que  interviú 
no  en  el  contrato;  porque  en  los  negocios  de  comercio  xsnro  e&  el 
caso  en  que  interviene  un  escribano,  y  los  corredores  son  los  qu^ 
desempeñan  este  papel  con  el  carácter  de  oficiales  públicos  • 
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iQiiérefórmas  conviene  introducir  en  el  juicio  de  quiebra V 
iQtté  diferencias  esenciales  deben  separarle  de  hs  de  concurso  de 
acreedores  ? 

Esta  es  qaizá  la  parte  del  procedimiento  mereantil  mejor  orde- 
nada y  que  dé  ocasión  á  menos  dudas  ó  cuestiones.  Sí  algunas  se* 
presentan,  proceden,  mas  bien  qne  de  otra  cosa,  del  punible  deseo 
de  bnriar  el  celo  y  rectitud  de  los  tribunales  y  la  severídad  de  las 
leye«  solirc  quiebras. 

Apoyándose  en  las  diisposiciones  de  los  articnlóss  tOI4  y  del  1:*'* 
del  Código  de  Comercio^  han  sostenido  algunos  que  no  se  debe  de- 
clarar en*  quiebra  á  los  qne  se  ocupan  habitualmente  en  el  tráíifeo' 
mercanlit,  fundan  sn  estado  político  en  el  ejercicio  del  comercio  y 
éns  deudas  proceden  de  operaciones  ó  negocios  mercantiles,  si  no 
se  han  inscrito  en  la  matrícula  de  Cjomerciantes.  Este  es  un  subtet^ 
fagio  Tun/Jado  únicamente  en  el  art:  1014  que  previene  no  se  dé^ 
clare  en  quiebra  al  (|ue  no  tenga  la  calidad  de  comerciante;  y  el'' 
art.  1/ "exige  que  esté  inscrito  en  la  matrícula  de  comercio  el  que 
sea  comerciante.  Pero  los  artíbuios  1199  y  1:300  consignan  perfec- 
tamente lo»  límite»  y  fundamenta  de  la  jurisdicción  dé  los  tribuna- 
les de  comercio,  y  se  vé  muy  claramente  que  no  procede  deia 
persona  stne  de  la  cosa,  operación  ó  negocio  que  es  objeto  de  la 
controversia  jurídica.  Annqtie*  los  tribunales  han  declarado  en -^ 
quiebra  á  muchos  qne  no  estaban  matriculados,  y  puede  decirse ' 
que  se  ha  establecido  una  jurisprudencia  sobre  este  ponto,  es  con- 
veniente que  la  ley  diga  terminantemente  qne  pueden  y  ileben  ser 
declarados  en  quiebra  los  que  ejercen  habitnalmente  el  comerció  y 
qtre  han  contraído  deudas  á  consecuencia  dé  operaciones  ó  nego- 
cios mercantiles* 

El  art.  1944  fireviene  el  arresto  del  qnebradó  en  la  cárcel  'ó  en 
sn  casa,  si  no  diese  fianza  segura  en  el  acto.  Seautoriza  este  arres- 
to por  elíoterés  dd  pAMice,  para  elcaso  de  resultar  friaude  ó  cal- 
pabtlidad^  y  tamliien  por  elinterés^de  ios  acreedores,  para  Impe- 
dir la  fuga  del  deudor,  áffnien  tienen  derecho  de  exigirle  toda  clase 
de  esplicaciones.  Pero  si  el  fiador  de  cárcel  segura  no  cumple  la 
obligación  que  se  ha  impaesto,  no  hay  medios  bastante  eficaces 


qae  interesen  al  fiador  para  vigilar  al  quebrado  é  impedir  su  fuga; 
por  lo  que,  sucede  coo  frecuencia  que  desaparece  el  quebrado,  qui- 
zás con  anuencia  de  áu  fiador,  y  se  vé  burlada  la  ley  y  los  intere- 
ses públrcos  y  privados,  sin  que  haya  medio  d&víndfcar  un  heaho 
que  ofende  la  dignidad  de  los  tribunales  y  de  la  jasiícia.  Por  coasU 
guíente,  que  fuera  indispensable  el  arresta  del  quebrado,  de  la 
manera  menos  vejatoria  y  perjudicial,  ó  que  se  le  exigiera  olr»v 
clase  de  fianza  de  mas  eficacia  ó  responsabilidad. 

Los  ariiculos  238,  239  y  2i3  de  laLey  de  Bnjiiieíaroienlo  mer- 
cantil disponen '.que- las  demandas  contra  recoeocimieate  de  orMi^^ 
tes  se  sustancien  en  ramosi  separados,  y -que  las  que»  se  promuevan 
centra  los  acuerdos  de<  las.  juntas  en  la  graduación  m  sustancien  en:' 
la  pieza  carxiente  de  esta  secoioa.  Ha  ocurrido  algunas  veces^  que- 
UB  mismo  créditp  ha  ocasionada  el  ramo  necesario  para  disentir  WBt 
re^nocioiíeoéo  y  atra  discusión  en  la  pieza  de  Ja  sección'  4i*  An«* 
dando  cada  una'.de  estas  demandas  por  su  lado  y  teniendo  Intima 
conexión^,  han,  recaido  dos  sentencias  cootradietierias.  Cu  tales  pro« 
cedimientos  acurre  generalmente  que  muchos  deoumeatos  y  datos ' 
de  ambas piezasisirven  también  ó  se  necesitan  paria  la  otra,  y^que, 
es  indispensable  librar  testimonios,  repetir  actuaeiones  y  hacer- 
g^istos  innecesarios»  Para  evitar  todo  este  seria  conveniente  dispe* 
ner,  que  todo  crédito  q4ie  no  sea  impugnado  jntlioialmente  en  cuan*» 
to  á  su  gvadnecion^  pero  qué  se  entalilecontra  él  demanda  de  re* 
conocimiento,  se  ventile  en  ramo  separado.  Peres  en  oasadeqne 
poruña  parte  sea  impugnado  el  recanoci miente  del  erédito  y  por' 
otra  su  graduación,  se  evitará  todo* inconveniente,  llevatida  »nbas' 
reclamaciones  á  la¡ sección  4*  ó  nuarohomdo  juntas  de  cualquiera 
otra  manera. 

El  juicio  de  qeiebra  debe  proceder' de  negeeíosniereantíles.  En 
esta  ciaste  de  negocinsi  el  tiempci  y  la  oportunidad  tienen  mucho ' 
valor;  la  Imeaa  fé  es  ia^  baseen  quedéseansan^todos  eHos  y  el  cré*^ 
dito  es  su  mejor- etemenlo;  por  consiguiente,  todo  lo  que  pueda* 
conducir  &  daf  mayor  eficacia^  celeridad  y  claridad 'aí' procedí* 
miento,  i  la  averiguación  de  todo  lo  que  afecte  á*  los»  íntere!»es  de 
los  acreedores  y  del  quebrado,  y  i  descubrir  y  justiSOarlés  causas 
eventuales  é  idovHaUe»  ó'  las  culpable-t  óifraudalenta^  dO'  la  quie- 
bra, debe  ser  el  carácter  que  distinga  el  proeedimiente  di)  quiebra : 
del  concurso'  de  aoreedores* 
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¿Conviene  separar,  la  representaeion  de  las  quiebras  de  la  ad- 
ministracion  de  sus  bienes  ? 

¿Debe  exigirse  que^  los  síndicos  sigan  eligiéndose  de  entre  los 
acreedores  ? 

Todo  io  que  paeda  contribuir  á  la  buena  administración  de  los 
bienes  de  la  quiebra  y  á  la  defensa  de  los  intereses  ó  derechos  pe- 
culiares de  los  acreedores,  debe  estar  encargado  á  una  persona  de  la 
esclusiva  confianza  de  estos;  pero  las  atribuciones  que  se  dan  á  los 
síndicos,  por  la  actual  legislación,  para  averiguar,  denunciar  y  cali- 
ficar todos  los  hechos  y  antecedentes  del  quebrado,  que  afectan  á  la 
sociedad  en  general,  deben  conferirse  á  un  funcionario  público  que 
tenga  las  cualidades  necesarias  para  llenar  este  objeto.  Si  en  el  acto 
de  presentarse  una  quiebra,  se  debe  proceder  á  indagar  sus  ante- 
cedentes y  sus  causas,  porque  se  presume,  desde  luego,  que  hay 
probabilidad  de  que  se  haya  cometido  un  delito,  claro  es  que  estas 
indagaciones  y  la  acción  que  de.  ellas  proseda  no  han  de  fiarse  úni- 
camente al  interés  y  celo  de  ios  acreedores,  sino  que,  al  menos^ 
debe  darse  conocimiento  de  todo  ello  á  un  representante  de  los  in-» 
tereses  generales  de  la  sociedad.— Es  muy  frecuente  que  los  síndi- 
cos de  las  quiebras  dejen  de  pedir  las  calificaciones  de  tercera, 
cuarta  ó  quinta  clase,  por  conmiseración  al  quebrado  ó  por  alguna 
esperanza,  mas  ó  menos  fundada. 

Es  lo  mas  justo  y  razonable  que,  en  todo  lo  que  sea  conducente 
á  cuidar  ó  defender  bienes  ó  derechos  de  particulares,  se  deje  á 
los  interesados  la  mayor  latitud  posible,  para  que  dispongan  de 
t^do  con  entera  voluntad  y  con  arreglo  á  su  conveniencia. — El  ar- 
tículo 1070  del  Código,,  hasta  exige  ciertas  cualidades  ea  tos 
acreedores  á  quienes  se  confiera  el  cargo.de  síndicos.  Qa  ocurrida 
muchas  veces  que^  entre  los  de  una  quiebra,  no  se  ha  encontrado 
uno  siquiera ,  que  haya  tenido  las  condiciones  legales  y  además 
las  que  han  apetecido  los  acreedores,  por  circunstancias  especiales,, 
ó  para  su  verjdadera  conveniencia  Puede  ocurrir  muy  fácilmente,, 
que  todos  los  acreedores  de  una  quiebra,  por  gruesas  cántidádas^ 
no  tengan  residencia  en  el  lugar  del  juicio  y,  entonces,  es  neccsa-^ 
río  para  cumplir  las  prescripciones  de  la  ley,  confiar  tan  delicado 


oaffgo.^:ttn  atveed^r  de  pequeña  cftatidaci,  que  tiene  poco  interé» 
eA  tti  ^neio,  que  puede  ner  supuesio»  que  puede  fácilmente  eutrar 
en  traioe  secrelofi  con  el  quebrado,  ó  que,  por  otras  circunsian- 
cias,  puede  ser  sospechoso  ó  repugnante  á  los  acreedores  de  ma* 
yor  inteiéfi.  Si  es  conveniente  á  la  quiebra  el  nombramiento  de  un 
síodieo  que  siea  acreedor,  no  bay  razón  para  dudar  que  dejara  de 
Bombnirie  aJigano  qu»  tenga  esla  cualidad;  pues  el  interés  privada 
es,  genesalmenite,  el  que  mejor  inspecciona,  calcula  y  hace  lo  que 
mas  le  convieiie.  Resulta  por  consiguiente,  que  no  se  debe  poner 
á los  acreedores  restricción  alguna,  con  respecto  á  la  persona  4 
qnien  bajea  lée  coafiar  el  cargo  de  síndico. 


^• 


iQaémeHas  podrían  adQptar$e  para  que  la  calilicacion  (le  las 
quiebras  se  hi0iese  siempre  4:on  arreglo  á  la  ley^  y  para  evilar  en 
lodos  los  can»  la  impunidad  de  los  fallidos  cul^íablesl 

Para  índiear  ilos  remedios  es  necesario  antes  buscar  y  conocer 
ks.causas'del  mal  que  se  trato  de  remediar.  Nuestro  Código  mer- 
eantil  es  bástenle  pneviaof  y  deja  pocos  vacíos  para  escapar  de  la 
scrveridaddeiaSiieyeS'Sohie  quiebras;  pero  .en  materia  tan  vasta  y^ 
complicada^  el  comeréis  de  mala  fé  ba  sabido  enconlrai;  algún  me- 
cUo  para  hurlar  la  eficacia  deila.ley  y  la  coafianza  de  sus  acree- 
dores. 

Unos  ban.  celebrado  convenios  non  sus  acreedores,  privada- 
mente^  y  preparados  con  destreaa,  y  4:on  falsos  ó  reprobados  ofre* 
cimientos:  oíros  se  bansuatraidoáJa  jurisdicción  de  comercio  y 
han  acudido  á  los  jueces  de  primera  instancia,  provocando  un 
concurso  voluntario;  muchos  han  conseguido  en  la  primera  junta 
del  juicio  de  quiebra,  que  admitan  sus  acreedores  un  convenio,  en 
que  T«sulta  una  espenai  sin  quita  alguna  • 

^a  Eepmae  teme  vulgarmente  entablar  y  seguir  litigios ;  el  * 
inlerés  pdvado  ae  antepone  las  mas  veoes  al  general  y  al  de  una 
clase  ó  profesión :  los  afU'eedores  rara  vea  esperan  conseguir  mejor 
ni  idéntico  resultado  al  concluir  un  juicio  de  quiebra,  que  al  hacer 
eaidqaier  oeavenio,  Imsta  cea  la  peraoM  que  ba  defraudado  lea  in- 
teseses  que  le  cQnflarouw 

C«ii letiMMo i^tos  conveoiOfr  pttf ades,  aunque i/dWi \9^i^Jt 
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dbres  á  la  obligácíou  que  les  impone  el  art.  4017  del  Código,  no* 
se  puede  prohibir  á  los  acreedores  que  transijan,  amigablemeote,- 
si  no  ejerciendo  el  poder  público  una  íiácalrzaeion  repngaatite,  ine* 
ficaz  é  imposible. 

Para  inutilizar  ó  hacer  mas  difícil  tos  medios  de  eludir  la  juris- 
dicción mercantil  y  las  leyes  sobre  quiebras,  ya  hemos  dicho 
cuanto  nos  parece  razonable  y  conveniente,  al  contestar  á  la  pve* 
gunla  sobre  reformas  en  el  juicio  respectivo  :  consignar  de  una 

**  manera  bien  clara  v  terminante  cuáles  son  las  facultades  y  atribtt» 

••  • 

ciones  de  los  tribunales  de  comercio  y  prohjbir  á*  los  juagados  or-- 
dinarios  conocer  y  juzgar  en  cuestiones  raercanjliles  en  pueblos  en 
donde  los  haya  especiales  del  ramo,  será  el  medio  mas  eficaz  de 
contener  tal  abuso. 

Para  evitar  que  los  temores  é  infundadas  esperanzas  de  una 
parte,  y  las  falsas  ofertas  y  malos  manejos  de  otra  puedan  ocasio- 
nar y  conseguir  un  convenio  en  que  no  aparezca  pérdida  ó  qaiU 
en  una  quiebra  fraudulenta  ó  por  alzamiento,  seria  acertado  dis* 
poner,  que  cualesquiera  que  fuesen  las  cláusulas  del  convenio  y  la 
época  en  que  se  hiciera,  siga  siempre  la  pieza  de  califioftcion  j 
quede  en  suspenso  el  convenio,  para  que  se  declare  nulo,  en  el 
caso  de  calificar  la  quiebra  de  4/  ó  o.^  clase, ó seapruebe si  fueie 
($aiiíicada  de  1.^,  2.^  6  3.^,  sin  perjuicio  de  imponer  la  pena  sena» 
tada  en  el  art.  1143,  para  esta  última  calíScacion.  Por  este  medio 
se  llegaría  siempre  á  conocer  las  verdaderas  cansas  de  toda  quie- 
bra y  sabría  el  comercio  quiénes  eran  los  quebrados  indignos  de  la 
consideración  y  confianza  de  ^us  companeros,  y  ios  que  habían  sido 
víclinias  de  un  infortunio  ó  desuna  eventualidad,  de  las  que  son 
muy  frecuentes  en  los  negocios  y  operaciones  mercantiles. 

r  %  t  * 

iQué  sistema  de  juicio  arbUral^e  reputa  prefet^ible  para  hs  ne^ 
gocios  de  comercio^  el  ^laMecidoen  el  art.  60  de  la  Ley  de  Eñjui- 
ciíimieulo  mercantilf  ó  el  que  la  Ley  de  Enjúiciamieffta  mil  pres^ 
cribe  en  el  título  15  de  la  parte  ♦.*?  . 

Para  simplificar  el  estadio  de. la  legisltunoa  y  por:otras  causas 
no  menos  atendibles,  conviene  uniformar  ea  ouánto  posti^leseaei 
drdeii  de '¿ájuicigir  M  tddos'tb^itríinii&ales^  coa^nriaeioa  á  toda 
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ciase  de  negocios,  siempre  que  do  io  resista  s*j  íodole  esj)eciaL 
Partiendo  de  este  principio,  y  puesto  que  existe  una  Ley  de  Enjui- 
ciamiento civil  recientemente  promulgada,  que  rije  no  solo  en  los 
juzgados  ordinarios,  sino  también  en  los  de  Guerra  y  Marina,  pa- 
rece conveniente  que  se  adopten  para  los  tribunales  de  comercia 
sus  disposiciones  en  lo  tocante  al  juicio  arbitral,  si  bien  con  las  dos. 
escepctones  ó  modificaciones  siguientes:  1.*  suprimir  el  art.  773  de 
la  ley  citada  por  el  cual  se  declara  nulo  todo  compromiso  que  no 
se  formalice  en  escritura  pública,  dejando  subsistente  el  i^é  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  mercantil  donde  se  permite  celebrarlos  iam«> 
bien  por  escrito  presentando^  de  conformidad  en  los  autos  si  hu- 
biere'ya  pleito  comenzado,  por  convenio  ante  los  jueces  avenidores 
ó  de  paz,  y  por  contrato  privado  entra  las  partes  que  conste  por  es- 
crito, todo  con  el  objeto  de  facilitar  la  celeridad  quetanto  interesa 
en  tos  negocios  mercantiles;  y  2."  que  el  nombramiento  de  jueces 
arbitros  no  haya.de  recaer  precisamente  en  letrados  cual  lo  pres-^ 
cribe  el  art.  776  de  la  Ley  de  (ünjntciamiento  civil,  sino  que  pue- 
dan también  confiarse  estos  cargos  á  comerciantes;  pues  si  la  hey 
los  considera  aptos  para  el  desempeño  de  la  judicatura  en  los  tri-» 
bnnales  de  comercio,  con  mas  razón  deben  serlo  para  entender 
como  arbitros  en  las  cuestiones  puramente  mercantiles* 


S 


¿Qué  sistema  es  preferible  en  los  negocios  de  comercio,  el  ch 
los  amigables  componedores  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  mevcayí'^ 
til,  ó  el  que  establece  el  título  i6  de  la  parte  i.*  de  la  Ley  de  En^ 
juieiamiento  civil? 

Por  la  misma  razón  indicada  en  la  respuesta  anterior  y  por  ser 
mas  completas  las  disposiciones  contenidas  en  el  título  i6  de  la 
primera  parte  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  convendrá  adop-» 
tarlas  cpa  preferencia  á  las  del  título  6.^  de  la  de  Enjaiciainient» 
mercantil  en  orden  á  los  amigables  componedores.  Convendria  na 
obstante  suprimir  el  art.  821  que  exige  necesariamente  se  con- 
signe el  compromiso  en  escritura  pública  bajo  pena  de  nulidad,  y 
permitir  se  formalice  de  cualquiera  de  los  modos  que  señala  el  ar-« 

líenlo  256  de  la  ley  mercantil. 
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¿Debe  eon$enjarse  el  compromiso  forzado  para  dirimir  ktñ  <wi^ 
íroversias  entré  lo$  s¿mú 

El  art.  255  de  la  Ley  de  ERJaiciamíeoto  meroaütH  iosigiiieado 
lo  que  preseribeo  los  arts.  3^5  fa^  del  Código  de  Comercia, 
impone  como  forzado  el  compromiso  en  arbitros  para  dírimtc  las 
diferencias  entre  los  socios.  Así  lo  estableció  también  la  Ordienají* 
za  francesa  de  167S,  respetando  la  anti^aa  eostoEsbre,  y  lo  om^ 
firmó  el  art.  54  del  Código  de  Comercio  de  la  nisma  4iacioB  €Mi 
el  objeto,  al  parecer,  de  evitar  4  las  pmMes  ÍDleresadas  los  com- 
sideraUes  gastos  que  traea  coosii^  \m  pvoeedimientos  judJcialea  7 
liacer  mas  rápida  la  decisión  de  los  negoeíos  de  esta  especie,  qve 
siendo  por  lo  coman  muy  complicados,  no  podrían  fácilmente  ter- 
minar;^ por  los  tribanales.  Estas  razones,  sin  embargo ,  no  pare- 
cen bastante  poderosas  para  imponer  á  los  interesados  laobUgaoMm 
precisa  de  semieterse  al  juicio  de  arbitros,  priváiidales  de  lafaenl- 
tad  que  todos  generalmente  tienen  de  acudir  ii  los  tribunales  para 
que  juzguen  sos  diferencias  de  eoníquier  aainraleza  que  sean. 

Hay  casos  en  que  esta  obligación  forzada  podría  ser  muy  gra-- 
vosa  y  de  perjudiciales  consecu'eitcias  á  ciertas  personas,  por  la 
posición  particular  en  que  se  encontrasen,  y  por  todo  ello  parece 
tomáis  justo  sioprimirla  enteramente,  dejando  al  ubre  arbitrio  de 
ios  socios  el  comprometerse  ó  no  en  arbitros^  según  lo  estimen  eoa* 
veniente,  ya  qne  se  concdk  esta  f»eultad  á  toda  clase  de  {lersonas. 
Mas  si  á  pesar  de  esto  se  creyese  necesario  ó  útil  tixantener  el  prin»» 
cipio  del  compromiso  forzado ,  por  lo  menos  convendría  que  se  le 
diese  alguna  mas  latitud,  no  limitánMo  precisamente  al  }ttioio  de 
arbitros  de  derecho,  sino  dejando  á  elecoiten  de  les  socios  someter -^ 
se  á  ellos ,  ó  bien  á  amigables  componedores* 

{Se  concluirá.) 

Por  copia, 

José  Beos. 
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Los  eomeotarisu»  de  la  Ley  de  Enjofciamiento  cítü,  conside- 
Miido  coo  razQQ  que  no  podía  ser  objeto  de  su  trabajo  hacer  la 
hhtoria  de  eiertas  instituciones  dei  procedimiento,  ni  mucho  menos 
ia  comparación  del  eclesiástieo  con  el  civil,  han  tocado  muy  some- 
itttiente  esta  materia/ interesante  por  mas  de  un  concepto  á  los 
kombres  de  la  ciencia,  y  no  menos  interesante  á  los  que,  dedicados 
al  despacho  de  los  negocios  del  foro,  tienen  necesidad  muchas  ve- 
ees  de  estudiar  cuestiones  y  puntos  del  procedimiento^  que  no  pue^ 
dea  comprender,  y  mucho  menos  esplicar  sin  haber  antes  exami- 
nado d  origen  y  causa  de  la  iilstitucíon ,  su  observancia  en  ios 
tribanaJes,.  las  modificaciones  que  ha  sufrido  por  ia  práctica  y  la 
i^tacroaque  conserva  con  las  leyes  vigentes.  Convencidos  nosotros 
de  la  importancia  de  este  asunto,  y  animados  dei  mas  vivo  deseo 
de  dilucidar  algunos  puntos  del  procedimiento,  principalmente  en 
la  '^icaeron  de  ia  nfteva  ley  en  los  tribHuales  eclesiásticos,  cuya 
práetica  después  de  su  publicación  no  es  conforme  á  lo  estableci- 
do en  aquella,  nos  hemos  decidido  á  presentar  á  los  lectores  de  La 
BwnsTA,  algunas  ligeras  observaciones,  dirigidas  á  examinar  el 
ptoeedímienlo  eclesiástieo,  compararlo  con  la  nueva  ley  que  rige 
en  Empana,  y  demostrar  que  hi  observancia  de  esta ,  no  solo  es 
conveniente  sino  necesaria  para  la  unidad  en  la  administración  de 
Justicia,  teniendo  como  tienen  los  tribunales  eclesiásticos  la  obii- 
gacitrn  de  sustanciar  todos  los  negocios  civiles  de  que  conocen  con 
arreglo  á  sus  prescripriones. 

Grande  y  brillante  es  sin  duda  el  lugar  que  ocupa  en  la  historia 
de  tes  procedimientos  el  libro  segundo  de  las  Decretales ,  primer 
Gódrgo^  de  su  clase  ordenado  en  forma,  y  que  ha  servido  de  base  á 
todos  los  modernos.  La  comparación  entre  estos  y  aquel  demues- 
tfii  pnlpatlemente  que  hs  disposiciones  eclesiásticas  del  orden  ju- 
diciario,  fueron  el  fundamento  de  las  civiles,  siendo  de  notar  que 
MU  efr  nuestra  nueva  Ley  de  Enjuiciamiento  hay  alguüos  títulos» 
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cuyas  doctrinas  son  conformes  con  las  de  la  coleecioii  gregoriana» 
y  algunas  doctrinas »  comprendidas  ya  en  esta,  que  en  aquella  se 
lian  reformado  del  antiguo  procedimiento. 

Pocos  de  nuestros  jurisconsultos,  si  se  esceptúan  algunos  de  lo» 
antiguos  que  eo  sus  comentarios  tuvieron  en  cuenta  la  4<sctrinade 
las  Decretales,  se  acomodaron  á  ella,  y  resolvieron  sus  dudas  con 
arreglo  á  los  principios  consignados  en  aquella  colección,  kan  tra- 
tado este  punto  tan  interesante  con  la  estension  que  merece  prin- 
cipalmente en  Et^paoa,  cuyos  tribunales  eclesiásticos  han  conocido 
y  conocen  de  muchos  negocios  civiles,  que  leyes  posteriores  han 
modificado,  y  que  la  práctica  abusiva  de  las  curias  ha  dejado  sin 
x>bservancia  en  sus  mas  interesantes  disposiciones.  El  libro  según* 
do  de  las  Decretales,  elemento  de  civiliiacion  en  el  siglo  XIII,  que 
demuestra  los  conocimiealos  jurídicos  de  los  Pontífices  anteriores 
á  Gregorio  IX,  está  dividido  en  cuatro  partes  principales»  que  com* 
prenden  las  nociones  generales  de  los  juicios  y  del  fuero  compe- 
tente en  sus  dos  primeros  títulos :  los  actos  judiciales  necesarios 
para  continuar  y  preparar  el  pleito,  desde  el  título  tercero  al  dé* 
cimo  sétimo;  la  materia  de  pruebas  con  toda  estension,  desde  el 
décimo  octavo  al  vigésimo  sesto;  y  finalmente,  el  fin  del  pleito  ante 
los  tribunales  inferiores  y  superiores,  desde  el  vigésimo  sesto  al 
trigésimo.  Esta  división  en  que  se  encuentran  todos  los  decretos 
pontificios  del  siglo  XII,  que  desenvolvieron  completamente  las 
teorías  de  los  procedimientos  eclesiásticos ,  tomando  por  norma 
los  principios  del  derecho  canónico;  la  enseñanza  que  de  ellas 
^e  hacia  en  las  Universidades  y  la  influencia  que  la  Iglesia  ejerció 
sobre  muchas  instituciones  civiles  y  judiciales  de  aquella  época» 
fueron  causa  de  que  en  occidente,  atendidas  las  tendencias  religio^ 
sas  de  la  misma,  se  admitiesen  en  todos  los  países  las  doctri*» 
nasde  las  decretales,  y  como  consecuencia  necesaria  de  esto,  se 
hiciesen  de  la  competencia  da  los  tribunales  eclesiásticos  todos  los 
asuntos  contenciosos,  en  los  cuales  se  tocaba,  aunque  fuese  indi* 
rectamente,  á  la  religión  ó  la  conciencia. 

Si  no  estuviera  Tuera  de  nuestro  propósito  demostrar  la  estén* 
sion  que  recibió  en  España,  y  aun  mas  en  otros  países,  el  ejercicio 
de  la  jurisdicción  civil  de  la  Iglesia  desde  que  se  adoptaron  las  doe* 
trinas  y  el  procedimiento  de  las  Decretales,  hasta  que  la  mayor 
parte  de  los  reinos  católicos  tuvieron  necesidad  de  resistir  y  opo*> 
nerse  á  que  los  tribunales  eclesiásticos  absorviesen  el  conocimiento 
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delodot  lo^ttegMíos  dvites;  jms  seria  fácil  demostrar  coa  la  bnir 
tena  de  todos  los  paUes,  qae  ao  90I0  logaegocíos  cuasi  espiritua- 
les, sitto  nruQho8lemponlte$>  jcomo^D  las  demandas  de  legitimi'*. 
dad,  doles,  aumentos  y  cuantas  se  consideran  consecuencia  del 
matrimonio,  los  te&tamentos  por  considorarse  como  obligación  de* 
coDcienda  y  cumpUmienlo  de  las  úlUoias  voluntades,  los  contratos 
afirmados  con  juramento,  y  todos  aquellos  en  que  hubiese  alguna 
tendencia  espiritual  ó  versase  sobre  algún  derecho  de  la  Iglesia, 
fner^on  de  la  competencia  de  los  tribunales  eclesiásticos  como  con*, 
secueneiade  las  doctrinas  sentadas  en  el  libro  segundo  de  las  De- 
cretales, y  admitidas  mas  ó  menos  esplícitamente  en  casi  todas  las 
naciones.  Pero  desde  el  siglo  XVI  en  adelante  los  gfobieraos  fijaron 
su  atención  en  ijunto  tan  trascendental,  y  dirigieron  sus  miras  á 
limitar  el  conocitriicnto  de  los  negocios  puramente  religiosos  á  los 
tribunales  eclesiásticos,  é  imponer  á  estos  la  obligación  de  suje- 
tarse en  el  procedimiento  á  lo  dispuesto  por  las  leyes  civiles;  lle- 
gando la  reforma  en  algunas  partes  como  en  Francia,  hasta  la  su- 
presión de  los  tribunales  eclesiásticos,  dejando  el  despacho  de  los 
negocios  puramente  espirituales ,  aun  cuando  contenciosos ,  á  la 
vía  administrativa,  y  llevando  á  los  tribunales  seculares  todo  lo  que 
tiene  alguna  relación  coa  el  derecho  civil. 

Como  las  ciencias  siempre  adelantan,  y  la  Iglesia  lejos  de  opo- 
nerse á  sus  progresos,  camina  con  la  vista  tija  en  la  época  y  en  las 
ley^süel  pais;  de  aquí  que  los  tribunales  eclesiásticos  eu  las  nacio- 
nes en  que  conservan  el  conocimiento  de  algunos  negocios  civiles 
se  acomoden  á  las  leyes  de  sustancíacion,  dadas  para  los  seculares 
y  procedan  en  todo  con  arreglo  alas  mismas.  Dos  son,  pues,  los 
pantos  principales  en  que  debemos  ocuparnos  para  examinar  con 
la  detención  debida  el  procedimiento  eclesiástico  con  relación  á 
nuestra  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  á.saber:  la  competencia  de  los 
tribunales  eclesiásticos  para  el  conocimiento  de  ciertos  negocios,  y 
la  obligación  do  ajustarse  en  él  á  la  Ley  de  Enjuiciamiento. 

Ta  desde  la  legislación  de  Partidas  el  fuero  eclesiástico  en  lo  ci- 
vil, eomenz6álimitarse,declarándose  que  los  eclesiásticos  no  gozasen 
del  privilegio  del  fuero  en  algunos  negocios ,  y  son  terminantes  en 
este  punto,  la  ley  57,  tit.  d.%  Part.  6.^;  la  45  del  mismo  título  y, 
Partida,  y  otras  que  es  escusado  citar,  en  las  que  se  previene,  que 
los  eclesiásticos  seaa  citados  y  reconvenidos  ante  los  tribunales  ser,. 
culares  acerca  de  las  acciones  que  en  ellas  se  espresan.  Desde  J^i 


legísUcion  de  Partidas  hasta  te  1«y  irigente  de  SttfttnteneBiíivMi 
todos  los  sigios  se  han  dado  aljguMs  dísposídoMB  qae^  lisiiatido  .7 
modificando  el  fuero  eelesiásiko,  lia»  dedamla  qw  perHanBa-al 
coBocíoHeiito  del  secular  algunos  segocio»  c|«e  enm  de  toñipeH 
.  tencia  de  aquel.  El  examen  de  nuestras  terrea  reoopihula»  ?  ekd» 
las  disposiciones  posteriores  acerca  de  ésta  naieriay  ém  uaa 
idea  exacta  de  ios  esfuerzos  de  la  autoridad  temporal  en  los  mf^o» 
pasados  y  en  el  presente,  para  reducir  á  sus  verdaderos  lioiities d 
cdnocimíento  de  ios  negocios  propios  y  esenciales  que  deben  oor«» 
responder  á  los  tribunales  eclesiásticos.  Las  leyes  6.*^  del  tit.  XXIIi 
y  16  del  lít.  XX  del  libro  X  de  la  Novísima  Recopilación,  la  33  del 
título  II,  libro  y  del  mismo  Código,  las  reales  órdenes  de  %  de 
junio  y  29  de  julio  de  1815, 10  de  octubre  de  1817,  y  14  de  febre- 
ro de  1820;  los  arls.  8.*  y  9/ de  la  ley  de  5  de  junio  de  l«íl, 
la  ley  de  19  de  agosto  de  1841  y  otras  muchas  disposiciones  que 
pudiéramos  citar,  son  una  prueba  bastante  á  demostrar  nuestro 
aserto.  La  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  no  solo  no  ha  derogado  lo 
establecido  en  las  disposiciones  citadas,  sino  que,  confirmándolas 
terminantemente  en  algunos  puntos,  ha  fijado  con  toda  claridad 
otiros  sobre  que  pudiera  haber  disputa,  determinado  la  sustan^- 
ciacion  que  debe  seguirse  en  algunos,  y  llevado  á  los  tribunales 
ordinarios  el  conocimiento  de  ciertas  actuaciones  judiciales  que 
antes  correspondian  á  los  eclesiásticos.  Reformas  saludables  qi» 
evitan  muchos  conflictos ,  que  facilitan  la  administración  de  jus« 
ticia^  y  economizan  grandes  gastos  á  los  litigantes.  Tales  son  las 
hechas  en  los  arts.  204,  209  y  218  relativos  á  los  juicios  de  paz, 
y*las  verificadas  en  los  arts.  656  y  692,  relativas  á  deshaucios  é  in- 
terdictos, todo  el  tit.  XXII  que  trata  de  los  recursos  de  fuersa^  f 
el  IV  de  la  jurisdicción  voluntaria  que  comete  esclusivametíte  al 
juez  secular  el  depósito  de  las  personas,  y  establece  los  trámíles»* 
que  han  de  observarse  en  él. 

Compárense  los  títulos  XXil  y  XXIH  del  libro  II  de  las  Deere*^ 
tales  de  causa  possesionis  et  propietatis:  derestiluewnespoHaíorUm^ 
que  conceden  al  juez  eclesiástico  el  derecho  de  conocer  en  este 
materia,  con  los  citados  arts.  636  y  692  que  determina  que  el  co- 
nocimiento de  las  demandas  de  deshaucio  y  de  los  interdictos  cor<^ ' 
responde  eselusivamente  á  la  jurisdicbn  ordinaria^  cmlquiera  qw ' 
sea  el  fuero  de  los  demandados,  y  se  podrá  comprender  la  imper- 
tancia  dé  la  reforma  que  la  ley  ha  hecho ,  no  porque  SM  iroe?«, 
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pMr  ya  ésmba'estaMiMtd»  ea  el  ift.  4i  dei  reglametta  provnid-* 
nalpdrra  la  admíniáracion  de  jasticiatcoaforme  con  la  le  j  33*  ifA 
tlMiy  ir,  libi^  V4e  la  N«^9ima  Reéopílacioo,  mm  porqm  ba  fl-* 
jaéo  con  tal  claridad  y  precísma  que  los  tribuBalea*  ecleaiáatíQO» 
Mtt  ineompetenrles  para  conocer  sobre  esta  nateria,  qoe  no  se  «od» 
crhe  siquiera  que  en  lo  sucesivo  pueda  ocurrir  cenSicbx  dí  duda 
afgnaa  acerca  de  ello. 

La  simple  lectura  de  las  dos  secciones  en  qae  está  dividido  et 
tftulo  XXII  de  la  Ley  de  Enjaieiamiento,  que  trata  de  los  recursos 
de  fnerza^deja  conocer  desde  luego  las  mejoras  hechas  en  nuestro 
antiguo  procedimiento,  ^sin  que  sea  necesario  que  nosotros  nos  de- 
tengamos en  la  demostración  de  esta  palpable  verdad,  mayormen- 
te no  siendo  este  el  objeto  principal  de  nuestras  observaciones.  Lo 
que  sí  cumple  á  nuestro  propósito,  es  hacer  notar  á  los  lectores  de* 
La  RgvisTA,  que  á  pesar  de  estar  el  recurso  de  fuerza  en  oposi* 
cioQ  con  el  procedimiento  eclesiástico,  y  no  faUar  en  España  quien 
de  palabra  y  por  escrito  lo  impugne  como  atentatorio  á  la  libertad 
de  la  Iglesia,  y  aun  cuando  los  tribunales  ordinarios  miren  como 
deben  mirar  con  el  tino  y  pulso  con  que  debe  precederse  en  estas 
materias,  no  por  eso  dejan  d>e  conocer  todos  los  eápanotes  sensatos 
dedicados  al  cultivo  de  la  ciencia  del  derecho,  los  tribunales  y  ios 
le$[?í«ladores  de  todas  las  opiniones,  que  los  recursos  de  fueoza  sor 
indispensables  en  un  pais  donde  existe  la  unidad  catüica,  donde 
puede  hc^er  abuso  die  parte  de  la  autoridad  eclesiástica,  apropián- 
dose el  coneeimieato  de  negocios  que  no  le  corresponden,  negan* 
do  á  ios  litigantes  los  medios  de  defensa  y  loe  recursos  que  las 
leyes  les  eoneeden.  Los  autores  de  la  Ley  de  Enjuicianúeato  civil 
no  podian  desconocer  estas  consideraciones;  ni  dejar  de  arreglar  el 
procedimiento  para  estos  recursos  en  la  forma  que  lo  ban  hecho* 
De  este  modo  han  venido  á  probar  lo  erróneo  de  la  opinión  de  al- 
gunosy  que  CiiQdados  e&  los  arts.  43  y  45  del  último  Concordato» 
creían  que  este  habia  derogado  las  leyes  civiles  que  tratan  de  los 
recursos  de  fiierza  y  de  otras  materias  de  que  no  se  hace  espresion 
en  aquel  convenio;  y  á  establecer  que  el  ejercicio  de  la  jurisdicción 
eelesiást^ea  puede  limitarse  sin  perjuicio  de  los  buenos  principios 
canónicos,  y  por  consiguiente  que  tamiúen  puede  modificarse  el 
proeedimienta,  arreglándose  á  lo  dispuesto  en  las  leyes  eivilas, 
como  tendremos  ocasión  de  esponer  mas  adelante. 

La  DOf  edad  mas  impértante  que  Yeclamaba  una  ^rtspradeacia 
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ija  y  una  práctica  constante  de  que  careceríamos  en  Espaia,  t»  lar 
relativa  al  depósito  de  personas  de  qae  trata  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento en  el  título  IV  de  la  jurisdicción  voiantaria.  Los  tritAmalet 
eclesiáslicos,  únicos  que  generalmente  entendían  en  el  depósito  de 
personas,  si  se  esceptiia  los  prorisionaies  que  se  decretaban  por- 
alcaldes,  ó  por  los  gobernadores  en  los  tres  primeros  casos  del  ar- 
tículo 1377  y  los  comprendidos  en  los  casos  4.^  y  3.**  del  mismo, 
(no  hablamos  de  las  causas  de  adulterio  en  que  había  autos  de  pri- 
sión), formaban  pieza  separada  en  todos  los  Begocúos  de  divorcio,  y 
hacian  seguir  un  juicio  civil  ordinario  antes  de  decretar  el  depó» 
sito,  admitiendo  además  apelacioa  en  ambos  efectos  del  auto  del . 
depósito,  de  manera  que  muchas  veces  terminaba  la  causa  princi- 
pal tan  pronto  como  el  incidente.  Cuan  torcida  y  dispendiosa  fue- 
se esta  práctica,  y  cómo  dejaba  i;in  efecto  las  consecuencias  de  un 
depósito  justo,  es  fácil  comprenderlo  sin  mas  que  examinar  con 
alguna  detención  cualquiera  de  los  infinitos  espedientes  que  se  en- 
cuentran en  los  archivos  de  las  vicarías  y  de  la  Rola^  Prescindien- 
do de  lo  contrario  de  esta  práctica,  á  la  naturaleza  del  depósito  de 
personas,  y  á  los  principios  que  deben  seguirse  en  la  admisión  de 
las  apelaciones,  porque  tampoco  hace  á  nuestro  propósito,  no  po- 
demos menos  de  observar,  que  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  ha 
introducido  sobre  este  punto  dos  mejoras  en  los  procedimientos: 
primera,  dar  á  los  tribunales  ordinarios  el  conocimiento  de  los  de* 
pósitos  de  personas  que  siempre  debió  corresponderles;  y  según» 
do,  simplificar  de  tal  modo  el  procedimiento,  que  no  sean  necesa- 
rias ni  las  dilaciones  ni  los  gastos  que  tenian  lugar  en  los  tribunales 
eclesiásticos.  Estos  no  podian  llevará  efecto  por  si  solos  el  depósi- 
to, sino  que  tenian  necesidad  de  contar  con  el  auxilio  de  la  auto- 
ridad gubernativa,  ó  judicial,  que  los  acompañaba  al  domicilio  de 
las  personas  que  habian  de  ser  depositadas,  dándoles  también  la 
fuerza  material  de  que  carecen.  ¿No  es  mas   conveniente  y  mas 
sencillo,  mas  conforme  al  acto  de  jurisdicción  que  se  ejerce  y  á  la 
naturaleza  del  negocio  de  que  se  trata,  que  el  juez  civil  lleVe  á 
efecto  el  depósito,  y  que  la  persona  depositada  vaya  al  tribunal 
eclesiástico  á  intentar  la  demanda  de  divorcio,  á  seguir  la  ya  inten- 
tada ó  á  contestar  á  la  que  se  hubiese  entablado  contra  ella  ?  Cree- 
mos que  esto  nadie  lo  pondrá  en  duda;  y  en  cuanto  á  la  snstan- 
ciacion,  solo  con  comparar  los  artículos  de  la  Ley  de  Enjuiciamien-  ' 
to  que  tratan  del  depósito  de  personas  con. la  tramitación  de  un 
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juicio  civil  ordinario ,  y  además  los  incidentes  qne  solían  ocnrrir 
en  los  de  depósito,  podrá  cualquiera  convencerse  de  lá  saludable 
reforma  de  la  ley. 

Las  leyes  de  Partida,  las  Recopiladas,  los  decretos  y  órdenes 
posteriores,  y  últimamente  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  han  fija- 
do los  negoelos  civiles  de  que  no  paeden  conocer  los  tribunales 
eclesiásticos,  debiendo  sujetarse  en  esto  á  lo  dispuesto  por  la  auto* 
ridad  temporal,  y  pudiéndose  interponer  contra  ellos  el  recurso  de 
fuerza  procedente  en  el  caso  en  que  quisieran  traspasar  los  limites 
de  su  autoridad.  ¿Deberán  también  sujetarse  á  los  trámites  estable- 
cidos en  la  misma  Ley  de  Enjuiciamiento?  ¿Habrá  negocios  espe- 
ciales en  que  puedan  separarse  de  ellos?  ¿Podrá  interponerse  con- 
tra sus  sentencias  el  recurso  de  casación  en  la  forma  y  modo  pre- 
venido por  la  misma  ley  ? 

La  necesidad  de  estendernos  en  la  contestación  de  estas  pre- 
guntas, lo  delicado  de  las  dos  últimas,  y  mas  que  todo,  la  imposi- 
bilidad de  comprender  en  este  articulo  cuanto  sobre  ellas  tenemos 
que  decir,  nos  obliga  a  dejar  nuestras  observaciones  para  otro  nú- 
mero de  LáRk  VISTA. 


Joaqnii  Agñrre« 
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VE  IM  SENTENCIAS  DENEGATORIÚS. 


Im  $entenría$  daiwgajUxfm  de  ia  á^misap$r  pAt€i  m  apeláis 
4m,  ni  h^Méndúae  interpuesto  Qontra  Ma$  ^¡^  reeurt»  Mlfuno^ 
if^mau  estado « ateniUa  la  Ley  de  Enimmmiento  cipüí 

El  coDsuUaate  está  par  ia  afirmativa^  movido  por  varias  dispo* 
aiciaoes  de  dicha  ley.  El  art.  6  dice:  «Las  seoteocias  definitivas  y 
la»  iotei^lacutorias  que  decidaa  ua  artículo,  seráo  apeiaMes  dealro 
de  otaeo  dias. »  La»  sentencias  dictadas  ea^  los  espedieoies  sobre 
defensa  por  pobre,  parece  deben  calificarse  de  ii^teriociiloria^  deci* 
sorías  de  ua  artículo,  y  en  consecuencia  es  aplicable  á  eUas  el  ar-* 
ticulo  que  se  acaba  de  trascribir.  Previniendo  este  que  seaa  apel&- 
bks  dentro  de  los  cinco  dias,  presupone  que  no  interpofliéndose  la 
apelaeÍ9o»  ganarán  autoridad  de  cosa  juagada,  y  firmarán  estado. 
Según  el  art.  6S ,  basta  el  solo  trascurso  del  espresado  téiminm 
para  tenerse  de  derecho  consentidas  y  pasadas  en  autoridad  de 
cosa  juzgada.  £1  art.  77  no  permite  á  los  jueces  ni  á  los  tribunales 
variar  ni  modificar  la  sentencia ,  una  vez  pronunciada ,  facultándo- 
les solo  para  aclarar  algún  concepto  oscuro  ó  suplir  cualquiera  omi- 
sión sobre  punto  discutido  en  juicio,  y  aun  esto  con  la  limitación 
qun  allí  se  establece.  Con  arreglo,  pues,  á  la  doctrina  del  art.  27, 
no  pueden  ios  jueces  ni  ios  tribunales  dictar  una  sentencia  que  mo- 
difique, y  mucho  menos  que  deje  sin  efecto  una  sentencia  ante- 
rior denegatoria  de  la  defensa  por  pobre,  no  solo  no  apelada,  pero 
hasta  cumplimentada  en  cuanto  á  la  condena  en  la^  costas  y  al 
reintegro  á  la  Hacienda  del  papel  de  sello. 

Además,  el  art,  193  dice:  c Denegada  por  ejecutoria  la  defensa 
por  pobre,  etc.;»  luego  en  las  defensas  por  pobre  puede  haber 
sentencias  denegatorias  y  á  la  vez  ejecutorias.  No  debe  olvidarse 
que  según  las  prescripciones  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  al 
solicitarse  la  defensa  por  pobre  d^be  espresarse  la  persona  contra 
la  que  ha  de  utilfzarse  este  beneficio ,  debiendo  esta  ser  citada  y 
oída,  debiendo  igualmente  indicarse  el  pleito  en  que  pretende  el 
solicitante  hacer  uso  de  la  defensa  por  pobre.  Una  vez  sustanciado 
el  espediente  por  sus  trámites  regulares ,"  si  ha  recaído  seatencia 


I 

DE  lÁft  SBNTlBIfeiÁS  BBKSG^AWRIAS.  f4t 

dénegatom  y  do  ha  sido  apelada ,  la  peramdL  coDtra  la  <f  ue  áám 
litigarse  ba  adquirido,  eo  virUii  dé  ta  sentencia,  un^leroctio  wt^ 
despreciable  cierlametirte,  eaal  es  el  de  qae  fio  se  la  pueda  ooinba-^ 
tír  con  la  temíMe  armade  la  ^efonsa  por  ptibre  por  la  mi9nia  perso^ 
na  y  en  el  mismo  negocio  para  qae  se  bahía  soircitado  la  tal  de- 
fcDsa,  y  este -éof ecbo ,  jirstaraen^C'  ad^fuinid^,  n^  se  le  debe  arre» 
batar  contra  s« noluntad 'V  srn*  c^tilju  suya;  á  ta  manera  qife  no 
debe  qnitarse  á  la  Hacienda  pública  el  derecho  qoe  ba  adqntridó  á 
que  use  sello  de  ricos  el  Ktigante  á  quien  se  baya  denegado  eíl  be-. 
fi«ftcio  de  ser  tratado  como  pobre  en  deiemiinado  pleito.  ¿Y  de  qué 
serviría  á  k  persona  contra  quien  se  trata  de  utilizar  el  beneficio 
4t  pebreiM^»  el  dtítrsela  y  oírsela,  si  una  vez  pronunciada  y  tácí^ 
taroente consentida  la  sentoacra  denegatoria,  se  permitiese  áaqnel 
á  quien  áe  denegó,  instar  nuevamente  su  concesión,  ofreciendo 
otra  vez  jttstíficffcion  testifical  sobre  la  pretendida  pobreza?  ¿No  m- 
lia  esto  nrra  dtecepcion?  Y  si  denegada  por  segunda  vez  la  deffema 
por  pobre  sin  alzarse  de  la  sentencia ,  instase  por  la  vez  tercera^ 
cuarta,  millonésima  (paes  qne  si  tuvo  derecho  para  pretenderla  de- 
fensa por  pdbre  por  ta  vez  segunda,  el  mismo  debería  tener  para 
la  tercera,  cuarta,  millonésima) ,  á  dcinde  iríamos  á  parar? 

Algunos  opinan  que  las  sentencias  denegatorias  de  la  d^nsa 
por  pobre,  si  se  dictaron  negativamente  por  no  haber  el  soficilante 
suministrado  la  prueba  ofrecida,  no  forman  estado,  y  que  cumplida 
)a  condena  con  el  pago  de  las  costas  y  el  reintegro  del  papel  seBk- 
do,  puede  introducir  nuevamente  la  misma  pretensión  para  tftilizar 
el  implorado  beneficio  contra  la  misma  persona  y  en  el  mismo  ne- 
gocio ó  pleito  que  antes;  y  se  apoyan  lo.^  que  tal  opinión  sostienen, 
en  que  la»  tales  sentencias  se  ftindan  en  nna  cualidad  que  justiíica-^ 
da  en  los  casos  en  que -el  derecho  no  lo  prohibe  (no  comprenda  esta 
razón  ó  sea  el  sentido  de  la  locución)  produce  sus  efectos ,  y  taiin* 
bkn  en  que  ta  ley  desea  dar  cuantos  medios  sean  posibles  á  los 
pobres  para  poder  acudir  á  los  tribunales  en  reclamación  de  su$^ 
derechos.  Estas  razones  en  mí  pobre  concepto  son  de  muy  escasa 
valor:  i.%porqne  esa  triple  distinción  que  se  viene  haciendo  por 
ios  qoe  sostentaa  la  opinión  que  combato ,  es  incompatible  con  lo 
absoluto,  claro  y  terminante  de  los  artículos  que  be  invocado,  y 
cttftodo  kt  ley  no  distifigue  ni  se  presta  á  distinción,  á  nosotros  no9 
es  vedado  distinguir:  he  dicho  triple  distinción ,  pues  qne  en  prt- 
kigar  se  distingue  (al  cspiesHdo  obfeto  de  saber  si  forman  i«s^ 
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tado)  entre  las  sentencias  decisorias  de  nn  actícalo  en  materia  de 
pobreza  y  las  qoe  se  dicten  en  materia  diferente ;  en  segundo  la- 
gar, entre  las  denegatorias  y  las  concesorias  de  la  defensa  por  po- 
bre ;  y  finalmente,  en  las  denegatorias  se  subdistingue  atendiendo 
si  se  ministró  ó  no  la  prueba  ofrecida  en  justificación  de  la  pobre- 
za :  no  comprendo  cómo  puede  caber  tanta  distincicm  en  los  térmi- 
nos absolutos  de  los  artículos  arriba  citados:  2.%  porque  si  la  parte 
fqé' omisa  en  no  presentar  dorante  el  término  probatorio  los  testi- 
gos para  la  justificación  de  la  pobreza ;  si  no,  interpuso  restitución 
ex  capitCy  si  X[ua  alia  justa  causa  mihi  videbüur;  si  con  su  silencio 
y  basta  cumpliéndola  aprobó  la  sentencia  denegatoria,  ninguna 
qnlpa  tiene  la  ley,  pnes  que  de  su  parte  hizo  lo  que  debió  hacer  á 
favor  del  supuesto  pobre;  y^i  el  procurador  de  la  parte  que  soli- 
citó la  defensa  por  pobre  no  dio  aviso  á  su  representado  de  haberse 
abierto  á  prueba  eí  incidente,  como  se  supone  aconteció  en  un  caso 
dado  y  concreto  á  que  aludo,  esta  omisión  no  puede  cambiar  la  na- 
turaleza de  la  sentencia  que  después  se  pronunció;  no  puede  impedir 
el  que{)or  derecho  se  tenga  por  consentida  y  pasada  en  autoridad  de 
cosa  juzgada.  Si  en  el  casó  aludido,  el  procurador  faltó  (lo  que  no 
se  cree),  espedita  tiene  la  acción  manda^i,  y  de  todos  modos  mas 
culpable  fué  el  instante  por  no  haber  reclamado  ni  del  lapso  del  tér- 
mino de  prueba  9  ni  de  la  sentencia  decisiva  que^  recayó  y  le  fué 
oportunamente  notificada:  3.^,  finalmente,  porque  no  me  parece 
procedente  el  parangón  que  parece  viedc  haciéndose  entre  las 
sentencias  denegatorias  de  la  defensa  por  pobre  y  las  condenatorias 
en  los  interdictos  de  despojo ;  suponiéndose  que  así  como  estas, 
después  de  cumplimentada  la  condena ,  pueden  ser  nuevamente  ob- 
jeto de  discusión  judicial  asimismo  aquellas.  To'veo  entre  las  unas 
y  las  otras  tal.  diferencia  que  impide  los  términos  hábiles  de  com- 
paración entre  las  dos,  respecto  del  particular  de  que  se  trata.  En 
efecto;  si  en  méritos  del  interdicto  de  despojo  después  de  cumpli- 
mentada la  condena  puede  el  despojante  abrir  nueva  discusión  so- 
bre el  hecho  objeto  de  aquel,  no  versa  esta  sobre  lo  mismo,  pues 
que  en  el  juicio  primitivo  se  discutió  la  posesión  momentánea,  y 
en  el  nuevo  juicio  se  trata  de  la  posesión  plenaria,  ó  de  la  propie- 
dad; y  bajo  esta  consideración  puede  decirse  que  uno  es  el  objeto 
dedisctt^ioQ  en  el  espediente  de  interdicto,  y  otro  en  el  que  nue- 
Yaménte.  instaura  el  despojante  sobre  la  posesioa  plenaria  ó 'sobre 
la.propiedad.  Añádase  á  todo  esto,  que  parece  implics^torio  aleg^ 
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(como  en  cierto  caso  jadicialmente  se  alega)  el  cumplimiento  da  la 
sentencia  denegatoria  de  la  defensa  por  pobre,  como  un  justo  titu- 
lo  para  barreRarta,  para  deistruirla  á  la  sordina  y  como  á  la  zapa* 
para  alcanzar  en  una  nueva  instaucia  una  sentencia  opuesta  á  la 
primera,  una  sentencia  en  que  se  conceda  el  beneficio  de  ser  tra* 
tado  como  pobre  á  aquel  á  quien  muy  pocos  meses  hace  le  fué  de- 
negada coa  una  sentencia  que  ha  sido  consentida  por  no  haberse 
interpuesto  contra  ella  ninguna  clase  de  recurso ;  es  implicatorio 
bacer  alarde  de  respeto  á  una  providencia  al  mismo  tiempo  que  se 
maquina  contra  ella,  que  se  está  gestionando  en  juicio  para  alcan- 
zar otra  providencia  que  aniquile  su  eficacia. 

Tales  son 9  señores  Directores  de  La  Revista,  las  toscamente 
alegadas  razones  en  que  está  basada  mi  opinión  favorable  al  sen- 
tido afirmativo  de  la  pregunta  que  entraña  la  consulta,  y  espere 
de  la  amabiHdad  de  Yds.  se  servirán  manifestar  la  suya,  porque 
sea  cual  fuere  el  sentido  en  que  lo  hagan,  se  le  dará  todo  el  valor 
que  se  merecen  las  que  han  salido  de  tan  autorizadas  plumas,  y  lo 
recibirá  como  una  señalada  muestra  de  aprecio.— Un  suscritor.  . 


Contestación. 


Acertada  es  á  mi  juicio  la  resolución  que  dá  nuestro  snscrilor 
i  la  consulta  que  propone.  El  tenor  literal  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil  es  favorable  á  su  propósito:  lo  es  también  el  espirita 
que  preside  á  todo  lo  que  á  la  defensa  por  pobre  se  refiere.  No  ha 
sido  la  inlencjon  de  nuestras  leyes,  como  de  las  de  ninguna  otra 
nación ,  al  conceder  la  asistencia  gratuita  á  los  pobres  en  sus  con- 
tiendas forenses  durles  un  arma  de  que  abusen  continuamente  en 
daño  de  sus  contrarios :  ha  sido  solamente  igualar  en  lo  posible  su 
condición  á  la  de  los  demás,  y  no  cerrarles  las  vías  de  obtener  ju- 
dicialmente la  reparación  de  sus  agravios :  de  otro  modo  la  ley 
vendría  á  denegar  la  justicia  á  los  pobres.  Pero  de  esto  á  dejar 
abierta  indefinidamente  la  puerta  á  que  puedan  de  nuevo  suscitar 
la  cuestión  va  terminada  de  un  modo  dcfimlivo,  hav  uoa  enorme 
distancia.  Los  derechos  del  pobre  deben  ser .  protegidos ,  pero  no 
debe  darse  lugar  á  que  moleste  caprichosa  y  temerariamente  á  su 
contrario,  suscilando  los  incidentes  que  ya  han  sido  fallados  de  un 
modo  definitivo.  El  derecho  de  ser  defendido  por  pobre ,  no  es  su- 
perior al  de  propiedad ,  al  del  estado  civil  y  á  los  demás  derechos 
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enóáhi  cosas  consagradas  por  las  leyes.  Sí  una  sealesi^a  sella 
los  labios  del  que  es  vencido,  y  do  apela  oportanameale»  por  mas 
qne  haya  habido  descuido  en  preseatar  á  sa  tiempo  les  medios 
de  {NTueba,  nada  hay  qne  jnstifique  que  no  suceda  lo  mismo  con  .el 
derecho  de  ser  defendido  por  pobre.  El  fallo  conseolido  es  una  ver- 
úad  legal  entre  los  que  han  sido  partes  en  el  juicio. 

Pero  esto  debe  entenderse  en  el  caso  que  después  no  haya  ími** 
bído  nuevas  causas  de  pobreza,  porque  si  el  que  fué  declarado  no 
pobre  para  el  efecto  de  ser  defendido  sin  derechos,  viniera  después 
á  pobreza  de  un  modo  que  aparezca  claramente  que  no  hay  frauée 
en  daño  de  su  contrario,  indudablemente ,  á  mi  modo  de  enlender, 
éeberá  dársele  asistencia  como  á  pobre.  La  razón  es  obvia:  ya  no 
es  la  cnestion  fenecida  la  que  se  suscita,  sino  una  cuestión  nueva; 
él  qoe  no  era  pobre  al  comenzarse  el  pleito,  puede  serlo  después; 
si  hay  pues  causas  que  lo  demuestran,  seria  injusta  privarlcde  un 
amxiflío,  sin  el  cua4  no  podria  sostener  sus  derechos.  T  en  esto  hay 
reciprocidad,  porque  si  el  que  fué  declarado  pobre  mejorase  de  for- 
tuna ,  si  heredase  á  persona  rica ,  no  podria  alegar  la  ejecutoria 
que  obtuvo  para  ser  defendido  como  pobre:  justo  es  pues,  que^el 
que  alegando  inoportunamente  la  pobreza  fué  vencido,  y  después 
en  realidad  vino  á  verdadera  pobreza,  obtenga  el  favor  que  á  ios 
pekres  se  dispensa. 

P«4ro  Gómez  de  la  Serna. 
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¿En  el  estado  aiAtuü  de  nueslra , organización  judieiaría  y  le* 
gislacion ,  es  conveniente  separar  la  administración  de  la  justicia 
criminal  de  la  civil ,  desde  la  fnimera  instancia  kasta  la  casadonf 

Para  resolver  con  acierto  esta  importante  cuestión,  necesario 
es  examinarla,  siquiera  sea  ligeramente,  á  la  luz  de  la  esperten* 
cia  y  de  la  historia  judieiaría,  oomo  á  la  de  la  teoría  y  de  la  cien- 
cia ,  considerándola,  sobre  todo,  con  relación  á  su  oportunidad  y 
aplicación  práctica. 

Escasa  luz  y  resultados  poco  determinados  y  decisivos  suiniuis*- 
trala  historia  de  nuestra  antigua  legislación  y  jurisprudencia,  para 
decidir  acerca  de  la  conveniencia  de  que  la  justicia  criminal  y  la 
civil  se  administren  por  unos  mismos  ó  por  distintos  tribunales  y 
funcionarios,  porque,  faltas  de  uniformidad  y  de  sistema,  esa  le* 
gisl«acioniy  esa  juriaprudencia  han  estado  hasta  nuestros  dias  vat- 
cilantes  y  varias  sobre  este,  como  sobre  otros  iiqportantes  puntos 
de  derecho:  puede,  no  obstante,  asegurarse  que  en  medio  de  esa 
vaguedad  é  incertídumbre ,  la  regla  general  y  constante  ha  sido  la 
de  haber  estado  ambas  jiKisdicciones  reunidas  en-  unas  mismas  ma^ 
nos,  sobre  todo  en  primera  instancia,  que  su  separación  no  ha  $^idD 
mas  que  una  escepcion  parcial,  incompleta  y  transitoria,  y  que  si 
alguna  enseñanza  ofrece  la  esperiencia  de  uno  y  otro  sistema,  ^ 
favorable  al  ejercicio  reunido  de  ambas  jurí^diceiones,  cnal  en  la 
actualidad  existe. 

Los  Reyes  Católicos ,  por  ei  eap.  S^  de  las  Ordenanzas  de  Mer- 
dina  de  1489  (ley  1.',  tít,  iá,  libro  S.""  de  la  Nov.  Recop.)»  esta- 
blecieron en  cada  una  de  las  Chancillerías  de  ValUdolid  y  Granar 
da  tres  alcaldes ,  que  detierian  nombrarse  anualmente  para  el  co- 
nocimiento de  las  causas  criminales,  aunque  sin  separar  por  ello 
enteramente  nna  y  otra  jurisdicción « pues  que  llamaban  también  á 
los  oidores  para  la  decisión  de  estas  causas  en.  los  casos  de  discorr 
dia  ó  impedimento  de  alguno  de  dichos  alcaldes.  Estos  no  quedaron 
tampoco  separados  del  conocimiento  de  ios  negocios  civiles,  coqio 
que  D<  Carlos  1  y  Dona  Juana,  observando  la  dilación  que  los  ne- 
gocios criminales  sufrian  por  ocuparse  ios  alcaldes  en  aquellos  t(H 
TOMO  xm.  19 
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das  las  tardes  de  la  semana ,  dispusieron  en  Monzón  i  7  de  jalio  de 
1542  (ley  5/  de  dichos  UL  j  lib.)  qne  los  alcaldes  fieMa  en  rela- 
ciones por  las  mañanas  ios  procesos  crimínales ,  que  en  las  tardes 
del  lunes»  miércoles  j  viernes  fuesen  á  visitar  los  presos »  y  qae  en 
las  otras  tres  tardes  de  martes,  jueves  y  sábado  hiciesen  audiencia 
en  lo  civil ,  como  hasta  estonces  lo  solían  hacer. 

Mas  terminante  fué  la  probibidonqne  los  mismos  Reyes  Católt* 
eos  en  la  pragmática  de  Alcalá  de  1503  (ley  Í2,  tít.  1.*  lib.  5/  de 
laNov.  Recop.)  impusieron  al  presidente  y  oidores  de  las  Aadiea- 
cías  y  de  conocer  de  las  causas  criminales ,  por  pertenecer ,  dijeroiiv 
á los  alcaides  del  crimen,  y  porqne  no  teniendo  aquellos  conoci- 
miento mas  qne  en  las  causas  civiles ,  si  en  esto  $e  impidiesen,  ee^ 
saña  el  buen  despacho  de  los  pleitos;  pero  esta  prohibicieii  no  fué 
muy  permanente  y  general,  porque  á  muy  luego,  en  1564,  Feli- 
pe II  mandó  que  el  gobernador  y  alcaldes  mayores  de  ht  Audiencia 
de  Galicia  conociesen  en  grado  de  apelación ,  agravio  ó  nulidad  de 
todas  las  causas  civiles  y  criminales  falladas  por  cualesquiera  otros 
alcaides  de  todo  el  dicho  reino ,  y  posteriormente  fué  creada  por 
Felipe  V  la  Audiencia  de  Asturias,  componiéndola  de  un  Regente  y 
cuatro  oidores  que  con  el  título  de  alcaldes  mayores  conociesen 
igualmente  de  todas  las  causas  criminales  y  civiles. 

También  fué  termioantie  la  separaeion  que  de  unos  y  otros  ne- 
gocios estableció  Felipe  II  respecto  á  la  corte  por  ht  pragmática  qo^ 
<!inella  publicó  en  158S,  estaMeeiendo  seis  alcalde» «  dos  para  el 
despacho  de  los  nogodos  civiles  y  los  cuatro  restantes  para  el  dte 
los  criminales,  pues  ad' estarán  estos,  dice,  mas  lihres  y  desocupa*^ 
dos,  y  PetiUfén  mas  tiempo  y  lugar  de  inquirir,  punir  y  castigar 
los  delitos  públicos ;  mas  si  bien  se  observan  el  carácter  y  atribtt^ 
cíones  que  se  dabániái  estos  alcaldes  de  lo  criminal,  los  encargos 
qoe  tenian  de  rondar  coostanteraente  por  lá  corte  y  de  poner  én 
ejercicio  todos  los  medios  convenientes  para  prevenir  y  evitar  los 
delitos ,  se  advertirá  que  sus  funciones  eran  en  gran  parte  guber- 
nativas y  en  gran  parte  también  cor^espendíentes  á  lo  qu«  consti- 
tuye hoy  la  policial  judiciaria;^  a  pesar  de  loeual  noe^tuvieron  ma- 
cho tiempo  dedicados  escltt9ivameate<  al  despacho  de  lo^  negocios 
crimínales,  pues  Felipe  lU ,  por  pragmátfca  de  i899 ,  mandó  que 
cinco  áñ  los  espresadéb  seis  álciildes  despacbíae^en  tembien  los  civf- 
leu  alteraairniaieiÉlD&*  con  ^quéMs ,  futeiendd  Addíeneía  de  pro- 
vine. • ,  '-V  ••'•."- 
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Mas  adelftnle  I»  jttrisdí<%ioa  de  1»  Sal&  de  alcaldet^  de  Casa  ; 
Corte  se  esleodió  i  los  pueblos  eoi»prondidog  deatro  del  radio  da 
diez  leguas ,  i  preveacioa  coa  las  ChaoetUerías  de  Valladolid  }f. 
Granada ,  basta  cpre  D.  Cáfios  lY,  en  i  803,  á  consulta  del  Consejotí^ 
y  Goo  el  fin  de  vigorizar  la  jurisdicción  de  aquella  Sala,  evüandot 
é  los  naturales  de  dichos  pwblos  el  tañerse  que  alejar  á  larga  dis'* 
kmda  para  el  segumkenk)  de  sus  almdas  ó  apelaciaius^  con  oii^ 
menta  de  gastos  y  distraeeion  del  cuidado  de  sus  cosos,  mandó  que 
»e  entendiese  privativa  y  con  inhibición  de  dichas  Chanciilerías^ 
tanto  en  lo  criminal  como  en  lo  civil,  y  que  las  alzadas  y  apelador 
nes  que  en  ios  espresados  pueblos  se  interpusiesen  en  negocios  ci  - 
tiles  de  menor  cuantía,  se  llevasmi  á  la  propia  Sala  de  alcaldes,  y 
los  de  mayor  cuantía  á  bt  Sala  ordioaria  de  mil  y  quinientos  del 
Consejo. 

En  tal  estado  de  cosas ,  se  han  diotado  las  recientes  relbrmas 
que  ban  regularizada  y  uniformado'  nuestros  tribunales,  dándoles 
^  aotual  m^ganizacion  sobre  la  base  de  reunir  en  unas  mismas  ma* 
nos  la  administración  de  justicia  criminal  y  civil.  Gn  9  de  febrem 
de  1834  cesó  la  Sala  de  alcaldes  de  Casa  y  Corte  por  la  creación  de 
la  Audiencia  de  Madrid ,  y  en  19  de  noviembre  del  mismo  alio  so 
«spidió  un  Real  decreto  dispoaieado  qu/e  para  uniformar  todas  las 
Audiencias  del  reino,  los  ministros  de  ellas  entendiesen  indistínta-* 
mente  en  los  negocios  civiles  y  criminales ,  y  que  hallándose  co- 
metido á  los  alcaldes  y  corregidores  letrados  el  conoeimiento  en 
primera  instancia  de  todos  los  asantes  contenciosos  y  á  las  Au* 
diencras  en  apelación  y  súplica,  quedasen  suprimidos  los  jusgad^^ 
llamados  de  provincia ,  que  estaban  á  cargo  de  los  alcaldes  del 
crimen. 

El  Reglamento  provisional  para  la  administración  de  justicia  de 
S($  de  setiembre  de  1833  couKrmó^  bi  administración  reunida  de  la 
justicia  criminal  y  civil  respecto  á  la  primera  instancia,  declarando 
'en  su  art.  36  que  los  Jueces  de  esta  son  los  únicos  á  quienes  com- 
'pete  conocer  de  todas  lasoausas  civiles  y  criminales  correspon- 
dientes á  la  jmísdicoion ordinaria;  pero  respecto  á  la  segunda  iiS&- 
(ancíá,  introdujo  por  su  art  61  la  novedad  dé  que  en  las  Audietici^ísi 
'de  tres  salas  hubiese  dos  para  lo^ci vil  y  una  para  lo  criminal,  y  en 
las  Audiencias  de  dos  Salas  fuese  ki  una  civil  y  la  otra  Grímia<y^ 
debiéndose  formar  todas  estas  Salas  cada  ano,  alternando  en  ella» 
M  ministros  por  el  ordena  de  si»  antigíloéadY  de  maueca  iquft  te 
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mas  antignos  fuesen  los  decanos  de  cada  sala,  y  los  Ministros  qne 
en  nn  ano  compasiesen  una  de  ellas  pasaran  en  el  oiro  á  la  si- 
guiente en  orden:  no  estableció  este  artículo  ia  separación  de  am- 
bas jurisdicciones  relativamente  á  los  Magistrados,  puesto  que  los 
qne  en  un  año  ejercian  la  civil  pasaban  ai  siguiente  á  la  criminal, 
además  del  ejercicio  simultáneo  de  una  y  otra  que  con  frecuencia 
tenían  que  practicar,  ya  por  razón  de  la  composición  diaria  de  las 
salas,  ya  por  razón  de  discordias;  pero  sí  estableció  esa  separa^ 
cion  con  relación  á  las  salas,  escepto  también  en  los  casos  de  sú^ 
plica. 

¿T  esta  novedad  produjo  resultadas  ventajosos?  Seguramente 
que  no ;  porque  no  pasó  mucho  tiempo  sin  que  se  observase  en  las 
Audiencias  13%  grandísimo  retraso  en  el  despacho  de  ios  negocios, 
señaladamente  en  los  criminales,  que  obligó  á  que  se  espidiese  el 
Beal  decreto  de  1^  de  marzo  de  1856,  precedido  de  una  esposicion 
que  ciertamente  merece  reflexionarse.  Se  reconoce  en  ella  como  el 
principal  motivo  de  ese  retraso  que  se  deplora ,  el  que  en  cada  An- 
diencía  estuviese  una  sala  dedicada  esclusivameate  á  las  causas 
criminales,  aglomerándose  en  ella  y  recargando* escesívamenie  a 
sus  Ministros,  al  paso  que  los  de  las  Salas  civiles  se  hallaban  me- 
nos sobrecargados  de  negocios ,  resultando  de  ahí  una  gran  des 
igualdad  en  los  trabajos  de  unos  y  otros ,  y  la  imposibilidad  en  l9€ 
Salas  de  lo  criminal  de  ejercer  con  bastante  especialidad  la  ins- 
pección superior  que  les  corresponde,  y  de  velar  atentamente  so- 
bre el  rápido  curso  de  las  causas  en  los  juzgados  iníeriores,  siendo 
igualmente  nio.livode  retraso  el  que  los  relatores  destinados  al 
despacho  de  lo  criminal,  no  podían  preparar  trabajos  para  ocupar 
también  á  las  Salas  de  lo  civil.  tSi  así  los  Ministros,  dice,  eomQ 
ios  subalternos  de  las  Amliencias  despacharan  iadisLintamente  ne- 
^odos  civiles  y  criminales,  datidoá  estos  la  preferencia  quepr^vie- 
men  las  leyes,  y  que  en  el  actual  sistema  no  puede  tener  una  com- 
pleta aplicación,  el  mal  se  remediará  radicalmente ,  ó  al  menos  en 
una  parte  muy  ttotable ;  desaparecerán  las  causas  detenidas  y  las 
dilacumes  que  ahora  se  notan;  la  inspección  de  las  Audiencias  so- 
4rre  los  juzgados  inferiores  será  mas  ate^íta  y  especial  porque  esta- 
rán divididos ,  y  por  consecuencia  respectivamente  disminuidos  tos 
4>bjetos  sobre  que  se  ha  de  ejercer;  no  se  retrasarán  por  eso  los  nego- 
cios civiles,  porque  se  aprovechad  mudM  tiempo  que  ahora  se  pier- 
4$  en  las  Salas  destinadas  para  elios;  se  estaUecci-á  uím  iguqldad 
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perfecta  entre  los  Ministros  y  entre  los  subalternos  de  las  Audien-^ 
das,  y  con  esto  se  utilizarán  mejor  los  talentos^  la  laboriosidad  y  el 
celo  de  unos  y  otros :  t  por  tantas  y  tan  poderosas  razones  y  recor* 
dando  el  principio  establecido  en  el  citado  decreto  de  i 9  de  noviem* 
bre  de  i834,  y  la  esperíencia  y  el  ejemplo  de  los  Consejos  suprimi- 
dos de  Gnerra  y  Hacienda,  y  de  tos  Tribunales  Supremos  de  Espa- 
ña é  indias  y  de  Guerra  y  Marina,  que  conocían  de  negocios  civiles 
y  criminales,  sin  distinción  de  Ministros  ni  de  subalternos,  se  man- 
dó en  dicho  decreto  de  12  de  marzo  de  1836,  aun  vigente,  que 
los  negocios  civiles  y  criminales  se  repartiesen  para  su  sustancia* 
cion  y  fallo  en  las  dos  ó  tres  salas  de  que  se  componen  respectiva- 
mente las  \udiencias  del  reino,  y  que  cada  una  de  estas  Salas 
ejerza  su  inspección  con  respecto  á  las  causas  que  la  correspondan 
y  se  hallen  pendientes  en  los  juzgados  inferiores. 

La  esperíencia  y  los  resultados  han  correspondido  completísi- 
mámente  á  tales  observaciones  y  esperanzas,  y  justificado  plena- 
mente la  indicada  disposición :  desde  ella  las  causas  criminales 
marchan  en  todas  las  A.udiencias  con  notable  rapidez,  y  los  pleitos 
con  la  que  los  litigantes  quieren  darles;  la  inspección  de  estos  tri- 
bunales sobre  los  juzgados  en  lo  criminal,  es  mucho  mas  fácil^ 
atenta  y  eficaz ,  porque  distribuyéndose  entre  todos  los  Ministros 
de  cada  una  de  las  Audiencias  las  listas  de  causas  pendientes,  ya 
quincenales,  ya  semestrales,  para  su  examen  y  reconocimiento  ,  y 
verificándose  estos  privadamente  y  fuera  de  las  horas  de  despacho, 
se  practican  necesariamente  con  mas  prontitud  ,  exactitud  y  fruto 
que  si  se  encomendasen  sola  y  esclusívamente  á  los  Ministros  de 
una  sala,  sobre  todo  en  los  distritos  en  que  el  número  de  juzgados 
y  de  causas  es  muy  considerable;  finalmente,  desde  la  citada  épo- 
ca han  progresado  notable  y  visiblemente  el  estudio,  el  conoci- 
miento y  la  aplicación  del  derecho  civil  y  penal ,  y  señaladamente 
de  este  último,  que  ha  obtenido;  como  no  podía  menos ,  marcada 
preferencia  por  parte  del  Gobierno  y  de  los  jurisconsultos.  No  pue- 
den, á  la  verdad,  atribuirse  todos  estos  ventajosos  resultados  úni- 
camente á  las  disposiciones  del  mencionado  decreto  de  12  de  mar- 
zo'de  1836;  pero  tampoco  puede  dudarse  que  estas  han  contribui- 
do eficazmente  á  ellos.  T  si  tales  mejoras  se  han  conseguido  cuan* 
do  todavía  nudstra  legislación  civil  y  penal  se  hallaba  confusamen- 
te diseminada  en  multiplicados  y  voluminosos  cuerpos  de  derecho, 
sin  que  el  estudio  y  la  aplicación  de  ambas,  conjant'4  y  simultánea- 
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le  puaelícailas ,  hayan  producido  embarazos  o¡  perjuicios  re^pcp^ 
iM)s,  es  evidente  que  se  couseguiráB  eoa  Humores  vejil,ajas  y  ^egu* 
ridad  esos  buenos  resultados ,  y  que  será  mas  fácil  y  espedít^t  Uk, 
administración  reunida  de  la  justicia  civil  y  crin^inal ,  y  oieoores 
ios  inconvenientes  que  de  esta  reunión  pudieran  recelarse »  desde 
que,  reducidas  ambas  legislaciones,  así  como  I9  suslanciacion  em 
Bfia  y  otra,  á  códigos  breves,  sencillos  y  metódicos,  se  hayan  he- 
cho infinitamente  mas  fáciles  el  estudio  y  la  práctica  de  \9^  mis* 
«as.  La  historia  y  la  esperiencia  de  nuestra  patria  se  manifiestan, 
pues,  contrarias  á  la  separación  ^  ambas  jurisdicciones :  veamos 
B¡  el  ejemplo  de  los  dos  países  que  están  mas  en  contacto  con  nos* 
4>ti!OS,  es  fovorable  á  esta  separación. 

El  de  Inglaterra  apenas  puede  tomarse  en  cuenta,  porque  ía 
jurisprudencia  de  aquel  pais  nada  tiene  de  común  con  la  nuestra, 
y  porque  existiendo  allí  el  jurado  para  las  cuestiones  de  hecho, 
tanto  en  lo  civil  como  en  lo  criminal,  no  puede  tomarse  como  lér- 
aiÍDO  de  comparación  para  nuestro  procedimiento :  sin  embargo, 
éebe  observarse  que  los  pocos  jueces  letrados  que  allí  existen  paxa 
la  decisión  de  las  cuestiones  de  derecho,  intervienen  indistinta  y 
^uitáneamente  en  una  y  otra  materia. 

En  Francia,  pais  ilustradísimo,  de  antecedentes  jurídicos  igua^ 
}es  á  los  nuestros,  y  cuyos  pasos  y  ejemplos  seguimos  inevitable- 
mente de  muchos  años  á  esta  parte,  la  marcha  del  procedimiento 
respecto  á  la  cuestión  presente,  ha  sido  análoga  á  la  de  nuestra 
nación.  Separada  antiguamente  ia  administración  de  la  justicia  ci- 
vil y  criminal,  fué  reunida  en  la  radical  y  completa  organizaciop 
fue  el  imperio  dio  á  los  tribunales  franceses  en  1808  y  1810,  y  las 
parciales  reformas  qne  con  posterioridad  se  han  dictado,  han  teni- 
do la  misma  tendencia  de  reunir  ambas  jurisdicciones  en  unos 
mismos  magistrados;  de  manera  que  la  única  separación  efectiva 
que  de  ellas  existe,  es  la  que  .procede  necesariamente  del  estable- 
cimiento del  jurado  para  los  delitos  graves  conocidos  con  la  de- 
nominación especial  y  técnica  de  erimenes  y  qijie  se  ca^ti^n  con 
penas  aflictivas. 

£1  ministerio  público  es  uno  solo  para  lo  criminal  y  dvi)  ei^ 
todas  las  instancias.  Los  jueces  de  pa^  y  los  alqaldes  (ó  raaires)  á 
quienes  está  encomendado  el  castigo  de  las  contf acepciones  ó  fal- 
tas y  qu^e  desoQipiQuan  en  uniqn  de  otros  funcionarios  la  policM^ 
Iqdif^ii^ijb  despis^baoi  tanibif;»  lia»  nmUitwi  de  negocias  qivili^^  ^ 
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B#  escasa  importaneía.  Los  tribunales  de  distritOy  (d^anrondissch' 
ment)  é  de  primera  iosUncia  en  io  civjl,  conocen  además,  bajn  ^ 
Ulule  de  TrUfunales  eorreccioHalcit  de  las  apelaciones  en  materia 
de  simple  policía  y  de  todos  lois  delitos  castigados  con  penas  corrr 
cecínales,  que  allí  se  estieuden  desde  seis  días  á  cinco  anos  de 
prisión;  y  si  bien  en  los  tribunales  que  tienen  diferentes  salas ,  se 
coiBfia  particularmente  á  una,  6  á  dos  como  sucede  en  París ,  la 
jurisdicción  en  materia  criminal»  y  mas  especialmente  en  los  nego- 
cios de  policía  correccional,  siempre  estas  salas  correccionales 
pueden  conocer  y  conocen  de  los  procesos  civiles  que  se  las  distri- 
buye. Además  la  distribución  de  los  jueces  en  diversas  salas  no  se 
\mce  de  una  manera  definitiva  v  permanente,  sino  que  la  composi- 
ción de  cada  uua  se  caml)ía  todos  los  anos  turnando  todos  aquellos; 
medida  que  el  célebre  escritor  y  profesor  Bonnier  juzga  ccow^e- 
niente  ya  para  completar  la  educación  judieiaria  del  magistrado^ 
llamándole  al  ejercicio  de  funciones  variadas^  ya  para  evitar  que 
la  reunión  perpetua  de  unas  mismas  personas  para  decidir  neg»* 
tíos  de  la  misma  naturaleza^  haga  degenerar  la  jurisprudencia  en 
una  verdadera  ruUna^i^  Esta  acumulación  de  competencia  y  de 
funciones  civiles  y  criminales  existe  aun  eo  el  juez  de  instrucción, 
que  se  nombra  por  tres  anos  entre  los  jueces  de  cada  uno  de  loa 
espresados  tribunales  civiles  de  distrito,  de  manera  que  cuando 
no  está  ocupado  en  el  servicio  de  policía  judieiaria,  se  dedica  al 
({cspacho  de  los  negocios  civiles.  La  sala  que  en  los  mismos  tribu- 
nales se  constituye  con  el  titulo  de  Cámara  del  Consejo  {Chambre 
du  Conseil)  para  decidir,  á  virtud  de  la  relación  del  juez  de  ins- 
trucoioQ,  del  curso  ulterior  que  ha  de  darse  al  proceso,  se  compo- 
ne  igualmente  de  jueces  dedicados  ordinariamente  al  despacho  de 
lo  civil. 

Los  tribunales  de  apelación  (Cours  Royales)  reúnen  también 
desde  la  ley  de  20  de  abril  de  IStO,  á  su  antigua  jurisdicción  ci< 
vil,  la  juri^iccion  criminal,  y  se  hallan  organizados  y  compuestos 
de  una  manera  análoga  á  los  de  primera  instancia.  Se  dividen,  se- 
gún su  claae,  en  salas  civiles  y  criminales,  pero  aun  estas  últimas, 
que  son  las  encargadas  de  las  apelaciones  en  materia  correcclo- 
]|al,  conocen  de  negoc.ips  civiles,  y  una  opdepai^za  de  M  de  se- 
tiembre de  i8ÍS  previene  fue  estas  saUs  correccionales  se  for- 
men de  siete  jueces  para  conocer  de  eso&  negocios,  tanto  suma- 
rios .qfim>  ordinarios^  s^va  la  facultad  de  no  concurrir  mas  qu,^ 
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cinco  cuando  haya  de  decidir  sobre  apelación  de  policía  correccio- 
nal. El  turno  de  los  jueces  en  las  diversas  salas  se  halla  establecido 
de  una  manera  rigorosa  y  sobre  la  base  de  que  á  ninguno  de  ellos 
puede  obligarse  á  permanecer  mas  de  un  ano  ea  cada  una  de  las 
salas  criminales  y  mas  de  dos  en  cada  una  de  las  civiles.  Para 
completar  las  salas,  en  caso  de  necesidad,  se  toman  de  las  demás 
secciones  los  individuos  disponibles,  porque  es  un  principio  con- 
signado en  el  decreto  de  6  de  julio  de  1810,  que  todos  los  miembros 
de  las  salas  civiles  y  criminales  puedan  ser  llamados  para  el  servi- 
cio recíproco  de  unas  y  otras,  para  la  decisión  de  ciertas  cuestiones 
importantes,  tales  como  las  relativas  al  estado  civil  se  reúnen  en 
pleno  todos  los  individuos  del  tribunal,  y  para  la  formación  de  la 
Cour  d'assises,  ó  sala  de  derecho  en  el  jurado,  se  toman  tres 
miembros  del  mismo  y  á  veces  uno  solo  como  presidente  y  dos 
jueces  del  tribnnisil  de  primera  instancia.  Finalmente,  el  Tribunal 
de  Casación,  que  se  divide  en  tres  secciones,  criminal,  civil  y  sala 
de  requeteSf  está  sujeto  al  mismo  turno  de  jueces,  que  deben  cam- 
biarse, de  cuatro  en  cuatro,  de  una  á  otra  sección,  si  bien  este  tur- 
no vá  quedando  sin  uso  9:con  ^nas  provecho,  según  observa  el  men- 
donado  profesor^  db  la  uniformidad  qus  del  progreso  de  la 

lUAISPRUDENGIA.» 

^Se  vé,  por  tanto,  que  el  ejemplo  y  la  esperiencia  de  Inglaterra 
y  Francia  no  es  tampoco  favorable  en  modo  alguno  á  la  separación 
de  la  justicia  civil  y  criminal.  Pasemos  á  considerar  esta  cuestión  * 
en  el  terreno  puramente  teórico  y  especulativo. 

Ea  este  terreno  si  que  á  primera  vista  se  presentan  considera- 
ciones importantes  en  apoyo  de  esa  separación:  examinémoslas. 

Entre  nina  y  otra  juríseiccion  hay  diferencias  esencialísimas 
que  exigen  cualidades  especiales;  diferentes  intereses,  diferente  le- 
gislación, diferente  procedimiento,  que  reclaman  diferente  orden 
de  ideas,  diferente  espíritu,  diferente  aptitud.  Siendo  limitadas  las 
facultades  del  hombre,  cuanto  mas  se  concrete  su  entendimiento  en 
cualquier  objeto  de  estudio,  cuanto  mas  limitada  sea  la  especialidad 
á  que  se  dedique,  tanto  mas  profundizará  en  ella  sus  conocimien- 
tos, tantos  mayores  progresos  conseguirá.  En  esa  observación  cons- 
tante se  fundan  el  proverbio  latino  de  »pluHmus  intentas,  minor  est 
ad  singula  sensus,^  y  el  principio  tan  recomendado  en  lasarte» 
mecánicas  de  h  t división  del  trabajo.  9  Las  especialidades  favo- 
recen el  progreso,  dice  uno  de  nuestros  jurisconsultos  contempo- 
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ráoeos ,  señalando  el  ejemplo  de  la  raecánica  y  de  la  cirujia ;  la 
uníversalidaS  no  produce  mas  que  medianías :  por  consecuenci» , 
dedicándose  los  magislrados  al  ejercicio  esclusivo  de  uoa  ú  otra  de 
las  dos  indicadas  partes  del  derecho,  adquirirán  en  ellas  respecti- 
vamente mayor  perfección,  mayores  progresos.  Pero  profundicemos 
el  examen  de  estas  consideraciones  y  nos  convenceremos  de  que 
ni  son  completamente  aplicables  á  la  cuestión  presente,  ni  mucho 
menos  suficientes  para  decidirla  en  el  sentido  de  la  separación  de 
ambas  jurisdicciones. 

Es  verdad  que  la  materia  criminal  ofrece  caracteres  diferentes 
que  la  civil ;  pero  también  lo  es  que  hay  entre  ambas  muchos  pun- 
tos de  contacto  y  de  recíproca  influencia  y  principios  que  les  son 
comunes,  tanto  en  el  derecho  mismo  como  en  el  procedimiento,  de 
manera  que  el  conocimiento  y  ejercicio  de  la  una,  lejos  de  perju^ 
dicar ,  favorece  el  conocimiento  y  ejercicio  de  la  otra,  esclarecién- 
dose é  ilustrándose  ambas  recíprocamente:  como  ejemplos,  entre 
otros  muchos,  de  esa  recíproca  conexión,  puede  recordarse  que  á 
todo  delito  acompaSa  ordinariamente  una  responsabilidad  civil  que 
se  declara  al  mismo  tiempo  que  la  criminal ,  y  que  á  veces  hay  ne- 
cesidad de  decidir  previamente  cuestiones  de  derecho  civil  para  la 
calificación  de  los  delitos. 

Dedicado  el  espíritu  humano  á  un  objeto  especial  de  estudio, 
progresará  en  este  indudablemente,  pero  será  á  condición  de  que 
abarque  y  se  estienda  á  todos  los  demás  objetos  que  tengan  enlace 
y  conexión  con  el  mismo,  á  fin  de  formar  en  lo  posible,  con  el  coor- 
dinado conocimiento  de  ellos,  un  todo  perfecto  y  completo.  La  idea 
de  la  división  del  trabajo  y  de  las  especialidades,  tomada  de  las  ar- 
tes mecánicas,  no  puede  aplicarse  convenientemente  ala  ciencia 
del  derecho  ni  á  ninguna  de  las  ciencias  morales.  La  habilidad 
mecánica  y  artística  presenta  al  estudio  y  al  ejercicio  un  objeto 
muy  limitado:  las  ciencias  morales,  y  en  particular  la  del  derecho, 
se  estienden  á  una  esfera  dilatadísima  de  conocimientos  y  de  ideas 
que  se  enlazan  y  se  esclarecen  recíprocamente,  aunque  no  se  ad- 
vierta su  conexión  á  primera  vista.  Y  en  prueba  de  ello,  ¿cómo  de* 
finían  los  antiguos  romanos  la  ciencia  del  derecho?  tel  conocimiento 
de  las  cosas  dioinas  y  humanas^  de  lo  justo  y  de  lo  injmtoU  ¿Qué 
instrucción,  qué  luces  exigía  Cicerón  en  el  jurisconsulto?  Casi  todas 
las  que  se  comprenden  en  la  inmensa  esfera  de  las  ciencias  morales 
y  de  la  literatura.  En  esta  clase  de  ciencias,  que  tienen  3U  asiento  ea 
TOMO  xitt.  so 
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el  eoteodimiento,  el  desarrollo  y  la  perfcccioa  que  adqaiere  éste  por 
el  estadio  de  uoa  parte  de  ellas,  le  bacea  mas  apto  y  perspicaz  pan^ 
el  estadio  de  cualquiera  otra:  aua  las  cieacias  físicas  y  esperimea- 
tales  progoesaa  por  su  recíproca  aplicacioa«  Es  una  observacioa 
coQstaute  que  los  hombres  dedicados  esclusivameute  í  una  clase  4e 
negocios  incurren  ordinariamente  en  una  estéril  riUioa,  mas  favo^ 
rabie ,  como  advierte  el  escritor  ya  citado ,  á  la  uniformidad  que  al 
progreso ;  y  bien  puede  afirmarse  que  pocos  adelantos  conseguiri^t 
en  la  ciencia  del  derecho  el  que  se  dedicase  al  estudio  de  una  sola 
parte  de  él.  Así  se  reconoce ,  como  no  podia  meóos»  en  la  luminosa 
esposicion  de  la  Real  orden  de  5  de  marzo  de  1856,  al  exigirse  ea 
quién  hade  ejercer  la  importantísima  jurisdicción  criminal,  que 
dedique  completa  y  esclusivamente  su  atención  al  est^udio  de  las 
leyes  penales  y  al  de  las  demás  ciencias  que  enseñan  á  conocer  al 
hombre  y  á  esplicar  y  clasificar  sus  pasiones  con  arreglo  á  los  dife- 
rentes accidentes  de  la  vida,  que  tanto  suelen  alterarlas,  modifi- 
carlas y  desnaturalizarlas. 

Pues  bien :  sin  conocer  el  derecho  civil  no  es  f4cil  adquirir  m. 
completo  y  profundo  conocimiento  del  penal,  que,  en  último  resul- 
tado, es  la  sanción  y  el  complemento  de  aquel.  Podría,  si,  organi* 
zarse  el  estudio  y  la  carrera  de  uno  y  otro  de  manera  que  tomando 
paraanobos  los  conocimientos  que  les  son  comunes,  se  aplicaran 
separadamente  á  cada  uno  los  que  le  sean  peculiares;  pero  el  ejer- 
cicio simultáneo  de  ellos  no  impide  el  dedicarse  á  uno  con  prefe- 
rencia, ni  el  estudio  alternado  de  ambos  se  perjudica  reciproca- 
mente. Por  el  contrario,  la  esperiencia  demuestra  que,  así  eA  el 
terreno  de  la  ciencia  como  eu  los  tribunales,  unos  mismos  hombres 
descuellan  y  se  distinguen  á  la  vez  en  la  materia  penal  como  en  1^ 
civil ,  como  en  las  demás  partes  del  derecho.  Recuérdense  los  nom- 
bres de  los  jurisconsultos  y  escritores  inas  eminentes,  antiguos  y 
modernos,  nacionales  y  estranjeros ,  y  se  verá  que  en  sus  diversas 
y  multiplicada^  obras  han  abrazado  á  un  mismo  tiempo  todos  Ic^ 
diferentes  ramos  del  derecho,  ilustrándolos  á  la  vez  y  baciéodoies 
progresar  considerablemente.  Tómense  las  obras  mas  elemeptales 
eenio  las  mas  lijeras  revistas  de  legislación  y  jurisprudenpia  d^üun^i 
época  cualquiera,  en  que  se  tratan  y  discuten  las  ¡na^  divQrsg§ 
materias  de  estas  ciencias ,  y  se  verá  que  todas  ellas  son  el  tr4tK|í^ 
de  m^y  lipiitado  número  de  pejrsonas«  No  siempre  es  cierto  qu^ 
bk  universalidad  4^  ^nocimientQs  prpdi^fiíca  solanieate  .ni^diij^* 
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9íí$»;  contra m  awrcíoQ  prate^taa  los  nombres  de  Licurgo,  Platoa> 
Arisl6tel^,  Papioiaoo»  Cicerón,  Santo  Tomás,  San  \gustin,  A.U 
fonso  el  Sabio,  Descartes,  Bacon,  Leibnilz,  Montesquieu,  YoU 
Uire,  FílAQgíien,  Bentbam,  Jovellanos  y  otros  que  pudiéramos 
citar.  El  hombre  estudioso  y  aplicado,  lo  es  para  todo;  y  el  que  es 
ilu^rado  en  if na  materia ,  tiene  mucho  adelantado  para  serlo  ejn 
<Hra:  con  el  estudio  la  razón  se  perfecciona  para  todos  los  objetos» 
las  ideas  tienen  machos  puntos  de  contacto,  y  la  verdad ,  en  rigoc, 
es  una.  Las  consideraciones ,  pues «  que  en  el  terreno  de  la  teoría 
y  de  la  ciencia  parecen  recomendar  la  separación  de  la  justicia  ci-^ 
vil  y  criminal ,  no  son  tan  exactas  y  eficaces  como  á  primera  vista 
se  manifiestan- 

Ma^  si  de  ese  elevado  terreno  descendemos  al  de  la  aplicación 
práctica  y  al  de  la  oportunidad,  veremos  crecer  y  multiplicarse  es- 
traordinariamente  los  inconvenientes  de  esa  medida. 

Cualquiera  que  tenga  algún  conocimiento  de  nuestros  tribuna*- 
les  ó  de  nuestra  estadística  judicial ,  sabe  que  el  número  de  nego- 
cios civiles  á  cargo  de  los  mismos  es  sumamente  reducido  compa- 
rado CQn  el  de  las  causas  criminales :  los  pleitos  han  disminuido 
muy  considerablemente ,  sea  por  consecuencia  de  las  leyes  sobre 
el  papel  sellado  y  juicios  de  conciliación ,  sea  por  otros  motivos 
fáciles  de  conocer;  las  causas  criminales,  por  el  contrario,  crecen 
y  se  aumentan  en  una  proporción  asombrosa,  ya  por  el  actual  sis- 
tema de  susianciacion,  ya  por  un  efectivo  aumento  de  delincuencia, 
producto  de  la  relajación  del  freno  legal ,  moral  y  religioso.  Si  se 
eonsulta  la  estadística  de  los  juzgados  de  primera  instancia  y  de  las 
Audiencias,  se  verá  que  el  número  de  pleitos,  comparado  con  el  de 
las  causas  criminales,  está,  aproximadamente  y  por  término  medio, 
en  r^z^n  de  uno  á  doce :  se  verá  también  que  hay  muchos  juzgados 
^tt^  en  el  espacio  de  muchos  uj^escs,  y  (i^n  del  ano  entero,  no  des- 
pachan ni  un  solo  pleito,  y  que  en  las  Audiencias  mismas,  si  se 
egceptúai)  Ifis  de  lAadrid»  Barcelona,  Coruna  y  Burgos  que  tienen 
l^astaAti^^  qegoQios  ^lercantiles ,  el  núiiiero  de  pleitos  es  verdadera- 
nteule  insignificante^  has(a  el  pun^o  de  que  pudieran  llamarse  cop 
Uropíedad  Ss^las  elimínalas.  Ahora  bien :  si  coi^  tale3  circimstaneia^ 
íHd  separase  la  administración  de  la  justicia  civil  de  la  criminal  q$- 
lableciendo  tribunales  especiales  y  distintos  para  la  una  y  para  1^ 
ptra,  es  evidente  que  habría  necesidad  de  adoptar  ^oa  base  entera- 
9^en(e  dis|ínt^  4q  k  ^^^  ^^Y  ^^^^^  Y  ^^Y  diferenti?  pa.r^  lo$  unos 
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y  para  los  otros,  fijando  una  demarcación  muchísimo  mas  amplia 
y  cstensa  para  los  civiles  que  para  los  crimínales ,  tanto  en  primera 
como  en  segunda  instancia,  resultando  de  ello  el  gravísimo  incon- 
veniente de  que  la  justicia  civil  se  administrase  á  macha  mayor 
distancia  que  en  la  actualidad  del  domicilio  de  los  litigantes,  y  por 
consecuencia  de  una  manera  mas  molesta,  tardía  y  dispendio- 
sa páralos  mismos.  Difícil,  muy  diRcii  seria  hacer  para  todas  las 
instancias  una  conveniente  y  arreglada  demarcación  de  los  tribu- 
nales esclusivamente  civiles  ,  de  manera  que  sus  funcionarios  tu- 
viesen una  prudente  y  proporcionada  ocupación ,  como  es  necesario 
que  la  tengan;  pero  por  lo  ya  manifestado  se  demuestra  que  seria 
forzoso  reducirlos  para  la  primera  instancia  á  la  décima  parte  de  los 
actuales  juzgados,  y  para  los  de  apelación  á  menos  de  la  mitad  de 
las  actuales  Audiencias,  sin  que  por  efecto  de  esa  separación  de 
jurisdicciones  se  pudiese  apenas  disminuir  en  nada  estos  tribunales 
hoy  existentes:  además,  pues,  del  espresado  y  grave  inconveniente 
de  alejar  de  los  lili^íantes  el  templo  de  la  justicia  civil,  cou  el  con- 
siguiente aumento  de  gastos  de  viajes,  pérdida  de  tiempo  y  retar- 
dos y  dificultades  para  la  práctica  de  diligencias  judiciales  y  estra- 
judiciales ,  produciría  la  separación  un  considerable  aumento  en  el 
personal  judicial  y  el  consiguiente  recargo  para  el  Tesoro  público: 
porque  atendido  el  cortísimo  número  de  negocios  civiles  que  hay 
en  la  actualidad,  pueden  despacharse  cómodamente  mientras  estén 
unidos  á  los  criminales ,  por  el  mismo  número  de  funcionarios  que 
el  que  habría  que  destinar  para  solo  estos  últimos. 

A.  estas  consideraciones  importantes,  aunque  de  actualidad, 
pudiera  añadirse  la  autoridad  de  escritores  muy  competentes' en 
matería  de  organización  judiciaria.  Ta  se  ha  visto  que  el  ilustrado 
profesor  Bonnier  es  opuesto  al  ejercicio  esclusivo  de  los  magistra- 
dos en  una  especie  determinada  de  negocios;  pues  no  es  mas  favo- 
rable ^  esta  especialidad  el  observador  Bentham.  Este  profundo 
jurisconsulto  dá  grandísima  importancia  á  la  proximidad  y  á  la  con- 
Teniencia  geográfica  para  el  establecimiento  de  los  tribunales ,  y 
señaladamente  de  los  de  primera  instancia,  t  Seria  de  desear ,  dice, 
que  cada  jutisdimon  tuviese  una  estension  tal  de  territorio  que  el 
hnbitante  mas  lejano  del  juzgado  pudiese  ir  áélá  pié  y  terminar  su 
negocio  y  volverse  á  su  casa  en  el  mismo  día ,  lo  cual  supone  un 
círculo  que  desde  el  centro  á  las  estremidades  solo  tuviese  tres  ó 
cuatro  leguas. 9  Bien  distantes  estarían,  observaremos  de  paso,  de 
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lleDar  esta  cod(Ijc¡oq  los  jiiz£:a(los  que  eD  nuestro  país  se  estable^ 
ciesen  para  ios  aegocios  civiles»  esclut»ívameate ,  á  no  crear  ua  nú- 
mero diez  ó  doce  vece.<  mavordel  necesario,  condenándolos  a  la. 
inacción  y  á  la  ociosidad.  £u  cuanto  á  la  multiplicidad  y  variedad 
de  Tribunales  con  alribucioucs  diferentes,  las  combate  Benihaui 
con  la  mayor  energía,  sosteniendo  las  ventajas  de  su  necesidad,  y 
de  que  cada  uno  do  ellos,  convenientemente  colocado,  se  baile  re-« 
vestido  de  una  competencia  casi  universal  para  conocer  de  todo  /gé- 
nero de  negocios.  Las  únicas  escepciones  que  admite  á  este  princi^ 
pió,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  los  únicos  fueros  escepcionales  que  reeo« 
noce  en  razón  de  su  carácter  especial  y  de  su  necesidad,  son  el 
eclesiástico  para  materias  de  disciplina  religiosa ^  el  mililar  p;\ra  los 
delitos  de  su  especie,  el  de  marina  para  los  delitos  cometidos  a 
bordo ,  y  el  de  las  asambleas  legi^^lativas  para  proteger  la  policía  y 
el  orden  interior  de  sus  sesiones.  Fuera  de  estos  casos,  ataca  í{v\r- 
temenle  la  división  de  atribuciones  de  Tribunales  diferentes,  v  cali- 
fica  de  abstracto,  metafísico  é  inconveniente  el  principio  en  que  so 
funda,  y  según  el  cual,  considerándose  toda  la  materia  contencios;^ 
con  arreglo  á  ciertas  demarcaciones  intelectuales ,  se  reparte  entre 
multiplicados  tribunales,  encomendando  á  uno  el  conocimiento  de 
los  negocios  criminales,  á  otro  el  de  los  civiles,  á  un  tercero  el  de 
los  correccionales;  á  éste  los  de  policía,  á  aquel  los  de  cqmercioi^ 
á  otro  los  de  montes,  á  otro  los  de  contribuciones;  á  unos  los  de 
cierta  cantidad,  y  á  otros  los  de  mayor  cuantía,  y  así  sucesiva- 
mente. A  esta  diversidad  de  tribunales  atribuye  muchos  inconve^ 
nientes,  y  entre  ellos  el  ya  indicado  de  que  esos  Tribunales  esper 
cíales  tienen  que  ser  muy  escasos  en  número  en  cada  una  de  sus 
cla^s  y  comprender  por  necesidad  largas  distancias,  so  pena  de 
que  para  evitar  este  inconveniente,  se  incurra  en  el  de  aumentarlo.^ 
inútil  y  supérfluamente.  <  Si  hay,  dice,  cuantos  tribunales  exige  ¿a 
conveniencia  geográfica,  bastarán  para  la  decisión  de  lodoi  los  ne^ 
godos;  por  cotisiguiente ,  no  puede  aumentarse  ninguno  que  no  sea 
inútil :  sqlo  privando  de  trabajo  á  los  tribunales  ordinarios ,  puede 
darse  ocupación  á  los  especiales.  >  También  observa  que  esa  divi-* 
sioii.de  tribunales  disminuye  el  prestigio  y  la  publicidad  de  sus 
funciones,  y  produce  frecuentes  incertidumbres  y  cuestiones  acerca 
de  su  competencia.  Finalmente ,  este  ilustre  escritor  no  halla  com- 
pensados con  ventaja  alguna  los  indicados  inconvenientes,  pu<^ 
aunque  se  bace  cargo  de  la  observación  que  atribuye  mayor  ins-^ 
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tracción  y  aptítad  al  juez  consagrado  esclusivamente  á  un  ramo  es- 
pecial de  legislación,  no  reconoce  valor  ninguno  en  este  argumen- 
tó, afirmando  que  el  juez  dedicado  habitualmente  á  diferentes  ma- 
terias,  adquiere  el  suficiente  conocimiento  en  todas  ellas,  y  que  asi 
como  no  se  niega  al  abogado  esta  general  disposición  y  la  facultad 
de  consultar  el  derecho  cuando  lo  tiene  por  conveniente,  tampoco 
se  le  pueden  negar  al  juez.  Tal  vez  este  ilustre  jurisconsulto  exa- 
gere demasiado  su  aGcion  á  la  unidad  y  universal  competencia  de 
ios  tribunales ;  pero  es  indudable  que  la  conveniencia  geográfica, 
combinada  con  el  número  y  cantidad  de  negoeíoft,  es  una  de  las 
bases  mas  racionales  y  Convenientes  para  su  bñena  organización, 
y  que  tampoco  debe  exagerarse  la  diversidad  y  multiplicidad  de  Ion 
mismos. 

Deduciendo ,  pues »  el  resultado  del  delentdb ,  y  tal  vez  prolijo 
examen  que  he  creido  deber  hacer  para  el  mas  acertado  desempeño 
de  mi  propósito,  no  puedo  menos  de  concluir  que,  consultando  laá 
lecciones  de  la  historia  y  de  la  experiencia ,  propias  y  coranas ,  iA 
ciencia  y  la  teoría,  apoyadas  en  él  testimonio  de  ilustres  escritores, 
y  la  situación  actual  de  nuestro  pais  y  de  nuestros  tribunales ,  né 
debe  considerarse  conveniente  la  separación  de  la  administración  de 
justicia  civil  de  la  criminal  en  ninguna  de  las  instancias  y  señala- 
damente en  la  primera ,  y  sobre  todo  que  no  es  oportuna  en  este 
momento.  Dia  llegará,  y  tal  vez  no  esté  muy  distante,  en  que  pueda 
ensayarse  con  mayor  oportunidad  y  mas  probabilidad  de  acierto; 
y  ese  dia  será  el  en  que  se  establezca  entre  nosotros  el  jurado  para 
lo  criminal ;  pero  tampoco  este  dia  puede  anticipara  sin  riesgo  de 
desnaturalizar  y  desacreditar  esta  grande  institución.  Sin  duda  al- 
guna la  organización  judiciaria  de  un  pais  debe  ser  conforme  á  sñ 
organización  política,  y  el  jurado  para  los  delitos  graves  debe,  por 
consecuencia ,  hallar  cabida  entre  nosotros  como  conforme  á  nues- 
tras instituciones  representativas;  pero  se  necesita  que  estas  se 
consoliden  y  encarnen  en  nuestro  pueblo,  para  que  éste  sienta  la 
trefcesid<nd  y  conozca  toda  la  importancia  de  aquella  institución, 
para  que  tenga  plena  confianza  en  si  mismo  y  en  el  uso  qtie  de  ella 
há  de  harcr,  y  en  fia ,  para  que  adquiera  el  hábito  de  legalidad ,  el 
espíritu  publico,  el  patriotismo ,  la  cultura  y  las  demás  condiciones 
i]fe<!esarias  para  su  buen  deisempeno.  Tal  es ,  al  menos  ,  mi  convic- 
ción respecto  á  esta  cuestión  importante. 

tavreaiio  de  Arrieta. 
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Tratad»   de   la   adntlnisiracitMB    tentMral  de 
las  eong^reg^aeiones  y  comanidades  religfiosas  por 

!tt.  CaliIíttíe,  oficial  déla  Prefectura  del  Heraalt  (Éa  18/ ,  París; 
ÍDoraiuf,  ííñT.). 

La  legMaiáéÉ  éWif  de  las  lóougre^cífenés  y  eoiíiufirdsídeis  relí^ 
fr^as  se"  Compone  de  una  déríe  de  disposiciones  que  se  refieren 
^nas  á  MtÉS  tñ  lodo  coafnio  espres^a  ó  impMcitametlte  no  ha  sidD 
abrogada.  P^  Ib  demás ^  y  a  pesar  de  algunos  ensayos  de  codifica- 
dooy  allíHié  Mllá  et  risCeíAá  getferal  de  dueslro  derecho  adminis^- 
(htthñD  y  y  IM  <»,  sin  dudií,  fa  causa  cfte  i^eirae  del  estudió  de  ése 
derecho  mú  á  Ids  que  mas  toleres  tieneD  eki  cottécerle  ó  que  éstáu 
Meargadés  tfeáiplfearle.  Asi  és  que  lit  administraeiofi  central  debe 
étttiar  átífNtltteñte  ttiAttkud  de  legafjés  á  t«s  d«ipérrtamemos  paí^ 
ftíttQt  qvfe  de  (¿tfiltplete  la  itfál^uccíon  de  Ibs  asuntos^;  y  de  ahí  lo^ 
iüiiait^s  krefafdtfé ,  Ilís  pérdidas  dé  intereses ,  y  ét  teces  también  la 
pérdida  Séit^vA^  hifs  reclaiifracíones,  kis  éhtttíd/tts  contra  la  bur&- 
erada,  y  los  viajes  á  París  para  obteüér  Unit  resolttclon  cuyos  ele- 
mentos no  se  han  reunido.  Deben,  pues,  los  administradores  y 
administrados  acoger  con  reconocimiento  todas  las  obras  que  pue- 
dan ilustrar  á  las  partes  interesadas  ó  á  sus  consejos,  y,  preciso  es 
decirlo,  taJMl&lin  h  les  oficinas  de  algunas  prefecturas ,  acerca  de 
las  formalidades  que  han  de  llenar  en  las  diversas  circunstancias  en 
que  es  necesaria  la  intervención  del  Gobierno.  El  Tratado  de 
H.  Calmettb  debe  colocarse  en  el  número  de  esos  trabajos  útiles 
que  pueden  simplificar  la  marcha  de  los  negocios  y  servir  de  sal- 
vaguardia de  los  intereses  de  las  congregaciones  ó  comunidades, 
indicando  con  precisión  el  camino  que  deben  seguir  en  cada  uno  de 
los  actos  de  su  vida  civil. 

Divídese  el  volumen  en  dos  partes.  La  primera  está  consagra- 
da á  las  asociaciones  religiosas  de  mujeres :  en  ella  se  trata  de  la 
organizaéion  interior  de  las  congregaciones  y  comunidades ;  de  su 
reconocimiento  legal,  de  la  revocación  y  eslincion  de  las  asocia- 
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ciones  religiosas;  de  la  admioistracion  de  los  bienes;  de  las  ad* 
quisiciones  á  título  gratuito  y  á  título  oneroso ;  de  las  enajenacio- 
nes; de  las  permutas;  de  la  retrocesión;  de  los  préstamos;  de  las 
acciones  judiciales  y  de  las  transacciones ;  de  los  actos  conserva- 
torios; de  las  contribuciones.  Las  reglas  especiales  á  las  asociacio- 
nes hospitalarias  y  á  las  de  enseñanza,  se  desenvuelven  en  dos 
capítulos  distintos.  La  segunda  parle  está  reservada  á  las  asocia- 
ciones religiosas  de  hombres,  á  las  asociaciones  religiosas  ño  au- 
torizadas, y  á  las  cofradías.  Un  apéndice  contiene  la  legislación 
relativa  al  reconocimiento  legal  y  á  la  administración .  de  bienes,  de 
las  asociaciones  religiosas;  las  leyes,  decretos  y  decisiones  sobre 
la  enseñanza,  y  la  lista  de  las  principales  congregaciones  religio- 
sas legalmente  reconocidas.  De  desear  es,  que  ei\  |ina  seguida 
edición  el  autor  agregue  al  apéndice  una  serie  de  fórmulas  de  lo^ 
actos  mas  importantes.  Diremos  también  que  en  el  capítulo  de  la 
administración  de  bienes,  M.  Calmbtts  recuerda  las  obligaciones 
que  resultan  á  las  congregaciones,  así  como  á  los  particulares,  de 
la  ley  tan  importante  de  23  de  marzo  de  I800  sobre  la  inscripción 
hipotecaria.  Pero  bajo  la  reserva  de  un  pequeño  número  de  dei^- 
derata  no  dudamos  en  señalar  el  Tratado  de  la  admmislr(^Qian 
temporal  de  las  congregaciones  y  comimida^des^  a^a^o  un  libro  muy 
útil  á  las  mismas,  á  todos  los  oficiales  encargados  de  sus  intereses, 
á  los  secretarios  de  obispados,  y  á  ios  empleados  de  subprefectu- 
ras  y  prefecturas. --An.  Tardif. 
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oon  d  título  de 

ENSiYO  SOBKg  LOS  ORIfiBNBS.  PROCfRESOS  Y  fiSTAM 

DE  LAS  LEYES  ESPAÑOLAS; 

JBSCaiTO  AL  COMENZAR  ESTI  SIGLO 

•  POR  O.  IfAlHJEL  BIABIA  GAMBROtlIERO  (1). 


{Continuacum.) 

Pertenece  también  á  este  género  la  obra  impresa  en  Mágico  en 
d  ano  de  1788  y  publicada  por  el  oidor  de  aquella  Audiencia,  Don 
Ensebio  Buenaventura  Beleña,  con  el  titulo  de  Elucidationes  ad 
quatttor  libros  institutionum  Imperataris  Justiniani  opportune  lo(m* 
pUtábat  legibiis  decisionibusque  juris  hispani.  Según  el  editor  e\te 
trabajo  fué  comenzado  por  su  tio  el  doctor  D.  Santiago  Magro,  cate« 
drático  de  derecho  eclesiástico  en  la  universidad  de  Alcalá,  v  conti* 
nuado  por  este  mismo  hasta  el  título  27  del  libro  9  desde  donde  le 
llevó  el  editor  á  complemento ,  añadiendo  desde  el  principio  varias 
notas  del  derecho  de  Indias  y  de  las  cédulas  y  leyes  posteriores  á  su 
tio,  con  una  idea  de  los  títulos  de  las  Pandectas  de  verbonim  signifi- 
catione  y  otros,  cuyo  uso  es  bastante  frecuente  en  las  escuelas,  y  no 
es  tampoco  inútil  en  el  foro.  El  juicio  de  la  obra  puede  hacerse  con 
la.  aplicación  de  las  ¡deas  que  hemos  anticipado  sobre  el  método  en 
general  de  todas  las  de  esta  clase,  advirtiendo  que  el  plan  es  un  co- 
mentario de  los  testos  de  las  instituciones  del  derecho  romano,  que 
el  método  es  escolástico,  y  el  estilo  dialéctico  mas  claro  que  conciso, 
y  aun  mas  parecido  en  la  propiedad  gramatical  al  de  Acevedo  y  Gó- 
mez que  al  de  Pichardo  y  Covarrubias.  En  tantas  palabras  cabia 

^  (ji)    Véase  la  pág.  5  de  este  tomo . 
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mayor  número  de  ideas :  pero  acaso  se  hace  asi  algo  mas  accesible 
una  ciencia  á  los  que  emprenden  su  estudio  con  el  corto  aparato  de 
conocimientos  de  filosofía  y  humanidades  que  se  exigen  todavía  en 
nuestras  escuelas.  Por  decentado,  en  las  opiniones  se  nota  muy  buen 
juicio,  y  puestas  con  frecuencia  y  oportunidad  las  adicciones  del  de- 
recho español  sin  esperar  el  fin  del  comentario,  como  lo  hizo  D.  Juan 
Sala;  si  bien  éste  le  escede  en  los  apéndices  de  las  varias  materias 
que  ha  añadido  á  sus  trabajos  sobre  Vinnio,  y  de  las  cuales  no  hicie- 
ron alguna  memoria  estos  autores:  por  consiguiente  faltan  en  su  tra- 
tadlo muchos  títulos  dé  la  jurisprudencia  de  Castilla ,  y  así  es  insufi- 
ciente para  hacer  un  estudio  tan  completo  de  nuestras  leyes  cual 
conviene  para  entender  y  administrar  con  acierto  la  justicia. 

Este  es  el  mérito  que  hallamos  y  el  que  respectivamente  echamos 
de  menos  en  las  obras  que  pueden  llamarse  elementos  de  nuestra  ju- 
risprudencia de  Castilla,  y  cuando  algo  mejorados  los  auxilios  para  el 
conocimiento  de  esta  ciencia  pudiéramos  lisonjearnos  de  tenerlos  en 
grado  mas  adelantado  que  sus  autores  estimables,  de  lo  cual  debemos 
creernos  muy  remotos,  siempre  encontraríamos  en  el  estado  de  las 
cosas  varios  impedimentos  iavencibles  para  la  perfección  de  un  edi; 
ficio  cuyos  materiales  no  existen  preparados  aun:  pues  no  solo  no  se 
halla  entre  nosotros  un  trabajo  sobre  las  antigüedades  civiles  de  Es- 
pana,  indispensable  para  suministrarnos  este  artículo  en  la  obra  me- 
ditada del  derecho,  sino  que  aun  la  lectura  prolija  de  las  crónicas  y 
sus  abreviadores,  las  historias  particulares  de  provincias  y  ciudades 
agregadas  á  las  generales  de  estos  reinos,  los  tratados  genealógicos  y 
particulares  escritos  sobre  nuestra  verdadera  y  antigua  constitución^ 
monárquica  y  las  dignidades  y  magistrados  españoles,  apenas  nos 
ofrece  en  un  inmenso  océano  los  medios  para  delinear  un  cuerpo  de 
doctrina  sobre  nuestros  orígenes  legales,  en  un  número  grande  de 
capítulos  que  existen  muy  oscuros  en  las  actas  de  concilios  y  cortes, 
y  en  los  Códigos  y  fueros  de  Castilla. 

Ni  las  dudas  sobre  la  falta  de  autenticidad  de  estas  mismas  fuen- 
tes de  nuestra  legislación,  y  sobre  su  autoridad  respectiva  y  absoluta 
permitirían  que  bastase  para  nuestro  designio  la  existencia  de  aque- 
llos almacenes  diplomáticos  que  deben  preceder  á  la  historia  civil  de 
cualquier  pueblo.  Comenzando  por  el  Fuero  Juzgo  el  testo  latino  y 
propio,  ya  hemos  insinuado  anteriormente  que  no  ha  sido  conocido 
en  el  foro;  y  el  vulgar  castellano  de  la  edición  de  Villadiego,  ni  es  el 
mas  correcto  ni  conforme  al  original,  ni  se  halla  aceptada  su  autorí- 
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daá!g6áení]meDCe,  aun  des}me&  de  la  respuesta  del  Coiisejo,i  uoacoQ;^^ 
«tita  de  la  Chancilleria  de  Granada.  El  fuero  Leonés,  está  olvidada.  . 
£1  viejo  de  Castilla  no  conviene  á  un  pueblo  mucho  mas  adelantado- . 
y  diferente  ya  en-  la  Coostitudon  y  en  las  costumbres.  Y  las  Parti- 
doíi,  aunque  legalmente  se  autoricen  con  el  testo  de  la  edición*  de 
Salamanca  de  iS8^,  se  pretende  por  la  historia  de  la  batalla  de  Ai-  . 
jubarrota  que  se  halla  en  Portogal  el  mas  auténtico  y  el  valor  de  uno  . 
y  lotro  se  contesta  ó  se  disminuye  en  los  discursos  de  los  jurisconsul- 
tos castellanos.  En  el  Fuero  Real  y  en  lo&  Municipales  hay  siempre 
la  duda  sobre  el  hecho  de  estar  en  observancia  y  en  «1  trabajo  que 
ejecutó  Díaz  Montalvo  de  recoger  las  nuevas  leyes  en  el  Ordena- 
miento Real,  no  nos  presenta  como  era  muy  factible  y  conveniente 
la  real  comisión  para  el  ai;reglo  de  aquellost  monumentos  del  der&- 
ctiOy  dando  lugar  á  que  se  dude  por  los  tribunales  y  en  los  libros  de 
la  autoridad  absduta  de  este  Código ,  y  esplicando  del  Ordenamiento^ 
de  Aksdá  las  espresiones  que  dan  fuerza  en  general  á  los  ordena- 
mientos en  las  leyes  de  Toro,  y  la  pragmática  en  que  la  nueva  Re-' 
copilacion  fué  autorizada.  Y  para  que  nada  se  presente  sin  grande . 
dificultad  en  esta  misma  recopilación  moderna ,  se  descubren  á  cada, 
paso  muchos  testos,  que,  ó  por  contrario  uso,  ó.  por  la  variación  de 
circunstancias  no  se  pueden  acomodar  al  dia  sin  agravio. 

Finalmente,  después  de  superado  el  grande  trabajo  de  examinar, 
las  nuevas  leyes  que  vagan  fuera  de  los  Códigos  y  compilacionea 
referidas,  las  cuales  formarían  por  sí  solas  una  colección  mas  voIut 
miñosa  que  la  misma  reunión  de  aquellos  cuerpos  del  derecho  espa- 
ñol, aun  no  tenemos  en  diferentes  puntos  ley  alguna,  y  en  otros  mu- 
chos solo  las  primeras  líneas  que  no  bastan  para  lijar  las  reglas  de 
lo  justo  en  las  controversias  diarias,  con  que,  ó  han  de  suplirse  estos 
artículos  sin  autoridad  en  nuestra  obra  y  con  poca  utilidad  por  con- 
siguiente, ó  ha  de  recurrirse  al  gran  sistema  de  la  romana  legislación, 
satisfaciendo  á  las  dificultades  que  presenta  la  racional  á  este  recur- 
so, con  la  necesidad,  el  uso,  y  los  dictámenes  de  los  jurisconsulto^ 
Éias  sensatos.  Pero  aunque  tantos  impedimentos  se  reúnan  al  de  la 
naturaleza  de  esta  obra,  el  pensamiento  de  que  puede  tal  vez,  aunque 
imperfecta,  ser  algo  mas  útil  que  las  otras  que  existen,  y  el  deseo  de 
escitar  mayores  talentos  á  la  idea  de  darle  perfección,  nos  persuaden 
á  no  desistir  de  tanta  empresa,  disponiendo  el  ensayo  ideado  sobre 
los  orígenesj  progresos  y  estado  actual  de  las  leyes  españolas,  con  el 
método  que  creemos  ser  mas  apropósito  para  la  enseñanza  del  dere- 
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ch6  en  las  üniverstdades  de  estos  reinos,  donde  á  pesar  de  tantas 
ordenes,  ó  no  se  hace  este  estudio,  ose  hace  con  poco  fruto:  de  modo 
qoe  los  jóvenes  después  del  complemento  de  sn  carrera  y  de  loa 
grados  con  que  les  dan  un  testimonio  público  de  sus  aprovechamiim- 
tos  literarios,  no  solo  se  presentan  en  el  foro  con  la  crudeza  del  estu* 
dio,  que  Cicerón  notaba  en  muchos  de  los  abogados  de  su  tiempo, 
shio  que  manifiestan  la  novedad  que  causan  en  sus  cerebros  la  di^ 
versidad  de  los  objetos  y  los  medios  de  darles  orden  y  claridad  «a 
los  procesos  para  hacer  su  defensa  ó  decidirlos. 

El  título  de  Ensago,  no  es  tanto  moderación  como  un  sincero  co- 
nocimiento de  la  inferioridad  de  nuestras  fuerzas  para  dar  comple^ 
niento  al  edificio:  y  las  demás  partes  de  su  inscripción,  anuncian 
claramente  que  en  el  método  cronológico,  el  mas  útil  acaso  para  la 
mayor  parte  de  las  ciencias,  vamos  á  presentar  nuestro  tratado  de 
lá  jurisprudencia  de  Castilla,  la  cual  por  la  diferencia  de  los  tiem- 
pos en  que  sus  reglas  se  han  formado  y  por  el  influjo  que  ha  conser^ 
tado  ó  perdido  cada  una  al  ordenar  las  posteriores,  haoe  indispon^ 
sable  un  método  empicado  con  tanta  aprobacicm  por  los  autores  qae 
al  célebre  Wan  Espen  han  sucedido  en  la  publicación  de  los  tratados 
sobre  la  jurisprudencia  de  la  Iglesia. 

Subiendo,  pues,  á  las  orillas  del  Rhin  y  del  Danubio  buscaremos 
en  Tácito  y  en  César  algunos  de  los  usos  que  dieron  ser  á  muchas 
leyes  de  las  que  nos  gobiernan  en  el  dia;  y  examinando  con  lentitud 
y  atención  sobre  las  ruinas  de  los  castillos  hispauío-godos,  bajare* 
mos  á  los  tiempos  felices  en  que  la  espulsion  de  los  árabes  y  la  reu- 
nión de  pueblos  y  coronas  con  otros  accidentes  favorables,  fueron 
convirtiendo  á  un  estado  de  regularidad  la  monarquía  por  medio 
de  la  entrada  de  unas  leyes  olvidadas  después  de  algunos  siglos  y 
descubiertas  para  el  bien  de  la  Europa  y  cumplimiento  de  la  pre- 
dicion  de  Justiniano,  que  aseguró  por  sus  códigos  á  Roma  el  impe- 
rio adquirido  por  sus  armas.  Notaremos  la  variedad  de  elementOBs 
que  formaron  un  derecho  que  ofrece  ciertamente  anomalía  ó  contra- 
dicción en  la  apariencia,  ú  oscuridad  por  lo  menos  en  su  espíritu.  \ 
para  que  este  trabajo  sea  algo  mas  útil  y  no  cause  alguna  confusión, 
procuraremos  fijar  la  tópica,  ó  en  las  fuentes  de  autoridad  ó  en  lai^ 
de  la  razón,  de  donde  deben  tomarse  los  discursos  en  la  ciencia  de 
la  justicia  positiva. 

Y  no  por  seguir  el  orden  de  los  tiempos  dejaremos  de  observar 
el  filosófico  en  cuanto  sea  compatible  con  las  épocas  y  la  natuf  alosa 
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M  asunto.  En  las  ciencias  morales  lo  mismo  que  en  las  exactas,  hsj 
«na  orden  natural  de  verdades,  cuyo  olvido  perjudica  notablemente  á 
su  enseñanza.  Este  orden  se  halla  ciertamente  mas  ociflto  en  las 
ciencias  morales,  pero  nunca  deja  de  percibirse,  sise  busca  con  arte 
y  esténsion;  siendo  imposible  el  entender  perfectamente  cualquiera 
de  las  verdades  que  comprende  un  sistema  científico,  sin  que  antes 
se  hayan  conocido  las  precedentes.  Por  consiguiente,  cuando  todas 
se  esplican  en  el  número  que  á  cada  uoa  corresponde,  se  perciben 
todas  con  claridad,  y  hasta  el  enlace  que  tienen  entre  sí,  y  del  cual 
depende  que  variado  algún  eslabón  ó  suprimido,  sea  indispensable  el 
variar  ó  suprimir  otros  subalternos,  al  modo  que  ínudada  una  parte 
tan  sola  en  los  adornos  de- cualquier  edificio  suele  también  faltar  la 
simetría,  la  cual  debe  observarse  constante  y  particularmente  en  el 
palacio  de  las  leyes.  Así  alterado  un  solo  principio,  se  alteran  mi- 
chas veces  consecuencias  de  que  nacen  las  reglas  secundarias  de  lo 
ju&to,  y  esta  consideración  unida  á  la  ventaja  de  reunir  en  un  pnaio 
muchas  miras  de  los  legisladores,  dio  motivo  al  método  ensayado 
por  A.  Pabro  en  su  JuiHsprudentia  Papiniana,  y  conducido  á  gran 
perfección  por  Heineccio  en  su  método  axiomático,  que  tanto  cofi46 
defender  con  i^azones  y  con  la  esperiencia  del  adelantamiento  de  los 
jóvenes  que  hacian  el  estudio  por  sus  obras. 

Ahora,  el  generalizar  como  de  España  en  nuestro  título  un  tra* 
lado  sobre  las  leyes  solo  de  Castilla,  además  de  la  autoridad  de  mu- 
chos escritores  de  nuestra  nación,  tiene  el  apoyo  de  ser  la  castellana 
la  corona  mas  estendida  de  sus  dominios ,  que  puede  decirse  pre- 
ferente entre  todas  las  que  conserva  unidas  nuestro  reino;  y  la  que 
ya  sea  por  dar  el  domicilio  á  nuestros  Reyes,  y  ya  por  otras  causas, 
ha  logrado  que  su  constitución  vaya  recibiéndose  lentamente  con  las 
leyes  y  el  idioma  en  todas  las  provincias  del  imperio  español,  auto^ 
rizándose  subsidiariamente  en  los  países  privilegiados  por  sus  fueros 
é  introduciéndose  por  la  costumbre  en  los  tribunales  gobernados  polr 
jaeces  castellanos  en  gran  parte,  y  en  muchos  puntos  dependientes 
áü  Supremo  Consejo  de  CastíUa,  en  el  qué  el  antiguo  de  Aragón  m 
halla  incorporado. 

De  lo  que  no  creemos  necesario  el  dar  escusa  alguna  es  de  adop- 
tar por  idioma  el  mismo  de  Castilla  en  que  se  hallan  escritos  nuestros^ 
códigos:  idioma  que  es  el  nuestro  propio  y  el  délos  lectores  á  quienes 
esta  obra  principalmente  se  dirige;  Apreciamos  la  belleza,  la  dignidaÜ 
yarmonía  del  idioma  latino,  para  no  cultivar  con  frecuencia  su  lectu* 
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Ya  y  Fecomeodarle  á  cuantos  quieran  adelantar  el  gñsto  en  las  tok- 
t  terias  de  que  nos  han  quedado  los  modelos  y  aun  ¡los  slntacene» 
principales  en  la  ciencia  de  la  justicia  pública  y  privada.  Creemos 
-  necesario  su  uso  en  la  república  de  las  ciencias  que  componen  los 
sabios  y  estudiosos  de  los  países  y  de  siglos  diferentes:  mas  la  ten- 
gna  de  los  Papiniaoos  y  Mareólos,  casi  esclusivamente  preservada  de 
la  corrupción  de  sus  siglos  por  aquellos  y  los  demás  jurisconsultos 
de  cuyos  fragmentos  se  compone  la  romana  compilación  que  respeta- 
mos, se  prestaría  difícilmente  á  tratar  las  mas  feudales  nuestras  y 
otras  muchas  que  no  se  conocian  en  aquel  tiempo.  Y  á  la  verdad 
^ei  si  los  nuestros  hubieran  procurado  emplear  la  gravedad  y  la 
abundancia  de  la  leagua  que  dejaron  en  tan  buen  estado  los  sábia^^ 
arquitectos  de  las  Partidas  ,no  faltaran  espresiones  y  voces  ala  elo- 
cuencia del  foro,  ni  costara  tanta  dificultad  un  estila  didáctico  en  las 
materias  legales  como  la  esperímentada  por  Lucrecio,  al  esplicar  la 
•naturaleza  en  el  célebre  poema  en  que  latinizó  el  sistema  deEpicuro. 

Lo  que  sí  nos  ha  parecido  conveniente  tomar  dé  los  romanos  es 
el  orden  de  las  materias  ó  los  títulos  de  este  ensayo:  noel  de. los  Di- 
gestos  ni  del  Código  que  en  ambas  colecciones  es  bastante  defectuoso 
á  pesar  del  dictamen  de  los  sabios  que  se  han  atrevido  á  defenderle, 
sino  en  el  de  las  instituciones  de  Justiniand,  que  en  el  juicio  de. los 
principales  jurisconsultos  es  el  cuerpo  mas  bien  ordenado  de  doctri- 
na dé  cuantos  conocemos  hasta  el  dia.  Así  es  que  por  su  método  se 
.han  formado  las  obras  mas  preciosas  del  derecho  eclesiástico,  no 
obstante  el  diverso  orden  seguido  por  Gíaciano  y  San  Raimundo  de 
Penafort  en  sus  colecciones  canónicas.  Con  todo,  alguna  vez  habré- 
mos  de  variar  este  método  en  la  obra  de  nuestros  elementos,  pues  la 
-razón  es  siempre  preferible  á  la  autoridad  y  á  los  ejemplos,  y  entre 
los  títulos  que  ofrece  la  composición  elemental  de  Triboniano,  irán 
■mezclados  otros  varios  de  las  Pandectas  y  del  Código,  y  aun  de  la» 
Novelas  que  merezcan  lugar  en  nuestro  foro,  y  los  cuales  no  fueron 
comprendidos  en  las  instituciones,  que  es  la  causa  de  haberlos  an«v 
dído  el  alemán  Schilter  á  su  obra  metódica  sobre  la  ciencia  del  xie- 
recho. 

Coú  mucha  líiavor  causa  mezclaremos  diferentes  materias  de  lo5 

mi 

títulos  propios  dejnuestro  derecho,  derivados  de  usos  ó  costumbres 
españolas  y  de  poca'sdlusion  á  las  ^tinas.  Son  estáis  mas  en  número 
jdé  las  que  se  comprenden  en  loa  apéndices  de  Sala  y  de  Pichardo,  y 
*8on  de  tanto  uso  en  nuestro  foro/  que  compadece  eLver  frecuente- 
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meale  equivocada  la  defensa  é  incierta  la  justicia  de  los  pleitos  por 
la  falta  de  instraccion  en  los  principios,  por  los  cuales  deben  exami- 
narse y  decidirse. 

.  En  muchos  de  estos  puntos  y  en  otros  diferentes  de  esta  obra, 
no  omitiremos  el  influjo  que  hayan  podido  tener  los  cánones  y  reglas 
de  la  Iglesia  para  fijar  su  origen  y  progresos.  La  audiencia  y  el  fue- 
ro concedido  á  los  obispos  y  demás  ministros  religiosos  en  los  Códi- 
gos de  Teodosio  y  Justiniano:  el  gran  respeto  y  autoridad  de  los 
sacerdotes  en  las  naciones  septentrionales  que  invadieron  y  conquis- 
taron nuestra  España,  aun  antes  de  abrazar  el  cristianismo:  la  intro- 
ducción de  los  falsos  monumentos  en  las  colecciones  publicadas  en 
siglos  no  favorables  á  la  crítica,  y  el  Principado  temporal  de  los 
Pontífices  Supremos,  dieron  principio  y  grande  aumento  al  número 
de  reglas  eclesiásticas  en  que  se  decidian  controversias  del  fuero  se- 
cular, las  cuales  con  el  título  de  piedad,  de  pecado,  juramento  y 
otros  semejantes,  era  fácil  que  recibieran  aspecto  religioso.  Así  estas 
decisiones  prevalecian  comunmente  á  las  de  los  mismos  soberanos,  ó 
lo  menos  por  una  común  opinión  de  lo§  pragmáticos  debían  ser  ad- 
mitidas en  el  foro  civil  como  una  jurisprudencia  subsidiaria. 

No  disimularemos  que  algún  tiempo  las  pQtestades  seculares 
usurparon  al  sacerdocio  su  derecho;  pero  en  las  respectivas  materias 
notaremos  que  los  soberanos  españoles  se  contuvieron  por  lo  común 
muy  dentro  de  los  límites  prescriptos  al  imperio,  por  la  índole  de 
las  dos  respectivas  potestades.  Si  en  sus  leyes  hablaron  de  los  dog- 
mas y  de  la  disciplina,  ejercitaban  solo  sus  funciones  de  obispos,  como 
dice  un  santo  doctor,  fuera  de  la  Iglesia,  protegían  la  religión  y  sos- 
tenían con  su  fuerza  y  autoridad  el  cumplimiento  ó  respeto  debido  á 
sus  oráculos.  Y  cuál  sea  el  efecto  de  las  controversias  civiles  de  este 
apoyo  ó  protección  dispensada  por  los  príncipes  á  las  decisiones 
eclesiásticas,  será  de  nuestro  oficio  el  advertirlo:  sin  que  al  verlas 
autorizada»  ó  traducidas  en  los  códigos  de  nuestros  reyes  nos  obligue 
á  mezclar  ó  confundir  las  materias  canónicas  con  las  de  la  civil  ju- 
risprudencia á  que  debe  dirigirse  nuestro  ensayo. 

Demás  de  esto,  considerando  las  ventajas  de  que  se  unan  los 
principios  del  derecho  de  la  razón  con  los  dictámenes  de  los  legisla- 
dores que  han  formado  nuestra  jurisprudencia  positiva,  las  maá  ve- 
ces analizaremos  la  justicia  original  de  sus  leyes  y  ordenanzas,  y 
acaso  añadiremos  algún  otro  discurso  acerca  de  los  medios  de  llevar 
nuestras  leyes  al  estado  de  pública  conveniencia  y  de  justicia  que 
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los  buenos  le^shdores  se  proponen,  y  qae  hace  su  féKeidad  eon  h 
del  pueblo.  Machas  veces  hemos  pensado  seriamente  sobre  la  ulffi- 
dad  de  los  trabajos  acerca  del  derecho  de  la  naturaleza  para  adelanta- 
miento del  que  llamamos  civil  ó  positivo,  y  siempre  hemos  creído  que 
«no  y  otro  deberían  estudiarse  reunidos;  al  modo  que  la  mor^  y  teo- 
logía cristiana  con  estas  propias  ciencias  por  solo  la  razón  del  hom- 
bre cultivadas. 

Es  un  placer  en  las  personas  que  veneran  una  revelación  como 
principio  de  la  dirección  de  sus  acciones,  de  sus  ideas  sobre  la  exis- 
tencia del  Ser  Supremo  y  de  sus  atributos  y  relaciones  con  nosotros, 
el  ver  como  apoyan  ó  preparan  una  acogida  favorable  los  discursos 
humanos  á  estas  ideas  sublimes:  y  debe  ser  muy  lisongero  para  quien 
hace  el  estudio  de  las  leyes  estableadas  por  los  hombres,  ver  su 
informidad  ó  discrepancia  de  los  caminos  rectos  y  sencillos  que  la 
naturaleza  nos  señala  para  ser  justos  y  felices. 

Hermanados  de  esta  manera,  los  principios  de  la  jurisprudencia 
nacional  y  civil  con  las  verdades  que  el  cálculo  de  los  economistas 
ha  agregado  para  el  mejoramiento  de  las  leyes,  podrá  hacerse  sa 
juicio  con  prudencia,  huyendo  ambos  escollos  perjudiciales  igual- 
mente á  la  prosperidad  de  las  naciones  de  aprobar  supersticiosa- 
mente cuanto  se  hizo  en  otros  siglos,  aunque  por  la  razón  y  la  espe- 
riencia  se  acredite  el  medio  de  mejorar  su  actual  estado;  ó  de  pagar 
precipitadamente  por  defecto  ó  error  lo  que  acaso  no  hemos  bien  ob- 
servado ó  percibido.  Nuestra  regla  será  respetar  siempre  lo  que  trae 
el  sello  de  la  antigüedad  mientras  no  se  presente  i  nuestra  vista  un 
gran  convencimiento  de  la  máquina  política,  prefiriendo  por  consi- 
guiente la  suavidad  de  los  remedios  á  la  celebridad  del  resultado. 
Así  en  todas  nuestras  especnlacianes  seremos  constantemente  dirigi- 
dos por  el  amor  á  nuestra  especie  y  por  una  particular  consideración 
á  nuestra  patria,  reuniendo  un  deseo  codicioso  de  encontrar  la  ve^ 
dad  á  los  respetos  que  nos  inspira  nuestro  deber  al  soberano. 

Sí  conseguimos  el  designio  tendrá  la  juventud  española  un  lftrt> 
elemental  de  su  derecho  menos  imperfecto  tal  vez  que  los  publicad(^ 
hasta  ahora:  y  que  sacando  el  estudio  de  las  leyes,  del  estado  enig- 
mático y  misterioso  en  que  lo  tuvo  la  ambicio^  de  los  patricios  ro- 
manos, y  en  que  yace  hasta  hoy  por  el  número  y  dispersión  de  stis 
partes,  le  haga  mas  accesible  con  grande  utilidad  de  los  empleadds 
en  el  foro,  ú  otras  personas  que  por  el  placelr  solo  de  la  ciencia  ó  por 
guardar  mejor  sus  propiedades  deseasen  instruirse  en  lits  disposíeio- 
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nes  de  lías  leyes.  Este  método  podrá  ser  llevado  en  adelante  á  per- 
fección por  los  talentos  que  estén  mas  preparados  ya  que  no  mas 
ansiosos  de  su  logro:  y  de  todas  las  naciones  que  acaloradamente  se 
disputan  él  influjo  en  el  adelantamiento  de  las  ciencias,  que  conocen 
el  mayor  interés  en  la  que  trata  de  lo  justo,  y  que  han  mirado  con 
ojos  desdeñosos  las  justas  pretensiones  de  la  España,  observarán 
entre  las  leyes  cuyo  espíritu  hemos  de  investigar,  mil  reglas  esce- 
lentes  de  conveniencia  y  de  justicia  que  podrian  tomar  para  sus  có- 
digos. 

Por  copia^ 

Los  Oireetores  de  la  Revista. 
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DURAimB  LA  DOMUVAaOBI  GODA  (1). 


Señores: 

Grande  es  la  emoción  que  esperimenta  mi  abna  al  contestar  al 
nuevo  Académico ,  al  discípulo  querido ,  al  compañero  bondadoso, 
al  amigo  indulgente  que  viene  á  tomar  parte  en  las  pacíficas  y  útiles 
tareas  de  nuestro  instituto.  Esta  emoción,  unida  á  una  amistad  de 
mas  de  treinta  anos,  nacida  de  simpatías  personales  y  fortalecida 
por  la  conformidad  de  ideas,  de  carreras,  de  inclinaciones  y  de  es- 
tudios, y  la  circunstancia  especial  de  que  nuestros  nombres  apare- 
cen unidos  en  diferentes  trabajos  literario»,  hacen  difícil  mi  situa- 
ción en  momentos  tan  solemnes  ^  y  me  privan  en  gran  parte  del  pla- 
cer que  tendria  de  demostrar  cuan  digno  es  de  la  distinción  que 
recibe ,  silencio  que  me  agradecerá  sincenuaente  su  modestia. 
-  -  ' 

(i)  Discurso  leido  p<Mr  D.  Pedro  Gómez  de  la  Serna,  académioo  de  nú» 
mero  de  la  de  Historia ,  en  contestación  al  de  D.  Juan  Manuel  Montalban, 
que  hemos  publicado  en  la  entrega  anterior  de  la  Revista,  pág.  72  y  si<* 
galentes  de  este  tomo. 

TOMO  XIII.  S2 
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Pero  como  ddtio  taadúeii  jastificar  sa  nombraorieiito,  no  paedo 
fmtitír  on  título  que  sobre  los  demás  le  han  abierto  las  puertas  de 
esta  corporación.  Grande  era  la  decadencia  de  nuestras  escudas  al 
comenzar  el  actual  reinado:  cerrando  la  entrada  á  toda  dase  de  pro- 
gresos, formaban  un  contraste  singular  con  el  movimiento  científico 
-(|uc  agitaba  á  la  mayor  parte  de  la  Europa.  Los  estudios  literarios  y 
Jos  bistóricos  yacían  abatidos ,  y  puede  decirse  que  estaban  olvida- 
do» por  completo  en  nuestras  universidades:  la  jurisprudencia,  cien- 
c'ia  profundamente  histórica ,  sin  que  por  esto  pierda  nada  de  su  ca- 
rácter racional,  se  resentia  mas  que  ninguna  otra  de  este  abandono. 
En  vano  en  la  docta  Alemania  se  habia  alzado  tan  alta  la  fama  de  la 
e-cuela  histórica:  en  vano  tantos  varones  esclarecidos  habían  levan- 
tado al  frente  de  ella  como  esclusíva  la  bandera  del  racionalismo:  en 
vano  ilustres  españoles  en  el  último  tercio  del  siglo  pasado  y  en  lo9 
primeros  anos  del  presente  habían  tratado  de  sacar  del  caos  los  orí- 
genes de  nuestro  derecho,  y  con  concienzudos  estudios  abrir  un  nue> 
vo  camino  á  las  investigaciones  de  los  jurisconsultos:  en  vano  ha- 
bían proclamado  la  necesidad  de  la  rer(H'ma  de  los  estudios  jurídicos 
en  este  sentido  escritores  eminentes ,  v  entre  ellos  el  inmortal  autor 
de  la  ley  agraria,. que  la  eligió  como  tema  del  discurso  que  pronun- 
ció al  ser  admitido  en  este  ilustre  cuerpo.  Las  contiendas  científicas 
de  Alemania  no  llegaban  á  nuestros  oídos;  los  trabajos  de  los  que 
hal)ian  promovido  los  estudios  histórico-jurídicos. apenas  encontra- 
ban eco  en  nuestras  escuelas ,  y  los  deseos  de  los  mas  distinguidos 
repú!)Iicos  que  clamaban  por  la  reforma,  quedaron  consignados  sin 
realizarse.  Los  estudios  filosóficos,  los  estudios  históricos  estuvieron 
por  mucho  tiempo  envueltos  en  la  misma  proscripción ;  de  ella  los 
sacaron  algunos  profesores  jóvenes  en  su  mayor  parte,  que  se  sepa- 
raron de  la  senda  trazada  por  los  que  se  apellidaban  sus  maestros. 

En  esta  época  subió  el  nuevo  Académico  á  una  cátedra  del  céle- 
bre templo  de  las  ciencias  que  engrandeció  el  inmortal  Jiménez  de 
Cisneros.  Aquellos  grandes  generales,  aquellas  techumbres  arteso- 
nadas  y  los  nombres  ilustres  de  antiguos  maestros  que  le  habían  pre* 
cedido  en  el  profesorado,  debieron  recordarle  nuestras  glorías  del  sí- 
.  glo  XVI ,  y  convencerle  de  que  para  merecer  bien  de  la  ciencia  era 
necesario  romper  las  tradiciones  de  una  enseñanza  decrépita ,  y  rea- 
nudar nuestra  gloriosa  historia  literaria  por  mas  de  dos  siglos  triste- 
mente  interrumpida.  Su  afición  á  la  antigüedad,  y  á  las  ínvestiga- 
^     ciones  sobre  los  siglos  que  pasaron,  lo  colocaron  entre  los  que  mas 
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eoatribuyeroa  á  la  nueva  dirección  de  los  estudios :  nuestra  histori» 
(política ,  la  de  nuestras  instituciones  seculares,  los  orígenes  de  nues- 
tro derecho ,  nuestra  literatura  jurídica  tuvieron  en  éi  un  propaga- 
dor celoso  y  apasionado :  nuevos  horizontes  se  abrieron  entonces  á 
los  que  escuchs^n  sus  lecciones ;  la  antigua  aridez  de  una  exégesis 
rigurosa,  la  interpretación  esclusiva  de  las  palabras  del  legislador, 
el  estudio  empírico  habian  sido  modificados  por  los  estudios  bistóri-^ 
eos ,  que  engrandeciendo  el  alma  de  los  jóvenes ,  y  ensenándoles  ta 
marcha  lenta  de  las  instituciones  sociales  y  civiles  y  su  progreso  uni- 
do siempre  al  desenvolvimiento  del  Estado ,  hacian  mas  agradables 
.sus  tareas ,  ál  mismo  tiempo  que  les  daban  guias  fieles  y  seguros 
para  no  estraviarse  en  el  dédalo  inmenso  de  nuestras  compilacio- 
nes legales.  Así,  cwno  quiere  Montesquieu,  el  nuevo  Académico  es- 
pticaba  la  historia  por  las  leyes  y  las  leyes  por  la  historia. 

De  esta  predilección  de  nuestro  nuevo  companero  por  los  estu- 
dios liistórico-jurídicos,  es  una  muestra  el  discurso  que  ha  leido:  eli- 
giendo una  de  las  épocas  mas  notables  de  nuestra  historia,  y  en 
que  mas  se  han  ejercitado  los  talentos  españoles  y  estranjeros ,  ha 
bosquejado  con  elocuentes  y  bien  trazados  rasgos  la  institución  real 
y  la  de  los  concilios  de  Toledo  durante  la  monarquía  gótica.  Y  en 
f verdad  que  esta  preferencia  está  justificada;  porque  los  siglos  de  la 
barbarie  arrojan  raudales  de  hiz  sobre  la  historia  moderna,  y  han 
dejada  huellas  profundas  en  la  civilización,  leyes  y  costumbres  de 
•la  Europa  y  de  los  países  entonces  desconocidos  á  que  la  Europa  ba 
'  estendido  su  influencia  civilizadora;  porque  es  igualmente  agradable 
:y  útil  ver  el  origen  de  los  pueblos  modernos,  y  compararlo  con  su 
.estado  actual,  puntos  estremos  de  la  historia  de  las  grandes  nacio- 
nalidades de  nuestros  días;  porque  eii  la  cadena  de  los  hechos  iiis- 
'tóricos  todo  está  enlazado,  y.  porque  ningún  pueblo  hay  que  vive 
'SoIo  de  su  vida  actual:  todos  se  aprovechan  de  la  vida  de  los  siglos 
'  que  pasaron. 

Y  para  lo^  españoles  es  mas  importante  aun  esta  época  memora- 
ble, porque  en  eUa  la  independencia  de  la  nación  se  realiza  casi  .por 
encanto.  Lanzados  los  romanos  del  territorio  por  el  que  habian  pa-^ 
seado  sus  águilas  triunfantes  casi  por  siete  siglos,  rechazados  los 
< hunos,  estinguido  el  nombre  alano,  lanzados  al  África  los  vándalos, 
domeiiados  los  suevos,  estendida  la  dominación  visigoda  desde,  el 
fGarona  hasta  las  columnas  de  Hércules,  fundidas  en  una  las  diver- 
'  fias  castas  que  habitaban  la  península ,  establecida  la  unidad  religior 
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«a,  creada  la  unidad  civil,  se  alza  una  gran  monarqnia  indqieii^ 
diente  tan  libre  como  los  tiempos  lo  permiten ,  monarquía  en  cap 
trono  se  sientan  Leovigildo  y  Recaredo,  y  Ghindasvinto  y  Recesvin- 
to  y  Wamba ,  monarquía  en  que  brillan  entre  sus  prelados  y  hom- 
bres de  letras  Leandro,  Isidoro,  Fulgencio,  Ddefonso,  Julián  y  Eu- 
genio ,  monarquía  que  modera  al  clero  y  á  su  vez  es  moderada  por 
«I  clero ,  monarquía  que  tiene  una  literatura  y  que  dá  acabado  el 
Código  mas  perfecto  de  cuantos  se  formaron  en  las  naciones  eleva- 
das sobre  los  despedazados  restos  del  imperio  de  Occidente;  código 
que  ha  resistido  á  la  caida  de  la  raza  visigoda,  á  la  invasión  agare- 
na,  ala  restauración,  ála  prepotencia  de  los  ricos-homes,  á  la 
anarquía  foral ,  á  las  obras  inmortales  de  Alfonso  X ,  á  la  división  y 
fraccionamiento  de  la  monarquía ,  á  la  reunión  de  diferentes  coronas 
en  una ,  á  los  cambios  dinásticos ,  á  las  revoluciones ,  al  flujo  y  re- 
flujo de  las  ideas,  al  espíritu  codificador  de  los  tiempos  modernos  y 
que  el  trascurso  de  doce  siglos  no  es  bastante  aun  para  que  desapa- 
rezca como  ley ,  y  pase  á  ser  un  monumento  histórico  de  nuestr^^ 
glorias  nacionales.  Mas  á  pesar  de  halier  sido  mirada  esta  época  con 
tanta  predilección  por  los  historiadores  y  por  los  filósofos ,  sienq)re 
presenta  nuevos  puntos  de  vista,  porque  no  hay  inteligencia  tan 
privilegiada  que  con  una  mirada  pueda  apurar  el  examen  de  las 
grandes  épocas:  asi  las  generaciones  que  vienen,  después  de  apro- 
vecharse de  las  vigilias  de  las  generaciones  que  caen ,  aumentan  d 
caudal  histórico ,  no  solo  con  los  nuevos  datos  que  arrancan  de  b 
noche  de  los  tiempos ,  sino  con  las  apreciaciones  que  de  los  hechos 
deducen ,  apreciaciones  que  son  la  gran  síntesis  de  la  historia.  Esta 
<M>nsideracion  hace  menos  difícil  la  posición  en  que  me  encontraria, 
al  tener  que  añadir  algunas  lijeras  observaciones  á  las  que  acaba  de 
oir  la  Academia.  La  institución  real ,  la  de  los  concilios  de  Toledo 
lian  sido  examinadas  con  maestría;  no  podria  yo  agregar  una  sola 
palabra  sin  desfigurar  la  obra ;  por  eso  dejándola  intacta  añadiré  al- 
gunas indicaciones  respecto  al  modo  de  desenvolverse  aquella  mo- 
narquía, y  á  las  relaciones  del  trono  con  la  Iglesia,  relaciones  á  que 
se  debió  principalmente  la  unidad  á  que  llegó  nuestra  Península. 

Al  tratar  de  la  monarquía  visigoda  bajo  el  punto  de  vista  pura- 
mente nacional ,  debe  fijarse,  á  mi  modo  de  entender,  su  principio 
en  Eurico ,  puesto  que  los  reyes  antecesores  de  sangre  goda  que  es- 
tán en  nuestra  cronología,  ó  hicieron  la  guerra  y  conquistaron  en 
nombre  de  ios  Emperadores  de  Occideate,  ó  no  atravesaron  jamás 
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los  Fírmeos,  ó  solo  {lasajeFameate  se  ensenorearoa  en  nombre  pro- 
pío  de  una  parte  del  territorio.  Eurico ,  esa  gran  figura  histórica  qae 
siguiendo  los  instintos  parricidas  de  su  raza  subió  al  trono  de  los  go* 
dos  con  hs  manos  manchadas  en  la  sangre  de  su  hermano ,  á  dife- 
rencia de  sus  antecesores ,  no  empleó  sus  armas  vencedoras  para, 
conservar  á  España  bajo  la  dominación  de  los  degradados  Césares 
del  envilecido  capitolio^  Mas  grandes  eran  sus  miras;  mas  altas  ms 
aspiraciones.  Pretendía  fundar  un  imperio,  y  Dios  en  sus  designios, 
inescrutables  lo  había  elegido  como  instrumento  para  hacer  de  la 
España  una  gran  nación  independiente.  Todo  le  favorecia  para  lle- 
var á  término  su  empresa :  el  imperio  romano  de  Occidente  se  des- 
quiciaba por  todas  partes :  mil  causas  reunidas  conspiraban  á  su  rui* 
na:  la  tiranía  que  ejercía  sobre  las  provincias  sujetas  á  su  domina- 
ción, funesta,  la  debilidad  de  los  Emperadores,  el  fausto  de  su  corte,, 
las  ambiciones  de  unos,  las  alevosías  de  otros,  las  usurpaciones  con 
que  se  disputaban  las  provincias  los  mismos  que  eran  incapaces  de 
defenderlas ,  los  enlaces  imperiales  con  las  familias  reales  de  los  bár- 
baros, el  mando  de  los  ejércitos  confiado  frecuentemente  á  genera^ 
les  de  sangre  goda,  los  negocios  públicos  entregados  á  estranjeros,. 
á  esclavos  y  á  eunucos ,  la  falta  de  vínculos  religiosos  que  unieran  á 
todos  los  romanos ,  los  odios  implacables  encendidos  por  el  fanatis- 
mo de  las  sectas  y  la  corrupción  espantosa  de  las  costumbres ,  hé 
aquí  las  principales  causas  que  postraron  al  pueblo  rey  debilitado 
ya  desde  que  Constantino  el  Grande  trasladó  la  sede  imperial  á  Bi- 
zancio ,  y  mas  aun  desde  que  por  la  flojedad  de  Yalentiniano  I  se  di- 
vidió el  imperio.  Los  bárbaros  eran  superiores  á  los  romanos  por  sus 
costumbres  sencillas  y  guerreras ,  por  su  frugalidad ,  por  su  valor» 
por  su  prudente  liberalidad  y  por  su  constancia  en  la  adversidad  y 
en  la  fortuna.  A  estas  causas  tan  favorables  á  Eurico  se  unió  la  de 
que  en  gran  parte  encontró  allanado  su  camino.  El  nombre  godo  era 
naturalmente  temido  y  respetado  en  una  nación  en  que  tantos  triun- 
fos en  provecho  de  Roma  había  conseguido:  el  enjambre  de  nacio- 
nes bárbaras  que  despedazaban  nuestro  territorio  habían  esperimen- 
tado  su  pujanza:  Walia,  Teodoredo  y  Teodorico  habían  alcanzado 
en  ella  repelidas  victorias.  Asi  Eurico  pudo  dilatar  los  dominios  go- 
dos ensanchando  sus  conquistas  mas  acá  del  Ebro  y  del  Tajo ,  y  en- 
señoreándose de  casi  toda  la  península  en  que  boy  se  alzan  las  ban- 
deras española^  y  lusitanas. 

El  rey.oQQqwstadpr,  el  fundador  de  una  gran  monarquía  debía 
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^er  también  sn  primer  legislador.  Así  fué;  paro  el  derecho,  qné  e^^ 
siempre  la  imagen  viva  y  fiel  de  la  sociedad ,  no  podía  ser  aniforiiie 
«n  un  Estado  compuesto  de  razas  tan  distintas  por  su  origen,  pw 
sus  costumbres ,  por  sus  tradiciones  y  por  el  diferente  grado  de  su 
tnvilizacion.  El  derecho  personal  ó  de  castas  era  una  necesidad  en 
aquella  sociedad  heterogénea:  la  dualidad  de  legislaciones  era  la 
consecuencia  inflexible  de  la  dualidad  de  castas ,  porque  1^  conqui^ 
tas  de  los  sucesores  de  Alarico  no  fueron  unas  meras  inyasiones  de. 
ejércitos  que  venian  á  apoderarse  del  país,  y  á  fortificarlo  contra  las 
agresiones  de  otras  tribus  y  contra  las  armas  romanas :  fueron  la  in- 
vasión de  todo  un  pueblo  que  con  sus  carros,  tiendas  y  mujeres,  con 
sus  tradiciones  y  costumbres,  con  sus  instintos  y  con  su  rudeza. 
Tenia  á  establecerse  en  medio  de  otro  pueblo.  Pero  el  pueblo  con-^ 
quistado  habia  durante  la  dominación  rotnana  avanzado  demasiado 
«n  la  carrera  de  la  civilización  para  plegarse  fácilmente  al  modo  de' 
existir  de  los  bárbaros:  podia  ser  avasallado  por  la  fuerza,  pero  hO' 
por  leyes  que  no  correspondieran  al  estado  de  su  cultura;  al  contra*^ 
río,  lenta  y  sucesivamente  debia  ir  imponiendo  su  derecho  al  cob-^' 
quistador,  que  al  contacto  de  un  pueblo  civilizado  se  civilizaba,  y 
adquiriendo  las  necesidades  de  la  civilización  no  podia  fácilmente 
contentarse  con  las  tradiciones  y  prácticas  que  habia  traído  de  las 
selvas  donde  antes  habitaba.  Conocían  los  bárbaros  que  no  era  posi*- 
ble  imponer  á  los  pueblos  romanos  sus  leyes ,  como  no  les  hubiera 
sido  posible  hacerles  adoptar  su  idioma  y  sus  costumbres:  Roma 
pudo  practicarlo  con  las  naciones  que  conquistaba ,  porque  en  los 
pueblos  incultos  con  facilidad  se  imprime  el  sello  de  la  civilización 
que  los  eleva :  mas,  arrancar  de  un  pueblo  la  civilización  para  que 
acepte  repentinamente  un  estado  semi-salvaje,  es  imposible.  La  ley 
personal  no  fué,  pues ,  un  sistema  preconcebido,  no  fué  la  obra  de 
la  política,  no  fué  la  transacción  entre  la  raza  vencida  y  las  raza» 
vencedoras;  fué  consecuencia  natural  de  la  multiplicidad  de  castas, 
de  civilizaciones,  de  costumbres,  del  modo  de  ser  de  diferentes  pue- 
blos que  habitaban  el  mismo  territorio. 

No  podia  por  lo  tanto  Eurico  formar  una  ley  general  para  todos 
sus  subditos;  tal  vez  ni  adivinar  siquiera  que  con  el  trascurso  det 
tiempo  y  después  de  grandes  catástrofes  habían  de  fundirse  las  ra- 
ías y  las  leyes,  las  costumbres  y  el  idioma,  sin  embargo  de  que  fun- 
dando un  grande  Estado  independiente  fué  el  que  inició  el  principio 
de  la  unidad  que  mas  tarde  habia  de  prevalecer  en  la  monarquía  vi- 
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digoda  mucho  nás  comi>letameíite  que  la  que  nosotros  alcanzamos 
hoy  después  de  proclamar  (antas  teorías,  de  emplear  tafntos  esfuer-* 
zos  y  de  hacer  tantos  sacrificios.  Por  esto  se  limitó  Eurico  á  escribir 
leyes  para  los  bárbaros  que  eran  entre  sus  subditos  los  que  mas  h^ 
necesitaban:  á  su  sucesor  Alaríco  estaba  reservada  la  gloría  de  codh 
pletarla  ^ra,  dando  á  los  indígenas  el  Código  de  Yolosa.  Mas  así 
como  en  astos  códigos  se  reflejaba  la  diversidad  de  las  razas ,  cuandiy 
llegara  el  dia  de  la  fusión  de  castas  habia  de  llegar  también  el  de  ki 
unidad  legislativa:  al  derecho  personal  habia  de  sustituir  el  territó- 
nal:  el  Código  de  Eurico  y  el  de  Alarico,  espejos  de  dos  pueblos  di* 
versos,  habiaa  de  ceder  ante  las  leyes  nuevas ,  ante  el  Fuero  Juzgo, 
espr^ion  de  la  amalgama  que  el  trascurso  del  tiempo,  favorecido  por 
otras  causas  felizmente  combinadas,  habian  de  producir.  £1  estado 
nuevo  de  la  sociedad  no  podia  menos  de  reflejarse  en  sus  leyes. 

Y  esta  amalgama  de  nacionalidades  diferentes ,  esta  fusión  casi 
realizada  en  el  corto  trascurso  de  menos  de  un  siglo,  dignas  son  del 
estudio  del  historiador,  del  legislador  y  del  filósofo.  AI  principio 
monárquico,  al  principio  religioso  unidos  en  estrecho  lazo  se  debió 
principalmente  la  grande  obra  de  la  unidad.  Fórmese  hoy  por  los 
que  acostumbran  á  juzgar  la  historia  de  tiempos  remotos  con  las 
ideas  modernas,  por  los  que  no  tienen  en  cuenta  que  cada  genera- 
ción debe  ser  examinada  en  las  condiciones  de  su  época ,  la  idea  que 
se  quiera  de  una  monarquía  semi-sacerdotal ,  es  un  hecho  innegable 
que  en  civilización  y  en  gobierno  escedió  á  los  demás  Estados  que 
se  desmembraron  del  imperio.  A  la  unión  del  trono,  elemento  del  po- 
der y  del  clero,  elemento  civilizador,  pero  sin  absorberse,  sin  supri- 
mirse recíprocamente,  se  debe  este  resultado.  Los  monarcas  respe- 
taron á  la  Iglesia,  pero  sin  abdicar  á  favor  de  ella  la  soberanía  tem- 
poral: los  concilios  fortalecieron  la  monarquía,  y  ungiendo  á  los 
reyes  pusieron  con  la  sanción  religiosa  un  coto  á  los  regicidios  y  par- 
ricidios con  que  está  manchada  tan  frecuentemente  la  historia  visi- 
goda: la  ilustrada  intervención  que  en  la  formación  de  las  leyes  tu- 
vieron los  prelados,  esto  es,  los  hombres  mas  eminentes  de  su  siglo» 
por  su  saber  y  por  sus  virtudes ,  auxilió  eficazmente  al  legislador^ 
como  el  legislador  auxilió  á  la  Iglesia  para  llenar  su'  misión  saluda- 
ble y  bienhechora. 

A  preparar  esta  unión  contribuyó  eficazmente  la  conducta  de  los 
reyes  godos  que  precedieron  á  Recaredo.  Los  conquistadores  eran 
mrrianos  y  católicos  ios  vencidos ;  pero  felizmente  para  nuestra  pa- 
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tria ,  esla  difereBda  de  creencias  religiosas  que  eu  paebto  de  poca 
cultura  bastaría  para  ahondar  los  odios ,  y  trasmitiéndolos  de  unas  á 
otras  generaciones  hacer  imposible  la  fusión  de  castas,  no  ejerció 
influencia  funesta  en  toda  la  ostensión  que  em  de  temer  de  la  ru- 
deza de  los  bárbaros.  Los  reyes  arríanos  fueron  tolerantes  con  lo» 
católicos :  el  mismo  Eurico^  que  persiguió  á  la  Iglesia  católica  en  las- 
Galias ,  se  mostró  deferente  con  ella  en  España ,  y  le  dejó  libre  el 
ejercicio  de  su  culto.  ¿Debe  este  contraste  singular  atribuirse  á  po- 
lítica? ¿Obedecía  en  la  conducta  que  observaba  en  nuestro  suelo, 
á  la  influencia  que  los  obispos  españoles  ejercian  sobre  su  imagina* 
cion  ardiente?  Todo  es  posible:  el  Rey  que  en  medio  de  sus  victo^ 
rias  dijo  á  San  Epifanio  cuando  se  le  presentó  en  nombre  del  empe- 
rador Nepote  y  en  solicitud  de  la  paz :  Tus  palabras ,  venerdbh 
obispo ,  san  mas  poderosas  que  mis  armas :  te  prometo  la  paz,  pror 
métemela  en  nombre  de  tu  Emperador:  no  pido  mas:  tu  palabra 
para  mi  es  un  juramento :  debia  ser  muy  accesible  á  la  bondad^  al 
saber  y  á  las  virtudes  de  nuestros  prelados.  Mayor  fué  aun  el  res- 
peto que  su  hijo  Alarico  tuvo  á  los  obispos  católicos ,  atendiéndolos, 
admitiendo  en  sus  dominios  á  los  que  los  vándalos  en  su  arria^ 
nismo  perseguidor  arrojaban  de  las  sedes  de  África,  permitiendo 
que  se  reunieraaen  el  concilio  Agathense,  y  mas  que  todo,  según 
sostienen  algunos  historiadores,  sujetando  á  su  examen  la  ley  roma- 
na, código  á  que  vá.  unido  su  nombre.  El  concilio  I  de  Tarragona  y 
el  I  de  Gerona,  celebrados  cuando  Teodor  ico,  durante  la  menor  edad 
de  su  nieto,  era  de  hecho  el  rey  de  España,  el  concilio. II  de  Tole- 
do, que  tuvo  lugar  cuando  ya  Amalarico  gobernaba  el  reino,  los 
concilios  I  de  Barcelona ,  de  Lérida  y  de  Valencia  en  tiempo  de 
Teudis ,  y  la  opinión  del  católico  que  tenia  Atanagildo»  son  pruebas 
incontostables  de  la  prudente  tolerancia  con  que  los  príncipes  ar- 
ríanos trataban  á  los  indígenas  que  no  estaban  afiliados  en  sus  he- 
réticos errores.  Y  los  prelados  y  subditos  católicos  correspondiaa 
con  muestras  de  gratitud  á  la  benevolencia  de  los  reyes,  y  eleva- 
ban á  Dios  por  ellos  sus  plegarias.  Solo  por  poco  tiempo  se  alteró 
esta  tolerancia  saludable,  v  fué  en  medio  de  la  lucha  civil  encendí- 
da  por  motivosteligiosos;  pero  cuando  se  relajan  todos  los  víncu- 
los sociales,  cuando  la  guerra  se  enciende  entre  los  padres  y  los 
hijos ,  cuando  la  religión  sirve  de  motivo  para  traer  ó  introducir 
tropas  estranjeras  en  el  reino ,  cuando  en  lugar  de  estar  el  Esta4o 
en  condiciones  normales  hay  dos  bandos  que  se  proscriben  y  s^ni- 
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qnilan ,  la  tolerancia  es  imposible ,  porque  la  paz  y  la  guerra  no 
pueden  vivir  en  amigable  consorcio. 

La  tolerancia  de  esta  época  disminuyendo  los  odios,  aproximan- 
do á  los  vencidos  y  á  los  vencedores,  á  los  católicos  y  los  arrianos, 
hacia  esperar  el  dia  feliz  en  que  la  luz  de  la  verdad  iluminara  el  en- 
tendimiento ds  los  príncipes ,  y  que  á  su  ejemplo  los  magnates  de 
la  raza  goda  abjurando  sus  errores  dieran  por  la  unidad  de  creen- 
cias y  de  culto  nuevas  prendas  de  consolidación  á  la  monarquía,  y 
la  esperanza  de  que  superadas  las  distancias  que  dividian  á  godos 
y  romanos,  llegaría  pronto  el  dia  que  rotas  para  siempre  las  bar- 
reras que  separaban  á  los  habitantes  del  mismo  territorio ,  la  unidad 
religiosa  se  completara  por  la  amalgama  de  intereses,  por  la  mezr 
cía  de  las  castas  y  por  la  igualdad  de  las  leyes,  reemplazando  por 
completo  á  la  dualidad  antigua  lá  unidad  nacional. 

Y  así  fué  desde  que  Recaredo,  seguido  por  obispos,  presbíteros» 
diáconos  y  muchos  miembros  principales  de  la  nobleza  goda,  con- 
firmó solemnemente  la  abjuración  del  arrianismo  en  el  concilio  IQ 
Toledano.  Grande  fué  el  servicio  que  entonces  prestó  Recaredo  á  la 
Iglesia.  El  papa  San  Gregorio  Magno,  teniéndolo  por  milagro,  es- 
clamó: Esta  mudanza  es  obra  de  la  diestra  de  Dios;  y  escribiendo 
al  Rey  anadia :  ¿  Qué  podré  yo  decir  cuando  llegue  el  examen  tre- 
mendo del  juicio  final,  presentándome  solo  al  mismo  tiempo  que 
vos  iréis  seguido  de  rebaños  de  fieles  traídos  á  la  verdadera  creen-- 
cia  por  vuestras  diligentes  y  continuas  amonestaciones  ? 

Grande  fué  también  el  servicio  que  prestó  al  Estado ,  porque  el 
catolicismo  era  la  religión  de  los  indígenas ,  era  la  verdadera  re- 
presentación de  la  civilización  romana,  y  el  arrianismo  era  el  gran 
foso  que  separaba  á  las  castas  y  que  perpetuaba  la  división  enbce 
los  vencedores  y  los  vencidos. 

La  buena  inteligencia  entre  el  Pontífice  y  el  Monarca  reinó  igual- 
mente entre  este  y  los  prelados  de  la  Iglesia;  estableced,  decia  Re- 
caredo á  los  obispos ,  lo  que  debo  hacer  y  evitar  y  me  conformaré 
con  ello:  los  concilios  á  su  vez  exhortaban  á  los  reyes  á  que  gober- 
naran con  piedad  y  con  justicia ,  que  no  pronunciaran  sentencias 
capitales  sino  con  los  jueces  püblicos  para  que  á  todos  constara  la 
justificación  del  castigo ,  ponían  un  veto  moral  á  su  autoridad  ilimi- 
tada proclamando  que  en  tanto  eran  reyes  en  cuanto  eran  dignos 
por  sus  virtudes  de  empuñar  el  cetro ,  contenían  los  estravíos  de  su 

celo  religioso  contra  los  judíos ,  procuraban  respeto  á  la  corona  ro- 
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deándob  de  todo  el  prestigio  de  la  religión  en  un  pueblo  sincera- 
mente piadoso ,  protegian  á  las  familias  de  los  qne  habian  ceñido  la 
diadema  real  contra  los  insnltos  de  los  qne  ultrajaban  sa  memoria, 
señalaban  la  forma  de  la  elección  de  los  monarcas,  falminaban  ana- 
temas contra  los  qne  usurpaban  el  trono  sin  ser  elegidos  por  los 
magnates  y  sin  el  consentimiento  del  pueblo ,  contra  los  que  en  vida 
de  un  monarca  solicitaban  votos  para  la  elección  futura ,  contra  los 
que  atentaban  á  su  vida  ó  á  su  autoridad,  contra  los  que  tiránica- 
tnente  se  apoderaban  del  trono,  y  auxiliaban  activamente  á  los  mo- 
narcas en  la  formación  de  las  leyes  v  en  la  administración  del  Es^ 
tado.  Esta  participación  en  el  gobierno  era  justa  en  aquella  época, 
porque  la  intervención  en  los  negocios  públicos  de  los  eminentes 
varones  qu^  per  su  talento ,  por  su  sabiduría  y  virtudes  son  consi- 
derados como  los  mas  dignos ,  como  los  mas  á  propósito  para  la  go- 
bernación, es  siempre  conveniente  á  las  naciones.  La  historia  de 
nuestra  monarquía  gótica  lo  evidenció:  el  mayor  grado  de  cultura 
que  adquirió  sobre  los  demás  pueblos  bárbaros  se  debió  en  gran  parte 
á  esta  saludable  intervención.  Antes  de  que  la  religión  viniera  en 
auxilio  de  los  monarcas,  caen  bajo  el  puñal  regicida  Ataúlfo,  Sige- 
tíco,  Turismundo,  Teodorico,  Teudis,  Teudiselo,  Agila,  Liuva  11 
y  Witerico ,  es  decir ,  la  mitad  de  los  reyes  de  la  cronología  común: 
después  del  concilio  IV  de  Toledo ,  en  que  tan  alto  se  proclama  el 
principio  de  la  inviolabilidad  del  rey ,  y  se  le  dá  una  sanción  reli- 
giosa ,  ya  nadie  se  mancha  en  la  sangre  de  los  reyes :  los  que  no  es- 
crupulizan en  hollar  las  leyes  civiles,  no  se  atreven  á  quebrantar 
las  de  la  Iglesia :  los  que  arrostran  con  faz  serena  la  muerte  á  que 
puede  condenarlos  el  regicidio ,  tiemblan  ante  los  anatemas  que  les 
cierran  las  puertas  del  cielo.  Ejemplo  notable  de  que  la  sociedad 
descansa  mas  en  las  bases  del  orden  moral,  que  en  los  cálculos  fríos 
de  un  egoismo  positivo,  y  en  la  fuerza  material  de  los  gobiernos; 
contestación  elocuente  que  la  escuela  espiritualista  puede  dar  á  la 
utilitaria. 

Pero  en  medio  de  todo  esto  no  se  perturba  el  equilibrio  entre  la 
potestad  temporal  y  la  espiritual.  Los  prelados  se  reúnen  en  conci- 
lios, pero  es  porque  el  rey  los  convoca:  los  prelados  dictan  reglas 
de  orden  eclesiástico,  pero  el  rey  les  imprime  con  la  confirmación 
el  sello  de  su  autoridad:  los  prelados  aconsejan  leyes  en  unión  de 
los  grandes  de  la  corte ,  pero  el  rey  que  los  consulta,  es  el  que  le- 
gisla :  los  prelados  eon  los  magnates  auxilian  al  rey  con  su  ilustrado 


Toto  en  la  gobernación  de!  Estado ,  pero  el  rey  es  el  que  gobierna* 
T  no  se  reduce  á  esto  la  potestad  temporal  en  lo  que  se  refiere  á  la 
sociedad  eclesiástica :  el  rey  por  la  elección  de  todo  el  episcopado, 
evita  conffifctos  lamentables  entre  la  Iglesia  y  el  Estado:  el  rey  dis- 
pone lo  que  cree  conveniente  á  los  fieles ;  los  concilios  reconocen 
esta  autoridad ,  y  el  de  Méridá  dá  gracias  á  Recesvinto  por  el  buen 
uso  de  la  sabiduría  con  que  le  ilustraba  Dios  para  el  gobierno  déla 
Iglesia;  el  rey  como  supremo  )ufez  modera  el  ejercicio  de  la  juris- 
dicción eclesiástica ,  y  evita  los  abusos  que  en  doctrina  ó  disciplina 
pueden  cometerse ,  atribución  de  la  coroúa  reconocida  ya  por  el  vir- 
tuoso obispo  Montano,  y  después  por  el  concilio  XIII  de  Toledo,  uiio 
de  los  mas  concurridos  de  la  monarquía  visigoda. 

Y  los  concilios  de  Toledo  no  eran  las  únicas  asambleas  naciona- 
les :  jamás  se  propasaron  á  la  elección  de  los  reyes ;  por  el  contra- 
rio, reconocieron  que  tan  alta  prerogativa  correspondia  á  los  mag- 
nates en  un  unión  de  los  prelados,  y  no  era  conciliar  la  asamblea  en 
cjue  la  ejercian.  Pero  no  puede  negarse  que  los  concilios  de  Toledo 
fueron  á  las  veces  mas  allá  de  sus  justos  límites ,  achaque  común  de 
los  poderes 'fuertes  que  tienden  naturalmente  á  invadir  y  gobernar 
á  los  pueblos  con  imperio  soberano. 

Y  sin  embargo,  la  monarquía  gótica  tan  bien  constituida,  tan 
civilizada  atendidos  los  tiempos ,  y  con  tantos  elementos  de  grande- 
za y  de  fuerza ,  decae  rápidamente  y  no  puede  resistir  la  invasión 
agarena.  ¿Cómo  se  esplica  este  fenómeno?  El  nuevo  Académico  lo 
ha  hecho  con  maestría.  A  mí  me  basta  decir  que  cuando  las  rasas 
esforzadas  degeneran ,  que  cuando  no  por  principios ,  sino  por  per- 
sonas ,  se  enciende  la  tea  de  los  odios  civiles ,  que  cuando  á  los 
Éombres  de  los  grandes  prelados  que  han  estado  al  frente  de  la  Igle- 
sia reemplazan  los  de  usurpadores  ambiciosos,  y  á  los  de  grandes 
reyes  tíranos  indignos  de  ceñir  la  diadema,  la  decadencia  de  bs 
naciones  es  inevitable ,  cualesquiera  que  sean  sus  instituciones ;  y 
que  si  Oliste  al  mismo  tiempo  una  raza  conquistadora  entusiasta  que 
invade  el  país  aáí  rebajado  y  envilecido ,  la  Providencia  corona  sus 
esfuerzos,  hasta  que  los  sacrificios ,  las  virtudes  y  la  constancia  de 
la  raza  vencida  hace  nacer  de  la  antigua  nacionalidad  decrépita  otra 
nacionalidad  mas  vigorosa.  Esta  es  la  historia  de  la  monarquía  Vi- 
sigoda; esta  es  la  historia  del  mundo. 

Pedro  fioBitz  de  la  Sema. 
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ESTUDIOS 

MU  US  mis  ML  ICUNHBliUI  ODIIS. 

(Conimuaekm)  (i). 
lY. 

Nos  admiran  menos  los  adelantos  de  este  ú^  (el  XYI)  ann- 
que  son  grandes  y  sorprendentes,  por  ser  fenómeno  constante  en  k 
naturaleza  que,  dado  el  primer  paso,  todo  camine  segnn  las  leyes 
del  progreso.  Hay  ea  la  vida  de  la  humanidad,  como  en  la  del  indi- 
TÍdno,  señalados  períodos :  á  la  inEamcia  de  las  letras  principiada  i 
fines  del  si^o  Xn,  debia  segairse  la  virilidad  notada  en  las  crecien- 
tes proporciones  que  toman  en  el  siglo  XYI :  mas  tarde  Tendrá  la 
plenitud,  si  es  que  no  ha  llegado  con  la  época  actaal,  qne  se  señala 
por  la  exageración  y  por  el  esceso,  en  coyo  caso  es  también  mas  de 
temer  la  debilidad  qne  acompaña  por  lo  comnn  á  la  exhnberancia 
de  la  vida.  No  es  hoy  nuestro  objeto  describir  tan  larga  carrera:  ele- 
^mos  para  este  estudio  un  peiiod.i  mas  corto,  y  nos  consuela  que 
este  sea  el  que  abre  paso  á  grandes  descubrimientos,  paso  á  ana 
edad  verdaderamente  de  oro  en  el  siglo  XYI. 

Fué  fortuna  para  este  siglo  haber  ocurrido  en  él  sucesos  tan  me- 
morables que  le  hacen  figurar  como  piedra  miliaria  para  la  especie 
humana  que  camina  constantemente  á  su  destino. 

Menos  afortunados  otros ,  han  pasado  sin  dejar  suceso  que  me- 
rezca gravarse  en  la  memoria  ó  se  han  señalado ,  á  manera  de  las 
noches  tempestuosas,  por  las  guerras,  por  las  epidemias,  por  los 
desastres  que  han  producido.  Pero  como  la  naturaleza  tiene  dias 
buenos  y  malos ,  y  las  mismas  leyes  marcan  su  duración  y  su  sé» 
rie;  como  es  la  misma  naturaleza  la  que  produce  ricas  cosechas  ó 
siembra  de  luto  los  campos,  y  de  miseria  la  casa  del  labrador ;  como 
ttu  mismo  sol  alumbra  el  campo  de  batalla  para  el  vencedor  que 
para  el  vencido,  y  la  misma  luna  preside  las  horas  del  que  rie  en  la 
felicidad  ó  suspira  en  el  infortunio;  así  también  se  hacen  notar  unos 

(i)    Véanse  las  páginas  450  del  tomo  anterior  y  la  25  de  este  tomo. 
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siglos  por  las  catástrofes ,  son  ponderados  otros  por  inmensos  bene-  ' 
ficio».  Pocas  reflexiones ,  aun  dentro  del  círculo  estrecho  á  que  ha- 
hremos  de  reducirlos ,  demostrarán  esta  ventaja  del  siglo  XVI. 

Habíanle  precedido  invenciones  y  descubrimientos  prodigiosos, 
causas  y  anuncio  de  nuevos  sucesos;  que  todo  en  el  orden  natural 
guarda  una  regularidad  constante:  el  hombre  observador  lee  en  los 
astros  el  pronóstico  de  la  nueva  aurora;  imperceptibles  señales  po- 
nen al  marino  en  guardia  contra  los  horrores  de  una  tempestad;  y 
todo  se  anuncia  para  interesar  nuestra  observación,  para  corregir 
nuestra  pereza. 

Pero  la  reunión  de  acontecimientos  á  fines  del  siglo  XY  fué  tal, 
que  si  el  hombre  pudiera  lícitamente  gloriarse  del  precio  de  sus  con- 
quistas ;  sí  no  fueran  tan  pequeñas  estas  como  él  débil  en  compa- 
rucion  con  los  recursos  de  la  naturaleza;  si  con  visos  de  aparente 
casualidad ,  todo  no  fuera  una  manifestación  espontánea  de  la  Pro* 
videncia,  cuánto  podría  enorgullecerse  de  haber  descubierto  la  brú- 
jula que  señala  al  piloto  caminos  conocidos  por  la  inmensidad  de  los 
mares :  qué  mérito ,  aparte  ahora  su  objeto ,  no  cabe  al  inventor  de 
la  pólvora , -que  dictó  á  la  guerra  condiciones  mas  humanitarias,  y 
sobre  todo,  qué  gloria  comparable  á  la  del  inventor  de  la  imprenta, 
que  puso  á;  merced  del  pensamiento  el  medio  mas  poderoso  de  ci- 
vilización que  ofrece  al  genio  para  producir  el  mayor  de  los  estimu- 
las en  la  confianza  de  la  publicidad  que  eterniza  su  nombre ,  sa- 
cando victorioso  de  la  incuria  y  las  vicisitudes  de  los  tiempos. 

Pero  no  es  esto  solo:  todo  ayuda  á  la  causa  de  la  inteligencia. 
Jjas  relaciones  de  tal  cual  curioso  viajero,  las  noticias  trasmitidas 
por  Marco  Polo,  noble  veneciano,  que  á  mediados  del  siglo  XIII 
logró  ya  penetrar  en  las  regiones  orientales  del  Asia,  mas  fáciles  de 
ser  entendidas  y  aprovechadas,  cuando  la  navegación  se  había  en- 
riquecido con  los  descubrimientos  de  las  ciencias  astronómicas  y  fí- 
sico-matemáticas empeñaron  el  orgullo  de  intrépidos  mareantes: 
gracias  á  una  tenacidad  calificada  de  locura.  Colon,  despreciado  por 
los  genoveses,  no  mas  ¿atendido  en  Portugal  ni  otras  corfes;  Colon, 
tan  mal  juzgado  por  los  sabios ,  logra  hacerse  comprender  por  el  gé^ 
nio  superior  y  práctico  de  la  primera  Isabel  de  Castilla ,  y  en  cambio 
de  la  protección  que  recibe.  Colon  la  devuelve  un  mundo. 

Otros  vendrán  después  que  se  encarguen  de  completar  la  obra: 
en  manos  de  la  Providencia,  cualquier  medio  es  aprovechado,  el 
menor  hombre  es  grande^  el  pueblo  m^  in»gnificante,  realiza  mag- 
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'nílko&  destiüM.  Con  el  mismo  peosamieato  que  Colon,  Vasco ,  deso- 
piles de  una  navegación  feliz  por  las  costas  del  África  y  Sad,  des^ 
cobre  el  cabo  de  Buena  Esperanza,  dando  á  las  naciones,  y  princi- 
palmetea  la  snya,  una  llave  de  oro  que  franqueaba  á  los  portugue- 
ses las  puertas  de  la  India ,  de  cuyas  apartadas  comarcas  fueron  na 
mucbo  tiempo  después  arbitros  y  señores. 

La  marcha  de  la  civilización  está  conocida:  los  sucesos  se  enla- 
zan :  tantos  adelantos  en  este  orden  y  nó  ser  correspondidos  por  to- 
dos los  que  forman  la  armonía  del  mundo  hubiera  sido  un  fenóme- 
no estraordinario,  imposible;  porque  lo  es  el  que  en  época  de  es- 
pansion,  de  verdaderos  arranques  de  genio,  no  tuviera  los  suy<^  y 
su  emulación  el  genio  científico,  la  curiosidad  científica  no  se  des- 
pertara. Si  la  hubo  ó  no  en  la  que  es  objeto  de  nuestro  examen;  si 
hizo  ó  no  la  ciencia  esfuerzos  para  remontarse,  lo  podrá  decir  el 
anuncio  de  la  reforma. 

¡La  reforma!  fuera  que  el  mismo  espíritu  de  investigación  que 
hacia  á  unos  despreciar  las  sirtes  ocultas  en  los  senos  de  los  mares, 
alentase  á  otros  para  penetrar  con  la  misma  ciega  confianza  en  las 
sinuosas  regiones  del  pensamiento :  inquietud  natural  en  el  hom- 
bre, persuadido,  hasta  por  instinto,  de  que  su  destino,  de  que  su 
fin  se  le  esconde;  fuera  que  reaccionada  la  inteligencia,  una  ve& 
que  sacudió  sus  cadenas,  no  encontrara  espacio  ó  creyera  todo  es- 
pacio reducido  para  tender  sus  alas,  y  que  á  un  estado  de  inacción ' 
sustituyese  otro  de  movimiento,  pero  de  movimiento  febril,  pasán- 
dola lo  que  al  enfermo ,  que  precisado  á  guardar  rq)oso,  cuando  se 
le  faculta  para  andar,  no  cesa  hasta  que  la  fatiga  le  rinde;  fuera 
necesidad;  fuera  preocupación;  fuera  que  á  la  sombra  de  la  igno- 
rancia se  hubiesen  creado  abusos,  ó  que  los  hombres  se  dejaran  ar- 
rastrar del  abuso  de  la  sabiduría,  del  amor  de  una  novedad  sor- 
prendente, yo  nada  diré  de  la  reforma:  no  debo  hablar  de  la  refor- 
ma: está  juzgada  en  sus  causas  y  por  sus  efectos.  No  me  toca  deci- 
dir entre  los  que  sin  mas  que  eso  la  han  creido  sumamente  funesta,. 
y  los  que  ño  miran  otros  títulos  para  considerarla  como  origen  y 
cuna  de  los  modernos  adelantos;  yo  me  voy  á  permitir  solo  unaob- 
s^vacion,  quiero  hacer  no  mas  unas  preguntas.  ¿Los  jurisconsultos 
de  esta  época  fueron  reformadores?  Si  lo  fueron  ¿^n  qué  concepto 
hicieron  la  reforma?  Si  no  lo  fueron,  ¿sp  perjudicó  por  su  causa  el 
adelanto  de  nue^ra  ciencia? 

£3[aminando  las  obras  de  Cujas  ea  nuestro.si^o,  hoy  que  la  re-^ 
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Yoluicioa  literaria  se  consuma ,  volviendo  los  ojo6  á  los  trabajos  de 
este  y  otros  joriscottsultos,  estas  preguntas  contienen  un  sistema^ 
su  contestación  envuelve  el  juicio  calificativo  del.  mérito  de  los 
mismos. 

ios  jurisconsultos  fueron  reformadores,  pero  no  con  la  intención 
ÚQ  algunos  de  los  que  mas  merecen  este  nombre ,  obligados  á  serlo, 
para  disculpar  sus  ambiciones  desmedidas,  sus  errores  groseros,  su 
soberbia»  sus  vicios:  parecerían  mas  escusables  Lutero  y  sus  se- 
ctarios si  hubiesen  sido  de  mejor  conducta  privada,  y  no  los  hom- 
bres turbulentos  que  procuraron  manchar  la  pureza  de  la  verdad 
católica,  atizar  la  discordia,  destruir  la  paz  de  los  Estados.  Fue- 
ron reformadores;  no  con  la  necesidad  de  los  filósofos,  que  empeña- 
dos en  fundar  una  ciencia,  resucitan  los  mil  sistemas  y  olvidados 
absurdos  de  los  antiguos  filósofos ,  dando  así  en  estravíos  que  en 
ellos  tienen  menos  disculpa ,  porque  la  religión  ha  sido  y  será  la( 
mejor  filosofía,  porque  con  el  evangelio  sabia  un  nina  de  esta 
época  lo  que  no  alcanzara  el  mas  profundo  de  los  filósofos  del  Pór- 
tico. Fueron  reformadores ,  pero  sin  descender  al  terreno  ardiente, 
de  la  política,  donde  señalados  príncipes  y  altos  hombres  de  Es- 
tado ventilaban  la  causa  de  su  grandeza,  comprada  á  espensas  de 
sus  pueblos  desolados  con  largas  y  sangrientas  guerras. 

Lo  que  sucede  rara  vez  con  los  hombres  de  la  ciencia  acaeció  en- 
tonces, por  escepcion,  con  los  que  profesaban  el  derecho:  ellos, 
los  hombres  de  la  especulación,  desenvuelven  sus  teorías  sin  sa- 
carlas de  la  esfera  de  lo  racional,  con  mas  genio  práctico  que  ten- 
dría el  mejor  entre  los  hombres  de  gobierno,  por  lo  común,  preci- 
sados á  mandar ,  no  lo  que  parezca  mejor ,  sino  lo  que  sea  mas 
posible. 

¿Y  fueron  por  eso  infieles  á  la  misión  que  estaban  llamados  á 
desempeñar?  Si  habian  visto  el  abuso  que  del  Derecho  romano  se 
hacia,  no  cultivando  otro,  ni  estudiando  otras  leyes,  ni  buscando 
mas  fuentes  del  derecho;  si  en  la  especie  de  misterioso  arrobamiento 
producido  por  este  estudio ,  no  era  lo  peor  el  que  los  hombres  mas 
versados  hubieran  perdido  su  originalidad,  sino  que  le  hicieran  mas 
oscuro  con  sus  glosas;  si  en  aquella  época  de  emancipación  intelec- 
tual era  uaa  especie  de  anac];onismo,  tanto  respeto  por  la  autoridad, 
cuando  nada  era  capaz  d§  producirla,  y  ni  en  los  poderes  consti- 
tuidos se  reconocía,  ¿qué  deberemos  pensar  de  sus  trabajos?  ¿Será 
otra  cosa  que  una  manía  su  empeño  en  hacer  hablar  al  oráculo  de 


bs  leyes  por  boca  de  Serero  y  Papiniaiio,  losliiiBno  y  Triboiñm? 
Kd;  DO  b  creónos  así.  Fara  nosotros ,  kjos  de  ser  ese  im  defecto, 
es  el  mas  cumplido  elogio  de  sa  pre^iaon.  EDos-  no  lecliaxJian  h 
reforma:  con  espirita  previsor,  qae  no  puede  n^arse  al  que  re- 
flexiona en  las  conseeoencias  enTneltas  en  ciertos  princiiMos,  e&tei»- 
dieron  la  reforma,  no  como  preiesto  para  destruir,  sino  como  con- 
dicioQ  precisa  de  adelantar:  con  este  objeto  dieron  la  mejor  base 
á  la  reforma  legislativa  en  los  esmerados  trabajos  de  examen,  clasi- 
ficación y  apreciación  de  las  obras  jurídioo-legales  de  los  boenos 
tiempos  de  Boma. 

T  nuestro  juicio  no  es  equivocado:  le  bacemos  como  producto  de 
una  observación  que  no  se  habrá  escapado  á  genios  mas  reflexivos. 
íQué  distancia  no  existe  entre  la  tendencia  que  boy  toman  los  esto- 
áio.i  jurídicos  y  la  que  llevaban  en  el  ultimo  tercio  del  pasado  siglo! 
Para  decir  que  los  principios,  algunos  principios  del  tiempo  de  la  re- 
volución francesa  fueron  mas  acertados,  será  preciso  acusar  de  reac- 
cionarios á  los  mas  eminentes  escritores  de  la  culta  Alemania,  decir 
que  hoy  retroceden,  no  caminan  las  naciones  mas  civilidadas.  ¿Habrá 
quien  se  atreva  á  pronunciar  este  juicio? 

Pues  bien :  hoy  recejemos  los  frutos  de  una  reforma  bien  enten- 
dida, la  que  prepararon  los  jurisconsultos  del  siglo  que  nos  corres- 
ponde examinar,  no  destruyendo  venerandos  monumentos  de  una 
antigüedad  siempre  respetable,  sino  sirviéndose  para  entenderlos 
mejor,  del  auxilio  de  las  nuevas  luces.  Hoy  no  acusamos  de  tímidos 
á  aquellos  escritores,  los  respetamos  por  concienzudos,  y  aplaudi- 
mos su  prudencia:  no  nos  permite  descon6ar  de  sus  conocimientos 
la  vasta  erudición  prodigada  en  sus  escritos:  sería  injusto  tildar  de 
poco  gusto  á  ios  que  unieron  tan  perfectamente  en  admirable  consor- 
cio la  aridez  del  derecho  con  las  galas  de  la  amena  Uteratura:  la  ori- 
ginalidad de  sus  trabajos  hace  ver  que  no  eran  indiferentes  al  espí- 
ritu de  independencia  de  su  siglo,  que  con  independencia  procedie- 
ron en  sus  apreciaciones,  pero  sin  participar  de  la  indocilidad  rebel- 
de, carácter  pronunciado  de  la  reforma,  y  que  no  es  el  menor  de 
su»  defectos. 

En  apoyo  de  este  aserto,  sino  exacto ,  hecho  al  menos  de  toda 
buena  fé,  pueden  citarse  en  primer  término  las  obras  de  Alciato,  á 
cuyo  examen  dedicaremos  algunas  palabras,  por  ser  este  juriscon- 
sulto fundador  de  la  nueva  escuela  y  digno  predecesor  de  Cujas. 
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ALCIATO. 

La  ciencia  no  se  circunscribe  á  lugar  ni  punto  determinado;  re- 
corre todos  ios  pueblos ,  pero  arraiga  y  fructifica  en  aquellos  que  la 
ofrecen  mejores  condiciones  para  su  desarrollo:  tales  son,  genios 
que  la  comprendan ,  una  libertad  prudente,  amor  al  saber,  y  protec- 
cion  dispensada  á  los  sabios,  protección  necesaria,  ya  que  sean  ellos 
mas  ricos  en  ideas  que  no  felices  por  los  goces  materiales  que  les 
proporcionen.  La  ciencia,  si  se  me  consiente  la  espresion,  ha  nacido 
jornalera,  y  Dios  habrá  permitido  que  sea  así;  pues  seria  tal  vez 
peligroso  para  las  sociedades  que  se  concedieran  riquezas,  elementos 
materiales  de  dominación  á  la  inteligencia,  que  tiene  ya  de  suyo  el 
dominio  del  mundo. 

Se  ha  examinado,  aunque  á  la  ligera,  la  progresión  científica  del 
derecho  ep  Italia :  hoy  debemos  asistir  á  su  desarrollo  en  Francia, 
ese  país  amigo  de  la  novedad ,  que  acoje  y  elabora  todos  los  siste- 
mas, y  que,  siendo  entusiasta  de  reformas,  no  podia  ser  indiferente 
al  movimiento  literario:  la  Francia ,  que  sin  concederla  ese  grado  de 
superioridad  que  otros  la  atribuyen,  parece  un  pueblo  de  escepcion 
por  su  instinto  en  adivinar  las  reformas  y  por  su  tenacidad  en  lle- 
varlas á  cabo:  á  lo  que  se  debe,  que  así  como  en  política  ha  ido 
donde  no  ha  ido  ninguna,  ha  adelantado  mas  de  lo  que  lo  hubieran 
hecho  muchas;  así  también  en  la  ciencia  del  derecho,  por  su  deseo  de 
ser  original,  de  parecer  independiente,  y  por  la  buena  suerte  de 
haber  abrigado  en  su  seno  jurisconsultos  de  la  autt^ridad  de  Álciato 
y  de  Cujas  haya  conseguido  fundar  lo  que  en  la  ciencia  se  llama 
una  escuela. 

La  que  á  tanta  altura  se  colocó  en  la  época  á  que  nos  referitnos, 
tuvo  principio  con  los  estudios  y  públicas  lecciones  de  Alciato ,  ita- 
liano de  origen:  circanstancia  no  desatendible ,  pues  si  es  verdad, 
como  observa  ua  escritor,  que  la  ciencia  ha  cambiado  de  escena ,  se 
vé,  sin  embargo,  que  los  actores  seguían  siendo  los  mismos. 

Era  Alciato,  al  decir  de  los  biógrafos,  natural  de  Milán,  hijo  de 
familia  honrada  y  no  pobre.  Discípulo  de  los  mas  célebres  juriscon-< 
sultos  que  habian  florecido  en  Italia,  apenas  contaba  22  anos  de 
edad,  cuando  concibió  el  proyecto  de  reformar  la  jurisprudencia, 
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i^írvíéiidose  de  bs  letras  gmgas  y  htinas,  ocm  cojo  amilio  se  propo- 
bía  penetrar  mejor  el  espirito  de  los  aatiguos  juriscmsoltos,  y  d  ge- 
nio especial  de  los  sig^  en  qoe  mas  bríMara  el  deredio.  Al  annncb 
de  sa  sistema,  que  candió  por  bs  mas  pondc^radas  aniversidades,  se 
alarmaron  los  profesores  toniendo,  y  no  sin  razón,  qoe  apasionados 
ios  discípoIoB  por  su  método  killante  á  la  vez  ipie  solido,  ameno  y 
fin  b  pesadez  qoe  tan  árido  hada  hasta  entonces  d  estadio  del  de- 
recho, abaodonarian  las  cátedras  por  ir  á  escachar  bs  lecciones  del 
atrevido,  dd  pehgroso  innnoTador.  De  este  hecho,  y  dd  odio  y  de 
la  persecocion  qae  esperimentára  de  sns  compañeras,  Akiato,  d 
qae  mas  ganada  ddbia  tener  sn  adhesión,  mas  ddib  contar  coa  sos 
abbanzas,  es  imposible  dodar,  penetrando  en  bs  interioridades  de 
su  vida,  leyendo  algunos  pasajes  de  sos  otvas.  Lo  primero  nos  dá  b 
cbve  para  esplicar  su  establecimiento  en  Avignon  abandonando  las 
comodidades  de  su  suelo  nativo  por  el  favor  de  la  ho^talidad  qoe 
demandó  en  suelo  ajeno:  lo  segundo  forma  el  prindpal  elogio  de 
este  profesor  ikistradojque,  á  riesgo  de  todas  las  críticas,  se  hace 
superior  á  sos  émulos,  no  abandonando  por  ellos ,  ni  por  sus  cen- 
suras, ni  por  sus  persecuciones,  el  pensamiento  á  que  debe  b  gbria 
y  el  mérito  que  hoy  todos  le  reconocen. 

Gracias  á  b  régb  munificencia  de  Francisco  I,  |tan  afidonado  á 
los  hombres  de  letras,  Aiciato,  pensimado  con  una  fuerte  suma, 
disfrutó  del  reposo  que  necesita!»  para  madurar  y  desenvolver  su 
reforma,  esplicando  con  aplauso  de  numerosos  discípulos  la  ciencb 
del  derecho  en  las  universidades  de  Avignou  y  de  Bourges.  1^  ellas 
habría  consumado  sus  benéficas  tareas,  acabado  tal  vez  su  vida; 
pero  tuvo  necesidad  de  restituirse  á  su  patria,  porque  el  duque  de 
Milán  le  amenazó,  sí  no  lo  hacia,  con  secuestrarle  sus  bienes.  Auut 
que  semejante  violencb  es  b  mayor  de  las  tiranías  para  el  hombre 
de  gíínio,  que ,  si  se  debe  á  su  país ,  en  realidad  pertenece  á  todo  el 
mundo;  admite  esplicacion,  y  acaso  disculpa,  si  la  intención  del 
duqae  fué  desagraviar  á  Aiciato  de  la  ingratitud  con  que  había  sido 
tratado,  concederle  su  gracia  en  oposición  á  los  émulos  que  tenia, 
n^eiamarle,  reivindicarle  para  su  patria,  ambicionando  para  ella  toda 
la  erudición,  toda  la  ciencia  con  que  estaba  enriqueciendo  á  otra. 

Aiciato  continuó  las  tareas  del  magisterio  en  bs  universidades  de 
Bolonia ,  Ferrara ,  y  últimamente  en  Pavía ,  donde  le  sorprendió  la 
muerte,  ocupado  provechosamente  para  la  ciencb,  á  la  edad  de  ^ 
anos.  Si  se  considera  b  precocidad  de  talento  de  este  jurisconsulto, 
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que  á  la  edad  de  22  «Bos  concibe  el  proyecto  de  reformar  la  eiise*- 
ñaaza  del  derecho ;  á  se  atiende  á  su  laboriosidad ,  bastante  acredi- 
tada por  el  núniero  de  sus  obras;  si  por  ellas  se  juzga  de  su  trabajo, 
mayor  todavía  por  la  escasa  aceptación  que  obtuvo  en  aquellos  pri- 
jneros  momentos,  su  vida  no  parece  corta.  Lo  fué  sin  embargo,  y 
perdido  tempranamente  para  la  enseñanza  este  jurisconsulto,  cuya 
aplicación  no  hubiera  desnientido  la  constancia  de  sus  antecesores: 
(;ste  jurisconsulto ,  de  quien  era  de  esperar  que  no  soltara  la  pluma 
mientras  la  muerte  no  viniera  á  arrancársela  de  la  mano. 

Falta  una  parte  que  tratar  para  poner  fin  á  los  cuatro  rasgos 
biográficos  que  hacemas  de  Alciato ,  y  esa  es  sin  duda  la  mas  agra- 
dable :  esa  tiene  por  objeto  dar  idea  de  sus  obras,  las  cuales  prueban 
mejor  que  nada  que  son  merecidos  sus  elogios.  T  espero  que  se  per- 
done esta  digresión.  £1  que  se  debe  á  Cujas  no  está  por  eso  dismi- 
nuido :  sin  perder  de  vista  á  Cujas ,  es  posible  rendir  estas  pocas  pa- 
labras de  respeto  á  la  memoria  de  Alciato ,  que  inaugura  una  época 
en  el  derecho ,  que  rectifica  una  ley ,  acaso  imperfectamente  com- 
prendida, para  reservar  á  aquel  íntegra  la  gloria  de  su  estructura  y 
recomposición. 

£1  siguiente  párrafo ,  tomado  del  proemio  de  uno  de  los  escritos 
de  Alciato ,  revela  el  pensamiento  de  este  autor ,  que  importa  dar  á 
conocer  para  juzgar  de  la  oportunidad,  acierto  y  ventajas  de  su 
realización.  Dice  él  á  este  propósito :  «,  Ut  aliquo  modo  doctorum  qui 
tune  studia  h(BC  nostra  profUebaiüitr  judicium  conveüerem,  qui  bo- 
iuxrum  litei^arum  cognüianem  non  modojureconsuUo  non  necem- 
riam  ubique  inclamabant,  sed  contrariam  potius  et  seriis  omnibusi 
studiis  blanda  quadam  et  iüici  volúntate  repugnantem » 

Ahora  bien:  dejamos  anunciada  una  idea  y  es  llegada  la  ocasión 
de  desarrollarla.  Los  fines  no  correspondieron  á  sus  esperanzas.  Ua 
proyecto  en  aquella  época  tan  original,  tuvo  en  vez  del  asentimiento 
las  críticas,  y  lo  notable  es  que,  rechazado  por  opuestos  bandos, 
tenido  entre  los  jurisconsultos  por  desertor,  mirado  por  los  gramáti- 
cos como  intruso,  supo  mantenerse  en  el  justo  medio  que  constituye 
la  alianza  de  las  ciencias ,  en  el  terreno  neutral  perfectamente  des- 
lindado para  los  hombres  de  concepción  superior,  cuando  se  proponen 
depurar  la  verdad;  que,  si  los  conocimientos  son  múltiples,  ella 
siempre  permanece  la  misma ,  no  es  mas  que  una. 

£1  mismo  Alciato,  no  mucho  ^espues  de  los  renglones  anotados» 
pone  los  siguientes:  «  QwR  onmis  spes  speetatioque  mea  ápi^incipia 
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plañe  me  fefeUU;  nam  etjmís  dotíore$  tampum  íratufugam  me  m- 
seetabantur,  écr^isque  9ui$  laeeesere  nen  desinelHitU :  apud  hrnna- 
lütaíú  vero  pro fessares  tanquam  aliad  hammis  nee  mtAí  loeus  nec 
ratíú  uüa  canstabat.  > 

Trabajo  costaría  poner  de  manifiesto  la  pequenez  qoe  á  primera 
vista  se  descabreen  semejantes  contrariedades,  si  faese  nueva  en  la 
bistoria  la  oposición  que  saluda  siempre  entre  los  hombres  de  ciencia 
al  anuncio  de  cualquier  idea  orígi^  y  peregrina.  Si  se  esceptüan 
las  cuestiones  de  religión ,  y  eso  que  la  religión  y  la  verdad  es  una, 
en  nada  tanto  como  cuando  se  busca  la  verdad,  se  vé  la  intolerancia 
del  bombrCy  el  espíritu  de  secta.  Fenómeno,  por  otra  parte,  (ácil  de 
esplicar.  El  dominio  de  la  idea  es  absohito :  le  parece  á  un  sabio  que 
es  dueño  de' la  idea  que  ha  concebido,  de  la  verdad  que  descubrió; 
y  aquella  le  arrastra,  y  de  esta  se  hace  esclavo.  El  entusiasmo ,  que 
pone  fuera  de  sí  al  hombre  poseedor  de  un  gran  proyecto,  es  lo  que 
ha  dado  á  todos  ese  carácter  de  escentrícidad  que  se  asemeja  á  locu- 
ra. Un  propietario  defendería  á  balazos  sus  fincas;  y  el  que  cree  serlo 
de  la  vercbd  tiene  por  enemigos  capitales  á  los  que  h  desconocen 
y  juraría  el  esterminio  de  los 'que  la  contradicen  ó  la  niegan.  Esta  es 
la  historia  de  todos  los  descubrimientos:  este  es  el  tipo  de  todos  los 
ÍQventorcs. 

Aunque  cueste  esplicar  el  desden  con  que  se  miraban  por  ciertas 
gentes  las  lenguas  sabias ,  cuando  mas  se  brindaba  la  ocasión  para 
su  estudio;  aunque  estrana parezca  esa  antipatía,  que  es  la  bandera 
negra  levantada  en  el  campo  de  la  ciencia,  siendo  así  que  esta  no 
deberia  tener  mas  que  una  bandera,  ni  otro  lema  que  la  verdad,  el 
divorcio  no  está  menos  probado :  buscábase  la  verdad  por  distintos 
caminos ;  y  como  el  hombre  es  esclusivo ,  bastaba  con  tomar  direc- 
ción contraria  para  empezar  por  desconocerse  y  acabar  teniéndose 
por  contrarios.  ¡Cuánto  ha  perjudicado  ese  desvío  á  los  progresos  de 
la  ciencia!  Si  desgraciadamente  ella  es  tan  larga  como  la  vida  corta, 
en  la  imposibilidad  de  saberlo  todo ,  hay  el  recurso  de  poner  en  tri- 
buto los  conocimientos  de  los  demás  para  venir  á  la  unidad  de  la 
ciencia,  sin  pretender  ser  enciclopédico,  que  ese  error  del  orgullo  fi- 
losófico ya  cesó:  el  siglo  de  los  enciclopedistas  ha  pasado. 

No  lo  fué  Alciato ,  aprovechándose  de  los  adelantos  que  otros 
realizaron  en  las  lenguas  sabias:  lo  que  él  hizo  fué  emplearlas  como 
auxiliares  de  la  ciencia  del  derecho,  única  que  estaba  llamado  á  ilus- 
trar. El  método  por  él  adoptado  y  las  ventaja^  obtenidas  resplaude- 
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cea  en  sus  obras ,  de  las  cuales ,  ya  que  no  un  verdadero  análisis^ 
liaremos  una  resena  rápida.  Otra  cosa  tampoco  sería  posible ,  siendo 
días  tantas  y  tan  escelentes,  tan  escasas  nuestras  fuerzas,  tan  re- 
ducido el  círculo  señalado  á  nuestras  observaciones. 

IV. 

Examinando  las  obras  de  Alciato  se  descubre  una  particularidad 
que  las  hace  mas  apreciables  y  constituye  para  su  autor  un  nuevo 
mérito.  No  participando  del  defecto  en  que  habían  incurrido  otros 
escritores  del  derecho,  en  vez  de  confundir  como  ellos  las  citas  con 
el  cuerpo  de  doctrina,  las  separa,  poniéndolas  al  margen  de  los  libros, 
con  lo  que  ha  realzado  su  claridad  y  método.  Por  eso  tampoco  es  de 
estranar,  vista  la  importancia  que  en  concepto  de  todos  los  sabios 
han  tenido  y  tienen,  se  hayan  hecho  de  sus  obras  varias  ediciones. 
Entre  las  principales  se  cuentan  una  en  seis  volúmenes  que  vio  la 
luz  pública  enBasiléa  en  1871,  y  otra  en  cuatro  en  1882,  edición  de  To- 
más Guarino.  Para  hacer  este  examen  se  ha  tenido  presente  laúltima» 
que  si  bien  coincide  en  el  fondo,  se  aparta  algún  tanto  en  el  orden 
y  colocación  de  los  tratados.  Esto  importa  poco :  otra  cosa  exige  ma- 
yor cuidado  y  nos  detiene  mas. 

Hemos  prometido  reseñar  el  ce^junto  de  estas  obras,  y  ¿será 
fácil  hacerlo  de  una  manera  rápida,  sin  deslucir  las  muchas  bellezas 
que  contienen?  ¿Es  posible  dar  idea  en  pocas  páginas  de  las  profun- 
didades del  derecho,  desenvueltas  por  el  autor  en  muchos  libros? 
¿Qué  haremos  con  nuestro  examen  sino  desflorar  magníficas  elucu- 
braciones, escelentes  comentarios,  cuestiones  hábilmente  tratadas 
que  vale  mas  ignorar,  que  no.  conocer  ligeramente  y  en  pálido  estrac- 
to?  Con  todo :  sin  negar  la  oportunidad  de  tales  reflexiones ,  aun  á 
peligro  de  incurrir  en  ese  defecto  inseparable  de  todo  estudio  ligero, 
algo,  todavía,  se  conseguirá  con  el  nuestro :  pudiendo  ser  mejor,  tal 
y  como  se  hace,  no  será  completamente  perdido  para  los  hombres 
amigos  de  la  ciencia.  La  idea  de  la  perseverancia  que  suponen  es- 
critos tan  varios  como  profundos,  la  consideración  de  que  ha  habido 
en  todos  los  tiempos  personas  consagradas  al  estudio  sin  dejarse  ar- 
redrar por  las  dificultades,  ni  seducir  por  la  ambición  que  hubiera 
podido  ofrecerles  posiciones  mas  lucrativas;  el  recuerdo  de  tan  res- 
petados maestros  que  conquistaron  por  la  fuerza  de  su  voluntad  y  de 
su  genio  tanta  nombradla  para  ellos  como  gloria  y  prez  para  los  si- 
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glos,  éñ  que  vivieron,  motivos  son  banlanle  poderosos  para  levantar 
la  natural  aspiración  de  los  jóvenes  hacia  ios  conocimieatos  titiles,  si 
■ts  que  na  sirven  también  para  desengañarlos  de  los  peligros  de  la 
ambición  qne  les  ofrece  triunfos  pasageros,  y  aeaso  tnas  tarde  el  ol- 
vido que  acompaña  siempre  á  los  reveses  de  la  fortuna  en  el  mundo 
político. 

Si  no  hubiera  otra  cosa  de  positivo  eii  las  modestas  ocupaciones 
de  un  hombre  científico,  que  la  tranquilidad  de  sti  conciencia  y  la 
idea  de  haber  contribuido  al  bien  sin  convertirlo  en  su  provecho, 
esa  satisfacción  nadie  la  negará  á  los  grandes  jurisconsultos ,  los  pri- 
ineros  en  establecer  sobre  bases  sólidas  el  derecho ,  alma  de  las  so- 
ciedades, los  primeros  en  procufar  las  condiciones  del  deber,  en  ha- 
cer respetables  los  fueros  de  la  justicia ;  los  jurisconsultos,  los  hom- 
bres de  la  idea ,  consejeros  y  verdaderos  legisladores ,  aunque  sin 
las  ventajas  que  renuncian  á  favor  de  los  que  empuñan  el  timón  y  se 
aventuran  á  regir  los  destinos  de  los  pueblos.  Que  tal  hubiera  podido 
ser  el  ascendiente  de  las  obras  de  derecho,  publicadas  en  la  oportu- 
nidad con  que  vieron  la  luz  las  de  Alciato,  se  conoce  sin  mas  que 
reparar  las  tendencias ,  el  espíritu,  las  ideas  dominantes  en  el  si- 
glo XVI.  ünpaso  mas;  y  los  que  hacen  una  revolucionen  la  enseñan- 
za, y  los  qus  cuentan  entre  sus  discípulos  la  parte  escogida  de  la  ju- 
ventud, y  los  que  avasallan  con  el  ascendiente  de  sus  opiniones  á 
las  escuelas  mas  florecientes,  los  que  por  la  superioridad  de  sus  lu- 
ces, aunque  lejos  del  gobierno,  influyen  en  los  consejos  de  los  sobe- 
ranos y  deciden  del  porvenir  de  las  naciones,  esos  jurisconsultos  que 
no  eran  inferiores  á  los  supuestos  reformistas,  y  que  les  escedian  en 
pureza  de  doctrina,  en  prestigio  y  en  autoridad  moral,  hacen  con  mas 
ventaja  que  ellos  la  reforma  social  y  política.  ¿  Por  qué  limitaron  sus 
aspiraciones?  ¿Porqué  siguieron  otro  rumbo?  ¿En  qué  consiste  que 
profesaron  mas  amor  á  la  antigüedad,  que  deseos  ¡mostraron  dé 
producir  novedad  y  conflicto?  No  nos  toca  á  nosotros  decirlo.  Lo 
cierto  de  ello  es  que  el  pensamiento  de  tan  ilustres  jurisconsultos  se 
refleja  en  sus  obras,  y  las  obras,  producto  de  los  adelantos  de  una 
existencia  consagrada  á  las  pacíficas,  pero  honrosas  y  decisivas  tareas 
del  magisterio,  rebosan  ese  espíritu  de  clásica  erudición,  de  ricas  in- 
vestigaciones, de  amor  á  la  antigüedad,  de  respeto  á  las  leyes;  obras 
de  las  cuales  es  un  modelo,  si  no  el  mas  acabado,  el  cuerpo  de  dob- 
Irinas,  comentarios,  oraciones  y  discursos  del  jurisconsulto  Alciato. 

€uatro,  hemos  dicho^  que  son  los  tomos  en  folio  según  la  edición 
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•de  Gnaríno,  que,  sin  contar  otros  trabajos  particalafes,  áejó  escritos. 
^l  antiguo  profesor  de  Avignon.  En  ellos  se  comptiende  lo  mejor  y 
roas  selecto  de  la  jurisprudencia  romana;  materias  anteriormente 
tratadas  por  otros  jurisconsultos;  pero  que  él  ilustró  por  los  especia- 
les conocimientos  que  tenia  en  las  lenguas  sabias,  y  merced  al  or- 
den y  estension  que  diera  á  sus  investigaciones  científicas.  Los  to- 
mos I.*"  y  2.**  sou  una  ilustración  del  Digeslo.  Los  comentarios  del  4." 
recaen  sobre  los  títulos  principales  de  aquella  compilación  formada 
€on  las  máximas  y  declaraciones  jurídicas  de  los  mas  esclarecidos  in- 
genios. El  lector  podrá  encontrar  en  las  cinco  partes  de  que  consta, 
comentarios  á  los  títulos  dejustüia  etjure,  de  rebus  creditü,  de  li- 
bem  et  posthumis  heeredibus  instituendis  vel  exheredando  vel  pr(F  - 
terüis,  de  bonorumpos^sionibus,  etc,y  etc.  Estensos  comentarios 
completan  la  materia  del  segundo  tomo  que  trata  de  verborum  obli- 
gatUmUfus,  En  las  dos  primeras  partes  del  tercero ,  examina  impor- 
tantes títulos  del  Código  Justiniañéo,  reservando  la  tercera  parte 
para  hablar  de  otros  del  5.°  de  las  Decretales.  Como  muestra  de  la 
universalidad  que  procuró  dar  á  sus  estudios,  bastará  decir  que  alU 
se  encuentran  comentarios  á  los  títulos  efe  «tíwww  Trinitate  etfide  Ca- 
tólica, de  sacrosanctis  edesiis  del  libro  1.^,  comentarios  á  los  títulos 
de  edendOf  injus  vocando,  depactis  et  transactionibus  ,  del  2.^;  ai 
título  Finium  regundonim,  del  3.**  y  muchos  otros  del  libro  6.**  y  si- 
guientes, que  en  gracia  á  la  brevedad  omitimos,  subre  no  poder  dar 
idea  de  ellos.  La  tercera  parte  consagrada  al  5.^  de  las  Decretales, 
es  también  completa:  todo  el  derecho  canónico  puede  decirse  quo 
está  tratado  en  sus  ocho  títulos.  De  officio  judids  delegati.  De  offh- 
cío  judids  ordinarii.  De  judicüs,  de  causa  possessionis  etpropietatis. 
De  jurejürando,  de  prescriptionüms ,  de  rebus  eoc.  alienandis  vel 
fwn.  De  penitentiis  etremisionüms,  Vero  donde  mas  resalta  la  nove- 
dad es  en  el  tomo  4.®  que  comprende  seis  libros  paradox  juris  civi- 
liSy  cuatro  dispunetionum ,  áos  praUermissorumf  doce  titulados  pa- 
rengoHy  seu  obiter  dictorum  juris,  uno  de  magistratíbus,  ávilibus 
que  et  militaribus  officiis,  uno  de  smgulari  certamine,  uno  de  p*(B- 
mmptionibus,  uno  de  ponderíbus  et  mensuris,  cuatro  de  verborum 
significatione,  varías  oraciones  y  discursos,  las  anotaciones  in  Come- 
iium  Tadtum  y  el  famoso  libro  que  tituló  Emblemata. 

No  hemos  entrado  á  analizar  los  comentarios  de  los  anteriores 
volúmenes- por  comprender  estrictamente  la  materia  del  derecho  fo- 
voiaao^  mataría  mas  ó  menos  generalmente  conocida;  y  de  la  cucd 
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otros  se  habian  ocupado  antes,  ilustrándola  con  ^bsas  y  oomenta* 
ríos.  Hemos  prescindido  del  análisis  de  estos  estadios,  paes  aonqae 
en  cierto  modo  superiores  por  los  especiales  conodmientos  del  que 
los  hacía,  en  primer  lugar  no  son  únicos,  y  en  segundo,  y  esto  nos 
sería  mas  duro,  tendríamos  que  reconocer  alguna  ligereza  puestos 
en  comparación  con  los  de  Cujas,-  que  analizaremos  en  su  dÜa.  Eso 
no  quita  para  que  demos  á  conocer  su  méríto  y  su  buen  juicio  bar 
ciendo  indicaciones  sobre  los  últimos  tratados  comprendidos,  conio 
hemos  dicho,  en  el  4.^  volumen  de  sus  obras.  Sirva  de  ejemplo  lo 
siguiente. 

El  capítulo  1.^  de  las  Paradojas  lleva  por  epígrafe  cotice  sifU 
stipulatianes  prostarioR,  qtue  judiciales^  qux  comunes,  et  quemadmC' 
dum  á  doctaríbus  locas  hic  mole  percipiatvr» .  En  el  comentario  es- 
pone que  él  había  sonido  la  misma  división  hasta  que  conoció  que 
no  era  exacta:  el  jurisconsulto  Pomponio,  de  cuyas  respuestas  fué 
tomada,  atendió  en  dichas  estipulaciones,  no  al  origen,  sino  al  ejer- 
cicio por  razón  de  la  autoridad  ante  quien  se  proponían;  <ain  hisce 
stipülationibus  non  originem  á  quo  introdúcUe  sunt  sed  eseercitium 
eoram  quo  videlicet  proponantur  petpendisse.n  En  todo  el  párrafo, 
que  está  lleno  de  erudicon,  rectifica  y  espone  las  ideas  sobre  este 
tema.  En  el  segundo  trata  la  cuestión  de  si  la  cantidad  adicta  á  la 
estipulación  se  debe  considerar  como  pena  ó  un  equivalente  del  quod 
interest,  lo  cual  le  presta  ocasión  para  demostrar  la  segunda  parte 
del  epígrafe  que  dice  et  Doctorum  in  hac  questione  incuria.  Igual 
objeto  se  propuso  en  el  cuarto  que  lleva  por  título,  testatoroR  legata- 
rio stipulari  nonposse,  et  Bartoli  sensum  ad  leg.  uU,  C.  de  Fidei- 
comissis  licet  ab  ómnibus  approbatam  jure  non  defendi,  etc. 

No  es  menos  útil  el  orden  con  que  procede  en  lo  que  llama  dis-- 
punctiones,  según  puede  verse  por  ios  ejemplos  citados  á  continua- 
cion.  En  el  capítulo  1.®  cuyo  epígrafe  es,  mide  possessio  dicta  sit, 
rectifica  las  opiniones  emitidas  acerca  de  la  etimología  de  la  palabra 
posesión,  derivada  según  Paulo,  á  pedibus,  quüsi  pedum  positio, 
aunque  el  mismo  ad  edictum  dice  á  sedíbus  quasi  positio.  Alciato 
añade  que  ninguno  conocedor  del  latín  ignorará  que  en  la  etimolo- 
gía de  la  palabra  posesión  nada  hay  que  hable  de  pies,  sino  que  possi" 
dere,  residere,  se  forman  del  verbo  sedeo  y  luego  pregunta  ¿qué  mé- 
rito tendrán  las  cuestiones  promovidas  por  Baldo,  Paulo  de  Castro , 
Jason  y  otros,  cuando  no  se  cuidaron  de  saber  por  qué  la  posesión 
se  denomina  mas  por  los  píes  que  por  otra  parte  del  cuerpo?  Ni 
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ipuen  admitirá  el  argamento  de  Acursio,  que  no  hay  propiamente 
posesión  en  las  cosas  muebles  quoniam  in  earum  possessionem  pedv- 
htó  noneamusl  Continuando  el  mismo  orden  de  sus  observaciones, 
se  ocupa  en  otro  de  conciliar  las  opiniones  discordantes  acerca  de 
la  acción  que  compete  á  una  ciudad  por  el  robo  verificado  en  sus 
caudales.  Esplica  en  otro  si  hay  diferencia  entre  la  palabra  gestum 
$t  factura;  y  en  otro  inquiere  la  etimología  de  la  palabra  suppellex, 
consiguiendo  en  muchos  aun  reintegrar  el  testo^  de  lo  cual  es  una 
prueba  el  título  de  prob.  en  el  cual  dice  que  falta  una  ley  y  la 
suple. 

En  el  primer  libro  de  los  dos  llamados  prcetermissorumy  dá  cuen- 
ta por  orden  alfabético  del  significado  de  varias  palabras  con  espre* 
sion  del  que  tienen  para  varios  autores.  Todo  el  plan  de  la  obra  se 
conoce  por  lo  que  el  mismo  Alciato  espresa  en  el  proemio  del  se^ 
gundo  libro  <nU  qtUB  dictiones  gracm  sparsim  per  digestorum  varía 
respoma  á  jwrisconsuüis  refererUur,  et  impressorum  incuria  de  intr 
pressis  volumiiiibm  sunt  onússoR,  in  mum  ordinem  restHuantur.  La 
ejecución  corresponde  al  pensamiento.  Era  precisa  para  el  perfecto- 
conocimiento  de  tales  libros  la  diligencia  empleada  en  esplicar  el 
sentido  de  las  palabras  griegas  que  tanto  abundan  en  ellos. 

Los  doce  libros  del  llamado  parergon  juris  son,  á  no  dudarlo, 
verdaderas  ilustraciones  del  derecho,  y  el  autor  no  se  ha  equivoca* 
do  en  creerlo  así;  pues  no  á  la  ligera,  sino  con  bastante  deteacion^ 
vuelve  á  m  examen  de  las  etimologías,  rectifica  muchas  leyes,  y  dá 
razón  de  las  autoridades  y  opiniones  de  algunos  jurisconsultos. 

Es  curiosísimo  el  libro  de  las  magistraturas  que  son  muchas  eq, 
número,  y  están  espuestas  con  separación  las  de  Oriente  y  las  de 
Occidente:  del  interés  que  ofrezca  el  libro  sobre  duelos  no  hay  para 
que  hablar,  viendo  la  importancia  de  la  materia,  y  de  las  útiles 
cuestiones  que  trata  con  ese  motivo. 

Para  hablar  de  las  proRSumptioíies,  doctrina  importante  como  el 
autor  hace  nptar  en  la  introducción  al  tratado  que  las  dedica,  divide 
el  asunto  en  tres  partes,  á  saber:  de  fictione^  de  proesumptione  juris 
etdejure^etdeprcesumptionejuris.Eíi  el  discurso  de  esta  obra, 
establece  tres  reglas  y  como  consecuencia  de  ellas,  varias  presuncio- 
nes que  esplica.  Asi  por  ejemplo  dice:  regla  1*^  qualitas  quos  naturia 
liter  inest  homini  semper  adesse  prossumüur,  de  cuya  regla  deriva 
cincuenta  y  tres  presunciones;  la  2.^  et  principalis  regula  est  quod 

mutatio  non  prmsumatur;  conforme  á  ella  establece  treinta  y  seí» 
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presunciones;  la  3.*  es,  quo^  semper  fitproRSumptio  in  meliorem  pan^ 
tem  V  á  ella  refiere  cuarenta  y  cinco.  ^ 

Por  la  minuciosidad  empleada  tn  estos  libros  que  resalta  á  pri- 
mera vista,  sin  citar  nuevos  ejemplos,  sé  vendrá  en  conocimient(í' 
de  la  que  desplegaría  en  la  clasificación  ¿e  pesos  y  medidas,  asf 
como  de  la  oportunidad  de  las  observaciones,  al  libro  de  verioruni 
^ignificatione  y  del  comentario  á  Tácito.  De  igual  suerte  se  conciben 
el  mérito  de  sus  oraciones  pronunciadas  en  las  escuelas  en  que  es-' 
plicó  el  derecho,  con  las  que  inauguraba  sus  lecciones,  de  las  que 
pudo  servirse  para  lucir  los  conocimientos  que  tenía  en  las  lengaás 
sabias  el  célebre  Alciato,  ese  profesor  literato,  tan  cuidadasanlente 
^crupuloso  por  conservar  la  pureza  de  idioma  que  hablaron  ilustres 
jurisconsultos  y  oradores.  Por  último,  seria  necesario  todo  un  articu- 
ió  para  ponderar  el  ínérito  y  la  originalidad  de  su  tratado  que  inti^ 
tul6  los  Emblemas  corregido  por  el  mismo  autor,  y  que  ha  mereci- 
do la  honra  de  ser  traducido  á  diferentes  idiomas.  En  la  imposíbfli^ 
dad  de  ofrecer  una  muestra,  porque  tampoco  sabríamos  elegir  entré 
los  muchos  emblemas  que  contiene,  tomados  unos  de  las  virtudes, 
otros  de  los  vicios,  dé  las  pasiones,  de  los  hechos  de  la  vida  otrDS', 
y  hasta  délos  árboles,  én  los  que  encuentra  el  Sentido  misterioso  qtíé 
encierran,  debemos  recomendar  esos  emblemas,  figuras  alegóricas 
que  bajo  formas  sensibles  y  en  palal)ras  cortas  y  sentenciosas,  en- 
vuelven un  gran  pensamiento,  están  destinados  á  representar  toái 
un  sentido  moral,  acaso  mejor  que  lograría  hacerse  con  íampulosos 
y  redundantes  discursos. 

Si  este  ensayo  no  corresponde  al  objeto,  no  será  culpa  de  nues- 
tra intención,  la  cual  se  dará  por  satisfecha  con  haber  logrado  es- 
citar la  curiosidad  de  los  jóvenes  que  no  conocieran  estas  obras,  y 
mas  todavía  lo  estará,  si  hemos  dado  á  entender  á  aquellos  para 
quienes  sean  familiares,  el  aplauso  con  que  admiramos  su  afición,  el 
interés  que  para  nosotros  tiene  su  estudio. 

Benito  (¡otíerrez. 
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El  foftento  de  ta  agrimltura  y  4e  la  industria  y  el  aomeoto  de 
la  población  para  conseguirle  y  para  llev»  á  la  poáble  perfeeoMMi 
i^^llcy^  dosütiidos  ttídi&a&tiales  de  la  sólida  y  verdadeía  riquesa  y 
Mciáad  de  un  estado  socikl,  han  sido  siempre  en  todas  las  aaeidned 
eidtas  el  «iijetei  mas  preferente  de  su  legislación  y  el  qüfe  ha  llamiuio 
ta» ¡primeras  atenciones  de  sus  gobernantes. 

Cknno  mb  de  los  princiifales  medios  para  el  logro  de  tan  iiAipor^ 
tantos  objetos,  es  la  duoeáioní  foraosa  <ai  eomo  se  prbpoBe  end  Pñh 
fBeío'áe  Código  tivtt  espttííol.  P(Nr  eso  stmos  acérrimos  partidarios 
de  esta  disposición  legislativa  y  la  soitendrenM»  basta  donde  alean- 
eéíif  nuestras  débíl^  fuerzas.  Por  medio  de  la  sucesión  foj:zosa ,  le 
dffide  la  propiedad  y  mudias  veces  un  vasto  patrimonio  entre  todo^ 
l«é  individuos  ^  una  fotnüia,  como  sucede  en  Castilla.  Sin  esto  la 
pttypiédad  permanecería  amortizada  en  manes  de  vm  solo  individuo^ 
mientras  que  los  deínás  de  la  familia  se  verían  privados  de  todos  I09 
^^etfientog  que  le  son  «eee^arios  para  fomentar  la  agricultura^  el 
comercio  y  las  artes,  como  sucede  en  Catalana. 

Se  nos  dirá  quizás  que  á  pesar  de  esto  Catafainaes  una  de  las 
imviñcias  de  £spa3a  eá^e  ha  adehaiado  mas  la  agricultura;  pe- 
ro esto  es  delndo  al  contrato  enfitéutice,  como  lo  hemos  demostiado 
rnthi  Memoria  sobre  Wconoemencid  y  utilidad  de  ta  sucesión  for-- 

lyquel  famoso  eoátrato,  que  tanto  se  ha  generalizado  entre  bs 
«atalanesy  desde  las  .ciudades  mas  populosas  alas  aldeas  mas  insiga 
nificanteS)  ha  sido  el  principal  elemento  de  la  población,  del  cnltivoy 
de  las  propiedades  y  de  la  riqueza  del  ant%uo  Principado.  Si  á  esta 
einijenacion  del  dominio  útil  se  hubiese  añadido  la  división  de  la 
piMfneéad,  que  lleva  consigo  la  sucesión  forzosa,  Catduna  seria  uno 
de  lo^paises  mas  ricos;  sus  tierras  serian  las  mas  bien  cultivadas,  y 
sus  campos  parecerían  unos  jardines,  como  suoede  en  Francia  don^ 
de  elciste  este  importante  elemento  del  desarrollo  de  la  agricultura» 

La  multitud  de  tierras  aglomeradas  eú  una  sola  n^no,  haoe  qite 
i^IffvedM  ctdtivarse  bien;  ¿Cómo  es  posiUe  que  un  colono  con  ua» 
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6  dos  pares  de  baeyes,  pueda  cultivar  bien  cincaenta  6  sesenta 
cuarteras  de  terreno,  qoe  es  lo  qoe  comnnmenfe  tienen  las  hereda- 
des en  este  país?  Esto  es  imposible;  no  pueden  dar  á  los  campos  las 
labores  que  le  son  necesarias  para  prepararlos  cual  corresponde  4 
recibir  la  semilla  y  destruir  las  malas  yerbas;  en  una  palabra,  no 
pueden  hacer  mas  que  escarbar  la  tierra,  al  paso  que  se  ven  priva- 
dos de  estercolarla  y  de  hacer  en  ella  todos  los  ab^os  que  son  ne- 
cesarios para  hacerla  fructiferar. 

Asi  es  que  grandes  estensiones  de  terrenos  dados  á  parcería 
producen  muy  poco  en  comparación  de  las  tierras  concedidas  eii< 
enfiteusis.  ¿T  en  qué  consiste  esto?  En  que  los  colonos  carecen  por 
lo  común  de  los  capitales  que  se  necesitan  para  cultivar  grandes 
propiedades,  al  paso  que  no  tienen  grande  afán  para  cultivar  bien  un 
terreno  que  puede  quitárseles  luego  de  finido  el  arriendo. 

Todo  k)  contrario  sucede  con  d  enfiteusis.  Por  medio  de  esta 
contrato  se  divide  una  grande  heredad  entre  muchos  individuos, 
quienes  pasan  á  ser  propietarios  de  lo  que  antes  pertenecia  á  un  sob 
dueño.  Estos  propietarios  tienen  mas  apego  á  esas  haciendas,  porque 
saben  que  son  suyas,  y  que  por  lo  tanto  nadie  se  las  puede  quitar 
pagando  el  canon  ó  censo  que  se  baya  convenido.  T  no  solo  las  cul- 
tivan mejor,  porque  es  mucho  mayor  el  número  de  brazos  que  st 
ocupa  en  ello  cuanto  mas  dividida  está  la  propiedad,  sino  que  hacen 
en  ella  toda  clase  de  mejoras. 

El  dueño  de  una  finca  tiene  un  interés  en  cultivarla  bien  y  en 
mejorarla  todo  lo  posible,  porque  sabe  que  le  producirá  muy  buenos 
intereses  el  capital  que  en  ella  empleare,  al  paso  que  al  cobno  ó  ar-- 
rendatario  le  interesa  esquilmarla,  haciéndola  producir  lo  mas  qu» 
pueda,  empleando  el  menor  capital  que  le  sea  posible.  No  hace  en 
ella  nmguna  mejora,  ora  porque  carece  de  los  medios  que  le  son 
necesarios,  y  ora  porque  sabe  que  cuanto  mejor  ó  mas  productiva 
sea,  mas  escitará  la  codicia  de  los  demás  y  que  está  mas  es  puesto  i 
que  se  la  quiten  ó  le  hagan  subir  el  precio  dd  arriendo. 

Esta  es,  paes,  la  razón  porque  una  heredad  que  solo  produceen 
arriendo  cuatro  mil  reales,  es  susceptible  de  rentar  doce  mil  conce- 
dida en  enfiteusis,  pues  hemos  tenido  ocasión  de  observar  muchas 
veces,  que  por  este  medio  se  triplica  la  renta  de  los  predios  rústicos 
en  aqueUos  territorios  en  que  no  faltan  brazos  para  el  cultivo  de  las 
tierras.  De  modo  que  además  del  aumento  tan  considerable  de  la 
renta  que  esperimenta  el  propietario  de  un  terreno  dado  en  enfiteu- 


siSy  tiene  la  Ventaja  de  retener  para  sí  el  dominio  directo,  que  lleva 
aneja  la  facultad  de  retraer  la  finca  enfeudada  siempre  que  se  ena- 
jene,  y  de  percibir  el  correspondiente  laudemio  por  los  traspasos 
<pie  tuviere,  no  solo  del  valor  de  la  finca,  sino  del  importe  de  las. 
mejoras  hechas  en  la  misma. 

La  vinculación  resistía  este  contrato,  que  supone  la  enajenación 
del  dominio  útil;  pero  era  una  injusticia  muy  trascendental  á  la  ri- 
queza pública,  privar  á  los  mayorazgos  esta  enajenación,  que  por, 
una  parte  conservaba  las  propiedades  vinculadas  en  las  familias  por 
medio  de  la  reserva  del  dominio  directo ,  y  por  otra  parte  aseguraba 
su  renta  tanto  mejor,  cuanto  que  hace  responder.de  ella  á  un  com- 
partícipe de  la  propiedad ,  como  dice  el  ilustre  Jovellanos  en  su  in- 
forme sobre  la  ley  agraria. 

En  Cataluña,  sin  embargo,  por  una  costumbre  muy  provechosa, 
se  estableció  que  el  poseedor  de  una  viaculacion  pudiese  hacer  en 
esta  concesiones  enfitéuticas ,  que  no  se  consideran  en  rigor  como 
una  absoluta  enajenación,  por  cuanto  el  propietario  solo  se  des- 
prende del  dominio  útil,  y  retiene  para  sí  y  sus  sucesores  el  dominio 
directo. 

Esto  dio  lugar  á  que  se  hicieran  en  el  antiguo  Principado  muchas 
concesiones  de  esta  naturaleza  de  inmensas  estensiones  de  terrenos 
incultos  y  eriales,  que  hubieran  permanecido  perpetuamente  amor- 
tizados é  improductivos  para  sus  dueños  y  para  la  sociedad. 

La  mayor  parte  de  los  olivares ,  viñedos  y  caseríos  que  pueblan 
Cataluña  y  que  constituyen  graii  parte  de  su  riqueza  territorial,  no 
existirian  en  el  dia  si  no  hubiese  recibido  tanto  impulso  y  protección 
el  contrato  enfitéutico. 

Pero  el  Real  decreto  de  8  de  agosto  de  1851 ,  que  rige  sobre 
uso  del  papel  sellado ,  vino  á  poner  una  traba  á  este  famoso  contra- 
to en  cuanto  exige  para  esta  clase  de  escrituras  el  papel  sellado  de 
ilustres,  cualquiera  que  sea  el  censo  que  se  imponga. 

De  estas  escrituras  se  hacen  dos  copias ,  que  siempre  ha  de  pagar 
el  adquisidor  por  pacto  espreso,  una  que  le  sirve  de  título  de  la  pro- 
piedad que  adquiere  y  otra  que  ha  de  entregar  al  señor  directo  para, 
garantía  del  censo  que  se  impone. 

Estas  escrituras  suelen  ser  muy  estensas  por  los  muchos  pactos 
<pie  contienen  y  comunmente  ocupan  dos  pliegos  de  sello  de  ihistres. 
fie  modo  que  en  las  dos  copias  que  han  de  sacarse  se  emplean  cua- 
tro pliegos  del  papel  de  esta  clase ,  que  cuestan  doscientos  cuarenta^ 
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Téíífs.  Itekfat  esta  soma  al  2  por  iOO  del  deredbo  de  Updtecas  éd 
censo  que  se  impone ,  capitalizado  á  razón  del  3  por  iOO  y  á  los  de-^ 
rechos  de  la  escritura,  resi)ita  que  el  adquisidor  de  un  pequero  pe- 
dazo de  terreno ,  aunque  este  sea  incuho  ó  erial  y  que  aquel  sea  un 
pobre  jornalero,  no  le  baja  de  cuatrocienlos  reales  lo  que  tiene  qoe 
desembolsar  para  la  adquisición  de  aquel  terreno. 

Véase ,  pues ,  como  lejos  de  favorecerse  un  contrato  que  tanto  ha 
contribuido  á  la  prosperidad  de  Cataluña,  se  le  han  puesto  trabas  y 
gabelas  que  dificultan  su  uso ,  hasta  el  punto  de  haberse  observado 
una  notable  disminución  desde  que  rige  el  citado  Real  decreto  sobre 
uso  del  papel  sellado. 

Hemos  hecho  estas  indicaciones  en  beneficio  de  nuestro  pais,  es- 
perando que  no  serán  desatendidas  por  el  señor  Ministro  de  Haden* 
da,  y  que  con  el  celo  que  tanto  le  distingue  se  apresurará  á  remover 
la  remora  que  se  opone  á  los  progresos  de  nuestra  agricultura  y  al 
bienestar  de  los  laboriosos  catalanes.  £1  comercio,  la  agricultura  y 
las  artes  no  pueden  prosperar  en  ningún  pais,  si  se  las  ponen  tra- 
bas que  las  opriman. 

FráDdseo  de  Poo. 


DEL  DELITO  DE  YMLi€ION. 


En  materia  de  violación  ¿puede  darse  la  existencia  del  delito 
frustrado,  tal  cual  le  define  el  Código,  6  no  caben  mas  que  la  tenta^ 
Uva  y  él  delito  consumado  í 

La  generalidad  inflexible  con  que  nuestro  Código  penal  ha  esta- 
blecido una  clasificación  artísticamente  uniforme ,  á  cuyos  miembros 
se  refieran,  como  á  otros  tantos  tipos,  los  actos  humanos  en  su  tu-: 
finita  variedad,  dá  margen  á  que  algunos  de  estos  resistan  adaptarse 
i  la  medida  inventada  por  el  legislador;  porque,  atenta  la  ley  penal 
para  definir  el  delito  y  graduar  la  pena ,  no  solo  á  los  actos  materia^ 
IdA  practicados  por  el  delincuente,  sino  al  proyecto  de  que  los  supo- 
ne medbs,  hay  proyectos  criminales  cuya  ejecución  admite  gra^- 


ML  BBUTp  PK,  VlOI4PPIf,  199. 

ei^i^  de  UfiH  4e8lij;ide  en  el  terjreiio  d^  la  práctica  y  de  formulacioa 
exact;^  en  el  caiupQ  de  las.  c^las  generales,  y  los  hay  que  no  se 
pr^tan  mas  que  á  uot  deslinde,  por  decirlo  asi^  moral ;  á  una  apre- 
ckicipn  prudencial,  á  que  no  dá  entrada  la  rigidez  de  los  preceptos 
del  Código  por  su  tendencia  á  medir  los  grados  del  delito  según  la 
mayor  ó  menor  distancia  á  que  se  encuentran  de  la  consumación,  y 
no  según  también  los  esfuerzos  que  hizo  el  delincuente  para  arribar 
á.ella.  En  el  delito  de  que  voy  á  ocuparme ,  se  palpa  ese  inconve* 
niente;  de  tal  modo  qijie,  habiendo  avanzado  el  criminal  cuanto  mo- 
raímente  necesita  avanzar  para  incurrir  en  la  responsabilidad  penal 
inmediata  á  la  consumación  de  su  propósito,  se  divisa  éste  no  obs- 
tante á  graii  distan<;ia  legal  y  material,  y  aun  se  toca  la  imposibili* 
dad  de  marcar  un  grado  de  ejecución  que  corresponda  á  otra  cosa 
queá  tentativa  ó  á  delito  consumado* 

£1  Código  penal  m  de(inió  el  delito  consumado  en  general,  sin 
duda  porque  su  definición  era  innecesaria  una  vez  dada  la  de  la  ten- 
tativa y  del  frustrado,  é  inútil  habiendo  de  definir  en  particular  cada 
delito  cuya  naturaleza  lega)  lo  requiriese.  Rara  será  la  infracción  en 
que  el  testo  de  la  ley  preste  fundado  motivo  á  dudas  en  la  califica- 
ción de  un  (i^to  como  consumado;  mas  frec^ente  es  encontrarlas 
para  dudar  si  ona  acción  criminal  es  tentativa  ó  delito  frustrado ;  y 
hay  delitos  que  no  admiten,  á  juicio  nuestro,  la  gradación  de  frustra- 
<}os.  Nos  concretaremos  especialmente  á  demostrar  que  la  violación 
es  de  ese  número. 

Dice  el  Código  en  su  art.  5."*  que  son  punibles,  no  solo  el  delito 
wnmmadOy  sino  el  frustrado  y  la  tentativa.  Define  luego  los  dos  últi- 
mos modos  de  delinquir,  y  los  define  de  una  manera  general,  unívoca, 
presentando  un  solo  tipo  de  cada  uno  de  ellos ;  mas  no  añade  que 
todo  hecho  criminal  admita  la  sucesión  de  aquellos  tres  estados,  ni 
hubiera  sido  prudente  una  aserción  en  que  el  legislador  podia  verse 
desmentido,  á  no  dar  alguna  intervención  al  arbitrio  prudente  de  los 
tribunales  para  la  separación  de  aquellos.  Entretanto,  debiendo  ate? 
nemos  á  la  inflexibilidad  de  una  fórmula  única,  si  aparece  un  delito 
de  tal  índole  que  no  haya  térmios  hábiles  para  amoldar  á  las  defini- 
ciones del  Código  los  tres  grados  de  ejecución  que  ellas  hipotética- 
néjente  determinan,  habremos  de  afirmar  que  no  admite  tantos,  y  ad- 
mitiremos solo  aquellos  que  sean  compatibles  con  el  tenor  legal. 
Ihora  bien,  probemos  á  aplicar  á  la  violación  la  idea  que  el  Código 
iií  del  delito  frustrado  en  general,  y  se  verá  que  es  imposible  adap- 
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társela.  Pongamos,  para  mayor  esclarecimiento,  un  caso  práctico;  y  ' 
sea  el  que  nos  ha  sugerido  la  cuestión  que  nos  ocupa,  digno  por  cier- 
to de  figurar  en  el  catálogo  de  los  mas  atroces  delitos.  Cuatro  jóTe- 
nes  espadadoras,  que  se  habian  recogido  á  pasar  la  noche  en  el 
pajar  del  dueño  que  las  tenia  contratadas  para  la  indicada  labor,  son 
acometidas  de  la  manera  mas  violenta  por  tres  hombres  casados. 
Los  gritos  de  las  victimas  hacen  venir  gente  después  de  un  largo 
rato  de  lucha;  y,  á  la  aproximación  de  aquella,  los  agresores  huyen 
sin  haber  consumado  ninguno  su  delito.  La  fuerza  sufrida  por  tres 
de  las  espadadoras,  apenas  dejó  huellas;  pero  uno  de  los  agresores 
se  habia  ensañado  tan  bárbaramente  en  la  cuarta,  que  tardó  mas  de 
setenta  dias  en  curar  de  las  lesiones  que  recibiera  en  los  órganos 
sexuales  estemos,  quedando  alguno  de  ellos  totahnente  destruido. 
¿Merecerá,  pues,  calificarse  de  violación  frustada  ese  atentado?  Ha- 
biendo sostenido  que  la  violación  frustada  no  es  conciliable  con  las 
prescripciones  legales,  veamos  ya  de  probarlo,  sirviéndonos  la  ley 
de  punto  de  partida. 

Hay  delito  frustrado^  según  espresa  el  art.  3.**  del  Código,  cuan- 
do el  culpable,  á  pesar  de  haber  hecho  cuanto  estaba  de  su  parte 
para  consumarlOy  no  logra  su  mal  propósito  por  causas  indepen- 
dientes de  su  voluntad.  Dedúcese  de  ahí  que  para  la  existenciadel  de- 
lito frustrado  se  requiere:  1."*  que  el  delincuente  ejecute  el  último 
acto  que  él  puede  poner  para  consumar  el  delito,  sin  el  que  este  no 
jpuede  consumarse,  y  mas  allá  del  cual  nada  puede  poner  el  delin- 
cuente: y  2.*^  que  ese  último  acto  no  produzca,  por  causas  indepen- 
dientes de  la  voluntad  del  culpable,  el  efecto  que  el  culpable  se 
promete,  ó  el  efecto  mayor  que  puede  producir,  aunque  el  culpable 
no  se  le  proponga  espresamente.  Esta  doctrina,  con  que  autorizados 
intérpretes  desenvuelven  el  citado  artículo,  supone  que  el  último 
acto  que  de  parte  del  culpable  se  requiere  para  consumar  el  delito, 
y  los  efectos  de  ese  acto,  ó  sea  el  delito  consumado,  son  diversos: 
las  palabras  del  Código  justifican  plenamente  esta  interpretación ;  y 
sin  embargo,  el  supuesto  no  es  siempre  cierto.  El  última  acto  que, 
para  matar  á  otro,  puede  poner  uno  que  quiere  matarle  de  un  tiro, 
es  disparar  el  arma,  y  el  disparo  puede  no  causar  la  muerte.  Sepá- 
rase ahí  perfectamente  lo  que  estaba  de  parte  del  agente  para  con- 
sumar su  mal  propósito  de  matar,  y  la  realidad  de  la  muerte ;  y  lo 
mismo  acontece  si  figuramos  al  criminal  armado  de  un  puñal  ó  un 
veneno.  Pero  hay  modos  de  delinquir,  y  hay  delitos  en  los  cuales 


Qo'cabe  separar  un  úkimo  acto  que  el  (teKacaente  haya  de  poner  si 
ha  de  óQQsamar  el  delito ,  y  un  resultado  que  no  ha  de  realizarse, 
porque  el  perpetrador  no  busca  mas  que  el  primero,  sin  proponerse 
ulteriores  resultados,  ó  porque  uno  y  otros  son  mseparables.  El  que 
intenta  violar  á  una  mujer,  no  se  propone  de  ordinario  deshonrarla; 
su  fin  no  es  otro  que  la  satisfacción  de  su  apetito  sensual;  y  sin  em- 
bargo, esos  dos  resultados  se  enlazan  de  tal  suerte  que,  obtenido  el 
que  respecta  al  criminal,  es  inevitable  el  que  concierne  á  la  víctima. 
Él  primero,  lo  exige  la  ley  como  base  para  la  existencia  de  la  viola- 
ción frustrada;  el  daño  de  la  mujer,  exige  que  no  se  realice  para  «lue 
la  violación  no  llegue  á  consumada;  y  existir  el  uno  sin  el  otro  no  es 
posible.  Porque  ¿cuál  es  el  ultimo  acto  qae  ha  de  poner  el  violador 
para  consumar  su  detito,  mas  allá  de  cuyo  acto  no  necesite  poner 
nada,  y  á  pesar  del  cual  no  logre  su  mal  propósito  distinto  de  ese 
mismo  acto?  Responda  por  nosotros  el  art.  363.  Se  comete,  dice,  vio- 
iaeion  yaciendo  con  la  mujer  en  cualquiera  de  los  casos  siguientes, 
que  enumera.  La  voz  yacer  es  de  significación  sobrado  esplícita  para 
no  escusamos  de  nombrar  el  acto  á  que  se  refiere:  el  que  trata  de 
consumar  su  mal  propósito  de  violar  á  una  mujer,  njscesita  yacer  con 
ella,  si  ha  de  haber  hecho  cuanto  está  de  su  parte  para  consumar  la 
violación;  y  si  no  ha  de  lograr  esto  mal  propósito,  si  la  violación  no 
ha  de  pasar  de  frustrada,  necesita  no  yacer :  esos  dos  estremos  han 
de  tener  lugar  para  dar  existencia  á  la  violación  frustrada,  y  es  im- 
posible que  lo  tengan  porque  son  contradictoras;  luego  aquella  no 
puede  existir. 

No  veo  que  puedan  oponerse  á  la  opinión  sustentada  otras  ob- 
jeciones ,  que  las  fundadas  en  la  mala  inteligencia  dada  por  algunos 
al  art.  ^°  citado.  Han  creido  que  era  lo  mismo  hacer  un  deUncuenté 
dé  su  parte  cuando  pudo  para  consumm-  tal  delito,  y  hacer  cuanto 
estaba  de  su  parte  para  ello,  que  es  lo  que  exige  el  Código;  pero  la- 
diversidad  de  ideas  que  envuelven  ambas  frases  es  demasiado  grave 
jiara  que  lícito  sea  confundirlas,  porque  la  segunda  dice  relación  á 
cada  delito  en  abstracto,  y  la  primera  á  cada  caso  particular  de  cada 
delito.  Volviendo  á  uno  de  los  ejemplos  de  que  antes  me  serví,  el  que 
persigue  á  otro  para  matarle  con  una  arma  de  fuego,  y  le  acosa,  y 
trata  de  estrecharle  y  cojerle  á  tiro,  mas  no  consigue  impedir  que 
se  ponga  en  salvo  antes  de  dispararle,  ha  cometido  una  tentativa  de 
homicidio,  no  un  homicidio  frustrado,  porque  le  faltó  disparar  el  arma 
y  errar  el  golpe  para  que  el  homicidio  frustado  existiera.  Siendo  eso 
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9Dt  MiMHEAMI  fiÍCiMlLÍÍ>MHi 

1^1  ve^ME^c^  aepUd0  4&ta»  ftlalKa»  del  GM^ 
i^  á  otn»  tan  diferente  eomo  es  •€Ji  uidio%dQ,  ^  fjdUur.A  l^  ^ef^ 
de  ÍNiett9k  íQteiipretockm^iima^ría  pésala  doi  es  4ahlej  f^r  pqnsir 
guíente,  que  ba;a  vMacion  frustradla  alU  dwi^e  el  fooEndiw^  hiüi»  sí> 
cuanto  inüíií»,  noempero  otuiito  e$l<ito  i$  su  forte  jfv^&mwmh^ 
En  el  caso  de  que  anteriorHiente  Jiiee  mérito,  apenan  se  4XNipibe  qsA 
mas  pudiera  hacer  ei  eiüninal  para  echar  sobre  sí  la  re^nsabilidad 
moralmente  kiisedisyba  á  la  de  la  ooasumacieii;  peco  k^almente  aaar 
lizado  el  hecho.  Je  cuadra  perfectamenle  la  defiaiobu  de  1^  teatatiT 
va,  y  resiste  ser  incluido  en  la  del  delito  frustrado. 

K.  las  consideracioBes  precedentes  tal  yez  añadir  ji  algMAO  la  de 
que  es  imposible  castigar  la  tentativa  de  violadon  y  la  vjolaeion  fnis^ 
tada  como  tales,  por  haQacse  penadas  en  el  art.  364  como  delitos 
sui  generíSy  4  la  numera  que  suponen  lo  están  en  el  píirrafo  3.^ 
del  366  la  tentativa  de  estupro  y  el  estupro  firustcado,  si  es  que  le 
hay.  Prescindiendo  de  la  exactitud,  ó  no,  de  esa  doctrina  tocante  al 
estupre,  no  la  juzgo  admiáble  respecto  á  la  visación.  Mientnas  el 
Código  no  lo  haya  declarado  espresamente,  ó  se  deduBca  invencible- 
mente de  sus  disposiciones,  no  debe  atribuírsele  el  pensamieolo  de 
quebrantar  de  un  modo  tal  su  sistema  de  gradación  de  los  delitos;  y 
tanto  menos  debe  admitirse  en  el  que  nos  ocupa,  cuanto  que,  á  bien 
el  capitalde  la  violación  lleva  este  solo  delito  por  epígrafe,  dando  coa 
ello  alguna  apariencia  de  fundamento  para  creer  que  solo  á  acpiella 
se  refiera  el  art.  364,  desaparece  todo  motivo  de  duda  ante  el  ar- 
tículo 363,  en  el  cual  son  comprendidos  delitos  evidenlemente  es- 
traaos  á  la  violación. 

En  medio  de  la  fuerza  que  entrañan  para  el  que  suscribe  ks  re- 
flexiones apuntadas,  su  convicción  no  puede  menos  de  vacilar  al  ver 
en  contrario  una  ejecutoria.  Desearía  por  ello  que  la  redacción  de  la 
Revista  emitiese  su  autorizado  dictamen ,  si  es  que  lo  estima  con- 
veniente.— Cayetano  Lerena  Bustillo. 

Contestación  (i). 

Antes  de  emitir  nuestro  dictamen  en  la  forma  categórica  que  de 
seguro  se  apetece  y  nosotros  deseamos,  bueno  será  que  anticipemos 

(i)  Esta  contestación  es  de  un  distinguido  jurisconsulto  que  ocupa  dig- 
namente una  alta  posición  en  la  magistratura  española,  pero  que  sin  embar- 
ip  no  ha  «utorisKaoo  á  la  red^ion  |Nir«  i^liear  su  noiiibre* 


iBias  txmáM  N^Moes,  qm  sirviendo  M  adafiacim  &  ñnu  indi- 
cacbíieg  contenidas  en  la  eoosolUí,  facili(en¿  la  rñz  k»  fundamento» 
en  qne  habremos  de  i^yar  noesira  respuesta.  De  este  modo  logra- 
remos ser  mas  Innoves. 

Para  Jiosotros  está  fuera  de  toda  duda  que  iia  existido,  existe  y 
existirá  en  ciertos  casos  una  dificultad  inmensa  para  distinguir  cont 
exactitud  los  actos  puramente  prepanatoríos,  de  los  actos  primero» 
y  esteríores  de  ejecución  directa  de  un  debto,  y  estos,  que  ¡es  donde 
enapieea  la  tentativa,  de  los  otros  que  constituyan  la  frustración.  Y 
la  razón  de  esta  dificultad  pende  en  primer  término  de  la  variedad 
prodigiosa  de  los  medios  por  donde  la  humanidad  puede  msixám  á 
un  mismo  objeto,  y  de  la  identidad  de  medios  por  donde  puede  en- 
carrilarse á  fines  diversos  esencialmente;  todo  lo  cual  dá  por  reauUa^ 
do  la  otra  dificultad  de  conocer  bien  y  prontamente  la  intención  dei 
agente,  conocimiento  frecuentemente  imposible  á  priori  y  ski  cuya 
adquisición,  bien  á  priori  ó  bien  á  pasteiim  no  es  da^o^en  ocasio- 
nes fijar  con  exactitud  aqpiellas  distinciones.  Si  á  esto  se  «agroga  que 
en  ciertos  delitos  no  es  fácil  á  causa  de  su  naluraJeza  fijar  el  lindero 
6  el  orden  de  los  zctos  de  ejecución  en  forma  harto  clara  para  com- 
prender de  un  modo  inconcuso  cuál  ha  sido  el  último  de  estos  que 
debió  producirles,  tendremos  una  razón  mas  sobre  la  dificultad  para 
distinguir  en  ellos  las  tentativas  y  las  frustraciones. 

A  pesar  de  todo  esto  siempre  sostenikemos  como  acertadas  y  co- 
mo altamente  ventajosas  las  clasificaciones  ó  mas  Uen  definiciones 
que  el  Código  penal  nos  ofrece  en  su  art.  3.^  respecto  i  tentativa  y 
á  frustraciones:  conio  acertadas,  porque  soa  la  síntesis  de  las  mejo- 
res teorías  que  hoy  profesa  la  dencia  sobre  entrambos  particul^es; 
y  como  altamente  vantajosas,  porque,  6  no  habrían  de  castigarse  esa^ 
dos  clases  de  delincuencia,  ó  habvia  de  hacerse  en  forma  casi  insig- 
nificante, todo  lo  cual  lo  rechaza  la  ciencia,  ó  era  preoiso  em|dear 
esas  reghs  inflexibles,  sopeña  de  confiar  al  arbitrio  judicial  todo  un 
orden  de  penalidad,  que  en  el  sistema  del  Código  abraza  desde  la 
pena  menor  hasta  h  mayor,  esceptuando  la  de  muerte.  Lo  repeti- 
mos, eran  precisas  esas  reglas  inflexibles,  tanto  mas,  cuanto  qiuke  ni 
han  sido  ni  pueden  ser  de  tal  modo  inflexibles,  que  no  dejen  todavía 
sobrado  espacio  donde  poder  ocupar  la  prudencia  judicial  pars^  su 
recta  aplicación.  ^ 

Otra  cosa  qm  siempre  hemos  creido,  y  sostendremos  siempre,  es 
y  ha  sido  que  b»  teatatívas  y  las  frustracieaes  no  son  atributos  ^fK 


cisos  en  toda  clase  de  delitos,  sino  que  antes  bi^  hay  clases  entens 
donde  son  imposibles  acpiellos  dos  caractéreá;  y  al  efescto  designa- 
mos las  injurias  verbales.  Son  estas  unos  delitos  que  se  producen 
•con  un  solo  acto  esterior;  por  lo  tanto  no  son  susceptibles  de  aquel 
principio  de  ejecución  directa,  independiente  déla  consumación;  por 
^consiguiente  no  dejan  lugar  á  la  tentativa.  Son  adunas  unos  delitos, 
que  produciéndose  con  un  solo  acto,  ó  se  bailan  encerrados  en  el 
pensamiento  del  que  proyecta  cometerlos,  en  cuya  situación  no  es- 
tán bajo  el  imperio  de  la  ley  civil,  ó  si  salen  de  allí  para  cometerse, 
quedan  por  este  solo  hecho  consumados;  por  consiguiente  no  hay 
términos  hábiles  para  la  frustración.  Lo  que  en  este  particular  es 
posible,  aparte  de  la  consumación,  es  la  revelación  confidencial  del 
pensamiento,  la  ostentación  del  proyecto,  la  preparación  para  el  de- 
lito, pero  nunca  la  tentativa,  y  nunca  la  frustración. 

Pero  si  los  delitos  que  no  se  producen  sino  por  un  solo  acto  este- 
irior,  son  en  nuestro  juicio  incompatibles  con  la  tentativa  y  la  frus- 
tración; todos  aquellos  que  sean  susceptibles  de  tentativa,  lo  se- 
can también  de  la  frustración,  según  nuestro  dictamen:  y  la  razón 
para  nosotros  es  obvia.  Con  efecto,  donde  quiera  que  se  admite  ten- 
tativa, se  reconoce  la  existencia  de  un  acto  esterior,  que  no  es  el 
delito  mismo,  sino  un  principio  de  ejecución  directa  del  delito,  p^ro 
principio  que  por  lo  mismo  es  susceptible  de  un  término  ó  fin,  cuyo 
fin  ó.  término,  cuando  se  recorre  con  resultado,  produce  la  consu- 
mación, y  cuando  no  dá  el  resultado,  s(damente  produce  la  frustra- 
ción. Por  manera  que  para  nosotros  hay  delitos  que  jamás  pueden 
ser  calificados  como  tentativas  ni  como  frustraciones,  al  paso  que. 
admitimos  la  posibilidad  de  la  frustración  en  toda  clase  de  delitos, 
en  quienes  pueda  caber  la  tentativa. 

Sentada  esta  teoría,  viene  á  inferirse  con  harta  claridad  la  res- 
puesta que  pensamos  dar  á  la  pregunta  que  nos  ocupa,  pues  el  con- 
sultante admite  con  razón  que  cabe  tentativa  en  el  delito  de  viola- 
ción, y  nosotros  hemos  dicho  que  donde  cabe  tentativa,  puede  en  su 
caso  caber  la  frustración,  y  la  frustración  tal  cual  ja  define  el  Código 
penal  en  su  art.  3.**,  cuando  dice:  «Hay  delito  frustrado  cuando  el 
«culpable,  á  pesar  de  haber  hecho  cuanto  estaba  de .  su  parte  para 
consumarlo,  no  logra  su  mal  propósito  por  causas  independientes  d« 
su  voluntad.» 

Contra  esto  se  objeta  que  la  violación  consiste  en  yacer  con  una 
mujer,  siempre  que  concurran  las  circunstancias  enamer^das  en  ^ 
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articulo  363  del  Código,  que  cuaudo  se  yace,  queda  consumado  el 
delito;  y  cuando  no,  es  imposible  que  exista  la  violación  Tnií^trada,. 
porque  siempre  vendría  á  resultar  que  el  culpado  no  había  hecho 
cuanto  estaba  de  su  parte;  y  por  ultimo,  que  en  esle  delito,  si  se 
admite  lo  de  frustración,  se  cae  en  la  contradicción  de  suponer 
que  se  yace  y  no  se  yace.  En  todas  las  frustraciones  hay  esa  misma, 
contradiccioa  aparente,  para  el  que  prescinde  del  tecnicismo  cienti- 
&C0,  y  se  limita  á  examinar  esas  palabras  por  lo  que  son,  por  lo  que 
valen  únicamente  en  el  idioma  vulgar;  en  el  homicidio  frustado,  por 
ejemplo,  se  supone  una  muerte  que  no  es  muerte;  en  el  incendio, 
QQ  fuego  que  no  quema;  y  así  en  todo  lo  demás.  Pero  esa  contradic* 
cion  del  idioma  vulgar  desaparece  completamente  para  el  hombre 
facultativo,  el  cual,  lejos  de  ver  contradicciones  en  semejantes  pa- 
labras, halla  desde  luego  la  tecnolo^  de  las  ideas  que  por  ellas  se 
represeotan.  En  cnanto  á  lo  demás,  es  evidente  que  el  qae  yace, 
oottsama  el  delito  de  que  tratamos,  pero  no  es  admisible  qne  para  1» 
frostracion  sea  necesario  idéntico  yacer,  ni  que  falte  en  otro  caso 
la  concurrencia  indispensable  del  agente,  con  cuanto  estaba  de  su 
parte  para  consumarlo:  no,  no  es  admisible,  y  lo  demostraren»» 
con  separación. 

Si  para  la  existencia  de  la  violación  frustrada  se  exígese  el  mis- 
mo yacer  qne  fxn  la  violación  consumada ,  entonces  nos  faltaría  un 
requisito  de  losqnemarcaladeñnicionquenosdáelreferídoart.  3.* 
del  Código;  mas  claro,  nos  faltaría  aquello,  de  que  el  culpado  no  hu. 
biese  logrado  sn  mal  propósito.  Luego  es  preciso  convenir  en  que 
debe  ser  distinto  de  yacer,  ó  mas  iHen  no  llegar  á  yacer,  sino  rebasar 
taieamente  el  escsdon  mas  inmediato:  y  baUamos  así,  porque  no  es 
ttcil  tratar  de  otro  modo,  coa  puUicidad  y  en  el  idioma  común,  una 
materia  como  la  pre.seote.  T  no  se  nos  diga  que  ese  escalón  ó  punto 
divisorio  es  difícil  de  marcar,  porque  esto  ni  destruye  la  doctrina,^  nr 
DOS  puede  coger  de  sorpresa  después  délo  que  dejamos  espuest» 
acerca  de  semejantes  dificultades:  para  esto,  cabalmente,  es  la  pru- 
dencia judicial,  prudencia  que  en  los  casos  concretos  tendrá  proba- 
blemente mayores  medios  de  fijeza,  que  no  en  los  abstractos,  máxi- 
me cuando  se  emplee  la  ñierza  en  el  delito,  que  es  uno  de  los  casos 
marcados. 

Respecto  al  otro  estremo  que  dejamos  sentado,  y  tenemos  pen- 
diente de  demostración,  esto  es,  que  puede  el  culpado  hacer  cuan- 
to esté  de  su  piurle  para  consumar  la  violación,  y  sin  embargo  que- 


dar  est«ffiii»lrada,  quizá  sea  la  medicina  quien'  d%á  enfiñfarse  ét " 
{Mmerlo  en  relieve,  pero  también  nosotros^  lo  podremos  kacer,  ntA- 
que  no  tan  material  y  perceptiblemente,  por  te  liienos  en  forma  bas- 
tante para  ser  comprendidos  por  nuestros  comprofesores  en  leyes. 
Pftra  nuestra  demostración  actual  no  puede  menos  de  <k>iidudr  taai* 
bien  lo  que  hemos  dicho  en  el  anterior  párrafo,  pero  lo  que  parece 
mas  conducente,  es  marcar  ante  todo  la  significaron  de  las  paübtbras 
contenidas  en  la  definición  del  delito  frustrado,  pero  ao.  todas,  sino 
aquellas  de  ((haber  keeho  (el  culpable)  cuant&  ^taba  4e  su  parte- 
para  comumarloy>  Bsto  no  quiere  decir,  en  verdad,  que  haya  hechor 
cuanto  pudo,  porque  entontces  condenaríamos  como  reo  de  l»>mici* 
db  fnstrado,  á  uno  que  yendo  tras  otro  para  matarle^  y  no  pudien* 
4o  acercársele  mas,  le  disparase  una  escopeta  á  distancia  de  una  le- 
gua; al  paso  que  relevaríamos  de  la  pena  de  homioido  frustrado,  ál 
qne  teniendo  cargada  una  escq)eta  de  dos  cañones,  disparase  el  uno 
á  boca  de  jarro  sobre  una  persona  á  quien  qnisielre  matar,  pero  sm 
hacer  uso  del  otro,  á  pesar  de  poderlo  hacer,  y  de  haber  notado  la 
inefioadadel  disparo  hecho:  Cón  efecto,  el  primero^  estos  hombres 
hko  €uanto  pudo,  al  paso  qne  el  segundo  no  hizo^en  rigor  todo  io 
que  pudo,  y  sin  embargo  es  reo  de  homicidio  frustrado,  al.paso  que 
el  primero  no  es  reo  de  tanto:  luego  las  palabras  del  Código  tienen 
otro  sentido,  que  el  que  venónos  impugnando.  Le  tienen^  si,  ¿pero 
éuál  es  este?  El  que  les  "dá  la  razón  auxiliada  por  la  ciencia,  qiie  e» 
el  maestro  verdadero  de  los  legisladores  y  de  bs  jurisconsultos,  y  el 
que  ensena  á  los  primeros  la  manera  de  hacer  las  leyes,  mientras 
que  á  estos  la  de  interpretarías.  Según  la  dencia;  el  delito  frustra-^ 
do  no  es  otra  cosa,  que  lo  que  llamaban  los  at&tiguos  criminalistas  el 
conato  llevado  hasta  el  último  acto  con  que  el  delincuente  había  dief 
consumar  su  oixít;  pero  sin  consumarla;  6  lo  que  llaman  los  moder^ 
nos,  el  ddito  consumado  subjetiva^  pero  no  objetivamente.  Ahora 
Jiienycon  la  luz  que  ofrecen  estos  pareceres  unánimes  de  antiguos  y 
modernos  autores  de  la  ciencia  penal,  ya  se  presenta  de  fácil  inter<' 
pretacion  la  frase  de  que  usa  nuestro  Código  al  definir  el  delito  firu^^ 
trado,  ó  sea  el  ahaber  heeho  (el  culpable)  cuanto  estíifa  de  ^  partt 
para  consumarlo:))  pues  estas  píalabras  solo  quieren  decir  que  haya 
hecho  todo  aquello  que  en  el  orden  regular  ó  probable  debía  bastar 
para  la  consumación;  ó  en  otros  términos,  tédo  aquello,  desimlss  de 
lo  cual  no  hubiera  bastado  el  arrepentimiento,  por  sí  solo,  j^raím* 
pñíáT  la  catástrofe,  ó  en  otros  mas  vulgares,  todo  aíqu^o;  *  d^puoB 
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de  lo  cual  solamente  dejó  de  suceder  el  delito  proyectado,  por  efec- 
to de  lo  qae  llamamos  casualidad.  Examínense  bien  todas  estás  glo- 
sas, y  si  no  hay  medioi  de  comb&tíflas,  fco»  óaÁkyxn^  de  ellas  podrá 
demostrarse  la  posibilidad  de  la  frustración  en  el  delito  que  discu- 
timos, aun  después  de  hacer  el  culpable  todo  cuanto  esté  de  su  par-> 
te,  como  asi  es  ihenestér  que  suceda  pafa  ser  resptonsable,  según 
nuestro  Código,  del  delito  frustrado  de  violación. 

Por  conclusión,  estamos  de  acuerdo  con  el  consultante  en  cuan- 
to á  que  el  art.  3&4  del  Código  no  comprende  las  tentativas  ni  las 
ifrustraoiones  de  la  violación.  Verdad  es  que  dicho  artículo  está  en^ 
un  capítulo  que  tiene  por  epígrafe  la  violaeion,  pero  en  el  mismo, 
capitulo  se  halla  el  artículo  ^5,  que  habla  de  materias  indispensa- 
lilemeúte  diversas  del  epígrafe.  Hay  mas,  el  art.  564  no  habla  de 
nada  que  sea  yacer  con  la  mujer,  sino  de  atusos  deshonestos .  con 
&ombre  ó  mujer  menores  de  doce  anos  cumplidos,  ó  con  mayores» 
valiéndose  de  fuerza  ó  intimidación,  ó  cuando  estén  privados  d^ 
fuerza  ó  sentido  por  cualquiera  causa.  Y  por  otro  lado,  el  art.  364 
impone  penas  de  prisión,  las  cuales  distan  mucho  de  las  de  cadena, 
con  que  se  castiga  la  violación;  y  sobre  distar,  pertenecen  a  diversa 
escala  gradual,  lo  cual  indica  también  que  han  sido  establecidas  di- 
chas penas  de  prisión  para  deUtos  de  índole  ó  naturaleza  diversa  de 
la  violación,  y  por  consiguiente  que  no  comprenden  á  las  tentativas 
lá  frustraciones  de  este  delito.  Hemos  concluido. 


Por  copia  ^ 

L«s  Dirtetords  de  la  Revista. 
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El  desaso  ea  que  viene  cayendo  nuestra  legislación  foral ,  desde 
^e  jaeces  estranos  se  han  encargado  de  la  administración  de  justi- 
eia  en  naestro  reino,  y  el  desdén  con  que  se  mira  el  estadio  de  sos 
antiguas  instituciones,  han  sembrado  de  dudas  nuestro  foro,  y  dado 
lugar  á  muy  graves  y  trascendentales  errores. 

T  no  han  sido  parte  á  corregir  esta  mala  tendencia  (que  se  deja 
sentir  ya  hasta  en  los  jurisconsultos  de  la  escuela  aragonesa),  ni  los 
estímalos  que  el  amor  al  país  suele  enjendrar  en  pechos  generosos, 
ni  (lo  que  vale  mas  en  el  terreno  de  la  vida  práctica)  los  grandes  in- 
tereses, que  á  la  sombra  de  nuestras  antiquísimas  leyes,  se  ventilan 
en  los  tribunales. 

Casos  (y  bien  importantes  por  cierto)  podrian  citarse,  en  que  los 
pueblos  de  la  coronilla  han  sucumbido  ante  los  restos  feudales  de 
Oegítimo  origen,  que  por  abasos  (denunciados  ya  en  nuestros  mis* 
mos  fueros)  prevalecieran  malamente  en  el  reino;  y  todo,  por  la  ne- 
gligencia en  el  estudio  de  sus  leyes,  negligencia  que  trae  su  corríen* 
te  de  la  abolición  de  nuestras  instituciones  (á  título  de  conquista)  por 
«n  rey  nacido  y  educado  en  el  estranjero. 

T  cito  esta  época  de  nuestra  degradación  política,  porque  en  la 
anterior  de  Felipe  II  (puesto  que  de  infausta  recordación  para  núes* 
tro  Reino),  fué  cuando  con  mas  ardiente  celo  se  agotaron  los  recur* 


(1^  En  el  curso  académico  de  1852  á  1853  tuve  el  honor  de  leer  en  la 
Acaaemia  jurídico -práctico  aragonesa  una  disertación  sobre  este  tema.  S^ 
acordó  su  impresión  por  aauel  ilustrado  cuerpo;  pero  habiendo  trascurrido- 
tl^un  tiempo  sin  llevarse  a  cabo  dicho  acuerdo,  se  me  estravió  el  manus- 
crito, que  ne  reproducido  casi  literalmente  en  este  breve  discurso,  apro* 
Techando  los  borradores  sobre  que  forrné  el  primer  t  rabajo. 

Hago  esta  advertencia  para  que  si  apareciese  el  ejemplar  estraviado,  no 
se  estrañen  las  ampliaciones  y  variantes  que  pued  an  notarse  entre  uno 
y  otro. 

Madrid^  1858.— Manuel  Lasala. 
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sois'de  b  éradkiíon  y  el  tdento,  eontm^as  agresnnes  del  pod^ 
real.  Nunca  mas  que  entonced  hiciercm  alarde  de  foerislas  nuestra» 
rep'ttbficós;  (foienes  aceptando  de  fteo^  la  lucha  que  se  les  propo- 
nía ,  redoblaron  sus  esfuerzos  á  medida  que  la  astuta  é  insidiosa  ti- 
ranía multiplicaba  sus  medios  de  combate  costra,  la  existencia  de 
nuestra  corona  constitucional. ' 

No  es  esta  la  ocasión  de  esponer  la  índole  de  nuestros  senoriosy 
ni  los  graves  errores  que  sobre  este  punto  se  han  canonizado  en . 
nuestros  debates  forenses;  puesto  que  la  consignación  de  muy  lige^ ' 
ras  indicaciones ,  echaría  por  tierra  los  fnndamentos  sobre  que  se 
han  levantado  y  sostienen  todavía  la  mayor  parte  de  los  derechos 
de  origen  señorial.  Asunto  es  este  grave,  arduo,  pero  que  vá  per- 
diendo de  oportunidad  conforme  avanza  en  su  camino  nuestra  rege- 
neración poHtíca. 

Hoy  cumple  solo  á  mi  propósito  coníbatir  otro  error,  que  con  ser- 
ió de  gravedad  también,  pasa  entre  nosotros  plaza  de  axioma  legal^ 
y  que  constituye  la  jurisprudencia  de  nuestra  curia,  acerca  de  la 
viudedad  aragonesa. 

Pocas  doctrinas  habrá  mas  autorizadas,  y  ningunas  se  tendrán 
jamás  por  mas  inconcusas  que  las  que  sostienen  d  usufructo  legal 
del  cónyuje  sobreviviente  en  los  bíen^  vinculados  de  su  consorte;  y 
sin  embargo,  son  de  todo  punto  insostenibles  con  arreglo  á  nuestra 
legislación.  Nadie  ha  dudado  de  la  legitimidad  de  esté  derecho;  y 
esto  no  obstante  nada  hay  mas  contrarío,  ni  al  espíritu  ni  á  la  letra 
dé  nuestro  Código.  Los  jurisconsultos  menos  faivorables  en  este 
punto  ala  viudedad  aragonesa,  la  niegan  solo  en  las  capellaníias 
laicales,  y  siendo  estas,  como  son,  un  perfecto  remedo  de  nuestros 
mayorazgos,  ninguno  ha  llevado  á  estos  la  doctrina  aplicada  á : 
aquellas. 

Y  que  debe  aplicarse  á  los  mayorazgos  como  á  las  capellanías 
laicales,  es  mi  opinión  en  esta  materia:  pero  como  quiera  que  ha 
de  parecer  no  solo  estrana,  sino  harto  atrevida  y  aventurada,  ne- 
cesito esponer  los  fundamentos  en  que  me  apoyo  para  separarme  del 
común  sentir  de  todos ,  y  tal  es  el  objeto  de  este  breve  discurso. 

Con  el  nombre  de  viudedad  conocemos  en  Aragón  el  usufructo 
que  el  cónyuje  sobreviviente  tiene  en  los  bienes  sitios  que  pertene- 
cieron en  propiedad  al  que  murió,  concedido  por  varios  fueros  de 
nuestro  reino. 

Ni  d  testo  de  las  disposiciones  ferales  que  otorgaron  este  dere- 
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Si^  pucii,  la  propted^^  ^m  00  el  (kumaio,  porque  uq  ideben 
ser  %inétiÉias  (ea  el  sentido  jiurídko)  eslas  dos^Yoces,  es  la  base 
dondeise  asientaiy  aostieae  k.  yiucMád,  ¿puede  ^ta  comcederse - 
sobre  los  bienes  vinculados  ?  El  poseed<ur  de  uat  uiayoca^o.  ¿  tiene 
sobre  los  fundo»  que  Id  constituyea  ni  propiedad  ni  dominio?  ¿Puede 
aoiso  disponer  de  dlós  siempre,  y  cuando  bien  le  parezca^  y  en  la . 
forana  que  mejoi  le  plazca! 

Pues  esía  libreiy  omnímoda  facultad  de  disponer,  es  la  circuns* 
taneia  mas  esencial  del  deredio  de  propiedad ,  que  no  puede,  ni  sub- 
dividirse  en  fraeciopaes ,  ni  menoscabarse ,  como  acontece  con  el  Do^ 
rtmAo  de  los  romanos. 

Desde  que  esta  palabra  moderna  se  adoptó  en.  nuestra  legisla* 
cioB,  para  espresar  alguna  idea  nueva,  sin  duda,  (porque^  de  otro 
modo  hubiera  sido  nmy  viciosa  su  adopción),  yo  no  he  visto  que  la 
propiedad  SI&  haya,  dividido:  en  plena  y  menos  ^oa ,  sino  que  siem- 
pre encuentro  en  el  propietario  al  dueño  directo  y  útil  de  la  finca  de^ 
sur  propiedad;  y  no  cad)e  en  la  inteligencia  comua  la  idea  exótica  de 
que  no  j^edá  disponef  libremente  de  sus  cosas,  quien  tiene  la  pro- 
pkdad  de  ellas.  Además  este  derecho  lleva  cimsigo  una  cierta  idea 
de  perpetuidad  que  no  acompaña  al  dominio ;  y  en  esto  falta  (legal* 
mente  hablando)  la-  sinonimia  de  Bsbas  dos  voces . . 

Pero  dejandoi  esto  á  un  lado ,  el  dominio,,  tal  cual  lo  conocieron 
los  romanos ,  ¿no  lleva  ooiaksigo  la.  libre  disposición  de  las  cosas  á  él^ 
sujetas?  Aunque  admitamos  esa. diferencia  de  plena  y  menos  pleno» 
inventada  á  título  de  comodidad  ó  de  ra^on  de  método  por  los  juris- 
consultos, pero  no»  recomendada  ni  menos  prescrita  por  la  ley,  ¿re?^ 
side  acaso  en  el  poseedor  de  un  mayorazgo?  ¿Puede  éste  disponer 
libremente,  no  yá  ddi  smurío  desús  cosas,  pero  ni  aun  del  dominio 
litU  de  ellas?  ¿Puede  ceder  á  nadie  el  usufructo  para  después  de  sus 
dia&? 

Pues  tales  son  las  condiciones  del  señorío,  y  señorío  perpetuo  y 
absoluto ,  que  las  leyes  romanas  y  las  nuestras  han  atribuido  como 
esenciales  al  donrinio  y  la  propiedad ;  y  e^as  bajo  ningún  concepto 
se  encuentran  en  el  poseedor  de  un  mayorazgo.  Dominium  (dicen 
los  romanos)  jus  ex,  qw)  facultas  di$pomndi  nmcitur.  Dominium 
minus  plenum  jus  dominio  protímum,  sed  non  veré  dominium. 
Propiedad:  el  deimbo  é$,  gmir  y  di^fomr.  libremenie  de  nuesfras 
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cósáé.  írópiedád  í  tanto  quiere  decir  coma  el  señorío  que  homk  ha' 
en  la  cosa  de  fazer  deUa  é  en  ella  lo  que  qukiere. 

Tómense  como  mejor  parezca  estas  definiciones ,  y  la  dóótriha 
1^^  de  sQ  testo  y  de  su  espíritu,  y  dígasenos  ñrancamente  si  hiry 
nada  de  esto  en  la  posesión  de  los  mayorazgos.  Pei'o  los  mayoraz^» 
gulstas  se  nos  cruzan  en  el  camino,  tomando  como  absurdo  el  supo- 
ner que  el  dominio  de  las  cosas  amayorazgadas  no  exista  en  alguien, 
p<)r^e  no  conciben  ellos  que  pueda  existir  en  el  aire.  Mas  de  qud 
esto  fuera  un  absurdo,  ¿resultaría  que  no  fuese  cierto?  ¿Los  absurdoi$ 
qoé'otra  cosa  pueden  dar  de  si  sino  absurdos?  En  la  naturaleza  cada 
cosa  engendra  su  semejante. 

¿í  qué  institución  puede  concebirse,  entre  los  delirios  y  ab^rra- 
ck>nes  de  la  debilidad  humana,  mas  absurda  que  los  mayorazgos? 
Contraría  á  los  principios  de  la  justicia,  de  la  equidad,  de  la  moral  y 
de  la  política  misma,  ¿no  nació  esta  institución  en  lo&  tiempos  en 
que  la  noción  de  lo  justo  habíase  casi  borrado  del  libro  de  la  huma* 
ni&d ,  y  que  se  distinguen  en  la  historia  con  el  epíteto  de  Mr- 
baro^  ¿La  conoció  alguno  de  los  pueblos  que  se  apellidan  sabida? 
Áuü  considerada  aisladamente  bajo  el  grosero  prisma  de  la  utiln 
<bid  y  de  la  conveniencia,  ¿se  necesitó  de  ella  para  el  engrande- 
cimiento de  la  nación  ibérica  en  los  gloriosos  tiempos  de  la  recoii- 
qtfetaf 

Pbnto  es  este  de  nuestra  historia  legal,  en  que  la  coronilla  ara- 
gonesa no  necesita  por  cierto  de  estráno  apoyo  para  levantar  sti 
nmtihre',  para  dar  realce  al  recto  juicio ,  á  la  ilu^rada  inteligencia  de 
nuestros  mayores,  sobre  los  repúblícos  de  los  demás  Estados  ea 
aquélla  época. 

Ta  étt  el  siglo  XI ,  y  por  consiguiente  mucho  antes  de  ser  cono- 
cidas las  vinculaciones ,  se  tomaron  en  el  fuero  de  Jaca ,  bajo  el 
reinado' de  D.  Sancho  Ramirez,  diferentes  disposiciones  para  inq>e- 
dif  lá  acumulación  de  bienes  en  las  iglesias  y  en  los  hijo-dalgos, 
Tferdadéro  origen  de  las  manos  muertas  y  de  las  casas  amayorazga- 
das, que  tanto  han  contribuido  después  al  empobrecimiento  del  país. 
Los  efectos  de  esta  ley,  que  acaso  pudo  considerarse  en  desuso, 
porque  el  obispo  Canillas  no  tuvo  á  bien  incluirla  en  la  compilación 
de  D.  Jaime  I  (hecha  un  siglo  después) ,  continuaron  á  pesar  de  ello 
eA  todo  su  vigor  y  fuerza :  y  esto  prueba  cuánto  se  arraigaron  sus 
buenas  docttoas  en  el  común  sentir  de  aquellas  gentes.  Todavía 
phedeii  consultarse  algunas  escrituras  dé  enajenaciones  de  los  ú* 
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^os  xn,  Xm  y  X1V>  ea  qae  se  prohibe  que  las  fincas  enajenada» 
puedan  pasar  á  aquellas  manos. 

CíerM)  es,  que  la  amortización  no  era  conocida  en  el  siglo  en  que 
se  dictó  dicha  ley,  ni  en  algunos  después,  y  que  por  consecuencia 
no  se  puede  considerar  como  un  ataque  directo  á  ella.  Pero  su  ten<> 
dencia  á  impedir  el  fomento  y  desarrollo  de  las  clases  privilegiadas^ 
y  de  acrecentar  la  propiedad  de  las  familias  pecheras,  es  demasiado 
conocida  para  no  ofrecer  esta  muestra  de  reconocimiento  el  huen  es* 
píritu  de  nuestro  país,  en  tan  remotos  tiempos. 

Y  eso  que  la  empresa  de  la  reconquista  del  territorio,  cobrada 
de  los  sarracenos,  tres  siglos  antes  que  el  de  Castilla,  se  vio  cer- 
cada de  mas  dificultades  que  en  ninguna  otra ;  que  la  libre  testa- 
mentifaccion  abria  mas  ancha  puerta  á  este  linaje  de  abusos ;  y  que 
el  deseo  de  perpetuar  en  las  razas  seculares  de  nuestros  ricos-hom- 
bres la  gloria  y  esplendor  de  sus  altos  hechos ,  de  sus  increíbles  ha- 
zañas, debió  fomentar  mas  y  mas  su  proverUal  orgullo. 

Pues  bien :  á  pesar  de  todo ,  ni  aun  el  señorío  de  los  HonoreSy 
que  la  corona  concedía  á  sus  magnates ,  tuvo  por  algunos  siglos  ca- 
rácter alguno  de  propiedad.  Amovibles  por  su  índole,  á  voluntad  del 
monarca,  hasta  el  siglo  Xni,  adquirieron  después  cierto  sello  d(» 
dominio  en  sus  familias ,  porque  para  ser  privadas  de  ellos  necesitá- 
base causa  justa ,  mediante  un  juicio ;  pero  sin  que  á  título  de  he- 
rencia hubiera  de  trasmitirse  al  primogénito  el  dominio  ó  mejor  in- 
vestidura señorial  de  los  pueblos  dados  en  honor. 

¡Todavía  estaba  muy  lejos  de  nuestras  leyes  y  nuestras  costum- 
bres el  pensamiento  de  los  mayorazgos! 

T  nunca  dichos  señoríos  consistieron  en  la  propiedad  de  su  terri- 
torio, sino  que  se  fundaba  en  el  derecho  de  percibir  los  tributos  y 
prestaciones  á  que  se  hallaban  sujetos  los  pueblos  de  realengo. 

Es  verdad  que  el  poseedor  enfiteuta  tiene  el  dominio  directo  de 
las  tierras  dadas  en  enfiteusis ,  y  que  á  esta  clase  de  contratos  seme* 
jaban  bajo  cierto  punto  de  vista  los  honores;  pero  ni  la  propiedad 
enfitéutica  puede  ser  por  su  naturaleza  amovible  como  estos  eran;  ni 
las  prestaciones  enñtéuticas  son  ni  pueden  ser  un  tributo  público, 
como  los  que  el  rey  percibía ,  por  razón  de  su  cargo ,  en  los  pueblos 
de  realengo,  y  que  trasmitía  á  los  señores,  cuando  les  daba  pueblos, 
en  honor,  y  que  cobraban  á  precio  de  sostener  las  caballerizas  que 
les  estaban  asignadas  para  salir  á  campaña.  Cuestión  es  esta  que  me 
distraería  demasiado  de  mi  propósito  si  hubiera  de  examinarla  h 
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loda  mi  ventaja;  pero  fácil  de  resolver  qué  la  semejanza  de  los  de- 
rechos  enfitéuticos  con  los  de  los  Honores  no  páéá  de  ser  una  iln- 
sion  que^no  puede  alcanzar  plaza  de  verdad. 

La  facultad  de  disponer  de  los  señoríos  que  en  honor  poseían  los 
seffores  en  favor  de  sus  hijos ,  según  que  lo  creían  conveniente,  con- 
tinuó lihre  por  algunos  siglos,  hasta  que  el  contagio  feudal  invadió 
mas  tarde  nuestro  reino,  como  habia  invadido  antes  á  toda  Europa; 
y  solo  al  apoyo  de  vituperables  abusos  que  el  trascurso  del  tiempo 
Alé  autorizando  entre  nosotros,  pudieron  los  señores  jurisdiccionales 
considerarse  dueños  del  territorio ,  convirtiendo  en  propiedad  lo  que 
nunca  habia  sido  mas  que  una  posesión  precaria,  y  no  de  las  tierras, 
«no  de  los  derechos  á  que  venían  anejas.  Así  fueron  poco  á  poco 
asomando  su  cabeza  las  vinculaciones. 

Obra  fué  todo  de  las  argucias  y  amaños  de  nuestros  curiales, 
entregados  entonces  al  servicio  del  poder  y  de  las  riquezas.  Con 
este  designio  trabajaron  sin  descanso  para  que  se  admitiese  en  nues- 
tro Foro  como  legítima  la  prueba  inmemorial ,  y  una  vez  admitida 
esta  jurisprudencia,  no  hubo  abuso  que  no  se  legitimara ,  ni  deten- 
tación que  no  se  revistiese  del  carácter,  de  verdadera  propiedad.  La 
usurpación,  calificada  de  tal  por  nuestros  mismos  fueros,  convirtió 
en  territoriales  los  señoríos  de  jurisdicción,  que  como  delegados  del 
monarca,  y  en  su  nombre,  ejercieron  los  ricos-hombres;  y  esta 
doctrina  cautelosamente  introducida  en  nuestros  tribunales,  y  la 
violencia  con  que  se  logró  prevaleciese  en  sus  fallos ,  abrieron  de 
par  en  par  la  puerta  á  esos  señoríos  de  propio  derecho ,  que  tras  la 
jurisdicción  arrastraron  la  propiedad  del  territorio ,  donde  tales  se- 
ñores de  vasallos  la  ejercian ,  y  que  andando  el  tiempo  terminaron 
por  crear  las  vinculaciones. 

¡Tan  vicioso,  tan  ilegal  es  el  origen  de  los  señoríos,  y  de  los 
mayorazgos,  en  las  casas  señoriales  de  la  corona  aragonesa!  T  bien 
ficUes  habrían  sido  de  combatir  unos  y  otros,  si  se  hubiesen  estu- 
diado afondo  nuestra  historia  y  nuestra  legislación! 

Nuestros  pueblos  de  señorío  no  han  sido ,  no  han  podido  ser 
verdadera  propiedad  de  los  señores  jurisdicionales ,  porque  dados  en 
honor  por  nuestros  monarcas  con  el  gravamen  de  la^  caballerías  con 
que  debían  constituirse  en  hueste»  cuando  fuesen  llamados  á  la  guer- 
ra, fundábanse  en  los  acostamientos  y  prestaciones,  ó  mejor  re- 
galías que  dellos  sacaban  (verdaderos  tributos  públicos  de  aquellos 
tiempos),  y  jamás  iradícaron  como  propiedad  territorial  en  las  fami- 


Ii4s^  que  pQr  contíBuados  abu^s  y  usurpaciones  llegs^roii  ¿^  cpg^- 
der^rse  ppmQ  verdaderos  daeaos,  no  ya  de  la  jurisdicion  precaria 
que  ejercían 9  sino  del  territorio  que  (con  tan  mal  derecho)  cpnvir* 
tieron  después  en  propiedades  amayorazgadas. 

Basta  á  mi  propósito  esta  reseña:  llevada  mas  adelante  me  baria 
entrar  de  lleno  en  la  cuestión  de  nuestros  señoríos^  de  todo  punto 
inoportuna  en  estos  momentos. 

Volvamos,  pues,  á  nuestras  anteriores  indicaciones. 

El  dominio  de  las  cosas  amayorazgadas  no  está  en  suspenso  bajio 
mi  doctrina,  como  los  mayorazguistas  oponen,  ^ino  en  manos  del 
fundador  que  desde  su  tumba,  convertido  ya  en  polvo  y  podreduTii- 
bre,  continúa  ejerciendo  su  imperio,  y  trasladando  de  uno  en  otro 
de  sus  descendientes,  el  gran  patrimonio  que  su  desatentado  orgullo 
levantó  para  enaltecer  su  raza. 

Con  razón  se  ha  querido  huir  de  este  absurdo ;  pero  solo  se  ba 
conseguido  caer  en  otro  mayor.  Despojando  del  dopoiinio  de  estos 
bienes  al  fundador  del  mayorazgo,  han  intentado  colocarlo  alga- 
nos  mayorazguistas  en  el  último  poseedor,  pero  á  nombre  de  sus 
legítimos  sucesores.  ¡  Lastimosa  aberración  difícil  de  concebir  é  im- 
posible de  esplicar!  Para  ejercitar  derechos  ajenos  en  nombre  del 
verdadaro  propietario,  se  necesita  conocer  su  voluntad  á  fin  de  cum* 
plirla,  y  esto  aun  cabe  respecto  al  fundador,  interpretándola  en  los 
casos  no  previstos  de  la  fundación ,  por  lo  que  en  ella  dijo  y  por  los 
designios  que  indicó;  pero  quererla  conocer  de  los  que  ni  han  exis- 
tido todavía,  ni  acaso  existirán,  es  un  deUrio  propio  solo  de  ima* 
ginaciones  estraviadas. 

Y  aunque  así  fuera ,  aunque  admitiéramos  tan  repugnante  teo- 
ría, el  dominio  que  se  ejerce  en  nombre  de  otro  es  un  dominio  pre- 
cario ,  y  la  viudedad  foral  de  Aragón  se  funda  en  el  derecho  de  esa 
propiedad  omnímoda,  absoluta,  ilimitada,  por  la  que  el  dueño  de 
una  cosa  puede  disponer  de  ella  como  mejor  cumpla  á  su  deseo^  sin 
necesidad  de  interpretar  la  voluntad  del  que  no  ha  existido  todavía, 
ni  consultar  la  intención  del  que  tal  vez  no  ha  de  existir  nunca.  Di- 
ficultades son  estas  que  por  obvias  no  pudieron  menos  de  tomar  ea 
cuéntalos  jurisconsultos,  que  quieren  sostenerla  viudedad  en  los 
bienes  amayorazgados,  y  ellos  mismos  se  dieron  por  vencidos  al 
tratar  de  resolverlas. 

Miguel  de  Molina ,  que  es  uno  de  los  autores  en  que  mas  se  apo- 
yan los  mayorazguistas  ^arfi  sustentar  esta  ^Qptrina,  la  abandona 


BBi^jk  iiiiiai»  júuammu. 

4mémm  domurinan  p^HMínmflerre  ptusjuri»  qmm  ipse  habtf. 
Imee  éarat  mnctOimy  itie  quihabet  bmn  tfinmelola  tamquamf»- 
ie$t  (Oiqmi  ^Otoñare  de  '^^bmü  imcnhÜB  in  frc^udUkm  mm- 
tmi  ut  in  foro  atMgm  in  tíMo  de  r^m  vmotíiUi»  fiUo  i^^lMie 

eim  viduiktó,  dicatur  usu  fiructus ul  umfirutí!Ht'SÍÍ'pw*8  sM^ 

Mftufur  ergo ,  fu&d  ex  qmforkm  reí  fVMnAtíCR  wm  potmt  aliena^ 
re,  íta  neeinea  tna^Nfe^iimatfí  9idmfatom  mamooMlMuare,  cum 
esset  fOienare  partiem  m  viAuÜabB,  quod  prohibihim  est.  espeeuñ 
fier  dibíwai  Ftírum  anttgmen  de  retms  vmcUlMh^ 

¿Y  cómo  después  de  una  impognaGÍon  taa  esf^resa^  tan  directa, 
taa  legal»  se  há quevído  sostener  en  el  temno  de  la  jurisprtden- 
eía  k  doctrina  oontraria? 

Bsrqüe  liobo  ün  jurisoensiitto  de  gran  crédito  y  respeto ,  an  el 
leino  de  Aragón,  qae'por  «feotcmies  partícnbres  acaso,  ó  sino  |Krr 
ima  deesas  domilácíones  ó  esrtravias  en  que  snefen  cacar  les  gran- 
des hcNobres,  tomó«á  empeño  el  sostener  la  i^íudedad mas  aflá^.no 
^lo  de  las  pisescnpciones^el  deredáo  común  respecto  al  usafmelD, 
sino  contra  lá  l^ra  y  espíritu  de  nuestras  disposiciones  ferales.  Este 
junsconsulto  foé  el  respetahilisíino  Micer  Juan  Pérez  de  Patosa,  es- 
critor del  siglo  XIV ,  por  los  anos  3S  de  ¿beba  centuria ,  logarte- 
ni^te  del  Justicia  y  que  brillé  en  su  época,  ta^to  por  su  recto  jui- 
cio, como  por  sn  gran  práctica  en  nnesti»  fon»;  y  su  <gran  caudal 
de  conocimientos  focales.  Suponiendo  que  la  yiadedad  no  hacia  mas 
que  diferir' los  efeckte  del  túmriIo,  llegó  has^  sostener  que  podia^el 
marido  dotai  á  su  segunda  mujpr,  coi^  fincas  pertaaecientes  á  4a 
ppQfíedad  de  su  primera  esposa;  y  esta  indicación  basta  para  dar.á 
conocer  eÉán  eaftfáviada  «ndaba  s^  privilegiada  inteligencia  eñ  eáa 
materia  y  cuánta  era  su  lastimosa  obcecación  al  tratar  de,  nuestra 
viudedad  faral.  Alguna  muy  grave  preocupación  debía  predoonsar 
fm  «a  espíritu » cuando  así  se  olvidaba ,  no  solo  de  k  letra  de  noe^- 
tros  fueros,  sino  de  lo.pirohiiiéa'queestaiiaen  nuestra  legislaeidn 
toda  dase  de  interpretacioiies  ostensivas. .  Gen  respetuoso  temo^  tomo 
fin  boca  su  nombre ,  pero  en  la  necesidad  de  combatir  sus  doctrinas, 
aaciifioo  mi  respeto. en  araa. de  la  verdad. 

Las  raaones  en  que  tan  re^etaUe  magistrado  qioya  la  singolit- 
ridadde^ su  dictamen,  noson propias,  ni  de  la  reetitad  de'sü  jtnoio, 
>m  de  su  vMt44octn]ia.  Hasta  lal  pmUpes  esto  derto,  que  con  aolo 
ttpimeite  creo  que  hatim  Jlenado  nú  propésito  de  impügnárlasv 
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^?.  fm  8011,  las  (jjtae  eii.'pnHwaiio  «fe^ip  ik|^gmil('id«ga,sie»A>'la 
[primera,  la  de/que  negándose  el:  4erediQxíd^  vkdedad  en  Iw  tones 
amayor^azgados ,  se dificritabaii los BiatcImoMM^y  que eade  aupo* 
aer  qoe  los  foBdadoreír de  tosmayoia^s,  alii^tuírloa,  eonside- 
zaran  como  cosa  esencial  á  su  pn^pócálo  ^  el  piumover  los  ventajosos 
taiaces  de  sos.  desoendientea. 

Acepta,  como  cíecta.  esta  wtenQH>&  ^n  los^^nayofazgadores, 
toda  vez  qae  su  idea  dominante  era  elengicandeciimeiito  de  sus 
casas:  pero.¿puede  acaso  considerarse  como  lmen>niedío  de  conse- 
guirlo la  viudedad  focal?  ¿Es  esto  sostenibte  ni e»  la  íregion  de  las 
teorías  ni  en  el  terreno  de  la  práctica?        *    .  < 

Los  grandes  títulos  de  Castilla  no  han  necesitado ,  por  cierto, 
del  fuero  de  la  viudedad ,  para  el  encumbramiento  de  sus  líneas  pri- 
mogénitas ,  y  eso  que  las  leyes  del  reino  han  tratado  de  impedir 
siempre  la  reunión  de  varias  grandezas  de  España  enuna  míisma 
persona.  La  histma  de  las  casas  cs^tellanas  bastaría  á  destruir  la 
opinión  de  Patos , .  si  fuese  necesario  su  examen ,  y  si  pudiera  tomar- 
se como  argumento  de  buena  ley  una  indicación  semejante.  Sin  el 
apoyo  de  la  viudedad,  mejor,  sin  el  inconveniente  de  esta,  la  no- 
bleza de  Castilla  ha  dejado  á  la  aragonesa  nmy  atrás  en  el  camino 
de  sus  acrecentamientos. 

¿Qué  es  hoy,  qué  era  ayer  Ja  línea.Deal  de  Aragón,  puesto  que 
de: origen  no  legitimo  rq)resentada  por  la  casa  de  Villahermosa  al 
lado  de  la  Medinaceli ,  descendiente  de  igual  origen  de  la  de  Casti- 
Ua2  ¿Qué  son  ni  Fuentes  ni  Sartago  (émulo  de  D.  Jaime  I),  al  lado  de 
Osuna ,  Infantado  y  Benavente ,  juntos  hoy  en  uno  para  foimar  la 
primera  fortuna  de  la  nación  española?  Recórranse  uñó  á  uno  los 
ilustres  apellidos  de  esas  casas  primitivas ,  fundadoras  de  la  antigua 
monarquía  de  Sobrarbe,  y  se  verán  ó  borrados  ya4e  nuestra  histo- 
ria, ó  reducidos á  condiciones. tan  modestas  como  humildes,  ó  con- 
fundidos, á  lo  mas  en  una  misma  persona,  con  otros  y  otros  que 
los  oscurecen  con  el  brillo  de  su  opulencia. 

Y  téngase  en  cuenta,  que  el  comienzo  de  estas  razas  seculares 
littbo  de  ser  en  Aragón  de  mas  importancia  que  en  Castilla.  La  rica- 
hombría aragonesa  fué  un  verdadero  poder  político  en  nuestro  pais, 
poder  constitucional  que  no  sdcanzó  iguales  medros  en  la  Corona 
castellana.  £1  repartimiento  de  las  rentas  ó  fené»  de  los  terrenos 
conquistados,  era  un  precepto  de  nuestras  leyes  fundamentoleá^  oon 
esclosion  de  toda  famüia  estrana,  y  algunas  veces,  de  los  miMos 


'^9«'<ÍBl  BMiflroHi'  Bttdra^  ésteleirki  partibtpaicioif  de  las  ébttipá^ 
ias.'flob  por  sa  propia  persona  y  bajo  este  sistema,  son  mtíy  difíd!- 
leá^ie  calGidar  las  ^ng^s  acostamientos,  con  qne  nuestros  ricos- 
lionibieslnfarian  de  engrasar  su  patriiáonio. 

Y  no  se  eche  aquien  ojif^o  qtíe' nuestros  mayores  terminaron 
tres  siglos^  antes  queJos  castellanos  la  reconquista  de  nuestro  terri- 
torio, laauando  á  ios  »abés  de  Valencia  y  de  Mallorca,  y  que  fue- 
ron en  aquefia  edad  los  primeros  qne  surcaron  los  mares  para  esten- 
der sus  t  dominios,  y  que  puestos  á  buen  recaudo  el  RoseBon  y  la 
Cerdda  llevarMí  triunfantes  sus  pendovies  á  Nápdes  y  Sicilia,  y  los 
plantaron  en  los  muros  de  Niéea. 

•  A  pasmosa  altnra  d^ieron  levantar  sus  fortunas  los  proceres 
del  reino  que  tan  gigantescas  empresas  llevaron  á  cabo ,  porque 
grande  debió  ser  d  botín  de  tan  señaladas  conquistas.  T  admiraron 
en  efecto  por  su  opulencia  los  ricos-hombres  de  Aragón  á  los  cuan- 
tiosos de  stt  época;  y  largo  éeria  el  catálogo  de  nuestros  acauda- 
lados magnates ,  si  intentáramos  pasarlos  en  muestra  en  este  mo- 
mento. Pero  ya  que  esto  fuera  divertir  demasiado  vuestra  atención 
de  la  cuestión  foral  que  nos  ocupa,  séame  lícito  indicar  que  varios 
d^oft  alegafon  en  sus  tiempos  mayores  rentas  que '  algunas  de  las 
casas  reniantes  de  nuestros  días.  El  almirante  Roger  de  Launa, 
opulentamente  heredado  en  Aragón  y  en  Valencia,  pudo  con  sus 
solos  acostamientos  de  Sicilia  formar  para  sus  descendientes  la  mas 
grande  fortuna  de  su  época,  que  ascendía  á  once  ó  doce  millones  de 
reales  de  nuestra  moneda  actual :  y  los  Lunas  (una  de  las  once 
famflias  fundadoras  de  nuestra  monarquía)  podían  cruzar  nuestro 
reino,  desde  Castilla  á  Francia ,  sin  dejar  su  casa ,  sin  salir  del  ter- 
ritorio de  sus  Estados. 

No  es  esto  sostener  que  la  viudedad  haya  dado  por  el  pié  á  las 
casas  aragonesas,  ni  que  la  falta  de  este  usufructo  foral  haya  pro- 
porcionado medros  á  las  castellanas,  que  otro  habrá  sino  el  camino, 
por  donde  encontraron  sus  acrecentamientos  las  unas,  y  su  decaden- 
cia las  otras;  si  no  manifestar,  que  no  estuvo  Juan  de  Patos  en  lo 
justo,  cuando  tan  violentamente  quiso  interpretar  los  fueros  ;de 
nuestro  reino,  suponiendo  además  én  los  fundadores  de  mayorazgos 
una  intención,'' que  en  caso  de  tomarse  en  cuenta,  se  habría  de  con- 
Mderar  como  contraria  á  su  objeto. 

Pciro  sean  las  que  quieran  las  causas  que  hayan  contribuido  al 
desmedro  y  acrecentamiento  de  lascasas  tituladas  de  ambos  reinos, 
TOMO  xm.  28 


c^de  todo  ponto  wAuWUo,  ^ne  h  "mMnA  vmgmm^  Iqw:  ée 

Jas  Uneas  primogéBüas  <p»  wn  to  Uíimém  i  sortea»,  y  á  iméafcr 
su  qndeada,  ha  contribuido  en  jdí  eoneapto  i  «o  diMMdiiMÉto* 

Y  ^  <K>  ¿c«ál  es  la  siloacioii  de  on  {irinosteito  destas  «asas  vin* 
foaladas^  cuando  qoeda  al  freate  de  etta  ana  madre  ¥iiida?  La  deim 
6imfi)e  alimeatisla,  la  de  un  «easatario  de  la.CMa.patema  cayaiméa 
porvenir  se  d^iece  hasla  b  muerte  de  su  madre.  I  el  aqwride  jna* 
dre,  sacie  s^brpponer^e  siempue»  ó  coa laas  fiíoiUdady  al  m6iioa,á 
las  preocupaciones  nobiliarias^  que  bacea  tan  desigHal  la  siMte  de 
sos  hijos;  y  á  poder  deste  sentimiei^,  mas  noble  y  generoso,  que 
el  de  su  alconvi»,  procura  en  la  admíaislradea  de  sos  cpantiosos 
irínculos  mitigar  la  ac^nra  aowte  de  los  qoe^  .%asdes  en  su  ooraflEen^ 
soporta  mal,  que  sean  tan  desemejantes .  en  su  farlnaa. 

T  si  la  auuke  es  joven,  como  mufihas  veces  acóntese  ^pn)  eatre 
tales  gentes  son  muy  comunes  las  segundas  y  teiceiiis  mipeias),  y  si 
el  primogénito  no  es  hijo  de  su  tálamo,  ¿  m  qué  grave  conflicto  <no 
se  pone  su  maternal  carino  mientras  sea  poseedosa  de  los  cuantio- 
sos bienes  de  su  casa?  Pero  aunque  el  ce^^o,  la  adoiaoiM -fanática 
á  los  timbres  ncbiliarios  de  su  esposa,  prevaleciesen  en  jsu  ooiaBon 
sobre  ios  sentimientos  mismos  de  la.naturaleaa,  (cosa  tan  dificil^e 
aceptar),  siempre  será  de  temer,  que  el  priouigÓBito  que  lleva  ya  en 
su  nombre  el  título  de  su  padre,  pueda,  en  edad  á  propósito,  (cuan- 
do la  juventud  brilla  en  él  con  todos  sus  encantos) ,  ofreoer  las  ven- 
tajas de  su  casa  para  obteoier  con  ellas  la  xetribuaon  .de  una  gran 
fortuna.  La  esperanza  de  mejores  dias  es  el  único  patrmio&io,  con 
que  cuenta,  para  interesar  en  sos  enlaces  la  vanidad,  el  orgullo  de 
las  familias  cuya  alianza  solicite,  y  que  en  cambio  de  un  porvoñr, 
lejano  acaso,  y  rodeado  de  eventualidades,  ha  de  llevarle  los  teso- 
ros de  su  opulencia  que  hayan  de  acrecentar  su  futuro  estado. 

Es  iimy  de  temer  que  estas  y  otras  consideraciones  de  igual  ín- 
dole, hayan  cpntribuido  á  que  nuestras  casas  amayorazgadas  no  ad- 
quiriesen los  medros  que  las  deCastílb^  y  de  todos  modos,  es  imo^ 
gable  la  equivocación  con.  que  en  este  pwato.  procedió  el  respetable 
Patos,  cfiando  quiso  inCringir  el  fuero  ifue  vedaba  jbt  viudedad  de  los 
bienes  amayora^ados,  so  color  de  prcücuciur  el  acüecentenieato  .de 
los  vínculos.  La  viudedad  aragone^  lejos  de  fiavonecer  la  foneion 
del  primogénito,  para  facÁiitarle.enlaces  venj^ai^sos,  la^teemáquina 
é  in^gura;,y  paniend0  m  Umo^át  duda  su.  jwi^ve^ir,  y  alfijteétfo 


4jdwt0^Orii^P9^|épQC9k  l»a$  ó  iiip9iiQji  iQopiat^ ,  ^smüfU!]»  sobre 
fiumer^iel  .a]ÍGÍeal^4e  ^a  herencia,  y- hace-  que  dependa  hi^ta  áo 
fi^síajttxátú»  el  goce  de  .unos  bienes,  que  sin  la  viudedad  le  perte- 
jieceri2m  m  verdad»}:^  posesión,  desde  lá  muerte  de  su  antecesor. 

Esta^  indio^iooies  son  tan  naturales  y  concretas  al  caso  de  jduc^* 
tro  uspfrucfQ  foral^  y  tan  de  todopnnto  iniprescindibles,  que  siento 
tjejierlasqpe  ^ucir,  para  reohajtar  como  <»ntraproducentes,  los  ar-- 
.jgun^entQsq^e  enconti;ario  espuso  un  jurisconsulto,  ^t  tanto  respeto 
como  q1  venerable  Micer  Patos.  Y  todavía  es  mas  sensible  que,  tras 
dfsstos  descuidos,  destasdormilaciones. que  padeció  su  recto  juicio» 
vengan  á  la^postrepara  sustentar  su  errónea  doctrina,  dos  reflexio* 
nes  le^es,  que  son  en  todo  su  rigor  lógiqo,  dos  verdaderos  contra 
principios  de  derecho :  la  primeca ;  que  el  constituir  viudpdad  en  los 
bienes  vinculados,  no  es  enajenar  parte  de  ellos  (como  si  el  usu- 
fructo no  afectase  aldominio  út^},  sino  diferir  Jos  efectos  del  vinculo: 
y  la  segunda,  que  el  marido  viudo  puede  dotar  á  su  segunda  :mujejr 
en  una  de  las  fincas  de  su  primera  esposa. 

La  ilustración  de  la  Acadeinia  y  el  nombre  del  respetable  juris- 
consulto á  quien  combato,  me  dispensarán  el  examen  de  tan  gravea 
errores. 

Ni  cabe  poner  en  tela  de  discusión  el  que  concediendo  viudedad 
en  los  bienes  vinculados,  se  eniijena  temporalmente  el  usufructo  de 
ellos,  en  favor  de  la  viuda  que  haya  de  disfrutarlos ,  ni  tampoco  el 
que  los  bienes  dótales  de  la  mujer,  pertenecen,  muerta  ella ,  á  sus 
beredos,  sin  que  el  marido  pueda  bajo  ningún  concepto,  disponer  de 
la  propiedad  de  ellos,  y  mucho  inenos  para  enajenarlos. 

Si  muerto  el  usufructuario  perece  el  usufructo,  uniéndose  este 
á  la  propiedad,  ¿qué  otra  cosa  que  una  enajenación  es  el  acto  por  el 
(pjiídf  se  priva  de  este  derecho  á  aquel  á  quien  corresponde,  para  con- 
cederlo á  otro  á  quien  no  le  compete?  Si  muerto  el  usufructuario  ter- 
mina el  usufructo,  ¿cómo  al  morir  puede  dejar  á  su  viuda,  lo  que 
deja  de  ^r  suyo  por  su  n^uerte?  ¿Cómo  dá  lo  que  no  tiene? 

Y  plisando  á  Ja  segunda  cuestión ,  ¿  cómo  el  marido ,  muerta  su 
primera  mujer,  puede  disponer  de  la  dote  de  su  cónyuje,  para  do^ 
narla  á  su  segunda  esposa,  no  siendo  suyos  los  bienes  que  la  consti- 
tuyen? Si  no  es  mas  que  usufructuario  de  ellos,  y  esto  mientras  per- 
manezca viudo,  ¿  cómo  podrá  disponer  de  una  propiedad ,  propiedad 
que  nunca l^a  sido  suya,  cuando  pasea  segundas  nupcias,  esto es^ 
Cfi^n^o  pierde  ii^asta  ^1  usufructo .  qi^e  ^n  ellos  tenia  ? 


92^  HSVISTX  DK  ttGmÍAtíSHi  ' 

Poé^  tafés  son  las  tazones  en  (}ae  el  buen  Patos  fanHa  h  tmntí* 
gresion  de  (a  ley,  que  niega  la  víndedad  de  los  bienes  vinctdados.  t 
como  todos  los  demás  juriscon^uUos  aragoneses,  que  han  seguido  sa 
opinión,  no  hagan  mas,  que  copiar  sus  palabras,  sin  añadir  nada  de 
nuevo  que  pueda  autorizar  tan  craso  error,  habrá  que  atenerse  á  lo 
<|ue  la  ley  dispone,  á  lo  que  esprese  su  testo,  y  mucho  mas  en  una 
legislación  como  la  ars^onesa,  en  que  la  letra  mata,  y  no  vivifica  el 
espíritu;  y  en  qtte  la  prohibición  de  toda  interpretación  ostensiva  elevó 
«I  principio  inconcurso  su'conocido  teorema  de  standum  est  chixrtm. 

¿T  que  dice  la  legislación  aragonesa  en  este  punto?  ün  poco  d% 
paciencia,  y  la  Academia  lo  oirá  todo  en  pocas  palabras. 

£1  primer  fuero  que  trata  de  este  asunto,  pertenece  á  la  compi- 
lación de  Huesca  de  1247,  bajo  D.  laime  I  y  dice  así:  Defundo  mro 
tixor  vidua  Ucél  áb  eo  film  non  hábuerü,  omnia  qwz  $mul  ha- 
buerurU,  pússi  debü.  El  segundo,  corresponde  á  las  Cortes  de  Mon* 
zon,  de  1390,  bajo  D.  Juan  I  y  declara  que  vis  mortuu  uxore  habet 
usufrudum  in  bonis  sedentibm  uxoris,  durante  viduitatem,  y  él 
tercero  y  último,  que  es  el  que  mas  esplícitamente  trata  de  esta  ma- 
teria, y  que  como  posterior  á  las  dos  disposiciones  sobre  dichas,  es- 
plica  y  fija  su  sentido  y  la  verdadera  significación  ó  valor  de  las  pa- 
labras, habuerint  y  sedeniibusy  es  la  observancia  sancionada,  con 
todas  las  demás,  en  las  Cortes  de  Teruel  de  1428,  en  que  se  espresa 
clara  y  paladinamente  que:  uxor  habet  jm  viduüatis  in  bmis  qtut 
fuerunt  viri  sui  quo  adpropietatem. 

Tal  es  la  historia  legislativa  de  nuestro  usufructo  foral,  y  de  ella 
resulta  que  fué  concedida  primeramente,  solo  á  la  mujer,  y  que  des- 
pués se  estendió  al  marido,  en  los  bienes  de  sus  respectivos' c6n- 
yujes. 

Téngase  sin  embargo  en  cuenta,  que  el  usufructo  foral  se  esta- 
bleció en  favor  de  las  hembras,  con  preferencia  á  los  varones;  y  que 
esta  predilección  permite  mayor  latitud  en  la  esplícacion  de  nuestros 
fueros,  cuando  se  trate  del  beneficio  de  las  viudas.  La  observancia 
citada,  concede  á  estas  viudedad  en  los  bienes  de  su  difunto  marido, 
aun  cuando  no  hubiese  entrado  en  la  posesión  de  ellos,  cosa  que  no 
se  advierte  respecto  á  los  varones. 

Por  lo  demás,  la  espresion  de  la  observancia  citada,  respecto  á  la 
clase  de  bienes  sobre  que  recae  este  derecho  es  tan  terminante,  y  tan 
poco  ocasionada  á  interpretaciones  de  ningún  género,  que  todos  los 
jurisconsultos  aragoneses  han  esplícado  su  doctrina  de  un  mismo 


modd;  y  todos,  conviniendo  en  que  la  ley  soto  concede  vindedaá 
fti  cónynje  sobreviviente,  los  bienes  que  fueron  del  dominio  y  pro» 
piedad  del  que  murió. 

Ya  hemos  visto  como  pensaba  Mignel  del  Molino  y  cuan  graves, 
cnán  terminaiites,  son  sus  opiniones  en  esta  materia.  La  cita  que  de 
éi  queda  consignada,  es  la  fórmula  mas  exacta  y  genuína,  de  la  doe* 
trina  común  de  los  usufructos,  y  de  la  de  nuestros  fueros  en  el  pun- 
to de  su  viudedad. 

Lo  mismo  que  Molina,  opina  Plano,  uno  de  los  letrados  mas  en- 
tendidos de  nuestro  foro,  quien  dice  que  para  faltar  á  esta  doctrina 
se  buscó  un  protesto  en  la  voluntad  de  los  fundadores  de  los  mayo- 
rauEgoSi  suponiendo  en  ellos  el  propósito  de  que  sus  descendientes  se 
procurasen  enlaces  mas  ventajosos  y  que  la  viudedad  era  un  inedia 
de  alcanzarlos:  razones  ambas  de  que  me  he  hecho  cargo  anterior* 
mente. 

Pero  acaso  aunque  mis  apreciaciones  fuesen  equivocadas  en  esti^ 
parte  ¿las  cavilosidades,  las  sutilezas,  ni  las  opiniones,  puesto  que 
fundadas  de  los  jurisconsultos,  han  podido  nunca  tener  fuerza  de  ley 
e  n  nuestro  reino?  ¿Cabe  en  su  sistema  legislativo  semejante  absurdo? 

Pregunta  es  esta  á  que  no  contestará  a6rmativamente  ningún 
jurisconsulto  que  se  digne  estudiar  con  alguna  detención  nuestra  es- 
pecial manera  de  legislar.  En  los  puntos  legislativos,  en  que  el  fuera 
calla,  en  aquellos  otros  en  que  el  testo  foral  necesite  de  alguna  es- 
plícacion,  que  aclare  su  sentido,  habrán  podido  tener  entrada  las  in- 
t^pre^ciones  de  los  prudentes,  la  jurisprudencia  de  los  tribunales; 
pero  téngase  presente  que  la  interpretación  ostensiva  ha  estada 
si^npre  prohibida  por  nuestras  leyes;  y  que  contra  el  fuero  mismo, 
contra  su  letra,  contra  su  genuino  sentido,  es  un  contraprincipio  le- 
gal sostener  que  en  Aragón  haya  costumbre  ni  práctica  posible. 

Esas  mismas  observancias  que  van  unidas  á  nuestro  código  foral 
han  necesitado  de  la  aprobación  de  las  Cortes  de  Teruel,  y  solo  así 
pasan  por  verdaderas  leyes;  y  eso  con  las  limitaciones  y  reservas 
que  en  su  aprobación  se  espresan . 

Antes  de  esta  sanción,  formaban  solo  un  cuerpo  de  doctrinas, 
donde  los  jurisprudentes  hallaban  medios  de  sostener  las  pretensio- 
nes, que  no  teniendo  apoyo  en  ningún  fuero  espreso,  eran  llevadas  á 
los  tribunales  para  recabar  un  fallo.  En  estos  casos  tan  frecuentes  en 
el  foro,  resolvíanse  las  dudas  que  en  él  se  suscitaban  con  el  auxilia 
de  las  observancias,  verdadera  legislación  supletoria,  cuando  por 
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fueros  éíspresos  no  era  posible  dirimir  las  cucstíoAcs,  qúéf  ^rTa  gSS- 
tión  de  los  negocios  forenses  se  promovían. 

Por  lo  demás,  el  poder  legislativo  de  Aragón  residió  siempre  ett  ' 
las  Cortes  con  el  Rey;  y  no  solo  esto,  sino  que  para  la  formación  de 
un  fuero  se  necesitaba  de  la  absoluta  conformidad  de  los' brazos  6  es- 
tamentos que  constituían  sus  Cortes;  y  mas,  que  ni  uno  solo  de  los 
votos  de  cada  estamento  discrepase  en  la  votación.  Era  precisa  pues 
la  unanimidad  de  brazos  y  de  votos,  y  la  aceptaeioB  del  Monarca 
después,  para  constituir  un  fuero. 

Y  yo  pregunto  ahora;  dentro  de  un  sistema  en  que  se  necesítate' 
del  uúánime  consentimiento  de  todos  los  legisla(Íores  patai  formar 
una  ley  ¿cabe  el  que  uno,  ni  dos,  ni  cien  jurisconsultos  levanten'^ 
voz  ante  las  Cortes  y  el  trono,  y  le  impongan,  no  por  la  fuerza  dft' 
lá  convicción,  sino  de  sus  insegu'ras  apreciaciones,  el  yugo  de  stt' 
dictamen,  cuando  los  mismos  poderes  supremos  el  délas  Cortes  y  det 
Monarca,  no  lo  pueden  imponer  al  país  sino  en  el' caso  de  idia  com- 
pleta unanimidad? 

Ni  en  las  leyes  generales  de  España,  ha  existido  légítimamenf^ 
mas  interpretación  que  la  auténtica,  ni  la  constitución  aragonesas, 
qf&e  veda  espresamente  la  estensivay  puede  prestarse  á  las  sutilezas 
y  cavilosidades  de  los  jurisconsultos.  Porque  si  ninguno  puede  in* 
Mugir  los  fueros,  puesto  que  su  infracción  haya  de  ser  favorable  á  la< 
justicia;  si  en  su  aplicación  se  hade  estar  siempre  á  s'u  sentido  y  es- 
presión  literal  ¿cómo  habría  de  ser  lícito  establecer  contra  su  testd 
una  doctrina  que  le  fuese  contraria,  y  que  repugnase  á  la  íodole 
constitucional  del  reino? 

Nf  se  puede  en  Aragón  ponderar  las  opiniones  de  los  doctos,  sino 
¡a  razón  de  la  doctrina,  ni  nunca  se  ha  usado  ni  conocido  dar  fuerza 
de  ley  contra  el  testo  foral  á  las  argucias  de  los  jurisconsultos  ni  k 
las  prácticas  de  los  tribunales. 

Elevado  á  principio  dogmático  el  teorema  standum  et  charm,  la 
interpretación  de  los  fueros  era  propia  prerogativa  de  las  Cortes  ó' 
del  Justiciazgo,  y  hallávase  vedada  terminantemente  la  inobservan^• 
cío  del  testó  legal  aunque  de  su  quiebra  hubiera  de  resultar  benefi- 
cio á  la  justicia. 

Caben  las  costumbres  fuera  de  ley  en  los  estados,  donde  la* 
voluntad  del  país  es  la  fórmula  esencial  de  ellas.  Y  por  ello  cabía  et 
que  entre  nosotros,  por  la  índole  especial  de  nuestro  sistema  poíítíco  ' 
se  haya  querido  dar  fuerza  legal  á  nuestras  observaiacias,  ami  ante»^ 


dribber  sMk>  sattdkmadb»  poi^  nMárUs  €>6tte»i  pem  proilibif  In  m-> 
te|Mrelftmoii«stefistirft  y  vatertó  de  eHa  para  sostener  doctrinas- con^ 
tiaiíaral  testo  literal  ée  las  leyes;  procHatmar  la  volantad  del  país^ 
comotbaae  de  su  legislación,  y  oponer  la  espresíon  de  esla  pormedio' 
de  Ja  costumbre  á  sorespresion  legal  directa  y  terminante,  por  medio- 
de  las  Cortes,  es  en  nuestro  concepto  un  deisacuerdo  insostenible. 
Siempre  tendrá  mas  faeí^a  el  qtte  el  que  calla,'  cuando  del  ffllencid 
de  eiler  se  quiere  deducir  su  deseo,  y  cuando  por  su  adqnierienda  se 
trata:  de  conocer  su  YoluniM. 

Tampoco  es  cierto,  ni  puede  sostenerse  legalmente,  que  en  Ara- 
gxü  se  haya  juagado  nunca  por  fasiañas,  ni  que  las  sentencias  de  la 
onrte  del  Justicia  dadaa  en  un  proceso ,  hayan  podido  traerse  como  ^ 
verdadereg  fueros  á  otros  de  igual  naturaleza ,  por  mas  perfecta  que 
filase  k  identidad  del  caso.  Habrán  podido  los  abogados  valerse  de 
ellasr  como'  de;  un  medio  de  defensa :  habrán  tratado  de  probar  la  se^ 
QMiiwza  de  uno  y  otro  fitigio,  la  completa-  igualdad  de  las  pretensio- 
nes,, para  deducir  de  aquí  un  argumento  de  autoridad  con  que  legi^' 
timar  sa  pret^ision ;  y  habrá  podido  el  abuso  de  tales  argumenta-^ 
ciaiies  constituir  una  verdadera  corruptela ;  pero  nunca  se  sostendrá ' 
legitünamente  que  este  linaje  de  decisiones  haya  podido  tener  fuerza^ 
de.ley  ea  Aragón. 

Cierto  es  que  las  respuestas  del  Justicia  en  la  esplieacion  de  los 
faeíos  tenian  fuerza  de  ley ;  pero  esto  acontecía  cuando  el  rey  ó  sus* 
ofidaies,  y  demás  personas  constituidas  en  autoridad ,  consultaban 
sos  dudas  sobre  la  inteligencia  legal  de  su  testa;  y  entonces  la  con- 
testación de  este  supremo  magistrado  era  un  verdadero  fujsro,  al  que 
debían  arre^s^  sus  procedimientos  y  sus' fallos  el  monarca,  las  auto^ 
ridades,  los  tribunales.  Pero  desde  esto  á  sentenciar  por  fazañas; 
desde  dar  teóricamente  la  esplieacion  de  una  ley  hasta  traer  la  deci« 
sion  de  un  pleito  para  que  sirva  de  regla  en  la  decisión  de  otro ,  sin 
teñera  la  vista  el  primero,  y  sin  que  preceda  su  examen ,  para  co* 
nocer  la  igusddad  de  ambos  casos ,  y  mas  sirviéndose  de  una  senten^ 
cía  (tal  vez'  errónea)  para  que  se  cometa  igual  error  en  otra,  hay* 
una  diferencia  inmensa  que  no  merece  detenerse^en  ella.  La  comi- 
sión de  un  error,  admitida  semejante  corruptela,  lo  eternizaría, 
elevando  á  dogma  inconcuso  el  mayor  absurdo. 

I  sobre  todo,  y  contrayéndome  al  punto  que  nos  ocupa,  es  in- 
dudable  que  el  primer  jurisconsulto  que  quiso  sostener  la  doctrina 
de  la  viudedad  en  los  bienes  amayorazgados  fué  el  referido  Patos;  y 


qae  todos  los  demás  que  han  bablado  eo:  el  miaño  salido,  OftliaB 
hecho  sino  seguir  su  dictámea,  copiando  sus  errores,  sus  cavilosidad 
des,  sus  palabras  mismas.  Dejándose  llevar,  p6r:deeírlaasí,  del.ras^ 
peto  que  á  tan  venerable  jurisconsulto  profesaban,  no  se  pararon  tá 
aun  á  leer  con  cierto  examen  crítico  sus  espresiones,  y  se  dieron  por 
satisfechos  con  adoptarlas  literalmente.     : 

De  este  número  son  Miguel  del  Mdino,  [Portóles  y  Plano ;  y  tan 
derto  es  esto ,  que  no  se  citará  una  sola  frase  en  favor  de  la  viade* 
dad  de  los  bienes  vinculados  que  no  sea  copiada  al  pié  de  la  letra  de 
aquel  antiguo  profesor. 

Dedúcese  de  aquí ,  que  ateniéndose  todos  los  jurisconsultos  qfne- 
han  tratado  esta  cuestión  á  lo  que  sobre  ella  dijo  Patos ,  no  hay  mas 
doctrina  que  la  suya  en  esta  materia ;  y  que  solamente  este  magis» 
trado  hasostedido  la  viudedadpbral  en  los  bienes  vinculados,  porque 
todos  los  demás  son,  por  decirlo  así,  meros  testigos  de  referencia. 

Pues  bien :  Patos  escribió  en  el  siglo  XIY ,  y  cuando  no  hsÁiá 
mas  fueros  que  hablasen  de  la  viudedad  que  el  de  la  compilación  de 
Huesca  de  D.  Jaime  I ,  en  que  se  concede  á  la  viuda  el  usufruolo 
legal  en  los  bienes  que  hubieren  tenido  de  mancomún  ambos  es- 
posos. 

Después,  y  muerto  ya  Patos  (puesto  que  dentro  del  mismo 
siglo)  se  estendíó  este  d^echo  á  los  varones  (á  quienes  antes 
no  se  concedía)  por  el  de  las  Cortes  de  Monzón  de  1390,  bajo 
D.  Jaime  I.  Usábase  en  estos  fueros  de  las  palabras  habuerint  y  se- 
dentibus;  y  cabia  aun  la  duda,  suspicaz,  infundada ,  pero  posible, 
de  si  semejante  beneficio  podía  sostenerse  sobre  los  bienes,  cuya 
nueva  posesión  hulnera  pertenecido  al  cónyuje  pre-muerto. 

Pero  semejante  doctrina,  destituida  de  fundamento,  porque  la 
posesión  sin  el  dominio  no  puede  pasar  de  la  persona  del  poseedor; 
y  porque,  según  el  mismo  Molino,  fué  resistida  en  el  tribunal  del 
Justicia,  recibió  después  el  golpe  de  gracia,  mediante  la  disposición 
foral  de  nuestras  observancias,  sancionadas  por  las  Cortes  de  Teruet 
de  4428,  bajo  Alonso  V;  disposición  en  que  espresamente  se  exi^e, 
que  para  que  la  viuda  goce  de  viudedad  en  los  bienes  de  su  cónyuje, 
es  necesario  que  estos  hayan  pertenecido  al  marido  quo  ad  propletO" 
tem.  Inoportuno  es  indicar  aquí ,  que  habiéndose  constituido  este 
usufructo  foral  mas  en  beneficio  dé  las  hembras  que  de  los  varones, 
no  es  posible  admitir  en  favor  de  estos  interpretaciones  que  no  at* 
caneen  á  aquellas. 
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La  opmión  de  Patos,  y  de  toda  la  grey  de  escritores  copistas 
suyos ,  quedó  desde  este  momento  síq  ningún  género  de  apoyo,  ni 
eni  los  principios  del  derecho  común  (que  niega  á  los  usufructuarios 
el  derecho  de  transmitir  su  usufructo  á  sus  heredemos),  ni  en'  el  testo 
y  doctrina  de  nuestra  legislación  foral  (que  exigen  la  propiedad,  el 
pleno  dominio  de  lós  bienes  en  que  se  haya  de  constituir  la  viude-  ' 
dad):  propiedad  y  pleno  dominio  que  no  existen  en  los  que  disfrutan 
Tüiculos,  y  que  ¿or  eso  son,  y  se  apellidan  por  la  ley,  poseedores, 
no  propietarios  de  sus  bienes. 

Pstsen  (puesto  que  con  la  calificación  dé  gratuitas),  hasta  dicha 
^K>ca,  las  dudas  suscitadas  por  P^tos  y  aceptadas  por  todo  su  sé-  . 
quito  de  afamados  jurisconsultos;  pase  también  la  resolución  que  - 
por  los  mismos  se  les  dio  en  favor  de  nuestro  usufructo  fóral ,  antes'' 
de  recibirla  sanción  de  las  (!ártes,  la  observancia  promulgada  por 
las  de  Teruel;  pero  que  no  se  intente  sostener  semqante  doctrina 
desde  ésta  fecha  en  adelante,  porque  lo  craso  del  error  rechaza  to- 
da discusión.  Las  doctrinas  mas  canónicas  sobre  el  usufructo  lo  ha- 
dan inaceptable  ante^;  pero  la  declaración  esplícita  de  las  leyes  an- 
teriores por  Otra  posterior ,  la  hizo  después  de  todo  puntó  incontro* 
vertible.  Eé  preciso  atropdlar  por  todo ,  por  las  doctrinas  cofmo  por 
la*  ley ,  para  sostener  desde  entonces  la  siempre  errónea  opinión  de 
Patos.  Es  preciso  cerrar  los  ojos  á  la  luz  y  negar  hasta  el  dogma' 
mismo  de  la  ciencia  para  haber  sostenido  en  nuestro  tiempo  la  viude^ 
dad  en  los  vfñculos  y  mayorazgos.  La  resena  histórica  de  nuestra 
legislación,  que  acabo  de  indicar,  responde  á  cuantas  objeciones  se 
qíderan  oponer  á  la  doctrina  contraria.    ' 

'  Y  estando  tan  terminante  el  testo  legal,  es  de  todo  punto  impo- 
ste eu éste  ireino,  con  arreglo  alas  doctrinas  mas  inconcusas  dé  su 
légiálacion ,  ni  violentar  su  letra,  ni.toircer  su  sentido  á  espHcaciones : 
de  que  no  necesita  por  estar  claro  y.que  no  consiente  la  índole  de 
aquella  organización  política. 

Si  tales  esplicacionés  del  sentido  tegal  de  nuestros  fueros  se  hu-- 
biérün  podido  apoyar  en  su  doctrina  política,  ¿hibríanse  sus- 
citado los  importantes  pleitos  sobre  virey  estranjéfo  en  tiempos  de 
Felipe  II,  y  sobre  la  necesidad  del  juramento  de  Carlos  el  en- 
fermo, antes  de  titularse  rey  ni  de  ejercer  acto  alguno  de  regia  ju-  - 
risdiccion? 

^  -Pues  pocas  controversias  habrá  habido  mas  importantes  en  nio^^ 

guna  ñlonarquíá^qué  las  dtíd  citadas/  y  pocas  ts^bíen^  donde  pudie-^ 
TOMO  xin.  29 
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rap,  aleigacsQ  wjoros  rapsoi^es  jof^idica^.eo  pro  delag  pret^n^íoiies.  4e 
si|%  mQoarcasH 

Tratábase  en  U  primera  del  BombrauíMeoitaide  an  catalán  para 
yirey  ^el  reüu^,  y  el  fuero  que  léste  alegaba,  para,  no  darle  posesión  . 
de  su  cargo  era  el  que  lleva,  por  e{Hgrafe  Quoifi  ofliciciakB  Arago- 
numsint  de  Aragq¡m'  Pi^es.lnen:  á  pesar  de  cpie  en  él  se  egresan 
Tark^  cargos  menos  impprtant^,  sin  mencionar  d  yireinato,  y  de 
qaeesta  suprema  ^n^agistratura  no  parece  debía  comprenderse  en  la 
^ificacion  genérica  (mnes  (üii  officiales  regni,  por  ser  un  áUeregq. , 
d^m^arca  y  su  .gemina  personificación^  j^  hubo  lugar  á  la  inter- 
pretación que  se  necesítate  para  declararlo  así;  y  aquel  monarca»  y 
tan  celoso  de  sus  prerogativas,  y  tan  tenaz  en  sus  propósitos ,  hubo  . 
df  abandonar  9u  demanda. 

Posteriormente  4Uiudi6  á  las  Cortes  de  Tarazona,  pidiendo  por  un .', 
plf^»  dado  se  le  tolerase  el  uso  del  derecho  que  en  el  pleito;  se  I9 
cwb^tia;  y  con  eslo  hubo  de  reconocer  la  leudad  de  l^s  preten- 
sii^ies  del  reino. 

Todavía  fué  mas  grave  y  mas  sbstenible  en  bo^^os  principios  de  . 
derecho  conpkun  la  pretensión  de  Carlos  II;  y  en  ella  mas  que.  en  nia-  . 
g^upiiji  otf»  dejase  ver  cuan  inflexible  era  el  testo  legal  de  nuestra. , 
fw^9  y  cu^  poieo  acomodado  á  ningún  linaje  de  interpretaciones. 
Disponían  aqueUosque  el  sucesor  d^  la  corona,  antes  de  titularse  rey , 
ni  ejercer. prerogati va  alguna  real,  hobie^  de  prei^r  juramento  en.. 
l%.Seo  de  Zaragoza.  Bmpero  imposibilitado  «aquel  monarca  para.pre«  , 
sitarse  en  la  m^ópoli  del  reino  tan  pronto  como  aconteció  la 
muerte  de  su  antecesor,  ya  por  su  corta  edad  y  graves  atenciones 
qu^en  la  de  Castiga  le  detenian,  y  ya  por  su  quebrantada  salad, 
tw  espuesta  á  giraves  trastornos  por  las  incomodidades  de  tan  largo  . 
yrpenoso  viaje  en  el  rigor  del  invierno,  creyó  que  prestando  su  ja-  j 

TMiiento  en  la  cor^cs^tellana,  y  prometiendo  pres^tarse  ealaara- . 
gonesa  para  su  renovación  (tan  pronto  como  le  fuese  posible),  habda. 
cugiplido  con  el  precq[>to  for^.  Sin  embargo ,  vióse  inhibido  de  usar 
elctáulo  de  re]^y  de  ^erc0r  fM)to  alguno  de  jurisdicción,  en  letras 
eqiedidas  por  el  Justicia  á  petición  del  reino.  No  aloapaaron.á  dehjr  1 

litar  el  testo  del  precepto  foral  ningún  género  dei  reflexiones,  ni  ma* 
ñera  alguna  de  ialerpretacjon;  y. el  mimrca  h«bp  de  recibir  por  . 
otorgamiento  de  sus  subditos  lo  que  con  tanto  ahinco  como  r^Qn  (ea » 
aquel  caso  verdadpram^ate  eso^ipnal)  necesilaba.  El  fuen)  quedó 
así  á  salvo»  y  coiisíe^iado  miifi,ve&;imy  mp^eo  t^^  solemiie»  et . 


pm<jpií(iGte  In  siobarattia^nacioiial  del  pueUo  gmgoiaés,  taa  en  dp- , 
suM  ya  en  los  reinados  de  Garlos  I  y  Felipe  H ,.  y  tan  en  irepngnancia 
afejáevechQ'  público  que  prevaleeía  por  aq^lU  época  en  todos  los 
piebkfi  d^  Eifropa. 

.  Fsroiqiié  mncbo  que  la  inteligencia  literal  de  los  fieros  eonstitDb^ 
jese  la  verdadera  jurisprudencia  del  reino ,  cuando  en  el  de  inquisí*  ^ 
ciotcfl  $e  lee:  Ordenamos  que  si  en  el  present  fuero  acorrerán  álgur 
nos  cosas  que  aquellas  aym  á  ser  &(jíendidG&  ¿  se  enUendqin  se^ui^ 
yacen  á  la  letra ,  sine  otra  interpretación  alguna,  é  no  en  otra  nMh 
ñera. 9  Añadiénd/ose  en  otro,  para  cortar  las  sutilezas  de  los  juria* 
consultos:  a  Empero  declaramos  que  juristas  algunos  no  ayan  ni 
puedan  haber  el  oficio  de  la  dita  judicatura.  > 

Creo  que  los  ejemplos  citados,  tan  notables  por  la  importancia  de 
la  controversia  á  que  se  refieren,  como  por  la  de  los  comparecientes 
en  el  juicio  que  suscitaron ,  unidos  á  los  testos  ferales  que  acabo  de 
esponer,  alcanzarán  á  fijar  la  caestlon  que  nos  ocupa,  si  ya  las  doc- 
trinas antes  consignadas  al  mismo  propósito  no  hubieran  disipado 
todo  género,  de  dudas.  Prolijo  por  demás  habré  parecido  acaso  en 
eale  puatoi  á^  la  Academia  al  dilucidar  este  estremo ;  pero  conflé  .  eft 
ifm  flo  había  tomado  á  mal  esta  proligidad,  e»  gracia  al  menos  der^ 
Itf'gratosqne  deben  serie  estos  recuerdos  de  una  legislación  que  tnr^ 
arraigada  se  hallaba  en  el  ánimo  de  nuestros  mayores ;  y  que  con 
4«a(  napeado  sentnniento  van  mirando  desaparecer'  todo^  los  büe*- 
wfe  aka^oeses,  bajo  la  amenaza  además  de  ser  abolida  mu;^  pronto'' 
aligolpe  de  una  codificación  genial  para  todos  los  reinos  de  Espala*.  * 
T«tibe  de  punto  este  sentimiento  al  oteervar  la  ninguna  participial^ 
eíoii^iqne  en' trabajo  tan  importante  halnrán  de  tener  los  jtirisoonsi#^ 
tei 'de  nuestra  antigua  coronilla. 

Ved'aqui,  señores,  la  enseñanza  foral  ea  qne  apoyos  una  opíniail*> 
cotiraria  al  común  sentir  de  nuestr<^  jurkoonsultos  sobre'  la  i4iMf^> 
dM  aragoKesa  en*  ios  hiedes  vinculados. 

Al  estodKar,  con  mas  afición  acaso  que  aprovechainiento',  la  fn^^ 
Melegálalivade  nuestro  antiguo  reino,  creí  ver  un  verdadero  abtt^> 
sei^en  la  fue^a  y  autoridad,  que  la  práctida  dabsi^^  dictáthén  db^^ 
mediros  fueristasven  esta  parte  importante  de  nneátro  dereísho;  péh»^i 
afréxaüinnrla  detenidai»ente  encontré  la  doctrina  de  Miiser  Juan'  de^^ 
Mi»,  no 'Solo  inadfflíáiblev  sino  de  todo  punto  eoútrapriodticente^'^ 
laiiiraames  en  que  las  apoyaba. 
.  ayudado  entoticesrde  la  aeep(»m  1^1  que  tanto  las  leyds  ^' 
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flnmes  como  las  nuestras  dan  al  dominio  y  la  propiedad ,  ibiHé'  qué 
ninguno  de  estos  dos  títulos  coavienen  á  los  poseedores  de  los  ma- 
yorazgos; y  la  observancia  que  de  este  punto  trata,  como  ley  del 
reino  por  una  parte ,  y  como  interpretación  auténtica  de  los  fueroi^ 
anteriores  por  otra,  me  pusieron  en  el  caso  de  formular  la  doctrina 
que  acabo  de  esponer  y  sustentar  en  esto  discui^. 
^  Tal  cual  ella  sea,  la  someto  al  recto  criterio  de  los  ilustrados^ 

académicos  que  me  han  dispensado  la  honra  de  escucharme. 

■  *■ 

Manoel  Lasahu 
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^  ¿Puede  el  que  se'  supone  ó  realmente  es  dueño  de. una  finca 
embargada  judicialmenle  y  dada  en  adinini^racmi  judicial  tam*' 
bien,  entablar  el  interdido  de  recobrar  contra  el  admini^rador't 
t  -  ■        •  •    • 

•  Entre  todos  los  abusos  que  vemos  nacer  y  arraigarse  en  el  íojeo 
pocos  habrá  de  tan  trascendentales  consecuencias  como  el .  de  la 
estension  que  algunos  pretenden  dar  al  interdicto  de  despojp.il 
poder  judicial  corresponde  evitar  esta  nmla  inteligencia  de  las  le< 
y^,  y  de  las  buenas  prácticas,  poner ,  un  -coto  á  los  despojos  (Vio- 
lentos que  á  la  sombra  del  interdicto  de  recobrar,  malamente  apre* 
iáado,  pueden  cometerse,  é  impedir  que  se  falsee  una  manera 
de. proceder,  quedólo  encuentra  su  justificación  en  las  Causas  pe*- 
xentorias  y  urgentes  que  la  introdujeron.  Por  lo  mismo  que  en  ,.el 
¡n|erdicto  derdespojo  no  es  necesaria  la  audiencia  de  la  persona 
que  e^lá;en  posesión,  que  la  información  de  testigos; se  haoe 
¿espaldas  de  aqiiel  á  quien  perjudica,  y  que  no  hay*  posibilidad  de. 
manifestar  sus  tachas,  si  el  que  se  llama  despojado  afianza,  mafor. 
debe  ser  la  circunspección  del  juez  al  admitir  el  interdictos  Na 
es  este  uno  de  los  casos  en  que  puede  haber  lugar  a  la  interpreta- 
don  ostensiva;  recurso  estraordinario  el  interdiiclo  de  despajo,  na 
doj^  llevarse  mas  allá. de  sus  jegitimos  limites;  io  contrario  seria 


'Mi^renir  en  enemigo  de  la  posesión  al  remedio  espedito  y.perentct- 
rio  inventado  para  protegerla,  ^ 

Solo  (Miy  lugar  al  interdicto  de  despojo,  cuando  aquel  que  esMi 
•n  la  posesión  civil  6  natural,  ha  sido  lanzado  de  ella  por  fuerza  i6 
jclaudestioamente.  Donde  no  ha  habido  violencia  ó  clandestinidad 
para  apoderarse  de  la  cosa ,  allí  no  hay,  no  puede  haber  bterdicki: 
los  remedios  ordinarios ,  las  acciones  comunes  de  posesión  y  de 
propiedad  bastan  para  que  pueda  recobrar  su  derecho  el  que  de 
ntra  manera  dejó  de  poseer* 

La  etimología  ktina  de  la  palabra  despojo  {$polium)  la  signifi- 
cación misma  que  en  el  uso  común  de  la  lengua  se  le  dá»  indican 
que  el  despojo  es  un  acto  violento.  Los  romanos  llamaron  áesie 
interdicto  unde  vi  para  indicar  que  era  necesaria  la  fuerza  mate- 
rial para  que  pudiera  entablarse.  La  fórmula  que  á  él  correspon- 
día 9  manifiesta  que  la  fuerza  y  sola  la  fuerza  daba  lugar  á  él :  üíi- 
de  tu  illum  vi  dejecisli^  aut  familia  tua  dejecit,  de  eo  quod  ad  eum 
pervenit^  judicium  daba.  Bajo  la  denominación  de  vis,  no  se  com- 
prendía solo  la  violencia  física,  sino  también  la  moral:  no  era  ne- 
cesario el  acto  material  de  arrojar  á  uno  de  la  posesión,  sino  que 
bastaba  que  mediaran  amenazas  que  produjeran  por  resultado  el 
abandono  de  la  posesión  material. 

Pero  no  era  este  solo  el  interdicto,  que  para  recobrar  la  pose- 
.  sioo  tenian  los  romanos ;  existían  otros  dos :  el  de  clandestina  pas'^ 
sesione  y  el  de  precario.  El  de  clandestina  possesione  competía  á 
aquel  á  quien  clandestinamente  se  le  había  privado  de  la  posesión; 
el  de  precario^  al  que  había  concedido  una  cosa  raíz  á  título  de 
precario  y  no  obtenía  su  restitución.  El  interdicto  de  clandestina 
possesione  dejó  de  estar  en  uso  desde  que  se  consideró  que  la  pose* 
sien  de  los  inmuebles  no  se  perdía  mientras  no  resaltaba  que  cuan- 
do sabia  alguno  que  otro  se  había  apoderado  de  ellos,  no  trataba  de 
volver  á  obtener  la  posesión,  ó  sufría  la  del  despojante. 

De  este  modo  tenian  los  romanos  tres  interdictos  restitutorios 
para  purgar  los  tres  vicios  de  la  posesión,  la  violencia,  la  clandes- 
tinidad y  el  abuso  del  efímero  título  del  precario.  Los  dos  primeros 
interdictos  se  refundieron  en  uno  solo,  el  interdicto  unde  vi. 

Nuestras  leyes  consideraron  del  mismo  modo  el  despojo  que  los 
romanos;  el  interdicto  unde  vi  trasmigró  á- nuestro  derecho  con 
toda  su  significación.  Las  palabras  despojo  y  fuerza  vinieron  á  te- 
ner el  mismo  significado.  Si  algún  home  entrare  ó  tomare  por  fuer%a 


algmácosa  queotroítnga  en  juro  ó  enpoderf  en  paz,  diee  te  ilT 
4%  dei  tít.  lY  del  lib.  IV  del  Fuero  Beal,  htbhndo  de  lo  qoentltt- 
mos  éesspoja^  ley  tnserípU  en  el  tít.  XXIIV,  ib.  X  de  te  Ñor.  Be- 
copitedoQ.  En  este  misiiio  sentido  están  escritas  te  ley  8/  M  tul- 
lo I  del  líb.nn  del  Fuero  Juzgo,  y  la  iO  del  tít.  X  de  la  Part.  Ttl. 
Pero  mas  espiíeita  que  todas  es  la  ley  S.'dd  tft.  TB  dellib.  Vdél 
Espéculo»  en  la  cual  ya  no  solo  se  trata  de  despojo  cometido  por 
Yicrfeocia,  sino  tambico  del  hecho  con  clandestinidad.  Estas  son  ftus 
palabras:  c  Fuerzan  á  las  vegadas  á  algunos  hones  de  algmtíis  co- 
sas de  que  son  tenedores,  porque  se  an  de  querellar  sobre  que 
^on  desapoderados  de  la  tenencia.  Onde  qoi  tal  demanda  oneri  á 
ficer  antel  jndgador,  deve  nombrar  todas  las  cosas  que  disipaos  en 
ia  ley  ante  desta.  B  demás  dezir  el  fecho  como  acaereíó ,  sil  echa- 
toa  ende  per  fuerza,  ó  si  gela  entraron  non  seyendo  él,  é  qoaodo 
tornó  non  lo  ac<^ieroo  en  la  posesión.  E  deve  pedir  qnel  tomen  en 
'la  tenencia,  é  qoel  fagan  dar  todos  los  frutos  ,  que  ende  recibió 
tquet  que  la  tenie  ó  pudiera  recebir  aquel  que  te  demanda.  E 
demás  pechel  te  pena  que  dize  en  el  título  de  las  faerzas.  >  Es  de- 
dr  qne  nuestras  leyes  han  dado  contra  el  qne  ctendestinaraente  se 
apodera  de  la  posesión,  el  mismo  interdicto  que  contra  el  qof  des- 
poja por  fuerza  al  que  posee.  Esta  equiparación  e$  lógica,  poique 
tiÜíL  que  el  despojado  clandestinamente  se  esponga  á  los  riesgos 
de  provocar  la  fuerza,  al  empeñarse  por  propia  autoridad  en  vol- 
^ver  á  la  posesión,  y  le  hace  esperar  él  reintegro  de  sa derecho, 
tola  y  esclusivamente  de  la  acción  tutehr  de  los  tribunales. 

feto  supuesto,  como  en  el  caso  de  que  se  traía,  el  adminfetra- 
'dor  nombrado  y  posesionado  por  el  juez  no  ha  entrado  en  la  coaa 
^  violenta,  ni  clandestinamente,  es  claro  que  contra  él  no  puede 
entablarse  el  interdicto  de  despojo,  porque  ni  el  juez  ni  él  despo- 
jaron en  el  sentido  jurídico  de  esta  palabra.  Es  verdad  que  pudie- 
ron embargarse  indebidamenle  algunos  bienes ,  pero  otras  aecío- 
'tes  ordinarias  hay  para  recbmar:  de  ellas  y  solo  de  ellas  debe 
msar  el  que  sufra  agravio. 

Pedrft  (¡Miei  4e  la  Soiii 
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SOBRE  LA  CORTA  DE  LEÑA  EN  LOS  MONTES. 


^^iMerecén  can  arreglo  al  código  penal  vigente ,  la  calificación  4e 
reos  de  hurto  frustrado,  los  que  cortan  ramaje  Ó  hacen  lena  én  mon- 
te  ajeno ,  aunque  sin  causar  daño  en  el  arbolado? 

¿Merecerán  ásü  vez  lá  cáliftcacion  de  reoÉ  de  hurto  consuma- 
do los  que  se  llevaren  el  ramaje  cortado  ó  leña  hecha  en  monte  aje- 
no, por  mas  que  no  hayan  causado  daño  et}  el  arbolado? 

Estag  dos  cuestiones  lashetños  tenido  que  plantear  y  resol vjer 
negativamente  en  dos  causas  distintas  en  que  intervinimos  como  de- 
fensores hace  muy  poco  tiélnpo.  El  juagado  én  sus  faRos  definitivos 

*tas  vino  &  resolver  éin  sehtido  afirmativo,  puesto  que  condenó  á  los 
sumariados  en  la  pena  respectiva  del  delito  frustrado  y  del  delito 
consumado  de  hurto,  de  acuerdó  con  las  censuras  fiscales.  Por  nties- 

^  tra  parte  nos  parece  muy  cuestionable,  cuando  menos,  la  proceden- 
cia de  las  condenas,  bajo  el  punto  de  vista  del  derecho  penal  vigen- 
te. Las  razones  en  que  apoyábamos  la  opinión  Sostenida,  nos  pare- 
cen tan  lógicas  y  convincentes,  que  no  tenemos  repa:ro  en  someter- 
las á  la  discusión  cielitífica,  por  si  en  algo  pueden  conthTiuir  á  es- 
clarecer uta  de  las  partes  del'  Código  penal,  de  aplicación  tan  fre- 
cuente. Pafa  la  debida  clañdad  trataremos  con  separación  de  cada 
una  de  las  ciíestiónes  propuestas. 

'  4 

PRIMERA  CUESTIÓN. 

No  puede  sostenerse  ni  admitirse  con  él  Código  en  ía  íñaúo,'  ac- 
etamos en  el  escrito  dé  defensa,  que  comete  hurto  frustlrado  el  que 

'  '(»rta  léSá,  aun  cuando  ñó  cause  daño  en  el  arbolado,  al  tieíupo  de 
cortarla.  t^I  número  S.**  del  artículo  457  del  Código,  exige  como. iré- 
i^uisito  iildi^eni^bfó,  para  considerar  reos  de  hurto  á  los  que  hacen 
lena  en  monte  ajeno  y  se  la  llevan,  sin  permiso  de  su  dueño,  que 
se  haya  causado  dañó  en  et  arbolado,  al  tiempo  de  cortarla,  fese  ar- 

itictdo  habla  solo  de  los  dañádoréi  que  se  utilizan  de  los  efectos  ¿íel 
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daño.  Eq  el  propio  sentido  qaedó  redactado  el  499  del  mismo  Códi- 
go en  la  reforma  de  1930.  Según  el  esjpírítu  y  letra  de  la  ley  penal 
vigente,  cuando  no  se  causa  daño  con  la  corta  de  la  lena  hecha  en  d 
arbolado  ajeno,  el  autor  de  semejante  acto  no  puede  ser  tenido  y 
reputado,  por  reo  de  hurto.  Lo  s^rá  solo  de  falta,  medíante  á^e 
entró  en  heredad  ajena  acotada  sin  permiso  de  su  dueño. 

Y  no  se  diga  que  siendo  el  ánimo  del  agente  el  de  utilizarse  de 
la  lena  cortada,  y  no  habiéndosela  llevado  por  causas  ajenas  de  su 
voluntad,  merece  la  acción  referida  la  calificación  de  hurto  frustra- 
do, según  los  principios  generales  del  Código!  Para  admitir  en  e\ 
caso  presente  semejante  doctrina,  sería  necesario  considerar  como 
borrados  ó  inútiles  los  arts.  491  y  499  de  dicho  Código,  al  paso 
mismo  que  se  prescindiera  de  la  verdadera  significación  que  la  frase 
.  hacer  leña  tiene  en  el  diccionario  de  la  lengua  castellana,  y  según 
el  uso  común,  y  hasta  que  se  negase  la  posibilidad  material  de  cor- 
tar ramaje  ó  hacer,  lena  sin  causarse  da^no  en  el  arbolado. 

En  los  dos  precitados  artículos  se  emplean  las  frases  de  cortar 
ramaje  y  hacer  Uña.  La  palabra  leñay  en  su  acepción  genérica, 
propia,  ordinaria  y  recta,  y  según  el  diccionario  de  la  lengua  caste- 
llana, significa  y  sirve  para  designar  aquella  parte  de  los  árboles, 
arbustos  y  matas,  que  cortada  y  hecha  trozos,  se  destina  para  la 
lumbre  ó  el  fuego.  La  frase  hacer  leña  espresa  y  representa,  por 
consiguiente,  la  acción  ó  el  acto  de  cortar  en  trozos  un  árbol  ó  rama 
.del  mismo  con  destino  al  fuego.  Luego  el  que  hace  leña ,  lleva  siem- 
pre el  ánimo  de  utilizarse  del  objeto  cortado,  empleándolo  y  desti- 
nándolo para  la  lumbre  ó  el  fuego.  Se  vé,  pues,  que  no  es  posible 
concebir,  según  el  diccionario  de  la  lengua  castellana,  el  acto  de 
hacer  leña  sin  el  ánimo  de  utilizarse  de  la  parte  cortada,  sin  la  in- 
tención de  destinarla  á  la  lumbre  ó  el  fuego. 

Una«vez  fijada  la  verdadera  significación  de  la  frase  hacer  leña, 
que  se  emplea  en  los  arts.  491  y  499  del  Código  penal,  es  preciso 
convenir  en  una  de  estas  tres  cosas;  ó  que  el  acto  de  hacer  leaia  no 
merece  la  calificación  de  hurto  frustrado,  ó  que  el  Código,  á  pesar 
de  ello,  se  propuso  castigarlo  como  mera  falta^  ó  que  los  citados 
artículos  están  demás  en  el  mismo.  Ni  caben  mas  términos  en  esa 
alternativa,  ni  puede  sostenerse  tampoco  que  alguno  de  los  tres  esté 
mal  colocado  en  ella. 

Ejl  último  de  los  estrQmos  de  la  alternativa  nos  parece  completa- 
mente inadmisible.  Creer  que  los  artículos  491  y, 499  han.  queda^ 
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^do  ahsolutamenjte  derogados  por  la  disposidoa  del  mlmero  terceijo 
.del  457;  copsiderar  aquellos  como  borrados,  como  inútiles,  como  no 
; puestos;  presciudir  de  su  sentido  y  de  su  precito. para  todos  los 
casos  y  circunstancias;  atribuir  á  olvido  por  parte  del  I^^dor  el 
no  haber  sido  suprimidos  del  Código  en  la  reforma  de  18S0;  negar 
que  se.  conservaron  de  inteptp  para  que  se  aplicasen  en  ciertos  ca- 
sos» para  que  sirvieran  de  modificación  de  la  doctrina  del  437,  á  se- 
mejianza  de  otros  artículos  que  tienen  también  relación  con  este, 
(^omo  después  veremos;  sostener,  en  fin,  que  hay  antagonismo  com- 
pleto entre  el  uno  y  los  otros  artículos,  y  decidirse,  sin  embargo, 
por  el  precepto  del  mas  nuevo;  es  cosa,  en  verdad  que  no  nos  pare- 
.  oe  ni  muy  lógica,  ni  muy  justa,  ni  muy  equitativa,  ni  muy  arregla- 
da á  los  principios  generales  del  derecho. 

Si  hubiera  en  realidad  de  verdad  antagonismo  entre  dichos  artí- 
culos; si  pudieran  abrigarse  dudas,  al  menos » acerca  del  verdadero 
motivo  de  conservarse  unos  y  otros  en  el  Código,  después  de  la  re- 
forma de  18S0,  ¿cómo  decidirse  y  aplicar  el  precepto  del  mas  severo, 
en  vez  de  dar  la  preferencia  al  mas  favorable,  al  mas  benigno,  al 
mas  equitativo  y  proporcionado  á  la  culpabilidad  de  los  presuntos 
autores  del  hecho  cuestionado?  ¿No  lo  demandan  así  de  consuno  la 
razón  y  la  ley,  la  equidad  y  los  principios  universales  de  jurispru- 
dencia? 

Pero  en  realidad  de  verdad,  no  hay  t^  antagonismo  entre  esos 
artículos.  En  realidad  de  verdad  no  se  debe  á  olvido  de  parte  del  le- 
gislador la  supresión  omitida  de  los  arts.  491  y  499  del  Código.  En 
realidad  d^  verdad,  estos  últimos  no  pueden  considerarse  como  bor* 
lados,  como  no  puestos,  sino  que  por  el  contrarío,  se  han  conserva- 
do en  dicho  Código  de  intento,  con  pleno  conocimiento  de  causa ;  y 
se  han  conservado,  para  que  tengan  su  aplicación ,  para  que  modi- 
fiquen, en  determinados  casos  y  circunstandas,  la  doctrina  del  nú- 
mero Z.""  del  437.  Esa  es  la  verdad  legal,  esa  la  genuina  inteligencia 
del  Código. 

La  demostración  de  que  los  arts.  491  y  499  se  conservaron  de 
intento  en  la  reforma  de  1850,  y  de  que  el  legislador  no  creyó  que 
sus  preceptos  estaban  en  absoluto  antagonismo  con  la  nueva  dispo- 
sición agregada  é  introducida  en  el  437,  nos  la  ofrece  bien  clara  j 
patente  el  párrafo  final  del  citado  art.  499,  añadido  por  la  refoi;nia 
precitada.  tLo  dispuesto  en  este  artículo,  se  dice  en  dipho  párrafo, 

se  mtiende  sin  perjuicio  de  lo  determinado  para  su  caso  en  el  437,  ^ 
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d  legisbdtir  de  KSdno  se  divido {rties  ni  desconoció  'kVtíá<»Á^^ 
analogía  existentes  entre  los  hechos  qoe  eran  objeto  dé  tos  arts.  Í^l 
'  y  499,  y  los  qae  serviande  materia  á  la  disposición  del  ^Máfo  31* 
del  437:  lejos  de  eso,  poso  en  el  499  nn  párrafo  de  lírférencui  ÍH  fe^ 
ferido  art.  437;  párrafo,  además,  cay)a  redacdon  patentiza  qne  él 
legislador  no  Te&i  antagonismo  absoluto  entre  ambos  artíctilos.  Ano 
que  creía,  por  el  contrario ,  qne  podían  ser  aplicados  cada  cnal  en 
'  sn  caso,  tiempo  y  logar. 

Comparado  an  artíctdo  con  otro ,  cotejada  la  redacción  de  amitos, 
y  examinados  con  detencibn  sos  respectivos  preceptos,  no  pnede  toe» 
nos  de  venirse  á  parar  y  sostener  qne  en  los  casos  de  hacerse  lena  y 
causarse  daño  en  el  arbolado,  en  cantidad  de  menos  de  dos  duros,  el 
culpable  solo  debe  ser  castigado  como  reo  de  falta,  siempre  y  cuando 
no  llegase  de  hecho  á  utilizarse  de  la  leña  cortada,  por  mas  que  su 
intención  fuera  la  de  llevársela  con  tal  objeto;  y  que  por  d  contrario 
será  castigado  con  la  pena  del  hurto  consumado,  si  llegó  de  liechaá 
llevarse  la  lena  cortada  para  utilizarla  en  el  fuego.  No  dándosele  esa 
interpretación  á  los  testos  referidos,  teüdria  que  resultar  un  iéomple* 
'  to  antagonismo  entre  sus  preceptos,  pues  ya  hémo»  vi^tó  que  el  acto 
de  hacer  leña  implica  siempre  la  intención  de  utilizar  en  el  fuego  lo 
cortado,  y  por  consiguiente ,  que  dicho  acto  envuelve  en  todos  tos 
casos,  hecha  abstracción  del  precepto  del  499,  y  mirando  sdo  la 
cuestión  por  el  prisma  de  los  arts^  2.**  y  437,  un  verdadero  hurto 
frustrado. 

Se  dirá,  si  se  quiere,  que  esa  interpretación  sfc  deriva  de  la  doc- 
trina general  del  Código  en  la  calificación  y  penalidad  de  los  actos 
constitutivos  de  delito  frustirado  y  delito  consumado.  Pero  el  hecJio 
es  que  esa  interpretación  es  la  mas  conforme  con  la  existencia  y  con- 
servación en  el  Código  de  unos  y  otros  artículos;  que  es  la  mas  lógi- 
ca, la  mas  equitativa,  la  mas  legal,  cuando  ^  exaníina  con  esqtÉiéito 
detenimiento  la  redacción  (de  todos  ellos. 

Por  otra  parte,  ¿es  nueva,  por  ventura,  en  el  Código  esa  desvia- 
ción de  su  sisteúia  constante  y  general  en  la  materia  qué  nos  ocupa? 
¿El  caso  cuestionado  es  único,  esclusivo  en  el  Código?  ¿No  hay 
ejemplar  eñ  el  mismo,  que  patentice  la  adopción  de  idéntico  sisteína 
*' efecepcionaí  para  la  penalidad  de  hechos  análogos?  ¿No  teneínos  ahí 
*lSen  claró  Y  terminante  el  precepto  del  número  21  (tel  4Í&5,  el  ctal 
'declaiía  reo  de  faltan  y  como  tal  lo  castiga,  al  (jue  entraré  en  hére- 
*  dad  ajena  paracqier  ftidos  jr  óómerlós  en  el  a^o?  Sin  una  dfep¿s¡- 
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de  hurto  consumado  ó  frustrado,  atendido  el  espMt^i  'y  totM  4t  IdB 
precitados  arts.  2.^  y  437?  Y  sin  embargo,  el  legislador  lo  ha  escep- 
Uiado  de  la  regla  general;  y  lo  ha  comprendido  entre  las  faltas,  á 
pesar  de  que  él  hecho  y  la  intención  del  agente  tendían  á  utilizarse 
4e  lo  ájietío  sm  la-Toluntad  de  su  dueSo,  acaso  candándote  no  escasa 
^pérdida,  ¡nles  se  concibe  que  se  cojan^y  se  coman  los  f  rulos '•en  gran 
cantidad,  y  en  fat  época  en  que  tienen  en  el  mercado  un  aHo  ^lor. 
Pues  ^  el  Código  nos  presenta  un  qemplo  tan  patente ,  |  comio 
rechazar  entonces  la  interpretación  dada  por  nosotros  al  precepto 
del  4991  ¿Cómo  no  admitirla,  especialmente  para  los  casos  en  que 
con  la  corta  de  leSa  no  se  causa  daño  alguno  en  el  arbolado ,  sino 
•mas  bien  un  beneficio  con  la  limpia  del  mismo,  hecha  á  tiempo ,  y 
eón  tino  ó  pericia?  Luego  e!  término  de  conciliación  entre  los  dos 
testos  no  puede  ser  otro  que  el  de  sostener  qtie  el  legislador  ha  que- 
rido reputar  solo  falta,  y  no  hurto  frustrado ,  el  hecho  simple  de  ha- 
oer  lena,  aunque  sin  llegará  llevársela,  por  mas  que  fuera  esa  la 
ÍDlencion  del  agente,  que  es  precisamente  el  caso  en  que  nos  encon- 
tramos ,  bajo  cualquier  aspecto  que  se  le  considere: 

Es  absurdo ,  en  v^dad ,  castigar  como  reo  de  hurto  frustrado  al 
kombre^ue  en  vezde  causar  daño  al  arbolado,  le  hace  un  beneficio. 
Repugna  al  sentido  común;  y  al  sentimiento  de  justicia,  que  se  lenga 
encerrado  á  un  hombre  por  espacio  de  seis  ti  ochoiaeses,  cuando  no 
ittas,  y  que  en  dcinitiva  se  le  imponga  también  una  multa  y  se  le 
condene  ea  las  costas,  tan  solo  porque  corló  ramaje  ó  hizo  lefia, 
aunque  sin  causar  daSo  alguno  en  la  propiedad  ajena. 

Y  no  sexrea  que  la  propiedad  queda  sin  garantía  y  espuestet  á 
nuevos  y  continuados  ataques  en  e)  caso  de  no  castigarse  como  reos 
de  hurto  frustrado  á  los  que  cortan  ramaje  ó  hacen  leSa  sin  caKft^ar 
daSo  en  al  arbolado.  Eso  podría  temerse  si  el  Código  dejara  sin  penar 
bajo  otro  concepto  el  referido  hecho.  Pero  en  realidad  no  puede  que- 
dar impune  un  hecho  semejante  toda  v^  que  éste  siempre  estaría 
comprendido  en  el  uúm.  24  del  art.  49S,  que  castiga  con  mulla  de 
medio  duro  á  cuatro  al  que  entrare  en  heredad  ajena,  cerrada  ó 
acotada,  sin  permiso  éA  dueSo.  Y  apNeando  esa  pena  á  tés  culpa- 
bles deque  venimos  babiafido,  y  aplicánfáola  en  su  máximo  en  ios 
casos  de  reincidencia,  ¿podrá  decirse  que  la  propiedad  queda  sin 
garantía,  y  que  es  de -temer  la* repetición  de  tates  actos?  Por  ventu- 
ra, ¿^quedará  ganare  volver  por' ielfo  al  que^e  leexijan  euatro 
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^htros  de  molla,  ó  se  le  impongan  caato  días  de  cárort,>M  caso  de 
iosolveiieia  para  pagar  aquella? 

stGuiniA  Gvssnoir. 

A  esta  caestioii  son  aplicables  parte  de  las  observadonas  hechas 
en  la  precedente.  Pero  nos  es  preciso  además  adacir  otras  nuevas 
en  la  cansa  en  que  se  suscitó,  para  rebatir  los  argumentos  especiales 
con  que  sost^odan  la  afirmativa  el  Promotor  fiscal  y  el  Juez. 

Los  referidos  funcionarios  se  apoyaban:  1.^»  en  que  el  caso  cues- 
tionado  estaba  comprendido  en  el  nüm.  1.^  del  art.  437  del  Código, 
y  por  consiguiente  que  los  sumariados  merecian  la  calificación  y 
pena  de  autores  de  hurto;  2.®,  en  que  la  lena  tenia  valor  intrínseco; 
y  3.^^  en  que  era  necesario  reprimir  severamente  los  repetidos  ata- 
ques á  la  propiedad  rural. 

¿Pero  cómo  el  caso  cuestionado,  decíamos  ocupándonos  del  pri- 
nier  fundamento,  ha  de  estar  comprendido  en  el  núm.  1.^  del  pre- 
citado art.  437,  cuando  ni  siquiera  lo  estaban  tampoco  los  que  al 
tiempo  de  hacer  Idk,  ó  cortar  ramaje,  causan  daño  en  el  arbolado? 
Si  para  considerar  á  estos  como  reos  de  hurto,  y  no  como  simples 
culpables  de  falta ,  ha  sido  preciso  añadirle  á  dicho  art.  437  el  nú- 
mero 3.^  que  tiene  después  de  la  reforma  de  18S0,  ¿cómo  puede 
sostenerse  la  opinión  que  combatimos?  ¿Quién  ignora  que  antes  de  Ja 
espresada  reforma  eran  penados  como  reos  solo  de  falta  los  que  cau- 
saban daSo  en  arbolado  ajeno  al  tiempo  de  hacer  lena?  Si  en  el  pri- 
mitivo Código  no  estaban  comprendidos  en  el  núm.  I.""  del  437  los 
culpables  del  último  hecho,  á  pesar  de  ser  mayor  su  gravedad  que 
la  del  cuestionado ;  si  después  de  la  reforma  de  1880 ,  á  los  daSado- 
res  no  se  les  ha  declarado  comprendidos  en  el  núm.  I.""  de  dicho  ar- 
lícttlo,  sino  que  han  sido  objeto  de  un  párrafo  especial ,  en  el  que  se 
les  considera  reos  de  hurto;  si  en  todo  el  art.  437  se  guarda  silencio 
absoluto  en  cuanto  á  los  que  hacen  leña  sin  causar  daño  en  el  arbo- 
lado, preciso  y  forzoso  es  convenir  en  que  los  últimos  no  pueden 
merecer  la  caUficacion  de  reos  de  hurto,  ni  por  el  Código  primitivo, 
ni  por  di  reformado  en  i880.  Para  poder  sostener  lo  contrarío,  seria 
indispensable  que  se  hubiese  hecho  desaparecer  los  arts.  491  y  499 
del  Código,  y  que  el  precepto  del  núm.  3.''  del  437  se  hubiera  puesto 
c4Hno  párrafo  amplificatorio  del  número  I.''  de  dicho  artículo. 

¿Cómo  puede  desconocerá,  decíamos  con  i)casion  de  rebatir  el 
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segundo  fan^bmento  de  la  censura  fisical,  que  en  Estremadura  no  se 
amengua  la  propiedad  ajeáá  con  la  cortade  raniaje  ó  leña,  puesto 
qoe  ésta  no  tiene  mas  vator  que  el  representativo  de  la  mano  de  obra 
empleada  en  su  corta  y  cotíduceioñ?  Bien  sabido  es  que  en  esta  villa, 
por  ejemplo,  la  carga  de  lena  se  vende  desde  quince  cuartos  á  tres 
reales  cuando  mas ,  según  lo  adelantado  de  la  estación.  Bien  sabido 
es  también  que  psúra  cortar,  conducir  y  realizar  la  venta  de  una  6 
dos  cargas  de  leña,  necesita  un  hombre  casi  todo  un  dia  en  ir  y  ve* 
nir  desde  media  legua  ó  de  punto  mas  distante  y  de  permanecer  en 
el  monte  y  después  en  el  mercado.  De  modo  que  el  valor  en  venta 
de  la  leña  solo  representa  escasamente  el  jornal  del  bracero  y  el  al- 
quiler del  animal  empleado  en  lá  conducción.  El  dueño  mismo  del 
arbolado,  aun  cuándo  thitara  de  lucrarse  con  la  corta  de  la  leña,  no 
se  libertaría  de  hacer  el  gasto  previo  é  indispensable  de  los  braceros 
y  animales;  gasto  que,  como  se  deja  demostrado ,  absorbería  el  im- 
porte de  la  leikt  vendida.  El  leñador,  en  r^lidad  de  verdad,  de  lo 
que  se  liícru  únicamente  es  del  valor  que*  le  comunica  á  la  leñft  con 
la  apKcadon  de  su  mano  de  obra  á  la  corta  y  conducción  de  la  mis- 
ma. No  se  lucra  con  lo  ajeno;  se  lucra  con  lo  que  es  suyo  y  le  per- 
tenece; con  el  producto  de  su  trabajo:  Siendo  esto  cierto  y  evidente, 
la  áocion  del  leñador  que  no  causa  daño,  no  puede  merecer  la  califi* 
cacion  de  hurto,  puesto  que  no  concurre  uno  de  los  elementos  cons-- 
titutivos  de  dicho  ddito,  cual  es  el  ánimo  de  lucrarse  con  lo 
ajeno. 

Fuehí  de  ésto,  la  repetición  del  hecho  cuestionado ,  anadiamos 
lebati^do  el  tercer  fundamento  de  la  acusación  fiscal,  aun  en  la  hi- 
pótesis de  que  sea  cierta,  no  proviene  en  manera  alguna  de  la  leni- 
dad de  la  pena  que  hemos  designado  como  la  legal  6  correspondien- 
teáaquel.  La  repetición,  si  la  hay,  procede  solo  de  la  dificultad  en 
descubrir  los  delitos  ó  Caltas  que  se  cometen  en  el  campo.  Y  cual- 
quiera comprende  que  no  se  facilitará  jaiñás  el  descubrimiento,  por- 
que se  aplique  una  peáa  severísina  y  desproporcionada  á  un  hecho 
que  bajo  ningún  coneepto  la  merece.  Lejos  de  facilitaTse  el  descubri- 
.  miento  con  tal  sistema ,  todos  se .  prestarían  á  guardar  silencio,  á 
ocultar  la  verdad  para  no  servir  de  instrumento  ni  contribuir  al  re- 
pugnante espectáculo  de  convertir  al  leñador  sorprendido  in/rajanít 
en  anima  vüi,  6  en  materia  de  espanto  y  encarnizamiento  de  los  de- 
más. Que  se  vigile  bien  la  propiedad  rural ,  y  que  se  aplique  sin 
contemplación  alguna  en  todos  los  casos  la  pena  legal  por  nosotros 


298:  MWTA-M  WCisii^qitKl* 

designad»  ¡lara  semejaate  hedió;  -y  de  s^gmüf  sefestiognifrálosfhéiii*  ^ 
tas  inveterados  de  entrar  por  lena  en  monte  ajeno ,  cerrado  6  aoofei^  ; 
do,i  sin  perjuiso  del  dueio.  Que  se  descargue  tambíea  todo  el  rigot 
del  Código  sobre  los  que  causen  daño  al  tiempa de  cortar  la  leña,  y 
ae  verán  disminuir  entonces  los  ataques  á  la  pnq^iedad  rural.  Pero 
mostrarse  severos  sin  distinguir  de  casos,  sin  fijarse  en<el  espírita-dd 
€6digo,  y  aun  prescindiendo  de  los  principios  eternos  de  eqnidad  y  ^ 
de  justicia,  es  cosa  dura,  absurda  y  repugnante  en  demasía. 

Sin  duda  alguna,  el  sistema  general  del  G6digo  <  es  considerar* 
coBio  hurto  todo  acto  encaminado  á  tomar  lo  ajeno  sin  permiso  del  ^ 
doefio  y  con  ánimo  de  lucrarse;  pero  ese  sistematieoe  varios  casos  de'' 
esoepcUm,  cuales  son,  eot4re  otros,  los  que  nos  ofrecen  el  número  7.^ 
del  artículo  484,  y  los  números  21,  23  y.  25  |tel  488  del  mismo  Có- 
digo;  casos  cuya  analogía  con  el  cuestionado,  no  puede  ponerse  em-. 
duda.  Si  fijamos  la  atención  en  las  cansas  ó  motivos  que  impiubaroor^ 
al.legislador  para  desviarse  respecto  de  aquellos,  de  im  sistema  ge^ 
neral  en  materia  de  hurtos,  para  considerar  cmno  meras  faltas  hecho»' 
que  mirados  por  el  prisma  del  derecho  estricto,  son  verdaéeros'* 
hurtos. 

Para  someter  esos  hechos  á  una  represión  mas  benigna  que  la ) 
ordinaria  establecida  en  cuanto  á  los  hurtos  en  general,  el  legislador 
ha  tenido  en  cuenta  lo  injusto  é  inhumano  que  seria  tratar  de  con- 
trariar por  medios  duoos,  repugnantes  y  severisunos,  hábitos  y  cos^ 
tumbres  de  muchos  siglos,  que  están  encamadas  en  el  corazón  det 
una  sociedad  entera^  como  bá  dicho  con  su  acostumbeada  ílustramon 
y  acierto  uno  de  los  mas  eminentes  comentadores  del  Gádigo ;  pénala » 
hábitos  y  costumbres  derivadas  del  tiempo  de  la  mancomunidad  en  * 
los  aprovechamientos  rurales  que  antorizabaa  ó  toleraban  las  disp^ 
sidones  de  nuestra  antigua  legislación  y  las  creencias  dominantes  en  ^ 
aquella  ^poca«  £1  legislador  ha  tenido  presente  también  en  machos^ 
de  los  casos  escepcionaies,  que  el  valor  de  los  objetos  cogidos  en  laf« 
propiedad  ajena  es  casi  nulo  6  insignificante  al  lado  del  que  le  co* 
municó  la  mano  de  alza  empleada  en  cortarlos  ó  recogerlos  y  condu* 
cirios  al  mercado.  Si  esas  causas  y  motivos  concurren  de  un  modo 
pronunciado  en  el  hecho  que  nos  ocupfi;  si  donde  hay  la  misma  ni'* 
zon  debe  seguirse  idéntico  sistema,  según  los  principios  generales  d& 
la  jurisprudencia;  si  el  haberse  conservado  en  ht  reforma  de  18SQ*^ 
loiarts.  491  y  499  del  Código,  danclarameofte  á  entender  q«e  el  It^ 
SMudor  no  vei^ía  gran  gravedad  en  el  htekade  eortac  ramage  ó  deri 
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bajoec  ieoa»  ai^a  caawula  daño;  na  puede  menos  de  convenirse  que 
cuando  este  «o; existe». no  cabe  considerar  como  hurto  verdadero  el 
nniBie  aatp  de,  <»rt^r  rama^  41ia«er  lena  en  la  propiedad  ajena. 
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Celosos  por  la  administración  de  justicia »  por  la  recta  aplicación  , 
del:<¡6dÍ0O' penal  y  para  qvie  nosse  impingan  penas  fuera  de  la  ley^ 
Tanoa  á  decir  cuaUa  palabras  sobre  un  delito  ipay  común  en  las  ca^»  > 
pítales  y.fáudades  populosas. 

No  bay  duda  ^que  el  amancdMuniento  es  un  delito;  pero  no  siem- , 
pi|^  Jo  es.  Para  que  b  sea,  para  que  pueda  precederse  á  su  perseca* . 
GÍon  es  preciso  que  vaya  acompañado  del  escándalo  ó  que  el  marido  > 
téngala  manceba  dmtro  de  la cfl^  ^nyugal.  Si  no  concurre  alguna 
de-jesta»  drcunstanciasy  na  puede  perseguirse  el  amancebamiento. 

Así  es  que  este  deja  de  ser  un  delito  cuando  es  entre  personas, 
flotteras.  \^\e^%  tít.  14,  Part.  4.^  autorizalia  este  trato  entre  los' 
<p»  no  tenían  impiedimento  para  contraer  matrimonio,  en  cuyo  casoí 
taimpopo  lo  castiga  el  Código  penal.  «Cenuiialmente  (dicela  citada. 
»ley)  según  las  leyes  sentires  mandan ,  todo  orne  que  non  fuese  em- 
»JHÜ^ado  deérdeaó  de  casamiento  puede  haber  barragana  sin  mié*»., 
»do  de  pena  teo^oral.» 

: ,  SI  artículo  3^  bien  claramente  espiesa  los  que  deben  ser  casti- 
gMlos  por  este  delito.  «El  marido.(diee)  que  tuviese  manceba  dentio^> 
»de,la  casa  conyugiM»  ó  fuera  de  ella  eo»  escándalo ,  será  castigad^t 
»0Qiii)a  .pena  de  prisión  correccíonaU» 
.   Oe^nodo  que  para  precederse  4  la  f onnacioa  de  ca^papor  amfuu, 
oebamieAte  es  indispensable  qm^  nfXioVSWi  ^  drcunstancias  si*> 

^  1.*    Que  la  manceba  esté  dQ>.  \^  mVsmaeasa  oouyugAl*       ) 

.24*   Qp  baya  escMaiok,  ^l^l^Q  d®  ^j^lw^nompta^euVamia- 
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3.*    Qae  la  manceba  sea  casada,  pnestó  que  solo  el  atando  es 
quien  puede  acusar  este  delito,  como  veremos  en  adelatite. 

¿Para  apreciar  el  escáiídalo  que  la  ley  exige  para  penar  el  aman^ 
cebamiento  cuando  la  manceba  no  está  dentro  de  la  casa  conyugad, 
podrá  hacerse  uso  de  la  regia  45  de  k  ley  sobre  la  aplicación*  dd 
Código  penal?  Desde  luego  estamos  por  la  negativa,  porque  él  con- 
vencimiento moral  en  este  caso  no  puede  adquirirse  sin  la  evidencia, 
sin  la  prueba  material  del  hecho  que  constituye  el  escándalo* 

El  vivir  ó  no  vivir  la  manceba  en  la  propia  casa  conyugal  es  un 
hecho,  sobre  el  que  pueden  aducirse  pruebas  directas.  El  causar  6 
no  causar  escándalo  es  cosa,  que  aunque^  seade  aprecia.cion  moral, 
requiere  precisamente  la  justücacien  de  hechos  públicos  y  bastantes 
en  que  fundar  este  mismo  escándalo,  por  ser  esto  lo  que  constituye 
él  delito.  : 

.  Sobre  esto  caben  disidencias  de  buena  fé  y  muchas  veces^  contra-' 
dicciones  interesadas.  Hay  dos  peligros  en  inquirirlo,  como  ha  diché' 
un  moderno  jurisconsulto:  uno ,  que  suponga  escandido  ¿ó  por  error . 
ó"  por  malevolencia,  cuando  no  lo  hay;  otro,  qué  aponga  no  haberlo, 
cuando  en  efecto  le  hubo  también,  por  error,  ó  por  deseo  de- favore- 
cer al  acusado.  .  .     ' 

En  estos  casos  se  prodrá  hacer"uso  dé  la  citada  regla  48;  peré^s 
siempre  preciso  que  se  haya  justlicado  ^Ignn  hecho  pttblico  pawi 
probar  el  escándalo. 

Poro  hay  mas  todavía.  Falta  aun  resolver  la  cuestión  mas  imíplOf- 
tante.  ¿Puede  precederse  de  ofido  en  el  amancebamiento?  No,  porqíiel 
es  un  delito  privado.  ¿Puede  ser  peníado  á  instancia  de  la  mujer 
agraviada  ü  ofendida  por  esfe  delito?  Tampoco,  porque  el  maridoes' 
el  único,  absolutamente  él  único  que  puede  aéusar  este  delito,  así 
como  es  el  único  también  que  puede  acusar  el  adulterio.  • 

La  ley  es  terminante  sobre  esto.  Después  de  haber  espreáádo  el 
C!6digo  en  sus  artículos  359  y  360,  que  no  se  impondrá  pena  por  de- 
lito de  adulterio,  sino  en  virtud  de  querella  del  rnwido  agraviadOij 
que  en  cualquier  tiempo  podrá  remitir  la  penaimpue^a  á  su  consor- 
te, volviendo  é  reunirse  con  ella,  añade  en  la  tercera  part^  del  artí- 
culo 362,  que  es  él  que  trata  del  amancebamiento,  ló  siguiente: 

«Lo  dispuesto  en  los  artículos  359  y  360  es  aplicable  al  caso  de 
que  se  trata  en  el  presente.»      '  ' 

Si  el  artículo  389,  á  que  el  anterior  se  refiere,  dice  qné  rio  se 
impondrá  pena  por  delito  de  adulterio,  sino  en  viHud  dequenUa 
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.delnuuriio  ufr^mado,  claro  y  muy  claro  e$,  que  tampoco  pued^  pe* 
iBarse  el  amancebamiento  sin  qae  preceda  la  querella  del  marido 
i^graviado. 

HeaquiVpues,  como  la  nmjer  casada  no  puede  acusar  el  aman* 
jQ^bamienlOy  como  no  puede  acusar  tampoco  el  adulterio.  Por  coosi*' 
guíente,  nos  ha  llenado  de  admiración  y  de  asombro  la  facilidad  coa 
que  ^  admiten  ks.  querellas  sobre  amancebamiento  hechas  ó  dedu- 
.ddas  por  mujeres  casadas,  y  como  se  pena  á  sus  maridos  por  este 
.delito  de  un  modo  contrario  á  la  ley. 

])ío.  3e  crea  que  esta  es  solo  nuestra  opinión,  pues  además  de  ser 

terminante  la  letra  y  espíritu  de  la  ley ,  por  lo  que  no  admite  inter.^ 

fpretocioQes,  lo  sienta  también  el  célebre  jurisconsulto  D.  Pedro  Go-^ 

mez  de  la  Serna  en  sus  Elementos  de  derecho  civil  y  penal,  tomo  3.?, 

ipágiaa3S5,  núm.  6,  con  estas  testuales  palabras. 

«Lo  que  hemos  dejado  espuesto  anteriormente  acerca  de  la  farnt" 
^kui  eselMsiva  que  al  marido  corresponde  de  perseguir  el  adulterio 
.»de  su. mujer,  y  del  modo  de  entablar  y  de  hacer  cesar  esta  acusa- 
jgtcioa,  esüplicable  en  los  mismos  términos  al  caso  que  acabamos  de 
^examinar.»  (El  amancebamiento). 

Por  la  ley  2 ,  tít  26 ,  lib.  d2 ,  de  la  Nóvisima  Recopilación  ya  se 
hallaba  dispuesto  lo  siguiente. 

«Mandamos  (dice  esta  ley)  que  cualquier  hombre  que  mujer  aje» 
íua  sacare  y  la  tuviese  públicamente  por  manceba,  seyendo  reque- 
»rido  por  el  alcalde  ó  por  su  marido,  que  la  entregue  á  la  justicia,  y 
Dsino  lo  quiere  facer  y  le  fuere  probado»..  ^.. 

Véase,  pues,  como  esta  ley  es  conforme  con  la  disposición  del 
Código  penal,  y  aun  si  se  quiere  es  todavía  mas  exigente,  puesto  que 
para  que  pueda  penarse  el  amancebamiento  del  varón  con  la  mujer 
casada,  exige  que  esta'haya  sido  sacada  de  la  casa  del  marido:  que  el 
hombre  que  la  sacó  la  imi^v^  púhíicam^nie  por  manceba,  y  que  no 
la  entregue  á  la  justicia,  siendo  requerido  por  el  alcalde  ó  por  su 
marido. 

De  modo  que  esta  ley,  además  del  escándalo  que  exige  el  Código 
para  penar  el  amancebamiento,  quiere  que  haya  medidiáo  publicidad 
y  resistencia  por  el  acusado  en  no  querer  entregar  la  mujer  casada. 

Se  vé,  pues ,  que  antes  de  procederse  á  la  formación  de  causa 
criminal  por  amancebamiento,  ha  de  preceder  un  requirimiento  de 
parte  de  la  autoridad  ó  del  marido  agraviado  para  que  cese  el  escán- 
dalo y  se  le  entregue  su  mujer. 

TOMO  xm.  31 
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Así  es,  que  por  el  Real  decreto  de  40  de  marzo  de  1818,  se  reeBh 
eargó  á  los  Tribunales  y  Jueces  el  puntual  cumplimiento  de  la  Real 
orden  de  22  de  febrero  de  1815,  que  dispone,  aque  no  se  formen 
'^causas  sobre  amancebamiento  sin  haber  precedido  comparecencia  y 
^amonestación  Judicial ,  y  (nótese  esto)  que  haya  sido  esta  despré^ 
eiada,T> 

Por  e3o  ha  llamado  nuestra  atención  la  facilidad  con  que  se  for- 
man causas  criminales  sobre  amancebamiento  sin  preceder  ninguno 
de  los  indispensables  requisitos  que  la  ley  exige ,  y  como  se  castiga 
muchas  veces  á  instancia  de  la  mujer  casada,  aquellos  que  solo  puede 
penarse  por  medio  de  querella  del  marido  agraviado. 

En  este  caso  no  podemos  ^ejar  de  unir  nuestra  voz  á  la  de  on 
célebre  jurisconsulto,  que  tratando  de  este  delito  dice  así: 

ccNo  podemos  hacer  otra  cosa  que  recomendar  la  prudencia  y  la 
«moderación,  y  pedir  á  los  que  hayan  de  aplicar  el  citado  articulo, 
9  que  consideren  bien  las  pruebas  que  les  fueren  presentadas ,  y  que 
«desconGen  de  las  que  no  recaigan  sobre  hechos  como  fundamento 
T^del  escándalo  que  se  asegure.  Pacheco,  comentarios  al  Código  penal, 
tomo  S.^'pág.  125,  núm.  4.9 

Fraieiseo  de  P*a. 
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JUZGADO  DE  PRIMERA  INSTANCIA  DE  CHICLANA. 

HonnoMio  aleroflo.-^Defenta  de  Antonio  Cabesa  por  D.  Joan  Logada  da 
Astray ,  ab<^ado  del  fluslre  GolegV>  de  Madrid. 


Don  Tomás  Sánchez,  en  non^bre  de  Antonio  Cabeza  y  Ayecilla,  vecino 
de  la  villa  de  Ghiclana,  soltero  y  de  treinta  y  dos  años  de  edad,  preso  en  la 
cárcel  de  aquel  partido  judicial,  y  encausado  corno  autor  de  las  muertes  de 
Juan  Quintero  y  Melchor  Ortega  vecinos  que  eran  de  la  villa  deConil;  ocur- 
ridas el  dia  14  de  setiembre  del  presente  año  entre  dos  y  tres  de  la  tarde 
en  el  referido  pueblo  de  Ghiclana,  evacuando  el  traslado  que  se  me  comu- 
nicó de  la  acusación  fiscal  presentada  por  el  Sr.  Promotor  de  aquel  Juzga- 
do, en  la  cual  solicita  se  imponga  al  delincuente  la  pena  que  marca  el  ar- 
ticulo 333  del  Código  penal,  Digo:  que  sin  embarco  de  todo  lo  que  se  alega 
ea  contra  de  mi  representado,  V.  S.  se  ha  de  servir  declarar  que  de  ningu- 
na manera  procede  la  aplicación  de  semejante  pena  en  atención  á  que  el 
acusado  obró  sin  voluntad,  poseído  de  una  enajenación  mental  que  le  hace 
irresponsable  del  hecho  que  ha  perpetrado,  lo  cual  puede  comprobarse  por 
las  declaraciones  de  los  facultativos  que  el  Juzgado  estime  convenientes,  y 
por  el  parecer  de  la  Academia  de  Medicina  y  CIrujía  de  la  ciudad  de  Cádiz, 
y  las  observaciones  y  mas  medios  legales  que  se  practican  en  casos  anáio- 
goSy  para  que,  en  vista  de  todo  ello  y  de  las  pruebas  que  en  su  lugar  ofre- 
ceré, puecla  el  Juzgado  declarar  la  inculpabilidad  que, dejo  solicitada;  y 
cuando  menos  reducir  á  un  grado  muy  inferior  la  pena  que  se  pide  contra 
mi  cliente,  pues  que  así  corresponde  en  justicia 

Delante  de  una  acusación  severa,  de  un  pueblo  que  maldice  al  asesino 
y  lanza  execraciones  á  su  defensor,  ¿qué  puede  hacer  quien  sola  cuenta  con 
débilísimos  conocimientos  y  un  alma  sensible  á  la  desgracia?  Nada  mas 
que  buscar  en  su  apoyo  la  verdad  y  la  justicia;  nada  mas  que  persuadir  al 
Juzgado  desimpresionándole  de  esa  mala  idea  que  causan  en  nuestro  ánimo 
los  crímenes  atroces  en  el  primer  momento  de  su  perpetración.  ¿Qué  sería 
de  nosotros  si  en  las  situaciones  criticas  de  la  vida  no  tuviésemos  quien 
nos  dispensara  un  consuelo,  quien  enjugase  nuestras  lágrimas?  La  caridad 
condena  el  abandono  en  la  desgracia:  la  caridad  ordena  socorrer  al  aflijido: 
y  ese  mismo  pueblo  que  hoy  rechaza  con  horror  á  Antonio  Cabeza,  fulmi- 
nando contra  él  un  triste  fallo,  olvida  gue  el  acusado  es  su  hermano;  y 
creyéndose  intérprete  de  la  Justicia  Divina  la  ofende,  porque  no  escucha 
los  ayes  del  que  sufre,  parque  le  desampara  en  sus  angustias.  Verdad  es 

2ue  el  delito  previene  gue  exalta  nuestro  espíritu  q^ue  nos  conmueve  y 
orrorlza;  empero  el  delincuente  debe  escitar  clemencia,  el  afligido  mover 
nuestra  piedad.  Verdad  es  que  los  crímenes  se  miran  con  espanto;  que 
dejan  del  alma  por  un  momento  los  sentimientos  de  compasión;  mas  tras- 
corrido algún  tiempOi  después  que  el  ánhno  se  aquieta,  que  la  reflexión 
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MbreTiene.  debemos  distinguir  entre  el  delito  y  el  culpable,  odiando  el 
«rimen  y  compaieeiendoá  quien  le  ha  perpetrado.  .„..„    ^,.  . 

F1  mismo  (foensor  de  Antonio  Cabeza,  cuando  ha  1  egado  á  su  notiaa 
el  crimen  que  se  persigue,  viendo  aun  humeante  aquella  sangre  inocente 
d«  tas  ■víctímas,  aSierUs  sus  heridas,  y  cerrados  para  siempre  sus  ojos,  no 
«ñdoJénTde  estremecerse,  y  de  indignarse  contra  el  malhechor;  mas  al 
SSÍto  la  enormidad  del  ^Uto;  al  reflexionar  apena  eaque  mcurna 
d  deCnte,  sintióse  conmovido  y  le  compadeció.  El  mismo  defensor  d» 
íntooto  Cabezk  comprende  la  justa  indignación  del  pueblo,  pero  abriga  la 
22¿™w4í  qoe  su  agitación  calmará,  y  de  que  llagará  un  aia  so  l^in» 
^^MTdPDontóndo  su  enojo  y  lamentando  un  acontecimiento  desgraciado, 
^^SernS  que  gime^bajoel  imperio  de  la  ley.  En  este  convenci- 
miento üene  el  bono?  de  presen¿r  al  Juzgado  la  historia  de  los  hechos  y 
Sus  razones  se  ofrecen  para  demostrar  de  una  manera  inequívoca  la 

""^Ffdta^U  de  setfebre  há  sido  testigo  el  pueblo  de  Chiclana  de  un  acon- 
t<w.imiento  horroroso,  cuyo  solo  recuerdo  causa  una  viva  impresión  en  el 
SodelasRenteshonradas,enelcorazon  del  hombre  recto;  yested» 
Ssto  dejar!  siempre  gravada  una  memoria  triste  que  es  fuerza  reno- 
w  en  este  momento  con  todas  sus  circunstancias  y  consecuencias.  Esté 
dta  1°  de  setiembre,  entre  dos  y  tres  de  la  tarde,  se  encontraban  en  tó 
Siiiü  de  Chiclana  dos  hombres  que  resultaron  llamarse  Juan  Quintero  y 
Juichor  Ortesa  naturales  de  Conil.  Estos  infelices  antes  de  regresar  al  pue- 
W«  de  su  residencia,  tuvieron  la  idea  desgraciada  de  beber  dos  vasos  de 
»  no  V  para  efectuarlo  entraron  en  una  tienda  Uamada  de   a  «Coquina» 
Sdo  á  la  puerta  dos  mulos  de  su  pertenencia.  Cuando  se  hallaban  al  lado 
dümostradoV  bebiendo  pacíficameníe,  ha  permitido  la  fatahdad  que  sahe- 
^n  del  interior  de  la  tienda  Fnmcisco  Serrano    conocido  por  Pntrás,  y 
Aritonio  Cabeza  y  Avecilla,  quienes  se  encontraban  en  aquel  lugar  con  eí 
So  objeto  que  los  referidos  Quintero  y  Ortega  En  el  momento  en  qu» 
toshavi^o  Antonio  Cabeza  y  que  ha  observado  teman  dos  mulos  ¿la 
llrta  de  la  tienda,  dirigiéndose  á  aquellos    es  ha  pwguntado  si  querran 
SSar  uno  de  los  mulos  por  una  muía  que  tema  un  tal  Andrés  Napoleón; 
$^mo  la  respueste  de  los  arrieros  fuese  afirmativa,  agregó  el  Cabeza  qttft 

traería  la  muía  para  efectuar  el  cambio.  .  ,a       j   , 

-  rnntinuaron  después  los  circunsUntes  en  conversación  pacífica;  de  la 
cual  M  surgido  un  pequeño  incidente  que  de  ninguna  manera  *ra  causa 
del  ims  ligero  disgusto,  pero  que  sin  embargo  es  digno  de  notarse  en  ob^ 

^^'^Fnttrado' Antonio  Cabeza  de  que  los  hombres  con  quienes  hablaba  eran 
Teciiios  de  la  villa  de  Conil,  les  ha  preguntado  si  conocían  á  su  hermana 
V  cuñado,  los  cuales  residían  en  aquel  punto;  á  lo  oue  uno  de  los  arne^ 
?08  le  ha  contestado,  que  días  antes  había  salvado  la  vida  á  aquel  ínter- 
tS^Í,  endose  entre  el  mismo  y  cuatro  ó  cinco  hombres  que  lo  pers^ian;tí- 
íándole  puñaladas.  En  vista  de  esto  contestó  Cabeza  «que  si  él  se  hubiera 
Strado  allí  habría  sucedido  otr.-.  cosa,  porque  él  era  un  hombre  en 
fSm  V  en  todas  partes.»  Esta  fanfarronada  mereció  por  respuesta  de 
aniipl  con  quien  estaba  hablando  «que  lo  mismo  hubiera  sucedido  porq[ue 
'^J»  „„nVinta  en  SU  gallinero»  concluyendo  esta  conversación  el  Antonw 
SerSoXr  q^e  iajeran  vino  pue^^  pasado,  Asíterrtíi^ 

^  ÍL.o  \nridpnte  girando  luego  la  conversación  sobre  asuntos  indiferentes, 
f  coSitdof  con  la  iyor  amistad.  A  poco  rato  Francis«,  Serra- 
L^o  al  Cabeza  que  se  marchase  con  él;  pero  este,  en  lugar  deverifri 


tétíúf  se  sepAró  de  los  que  estaban  presentes  con  ademan  de  ir  i  orinar^ 
7  Tol viendo  inmediatamente  con  un  cuchillo  desenvainado,  cuando  los  ar* 
Tíeros  se  hallaban  arrimados  al  mostrador  y  uno  de  ellos  en  aptitud  de  bO'*- 
ber,  infirió  á  este  una  puñalada  que  fué  declarada  mortal  de  necesidad^ 
acometiendo  al  segundo  y  causándole  varías  heridas  no  solamente  dentro 
de  la  tienda  sino  fuera  de  ella,  sin  que  fuera  bastante  á  contener  su  vértigo 
sanguinario  la  huida  de  su  victima  á  quien  persiguió  hasta  en  su  último 
refugio. 

Consumado  este  hecho,  el  matador  recorrió  varias  calles  de  la  villa  lle- 
vando en  sus  manos  el  arma  homicida  que  conservaba  la  sangre  de  sus- 
Tíctimas.  En  esta  actitud  se  apersonó  en  algunos  puntos  pidiendo  din^o 
7  manifestando  que  habia  matado  á  dos  de  Conil:  emprendió  la  fuga,  y 
merced  al  celo  de  las  autoridades  se  halla  hoy  bajo  el  imperio  de  la  ley. 

Conformes  estamos  con  el  Promotor  Fiscal  en  que  ha  existido  un  cri- 
men atroz;  en  aue  se  ha  perpetrado  un  delito  que  causa  el  mayor  espantO: 
y  la  mas  grande  consternación:  como  el  Fiscal  sentimos  la  desgracia  y 
lamentamos  un  acontecimiento  que  ofrece  á  nuestra  consideración  el  es- 
pectáculo horroroso  de  dos  hombres  pacíficos,  dos  padres  de  familia  sacri-, 
ticados  inhumanamente  al  furor  homicida:  comprendemos  la  enormidad; 
y  las  consecuencias  de  tan  horrible  atentado,  la  situación  de  las  familias 
de  aqpaellos  desgraciados,  los  perjuicios  que  deben  esperimentar,  y  com*t 
prendemos  fmaimente  la  justa  indignación  del  pueblo  ante  un  hecho  taQ 
execrable. 

Pero  si  bien  estamos  en  esto  conformes,  no  así  cuando  se  trata  de  in- 
colpar  á  nuestro  cliente,  haciéndole  responsable  del  atentado,  y  agrabán* 
dolé  con  todas  las  circunstancias  que  puedan  empeorar  su  causa. 

Precisamente  la  misma  enormidad  del  delito,  el  modo  de  cometerlo,  y 
la  falta  de  antecedentes  que  pudieran  ser  el  móvil  de  su  perpetración,  todo 
eeo  que  quiere  presentarse  como  medio  de  acusarle,  es  lo  que  constituye 
la  mejor  defensa  de  Antonio  Cabeza,  y  lo  que  le  hará  parecer  irresponsa* 
ble  á  los  ojos  del  Juzgado  y  á  los  de  todos  aquellos  que  están  clamando 
¡venganza! 

Para  comprender  lo  que  dejamos  manifestado,  no  se  necesita  ser  Juez^ 
no  se  necesita  ser  letrado  ni  haber  hecho  grandes  estudios.  Meditando  con 
detenimiento,  discurriendo  sobre  el  suceso  mismo,  todo  el  que  tenga 
«ina  mediana  inteligencia  comprenderá  que  es  absurdo,  que  es  completa- 
mente imposible  que  un  ser  racional  cometa  sin  un  móvil  poderoso,  sin 
una  causa  superior  irresistible,  un  crimen  como  el  que  se  atribuye  á  nues-^ 
tro  cliente. 

La  defensa  de  Antonio  Cabeza  fundada  esclusivamcnte  en  la  locura,  no 
es  uno  de  tantos  medios  que  han  empleado  eminentes  ingenios  llevados  de 
tu.  amor  á  la  humanidad.  La  locura  de  Antonio  Cabeza  es  un  mal  desgra<- 
ciadaraente  cierto;  y  solo  el  convencimiento  profundo  que  de  ella  tiene  su 
defensor  es  el  que  le  impulsa  en  la  ocasión  presente  a  demostrarla  para 
<^ue  la  verdad  triunfe,  y  para  que  la  justicia  de  la  tierra,  que  debe  ser  re* 
ílejo  de  la  divina,  no  quede  envuelta  en  las  sombras  que  levantan  la  vo& 
secreta,  el  instinto  del  corazón  que  odia  ei  crimen. 

La  Historia,  ios  anales  del  Foro  y  cuantas  causas  célebres  han  tenido 
ia^  en  los  paises  civilizados,  ofrecen  á  nuestra  consideración  horrendos 
crímenes  cometidos  con  la  mayor  alevosía;  pero  en  todos  ellos  se  recono- 
ce una  c^usa,  un  móvil  del  cual  se  deduce  intención  y  voluntad  en  k» 
ai^sores.  Mas  no  así  sucede  en  los  rej^etidos  ejemplos  de  homicidio  y 
atentados  de  otra  especie  que  han  sido  ejecutados  sin  que  una  verdadera 
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cansa  pudiera  inclinar  el  ánimo  del  perpetrador:  asi  es  que  «a  estos  édlir 
mos  casos  han  considerado  siempre  los  Tribunales  como  mcalpables  á  }gs^ 
qm  al  principio  aparecieron  dehncuentes.  Mas  ahora  bien,. siendo  este  ea 
el  que  se  halla  nuestro  defendido,  y  contray endones  á  él,  ¿puede  compren- 
derse que  un  hombre  en  su  cabal  razón,  en  el  libre  ejercicio  de  su  entendi- 
miento y  voluntad,  con  todas  las  demás  cualidades  que  distinguen  al  hom- 
bre sano,  cometa  un  asesinato,  sin  que  la  victima  sacriQcada  le  haya  pro- 
vocado, sin  que  las  pasiones  le  dommen,  sin  que  los  celos,  la  ambición  ni 
el  resentimiento  ejerzan  el  menor  imperto  en  su  ánimo?  ¿Gs  posible  que  un 
hombre  desconocido  contra  quien  no  tenemos  motivo  alguno  de  resenti- 
miento, haya  de  ser  el  blanco  de  nuestras  iras?  Esto  no  puede  comprender- 
se; esto  se  resiste  á  la  razón;  pues  de  lo  contrario,  tendríamos  que  consi- 
derar al  hombre  con  los  mismos  instintos  que  las  Geras;  que  prescindir  de 
nuestra  naturaleza,  que  huir  los  unos  de  los  otros  por  temor  de  ser  acome- 
tidos, temiendo  siempre  ser  asesinados. 

Si  pues  no  paede  comprenderse  lógicamente  que  un  hombre  sacrifique 
á  otro  sin  antecedentes  ni  causa,  mucho  menos  podrá  concebirse  cuando 
en  lugar  de  estar  dominado  por  el  odio  y  la  venganza,  tiene  motivos  de  es- 
timación y  gratitud.  Antonio  Cabeza,  lejos  de  agravio  y  ofensa,  solo  ha  re- 
cibido de  Juan  Quintero  y  Melchor  Ortega  el  bcneíicio  (jue  debia  empeñar 
para  siempre  su  reconocimienlo,  la  salvación  de  la  vida  de  su  cuñado. 
¿Puede  concebirse  pues  que  los  asesinó  con  voluntad?  No  ciertamente:  fué 
arrastrado  al  crimen  por  la  enajenación  mental  que  ha  esperihientado  eq^ 
aquel  instante,  fué  el  instrumf^nto  ciego,  el  fatal  agente  de  la  monomanía 
homicida  que  padece.  Efectivamente,  Antonio  Cabeza  obra  sin  voluntad  en 
el  tiempo  oue  na  esperimentado  los  parasismos,  y  en  su  consecuencia  no 
es,  ni  puede  ser  responsable  de  los  actos  que  ejecuta  cuando  su  razón  des- 
a|¿rece.- 

Todo  concurre  á  justificarlo  así:  el  mismo  hecho  que  se  persigue,  la 
constitución  física  del  acusado,  su  viáa  anterior,  los  antecedentes  de  su 
familia  y  cuantos  datos  quieran  reunirse;  todo  revela  la  monomanía  que 
padece,  y  todo  armoniza  con  la  opinión  emitida  por  los  autores  que  tian 
tratado  esta  materia  con  mas  detenimiento. 

Pero  analicemos  el  sumario;  volvamos  á  la  causa,  y  espliquemos  racio- 
nalmente to  que  en  ella  consta.  En  las  declaraciones  de  Manuel  Arriga  fo- 
lio 5,  Manuel  Muñoz  folio  8,  Diego  Gómez  folio  i  O,  y  Francisco  Serrana 
folio  17  vuelto,  únicos  testigos  presenciales,  aparece  consignado  que  An- 
tonio Cabeza  ni  conocía  á  los  hombres  con  quienes  hablaba,  ni  supo  de 
donde  eran  hasta  el  momento  mismo  en  que  ellos  lo  manifestaron.  Por  esta 
circunstancia  se  acredita  de  una  manera  indudable  que  hnsta  entonces  no 
habia  existido,  ni  |)odia  existir  motivo  alguno  de  ofensa  ni  resentimiento' 
por  parte  de  aquellos.  Consta  también  que  la  conversación  que  han  tenido 
en  la  tienda  de  la  «Coquina))  ha  sido  pacífica,  reinando  en  ella  la  mas  cor- 
dial amistad  hasta  el  punto  de  convidarse  mutuamente;  así  mismo  se  jus- 
tifica que  cuanto  dijo  Antonio  Cabeza  relativo  á  su  cuñado,  lo  ha  pronun- 
ciado en  tono  tranquilo,  en  tanto  gradó  que  se  estaba  riendo;  de  manera 
que,  según  las  declaraciones  de  los  testigos  mencionados,  absolutamente 
nablando,  no  hubo  motivo  de  riña  ni  del  menor  disgusto.  En  este  supuesto 
pues^  ¿cómo  es  posible  creer  que  Antonio  Cabeza  estuviese  en  su  juicio 
cuando,  sin  el  menor  antecedente,  asesina  á  dos  hombres  que  mas  debie- 
ran ser  amigos  suyos,  que  el  blanco  de  sus  furores?  Desengañémonos  Se- 
ñor; esto  es  inconcebible,  esto  solo  se  espliea  sabiendo  que  estaba  y  está 
loco  el  acusado. 
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Examinados  los  demás  testigos,  aparece  luego  Antonio  Cabeza  recor- 
riendo las  calles,  y  publicando  sin  la  menor  reserva  que  ha  matado  á  dos 
de  Conil;  unas  veces  pide  dinero  para  huir  á  Vejer,  como  si  aquel  punto, 
estuviese  á  cubierto  ael  poder  judicial,  y  otras  dice  que  quiere  marchar  á . 
Gibraltar;  por  fin,  su  imaginación  divaga^  las  ideas  se  lo  aglomeran,  y  no  . 
sabe  lo  que  hace  ni  lo  que  dice.  ¿Qué  nombre  estando  en  su  sano  juicio, 
después  de  haber  cometido  un  crimen,  vá  publicando  su  delito?  ¿Quién  eiji . 
tal  estado  conserva  en  su  poder  el  arma  homicida  )r  la  muestra  tinta  aun 
en  la  sangre  de  las  víctimas?  ¿Puede  guardar  semejante  conducta  un  hom- 
bre sano?  ¿Puede  cometer  tales  torpezas,  que  son  otros  tantos  testigos  (|ue 
le  acusan?  El  que  por  perversidad  ú  otra  causa  tiene  deliberada  intención 
al  tiempo  de  cometer  un  crimen,  observa  cierto  método  en  la  perpetración 
y  después  de  ella,  como  demuestran  la  práctica  y  mil  ejemplos  que  pudié-^ 
ramos  citar.  Además;  tenemos  que  considerar  qüQ  hay  dos  clases  de  homi- 
cidas, unos  que  proyectan  su  crimen  á  sangre  tria  y  con  toda  la  calma  que 
les  permite  su  venganza,  y  otros  que  cediendo  a  un  impulso  momentáneo, 

gredispuestos  al  mal  y  animados  por  algún  móvil,  cometen  un  delito  sin 
aberlo  premeditado.  Los  primeros,  habiendo  calculado  con  deteucioa 
todo  lo  preparan  y  acomodan,  de  donde  resulta  la  dificultad  en  la  inquisi- 
ción del  delincuente  cuando  una  circunstancia  providencial  no  viene  á  tras- 
tornar sus  planes;  á  los  segundos  es  muy  común  verles  tomar  un  partido 
racional  que  aun  cuando  no  corresponda  en  resultados,  siempre  guarda  re- 
lación con  la  idea  de  una  fuga  bien  dirigida:  así  es  que  se  les  vé  arrojar  el 
iostrumeuto  Ó  arma  en  un  lugar  oculto,  mudar  de  traje  si  la  ocasión  lo  per- 
mite, lavar  las  manchas  de  sangre  si  alguna  conservan,  huir  por  donde  na- 
die pueda  descubrirlos,  y  de  manera  que  se  ignore  su  camino;  y  por  fin 
efectuar  cuantas  acciones  se  hallen  en  contradicción  con  el  delito  que  han 
cometido. 

La  conservación  natural,  ese  sublime  instinto  que  Dios  ha  dado  al  hom- 
bre, vive  siempre  en  él,  porque  es  inherente  á  su  existencia,  porque  es 
su  existencia  misma,  y  en  los  mayores  peligros  y  aflicciones  se  manifiesta 
en  todo  su  vigor  y  en  todo  su  poder.  Este  instinto  natural  domina  absolu- 
tamente nuestro  ánimo,  y  solo  puede  estar  apagado  en  un  cerebro  enfermo, 
en  un  cerebro  trastornado  como  el  de  nuestro  cliente. 

Solo  así  pueden  esplicarse  las  muertes  de  Juan  Quintero  y  Melchor 
Ortega;  solo  así  puede  comprenderse  la  existencia  de  un  crimen  quq  pre- 
seúta  circunstancias  tan  particulares.  De  otra  manera  ¿quién  nos  descifra 
este  misterio?  ¿qué  móvil  le  guiaba?  ¿Era  el  robo  su  objeto?  No  ciertamen- 
te. ¿Antonio  Cabeza  estaba  enemistado  con  esos  desgraciados,  habia  reci- 
bido de  ellos  alguna  ofensa,  algún  agravio?  De  ningún  modo.  ¿Los  celos» 
la  envidia,  una  cuestión  acalorada  preparaban  su  ánimo  á  la  venganza? 
Tampoco.  ¿Porqué  entonces  los  sacrifica?  «Por  su  mal  corazón»  han  res- 
pondido algunos.  Esta  es  una  contestación  estupida;  esta  es  una  solución 
de  la  ignorancia,  de  un  alma  pequeña  y  de  un  cerebro  que  no  piensa  ni 
discurre,  ni  sabe  distinguir  ni  comparar;  esta,  en  fin,  es  una  respuesta  que 
solo  prueba  la  nulidad  ael  que  la  profiere. 

Para  asegurar  que  el  hombre  puede  cometer  un  asesinato  solo  por  su 
mal  corazón,  solo  por  perversidad  de  su  alma,  es  necesario  conceder  qué 
una  predisposición  natural  le  obliga  á  ello;  es  preciso  confesar,  que  su  or- 
ganización física  ejerce  sobre  él  un  imperio  absoluto,  haciéndole  olvidar  el 
valor  de  sus  acciones,  oscureciéndole  todos  los  resultados  y  todas  las  con- 
secuencias de  la  acción  gue  quiere  ejecutar,  y  arrastrándole  y  comprimién- 
dole con  una  mano  de  hierro  al  precipicio  que  tiene  debajo  de  sus  pies.  Pa- 
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rá  suponer  al  hombre  en  este  grado  de  perversidad  habría  que  coiuñdertflo 
frenológicamente,  y  de  esto  resultaría  la  irresponsabilidad  absoluta,  conda- 
ciéndonos  semejante  sistema  á  los  principios  mas  disolventes.  Por  eso  di- 
günos  que  solo  los  ignorantes  pueden  contestar  que  nuestro  defendido  co- 
metió un  homicidio  sin  otra  causa  que  su  mal  corazón. 

Pero  dejando  cuestiones  que  en  otro  lugar  ventilaríamos  con  sumo  pla- 
cer por  mas  que  sean  peligrosas  en  el  presente,  tendremos  que  repetir 
que  Antonio  Cabeza  no  puede  ser  responsable  por  la  acción  que  ha  come- 
tido, y  tanto  mas  aseguramos  este  aserto  cuanto  consideramos  con  mas 
caima  los  sucesos  ocurridos;  así  e;s  que  no  podemos  menos  que  reclamar 
á  cada  paso  la  atención  del  Juzgado,  suplicándole  su  meditación. 

Es  mdudable  la  propensión  del  hombre  á  la  conservación  del  individuo,  • 
y  sin  embargo  hay  suicidas,  hay  seres  desgraciados,  que  luchando  con  la 
idea  de  la  vida  y  de  la  muerte,  no  obstante  que  procuran  desterrar  cuantas 
ideas  vienen  á  agobiarlos,  un  poder  oculto  les  conduce  al  mal;  y  sin  razón 
y  sin  motivo,  cuando  su  imagmacion  está  llena  de  vida,  su  corazón  Heno 
dé  amor,  y  cuando  la  juventud  les  sonríe  derraman  su  propia  sangre,  pri- 
vándose de  la  existencia  que  con  tanio  afán  conservan  los  demás.  ¿Y  podrá 
decirse  que  estos  desgraciados  se  sacriíican  á  impulso  de  su  mal  corazón, 
que  son  víctimas  de  su  perversidad?  Ah!  no.  Es  que  la  monomanía  los  do- 
mina; es  que  llevan  en  su  frente  el  sello  de  su  desventura!! 

La  Medicina  reconoce  que  un  gran  número  de  casos  de  suicidio  es  el 
resultado  de  la  locura,  ó  mejor  dicho,  que  es  siempre  preparado  pqr  ella 
cuando  no  es  consecuencia  de  los  sucesos  de  la  vida  que  encierran  grandes* 
desgracias  y  respetables  motivos.  En  el  primer  caso ,  ó  sea  cuando  no  exis- 
te una  razón  poderosa,  es  siempre  originado  el  suicidio  por  causas  absur- 
das, por  falsos  raciocinios  que  no  dejan  duda  de  la  existencia  de  la  enfer- 
medad.  En  esta  especie  ó  división  de  la  locura  se  cuenta  la  que  en  estos 
últimos  tiempos  ha  recibido  el  nombre  de  nKmomania  homidaa.  Pinel  se 
esplica  así  acerca  de  esta  lesión  de  la  inteligencia.  «Algunas  veces  el  loco 
no  presenta  ningún  desorden  en  sus  facultades  intelectuales,  y  sin  embar- 
gó es  arrastrado  por  una  inclinación  irresistible,  por  un  instinto  ciego,  á 
tal  ó  cual  acción  que  él  mismo  reprueba:  obcecado  por  las  ideas  de  robo, 
de  incendio,  de  homicidio  6  suiciaio,  ideas  que  procura  en  vano  desvane- 
cer, siente  todo  el  horror  de  semejantes  deseos;  y  sin  embarco  su  voluntad 
es  vencida.  Sin  motivo,  sin  interés,  roba,  quema,  matay  y  vierte  su  .'pro- 
pia sangre.  Esta  variedad  de  la  alienación  mental,  objeto  de  las  mas  vi- 
vas controversias,  eooiste  sin  duda,  pero  algunas  veces  es  difícil  de  des- 
cubrirla, y  es  seguramente  la  que  requiere  mas  conocimientos  por  parte  de! 
médico.  Debemos  hacer  observar  que  en  los  establecimientos  do  Italia,  Sui- 
za, Alemania,  Polonia,  por  todas  partes,  á  escepcion  de  los  discípulos  de 
Hemoroth,  sus  médicos  directores  citan  ejemplos  de  monomanía  honUeida 
bien  caracterizados.  Añadiremos  que  en  Iglaterra  los  locos  llamados  cri- 
minales, á  quienes  se  habia  encerrado  después  del  delito,  al  cabo  de  alga- 
nos  años  acabaron  por  caer  en  una  verdadera  locura.» 

Al  frente,  pues,  de  esta  doctrina  que  conviene  en  la  existencia  de  la 
monomanía  homicida,  en  vista  de  estos  ejemplos  observados  en  las  nacio- 
nes cultas,  especialmente  en  Alemania,  emporio  de  las  luces,  manantial 
fecundo  de  las  ciencias,  ¿quién  se  atreveré  á  contradecir  la  existencia  de  la 
monomanía  homicida?  ¿Quién  á  sostener  desde  luego  sin  datos  y  sin  ob- 
servaciones que  Antonio  Cabeza  no  es  uno  de  esos  desgraciados  á  quienes 
tá  medicina  comprende  en  sus  esplicaciones? 

Si  pues  existe  una  clase  de  alienación  mental  califlcada  de  monomanfa 


tí^nádáaíi  ^  ^  práctiba  nos  presenta  tantos  y  tan  endientes  ejpmplos;  sila 
ciencia  nos  enseña  que  generalmente  los  que  la  padecen  no  presentan  nin- 
gún desorden  en  sus  facultades  intelectuales,  ¿por  qué  hemos  de  negar  que 
el  acusado  ofrece  estas  condiciones  propias  de  los  monomaniacos?  ¿Por  qué 
estrañar  que  Antonio  Cabeza  no  hubiera  manifestado  síntomas  alarmantes? 
No^  no  debemos  estrañar  que  se  haya  conducido  como  un  hombre  cuerdo 
antes  y  después  del  crimen  que  lamentamos;  porque  su  conducta  es  muy 
racional  y  muy  lógica  médicatnente  hablando,  y  porque  no  solamente  te- 
nemos que  convenir  en  la  posibilidad  de  que  sufra  enajenación  mental, 
sino  que  estamos  obligados  á  procurar  convencernos,  á  observar  lo  que 
aconseja  en  estos  casos  la  Medicina  legal,  porque  todos  y  el  Juzgado  tene- 
mos sagrada  obligación  de  emplear  la  reflexión  mas  detenida,  el  juicio  mas. 
«sqnisito,  para  comparar  todos  los  datos  y  todos  los  antecedentes,  para 
consultar  los  profesores  de  medicina,  y  por  último  estamos  en  conciencia 
interesados  en  que  efectivamente  resulte  loco  Antonio  Cabeza. 

Este  no  es  solo  un  deber  de  humanidad  que  la  caridad  ordena,  sino  un 
deber  que  la  justicia  reclama  á  todos  los  hombres,  porque  todos  debemos' 
resistir  la  idea  de  que  la  perversión  pueda  poner  en  peligro  nuestra  exis- 
tencia. ¿Cuánto  mas  noble,  cuánto  mas  generosa,  cuánto  mas  lógica  y  ra- 
cional es  la  idea  de  suponer  al  hombre  pacíGco  y  subordinado,  aue  creerle 
capaz  de  la  infamia,  del  crimen  y  del  asesinato  solo  por  el  inesplicable  pla- 
cer de  hacer  el  mal?  La  naturaleza  resiste  semejantes  principios ;  nuestra 
propia  condición  y  sensibilidad  los  rechazan.  Además;  cuando  se  trata  de 
averiguar  un  delito  que  lleva  encadenada  con  61  la  vida  de  un  hombre,  te- 
nemos que  comprenaer  la  crítica  posición  en  que  nos  coloca  nuestro  desti- 
no; que  reflexionar  lo  que  vale  esa  vida  que  podemos  destruir  con  un  fallo, 
con  una  palabra;  porque  aun  cuando  esta  y  aquel  se  encuentren  escritos 
en  la  ley,  nosotros,  sacerdotes  de  ella,  estamos  llamados  á  interpretarla 
fielmente,  á  declarar  su  justa  aplicación.  Por  eso  en  nuestros  códigos,  en 
esos  libros  que  ostenta  iracunda  la  espada  de  la  ley,  previendo  sin  duda  la 
Anqueza  humana,  están  abundando  los  principios  mas  humanitarios;  por 
eso  vemos  escritas  en  ellos  estas  evangélicas  palabras  «mas  v^ile  absolver 
al  reo  que  castigar  al  inocente»  máxima  santa  gue  encierra  una  sola  idea, 
un  pensamiento  fijo  destinado  esclusivamente  a  desvanecer  la  duda  y  co- 
locar al  Juez  en  un  lugar  eminente  proporcionándole  un  medio  para  que 
solo  aplique  el  rigor  de  la  ley  cuando  el  delito  y  la  voluntad  de  cometerlo 
estén  tan  claros  como  el  sol  de  medio  dia. 

En  la  cuestión  presente  no  se  trata  de  una  pena  cualquiera;  no  de  un 
padecimiento  indiferente;  en  ella  se  pide  la  muerte  para  un  hombre,  y  esto 
es  grate,  gravísimo  por  muchas  consideraciones.  No  nos  detendremos  á  es- 
plicar  las  muchas  teorías,  las  diversas  opiniones  de  filósofos  antiguos  y  mo- 
dernos sobre  el  derecho  de  la  sociedad  á  la  vida  del  hombre,  sobre  si  esU 
pertenece  esclusivamente  á  Dios  que  la  ha  creado,  como  dueño  y  Señor  de 
ella,  pues  tendríamos  qne  prescindir  de  lo  que  es  dado  observar  en  una  de- 
fensa. Tampoco  esponarémos  los  inmensos  perjuicios  de  la  pena  de  muerte, 
sus  escasísimas  ventajas  y  otras  mil  advertencias  bien  presentadas  por  los 
cabios,  y  perfectamente  recibidas  por  la  sociedad  culta,  por  las  almas  sen- 
sibles y  generosas.  Lo  que  sí  diremos,  lo  que  no  nos  cansaremos  de  repetir* 
es  que  si  bien  nuestra  época  es  ilustrada,  nuestra  civilización  actual  des- 
graciadamente* no  ha  dado  aun  entrada  en  nuestros  códigos  á  las  divina» 
teorías  de  los  que  rechazan  y  maldicen  la  pena  de  muerte,  la  práctica  de- 
muestra que  la  voz  de  la  verdad  encuentra  eco  en  los  tribunales:  así  es  que 
la  Temos  muy  rara  vez  aplicada^  relativamente  á  la  manera  de  prodigarla 
tOMO  xni.  32 
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en  tiempos  del  depotísmo,  en  los  tiempos  de  la  obcecación  del  fuiatísmoy 
de  la  ignorancia. 

Compárense  sino  nuestras  estadísticas  criminales,  y  esta  verdad  aparea 
cera  ostensible.  Mas  ¿paraqoé  hemos  de  pantentizar  tantas  doctrinas,  ejem* 
píos  y  consideraciones  si  nos  basta  nuestro  raciocinio,  sino  necesitamos  re- 
currir á  ellas?  Recordemos  el  triste  acontecimiento  que  motiva  este  escrito, 
y  en  él  encontraremos  cuanto  podamos  apetecer.  Efectivamente,  no  solo 
observamos  que  se  ha  cometido  un  crimen,  sino  que  tenemos  que  fijarnos 
en  un  hecho  culminante,  en  una  circunstancia  atendible.  Si  Antonio  Cabeza 
hubiera  asesinado  á  un  hombre  solo,  en  el  deseo  de  acriminar  podía  supo- 
nerse la  posibilidad  de  la  existencia  de  algún  resentimiento  personal  anti- 
guo ó  de  alguna  causa  remota  también;  pero  siendo  dos  los  homicidios,  dos 
las  víctimas  sacrificadas,  es  imposible  concebir  la  idea  de  que  con  ambas-r 
tuviese  motivos,  con  ambas  sed  de  venganza. 

Tenemos  ahora  que  retroceder  á  la  causa,  y  fijarnos  en  el  sumario  y  en 
la  acusación  para  esplicar  un  hecho  aue  el  Promotor  quiere  evidenciar  co- 
mo cargo:  consiste  en  la  conducta  observada  por  nuestro  defendido  en  el 
tiempK)  que  lleva  de  prisión. 

Dice  el  Promotor  que  encerrado  Antonio  Cabeza  en  la  Torre  llamada 
del  «Relox»  y  sujeto  con  grillos  á  los  pies,  su  imaginación,  siempre  fecunda 
para  el  mal^  le  sugirió  la  idea  de  arrancar  unas  tablas  que  habia  en  la  ha-r 
bitacion  formando  un  entarimado,  produciendo  con  repetidos  golpes  varias 
aberturas  en  una  ventana :  que  noticioso  el  Juzgado  se  constituyó  en  la 
cárcel  con  tres  guardias  civiles,  pero  que  ni  la  presencia  de  la  fuerza  ar- 
mada ni  la  de  la  autoridad  y  demás  personas  que  allí  se  hallaban  bastó  á  ha- 
cerle variar  de  su  propósito ;  pues  íija  en  él  la  idea  del  mal ,  continuaba 
golpeando  sin  cesar  con  una  tabla  de  cuya  estremidad  salían  dos  grandes 
clavos  el  punto  en  donde  tenia  que  colocar  las  manos  el  alcaide  para  abrir 
la  cancela  de  hierro  que  cerraba  la  prisión :  que  el  Juzgado  le  ordenó  no 
impidiese  la  entrada  ,  y  su  {{recepto  fué  también  desobedecido;  mas  que 
como  mandase  á  la  guardia  civil  penetrar  en  el  calabozo  aunque  para  ello 
fuese  preciso  hacer  uso  de  la  fuerza ,  conociendo  el  preso  que  le  era  impo- 
sible continuar  en  aquel  estado  ,  se  decidió  á  soltar  la  tabla ,  empero  sin 
abandonar  el  constante  designio  de  asesinar  al  primero  que  entrara. 
Colocóse  al  efecto  hacia  el  lado  contrario  al  en  que  se  abría  la  cancela ,  con 
una  almohada  y  una  chaqueta  sobre  el  brazo  izquierdo,  y  al  entrar  el  Al- 
caide le  acometió  con  un  palo  de  una  tercia  de  largo  y  agusado  á  la  lui 
para  que  adquiriese  consistencia ^  y  le  infirió  una  herida  en  la  cabeza  y  un 
ar  uñazo  como  de  cuatro  pulgadas  en  la  frente  y  arrojándose  en  seguida 
sobre  la  bayoneta  de  uno  de  los  guardias  civiles  con  el  objeto  sin  duda  de 


apoderarse  de  ella'  pero  que  afortunadamente  otro  de  los  guardias  impidió 
que  lo  realizase,  causándole  una  pequeña  herida,  y  logrando  por  este  me- 
aio  sujetarlo. 

Para  que  Y.  S.  pueda  formar  un  juicio  exacto  de  estos  sucesos  debe  te- 
ner presente  que  cuando  han  ocurrido  contab»  ya  el  reo  ocho  días  de  pri- 
sión, encontrábase  cargado  de  grillos,  y  no  habia  tomado  mas  alimento  en 
todos  ellos  que  tres  tazas  de  café  y  dos  de  caldo.  Con  este  antecedente  que 
el  Juzgado  debe  saber,  y  que  á  mayor  abundamiento  se  justificará  en  su 
lugar  y  tiempo,  fácil  es  conocer  y  calificar  el  estado  de  razón  en  que  podía 
hallarse  Antonio  Cabeza;  conduciéndonos  la  conducta  que  ha  observado  á  \ 

los  siguientes  raciocinios.  j 

¿Es  natural  que  un  reo,  que  un  acusado  de  tanta  consideración  como 
nuestro  defendido,  preso,  sin  medios  de  fuga  ni  de;  buen  éxito  en  sus  em- 


presas,  desespeí^  sa  causa  escandalizando,  desobedeciendo  á  la  autoridad  y 
emorendiendo  una  lucha  en  que  por  necesidad  debia  quedar  vencido?  ¿Na 
se  descubre  en  ese  tenaz  y  temerario  conato  la  falta  de  raciocinio,  la  de  com- 
paración y  la  voluntad  que  se  observa  en  los  locos?  ¿No  se  patentiza  la  idea 
dominante  de  homicidio  que  preside  todos  los  actos  del  reo?  Por  otra  parte 
un  hombre  preso,  debilitado  por  los  grillos  y  la  falta  de  comodidad  y  de 
reposo  que  es  consiguiente;  que  en  ocho  dias  ha  dejado  de  tomar  alimento 
¿puede,  físicamente  nablando,  saltar  con  ligereza,  arrancar  tablas,  sostener 
un  combate  y  acometer  con  un  palo  en  forma  de  puñal?  El  Juzgado  debe 
comprender  que  en  estos  hechos  está  resaltando,  se  está  viendo  palpable* 
mente  la  idea  del  homicidio,  la  monomanía  que  domina  al  acusado. 

Asi  pues,  de  cualquier  modo  que  se  considere  á  Antonio  Cabeza,  por 
cualquier  respecto  que  quiera  observarse  su  conducta,  aparece  que  todo 
cuanto  el  Fiscal  encuentra  punible,  es  cabalmente  su  mejor  defensa,  e» 
precisamente  la  prueba  mas  culminante ,  el  testimonio  mas  irrecusable  de 
su  enajenación,  de  su  locura. 

Observemos  ahora  los  descubrimientos  de  la  ciencia,  examinemos  la^ 
doctrinas  de  los  autores,  y  fijémonos  luego  en  los  antecedentes  del  acusado: 
y  comparándolos  y  escudriñando  los  secretos  de  la  Medicina,  hallaremos  tal 
conformidad  y  tal  armonía,  que  no  podremos  menos  de  decir:  «Antonio  Ca- 
beza es  demente.» 

El  Sr.  Mata,  en  su  trjitado  de  Medicina  y  Cirujia  Legal,  nos  manifies-» 
ta  que  Pinel  empezó  á  introducir  en  la  ciencia  una  especie  de  locura  que 
llamó  razonadora,  y  que  Esquivel  acabó  de  derribar  las  antiguas  creencias 
estableciendo  una  locura  parcial  á  la  que  dio  el  nombre  de  monomanía, 
justiñcando  de  una  manera  terminante  la  existencia  de  esta  enfermedad. 
Seria  ofender  la  ilustración  del  Juzgado  detenernos  á  esponer  la  concien-- 
zudas  observaciones  de  este  autor,  y  las  esplicaciones  que  con  tanta  clari-- 
dad  y  lalento  hace  el  Sr.  Mata  para  acreditar  la  existencia  de  la  monoma-* 
nía;  además  los  términos  que  concede  la  ley  para  la  defensa  de  un  reo  sea 
tan  perentorios,  que  no  permiten  hacer  una  estensa  reseña  muy  convenien- 
te en  este  lugar:  por  lo  tanto,  diremos  únicamente  con  el  Sr.  Mata  que  á 
las  observaciones  de  Esquivel  se  añaden  los  votos  uniformes  de  Georgert^ 
Juille,  Busk,  Hoffbaner,  Gall,  Pinel,  Federé,  March,  Michus,  Rostan,  Ter- 
rus,  Casauviech;  y  citaremos  ejemplos  prácticos  que  no  dejan  la  menor 
duda  de  la  existencia  de  esta  enfermedad. 

«La  monomanía  no  es,  dice  el  Sr.  Muta,  una  invención,  una  nueva  eu'-^ 
tidad  como  decia  Regnaul,  es  un  hecho  positivo,  es  una  enfermedad  men- 
tal qne  desdichadamente  ataca  á  varias  personas,  digna  de  ser  tenida  tan 
en  cuenta  ante  los  Tribunales  como  las  demás  alteraciones  mentales  sobr^ 
que  no  se  levanta  duda  alguna.» 

-  Siendo  indudable  la  existencia  de  la  monomanía,  cumple  á  nuestro  pro- 
pósito acreditar  que  en  esta  enfermedad  se  comprenden  varias  clases,  como 
lo  evidencia  el  estudio  de  muchos  casos  y  la  observación  de  los  individuos 
que  la  esperimentan.  Asi  es  que  en  el  monomaniaco  se  encuentra  siempre 
una  alucmacion;  obedece  á  un  poder  secreto  que  le  manda  que  robe,  que 
hiera,  que  mate,  que  incendie  y  que  atrepelle.  A  los  infelices  que  padecen 
esta  enejenacion  mental,  se  les  vé  la  mayor  parte  de  las  veces  sosteniendo 
una  lucha  interior  porque  conocen  que  es  reprobada  la  acción  que  van  á 
ejecutar;  porque  desean  evitarla;  y  sin  embargo  ceden  á  esa  voz  que  le& 
manda  y  que  están  oyendo  siempre.  Otros  monomaniacos  no  conocen  ni 
comprenden  que  es  ilícito  su  deseo;  pues  encuentran  justiíicada  la  causa  y 
el  móvil  que  los  guia:  así  es  que  en  algunas  ocasiones  después  de  haber  co- 
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metido  on  gran  delito,  od  logarde  procorar  medMde  srivMta, 
6í1m  misiDOs  el  crímen. 

Se  obserra  tunbiefi  qoe  los  monomaiüicos  demusslnui  catdnim  en^to 
«layor  parte  de  los  actos  de  sa  vida,  y  se  eofueeen  coando  hallas  oporinon 
«t  pensainiento  fijo  qae  les  domina.  Esta  obseiradoD  nos  conduce  ahofa  á 
liaeer  algunas  espUcaciones  relativas  á  noestro  diente. 

Debe  tenerse  may  presente  qpe  hs  circonstancias  particolares  que  aa 
reúnen  en  el  liombre,  influyen  yisiblemente  en  el  modo  que  él  mismo  tiene 
tie  enjuiciar»  de  apreciar  el  Talor  de  las  acciones  y  de  las  palabras.  l/>s  que 
pertenecen  á  la  clase  que  ocupa  en  b  sociedad  Antonio  Cabeía,  que  des- 
ji;rac¡adaniente  ni  han  tenido  instrucción  ni  han  lebido  educación  esmera* 
<lay  aparecen  con  marcada  tendencia  á  sobresalir  en  las  faenas  materiales 
procurando  mayores  resultados;  á  distinguirse  de  los  demás  hombres  por  la 
fuerza  y  el  valor;  y  á  no  tolerar  que  otro  alguno  les  aventaje  en  repntacioii 
de  valiente  y  esfoñado;  de  manera  que  babitodose  forjado  una  conciencia 
sobre  esto,  cualquiera  palabra,  cualquier  hecho  gue  se  dirija  á  contradecir- 
les es  la  ofensa  mas  grave  que  se  les  puede  inferir. 

Si  esto  es  cierto,  ¿quién  se  atreverá  á  negar  que  Antonio  Cabexa  es  on 
anevo  ejemplo  que  debe  agregarse  á  ios  muchos  que  la  práctica  nos  pre- 
senta? En  él  han  dominado  siempre  estas  ideas;  teniéndose  como  el  mas 
^alíente,  y  suponiendo  necesaria  so  presencia  para  todos  ios  casos  peligro* 
^s  en  que  era  preciso  probar  valor  y  serenidad.  Así  lo  demuestran  sus  an- 
tecedentes y  la  conversación  que  ha  tenido  con  los  ^arrieros  de  Gonil.  ¿T 
quién  nos  asegura  que  las  respuestas  de  aquellos  infelices,  que  el  desde» 
^eon  que  le  han  contestado  al  decir  que  sin  necesidad  de  su  presencia  habían 
^üalvado  á  su  cunado,  no  fuese  una  contradicción  que  le  ha  herido  vivamen* 
te  la  idea  que  constituye  su  monomanía?  Esto  es  muy  posible,  y  para  com- 
probarlo debemos  citar  un  hecho  que  no  aparece  en  el  sumario,  un  hecho 
^liie  algunos  apreciarían  como  cargo,  y  qoe  nosotros  presentamos  como  dato 
irrecusable  de  su  enajenación  mental.  Antonio  Cabeza,  algunos  dias  antea 
del  acontecimiento  que  lamentamos;  cuando  hasta  igncnraba  la  eiistencia  de 
ios  arrieros  de  Conii,  se  puso  á  aGlar  un  cuchillo  á  presencia  de  dos  amigot 
-suyos,  á  quienes  manifestó  que  con  aquel  instrumento  tenia  que  matar  á 
<los  personas.  El  mismo  día  que  consumó  el  delito  y  antes  de  haber  encon- 
trado á  los  que  después  fueron  sus  vlctimns,  andubo  buscando  á  dos  suje- 
tos con  intención  ae  matarlos,  según  él  mismo  decía  sin  reserva,  y  á  los 
•cuales  afortunadamente  no  encontró. 

Todo  esto  comprueba  la  idea  de  la  monomanía  homicida,  la  lucha  inte- 
TÍor  que  esperimentaba  y  el  deseo  de  que  le  impidieran  consumar  su  pro- 
yecto; y  prueba  también  que  existiendo  una  volición  homicida  acompañada 
•de  la  falsa  idea  de  un  valor  estraordinario,  como  fuese  contrariada  tom4 
4iuevo  incremento,  y  por  medio  de  una  escitacion  particular,  venciendo  to- 
das las  reflexiones  le  forzó  á  ponerlo  en  ejecución. 

Para  que  no  sea  crea  que  todo  lo  dicho  es  un  recurso  que  busca  el  aca« 
«ado;  para  que  se  comprenda  que  no  es  una  invención  ingeniosa,  deben  te^ 
«lerse  muy  en  cuenta  sus  antecedentes.  Este  individuo  hace  cinco  ó  sei» 
^os  ha  padecido  fiebre  cerebral,  y  adelantada  la  convalecencia  ha  esperi- 
mentado  por  espacio  de  algunos  mas  raptos  de  locura. 

Desde  esta  época  todos  sus  companeros  en  el  trabajo  le  han  observada 
tétrico  y  taciturno,  permaneciendo  siempre  callado  tres  j  cuatro  dias  cou- 
^culivos  á  pesar  de  los  esfuerzos  que  continuamente  hacían,  especialmente 
«n  las  horas  de  descanso,  para  sacarle  del  estado  de  ensimismamiento  é 
«oajenacion  en  que  se  encontraba.  Este  hond>re  callado  y  pensativo  ~~ 


pentínamente  «e  «ntr^ba  á  la  alexia  mas  bulliciosa  y  espaiisiva»  dejaodc^ 
confusos  á  iodos  los  circunstantes  tan  «straña  variación. 

Merece  igiubnente  espacial  mención  la  coincidencia  de  que  Manuel  Ca-r 
lieza,  padre  de  nuestro  cliente,  ha  estado  loco  hace  algunos  años.  Asimis-<- 
mo  es  digno  de  notarse  que  una  hermana  del  referido  Antonio ,  residente 
•n  la  villa  de  Gooil»  estuvo  en  algún  tiempo  demente  y  lo  está  en  el  dia  á 
oausa  de  la  desgracia  que  pesa  sobre  nuestro  defendido.  Juan  y  Juana  Ro-^ 
^iguez,  primos  de  María  Gertrudis  «Rodriguez,  abuela  del  acusado,  bui*' 
miterto  locos  el  primero  en  el  hospital  de  San  Juan  de  Dios  de  Cádiz,  y  la 
segunái  en  Ghiclana,  donde  vivió  mucho  tiempo  en  su  estado  de  enajeña- 
eion  mental}  recorriendo  las  calles,  siendo  conocida  bajo  el  nombre  de  ti0 
luana  ia  Loca;  y  finalmente,  en  la  misma  casa  del  acusado  vive  hoy  dicha 
hermana  suya  llamada  Inés,  que  también  está  loca.  Todos  estos  antoceden*^ 
tes  no  son  recursosin^niosos,  no  son  artiGcios:  son  la  ñel  espresion  de  la 
^rdad,  son  acontecimientos  reales  y  positivos  que  pueden  justificarse  y 
que  seguramente  se  acreditarán. 

^  Si,  pues,  existe  una  locura,  -calificada  de  monomanía  homicida,  que  do« 
mina  el  endendimiento  y  la  voluntad;  si  esta  enfermedad  puede  aparecer 
repentinamente  y  ponerse  en  acción  sin  la  menor  causa  y  el  mas  ligero^ 
motivo,  como  acreditan  los  dictámenes  de  autoridades  facultativas;  y  si  todo 
esto  guarda  intima  relación  con  el  delito  perpetrado  ¿por  qué  hemos  de  ne« 

far  que  Antonio  Cabeza  sea  demente,  cuapdo  cuenta  además  varios  miem- 
ros  de  su  familia  en  este  lastimoso  estado,  y  cuando  sus  antecedentes  to* 
dos  están  demostrando  esa  propensión  hereditaria,  ese  germen  de  la  locura 
incurable? 

No  nos  estrañe,  pues,  ver  hoy  confundido  entre  los  crimínales  á  quien 
libre  deesa  enfermedad  que  priva  al  hombre  del  don  mas  grande  que  le  ha 
concedido  el  Criador,  por  el  cual  se  distingue  del  bruto  y  recibe  el  nombre 
privilegiado  de  racional,  hubiera  sido  un  artesano  laborioso,  honrado  padre 
de  familia,  tal  vez  escelente  ciudadano. 

A  cada  paso  vemos  discurrir  por  las  calles,  no  ya  monomaniacos,  sino 
dementes  que  vagan  á  su  albedrío  entregados  á  sus  deseos  y  capri:;hos:  y 
sin  embargo  de  ser  patente  la  esposicion  en  que  vivimos,  nadie  procura  el 
remedio;  todos  olvidan  el  mal  hasta  que  es  por  desgracia  inevitable. 

Empero  detengamos  el  curso  de  nuestra  imaginación  tan  solícita  en  es- 
tos momentos  en  ofrecernos  reflexiones,  y  aprovechemos  el  escaso  tiempo 
que  nos  resta  en  scuneter  á  la  consideración  del  Juzgado  la  importancia  ae 
K>s  siguientes  ejemplos. 

i.^  «Catalina  Ochaven,  de  edad  de  treinta  años,  nodriza  del  doctor  S^ 
tuvo  un  fuerte  cólico  que  duró  algunos  días,  cierto  movimiento  en  el  estór 
mago  y  una  especie  de  ansiedad.  Una  noche,  habiendo  quedado  sola  conr 
dos  niños  en  su  cuarto,  vio  un  cuchillo  encima  de  una  mesa,  y  al  momen- 
to le  asaltó  la  idea  de  degollar  á  su  hijo  de  leche,  al  que  tenia  á  la  sazonen 
la' falda.  Parecíale  que  estaba  oyendo  una  voz  que  le  aconsejaba  este  asesi- 
nato. Espantada  de  su  idea  se  vá  del  gabinete  con  el  cuchillo  en  la  mano^ 
se  baja  á  la  ooeina,  tira  el  cuchillo,  y  pide  á  la  cocinera  que  no  la  deie, 
puesto  que  la  están  atormentando  malos  pensamientos.  La  cocinera  accede;. 
Catalina  vuelve  al  gabinete  y  siente  la  misma  diabólica  inclinación,  de  la 
oue  procura  distraerse  cantando  y  bailando  con  los  niños,  á  los  cuales,  en 
nn,  acuesta.  Catalina  vuelve  á  pedir  á  la  cocinera  que  no  la  deje,  que  ella 
saldrá  á  buscar  á  sus  amos,  y  sin  poder  obtener  naaa  de  lo  que  pide  acaba 
por  acostarse.  Apenas  se  duerme,  despierta  súbitamente  mas  acosada  qu& 
nunca  del  deseo  de^oatai  al  mkQf  se  levanta  y  afortunadamente  llegan  si^ 
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iunof.  Caaesl0seiruiqiiiliza»nieÍTe  ádomrirw,  ydeowfo 
horrible  idea:  grita  la  íirf«;t¡z  jj^Ááe  que  no  la  dejeo  mía,  qae  la  asaltao 
los  peosaiDÍeotos;  pero  no  esplica  sobre  qué  actos  versao.  Tao  pnnto  escla- 
ma:  |Dios  mío!  qué  peosamíeotos  tan  espantosos,  tan  horribles!»  Tan  pm- 
to  apero  eso  es  rídícalo,  abominable!  9  Al  propio  tiempo  se  informa  del  es* 
tado  del  niño,  pregonta  si  está  jnnto  á  sn  madre,  y  le  llama  oon  nna  voi 
iiema  j  cariñosa.  Le  dan  nna  infusión  de  manzanilla,  j  se  tnmqoiliza; 
pasa  la  noche,  vá  mejorando,  se  TnelTe  taciturna,  se  abate,  su  mirada  es 
líja^  la  cara  encendida;  al  Gn  se  cura  de  su  espantosa  tendencia.  Una  sola 
tez  ha  tnelto  á  sentirla,  mas  por  último  quedó  completamente  restablecida. 
Mas  tarde  el  niño  se  pone  malo  j  muere:  Catalina  dá  señales  tridentes  de 
profundo  dolor,  pero  signe  desempeñando  bien  los  quehaceres  de  la  £ih 
milia. 

2.*  «Una  mujer,  madre  de  cuatro  hijos,  hacia  cuatro  meses  que  esta-* 
ba  deseando  matarlos,  á  pesar  de  qne  los  quería  mas  que  i  sí  misma.  Hubo 
de  separarée  de  sus  hijos  jpara  eyitar  una  catástrofe.  Ningún  motiTo  imagi- 
nario la  movía,  y  no  safna  su  juicio  la  menor  leáon.» 

3.^  aUn  mancebo  herrador,  después  de  haber  almorzado  tranquilamen- 
te con  6u  familia,  se  fué  á  la  casa  del  maestro  del  lugar  en  oue  él  habitaba, 
ie  hizo  varías  preguntas,  y  de  repente  le  hundió  en  el  pecno  un  cuchillo 
ue  acababa  de  ahlar.  Se  vuelve  á  su  casa,  a61a  de  nuevo  el  cuchillo,  se  vá 


casa  del  escribano,  le  hiere:  se  marcha  aclo  continuo  al  encuentro  de  otra 
persona,  le  descarga  ud  golpe  en  la  cabeza,  y  Tíéndose  al  fía  perseguido  se 
hiere  á  sí  mismo  en  el  cuello.» 

4*^  «Un  carretero  se  habia  puesto  en  camino  sin  haber  dado  pienso  á 
sus  caballos,  y  una  mujer  que  le  sale  al  encuentro  es  maltratada  por  él; 
mas  tarde  encuentra  á  otra  y  la  dá  un  hachazo  que  la  deja  tendida  en  el 
suele;  en  seguida  encuentra  á  un  pobre  muchacho,  le  abre  la  cabeza  con 
el  hacha,  y  esparce  el  cerebro  por  el  suelo;  deja  aquel  instrumento,  ataca 
sucesivamente  á  otras  tres  personas,  hasta  que  por  fin  es  alcanzado  y  co- 
jido.  Conducido  á  la  presencia  de  los  cadáveres  dice:  «no  soy  yo  el  que  ha 
cometido  estos  asesinatos,  es  mi  mal  espíritu.» 

Q,^  «Un  viñador  crédulo,  cuya  imaginación  habia  sido  movida  por  fo- 
gosas declamaciones  v  la  espantosa  imagen  de  los  tormentos  de  la  otra  vida, 
se  creció  condenado  al  fuego  eterno,  y  se  imaginó  que  no  podía  impedir  que 
sobreviniese  semejante  desdicha  á  su  familia,  sin  que  fuese  ¡)or  medio  de 
un  bautismo  de  sangre  ó  un  martirío.  El  prímer  ensayo  que  hizo  fué  el  de 
matar  á  su  mujer;  en  seguida  inmoló  con  la  mayor  sangre  fría  á  dos  criatu- 
ras. Puesto  en  la  cárcel  degolló  á  un  criminal,  siempre  con  el  objeto  de  ha- 
cer una  obra  espiatoria.  Encerrado  en  Bicetre  se  hacia  pasar  por  la  cuarta 
persona  do  la  Santísima  Trinidad,  y  se  creía  encargado  de  la  especial  mi- 
sión do  salvar  al  mundo  con  un  bautismo  de  sangre.  Escepto  en  materia  de 
relif^ion,  parecía  disfrutar  de  la  razón  mas  cabal.  Diez  años  de  reclusión  le 
volvieron  la  calma,  se  le  dio  un  poco  de  libertad,  y  cuatro  años  hacia  aue 
se  creía  asegurada  su  curación,  cuando  á  la  vigilia  de  Navidad  se  rei)roau- 
jeron  sus  ideas  sanguinarias,  puesto  que  se  propuso  hacer  un  sacrífício  es* 
piatoi'io  sobre  todo  lo  que  cayera  en  sus  manos.  Procuróse  una  cuchilla, 
iiiere  al  vigilante,  y  degüella  á  dos  enajenados  que  tenia  al  lado.  Hubieron 
de  dominarlo  y  encerrarle  por  toda  su  vida.» 

7.^  «Un  fraile  ya  viejo,  cuya  razón  se  habia  estraviado  con  una  devo** 
don  exagerada,  creyó  ciertamente  que  habia  visto  en  sueños  á  la  Virgen 
rodeada  de  espíritus  bienhechores,  y  que  habia  recibido  la  orden  espresa 
de  dar  la  muerte  á  un  incrédulo.  Hubiera  ejecutado  este  proyecto  homicida 
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i  no  haberle  descubierto  algunas  de  (as  palabras  que  refirió  y  á  no  encer- 
rarle inmediatamente.» 

8.^  «Un  enajenado  se  ponía  de  repente  encarnado  como  la  grana  y 
oia  una  voz  que  le  estaba  diciendo:  «mátale,  mátale,  es  tu  enemigo;  mátale 
7  estarás  libre.» 

9.®  ((Una  desdichada  mujer,  imaginándose  que  iban  á  prenderla  y  con- 
ducirla al  cadalso,  desesperada  al  considerar  cuánto  sufría  su  marido  con 
^mojante  desgracia,  formó  el  proyecto  de  matarle  y  matarse  en  seguida.» 

iO.  «Otra  infeliz  enferma,  deseosa  de  morir,  pero  sin  tener  valor  para 
matarse,  ideó  atentar  contra  alguien  á  fin  de  merecer  el  patíbulo;  llevada 
de  esta  idea  intentó  matar  á  su  madre  y  á  sus  hijos.» 

Por  estos  ejemplos,  y  por  los  datos  y  consideraciones  que  hemos  tenido 
él  honor  de  esponer,  queda  plenamente  justificado  que  nuestro  cliente  no 
tenia  resentimiento  con  los  infelices  que  ha  sacrificado;  que  no  mediaba  el 
menor  antecedente  de  odio,  de  venganza  ni  de  celos;  que  no  abrigaba  la 
idea  de  robarles,  que  no  les  conocía.  Queda  plenamente  justificado  que  la 
conversación  que  medió  en  la  tienda  de  la  aCoquina,»  lugar  de  la  catástro- 
fe, fué  pacífica,  indiferente  y  amistosa;  que  Antonio  Cabeza  cometió  los  dos 
homicidios  instantáneamente,  y  qae  fué  publicando  su  crimen  sin  ninguna 
reserva  por  las  calles  de  la  población,  llevando  en  sus  manos  el  cuchillo  te- 
ñido en  sangre.  Queda  justificado  que  no  tomó  ningún  medio  prudente  de 
fuga;  que  no  puso  en  práctica  los  recursos  que  el  instinto  de  conservación 
natural  ofrece  á  todos,  y  que  después  de  reducido  á  prisión,  sin  embarco 
de  la  debilidad,  hizo  fuerzas  considerables  sin  que  los  grillos  se  lo  impi- 
diesen, y  aun  persistió  en  su  monomanía  de  acometer  y  de  asesinar,  desco- 
nociendo la  autoridad  del  Juzgado. 

Dejamos  también  acreditada  la  imposibilidad  de  que  un  hombre  sin  el 
menor  antecedente  asesine  á  otro,  solo  por  maldad  de  corazón.  Asimismo 
hemos  consignado  que  la  Medicina  reconoce  la  eiistencia  de  la  monomanía 
homicida,  y  que  los  que  la  sufren  aparecen  cuerdos  y  razonables  en  todos 
los  actos  de  la  vida  que  no  tengan  relación  con  la  idea  que  los  domina.  De- 
jamos igualmente  demostrada  la  necesidad  de  poner  en  observación  á  un 
reo  que  presente  caracteres  de  monomanía,  á  fin  de  fundar  una  sentencia 
justa;  hemos  llamado  la  atención  sobre  la  influencia  que  ejerce  la  civiliza- 
ción actual  en  los  tribunales  ilustrados,  v  el  eco  que  encuentran  en  los 
mismos  los  argumentos  y  las  doctrinas  de  los  sabios  que  rechazan  la  pena 
de  muerte;  y  hemos,  por  último,  patentizado  la  monomanía  de  nuestro  de- 
fendido citando  ejemplos  irrecusables  de  análoga,  consignando  la  circuns- 
tancia importantísima  de  que  el  acusado  padeció  raptos  de  locura,  como 
enfermedad  hereditaria  en  su  familia. 

Hasta  aquí  presentó  el  acusado  sus  descargos  ante  la  sociedad,  ante  la 
ley,  que  es  su  amparo  y  su  guarda,  que  vela  por  su  seguridad,  que  venga 
sus  ultrajes;  hasta  aquí  ha  bajado  su  cabeza,  e  incado  sus  rodillas,  vertien- 
do lágrimas  de  arrepentimiento,  implorando  clemencia,  solicitando  compa- 
sión. Mas  á  esta  víctima  sobre  quien  descargó  sus  furores  el  destino,  á  este 
desdichado  á  quien  deparó  la  fatalidad  para  blanco  de  sus  iras,  ¿no  le  será 
lícito  presentar  sus  quejas?  Por  ventura,  esa  sociedad  tan  celosa  en  hacer 
respetar  sus  derechos,  ¿está  exenta  de  obligaciones  y  de  cargos,  no  tiene  de- 
beres que  cumplir?  Esa  sociedad  nos  debe  amparo,  nes  debe  instrucción» 
nos  debe  consuele;  está  obligada  á  enseñarnos  el  camino  de  la  virtud  y  la 
religión  de  nuestros  padres. 

¿Mas  de  qué  sirve  que  tanto  nos  deba,  si  nos  lo  niega  todo?  Esa  socie- 
dad ingrata  y  desapiadada  nos  deja  desde  la  infancia  entregados  á  nuestro 
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destíoo^ffiniMnimede  aaebemosdecnoarelooéaiiodelaviihysiifiEir 
bs  iwrrascas  del  mando.  Esa  sociedad  nos  deja  Tajpff  por  los  bosqaes  sin 
guarda  j  sin  custodia,  sin  recordar  me  las  Ceras  pueden  destrozamos,  que 
el  fino  hiela  nuestra  sangre,  que  el  uambre  nos  acosa:  esa  sociedad  alimea- 
ta  nuestros  deseos,  nuestras  inclioaciones  y  nuestros  instintos;  y  cuando 
nos  dominan,  cuando  nos  vencen,  cuando  sos  subyugan,  exige  que  des^* 
rezcan  de  repente:  esa  sociedad  nos  conduce  al  precipicio,  y  al  miramos 
en  la  cima,  en  lugar  de  tendemos  una  mano  protectiHa,  nos  arroja  pan 
siempre  en  el  abismo!!! 

¿Qué  debemos  á  esta  madre  que  arranca  las  entrañas  de  sus  hijos? 
¿Qué  debemos  al  padre  que  nos  niega  su  nombre,  que  nos  desampara 
desde  la  cuna? 

Y  tú,  Antonio  Cabeza,  reflejo  de  tanto  abandono,  ¿qué  debes  i  esa  so- 
ciedad que  yá  á  juzgarte?  Olvidado  desde  tus  primeros  años,  nacido  en  ha- 
miide  cuna,  criado  en  la  miseria,  sin  mas  herencia  qoe  la  locura  de  tu  fa- 
milia; has  vivido  en  un  pais  en  que  la  educación  se  compra,  en  que  la  ilus- 
tración se  paga;  fuiste  pobre,  y  has  tenido  que  ser  i^cHante;  te  han  dejado 
sin  instrucción,  y  eres  reo!!! 

No  desfallezca  empero  tu  esperanza. 

t¿nmedío  á  tantos  desastres,  á  tantas  amarguras,  te  queda  un  grande 
consuelo.  El  árbol  de  la  Libertad  adquirió  nueva  vida,  sus  ramas.están 
brotando  el  fruto  de  laintetigencia;  un  nuevo  sol  esparce  su  luz  purísima 
sobre  nosotros,  y  hace  desaparecer  las  tinieblas  en  ^oe  vivíamos.  ¡Mucho 
tenemos  que  esperar!  Alienta  desgraciado:  tu  mismo  crimen  es  la  acusa- 
ción de  los  tiranos,  de  los  egoístas,  y  de  los  malvados!  La  misma  época 
que  esiá  remediando  los  vicios  que  te  hicieron  culpable,  sabrá  mirar  en 
ellos  la  única  causa  de  tu  crimen.  Un  juez  ilustrado  vá  á  juzgarte;  un  hom- 
bre sensible  es  el  que  decidirá  de  tu  existencia,  de  esa  existencia  que-no 
se  reproduce,  que  se  estingue  completamente  y  con  la  cual  todo  termina, 
desaparece  todo. 

Es  un  hombre  sensible  que  comprende  cuanto  valor  encierra  un  solo 
soplo  de  vida,  que  comprenderá  tu  desgracia  adqubiendo  el  conveod- 
miento  profundo,  la  seguridad  completa  que  tienen  tus  defensores  de  que 
no  eres  responsable  del  delito  de  que  te  acusan. 

'  Mas  si  así  no  sucediese,  si  tantas  razones,  tantos  argumentos  y  verdá* 
des  tantas  como  los  que  hemos  empleado  en  tu  defensa  no  fuesen  bastan- 
tes, aun  tienes  otro  medio:  recuerda  á  tu  Juez  estas  divinas  palabras  de 
ese  poeta-filósofo,  de  ese  litan  de  la  inteligencia  llamado  Víctor  Hugo,  y  te 
salvarás. 

«El  cadalso  tiene  dos  palos:  el  uno  dice  ignorancia,  el  otro  mi- 
seria.» 

Por  todas  estas  consideraciones  y  cuantas  razones  dejamos  espuestas, 
A  V.  S.  suplicamos  se  sirva  determinar  como  hemos  solicitado  al  prin- 
cipio de  este  escrito,  pues  es  justicia  que  pedimos  jurando  y  protestando 
io  debido.  Cádiz,  etc. 

Por  copia, 

Los  Directores  de  la  RevísU* 


«SQiQidQlS  OQK^VSUnAli^ 


SUCESIONES  TESTAMENTARIAS  (1). 


Los  que  abajo  suscriben  impulsados  mas  que  por  interés,  por  los 
sentimientos  humanitarios  de  que  se  hallan  poseidos,  deseosos  de 
cooperar  en  cnanto  lo  permitan  sus  escasos  conocimientos  á  la  reali- 
zación de  la  importante  mejora  que  algunos  hijos  de  Cataluña  ani- 
mados de  noble  entusiasD[io,  tratan  de  llevar  á  cabo  para  el  mayor 
lustre  y  esplendor  de  su  patria,  no  pueden  menos  de  adherirse  ¿ 
tan  laudable  empresa;  y  como  tienen  presentido  haberse  inaugurado 
ya  los  trabajos,  para  secundar  sus  esfuerzos,  tienen  la  honra  de  es^ 
poner  respetuosamente  al  Congreso;, 

Que  los  sucesos  que  de  muchos  anos  á  esta  parte  han  afligido  y 
afligen  á  Cataluña,  revelan  á  todas  luces  ,  que  lejos  de  gozars?  en 
ella  aquella  calma  y  bienestar  tan  natural  en  un  pueblo  industrial, 
mercantil  y  laborioso,  se  vé  por  el  contrario,  rodeada  de  un  mal  es- 
tar continuo,  consecuencia  inmediata  de  la  miseria  en  que  se  hallan 
sumidos  una  gran  parte  de  sus  hijos. 

Entre  las  causas  que  á  nuestro  modo  de  ver  y  según  el  parecer 
de  personas  inteligentes,  pueden  contribuir  á  que  se  vea  reducida  á 
tan  lastimoso  estado,  pueden  señalarse  como  las  de  mayor  trasceur 
dencia,  las  preocupaciones  rancias  y  absurdas  que  en  ella  imperan; 
y  que  protegen  sino  de  derecho,  álo  menos  de  hecho,  la  vinculaciou 
de  la  mayor  parte  de  los  patrimonios  á  favor  de  un  corto  número  de 
individuos,  debido  al  pernicioso  sistema  de  sucesión  que  rige  en  el 
antiguo  Principado.  Sistema,  que  pugna  con  los  progresos  de  la  po- 
blación y  de  la  agricultura,  introduce  la  pobreza  y  el  desaliento,  fo- 
menta las  semillas  del  mal  moral,  entorpece  los  movimientos  pro- 


(1)  Dando  la  Dirección  de  la  Revista  toda  la  importancia  que  llene  á 
cuanto  se  refiere  á  perfeccionar  nuestro  derecho  civil  y  traerlo  á  la  unidad 
apeteciíla,  inseríannos  esta  representiicion,  dirigida  á  las  Cortes  con  el  obje- 
to de  mejorar  la  suerte  de  Cataluña  y  repararlos  males  que  á  la  misma  está 
causando  la  ley  que  rije  en  ella. 
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gresíTos  de  la  aplicadon  y  de  b  iadnstm,  divide  los  miembros  de 
la  sociedad,  tarba  la  armooía  y  concordia  de  las  familias  y  se  halla 
en  oposición  con  todos  los  principios  de  eqnidady  de  justicia,  con  las 
leyes  mas  sabias  de  los  gobiernos  primitívos  y  modernos,  y  aon  con 
las  antiguas  de  nuestra  misma  nación. 

Los  que  solo  conozcan  la  Cataluña  por  su  apariencia,  y  los  que 
no  se  han  dedicado  á  estudiar  detenidamente  lo  que  promuere  esa 
especie  de  movimiento  continuo  que  en  ella  se  observa,  se  les  hará 
resistible  el  creer  que  se  baile  sumida  en  la  miseria,  una  provincia 
que  por  su  movimiento  industrial  y  mercantfl  marcha  al  frente  de 
todos  los  demás  pueblos  de  la  Metrópoli.  Pero  los  que  así  piensen, 
será  porque  no  sabrán  que  la  riqueza  catalana  está  vinculada  y  con- 
tinúa vinculándose  en  un  corto  número  de  individuos,  que  general- 
mente hablando,  solo  se  dedican  al  ocio  y  á  los  placeres.  Será  por 
que  ignoran  que  el  movimiento  que  se  observa  en  Catalima,  está 
sostenido  en  su  casi  totalidad  por  las  pequeñas  fortunas,  que  con  sos 
modestos  capitales  y  merced  al  espíritu  de  asociación  y  al  gran  cré- 
dito que  inspira  dentro  y  fuera  de  ella  la  proverbial  honradez  cata- 
lana, están  luchando  constantemente  y  con  una  actividad  asombrosa 
con  mas  fuerza  de  voluntad  que  de  m^ios. 

T  hé  aquí,  señores  diputados,  que  entrando  tan  solo  en  la  circu- 
lación una  cuarta  parte  de  la  riqueza  provincial,  no  es  esta  suficien- 
te para  dar  ocupación  á  una  masa  enorme  de  individuos  que  forza- 
dos á  abandonar  el  país  que  los  vio  nacer  por  no  poderse  dedicar  á 
la  industria  y  á  la  agricultura,  emigran  una  gran  parte  de  ellos  á 
las  desiertas  playas  del  Nuevo  Mundo  en  busca  de  unos  recursos 
que  les  negó  la  legislación,  mientras  que  los  otros  afluyen  á  los  gran- 
des centros  de  población  en  demanda  de  trabajo  que  no  siempre  al- 
canzan, viéndose  entonces  obligados  á  arrastrar  una  existencia  pe- 
nosísima careciendo  las  mas  veces  aun  de  lo  mas  indispensable  para 
subsistir;  resultando  de  aquí,  una  superabundancia  de  brazos  en  to- 
das las  artes  é  industrias,  en  detrimento  de  la  agricultura  y  con 
grave  riesgo  de  la  pública  tranquilidad.  Porque forzoso  es  decir- 
lo: ese  número  considerable  de  trabajadores  que  pululan  por  todas 
partes,  entregados  á  un  género  de  vida  que  indudablemente  no  es  la 
que  mas  apetecen,  forma,  aun  sin  saberlo  ellos  mismos,  ese  elemen- 
to combustible  dispuesto  siempre  á  inflamarse  á  la  primera  chispa 
que  se  le  arroje,  sea  cual  fuera  la  mano  por  donde  viniere. 

Como  pudiera  suceder  que  alguno  de  los  señores  diputados  no  tu- 


,TÍera  ais  ognoeimiento  e^cto;  de.  loque  es-  la  leyde  s^(^fi0i^^  oalalaqa 

nos  permitiremos  hacer,  de.  ella  una  ligera  reseSa,  espliwido  al  prct- 

$10  tiempo^  modoicoinotieae  lugar  su !apliea£Íoii»;  . 

V. .  hi^te  el  padre  de  dispoaer  en  virtud  de  h  citada  ley  d^  las  im 

.martas  partes  de  los  bieue^,  <}u§  salvo  muy  pocasescepciu^nes  se  d<H 

.  j^a  Siempre  al  primogénito,  la  restante(  cuarta  parle  se  divide  e& 

HPrpíones  igualen  entre  todo^  losr  demás  hijos  por  muchos,  que  saa|i 

.  ^q^cliifi^  el  sii«no  pramogéaitO;  que  ya  ha  tomado  las .  tres  cuartas:  de 

^mpdotque  un  padre. que, teaga  seis  hijos^  y  cuyo  patrimomo  sea  de 

«Ifeiat^:  y  cuatro  mil.ducos^dejadiezy  nueve  mil  ^  priipogénitp, 

loioiilras  qoe  é  cada  uno  de  los  otaros  hyos  que  no  han  cometido  oti;o 

deUto que. el  deno  nacer  primero.  Jes . corresponde  tan  sqto  mil, y 

que.  puede  d  primogénito  apagar  i  en  ftíH^as  ó .  en  nietálico»  se^ua 

/)iBea  su  voluotad*  El  (referido  primogénito  practica  á  su  tiempo  otr^ 

.Jtanto  con  el  suyo,  y  heaqui^  Seoores  Diputados,  fox  qué  hemos  dioica 

autes,  que  en  Cataluña  continúan  viuculándose  de  hecho  las  iros 

rcuartas  partes  de  los  bienes  burlando  de  este  modo  las  disposiciones 

de  la  ley  que  prohiben  hacerlo  de  derecho. 

.      Desde  que  la  manía,  ó  por  mejor  decir,  furor  de  vincjular  las  tr^ 

cuartas  partes  de  los  bienes,  no  halló  en  la  legislación  n^unicipal  U- 

i9Mte&  ni  freno,  desde  que  la  misma  otorgó  á  todos  lo^  catalanes  qI 

.  derecho  de  t  transmitir  sus  bienes  del  modo  que  dejamos  indicado^ 

4u;umulajado  la  riqueza  provincial  en  un  corto  número  djs  individuos^ 

labrando  la  prosperided,  riqueza  y  gloria  de  uno  siQlo.á  costa  de  \^ 

pobreza  de  los  demás,,  desde  entonces,  decimos,  fueron  violados  los 

mas  sagrados  derechos  de  la  naturaleza,  echados  en  olvido  los 

,  principios  de  la  moral  pública  y  menospreciadas  las  puras  instigación 

nes  de  la  razón  y  de  la  filosofía:  desde  entonces  se  introdujo  en  las 

:  fiunilias  la  división  la  envidia  y  la  discordia,  destruyéndose  la 

.unidad  y  rompiéndose  los  vínculos  de  la  fraternidad  que  debe  reinar 

entre  los  individuos  de  un  mismo  tronco,  y  desde  entonces  por  último» 

desde  entonces,  se  sembraron  las  semillas  de  nuestras  discordias  que 

,.  algún  dia  debían  influir  notablemente  ea  la  ruina  de  la  población,  ,y 

la  destrucción  de  nuestra  común  prosperidad. 

¡Cuántos  desórdenes,  cuántos  males  llevan  consigo  unas  insti- 
tuciones dictadas  sin  la  debida  imparcialidad! 

A  pesar  de  esto,  los  vincuiadores  de  la  riqueza  catalana  despre* 
ciando  todo  cuanto  pudiera  contribuir  á  sacarles  de  la  preqcupacida 
ea  que  se.hallan  sumidos,  y  á  mirar  por  lafelic*  i  u  Je  lodos  aqae- 


tar  «  DoriNfe  j  tíendzar  sa  patrinonb,  casaó  dioza,  si&  eonside* 
rar  que  estos  nombres  t  patrimorios  iu  deaformcado  vaos  tno 
«Iros  á  b  segDBih  ó  lereera  genenu»»,  siéodo  my  pocos  los  qw 
fisaii  de  b  coarta,  por  d  capridio,  degrada,  6  toipña  de  im  pri> 
nogéoito  6  sa  consorte,  por  no  tener  sncesion,  pw  naco*  nna  hoto* 
lira  en  caso  de  tenerla,  6  por  otras  nd  cansas  que  por  estar  al  al» 
canee  de  todos  no  conviene  ennmeñr;  y  sin  qne  bs  sea  dadde  ad- 
fiertir,  qfoe  donde  dejan  ea  realidad  vincobdo  sa  nombre,  es  en  b 
misería  y  profe  de  los  desgradados  segnndogénitos,  qne  hasta  b 
mas  remota  prosperidad,  recordarán  con  dolor  haber  fenido  nn  as- 
reendienle  qne  los  hizo  pobres,  debiendo  y  pnAendo  hacerles  riooB. 
'  Pero  no  es  esto  sdo.  Stores  Dipatados,  lo  qne  pasa  en  CataliA; 
*  otras  cosas  hay,  si  así  cabe  decirlo,  todavía  mas  irritantes,  qne  no 
podemos  dejar  de  consignar,  y  qne  pcmen  á  los  segnndogénitos  al 
edfflo  de  la  deseq)eracion. 

Sabido  e.^,  qne  machos  padres,  con  sos  pingttes  rentas  y  con  nna 
economía  moderada,  ahorran  anualmente  nna  soma  bastante  crecida, 
y  qne  á  b  vuelta  de  algunos  anos  ó  al  morir  dejan  na  capital  inmenso 
en  numerario  que  no  pocas  veces  es  eqpiivaiente  á  su  mismo  patri- 
monio. Pues  bien:  este  capilal  entero  y  oculto  pasa  en  poder  del 
primogénito,  defraudando  así  la  pequeña  parte  que  por  legítima  cor-- 
tesponde  á  los  pobres  segundogénitos  que  no  pueden  en  modo'algn* 
no  percibir  ni  un  solo  átomo  por  la  carencia  absoluta  de  pruebas  en 
qne  se  encuentran,  dado  caso  que  intentarlo  quisieran. 

Todavía  mas:  acostumbran  los  padres  en  Cataluña  al  tiempo  de 
contraer  matrimanio  los  segundogénitos,  a^'  com'>  también  cuando 
están  siguiendo  alguna  carrera,  ó  bien  cuan  lo  de>em  establecerse 
en  algún  arte  ú  oficio,  á  entregarles  alguna  caatidad  para  ayuda  de 
gastos:  cantidad  que  raras  veces  llega  ni  de  mucho  á  la  mezquina 
parte  que  por  legítima  les  señala  la  ley  de  sucesión  catalana;  y  á 
pesar  de  esto,  se  les  obliga  á  firmar  un  documento,  en  el  que  acredi- 
tan haber  recibido  todo  lo  que  les  corresponde  por  legitima  paterna 
y  materna,  y  á  renunciar  con  juramento  todos  los  demás  derechos, 
obligándose  del  propio  modo  á  no  pedir  jamás  cosa  alguna  de  la  ca- 
sa; siendo  bien  inútil  por  cierto,  buscar  un  medio  para  escapar  de 
esta  odiosa  renuncia  que  tanto  sé  parece  á  una  espulsion  de  la  fami- 
lia, 80  pena  de  no  recibir  un  solo  maravedí,  y  de  perder  para  mien- 
tras viva,  el  consuelo  de  besar  la  mano  al  autor  de  sus  días. 


Tal  veK(<eiiasj^b}etará«ir0spe^ta  A  io^qua.  acábame  de  egponer  y, . 
relativanieDte  á  las  renuncias,  que  no  pueden  producir  los  lüales  de 
qve  nos  IdmentjlmQs^  puastoqiie  siempre  que  en>^Uas  haya  iptefve- 
nido  dolov.  fuerza,  lesión,  t^mor  y  que  también  se  podría  añadir,  fal^ 
la  deJnteligeneid,  tienen .lo$  quehuo;  sido  perjudicados espedito  el  •, 
camina  pa^a  acudir  á  los  .tribunales^  pidiendo  el  suplemento  do  lo- 
gttima. - 

Pero  esto  solo  sirve  para  exasperar  mas  y  mas  á  los  que  han.' 
tenido  la  desgracia  de  hacerlas ,  ¿pnes  quién  no  vé  en  ello  la  indica- 
ción de^^^camino,  que*  por  la  carencia' absohita  de  medios  lenque 
^•encuentran  la.  mayon  parte 'de  ellbs,  lés  es  de  todo  punto  impoá-* 
ble  seguir?  A  mas  de  que ,  ¿seria  necesario  que  hiciesen  los  hijos, 
tales  renuncias,  sí  sus  padres,  lejos  de  escatimársela  en  beneficio, 
del  primogénito ,  les  repartiera  entre  ellos  de  un  modo  justo  y  equi- 
tativo'la  cuarta  parte  dé  sus  bienes ,  <iue  es;  lo  que  constituye  la  le- 
gítima de  todo^iellospor  imuchos  que  sean?  Seguramente  que  ií% 
pues  con  el  £olo  hecho  de  «no  haber:  violado  la  ley,  tendria  en  ésta  un 
apoyo  ante  la  caal  se  .estrellarían  todos  los  esfueteos  que  los  segundo-^ 
génítoá  podmn  intentar^  len  reclamación  de  un  algo  mas  de  aquel; 
qu&se  le$  hubiera  dado.  Delodo  lo  cual  se  puede  muy  bien  deducir,: 
que  siendo  >el  objeto  primordial  de^iodasellas^  con  muy  taras  escep-r 
cioAes^  la  defraudación  de  unbs  en  beneficio  de^otro,  y  t|ue  diaiar'> 
naindo  todas  ellaside  abusos  cometidos  peor  el  poder  paterno,  todas, 
deben  declararse  nulas  por  no  haber  una  sola  en' que  no. haya  iiUerr^ 
venido  mas  ó  menos  directainente^  alguna  de  Jas  circuQsta&cias  Ad 
dob,  fuerza,  etc.,  arriba  espresadas.  T  nose  diga  que  esto  seriadar 
á  la  ley  efecto  retroactivo;  pues  como  dice  muy  bienun  distinguido 
escritor  jurídico,  las  tales  renuncias  deben  considerarse  ya  mdas* 
íjffáú' jure  por  los  vicrds  de  que  addeóen,  alpasoqUe  ningún  perjui- 
cio ise  «causaría  al  heredero  si  se- obligase  -á  los  hijos  á  llevar  á  cofa^r; 
cioh  todo  lo  que  hubieséii  recibido  en.  vida  de  loí  padres  pOf  sus  de^, 
jsechos  de  legitima*     . .   *    .  >,< 

Por  la  resena  que  antecede  se  vé  claramente  que  las  tres  cuartasi 
parl^  de  la  riqueza  ¿atálanaestánt  y  continúan  todavía  vinculándose; 
en  un  corto  immero  de  individuos,  privando  así  eldesarrollo  dela^ 
prodnccioni  y  itrabajo  que>lanto  necesita  el  país  y  y  que  ja  cuarta-^ 
parle  restante;' leasüúniéa  queentra  eu'la  cireulacioft^jOs  iasuficientet 
para  proporcionar  trabajo,^maun  en  tiempos  normales,  á  todos  los 
que  la  neoe^itAa^.y,  mu^Q jpAeQPfi  (sostenerlo iua  solo^mie^j.  envíos 


casos  dé  conflicto,  ({tie  por: desgracia  vemois  re|íetírse  eoB'6Ób%uia 
frécaeiicb. 

También  se  podrá  comprender  fácilmente  que  de  nada  pueete: 
servir  el  carácter  laborioso  é  infatigable  de  los  catalismes  paira  deis^ 
terrar  ese  malestar  en  que  se  haHan  sumidos,  mientras  que  la  le- 
gislación del  país  continúe  sacrificando  una  parte  desús  hijos  á  la* 
otra ;  mientras  que  las  fuentes  de  la  común  prosperidad  no  estén 
bien  distribuidas;  mientras  no  se  repriman  con  mano  fuente  esas 
vinculaciones  perpetuas ,.  y  mientr.as  no  se  procure  por  todos  los 
medios  posibles  multiplicar  el  número  de  propietarios,  hoy  tan  con-r 
siderablemente  reducido  en  Cataluña,  linico  medio  para  detener  las 
tan  decantadas  doctrinas  del  socialismo,,  y  promover  el  engrandeció, 
miento  de  la  nación. 

Tantos  y  tan  lamentables  abusos  podrían  desaparecer  si,  inst* 
guiendo  las  máximas  de  los  ingenios  más  esclarecidos  y  la  práctica, 
de  las  naciones  mas  chilizadas ,  se  restringiera  la  amplia  libertad  que 
tienen  los  testadores  en  Cataluña  de  disponer  de  la  casi  totalidad  de 
sus  bienes,  reduciéndola  á  unos  justos  y  razonables  límites,  tal  coma 
lo  consigna  en  su  art.  642  el  proyecto  de  Código  civil  espai^l.  T  si 
bien  es  verdad  qué  no  han  faltado  algunos  que  por  preocupación  ó 
por  malicia  le  hayan  dirigido  fuertes  ataques ,  presentando  esta  me^ 
dida  salvadora  como  una  causa  de  perdición  y  de  muerte  para  el  an*: 
tiguo  Principado,  llegando  hasta  el  estreoM>  de  lanzar  en  el  país  la: 
voz  de  alarma,  no  lo  es  menos,  aunque  se  diga  lo  contrario,  que 
han  acudido  á  su  defensa  sugetos  distinguidos,  que  partiendo  de 
principios  e(piitativos y  económicos,  han  demostrado  con  abundante 
copia  de  razones  las  ventajas  que  á  la  sucesión  libre  lleva  la.sucesicm. 
forzosa.  .  . 

'  En  efecto ,  el  eminente  y  público  escritor  D.  José:  de  Mas  Esta- 
B«i ,  en  varios  artículos  publicados  en  los  periódicos  de  esta  capital; 
el  de  igual  .clase  D.  Francisco  de  Paula  Vidai,  en  su  memoria  titit^ 
lada  Las  legitimas  en  Cataluña;  el  doctor  en  medicina  y  cirugía 
D:  Andrés  Gtiiamet,  en  su  memoria  No  mas  hereus  ni  puviüas;  el 
distinguido  y  jurídico  escritor  D.  Francisco  de  Pou,^  su  luminosa 
memoria  sd^re  la  materia  que  nps^cupa  (1),  y:  otros  «cuyos  nombren 
setitinios  ño  recordar  en  este  momento ,.  han. demostrado  las  gD«^bdei( 
ventajas  que  reportaría  CatsJúnade  la  nueva  ley»  de  sucesión  forzosa^. 
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combatiendo  brillantemente  los  ataques  que  á  la  misma  se  han  dirigido. 

T  no  se  crea  que  sean  estos  los  únicos  esfuerzos  que  hayan 
hecho  para  derribar  ese  padrón  de  preocupaciones  que  tanto  gravita' 
sobre  la  frente  de  Cataluña,  para  llevar  á  cabo  Ta  derogación  de  una 
ley  contra  la  que  se  levanta  á  voz  en  grito  el  santo  derecho  de  la 
naturaleza  desoldó  por  nuestros  abuelos.  De  todos  los  ámbitos  del 
antiguo  Principado  se  han  levantado  millares  de  voces  clamando 
para  la  demolición  de  ese  monumento  de  la  edad  media ,  resto  del 
orgullo  é  ignorancia  de  los  siglos  bárbaros,  parto  monstruoso  de  los 
gobiernos  feudales,  é  indigno  de  los  tiempos  de  civilización  en  que 
vivimos. 

Si  nuestros  antepasados,  por  preocupación,  por  orgullo  ó  por 
ignorancia,  olvidaron  aquellas  benéficas  instituciones  consignadas  en 
el  primer  código  general  de  la  monarquía ,  sustituyéndolas  por  la  ley 
romana;  si  mas  tarde  pidieron  la  anulación  de  esta  porque  todavía 
no  satisfacía  completamente  sus  ambiciosas  miras,  sustituyéndola 
por  la  ley  de  sucesión  catalana;  los  que  suscriben  no  dudan  qué  los 
actuales  legisladores,  sobreponiéndose  á  necios  aspavientos  y  á  pue- 
rilidades sofísticas ,  sabrán  levantarse  á  la  altura  que  las  circuns- 
tancias reclaman,  armonizando  nuestras  leyes  civiles  con  el  espíritu 
(le  las  instituciones  constitucionales,  derogando  la  constitución  mu- 
nicipal que  tantas  lágrimas  hace  derramar  en  Cataluña,  sustituyén- 
dola por  la  benéfica  y  humanitaria  legislación  de  Castilla ;  pues  seria' 
basta  cierto  punto  ridículo  que  la  España  del  sijglo  décimo  nono,  con 
sus  radicales  reformas ,  con  sus  asombrosos  adelantos  en  todos  los 
ramos ,  y  después  de  haber  igualado  á  todos  sus  hijos  en  las  contri- 
buciones ,  en  las  quintas,  y  en  todas  las  demás  cargas  del  Estado, 
no  los  hiciera  á  todos  igualmente  participes  de  las  ventajas  de  su  le- 
gislación, permitiendo  qiie  una  pequeña  parte  de  su  territorio  se  ri- 
giera todavía  por  los  inveterados  abusos  de  los  siglos  medios. 

Réstanos  tan  solo  el  suplicar  á  las  Cortes  que  nos  permitan  hacer 
una  pequeña  indicación  del  modo  como  deberia  llevarse  á  cabo  la 
reforma,  para  que  cuanto  antes  se  pusiese  remedio  á  tantos  males, 
y  pudiesen  hacerse  sentir  desde  luego  sus  benéficos  efectos. 

Conviene  tener  presente  que  las  instituciones  de  heredero  que 
vemos  en  Cataluña,  no  solo  se  hacen  en  testamento,  sino  que  la 
mayor  parte  de  ellas  vienen  ya  hechas  en  las  capitulaciones  matri- 
moniales que  se  celebran  al  tiempo  de  contraer  matrimonio  los  prí . 
mogénitos;  peiro  no  todas  se  hacen  de  un  mismo  modo,  y  sobre  esto 
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llamamos  may  particularmente  la  atenciou  de  los  Señores  Uputados. 
Unas  hay ,  en  que  reservándose  tan  solo  el  padre  el  usufructo  y  una 
cantidad  fija  é  invariable  para  testar,  cedéis  todos  los  demás  dere- 
chos al  heredero  de  un  modo  absoluto  é  irreYocable.  Los  nombra- 
mientos hechos  de  este  modo,  como  que  son  un  hecho  consumado, 
deben  quedar  válidos  y  subsistentes. 

.  Bajo  esle  concepto  se  hacen  ya  muy  pocos,  por  los  terribles  es- 
carmientos que  han  recibido  los  padres ,  en  los  que  cometieron  la 
imprudencia  de  consentirlos. 

Pero  hay  otras ,  y  estas  son  las  que  se  usan  generalmento,  en 
que  los  padres  se  reservan  los  derechos  de  enajenar  é  hipotecar  sus 
bienes  del  modo  que  tengan  por  mas  conveniente,  ó  bien  de  dotar  á 
sus  hijos  del  modo  que  mejor  les  parezca,  Cpmo  se  vé  claramente, 
esta  clase  de  heredamientos  no  llevan  en  si  ningún  compromiso ,  y 
solo  surten  todo  su  efecto  en  el  caso  de  morir  el  padre  sin  haber 
otorgado  testamento;  pues  en  Jos  demás  casos,  siempre  está  pendíen> 
te  de  la  voluntad  del  padre,  el  usar  ó  no  de  los  derechos  que  se  ha 
reservado;  pu^s  no  son  pocos  los  ejeipplos  que  cotidianamente  tene- 
mos á  la  vista,  de  padres  que  enajenan  é  hipotecan  $us  bienes  ó  do- 
tan á  los  demás  hijos ,  reduciendo  de  hecho  á  la  nulidad  el  nombra- 
miento  de  heredero;  y  estos  son,  los  que  á  nuestro  modo  de  ver 
deberían  ser  objeto  de  la  reforma,  declarándose,  que  todos  los  bienes 
que  no  hubiesen  sido  cedidos  de  un  modo  absoluto  é  irrevocable,  se 
considerasen  como  libres,  y  en  consecuencia  sujetos- á  la  nueva  ley 
de  sucesión  forzosa. 

Y  no  se  crea  que  esto  es  dar  á  la  ley  efecto  retroactivo  como  á 
primera  vista  podria  parecer,  pues  que  siempre  está  pendiente  de  la 
voluntad  del  padre,  el  usar  6  no  de  los  derechos  que  se  reservó.  No 
obstante,  si  tanto  carino  profesa  el  padre  á  aquel  de  sus  hijos  á  favor 
de  quien  hizo  tal  heredamiento,  y  cree  que  no  es  justo  que  perciba  la 
misma  parte  que  los  otros  por  la  esperanza  que  le  hizo  concebir,  en 
su  mano  está  el  evitarlo  mejorándolo  con  la  parte,  que  para  este  efecto 
la  ley  tenga  á  bien  señalar. 

De  modo,  que  según  nuestro  humilde  parecer,  la  reforma  debe- 
ría hacerse  del  modo  siguiente: 

1.*"  Espresar  clara  y  .terminantemente,  que  son  nulas  todas  las 
renuncias  hechas  y  hacederas  .por  los  hijos,  sobre  sus  derechos  de 
legítima,  y  cuyos,  padres  vivea  todavía,  debiendo  á  la  muerte  de  es- 
tos aportar  á  colación  la  parte  que  recibieron. 
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2.^  Qué  iodos  los  nombramientos  de  heredero  hechos  en  forma 
auténdca  en  capitulaciones  matrimoniales  y  antes  dé  la  celebración 
del  matrimonio;  de  un  modo  ábsolub  é  irrevocable,  en  que  reservan^ 
dose  tan  solo  el  padre  él  usufructo  cediere  todos  los  demás  derechos 
al  heredero  sean  válidos  y  subsiistentes. 

Z.°  Que  todos  los  nombramientos  de  heredero  que  contengan  re- 
servas, por  las  cuales  piíeden  los  padres  que  todavía  viven ;  enajenar 
é  hipotecar  sus  bienes,  ó  bien  los  de  dotar  á  sus  hijos  del  modo  que 
mejor  les  parezca,  se  consideren  para  los  efectos  de  la  ley  cotno  no 
hpchos,  y  éh  consecuencia,  sujetos  á  las  dii^pbsiciones  de  la  misma, 
por  lo  que  hace  relación  á  la  legítima  de  los  hijos. 

Seria  también  muj  necesario  y  justo  bajo  todos  conceptos,  el  que 
se  dispusiese  que  la  reforma  rigiera  desde  el  dia  inmediato  á  su  publi- 
cación; pues  $eria  la  mayor  dé  todas  las  arbitrariedades,  que  después 
del  largo  período  de  mas  de  veinte  anos^  que  se  prometió  en  la  ley 
fundamental  de  la  monarquía ,  se  viniese  ahora  retardando  el  abuso 
por  di6z  aSos  mas  como  se  pre^tende  en  el  artículo  l!264  del  proyecto 
de  Código  Civil  Español.  Con  solo  tener  presente  que  el  espresado 
abuso  solo  favorece  á  unos  pocos,  y  perjudica  á  todos  los  segundo- 
génitos que  forman  la  inmensa  mayoría  de  la  población  catalana,  se 
conocerá  el  disgusto  que  prqduciria  e^ta  injustificable  demora.  Ade- 
más, la  presente  generación  que  ha  nacido  y  crecido  bajo  estas  so- 
lemnes promesas,  y  de  las  tendencias  desamortizadoras  del  siglo  ¿no 
tiene  un  derecho  indisputable  en  que  la  reformase  haga  en  beneficio 
suyo  y  no  de  lá  generación  venidera,  como  sucedería  bi  se  permitie- 
se el  abuso  por  diez  anos  mas  según  él  citado  artículo?  La  justicia, 
conveniencia  y  necesidad  de  semejantOi  mejora,  está  al  alcance  de 
todos:  ¿qué  es  pues  lo  que  pueden  aconsejar  el  demorarla?  ¿Favore- 
cer unos  pocos  en  perjuicio  de  mnehos?  Esto  seria  un  absurdo.  ¿El 
no  chocar  con  las  preocupaciones  vinculadoras  que  tienen  algunos 
padres?  Lo  propio  sucedería  de  aquí  á  diez  anos,  ¿^pretende,  pre- 
parar los  fuimos  para  la  reforma?  ¿Por.  ventura  no  se  vienen  ya  pre- 
parando, hace  mas  de  veinte  años,  con  las  solemnes  promesas  de  que 
anos  mismos  jM^digos  regirán  en  toda  la  monarquía,  con  la  abolición 
de  los  mayorazgos  y  vinculaciones,  con  la  formación  de  un  ñuevó 
código  pivil  y  con  todas  las  tendencias  desamortizadoras  del  ^iglo?  A 
nosotros  nos  parece  que  los  ánimos  están  mas  que  suficientemente 
preparados;  porque  muy  amenudo  se  oye  decir  aun  á  aquellos  mis-* 

mos  que  gozan  actualmente  del  pritile^  que  1^  concede  la^'ley  de 
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sucesión  catalana»  que  se  admiran  mucho,  de  que  se  dejen  pasar  los 
anos  sin  plantear  la  citada  reforma,  tan  reclamada  por  la  civilización, 
por  ia  conveniencia  pública  y  por  el  bienestar  general. 

Si  la  reforma  se  hace  en  este  sentido,  sus  benéficos  efectos  se 
tocarán  inmediatamente;  se  remediarán  los  males  que  afligen  á  Ca- 
taluña y  toda  ella  la  aclamará  con  jubilo  general:  mas  si  lo  contra- 
rio, sus  buenos  resultados  seráp  para  los  hijos  de  los  actuales  primo- 
génitos ó  sea  para  la  generación  venidera,  sacrificando  la  actual  y 
poniéndola  al  colmo  de  la  desesperación. 

Por  todo  lo  cual,  y  considerando  que  el  código  civil  no  podrá 
regir  con  la  premura  que  las  circunstancias  reclaman. 

Los  esponentes  suplican  al  Congreso  de  Señores  Diputados ,  se 
sirva  formular  un  proyecto  de  ley ,  para  que  se  observe  en  Cataluña 
y  del  modo  que  se  deja  indicado,  la  ley  de  sucesión  que  rige  en  Cas- 
tilla, ínterin  se  aguarda  la  publicación  del  Código  Civil  Español. 

Poreofia, 

Loí  Directores  de  la  'Revista.^ 
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{Conclusión.) 
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•   ¿Qué  reformas  son  convenientes  en  él  jvitío  ejectUivot 

E!  artículo  314  de  la  ley  de  Enjuiciamientos  mercantiles,  impo* 
ne  ai  tribunal  la  obligación  de  examinar  detenidamente  el  título  en 
virtud,  del  cual  se  pide  la  ejecución ,  y  en  el  siguiente ,  518,  se  es- 
tablece, que  procediendo  esta  con  arreglo  al  título  en  que  la  funde 
ej,  acreedor^  se  librará  mandamiento  para  que  los  alguaciles  requie- 


:  <4 )    Vénse  la  pig.  1  i8  de  ^dtfit  toipo. 
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raQ>^  deudor,  etc.>  ele.  ttas  ¿  y  sí  el  tribmial  ao  quiere  espedk  la 
ejeoiebi^?  ¿y  m^  comaenira  ea  la  posibilidad,  yerra  volantaria  6> 
iiwolaatariainenlbe,  rechazando  q1  doeumeato  ejecutivo? 

::  El  título  9 ,  que  trata  délas  apelaciones  en  los  juicios  mercan-- 
tiles,  dedica  los  artículos  91  y  siguientes  á  los  que  competen  en  los 
ejecativos,  y  dándola  sola  en  ambos  efectos  á  la  sentencia  en  que;, 
denegándose  el  remate  de  los  bienes  ejecutados  se  revoca  la  ejeci^  • 
cion ,  la  conicede  en.el  devolutivo  á  la  sentencia  y  providencias  que 
se  den  para  la  venia  y  adjudicación  de  los  bienes  ejecutados  y  pago< 
dsl  ejecutante. 

Se  encuentra,  pues,  un  vacío  en  esta  parte  que  importa  ílenai; 
indudablem^te ,  para  que  en  el  juido  ejecutivo ,  como  en  todos  lo» 
que  se  ventilan  acciones^  haya  armonía  entre  los  derechos  de  ambas 
partes ,  exisla  la;  regularidad  y  guarden  el  delrido  equilibrio  las  fa-^ 
cultades  y  garantías  de  los  litigantes ,  paira  que  los  beneficios  ó  per^  ^ 
juicios  que  enel  Mo  se  les  pueda  irrogar,  lo.debaa  solo  á  su. mejor 
ó  peor  derecho,  á  su  justicia  ampliamente  debatida,  ó  á  la  falta  de 
razón  potepitemente  ^íúnostrada ,  y  no  á  la  desigimldad  ,de  garan> 
tías,  á  la<falta de  revisión  en  d  derecho  que  se  alega,  y  sobre  todo,, 
á  kt  carencia  de  una  fórmula,  para  levantarse  coutra  el  tribunal  de 
primera  instancia,  que  en  oposición  á  los  buenos  principios ,  en  el 
caso  actual,  jnz^  en  definitiva  sin  recurso  ni  apelación;  y  contra 
un  fallo  tan  importante  que  puede  nepr  la  validez  ó  tuerza  ejecu- 
tiva de  tm  documeator  ó  título ,  que  contra  la  opinión  del  trihunaj  losr 
tenga  con  arreglo á derecho,  no' seda  garantía  alguna  ni  fórmulas 
especial  para  pedir  enmienda,  ó  corrección  al  mismo  tribunal,  y. 
en  caso  de  obstinación  en  su  priníer  dictámien ,  acudir  al  inmediat<^ 
en  él  orden  jérárquioo ,  para  que  imponga  el  sello  de  la  justicia  le^f. 
gal  á  lo  juzgado  en  el  ii^erior  ó  lo  revoque ,  como  improcedente  y ' 
opuesto  á  lá  legalidad.  De  otro  modo,  y  tal  oual.se  encuentra  la  tra> 
mílacion  aetiial,<  todas  las  ventajas  son  para  el  demandado,  que  eui 
competencia  con  el  demandante  resulta  notablemente  favorecido* 

Si  el  título  en  virtud  del  cual  se  pide  y  obtiene  la  ejecución  iCaí 
rece  de  este  requisito  y  Jo  ha  desconocido  el  tribunal,  el  demanda- 
do tiene  la  garantía  de  oponerse  á: la,  ejecución  en  competente  esta-; 
do ,  y  que  en  la  áei^teiteia  de  remate  lo  revoque  el  tribunal ,  y  en 
SU' defecto' buscar  en  k  ap^cion  esa  justicia,  que  siquiera  pu^% 
ser  tambieii  alguna>  ves  errada ,  nos  tranquilina  en  cuanto  a  las^  fórr  | 
muías  de  buscarla,  paeÉ  d  intefés ,  la  educación  del  foro,^  y.  ha^tB^ 


;<i  ' 


la  costaabre ,  nos  han  comtitaido  en'el  easo  de  )aámit  como  mas  |w-^ 
to»,  ó  al  menos  como  nías  autorizado  lo  qae  se  resaehreen  éi  trúm^ 
nal  superior.  Mas  si  por  el  contrario ,  teniendd  ertitalo  los  atritmU» 
l^;ales  de  ejecolivo,  se  les  niegaó  desconoce  en  su  primer  examen 
el  tribunal,  no  eiiste  en  la  lef ^  títnio,  m  artículo,  ni  fórmula  mar-** 
<:ada  ni  espresa  que  permitan  al  deínandante  coBÜ)(atír  este  fallo  é 
implorar  su  reparación.  Podrá.decirse ,  y  tal  vezase  cite  aigmi  hedto 
práctica;  eñ  que  interpuesta  apelación  de  la  denegativa  del  tribanal 
ha  sido  admitida  y  elevada  á  ia  resecación  d^Huperior  inmc^ltto ,  y 
tal  vez  pueda  citarse  algún  ejemplo  también,  en  que  denegada  la 
ejecución  se  haya  pedido  mej<Ma  de  providencia  dentro  del  térnüno 
<te  veinte  y  cuatro  horas.  Pero  uno  y  oiro  recurso  no  tienen  lagar 
en  ia  ley  que  estamos  examinando:  £11.°,  ponjue  ni  en  los  artícu- 
los 514-  y  313  que  hablan  de  la  facultad  d  dl)}igac¡oñ  de  espedir  ó 
no  la  ejecución ,  ni  én  los  que  tratan  de  las  apelaciones  que  caben 
en  el  juicio  ejecutivo,  tiene  lugar  la  akcida  contf á  la  refisrida  provi- 
dencia; y  él  2.°,  el  de  su  mefora,  no  tiene  to(rada<  en  los  ar líenlos 
de  la  ley;  pues  el  90,  91  y  93,  que  en  el  titofodeias  df^osiciones 
generales  para  toda  clase  de  juicios  hsiAdat  de  la^senténciay  lo  qae 
pueden  hacer  en  ella  los  tribunales  cpi^  la  jptonulieian^^'sobpe  no  per- 
mitirles mas  qué  aclarar  dentro  de  lás.veinte  >y  cuatroi  horas  aigan  • 
concepto  oscuro,  ó  aclararla  y  ampliarla:  tamben;  sr hicieran' ooiili- 
do  algún  punto  controjrertido:  en  el  btigio,  qinecoa  eiecta  impropie- 
dad jurídica  llama  la  ley  proceso.  Pero  aun  estoiseicefiete  ÁAa,  son- 
tencia  que  supone  pleito,  debate,  oposicionde  partfe  y  resolución 
final  en  elnegociocontrovertido^  todos  los:caIlactére^»  en  fin>  de 
nna  sentencia,  en  la  cual  no  está*  oomprendida  la  denegatoria  de 
ejecudoú ,  á  tin  título  que  con  talipret^km,  se  haya  adi|QÍdo  al  (tri- 
bunal. •  •      .  •       ■  •'..    ■■:  !i  •     '■-   X.  ¡ 

Cualquiera  Otra  cosa  quese  haga,  ose  haya  (Midido  hacer  por 
analogía  y  por  esa  justicia  que  muchas  veces  comprc)ndeaaft03  inde-. 
pendiente  del  precepto  legal  ó  del  silencio  de  la «leiy,. «habrá «sido  ar- 
bitraria, sin  apoyo  de  legalidad  existente,  y  píx  tanto  instable,'  in- 
seguro, y  sujeto  á  apreciaciones  opuestafe,^':  como  todo  lo  que  no 
tiene  tina  regla  clara,  fija  éinvafiable. 

Convendria  por  tanto  llenar  esta  omisión  de  la  «ley,  concediendo 
at'que  pide  la  ejecución  el  derecho  dentro  de  cuarenta  y  0cho  horas, 
para  pedir  mejora  al  mismo  tribunal.,  .y: en  caso  de:»negativa  otor* 
gdirie  la  apelación  para  ante^el  superior •iñiáedialc|.  .vi  .    .-;  'i    . 
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SE6UIOÁ  CUESTIÓN. 


'  Segao  e(  caso  ó  regla  8.*  delart.:  208  de  la  ley  de  Procedimien- 
los  mercantil,  tieiieii  fiierssa  ejecutiva  las  letras  de  cambio^  libran- 
zas y  vales  ó  pagarés  de  comercio 'én  los  términos  que  disponen  lo» 
articBlos  513,  344  y  S66  del  Código  de  Comercio.  Estos  tres  artícu> 
kB  psára  el -objeto  de  nuestra  primera  observación,  tratan  del  reco- 
nocimiento qiie  debe  proceder  >dé  la  firma,  |»ra  qué  se  pueda  des- 
pachar la  ejecución.  El  cBí^S,^  del  mismo  art.  306,  atribuye  igual- 
mente la  fuerza  ejecutiva  á  las  Saciaras ,  cuentas  corrientes  y  liqui- 
daciones aprobadas  por  el  ^udor;  precediendo  el  reconocimiento  ju- 
dicial que  esté  haga  de  su  firma.  Sesplta ,  pues ,  que  los  documen- 
tos marcados  en  el  caso  S.^,  y  lo^  seSalados  en  el  7.®,  tienen  iguat 
fuer^^  la  misma  autenticidad  é  idénticas  garantías  para  obligar  al 
pago,  según  en  el  1.^  de  los  casos  se:  establece  con  referencia  álos 
artículos  del  Código  antes  citados,  y  conforme  á  lo  esplícitamente 
escrito  en  el  caso  7.^  para  lo?  documentos  k  que  se  refiere.  No  hay 
duda;  no  puede  ofrecerse  validación^ de  género  alguno,  y  no  cabe  la 
menor  argucia  ni  en  tribunal  ni  en  litigantes,  de  que  idénticos  en 
fuerza  los  documentos  del  caso  S.*^  y  7.®  basta  el  reconocimiento 
judicial  que  en  todos  haga  el  deudor  de  su  firma,  para  que  se  espi- 
da la  ejecución.  Cabrían  otras  dudas,  podrían  surgir  otras  dificul- 
tades, y  se  ofrecerían  otros  inconvenientes  cuando  el  deudor  se  pre- 
sentase ambiguo-  evasivo,  y  ni  negara  ni  reconociese  la  firma;  pero 
de  tal  hecho  dos  ocuparemos  en  cuestión  separada,  resolviéndola 
como  parecemos  pueda  ser  mas  conforme,  no  solo  á  la  justicia  in- 
trínseca ó  de  esleía,  sino  también  á  la  estrínseca  ó  de  forma.  Para 
el  caso  que  nos  ocupa  en  este  momento,  bástanos  esponer  que  esas 
dudas,  que  esas  dificultades,  si  ofnecerse  pudieran,  ó  se  han  ofre- 
cido, son  generales,  son  iguales  y  aplicables,  tanto  á  los  docum^- 
tos  del  caso  5.**  oomo  á  los  del  7.**,  poes  repetimos  que  unos  y  otros, 
en  lo  que  se  ^leva'  examinado,  exigen  las  mismas  solemnidades  para 
que  tengan  fuerza  ejecutiva.  Mas  viene  otro  artículo,  que  es  el  310,. 
y  deshace  esta  primera  composición ,  alterando  la  armonía,  tanto  en 
lo  que  dice,  como  en  lo  que  deja  de  espresar,  y  no  solo  envuelve  en 
la  duda  la  imparciaUdad  de  los  que  en  este  momento,  con  el  deseo 
del  acierto  la  esponen ,  sino  que  seguramente  presta  armas  después 
al  interés  de  los  litigantes  para  oscurecer  los  espedientes,  siguiendo 
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el  camino  que  para  ello  les  abren  los  inseguros  y  contradictorios  de 
la  ley.  Veamos  sino  el  testo  del  tiltimo  4  que  nos  hemos  referido,  y 
se  encontrará  la  confirmación  de  esta  verdad.  Dice:  «Reconociendo 
el  deudor  la  firma  puesta  en  la  letra,  libranza;  pagaré  6  «onferalo  ea 
que  conste  su  obligación  ó  responsahüdad,  tendrá  logar  la  qeea- 
''cioA  aun  cuando  niegue  la  déuda.j» 

Se  observa,  pues,  que  en  el  art.  306  habia  dividido  la  ley  en 
ocho  grupos  los  títulos  que  tenian  fuei^za  ejecutiva,  y  en  aquellos  qiie 
se  necesitaba  la  concurrencia  del  acreedor  para  darles>.podemoi< 
decir  autenticidad ,  eran  iguales,  y  bastaba  como  en  el  cas0i5«^  y  7.^ 
el  simple  reconocimiento  de  la  firma  para  espedir  la  ejecución.  Pero 
viene  el  310,  que  hemos  trascrito  literabnente,  y.  <^Biprendiendo 
solo  los  títulos  del  caso  ó  grupo  S.^y  y  aun  del  8.^,  dice,  que  reco- 
nociendo el  deudor  la  firma,  tendrá  lugar  la  ejecución  aun  cuando 
juegue  la  deuda  ¿Para  qué  esta  especificacioii?  ¿No  bahía  equipara- 
do todos  los  documentos  que  necesitaban  sa  reconocimiento  por  el 
responsable  ó  autor  de  ellos?  Si  es  que  la  ley  quería  darles  una  con- 
dición general  á  todos,  ó  ha  debido  dar  también  una  especificación 
general,  ó  decir  que  los  documentos  que  necesitan  el  recpnocimieato 
del  deudor,  tendrán  fuerza  ejecutiva,  sí  lo& reconoce,  aun  cuando 
niegue  la  deuda.  Pero  establecer  esto  solamente  para  las  letras,  fi- 
branzas,  pagarés  y  contratas,  es  eschiir  los  documeatos  de  la  reg)a 
7.*,  esto  es,  las  facturas^  cuentas  corjrientes  y  liquidaciones  aproba- 
das por  el  deudor.  No  hay  duda;  por  una  letra,  un. pagaré  y  una 
libranza  reconocidas  judicialmente,  se  espedirá  la  ejecución,  aan 
cuando  se  niegue  la  deuda ,  porque  abona  el  procedimiento  la  espre- 
sion  clara  y  terminante  del  art.  310  de  la  ley.  Pero  se  habrá  pre- 
sentado una  factura,  una  cuenta  corriente  y  una  liquidación  con  las 
mismas  circunstancias  que  las  anteriores,  es  decir,  reconocida  la 
firma  y  negada  la  deuda,  y  dirá  el  Tribunal,  y  podrá  decir  la  parte, 
á  quien  perjudique,  que  la  ejecución  es  improcedente,  porque  todos 
estos  títulos  se  habian  igualado  en  el  art.  S06 ,  bastando  para  todos 
el  reconocimiento  judicial ;  pero  ha  venido  el  310 ,  que ,  alterando 
esta  armonía ,  ha  entresacado  un  grupo  y  establecido  respecto  á  él 
una  escepcion ;  todos  los  que  no  se  encuentren ,  pues ,  incluidos  ea 
ella,  no  pueden  ni  deben  implorar  el  privilegio  que  allí  se  concede, 
porque  es  una  regla  de  jurisprudencia  legal ,  que  inclusión  de  unos, 
esclusion  de  los  otros ;  las  facturas ,  cuentas  corrientes  y  liquidacío- 
nes  i.     -Ktidas  judicialmente,  sí  se  niega  la  deuda,  uo  pueden  te- 
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¿er  fuerza  ejecutiva  como  las  letras,  pagarés  y  libranzas,  pues  üu 
articíilo  especial  la  coDw^dfeá' estás  solamente,  ypbrlo  mismo  csclu^ 
ye  á  las  otras  que  no  ha  querido  ó  ha  olvidado  incluir.  Pero,  ¿existe 
razón  para  esta  diferencia?  ¿Sél'á  pedsamieüto'ü  divido  de  ia  ley  éi 
haberla  estableado?  Nosotros  no  fo  encontramos ;  y  todas  las  posible 
lidadés  que  caben  en  la  estineion  áe  las  deudas  de  los  documentos 
ésctaidos,  pueden  dcfiífir  también  en*lo8  otros  que  se  incluyen.  Para 
eso  está  el  término  del  encargado;  si  hay  ¡nnovacáon,  eompensacioff, 
pago  y  otras  escepciones,  qué,  répelimíá  ,  caben  en  unos  y  otros 
documentos,  háganse  valer  entonoésí;  pero  entre  tanto,  6  borres^ 
para  todos  los  documentos  el  art.  310^  bastando  lo  establecido  e^ 
el  306,  ti  establézcase  de  un  modo  claro,  sin  que  parezca  olvida 
involuntario  de  la  ley  la  diferencia  qué  para  la  fuerza  ejecutiva  deba 
existir  entre  facturas,  cuentas  corrientes,  y  liquidaciones  y  letras  de 
cambio,  libranzas  y  pagarés.  > 

TERCERA  COBSTIOK. 

El  pensamiento  que  domina  en  los  arts.  310  y  313  que  establecen 
^l  carácter  que  deben  tener  los  documentos  reconocidos,  para  espe^ 
dir  ó  no  la  ejecución ,  no  se  encuentra  clara  y  esplícitamente  desen- 
vuelto en  ellos,  razón  por  la  que  se  presta  ó  prestarse  puede,  á  esa 
diversa  interpretación  de  los  litigantes,  que  siempre  y  con  frecuen* 
cía,  por  espíritu  sutil,  ó  por  consejo  de  sus  intereses ,  están  prontbs 
á  aprovecharse  del  silencio  y  falta  de  claridad  en  las  palabras  de  la 
ley.  Dice  el  caso  1°  del  art.  306,  para  las  facturas,  cuentas  cor- 
rientes y  liquidaciones,  y  él  310  para  las  letras,  pagarés,  libranzas 
y  contratas,  que,  reconociéndolas  et  deudor,  tendrá  lugar  la  ejecu- 
ción. 

Si  no  existiera  otro  precepto  mas  que  el  espuesto,  no  se  ofrece- 
ría duda  sobre  este  punto ,  pues  presentado  el  titulo,  cualquiera 
que  fuera  la  contestación  del  supuesto  ó  verdadero  firmante,  no  re- 
conociendo la  firma,  dejaba  de  estar  dentro  de  las  palabras  de  la 
ley.  Vendrá  ó  podría  venir  entonces  otra  cuestión,  de  que  después 
nos  ocuparemos,  cuando  directa  ó  indirectamente  eludiese  la  contes- 
tación, pero  el  que  no  reconocia  la  firma,  cualquiera  que  fuese  la 
fórmula  de  la  espresion,  imploraría  en  su  apoyo  las  palabras  de  los 
arts.  306  y  310  que  solo  al  reconocimiento  dan  la  fuerza  ejecutiva. 
Mas  después  de  estos  artículos,  en  los  que  estaban  el  pensamiento. 


d  objeto  y  precepto  de  la  ley,  ha  venido  el  313  que  en  sa  últúno 
párrafo  ó  bnuo  dice  al  tratar  de.  la  confesioa  judicial  y  reconoci- 
miento de  la  firma.  cNegando  aqnel  (el  deador)  ¿no  podrá  despa* 
charse  ta  ejecución?  Pero  ¿y  coándo  no  reconoce?  ¿y  cuándo  no  nie- 
^?  Porque  indadabiemente  entre  la  afirmativa  de  kié  aj^ts.  306  y  310 
y  la  negativa  del  313  existe  un  becho,  que  sin  negar,  elude  el  pro- 
cedimiento ejecutivo;  como  es  la  evasiva,  la  duda  y  la  contestación 
ambigua.  Basta  que  el  requerido  diga  que  no  puede  afirmar  en  aquel 
momento,  que  no  se  atreve  á  contestar  y  que  la  firma  parece  suya 
pero queignora si  lo  es,  para  que  el  tribunal  se  encuentre  fuera  del 
precepto  de  la  ley  y  al  embate  de  los  litigantes  que  implorarán  en.fa- 
vorde  sus  aspiraciones,  artículos  diversos^  casos  de  analogía  y  sobre 
todo  razones  de  justicia  y  cpnyeniencia,  que  si  no  pueden  derogar 
pál^^ras  terminantes  de  la  ley,  so9  muy  atendibles  cuando  tratan  de 
llenar  su  silencio  y  conciliar  sus  términos  contradictorios.  Dirá  d 
demandado,  no  he  reconocido  la  firma  y  por  tanto  la  ejecución  es 
improcedente  según  los  arts<  306  y  3110,  y  contestará  el  demandan- 
te, que  en  esos  artículos  estaba  el  precepto  general  de  la  ley;  que 
el  313  ha  limitado,  fijando  el  único  caso  en  que  no  precede  la  eje- 
cución, y  con  (tecir  en  él,  que  negando  no  se  espedirá,  quiere  decir 
que  reconociendo,  eludiendo,  y  estando  dubitativo  debe  espedirse, 
pues  las  palabras  negando  escluyen  todos  los  demás  términos. 

Pero  á  la  duda,  á  la  evasiva,  y  á  la  ambigüedad  aún  se  las  pue- 
de marcar  mas,  porque  el  demandante  no  satisfecho  con  la  contes- 
tación solicita  nueva  comparecencia,  y  en  ella  pide  y  obtiene  la  de- 
claración de  confeso;  nueva  ayuda  que  viene  á  combatir  el  negando 
usado  en  el  art.  313,:  una  circunstancía  que  en  el  reconocimiento  y 
confesión  impiden  las  eje(iucioqies.  Será  posible  que  esta  última  opi- 
nión se  tache  de  sutileza  y  se  diga  que  esa  confesión  supuesta  por 
la  ley  y  á  la  que  los  autores  llaman  ficta,  no  es  la  requerida  para 
dar  carácter  ejecutivo  á  los  títulos  que  la  exijan  y  no  produce  otro 
^resultado  mas  que  la  obligación  en  el  confeso  de  probar  lo  contrarío 
cuando  de  otro  modo  este  deber  pesaba  sobre  el  ejecutante.  Tal  vez 
se  añada  también  que  la  espresion  negando,  escrita  en  el  art.  313, 
se  referirá  á  la  confesión  de  las  deudas,  pues  ya  en  el  306  y  310  se 
ha  hablado  del  reconocimiento  de  las  firmas.  Pero  sobre  todas  las 
razones  espuestas  en  contra  de  esta  opinión,  ó  al  menos  contra  la 
ambigüedad  y  falta  de  claridad  y  tecnicismo  en  las  palabras  de  la  ley, 
Jbay  primero  que  en  el  art.  313,  en  el  primer  párrafo,  se  sienta  el 
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principio  general  que  habla  colectivamente  de  la  confesión  y  recor 
nocimiento  de  firmas,  y  en  el  segundo  párrafo,  al  decir  negando  el 
deudor  es  general  el  precepto,  porque  bajo  este  término  se  le  ha  mar- 
cado en  el  primero  para  los  dos  hechos  á  que  se  refiere,  es  decir,  la 
(B^nfesion  y  reconocimiento  de  firmas  y  documentos.  No  olvidemos 
qae  esta  es  una  ley  especial,  para  una  materia  especialisima,  que  eo 
unos  casos  requiera  mas  garantías  para  el  deudor,  y  en  otros  para  ef 
.4icreedor,  que  la  ley  común  que  arregla  las  transacciones  geqe^ 
rales  de  la  vida.  Pues  en  esta,  que  es  la  de  procedimientos  oidi- 
aarios  civiles,  publicada  en  octubre  de  1885,  aun  cuando  no  en* 
oontremos  el  todo  del  precepto  arreglado  á  la  conveniencia,  no  dá 
jtaQto  lugar  á  dudas,  al  tratar  del  juicio  ejecutivo,  pues  dice  enfil 
jart.  945,  cque  reconocida  la  firma  se  despachará  la  ejecución;  si  jpio 
se  reconociese,  se  usará  del  derecho  en  juicio  ordinario.»  Pero  he^ 
ipos  dieho  que  en  ja  mercantil  y  la  materia  á  que  se  refiere,  concur- 
jren  circunstancias  especiales  que  exigen  á  veces  un  rumbo  diverso, 
y  así  lo  demuestran  á  cada  paso  los  artículos  del  Código  de  Comerr 
ício  y  su  ley  de  procedimientos.  Sin  salir  de  la  cuestión  que  nos  ocu- 
lta y  en. favor  de  los  que  puedan  sostener,  que  no  negando  clarar 
mente  la  firma  corresponde  la  ejecución,  cualquiera  que  sea  por  otri^ 
{mrte  la  evasiva  del  que  trata  de  pohonestar  dicho  procedimiento^ 
leñemos  lo  dispuesto  en  q1  art.  S44  del  Código  de  Comercio,  en  $u 
isegundo  párrafo,  que  manda  tenga  lugar  la  ejecución  respecto  a9 
.aceptante  en  las. letras  de  cambio,  sin  necesidad  de  reconocimiento 
jttdidaly  con  tal  de  que  al  tiempo  de  protesitar  por  falta  de  pago,  no 
ponga  tacha  de  falsedad  á  su  aceptación.  Este  precepto  nos  sugiere 
.ana  nueva  cuestión  que  dejamos  para  capítulo  separado,  y  que  con 
¿relación  á  lo  qjuye  analizamos,  vemos  la  fir^ia  del  aceptante,  la  firma 
4.e  un  doewm^nto. con  fuerza  ejecutiva,  si  no  se  le  niega  rotundamen- 
te 8u  autenticidad»  y  ma^iúq,  si  no  se  le  tacha  de  falsedad.  Nueva 
.raizon  ide  a^ialogía  que  aducirán  los  que  pidan  la  ejecución  por  de- 
claraciones evasivas  y  dubitativas,  fundados  además  en  que  no  ha 
.negado  la  S^ma,  único  modo  de  impedirlo  según  el  párrafo  final  del 
-«rt.  5i3  de  la  ley. 

Tal  vez  hejnos  sido  ním¡o$  y  .pesados  en  el  examen  4e  esta  cues- 
üon  y  cenfesamos  haberlo  hecho  yoluntarianiente,  porque  ái  quiera 
.beoKHs  probado  la  posibilidad  de  la  duda  y  la  necesidad  de  reforma^ 
las  fualabras  de  la  ley.  Creemos  oo^venienté  que  esta  reforma  .sé 

-pwfwdice,  j»fts,,  qjfe.íoquefiijo  quejpo^demos  ílamar^us  solemniá^* 
TOMO  xni.  '  '  ^^'*  '-  te '  ^       ^'^  *^  *' 
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des  internas  y  que  sea  de  nn  modo  contrarío  á  lo  presento  e«  los 
procedimientos  ordinarios  civiles  y  á  lo  que  tal  \ez  ha  sido  regf:! 
mas  general  en  la  ley  mercantil  qae  examinamos. 

Creemos  muy  conveniente  á  los  intereses  mercantiles  y  á  ia  jus- 
ticia que  los  ampara  y  garantiza,  que  todo  documento  mercantil  sea 
de  los  que  participan  de  la  naturaleza  de  la  letra  de  cambio,  sea  de 
los  comprendidos  eii  el  grupo  7.**  del  art.  307,  presentado  al  Tribu- 
nal para  su  reconocimiento,  y  no  se  niegue  rotundamente,  pero  que 
tampoco  se  le  reconozca  de  un  modo  esplícito,  debe  tener  fuerza 
ejecutiva,  precediendo  el  reconocimiento  de  la  parte  que  lo  presentó 
jla  declaración  de  confeso  hecha  por  el  Tribunal,  á  petición  de  aquel, 
después  que  en  segunda  presentación  se  haya  mantenido  el  deudor 
en  la  misma  evasiva  y  duda  que  hubiese  mostrado  en  la  primera 
comparecencia  para  el  reconocimiento  de  la  firma. 

Convenimos  en  que  esta  disposición  pudiera  ofrecer  algunos  in- 
convenientes, tratándose  del  derecho  común,  del  que  arregla  los  in- 
tereses colectivos  de  una  nación ,  en  la  que  se  comprenden  tantos 
individuos  de  instrucción  tan  diversa  y  que  se  encuentra  un  gran 
número  y  podíamos  decir,  una  gran  mayoría,  ignorantes  en  las  mis- 
mas operaciones  de  que  se  ocupan,  descuidados,  desordenados,  y 
sin  claridad  ni  concierto  en  la  forma  de  llevar  sus  cuentas  y  arre- 
glar y  anotar  sus  operaciones;  no  teniendo  por  otra  parte,  ni  una  ley 
que  les  prescriba  el  método  de  hacerlo,  ni  una  sanción  penal  para  el 
ca^o  de  que  falten  á  este  precepto.  Comprendemos  que  los  regidos 
por  el  derecho  común  y  no  sujetos  á  las  obligadones  del  comercian- 
te, se  les  puede  presentar  un  recibo,  una  letra  ó  un  pagaré,  que  al 
notar  la  identidad  de  la  firma  puesta  en  ellos,  duden,  fluctúen  y  se 
muestren  evasivos,  sin  tener  en  el  archivo  de  sus  papeles  el  orden 
7  concierto  necesarios,  para  en  segunda  presentación  ser  mas  esplí- 
citos,  después  de  reconocer  si  hicieron  6  no  la  operación,  si  contra- 
geron  la  obligación  y  si  procede  de  hecho  propio  el  compromiso  que 
consta  en  el  documento  presentado. 

Pero  tratándose  de  comerciantes,  que  son  un  pequeño  número, 
comparados  con  el  que  existen  en  la  nación ;  que  es  una  clase  espe^ 
cial  de  que  la  ley  forma  una  especie  de  gremio,  que  lo  reglamenta, 
le  prescribe  obligaciones,  se  entromete  en  su  casa  dictándole  los  li- 
bros que  debe  llevar,  la  forma  en  que  ha  de  sentar  sus  operaciones, 
el  método  y  el  orden,  é  impone  penas  si  falta  á  esta  claridad  y  méto- 
do, no  es  fácil^  y  es  casi  imposible,  que  si  en  la  primera  presenta- 
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eipB  duda  de  bueaa  fé,  se  presente  la  segunda  ycz  con  la  aiama 
.duda,  cuando,  ¿a  tenié^  para  examinar  el  lAro  diario,  donde  apunta 
todas  las  operaciones  dia  por  dia;  el  mayor ^  donde  están  las  cuentan 
corrientes  dfe  quien  le  debe  y  á  quien  debe,  el- copiador  de  letra»^ 
«1  libro  de icaja  y  el  decorrespondenoia,  en  fin,  que  encierran  plemst 
.y  completamente  cuantas  transacciones  ha  hecbo  y  que  por  e^Io,  si  m 
niega  paladinamente  lo  que  «n  segundo  reconocimiento  se  le  presen- 
ta en  el  documento,  puede  decirse,  por  regla  general,  sin  que  esclu- 
jamos  ninguna:  eséepcion,  y  que  basta  sea  escepcion,  par^  confir- 
marnos ea  la  regla,  puede  decirse,  lepetimos,  que  aquella,  firma  es 
duya  ó  puesta  bajo  su  autorización  y  conocimiento.  No  se  plvide,  que 
aquí  no  se  trata  de  legitimidad,  ni  de  exactitud  de  la  deuda,  pues 
la  ley  manda,  que  reconocida  la  firma,  se  espida  la  ejecución,  aun 
:Cttando  se  niegue  la  deuda,  y  esto  es  en  lo  que  en  algunos  casost 
podria  estar  la  injusticia,  pues  en. un  alcance  de  cuentas  corrientes, 
facturas  y  liquidaciones,  puede  constarla  firma  de  un  comerciante  y 
no  deber  lo  que  de  ellas  aparece,  por  haber  hecho,  como  es  usual, 
.remesas  á  cuenta,  y  sin  embargo,  si  reconoce  que  puso  la  firma 
aunque  en  la  actualidad  no  exista  la  deuda  y  la  niegue  por  ello,  bt 
ley  manda  espedir  la  ejecución.  Ni  se  olvide  tampoco  que  espidién- 
^dola  por  la  confesión  ficta  en  pena  de  la  pertinacia  del  deudor ,  no* 
se  le  cierra  la  puerta  para  la  defensa,  pues  tiene  el  término  del  ea- 
«argado,  dentro  del  mismo  juicio,  y  á  los  pocos  dias  de  verificada  la 
■  traba  para  oponerse,  alegando  falsedad  de  título,  prescripción,  y  en 
fia  las  diez  escepciones  que  marca  el  artículo  327  de  la  ley  mercantil 
para  los  documentos  que  no  sean  letras  de  cambio,  y  para  estas  las 
<dnco  espresadas  en  el  art.  S45  del  Código  de  Comercio,  según  k) 
confirma  el  trescientos  ventiocho  de  la  ley  de  Enjuiciamiento. 

CUARTA  CUESTIÓN. 

Al  tratar  anteriormente  de  la  discusión  que  podria  surgir  entre 
ejecutante  y  ejecutado  si  no  se  reconocia  la  firma,  ó  no  se  negaba 
como  previene  la  ley  y  con  ocasión  de  haber  citado  el  art.  S44  del 
Código  de  comercio,  para  demostrar  que  hay  casos  en  que  tienen  los 
lítulos  fuerza  ejecutiva  si  la  contestación  es  ambigua  y  no  se  tacba 
en  ei  acto  la  firma  de  falsedad,  digimos,  que  este  precepto  nos  su- 
;§ería  ana  nueva  cuestión  que  dejamos  para  capítulo  separado  y  cjue 
famos  á  plantear  y  resolver  en  el  presente,  por  referirse  á  un  de* 
fopto  y  á  la  reforma  que  le  conviene,  que  si  bien  con  cierta  rdacioa 
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«ob  b  anterior ,  es  distinta  y  diversa  de  ella.  La  caestkm  es  la  si- 
guiente. El  art.  306  en  sa  caso  &^  dispone  que  las  letras  de  cambio, 
libranzas  y  vales  ó  pagarés  de  comercio,  tienen  fnerza  ejecativa  en 
«los  términos  qoe  disponen  los  arts.  S43,  844  y  866  del  €ódígD  de 
Comercio.  El  primero  y  último  de  estos  tres  artículos  son  incompe- 
lentes  para  la  primera  caestion  que  jarnos  á  plantear,  y  por  tanto^ 
Iteremos  solo  uso  del  segundo:  el  844  que  encierra  la  dbctrína  tqve 
llama  nuestra  atención.  Dice  e^te  que  se  despachará  la  ejecución 
contra  el  librador  y  endosantes,  en  vista  solo  de  la  leto  y  protesto» 
previo  el  reconocimiento  judicial  que  hagan  de  la  firma  por  qne  se 
les  demanda  el  pago,  y  que  respecto  al  aceptante  que  no  hubiese 
opuesto  tacha  de  falsedad  al  tiempo  del  protesto,  no  se  necesita  r&- 
'conocimiento  judicial,  decretándose  la  ejecución  desde  luego,  en  visi- 
ta de  la  letra  aceptada  y  el  protesto  por  donde  conste  que  no  faé 
pagada. 

El  tiempo  nos  apremia  y  nada  diremos  de  la  inconveniencia,  de 
•que  un  punto  tan  importante  del  procedimieBto  ejecutivo,  no  se  en- 
cuentre en  la  ley  de  procedimientos  y  sea  necesario  buscarle  en  el 
Código  de  Comercio  que  solo  debe  encerrar  personas  y  cosas,  es  de- 
cir, laforma  y  manera  de  existir  estas  y  los  derechos  y  oUigaeioaes 
de  aquellas  y  dejando  integras  las  acciones  y  el  modo  de  ejercitarlas 
para  la  ley  de  procedimientos,  porque  de  otro  modo,  se  encuentran 
truncadas  las  disposiciones,  resulta  incoherracia  y  hasta  en  algunos 
puntos  contradicción,  como  sería  fácil  dnnostrar  si  hubiera  necesi- 
dad de  ello.  Pero  como  esto  es  obvio  y  por  otra  parte  no  se  enouen- 
tra  comprendido  en  las  cuestiones  que  deboaaos  resolver,  prescindi- 
mos de  su  examen,  para  buscar  la  cuestión  que  surge  de  lo  dispuesto 
en  el  art.  844  del  Código,  y  cuyo  contesto  dejamos  trascrito  anterior- 
mente. Resulta  según  él ,  que  no  se  puede  espedir  ejecución  contra 
el  librador  y  endosantes  de  una  letra  sino  después  de  protestada  esta 
y  de  haber  pedido  respectivamente  la  comparecencia  judicial  y  reco- 
nocimiento de  la  firma,  cuyas  solemnidades  varían  respecto  al  ace|>- 
timte  bastando  solo  para  proceder  en  su  contra  el  protesto  por  falta 
de  pago  sin  haber  puesto  tacha  de  falsedad.  Comprendemos  la  ra- 
zón, de  que  este  no  deba  comparecer  ante  el  Tribunal  á  reconocer 
8u  firma,  y  aquellos  sí,  porque  el  protesto  que  el  Escribano  hace, 
^ere  equipararse  á  una  comparecencia  judicial,  por  mucho  que  esta, 
seconsidere  mas  solemne  que  la  presentación  del' Escribaqo;  sin  k' 
cottouf reacia  del  Juez.  Pero  llama  la  atenciod  el  que^  el  übeallbr  ^ 
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endosantes  citados  á  reconocer,  se  salven  de  la  ejecución,  con  eludir 
6  contestar  ambiguamente,  y  esta  duda,  esta  ambigüedad  no  libra  át 
aceptante,  pues  dice  respecto  á  él  el  liltimo  artículo  citado,  que  solo 
se  salva  si  opone  tacha  de  falsedad.  ¿Porqué  esta  diferencia?  ¿Por 
qué  se  requiere  otra  forma  de  reconocimiento  para  dirigir  la  ejecu- 
ción contra  el  aceptante  que  contra  el  librador  y  endosantes?  Se  exi- 
gen para  estos  dos  últimos,  protesto,  comparecencia  judicial  y  reco- 
nocimiento de  firmas,  y  basta  para  aquel,  el  protesto,  si  no  opone 
iacha  de  falsedad.  Examinemos  la  letra  de  cambio,  las  personas 
que  pueden  intervenir  en  ella,  y  las  obligaciones  que  encierra,  y  tal 
vez  de  este  examen,  nazca  la  luz  que  nos  demuestre  la  injusticia  que 
envuelve  esa  desigualdad  establecida  en  el  citado  artículo  quinientos 
cuarenta  y  cuatro  del  Código.  Intervienen  en  las  letras,  lapersona  que 
laslibra,  aquellas  contra  quienes  se  libra,  y  aquellas  á  cuyo  favor  es- 
tán cedidas;  Uámanselos  primeros  libradores,  aceptantes  los  segun- 
dos, y  endosantes  los  terceros,  y  portadores  los  liltimos,  debiéndose 
entender  estos  en  un  sentido  legal ,  por  tener  la  legitimidad  en  vir^ 
tud  de  una  cesión  hecha  dentro  de'  la  misma  letra,  pues  en  la 
acepción  común,  portador  no  será  mas  que  el  tenedor  material  de 
ella,  que  por  comisión  ó  encargo  se  presentase  á  cobrarla.  La  obliga- 
ción directa  la  contrae  el  aceptante  con  el  librador,  sea  porque 
efectivamente  le  debe  la  cantidad  librada,  sea  porque  teniendo  cuenta 
corriente  se  abonan  respectivamente  las  remesas,  sin  deberse  tanto 
como  se  libran,  ó  sea  porque  sin  cuenta  mutua,  y  sin  deber  canti- 
dad alguna,  quiere  favorecerlo,  aceptando  la  letra  y  resultando 
deudor  de  una  cantidad  que  real  y  legalmente  no  debia.  Pero  se 
obliga,  y  se  obliga  por  una  firma  y  cuya  firma  debe  ó  no  delie  reco- 
nocerse, debe  ó  no  debe  requerir  una  fórmula  para  encontrar  la 
ptueba  de  si  le  pertenece  ó  no.  Pues  estas  mismas  circunstancias, 
median  ó  pueden  mediar  en  el  librador  que  hace  el  primer  endoso 
y  los  sucesivos  endosantes,  que  van  contrayendo  respectivamente 
ima  obligación  directa,  constituyéndose  en  deudores  de  la  persona 
á  cuyo  favor  ceden,  si  no  paga  el  librado;  pues  ellos  en  el  endoso,  lo 
mismo  que  sucede  en  la  letra,  declaran  si  reciben  la  misma  canti-^ 
dad  en  efectivo,  en  géneros,  ó  si  es  valor  en  cuenta ,  contrayendoí 
fa  obligación  de  pagar  en  defecto  de  otro ;  y  esta  responsabilidad 
es  igual,  es  decir,  está  contraída  con  las  mismas  solemnidades  y 
con  los  mismos  requisitos  que  la  del  aceptante,  simplemente  bajo  la 
firma  del  que  resulta  obligado.  '^ 
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Tenemos  paes,  que  dentro  de  un  mismo  documento  y  por  una. 
t>bligacion  igual,  aparecen  tres  órdenes  de  personas,  con  una  res- 
ponsabilidad que  nace  de  la  respectiva  firma,  y  que  el  librador  y 
endosantes  se  salvan  de  la  ejecución  eon  responder  evasivamente  al 
tiempo  de  reconocer  la  firma ,  mientras  que  el  aceptante  no  se  li- 
bra de  ella  mas  que  oponiendo  tacha  de  falsedad,  al  tiempo  del  pro- 
testo, á  la  que  aparece  su  firma.  ¿Por  qué  esta  diferencia,  repelimos? 
¿Si  el  carácter  de  la  obligación  es  el  mismo,  si  todos  tres  la  tienen 
contraida  dentro  del  mismo  documento,  si  no  consta  por  mas  solem- 
nidades la  responsabilidad  de  unos  que  de  los  otros,  á  qué  esa  di- 
versidad de  procedimientos?  ¿  Es  que  pesará  mas  estrechamente  el. 
compromiso  legal  sobre  el  aceptante  que  sobre  el  librador  y  endo- 
sientes?  No,  porque  el  art.  543  del  Código  ,  considera  igual  la  obli- 
gación de  todos,  y  mas  especialmente  lo  hacen  también  para  las  le- 
tras de  cambio  los  arts.  534  y  53o,  estableciendo  electiva  la  acción 
del  portador,  para  dirigirse  contra  cualquiera  de  ellos,  sin  que  los 
unos  gocen  privilegios  sobre  los  otros,  y  sin  que  á  los  unos  se  im- 
pongan obligaciones  que  no  pesen  igualmente  sobre  los  otros.  Pero 
aunque  el  aceptante  estuviera  mas  estrechamente  obligado,  rechaza- 
ríamos osa  desigualdad ,  pues  una  cosa  es  la  mayor  ó  menor  respon- 
sabilidad, y  otra  muy  distinta,  la  forma  de  probar  esa  obligación  ó 
responsabilidad.  Comprendemos  que  la  sentencia  judicial  ejecutoria-, 
da,  la  escritura  pública  original  y  la  sentencia  arbitral  tengan  fuer- 
za ejecutiva  bajo  de  unos  requisitos  distintos  de  los  documentos  que 
examinamos,  porque  el  carácter  de  la  obligación  es  diverso,  la  forma 
de  contraerla  distinta,  y  otras  diferentes  las  solemnidades  que  inter- 
vienen para  encontrar  la  prueba  de  la  verdad  ó  falsedad  del  docu-^ 
mentó;  pero  no  comprendemos  en  manera  alguna  como  en  los  que 
examinamos  y  cuya  fuerza  está  en  una  firma,  baste  para  unos  el 
que  no  pongan  tacha  de  falsedad  al  tiempo  del  protesto,  y  sea  nece- 
sario para  otros  el  reconocimiento  judicial  de  la  firma.  Ya  en  la  cues- 
tión tercera  hemos  espuesto  nuestra  opinión  respecto  al  carácter  j 
fuerza  que  debe  darse  al  reconocimiento  judicial,  pero  en  la  que  noa 
ocupa,  creemos  que  deben  borrarse  las  distinciones  entre  aceptauí- 
tantos  y  librador  y  endosantes,  igualándose  para  todos  la  fórmula 
del  reconocimiento,  pues  entre  este  exigido  para  librador  y  endosan- 
tes y  el  signiücado  legal  de  la  palabra  tacha  de  falsedad  que  se  pide. 
al  aceptante,  hay  una  diferencia  tan  inmensa,  que  para  unos^^haca 
posible  y  para  otros  no,  el  juicio  ejecutivo. 
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QUU<iTA  CUESTIÓN. 

No  sin  justísima  razón,  habíamos  sentado  en  la  anterior  cuestión, 
que  era  altamente  inconveniente  y  perjudicial  á  los  intereses  particu* 
lares  y  buena  administración  de  justicia,  el  que  el  Código  de  Comer- 
cio, encerrase  preceptos  de  actuación  que  debian  ser  solo  y  esclusiva- 
mente  de  la  jurisdicción  de  la  ley  de  procedimientos;  y  en  vez  de 
arrepentimos  de  h^ber  sentado  esta  opinión,  nos  confirmamos  mas  en 
ella,  cada  vez  que  ^1  buscar  las  leyes  rituales  del  procedimiento,  la 
fuerza  y  solemnidad  de  los  documentos,  y  lo  que  deben  en  su  conse- 
cuencia hacer  ó  resistir  los  litigantes  y  mandar  ios  Tribunales,  teñe- 
Qemos  que  examinar  el  Código,  compararlo  y  cotejarlo  con  lo  que 
sobre  la  misma  materia  dispone  la  ley  de  procedimieijito?;  y  unas  ve- 
ces coala  duda  y  muchas  por  no  entender  biea,  por  contradictorios, 
los  preceptos  redundantes  ó  lacónicos,  de  ambas  disposiciones,  ex- 
ponernos á  formular  una  opinión  buscada  en  el  procedimiento  mer- 
cantil, y  esa  opinión  sea  falsa,  porque  en  un  tratado  cualquiera  del 
(bodigo,  aparezca  un  artículo  que  se  ha  entrometido  á  tratar  del  pro- 
cedimiento de  un  modo  contrario,  sin  que  al  mas  perspicaz  ^c  le 
ocurrie^  1^  existencia  de  tal  disposición.  Esto  que  decimos  sin  apli- 
cación directa  al  punto  de  que  vamos  á  ocuparnos,  nos  lo  está  sugi- 
riendo cada  dia  la  práctica  del  foro,  y  aunque  no  es  nbjeto  directo  de 
nuestra  misión,  creemos  prestar  un  servicio  repitiendo  que  debe  in- 
vestigarse profundamente  todo  cuanto  encierra  el  Código,  de  la  com- 
petencia de  la  ley  de  procedimientos,  y  llevarlo  á  elfai  para  que  la 
acción  sea  clara,  la  marcha  espedita,  y  ya  que  no  pueda  la  ley  en- 
f^errar  todos  los  casos  que  en  la  práctica  puedan  ofrecerse,  al  menos 
i[ue  no  se  encuentren  dos  tendencias,  dos  pensamientos,  que  si  son 
encontrados,  oscurecen  la  buena  administración  d.t  justicia,  y  aun 
cuando  sean  conformes  en  su  esencia,  marcharán  como  líneas  para- 
lelas, sin  poderse  encontrar  ni  confundirse  convenientemente.  £sia 
necesidad  es  mas  apremiante  en  las  leyes  mercantiles,  por  su  materia 
especial,  y  mas  aun,  por  las  circunstancias  de  su  nacimiento.  Coa 
efecto,  cuando  en  1829  se  publicó  el, Código  de  Comercio,  abolía  to- 
do k)  existente. en,  esta  materia»,  con  la  no,^ble  circunstancia  de  que 
ni  tenia  ley  de  procedimientos,. ni  quería. regii^se  poir  la  común  que 
arreglaba  los  negocios  del  fuero  ordinario:  en  esta  difícil  situación^ 
paria  los  derechos  y  qbligaciones  mercajatile^,  se.tuvp  al  parecer  la 


necesidad  de  incluir  de  un  modo  precipitado  y  por  lo  mismo  incom- 
pleto, preceptos  de  actuación,  como  entre  los  que  hemos  citado,  y 
otros  que  seria  largo  enumerar,  encontramos  hasta  el  procedimiento 
de  los  negocios  de  menor  cuantía.  Un  ano  después,  en  juHo  de  1830, 
sé  publicó  le  ley  de  procedimientos,  y  unas  veces  sin  hacer  referen- 
cia de  los  artículos  del  Código,  y  otras  tal  vez  por  no  derogarlos  tan 
pronto,  los  confirmaba,  cuando  hubiera  sido  conveniente  reparar 
algunos  preceptos  y  armonizar  otros  que  pugnaban  eirtre  sí.  Pero 
viniendo  ahora  á  nuestra  cuestión  que  sino  en  todo  y  de  llfeno,  en 
al^o  le  conciernen,  las  anteriores  reflexiones,  diremos  muy  poco  so- 
bre ella. 

Dispone  el  art.  S27  de  la  ley,  las  cscepciones  que  caben  en  el 
juicio  ejecutivo  para  enervar  ó  destruir  la  acción  del  ejecutante  y  en 
su  especificación  se  encuentran  diez,  que  todas  caben  y  pueden  ale- 
garse por  el  ejecutado  y  admitirse  por  el  Tribunal.  Pero  el  art.  54^ 
del  Código  que  en  este  como  en  otros  se  ocupa  del  procedimiento  eje- 
cutivo, dice,  que  en  el  de  las  letras  de  cambio  no  se  admitirán  nías 
escepciones  que  las  en  él  marcadas,  y  las  cuales  son  cinco  de  ías 
diez  que  se  cúcuentranenel  precitado  art.  327;  escluyendó  por  tanto 
las  otras  cinco,  que  son  fuerza  con  daño  inminente,  novación  de  con- 
trato, transacción,  falta  de  personalidad  en  el  ejecutante  y  la  incom- 
petencia de  jurisdicción.  De  modo,  que  estas  cinco  escepciones  que 
como  las  otras  cinco  establece  la  ley  de  Enjuiciamieínto  como  útiles 
para  alegarse  contra  todos  los  documentos  ejecutivos,  no  tienen  fuer- 
za ni  son  admisibles  (según  el  precitado  arlícuio  del  Código  confir- 
mado por'  el  328  de  la  ley),  para  hacerlas  valer  contra  las  letras  de 
cambio.  Puede  oponerse  contra  un  vale,  libranza  y  otros  documen- 
tos, la  incompetencia,  la  fuerza,  la  falta  de  personalidad,  lá  nova- 
ción y  transacción,  y  las  mismas  escepciones  caben  contra  otros  do- 
cumentos públicos,  incluso  una  escritura  hipotecaria.  Pero  el  título 
será  una  letra,  y  entonces  se  encontrará  el  ejecutado  dentro  de  un 
rírculo  mafef  estrecho,  y  sin  que  la  ley  le  permita  probar  que  la  fuerza, 
que'  la  falsedad  y  las  otras  escepciones  referidas,  lo  hacen  apar^er 
responsable  contra  la  verdad.  No  es  justo,  pues,  en  nuestro  concep- 
to, que  permanezca  esa  mayor  restricción  para  el  responsable  de 
una  letra  que  para  el  de  los  demás  documentos,  cuando  sobre  toA) 
fo  atejgádo  está  eV  art.  SSÍ  del  Código  que  equipare  las  letras',  H- 
branía^  y  pagarés,  úienos  en  dos  efectos  ajenos  completamente  áfat 
cuestión  que  úos  ocupa.  Créenlos  por  tanto,  que  tal  dSfereiicia  ni 
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debe  eútir  y:  que  asi  como  hemos  sido  rígidos  y  mas  severos  de  hf 
que  hoy  i#  está  la  tey^  alopiíiftr  en  uua  denlas  ouesliones  anteriores 
que  dote' espedirse  la  qecucioQ  cuando  está  dubitativo  en  reoonocet* 
la  ñrm,  y  lo  dedsura  coxifeso  el  Tribunal,  pedimos  ahora  garantia» 
para  e(  deudor  ejecutado^  que  por  una  distinGioii  incomprensible,  y 
que  si  crnupténde,  calificamos  de  altamente  injusta  y  opuesta  á  los* 
bueno9  priocipíbs  de  la  ciencia,  se  encuentra  mas  perjudicado  euan*- 
do  trata  de  oponerse  á  una  letra,  que  á  un  pagaré  6  libranza,  y  sobre 
todo  á  una  escritura  pAMica,  sentencia  judicial  y  demás  doeumen^> 
tos  solemnes,  respecto  á  los  que  si  cabe  alguna  diferencia,  es  para 
consideraMlos  mas  ejecutivos  y  eficaces  que  las  letras. 

Si  respecto  á  aquellos  documentos  pueden  alegarse  como  escep* 
cíon  la  fu^Ea  con  daño  grave,  innovación  de  contrato ,  transaecio^, 
falta  de  personalidad  y  la  incompetencia,  no  hay  razón,  ni* de  con* 
veniemaa ,  ni  de  filosofía  legal ,  ni  aun  de  interés  mercantil,  parai 
negarlas  á  las  letras  de  cambio,  cuyos  firmantes,  aparentemente-' 
responsables,  pueden  encontrarse  en  igusd  responsaÚlidad  moral, 
que  los  obligados  en  los  otros  documentos.  Baste  esta  indicación  ge-^ 
neral ;  seria  largo  y  tai  vez  inútil  el  que  nos  detuviéramos  detnos*^ 
traodo>  lo  fundado  de  esta  verdad  á  los  hoidMres  superiores  en  cien- 
cia, que  han  de  examinar  nuestras  palabras,  y  que  con  solo  indi- 
caries  la  duda  ó  la  dificultad,  sabrán  aplicar  mejor  que  nosotros 
los  principios  de  la  ciencia,  por  que.  deben  resolverse.  Pero  antes  de 
terminar  esta  cuestión,  aun  haremos  una  observación  final  sobre  la 
materia.  Hemos  visto  las  cinco  escepciones  que  un  artículo  del  Có- 
digo escluye  para  las  Ifetras,  y  que  en  la  ley  de  procedimientos  raer- 
<^ntiles  se  establecen  como  útiles  coatra  todo  título  ejecutivo; 
pues  aun  en  las  otras  cinco  que  el  Código  establece  contra  las  re- 
feridas letfas  y  que-  se  encuentran  también  en  el  de  la  ley  de  pro* 
cedimientos ,  existe  una  omisión  en  la. una,  ó  la  sobra  de  una  califi- 
cación en  el  otro ,  que  altera  esencialmente  láescepcion,  según  se^ 
alegue  ó  combata  por  el  Código  ó  la  ley  de  Enjuiciamiento.  Dice  esta:* 
que  es  esoepcion  en  el  referido  juicio  la  compensación  dé  la  deud^ 
por  crédito  líquido ,  y  espresa  el  Código  en  el  art.  845  lá  misma  e»^ 
cepcion ;  pero  añadiendo  á  la  palabra  de  crédito  líquido  lá  de  ^ecu- 
tivo.  De  modo  que ,  según  la  ley ,  basta  un  crédito  líquido  cualquie- 
ra, im'  saldo  dé  cuenta  corrien^,  de  letra,  de  cualquier  décumento, 
en  fin-,  aun  no  reconocido,  para  pedil*  lá  referida  escepcion;  con  tal,' 
como  es  consiguiente,  que  después  se  pruebe  su  I^Hhnidád^  perd 
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9SS  RBVlitA    M   ISGmLkCUm. 

se^^unelCódígoyconrdacioaálaslelras,  además  de  Uputo  el  cté- 
dito  debe  ser  ejecutivo  >  es  decir  ^  ha  de  eonatar  por  docHoieiilo  pfú-^ 
hüco ,  ó  H  es  privado  debe  encontrarse  ya  confesado  ó  reconocido  por 
la  persona  á  qalen  vá  á  perjadicar.  En  esto  pueden  nacer  las  ñusnas 
dudas  que  antoriormente  hemos  apuntado^  y  por  ello  y  ^n  desoono- 
cer  las  muchas  cuestiones  que  surgen  ó  pueden  surgir  p9>ra  sostener 
el  triunfo  de  lo  dispuesto  m  el  Código  sobre  lo  mandado  en  la  ley, 
creemos  por  regla  general  mas  conveniente  que  se  ^tablezca  k» 
mandado  en  aquel ,  añadiendo  á  las  palabras  crédito  líquido  la  de 
^ecutivo ,  como  lo  hace  el  artículo  del  Código. 

Al  examinar  las  reformas  que  serian  convenientes  en  el  juicio 
ejecutivo,  nos  hemos  fijado  mas  en  las  dudas,  dificultades. y  contra- 
dieciones  espuestas,  que  en  las  de  pura  rituabdad  y  terminación,  por- 
que aquellas  aparecen  menos  en  relieve  y  se  necesita  mas  etámen 
para  encontrarlas ,  que  estas  últimas  que  ya  tienen  otras  reglas  á  las 
que  poderse  acomodar ,  como  por  ejemplo,  nos  parece  corto  y  an- 
gustioso, el  término  de  los  días  que  según  el  art.  526  se  permite  te^ 
ner  los  autos  al  ejecutado  para  proponer  su  escepcion ,  y  el  de  igual 
término  que  se  concede  al  actor,  y  puesto  que  el  lapso  para  la  prueba 
son  diez  dias,  podría  ampliarse  á  cuatro  el  tiempo  que  cada  liti^nto 
ha  de  retener  los  autos  para  alegar  escepcion  y  contestar  ¿  ella. 
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¿De  qué  modo  podría  mejorarse  el  procedimiento  de  apremio?, 

En  la  ley  mercantil  es  un  juicio  nuevo  y  completamente  distinto 
del  ejecutivo,  el  que  encierra  la  pregunta  que  vamos  á  contestar. 

El  art.  350  dispone  en  su  primer  caso,  que  siguen  los  trámites 
de  esto  juicio  las  deudas  que  se  reclaman  por  fletes  en  los  trasportes 
marítimos  y  los  portes  en  las  conducciones  terrestes,  y  en  el  artículo 
siguiente  se  previene  que  el  derecho  para  reclamarlo  se  ba  de  justi- 
ficar con  el  conocimiento  ó  la  carta  de  porte  original  firioada  del 
cargador  y  el  recibo  de  las  mercaderías  contenidas  i&n  es^  do- 
cumento. 

.  CreemQ^  ,  que  si  tal  contienda  debe  surgidos  será  muy  fácil  al 
deudor  elevitarla,  pues  siendo  un  acto  aislado  y  esclusiyo.  suyo  el 
poner  el  recibo  en  uno  de  ambos  documentos^  con  negarse  á  cUo 
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queda  desiruida,  la  acción  do  >  gremio  .qiie  pued^  competír  al  aeree* , 
dor.  •  .     ;  . 

Este  se  eacueati^^^a  dt.d^sveatajoso  c^o  de  que  debe  forzos^-- 
mente  eqtnegar  los  génerps  fíand4)icidp^.por  mx  ó  liecra  sin  que  pue- 
da antes  exigir  la  «referida  g^i^antía^  .a$i  .<^amQ  el  consigaatario  mt 
cuyo  poder  deben  entrar  los  géneros  jije  es  oauíy  fácil  negarse  á  ello: 
después  de  recibidos   cuando,  ya  t¡en0  asegurados  todos  sus  de^. 
rechos  y  no  peligra,  con  la  neg^ivaiponei:  el  recibo,  de  que  por 
ella  deje  el  conductor  de  cumplir  sua  obligaciones.  Comprendemos 
que  en  aquellos  actos  que  no  pfueden  [existir  mAs  pruebas  que  la  sim-  • 
pie  confesión  ó  reconocimiento  del  obligado»  sea  necesaria  su  con- 
currencia para  que  reconozca  una  fírma^  ó  confiese  una  deuda  que 
no  consta  ni  puede  constar  de  otro  modo. 

Pero  en  el  hecbo  que  nos  ocupa  bay  medios  mas  fáciles,  y  po- 
dríamos decir  mas  auténticos  para  oponerse  á  la  mala  fé  del  consig- 
natario y  probar  de  un  modo  indeslractible  el  recibo  de  esos  géneros 
que  ha  podido  negarse  á  confirmar  en  el  documento  de  consignación. 
Ni  por  mar  ni  por  tierra  pueden. hacerse  introducciones  sin.  que  las 
oficinas  públicas  de  Hacienda  anoten  en  sug  libros  quiénes  son  los 
introductores  y  cuánto  la  cantidad  introducida;  nada  según  nuestras 
leyes  tiene  mas  fuerza  que  lo.queponsta  en  los  registros  públicos ,  y 
por  tanto  creemos  que  á  falta  del  recibo  del  C9nsignatarió  se  pueda 
establecer  que  la  certifiCiacion  de  la  Aduana  en  que  conste  que  se  biza 
por  mar  la  introducción,  completa  de  los  géneros  cuyos  fletes  se  re- 
claman, ó  la  certificación  de  la  Administración  =  de  puertas  de  que 
por  tierra  entraron  la  cantidad. de  efepto^  cuyo  porte  se  pide,  debe 
suplir  á  la  i^lta  de  recibo  em  el  conocimiento  6  carta  de  porte  que 
es  un  acto  privado,  y  que  repetimos  puede  dejar  de  poner  el  consig-* 
natario  cuando  ya  no  ti^ne  riesgo  y  ha  cumplido  por  su  parte  el  con-! 
ductor  con  t^^as  sus  obligaciones.  . 

^."^  £1  art.  SS  limjta  á  cuatro  las  excepciones  que  pueden  oponer-r 
se  contra  la  demanda  de  apreipio*  nosotros  cuando  se  trata  de  un 
juicia  en  que  pueda  hal)er  condena  y  pérdida  de  intereses,  no  somos 
partidarios  de  que  la  defensa  se  encjuen^re  restringida.  En  hora  bue- 
na que  se  abrevien  los  término^  y  sea  r4pi4&  la  ejecución,  pero  no 
en  manera  alguna  que  se.  ataque  ala  esencia  de  la  defensa  que  es 
precisamente  en  )o  que  deben  ser  mas  gi^dadora§  nuestras  leyes^ 
para  que  por  falta  {k  p()syibilidad  legal  no  deje  de  pcobi^rse  lo  que 
es  mor^  y  yerdaderátnenjle  j^^o.^  (||p^  ^e^pciones,  s^  .permiten  en 
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el  juicio  ejectitívo  y  casi,  sino. todas,  fáeáta  ctiber  en  el  dé  apremio 
de  que  nos  ocupa.  Tomando  al  acaso  las  que  se  incluyen  en  el  eje- 
cutivo y  no  tienen  entrada  en  el  de  aprendió;  citaremos  por  ejemplo 
la  prescripción,  la  incompetettcift  y  la  faita  de  personalidad  que  pue* 
4en  ocurrir  en  uno  y  otro  juéié,  y  en  el  priÉoero  enervan  la  acción 
del  demandante,  y  en  el  segando  tiene  que  nnrar  pasivamente  la 
marcha  de  un  juicio  que  terminaría  con  solo  que  le  p^mitieran  ale- 
arlas; y  cuidado  que  no  contendemos  como  se  esduye  la  pres* 
cripcion  cuando  en  el  caso  qiie  hemos  encaminado  sobre  reclamación 
de  fletes  ó  portes,  se  dice  que  el  derecho  de  reclamarlos  pre^ribe  ai 
mes,  céntando  desde  el  diá  que  se  hiaso  la  entrega. 

o.""  También  encontraremos  restringidos  los  medios  de  probar 
esas  mismas  escepciones  que  se  permiten,  y  es  nmy  posible  que  los 
portes  ó  flbtes  reclamados  se  encuentren  satisfechos,  y  pudiendo 
justificarse  por  la  intervención  que  han  tenido  los  agentes  marítimos 
ó  corredores,  la  ley  Iob  escluye  no  acq)tando  nias  que  documentos; 
porque  la  otra  prueba  de  confesión  judicial  del  acreedor  no  nos  pa- 
rece tal,  pues  si  el  deudor  ^ata  de  justificar  el  pago,  no  es  medio 
probatorio  lo  quediga  el  acreedor  que  continúa  sosteoiendé su  de- 
manda. 

4.^  Nos  parece  que  inqjorta  grandemente  introdúciruna  viciación 
éñ  el  art.  3&i  que  no  permite  recurso  de  apelación  contra  las  sentón* 
cías  del  Tribunal'  de  C(»nerGÍo  en  los  procedimientos  de  apremio.  Se 
puede  bien  en  los  juicios  de  menoi^  cuadtia  limitar  los  recursos,  por^^ 
que  la  corta  cantidad  sobre  que  se  Htiga  16  aconseja  así ,  en  bien  de 
los  mismos  litigantes  cuyos  intereses  sé  perjudicarían  mas;  aun  sa^ 
tiendo  victoriosos,  permitiéndolesr  las  alzadas  ante  los  Tribunales  su- 
periores donde  se  les  pueden  consumir  nias  intereses  que  los  que  son 
objeto  del  litigio.  Pero  cuando  este  no  está  limitado  en  las  sumas  que 
pueden  discutirse  como  sucede  en  el  de  apremios,  cuando  e^  un  jui- 
cio compiefo  co»  demanda,  excepciones  y  pruebas,  no  creemos  con- 
veniente el  que  la  sentencia  del  Tribunal  de  primei^a  instancia  sea 
inapelable,  y  que  con  ella  en  vez  de  favorecer  á  ios  Utígantes  se  les 
causen  mayores  males,  pues  el  que  se  ha  creido  con  derecho  para 
reclamar  y  re^stir  en  un  juicio  de  apremio^ ,  sí  no  tiene  medios  de 
buscar  el  fallo  del  Tribunal  superior,  acudirá  al 'juicio  ordinario  cnyaf 
puerta  le  abre  el  artículo  que  examiiiaino^,  y  en  él  invertirá  mas  tiem* 
po  y  mas  intereses  que  podría  hacerlo  en  una  apehcion  que  segura^ 
mente  lo  tnunquilli^aría  mas,  cualquiera  que  ftiese  el'  fallo;  y  sobrt 


lode  cmilMtiria  d  juido  de  apremio  eo  el  mismo  terreno  en  qaehA- 
bia  sido  condenado»  salvando  los  inconvenientes  de  defenderse  ea 
pía  juicio  ordinario  tan  necesaria^nente  dUatorio,  y  tan  opuesto  al  ea 
que  ha  ttdo  condenado. 
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¿Qi»é  reforma»  exigen  los  embargo»  provisionales  que  coneiliem 
4tn  lo  posUíle  los  i$Uere8e8  de  deudores  y  acreedores.? 

Con  solo  examiaar  d  interrogatorio  sobre  las  mejoras  que  pueden 
introduoirse  en  el  embargo  preventivo»  aparece  que  se  ha  sentido  la 
necesidad  de  reformar  las  dispo^ciones  que  los  ri^en  en  los  artícu- 
los 364  y  silentes  de  la  Ley  de  procedimientos.  Con  efecto,  loque 
en  ello  se  establece,  es  defectuoso,  inconveniente,  restrictivo  en  es- 
ceso respecto  al  que  pide  el  emiaprgp  y  altamente  perjudicial  á  ios 
int^^ses  mercantiles;  sobre  lodo  tiene  el  que  casi  es  inútil  y  por  re* 
gia  general  sr  propósito  $olo  p$ra  (t^mt  dilaciones  y  los  consiguien» 
t^  gastos  á  los  que  se  encuentren  en  Ja  triste  necesidad  de  mplo* 
mrio  á  su  favor.  Un  examen  de  los:  prifueipios  que  abonan  por  punto 
^general  la  justicia  de  los  que  lienenique  hacei:  valer  sus  derechos, 
sería  escusado,  porque  mejor  que  nosotros  lo  saben  y  conocen  loe; 
^e  han  de  leer  nuestro  trabajo/ Pero  aunque  también  nos  lo  pa- 
rezca ,  no  queremos  di^pensarnost  de  hacer  >^gunas  indicaciones ,  so- 
bre la  órbita  en  que  ruedan  lo&  iatereses  mercantiles,  distinta  de  la 
4üe  regula  los  comunes,  para  aplioarie  después  las  disposiciones  vi- 
gentes sobre  embargos  y  eLoorrectivO',  que  «i  no  en  nuestra  ciencia, 
•en  nuestro  buen  deseo  al.  monos,  beiaos  cneido  conveniente  se  le 
4ebe  poner.     /    '  •:♦... 

El  comercio ,  al  t^datrario  quQjas  trai^ae^ioties:  ^dinaria&  de  los 
hOiObres ,  se  funda  sobre  el  «rédito  y  la  confianza :  quítense  estas 
dos  circunstancias ,  suprímanse  estos  dos  .poderosísimos  agentes,  y 
como  ley  ineludible  y)  como^  necesidad  que  se  ha  de  cumplir ,  se  pa- 
ralizíj,  bmguidece,  se  aboga  y  muere  el  comercio.  Por  regla  gene- 
ral, entre  losique  ao  son.  comerciaotes ,  porih(mra4ez  y  probidad 
que  tea^n,  ni  se  fian  jcantidi^^  áfiwen  no  tenga  un  conocido 
arraigo;. ni: aun  cuando  toJeaga,,  eeie  traipasan. sumas  sin  una  hi^ 
poléba  que  la  gapaalíoe ,  ^á  al  m^aos  m  ^ftm^nto  público  y  solemne 
^eMas  jttstiuinfi.  itoriielioootffwio^  <f  ticf^  ^  que  «^  dedican  é  te 
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profesión  msrcanlñ,  ba^ta  uila  regular  conducta,  basta  haber  com* 
piído  anteriormente  algunos  compromisos ,  y  basta  no  tener  tin  mo^ 
tivo  particular  qne  los  haga  sospechosos,  para  qae  se  les  entreguen 
géneros,  cantidades  y  depósitos,  sin  mas  garatttíaá- Veces  qfte  le 
que  unos  y  otros  se  cargan  y  abonan  en  cuenta  corriente.  Por  un 
simple  abonaré  se  entrega  á  vecSes'una  cantidad  á  un  comerciante, 
que  no  se  entregaría  á  otra  persona  mas  honrada ,  pero  que  no  fuese 
comerciante,  si  no  bajo  una  escritura  pública  con  hipoteca  especial. 
Esto  que  decimos  de  comerciante  á  comerciante ,  és  competente  y  te 
aplicamos  también  á  todos  aquellos  que  teniendo  por  profesión  com- 
prar ó  vender ,  negocian  en  este  concepto  con  los  comerciantes, 
porque  la  doctrina  nuestra  se  refiere  además  á  la  materia  ú  objeto, 
pues  ello  és  lo  qne  dá  el  crédito  y  á  él  queremos  dar  una  pena  ó  una 
garantía  mas  segaras  de  lo  que  se  concede  hoy  por  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento. Si  hemos  visto  que  el  crédito  y  la  confianza  son  las  que 
como  principal  circunstancial  median  en  hts  transacciones -mercanti- 
les ,  como  no  podrán  menos  de  reconocer  los  que  medianamente  estén 
impuestos  en  la  ciencias ,  ó  eü  la  práctica  del  comercio  ¿por  qué, 
cuando  hay  que  reclamar  nú  derecho  por  la  falta  de  cumplimiento 
de  obligaciones  basadas  en  aquellos  elementos,  ha  de  tener  el  actor 
tantas  restricciones,  como  en  los  embargos  preventivos  lo  impone  la 
Ley?  Veamos  lo  que  dispone  esta. 

En  su  art.  364  lo  permite,  si  contra  quien  se  pide  es  estranjero, 
no  naturalizado  en  España,  ó  aunque  lo  esté,  ó  sea  español,  no  ten- 
ga domicilio  fijo,  ó  en  su  defecto  establecimiento  mercantil;  que  haya 
hecho  fuga,  ó  se  adviertan  manejos  de  ocults^ion,  etc.,  etc.  De  modo^ 
que  aun  sin  salir  de  este  precepto,  si  el  tiempo  lo  permitiera,  encon- 
traríamos graves  motivos  de  censura,  por  qne  en  nada  atienda  los 
derechos  del  actor,  y  de  un  modo  hipotético,  vá  estableciendo  hs 
circunstancias  que  deben  concurrir  en  el  deudor,  circunstancias  por 
cierto,  las  mas  de  ellas,  como  la  de  fuga,  manejos  y  otras  que  supo- 
nen dolo  y  fraudes,  exigibles,  no  para  un  embargo  provisional,  sino 
para  constituirlas  en  dehto ,  como  lo  hace  el  Código  penal  y  el  mer- 
cantil en  el  procedimiento  sobre  quiebras.  Pero  según  la  ley  qne 
examinamos,  no  bastan  aun  estas  circunstancias ,  para  decretar  el 
«nbargo,  pues  es  necesario  que  se  pida  con  un  título  ejecutivo.  Tras* 
cribiremos  literalmente  el  art.  366  para  que  se  comprenda  la  verdad 
de  lo  que  vamos  esponieudo,  Dice  asi  «el  acreedor  que  solicüeel  em- 
iNirgo  provisional  y  ha  dé  presentar  con  su  solicitad  tí  tftulo  de  sn 
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crédito  que  traiga  aparejada  ejecacitm  siá  lo  cual  no  se  deferirá  á 
ella«  No  basta  pues  que  aparezca  el  fraude,  el  dolo,  la  fuga  y  el  ma^ 
nqo  y  tpdos  los  requisitos  por  los  que  la  ley  castiga  como  criminal 
al  deudoc,  pues  aun^entonces  por  la  ley  de  comercio,  no  se  puede 
faacer  un  simptcj  embargo  provisional»  por  que  como  acabaibos  de  ver, 
se  necesita  además,  que  el  título  traiga  aparejada  ejecncioii';  principio 
enteramente  opuesto  al  que,  como  hemos  indicado,  siguen  las  mate- 
rias de  comercio.  Una  letra,  un  vale  ó  pagaré  y  una  libranza,  tienen 
fuerza  ejecutiva  después  de  reconocida  la  firma,  pero  el  deudor  se 
oculta,  se  evade,  se  fuga  y  no  se  presenta  á  reconocerle;  hay  mane- 
jos, ocultación  de  géneros,  pide  el  acreedor  el  embargo  y  el  Tribu- 
nal encerrándose  en  la  rigidez  del  art.  366,  dice,  que  no  puede  ac- 
ceder á  él,  por  que  el  pagaré  ó  documento  no  está  reconocido  y  carece 
de. fuerza  ejecutiva,  único  caso  en  que  le  es  permitido  mandario.  Uft 
tratante  toma  géneros  de  un  comerciante,  bajo  su  crédito,  bajo  la 
l>aena  fé  y  no  hay  mas  documentos  que  él  libro  diario  donde  se  suiota 
la  opetadoQ,  ó  una  cuenta  corriente  que  se  le  lleva ;  sabe  el  aeree*- 
dor  después  de  sacado  el  género ,  que  el  deudor  se  encuentra  en  esp- 
iado ruinoso  y  lo  está  malvendiendo;  pide  por  ello  el  embargo  y  el 
Tribunal  lo  niega,  por  que  el  título  en  qué  lo  funda  no  trae  aparejada 
ejecución:  ¿No  es  esto  monstruoso?  Si  como  hemos  repetido  el  co« 
merdo  se  funda  en  el  crédito  y  confianza  mutua,  ¿no  se  pone  á  los 
comerciantes  en  el  caso  de  celebrar  una  escritura  pública  por  cada 
operación  insignificante  que  entre  ellos  medie?  Esto  es  imposible  y 
equívaldria  á  reducir  sino  esterilizar  completamente  este  gran  ele- 
mento de  las  naciones  modernas.  Omitimos  otras  muchas  observacio- 
nes que  nos  está  requiriendo  la  materia  que  nos  ocupa,  y  vamos  á 
neniar  las  bases,  y  solamente  las  bases,  sobre  que  en  nuestro  con- 
cepto, debe. fundarse  el  embargo  provisional. 

Todo  comerciante,  ó  sobre  toda  materia  objeto  de  comercio  que 
se  pida  el  embargo,  debe  otorgarse  sin  examinar  el  documento  en 
que  se  funda,  es  decir,  en  mas  ó  menos  fuerza  ejecutiva  y  aun  acce- 
derse  á  él,  sino  se  presenta  documento  alguno,  con  la  diferencia,  de 
si  el  titulo  es  ejecutivo  no  debe  dar  el  acreedor  garantía  alguna  y  si 
ao  tiene  este  carácter,  ó  no  presenta  documento  de  fianza  de  un  va- 
lor próximamente  igual  á  la  cantidad  embargada.  Hemos  dicho  que 
uólo  dariamos  las  bases,  pues  ios  artículos,  depura  tramitación,  no 
exigen  que  se  llame  la  atención  de  quien  tanto  conoce  su  utilidad  ó 
desventa^  I  debiendo  concluir  este  punto^  aceptando  la  doctrina,  de 
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qoe  para  que  nose  hagan  dUatorios  estosembaigos  provisionales  éebe 
ooDservarse  el  precepto  de  que  si  dentro  de  un  plazo  dado  no  se  en* 
labia  el  juicio  correspondiente  quedará  ioeícaz  la  retención  provisío- 
nal,  siendo  los  danos  y  per juioíos  de  cuenta  de  quien  la  pidió,  asá 
(oomo  fio  debe  tener  lugar  el  embargo,  sí  pog&i  deposita  ó  dá  unn 
fianza  el  dendor. 

18. 

¿Conuendria  edablecer  la  prisión  por  deudas  oomo  apremio  perso- 
natt  ¿En  qué  casos?  ¿Con  qaé  eondieimesl 

fin  la  sección  2.*,  cap.  4.^,  tít.  14,  lib.  S.""  del  Código  penal,  m 
marcan  disposiciones  especiales  para  castigar  el  fraude,  lae^^ay 
otros  engaños;  pero  no  siempre  serán  bastantes  para  contener  el 
éoio,  porque  en  machos  casos  el  que  atura  de  mala  fé,  sabe  eneutirir 
el  hecho  con  todos  los  requisitos  y  apariencias  de  legalidad,  de  msi* 
-ñera  que  parezca  exento  de  culpa,  cuando  en  malidad  no  lo  -está;  y 
<al  perjndieado  entonces,  aun  cuando  pueda  hacer  ver  que  ha  sido 
victima  de  un  engaño,  no  le  queda  otro  reaursoque  unatacoion  ci^ 
ordinaria,  de  la  que  tal  vez  no  le  convenga  hacer  uso  por  losoiuevos 
'ftr(fides  y  amaños  de  que  se  prevalga  el  deudor  ú.obligado.  Para^MNi^ 
tener  estos  abusos,  justo  es  que. al  acreedor  ó  perjudicado  no  se  le 
conceda  tan  solo  el  uso  de  accioa  meramente  civil,  como  en  ei  dia 
se  practica,  si  que  se  le  conceda  también  ua  derecho' mas  ipafe'apoder 
agremiar  al  deudor  ú  obligado  de  un  modo  mas  estrecho  y  que  le 
haga  sentir  su  mal  proceder  ó  falta  de  formalidad  en  k»  contratos 
que  celebró  y  obligaciones  que  contrajo  con  todas  las  apariencias  de 
la  buena  fé,  dándose  con  esto,  al  menos^  una  satisfacción lái  acree- 
dor ya  que  noconsiga  el  pagoique  tan  justamente  reclama.  £1  apre- 
imio  personal  ó  prisión  parece  el  medio  mas  á  propó^o  para  remediar 
un  mal  que  hoy  se  lamenta  con  tanta  frecuencia,  debido  segura- 
mente á  ese :  insaciable  deseo  de  enriqueceiise  pronto  y<á  toda  costa, 
'y  que  obUgaal  hombre,  que  no  sabe  conteaersa  en  sus  moderadas  y 
justos  límites,  á  :que  olvidando :  sagrados  deb^es  en  la  soetedad, 
'imarpe  con  engaño  ó  asluciadoitecbos  ó  .bienes  de  otros,  ó  que  por^ 
«escesos,  imprudencia  ó'desoüidos  en  la  admiinistradonide  io  que  eoa* 
sidera  como  suyo,  canse;  su  >pi^opiairuínayperjudicando'iamibii^^ 
t^e<«rey4'podiadispB{isarl0  suiopnfiaraa*  lU.^ 
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medio  qne  adoptado  en  todos  los  países  con  mas  ó  menos  rigor  y  es- 
tensión  hará  precaver  y  casügar  estos  abasos,  el  que  estaba  consig- 
nado en  naestra  antigoa  legislación,  en  desuso  ahora,  y  el  que  ya  se 
indica  en  el  art.  349  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  mercantil.  Si  su 
conveniencia  ha  estado  y  está  reconocida  para  varios  casos  en  gene- 
ral, es  indudable  el  beneficio  que  resultaría  de  aplicarlo  con  mas 
especialidad  en  los  asuntos  mercantiles,  porque  por  mas  reglas  y 
precauciones  que  se  consignen  en  los  Códigos,  la  confianza  y  la  bue* 
na  fé,  serán  siempre  el  alma  del  comercio,  tanto  que  sin  ellas  hasta 
serian  irrealizables  la  mayor  parte  de  las  transacciones. 

Admitida  la  conveniencia  del  apremio  personal  se  pregunta  tam- 
bién: ¿En  qué  casos?  ¿Con  qué  condiciones?  Si  se  tratara  de  los  negó* 
eios  comunes  en  la  vida  del  hombre,  prudente  parece  que  no  se  apli- 
cara á  todos  los  casos,  sino  que  se  limitara  tan  solo  á  aquellos  ea 
que  hubiese  mediado  dolo,  fraude  ó  cualquiera  otra  clase  de  engaño^ 
ó  cuando  por  las  circuntancias  del  hecho  apareciera  alguna  culpabi» 
hdad  en  el  deudor,  en  la  falta  de  cumplimiento  ó  en  sus  obligaciones^ 
fijándose  reglas  para  ello  del  mejor  modo  que  fuera  posible;  pero 
estamos  tratando  de  deudas  procedentes  de  contratos  y  obligaciones 
mercantiles,  y  estas,  sin  ningún  género  de  duda,  son  de  una  índole 
y  carácter  especial.  Casos  habrá  en  que  un  deudor  común  será  mu- 
cho mas  culpable  que  uno  mercantil,  mas  por  regla  general  existe 
una  diferencia  muy  notable  entre  el  origen  y  circunstancias  de  Jas 
deudas  comunes  y  las  deudas  mercantiles.  Un  padre  de  familia  po- 
drá tomar  una  cantidad  á  préstamo  para  cubrir  atenciones  perento- 
rias de  su  casa,  ofreciendo  su  pago  á  un  plazo  determinado,  para  el 
que  cuenta  con  el  producto  de  su  trabajo  ó  con  otros  recursos  even- 
tuales, y  llegado  este,  serle  imposible  cumplir  lo  que  tal  vez  ofreció 
con  la  mejor  intención  y  buena  fé,  ó  por  haberle  faltado  los  recui- 
sos  que  esperaba,  ó  por  haberle  sobrevenido  nuevas  desgracias.  Un 
labrador  contando  con  las  esperanzas  de  una  próxima  cosecha,  pue- 
de hacer  un  préstamo  igual  para  atender  al  cultivo  y  recolección  de 
frutos;  mas  una  tempestad,  una  sequía,  cualquier  otro  incidente 
inesperado  frustra  completamente  sus  esperanzas,  y  le  deja  impo- 
sibilitado de  cumplir  lo  que  ofreció  con  el  mejor  deseo.  No  parece 
que  en  estos  casos  deba  imponérsele  pena  ninguna,  porque  la  mas 
sana  intención  y  buena  fé  le  acompañaba  en  todos  sus  actos;  y  el 
que  prestó  la  cantidad  pudo  también  saber  la  posición  que  ocupaba 
la  persona  á  quien  fiaba,  y  medios  con  que  contaba  para  su  rein . 
TOMO  xm.  37 


990  McnsTA  n  ugislacíoh. 

tegro.  Un  comeraante,  ó cualqiiiaa otn  persona  qoe  haga naope- 
racíon  mercaotil,  no  se  encaeotra  en  el  inísiuo  caso,  poique  «ate 
00  se  vé  en  la  precisioo  de  haeer  na  préstaao  para  aleader  á  uaa 
necesidad  de  la  vida,  argente  tal  vez,  sino  qae  contrae  Tolontaría- 
mente  una  obligadon  ó  recibe  una  cantidad  para  invertirla  en  es  pe 
culaciones  coa  las  que  espera  enriquecerse,  ó  por  lo  m^ios  se  pro- 
mete una  ganancia  mas  ó  menos  bien  calculada.  Si  al  contraer  la 
obligación  obró  con  dolo  ó  mala  fé,  justo  es  <pe  se  le  castigue  por 
su  mal  proceder.  Sí  obró  en  sus  cálculos  con  sobrada  ligereza,  aven- 
turándose á  empresas  muy  arriesgadas  ó  superiores  á  su  capaddad 
Y  fuerzas,  ó  dejando  de  tomar  todas  cuantas  preeaudones  pudo  te- 
ner á  su  alcance,  justo  es  también  qoe  sufra  alguna  pena  por  la  im- 
prudencia temeraria  con  que  obró;  mas  si  no  se  encuentra  en  nin- 
guno de  estos  dos  casos,  si  por  el  contrario  procedió  en  sus  cálculos 
y  operaciones  con  precaución,  prudencia  y  buena  fé,  y  solo  por  so- 
brevenirle infortunios  ó  accidentes  inesperados  se  vé  en  la  imposi- 
bilidad de  poder  satisfacer  sus  compromisos,  ¿merecerá  también  se 
le  apremie  personalmente  por  su  falta  de  cumplimiento?  Tal  vez 
parezca  exajerada  nuestra  opinión;  pero  atendidas  las  razones  en 
que  nos  fundamos,  nos  decidimos  por  la  afirmativa.  Bien  compren- 
demos la  gran  diferencia  que  hay  entre  un  comerciante  temerario, 
ó  cuando  menos  demasiado  confiado  en  sus  empresas,  qoe  se  ha 
equivocado  en  sos  cálculos,  que  nada  oculta  y  declara  con  franque- 
za lo  que  posee,  y  lo  que  puede  esperar;  y  el  deudor  infiel,  que 
habiendo  tenido  mana  para  ocultar  la  suma  que  ha  recibido,  au- 
menta sus  empeños,  calla  sus  esperanzas,  presenta  sus  registros  al- 
terados, y  multiplica  pérdidas  imaginarias,  precisando  á  sus  acree- 
dores por  medio  de  un  estado  mentiroso  y  fraudulento,  á  sujetarse 
á  la  ley  que  les  impone;  pero  comprendemos  también  que  el  crédito, 
es  la  base  sobre  que  descansa  todo  el  comercio,  que  con  él  se  ali- 
menta, y  de  él  vive,  y  que  sin  él  seria  imposible  que  existiera  y 
prosperara;  y  tal  es  la  importancia  del  crédito,  como  que  el  comer- 
ciante procura  conservarle  aun  con  mas  afán  que  el  capital  pro- 
pio que  maneja,  y  es  tanta  su  trascendencia  que  el  crédito  de 
los  comerciantes  no  queda  circunscrito  á  sus  personas  ó  casas,  sino 
que  afecta  notablemente  á  las  plazas  ó  puntos  donde  se  hallan  esta- 
blecidos; por  manera  que  basta  el  descrédito  de  un  pequeño  núme- 
ro, para  que  afecte  y  se  resienta  el  buen  nombre  que  goce  aquel 
punto  mercantil,  redundando  en  perjuicio  de  todos.  Un  desfalco  en 


UlBia  oa6a4iB^C9j»^4Í0  sejri  siempre  ua  suceso  fiuiesto  y-  vergonzoso^ 
auiuiue  sea  efedo  de.Ia  ii^prudencia.  ó  de  la  desgracia  solameate; 
(peque  el  que  e^poae  al  evento  de  sus  especulaciones  la  fortuna  de^ 
lo^  otros»  hÁ  puesto  en  riesgo  los  biegies  y  el  honor  de  los  mismos:  y. 
oooiO'gas  acreedom  no  estaban  ^ociado3  con  él,  en  sus  beneficios^ 
y  irás  lapérdida  del  capital  les.  espone  también  la  del  crédito,  conve- 
nieate  nos  parece  que  á  él  alcance. también  la  prisión  por  deudas,  si 
Mea  de  un  modo  mucho  mas  suave.  Es  preciso  no  perder  de  vista  la 
potable  diferencia  que  hay  entre  un  deudor  cojuun,  y  un  deudor  co* 
perciante.  £1  prim£;ro,  aun  poseyendo  algunos  bienes,  no  siempre 
encontrai^á  quien  le  preste,  y  para. esto  se  le  exige  por  lo  regular  una 
garantía  bastante,  consignada  ea  un  documento,  cuando  al  comer- 
dattte,  aunque  no  sea  dueño  de  un  palmo  de  tierra,  le  basta  el  cré- 
dito aparente  ó  verdadero  de  la  honrosa  profesión  mercantil,  para, 
encontrar  á  cada  paso  quién  le  tíe  capitales  de  consideración  en  ge- 
aofos  ó  ea  efectivo,  ski  laa?  garantía  que  la  confianza  que  su  crédi- 
to inspira.  Una  persona  cualquiera  jamás  se  atreverá  á  poner  ea 
manos  de  otra  una  gran,  parte  de  su  fortuna,  sin  exigir  á  la  vez  una 
seguridad  igaal  ó  mayor  á  la  importancia  de  aquella;  y  un  comer* 
dáñate  sin  conocer  siquiera  á  un  corresponsal  suyo,  sin  mediar  do- 
cumento alguno,  y  sin  mas  garantía  que  su  crédito,  desde  lejanos 
países,  le  confía  espítales  de  la  mayor  cuantía,  y  descansa  seguro 
ea  la  coafianza  que  su  buen  nombre  merece.  Pues  bien,  ya  que  el 
comerciante  tiene  este  privilegio  y  disfruta  esta  ventaja  sobre  los 
demás,  estése  también  á  sus  consecuencias;  y  cuando  por  dolo,  im« 
pendencia  temeraria,  falta  de  capacidad  ó  cálculo,  ó  quizás  solo  por 
mala  suerte,  esponga  el  capital  y  crédito  de  los  que  en  él  pusieroa 
SU'  coaiáaza>  y  laego  no  pueda  corresponderles,  resígnese  á  ser 
tcatado  con  mas  rigor  que  un  deudor  común.  Sin  que  pueda  en  nin- 
gún caso  estranarse  de  las  medidas  que  contra  él  se  tomen,  porque 
aoies  de  dedicarse  á  tan  honrosa  profesión,  ha  debido  contar  además* 
del  capital  bastante,  con  otras  muchas  circunstancias  de  que  deba- 
estar  adornado  un  verdadero  comerciante,  y  si  se  ha  equivocado  ea 
sus  cálculos  ó  carecía  de  cualidades  á  propósito  para  ocuparse  ea 
«aeraciones  mercantiles,  ya  sabrá  de  antemano  que  á  mas  de  la 
pérdida  del  capital  con  que  contara,  se  esponia  á  sufrir  una  conse- 
cuencia mas  por  la  pérdida  que  causó  á  los  otros. 

Cada  dia  estamos  viendo  personas  que  después  de  haber  tentado, 
üifiractttosamente  vai^ios  medios  para  hacer  fortuna,  ó  por  no  querer 
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sujetarse  al  humflde  estado  de  un  artesano ,  ó  dependi^ile  en  una 
casa  de  comercio,  se  lanzan  con  demasiado  orgollo  y  osadía  á  la 
profesión  mercantil»  sin  poseer  capital  BÍngano  ni  conocimientos  á: 
propósito,  entregándose  sin  cálculo  ni  prudencia  á  los  azares  yca-' 
prichos  de  la  suerte,  cuyo  resultado  por  lo  neniar  no  es  otro  que 
una  próxima  ruina,  pero  que  ha  tardado  lo  bastante  para  que  dejara 
perjudicados  á  cuantas  personas  le  dispensaron  su  confianza.  Es  ver» 
dad  que  no  todos  se  encuentran  en  este  caso  porque  también  habrá 
algunos  que  solo  su  mala  estrella  habrá  sido  la  causa  de  la  pérdida 
de  su  capital  y  crédito;  pero  en  primer  lugar  ¿es  posible  tirar  una  línea 
divisoria  entre  el  que  obra  con  temeridad  y  el  que- marchando  con  pru- 
dencia se  equivocó  en  sus  cálculos,  ó  le  acontecieron  desgracias  inespe- 
radas? Sumamente  difícil  nos  parece  en  la  práctica  la  división  que  la 
ley  pretendiera  hacer  entre  unos  y  otros,  y  casi  puede  asegurarse 
que  nuQca  faltarían  medios  al  que  procedió  con  imprudencia  teme- 
raria para  jtistífícarse  y  hacer  ver  que  solo  la  desgracia  le  faabia  lie- 
vado  á  aquel  estado.  Si,  pues,  tantas  dificultades  se  presentarían 
p  ara  poder  descubrir  la  verdad  en  cada  caso,  para  no  dejar  impune 
el  abuso  del  crédito  mercantil,  cuyas  consecuencias  de  cada  dia  van 
haciéndose  mas  funestas,  creemos  que  en  bien  de  todo  el  comercio 
debería  el  apremio  personal  poder  aplicarse  en  todos  casos  por  las 
deudas  mercantiles,  sin  que  por  esto  creamos  faltar  á  aquel  princi- 
pio del  derecho  romano:  que  vale  mas  dejar  impune  un  detito,  que 
condenar  á  un  inocente:  I."*  porque  aplicando  esta  regla,  las  conse- 
cuencias serian  peores  de  cada  dia;  y  2.°  porque  algún  correctivo 
merece  el  que  ha  espuesto  el  capital  y  crédito  de  otro,  poniéndolo 
al  evento  de  sus  especulaciones. 

Legalmente  hablando,  el  apremio  personal  no  debe  considerarse^ 
como  una  pena,  por  mas  que  así  lo  entienda  la  persona  que  lo  sufra^ 
porque  su  objeto  no  es  otro  que  obligar  al  que  se  dedique  á  la  pro- 
fesión mercantil,  á  que  sea  mas  prudente  y  cauto  en  sus  empresa» 
y  especulaciones,  y  que  haga  todos  los  esfuerzos  imaginables  para 
satisfacer  sus  compromisos;  pues  si  obró  con  dolo  y  mala  fé  aparen* 
tando  bienes,  crédito,  comisión,  empresa  ó  valiéndose  de  cualquier 
otro  engaño,  ó  bien  se  apropió  ó  distrajo  dinero  ó  efectos  que  reci- 
bió en  depósito,  comisión,  administración,  ó  por  otro  título  que  pro- 
duzca obligación  de  entregarlo  ó  devolverlo,  entonces  no  será  ya  un 
simple  deudor  mercantil,  sino  que  bien  merecerá  la  calificación  de 
estafador,  que  deberá  ser  perseguido  criminalmente.  El  apremio 
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personal,  poes,  no  pareoe  deba  considerarse  sino  como  un  recurso- 
estraño  concedido  sJ  acreedor  para  obligar  y  estrechar  mas  al  4eu-! 
dor  á  fin  de  ver  si  en  último  resultado  puede  conseguir  el. cobro  de 
^  crédito;^  y  partiendo  de  este  supuesto,  creemos  que  no  debe  coa* 
cederse  este  medio  sino  después  de  b^ha  excusión  de  bienes  del 
(|eudor,  porque  sí  por  los  medios  ordinarios  puede  conseguirse  el 
pago  de  la  deuda,  no  hay  necesidad  de  apelar  á  recursos  estremxs 
cuidosos  y  vejatorios. 

,  En  cuanto  á  los  fiadores  mercantile3 ,  como  quiera  que  por  su 
garantía  han  contribuido  á  aumentar  el  crédito  á  fayor  del  deudor,  c 
inclinado  seguramente  el  ánimo  del  acreedor  á  que,  deponiendo  toda 
dada  ó  sospecha,  no  tuviera  incotvfniente  en  fiarse  de  la  persona 
garantida,  si  faltan  igualmente  á  su  promesa,  justo  parece  que  les 
alcance  también  el  apremio  personal ,  si  bien  se  aplicará  con  condi- 
ciones mas  favorables. 

La  prisión  convencional  no  es  prudente  se  permita,  porque  si 
bien  deben,  por  lo  general,  respetarse  las  convQuciones  privadas,  la 
ley  con  su  previsión  debe  evitar  que  se  abuse  de  las  pasiones,  de- 
bilidad ó  critica  situación  de  los  contrayentes ,  para  que  no  se  li- 
guen con  pactos  que  les  son  notoriamente  perjudiciales.  Esta  condi- 
ción puesta  en  los  contratos,  deberia  quedar  como  nula. 

Por  una  pequeña  suma  no  es  justo,  ó  al  menos  prudente ,  privar 
de  la  libertad  á  un  hombre  y  causarle  tal  vez  un  perjuicio  irrepara- 
ble ó  mucho  mayor  que  el  que  él  pudiera  haber  causado  á  su  acree- 
dor. El  tipo  de  dos.mil  reales  vellón  como  mínimun  parece  ya  bas- 
tante. 

El  término  ó  duración  de  la  prisión  ni  debe  ser  tan  corto  que 
pueda  hasta  entrar  en  el  cálculo  de  im  deudor  de  mala  fé,  ni  tampo- 
co demasiado  largo  que  llegue  á  convertirse  en  una  verdadera  pena. 

Dos  anos ,  como  máximun,  i)arece  suficiente;  pero  reduciéndose 
d  término  y  estableciendo  una  escala  gradual ,  según  las  cantidades 
y  circunstancias  de  cada  caso,  quedando  al  arbitrio  del  acreedor  so- 
licitar la  libertad  del  deudor ,  si  de  alguna  manera  solventase  ó  ga- 
rantizase el  crédito ;  pero  sin  poder  luego  pedir  su  continuación ,  á 
no  mediar  otros  nuevos  motivos  en  que  procediere  acordarse  de 
nuevo. 

Los  alimentos  del  deudor ,  cuando  este  no  cuente  con  recursos 
ningunos  para  mantenerse ,  no  parece  debiera  satisfacerlos  el  acree- 
dor ;  pues  á  mas  que  ha^a  pwtiera  carecer  de  medios  para  ello ,  y 
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Ter§e  por  lo  tanto  en  la  imposibilidad  de  valerse  de  un  derecho  que 
la  ley  le  concedía ,  era  siempre  obligarle  á  hacer  nuevos  sacrificios 
aomentando  el  daño  que  hubiere  recibido.  Mas  justo  era  qué  estos 
alimentos  ó  gastos  se  suplieran  de  los  fondos  comunes  d  públicos,  ya 
porque  la  ley  debe  velar  y  proteger  los  intereses  comerciales,  como 
uno  de  los  ramos  mas  importantes  de  la  prosperidad  de  nn  país ,  ya 

j  también  porque  este  procedimiento  por  parte  del  Estado  puede  con- 

siderarse como  una  medida  saludable  para  contener  la  desmoraliza- 

¡  cion,  y  que  no  se  abuse  del  crédito  mercantil,  que  tanto  interesa 

i  conservar  por  el  bien  general. 


i 


¿El  recurso  de  casación  deberá  sujetarse  en  un  todo  á  las  pres- 
cripciones de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civifí 

Reconocida  la  conveniencia  de  que  la  ley  de  Enjuiciamiento  mer- 
cantil se  acomode  lo  mas  que  sea  posible  á  las  prescripciones*  de  la 
civil,  parece  debe  contestarse  afirmativamente  la  pregunta.  Una  de 
las  necesidades  mas  apremiantes  de  la  administración  de  justicia  es 
la  de  fijar  y  uniformar  la  jurisprudencia,  complemento  esencial  de 
toda  legislación  bien  ordenada;  y  de  ningún  modo  mejor  podría  con- 
seguirse en  el  ramo  mercantil,  que  acudiendo  en  los  recursos  de  ca- 
sación al  tribunal  mas  respetable  de  la  nación,  centro  de  la  adminis- 
tración de  justicia  en  el  fuero  ordinario  y  cuyos  faHos  son  considera- 
dos, en  los  casos  dudosos,  como  otras  tantas  aclaraciones  de  la  ley 
qne  dan  la  regla  á  los  Tribunales  y  Juzgados  para  que  haya  unifor- 
midad en  la  manera  de  entenderla  y  aplicarla.  La  circunstancia  de 
que  el  Tribunal  inferior  y  el  de  alzada  sean  especiales ,  no  impide 
que  se  acuda  al  Supremo  de  Justicia  para  los  recursos  de  casación, 
ya  por  componerse  de  personas  altamente  ilustradas,  en  todos  los 
ramos  de  administración  de  justicia,  ya  también  por  que  después  del 
resultado  que  ofrezca  la  discusión  en  autos  del  punto  cuestionable, 
están  además  los  fallos  de  los  Tribunales  especiales  de  comercio; 
por  manera  que  al  resolver  el  Supremo  puede  formar  un  juicio  bas-^ 
tante  exacto  del  punto  que  se  reclama  para  decidir  con  acierto ,  y 
hasta  con  arreglo  á  las  costumbres  y  usos  mercantiles  ea  los  casos 
en  que  la  ley  misma  se  refiera  á  ellos. 

En  cuanto  á^  los  requisitos  y  tramlackm  de  este  recurso»  parocé 
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incaestíonable,  que  admitida  la  coaveniencía  de  acudir  al  Tribunal 
Supremo,  se  admitan  también  las  prescripciones  de  la  ley  cítíI  co5 
objeto  de  facilitar  la  uniformidad  que  se  desea»  cuyo  pensamiento  se 
halla  así  consignado  en«l  art.  4.^  del  proyecto  de  organización  de 
los  Tribunales  de  Comercio. 

Por  copiap 

Los  Directores  de  la  Revista. 


DE  LA  EXACCIÓN  DE  MULTAS  EN  METÁLICO 


¿Con  arreglo  á  nuestro  derecho  constituido ,  merece  la  califica- 
ción de  delito,  y  pmde  perseguirse  judicialmente  como  taU  el  hecho 
de  exigirse  en  metálico  las  midtas  que  las  autoridades  gubernativas 
impoíigan  en  el  ejercicio  legitimo  de  sus  funcionesí 

Muévenos  á  decir  cuatro  palabras  sobre  esta  cuestión  la  circuns- 
tancia de  haber  sido  resuelta  en  la  página  244  del  tomo  XII  de  la 
Revista  en  sentido  enteramente  contrario  al  que  vamos  á  sostener, 
fundándonos  para  ello  en  la  legislación  vigente  y  en  la  jurispruden- 
cia misma  del  Consejo  Real.  « 

El  Sr.  Ceballos ,  autor  de  la  consulta  inserta  en  la  página  re- 
ferida, á  pesar  de  las  pruebas  de  erudición  legislativa  que  nos  dá 
en  ella,  ^oio  avanza,  en  sus  citas  de  las  disposiciones  referentes  á 
la  materia  de  exacción  de  multas  en  el  papel  de  su  clase ,  y  no  en 
metálico,  hasta  la  Real  orden  de  23  de  noviembre  de  1850.  Conve- 
nimos desde  luego  en  que  si  no  hubiera  mas  disposiciones  que  las 
publicadas  hasta  esa  fecha,  podria  cuestionarse  sobre  la  clase  de 
responsabilidad  en  que  incurrían  los  funcionarios  del  orden  adminis- 
trativo, por  exigir  en  metálico,  y  no  en  papel,  como  disponia  el  Real 
decreto  de  14  de  abril  de  1848,  las  multas  que  impusieren  en  el  uso 
legal  de  sus  facultades  coercitivas.  Pero  hay  ciertamente  disposi- 
ciones posteriores  que  resuelven  el  punto  cuestionado  de  un  modo 
esplicito  y  terminante. 


Beconodendo  sn  duda  lo  fundado  de  esas  dudas,  d  Guiikiao 
de  S.  M.,  en  el  ano  de  i85i ,  decía  en  la  eq^icíon  ó  preáoibido 
qae  precede  al  Real  decreto  de  8  de  agosto  del  mismo  ano,  relatÍTo 
á  la  reforma  de  la  legblacion  entonces  vigente  sobre  el  oso  del  pa- 
pel sellado,  que  «el  Real  decreto  de  14  de  abril  de  i848,  por  el 
que  se  creó  el  papel  de  multas,  necesitaba  alguna  aclaración  para 
m  debido  cumplimiento,  y  para  evitar  los  abusos  que  se  habían  in- 
troducido en  la  imposición  de  penas.»  Consiguiente  á  ese  convenci- 
miento, el  legislador  destinó  todo  el  capítulo  6.^  del  precitado  Real 
decreto  á  tratar  del  papel  sellado  de  muUas  y  dduso  que  debia  ha- 
cerse de  él,  consignándose  en  el  art.  53  el  precepto  del  tenor  si- 
guiente: 

«Art.  53.  Todas  las  multas  que  se  impongan  judicial  ó  guber- 
nativamente por  delitos ,  faltas  ó  contravención  á  las  leyes ,  regla- 
mentos ,  bandos  ú  órdenes  de  las  autoridades,  serán  exigidas  preci- 
samente en  el  espresado  papel,  y  de  ninguna  manera  en  metálico. 

>E1  que  las  exigiere  en  dinero  ,  se  considerará  comprendido  res- 
pectivamente en  los  arts.  317  y  318  del  Código  penal.» 

Para  evitar  dudas  y  dar  toda  la  publicidad  posible  á  la  clase  de 
responsabilidad  en  que  habia  de  incurrirse,  se  copiaron  por  nota  en 
la  misma  Gaceta  oficial  del  10  de  agosto  de  1851 ,  donde  se  publicó 
el  precitado  Real  decreto,  los  artículos  citados  del  Código  penal  que 
la  determinaban,  siendo  su  tenor  literal  el  que  sigue: 

«Art.  317.  El  empleado  público  que  sin  la  autorización  compe- 
tente impusiere  una  contribución  ó  arbitrio,  ó  hiciere  cualquiera  otra 
exacción  con  destino  al  servicio  público,  será  castigado  con  las  pe- 
nas de  suspensión  y  multa  del  5  al  25  por  100  de  la  cantidad  exi- 
gida. 

'Cuando  la  exacción  hubiere  sido  resistida  por  el  contribuyente 
como  ilegal,  y  se  hiciere  efectiva  empleando  la  fuerza  pública,  las 
penas  serán  inhabilitación  temporal  especial  y  multa  del  10  al  50 
por  100. 

))Art.  318.  Si  el  empleado  cometiere  en  provecho  propiolas 
exacciones  espresadas  en  el  articulo  anterior,  será  castigado  con  ar- 
reglo á  lo  dispuesto  en  el  art.  309.» 

El  309  dice  así: 
«Art.  309.    El  empleado  público  que  teniendo  á  su  cargo  cauda- 
les ó  efectos  públicos,  sustrajere  ó  consintiere  que  otro  los  sustraiga» 
será  castigado: 
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i.^    Con  la  pena  de  arresto  mayor,  si  la  sustracción  no  escediere 

de  10  duros. 

2.*^    Con  la  de  prisión  menor,  si  escediere  de  iO  y  no  pasara 
de  500. 
3.*^    Con  la  de  prisión  mayor  ^  si  escediere  de  500  y  no  pasare 

de  10,000. 
4.^    Con  la  de  cadena  temporal,  si  escediere  de  10,000. 

»£n  todos  los  casos  con  la  inhabilitación  perpetua  absoluta.» 

Como  se  vé  por  el  tenor  literal  de  los  artículos  citados,  la  refer 
rencia  se  hizo  con  arreglo  á  los  números  que  estos  tienen  en  el  có- 
digo primitivo ,  en  vez  de  hacerla  bajo  los  números  326 ,  327  y  o2& 
que  les  correspondieran  á  aquellos  por  la  reforma  de  dicho  códiga 
en  7  de  junio  de  1850. 

Acaso  debió  citarse,  en  vez  del  326,  el  320,  según  el  cual  el 
empleado  público  que  dkre  á  los  caudales  ó  efectos  que  administre, 
una  aplicación  pública  diferente  de  aquella  á  que  estuvieren  desti^ 
nados,  incurre  en  las  penas  de  inhabilitación  temporal  y  multa  del 
5  al  25  por  100  de  la  cantidad  distraída ,  si  de  ello  resultare  daño  6 
entorpecimiento  del  servicio  á  que  estuvieren  consignados ;  y  en  la 
de  suspensk>n,  si  no  resultare  daño  ó  entorpecimiento.  Porque  choca 
en  efecto  que  se  equipare  la  exacción  de  multas  en  metálico  con  el 
cobro  de  contribución  ó  arbitrio  sin  autorización  competente,  cuando 
el  funcionario  administrativo,  al  imponer  las  multas,  hace  uso  legí« 
timo  ó  legal  de  sus  facultades  coercitivas.  Pero  sin  duda  el  legisla-» 
dor  consideró  que  el  art.  326  del  Código  penal  vigente  era  el  que 
guardaba  mas  analogía  con  la  infracción  del  53  del  Real  decreto 
de  8  de  agosto  de  1851.- 

Sobre  la  materia  de  multas  pueden  ocurrir  los  casos  siguientes: 
1.^,  que  el  funcionario  administrativo  no  tenga  facultades  para  im« 
poner  multas  de  ninguna  clase  ó  cuantía;  2."",  que  aun  cuando  tonga 
esas  facultades,  las  imponga  en  cuantía  superior  ó  inferior  á  aquella 
para  que  está  autorizado  por  ley,  ordenanza  ó  reglamento;  3.^,  que 
la  imponga  arbitrariamente ,  ó  sin  haberse  cometido  por  el  multado 
contravención  ó  falta  alguna;  4.^,  que  en  cualquiera  de  los  tres  casos 
dichos,  ó  en  el  de  imponerse  por  quien  corresponda,  en  cuantía  le- 
gal y  pur  infracción  probada,  $e  exijan  además  en  metálico ,  y  se 
empleen  por  el  funcionario  en  usos  propios  ó  privados ;  5.**,  que  se 
apliquen  las  cobradas  en  metálico  á  un  servicio  público  diferente 

del  presumido  por  la  ley ;  6,^ » que  aun  cuando  cobradas  en  metáli^ 
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CA,  Bo  se  hajra  bedi»  apüeack»  djgwtt  de  dhs  ai  en  «sos  propíos 
ni  en  ks  péblieos ;  7/,  que  multado  haya  resistido  ó  no  h  fina  ite- 
gol  de  b.  emeoion,  y  en^leádoee  ó  no  en  sa  wtnd  h  faena  pnbliea 
para  haoerh  efectivaL 

Todos  los  hedios  referidos  envnehen  i  no  éoAfflo  ntiisos  de 
f nociones,  grares  nnos,  y  merecedores  por  consiguiente  de  la  calí* 
ficacion  como  delitos  y  dd  procedinMeDlo  crimmal  ante  la  justieia 
ordinaria,  ora  previa  la  antorizaciott  gubernativa  prevenida  en  el 
Real  decreto  de  27  de  marzo  de  48S0  y  demás  disposidones  aclara* 
torias  ó  complementarias,  ora  después  de  resudta  alguna  cu^tion 
previa  de  parte  de  la  administración;  y  leves  otros,  y  por  lo  tanto 
sometidos  solo  á  la  corrección  «fisdplinaría  de  los  superiores  ea  gror 
do  en  la  escala  gerárqoica  respectiva. 

Lo  que  debe  en  nuestro  concepto  reservarse  áh  jarisdioeion dis* 
ciplinaria  del  superior  gerárqoico,  y  no  dar  lugar  á  un  procedí* 
miento  criminal,  es  el  caso  de  cobrarse  en  metálico  la  midta  impues- 
ta por  funcionario  legalmente  facultado  para  ello,  en  la  cuantía  de- 
bida, por  falta  ó  contravención  suficientemente  probada,  y  coa  la 
particularidad  además  de  que  no  baya  hecho  resísteDcia  el  nroltado 
por  la  fwma  ilegal  de  la  exacción,  ni  empleádose  la  fuerza  por  el 
funcionario,  así  como  tampoco  que  este  no  haya  destinado  su  im- 
porte á  uso  alguno  privado  ó  público,  sino  que  por  el  contrario  lo 
haya  empleado  después  en  el  papel  correspondiente,  ó  bien  qne  en- 
tregase íntegro  el  metálico  en  la  depositaría  pública.  Un  caso  seme* 
jante  no  puede  revelar  mas  que  ignorancia  ó  ligereza  por  parte  del 
funcionario,  y  nunca  malicia;  y  faltando  esta,  claro  es  que  no  puede 
existir  verdadero  delito,  ni  debe  tener  cabida  el  procedimiento  cri- 
minal, mas  temible  casi  siempre  para  los  alcaldes  bajo  el  panto  de 
vista  de  la  pena  accesoria  del  pago  de  costas  y  gastos  del  juicio,  qae 
por  lo  respectivo  á  las  penas  principales  de  inhabilitación,  suspen- 
sión ó  multa. 

Para  los  que  defiendan  como  nosotros  el  principio  de  la  unidad 
de  fuero  en  lo  civil  y  criminal,  solo  la  levedad  del  hecho  en  sí  mis- 
mo considerado,  es  lo  que  puede  sustraer  lo  de  la  competencia  ju- 
dicial, y  reservarlo  á  la  jurisdicción  disciplinaria  de  las  autoridades 
gubernativas  superiores  en  gradeen  la  escala  gerárquica.  Pero 
cuando  el  hecho  merezca  por  su  gravedad  la  calificación  de  delito, 
por  mas  que  él  diga  relación  y  envuelva  un  abuso  en  el  ejercicio  de 
funciones  administrativas,  el  conocimiento  correi^nde  de  pleno  de- 
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reciio  á  la  jttstim  orünariá,  4&ica  que  tiene  yerdMfera  juríediocioa 
^riminat  ísi  'bien  en  unos  casos  deberá;  preceder  antoriaBacion  gu-^ 
bernativa,  y  en  otros  habrá  que  esperar  para  seguir  el  proeedimienn 
lo,  á  que  se  resuelva  por  la  administraron  activa  ó  ja  ooBtencioso^ 
administrativa  alguna  cuestión  previa. 

Aparte  de  estas  consideraciones,  la  verdad  práotica  es  que  la 
tegislacion  vigente  antes  citada,  eleva  á  la  categoría  de  delito» 
con  mafi  ó  menos  equidad  y  fundamento,  el  hecho  de  exigirse  en 
metálico  la  multas  gubernativamente  impuestas.  T  es  escusado  decir 
que  siendo  tal  la  prescripción  de  la  ley  i^igente,  solo  nos  queda  ^ 
todos  el  deber  de  acatarla  y  obedecerla,  ya  se  hallen  colocados  en  la 
esfera  ofidal,  ya  en  la  meramente  privada. 

Elevado  el  hecho  á  la  categoría  de  delito,  claro  es  qne  puede 
perseguirse  de  oficio,  por  acción  popiflar  ó  á  instancia  del  multado 
ó  de  los  representantes  de  la  Hacienda  púMica,  como  sucede  con 
todos  los  demás  que  se  perpetran,  á  escepcion  de  aqueles  que  por 
ley  espresa  y  terminante  solo  es  Ifcito  perseguirlos  á  los  meros 
agraviados.  El  multado  no  puede  decirse  que  no  sea  interesado» 
sobre  todo  en  el  caso  de  haberse  empleado  contra  él  la  fuerza  pú-^ 
blicá,  mediante  á  resistir  la  forma  ilegal  de  la  exacción  en  metálico. 

Las  decisiones  del  Consejo  Real  que  se  citan  p(N*  el  señor  de  Ce-^ 
ballos,  en  nada  obstan  á  la  doctrina  sentada  por  nosotros.  Si  es  cier- 
to que  el  Consejo  denegó  la  autorización  para  procesar  á  los  alcaldes 
respectivos  de  Villaescusa  de  Palositos  y  Tajuecos,  á  pessur  de  cons- 
tar que  estos  exigieran,  ó  mejor  dicho,  cobrasen  en  metálico  las  mul- 
tas impuestas;  no  lo  es  menos  tampoco  que  en  el  primer  caso  se 
fundó  la  negativa,  en  que  el  alcaide  habia  invertido  inmediatamente 
su  importe  en  el  papel  correspondiente  que  unió  á  las  diligencias  de 
su  razón,  lo  que  en  realidad  mas  bien  argüía  ignorancia  ó  ligereza 
que  malicia,  quedando  en  su  virtud  desvanecido  el  Eootivo  del  pro-t 
cesamiento,  y  cíwnprobada  la  inexistencia  del  perjuicio  á  los  intere- 
ses del  Estado  ó  Hacienda  pública,  ó  entorpeciflúento  del  servicio 
rentístico-administrativo,  por  no  haberse  distraído  los  fondos  referi- 
dos del  destino  que  debía  dárseles  con  arreglo  á  la  ley  general  de 
presupuestos  y  demás  de  la  materia;  y  no  lo  es  menos  tampoco  que 
en  el  segundo  caso  se  tuvo  en  cuenia  para  denegar  la  autorización 
pedida  y  no  sujetar  el  hecho  á  la  inílexibilidad  de  un  proceso  crimi^ 
nal,  no  solo  la  posibilidc^d  de  corregir  la  falta  bastante  y  convenietir^ 
tcmente  por  medios  gubematítm,  sino  también,  y  mas  principaK 


mente,  ó  en  priner  téramo,  ¡o  exiguo  de  la  eantidaá  ejogé^y  qoe 
«ra  Ja  d^  «eú  enartos.  T  la  pnidba  de  esto  áltimo  nos  h  ofrece  otra 
decisión  del  mismo  Consejo  Red,  poblicada  en  la  Gaeeia  del  31  de 
jolío  de  1853,  segnnla  cnal  el  becho.de  hk  eiaocion  de  maltas  en  me- 
tálico lo  consideró  comprendido  en  el  art  326  del  Código  pend. 

En  realidad  de  verdad,  de  las  decisiones  sobre  la  materia  qne 
nos  ocnpa,  no  pnede  sacarse  otn  indnoeion,  sino  la  de  qne  el  Con-, 
sejo  Real,  al  confirmar  ó  no  las  denegadones  de  autorización  de  los 
gobernadores  de  provincia,  para  procesar  á  los  alcaldes  ó  tenientes 
de  Alcalde  por  cobro  en  metálico  de  las  multas  impuestas,  procura 
fundarse,  bien  en  que  no  esté,  probada  la  exacción  en  metálico,  bien 
en  h  falta  de  malicia  del  funcionario,  ora  en  que  se  subsanó  al  mo- 
mento el  error  padecido,  sin  llegarse  á  emplear  los  fondos  en  usos 
propios  ó  en  otro  del  servicio  público,  distinto  del  salado  por  la 
ley  general  de  presupuestos,  qra  en  fin,  en  que  llegaran  á  originar- 
se perjuicios  á  la  Hacienda,  ó  entorpeeknientos  del  servicio  público. 
Así  lo  comprueban,  á  mas  de  las  decisiones  precitadas,  las  que  re- 
cayeron en  espediente  de  autorización  para  procesar  á  otros  alcal- 
des, y  se  hallan  insertas  en  las  Gacetas  oficiales  de  98  de  marzo 
y  16  de  julio  de  18S4,  y  en  las  de  3,  7  y  24  de  abril,  y  11  de  oc- 
tubre de  1887.  El  Consejo,  pues,  sigue  en  esta  materia  la  misma 
linea  de  conducta  que  cuando  se  reclama  la  autorización  por  hechos 
inductivos  de  otros  delitos,  siempre  que  medie  malicia  ó  aparezcan 
suficientemente  probados. 

Después  de  esto,  damos  por  terminado  nuestro  trabajo ,  pues 
nunca  fué  nuestro  ánimo  remontarnos  hoy  á  la  esfera  del  derecho 
constituyente,  ni  seguir  al  Sr.  de  Ceballos  en  la  apreciación  de  to- 
dos ios  razonamientos  filosófico-prácticos  que  enuncia  en  su  consul- 
ta. Lo  que  sí  diremos,  siquiera  sea  de  paso,  es  que  es  urgente  la 
necesidad  de  encerrar  en  un  solo  Código  todos  los  actos  que  se  con* 
sideren  como  constitutivos  de  delitos  ó  faltas.  Ese  es  el  único  modo 
de  que  no  se  anulen  de  hecho  los  beneficios  conseguidos  con  la  publi- 
cación del  Código  penal  vigente,  y  que  no  volvamos  á  caer,  á  fuer- 
Ka  de  aumentar  el  número  de  leyes  penales  especiales,  en  el  caos 
de  nuestra  antigua  legislación.  Con  disposiciones  dispersas  ó  extra- 
vagantes,  nadie  puede  estar  seguro  de  lo  que  rige,  ni  saber  por  con- 
siguiente la  responsabilidad  en  que  se  incurre  con  la  ejecución  de 
ciertos  actos.  ^  «.    . 

Carl«$  MMtero  Hidalgo. 


DEL  RECURSO  DE  CASACIÓN. 
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¿Se  dá  el  recurso  de  casatíon  contra  ios  sentencias  de  los  Tribu^ 
nales  si^riorés  del  Reino  sobre  cuestiones  de  competendaí 

Eq  nuestro  humilde  cone^>lo,  esta  cuestión  debe  resolverse  afír^ 
mativamente,  pero  habiendo  quienes  opinen  por  la  resolución  nega-^ 
tiva,  pasamos  á  hacernos  cargo  de  los  fundamentos  en  que  se  apo- 
yan uno  y  otro  parecer,  para  deducir  en  vista  de  ellos  cual  de  es-> 
tos  tenga  un  apoyo  mas  fundado  en  la  ley  y  en  la  conveniencia* 
Nosotros  creemos  que  el  art.  111  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  es 
tan  claro  y  terminante  que  no  admite  duda  ni  interpretación,  y  que 
según  su  letra,  kt  cuestión  debe  resolverse  como  dejamos  indicado. 
Estas  son  sus  palabras:,  c  Contra  las  (decisiones)  de  las  Audiencias 
(en  las  cuestiones  de  competencia)  no  se  dá  otro  (recurso)  que  el  de 
casación  en  su  caso  y  lugar.»  Sin  embargo,  otros  opinan  que  este 
recurso  es  el  de  que  hace  mención  la  causa  7.^  del  art.  1,013  de 
dicha  ley,  añadiendo  que  á  ella  se  refieren  las  palabras  en  su  casa 
y  lugar.  Dicho  artículo  en  el  párrafo  S°  dice  así:  c  Puede  fundarse 
el  recurso  de  casación  en  incompetencia  de  jurisdicción  en  los  casos 
enqtíéno  haya  sido  el  Tribunal  Supremo  quien  hubiere  resuelta 
este  punto.  >  Examinemos  anfbas  disposiciones,  y  anticipándonos  á 
confesar  que  entre  una  y  otra  existe  cuando  menos  notable  dife-^ 
rencia,  veamos  si  podemos  conciliar  lo  que  en  las  mismas  se  dispo<^ 
ne,  y  dado  caso  que  esto  no  sea  posible,  cuál  de  dichos  dos  artícu» 
los  ofrece  menos  inconvenientes  en  su  aplicación. 

El  111  viene  á  decir,  según  natiwalmente  se  desprende  de 
sus  palabras,  que  fallada  por  un  Tribunal  Superior  una  cuestión  de 
competenaia,  determinando  el  juez  que  haya  de  conocer  del  pleito 
que  hubiere  dado  lugar  á  dicha  cuestión,  la  parte  que  considere 
injusta  dicha  providencia,  puede  entablar  contra  ella  el  recurso  de 
casación,  único  que  el  mismo  artículo  admite  contra  semejantes  re-* 
soluciones.  Cierto  es  que  en  él  se  añade  que  el  referido  recurso  se 
dá  en  su  caso  y  lugar,  cuyas  palabras  juzgan  los  contrarios  que  ha- 
cen referencia  al  art.  1,013,  causa  7.*;  pero  nosotros  creemos  que  no 
solo  se  refieren  al  art.  1,012,  puesto  que  el  fallo  de  la  Audiencia 
puede  ser  contra  ley  ó  contra  doctrina  admitida  por  la  jurispruden^ 
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€ia  de  los  Tribaiudes,  como  en  él  mismo  se  espresa,  sino  también 
«I  i  ,013  en  los  ditersos  casos  (pie  oomprende,  poás  entre  otros  pae< 
de  darse  el  de  haber  concarrído  á  dictar  la  sentencia  algan  juez  cu- 
ya recusación  intentada  en  tiempo  y  forma  se  hubiere  derogado, 
siendo  procedente,  ó  haberse  dictado  por  menor  núaiero  de  jueces 
del  señalado  por  la  ley.  Véase  como  esa»  palabras,  aon  teniendo  la 
referencia  que  dicen  los  que  opinan  contra  nosotros,  pueden  tener 
también  la  que  hemos  indicado:  por  cons^uiente  ai  apoyan  ni  con- 
tradicen ninguno  de  los  dos  encontrados  pareceres. 

Veamos  ahora  cuál  es  el  espíritu  del  articulo  1,013  y  cuando  po- 
drá t^er  lugar  lo  que  en  su  causa  7/  se  espresa.  Consiguiente  lo 
que  en  esta  se  determina,  cuando  se  haya  resuelto  uaacuesticA  de 
competencia  por  un  Tribunal  Superior,  designando  el  juez  que  haya 
de  conocer  dd  negocio,  este  podré  snstanciarlo  y  fallarlo  en  prime^ 
ra  instancia  y  recaida  sentencia  en  la  segunda,  poiká  entablarse  el 
recurso  de  casación  contraía  misma  por  incompetencia  de  jurisdicción 
del  juez  que  fué  declarado  competente  por  la  Audiencia.  Los  casos 
á  que  se  refieren  los  dos  artículos,  sen  tan  diferentes  que  en  vano 
trabajaríamos  por  conciliarios,  y  lo  que  es  mas,  no  pueden  ejecutar- 
se ambos,  porque  6  el  uno  escluye  sdotro,  ó  no  habria  cuestión  como 
la  hay.  En  este  colecto  no  queda  otro  medio  sino  el  observar  aquel» 
cuya  aplicación  ofrezca  fldenos  inconvenientes  y  menores  danos  y 
perjuicios  las  partes,  cuyos  males  se  deben  siempre  evitar;  en  este 
caso  la  elección  no  es  dudosa:  la  aplicación  del  artículo  111  ooncilia 
todos  esos  intereses  y  se  funda  además  en  el  principio  equitativo  y 
prudente  de  que  meUus  est  ab  inüio  intadajura  servare ,  quam  vu- 
luerata  causa  remedium  quoerere. 

En  efecto,  la  observancia  de  dicho  artículo  permitiría  que  fallado' 
el  recurso  de  competencia  por  un  Tribunal  Superior,  la  parte  que 
creyera  que  este  fallo  habia  sido  dado  contra  ley  espresa  y  termi- 
nante, contra  doctrina  de  ¿los  Tribunales,  por  menor  número  de 
jueces  que  el  legal,  ó  por  algún  juez  recusado  en  tiempo  y  forma 
y  cuya  recusación  siendo  procedente,  no  hubiese  sido  admitida,  esa' 
parte,  repetímos,  pudiese  instruir  el  recurso  de  casación,  y  el  Tri- 
bunal Supremo,  en  su  caso,  podría  resolver  no  haber  lugar  á  dicho> 
recurso,  ó  revocar  el  fallo  de  la  Audiencia  declarando  competente 
al  juez  que  esto  declaró  competente.  Devueltos  los  autos,  terminaría 
la  cuestión  de  competencia  por  no  poder  volver  á  tratarse  de  eUa» 
puesto  que  el  Tribunal  Supremo  hsübria  resuelto  este  punto,  coum 
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dice  el  art.  iOlS  y  el  pleito  seguiría  sa  curso  coit-arreglo  á  las  leyes, 
pttdieado  sin  embargo  entablarse  el  recurso  de  casación  contra  1^ 
sentencia  definitiva  dictada  en  segunda  instancia  por  cualquiera 
de  las  causas  en  que  tiene  lugar  aquel,  menos  por  incompetencia 
de  jurisdicción.  Esta  tramitación  no  ofrece  inconveniente  de  ningún 
género:  antes  por  el  contrario  presenta  la  ventaja  de  poner  término 
á  una  cuestión  prejudicial,  que  debe  resolverse  previamente  para  que 
no  pueda  tratarse  de  ella  con  el  grave  riesgo  de  que  sea  nulo  cuanto 
se  actúe,  si  pudiera  dejarse  su  resolución  para  mas  adelante.  Esto  es 
lo  que  sucedería  si  se  observase,  como  algunos  pretenden  la  regla  7.' 
del  art.  I,0i3,  y  hé  aquí  por  lo  que  á  todas  luces  es  preferible  la  ob- 
servancia del  art.  111.  Examinemos  el  caso  á  que  darian  lugar  el 
cumplimiento  del  1,013,  y  permitiéndonos  en  obsequio  de  la  clarí-- 
dad  repetir  algo  de  lo  que  dejamos  dicho,  veremos  clara  y  distinta- 
mente los  inconvenientes,  daños  y  perjuicios  á  que  daria  lugar  su 
aplicación. 

Decidida  por  un  Tribunal  Superior  una  cuestión  de  competencia 
entre  dos  jueces,  sujetos  al  mismo,  y  no  pudiendo  entablarse  el  recur- 
so de  casación  contra  su  fallo,  según  opinan  algunos,  se  remitirían  los 
autos  al  Juez  declarado  competente,  el  cual  los  sustanciaríay  fallaría 
en  primera  instancia  así  como  la  Audiencia  en  segunda.  En  este 
caso,  la  parte  que  perdió  el  recurso  de  competencia  puede  según  la 
regla  7.*  del  art.  1013  instruir  el  recurso  de  casación,  y  si  dicho  tri- 
bunal dictó  su  fallo  equivocadamente,  el  Tribunal  Supremo  podrá 
declarar  haber  lugar  al  recurso,  y  mandar  devolver  los  autos  previ- 
niendo se  repongan  al  estado  que  tenian  antes  de  entablarse  la  com« 
potencia,  según  loque  se  previene  enel  art.  1861.  Es  decir  que  el  plei- 
to seguido  por  todos  sus  trámites  en  primera  y  segunda  instancia  con 
grandes  dilaciones  y  tal  vez  con  crecidísimos  ga&tos  quedaría  sin 
efecto  ni  valor  ninguno,  y  tendría  que  volver  á  empezarse  de  nue^ 
vo,  no  sin  riesgo  de  que  pudiera  suceder  otra  vez  lo  naismo,  si  en  la 
segunda  sustanciacion  se  incurriese  en  alguna  de  las  otras  faltas  que 
numera  el  art.  1013.  Esa  nulidad  de  actuaciones,  esos  costos  que 
en  ocasiones  dadas  pueden  ser  de  grandísima  importancia,   esos 
danos  y  perjuicios  que  también  pueden  ser  alguna  vez  inmensos, 
todo  puede  evitarse  observándose  lo  que  prescribe  el  art.  111. 
Prescindimos  de  otros  inconvenientes  que  pudiéramos  enumerar 
pues  con  los  que  quedan  referidos  basta  para  que  procuremos  en- 
contrar el  medio  de  evitarlos,  el  cual  no  es  otro,  que  la  observancia 


de  la  disposidoQ  l^gal  tantas  yeoes  citada.  En  resúmea:  ó  sp  observa 
tí  art.  111  ó  el  iOlS.  Elijan  losqne  piensan  de  diverso  modo  que 
nosotros,  cnál  de  ellos  deberá  ejecutarse ,  poes  no  podemos  siq>oner 
opten  por  aquel  cuya  observancia  presenta  tantos  y  tan  considera- 
bles inconvenientes,  y  abandonen  el  qne  no  ofrece  ninguno. 

Pero  añaden  aquellos  que  pueden  hacernos  cuantas  concesiones 
pretendamos  y  que  ni  aun  así  podría  triunfar  nuestra  opinión,  por- 
que contra  ella  pugna  abiertamente  lo  dispuesto  en  los  arts.  1010  y 
1011,  que  determinan  que  el  recurso  de  casación  solo  se  dé  contra 
las  sentencias  definitivas,  y  esplican  lo  que  debe  entenderse  por  es* 
tas.  Convenimos  en  que  el  primero  de  dichos  artículos  fija  una  re* 
gla  general,  cuya  inteligencia  no  ponemos  en  duda,  y  prescindiendo 
de  cual  haya  sido  el  pensamiento  de  los  autores  de  la  ley»  y  de  que 
quizás  quideran  que  se  observasen  los  art.  111  y  1015,  cada  uno  en 
su  caso,  con  lo  cual  no  habría  cuestión,  diremos,  sin  embargo,  que 
la  existencia  délos  arts.  1010  y  1011  es  para  nosotros  la  prueba 
mas  clara  y  terminante  de  que  el  111  debe  esplicarse  tal  como 
hemos  espuesto,  porque  lo  que  contiene  es  una  escepcion  á  la  regla 
general  establecida  en  aquellos.  O  el  art.  111  no  espresa  nada,  lo 
cual  no  puede  suponerse,  <^  dice  algo  y  entonces  hay  que  darle  la 
inteligencia  que  le  hemos  dado  y  considerar  su  determinación,  como 
acabamos  de  decir,  esto  es,  como  una  escepcion  á  la  referida  regla. 

En  nuestro  humilde  concepto,  como  dígimos  al  principio,  el 
único  medio  de  salir  de  la  dificultad  á  que  dan  lugar  los  artículos 
tantas  veces  citados,  no  es  otro  que  el  que  dejamos  espuesto.  Sin 
embargo,  sabedores  de  que  el  Tribunal  Supremo  tendrá  que  emitir 
sú  ilustrado  parecer  al  poner  término  con  su  respetable  fallo  á  esta 
cuestión,  deseamos  y  esperamos  con  ansia  saber  la  regla  de  con- 
ducta á  que  deberán  atenerse  las  Audiencias,  cuando  pueda  enta- 
blarse el  recurso  de  casación  contra  su  fallo  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  el  art.  111  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  vigente. 

Por  copia, 

Los  Directores  de  la  Revista. 


DERECHO  CIVIL 


r 

Cuando  un  testador  nombra  comisarm  testamentari4)8 ,  confír 
riéndoles  la  autorización  necesaria  para  que  hagan  por  él  su  testa- 
mento ^  pero  con  arreglo  á  varias  notas  que  dice  haber  dejado  escri- 
tas ,  ¿será  valido  el  testamento  hecho  por  los  comisarios  con  referen- 
cia á  dichas  notas,  sin  haberlas  protocalimdo? 

El  hecho  que  ha  dado  ocasión  á  esta  consulta  es  el  siguiente: 

D.  N. ,  militar  retirado,  hizo  su  testamento,  escrito  de  su  mano, 
el  cual  contiene  una  cláusula  que  dice  así : 

c  Nombro  por  mis  albaceas  testamentarios  á  D.  F.  y  D.  Z. ,  á 
quienes  autorizo  para  que  hagan  mi  testamento  con  arreglo  á  varias 
notas  que  he  dejado  escritas,  y  por  heredera  universal  á  mí  alma, 
creyendo  y  confesando  como  creo  y  confieso  en  el  misterio  de  la 
Santísima  Trinidad,  Padre,  Hijo  y  Espíritu  Santo,  y  en  todo  cuanto 
cree  y  confiesa  nuestra  Santa  Madre  Iglesia  Católica ,  Apostólica 
Romana,  en  cuya  fé  quiero  vivir  y  morir. — Quiero  que  se  paguen 
todas  las  mandas  forzosas. — Escrito  de  mi  propio  puno ,  etc.  > 

Al  fallecimiento  de  este  militar ,  solo  existia  un  albacea  de  los 
nombrados ,  el  cual ,  en  virtud  de  la  anterior  autorización ,  otorgó 
el  testamento ,  con  sujeción ,  según  él  dice ,  á  las  notas  que  en  ella 
se  refieren,  pero  sin  haberlas  protocolizado.  ¿Será,  pues,  nulo  este 
testamento  hecho  por  el  albacea  comisario ,  no  habiendo  protocoli- 
-zado  las  notas  para  confirmar  por  ellas  la  verdadera  voluntad  del 
•testador? 

Es  de  advertir ,  que  todos  los  bienes  del  finado  están  legados  en 
él  testamento  otorgado  por  el  albacea  en  virtud  del  poder  inserto, 
y  el  mismo  albacea  es  otro  de  los  legatarios.  Se  nombra  á  sí  mismo 
administrador  de  todos  los  bienes  muebles  é  inmuebles,  sin  que 
autoridad  ni  persona  alguna  tenga  intervención  en  ello,  bajo  nin- 
gún pretesto :  se  releva  también  de  la  obligación  de  rendir  cuentas» 
f  va  consignando  á  su  favor  todo  cuanto  ha  creído  convenirle  ,  siti 
inas  justificación  que  al  principio  de  cada  cláusula  decir :  «Quiso 
conferir,  y  confirió;»  «Quiso  legar,  y  legó.» 

TOMÓ  Xffl.  39 
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Contestación. 


Para  resolver  la  anterior  consulta  es  necesario  tener  presente  lo 
que  ordenan  las  leyes  31  y  39  de  Toro.  Según  aquella,  el  comisa- 
rio para  testar  solo  puede  hacer  cdo  que  especialmente  el  que  le  dio 
el  poder  señaló  y  mandó ,  y  no  mas.»  Y  previene  la  2.%  que  en  el 
poder  para  testar,  que  se  diere  al  comisario,  deben  intervenir  las 
mismas  solemnidades  que  las  leyes  requieren  para  tos  testamentos, 
y  que  de  otra  manera  no  valgan  ni  hagan  fé  los  tales  poderes.  Estas 
leyes  obligan  también  á  los  militares,  en  razón  á  que  para  ellos  n« 
hay  disposición  alguna  especial  sobre  esta  materia. 

Mora  bien :  coa  arreglo  á  la  primera  de  las  dos  leyes  citadas, 
el  albacea^cofflisarioy  en  el  caso  de  que  tratamos,  no  pudo  separar- 
se de  ordenar  el  testamento  con  estricta  sujeción  á  lo  dispuesto  por 
el  testador  en  las  varias  notas  que  dice  dejaba  escritas  (de  su  puno 
ó  firmadas  por  él,  debe  entenderse,  pues  de  otro  modo  no  valdrían)^ 
y  de  nombrar  por  heredera  al  alma  del  mismo  testador,  invirtiendo 
los  bienes  en  sufragio  de  la  misma  con  arreglo  á  las  leyes  vigeates. 
Cualquiera  cosa  que  ordenara  separándose  de  esta  institución  y  dé 
lo  dispuesto  por  el  testador  en  las  notas  escritas  de  su  puno,  seria 
nulo  como  hecho  sin  poder. 

Poto  ¿bastará  que  el  comisario  para  testar  diga  que  ordenaba  y 
hacia  el  testamento  con  sujeción  á  dichas  notas,  para  que  éste  sea 
válido?  De  ningún  modo;  y  este  es  el  punto  de  la  dificultad.  Tales 
notas  no  pueden  menos  de  considerarse ,  ó  como  memorias  testa* 
mentarias ,  ó  como  parte  integrante  del  poder ;  y  tanto  bajo  el  uao 
como  bajo  el  otro  concepto ,  para  que  tuvieran  fuerza  y  valor  legal» 
era  indispensable  que  se  hubieran  presentado  á  la  autoridad  ¡adir 
cial  competente  para  que,  comprobada  su  autenticidad  por  los  me^- 
dios  que  la  práctica  y  las  leyes  tienen  establecidos,  mandase  que  se 
tuvieran  como  parte  de  la  última  voluntad  del  testador,  y  que  se 
protocolizaran  á  los  efectos  consiguientes.  De  otro  modo,  ¿cómo 
podría  justificarse  que  el  comisario  no  se  habia  escedido  de  sus  fa- 
cnltades?  ¿Cómo  comprobar  que  habia  otoñado  el  testamento  coa 
sujeción  á  las  notas  que^  el  testador  habia  dejado  escritas,  de  cuyo 
requisito  depende  la  calidez  de  aquel ,  según  la  ley  31  de<  Toro? 
Sería  tanto  como  dejar  la  ordenación  del  testamento  al  arbitrio  dd 
comisario ,  contra  la  letra  y  e^&ritai  de  di;ha  ley ,  que  ha  querido 
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prohibirlo  para  evitar  los  muchos  fraudes  y  engaños  que  los  tales  co* 
fhisarios  fáóen  con  los  tales  poderes, 

Y  no  se  diga  que  siendo  militar  el  testador  pudo  ordenar  su  úl- 
Urna  voluntad  sin  solemnidad  alguna,  y  de  consiguiente  que  tieneu 
fuerza  y  valor  legal  las  notas  que  dejó  escritas  sin  necesidad  de 
protocolizarlas.  En  primer  lugar,  la  misma  ordenanza  que  concede 
&  los  militares  el  privilegio  de  testar  por  escrito  sin  testigos,  dice 
que  será  válida  esta  declaración  de  su  voluntad,  como  conste  ser 
mya  la  íaíra  (art.  2.°,  tít.  H,  trat.  9.°  de  las  Ordenanzas  del  Ejérc). 
De;  aquí  la  jurisprudencia  establecida  de  presentar  tales  disposición 
nes  al  Juez  militar  correspondiente,  para  que,  comprobada  la  letra 
por  información  de  testigos  ó  cotejo  de  peritos,  los  declare  tales  tes  ^ 
¿amentos,  y  de  otro  modo  no  tienen  valor  alguno.  Pues  esto  misma 
«debió  hacerse  con  las  notas  que  dice  el  testador  dejaba  escritas,  en 
razón  á  que  forman  parte  del  poder  para  testar,  como  que  en  ellaa 
deben  aparecer  las  facultades  que  el  testador  daba  á  sus  albaceas  6 
comisarios;  y  ya  hemos  visto  que,  según  la  ley  39  de  Toro,  el  poder 
para  testar  ha  de  otorgarse  con  las  mismas  solemnidades  que  los  tes- 
lamentos.  Y  en  segundo  lugar,  no  apareciendo  esas  notas  de  ua 
modo  fehaciente,  es  como  si  no  existieran,  y  lo  que  no  existe  no  tiene 
fuerza  ni  valor  alguno:  por  lo  tanto,  no  pueden  ser  válidos  los  lega^ 
dos  y  demás  declaraciones,  fuera  de  la  institución  de  heredero ,  que 
contenga  el  testamento,  como  hecho  sin  poder  especial  bastante,  por 
mas  que  el  comisario  diga  que  lo  ha  ordenado  con  sujeción  á  las  no- 
tas escritas  por  el  testador,  pues  no  tiene  el  privilegio  de  que  se  le 
crea  sobre  su  palabra. 

Concluiremos  con  una  observación,  cuya  fuerza  moral  no  puede 
desconocerse.  El  albacea-comisario  de  que  tratamos  se  ha  constituí- 
do  en  legatario,  y  se  ha  nombrado  á  si  mismo  administrador  de  todo 
•el  caudal,  prohibiendo  la  intervención  de  toda  autoridad  y  persona, 
y'  relevándose  de  dar  cuentas ;  y  todo  sin  mas  justificación  que  su 
ptapio  dicho.  Esto  solo  bastaría  para  que  se  declarase  qulo  el  tal  tes- 
tamento, como  contrario  á  los  principios  de  la  moralidad  y  la  razón. 
Cuando  nuestras  leyes  consideran  como  delito  el  que  los  testamenta- 
rios se  interesen  directa  ni  indirectamente  en  cualquiera  clase  de 
contrato  ú  operación  en  que  deba  intervenir  por  razón  de  su  cargo; 
cuando  prohiben  que  puedan  ser  testigos  del  testamento  los  parlen-, 
tes  dentro  del  4.''  grado  del  instituido  heredero ;  cuando  no  per- 
fllitea  hacer  mandas  á  los  confesores  de  la  última  enfermedad^ 
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SUS  deudos,  iglesias  y  religiones,  y  todo  por  razones  de  alta  moraUr 
dad;  ¿habían  de  permitir  el  hecho  de  que  tratamos ,  mas  inmora' 
si  cabe,  y  mas  espuesto  á  fraudes  que  los  antedichos?  La  razón  y  el 
espíritu  de  la  ley  31  de  Toro  entran  de  lleno  en  el  presente  caso^i 
comprendido  en  su  prohibición. 

Por  todas  estas  razones  somos  de  parecer,  que  el  testamento  he- 
cho por  el  comisario,  á  que  se  refiere  la  consulta,  es  nulo  en  toda 
lo  que  no  sea  relativo  á  llevar  á  efecto  la  institución  de  heredero  en 
favor  del  alma  del  testador,  y  á  pagar  sus  deudas  y  mandas  forzo- 
sas. Esto  bajo  el  supuesto  de  que  el  poder  ó  autorización,  que  se  in- 
serta en  le  consulta ,  se  haya  protocolizado  con  aprobación  del  Juez, 
competente,  (lo  que  no  se  espresa,  aunque  parece  darse  por  supues-. 
I0),  pues  si  así  no  fuese,  entonces  sería  nulo  todo  el  testamento ,  y, 
^  consideraría  al  interesado  como  muerto  ab-intestato. 

J*  M.  Manresa  y  NaTarro. 


•m»  ^ 


DEL  EMPLAZAMIENTO  EiN  ASUNTOS  MERCANTILES. 


¿La  cedida  de  emplazamiento  para  contestar  una  demanda  en. 
asuntos  mercantiles  deberá  entregarse  al  demandado  donde  quiera 
que  resida,  ó  bastará,  estando  ausente,  que  se  entregue  en  su  domU 
cilio  á  su  mujer,  parientes ,  criados  ó  vecinos.? 

La  citación  para  comparecer  en  juicio  es  una  de  las  actuaciones 
mas  importantes ,  como  que  sin  ella  seria  nulo  todo  cuanto  se  hicie- 
ra, por  que  no  seria  justo  condenar  á  una  persona  sin  antes  oiría,  6 
darle  medios  de  presentar  sus  escepciones  6  defensas;  de  aquí  la  ne- 
cesidad de  llamarle  á  juicio  emplazándole  para  que  comparezca  & 
contestar  la  reclamación  que  se  le  hace;  y  por  la  misma  razón  toma 
la  ley  todas  las  precauciones  posibles  y  convenientes  para  que  el . 
llamamiento  del  Tribunal  llegue  á  noticia  del  demandado,  y  si  cum-  . 
píidas  estas  no  comparece,  ya  puede  seguirse  el  juicio  en  su  ausenciai^  x 
porque  culpa  suya  ha  sido  el  no  haberse  presentado.  . 
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la  ley  civil  en  su  acto  228  dispone,  que  la  cédula  de  emplaza- 
miento se  entregue  al  demando,  si  fuere  habido;  y  si  no  se  le  en- 
contrase, á  su  mujer,  hijos,  parientes  que  vivan  en  su  compañía, 
criados  ó  vecinos ;  pero  si  la  persona  á  quien  se  ha  de  emplazar  no 
residiere  en  el  pueblo  en  que  se  le  demanda,  dice  el  art.  229,  que 
se  le  haga  el  emplazamiento  por  medio  de  despacho  ó  exhorto,  según 
los  casos,  ó  bien  por  edictos  cuando  se  ignore  su  paradero.  Todas 
^stas  precauciones  son  muy  justas  y  muy  necesarias,  porque  un  par- 
ticular puede  ausentarse  cuando  quiera  de  su  domicilio  sin  venir  obli- 
^do  á  dejar  en  él  una  persona  encargada  de  representarle  en  todos 
«casos  y  revestirla  con  poder  bastante. 

La  ley  mercantil  no  ha  considerado  al  comerciante  en  igualdad 
de  circunstancias ,  sino  que  le  ha  creido  colocado  en  una  situación 
particular,  y  por  lo  mismo  separándose,  como  en  muchos  casos,  de 
la  ley  común  ha  limitado  las  precauciones  que  esta  toma.  No  está 
sin  embargo  la  ley  mercantil  tan  clara  y  terminante  como  fuera  de 
desear  para  evitar  toda  clase  de  dudas,  pero  si  con  detenimiento  se 
estudian  los  artículos  que  á  la  citación  se  refieren  y  se  examinan  las 
Causas  ó  fundamentos  en  que  se  apoyan ,  se  comprenderá  que  ausen- 
tándose un  comeróiaute  de  su  domicilio  es  legal  la  citación  que  se 
haga  entregando  la  cédula  á  su  mujer,  parientes ,  criados  ó  vecinos, 
sin  necesidad  de  buscarle  en  el  punto  de  su  residencia,  aun  cuando 
sea  conocido. 

El  art.  112  dispone,  que  la  cédula  de  citación  sea  entregada  por 
el  alguacil  del  juzgado  á  la  persona  á  quien  vaya  dirigida ,  y  en  de- 
fecto de  hallarla  la  dejará  en  su  domicilio  á  su  mujer,  etc.  Compara- 
da esta  disposición  con  la  del  art.  228  de  la  ley  civil ,  parece  á  pri- 
mera vista  que  ambas  espresen  una  misma  cosa ,  sin  embargo  hay 
una  circunstancia  en  la  mercantil  en  que  conviene  fijarse  mucho 
para  la  mas  clara  inteligeacia  del  pensamiento  de  la  ley,  mejor  es- 
pilcado  en  otros  artículos.  El  112  de  la  mercantil  dice,  que  en  de- 
fecto de  hallarse  la  persona  á  quien  vá  dirigida  la  cédula,  se  deje 
esta  en  su  domicilio  á  su  mujer,  etc.  cuya  palabra  no  se  cacuentra 
en  la  civil,  y  es  por  que  la  mercantil  busca  siempre  y  le  basta  el  do- 
domicilio,  aun  cuando  el  demandado  no  se  encuentre  en  él.  En  los 
"siguientes  artículos  de  uno  y  otro  Código  está  mejor  esplicado  el  pen- 
samiento que  domina  en  cada  uno,  sirviendo  como  de  complemento 
á  la  idea  ya  indicada. 

En  el  art.  229  de  la  ley  civil  se  demanda,  que  cuando  la  persona 
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fjfie.  se  ha  de  emplazar  no  resida  en  el  pueblo  ea  que  se  la,  demande» 
se  hará  el  empiazamieato  por  medio  de  órdea  ó  exhorto.  Como  se  vt^» 
la  ley  comua  quiere  que  se  busque  al  demandado  doade  quiera  qm 
se  halle,  y  por  lo  mismo  averigua  su  resideucia ;  y  solo  cuando  re^u» 
díendo  en  un  punto  no  se  le  encontrase  se  podrá  dejar  la  cédula  á 
su  mujer,  etc.;  mas  á  la  mercantil  le  basta  saber  el  domicilio  de  la 
persona á quien  vá  á  citar,  sea  cualquiera  su  residencia,  así  que  ttk 
el  art.  115  ordena,  que  cuando  la  demanda  se  dirija  contra  persona 
que  siendo  de  ajeno  domicilio  no  resida  de  presente  en  el  lugar  de! 
juicio,  se  pase  el  correspondiente  exhorto  para  que  se  haga  el  empla- 
zamiento del  modo  prescripto  en  el  art.  112;  por  manera  que  si  la 
persona  á  quien  ha  de  emplazarse  tiene  su  domicilio  en  el  pueblo  en 
que  se  le  demanda,  la  cédula  será  entregada  á  él  mismo,  y  en  de^ 
fecto  de  hallarla  se  entregará  á  las  personas  designadas  en  el  artícu* 
lo  112;  y  si  fuere  de  ajbno  domicilio,  allí  deberá  acudirse  para  hacer- 
se el  emplazamiento  como  queda  dicho;  mas  si  residiese  en  el  punto 
donde  se  le  demanda,  allí  también  podrá  ser  emplazado,  con  tal  que 
se  le  encuentre,  porque  en  su  defecto  creemos  que  debe  buscársele 
en  su  pueblo,  puesto  que  el  art.  112  manda,  quee/i  defecto  de  ha^ 
liarla  se  deje  en  su  domicilio;  y  tanto  le  basta  á  la  ley  mercantil  sa* 
ber  el  domicilio  del  demandado,|que  si  no  fuere  conocido  ni  tampoco 
su  residencia  será  válido  el  emplazamiento  en  el  último  pueblo  en 
que  hubiese  estado  avecindado,  entregándosela  cédula  al  alcalde 
conforme  al  art.  114. 

La  razón  que  el  legislador  haya  tenido  para  una  difj^rencia  tan 
notable  entre  ambos  Códigos  creemos  no  sea  otra  que  la  que  hemos 
apuntado  al  principio.  Un  particular  puede  ausentarse  de  su  donü* 
cilio  cuando  le  plazca,  sin  necesidad  de  dejar  apoderado  y  sin  que 
esta  ausencia  pueda  pararle  perjuicio  alguno,  bastándole  dejar  un 
encargado  que  dé  cumplimiento  á  las  órdenes  de  la  autoridad  como 
vecino  ó  contribuyente;  mas  un  comerciante  siempre  tiene  compro» 
misos  y  obligaciones  pendientes  con  otras  personas,  con  quienes  dd 
continuo  está  ligado,  y  mientras  ejerza  la  profesión  mercantil  tiene 
precisión  de  estar  al  frente, de  su  establecimiento  ó  en  su  domicilio 
para  responder  al  momento  á  cualquiera  obligación  que  se  le  reclame; 
y  si  quiere  ausentarse  deberá  dejar  en  su  lugar  una  persona  con  po« 
der  bastante  que  le  represente  en  todos  los  negocios  de  su  casa  6 
comercio,  y  cuyo  poder  se  anote  en  el  registro  público  conforme  al 
art.  174  del  Códjgo;  ,y  si  así  no  lo  hiciere  tendrá  que  sufrir  las  con- 
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secoeiicías  de  su  descuido  ó  falta  de  previsión,  siendo  «toa  de  ellas  que 
sea  válido  el  emplazamiento  faedio  en  su  domicilio  estando  ausente 
y  sin  que  llegue  tal  vez  á  su  noticia;  y  si  esta  actuación  no  fuese  vá- 
lida resttltaria,  que  cuando  tanta  exactitud  se  requiere  en  el  cum- 
plimiento de  las  obligaciones  mercantiles,  sin  mas  que  ausentarse, 
tenía  un  comerciante  de  mala  fé  un  medio  muy  sencülo  para  retar- 
dar ó  eludir  por  de  pronto  sus  compromisos;  siendo  además  muy 
anómalo  que  mientras  un  comerciante  por  medio  de  la  ausencia  bur- 
laba el  derecho  ád  sus  acreedores,  tuviese  un  establecimiento  abier^ 
to  al  público  manejado  por  su  esposa,  parientes  ó  encargados,  quie* 
nes  al  paso  que  realizaban  las  existencias  no  venian  obligados  á  dar 
satisfacción  á  las  reclamaciones  que  se  hicieran  contra  el  mismo  es- 
tablecimiento ó  á  su  dueiio.  Tan  contraria  seria  esta  conducta  al 
buen  proceder  mercantil  y  de  tal  manera  ha  querido  la  ley  sujetat 
al  comerciante  á  que  esté  pronto  para  responder  á  cualquier  recla- 
mación que  se  le  haga  procedente  de  operaciones  de  su  profesión, 
que  si  se  ausentare  cerrando  sus  escritorios  ó  almacenes  sin  dejar 
persona  que  en  «u  r^>resentacion  dirija  sus  dependencias  y  dé  eva- 
sión á  sus  obligaciones,  podría  ser  declarada  en  quiebra,  conforme 
al  art.  1026,  y  sufrir  las  graves  consecuencias  de  este  procedi- 
miento. 

Franeiseo  Vana. 
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¿fla  bigar  al  recurso  de  casación,  ó  por  mejor  decir,  infringe  la 
ley  la  sentencia  que  declara  no  justificado  un  hecho  lógico  y  razo- 
nable que  han  afirmado  cinco  testigos  contestes  y  conformes  é  inta- 
chables ,  contra  el  cual  no  se  ha  presentado  la  niem)r  duda  ni  hecho 
prueba  alguna? 

La  jurísprupencia  fijada  por  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia  es 
o«iitraria  á  la  pregunta.  Se  ha  establecido  el  principio  de  que  en 
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materias  de  hecho  no  cabe  infracdon  de  ley,  y  que  á  los  tribunales 
superiores  toca  esclusivamente  apreciar  la  fuerza  probatoria  de  las 
declaraciones  de  los  testigos. 

El  art.  317  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  autoriza  á  los  jueces  y 
tribunales  para  apreciar  según  las  reglas  de  la  sana  crítica  la  fuerza 
l^robatoria  de  las  (aclaraciones  de  los  testigos.  ¿Pero  no  infringen  la 
ley  los  jueces  y  tribunales  que  contra  las  reglas  de  la  sana  crítica 
declaran  no  justificado  un  hecho  que  lo  es?  Y  en  el  caso  afirmativo, 
¿no  correspondiera  que  el  Tribunal  Supremo  diese  lugar  á  los  recur- 
sos que  se  entablaran  contra  estas  sentencias?  Verificado  lo  contra- 
rio seria  fijar  la  jurisprudencia  de  que  los  jueces  y  tribunales  puedan 
apreciar  á  su  albedrio  y  á  su  Ubre  antojo  la  fuerza  probatoria  de  las 
declaraciones  dadas  en  juicio ,  jurisprudencia  absurda  y  contraria  á 
la  ley  y  á  los  buenos  principios  de  legislación.-- Un  scsgritor. 

DICTAMEN. 

En  los  Motivos  de  las  variaciones  principdes  que  ha  introducido 
en  los  procedimientos  la  Ijcy  de  Enjuiciamiento  dvü,  tengo  escrito  á 
propósito  de  la  cuestión  que  dá  la  consulta.  «No  pueden  ser  ob- 
«jeto  del  recurso  de  casación  cuestiones  de  hecho,  de  justicia,  ó  de 
»injusticia,  de  mejor  ó  peor  apreciación  de  las  probanzas:  mas  alto 
»es  el  fin  del  recurso,  mas  graves  las  atribuciones  del  Tribunal  Su- 
»premo.  No  es  una  tercera  instancia  en  la  que  se  vá  á  entender:  vá 
»á  decidir  una  cuestión  de  derecho,  vá  á  juzgar  si  se  ha  quebranta- 
»do  ó  no  la  ley  por  un  tribunal  superior,  vá  á  cortar  en  su  raíz  las 
imalas  interpretaciones  de  ley,  que  por  ignorancia ,  por  error  ó  por 
«malicia  se  dan  en  un  pleito,  y  que  á  quedar  sin  correctivo,  podrían 
«citarse  después  como  precedentes  autorizados,  generadores  de  ju- 
»rísprudencia:  vá  á  vigilar  por  último  por  la  genuina,  por  la  recta 
'  »apl¡cacion  de  la  ley  escrita.  > 

La  Junta  de  gobierno,  los  ex-decanos  y  la  comisión  especial  del 
Colegio  de  abogados  de  Madrid  que  escribieron  las  Observaciones 
sobre  la  Instruyen  de  procedimiento  civil,  pubUcada  siendo  Minis- 
tro de  Gracia  y  Justicia  el  Sr.  marqués  de  Gerona,  decian  á  este  mis- 
mo propósito :  «  Consecuencia  forzosa  del  espíritu  y  tendencia  de  este 
«recurso  es  el  haber  escluido  de  la  competencia  del  Tribunal  Supre- 
»mo  el  examen  de  los  hechos  que  arroja  la  causa ;  porque ,  distintos 
»y  variables  estos,  la  declaración  de  un  error  cometido  al  apreciar- 
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>Ios  en  un  caso  dado,  no  puede  servir  de  ejemplar  ni  aplicarse  en; 
•otro.» 

Y  que  estos  son  los  principios  adoptados  por  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  está  fuera  de  duda  á  mi  modo  de  entender.  Yeámoslo. 
Dejando  aparte  el  recurso  de  casación  que  se  concede  por  falta  de 
alguna  de  las  formas  esenciales  del  juicio  que  pueden  dar  lugar  á 
taD  estraordinario  remedio,  dos  son  únicamente  las  causas  que  pue- 
den franquear  á  los  litigantes  las  puertas  del  Tribunal  Supremo  de 
Justicia.  Estas  causas  son  el  ser  la  sentencia  ó  contra  ley  ó  contra 
doctrina  admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  tribunales.  Donde 
no  puede  alegarse  una  de  estas  causas ,  donde  no  se  alega ,  no  pro- 
cede el  recurso. 

Esto  bastaría  para  decidir  el  punto  que  está  en  discusión.  En  la 
apreciación  de  la  prueba  ó  se  ha  quebrantado  la  ley  ó  la  doctrina 
legal,  ó  no  se  ha  quebrantado.  Si  se  ha  quebrantado  hay  lugar  al 
recurso,  pero  esto  no  es  por  efecto  de  mala  apreciación  de  los  hechos, 
sino  porque  la  sentencia  lleva  en  sí  el  vicio  radical  de  nulidad  por- 
que no  se  conforma  con  lo  establecido  por  el  derecho  escrito,  ó  por 
el  consuetudinario.  No  puede  entonces  el  que  se  reputa  agraviado 
pedir  que  se  case  la  sentencia  por  ser  injusta,  sino  porque  es  nula 
como  es  nulo  todo  lo  que  se  hace  en  contradicción  abierta  con  el  de- 
recho. Pero  cuando  sucede  lo  que  se  dice  en  el  caso  propuesto,  cuan- 
do no  se  trata  de  la  aplicación  de  una  ley  ó  de  una  doctrina,  sino  de 
la  apreciación  de  pruebas  que  con  sobrada  previsión  y  justicia  ha 
querido  la  ley  que  quede  á  la  prudencia  de  los  juzgadores,  no  hay 
en  la  letra  ,  no  hay  en  el  espíritu  de  la  disposición  legislativa,  me- 
dio alguno  para  llevar  en  casación  el  pleito  al  Tribunal  Supremo  de 
Justicia.  La  sentencia  pronunciada  podrá  ser,  si  se  quiere,  injusta, 
pero  no  será  nula,  y  la  nulidad  solamente  y  no  la  injusticia  es  la  que 
dá  lugar  el  recurso.  De  otro  modo  tendríamos  que  el  recurso  de  ca- 
sación perdería  su  verdadero  carácter,  por  tomar  el  de  una  tercera 
instancia  con  todas  sus  consecuencias. 

Si  prescindiendo  de  las  consideraciones  generales  que  acabo  dt 
indicar  queremos  fijarnos  en  la  prueba  testifical  que  es  la  de  que  se 
trata  en  el  presente  caso,  veremos  mas  palpablemente  la  imposibi- 
lidad que  tendría  el  Tribunal  Supremo  de  entender  en  la  nulidad.  La 
ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  su  artículo  517,  dice  que  los  jueces  y 
tribunales  aprecien  según  las  reglas  de  la  sana  crítica  la  fuerza 

probatoria  de  las  declaraciones  de  los  testaos.  Sé  las  diferentes  in- 
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terpretadones  que  se  han  dado  á  este  af  tíeolo:  no  pretendo  ahora 
ni  corroborarlas  ni  impugnarlas.  Pero  no  puedo  desentenderme  del 
modo  que  he  tenido  de  esplicar  su  espÉrítii  en  ios  Motivas  de  las  va- 
riaciones prinrípales  que  ha  introducido  en  los  procedimientos  la 
Ley  de  Enjuidamietúo  dril,  de  que  queda  antes  hecha  mención.  Hé 
aquí  lo  que  á  este  propósito  dije: 

cEI  número  de  testigos  es  la  única  circunstancia  que  nuestras le- 

»yes  anteriores  á  la  del  Enjuiciamiento  civ4,  quisieron  que  sirviera 

»de  norte  para  el  fallo  del  juzgador:  dos  testigos  contestes,  se  decia, 

»hacen  plena  prueba,  el  juez  debe  someter  á  semejante  testimonio 

»su  conciencia:  en  nada  se  apreciaban  las  circunstancias  especiales 

»de  los  testigos,  mientras  no  eran  motivo  de  tacha  legal:  el  número, 

>no  la  calidad,  debia  considerarse;  en  una  palabra  los  testimonios  no 

>se  pesaban,  sino  que  se  contaban.  Esto  pareció  á  la  Comisión  absur- 

»do,  insostenible:  el  Derecho  rmnano  lo  rechazó:  quiso,  y  con  razón 

idejar  en  este  punto  ala  ciencia  y  conciencia  de  los  jueces  laapre- 

»ciacion  de  los  medios  que  debian  formar  su  convicción:  no  los  sujetó 

»iuflexiblemente  á  lo  que  dijeran  dos  testigos,  desautorizados  tal 

•vez,  y  cuyo  testimonio  á  fuerza  de  demasiado  conteste,  daba  lugar 

»á  que  se  oreyese  que  era  amanado,  y  estudiado -hasta  en  las  pala- 

vbras,  y  que  estaba  bien  aprendido.  Quede  al  juez  libertad  pniden- 

3>te  y  racional  para  formar  su  convicción,  no  se  le  sujete  á  condicio- 

»nes  repugnantes,  fíese  mas  en  su  buen  juicio  y  en  su  responsabili- 

i>dad,  y  no  se  le  convierta  en  un  autómata,  degradando  su  alto  mi- 

snisterio.  Cuanto  mas  se  ensalcen  las  instituciones  judiciales,  mas 

«ganará  la  justicia,  mas  ganará  el  pais.  Por  esto  la  Comisión,  sepa- 

»rándose  del  derecho  anterior,  proclamó  un  principio  mas  antiguo, 

rimas  racional,  mas  filosófico,  á  saber:  que  los  jueces  y  tribunales 

«apreciaran,  según  las  reglas  de  la  sana  crítica,  la  fuerza  probatoria 

»de  las  declaraciones  de  los  testigos.  9 

Pero  no  es  singular  mi  opinión  en  este  punto.  En  el  acto  mas 
solemne  que  registran  los  anales  de  los  Tribunales  españoles,  en  la 
inauguración  de  las  tareas  judiciales  hecha  por  S.  M.  la  Reina  en 
enero  de  4886,  el  sabio  jurisconsulto  español  D.  Claudio  Antón 
de  Luzuriaga,  dignísimo  presidente  entonces  del  Tribunal  Supremo, 
de  Justicia,  al  hablar  de  las  mejoras  mas  notables  que  la  Ley  de  En- 
juiciamiento civil  había  introducido,  consideró  como  preferente  á 
todas  las  reformas  que  en  el  antíguo  derecho  había  establecido  la  del 
^rt  317.  Hé  aquí  las  :p«Iftbras  del  ilustie  magistrado:  d5s  la  pri* 


>mer  venliúst  haber  efiaoo^ipado  la  ciraicíeacia  del  Juez;  el  antiguo 
«método  suprimía  el  criterio  humano;  el  nuevo  lo  restablece.  La  dig- 
>nidad  del  Juez  se  aumenta;— pero  en  la  misnut  proporcidn  se  au- 
>men(a  su  deber,  no  puede  ya  medir  la  verdad  mecánicamente  por 
í>una  especie  de  tasa  predeterminada  é  inflexible;  su  deber  es  dedu- 
ícirla  de  todas  las  reglas  de  la  crítica  aplicada  al  exámm  d«  loa 
•hechos.  Gracias  sean  dadas  á  Dios  que  ha  hecho  del  corazón  del 
>hombre  el  órgano  mejor  de  la  crítica,  puesto  que  el  medio  mas  «e- 
».guro  de  formar  juicios  acertados  es  la  rectitud  de  sentimimtos,  á 
íla  manera  que  la  probidad  es  la  primera  condición  del  buen  orador. 
>así  que  el  Juez  mas  probo  será  también  el  mas  entendido. 

Las  reglas,  pues,  de  la  sana  crítica,  no  el  derecho  escrito  en  si- 
glos pasados,  no  Ja  jurisprudencia  se^^uida  de  antiguo  por  los  tri- 
bunales son  las  leyes  que  debe  consultar  el  Juez  paia  apreciar  la 
prueba  testifical:  su  conciencia,  y  solo  su  conciencia,  ha  de  ser  la 
guia  de  su.fallo.  Luego  si  el  legislador,  lejos  de  buscar  reglas  ^ 
nerales,  uniformes  ó  inflexibles  para  lo  que  no  podia  prescribirlas 
sin  poner  en  tortura  la  conciencia  del  Juez,  ha  consagrado  el  prin- 
cipio opuesto,  dejando  en  prudente  libertad  á  los  juzgadores,  mal 
puede  decirse  que  en  la  apreciación  de  la  prueba  testifical  se  infrin- 
ge una  ley  que  no  existe.  Tampoco  puede  alegarse  infracción  de 
doctrina  admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  tribunales,  porque 
prescindiendo  de  que  contra  una  ley  nueva  no  puede  citarse  la  cos- 
tumbre, y  de  que  la  costumbre  en  los  casos  que  se  han  presentado 
á  la  apreciación  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  ha  sido  favora- 
ble á  los  principios  que  sostengo,  la  jurisprudencia  solo  puede  ver* 
sar  sobre  la  inteligencia  de  la  ley,  aplicándola  en 'su  sentido  maa 
genuino,  interpretándola  según  su  espfritu,  y  supliéndole  en  lo  que 
es  deficiente,  pero  no  puede  descender  á  los  hechos  que,  segUQ 
queda  indicado,  por  su  variedad  infinita  y  por  la  impo»bilídad  de 
reducirlos  á  reglas  preconstítuidas  y  genérales  se  resisten  á  ser  bien 
calificados  y  apreciados  por  el  legislador,  y  que  si  pueden  serlo  por 
el  Juez  en  los  diferentes  casos  que  en  la  práctica  se  ofrecen,  no  se 
prestan  las  apreciaciones  hechas  en  un  juicio  á  ser  base  ni  servir  do 
nocma  para  lo  q«e  en  otro  juicio  deba  determinarse. 

En  las  reminiscencias  que  nos  quedan  del  derecho  vigente  antfti 
de  las  últimas  reformas,  propendemos  á  interpretar  por  lo. derogado 
lo  que  ha  sido  establecido  para  corregirlo:  de  aquí  dimana,  á  m¡ 
modo  de  entender,  quo'é  algunos  itpagnen  cartas  inaovaciones^quo 
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na  €OusetwpncÍ2  maneimu  de  los  BWfos  priac^pios  adai- 
ttdos. 

la  enclítiid  de  esU  obwrvadoQ  aparecerá  lias  de  llaM>  p^^ 
laodo  b  BÍsaia  eaeslíoa  de  la  apimaiáim  de  la  pnidia,  no  ya  ra 
do  se  traía  de  testigos,  ano  de  obro  génerode  pndnnza,  dd  leocmo- 
cimi^to  de  letra  dudosa  ó  sospechosa.  Segim  nuestras  leyes  de  Par- 
tídasel  Juez,  deq;mes  de  oír  á  los  peritos  quedaba  en  plena  libertad 
para  seguir  ó  desestimar  su  opinión.  Esto  mismo  ha  retido  la  Ley 
de  Eojuidamiento  cítU  que  en  el  art.  290  dice  que  el  Juez  haga  por 
ai  mismo  la  comprobación  de  letras  deqraes  de  oír  á  los  peritos  re- 
visores, y  no  tiene  que  sujetarse  á  su  dictamen.  Esto  siqiuesto  ¿po- 
dría sostenerse  antes  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  gítA  que  habia 
recurso  de  nulidad  por  infracción  de  ley  por  haberse  separado  el 
Juez  en  su  Calió  del  dictamen  pericial?  ¿Podrá  decirse  ahora  que 
€sta  causa  dá  motivo  al  recurso  de  casación?  Contestándose,  como 
creo  que  contestarán  todos,  que  no  puede  decirse  que  el  Juez  in- 
fringe la  ley  por  no  adherirse  á  la  opinión  de  los  revisores,  y  por  lo 
Canto  que  no  bá  lugar  al  moderno  recurso  de  casación  ni  al  antigao 
de  nulidad,  no  cabe  establecer  una  regla  diferente,  por  lo  que  al  re- 
curso de  casación  se  refiere,  cuando  se  trata  de  la  apreciación  de  la 
prueba  testifical. 

Estas  razones  nos  hacen  creer  que  la  jurisprudencia  del  Tribunal 
Supremo  de  Justicia  acerca  del  punto  consultado  está  fundada  en  la 
letra  y  en  el  espíritu  de  nuestro  derecho  vigente. 

Ni  sirve  decir  en  oposición  á  lo  espuesto  que  la  facultad  sobera- 
na que  se  dá  á  los  tribunales  para  apreciar  la  prueba  puede  entro- 
nizar una  especie  de  absohitismo  judicial ,  y  erigir  en  principio  la 
arbitrariedad  de  los  juzgadores.  Los  que  así  raciocinan,  no  toman 
eu  cuenta  que  para  la  administración  de  justicia  hay  por  regla  ge- 
neral solo  dos  instancias,  que  en  ellas  se  han  reunido  las  prendas  de 
acierto  que  se  han  creido  suficientes,  que  son  pocos  los  negocios  á 
que  está  abierto  el  recurso  de  casación ,  que  este  no  es  una  tercera 
instancia  en  que  pueda  ventilarse  la  justicia  ó  injusticia  del  fallo 
ejecutorio,  sino  solo  un  remedio  tstraordinario  para  que  se  ejerza  la 
•conveniente  vigilancia  sobre  el  cumplimiento  de  las  leyes ,  y  para 
uniformar  la  jurisprudencia  en  todas  las  divisiones  judiciales  de  la 
Monarquía ,  desterrando  errores  de  derecho ,  fijando  la  verdadera 
interpretación  de  las  leyes ,  declarando  las  doctrinas  jurídicas  que 
obtienen  igual  fuerza  que  los  preceptos  escritos  por  el  legislador, 
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y  eortando  en  lu  raiz  los  abusos  que  introduciéndose  lentamente  y 
en  silencio  pasaban  desapercibidos  y  concluían  por  considerarse  con 
fuerza  superior  á  las  leyes ,  á  las  que  con  el  nombre  de  prácticas  y 
costumbres  derogaban  por  completo.  Es  verdad  que  el  agraviado  se 
aprovecha  de  este  recurso,  y  que  á  su  sombra  obtiene  la  reparaciea 
que  de  otro  modo  nunca  hubiera  obtenido ,  pero  esto  es  porque  ea 
su  daño  se  infringió  una  ley,  ó  una  regla  cardinal  de  derecho  tan 
importante,  que  aunque  no  se  encuentra  escrita  en  el  libro  de  las 
leyes,  está  en  la  conciencia  universal  del  género  humano  y  se  sobre** 
entiende  en  todos  los  códigos  aunque  no  le  den  una  sanción  inne- 
cesaria. 

No  se  infiera  de  lo  que  dejo  espuesto  que  atribuyo  á  los  tribuna^ 
les  superiores  el  derecho  de  apreciar  soberanamente  y  de  un  modo 
discrecional  todo  género  de  pruebas.  Si  tanta  fuera  la  latitud  qu» 
se  les  diera,  se  abriría  una  ancha  brecha  á  la  inobservancia  de  las  le- 
yes, se  anularían  todos  los  esfuerzos  que  se  están  haciendo  para 
uniformar  la  jurisprudencia ,  y  seria  una  sombra  vana  la  vigilancia 
que  el  Tribunal  Supremo  está  llamado  á  ejercer  por  medio  de  Io& 
recursos  de  casación.  Abogo  por  la  libertad  de  los  tribunales  supe* 
rieres  respecto  á  los  puntos  en  que  la  ley  les  concede  el  arbitrio 
que  no  debe  negarles;  pero  enemigo  de  su  omnipotencia  me  opongo 
á  que  en  las  pruebas  bajo  el  pretesto  de  interpretaciones  viciosas  y 
torcidas  salten  por  encima  de  las  leyes ,  tengan  implícitamente  el 
derecho  de  derogarlas  y  vengan  así  de  un  modo  indirecto  á  usurpar 
las  funciones  legislativas.  Por  esto,  cuando  hay  uoa  ley  que  estable-* 
ce  la  fuerza  que  debe  tener  un  medio  de  prueba,  y  el  juez  separán- 
dose de  sus  prescripciones  falla  en  sentido  opuesto,  no  cabe  duda  á 
mi  juicio,  que  hay  lugar  al  recurso  porque  se  ha  infringido  una  ley 
en  la  sentencia.  Casos  de  esta  naturaleza  se  encontrarán  entre  otros 
en  los  pleitos  en  que  la  prueba  hecha  sea  instrumental ,  ó  consista 
en  la  confesión  de  uno  de  los  litigantes.  Puedo,  pues,  decirse  que  en 
lodos  los  casos  en  que  los  hechos  que  han  servido  de  fundamento  al 
juicio  tienen  ya  su  determinación  y  carácter  probatorio  establecido 
en  la  ley,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  cuando  las  relaciones  entre  el  hecha 
y  la  ley  han  sido  previstas  y  regladas  ya  de  un  modo  cierto  por  el 
legislador,  y  sin  embargo  ,  el  Tribunal  Superior  no  las  acata  y  sus-^ 
tituye  á  la  voluntad  soberana  su  opinión  individual,  entonces  hay 
un  duda  lugar  al  recurso ,  porque  no  se  trata  de  la  apreciación 
de  una  prueba  que  la  ley  deja  al  poder  discrecional  del  juez,  sino 
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de  ia  iofraccíon  de  nna  ley  que  por  si  sola  dá  tugar  al  remedio  es« 
iraordiofarío  de  la  casación. 

Lo  mismo  debe  decirse  en  el  caso  de  que  un  Tribunal  Superior, 
después  de  reconocer  los  elementos  constitutivos  de  un  contrato,  le 
dá  una  calificación  que  legalmente  no  le  corresponda :  no  podrá  de- 
cirse que  su  apreciación  no  está  sujeta  al  recurso  de  que  tratamos, 
ün  ejemplo  servirá  para  aclarar  eito.  Reconoce  el  Tribunal  Supe- 
rior que  dos  se  han  convenido,  el  uno  en  trasferír  al  otro  el  dominio 
de  una  cosa  determinada  y  cierta,  y  este  en  pagar  por  lo  que  reci- 
be cierto  precio  en  metálico ,  y  á  pesar  de  que  este  acto  tiene  to- 
dos los  caracteres  esenciales  del  contrato  de  compra  y  venta ,  es  ca- 
tifícado  en  la  sentencia  como  si  fuera  arrendamiento ,  no  hay  duda 
que  la  casación  procede ,  porque  no  hay  entonces  una  mala  aprecia- 
ción de  los  hechos,  sino  una  mala  aplicación  del  derecho,  una  vio- 
cion  de  las  leyes  que  fijan  la  naturaleza  y  condiciones  del  contrato 
dé  compra  y  venta. 

Macho  podría  añadirse,  si  se  diera  á  esta  contestación  la  amplia- 
ción á  que  naturalmente  se  presta :  lo  dicho ,  sin  embargo ,  paréce- 
nos  lo  suficiente  para  que  quede  contestada  la  cuestión  que  se  ha 
propuesto. 

Pedro  Gómez  de  la  Seraa. 


M««(i«a  ifíi&QdMaviiM* 


Vaité  des  sneeessiMis  {Tratado  de  las  sucenones);  por  Mr.  Db«* 

«OLOMBE,  decano  de  la  facultad  de  derecho  de  Cien  (2  tomos  en  8.°;  París; 
Durand.  editor.) 

Mr.  Demolombe  prosigue  sin  descanso  sus  profundos  estudios  del  de* 
recho  civil  francés.  No  hay  nadie  que  no  conozca  y  no  aprecie  en  su  justo 
vaU)r  los  tratados  que  este  honorable  profesor  ha  publicado  acerca  de  los 
dos  primeros  libros  del  Código  Napoleón.  Ahora  acaba  de  concluir  el  ter* 
cero  esplicando  el  título  De  las  Sucesiones,  Esta  obra,  ejecutada  conforme 
al  método  que  el  autor  ha  seguido  con  tanto  éxito  en  sus  precedentes  es* 
plicaciones,  debe  ser  recomendada  de  una  manera  muy  especial  á  la  aten- 
ción de  los  jurisconsultos.  Mr.  Demolombe,  cuya  claridad  de  esposicion  es  tan 
notable,  ha  hecho  ahora  sus  deducciones  mas  lógicas  y  mas  lelices.  Nunca 
ha  discutido  con  tanta  lucidez  y  vigor,  siendo  sobrio  al  mismo  tiempo  en 
sus  razonamientos.  Si  nos  fuese  permitido  juzgar  el  trabajo  de  uno  ae  los 
profesores  mas  sábiosi  diriamos  que  el  Tratado  de  las  Sucesiones  revela, 
macho  mejor  que  los  anteriores  volúmenes,  el  progreso  rápido  que  ha  he« 
cho  en  el  tan  difícil  arte  de  esplicar,  comentar  y  jui^gar  las  leyes. 

Presentar  aquí  un  análisis  de  las  Sucesiones  seria  una  tarea  ociosa  y 
desnuda  de  interés.  La  forma,  el  estilo,  la  manera  de  desarrollar  y  encade- 
nar los  razonamientos  ¿no  constituyen  el  principal  mérito  de  un  tratado  de 
jurísprupencia?  Hacer  de  él  un  análisis  fno  é  incompleto  seria  dar  una  ¡dea 
falsa  de  la  obra  de  que  se  trata.  Nos  limitaremos  pues  á  señalar  algunos  pa* 
sajes  que  han  6jado  particularmente  nuestra  atención,  dando  la  preferencia 
al  segundo  tomo,  cuya  publicación  es  mas  reciente. 

Todk)  el  mundo  conoce  la  cuestión  siguiente  que  tan  dividida  trno  la 
opinión  de  los  autores  de  jurisprudencia:  «Para  aeterminar  los  derechos 
del  hijo  natural  hay  que  atenerse  al  hecho  de  la  existencia  de  parientes  mas 

Sróximos,  idóneos  para  suceder,  que  el  padre  ha  dejado?»  lín  padre  deja 
09  hijos  legítimos  y  uno  natural:  uno*  de  los  hijos  legítimos  renuncia  la 
herencia;  ¿el  derecho  del  hijo  natural  debe  calcularse  entonces  como  si  no 
hubiese  mas  que  un  hijo  legítimo?  ¿Gl  hijo  legitimo  que  por  su  renuncia 
no  viene  á  concurrir  con  el  hijo  natural,  debe  considerarse,  sin  cmbargOs 
como  número  ó  miembro  de  la  familia  para  disminuir  los  derechos  de  este 
último  á  la  sucesión? 

La  dificultad  procede  de  las  espresiones  de  que  se  vale  el  art.  757  del 
Código  Napoleón  que  regla  el  derecho  del  hijo  natural  por  el  grado  y  cua<" 
lidad  de  los  parientes  legítimos  que  el  padre  ó  la  madre  dejan  al  morir.  ^La 
palabra  dejan  comprende  á  los  que  dejan  vivos,  ó  únicamente  á  los  hábiles 
para  heredar? 

Mr.  Delombe  decide  sin  vacilar  que  lo  que  hay  que  tener  en  cuenta 
IJara  arreglar  el  derecho  de  los  hijos  naturales,  no  es  la  existencia  de  pa- 
rientes ó  herederos  legítimos,  sino  el  concurso  de  estos  con  aquellos.  Des- 
pues  de  leer  la  argumentación  poderosa  y  concluyente  del  autor  se  pre« 
gunta  uno  cómo  ha  podido  sostenerse  la  opinión  contraria,  no  obstante  de 

Se  esta  opinión  contraria  tenga  de  su  parte  la  autoridad  del  Tribunal  do 
sacien. 
iGójDo!  |Se  quiere  que  los  parientes  iegítimosi  renunciantes  é  indigno! 
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formen  número  como  si  fuesen  herederosl  ¿T  qué  diremos  en  el  siguíüte 
caso?  «Un  padre  deja  un  hijo  legítimo  y  otro  natural:  el  primero  renimKa 
y  no  hay  otros  parientes  herederos  por  grado;  ¿se  dirá  que  la  existencia 
del  hijo  legitimo  renunciante  debe  impedir  al  natural  la  percepción  de  la 
herencia,  aunque  el  artículo  758  diga  que  el  hijo  natural  tiene  derecho  á 
todos  los  bienes  cuando  su  padre  y  madre  no  dejan  parientes  (]ue  les  suce- 
dan por  grado?  Nunca  se  ha  sostenido  que  en  caso  igual  el  hijo  natural  no 
tenga  derecho  mas  que  á  una  sesta  parte  de  la  herencia  por  que  el  padre 
dejaba  un  hijo  legítimo  renunciante,  único  pariente  sucesor  por  línea  recta. 
Además  ¿á  quién  se  atribuyen  las  otras  quintas  partes?  Luego  se  conoce  que 
la  palabra  di^an  del  artículo  758  quiere  decir  dejan  como  herederos  y  no 
como  vivos.  ¿Por  qué  se  le  ha  de  dar  sentido  opuesto? 

También  se  han  discutido  las  siguientes  cuestiones:  «¿el  hijo  natural 
goza  del  derecho  de  acrecer?»  «Los  hijos  legítimos  deben  llevar  á  cola- 
ción lo  que  percibieran  en  vida  de  sus  padres,  cuando  concurran  con  hijo 
natural?»  Mr.  Delonbe  las  decide  en  sentido  favorable  á  este  último?  ¿El  hiio 
»natural  dice,  no  tiene  derecho,  según  el  artículo  757,  á  una  fracción  de 
»la  porción  hereditaria  que  hubiera  percibido,  en  el  caso  de  ser  legitimo? 
»Si  hubiere  sido  legítimo,  su  parte  hubiera  sido  calculada  en  razón  de  la 
))masa  general  de  bienes  existentes  en  la  herencia  y  los  que  se  colacio- 
lañasen.  Luego  su  fracción  debe  regularse  de  la  misma  manera,  porque  de 
DOtro  m(>rio  no  representaría  una  parte  de  lo  que  le  correspondiera  si  nuble* 
))se  sido  legítimo.» 

Después  de  tratar  de  las  sucesiones  irregulares  examina  las  formalida- 
des míe  deben  cumplir  para  poder  tomar  posesión  de  la  herencia  á  que  ten- 
gan dcrectio.  Esta  posesión  debe  darse  por  el  tribunal  civil,  según  dispone 
al  art.  770  del  Código  Napoleón,  y  no  puede  ser  pronunciada  sino  después 
de  tres  publicaciones  y  anuncios  en  la  forma  acostumbrada.  ¿Cuál  es  esta 
forma?  Ni  el  Código  Napoleón ,  ni  el  de  procedimiento  ni  una  ley  especial 
la  establecen  y  únicamente  existe  una  circular  del  Ministro  de  Justicia ,  la 
cual  prescribe  lo  que  se  ha  de  hacer  para  pedir  y  obtener  su  posesión  á 
nombre  del  Estado,  pero  nada  hay  escrito  respecto  á  las  demandas  de  pose- 
sión deducidas  por  los  hijos  naturales  ó  por  el  cónyuge  sobrevivienle.  Deí 
silencio  de  la  ley  ha  resultado  una  gran  divergencia  en  la  práctica  de  los 
tribunales.  Mr.  Delombe  señala  los  males  que  de  aquí  se  siguen  y  pide  que 
el  derecho  venga  á  esclarecer  y  fijar  éste  punto  de  una  manera  conveniente. 
ESy  en  efecto,  de  desear  que  se  establezca  la  unidad  en  esta  materia,  por 
mas  que  convengamos  en  que  la  publicidad  que  exige  el  art.  770  se  verifi- 
ca en  todos  los  tribunales  y  que  importe  poco  la  costumbre  que  cada  uno 
de  estos  observe. 

Mr.  Delombe  ha  hecho  alto  en  la  aceptación  á  beneficio  de  inventaría^ 
y  se  espera  con  impaciencia  el  fin  de  este  tratado  que  será  la  obra  mas  com« 
pleta  y  mas  sólida  que  se  haya  escrito  sobre  sucesiones. 

Por  copiüy 

Los  Directores  de  la  Revista. 


«^QSdQ)!)  Q)Q)Qtiriltlilill^l.« 


DEL  FEUDALISMO 

Y 

DE  LOS  señoríos  TERRIMIILES  EN  ARAGÓN. 


ARTÍCULO   1.** 

Ardua  por  demás  es  la  materia  que  me  propongo  tratar:  auD  sin 
esto,  nunca  me  hubiese  atrevido  á  dar  á  luz  mis  observaciones,  sino 
como  ensayos  en  el  estudio  de  este  importante  ramo  de  nuestro  dere- 
cho civil  y  poh'tico.  Al  esponerlas,  predomina  en  mi  ánimo  este  se- 
gundo punto  de  vista;  porque  tengo  para  mí,  que  sí  el  feudalismo 
existió  en  España,  solo  se  puede  legitimar,  derivándolo  de  la  índola 
feudal  de  sus  instituciones.  De  otro  modo,  habrá  que  considerarlo 
como  un  abuso,  y  abuso  vituperable,  que  cae  fuera  de  toda  posible 
prescripción;  é  igual  suerte  correrían  los  derechos  señoriales,  porque 
todos  ellos  tienen  su  raiz  en  el  sistema  feudal. 

Para  entrar  con  pié  seguro  en  este  linage  de  cuestiones,  convie* 
ne  fijar  antes  la  verdadera  índole  de  las  instituciones  feudales  que 
hayan  podido  prevalecer  en  nuestro  reino;  instituciones  que  hoy  por 
hoy  pasan  por  poco  conocidas  entre  nosotros,  y  que  de  seguro  care- 
cen en  su  matriz,  de  una  verdadera  definición. 

He  visto  definir  el  feudalismo  de  tan  diversos  modos,  que  no 

atreviéndome  á  escoger,  por  erróneos  é  incompletos,  ninguno  de 

ellos,  he  llegado  á  creer,  no  solo  que  no  existe  aun  la  fórmula  de  su 

definición,  sino  que  ha  de  ser  muy  difícil  el  esponerla.  Conócensc 

muchas,  acaso  todas  las  condiciones  del  feudalismo,  pero  el  toque 

está  en  separar  las  que  le  sean  esenciales,  para  delinear  con  ellas 

su  fisonomía  y  determinar  su  genialidad. 

•     De  aquí  las  graves  dudas  que  sobre  este;  asunto  se  han  suscitado 

y  que  yo  no  me  alcanzo  á  disipar;  dudas  que  espondré  mas  adelante^ 

pero  sin  la  necia  presuncioii  de  haber  conseguido  desvanecerlas.  Para 

dar  vado  á  las  graves  dificultades  que  de  ellas  brotan  en  tan  copioso 

rsíudal,  1^  necesita  ,tal  vez,  que  la  historia  de  nubstro  pais  dfmz^ 
TOMO  xra,  41 
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toda  la  luz  que  promete  la  nueva  organización  que  se  vá  danik  4 
nuestros  estudios  diplomáticos  y  á  las  investigaciones  de  nueáros 
archivos. 

Las  instituciones  feudales  debieron  estar  íntimamentes  enlaza- 
das con  nuestro  régimen  político,  y  el  estudio  de  este,  olvidado  de 
todo  punto  durante  la  dominación  austríaca  (que  intentó  borrarlo 
hasta  de  la  memoria  de  las  gentes),  continuó  como  en  desuso  bajo  la 
casa  de  Borbon,  cuando  el  movimiento  nacional  de  1808  abrió  la 
puerta  á  las  investigaciones  políticas. 

Hasta  que  el  respetable  Martínez  Marina,  alentado  por  la  revo^ 
lucion,  se  atrevió  á  dar  á  la  estampa  su  Teoría  de  las  Cortes  de 
Castilla,  no  encuentro  escritor  alguno,  que  de  propósito  se  haya 
ocupado  de  las  importantes  cuestiones  de  nuestra  historia  política» 
que  de  entonces  acá  se  vienen  debatiendo. 

En  Aragón  no  pereció  ni  tan  adeshora,  ni  tan  de  todo  en  todo, 
el  espíritu  político.  La  preponderancia  popular  de  sus  instituciones^ 
lo  tenian  mas  robustecido,  y  lo  mantuvieron  en  calor,  desde  Pedro 
el  Ceremonioso,  hasta  la  unión  de  su  corona  con  la  castellana;  y 
nunca  se  ostentaron  mas  celosos  y  perseverantes  sus  repúblicos  y 
jurisconsultos  en  sostener  sus  libertades,  que  cuando  pesaba  sobre 
ellos  el  férreo  cetro  de  Felipe  IL 

Todavía  bajo  Carlos  el  Enfermo,  dio  la  Diputación  de  aquel  rei- 
no muestras  muy  marcadas  de  cuanto  tenia  de  temoso  y  aun  de  so- 
brehumado  el  espíritu  político  de  aquellos  aragoneses,  que  enlaza- 
ban con  el  de  su  religión,  el  culto  que  rendían  á  su  libertad.  No  al- 
canzó el  maquiavelismo  inquisitorial  á  domar,  en  aquellos  reinados 
de  verdadero  terror,  la  independiente  altivez  ni  de  sus  historiado- 
res, ni  de  sus  comentaristas  ferales;  y  al  lado  de  Zurita,  puesto  que 
vendido  al  servicio  del  rey  su  amo,  y  de  Blancas  que  cercenando 
frases  enteras  en  sus  Fastos  dejaba  escapar  querellas  tan  sentidas  y 
amargas,  que  sentaran  muy  bien  en  la  pluma  del  mismo  Faesto,  se 
alzaron  los  nombres  de  los  mas  insignes  jurisconsultos  del  reino» 
en  desagravio  de  su  ultrajada  libertad. 

A  este  tan  patriótico  celd ,  á  esta  tan  tenaz  perseverancia  se 
debe  la  mayor  luz,  con  que  podemos  examinar  las  cuestiones  relati-- 
vas  al  feudalismo  aragonés,  de  donde  traen  su  corriente  los  señoríos* 

Miguel  del  Molino,  antes  délos  escritores  citados,  salvó  del  dien- 
te del  olvido  y  del  hierro  de  la  persecución  los  fundamentos  poli* 
ticos  de  nuestra  Monarquía,  en  su  magnífico  Repertorio ,  obra  ma- 
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gistral,  y  la  mas  importante  de  cuantas  posea  nación  alguna  sobm 
su  primitiva  constitución. 

Su  abundante  doctrina,  la  grande  trascendencia  de  sus  racioiii- 
nios,  robustecidos  por  sus  anos  y  sus  estudios,  y  su  consumada 
práctica  en  nuestros  negocios  forales,  hacen  que  su  profundo  traba- 
jo, se  venere  como  un  verJadero  monumento  histórico-poh'tico ,  de. 
incontrastable  autoridad.  La  tuvo  en  efecto  este  repüblico,  entre  sus 
contemporáneos;  y  las  doctrinas  de  tan  ilustrado  lugarteniente  del 
Justicia,  sobre  pasar  por  las  mas  seguras,  en  los  tiempos  posteriores  k 
^u  época,  se  han  aceptado  siempre  como  canónicas  en  nuestra  curia» 

Algo  han  adelantado  aun  en  este  camino  las  investigaciones  his« 
tóricas  de  nuestra  edad;  y  el  hallazgo  de  los  ruidosos  privilegios  de  la. 
Vnion,  de  cuya  pérdida  tanto  se  lamentaban  algunos  escritores  de 
los  siglos  XVI  y  XYII,  ha  puesto  coto  y  término  á  las  dudas,  coa 
que  se  ha  querido  envolver  la  índole  política  de  las  institutiones  de 
Sobrarbe. 

Empero  el  Feudalismo,  ó  no  se  conoció  en  la  corona  aragonesa» 
como  institución  política  ni  legal  (sobre  lo  que  aventuraré  á  su 
tiempo  mi  dictamen),  ó  en  los  pocos  pueblos  donde,  sino  de  derecho» 
parece  haber  existido  de  hecho,  trajo  su  procedencia  del  comienze 
mismo  de  nuestra  monarquía.  Mas  no  hay  que  tomar  esta  indtcacioa 
que  hago  de  pasada,  á  consignación  de  un  hecho,  que  no  esponga 
sino  como  probable,  y  contra  el  que  me  reservo  ofrecer  mas  de  una 
impugnación. 

Los  reyes  de  Aragón,  nunca  pudieron  constituir  feudo  alguno  de 
dominicatura  al  apoyo  de  su  regia  jurisdicción,  porque  nunca  en  sus 
donaciones  de  pueblos  de  realengo  alcanzaron  á  trasmitir  mas  dere- 
chos mas  prestaciones,  que  los  que  ellos  en  su  calidad  de  monarcas 
percibían:  y  hay  que  confesarlo,  hubo  en  Aragón,  pueblos  que  ya- 
cían bajo  la  potestad  absoluta  de  sus  señores,  si  bien  sus  señoríos 
no  tuvieron  carácter  ni  título  de  jurisdiccionales. 

¡Ancha  puerta  abrieron  estos  ejemplos  á  las  desfavorables  califi« 
caciones  que  de  su  régimen  foral  se  han  intentado  sostener  de  un  si- 
glo á  esta  parte ! 

Confío  sin  embargo  en  que  no  se  ha  de  necesitar  de  grandes  es- 
fuerzos para  detener  en  su  curso  esas  avenidas  é  irrupciones  de  olí- 
garquismo  en  que  se  quieren  anegar  sus  instituciones,  á  fin  de 
levantar  sobre  su  descrédito  la  legitimidad  del  absolutismo  momir- 
quíco. 
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Pero  menester  será,  para  penetrar  el  fondo  de  las  cuestiones  se- 
ñoriales, que  nos  ocupemos  antes  del  feudalismo,  verdadero  ma- 
nantial de  donde  traen  su  caudal  los  señoríos ;  porque  solo  ad  po- 
drán apreciarse ,  en  su  justo  valor ,  las  deducciones  que  de  nuestro 
régimen  foral  se  hagan  sobre  esos  derechos,  que  se  continúan  con- 
siderando como  territoriales  é  independientes  del  dominio  feudal. 

En  posesión  están  los  antiguos  señores  de  vasallos,  de  prestación 
nes  que  se  suponen  dimanadas  de  la  propiedad  de  las  tierras,  mal 
llamadas  señoriales,  sin  que  al  aplicar  la  actual  legislación  sobre 
señoríos,  se  hayan  acaso  tenido  en  cuenta  (en  mi  concepto)  los  da- 
tos legales  é  históricos ,  que  se  espusieron  ya  en  1811 ,  al  discutir 
la  primera  ley  sobre  este  asunto :  datos  que  le  sirvieron  de  base ,  y 
con  arreglo  á  los  que  fué  votada  por  aquellas  Cortes  de  inolvidable 
recordación. 

Díjose  por  aquellos  eminentes,  cuanto  ilustrados  patricios  (y 
fueron  sus  dictámenes  el  fundamento  de  nuestras  leyes  sobre  seño- 
ríos) «que  los  derechos  de  los  señores  de  vasallos,  habíanse  cwice- 
»dido  por  la  corona ,  á  quien  antes  pertenecían :  que  debian  volver 
»á  ésta  los  bienes  y  derechos  que  de  ella  se  habian  separado :  que 
»los  reyes  de  Castilla  nunca  pudieron  enajenar  parte  alguna  de  los 
»señoríos  territorial  ni  jurisdiccional ,  porque  no  pertenecian  á  su 
^patrimonio  siao  al  del  Estado  :  que  los  pueblos  así  enajenados,  si- 
))  quiera  lo  hubiesen  sido  en  son  de  recompensa  de  grandes  servi- 
»cios,  debian  volver  á  la  corona,  porque  tales  donaciones  eran  nu- 
blas y  de  ningún  valor; »  y  estas  doctrinas,  sostenidas  al  apoyo  de 
la  legislación  castellana ,  en  la  parte  que  puede  y  debe  considerarse 
como  su  derecho  público ,  fueron  aceptadas  como  legítimas:  y  en  el 
propósito  de  proceder  á  la  radical  reforma  de  los  abusos  señoriales, 
se  promulgó  la  ley  que  hoy  rige  en  esta  materia. 

Sin  embargo ,  los  resultados  de  su  aplicación  no  han  correspon- 
dido de  manera  alguna  al  pensamiento  que  prevaleció  en  aquella 
Asamblea  constituyente. 

Algún  vicio ,  pues ,  ha  debido  haber,  ó  en  la  redacción  de  aque^ 
lia  ley ,  ó  en  la  aplicación  que  de  ella  se  habrá  hecho  en  nuestro 
foro ,  cuando  siendo  su  objeto  la  reversión  al  Estado  de  todos  los 
pueblos  que  por  tales  y  tan  ilegítimos  medios  salieron  de  él,  conü* 
núan  sujetos  todavía  al  yugo,  sino  jurisdiccional,  territorial  al  me: 
nos,  de  sus  antiguos  señores  de  vasallos. 

No  hay,  ni  cabe  duda ,  en  que  los  pueblos  de  realengo,  al¡pasaif 
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del  señorío  de  la  corona  á  otro  particular ,  no  cambiaron ,  ó  al  me- 
nos no  debieron  cambiar  su  anterior  condición,  ni  política  ni  social. 
Los  señores  de  vasallos  se  sustituían  en  los  derechos  y  regalías  de 
los  monarcas ,  que  por  donación  se  los  transferían  :  y  estos  dere- 
chos, y  estas  regalías ,  no  eran  otra  cosa  que  las  rentas  fiscales  con 
que  los  reyes  de  aquellos  tiempos  levantaban  las  cargas  públicas  del 
Estado. 

En  Aragón ,  al  menos ,  era  indudable  esta  teoría ,  que  veo  con- 
firmada respecto  á  Castilla  por  el  testimonio  de  sus  leyes,  y  la  auto- 
ridad de  sus  mas  afamados  repúblicos.  En  cambio  de  estos  acosta- 
mientos, que  recibia  la  nobleza ,  contraían  los  nobles  la  obligación 
de  ayudar  á  las  empresas  militares  del  monarca  con  sus  gentes  de 
armas,  con  los  caballeros  de  su  casa;  y  este  servicio  era  la  retribu- 
ción con  quQ  se  legitimaba  la  validez  del  contrato.  Hoy  han  cesado 
tales  prestaciones ,  y  se  han  sustituido  por  los  impuestos  públicos, 
que  pesan  sobre  toda  la  nación ,  proporcionalmente  á  lo  que  cada 
particular  ciudadano  posee  como  materia  imponible :  hoy  no  apres- 
tan los  señores  de  vasallos  sus  huestes  para  la  guerra  como  en  los 
tiempos  de  la  reconquista:  y  sin  embargo,  los  pueblos  señoriales, 
que  nunca  han  debido  ser  de  peor  condición  que  los  de  realengo, 
continúan  satisfaciendo  al  señor  sus  antiguas  gabelas,  y  sobre  estas, 
las  contribuciones  generales  del  Estado,  y  los  señores  no  acuden 
con  su  pendón  y  su  caldera  á  engrosar  la  fuerza  de  nuestros  ejér- 
citos. 

Esta  teoría  señorial  que  se  deduce  inmediatamente  de  la  legisla- 
ción de  Castilla  y  del  origen  de  los  señoríos  castellanos ,  gana  de 
legitimidad  en  Aragón ,  donde  se  intenta  sostener  que  se  arraigó 
mas  poderosamente  el  feudalismo,  si  bien  esta  creencia  no  se  halla 
aun  bastantemente  justificada.  í)e  ella  y  de  otros  puntos  análogos, 
pienso  ocuparme  en  sucesivos  artículos,  porque  me  interesa  de  ve- 
ras la  mala  fortuna  que  nuestros  pueblos  de  señorío  han  corrido  en 
sus  gestiones  judiciales:  si  el  vicio  está  en  la  ley,  para  que  se  cor- 
rija ;  si  en  la  interpretación  con  que  se  haya  torcido ,  no  solo  su  es- 
píritu  sino  su  letra,  para  que  se  cierre  la  puerta  á  tales  interpreta- 
ciones, que  desde  los  primeros  tiempos  de  las  instituciones  señoria- 
les han  sido  el  camino  por  donde  han  alcanzado  su  absurda  legiti- 
mación las  usurpaciones  de  los  señores  de  vasallos. 

Duro  parecerá  acaso  este  lenguaje,  pero  es  el  mismo  de  que  usan 
los  fueros  aragoneses  al  tratar  de  las  jurisdicciones  señoriales  á  que 
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iban  anejos  los  derechos  que  disfrutaban  en  sus  señoríos.  Por  que- 
debe  advertirse  que,  allí  donde  estos  debian  su  origen  á  las  donacio* 
nes  de  los  reyes,  allí  la  jurisdicción  iba  unida  á  las  prestaciones  que 
con  el  carácter  de  alodiales,  vienen  sosteniendo,  los  que  hoy  se 
consideran  propietarios  de  los  .pueblos  que  sus  antepasados  recibie* 
ron  en  honor:  porque  solo  de  este  modo  pudieron  recibirlos  de  ma- 
nos de  nuestros  monarcas.  Así  pues,  cuando  nuestros  fueros  iiablaa 
de  la  jurisdicción  señorial ,  entiéndase  que  dentro  de  su  testo, 
quedan  comprendidas  las  prestaciones  señoriales,  parque  ambas  co- 
sas constituían  su  señorío;  y  porque  las  dominicaluras  de  absoluta 
potestad,  que  también  se  conocieron  en  algunos,  si  bien  muy  pocos 
pueblos  del  reino  aragonés,  ni  procedian  de  donación  alguna  regia, 
ni  nunca  tuvieron  carácter  alguno  jurisdiccional. 

Bajo  estas  indicaciones,  debe  tomarse  en  cuenta  la  manera  re- 
suelta y  terminante,  con  que  Miguel  del  Molino,  al  acotar  algunas 
de  nuestras  obsetwaiicias ,  sobre  los  señoríos  de  Aragón,  espone  su 
doctrina  con  estas  palabras:  «Domini  locorum  in  Aragonia,  omnes, 
))vel  cuasi,  habent  usurpatam  jurisdictionem,  ex  consuetudine;  quia 
:»omnia  loca  regni  fere  fuerunt  domini  Regü.»  A  mas,  se  estiende  tan 
autorizado  escritor,  cuando  siguiendo  esta  misma  materia  sostiene 
que  esta  clase  de  usurpaciones  deben  siempre  considerarse  como 
nulas  «quia  dominus  rex,  de  foro,  habet  fundatam  suam  intentio- 
»nem  in  toto  regno  respectu  jurisdictionis. »  Pero  como  mi  propósito 
no  sea  sino  el  de  justificar  la  dureza  que  algunos  puedan  hallar  en 
mis  palabras,  me  bastan  estas  acotaciones  para  no  caer  en  mal 
H»so,  por  el  empleo  que  de  ellas  hago  en  este  punto. 

Las  bases  del  sistema  foral  aragonés  son  tan  antiguas  como  la 
institución  misma  de  la  Monarquía  de  Sobrarbc,  puesto  que  su  des- 
"arrollo  tuviera  su  verdadero  término  y  perfeccionamiento  siglos  des- 
pués. Pocos  son  los  seííoríos,  ninguno  quizás,  de  los  hoy  existentes 
que  tengan  tan  rancia  fecha,  porque  ni  tuvieron  hasta  el  siglo  XIII 
d  carácter  de  hereditarios,  ni  habrán  podido  sobreponerse  á  las  in- 
jurias del  tiempo,  los  que  entonces  tuvieran  vida  propia. 

Solo  pudieron  alcanzar  un  origen  semejante,  los  que  pertene- 
ciendo al  patrimonio  ó  propiedad  de  alguna  familia  gótica  fuesen  re- 
cobrados por  la  misma  en  los  primeros  pasos  de  la  reconquista,  an- 
tes que  el  tiempo  y  los  sucesos  borrasen,  por  decirlo  así,  sus  títulos 
de  posesión,  y  se  confundiesen  en  el  acerbo  común,  que  constituyó 
después  el  botín  de  guerra  de  los  reoonquistadores.  Ño  se  tiene  no 
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ticia  de  ninguna  casa  sdaríega  que  tal  origen  ostente,  pero  si  apa* 
reciese  con  títulos  bastantes  para  acreditarlo,  bien  merecería  que  se 
alegase  una  semejante  escepcion,  que  la  sacara  de  la  regla  general, 
siquiera  por  la  originalidad  del  caso. 

Por  lo  demás ,  el  reparto  del  botín  ganado  en  aquella  gigantesca 
lucha,  fué  el  orígea  de  todos  los  acostamientos,  que  á  título  de 
betieficios  ó  feudos ,  y  para  servir  sus  lanzas  ó  sus  caballerías ,  co- 
braban los  caballeros  que  habían  asistido  á  la  conquista.  Por  igual 
entraban  en  el  repartimiento  los  monarc-as  y  los  ricos^hombres ,  y 
y  jamás  los  reyes  de  Aragón  tuvieron  sobre  los  territorios  de  su  par- 
tija,  es  decir,  sobre  los  pueblos  de  realengo,  mas  derechos  ni  regalías 
que  los  indicados.  No  pudieron ,  pues ,  los  señores ,  titulados  muy 
posteriormente  señores  de  vasallos,  cobrar  otras  ni  mas  prestaciones 
que  las  que  ordinariamente  disfrutaba  el  jefe  del  Estado  en  los  pue- 
blos de  su  señorío. 

Hágolos  en  esta  parte  de  condición  igual  al  monarca  mismo  ,  y 
no  creo  que  de  esta  igualdad  puedan  suscitar  queja  alguna  á  título 
de  agravio. 

Y  esto  es  solo  admisible  en  los  señoríos  que  tengan  su  raiz  eu 
los  primeros  tiempos  de  la  reconquista,  ó  cuando  mas,  hasta  que, 
cobrada  Zaragoza  de  los  árabes  por  D.  Alonso  el  Batallador,  se  dio 
por  terminado  el  cobro  del  territorio  aragonés. 

Por  lo  demás ,  los  repartos  que  tuvieron  lugar  desde  este  tiempo 
en  adelante  por  las  atrevidas  empresas  de  D.  Jaime  I,  en  las  Balea- 
res y  Valencia ,  son  demasiado  conocidos  para  que  puedan  promo 
ver  dudas  acerca  de  su  índole  y  consecuencias.  Como  pueblos  de 
realengo  se  consideraron  los  que  tocaron  al  rey,  y  con  iguales  con- 
diciones que  estos  pasaron  al  señorío  de  los  caballeros  de  aquella^^ 
conquistas  los  que  en  el  reparto  de  su  botín  les  correspondieron. 

Pero  casi  es  de  todo  punto  inútil  el  que  nos  detengamos  en 
estos  estremos.  La  mayoría,  sino  la  totalidad  de  los  territorios  ó 
pueblos  que  constituyen  los  señoríos  que  hayan  llegado  hasta  nues- 
tra época,  y  cuyos  títulos  primordiales  se  hayan  exhibido  ante  los 
tribunales  de  justicia,  fúndanse  en  donaciones  de  nuestros  reyes. 
Los  pueblos  así  donados ,  de  pueblos  de  realengo  pasaban  á  serlo  de 
señorío  particular,  mas  sin  que  los  nuevos  señores  adquirieran  sobre 
ellos  otros  derechos  que  los  que  el  monarca  percibía.  Añádase  á  esto 
que  los  recibían  en  honor  ó  feudo,  es  decir ,  con  el  gravamen  de  las 
^ballerías  que  se  les  asignaban;  y  dedúzcase  de  aquí  si  estos  de- 
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rechos  de  los  Bm&res  pudieron  tener  el  carácter  de  aHodáden,  y  mn- 
che  menos  cuando  tales  seüoi^ios  eran  nutuales  ó  amovibles  á  vo* 
luntad  del  monarca»  Ubremente  en  un  principio,  con  jusia  causa 
después,  sin  que  constituyesen  parte  del  patriokoaio  del  seior ,  toda 
vez  que  no  podían  disponer  de  ellos  por  testamento  en  favor  de  sus 
hijos  y  hasta  que  andando  el  tiempo  se  les  concedió  el  derecho  de 
trasmitirlos  por  última  voluntad,  y  mas  adelante  se  convirtieron  en 
hereditarios ;  pero  todo  esto  sin  cambiar  la  índole  primitiva  del  se« 
norio  que  sobre  ellos  ejercían. 

Algunas  donaciones  regias  habrá  donde  no  se  lea  la  palabra  ho- 
nor al  trasmitir  nuestros  reyes  á  los  señores  particulares  los  pueblos 
de  su  señorío ;  pero  hay  una  regla,  para  mí  infalible,  por  la  cual  de- 
ben dirimirse  las  dudas  que  por  este  silencio  quieran  suscitarse. 

La  jurisdicción  iba  unida  siempre  á  los  acostamientos  señoriales 
en  este  iinage  de  señoríos:  la  jurisdicción  solo  cabía  en  los  honores, 
y  por  consecuencia,  la  espresíon  de  esta  pal£d)ra  huelga  de  todo 
punto  donde  exista  la  jurisdicción  señorial.  Solo  el  monarca  podía 
trasmitir  el  ejercicio  jurisdiccional,  y  no  pudíendo  donar  sino  lo  suyo; 
y  no  poseyendo  mas  que  pueblos  de  realengo;  y  no  pudiendo  dispo- 
ner de  ellos,  sino  con  el  gravamen  de  las  caballerías,  carga  pública 
de  que  no  podía  prescindir,  porque  sus  regalías  eran  las  rentas  con 
que  lenia  que  proveer  á  las  necesidades  del  Estado,  es  claro  que 
solo  á  título  de  hom)r  podía  transferir  á  los  señores  los  acostamien- 
tos de  los  pueblos  de  realengo. 

¥  hay  una  prueba  incontestable  de  esta  teoría  consütucional.  En 
Aragón  no  se  han  conocido  nunca  mas  de  dos  clases  de  señoríos. 
Los  de  honor ^  que  eran  la  casi  totalidad  de  los  del  reino,  y  los  de 
absoluta  potestad  que  existían  en  muy  pocos  pueblos  de  él,  en  dos 
solamente,  al  decir  del  jurisconsulto  Molino ,  aunque  no  sea  difícil 
estenderlos  á  algunos  mas.  La  diferencia  esencial  que  entre  si  los 
desemejaba,  era  la  de  la  jurisdicción  que  nunca  tuvieron  estos  se- 
gundos, y  que  acompañaba  siempre  á  los  primeros.  La  dominicatu- 
ra  absoluta  y  el  señorío  jurisdiccional  eran  de  todo  en  todo  incom- 
patibles: y  como  la  una  escluye  al  otro,  fácil  debe  ser  determinar 
la  índole  de  cualquiera  señorío  aragonés  sobre  el  que  puedan  pro- 
moverse dudas  en  este  punto. 

Mas  detenido  examen  merecen  esos  señoríos  de  dominio  absolu- 
to de  que  por  solo  indicaciones  me  ocupo  en  este  momento;  pero  que 
eon  mayor  estension  pienso  examinar  mas  adelante.  Los  pueblos  no 
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poblados  á  los'fuerosde  Aragón,  estaban  fuera  de  las  leyes  del  rei- 
no, y  era  tan  absurda  y  degradante  su  condición,  que  bien  merece 
la  pena  de  que  nos  detengamos  en  ello. 

Solo  consignando  á  tales  señoríos  un  origen  gótico,  anterior  á  la 
reeimquista;  solo  considerándolos  como  una  de  las  pocas  propiedad- 
des,  que  con  la  irrupción  de  los  árabes,  no  llegaron  á  confundirse 
en  el  acerbo  común,  que  constituyó  el  botín  de  la  reconquista,  pue- 
de darse  vado  á  las  dificultades  que  contra  la  legitimidad  de  su  exis- 
tencia se  cruzan  en  nuestro  camino. 

Pero  para  mi  propósito  basta  y  sobra  con  sostener  que  estos 
pueblos  nunca  fueron  de  realengo:  que  nunca  por  donaciones  reales 
pasaron  á  ser  de  señorío  particular;  y  como  todos  los  señoríos  hoy 
conocido»  provengan  y  traigan  su  corriente  de  las  mercedes  regias, 
está  demás,  para  mi  designio,  tan  prolija  investigación.  Sin  embar- 
go impórtame  muy  mucho  entrar  en  ella  y  lo  haré  con  buena  ó  mala 
fortuna  en  artículos  posteriores. 

Mas,  dejando  esto  á  un  lado,  ai  menos  por  ahora,  continuará  mi 
investigación  diciendo  que,  según  nuestros  mismos  fueros  confirman 
repetidas  veces,  en  Aragón  no  se  conoció  nunca  el  poder  ilimitado  ó 
extra-foral  ni  en  monarcas,  ni  en  señores  de  vasallos:  que  la  casi 
totalidad  de  los  pueblos  del  reino  eran  de  realengo,  y  que  los  seño- 
res jurisdiccionales  no  tenian  mas  jurisdicción  que  la  ordinaria.  Par- 
le de  esto  queda  consignado  ya,  tomándolo  de  nuestras  observan- 
cias; lo  demás  lo  dice  muy  paladinamente  el  privilegio  general 
otorgado  por  D.  Pedro  II,  y  semejante  testimonio,  que  tanto  tiene 
de  irrecusable,  pone  de  manifiesto  ia  ilegalidad  de  todo  abuso  seño- 
rial, que  con  él  no  se  compadezca. 

Es  verdad  que  las  indicadas  Observancias,  muy  posteriores  á 
dicho  privilegio  general ,  que  fué  nuestra  verdadera  carta  magna, 
hablan  de  algunos  señoríos  de  absoluto  poder,  que  con  serlo  sin  lí- 
mites ni  cortapisas  de  ningún  género,  no  semejaban  por  completo 
al  verdadero  feudalismo :  pero  también  es  cierto  que  en  las  mismas 
se  lee,  que  tales  dominaciones  absolutas  hablan  desaparecido  desde 
muy  antiguo,  por  insurrección  de  los  vasallos  á  ella  sujetos.  Bajo 
estas  indicaciones ,  hay  que  tomar  muy  en  cuenta  el  testimonio  del 
primero  de  nuestros  jurisconsultos ,  que  asegura  haber  oído  de  sus 
mayores,  que  solo  dos  pueblos  de  nuestro  territorio  vi vian  sometidos 
á  este  duro  y  absurdo  régimen. 

Cierto  es  sin  embargo,  que  no  aparece  del  todo  exacta  esta  aser«« 
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€Íon ,  porque  algún  otro  pueblo  existia  en  el  siglo  XIII  sometido  al 
señorío  al^oluto;  mas  probará  al  menos ,  que  en  tiempo  de  Molino, 
y  un  siglo  antes ,  esto  es,  en  el  XIV,  habían  casi  desaparecido  esto» 
monumentos  feudales.  Los  únicos  señoríos  que  desde  entonces  se 
hayan  podido  conocer  en  el  reino  son  los  Honores ,  que  todavía  no 
«ran  hereditarios,  y  que,  constituyendo  una  magistratura  ó  verda- 
dero cargo  público,  estaban  muy  lejos  de  representar  la  prqiiedad 
del  territorio ,  eu  que  los  señores  ejercian  su  jurisdicción.  Cuando 
de  amovibles  á  voluntad  del  monarca  se  coartó  su  amovilidad  por 
las  causas  ó  motivos  de  fuero,  abrióse  ya  el  camino  por  donde  ha- 
bían de  llegar  á  hereditarios ;  pero  sin  que  nunca  se  transmiúese  al 
señorío  el  dominio  de  las  tierras  seSoriales,  ni  pasase  su  derecho  de 
la  percepción  de  los  tributos  y  pechas  á  que  venían  anejas;  y  esto, 
por  causa  onerosa,  cual  era  la  de  las  caballerías  que  tenían  que 
presentar  en  hueste  para  ayudar  en  sus  guerras  á  los  monarcas. 

Tal  es  la  historia  foral  de  los  señoríos  jurisdiccionales ,  y  tal  la 
índole  de  sus  derechos  señoriales. 

Ninguno  tuvieron  nunca  los  señores  que  trajera  su  origen  de  la 
propiedad  del  territorio ;  ninguno  tampoco  que  no  estuviese  grabado 
con  el  sostenimiento  de  las  caballerías  que  los  constituían,  y  cuyo 
servicio  era  una  verdadera  retribución  del  señorío  de  los  pueblo^ 
que  tenían  recibidos  en  honor. 

No  intento  negar  en  este  punto,  que  según  los  primitivos  fueros 
de  Sobrarbe,  las  tierras  de  ¡a  reconquistase  repartían  entre  los  Ri- 
cos-hombres que  contribuían  á  ella,  y  que  en  este  reparto  pudo 
confundirse  acaso  la  propiedad  del  territorio  con  el  señorío  jurisdic- 
cional; pero  sobre  que  la  exhibición  de  títulos  de  tal  índole  y  proce- 
dencia no  ha  de  ser  muy  común,  nótese  que  ya  en  el  siglo  XIII, 
como  se  ha  indicado,  eran  de  realengo  la  casi  totalidad  de  los  pue-^ 
blos  del  reino;  que  la  jurisdicción  no  se  ejercía  sino  en  los  Honores 
por  delegecion  del  monarca;  y  que  según  el  testo  foral,  toda  otra 
jurisdicción  que  se  intentase  ejercer  era  usurpada.  Adviértase  ade- 
más, que  igual  origen  tenían  los  pueblos  de  realengo  que  formaban 
el  patrimonio  de  la  corona,  y  que  nunca  los  monarcas  ejercieron  en 
ellos  mas  jurisdicción  que  la  ordinaria,  ni  nunca  en  ellos  obraron  á 
guisa  de  señores  alodiales. 

Con  arreglo  á  estas  doctnnas,  que  son  las  de  nuestros  fueros, 
deben  estudiafse  los  títulos  que  los  señores  jurisdiccionales  de  Ara- 
gón hayan  presentado  para  legitimar  el  dimünio  de  las  tierras  de 
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SOS  señoríos;  y  segan  ellas  la  palabra  doaacion,  de  que  usaroa 
nuestros  reyes,  no  podía  significar  la  traslación  de  su  dominio  sina 
el  honor  de  estos.  Nadie  puede  dar  lo  que  no  tiene,  y  la  propiedad 
territorial  de  los  pueblos  de  realengo  nunca  perteneció  á  los  Monar- 
cas aragoneses. 

Hubo,  es  cierto,  en  el  territorio  aragonés,  según  dejo  indicado,, 
algunos  pueblos  en  muy  corto  número  sometidos  á  la  potestad  abso-^ 
lula  de  sus  señores,  que  se  consideraron  fuera  de  la  ley  y  que  na 
poblados  á  los  fueros  de  Aragón,  sufrían  los  rigores  de  la  mas  durd 
servidumbre.  Estos  pueblos  eran  los  que  con  algún  rigor  de  verdad 
pudieron  considerarse  feudales,  si  bien  carecian  aun  de  algunos  de 
los  caracteres  esenciales  del  verdadero  feudalismo.  Su  origen  se 
pierde  en  la  noche  de  los  tiempos,  porque  foralmente  dejaron  de. 
existir  desde  muy  antiguo. 

Pero  sea  de  esto  lo  que  se  quiera,  por  que  en  el  momento  no 
¡mpor|^  la  investigación  de  este  punto,  siempre  tendremos  dos  sig-- 
nos  infalibles,  para  conocer  la  índole  de  los  señoríos,  y  estos  signos; 
son  las  donaciones  regias  y  el  ejercicio  de  la  jurisdicción.  Si  el  títu-> 
lo  denominado  de  propiedad  proviene  de  mercedes  regias,  y  si  lo*^ 
señores  ejercian  en  sus  señoríos  actos  jurisdiccionales,  no  fueron^ 
no  pudieron  ser  estos  de  dominio  absoluto,  porque  ni  los  reyes  po- 
dian  transferir  por  sus  larguezas,  mas  derechos  que  los  que  en  sus; 
pueblos  de  realengo  disfrutaban,  ni  la  jurisdicción  pudo  ejercerse 
en  nuestro  reino  sino  por  delegación  del  Monarca. 

Ninguno  de  los  señores,  cuyo  señorío  haya  llegado  hasta  noso- 
tros, habrá  presentado  otra  ni  mas  aparejada  justificación ,  que  sus; 
títulos  de  donaciones  6  mercedes  reales ;  y  como  ninguno  de  elloi^ 
habrá  dejado  de  ejercer  jurisdicción,  vendrá  siempre  á  resultar,  que 
los  pueblos  donde  la  ejercian,  les  fueron  dados  en  honw:  que  las 
prestaciones  que  de  ellos  sacaban,  constituyeron  siempre  un  verda- 
ro  usufructo;  y  que  estas  rentas  feudales,  es  decir,  dadas  en  feudo,^ 
fueron  viciosas,  ilegales,  absurda?,  desde  el  momento  que  cesaron  cd 
los  pueblos  de  realengo:  desde  el  momento  en  que  fueron  sustituidas 
por  el  sistema  de  contravenciones  ó  tributos  generales  para  toda  su 
nación:  desd^  el  momento  en  que  por  esta  reforma  del  sistema  tri* 
butario,  dejaron  de  proveer  los  señores  á  la  defensa  del  reino  por 
medio  de  las  caballerías  á  que  estaban  obligados  para  el  servicio 
militar.  Las  donaciones  reales  en  volvían  este  doble  contrato,  que 
dejó  de  ser,  que  caducó,  cuando  dejó  de  ser  bilateral,  y  cuando  loí^ 
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reyes  dejaron  de  percíBir  en  los  pueblos  de  realengo,  las  regalías 
que  por  donación  suya  y  en  su  nombre  y  representación  disfruta- 
ban asimismo  los  señores  en  ios  pueblos  de  su  horior. 

A  temeridad  debiera  tomarse  el  sostener  otra  ni  mas  doctrinas 
que  estas,  en  los  señoríos  donados  por  los  Monarcas  aragoneses.  Los 
pueblos  de  realengo,  al  pasar  á  ser  de  señorío  particular,  no  cambia- 
ban ni  podian  cambiar  su  condición:  los  señores  se  sustituían  á  los 
reyes  en  la  percepción  de  sus  derechos:  sus  percepciones  constituían 
las  rentas  publicas  de  la  corona:  al  adquirirlas  contraían  los  seño- 
res la  obligación  de  levantar  sus  cargas.  Estinguidas  estas  rentas  pú- 
blicas en  los  pueblos  de  realengo,  por  haber  desaparecido  la  causa 
onerosa  en  que  se  fundaban,  han  debido  desaparecer  también  con 
^sta  los  señoríos. 

Empero  el  deseo  de  reseñar  cuanto  antes  mi  teoría,  la  teoría  de 
nuestra  organización  política,  en  este  punto  de  los  señoríos  territo- 
riales y  jurisdiccionales,  me  ha  llevado  mas  adelante  de  lo  qu#  á  mi 
designio  conviniera.  Dije  al  principio,  que  antes  de  examinar  tal  es- 
tremo,  procedia  ocuparnos  del  feudahsmo.en  general,  (Si  es  que  se 
conoció  en  la  península  ibérica),  y  de  la  índole  especial  de  las  insti- 
tuciones feudales  en  el  territorio  aragonés.  De  esto  procuraré  tratar 
fin  los  artículos  inmediatos. 

Manuel  Lasala. 


mi 
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DE  PREFERIR  EN  LA  ACADEMIA 

LOS  ESTUDIOS  JDRÍÜIGOS  A  LAS  TESIS  POLtTIGAS  (O. 


Señores : 

Comenzamos  hoy  nuestro^  estudios  sobre  el  derecho  en  el  ano 
de  Í8S8  á  18S9;  y  cábeme  á  mí,  si  no  nuevo  del  todo  en  efete  sitio, 
poco  acostumbrado  al  menos  á  verihe  entre  vosotros ,  la  que  es  á  la 
par  noble  tarea  é  insigne  honra  de  iniciar  y  de  dirigir  tales  confe-* 
reacias.  Puesto  que  ha  ^do  vuestra  la  elección ,  vosotros  me  dispen*- 
saréis  sr  no  lleno  como  mis  predecesores  los  arduos  deberes  de  este 
encargo;  y  si  inferior  en  justa  autoridad  al  Sr.  Cortina,  en  sólida 
erudición  al  Sr.  Gómez  de  la  Serna,  en  elocuencia  varonil  al  Señor 
Ríos  Rosas,  en  todo  género  de  mérito  á  todos  los  demás,  solo  puedo 
seguirlos  trabajosamente  y  á  distancia,  repitiendo  sus  pasos,  inspi- 
rándome con  sus  ejemplos,  é  iluminándome  coh  sus  resplandores.— 
En  un  punto  solo,  ni  quiero  ni  temo  quedarme  detrás  de  ninguno: — 
en  el  celo  por  el  cumplimiento  de  mis  deberes;  en  el  interés  por  la 
prosperidad  de  la  Academia. 

Próspera,  señores,  la  encuentro;  próspera,  sin  ningún  género 
de  duda  la  tenemos  en  estos  instantes.  El  brillo  de  su  tradicional 
Hombradía  no  se  ha  empañado  en  los  anos  líltiraos :  la  luz  que  viene 
difundiendo  desde  su  origen  no  ha  esperimentado  mengua  ni  deca- 
dencia, aun  en  este  tiempo  en  que  refulgen  tantas  luces  análogas. 
Se  ha  levantado  y  ha  echado  raíces  en  frente  de  ella  la  gran  univer- 
sidad de  la  corte,  que  antes  no  existia:  se  ha  consolidado  para  siem- 
pre el  Parlamento,  que  tampoco  tenia  ser  cuando  nuestra  Academia 
nació  y  creció;  y  á  la  par  con  la  una  y  con  el  otro,  y  en  medio  de 
tan  noble  emulación  y  de  tan  distinguida  enseñanza,  ella  también  ha 


(1)    Discurso  leido  por  el  Exorno.  Sr.  D.  Joaquín  Francisco  Pacheco, 
■presidente  de  la  Academia  matritense  de  jurisprudencia  y  legislación,  en  la 
sesión  de  apertura  de  la  misma,  yerifícada  en  la  noche  del  i  2  de  nOTiembm 
de  1858.  . 
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subsistido,  ella  también  se  ha  conservado,  y  no ,  de  seguro,  en  la 
modesta  oscuridad  de  un  puesto  subalterno,  sino  alimentando  altas 
^piracíones,  ostentando  ambiciosos  propósitos,  y  ganando  frescos  y 
gloriosos  laureles. — Yo,  señores,  puedo  decirlo  sin  embarazo,  por- 
que no  es  mi  propia  alabanza  lo  que  declaro  en  ello:  en  el  recinto 
en  que  resuena  ahora  mi  voz  se  ha  ensenado  tan  bien  como  en  la 
universidad,  y  se  ha  discutido  y  se  ha  hablado  tan  bien  como  en  las 
Cortes. 

A  continuar  esta  honrosa  ocupación,  sin  desmerecer  del  puesto 
que  hemos  alcanzado,  es  á  lo  que  nos  reunimos  nuevamente  en  el 
ano  que  principia:  á  reanudar  esas  tareas ,  á  proseguir  esos  deba- 
tes ,  que  si  para  cada  cual  de  nosotros,  seres  limitados ,  meros  indi- 
viduos, se  agotan  y  parece  que  acaban,  para  todos  en  conjunto, 
^ra  la  humanidad  de  que  hacemos  parte,  no  tienen  posibles  límites 
Al  término.  Una  nueva  generación  llega  cada  dia,  á  escucharnos 
primero,  á  ayudarnos  después,  á  reemplazarnos  por  último;  y  ante 
«Ua,  y  para  ella,  y  con  ella  es  deber  nuestro  el  proseguir  Im  pasa- 
bas investigaciones,  y  el  adelantar  cuanto  nos  permita  nuestra  im- 
perfección en  el  conocimiento  de  lo  recto  y  de  lo  justo.  La  posesión 
adecuada  de  lo  uno  y  de  lo  otro,  seguro  es,  señores,  que  no  ha  de 
lograrse  en  la  tierra;  pero  el  ideal  que  vislumbra  nuestra  mente, 
pero  la  aspiración  que  conmueve  nuestro  ánimo,  nos  impelen  y  nos 
'arrastran  por  esa  vía,  que  nos  señaló  como  indeclinable  destino  el 
Autor  y  Supremo  Legislador  de^  la  naturaleza  y  de  la  sociedad. 

Pues  á  esa  generación  que  hoy  entra  en  este  sitio  llena  de  juven- 
tud y  de  fé,  con  la  viva  presunción  que  dá  la  inesperiencía,  con  la 
balagüena  confianza  que  inspira  el  primer  sentimiento  de  la  fuerza 
propia  no  quebrantada  aun  con  decepciones  y  desengaños;  áesa 
generación  que  amamos  doblemente,  porque  nos  recuerda  lo  que 
fuimos  y  nos  presenta  lo  que  aun  quisiéramos  y  ya  no  podemos  ser» 
es  á  la  que  voy  á  consagrar  estas  breves  palabras ,  que  una  práctica 
respetable  me  obliga  á  pronunciar  hoy  .delante  de  todos  vosotros. 
Para  varones  acostumbrados  á  la  meditación,  para  los  que  siquiera 
han  subido  el  áspero  sendero  de  la  vida,  y  visto  dilatarse  ante  sos 
ojos  ese  ancho,  desigual  y  desapacible  horizonte  de  la  realidad  de 
las  cosas,  nada  podria  yo  decir  que  no  fuese  vulgar,  descolorido, 
Merior  á  lo  que  saben  y  á  lo  que  sienten.  Discúlpenme  por  lo  mis- 
mo, si  no  intento  lo  que  seria  escusado  é  inútil ;  y  permítanme  que 
me  dirija  á  nuestros  jóvenes  companeros,  sometiendo  á  su  benevo* 
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lente  atención ,  con  la  autoridad  que  nos  presta  la  desgraciada  pri« 
madade  ios  anos,  algunas  observaciones  y  consejos,  tan  sencillos 
como  leales ,  sobre  lo  que  deben  temer  y  lo  que  deben  procurar» 
sobre  los  que  son  á  la  vez  escollos  peligrosos  y  antorchas  necesarias» 
en  la  noble  y  distinguida  profesión  á  que  consagran  su  existencia. 

Es,  señores,  una  ley  rigorosa  de  nuestro  ser  la  de  que  vivamos 
bajo  las  condiciones  del  tiempo  en  que  hemos  nacido,  la  de  que  es- 
perimentemos  el  influjo  de  la  sociedad  de  que  formamos  parte ,  la  de 
que  no  podamos  aislamos  en  medio  de  la  atmósfera  que  nos  circun- 
da, ni  desprendernos  y  quedar  fuera  de  la  corriente  en  que  bullen 
las  necesidades  y  opiniones  de  nuestro  siglo.  Sabido  es  que  cada  cual 
de  estos  tiene  su  fisonomía  y  carácter  que  le  son  propios;  sus  ten- 
dencias, sus  aficiones,  sus  adelantos,  sus  defectos  y  enfermedades 
también ,  que  constituyen  en  conjunto  la  especialidad  de  su  natura- 
leza. Y  así' como  nuestro  cuerpo  lleva  notoria  la  marca  del  clima  en 
que  vio  la  luz,  asi  ostenta  una  análoga  nuestro  ánimo,  y  del  propia 
modo  poderosa  é  indeleble,  tomada  de  la  época  y  de  la  civilización 
que  le  reciUeron  al  nacer  y  que  le  amamantaron  á  su  seno.  Si  el 
espíritu  del  hombre ,  por  su  esencia,  ha  sido  siempre  igual  y  ha  po- 
dido ocuparse  en  las  mismas  cosas ,  por  la  manera  con  que  lo  ha 
hecho  y  por  los  accidentes  de  que  las  ha  acompañado ,  nada  ha  ha- 
bido tan  diverso  como  esa  idéntica  y  repetida  acción ,  en  los  sucesi- 
vos períodos  de  la  historia  humana.  Cabalmente  por  eso  ha  existido 
esta,  la  historia:  porque  el  hombre  es  uno  y  es  múltiple;  porque 
nada  hay  mas  semejante  y  mas  desemejante  á  la  par  que  nosotros  y 
nuestros  mayores;  porque  cada  paso  que  damos  en  nuestra  indefini* 
da  y  constante  marcha,  ofrece  una  modificación  que  cambia  nuestra 
aspecto,  por  mas  que  respete  y  conserve  nuestra  natural  y  necesaria 
índole.— Cuando  hayamos  tocado  al  término  de  este  destino,  habrá 
conciuido  el  tiempo,  y  viviremos  en  la  eternidad. 

Lo  que  acabo  de  decir ,  señores,  en  esta  esposicion  general  y 
sintética,  es  una  cosa  conocida  de  todos.  Nadie  niega  en  abstracta 
el  influjo  de  los  siglos  ni  el  poder  de  las  edades.  Ante  la  evidencia 
de  tal  hecho  no  hay  ojos  que  se  cierren  á  su  luz;  bajo  la  presión  de 
tal  poder,  no  hay  fuerzas  que  no  se  doblen  y  no  se  confiesen  desi- 
iguales  á  su  fuerza. 

Así,  descendamos  naturalmente  de  esa  abstracción  y  de  esa  al« 
tura,  y  vengamos  á  la  apUcacion  de  estos  principios,  á  la  práctica 
de  estas  ideas.  Puesto  que  nos  ocupamos  en  el  estudio  del  derecho^ 
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y  vivimos  en  el  sigla  décimo  nono,  meditemos  un  poco  sobre  el  ca* 
rácter  de  este  siglo,  y  estimemos  cómo  puede  influir ,  y  eon  qué  gé*- 
ñero  de  influencia,  sobre  ese  punto  que  es  nuestra  ocupacioii. 

No  creo  decir,  señores,  ninguna  cosa  nueva ^  sino  emitir  por  el 
contrario  un  pensamiento  muy  vulgar,  repitiendo  en  este  sitio  lo 
que  se  dice  por  todas  partes :  que  es  eminentemente  política  la  edad 
que  hemos  alcanzado.  Sea  un  bien  ó  un  mal,  debamos  jactarnos  ó 
dolemos  de  ello ,  estemos  satisfechos  ó  pesarosos  de  tal  círcunstan* 
cia,  en  la  realidad  de  la  misma  no  cabe  cuestión,  no  cabe  duda:  el 
sentimiento  político  y  la  agitación  que  es  consiguiente,  caracterizan; 
dominan  y  arrastran  la  inteligencia  y  la  actividad  de  nuestro  mundo 
contemporáneo.  Aquellos  pueblos  que  maldicen  de  ese  hecho,  se  ven 
tan  sometidos  á  él  como  los  que  le  contempian  ufanamente:  los  pue* 
hlos  que  se  declaran  adversarios  de  la  política  y  pugnan  por  su  su- 
presión, hacen  á  su  vez  política,  y  quizá  no  menos  viva,  y  quizá  no 
menos  apasionada  que  la  de  sus  contradictores.  Es  ella ,  sin  que  po-* 
damos  remediarlo,  el  ambiente  moral  de  nuestro  tiempo:  es  ella  la 
condición  necesaria  de  nuestra  vida,  tal  como  nos  la  ha  formado  lo 
que  trae  y  forma  la  de  todos  los  períodos  sociales;  aquella  otra  que 
vivieron  y  llenaron  los  períodos  precedentes. 

Por  lo  que  á  mí  toca,  señores,  si  me  fuera  indispeusable  tener 
una  opinión  y  enunciar  un  parecer  en  el  contradictorio  juicio  de  tal 
suceso,  guardaríame  mucho  de  censurar  ese  estado,  esa  inclinación, 
ese  carácter  del  siglo  en  que  nacimos.  Teniendo  siempre  á  honra  el 
ser  hijo  suyo,  siendo  consecuente  á  la  enseñanza  que  me  ha  dado,  re- 
cordando la  pureza  de  intención  con  que  he  procedido  constantemen- 
te al  aplicarla,  y  sin  olvidar  en  fin  las  distinciones  que  le  ha  debido 
mi  humilde  persona,  yo  me  envanezco  y  me  envaneceré  de  haber  ve- 
nido á  la  luz  en  una  época  en  que,  después  de  todo,  se  aprecia  la  dig- 
nidad del  hombrer  y  doy  y  daré  gracias  á  Dios  por  haberme  hecho  co» 
Bocsr,  amar  y  servir,  en  la  medida  de  mis  facultades,  la  libertad  de 
mis  conciudadanos.  Sé  bien  que  esa  dignidad  y  esa  hbertad  no  son 
en  este  mundo  cosas  adecuadas  ni  absolutas :  conozco  bien  los  defec- 
tos que  las  amenguan,  las  tormentas  que  las  combaten,  los  escollos 
en  que  peligran;  estoy  persuadido  como  el  que  mas  de  la  imperfec- 
ción de  todo  lo  que  es  transitorio  y  terreno,  y  de  la  imposibilidad  de 
llegar  en  la  práctica  á  los  ideales  que  percibe  nuestra  mente;  pero 
todavía  me  hallo  satisfecho  con  el  lote  que  me  ha  cabida,  cuando  le 
qpoiparo  con  los  otros  lotes  que  eran  posibles,  y  todavía  prefiera» 
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esos  ik<Ate  dbjetós  que  admira  mi  iiileligeiioia  y  por  k>s  que  lato  mí 
oorazon ,  i  la  dependiente,  oscura  y  mezquina  tranquilidad ,  en  que 
solo  ha  podido  consistir  ht  beatitud  de  alguiios  renombrados  tiempos. 
Malo  periculosam  libertatem  decia  el  primero  de  ios  historiadores 
filósofos  al  contemplar  el  senado  romano  de  la  decadencia:  Malo  pe* 
rictüosam  libertütem,  repito  yo  también  >  al  fijar  mis  ojos  en  la  his^ 
toria  de  los  últimos  siglos ,  y  al  misditar  sobre  el  infeliz  pueblo  de 
Carlos  II  de  Austria  y  de  Carlos  IV  de  Borbon. 

Pero  no  tenemos  que  tratar  aquí  ni  de  mis  sentimientos  ni  de 
mis  aficiones.  Era  tan  solo  un  hecho  lo  que  yo  quería  consignar,  y. 
lo  que  ciertamente  consignaba ;  y  cualquiera  que  sea  el  juicio  que  se 
forme  sobre  él ,  bástanos  con  su  realidad  incuestionable  para  las  ob- 
servaciones que  os  he  anunciado  ocuno  objeto  de  este  discurso. 

Nuestra  épocA  es  política;  nuestra  atmósfera  intelectual  y  moral 
eslá  oompietamente  saturada  con  ese  elemento;  ni  nuestra  inteli*' 
gencia  ni  nuestra  voluntad  pueden  libertarse  de  su  influjo,  ni  que* 
dar  ex^tas  de  su  acción.  Cuando  m  esta  época  estudiamos  el  dere- 
cho, objeto  intelectual,  oiencia  moral,  si  los  hay  que  merezcan  tales 
nombres ,  la  idea  poh'tica  ha  de  venir  á  mezclarse  en  nitestro  estu-r 
dio,  y  á  tocar  con  su  hálito,  y  á  revestir  con  sus  odores  la  laboriosa 
investigación  en  que  se  ocupa  nuestra  mente.  ¿Bs  esto  un  bien,  6 
es  esto  un  mal?  ¿Es  una  ventaja,  ó  es  un  peligro?  ¿Es  un  suceso  de 
que  podamos  congratularnos ,  dejándonos  llevar  apaciblemente  por 
sus  consecuencias,  ó  es  una  desgracia,  que  no  nos  sea  dado  desco-^ 
nocer,  y  contraía  cual  debamos  precavernos,  conjurándola  ó  ate- 
nuándola por  todos  los  medios  que  estén  á  nuestro  alcance? 

Lo  declaro,  señores,  con  tanta  convicción  como  imparcialidad: 
tengo  ese  Iiecho  por  un  peligro,  por  un  mal,  por  una  desgracia.  En 
el  estudio  de  que  tratamos  creo  que  es  un  principio  perturbador  el 
advenimiento  de  la  idea  política;  juzgo  que  la  acción  de  ésta  sobr^ 
aquel,  lejos  de  ser  concordante,  auxiliadora,  benéfica,  esunaaccioá 
contraria,  deletérea,  disolvente.  La  justicia  y  la  política  no  son  de 
seguro  una  misma  cosa;  aun  admitiendo  que  Dios  las  haya  hecho 
hermanas,  es  lo  cierto  que  ha  dado  á  cada  cual  de  ellas  sus  diversas 
facciones  y  su  diferente#destino.  Donde  se  requiere  templanza  en  las 
formas  y  serenidad  en  el  ámmo,  no  viene  bien  una  agitación  bullen- 
te  y  febril ,  que  se  apasiona  mas  que  discurre ,  que  declama  mas  que 
medita ,  que  combate  en  vez  de  investigar.  Donde  seria  forzoso  que 
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tO'á lasiseculftried^soiisCáiiteft inAGUttími'lsL  muim6nát lo^ jwoios' 
dei  iDdividao  i  {o6  juicioS:Cokctivi08  é  histf^ioos»  dabo  está  que  es 
trastornador,  aotítétíco/bqftte  vive  derázdnes  de  teoría,  de  razo* 
oes  pnras ,  lo  qae  conste  esencial  *  y  tecesai^iamente  en  el  libre  exá^ 
men,  loque  tiene  por  bate  oapitdl' la  omnipotencia  del  concepto 
contemporáfl^ ,  7  por  ifldíspensable  propésito  el  de  ganar ,  el  de 
apoderarse  de  ése  concepto,  lo  nm  eis  verdaderamente  un  sacerdo* 
cío;  lo  otro  es  forzosamente?  una  ftirlicia/  Y  cuando  amalgamamos 
esta  con  aquel,  el  espíritu  de  esta  con  él  espíritu  de  aquel ,  no  diré 
JO  que  confundimos  lo  con^fadictório  ni  aue  pugnamos  por  realizar 
ei  absurdo;  pero  diré,  sí,  que  no$  exponemos  á  que  lo  accidental 
desnaturalice  á  lo  necesario,  y  á  que  lo  transitorio  ocupe  el  antiguo 
y  legítimo  puesttv  de  lo  perduraWe. 

Todo  esto  me  parece  tan  senciUo,  tan  elemental ,  tan  obvio,  que 
fiO  concibo  necesite  de  mas  prueba ,  ni  aun  de  mayor  esclarecimien- 
to que  su  mera  enunciación.    ■.  .  ' 

Otra  cosa  és  lo  que  podéis  esperar  de  mí ;  otra,  lo  que  quizá  sé 
agita  en  vuestra  mente,  y  lo  que  puede  ser  que  casi  formulen  y  me 
pidan  vuestros  labios.  Puesto  que  os  he  dicho  el  mal,  el  peligro, 
vosotros  aguardáis  que  os  esponga  lo  que  debe  combatirle,  el  reme- 
dio :  puesto  quO' he  tenido  resolocion  para  poner  la  tienta  en  la  Ua- 
ga,  vosotros  podéis  pensar  «que  la  tendré  también  para  aplicar  el 
cauterio  oportuno.  <  Para  eso  ocupas  la  silla  presidencial,  me  diréis; 
para  eso  te  hemos  colocado  al  frente  de  nuestra  Academia.  > 

No  es,  señores,  la  resolución,  no  es  el  ánimo,  lo  que  á  mí  rae 
falta  por  lo  común,  en  presencia  de  los  grandes  problemas  de  nues- 
tra pobre  y  fatigada  sociedad:  es  el  poder  lo  que  no  siento,  lo  que 
no  tengo  en  mis.  manos ,  como  no  lo  tiene  ningún  hombre ,  delante 
de  esa  fuerza  abrumadora  que  han  creado  poco  á  poco  quince  siglos, 
para  ostentarse  y  dominar  en  el  presente.  Mas  de  cualquier  modo 
que  ello  sea ,  no  me  cumple  esquivar  la  dificultad  que  he  provocado 
¿  declarado  yo  propio :  si  acabo  de  señalar  un  bajío  en  el  derrotero 
que  corre  nuestra  época,  obligacbn  tengo  de  aconsejaros  respecto 
á  él ,  á  fin  de  que  podáis  salvarlo  y  no  os  estrelléis  ciegamente  con- 
tra sus  puntas. 

Mi  consejo  principiará  desde  luego  ^  rogándoos  que  os  persua- 
dáis bien  del  mismo  peligro :  si  dudáis  de  su  existencia,  si  no  le  es- 
timáis tan  grave  y  tan  cierto  como  es  en  sí,  estáis  perdidos  sin  re- 
medio I  y  no  hay  nada  que  alcance  ¿  libertaros.  Es  el  canto  de  las 


vuestros  t^j^dibros,  'SOjuzgaírásm  defensa  vuestra]  pobmfyoiualadw 
Si  os  con^itoeis ,  por  el  contraria/  del  pernidoso.imfliija  ifse 
^efcenen  e( estudio  díeld^recko,  ea  sil  <39aip«e»sionv  enrs^prcle^; 
sion^el  sedtimienfo  y  te  pasión* /de  la  fiolftioa ;  Á  lé  otbá^'fi  lo-te^ 
meis,  si' os  prevenís  poderosa,  y  saficienutebieBie  óoHtrar>élv  :im>  digdí 
yo,  seiores,  que  de  seguro  podréis  evitarlo,  pero  entiendo»  sí,  iq«e 
seréis  capaces  de  amítíorar  j"  atéüQár  sus  nece&aciosy  tfisies  efectos. 
Afiemáos  en  esa  cóiivícoion,  y  resolved  ^énérgicameole  combatiflos» 
y  yo  os  respobdo  de  que  habéis  encontrado  el  caimie  único  por  4o«h 
de  se  puede  llegar  aluoWe  término'  de  vuestras  dignas  aspiracioaes. 
Se  ha  dicbo  qne  querer  es  poder,  y  este  es  verdad  en  todo  lo  |wí-. 
Me :  enjoimposikle,  querer  es  cm  poder ;.  y  con  eso  basta  en  se^ 
mejftnte' esfera.  , 

Aun-  así,  no  lo  conseguiréis  todo,  no'. dejareis'  enteramente  el ' 
hombre  esteriorá  la  puerta  de  este  recinto;  no  os  despojareis  poc 
completo  de  vuestra  naturaleza^  ni  de  vuestros  hábitos:  matar¿|i« 
primero  vuestro  propio  ser.  Mas  si  llegáis  con  la  decisión  que  os  pro- 
pongo y  os  recomiendo;  si  tomáis  la  resolución  enérgica  de  qae  os 
hablo;  si  os  fijáis  en  el  ideal  que  la  razón  os  señala ;  y  si  consiguienr 
temente  á  todo  ello,  prevenidos  contra  cuanto  es  pasión,  agitacioo., 
osadía,  individualidad  pura,  os  esforzáis  en  un  propósito  de  tran- 
quilidad de  formas,  de  serenidad  y  templanza  de  ánimo,  de  re^to 
á  la  justa  autoridad,  de  deferencia  por  lo  que  han  creido  y  han  en« 
senado  los  siglos ;  si  os  esforzáis,  repito,  á  elevaros  de  loque  es  pa-^ 
sajero  á  lo  que  es  inmutable,  de  k)  que  es  accidental  á  lo  que  es 
esencial,  de  lo  que  es  transitorio  á  lo  que  es  eterno;  yo  os  asegura» 
•tra  vez  de  que  habréis  disminuido  cuando  no  neutralizado  el  pell-^ 
gro  oon  que  nos  rodea  nuestra  edad,  y  de  que  habréis  conseguido  lo 
que  es  posible  conseguir  af  hombre ,  en  la  laboriosa  combinación  de 
hXL  grandeza  y  de  su  pequenez ,  de  su  ingénita  libertad  y  de  su  de-- 
pendencia  necesaria  de  cuanto  le  circunda. 

Atreveos  á  esta  obra,  señores;  emprended  decididamente  esta  ta^ 
rea,  y  contad  conmigo  para  aconsejaros  y  ayudaros.  Yo  que  soy  homr 
bre  político,  y  que  no  reniego  ni  me  avergüenzo  de  serlo,  yo  procu-^ 
raré  también  con  todas  mis  fuerzas  olvidarme  de  ese  carácter  en  Iqs 
momentos  que  consagro  á  nuestra  común  ocupación ;  y  aun  os  pro-* 
meto  exajerar  este  principio  de  desconfianza ,  persuadido  de  que  es 
indispensable  hacerlo  así  para  contrarestar  el  peso  de  la  atmMerft  y 


ei  eminije  ée  la  eofitumbre.  A  la  manera  que  en  cíeAa  érdea  religiosa 
no  se  saludan  hs  profesos  sin  anunciarse  la  muerte ,  para  prevenirse 
ccmtra  Í9&  eneantos  de  la  Vida,  de  la  prbpia  nos  precaveremos  nos- 
otros con  una  incesante  voz  de  alarma,  á  fin  de  evitar  el  escollo  qne 
heáioi  señalado,  j  del  que  absolutamente  no  nos  podemos  alejar. 
Mi  creencia  es,  señores,  la  de  que  siguiendo  denodadamente  ese 
nnübo,  no  naufragaremos,  no  nos  perderemos  en  él ;  que  si  pudíe- 
r<m  decir  los  poetas  antiguos  que  la  libertad  y  los  esfuerzos  humanos 
alcanzaban  i  vencer  el  hado  escrito  en  las  estrellas ,  no  ha  de  ne- 
g^&íe  á  los  filósofos  modernos  el  demostrar  que  esa  libertad  y  esa 
voluntad  pueden  disminuir  el  influjo  que  ejercen  sobre  el  mismo 
hmnbre  las  corrientes  morales  de  su  sociedad  y  de  su  tiempo.  To  no. 
os  airancio  otht  cosa;  yo  no  coatraigo  empeño  de  otra  co^ ;  pero  w 
digo,  si',  que  esto  es  posible,  y  os  añadiré  que  esto  solo  es  lo  nece* 
sario.  Un  remedio  mas  radical ,  mas  absoluto,  ni  le  concibo  ni  le 
quiero:  si  lo  deseáis  vosotros,  y  si  encontráis,  quien  09  lo  ofrezca, 
podéis  invitarle  á  que  ocupe  esta  silla,  que  yo  diaria  desde  luego 
sin  pena  como  sin  dificultad  alguna. 

Pero  DO,  señores,  no,  Tambiea  sois  hijos  vosotros^  del  decimo- 
nono »glo,  y  os  ufanáis  con  sus  glorías,  y  no  maldeciréis  de  él  por 
sus  inconvenientes.  También  le  aceptáis  como  nos  lo  ha  dado  el  Su- 
premo Dispensador  de  todas  las  cosas;  sabiendo  que  no  hay  ninguno 
en  el  que  no  estén  reunidos  los  bienes  y  los  males.  Si  estos  males^ 
si  estos  inconvenientes ,  si  estas  desventajas  nos  imponen  un  aumen-r 
to  de  fatiga  y  nos  exijen  una  laboriosidad  mayor  para  llenar  nuestro, 
destino,  no  por  eso  hemos  de  desconocer  este  destino  propio,  ni  su- 
blevarnos en  idea  contra  las  eternas  leyes  á  que  estamos  irrevoca- 
blemente sujetos.  Nos  empeñaremos  mas,  pondremos  mas  de.nuestra 
parte,  trabajaremos  con  un  ahinco  mayor.  El  trabajo  es  á  la  par 
nuestra  ley  y  nuestra  honra  en  este  mundo.  Dios ,  que  nos  lo  im- 
puso como  pena,  ha  querido  también  que  sea  la  condición  de  todo 
mérito,  de  toda  estima,  de  todo  triunfo.  Lo  que  por  acaso  adquiri- 
mos sin  él ,  jamás  tiene  el  sello  de  lo  legítimo  ni  de  lo  perdurable: 
solo  con  el  sudor  de  la  frente,  solo  con  el  tributo  del  ánimo,  solo.con 
los  esfuerzos  del  corazón,  es  con  lo  que  se  llega  al  término  del  con- 
tentamiento y  de  la  felicidad. 

No  nos  arredren,  pues,  las  dificultades:  osemos  y  esperemos» 
perseveremos  y  consigamos.  El  objeto  es  grandioso;  como  que  nada 
l^ay  mas  digno  que  la  contemplación  del¿deredbo,  como  que  nada 
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Bsy  ñas  áltt)  qae  la  pmfesfcn,  que  la  aplicación  de  la  ley  y  d¿  lá 
justicia.  £o^  nMlfOs  paf a  Ife^r  á  él  deben  ser  piropolrcionados  á  sq 
graf«ieiár  si  httisára  édád'Dos  ofrece  por  sa  índole  obstáculos  que 
I  té  son  espíécMltes ;  también  ésa  misma  edad  realza  con  su  educación 

los  espíritus,  y  los  forma  mas  capaces  para  comprender,  para  que- 
rer, para  poder.  Semejantes  épocas,  las  épocas  políticas,  son  las  de 
los  caracteres  enérgicos;  y  no  hay,  en  mi  juicio,  ni  calidad  ni  ven- 
laja,  que  sean  comparables  con  las  de  la  energía  y  de  la  decisión. 

Nb  hace  muchos  meses,  señores,  visitaba  yo  la  antigua  univer- 
sidad de  Bolonia,  cuna  de  los  estudios  jurídicos  en  los  tiempos  me- 
dios ,  centro  de  donde  ihradiaron  tan  vivas  luces  para  esclarecer  y 
civilizar  á  la  Europa  moderna.  Dominado  por  la  emoción  que  inspira 
aquel  lugar,  abrumado  bajo  los  recuerdos  que  bullen  en  aquella  at- 
mósfera, he  pasado  horas  enteras  en  sus  vastos  salones,  hoy  desier- 
tos y  silenciosos,  pero  que  llenó  en  otras  centurias  tan  noble  agita- 
ción y  tan  continuo  y  animado  movimiento.  Y  entre  las  varias  cues- 
tiones que  se  alzaron  allí  delante  de  mi  ánimo,  la  que  os  he  sometido 
esta  noche,  no  fué  á  la  verdad  ni  una  de  las  últimas,  ni  una  de  las 
que  Éienos  le  ocuparon  con  sus  dificultades.  Porque  aquella  univer- 
sidad, señores,  tan  elevada  y  tan  insigne,  donde  se  escuchó  tal  en- 
señanza, donde  surgieron  y  tocaron  á  su  término  tales  glorias,  tuvo 
«u  orígcQ  en  el  duodécimo,  y  llegó  á  su  apogeo  en  el  decimotercio 
siglo  de  nuestra  era ,  edad  poUtica  en  Italia ,  si  alguna  lo  fué ,  tiem- 
po de  novedades  y  de  luchas,  período  de  güelfos  y  de  ghibelinos ,  de 
tiranos  y  de  condottiei^os ,  de  Sumos  Pontífices  soldados,  y  de  muni- 
cipalidades que  proclamaban  por  su  rey  á  Cristo ,  y  que  escribían 
como  blasón  sobre  sus  muros  la  palabra  libertas,  libertad.  ¿Cómo 
pudo  suceder  esto,  me  preguntaba  yo,  sentado  en  aquellos  viejos 
escaños,  vagando  mi  vista  por  los  millares  de  nombres  que  cubren 
aquellas  paredes,  sumido  mi  espíritu  en  los  graves,  severos  pensa- 
mientos, que  en  aquel  recinto  son  tan  naturales,  son  tan  propíos? 
¿Cómo  no  ahogó  la  política  semejante  instituto;  y  cómo,  por  el  con- 
trario, le  dejó  nacer,  crecer,  encumbrarse  adonde  ningún  otro  ha 
llegado  hasta  ahora,  y  adonde  ya  no  es  posible  que  ninguno  llegue, 
atendida  la  civilización,  atendido  el  carácter  de  nuestro  tiempo? 

No  hay  contestación  á  esta  pregunta,  no  hay  solución,  señores, 
á  este  problema,  sino  en  la  misma  idea  que  os  vengo  enunciando.  Si 
lo  resolvió  el  decimotercio  siglo,  debióse  á  la  virilidad,  á  la  robustez, 
á  la  entereza  de  los  hombres  que  en  él  vieron  la  luz ,  y  que  fueron 


SU  ¡Mre?^  y  i^u  jgíojcia.  Ew  í]lp  cipria, varj?p?^jj}^€^t«^J<<ííflpipftíffií*^ 
tas.,  se.  Uamaban  Giolto;  Lo^  que,  poeta;»,  se  \Uv^iK,J^afiífi;}o» 
que ,  jif fprmadores  de  la  sociedad ,  ¡se  llap^abf^a.  F^ifffcif^o  ^.4f^is; 
losqi^e  sabios,  se  llamabaa  fam^  (¡c  4Quinf>.  y.  f^mve^}fí^(í* 
Cu^ndp,  senuqaute  jiléyada  rej&urae  y  caraqte^í;cfluaaeda4^^  edad 
puede  b^^íe^lo  todo,  porque  tiene  ánimo^para;  coa,ceb¡rlQ-  todo,  .y  co- 
razón p^ra  quererlo  todo. 

Ni  pido  ni  espero  yo  que  hagamos  nosotros  cosas  parecidas.  S^ 
mos  débiles  y  pequeños  al  lado  de  tan  nobles  figuras:  si  nuestro  si- 
glo puede  cqnipararse  coa  aquel  siglo ,  .nos(;ktros  no  podeioos  ponpa-r 
taraos  con  aquellos  hombres ;  el  lustre  y  la  honra  de  la  presente 
generación  son  lustre  y  honra  de  otra  especie.  Pero  si  nadie  aguar- 
da, si  n^^ie  sueña,,  si  nadie  presume  de  que  repitamos,  aquí  esos 
grandes,  estraordinarios  ejemplos,  reconozcamos,  señores,  que  de 
algo  puede  servirnos,  que  en  algo  nos  puede  empellar,  que  no  es 
estéril,  valdío,  inútil,  el  contemplarlos  y  el  admirarlos.  £s,  seño- 
res, una  gran  enseñanza  la  que  ofrece  el  poder  de  la  voluntad  do- 
nunando  las  dificultades  del  tiempo,  cuando  nos  hallaiUiOs  rodeados 
de  idénticas  dificultades ,  y  no  contamos  con  otro  recurso  que  el  de 
la  voluntad  para  combatirlas  y  vencerlas!— He  dicho»   . 

Joaqain  Francisco  Pacheco. 
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LOS   UEGDRSOS  DE  CASiCION. 


,1 


Con  ei  lítalo  de  Bximen\d6lo$  recm^s  de  casación  en  España 
ha  escrfto  ei  Sr.  Marqués  de  Gerona,  naconcieazado  é  importante 
folleto,  digno  de  ser  estudiado  y  meditado  por  cuantos  se  interesen 
en  la  reforma  de  i^neatras  leyes  procesales.  Notorias  son  la  capaci- 
dad del  autor,  la  profundidad  de  sus  estudios  y  la  esperieneia  que  ha 
adquirido  en  la  matei^a  por  iiaber  estado  al  frente  de  la  Sala  única 
llamada  á  fáilai*  los  reculaos  de  casación  que  se  interponen  ante 
el  Tribunal  Supremo  de  JustÍGia,  alegándose  que  las  sentencias  son 
contrarias  á  la  ley  ó  á  doctrina  admitida  como  jurisprudencia.  La 
obra  corresponde  á  la  justa  nombradla  del  que  la  ha  escrito. 

Digno  es  de  elogio  eL  ilustre  magistrado  que  después  de  haber 
ejercido  tan  altas  funciones,  al  dejar  su  silla  presidencial  ofrece  al 
país  el  fruto  de  sus  observaciones  y  señala  con  dignidad  y  con  mo- 
deración el  camino  de  la  reforma,  teniendo  en  cuenta  y  aunando  en 
cuanto  cabe  las  teorías  mas  depuradas,  con  lo  que  le  ha  ensenado  la 
práctica.  Notable. ejemplo  digno  de  ser  imitado  por  nuestros  ma- 
gistrados. Si  alguí^s  así  lo  hicieran,  mucho  ganarían  en  prestigio 
nuestros  tribunales,  al  paso  que  se  enriquecería  nuestra  literatura 
jurídica  con  estudios  de  tarones  esclarecidos^  aleccionados  en  la  es- 
cuela de  la  aplicación  diaria  de  las  leyes.  De  este  modo,  con  nuevos 
trabajos  originales,  llevaríamos  nuestra  piedra  á  la  grande  obrí  de 
reforma  del  derecho.  Si  en  el  siglo  XVI  se  elevó  tan  alta  nuestra 
magistratura,  debióse  en  gran  parte  á  los  profundos,  tratados  de  de- 
recho que  e$críbieroín  muchos  de  los  que  se  sentaban  en  Iqs  tribu- 
nales mas  autorizados  del  Estado.  Los  consejeros  de  Carlos  I  y  de 
Felipe  II  no  se  desddiaban  de  publicar  el  resultado  de  sus  estudios, 
y  así  después  de  haber  servido  noblemente  á  su  país  mientras  vi- 
vieron, dejaron  un  legado  útilísimo  para  los  que  ocuparon  sus  pues- 
tos y  para  las  generaciones  sucesivas,  contribuyendo  á  aumentar 
mas  y  mais  nuesUrá  gloría  literaria.    . 


M4  «VBTA  DE  LEGISLACIÓN. 

Conseeoéi^fe  U.  sM#  ^  mrqaé^  De  ««oiei  .mi  <m  ptopéáto  de 
contribuir  á  la  perfección  de  nuestras  leyes.  En  1853,  siendo  Minis- 
tro de  Gracia  y  Justicia,  presentó  á  S.  M.,  que  se  sirvió  dar  su 
aprobación,  la  Instrucción  de  30  de  setiembre.  Cualquiera  que  sea 
la  opinión  que  se  forme  de  la  obra,  no  puede  desconocerse  que  nin- 
guno conmasbíieife  fe,  cqq  ms  áa^ia  del  aciwto  y  oon  mayoir  ab- 
negación deseaba  que  se  perfeccionase.  Justo  es  que  los  que  con  mas 
vehemencia  impugnamos  la  Instrucción,  demos  esta  muestra  de  im- 
parcialidad y  de  justicia  al  que'  la  redactó.  Otro  Ministro  que  tuviera 
en  mas  su  amor  propio  que  el  bien  del  país,  faabria-  peisistido  tenaz- 
inente  en  su  obra,  ó  aJ  menos  habría  dado  lugar  é  que  k  esperieii- 
cia,  ó  destruyera  la  oposición  que  se  le  hacia,  ó  pusiera  en  evidencia 
la  razón  de  los  opositores,  Pero  no  fué  así :  propuso  muy  lue^o  á 
S.  M.  que  se  creara  una  Comisión  que  reformase  la  obra,  y  para 
componerla  no  nombró  á  parciales  suyos,  á  panegiristas  de  la  Ins- 
trucción, sino  á  personas  imparciales,  señaladas  por  razón  de  los 
cargos  que  ejercian,  y  á  otras  que  habian  manifestado  sn  opinión  des- 
favorable y  censurado  con  acritud  el  trabajo  del  Ministro.  ¿Cuántos 
hombres  políticos  han  tenido  en  E^na  la  noble  abnegación  que  en 
este  caso  manifestó  el  Marqués  de  Gerona?  Elqueescribe  estas  líneas, 
que  fué  uno  de  los  nombrados  para  redactar  las  observaciones  que 
suscribieron  la  Junta  de  gobierno,  Ex-Decanos,  y  la  Comisión  espe- 
ciaUel  Ilustre  Colegio  de  Abogados  de  Madrid,  sobre  la  Instrucción 
de  30  de  setiembre,  observaciones  en  que  se  examinó  con  severidad 
la  obra  del  Sr.  Marqués,  debe  rendir  imparqialmente  la  alabanza  que 
de  justicia  merece  el  que  le  llamó  á  la  Comisión  que  habia  de  propo- 
ner la  reforma.  Así  lo  hizo  en  las  Cortes  Constituyentes ,  separando 
los  ataques  que  se  dirigian  á  la  persona,  de  los  que  se  referían  á  la 
obra:  así  lo  hace  de  nuevo  ahora,  recordando  que  sin  la  iniciativa 
del  Sr.  Marqués  de  Gerona,  sin  laescitacion  que  produjo  la  Instruc- 
ción de  30  de  setiembre,  sin  el  convencimiento  general  que  se  apode- 
ró entonces  de  todos  de  que  era  necesario  reformar  urgentísimamen- 
te  las  leyes  procesales,  sin  la  Comisión,  que  al  efecto  se  nombró,  sin  la 
participación  que  se  dio  á  amigos  y  á  contrarios  en  la  reforma,  no 
existiría  la  Ley  de  Enjuiciamiento  ciyil  que,  á  pesar  de  los  defectos 
que  contenga,  ha  sido  un  gran  bien,  y  ha  satisfecho  una  de  las  ne- 
cesidades mas  apremiantes  de  la  justicia. 

Pedro  Gómez  de  la  Sena. 
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DEL  RECURSO  DE  CASACIÓN  EN  ESPAÑA, 


MEMORIA  ESCRITA 

.  POR;  O-  JpSE  DE  CASTAO  Y  OBOZCO, 

Manqué*  dé'Geneaá,  Vketlteite  «f^M  hm  Mo  de,  la  8«1«  pnmetm 
del  T«aMiii«18«pK«tiiode  J««l9CMy«otiwliiiéi^ 

■     I         III       -  I         lili  II       l| 


MOTIVOS  DE  XSTA  M8M0RTA. 


Por  Real  orden  de  8  de  marzo  de  1^7  se  dignó  S.M.  trasladar* 
me  de  la  presidencia  de  la  sala  dé  Indias  del  Supremo  Tribunal  de 
Justicia  á  la  de  la  priméis  del  mismo,  que  es  la  única  que,  aegun  la 
Ley  de  finjuieiaifiieirlo,  entiende  hay  en  el  conocimiento  y  fallo  de 
los  recursos  de  casacicm  en  el  fondo ,  por  lo  respectivo  á  las  quincie 
Audiencias  de  la  Península. 

Bien  comprendí  que  S.  M.  me  dispensaba  un  honor  tan  alto  como 
inmerecido,  puesto  que  mi  traslación  me  colocaba  en  la  sección  del 
Tribunal  destinada  á  decidir  las  mas  ardua»  cuestiones  de  nuestra 
naciente  jurisprudencia. 

Comprench'  asimismo  que  me  esperaba  el  mas  rudo  trabajo,  por- 
que á  la  simple  lectura  del  sistema  de  distribución  del  mismo,  adop«- 
tado  para  las  salas  del  Tribunal  por  la  Ley  de  Enjuiciamiento,  saltaba 
á  la  vista  de  todos  los  magistrados  medianamente  versados  en  el  co- 
nocimiento práctico  (del  otíeial  carecemos  por  desgracia),  de  la  esta- 
dística de  nuestros  tribunales,  que  los  recursos  en  el  fondo  habían 
de  ser  desproporcionadamente  superiores  en  número  á  los  que  sola 
tuviesen  por  objeto  la  casación  en  la  forma. 

Con  el  desaliento  consiguiente  á  la  convicción  de  mi  insufi^ 
dencia  para  el  cumplido  desempeño  de  tan  espinoso  cargo,  acéptete 
sin  vacilar,  porque  mi  primer  deber  como  magistrado  era  la  obe- 
diencia respetuosa  á  las  órdenes  del  gobierno  de  S.  M.,  siquiera  me 
quedaj»e  siempre  la  mas  justa  desconfianza  de  satisface!^,  ni  aun  me-» 
dianamente,  las  graves  exigencias  de  mi  nueva  posición. 
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S^  RKVISTX  1>B  LKOffiLACHHf. 

Se  trataba,  por  otra  par()»f|da  ad^ir  ó  no  el  puesto  de  mx^tx 
trabajo  del  Tribunal;  y  ante  ^ta  dotf^ideracion  no  creí  decoroso 
i^husarlé,  por  mas  que  temiese  que  su  peso  y  gravedad  debieran 
abfumáme.  •'    >    ¡    /=:;'•'      /'  '   '  '  nVi     I'/*. 

Ha  pasado  ya  mas  de  un  ém  desde  aquella  fecha:  coetánea  á  mi 
ingreso  en  la  sala  primera,  fué  la  vista  y  decisión  del  primer  recur- 
so introducido  con  arreglo  á  la  nueva  ley;  y  hoy  que  el  turno  de 
Vacaciones  me  permite  algún  descanso,  después  de  quince  meses, 
los  mas  laboriosos  de?  mi  viÜa  de  magistrado,  entiendo  que  es  mi  de- 
ber recordar  mi^  imptesioae»;  eoordiAstr  ifli6  ideasPy  ofroeerf^todas 
las  noticias  que  pos^  á  la  ooiisideraoioii:  deios  juríseonsiiltiii^. 

Estas  noticias  no  son- en  su  esencia  otra  oosa  que  la  relación  me- 
tódica y  comparativa  de  los  actos  referentes  á  la  vida  pública  del 
Tribunal,  amplificada  y  oomentada  á  la  luz  de  la  doctrina  constitu- 
yente. 

No  se  criía  pues,  que  el  presente  es  un  trabajo  oficiaU  Md:  care- 
ce en  este  futido  de  todo  género  de  autoridad.  Es  solo  la  espresion 
de  las  opiniones  individuales  de  un  jurisperito,  el  menos  competente 
aeaso  entre  todos  los  de  Espuma.  Los  pensamientos,  las  idea^,  los 
elogios,  las  censuras,  son  eselusivamente  mios,  y  no  pueden  por  lo 
tanto,  tener  otro  valor  que  aquel  que  les  preste  su  bondad  ó  su  ¡usr 
tícia. 

< 

NOTICIAS   ESTADSTIGAS. 

Empezaré  presentando  los  datos  estadísticos  que  yo  mismo  be 
tenido  que  reunir,  adicionándolos  de  paso  con  alguna  que  otra  oh' 
servacion  desprendida  de  ellos  mismos,  para  venir  á  consignar  lue- 
go algunas  reflexiones  generales  sobre  cuantos  y  cuales  han  debido 
ser  los  resultados  de  la  casación  en  nuestra  España. 

Conviene  á  mi  propósito  hacer  aquí  abstracción  completa  de  los 
muchos  y  siempre  graves  trabajos  en  recursos  de  nulidad,  en  com- 
petencias, casos  de  injusticia  notoria,  arduos  procesos  y  numerosos 
espedientes  de  índole  gubernativa,  en  que  la^  sala  primera  del  Tri- 
bnnai  Sapremo  toma  igualmente  parte,  en  escala  'propor<sional  con 
ks  otras  dos  del  mismo  alto  cuerpo. 

Uaciendo,  pues,  eísta  eliminación,  y  ooncrelándome  pura  y  sim^^ 
plememte  al  despacho  de  los  recursos  de  casación  en  el  fondo,  de 
que  eselusivamente  entiende  la  propia  sala  primera,  mis  apuntes; 


DEL  RB^fV^p  mX^S^Kfí  9f$  JS^PARa.  34T, 

pxiwenaí^^íHMa.de  -5!j>|aí5^^^      coftcfuyen  w  SOjjde  {^aip  del  cor** 
riente  ano  de  1858,  ofr^<^  lo&  totales  y.  lfisprjt)goi^¡Ofte*siguieiit^5. 
,  .  Se  Aaa  vi^  y  fs^Uad(>;c¿nci|jBa(?i  r^i^aOiS^  de  <»s$KJÍím,.,iiuíliisos 
siete  de^l|Mul^p9f  sftn^jaj^raisjpij;  jproceií^ 
cias  dé  la  Península.      ,,.,.,         •    ^     ;    '  .     .\^      ,1,         t  , 

Se  b^a  .Qa$a4o  >  .«^^vppadcuünjqameiite  doce  .^te9cía&'  dei  laa 
cipcui^^  prQnuaoii^d^s  pof  nuestras  Audiencias^  territoriate». 

£ste  rebultado  e^.yeFdadeiiai^ente  üsonj^ro^. pues  re^el»  que  ea 
nuestros  Tribunales  Superiores  se  administra  generalmente'  inslici^ 
con  imparcialidad  4  inidigepcia*  .  ,    p  '    .         ; 

£1  número,  ád  ca^9|cioJ9es  ,ea  jF rancia  m:  baj^  de  ochenta  por  $üo, 
y.^uQ  cuando  se  tonieaiep  ouenia  su  población,  m^s.  que  doble  doi^ 
la  nuesíxa,  y  el  mayor  desenvolvimiento  (Je  >stt  ifiquezai  siefngre  po^ 
drá  la  justicia  española  sostener  con  honra  Ja  coipparacioa  eu  cuan« 
to  á  ia  rectitud  é  inteligenoia  de  sus  magistrados  departamentales, 

No  cambian  sensiblemenle  la  e^KjactitMd  de  estas  apr^eciaeionea 
los  datos  que  comparativaq[i^te.ofre(;ea  las  otr^s  dos  salas.del  Tri-i 
bunal. 

.  La  seguidla»  que  solo  entiende  de  \a&  es^s^ibcíones  en  la  formai  hst 
despachado  en  igual  período,  según  es  de  ver  por  la  Gaceta  oñcial, 
doce  recursos  de  fuella  clase,  dei^ando  firmes  «n  diez  las  senten-* 
cias  reclaaiadas  y  desaprpbándplas  solo. en  dos  ocasiones. 

La  de  Indias,  qiie  conoce  en  el  fcmdo  y  en  la  forma  de  los  recur^ 
sos.  de  Ultramar,  ha  visto  asimismo  otros  doce  recursos,  y  solo  eq 
uno  ha  tenido  lugar  la  casación.  .,    < 

Vése,  pues,  que  la  proporción,  s^n  generalizada,  es  de  todo^ 
modos  igual,  y  si  caj)e,  mas  ventajosa  para  e}  buen  nombire  de  nuee^ 
tra  magistratura.  .    ; 

Las  Audiencias  que  han  suministrado  mayor  número  de  reclaíi 
maciones  en  el  fondo ,  son: 

En  primer  lugar  la  de  Madrid,  de  la  que  han  procedido  siete  re» 
cursQs;  de  los  cuales  en  uno  solo  ha  sido  declarada  la  casación. : 

En  segundo  lugai  la  de  Valladolid,  que  hadjido  seis  f  e.cursos  y 
dos  declaraciones  de  aquel  género. 

En  tercero  la  de  la  Coruna,  donde  bau  ascendido  á  cinco^  síq 
declaración  alguna  revocatoria. 

En, cuarto  Id  de  Barcelona,, que  ha  epviado  cuiatro  r^I^^mu^QÍQ^ 
ne^j,  demias  cuales  se  ha  deparado .ea  ti^es.l^  casación.      .     . 


I  • » 


$t8  '    nktisTji  M  -vtísmAídm'. 

Las  riéstantes  AQdieiiciaá  han  producido meáolr nAüéródé itcdt- 
«os  en  el  fondo  (t)úe  son  los  únicos  de  que  aquí  se  tnitá)  en  la  pro- 
porción siempre  dé  uno  á  tres  por  Atidiefíe;iá; 

En  los  reenrsos  vienidosde  las  de  Albacete*  Cátertesv  Burgos, 
Oranada,  Mallorca  y  Valencia,  no  ha  Tísto  d  TrilHmal  Supremo 
motivos  suficientes  para  declarar  la  casación. 

E^  de  notar  que  la  Audiencia  de  Sevilla  no  lia  oeasionado  basta 
tioy  ningún  fallo  en  recurso  dé  casación' en  el  fondo,  si  bien  pende 
alguno  todavía  de  sustanci^cion  sin  que  le  haya  llegado  su  turno 
para  la  vista. 

De  la  de  Canarias  ni  aun  en  sustanciacion  exísien. 

El  ímnisterío  fiácal  tampoco  ha  hecho  uso  hasta  hoy  en  ninguna 
Audiencia  del  reino  de  la  facultad  que  le  concede  el  art.  i  100  de 
la  ley  para  introducir  recursos  de  casación,  en  busca  de  la  mas  ilus- 
trada y  sana  jurisprudencia. 

Me  limito  á  consignar  pura  y  simplemente  los  anteriores  datos 
comparativos  entre  nuestras  Audiencias  territoriales  sin  agregarles 
comentario  alguno,  porque  cualquiera  que  quisiera  hacerse,  sería, 
¿  mi  juicio,  inexacto  y  peligroso. 

Es  iina  institución  muy  nueva  la  casación,  y  son  también  muchas 
y  muy  diversas  las  Causas  locales  que  pueden  influir  en  el  ánimo  de 
los  litigantes  para  decidirlos  á  tentar  fortuna  en  mayor  ó  menor  nú- 
mero ante  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia. 

Séame,  sin  embargo,  lícito  hacer  notar  que  jia;  Audiencia  de  Ma- 
drid, que  es  la  que  presenta  á  los  interesados  mas  fácil  acceso  para 
recurrir  á  la  revisión  suprema,  solo  ha  producido  siete  recursos,  y 
nada  mas  que  una  casación;  circunstancias  ambas  qué  ceden  en 
honra  dé  sus  fálk)s,  dictados  casi  siempre  en  los  mas  gravesy  impor- 
tantes y  delicados  asuntos  que  ocurren  en  el  foro  español. 

REFLEXIONES. 

La  simple  lectura  de  las  cifras  antes  estampadas,  bastará  para 
hacer  comprender  á  los  jurisconsultos  lá  importancia  y  trascenden- 
cia de  los  resultados  que  han  debido  obtenerse  ya  con  la  casación 
en  pro  de  la  claridad  y  fijeza  de  nuestra  varia,  confusa  y  á  veces 
contradictoria  jurisprudencia. 

Cincuenta  decisiones,  en  el  término  de  poco  mas  de  un  ano  y  en 
asuntos  que  por  su  propia  índole  han  debido  suscitar  y  han  suscita^ 


do  tealmeBle  el  examen  y  dedsion  final  de  aJ^masde  las  mas  gr^ 
ves  y  palpitaates  cuestioneg  de  nuestro  derecho  civi),  son  otras  tan- 
tas dudas  aclaradas  para,  los  profesores,  y  otras  tantas  puertas  cer-^ 
radas  qoitk  á  nuevos  pleitos. 

La  disminución  sensible  de  estos  últimos  es  una  de  las  ventajas 
que  se  atrikiyelí  á  la  casación.  No  es  c^sa  preciada  que  ella  sola 
baste  para  producir  tan  lisonjero  resultado;  pero  aceptando  por  ua 
moRiénto  esta  consoladora  esperanza,  raciocinemos  como  si  pudiese 
llegar  á  ser  una  dichosa  realidad. 

Suponiendo  q«ie  cada  luia  de  las  cincuenta  cue^iouos  agitadas  y 
decididas  ya  pdr  virtud  de  la  nueva  ley,  no  debie^  producir  ea 
adelante^  y  en  el  largo  plazo  de  un  decenio  si  se  quiere,  nada  maa 
que  una  sola  tootieada  de  igual  ó  análoga  clase  en  cada  una  de  laa 
diez  Audiencias  menos  cargadas  de  negocios  civiles»  y  dos  en  ,laa 
restante^,  vendfi  á.  resultar  siempre  que  la  jurisprudencia^  y  la  ca- 
sación en  su  npmbre,  iba  suprimido  tal  ve^»  ó  puedie  llegar  á  supri<» 
mir  cada  diez  .imos,  como  precioso  fruto  del  primero  de  su  existen», 
cía,  un  millar  próximamente  de  pleitos  entre  partes;  pleitos  qqo' 
haMa  hoy  podiftn,  y  aoaso  debian  en  ciertas  situaciones,  iate^tar^^ 
y  litigar  en  ellos  los  interesados  con  mayor  ó  menor  esperanza  de., 
un  ésjío  fai^erable. 

Un  miUar  de  pleitos  suprimido  equivale  seguramente,  por  loa 
cufi^ntiosoá  gastos  que  originan,  á  mas  de  diez  millones  de  reales^ 
rescatados  para  el  comercio,  para  la  industria  verdaderamente  pro» 
diletiva  y  para  nuestra  exánime  agricultura. 

Esta  cantidad  se.  hubiera  debido  ^star  además  entre  el  desaso-^ 
siego  y  turbación  de  las  familias,  entre  las  inquietudes  y  mplesüas 
del  foro;  y  no  muy  rara  vez  sirvi^do  de  incentivo  al  crimen  en  sus 
mas  horribles  y  repugnantes  regiones. 

No  temo  ,ser  llamado  visionario.  He  supuesto  para  estampar  los 
anteriores  guarismosv  que  cada  pleito  solo  cuesta  á  cada  litigante 
quinientos  duros  en  toda  su  larga  y  dispendiosa  tramitación,  cálculo 
escesivamente  bajo  para  los  que  conocen  la  carestía  siempre .  ere- 
eiente  de  nuestro  foro  en  estos  últimos  años. 

He  supuesto  también  que  la  mitad  de  los  litigantes  sean  pobrea 
y  qué  nada!gasten;  aun  cuando  esta  suposición  diste  bastante  de  ser 
exacta,  porque  el  pobre  gasta  siempre  poco  ó  mucho,  según  la  clase 
de  su  pobreza. 

Recuerdo,  por  último,  á  propósito  de  lo  que  dije  de  crímenes^ 


t|tie'ki  edlardísfica  dlmiiistf  ae«i^  «en- todo»'  Iob  fék^  te  Homero 
crecido  de  ftllserfadés,  de  daños,  de  tesioae»  y-  hasta  de  eirrcaienft- 
mientos  y  todo  géoéro  de  aseánwos';  producMos  pbr  'U>«Mtetio« 
febril  en  que  constituye  un  litigio  á  los  individuw  y  á  las  faiAi- 

Ifes'.         y.-  •'.•.».     ^  .••• :  ■■:,•  —  ....'!.•.     . 

*  lo¿  presidios  y  tos  hospitales  de  locos  están  bas  Itemsde  lo  que 
sé^cree,  de  inffelíces  cuya  desgracia  no  reconoce  otra  causa  ocasio- 
tM  que  lá  aparición  de  un  litigio,  cometa  siniestro  'que  ha  turbada 
su  razón  ó  pervertido  su  inocencia. 

^  Pío  se  diga  que  e^os  cálculos  son  falibles:  lo  son  cómo  todas  las 
«pfeciacidíies  teóricas  que  proceden  por  órdenes'  ó  dalos,  generales 
sm  cuidaírse  gran  cosa  de  accidentes  y  escepciotíes. 'Rebájense,  em- 
pero, cuanto  se  quiera  y  aun  quedará  siempre  algso  de  beneficioso 
para  lá  causa  púMica. 

'-  No  sé  diga  tampoco  que  esta  es  una  ventajai  de  f»ca  valia»  por^ 
(Jttei^iempíe  habrá  pleitos  en  número  crecido.  Sí?  por  desgracia 
será  así,  aun  con  la  legislación  tíias  perfecta  y  previsora;  así  como 
habrá  siempre  enfermedades  y  muerte  por  mas  adelantos' que  se  su- 
pongan en  la  medicina.  Pero  por  eso,  ¿deberemos  depreciar  el  pro- 
greso en  el  bien  moral,  siquiera  sea  lento  é  imperceptible?  ¿Qué 
diríamos  del  hombre  sin  corazón  que  arrojase  al  fuego  wn  nuevo  es* 
pecífico  cuya  virtud  fuese  incontestable,  apoyado  en  la  gran  verdad 
de  que  el  hombre  está  fatalmente  sujeto  á  las  enfermedades  y  que 
es  mortal  por  naturaleza? 

Ni  la  filosofía  ni  los  gobiernos  pueden  raciocinar  de  un  modo 
tan  vicioso:  aquella  aplaude  donde  quiera  que  vé  aparecer  un  solo 
átomo  de  bien  moral;  y  estos  tienen  el  deber  de  mejorar  incesante- 
mente la  suerte  de  sus  administrados. 

Intencionalmente  he  querido  hacer  notar  las  ventajas  mate* 
riádes  que  la  casación  puede  ó  debe  producir  al  país,  porque  estas 
mn  las  que  coloca  en  primera  línea  el  positivismo  de  nuestra 
época. 

En  cuanto  á  los  intereses  de  la  ciencia,  á  los  de  la  política  y  de 
la  administración  general  del  Estado,  ofendería  al  buen  sentido 
del  último  jurisconsulto  si  indicase  siquiera  que  son  inmensos.  La 
jurisprudencia,  como  agente  supletorio  de  la  legislación,  la  vivifica  á 
veces,  la  desenvuelve  y  completa  siempre  y  puede  dispensar  en  ca- 
icos dados  á  los  pueblos  análogos  beneficios  á  los  que  debieran  espe* 
i:ar  de  las  leyes  mas  sabias  y  equitativas. 
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RAZTON  DEL  MÉTODO. 
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Aquí  debería  concluir  este'mi  incorrecto  trabajo-,  símiltitencidñí 
al  fomátTa  plutíá  hubiese  sidor  ensalzar  la  casación  én  priiicipios  y 
estánipai'  sólarafenté  algunas  noticias  estadísticas  acerca  de  sus  ma-' 
tenates  resultados.  No  son  estos  los  únicos  fines  á  que  aspiVan  mis 
propósitos;  y  si  algo  iñe  líe  éstendido  en  cálculos  y  cifras,  ijue  poneh 
patentes'  ios  benefióios  tangibles  de  la 'casación,' ha  sido'  solo  para' 
traer  á  la  memoria  ese  aspecto  económico-moral,  bajó' el  cuál  rio 
siempre  la  considera  el  espíritu  dogmático  de  la  escuela. 

Me  prbpóngó,  porque  lo  creo  también  un  deber  de  mí  posición, 
manifestar  ádeínás  mi  opinión  humildísima  acerca  de  las  ventajas 
que  el  sistema  de  casación,  no  la  casacioin  misma,  ha  traido  á  nues- 
tra España;  ó  en  otras  palabras,  intento  examinar  el  desenvolvi- 
miento ^e  del  principio  en  abstracto  ha  hecho  nuestra  Ley  de  En- 
juiciamiento. Me  propongo,  por  último,  revelar  los  obstáculos  con 
que  esté  mismo  sistema  lucha  entre  nosotros  y  los  medios  mas  ad^< 
cuados  en  mi  sentir  de  mejorarle  y  perfeccionarle.  '^' 

Deseo  sobre  todo  ser  lacónico,  á  pesar  de  que  tenga  bastaúté 
que  decir,  porque  no  quiero  escribir  una  obra  para  la  cual  acaso  po- 
seo materiales  suficientes.  Quiero  hacer  solo  una  breve  r^na  de  ló 
que  hé  visto,  de  lo  que  he  observado  en  las  escasas  horas  en  que  me 
l^a'^o  dable  disponer  del  tiempo  para  hacer  brevísimos  apuntes. 
Un  fiblro  mas  en  nuestro  siglo  y  sobre  materia  árida  y  especial,  ape^ 
nas  sería  leido  por  un  centenar  de  magistrados  y  profesores;  un  in- 
forme conciso,  claro  y  razonado,  si  me  es  posible  ordenarlo  con  es* 
tas  preciosas  cualidades,  bastará  para  que  el  mal  llegue  á  noticia  de 
quién  puede  remediarlo,  y  para  que  tenga  remedio  seguramente. 

El  orden  y  la  claridad  exigen  que  trate  separadamente  las  váriá$ 
materias  de  que  pienso  ocuparme.  - 

FALLOS  Klf  EL  FONDO. 

Mr.  Tarbé ,  estimable  jurisconsulto  que  ha  escrito  espresamente 
sóbrela  corte  de  casación  de  Francia,  quiere  entrever  el  origen  de 
esta  institución  en  las  novelas  de  Justiniano  y  en  las  antiguas  orde- 
nanzas de  San  Luis,  que  fué  el  reformador  mas  atrevido  de  su  époc^ 
^n  materia  de  procedimientos. 


.'.'t 
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Con  igoal  razón  pudiera  Mr.  Tarbé  sostener  qne  los  lineamíentos 
de  la  casación  se  descubren  ya  en  el  Trj|)unal  de  los  Ueliastas  de 
Atenas ,  encargados  de  velar  por  la  observancia  de  las  leyes ,  y  de 
interpretar  U^  qu^  pareciesen  oscuras. 

Sea  lo  que  fuere  de  estas  elucubraáoneis  eruditas ,  nosotros  po* 
driamos  tapbien  decir  >  por  lo  re^tectivo  á  nnestra  España^  que  el 
antiguo  Consejo  de  Castilla  sostuvo  en  alguna  oea^on  que  en  él  re- 
sidia  de  derecho  el  poder  legislativo,  y  que  los  recursos  de  mil  y 
quinientas  y  4e  injusticia  notoria  no  erai)  otra  cosa  que  formas  de 
casación ,  mas  ó  menos  amplias ,  mas  ó  menos  desenvueltas ,  según 
los  tiempos  y  circunstancias. 

Pero  no  es  nuestro  ánimo  disertar  sobre  los  precedentes  históri- 
cos de  la  casación.  Establecida  definitivamente  por  la  ley ,  s^gun  las 
doctjriiiias de  la3f  escuelas  modernas,  queremos  .sq^q  apne^iar  esta 
misma  ley  en  sus  mas  notables  pormenores. 

Uno  de  ellos,  y  acaso  el  mas  importante  de  todos,  es  el  que  sicve 
de  epígrafe  á  esta  parte  de  maestro  trabajo. 

Separándose  del  si^ten^  francés,  copiado,  exactamente  eq  el  Real 
decreto  de  4  de  noviembre  de  ,1838  que  estableció  nuestros  antiguos 
irecursos  de  nulidad ,  y  sin  aceptar  tampoco  en  toda  su  estension  la 
teoría  de  nuestras  tradicionjales  reclamaciones  por  injusticia  notoria, 
Ja  nueva  Ley  de  Enjuiciamiento ,  imitando  algún  ensayo  feliz  de  un 
método  verdaderamente  ecléctico,  ha  atribuido  á  la  Sala  que  declara 
la  casación  la  potestad  de  fallar  también  en  el  fondo  del?  negocio. 
Este  fallo  se  dicta  con,  separación  de  la  seutenda  an^latoria,  y  no  se 
inserta  en  las  colecciones  legislativas. 

La  ley  ha  resuel^  de  este  modo  una  gran  cuestión  de  doctrina 
que. de  antiguo  trae  muy  divididos  é,  los  jorisconsuUos. 

Es  tan  grave  la.  cuestión,  que  los  partidarios  de  la  casación  mera 
y  absoluta  afirman  y  sostienen  que  el  fallo  en  el  fondo  es  nada  me- 
nos que  la  anulación  del  remedio  mismo,  la  perversión  de  la  juris- 
prudencia y  el  descrédito  de  los  senados  supremos  de  la  justicia. 

Los  partidarios  del  sistema  contrario,  ó  sea  los  que  en  escala  mas 
ó  menos  lata  atribuyen  á  los  altos  cuerpos  jurídicos  el  poder  de  fallar 
cou  mayor  ó  menor  amplitud  en  el  jTondo  de  las  cuestiones,  invocan 
en  auxilio  de  su  opinión  los  mas  sagrados  intereses. 

¿  Cuál  de  estas  dos  escuelas  tiene  mayor  ri^zon  en  sus  afirma- 
qones? 

No  seré  yo  ciertamente  quien  se  atreva. á  decidirlo^.  per(>  coloca- 


da  en  ub  j^Io  ctode  donde  he  podido  4i|)seryar  eon  recta  conciencia 
y  sin  las  preocupaciones  del  proselitísmo  los  efectos  funestos  ó  bene- 
ficiosos del  sistema »  hasta  cierto  punto  conciliador ,  planteado  por 
nuestra.Ley  de  Eojuiciamiento;  puesta  la  mano  sobre  el  corazón  y 
totainente  olvidado  del  dogmatismo  académico,  que  á  veces  me  ha 
seducido  mas  ó  menos  como  i  todos  los  profesores ,  debo  decir  4  mi 
Reina  y  al  país  que  no  he  encontrado  en  mi  práctica  un  solo  incon- 
veniente de  los  muchos,  gravísimos,  desorganisadores  y  verdadera- 
ilieate  espantables  que  atribuye  la  doctrina  especulativa  al  sistema 
de, que  leninismo  tribunal  faHe  sobre  la  casación,  y.  también  sobre 
el  fondo  de  los  n^gocio^. 

No  nos  arguye  la  conciencia  á  los  magistrados  .4e  la  Sala  prime- 
ra del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  de  haber  invadido  con  nuestros 
fiaUoa  eiitel  fondo  ios  fun^m  dd  poder  legislativo^  ni  de  haber  3aeri- 
fícado  Iqs  intereses  verdaderos  y  permanentes  de  la  jurisprudencia  á 
los  transitorios  4^1  individualismo.;  ni  de  haber  incurrido^  en  fin,  ea 
alguno  de:  esos  vicios  de  iniustícia  universal,  d^  subversión  de  orden 
y  de.prmi^ipios,  que,  á' ser  ciertos,  se  podrían  achacar  también  al 
sistema  contrario.     < 

Si  cuando  el  magistrado  falla  por  sí  mismo  en  la  casación  y  en  el 
Comdov  se  tf^me  que ,  por  efecto  de  u^a  alucinación,  inevitable ,  esta- 
biejsG^  primero  j.consecuencias  y  les  busque  luego  premisas  adecua- 
das, ¿por  qué  no  ha  de  recelarse  lo  mismo  cuando  él  es  el  que  dicta 
unas  pcemisas.  .<|ue  produo^  casi  siempre  de.  hecho  sus  ordinarias 
oonsecuencias?  ¿Tan  me|igua4as,9e.suponen  su  inteligencia  y  su  sen- 
sibilidad, que  ni  siquiera  ha  de  {apercibirse  del  alcance  legal,  de  la 
influencia. comunmente  decisiva  de  las  sentencias  de  casación? 
.  Aplaudo,  pues,  Irancameate  el  sistema  de  la  ley,  después  de 
haber  esperimentado  uno  y  otro  método  en  él  Tribunal  Supremo» 
Kgo  mas  :doy  por  el  planteamiento  del  nuevo  )a  enhorabuena  á  la 
justicia. 

.  ¥a  no' tienen  nuestros  litigantes  que  venir  á  Madrid  á  d^man-! 
darla ,  y  sabedores  de  que  les  asiste  por  el  fallo  sibilítico  del  cuer-t 
po  :mas  alto  en  su  dase  de.  la  monarquía ,  regresar  todavía ,  en- 
tre el  temor  y  la  incertidumbre,  á  la  misma  Audiencia  que  antes  les 
había  desatendido,  para  pedirla  un  nuevo  fallo  no  casable..  Y  esto 
cuando  su  mala  suerte  no  les  forzaba  á  viajar  todavía  mas,  en  busca 
d€)  otra  Audiencia  donde  hubiese  mioistros  hábiles ,  encargados  de 

k  ár4ua  misión  de  deducir  la  consecuencia  lógica ,  cuyas  premisas 
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líabía  estableciab  fóflekiBleraefite  él  áipíérfóT  géráfquicó  4 '^ftfcn  ][)or 
todos  era  debida  ré^'pétiiosfli  ^bedfentíiav  '  -•     •  u  -. 

Sea  lo  (jue  quiera  dfe  los  píincipibí?  do^tf iaarios  de  la  vecina 
Francia,  principios  á  los  cuales  yó  nii^o  hé  pagado  en  teoría  el 
tríbulo  de  mis  simpatías ,  és  lo;  cierto  qne  no  •  he  visto  realijadas'en 
la  ptócticá  las  fatídicas  predicciones  de  la  escuela;  y  qne  el'  absurdo 
yei  Hdí6aIo  segaian  mny  dé  cerca  á  nuestro  aortigoo  método,  qne  es 
todavía  el  de  la  justicia  francesa. 

;Qué  tle  'dilaciones  suprimidas!  tCuánfos  gastos  áhorradbs  con  el 
nuevo  sistema  al' infeliz  litigante,  que  al  sfelirhoy  victoriosof  del  Tri- 
bunal Supremo  de  Justicia  lleva  en  su  mano  una  ejecutoría ,  en  vés* 
dé  un  simple  iniañdamiento  para  que  se  vuelva  á  ver  un  pleito  mal 
fallado!  •  ♦  =   .  : 

Un  solo  inóottveniénte ,  y  no  porídétto  dé  peqtieSa  niootá,  tiene 
el  método  misto  de  ntie¿;tra  ley;  á  saber :  !a  d^uMonr  en  los  apunta- 
ibientos  y  eá  los  informes  de  los  letrados,  en  <5iei*ta  clase  de  negí)eios. 

Como  él  fallo  en  el  fondo  en  sentido  fatotáble  á  sus  intenoionds, 
es  siempre  objetó' de  las  peítlcimies  directas  del  que  trae  el  recarso, 
fuerza  es  que  el  relator  se  ocupe  de  todos  los  hechos  pertínentes  á 
aquel ,  si  fos  hay  especiales  en  el  proceso ,  y  que-  la  sala  ©lorgiíe  al 
primer  letrado  qué  informa  !a  amplitud  conveniente  para  la  discu- 
sión, en  lá  hipótesis  que  él  establece  siempre  dé  que  ia  casación 
procede  def  derecho. 

El  que  sostiene  la  sentencia  se  vé  obligado  á  sU  tumo  á  hacer  lo 
mismo,  y  de  aquí  lá  pérdida  de  doble  ó  triple  número  de  horas  de 
audiencia,  porque  la  concisión  y  el  laconismo  son  prendas  qne  solo 
poseen  ciertas  eminencias  de  nuestro  foro,  ya  brtllantes,  ya  modes- 
tas, que  dé  todo  hay,  y  para  todos  débé  fa^ber  también  igual  Jus- 
ticia.- •    ^        •     ••••■"■■::-■•.•.■ 

El  mal  es  gravé  porque' entorpece  grandemente  la  tnátcha  de  los 
negocios:  ofusca  además  la  inteligencia  del  juzgador  el  haber  de  es- 
:tar  coñstahteraeriíe  y  con  gran  frecuencia  horas  seguidas  descartan- 
do de  su  meinoría  especies  siempre^  Confusas  por  la  contradicción  en 
el  debate,  é  inútiles  por  ser  inconexas  con  la  apreciación  en  ábs- 
•tracto  que  tal  vez  haya  hecho  ya  de  la  cuestión  sobre  casación. 

Suben  de  punto  estos  inconvenientes  si  se  considera  que  el  Tri- 

ibünal  está  forzado  á  oir  estos  áridos  y  difusos  discursos  sobre  el 

fondo ,  en  todos  los  casos  en  que  la  cuestión  no  se  concentra  pura 

7  simplemente  en  la  de  casación,  siendo  así  que  solo  en  un  aquintft 


Uuslr^de , -porqi^e.  apeaa».  e§i^de  de, aquel  juíoí^ik)  éj[  <j|j^  if^  caso^ 

¡Cuánto  tiempo  perdido  para  el  despacito  de. los  .ii^gocios  á  coa- 
iilte»m^4Q  qoe  h  J^y«^igae.btalQ)eaU^  á  o^^^i^^r^dos  y  défeaso- 
jRBs  ¿  i|iY.fFtir|o eakique  solo^m útilea  un  n^iaero  muy  reducido 
de.oasQ&Lfil'líwj^fe^.djiaefQ».  b^  4iotu>  alguQo:  el  tieQ(\po  qisil  gasj 
tado  es  daño  para  la  justípia,  p^edep  Qaclapw  tapibi^  los^qu^  qo- 
wmm,  el;  fmioso:  i^Ior  del  tjí^mpp  par^  el  deispa9bQ  de  jgmeairos 

I.a..%al0Ódula  de>9?  4^  e&^r^  de  485^  sobro  ojrg;^iiz^ÍQQ  dejos 
teibuQale«*en-lI^amar,  obr%4e  uop  de  ^pe^troi^mi^^  3Á(>ios  y  re^- 
pels^leí  .magi$trados»^  optando,  lo  mismo  que  ija  Lciy.de,  ÍBQJuiqft- 
máento^  p«c  €il<m^U4ot4e  que  falle. Ui^i^  en.ol,  ^4?  el  Tribui^s^ 
de  «assioion»  ^tableee  en  su  art,,  214,  taliVe^i»  qf^tre-iOtras  mas  eíer; 
i^Masmiras,  (mn  la  de  ordenar,  y  drcuaseribir  Ja  disousioa  oral^qiK^; 
declarado  baber  logar;  al  reeurso, por  la  ^la.  de  Indias ,  ia  {Hrofifi^ 
s^  jlafnede  weva  los  autos  á  la  vista  para  filiar  sobre;  el  {(^ndo  de 
l^.euestioa  oonfotme  á  los  méritos  del  proceso.  ¡ 

>t  B^  disposición^  contraria  á  la  del  art.  1060.40  la  ley  que  rige^ 
e»  laPeiEtínsuia,  ^egun  la  ou¿^l ,  declarada  la  ca^pad^b»  «Kctar  el^ 
tnbaoaii'09itfinuiiaion,  pero  sQparadan^nte  la  seotoftciaen  el  jEoor 
do  f  no^  basta  en  la  práctiea  {^a  icorr^ir  el  mal  4&  raiz ,  porque  If^ 
inico^quo  con  f^a  se  coiisigao  es  obligarle  ¿  rej^roducir^  en  distia-> 
tá forma.  .     .$   •  ■-,..•-,  ^ 

Una' nueva  vista,  eseneidlmenle  formularia,  pero  solemne ,  en,b^ 
e«|al  lios  defensores  se  ven  obligados  á  hacer  dpsfdspera^os  esfuerzas 
de) ingenio. para  ateauacsu  derrota  y  convertirla  ^  triunfo  si.le$ 
fuera  posible,  es,  por  los  crecidos  gastos  que  origina  á  las  partes  y 
por  el  mayor  espacio  de  üempot  que  en ^la,  misma  se  invierte,  un 
peligro  de  nuevo  género,  que  tal  vez  compense  los  inconvenientes 
dé  te  forzosa  Ascusíon  en  cierto  número  de  recursqp.  ( ,  ;        ,  | 

t  Hay  además  otro  riesgo,  é  no  muy, pri^xi^o,  almenos  pro^til^, 
en  el  sistema  qm  dilata  el  fallo  eniel  fondo:  h^ts^. una  ^fiava  vista, 

'  Nadales  mas  común  que  la  variapion  de  uno  ó  dos  magistrados 
en  una  sala,  por  ocupaciones  del  servicio,  por.  indisposición  ó  por 
cualquiera  otra  causa'  involuntaria;  y  si  Uegase  el  caso  de  que  á  )a 
segunda  vista  de  un  asunto  en  que  no  hyi^biese  habido  unanimidad  de 
pareceres  para  la  casación ,  concurriesen  nuevos  magisti^b^os  ,q\ie 
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éaBSualinente  opinasen  con  la  mmorfa  de  los  originatios  senieiicíiido* 
res ,  considérese  la  tortora  moral  en  qae  se  pondría  á  todos  ellos ,  j 
la  esposicion  á  una  contradicción  mas  ó  menos  bfenle»  en  las  entra* 
ñas  mismas  de  on  proceso! 

Este  peligro  es  por  si  sob  tan  grave ,  qoe  no  es  f&eil  encontraife 
otro  remedio  qne  el  del  fello  á  contínoacion ,  ordenado  por  b  Ley  de 
Enjuiciamiento.  Cualquiera  aplazamiento ,  por  iM^e  que  sea ,  ocsír 
sioáará  siempre  riesgos  de  la  misma  especie. 

En  Presumen:  el  grave  iiicoáltsniente  de  ia  pérdida  de  tiempo^ 
existe  sin  duda  alguna  por  virtud  del  falló  en  el  fondo.  Es  nniy  tras^ 
óendentsd ,  es  ilray  digüo  de  ser  tomado  en  consideración  >  especial- 
mente en  imr  país  donde  la  ley  no  permite  á  los  presidtottteB  de  sala 
ordenar  y  círcánscribif  U  discusiofn,  como  es  de  su  deber  en  Francia 
por  éspreso  mandaito'de  la  iiíHsma,  y  se  contenta  úmcamente  con 
autorizarles  para  iñtemcmpir  á  los  letrados ,  euattdo  faabkm  fuera  ie 
áMen  ó  se  et^édi^rén  en  alguna  otra  numera ,  cosas  en  verdad  mtf 
¿Rscintas  (Reglamento  de  S6  de  setiembre  de  183S,  art.  i9.). 

^  En  la  prudente  ampliación  de  esta  última  dis{K>sicion  legal,  kisu» 
ficiente  por  notoriedad  para  evitar  impertinente»  dtvagaemttes ,  que 
Jiastá  ealos  parlañnenfos  políticos ,  cuerpos  los  mas  cdosos  de  la  ii 
bertad  de  tá  discusión,  son  reprimidas  por  los  presidentes;  en  k  i^es- 
potabilidad  y  limen  criterio  de  estoi^  ühimos»  y  en  la  ilnsttado  coope- 
iwcicm  de  los  primeros  profesores  de  nuestro  fbto ,  que  la' prestarán, 
mA  dndaí;  cmi  su  ejemplo  y  con  stis  consejos,  se  enoontí«rán  tiü  vea 
recursos  suficientes  para  atenuar  notablemente  un  mal,  que  según  k 
esperiencta,  es  el  'inicoque  puede  achacarse  sd  sistemado  fallar 
(^juntamente  «(rfire  la  casación  y  sobre  el  fondo,  sistema  nms  espe 
dtto  qué  cuálqniera  otro  y  el  menos  dispendioso  para  los  litigantes. 

IL  HECnO  Y  £L  DBRBCBO. 

El  recurso  de  casación  puede  fundarse  en  que  la  sentencia  sea 
contra  ley  ó  contra  doctrina  admitida  por  la  jurisprudencia  de  los 
trfl)unales.  (Artículo  4012  de  la  Ley  de  Énjuiciamii^ilo.) 

El  Tribunal  Supremo  de  Justicia  en  sala  de  Iii^as,  respecto  á  los 
hechos,  habrá  de  atenerse  en  la  determinación  del  recurso  á  la  cs^ 
fijación  de  aquellos  en  que  se  haya  fundado  el  tribunal  áquo  (artí- 
culo Sdi  <le  la  Real  cédula  sobre  (N*ganizacion  de  tribunales  en  Ul- 
tramar.) 
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fié  a^.doB.deGÍsienes  legislalivas  comptettfpsente  distintas  en  la. 
«seneia,  por  mas  que  no  lo  [wurezcan  en  las  palabras,  y  aplicable^ 
aadiaa  por  el  TrUNupial  Supremo  de  Justicia. 

La  sala  primera  es  soberoMf  según  el  tecnicismo  legal  empleado 
por  los  jurÍ8!Gonsi)ltos  franceses,  para  juzgar  ó  no  de  los  hechos,  pues 
la  ley  estíende  su  potestad  á  todos  los  casos  de  violación  sin  corr 
lapisa  alguna,  miemtras  que  la  de  Indias  solo  puede  ejercer  la  su  va 
sd^re  la  base  de  la  calificación  de  aquellos ,  establecida  en  los  resul- 
tandos de  tas  Audiencias  de  Ultramar. 

No  es  estrana  ciertamente  esta  disparidad  de  mandatos,  que  re- 
vela otra  disparidad  de  doctrina  en  el  legislador ,  porque  la  materia 
referente  á  ¡ouestiones  de  hecho  y  de  derecho  es  la  mas  ardua,  confusa 
y  contradictoria  de  que  pueden  ocuparse  los  modermos  organiza- 
dores. 

No  seria  posible  reunir  en  algunos  volúmenes  en  folio  cuanto  sobre 
este  asunto  se  ha  escrito  hasta  hoy  en  la  vecina  Francia ,  en  Bélgica 
y  en  Italia. 

Fácily  facilisima  cosa  es  estampar  en  el  libro,  que  la  apreciación  ó 
el  error  sobre  un  hecho  no  infringe  ley  alguna,  ni  es  por  consiguiente 
susceptible  de  casación. 

Lo  que  no  es  fácil,  lo  que  es  al  contrario  dificilísimo,  lo  que  á 
veces  toca  en  las  regiones  del  imposible  moral ,  es  distinguir  clara  y 
precisamente  el  hecho  del  derecho,  cuando  se  juzga  ó  se  legisla. 

cEsta  distinción  (escribe  uno  de  los  mas  célebres  juriscoasultos 
contemporáneos),  que  parece  tan  sencilla  en  teoría ,  hace  nacer  en 
su  aplicación  las  dudas  mas  embarazosas,  y  dá  lugar  á  las  cuestiones 
mas  metafísicas.  Por  otra  parte ,  el  tribunal  de  casación  de  Francia 
no  ha  trazado  siempre  el  límite  de  sus  atribuciones  de  una  manera 
firme  é  invariable.  >  (Dalloz.) 

¿Qué  podremos  decir  nosotros  después  de  una  confesión  tan  auto- 
rizada como  esplícita  para  hacer  que  vuelvan  en  sí  y  reflexionen  con 
la  detención  conveniente  esos  teóricos  que  creen  y  afirman  que  el 
hecho  y  el  derecho  se  separan  de  suyo  espontáneamente ,  y  que  es 
un  trabajo  trivial  y  mecánico  el  colocar  á  cada  uno  en  su  región  res- 
pectiva? No  haremos  otra  cosa  que  lamentar  la  indisculpable  ligereza 
con  que  se  aventuran  ciertos  asertos  en  materias  de  justicia. 

Y  si  tal  es  la  confusión  en  Francia,  donde  la  ley  establece  el  ju- 
rado para  lo  criminal,  y  suprime  generalmente  la  prueba  de  testigos 
en  lo  civil,  es  decir,  donde  el  hecho  está  casi  siempre  fuera  del  cri* 


tferio  de  lá  ley,  ¿cuánta  mayor  no  deberá  ser,  y  üo  lo  es  efreCecté  en 
nuestra  )Sspaná,  donde  abunda  con  t^to  esceso  la  pnieba  testlitieal, 
y  donde  la  ley  regula  todavía  eí  valor  délas  docamentiilés  y  las tósa 
todas  minuciósíimente  en  muchas  ocasiones?  '  •     ' 

La  Ley  deínjuiciamiento  civif,  única  de  rpi^nos-f^óa  hablar,  es 
previsora,  á  ntiestro  juicio,  en  esa  mii^ma  vag:tttí<iÉd  que  algunos  la 
achacan  como  defecto.  El  hecho  se  aiBiicre  i  solidifica,  por  decirlo 
así,  en  multitud  de  casos  con  e!  derecho  mismo,  como  la  sombra  que 
sigue  constantemente  al  cuerpo,  como  la  carne  que  eétá  siempre  pe- 
gada a  los  huesos.  • 

Esa  ley  ha  hecho  por  otra  parte  cuanto  ha  podido  para  dismiftuií 
el  importuno  casuismo  de  que  en  punto  á  criterio  legal  están  plagadas 
nuestras  leyes  de  Partida,  al  ordenar  én  su  artículo  347  que*  «los  jue- 
ces y  tribunales  aprecien,  según  las  reglas  de  la  sana  crítica,  la  fuer- 
za probatoria  de  las  declaraciones  de  los  testigos. » 

Esta  amplitud  otorgada  á  nuestros  juzgadores  ha  producido  ima 
verdadera  revolución  en  nuestro  foro,  emancipando  el  juicio  de  los 
tribunales  de  una  tutela  embarazosa,  que  les  forzaba  muchas  veces 
á  establecer  una  legalidad  oficial ,  á  despecho  de  la  cnfica. 

Ha  servido  también  grandemente  para  allanar  las  vías  y  franquear 
un  terreno  sólido  y  espacioso ,  donde,  en  materias  de  errores  de  hecho 
y  errores  de  derecho,  ha  podido  sentar  el  pié  nuestra  jurispru- 
dencia. 

Desde  la  creación  de  los  antiguos  recursos  dé  nulidad ,  los  digní- 
simos magistrados  del  Tribunal  Supremo  pugnaron  por  descartar  del 
conocimiento  del  mismo  las  cuestiones  de  hecho ,  fundados  esclusi- 
vamente  (la  ley  tampoco  les  prohibía  fallar  sobre  ellas)  en  los  princi- 
pios de  la  escuela  francesa  que  son  hoy  generalmente  los  de  la  Euro- 
pa jurisperita;  porque  una  cosa  es  que  la  esperiencia  ensene  la  difi- 
cultad de  separar  el  hecho  del  derecho  en  la  gran  mayoría  de  los  casos 
y  con  especialidad  en  materia  civil,  en  la  cual  se  mezclan  sin  duda 
mas  tenazmente;  y  otra  cosa  es  que  la  razón  confiese  que  donde  es- 
pontáneamente pueden  separarse,  hay  gran  conveniencia  de  orden 
y  de  principios  en  alejarlos  de  la  casación. 

Esta  jurisprudencia  coetánea  á  la  creación  del  tribunal ,  siguió  su 

curso  sin  tropiezo  alguno  y  produjo  multitud  de  sentencias  justas  y 

filosóficas,'  mientras  se  presentaron  únicamente  á  la  decisión  casos  en 

que  se  trataba  solo  del  valor  que  debiera  darse  á  la  apreciación  mo- 

'ral  dé  un  hecho,  sin  trascendencia*  alguna  para  los  intereses  de  la 
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i^mprndencia  geoecal,  ai  ofi^n^a  grave  y  direptaá  las  leyes  y.  doo- 
trinas  que  establecea  las  regida  i»  puestro  criterio,  judicisd. 

Pero»  hubo  uu  caso  de  roconOGÍaúento  de  pateraidad,  caso  en  que 
la  ley  fija  la  forma  de  la  prueba  y  en  ^ue  el  hecbo  se  presentó  por  lo 
tanto  íntimamente  adherido  á  su  espíritu ,  en  términos  que  el  tribu- 
nal toinió  la  anulación  de  la  misma  ley  si  no  se  tomaban  en  cuenta 
sus  especiidísimas  circunstancias. 

£1  tribunal  hubo  de  recordar  toda  la  latitud  legal  d^  sus  atribu-» 
cip&es:  coASttltó  sin  duda  los.  precedentes- de  la  jurisprudeneia  fran* 
cesa»  donde  la  eérüd  de  casación  aparece  como  ^berana  en  estas 
materias ,  según  hemos  dicho  ^ya  otra  ve;^;  y  aseguradiit  en  el  terreno 
de  la  doctrina,  y  fuerte  también  en  el  de  la  legalidad,  española,  que 
no  circunscribía  entonces  ni  drcunscribe  hoy  su  aocion  á  límite  al* 
guno,  que  la  estiende  virtualmente  á  toda  clase  de  infracciones  sin 
distinguir  si  han  de  consistir  en  la  apreciación  del  hecho  ó  simple- 
mente  en  la  denegación  del  derecho,,  casó  y  anuló  la  sentencia  re- 
clamada, estableciendo  en  sus  considerandos  como  doctrina  que  «los 
tribunales  no  son  árbitro&i  de  calificar  de  plena  prueba  la  que  do  re- 
conocen las  leyes  como  tal,  ni  deben  formar  su  criterio  judicial  fuera 
do  las  reglas  establecidas  por  derecho. » (Sentencia  de  28  de  junio 
de  1852,  tomo  56  de  la  Colección  legislativa.) 

Esta  ha  sido  la  decisión  mas  notable  adoptada  por  el  Tribunal 
Supremo  en  materia  como  la  de  que  se  trata,  antes  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento. 

La  multitud  de  recursos  vistos. en  coasecuencia  de  su  publica- 
ción, pues  en  poco  mas  de  un  ano  ha  dictado  ya  la  sala  primera  del 
tribunal  tantas  sentencias  casi  como  dictaron  antes  las  tres  salas 
juntas  en  el  espacio  de  mas  de  veinte  anos ,  ha  traido  súbita  y  si- 
multáneamente á  la  decisión  todas  ó  casi  todas  las  cuestiones  de  esta 
naturaleza  sobre  que  larga  y  contradictoriamente  discurren  los  ju- 
risconsultos franceses,  quienes  á  veces  nada  tienen  que  envidiar  á 
nuestros  antiguos  intérpretes  en  punto  á  difusión,  sutileza  y  contra- 
dicciones. 

La  sala  primera,  encargada  de  la  ardua  misión  de  decidir  lo  que 
la  ley  no  ha  querido  decidir  por  temor  á  lo  vario. y  oscuro  de  la  doc- 
trina, lo  qijie  tal  vez  es  un  problema  irresoluble  en  multitud  de  casos 
y  complicaciones,  ha  tenido  que  abrirse  paso  por  medio  de  este  bos- 
que tan  enmarañado  como  peligroso;  y  lo  ha  hecho  en  efecto,  res- 
petando en. su  concepto  (a  doctrina,  au  cuanto  la  doctrina  escompa- 
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tibie  con  la  legisladoa  espaSda,'  y  coasnltiiAeky  siempre  los  ptece- 
denles  históricos  de  nuestra  jufisprode&cift. 

La  sala  admite  y  declara  la  casaeioa  donde  quiera  que  ekicneatre 
infringida  una. ley  espresa ,  aan  Cttando  esta  ley  sea  regaladora  de  la 
prueba  legal  de  los  hechos. 

La  sala  no  admite  ni  declara  la  casación  donde  la  ley  dqa  al  ar- 
bitrio ó  discreción  de  los  tribunales  la  apreciación  de  las  prudias  so^ 
bre  el  hecho  mismo. 

La  sala  se  abstiene  cuidadosamente ,  en  virtud  de  las  citadas  dis- 
posiciones del  artículo  317,  de  Juzgar  sobre  los  hechos  comprobados 
únicamente  por  medio  de  testigos;  hechos  cuya  calificación  queda  de 
hoy  mas  encomendada  á  la  sana  crítica  de  nuestros  jueces  y  magis- 
trados.  No  habiendo  ya  ley  civil  que  regule  casuísticamente  su  cri- 
terio, tampoco  puede  existir  infracción  alguna  de  esta  clase  en  sus 
sentencias. 

La  sala  admite  y  declara  la  casación  por  infracción  ó  mala  inteli- 
gencia notoria  de  cláusula  espresa  y  terminante ,  ó  sea  por  violación 
de  la  ley  del  contrato ,  según  la  tecnicológia  francesa. 

Lá  admite  asimismo  cuando  hay  error,  no  en  la  apreciación  de 
la  prueba,  sino  en  la  calificación  ttel  acto  ó  del  hecho  á  que  se  re- 
fiere, en  sus  relaciones  con  la  misma  ley,  como  v.  g.;  cuando  una 
Audiencia  declara  la  existencia .<le  un  contrato  di  arrendamiento 
sobre  hechos  ó  pactos  á  que  la  ley  atribuye  el  carácter  de  usu- 
fructo, etc.,  etc. 

Estas  dos  últimas  cuestiones  las  ha  resuelto  casi  siempre  así  nues- 
tro Tribunal  Supremo,  por  mas  que  la  jurisprudencia  sea  muy  varia 
entre  nuestros  vecinos ,  y  que  algunos  jurisconsultos  coloquen  eslo^ 
casos  pura  y  simplemento  entre  los  de  error  en  el  hecho  y  no  en  el 
derecho. 

A  estas  cuatro  reglas  de  doctrina  pueden  reducirse  las  bases  car- 
dinales de  la  jurisprudencia  hasta  hoy  admitida  en  nuestra  casación. 
Seria  hacer  interminable  y  enojoso  este  trabajo  el  descender  á  por- 
menores inútiles,  por  otra  parte,  para  la  perspicacia  de  los  juriscon- 
sultos. 

No  creen  los  magistrados  que  la  han  establecido  haber  acertado 
en  sus  apreciaciones.  Mucho  menos  creen  haber  hecho  lo  mejor;  á 
pesar  de  que  siempre  recordarán  eia  su  disculpa  que  han  tenido  que 
caminar  sin  otra  guia  que  una  ley  que  es  muda  sobre  la  materia ,  y 
su  mero  buen  sentido,  por  un  terreno  tan  resbaladizo.  Creen  sí,  que 


para  decidirse  á  adoptar  est»  juiisfifüdwida  han  reflexioiíadQ  lo  su- 
ficíeiite ,  y  han  heeho  caa|ito  estabai  ét  m  parte  para  oonoiKar  la  ley 
con  la  doctrina*.  » ♦♦       . 

Si  se  han  equÍTOisiMlo  en  sus  joídios;  si-  el  legislador  no  está  satis- 
fecho de  la  bondad  de  tal  jurisprudencia,  hoy  esos  mismos  magis- 
trados ,  y  en  su  nombre  el  que  ha  tenido  la  honra  de  presidirlos, 
cumple  el  único  deber  que  lesquedapor  cumplir;  á  saber»  el  de  lla- 
marla atención  del  legislador  sobre  las  reticencias  de  su  propia  obra 
y  sobre  las  manifestaciones  de  su  esp^itu  que  se  haa  visto  forzados 
á  consignar  en  forma  de  sentencias.  Hable  la  ley,  no  la  doctrina, 
siempre  indecisa,  siempre  contro?ertible ;  y  todos  bajarán  respetuo- 
samente su  cabeza. 

FALTA  OE  CÓDIGOS; 

Un  sistema  de  casación*  an  Códigos  es  un  edificio  levantado  al 
aire,  sin  base  alguna  que  lo  asegure.  La  jurisprudencia  se  crea  so- 
bre la  legislación,  no  sobre  la  jurisprudencia  misma. 

Á  pesar  de  la. evidencia  de  esta  máxima,  nosotros  tenemos  casa- 
ción sin  Código  civil;  es  decir,  poseemos  un  carro  sin  ruedas,  que 
no  puede  recibir  otra  impulsión  que  la  de  un  arrastre  lento  y  ocasio- 
nado á  mil  accidentes. 

Sin  entrar  en  otras  cuestiones  que  no  son  de  este  lugar ;  sin  acor- 
darnos siquiera  de  las  teorías  de  las  escuelas  histórica  y  racionalista 
sobre  la  conveniencia  ó  inconveniencia  de  la  codificación  misma,  dire- 
mos simplemente,  pero  alto,  muy  alto,  porque  tal  es  nuestra  convic- 
ción, que  la  casación  debe  desaparecer,  sustituyéndola  como  en 
tiempos*  antiguos  la  revisión  por  injusticia  notoria,  ó  cualquier  otro 
remedio  análogo,  sí  no  nos  apresuramósrá  llenar  aquel  inmoiiso  vacio. 

Dentro  de  un  tribunal,  no  en'  la  academia  ni  en  la  tribuna,  es 
donde  se  palpan  y.  tocan  loa  desastrosos,  efectos  de  ciertos  contra- 
sentidos.   ' 

¿Qué  doctrina  admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  tribunales  de 
una  manera  uniforme  é  inconcusa,  es  la  que  hay  en  nuestra  España, 
donde  los  tribunales  han  seguido  generalmente  la  opinión  de  los  in- 
térpretes ,  y  donde  los  intérpretes  han  discrepado  hasta  tal  punto  en 
las  suyas ,  que  sus  discrepancias  y  contradicciones  han  dado  motivo 
para  escribir  una  obra  voluminosa,  destinada  ¿  poner  de  relieve  las 
conlradiociones  de  todos  ellos! 

TOMO  xui.  46 


Hay  doctrina,  hay  juris|ifiidMi»«iiífarmeéiiiix)nGtttt^ 
y  detcrmittadas  cuestioiies  toaft^das  aeaso  por  aa  s<do  escritor  de  ta* 
lento  y  de  autoridad ;  pero  no  la  hay,  no  la  puede  haber  en  la  gran 
mayoría  de  los  casos  de  iiií»rpreítaok)Q -ó  deeqpUcacioii  de  la  ley,  y 
mucho  menos  en  los  de  sopleinento  de  la  mismai  piar'  cadnindad  ó  por 
inexistencia.  >  •     /    . 

¿  Qué  hace  el  Tribunal  Supremo  ^n  estos  casos,  numerosos ,  nu- 
merosísimos,  en  que  la  ley^e  contradioe  ó'  calla  tenazmente ,  y  en 
que  hablan  en  su  lugar  en  opuesto  -seÉtido  los  oomentadoites  y  las 
ejecutorias? 

£1  tribunal ,  forsado  i  decidir  por  una  sanción  del  Código  penal, 
decide  y  cumple  en  ello  su  deber;  pero  decidiendo,  corre  muy  de 
cerca  el  riesgo  de  legislar,  ora  admita,  ora  deseche  el  recurso;  y  le- 
gislando, usurpa  atribuciones. que  no  son  las  suyas. 

Yo  ínismo  he  retrocedido  con  terror;  cualquier  magistrado  de 
conciencia  se  hubiera  espantado  de  igual  modo ,  ál  hallarse  eh  un 
caso  que  no  ha  podido  ser  infrecuente  en  SO  sentencias  de  casación. 
La  jurisprudencia,  al  revés  de  la  ley,  tiene  siempre  eféotb  re- 
troactivo: la  jurisprudencia  que  no  puede  abrazar  un.  sistema  oomple* 
to  de  legislación,  sino  una  parte  mínima  de  casos  aislados  sin  reía* 
cion  directa  con  el  gran  todo  que  el  legislador  desenvuelve,  ordena 
y  regula  con  un  fin  complejo,  como  que  está  relacionado  con  otros 
intereses  sociales;- la  jurisprudencia,  volvemos  á  decir,  cuando  de 
hecho  legisla,  lanzada  á  este  terreno  por  la  fatalidad,  es  un  arma 
de  dos  filos  que  protege,  sí,  á  un  individuo,  pero  que  hiere  ó  arrolla 
á  otro  irremisiblemente* 

No  hay  necesidad  de  citar  casos  especiales.  Nuestros  juriscon- 
sultos saben  de  sobra  dónde  y  (^ndo  pueden  sobrevenir;  pero  solo 
los  magistrados  que  ejercitan  la  casación ,  son  los  que  tienen  motivo 
para  comprender  toda  la  trascendencia  de  semejante  peligro. 

¿Qué  hace  (considerando  el  caso  bajo  otro  aspecto)  un  tribunal 
de  casación ,  cuando  se  le  cita  una  ley  en  desuso,  en  desuso  por  el 
sentido  común ,  á  causa  de  ser  un  arcaísmo  en  nuestra  época;  y  por 
otra  parte  se  le  requiere  con  las  varías  recopiladas  que  mandan  que 
el  desuso  no  sirva  contra  las  leyes? 

¿Qué  hace  cuando  tenga  que  fallar  entre  leyes  de  igual  fuerza, 
pero  plenamente  contradictorias,  no  en  las  palabras,  sina  en  su  es- 
píritu y  tendencias? 

En  toda  legislación  hay  antilógiaí^  logoÉiiqmas;  pero  en  las  le- 
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gislaciónes  codificadas  hay  siempre  un  espírit»  o(»iiitt,iiiB  fia  deter- 
minado que  las  concilia  fácil  y  oBtensiUemente. 

En  nuefstros  códigos;  casi  siempre  compilados  á  retazos;  en  nues- 
tros códigos ,  cápresioii  confása  y  liéterogénea  de  los  pensamientos 
y  aspiraciones  de  los  siglos  medios;  del  derecho  civil  de  la  antigua 
Roma,  del  moderno  del  renacimiento,  y  aun  del  novisimo  poHtico 
dé  Europa ,  no  es  posible  esa  conciliación;  no  cabe  á  veces  dar  uA 
fallo  que  no  subleve  el  sentido  común  del  país ,  sin  convertir  la  mo^ 
desta  toga  dd  magistrado  en  el  espléndido  manto  de  los  legisladores. 

Aspire  á  tan  peligrosa  honra  el  que  no  comprenda  por  esperien« 
cia  propia  la  grave  req)onsabilidad  que  la  acompaña. 

Aspire  quien  no  sepa  que  al  legislar  virtualmente  por  medio  de 
la  jurisprudencia,  la  esfera  de  acción  en  que  puede  moverse  el  ma- 
gistrado es  tan  limitada  que  no  abarca ,  ni  abarcar  puede  el  espacio 
suficiente  para  obrar  con  total  desembarazo. 

AUDISNCU  FISCAL. 

¿Qué  es  un  recurso  de  casación?  ¿No  es  siempre  un  juicio  en  que 
se  trata  de  la  inteligencia  que  debe  darse  á  una  ley  civil? 

¿No  es  muchas  veces  un  juicio  sobre  su  mas  recta  interpretación? 

Por  mas  que  la  escuela  distinga  para  salvar  los  fueros  del  poder 
legislativo,  ¿no  es  una  especie  de  petición  de  ley  provisoria,  cuando 
se  trata  de  suplir  el  silencio  de  los  códigos  y  el  de  la  jurisprudencia 
misma? 

Y  siendo  todo  esto  un  recurso  de  casación,  ¿cómo  es  que  no  in- 
terviene ea'él,  que  ni  siquiera  sabe  de  oficio  que  existe,  cuando  no 
ha  sido  actor,  reo,  ó  coadyuvante,  el  mandatario  de  un  gobierno, 
encargado  según  la  constitución  de  la  potestad  de  hacer  ejecutar  las 
leyes? 

Mas  celosas  se  mostraron  siempre  en  tal  metería  las  prácticas  de 
nuestra  antigua  monarquía.  No  habia  entonces  un  solo  tribunal  del 
reino  que  dejase  de  oir  al  fiscal  en  los  casos  llamados  de  duda  de 
ley;  y  famosas  son  algunas  decisiones  legislativas,  entre  ellas  la  del 
célebre  auto  de  confesores,  que  fueron  iniciadas,  preparadas  y  sos- 
tenidas  por  el  celo  dé  los  fiscales  del  Supremo  Consejo  de  Castilla. 

La  Ley  de  Enjuiciamiento,  que  ha  comprendido  bien  en  su  con- 
junto toda  la  importancia  de  un  recurso  de  casación,  se  ha  olvidado 
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por  desgracia  de  dar  inferyeacicm  ea  dios  al  representante  legal  de 
los  intereses  permanentes  del  Estado. 

£1  Tribunal  Supremo,  consultando  en  primer  lugar  este  sileiicio, 
y  en  segundo  la  jurísprudenGia  de  los  antiguos  recursos  de  nulidad, 
no  se  ha  determinado  á  hacer  ínnov;aeíon  alguna  én  este  punto. 

No  han  incurrido  en  semejante  omisión  los  legíslad<Nres  franceses. 
Allí  se  oyen  siempre  las  conclusiones  del  nunisterio  fiscal ,  el  cual  in- 
terviene mas  ó  menos  én  las  casaciones ,  según  su  naturaleza  ,^  é  in- 
terpone ó  no  su  oficio,  según  lo  juzga  útil  al  bien  publico,  ora  sobre 
ta  forma ,  ora  sobre  k  esencia  del  recurso. 

Entre  nosotros  se  oye  al  fiscal  para  decidir  la  mas  insignificante 
competencia  entre  distintas  jurisdicciones,  y  no  se  le  oye  para  deci- 
dir las  mas  arduas  cuestiones  sobre  legislación,  cuando  van  á  salir 
definitivamente  resuídtas  en  forma  de  jurisprudencia. 

Es,  por  otra  parte,  una  gran  garantía  de  acierto  y  de  unidad  en 
la  misma  jurisprudencia,  el  voto  y  aun  la  mera  intervención  pasiva 
de  un  alto  magistrado,  que  en  la  soledad  de  su  bufete  pesa  las  ra- 
zones de  las  partes,  compara  imparcialmente  su  interés  con  el  interés 
público,  y  decide  en  vista  de  todo,  lo  que  cree  mas  provechoso  ^  la 
justicia. 

¡Cuánta  gloria  no  han  recojido  algunos  procuradores  generales 
de  Francia,  iniciando,  sosteniendo,  y  aun  rectificando  en  alguna  oca- 
sión famosa  la  jurisprudencia  de  la  corte  de  casación! 

No  recojería  poca  en  España  si  interviniese  en  esta  clase  de  re- 
cursos, hasta  el  punto  que  fuese  conveniente,  el  ministerio  pú- 
blico. 

Precisamente  nuestra  historia  fiscal  es  también  muy  gloriosa;  A 
nuestros  fiscales  se  debe  en  gran  parte  la  emancipación  de  la  juris- 
dicción real  de  las  invasiones  de  la  eclesiástica;  y  no  hay  acaso  una 
sola  pragmática  célebre ,  un  auto  acordado  que  fije  con  acierto  el 
espíritu  progresivo  de  los  siglos  modernos ,  que  no  recuerde  muda- 
mente á  nuestros  jurisconsultos  los  esfuerzos  de  corazón  y  de  inteli- 
gencia de  los  antiguos  fiscales  del  Consejo  y  cámara. 

Dignísimos  sucesores  han  tenido  en  nuestros  dias  en  el  Tribunal 
Supremo  de  Justicia  aquellos  eminentes  magistrados.  Hoy  viste  con 
honra  merecida  la  toga  fiscal  otro  jurisconsulto  no  menos  laborioso, 
no  menos  entendido  que  eUos;  y  es  mas  de  sentir  por  lo  tanto  que  no 
se  aproveche  su  ilustrado  concurso  para  el  mayor  acierto  en  las  re- 
soluciones. 
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La  ciirlede  cftsadon  de  Franm,  preocupada  con  la  idea  de  aprí- 
sienar  este  fanlasmá  (que  tal  es  en  mochos  cates)  ha  Ueg(|^o  á  creer-* 
se  autorbsada  para  devogar  por  desttso  la  ley  de  su  organización^ 
ségun  la  cual  debian  eainbiarsepor  suerte  de  seis  en  seis  meses  los 
miembros  de  cada  una  de  sus  cámaras  ó  secciones. 

Los  jurisconsttltos  han  aplaudido  la  ilegdMad:  el  legislador  la  ha 
antorisado  con  su  silencie,  recibiéndola  como  una  lección  de  esperi- 
menta)  saBiduita ;  y  la  jurispradeada  ha  continuado  distando  sienn 
pre  mucho  de  esa  unidad  tan  deseada. 

Nuestra  Ley ,  queriendo  aprovechar  también  las  ventajas  de  ui^ 
método  unitaria,  lo  ha  convertido,  en  precepto,  Riendo  ana  sola  di** 
visión,  ó  mejor  dicho,  dos  grandes  subdivisuMues  pMra  el  conocimiento 
de  los  asuntos  en  el  orden  civil,  poes  en  este  sotoiíay  casación  entre 
nosotros.  En  su  coasecuentía;,  at^ibirfe  á  la  sala  primera,  del  Tribu-r 
nal  Supremo  el  conocimiento  de  los  aasanlos  en  el  fondo ,  y  i  la 
segunda  el  de  los  que  solo  tengan  por  objeto  la  loma.  (Arts.  Í0i5 

yiom> 

¿Basta  esta  medida  de  orden  para  conseguir  esa  unidad  tan  ar<* 
dientemedite  apcrtecida?  . 

Coni  recordar tsimptemente  el  estado  actual  de  nuestra  orgattia;ih> 
cion  jurídica ,  queda  contéstala  la  pregunta. 

No'  hay  entM  nosotros  «i  inamoviltdad ,:  ni  leyes  de  ascensos ,  ni 
de  retiros;  y  la  variación  de  personal  en  una  sala  es  por  lo  mismO' 
harto  frecuente ,  imposibilitándose  asi  á  cada  momento  el  ñn  que  1^ 
ley  se  ha  propuesto.    . 

Un  solo  voto  en  el  escaso  número  de  siete  ministros  de  que  com^ 
lañólas  propias  sKlais ,  basta  para  vomper  la  juri^rudencia  anterior, 
en  los  casos  en  que  esta  ha  sido  establecida  por  cua^o  votos  contra 
tres.    ..•■•'■• 

¡Cuántos  riesgos  para  esa  unidad  que  se  quiere  aprisionar  á  todu 
costa! 

Pero'éigasenos  todavía,  que  a»o  tenemos  que  examinar  cuantas^ 
clases^  de  casaciones  existen  legalmiente  en  España ,  después  de  la 
fnd^Kcacioa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento,  que  ha  creído  cortar  raái^ 
cálmeme  el  mal  y  centvalizando  en  i|ná  sola  ssda  el  conocimiento  so^ 
tee  el  fondo. 


Hay  casación  ea  el  Tribaaal  Supremo  de  Justicia ,  y  la  hay  ta  m 
bien  en  el  Supremo  de  GUienniy  Mariaa.<B«al  ór^en  de  12  de  marzo 
de  Í8S6,  tomo  67  de  la  Colección  legislativa.) 

Hay  caMtoion  sui  gmwrk^  6  ^obl  t^kim  fiaal4e  1|^  cuestiones 
jurídicas,  gue  «urte-jurisprudencia  paiaJos  jttz§»dos  fielesüsticos^ 
en  el  Tribunal  Supiemo  de  la  Bota  de  ia  Nuaciatunuí    > 

Hay  estación  para  Bspam  peftíasiilar  <»i/las  salas  primera  .y  ser 
gunda  del  Tribunal  Supreoiddeittatioiaiy  buy  ea^^eion  paxa  Indias 
en  otra  del  prepío  tribüaal«     ' » •  ' 

Hay  un proGedifflient0  y  un  sistema. para  el  fuero. común  en  la 
Península,  y  hay  otros  procedifladefttos y  otros  sistemáis. pam  Guerra, 
para  la  Rota  y  para  Indias. 

La  ley,  el  derecho  civit,  es  el  mismoien  todas  partes»  pues  en 
todas  se  falla  oen^egloáuiia  legislacioa  común  en  lae  cuestiones 
ordinarias  entre  los  ciudadanos.  -  .       .  ^ 

Hay  casación  melreantil^  si  nocon  este  nombre,  coa  el  de  deci- 
siones por  injusticia  notoria,  en  todas  y  en  cada  una  de  las  salas  del 
Tribunal  Supremode  Jasticia. 

Hay  casación  especial  bajo  on  sistema  que  no  es  el  de  laPeoín- 
sula,  ni  el  de  Guerra,  ni  el  de  Indias,  según  el  decreto  orgánico  de 
Hacienda.  .  ».      . 

Hay,  por  último,  casaciones  en  juicios  de  impcenta»  que  se  rigen 
¿  su  modo  ea  el  procedimiento  y  en  el  sistema ;  peco  siempre  con 
gran  diferencia  de  las  demás  casaciones  ordinarias»  ... 

Hay  publicación  en  la  Gaceta  ád  sentencias ,  ea  el  fondo ,  ea  la 
forma  y  en  las  apelaciones,  por  lo  respe^etivo  á  las  dos  salas  de  Es- 
pana. 

No  hay  publicación  en  los  recursos  de  apeíadon  de  que  conoce 
la  de  Indias. 

No  la  hay  de  ninguna  daae  en  ba  casaciones  merot^ntiles,  ^  sea 
en  los  recursos  de  injusticia  notoria. 

No  la  hay  tampoco  en  las  que  dicta  el  Tribunal  Supremo  de 
Guerra  y  Marina. 

Gomo  se  vé  por  el  anterior  cuadro,  que  no  es  otra  cosa  que  el 
exactísimo  retrato  de  la  adual  organización  de  nuestros  Tribunales, 
todos  los  métodos ,  todos  los  sistemas  de  casación,  ó  de.  revisioa  su- 
prema ,  funcionan  de  consuno  entre  nosotros.  Aquí  conoce  solo  una 
sala,  allí  dos,  mas  allá  tres:  hay  casación  coa  fallo  en  el  fondo,  sin 
fallo  ea  el  fondo ,  sobre  hechos ,  con  esclusion  de  los  hechos :  casa- 
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ckfti-p^Bstil9r.v  outisioii  uÜFoinriMrv  aeamxk^á^y  cásaoMm  da 
fuerts  priiftleekiikM^^niíttitM&riuilQm  no  publicidad  de 

bs  ficaieaciaSy'fuiuliineatacQ)^  de  las  mismas.* 

Estos  son  los  elementos  de  unidad  con  queeaeata  ttue^tra  Inris- 
prudencia.  Con  elkÉ,.hite9egncói)ed  qne,  «i;  aquella  es  usa  mera 
ulopiai  en  oíros  .paifliesi^iyas  ikiMititóoAesie&Un'simétricameAte  des- 
•nYBBUas^yiasetatadassobD&iíaiM^  eAtre  nosotros  esa  ju^ 

risprudencia  es,  y  no  d(^«ráide<se»!i|aáda^an  verdadero  Proteo,  poc 
8130  que  la  ley  quÍ6ra*a^rhi<para'0biigarld  á. fijar  su  forma. 
.     Úl  waidaA  de  laiurispruíé^ncia'ei  la  uaidaá  en  la  legislacioA  y 
an.la  «rgaaizaeieu :  siaque  atabas  existaiií  ei  inátil  quererla  buaoa^ 
en  parte  alguna.  :-i    s  .:     i     .     ., 

La  oentralifiícion  en  sala.pmniera.de;  los  recursos  en  el  ióndo; 
esa  ceiilialÍBadotL4iiia  la  recarga deiMn  4rabcúo.  casii  décuplo  hasta 
hoy,  perofque  aease  llegará; dentro  dé  paco  á  ser:  todavía  mas  des-» 
pn^onsionaliO'^siseleoQai^saHoaki'el^effirestan  sobre  ca^^cioa 
las  reatantes >8ahs;  ¿fta,  par  i»trD,coaee^;s08teAÍble^  esperimeitd- 
menta  ebnsMeaada ,  ya  que  coiiéo  jrelaedio  para  asegurar  la  unidad 
de  la  jurispradeocia,  aparezca  ^ainefioaz  /eofmo  si  se  quisiera.ago* 
tar  un  pozo  abuadante  coa  estr^r  .de  ^algunos  cubos  de  agua? 

Pregunta  ea«Bta  que  vá  a  fencoatostada'ínnediatameate  con  he- 
cdios  y  om  giiansmosv 


I  ^ 


GlNTRáLiaACldll  t>B  aiGUfaOSHI  .UlUí  SALA. 

•  '  '  '  1  .  •  .•    '  I 

;  Hó  aquí  el  resumen  oficial  de  toS;|yabájos  de  la  Sala  primera  en 
los  seis  meses  que  median  desde  1.^  de  enero  de  1858»  en  que  empe- 
zó á  hacerse  ya  seasible  el  núi^praide'casacioiies^tte  enirabantlia- 
cíamentB:-  -  •••;  }•«••«  .*  --•i  ;   ••••   ' 

f 

Sentendas.  >,    .-  .    •:'.'■  x-'^¿  \'.k-    .  .^  *  .  •  .  44 

Autos  definitivos.    .    .    '¿ » .r  i/^y- «  ..•:'  • .  •  •  •  •  31 

Prévideaeias  <|ae  eaoaan  estíide.'v  > ;  «I    «  «  .  •  •  61 

Idfflnen  sustanqiacion.     . :  ••    .»    ••  ^•    •  •  •  •  •  439 

Total  de  sentencias  y  providencias  en  seis  meses.    .    •    &^^  ' 

De^estascüarentay  cuatro  sentencias,  treinta  han  sido  en  re^ 
corsos  de  casación  según  la  nueva  ley,  y  las*  catorce  redantes  ea 


iBtigiios  ée  nnUdid»  canas  criainai»  ^^  camprtmcia»;  trafaqos  lo* 
dos  en  que  se  fiíndaaí  Jb»  iaef  teBonis;;Solé  tns  saa  iespeetivas  á  re- 
damaciones par  injii^lícia  notoria  y 'oagiidos  «ntigaiis,  qoe  imi  ne- 
eesitan  aquel  requisito,     i 

Total,  paes,  de  sealencíaB  fmidaiiieiitadas,  41. 

En  los  3i  autos  defiÉilivos,  atados  adenás  por  la  Sala,  ha  ha- 
bido también  necesMbd  4e  jgiial  ftaiameiiiu^ioB^  salvo  Im  eontados 
casos  de  negocios  ántígoos  é  iajusticia:  notcria. 

Resultan,  pues,  sobro  60«ed^oía8f6ii  qiK'  ha  sido  necesaria  la 
intervención  del  poBe1lte^  9á  éfickf  qée  álos  magtittiiidos  se  iefe  ha 
r^rtido,  y  ellos  han  dospadiado  lainbien,  un  n^ocio  nuevo  cada 
dos  dias,  en  los  seis  primeros  meses  del  corriente  aSft. 

Estas  ponencias,  f  edactadas  sieópre  y  aun  escrüai  en  bovvádor 
por  ios  ministros  resp^tirife/puaé^la^ay  ni  ski«e|Pa  les  concede  auxi^ 
liares  mecánicos,  han  pro^hMSidó  sobrebédO  lóUos  'do  eserituea,  nnr 
tridos  todos  de  esposici<^u  <4e  liedMis  y'#  aplieaoíoii  de  doctrinas. 

'  Las  vistas  han  sido  casi  ^dmtiis  en^  iMísimí  periodo,  fisfas  vi^ 
las  rarírnna  vtz  han  sid^  «ib'  jdfDgados;  latísima  lanbm  han  <$on* 
clttido  dentro  del  dia.  Sn  una'  graa  parte  de  días  se  han  tni^tidb 
tres  ó  mas  audiencias;  oa  Ügua'negocio  seis*  y^ocHo. 
*  Estos  números  soií>ekbo)ralOB«  üaa  sala  qffo  dospaoba  con  re- 
sultandos y  considerandos  mas  de  60  sentencias  y  autos  defiqítiYos 
en  el  espacio  de  solos  140  dias  hábiles,  sobre  la  asistencia  casi  dia- 
ria á  las  sesiones  del^IrMiláltf^eao,  yladiaria  de  eaatro  horas  para 
los  asuntos  ordinarios,  no  puede  temer  género  alguno  de  comparación 
entre  la  íaboriosiikd  de  sos  miniaros  y'lá  proverbial  de  Jps  otAise- 
jeros  dé  casación  dé  Fbatfriaí '  i>     *    í     i*  r.   •:  '      •.     r   .;         ?: 

Allí  no  hay  desKode^ do  hecioe;  po^ue  lá  cañara, do  iaisestiga- 
don  (Chambre  des  roquetes),  los  descarta  previamente  pai^  dejar 
espedito  el  campo  del  derecho  á  la  cámara  civil ,  ventaja  que  solo 
pueden  apreciar  los  que  «dediquen  habitualmen te  su  tiempo  ysn  in* 
tefigencia  su  esta  dificilísima  reparación.  .     .      > 

Allí  hay  una  logislacion  que.eid)evafoómodampQte  ea  el  berilio 
y  no  hay  ÍQfraociones.de«antigua  é.incohérento  jucisprudenoia,  )[)or- 
«que  la  jurisprudencia  es  oficial  y  reside  solo  en  el  mismo  tribunal  de 
casación,     .      .•-,.,..         '■.,..,-:,.,;•'..'• 

Allí,  un  cuerpo  especial  de  abogados,  identificado  con  el  tribu- 
nal, que  estulta  y  coment^8Uii«l(nsprudeiKéa«por'<niedio  de  reotiio- 
aes  semanales»  auxilia  gtaadQmdnte  toa^rábajos  del:nüsmo;'auuUo 
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que  solo  pueden  prestar  aquí  ciertos  y  determinados  profesores,  emi- 
nentes ó  estudiosos,  que  saben  distinguir  perfectamente  lo  que  con- 
viene decir  ante  una  Audiencia,  y  lo  que  hace  perder  lastimosa- 
mente ei  tiempo  ante  un  tribunal  de  casación  (1). 

En  Francia,  por  el  asentamiento  de  la  legislación,  no  se  citan  in- 
fracciones de  quince  y  veinte  leyes  á  la  vez,  como  pasa  frecuentísi- 
mamente  entre  nosotros»  sin  culpa  por  cierto  de  los  defensores, 
quienes  en  caso  de  duda  deben  tentar  todos  los  caminos  para  la  de- 
fensa. Estas  citas  monstruos  obligan  al  tribunal  que  tiene  que  hablar 
para  España  entera,  á  refutar  una  por  una  todas  las  alegaciones 
de  ilegalidad  sostenidas  por  las  partes  cuando  deniega  el  recurso  in- 
tentado bajo  su  amparo:  y  hé  aquí  una  tarea  histórico-critica  que 
exige  á  veces  para  su  perspicua  redacción,  para  su  redacción  lacó- 
nica y  completa  el  ímprobo  trabajo  de  muchas  horas. 

En  Francia,  el  ministerio  fiscal  presenta  siempre  sus  conclusio- 
nes, aunen  materia  civil,  como  guardián  nato  de  la  ley;  y  su  ilus- 
trado concurso,  sea  amplio,  sea  restringido,  contribuye  eficazmente 
para  la  facilidad  y  el  acierto  de  las  sentencias. 

Con  tan  desfavorables  circunstancias,  careciendo  de  tantos  v  tan 
poderosos  elementos  de  acción,  la  Sala  en  seis  meses  ha  despacha- 
do 60  sentencias  y  definitivos  motivados,  sobre  los  demás  trabajos 
ordinarios  que  no  piden  este  requisito. 

No  siempre  ascienda  semestral  mente  á  tan  alto  número  las  de- 
cisiones que  publica  la  cámara  civil  de  Francia,  según  el  Boletín  de 
la  corte  de  casación.  Nunca  han  llegado  á  él  las  sentencias  conten- 
ciosas de  nuestro  Consejo  Real,  hoy  de  Estado,  á  pesar  de  su  mas 
adecuada  organización  para  esta  clase  de  tareas. 


(1)  El  auxilio  de  un  cuerpo  especial  de  abogados  sería  tan  importante,  y 
aparece  en  la  práctica  tan  necesario  para  la  casación,  que  solo  el  temor  de 
chocar  con  los  hál»itos  de  iiueMro  foro,  y,  lo  que  es  todavía  mas  grave  ,  el 
riesgo  de  poner  mayores  trabas  á  la  defensa,  no  tan  libre  entre  nosotros 
como  pudiera  y  debiera  ser,  es  el  que  me  ha  retraído  para  no  demandarle 
como  una  mejora  indispensable. 

Es  necesario  haber  estado  sentado  en  un  tribunal  de  casación  para  com- 
prender 9\  mal  efecto  que  prQduce,  y  lo  que  entorpece  el  trabajo  una  defeur 
sa  mal  concebida  y  peor  ordenada. 

La  simple  (jresentacion  en  estrados  de  un  joven  aue  va  á  hacer  sus  pri- 
meras armas  en  un  recurso  de  casación,  es  cosa  que  desautoriza  desde  luego 
un  debate  tan  alto  y  tan  solemne. 

TOMO  xra.  47 
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En  vista  de  tales  cifras,  ¿pueden  temer  caalqaíer  género  de 
comparación  los  magistrados  españoles? 

No  la  temen,  ni  se  consignan  aquí  estos  datos  por  una  vana  jac- 
tancia. Se  estampan  solo  por  el  interés  que  tiene  la  justicia  en  que 
sean  umversalmente  conocidos. 

Con  tanta  laboriosidad,  sin  embargo,  los  litigantes  claman  ince- 
santemente, y  se  quejan  de  dilaciones  en  el  despacho.  ¿Tienen  ó  no 
razón?  Veámoslo. 

atrasos:  remedios. 

£n  poder  de  los  relatores  han  quedado  2S  recursos  para  la  vista 
en  30  de  junio  del  corriente  ano,  y  78  penden:  además  de  sustancia- 
cion,  según  los  últimos  alardes. 

Diariamente  entran  también  nuevos  negocios,  y  por  un  cálculo 
aproximado  se  espera  que  la  cifra  de  todos  ellos  se  acerque  á  fin  de 
ano  á  ciento  cincuenta. 

Si  se  elevará  ó  descenderá  en  adelante  este  número,  es  un  con- 
tingente futuro  de  difícil  averiguación.  Está  en  nuestros  hábitos  ju- 
rídicos la  tercera  instancia,  ó  sea  la  súplica,  reemplazada  hoy  para 
el  litigante  con  la  casación  (estensiva,  por  cierto,  á  negocios  que  ni 
aun  súplica  admitían  antiguamente),  y  Madrid  se  acerca  cada  dia 
mas  á  la  última  provincia  de  la  monarquía. 

Las  antiguas  súplicas  no  bajaban  en  España  de  600  por  ca- 
da ano. 

No  es,  pues,  cosa  fácil  de  apreciar  si  estos  hábitos  y  esta  facili- 
dad inutilizarán  todavía  por  largo  tiempo  los  buenos  efectos  de  la 
autorizada  jurisprudencia  que  diariamente  publica  el  Tribunal ,  y 
que  forzosamente  ha  de  influir,  ó  se  espera  con  fundamento  que  ia- 
fluya,  en  la  aminoración  de  cierta  clase  de  litigios. 

Sea  de  este  punto  lo  que  quiera,  será  siempre  lo  cierto  que  la 
Sala  primera  tiene  hoy  pendientes  cerca  de  100  recursos  de  casa- 
ción, y  que  no  es  posible  que  los  despache  en  menor  espacio  de 
tiempo  que  el  de  ano  y  medio,  si  ha  de  atender  á  los  demás  asuntos 
ordinarios  del  Tribunal. 

Si  se  la  relevase  del  conocimiento  de  todos  ellos;  si  se  la  eximie- 
se de  la  penosa  obligación  de  auxiliar  para  las  vistas  á  las  otras 
Salas,  y  un  reglamento  previsor  facilitase  convenientemente  todos 
los  trabajos,  aquel  plazo  podría  bajar  á  lo  sumo  á  un  ano,  según  ua 
cálculo  prudencial  basado  en  el  despacho  de  este  primer  semestre. 
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Aun  así  y  todo,  la  situación  de  cualquier  litigante,  ante  el  Tri- 
bunal Supremo  de  España,  es  muy  lamentable.  Saber  el  que  trae 
hoy  un  recurso,  que  tiene  que  ¿aperar  un  año  á  que  le  toque  por  su 
anti^edad  (artículo  105i)  el  turno  para  la  vista,  es  una  situación 
que  para  muchos  rayará  en  desesperada,  y  que  en  todo  caso  será 
un  altísimo  desprestigio,  el  mas  funesto  y  también  el  mas  injustifi- 
do  para  la  justicia. 

No  me  toca  elegir  remedio  para  tan  grave  mal.  No  se  alcanzan, 
sin  embargo,  otros  que  los  siguientes: 

4.*^  Erigir  una  cámara  revisora  que  admita  6  deseche  los  recur- 
sos notoriamente  infundados,  sin  contradicción  ni  embarazosas  so- 
lemnidades, á  semejanza  de  Francia,  donde  la  doctrina  no  ha  sida 
todavía  bastante  poderosa  para  derribarla,  ante  la  opinión  casi  com- 
partía de  los  magistrados  del  tribunal  de  casación. 

Si  no  existe  en  Bélgica  ni  en  las  Dos  Sicilias,  es  porque  allí  no 
se  ha  dejado  sentir  por  su  escasa  población  relativa,  ó  por  cualquie- 
ra otra  causa  local,  la  necesidad  de  su  planteamiento. 

2.°  Romper,  en  su  defecto,  la  unidad  de  la  jurisprudencia ,  que 
lan  pocos  elementos  de  unidad  tiene  entre  nosotros,  y  repartir  por 
igual  entre  todas  las  Salas  las  casaciones,  mandando  que  á  iin  de 
cada  ano  se  redacte  por  el  tribunal  una  memoria  espresiva  de  las 
contradicciones  de  doctrina  en  que  aquellas  puedan  haber  incur* 
rido,  para  que  recaiga  en  el  caso  auténtica  interpretación. 

3.^  Buscar  indirectamente  aquella  unidad  asignando  materias 
determinadas  de  derecho  al  conocimiento  peculiar  de  cada  Sala,  con* 
soltando  filosóficamente  sus  relaciones;  y  previendo  escrupulosa- 
mente los  conflictos  que  puedan  sobrevenir. 

4.®  Seguir  nuestro  tradicional  sistema  de  restringir  las  casacio- 
nes á  negocios  de  notable  interés;  sistema  que  era  el  de  nuestras 
antiguas  súplicas,  y  que  la  Ley  de  Enjuiciamiento  acepta  y  desen- 
vuelve en  los  juicios  verbales  y  en  los  de  menor  cuantía. 

Esta  reforma,  siendo  la  menos  científica  de  las  propuestas,  será 
tai  vez,  la  mas  espedita  por  hallarse  en  consonancia  con  los  usos 
tradicionales  de  nuestro  foro. 

Mas  de  una  tercera  parte,  acaso  una  mitad,  de  los  recursos  de 
casación  ya  decididos,  han  sido  sobre  pleitos,  en  los  cuales,  por  tra- 
tarse de  una  cantidad  inferior  á  mil  duros,  ni  aun  el  remedio  de  la 
súplica  hubiera  acaso  sido  procedente,  según  el  antiguo  reglamento 
provisional  para  la  administración  de  justicia. 
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.  To  Qiismo  he  llegado  á  dudar  de  la  bondad  del  principio  ({ue 
estiende  indefinidamente  las  casaciones,  al  fallar  un  dia  y  otro  re- 
cursos de  ínfimo  interés,  con  litigantes  presentes  venidos  de  las  mas 
lejanas  provincias. 

Las  declaraciones  de  casación  han  sido,  como  ya  se  ha  visto, 
contadas:  los  costos  y  los  perjuicios,  considerables  y  ciertos  en  to- 
dos los  casos  (1). 

Cual,  empero,  de  aquellos  cuatro  medios  sea  definitivamente  el 
mas  aceptable,  es  cosa  muy  ardua  de  decidir.  Unos  pugnan  con  de* 
terminados  sistemas,  otros  lastiman  respetables  intereses. 

Lo  que  es  obvio,  lo  que  la  esperiencia  pone  fuera  de  toda  contra- 
dicción, es  que  el  sistema  actual  se  presenta  irrealizable,  y  que  la 
ley  en  esta  parte  necesita  una  reforma  tan  urgente  como  completa* 

Este  es  su  flanco  mas  visiblemente  vulnerable,  y  por  aquí  em- 
piezan ya  las  justas  murmuraciones  de  los  litigantes.   ,    . 


(1)  Un  recurso  cualquiera  devengará  por  término  medio  unos  mil  reales 
eií  la  curia  del  Tribunal  Supremo,  con  inclusión  del  papel  sellado.  El  im- 
porte de  las  defensas  de  cada  parte  ascieüde  casi  siempre  de  un  duplo  á  un 
cuadruplo  de  aquella  cantidad;  y  alguna^  veces  ha  subido  hasta  un  décu- 
plo. Agregúense  á  todos  estos  gakos,  los  de  viaje  que  ordinariamente  hacen 
los  litigantos,  y  severa  que  la  casación  es  un  remedio  ruinoso,  que  absorbe 
casi  siempre  la  mitad ,  cuando  no  sea  el  total ,  de  una  cuantía  inferior  á 
HÚl  duros.  , 

El  que  pierde,  si  no  es  el  recurrente  ,  pierde,  pues,  sin  culpa  suya 
(porque  él  no  hace  mas  que  sostener  una  sentencia  que  tiene  á  su  favor  la 
presunción  de  justa)  otro  tanto  próximamente  de  la  cantidad  que  litigaba. 
Si  es  el  que  recurre  en  queja,  sufre  tafnbien  igual  perjuicio;  perjuicio  que 
no  en  todos  los  casos  será  justo  castigo  de  su  temeridad ,  porque  no  puede 
haberla  en  defender  cuestiones  probables  de  derecho  en  una  jurisprudencia 
tan  problemática  como  la  nuestra. 

Se  dirá  que  el  que  gana  resulta  siempre  indemnizado  con  la  condena 
de  costas  v  con  la  aplicación  á  su  favor  de  la  mitad  del  depósito.  (Artículo 
1062  y  i 063.) 

Esto  no  es  completamente  exacto.  No  hay  condenación  necesaria  de  cos- 
ías cuando  sé  casa  y  anula  la  sentencia  (artículo  1059)  porque,  en  caso  de 
haberla,  lo  lógico  seria  imponérsela  á  los  jueces  ;  y  esto  no  es  posible  ,  ni 
se  hace  en  parte  alguna  cuando  no  ha  mediado  otra  cosa  que  un  mero 
error  de  entendimiento. 

No  la  hay  tampoco  mas  que  nominal  é  irrisoria  en  la  mitad  próxima- 
mente de  los  casos  en  que  se  decreta ,  por  tratarse  de  pobres  que  son  los 
que  con  menor  peligro  pueden  interponer,  é  interponen  realmente  esjta  cla- 
se de  recursos. 

El  litigante ,  según  se  vé ,  paga  siempre  á  un  precio  muy  enorme  los 
beneficios  de  la  casación. 
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NÚMERO  DE  MINISTROS. 

La  esperiencia  ha  venido  á  demostrar  que  el  número  de  siete 
magistrados  para  las  vistas  de  los  recursos  de  casación  adolece  de 
defectos  análogos  á  los  de  nuestras  antiguas  súplicas. 

No  son  comunes,  pero  sí  se  han  dado  ya  casos  de  que  el  voto  de 
cuatro  magistrados  haya  hecho  sentencia  contra  tres.  Estos  tres  di- 
sidentes acaso  han  estado  de  acuerdo  en  su  manera  de  apreciar  la 
cuestión  con  otros  cuatro,  y  tal  vez  con  cinco  magistrados  de  la  Au- 
diencia sentenciadora,  y  aun  con  el  fallo  áe\  juez  de  primera  ins- 
tancia. En  suma:  puede  suceder  que  cuatro  votos  establezcan  ju- 
risprudencia contra  la  opinión  de  tres  ministros  iguales  en  catego- 
ría, y  de  cinco  ó  seis  colocados  gradualmente  en  escalas  respetables 
de  la  justicia. 

Aparte  de  la  tortura  en  que  una  situación  de  esta  clase  coloca  á 
un  presidente  de  Sala,  cuyo  voto  es  el  decisivo  en  asuntos  tan  es- 
pinosos y  trascendentales  como  son  siempre  los  que  llegan  baála  el 
Tribunal  Supremo,  la  razón  se  rebela  instintivamente  contra  una 
organización  que  conduce  á  tan  inseguro  resultado. 

No  estamos  en  el  siglo  de  las  autoridades,  sino  en  el  del  cálculo 
y  del  raciocinio.  El  número  será  siempre  la  mejor  garantía  del  acier- 
to, por  mas  que  algún  pensador  escéntrico  recomiende  lo  contrario 
en  materia  de  votaciones. 

La  corte  de  casación  de  Francia,  no  delibera  en  ninguna  de  sus 
cámaras  ó  secciones  sin  la  asistencia  precisa  de  once  magistrados. 
El  antiguo  Consejo  de  Castilla  no  lo  hacia  en  ciertos  negocios  gra- 
ves con  menos  de  nueve  ministros,  y  lo  mismo  pasa  hoy  en  el  pro- 
pio Tribunal  Supremo  en  los  recursos  de  injusticia  notoria. 

La  Real  cédula  vigente  en  Indias  exige  también  algunas  veces 
nueve  ó  mas  Ministros  para  las  vistas. 

La  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  es  la  única  que  por  razones  tal 
vez  de  economía,  de  orden,  ó  de  facilidad  para  el  despacho,  ha 
copiado  en  esta  parte  el  poco  feliz  precedente  del  Real  decreto  or-» 
gánico  de  los  recursos  de  nulidad  que  en  tantas  otras  ha  mejorado. 
Un  estado  de  cosas  semejante  no  debe  continuar,  si  se  quiere  ro- 
dear á  la  justicia  de  todas  las  garantías  que  há  menester,  y  deman- 
da ya  con  ahinco  la  esperiencia. 

Embarazosas  son  sin  duda  las  salas  compuestas  de  gran  número 
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de  magistrados;  pero  ante  consideraciones  de  cierta  valía  deben  ca- 
llar inconvenientes  de  inferior  laya,  y  adoptarse  sin  género  de  va* 
cilacion  la  reforma  conveniente. 

Once  magistrados  componen  ya  de  suyo  un  Senado  tan  respeta* 
ble  como  debe  ser  el  Supremo  de  la  Justicia  española;  y  ocho  votos 
á  lo  menos  para  formar  sentencia  declaratoria  de  casación  contra- 
valancearán  en  todo  caso  la  importancia  de  los  contrarios,  y  pre- 
ponderarán ostensiblemente  ante  la  mas  exigente  opinión,  sobre  lo^ 
cuatro  ó  cinco  de  menor,  sí  bien  respetable  categoría,  que  nuestra 
justicia  departamental  envía  muchas  veces  compactos  ante  las  salas 
del  Tribunal  Supremo. 

Si  desdichadas  razones  de  economía  (¡cuántas  cosas  la  reclaman 
en  España  antes  que  la  justicia!)  opusiesen  obstácalos  á  esta  nece- 
saria reforma,  el  número  de  magistrados  podría  bajar  á  nueve  se- 
gún nuestros  usos  tradicionales;  pero  seria  preciso  exigir  siempre 
las  dos  terceras  parles  de  votos  para  formar  sentencia.  En  el  nú- 
mero de  siete  no  cabe  esta  doble  combinación  por  el  peligro  inmi- 
nente de  diarias  discordias* 

VOTACIONES. 

En  la  votación  antigua,  mudamente  preceptiva,  temía  la  ley  con 
razón,  que  el  amor  propio  tomase  también  parte  en  la  conferencia, 
alargándola  indefinidamente;  y  de  aquí  la  prohibición  tradicional  do 
votar  dentro  de  las  horas  ordinarias  de  las  sesiones. 

Nuestras  leyes  iban  todavía  mas  allá,  pues  prohibían  virtual- 
mente  fundar  el  voto  al  emitirle;  y  clara  y  terminantemente  la  refu- 
tación de  las  opiniones  contrarias,  y  aun  la  mera  intención  de  que- 
rerse atraer  la  opinión  de  los-compaiieros. 

Bajo  un  sistema  de  legislación  que  condenaba  la  fundamentacion 
de  las  sentencias,  todo  esto  era  lógico,  todo  esto  podia  ser  realmente 
provechoso. 

El  magistrado  cumplía  entonces  con  poner  la  mano  sobre  su  co- 
razón y  decir  simplemente:  «Confirmo,  ó  revoco,  absuelvo  ó  conde- 
no.» El  presidente  contaba  los  votos,  y  con  una  sola  palabra  dictaba 
casi  siempre  la  sentencia  al  relator,  apareciendo  esta,,  legal  y  com- 
pleta en  los  autos,  como  sí  hubiese  sido  redactada  por  un  resorte 
mecánico. 

Hoy  han  variado  completamente  las  antiguas  condiciones.  No 
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basta  decir  uaa  palabra  ó  tal  vez  un  monosílabo  para  votar.  Hay 
ponencia,  hay  deslinde  de  hechos,  hay  esposicion  de  derecho,  hay 
doctrinas  que  aceptar,  hay  doctrinas  que  repeler,  hay  en  fin,  que 
llenar  todas  las  exigencias  de  una  discusión  que  debe  ser  amplia  sin 
pecar  de  difusa,  que  debe  ser  parcial  ó  analítica  en  muchos  casos, 
sin  libertarse  en  algunos  de  haber  de  ser  minuciosa,  y  en  todos  re- 
flexiva y  concienzuda. 

Discusiones  de  esta  naturaleza  requieren  necesariamente  un  es- 
{lacio  de  tiempo  que  solo  puede  tasar,  ó  mejor  dicho,  calcular  aproxi- 
madamente en  cada  caso,  la  prudencia  de  los  presidentes  de  sala. 

No  hay  por  otra  parte  discusión  tranquila,  secreta,  provechosa  y 
metódica  fuera  del  local  de  los  tribunales,  donde  el  magistrado  cuen- 
ta con  el  concurso  de  todos  sus  auxiliares,  con  la  presencia  de  ante- 
cedentes, y  hasta  con  los  libros  que  accidentalmente  necesite. 

La  opinión  es  tan  unánime  sobre  estos  puntos  que  no  hay  en  Eu- 
ropa un  alto  cuerpo  jurídico,  político,  ó  administrativo,  que  no  dé 
á  la  discu^on  toda  la  importancia  y  latitud  que  por  sí  misma  re- 
quiere para  el  mayor  acierto  en  las  resoluciones>  si  bien  se  esta- 
blezcan en  todos  los  reglamentos  disposiciones  precautorias  para 
evitar  abusos. 

La  corte  de  casación  consigna  en  Francia  en  sus  sentencias  mis- 
mas el  número  de  audiencias  ó  sesiones  que  ha  invertido  en  la  vista 
y  deliberación  de  cada  asunto,  porque  la  deliberación  es  allí  una 
parte  esencial  de  la  integridad  legal  de  todos  los  procesos,  y  no  se 
concibe,  como  no  puede  concebir  el  buen  sentido,  que  la  delibe- 
ración sea  una  cosa  insignificante  én  la  buena  redacción  de  las  sen- 
tencias. 

Los  reglamentos  de  nuestro  Consejo  Real,  hoy  Consejo  de  Esta- 
do, establecen  y  regularizan  asimismo  la  discusión  con  una  ampli- 
tud provechosa. 

Solo  ea  nuestros  tribunales  de  justicia  es  donde,  siguiéndose  por 
desgracia  antiguos  hábitos,  incompatibles  con  la  moderna  legisla^- 
cion,  se  reputa  la  deliberación  como  cosa  de  menos  valer  y  hay  á 
veces  que  iniciarla  y  concluirla  como  á  hurtadillas  de  la  ley. 

En  efecto,  por  mas  anticuadas  que  sean,  rigen  todavía  las  tra- 
dicionales prohibiciones,  y  han  recibido  un  vigor  lamentable  (vigor 
que  de  seguro  no  quisieron  darle  sus  ¡lustrados  redactores)  en  vir* 
tud  de  las  disposiciones  del  ;art.  S2  de  la  promulgada  para  el  En- 
juicianuento. 
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de  ia  juRticia,  de  la  siiproma  rnaaifosUcion  de  la  jurispmdencia, 
ciiyos  errores  solo  pucJe  enmendar  la  ley? 

La  razón  y  la  esperieocta  contestan  que  no. 

El  temor  de  una  discordia  ha  sido  muchas  veces  la  pesadilla  de 
los  niagislrados  de  la  Sala  primefa  del  Tribunal  Supremo,  porque  es- 
tos magistrados  lian  creído  desautorizar  indefectiblemente  nuestra 
nacieüte  jurisprudencia,  desde  el  punto  y  hora  en  que  apareciese  en 
la  Caceta  que  una  minoría  de  cuatro  magistrados  había  tenido  que 
ceder  ante  un  solo  voto  mas,  que  podía  muy  bien  no  ser  el  del  alto 
magistrado,  siempre  dignísimo  y  hoy  especialmente  respetable,  que 
ocupa  el  primer  puesto  en  la  magistratura  española. 

En  otros  paises  se  dá  tal  importancia  á  estos  conflictos,  que  todo 
el  Tribunal  se  reúne  para  la  decisión.  Los  inconvenientes  materiales 
de  este  método  han  obligado  en  Francia  á  fijar  siempre  elniimero  de 
cinco  dirimentes. 

Entre  nosotros  es  urgente  adoptar  al  meuos  este  último  sistema, 
porqne  siendo  impar  el  número  de  niinislros  en  la  Sala  de  casación, 
solo  á  dos  mas,  incluso  el  Presidente  del  tribunal,  confia  la  ley  la  de- 
cisión de  la  discordia. 

PLAZO  PARA  DICTAR   SENTENCIA. 

No  es  amplio  el  de  20  días  concedido  para  dictarla  á  los  magis- 
trados de  la  Sala  de  casación.  (Art.  1057.) 

Lo  voluminoso  de  nuestros  procesos  dilata  notablemente  á  veces 
su  reconocimiento,  y  cuando  ocurre  (lo  que  sucede  con  harta  fre- 
cuencia) que  lodos  los  magistrados  quieran  ver  los  autos  por  sí  mis- 
mos, suele  venir  estrecho  el  tiempo. 

El  número  de  siete  magistrados  de  que  constan  las  Salas  del 
Tribunal  Supremo,  requiere  por  sisólo  mayor  holgura  que  el  de  tre.' 
ó  cuatro  de  que  constan  las  de  las  Audiencias. 

La  asistencia  diaria  á  nuevas  vistas  corta  por  otra  parte  el  tiem- 
po de  todos  los  tribunales  y  ofusca  la  imaginación  con  nuevas  espe- 
cies, sDbre  las  dilaciones  forzosas  de  redacción  y  de  conferencia. 

El  profesor  encargado  de  la  defensa  de  cualquier  litigante  tie- 
ne 50  dias  de  plazo  para  ordenarla.  No  decimos  que  sea  escesivo; 
pero  tampoco  puede  calificarse  de  corlo  en  comparación  del  que  la 
ley  otorga  á  otros  siete  profesores  encargados  del  mas  arduo  de  los 
trabajos,  que  es  hacer  la  sintéBÍs  de  un  negocio. 
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Supónganse  cuantas  venUyas  se  quieran  de  parte  de  los  magistra-^ 
dos.  Las  tienen  en  efecto  cuando  los  hechos  resultan  claros,  cuando 
el  derecho  les  ha  sido  recordado  con  ex?ictitud  y  perspicuidad:  mas 
hay  casos  en  que  el  espacio  de  dos  dias  que  es  el  máximun  de  que^ 
contraidas  y  llevadas  de  autos,  pueda  cada  uno  de  ellos  disponer, 
y  siempre  en  horas  estrordinarias  é  interrumpidas,  porque  tienen 
que  ser  fuera  de  las  del  tribunal ,  no  es  ni  puede  ser  bastante  para 
dictar  un  fallo  con  el  aplomo,  con  la  seguridad  que  deben  presidir  en 
los  del  Tribunal  Supremo. 

¡  Qué  diferencia  entre  estos  términos  angustiosos  y  el  amplísimo 
de  cinco  á  catorce  dias  que  el  ponente  tiene  á  su  disposición  en 
Francia  para  redactar  una  sentencia  después  de  discutida,  acordada 
y  publicada! 

En  las  Audiencias,  donde  es  mayor  el  número  de  negocios,  si 
bien  no  lodos  de  igual  gravedad ,  se  deja  ya  sentir  este  inconve- 
niente, á  pesar  del  menor  número  de  ministros  de  sus  salas;  por- 
que en  cambio  es  para  ellas  mucho  mas  corto  el  plazo  de  las  sen-^ 
tencias. 

No  ha  llegado  el  caso  de  que  la  Sala  de  casación  haya  tenido  que 
faltar  á  la  ley  dictando  aquellas  fuera  del  legal ,  como  han  tenida 
que  hacer  ya  varias  Audiencias  del  reino;  pero,  sí,  se  han  tocado  los 
tristes  efectos  de  otro  artículo  que  circunscribe  eltérminoá  solos  tres 
dias  en  las  apelaciones  sobre  casación.  (Art.  1083.) 

Una  apelación  suele  traer  al  Tribunal  Supremo  bajo  esta  forma 
modestísima  toda  una  cuestión  de  principios  sobre  potestad  para  ca- 
sar, v  el  deslinde  de  hechos  enormemente  desordenados. 

Para  suplir  en  estos  casos  la  ley  sin  llegar  á  infringirla,  ha  sido 
necesario  suspender  vistas  y  toda  clase  de  trabajos,  dedicándose 
esclusivamente  al  despacho  del  asunto  que  aquella  calificaba  de  sen-^ 
cilio  y  espedito. 

Lo  que  es  sencillo  en  un  tribunal  de  provincia,  no  lo  es,  no  lo 
puede  ser  en  el  Supremo  de  la  monarquía.  Allí  la  doctrina  no  perju- 
dica mas  que  á  un  litigante ;  y  aun  hay  otra  revisión  que  puede  en- 
mendar sus  errores:  aquí  la  doctrina  errónea  es  una  calamidad  que 
se  derrama  sobre  todos  los  litigantes,  perturba  sus  derechos,  per- 
vierte el  criterio  moral  de  los  tribunales  y  no  deja  remedio  alguno 
contra  su  siniestro  influjo. 

En  un  tribunal  de  pro^'incia  la  redacción  de  una  sentencia  es  un 
trabajo  siempre  difícil ,  pero  al  que  pueden  perdonársele  el  es- 
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mero  y  ia  prolijidad.  La  sentencia  queda  enfire  los  folios  de  un  pro- 
ceso^ donde  duerme  pacíficamente  sino  se  la  ataca  por  la  vía  de  ca- 
sación; y  si  se  la  ataca,  seguros  estantes  magistrados,  de  que,  no 
conteniendo  infracción  de  ley  y  guardando  la  forma  conveniente,  el 
tribunal  revisor,  único  que  puede  juzgarla,  les  hará  gracia  de  todo 
defecto  de  perspicuidad  y  de  atildamiento,  porque  sabe  que  no  es 
posible  demandar  mas,  después  que  la  redacción  de  las  sentencias 
ios  ha  sobrecargado  enormemente  de  trabajo. 

Las  sentencias  del  Tribunal  Supremo,  ora  decidan  una  simple 
apelación,  ora  casando  ó  no  casando,  adjudiquen  un  pegujar  de 
tierra  en  una  aldea  ó  una  grandeza  de  España,  ora- decidan  sobre 
unos  pocos  miles  de  reales  ó  sobre  millones,  son  siempre  sentencias 
leidas,  estudiadas,  consultadas,  y  desmenuzadas  en  todos  sus  por- 
menores por  la  crítica  profesional,  en  el  foro  y  en  la  academia. 

La  supresión  ó  adición  én  un  considerando  de  una  sola  palabra 
técnica  ó  profana,  es  y  debe  ser  á  veces,  objeto  de  detenidas  discu- 
siones, porque  esa  palabra,  un  mero  adjetivo,  una  sinonimia  imper- 
ceptible, entraña  acaso  toda  una  cuestión  de  principios;  y  de  un 
tribunal  de  casación  las  cuestiones  y  las  palabras  salen  convertidas 
iMi  decisiones  generales  dé  jurisprudencia. 

jCuánta  responsabilidad  para  sus  ministros;  cuánto  esmero  tam- 
bién; cuan  profunda  reflexión;  cuan  saludable  detenimiento  no  son 
necesarios  para  no  incurrir  en  ella  á  sabiendas ! 

La  ley  que  forzase  imprudentemente  trabajos  de  esta  clase,  seria 
una  ley  funesta. 

El  interés  de  la  justicia  no  está  solo  en  que  se  dicten  pronto  los 
fallos :  está  principalmente  en  que  sean  acertados. 

No  se  citen  sobre  este  punto  ejemplos  éstranjéros.  Ni  nuestros 
procesos,  ni  nuestra  legislación,  ni  la  organización  de  nuestros  tri- 
bunales, admiten  comparación  para  el  caso  con  las  de  otros  países. 

LIBRO  DE   SENTENCIAS. 

Era  costumbre  antigua  de  nuestros  tribunales  ordenar  y  c(mser* 
var  sus  sentencias  en  un  registro  que  con  mayores  ó  menores  solem- 
nidades se  llevaba  en  todos  ellos. 

El  archivo  de  los  cancilleres  era  otra  especie  de  seguridad,  pues 
en  él  se  registraban  todas  las  sentencias  al  insértalas  en  las  Reales 
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provisiones,  las  cuales  se  libraban  generalmente  en  la  gran  mayoría 
de  los  litigios. 

La  Ley  de  Enjuiciamiento  ha  restringido  el  libramiento  de  reales 
despachos  á  los  recursos  de  fuerza  y  nada  mas,  lastioiando  por  cier- 
to la  propiedad  de  muchos  funcionarios  que  poseen  aquellos  oficios 
por  juro  de  heredad,  sin  ofrecerles  compensación  alguna,  así  coma 
los  derechos  de  algunos  tasadores  de  costas  que  se  hallaban  en  igual 
caso. 

Estas  novedades,  (deque  la  historia  contemporánea  presenta 
otro  triste  ejemplo  en  el  reglamento  provisional  de  d835,  que  borró 
de  una  sola  plumada  la  propiedad  de  todos  los  oficios  enajenados 
respectivos  á  la  curia),  exigieron  la  adopción  de  ciertas  precaucio- 
nes para  ordenar  y  asegurar  la  conservación  de  las  sentencias;  y  de 
aquí  la  institución  de  ün  registro  de  las  mismas  en  cada  sala,  bajo 
la  custodia  de  su  presidente. 

El  registro  es  mas  que  útil,  porque  es  necesario  para  evitar  fal- 
sificaciones. 

La  ley  ha  mandado  lo  que  debía  sin  descender  á  pormenores; 
pero  al  designarse  cuáles  hayan  de  ser  estos,  en  el  Beal  decreto  de  (i 
de  marzo  de  1857,  se  han  creado,  con  el  mas  laudable  deseo,  obstá- 
culos insuperables  al  espedito  despacho  de  los  negocios;  y  lo  que 
es  mas,  al  objeto  final  del  registro  mismo,  que  es  la  conservación  y 
perpetuidad  de  las  sentencias. 

El  registro  se  ha  convertido  en  un  libro  anua],  de  antemano  fo-< 
liado  y  encuadernado. 

Este  libro  tiene  que  servir  diariamente  á  relatores  y  escribanos 
de  cámara  para  estender,  publicar  y  sacar  copias  de  las  sentencias. 
Nunca,  pues,  está,  ni  .puede  estar  habituahnente  en  poder  de  los 
presidentes  responsables  de  su  integridad. 

Un  escribiente  le  maneja,  le  mancha  ó  le  maltrata,  porque  no 
es  posible,  que  los  magistrados  y  relatores  llenen 'aquel  oficio  mecá- 
nico; y  si  el  libro  se  pierde  entre  tantas  manos  y  en  medio  de  tantos 
accidentes,  no  se  pierde  una  sentencia  sola,  sino  que  desaparecen  to- 
das las  dictadas  por  un  tribunal  en  el  espacio  de  un  ano. 

Hay  sentencias  de.  veinte  y  mas  pliegos  por  la  estension  de  sus 
resultandos  y  considerandos;  sentencias  cuya  escritura  tiene  forzo- 
samente que  suspenderse,  recogiendo  el  libro  de  un  funcionario  para 
pasark)  áotio^  é intorcalar sin  orden  de  fechas  y  con  notas  precau-^ 
torias  que  revelan  todo  lo  embarazoso  del  sistema,  otra.sejitencia  en 
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asunto  de  térmiao  fatal,  visto  por  las  salas  con  posterioridad,  ó  que 
se  presentó  inopinadamente  duninle  el  plazo  ordinario  de  la  prime- 
ra sentencia. 

La  simple  materialidad  de  escribir  en  un  libro  encuadernado  es- 
cluve  la  celeridad  y  belleza  en  la  forma  de  la  letra,  y  es  por  sí  sola 
un  estorbo  que  demanda  el  gasto  de  doble  espacio  de  tiempo,  clev 
mentó  el  mas  precioso  hoy  para  los  funcionarios  de  nuestros  tribu- 
nales. 

Mny  seoalado  servicio  hará  á  todos  ellos  y  á  la  justicia,  el  que 
derogando  disposiciones  reglamentarias  que  tan  mal  se  avienen  con 
sus  verdaderas  necesidades,  por  raasqne  parezcan  una  perfección 
burocrática  que  no  es  adaptable  á  las  conveniencias  del  foro,  allane 
todos  estos  obstáculos,  <|ue  tocan  ya  en  lo  insuperable  en  los  Iribn- 
nales  muy  cargados  de  trabajo,  como  son  lioy  casi  lodos  los  de 


Un  registro  de  sentencias  suelto,  pero  numerado,  como  el  que 
existia  antiguamente,  y  quiso,  al  parecer,  generalizar  y  hacer  obli- 
gatorio la  nueva  ley,  basta  sin  duda  para  todos  los  fines  que  esta  se 
propuso. 

Tal  registro  podrá  estar  siempre  bajo  la  custodia  de  los  presi- 
dentes: no  se  embarazarán  en  él  las  sentencias  unas  á  otras :  no  se 
perderán  todas,  si  inevitablemente  se  estravfa  alguna;  y  cerrado  ; 
encuadernado  á  fia  de  año  con  las  solemnidades  oportunas,  podrá 
pasar  al  archivo  del  tribunal,  reuniendo  asi  todas  las  ventajas  del 
actual  libro,  y  careciendo  al  propio  tiempo  de  sus  gravísimos  in- 
convenientes. 

HEGISTRO  DE   VOTOS  RESERVADOS. 

Los  tribunales,  además  del  libro  matriz  de  sentencias,  tienen 
obligación  de  llevar  otro,  referente  á  los  votos  reservados,  en  rela- 
ción y  armonía  constante  y  diaria  con  el  propio  libro  de  sentencias. 

Dos  artículos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  dieron  lugar  á  funda- 
dísimas consaltas  de  varias  Audiencias,  y  á  tal  aclaración  ó  interpre- 
tación de  su  contesto  en  el  terreno  reglamentario. 

«Los  votos  reservados  se  deben  escribir  á  continuación  de  la 
•entencia.o  (Artículo  60.)  alos  votos  reservados  perderán  el  carác- 
ter de  secretos,  y  correrán  con  el  pleito  al  remitirse  este  al  Tribu- 
nal Supremo.»  (Art.  1057.) 
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Dudóse  en  vista  de  estos  dos  mandatos  que  el  secreto  estuviese 
suficientemente  garantido  constando  el  voto  individual  á  continua- 
ción de  la  sentencia  misma,  aun  suponiendo  que  esta  sentencia  de* 
biese  ser  la  originaría  del  registro  y  no  la  copia  de  ella  que  pasase 
á  los  autos. 

En  efecto:  un  registro  de  sentencias,  sea  libro  ó  legajo,  es  y  tie« 
ne  que  ser  consultado  en  muchas  ocasiones  para  librar  nuevas  co* 
pias,  ó  para  fijar  testimonios  solicitados  por  las  partes  después  de  la 
devolución  de  los  autos. 

En  todos  estos  casos,  el  secreto  espresamente  establecido  por  el 
artículo  1036,  desaparecia  sin  duda  alguna,  en  el  mero  hecho  de  ser 
necesario  entregar  el  registro  ó  la  sentencia  á  los  funcionarios  en-> 
cargados  de  autorizar  su  libramiento. 

Podia  desaparecer  ^también  la  reserva  aun  para  los  mismos  liti- 
gantes, pues  es  sabido  que  á  todos  ellos  les  asiste  derecho  para  pre- 
senciar la  estension  de  un  ^stimonio,  para  fijar  particulares  de  una 
sentencia,  para  pedir  su  cotejo  con  el  registro,  para  otros  recursos, 
en  fin,  de  que  ya  se  proponían  hacer  uso,  y  que  hubieron  de  alar- 
mar á  alguno  de  nuestros  tribunales  de  provincia. 

¿Cuál  era  el  medio  de  conciliar  estremos  tan  opuestos? 

En  la  ley  no  se  encontraba  seguramente;  y  el  gobierno  se  vio  en 
la  necesidad  de  prescindir  absolutamente  de  las  literales  disposicio- 
nes del  art.  60. 

Pero  al  hacerlo,  por  respeto  al  parecer,  á  una  disposición  le- 
gal, que,  aun  cuando  poco  armónica  con  otra,  era  al  cabo  parte  de 
una  ley  del  reino,  mandó  que  en  todas  y  en  cada  una  de  las  senten. 
€ias  contenidas  en  el  libro,  se  pusiese  una  nota  referente  al  de  vo- 
tos reservados  que  siempre  llevaron  nuestros  tribunales,  y  otra  nota 
también  en  este  último,  comprensiva  del  mismo  voto  reservado,  6 
negativo  si  no  existiese. 

Hé  aqui  una  remisión  enojosa  y  perpetua  de  libro  á  libro,  de  fó^ 
lio  á  folio  y  de  negocio  á  negocio,  que  roba  grandemente  el  tiempo 
á  los  presidentes  de  sala,  y  que  carece  de  todo  objeto  útil  en  la 
práctica. 

Los  votos  reservados  son  rarísimos  en  nuestros  tribunales,  como 
que  apenas  llegarán  al  uno  por  ciento  de  los  negocios  que  despa- 
chan. El  libro  en  que  constan,  por  su  escasísima  foliación  útil,  es, 
ha  sido^  y  será  fácihnente  manejable  en  todos  tiempos  y  ocasiones» 
sin  necesidad  de  notas  y  remisiones,  que  jamás  han  hecho  falta  para 
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buscar  y  hallar  al  momento  la  opinioa  del  magistrado    disidente. 

Si  la  nota  remisiva  del  registro  de  sentencias  se  estampase  sola- 
mente caando  existiesen  votos  particalares,  se  comprendería  algu- 
na conveniencia  de  ordenan  su  fijación^  pero  estenderla  en  todas  y 
en  cada  una  de  las  varias  sentencias  y  definitivos  que  puede  publi- 
car diariamente  un  tribunal,  para  llevar  después  al  lector  á  otro  li- 
bro de  carácter  misterioso,  donde  se  duplica  la  propia  nota,  para 
consignar,  noventa  y  nueve  veces  entre  ciento,  que  nada  hay  que 
notar  en  el  caso,  es  centuplicar  el  trabajo  y.  proceder  en  un  orden 
alta  é  infecundamente  embarazoso. 

No  se  puede  decir  que  así  se  aleja  el  riesgo  de  falsedades,  por- 
que en  tal  materia  y  en  tal  libro,  no  sabemos  que  las  haya  habido 
jamás  en  nuestros  tribunales;  ni  es  fácil  que  se  cometan,  pues  aparte 
del  carácter  respetable  de  su  custodio,  que  es  el  presidente  de  la  sa- 
la, todo  magistrado  disidente  tiene  que  comunicar  espresansente  su 
intención  de  reservarse  á  sus  companeros  y  estender  precisamente 
su  voto  dentro  de  las  24  horas  de  haberse  dictado  la  sentencia.  En 
todo  caso,  con  uuraerpr  correlativamente  las  reservas  y  cerrarlas 
periódicamente  con  nota  espresiva  de  las  que  hubiese,  debería  que- 
dar satisfecho  el  mas  descontentadizo. 

Se  temió  tal  vez,  y  con  sobrada  razón  por  derto,  que  si  la  ñola 
remisiva  aparecía  solo  en  la  senteacia  en  que  hubiese  habido  mino- 
ría, y  no  en  todas  las  del  registro,  vendría  á  revelarse  así  la  mitad 
del  secreto;  es  decir,  que  en  aquel  fallo  existía  minoría,  por  mas  que 
quedase  sigilado  el  nombre  de  sus  miembros.  Esta  y  no  otra  parece 
haber  sido  la  causa  de  la  universalidad  del  mandato:  así  lo  recono- 
cemos y  lo  consignamos  lealmente,  pues  somos  los  primeros  en  ates- 
tiguar el  ilustmdo'celb,  el  inmejorable  buen  deseo  con  que  fué  dictado. 

Hay  no  obstante  un  medio  muy  sencillo  de  evitar  todos  los  in- 
convenientes. Este  medio  es  restablecer  pura  y  simplemente  nues- 
tro antiguo  libro  Votero,  á  cuyo  secreto  absoluto  no  atendió  el  artí- 
culo 60  de  la  nueva  ley^  á. pesar  de  reconocer  csplícitamente  su 
tlfilidad,  muy  acertadamente  á  nuestrp  juicio,  atendidas  la  índole  do 
nuestra  legislación,  nuestros  usos  y  nuestras  costumbres. 

Este  libro  se  deberá* cerrar-con  nota  espresiva  de  su  contenido, 
estendida  por  el  presideofte  de  sala  á  fin  de  cada  ano,  ó  á  fin  de  cada 
mes,  si  así  pareciese  mas  seguro.  El  libro  ó  minutas  de  sentencias 
iPlumUif)  se  cierra  y  visa  ea  Francia  cada  éñz  dias.  En  España  ni 
aniB^sto  lo  creemos  necesario.'  .  .*  í    , 
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boletín  de  casación* 

Cuando  á  jSnes  del  siglo  úUioH)  y  principios  del  preseote,  empe- 
zó en  Europa  el  tmovíiQiento  codific£^r,  tan  duramente  anatematiza- 
do por  la  escuela  histórica,  sus  ardientes  admiradores  creían  y  pro- 
palaban que  la  ciencia  había  resuelto  ya  el  problema:  que  la  clari- 
dad,, la  faicilidad»  la  concisión  y  todo  género  de  ventajas  de  orden» 
iban  á  amenizar  de  allí  en  adelante  el  estudio  dq  la  ciencia  del  de- 
recho. .      . 

Había  sonado,  según  ellos,  la  hora  de  la  desaparición  para  las 
compilaciones  y  los,  infolios.  La  ley,  perfecta,,  lacónica,  eapresiva  y 
vivificadora,  libre  de  antinoniias,  de  glosas  y  de.  fárrago,  iba  á  ser 
entendida  por  todos,  por  todos  juzgada,  esperiment^da  y  acatada, 
sin  vacilación  ni  tropiezo  alguno. 

iCuánto  han  dista<jb  de  la  realidad  estas  esperanzas! 

La  ley  es  en  verdad. mucho  mas  metódica  ,  mucho  mas  completa 
que  antes;  pero  la  jurisprudencia  que  la  desenvuelve  y  aplica,  ha 
continuado  y  continuará  siendo,  por  desgracia,  vaga,  dudosa. y 
difusa. 

Francia  puede  encerrar  en  un  yolúmen  de.pequeüas  dimensio- 
nes toda  su  legislación  civil  y  administrativa;  pero  en  Francia  exis- 
ten ya,  en  el  solo  trascurso  de  medio  siglo,  centenares  de  volúme- 
nes sobre  jurisprudencia,  emanada  toda  de  las  sentencias.de  su  tri- 
bunal de  casación. 

Estos  volúmenes  oficiales  son  y.lieaefi  que  ser  consultados  dia- 
riamente por  sus  letrados  y  por  sus  jueces,  al  par  que  las  leyes  de 
sus  códigos;  y  han  dado  naturalmente  origen á  algunos  otros  cientos 
mas  de  libros  sobre  doctrina  y  comentarios. 

Si  esta  progresión  sigue  indefinidamente,  carga  de  camellos  lle- 
gará á  ser  taml3ien  dentro  de  poco  la  jurisprudencia  francés;  como 
lo  era  en  cl  hajo  imperio  la  romana. 

¿Sería  mejor  un  sistema  de  interpretación  auténtica,  bien  conce- 
bido y  desenvuelto ,  que  el  sistema  de  casación  tan  ensalzado  ppr 
las  escuelas  modernas? 

Pregunta  es  esta  que  mas  de  una  vez  nos  hemos  hecho  á  noso- 
tros mismos  al  ver  resucitado  en  nuestros  días  todo  el  fárrago  anti- 
guo, y  que  la  casación  no  siempre  puede  preservarse  de  indecisión  j 

de  contradicciones.  i 

TOMO  xiu.  49 
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Las  sentencias  del  Tribanal  Supremo  de  Justicia  empiezan  tam- 
bién á  ser  ya  numerosas  en  España;  y  acaso  no  sería  por  ello  fuera 
de  propósito  adoptar  desde  hoy  algunas  medidas  que  circunscribie- 
sen su  publicaucion,  ó  su  iosercidti  al  liienos  en  la  Colección  legisla- 
tiva, á  aquella  parte  que  parezca  la  úilica  conveniente  para  el  inte- 
rés bien  entendido  de  la  jurisprudencia. 

Los  jurisconsultos  franceses  conceden  mucho  menos  fuerza  á  las 
sentencias  que  desechan  loa  recursos,  que  á  las  que  declaran  la  ca- 
sación. Esta  diferencia,  según  ellos,  resulta  necesariamente  de  la 
distinta  naturaleza  de  aquellos  dos  géneros  de  decisiones. 

Cuando  la  casación  se  pronuncia,  hay  casi  siempre  en  la  senten- 
cia la  solución  de  una  cuestión  de  derecho.  La  casación  se  verifica  ó 
tiene  lugar,  porque  un  tribunal  ha  permitido  lo  que  la  ley  prohibía, 
ó  porque  ha  prohibido  lo  que  permitía,  ó  porque,  eiitendiendo  mal 
la  ley,  la  ha  aplicado  en  sentido  erróneo  á  tal  hecho  determinado. 

Las  sentencias  que  declaran  no  haber  lugar  á  la  casación,  no 
presentan  un  carácter  tan  decisivo;  las  unas  porque  se  fundan  en 
que,  lejos  de  estar  violada  la  ley,  se  ha  hecho  de  ella  una  sana  apli- 
cación ;  las  otras  porque  tratándose  de  apreciación  de  hechos  6  de 
circunstancias,  los  jueces  del  fondo  han  ejercido  legalmente  sus  atri- 
buciones. £s,  pues,  difícil  en  muohos  de  estos  últimos  casos  averi- 
guar si  el  tribunal  de  casación  se  ha  decidido  por  una  razón  de  de- 
recho, ó  por  la  simple  naturaleza  de  la  apreciación  hecha  por  la  jus- 
ticia provincial. 

Estas  razones  parecen  de  gran  peso,  y  quizá  no  esté  distante  el 
tiempo  en  que  el  considerable  número  de  sentencias  que  salgan 
anualmente  de  nuestro  Tribunal  Supremo,  obligue  al  Gobierno  á  to- 
marlas en  consideración,  so  pena  de  que  al  lado  de  la  colección  le- 
gislativa del  país,  se  cree,  por  via  de  apéndice,  otra  colección  de 
sentencias  con  fuerza  legal,  que  iguale  en  volumen  al  de  los  decre- 
tos y  Reales  órdenes  espedidos  anualmente  por  todas  las  secretarías 
del  despacho. 

Por  de  próntOy  y  puesto  que  nuestra  .jurisprudencia  está  todavía 
naciente,  no  parece  oportuno  hacer  novedad  alguna  en  nuestro  mé- 
todo de  universal  publicación  de  todas  las  sentencias. 

Lo  que  sí  convendrá  hacer  desde  luego ,  como  medida  necesa- 
ria de  orden,  será  publicar  con  separación  un  Boletin  de  casación,  á 
la  manera  que  se  hace  en  Francia,  firmado  y  autorizado  por  el  Mi- 
nistro jefe  de  la  justicia,  solemnidad  que  algunos  proclaman  como 
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Deoegíária  para  la  validez  constituciona!  de  todas  y  de  eada  una  da 
5JUS  decisiones. 

La  supresión  de  resultandos  en  las  sentencias,  su  sustitucioft 
(como  se  hace  también  en  Francia)  por  una  breve  y  metódica  resé-» 
na  de  los  hechos,  sin  las  trabas  que  siempre  impone  el  lenguaje  ofi«» 
cial  y  las  solemnidades  de  forma,  que  según  derecho,  hay  que  guar- 
dar en  .todas  y  en  cada  una  de  aquellas  mismas  sentencias,  serán 
ventajas  que  harán  soportable  su  lectura;  que  pondrán  de  relieve  Isk 
doctrina  y  que  popularizarán  su  conocimiento,  así  entre  los  profeso-^ 
res  como  entre  las  restantes  clases  del  Estado. 

REGLAMENTO  DEL  TRIBUNAL  SUPREMO. 

Hay  un  reglamento  del  Tribunal  Supremo ,  que  calcado  sobre  iit 
práctica  del  antiguo  Consejo  de  Castilla  y  ligeramente  acomodado  en 
Í83S  á  las  necesidades  de  un  tribunal  que  no  era  entonces  de  casa- 
ción ,  y  á  las  de  una  legislación  que  fué  el  primer  albor  de  nuestras 
reformas  judiciales ,  no  puede  subsistir  hoy  sin  recibir  esenciales 
modiíicaciones. 

Ta  ha  sido  preciso  variarle  algún  tanto  por  Reales  órdenes  espe« 
ciales ;  y  su  reforma  completa  es  una  de  las  medidas  mas  urgentes» 
sí  ha  de  ser  espedito  el  despacho  de  los  negocios. 

Un  Tribunal  de  casación  no  puede  tener,  como  pasa  hoy  en  Espa- 
ña, una  organización  uniforme  ó  común  con  la  de  todas  las  Audien- 
cias de  la  Península. 

Esta  unidad,  casi  absoluta,  existe,  sin  embarco,  así  en  los  por^ 
menores  de  gobierno  interior,  como  en  el  orden  material  de  la  sus- 
tanciacion  y  en  otras  muchas  cosas ,  que  no  por  parecer  pequeñas, 
dejan  de  contribuir  eficazmente,  en  buen  ó  mal  sentido,  al  gran  to- 
do que  se  propone  la  justicia. 

Son  necesarias,  ó  serian  sumamente  útiles  salas  menos  solem- 
nes ,  ó  saletas ,  según  el  lenguaje  antiguo  ,  que  despachasen  en  cier- 
tos y  determinados  dias  todo  lo  referente  á  la  sustanciacion,  artícu- 
los y  demás  que  no  se  rozase  directa  y  necesariamente  con  la  senten* 
i^ia  sobre  casación. 

Tal  vez  x^on vendría  conferir  alguna  parte  de  esta  potestad  á  los 
ponentes,  según  se  practicjien  algún  alto  tribunal  de  la  monarquía^ 

Es  enbara^oso  por  demás  que  una  mera  providencia  de  orden» 
un  simple  traslado ,  sea  acordado  en  Sala  plena. 
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i  ¥  ao.  es  solo  embarazosOí  es  vei^daderameate  contradictorio;  por- 
qae  para  decidir  apelaciones  bastan  únicamente  tres  ministros.  (Ar- 
tículo 1083)  (1). 

La  corte  de  casación  se  abre  en  Francia  tres  dias  por  semana 
para  las  vistas  públicas:  nuestro  consejo  de  £stado  uno  solo^  salvo 
casos  estraordinarios. ' 

No  de  otro  modo  pueden  estos  altos  cuerpos,  que  son  cuerpos  de 
estudio,  de  meditación  y  de  consulta,  corresponder  dignamente  ala 
coniianza  del  país.  Son  de  suyo  inactivos:  su  trabajo  debe, ser  metó- 
dico y  reflexivo,  porque  es  grave  siempre,  siempre  árido  y  frecuenr 
temante  abrumador. 

ccNo  hay  clase  alguna  de  la  magistratura  (dice  á  este  propósito 
un  (escritor  de  europea  celebridad),  que  tenga  una  ocupación  mas 
penosa  que  los  magistrados  de  la  corte  de  casación^.  £1  que  entrase 
en  '}ste  puesto  con. la  esperanza  de  encontrar  en  él  algún  descanso, 
sp  engañaría  miserablemente.  Las  ponencias  que  h  ley  exige  en  to- 
dos los  asuntos ,  las  deliberacioues  que  se  abren  en  el  $eno  de  la 
corte,  y  que  el  ponente  debe  esclaracer  con  sus  meditaciones  y  con 
sus  trabajos,  le  harán  bien  presto  couocer  su  ilusión^  si  .no  se  halla 
en  estado  de  sostener  el  papel  que  imprudentemente  hu])iese  acep- 
tado.» 

Al  reglamento  toca  tomar  en  cuenta  todas  estas  consideraciones 
y.ordenar  y  facilitar  el  trabajo  con  preceptos  atinados  y  previsores. 

Al  reglamento  toca  también  poner  eu  armonía  todos  los  elemen- 
tos heterogéneos  que  hoy  pugnan  entre  sí:  respetar  todos  los  intere- 
ses legítimos;  difundir,  aplicar  y  generalizar  los  princ¡pi<^  fecundos; 
y  hacer  que  funcionando  tod^s  las  partes  normalmente,  desaparezcan 
las  colisiones,  y  resalte  en  todo  y  por  todo  un  orden  vivificador. 

Para  ello,  preciso  es  que  no  se  encomiende  su  redacción  á  manos 
profanas.  Preciso  es  también  que  se  deje,  como,  se  deja  en  Francia, 
una  prudente  discreción  á  la  corte  suprema  para  aplicarlo  conve- 
niente. 

Un  nuevo  reglamento  digno  de  un  alto  cuerpo  de  casación,  he> 
.cho  con  presencia  de  la  nueva  Ley  de  Enjuiciamiento,  pondrá  en 
armonía  algunas  de  sus  partes  que  hoy  parecen  desacordes,  y  que 


r 


(I)  En  cuanto  á  las  compelencias,  lii  Ley  dftEiijuiciamifMi  lo  ha  omitido  la 
-designación  especial  del  número  de  magisirados ,  así  como  el  término  dtl 
empiazamieto  á  las  partes.. 
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realmente  lo  son  en  su  letra,  porque  han  descendido  hasta  el  terreno 

reglamentario. 

.  ?' 

COIfCLUSiON. 

He  llegado  al  término  que  rae  propuse.  En  mis  datos  y  en  mis 
apreciaciones  aparece  que  la  amplitud  otorgada  por  la  ley  á  la  casa- 
ción ha  producido,^ en  tesis  general,  escelentes  resultados. 

La  casación  se  aclimatará  entre  nosotros  como  se  ha  aclimatado 
en  Francia,  á  pesar  de  revueltas  y  cataclismos  ;  á  pesar  aun  de  ha- 
ber aparecido  la  institución  con  un  carácter  esencialmente  político, 
por  haber  sido  en  su  origen  un  brazo  de  cuerpo  legislativo,  popular 
en  su  elección  y  democrático  en  todos  sus  pormenores. 

La  monarquía  y  el  imperio  la  reformaron  sin  destruirla,  y  Bélgi- 
ca y  Sicilia  la  tomaron  mas  adelante  por  modelo. 

Resalta  asimismo  que  el  sistema  de  deseavolvimiento  del  princi- 
pio adoptado  por  nuestra  Ley  de  Enjuiciamiento  es  generalmente 
bueno  y  aceptable ;  y  que  en  su  esencia  solo  ha  ofrecido  obstáculos 
que  pueden  S2r  allauados  fácilmente  por  medio  de  códigos  y  de  leyes 
orgánicas  ofrecidas  hace  anos  al  país,  y  por  reglamentos  armónicos 
cou  el  espíritu  de  toda  casación. 

No  era  de  esperar  otra  cosa  de  la  pericia  de  los  distinguidos  ju- 
risconsultos que  la  redactaron.  Todos  ellos  conocen  á  fondo  la  doc- 
trina; casi  todos  la  han  practicado  y  sostenido  con  aplauso  ante  el 
Tribunal  Supremo  de  Justicia;  y  esta  parte  de  su  trabajo,  única  de 
que  he  podido  juzgar  esperimentalmente ,  honra  sin  duda  su  nombre. 

Es  para  mí  un  motivo  de  especial  complacencia  el  poderlo  confe- 
sar asi  pública,  solemae  y  lealmente. 

Solo  en  algunos  estremos  del  desenvolvimiento  de  ese  propio  sis- 
tema, en  todo  lo  demás  adecuado,  á  mi  juicio,  á  nuestras  condi- 
ciones sociales  y  jurídicas ,  es  donde  encuentro  peligros  de  cierta 
magnitud;  y  donde  la  convicción  de  mi  conciencia  me  obliga  á  sus- 
citar temores  de  que  mas  tarde  ó  mas  temprano  llegue  á  quedar  las- 
timada la  justicia. 

Temólo,  y  no  puedo  menos  de  temerlo,  muy  particularmente  en 
la  falta  de  códigos  por  lo  respectivo  á  la  esencia  de  la  casación ;  y, 
por  lo  tocante  á  su  forma  material,  en  lo  angustioso  de  algún  plazo 
para  dictar  sentencia,  en  el  escaso  número  de  siete  ministros  para  las 
vistas,  y  en  el  |hacinamiento  de  negocios  en  una  solábala  del  tribu- 
nal ,  sin  válvula  alguna  que  pueda  prestarle  desahogo. 
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Oabrá  tal  vez  error  ea  mis  apreciaciones;  macho  lo  temo  en  ver- 
dad; pero  aun  con  este  recelo,  ohedezco  todavía  la  voz  de  mi  con- 
ciencia, cspouicndo  sencíllaiucnle  y  sin  la  menor  pretensión  de 
Acierto,  mis  duda:-  y  mis  convicciones. 

Miidridl4  de  julio  de  1858. 

Rl  Marqués  de  Gerona. 


nEKECHi»  vm\i. 

POR   UN  AFORADO  OE  MARINA. 


Habiatdo  un  iiu¡rinei-o  causado  lesiones  á  otro  individuo,  la  ju- 
risdicción de  marina  y  la  ordinaria  comenzaron,  cada  una  porsit 
parte  á  instruir  el  sumario.  Aquella  o^ió  á  esta  requiíidiídola  ik 
inhibieion,  estando  en  libertad  el  procesado  por  htúier  declarado  tos 
faailiíaieos  que  las  keiñdas  no  ofreoian  peligro.  Mas.  pendiente  aiat 
la  competencia  entre  ambas  jurisdicciones  y  paralizado  el  sunnaio  en 
lo  principal,  la  situación  del  herido  se  aip-ava  repentinamente  y  lleija 
á  sucumbir-  ¿Cuál  de  las  jurisdicciones  es  la  competente  para  proce- 
der desde  luego  á  la  prisión  del  ddineuente  á  fin  de  evitar  su  fuga, 
y  disponer  la  ¡mptosia  del  cadáver  del  ofendido? 

CONTESTACIÓN. 

U  Entre  los  varios  vicios  do  que  hoy  adolece  el  procedimiento  criuii- 
nal,  ninguno  es  tal  vez  mas  funesto  en  sus  consecuencias  que  la  pa- 
ralización que  oa  la  suslanciacion  de  las  causas  producen  las  frecuen- 
tísimas competencias  de  jurisdicción  que  suelen  suscitarse.  Deplora- 
ble es  que  después  de  tantos  años  de  goliíerno  representativo,  des- 
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pues  de  haberse  dicho  y  repetido  en  todas  nuestras  Constituciones 
que  habrá  un  solo  fuero  para  todos  los  españoles  en  los  asuntos  co- 
munes civiles  y  criminales,  todavía  veamos  lejano  el  suspirado  dia 
en  que  venga  á  ser  una  verdad  el  principio  constitucional^  y  que 
mientras  los  partidos  políticos  gastan  el  tiempo  en  luchar  por  ó  en 
contra  de  nuevas  conquistas,  dejemos  que  las  ya  conseguidas,  que 
las  que  nadie  ha  negado,  que  las  que  están  en  el  credo  de  todos  los 
partidos  que  admiten  el  sistema  parlamentario,  queden  reducidas  á 
una  lelra  muerta,  y  que  no  haya  quien  las  formule  y  las  traiga  á  la 
vida  política.  Materia  es  esta  que  merece  ser  tratada  con  toda  deten- 
ción, y  que  no  cabe  aquí,  por  lo  que  nos  limitamos  á  hacer  esta^i 
ligerísimas  indicaciones. 

Pero  si  la  inejecución  del  principio  constitucional  es  de  fatales 
consecuencias,  estas  se  aumentan  por  la  traba  que  se  pone  á  los  que 
están  encargados  de  la  investigación  de  los  delitos  de  continuar  en 
el  conocimiento  del  negocio  desde  que  quede  denunciada  una  com- 
petencia. Compréndese  la  razón  de  esto :  la  cuestión  de  competencia 
es  prejudicial;  mientras  está  pendiente  ninguno  de  los  jueces  puede 
considerarse  con  jurisdicción  para  dirigir  los  procedimientos,  y  me- 
nas aun  para  entrar  en  el  fondo  de  la  causa.  Pero  esta  teoría  llevada 
con  exageración,  como  lo  está  entre  nosotros  en  las  causas  crimina- 
les, ligando  las  manos  de  los  jueces  contendientes  para  que  nin- 
guno pueda  hacer  actuaciones  en  el  sumario,  viene  á  producir  el  fu- 
nestísimo resultado  de  que  se  pierde  el  tiempo  mas  precioso,  el  único 
quizás  para  descubrir  los  delitos  y  asegurar  á  los  criminales,  parque, 
mientras  dura  la  competencia,  van  desapareciendo  las  huellas  mate- 
riales del  delito,  se  debilita  la  memoria  de  los  hechos,  se  disminuye 
el  horror  santo  que  se  apodera  de  los  ánimos  cuando  se  perpetran 
lo-í  grandes  crímenes,  y  que  hace  que  los  testigos  estén  dispuestos 
á  decir  la  verdad  sin  contemplaciones ;  á  la  alarma  que  causa  el  de- 
lito y  al  deseo  de  que  sea  espiado,  sucede  la  compasión  por  el  delin- 
cuente, y  se  dá  lugar  á  confabulaciones,  á  fugas,  y  á  que  se  forgen 
pruebas  falsas  que  fuera  imposible  practicar,  si  el  procedimiento  del 
sumario  no  se  hubiera  paralizado.  Deseamos  que  en  la  reforma  del 
enjuiciamiento  criminal  desaparezcan  estos  vicios,  como  es  de  espe- 
rar, con  sobrado  fundamento.  Mas  entretanto,  veamoa  hasta  qué 
punto  está  cohibida  la  jurisdicción  de  los  jueces  contendientes  den- 
tro del  sistema  actual  de  los  procedimientos. 

Es  regla  general  que  la  jurisdicción  ordinaria  debe  prevenir  las 
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diligencias  primeras  de  las  causas  crímioates,  aun  en  ei  caso  de  que 
conocidamente  sean  aforadas  las  personas  que  parezcan  reos,  y  pa- 
sarlas después  al  juzgado  á  que  corresponda,  siempre  qne  desde  lae* 
go  no  se  presente  á  conocer  de  la  causa  la  jurisdicción  aforada  que 
tenga  la  competencia.  Por  esto  las  justicias  ordinarias  proceden  á  la 
detención  del  soldado  que,  separado  de  sus  íilas,  comete  un  delito, 
y  con  la  comprobación  de  los  hechos  remiten  las  diligencias ,  y  el 
reo  al  juez  en  quien  reside  la  jurisdicción  militar.  De  otro  modo 
qucdarian  impunes  miu;hos  delitos.  ¿Y  qué  seria  de  la  administra- 
ción de  justicia,  si  los  alcaldes  no  pudieran  asegurar  á  los  que  go- 
zando de  fuero  privilegiado  cometieran  crímenes,  ni  instruir  las  di- 
ligencias indispensables  para  hacer  constar  todas  las  huellas  del  de- 
lito y  del  delincuente  que  desaparecen  fácilmente  poco  después  de 
la  perpetración  del  hecho  criminal?  Por  esto  nunca  se  ha  creído  que 
faltan  á  sus  deberes,  ni  que  invaden  atribuciones  estranas  los  jueces 
ordinarios,  que  previniendo  las  primeras  diligencias  aseguran  á  los 
delincuentes  y  los  ponen  después  á  disposición  de  la  jurisdicción 
aforada  á  que  corresponde  el  conocimiento  de  la  causa.  Estas  dili- 
gencias que  consisten  principalmente  en  impedir,  si  es  posible,  la 
consumación  de  los  delitos,  dar  protección  á  los  perjudicados,  con- 
signar las  pruebas  del  delito  que  por  el  trascurso  del  tiempo  puedan 
borrarse,  recojer  y  poaer  en  custodia  cuantos  (^rectos  conduzcan 
á  descubrir  al  delincuente,  evitar  la  faga  de  este  i»  iiupedir  que,  por 
dejar  de  aprovecharse  los  primeros  momentos,  se  eluda  la  acción 
(le  la  justicia,  mas  que  actos  jurisdiccionales  propiamente  dichos, 
son  actos  de  policía  judicial  que  tienen  por  objeto  la  represión  de 
los  delitos.  Es  verdad  que  la  auptosia  difícilmente  cabe  en  los  actos 
de  policía  judicial,  pero  como  para  practicarla  no  puede  esperarse  á 
la  decisión  de  la  competencia,  tanto  porque  frecuentemente  seria 
imposible  ejecutarla  después  con  éxito,  como  porque  no  debe  dila- 
tarse la  inhumación  de  un  cadáver,  de  modo  que  sea  perjádicial  á  la 
sanidad  pública,  lejos  de  escederse  ninguno  de  los  jueces  mandán- 
dofa  practicar,  lejos  de  incurrir  en  responsabilidad,  curaplirian  con 
el  deber  que  tiene  de  procurar  que  la  justicia  sea  bien  administrada, 
debiendo  auxiliarse  para  este  efecto  todas  las  jurisdicciones. 

Hé  examinado  la  cuestioa  en  general:  he  supuesto  que  la  causa 
de  la  competencia  no  ha  sido  la  diferente  importancia  que  las  auto- 
ridades contendientes  dieron  á  la  herida,  suponiendo  la  jurisdicción 
ordinaria  que  no  debia  ser  calificada  de  delito,  sino  de  falta,  y  la 
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de  marind-pór  él  contrario,  que  fio  era  falta  sino  delito,  porque  en 
este  caso  la  duda  sola  de  que  hubiera  podido  morir  de  la  herida  el 
ofendido,  seria  presunción  bastante  para  considerar  grave  la  lesión, 
y  siendo*  el  ofensor  marinero,  la  competencia  estaría  en  la  jurisdicción 
de  marina,  que  debería  entender  en  todas  las  diligencias  de  la  causa. 
Pero  si  líi  jurisdicción  ordinaria  se  fundase  en  otras  causas,  como  es 
de  creer  que  se  funde  para  sostener  la  competencia,  la  resolución 
que  dejo  propuesta  me  parece  la  mas  conformé  al  espíritu  de  nues- 
tras leyes. 

Pedro  Gómez  de  la  Serna. 
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Aunque  agradecido  á  la  honra  que  esa  redacción  me  dispensó 
publicando  mis  escritos  sobre  distintas  materias ,  y  muy  particular- 
mente sobre  legislación  civil  y  criminal ,  suspendí  la  remisión  de 
otros  artículos,  por  causas  independientes  de  mi  voluntad:  hoy  que 
puedo  disponer  de  mas  tiempo ,  y  cediendo  á  invitación  de  personas 
respetables,  vuelvo  á  anudar  mi  interrumpida  tarea,  lisonjeándome 
el  recuerdo  de  que  otros  periódicos  científicos  como  la  Revista  Ge- 
neral DE  Legislación  Y  Jurisprudencia  y  EL  Faro  Nacional,  inser- 
taron en  sus  columnas  los  escritos  que  á  esa  redacción  remití:  no  he 
visto  combatidas  mis  opiniones ;  necesariamente  he  de  insistir  en 
ellas. 

Hice  algunas  observaciones  sobre  el  enjuiciamiento  civil ,  pero 
veo  una  ley,  la  acato,  procuro  evitar  entorpecimientos  deseando 
que  las  faltas  se  corrijan ,  lo  que  puede  conseguirse  oyendo  á  per- 
sonas competentes  que  tocan  por  sí  mismas  graves  dificultades  en  la 
aplicación. 

Gomo  aun  no  hemos  llegado  á  ver  la  anunciada  Ley  de  Enjuicia- 
miento criminal,  bien  puedo  hacer  algunas  indicaciones,  recelando 
que  serán  desatendidas:  la  ciencia  solo  comunica  su  luz  á  ciertas  y' 
determinadas  personas. 

Si  el  reglamento  para  la  administración  de  justicia  no  és  una 
TOMO  xin.  SO 


obra  perfecta,  es  bíd  duda  lo  mejor  que  basta  el  di»  se  ba.becbo; 
sin  embargo,  se  ba  suprimido  la  coofesion  con  cargos  á  los  proce- 
sados; solo  puede  titularse  reo  al  que  sea  declarado  tal  por  senten- 
cia ejecutoria;  suprimida  la  coofesioD  y  perfecto  el  sumario ,  el  pro- 
motor aciLsa;  después  se  dá  traslado  ai  acusado,  que  propone  la 
pruclia;  esto  es  lo  legal ,  ¿es  lo  conveoiente  al  acusado,  á  la  admi- 
nistracioa  de  justicia?  ¿puede  reforniarae  la  sustanciaciou  en  favor 
de  UQO  y  otra?  Hé  aquí  los  dos  puntos  que  boy  me  propongo  tratar 
y  que  deseo  se  examinen  detenidamente  para  que  recíúga  u^  reso- 
lución acertada  y  se  reforme  en  esta  parte  la  sustanciaciou  si  es  de- 
fectuosa ,  6  se  rechace  mi  opinión  si  bombres  enteudidos  no  la  creen 
aceptable. 

En  el  sumario ,  por  lo  común ,  aparece  la  justiñcacion  del  hecho, 
y  también,  aunque  imperFectamente ,  la  culpabilidad  del  autor;  esto 
es  lo  cierto,  y  también  que  casi  toda  la  actuación  arroj»  méritos 
contra  el  procesado;  este  declara;  evacuadas  las  citas,  continúa  el 
procedimiento  como  no  aparezca  la  completa  inocencia  del  proce- 
sado. 

En  las  primeras  diligencias  se  justiiica  el  hecho  y  el  autor ,  pero 
no  se  ju^litican  ni  las  circunstancias  atenuantes  ni  las  agravantes,  ni 
Jas  que  exige  la  ley  para  declarar  exento  de  responsabilidad  al  pro- 
cesado ,  contra  el  que  aparecen  indicios  que  en  el  plenario  se  des- 
vanecen ó  pueden  desvanecerse.  Esto  produce  un  mal  grave ,  gra. 
vísimo,  irreparable;  pueden  resultar  en  buen  hora  indicios  mas  ó 
menos  vehementes,  pero  lo  cierto  es  que  se  priva  á  un  hombre  de 
su  libertad,  á  una  esposa  de  la  compañía  de  su  esposo,  á  unos  hijos 
del  alimento  que  solo  su  padre  podria  proporcionarles;  ademán, 
¿cuánto  vale  la  reputación  de  un  hombre,  tai  vez  virtuoso,  aunque 
las  primeras  diligencias  le  presenten  como  culpable?  Pues  su  opi- 
nión padece,  e)  pueblo  mira  con  ofensivo  desprecio  á  la  familia  del 
procesado ,  tal  vez  la  insulta ,  la  biere  en  el  corazón :  nuestro  vulgo 
confunde  las  ideas  de  preso  y  culpable ;  para  la  común  creencia  es 
lo  mismo,  y  así  oímos  que  N,  está  preso  porque  hizo  un  robo,  come- 
tió un  asesinato,  y  esto  ¿no  es  contra  el  procesado  y  contra  su  fa- 
milia inocente,  pero  desgraciada? 

Aun  es  poco ;  aun  se  hace  padecer  mas  al  procesado,  aun  le  res- 
ta mucho  para  apurar  la  amargura:  después  del  sumario  viene  la 
ftcusaciou ,  en  la  que  tal  vez  se  pide  gravísima  pena ;  aumenta  el 
dolor ,  la  aflicción ,  el  desconsuelo  del  ya  acusado ,  á  cuyas  lágrimas 
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estériles  responde  la  ley :  ten^  paciencia ;  yo  he  establecido  estos 
trámites,  forzoso  es  sujetarse  á  ellos;  dia  vendrá  en  que  los  tribuna- 
les pronuncien  su  fallo ,  y  entonces  tal  vez  vuestro  hijoi  vuestro  pa- 
dre ,  vuestra  esposa  os  abrazarán  contentos. 

—Sí,  contentos,  pero  deshonrados  en  la  opinión;  hallarán  una 
familia  que  los  reciba ,  tal  vez  hambrienta  y  cubierta  de  harapos; 
entonces,  mezcladas  las  lágrimas  de  todos,  el  declarado  inocente 
esciamará:  hijos  mios,  aquí  vuelve  vuestro  padre  honrado,  pero  ya 
no  puede  trabajar,  ya  no  puede  alimentaros;  los  padecimientos  de 
la  prisión  han  apurado  mis  fuerzas ;  mi  alma  agitada  ha  perdido  su 
energía ;  no  valgo  para  nada;  yo  nada  puedo  remediar ;  lloraremos 
juntos,  juntos  tendremos  hambre,  juntos  deploraremos  que  mien- 
tras pasamos  el  tiempo  ocupados  en  cuestiones  estériles  esté  dur- 
miendo la  reforma  de  la  administración  de  justicia ,  tantas  veces 
anunciada,  tantas  veces  esperada  en  vano. 

Ya  vemos  que  el  sistema  que  hoy  se  sigue  es  contrario  á  los 
procesados ;  veamos  abora  que  tampoco  es  conveniente  á  la  pronta 
y  recta  administración  de  justicia:  procuraré  apuntar  mis  ideas  y 
proponer  el  remedio. 

Ya  tenemos  perfecto  el  sumario ;  ya  tenemos  puesta  la  acusa- 
ción, pasamos  á  la  defensa:  tan  vagas,  tan  inciertas  son  launa 
como  la  otra;  pero  el  mal  que  la  primera  causa  es  positivo,  real, 
sensible  hasta  para  los  inocentes.  ¿En  qué  funda  el  promotor  su 
acusación?  En  el  sumario:  en  esa  actuación  que  generalmente  solo 
arroja  de  sí  indicios.  ¿En  qué  funda  el  acusado  su  defensa?  En  el 
supuesto  de  que  probará  legalmenle  lo  que  se  propone ,  resultando 
siempre  que  ni  la  acusación  ni  la  defensa  tienen  un  sólido  funda- 
mento. 

Nada  debe  fundarse  sobre  suposiciones,  y  esto,  que  es  una  ver- 
dad ,  lo  es  tanto  mas  grave  según  el  punto  de  que  se  trata;  es  cierto 
que  se  hallarán  pocas  cuestiones  de  tanta  importancia  como  las  que 
se  ventilan  en  los  tribunales  de  justicia,  y  aun  mas  en  materia  cri- 
minal: si  pues  esto  es  evidente,  evidente  es  también  que  hay  graví- 
simos motivos  para  lamentar  el  desdén  con  que  se  mira  la  adminis- 
tración de  justicia. 

No  es  por  cierto  la  precipitación  de  las  reformas  la  mejor  garan- 
tía de  que  sean  acertadas;  no  es  por  cierto  tampoco  justo  que  las  re- 
formas se  hagan  esperar  tantos  anos ;  no  es  por  cierto  tampoco  lau- 
dable que  al  cabo  de  mucha  detención  se  hagan  reformas  incomple- 
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tas  ,•  cfiie  eú  vez  de  guiamos  por  un  camino  Hano ,  nos  den  la  mano 
para  dejarnos  abandonados  en  medio  de  la  oscuridad ,  espuestos  á 
mil  errores  que,  debiendo  preverse,  pasaron  desapercibidos:  á  pro- 
porción que  estudio  las  reformas  que  se  han  hecho ,  se  aumenta  mi 
temor  por  las  que  sé  proyectan ;  pero  anudemos  las  ideas. 

Yo  estoy  convencido  de  que  nada  debe  fundarse  en  suposiciones, 
que  los  esencialísimos  trámites  de  la  acusación  y  la  defensa  no  tie- 
nen otPO  fundamento  que  la  suposición,  siempre  vaga,  siempre 
incierta,  porque  vago  é  incierto  es  que  el  acusado  sea  tan  cul- 
pable como  del  sumario  aparece,  puesto  que  aun  no  se  le  ha  oido; 
sin  embargo,  se  defiende  también  suponiendo  que  resultará  probado 
lo  que  él  desea ,  y  que  encontrará  medios  de  demostrar  que  es  ino- 
cente ó  menos  culpable  de  lo  que  parece.  De  esto  resulta  que  mu- 
chas veces  se  vé  notabilísima  contradicción  entre  la  acusación  v  la 
sentencia  ,  contradicción  que  produce  muy  mal  efecto  entre  los  que 
no  entienden  estas  materias ;  y  así  dicen  que  ,  ó  la  legislación  es 
mala,  ú  obran  apasionadamente  el  promotor  ó  el  juez ;  porque  no 
puede  concebir  el  vulgo  que  los  encargados  de  la  administración  de 
justicia  vean  las  cuestiones  de  modo  tan  diverso  y  deduzcan  conse- 
iuiencias  diametralmente  opuestas  sobre  datos  que  deben  Ser  ciertos. 

No  es  raro  el  caso  de  que  un  promotor  pida  una  pena  gravísima 
tín  la  acusación;  no  es  raro  el  caso  de  que  la  sentencia  sea  absoluto- 
ria ó  á  la  inversa  :  todo  es  legal ,  todos  obran  dentro  de  su  círculo: 
sin  embargo,  la  generalidad  que  no  conoce  las  leyes,  discurre  con 
su  lógica  natural ,  y  deduce:  ó  la  ley  es  mala,  oscura,  confusa,  ó  el 
promotor  es  enemigo  del  acusado,  ó  el  juez  ha  cedido  á  exigencias 
<Sá  sus  propias  afecciones;  y  si  no,  ¿cómo  se  concilia,  dicen,  que 
dos  funcionarios  justos,  imparciales  como  la  ley,  piensen  de  tan  di- 
verso modo?  No  hay  medio;  ó  la  ley  es  mala,  ó  los  funcionarios  no 
saben  aplicarla:  todo  es  malo,  malísimo;  produce  el  descrédito  de 
esta  ó  del  juzgado:  hé  aquí  una  de  las  razones  porque  he  dicho  al 
principio  que  la  sustanciacion  de  las  causas  criminales,  ni  es  conve- 
niente al  procesado  ni  á  la  buena  administración  de  justicia. 

Réstame  solo  para  cumplir  mi  propósito  indicar  la  reforma  que 
se  puede  hacer  facilísimamente  para  evitar  todos  los  males  apunta- 
dos ,  y  lo  haré  en  brevísimas  palabras. 

El  auto  de  prisión  aumenta  el  dolor  del  acusado ,  le  imprime  una 
mancha  grave  en  su  reputación ;  bien  sé  que  me  dirán :  según  el  Có- 
digo penal  (art.  22),  no  se  reputa  pena  la  restricción  de  la  libertad 
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del  procesado ;  segua  otro  (art.  23),  la  ley  no  reconoce  pena  alguna 
infamante;  pues  bien,,  yo  contesto:  cierto,  h  Ipy  no  seiíala  como 
pena  la  restricción  de  la  libertad  del  pfocésa(íoT^¿cómo  la  habia  do 
colocar  entre  las  penas  cuando  aun  no  existe  sentencia?  De  hecho  la 
prisión  es  una  pena,  y  tal,  que  imprime  mancha  en  la  opinión  del 
que  la  sufre  y  en  toda  su  faraifia;'  bien  sé  que  la  custodia  del  proce- 
sado es  inevitable ;  pero  cuando  ya  está  asegurada  su  persona, 
cuando  se  han  dictado  todas  las  disposiciones  necesarias  para  evitar 
la  confabulación  en  el  sumario ,  ¿  qué  prisa  corre  dictar  el  auto  de 
prisión  que  no  tiene  objeto  ninguno  y  que,  sia  embargo,  llena  do 
aflicción  á  una  familia  que  vé  con  rubor  colocada  juato  al  del  delin- 
cuente el  no.nbre  del  padre ,  del  esposa ,  del  hermano  no  declarado 
culpable?  ¿Para  qué  es  el  auto  de  prisioa,  si  continúa  el  procesado 
en  igual  estado  que  antes  de  dictarse?  Y  ahora  que  no  se  declara 
como  antes  la.  prisión  por  pena,  ¿para  qué  sirve,  estp  auto  que  ao  es. 
punto  de  partida  para  nada, .  puesta  que  el  principio  de  las  penas 
está  en  la  ejecutoria?  (art.  28).  No  encuentro  objeto  oa  el  auto  de 
prisión,  que  sin  v^-riar  ea  nádala  situación  del  acusado,  aumenta  el 
dolor  de  la  familia.  :  , 

Esté  en  buen  hora  incomunicado  el  procesado  mientras  se  con- 
cluye el  sumario,. para  evitar  que  se  confabule ;  pero  si  después  que 
ha  desaparecido  este  peligro  sigue  en  la  misma  cárcel,  en  la  misma 
seguridad,  ¿para  qué  sirve,  vuelvo  á  preguntar,  el  auto  de  prisión, 
sin  otro  fundameato  que  los  indicios  que  arroja  de  sí  el  sumario? 
Supongo  aun  mas;  supongo  que  aparece  el  procesado  hasta  confeso, 
¿dóndC:  Qstá  la  utilidad  del  auto  de  prisión?  ¿Para  qué  sirve? 

Como  ya  se  hace  demasiado  largo  este  artículo  ,  y  como  ya  he 
demostrado  los  males  que  produce  la  vaguedad  de  la  acusación  y  lo 
inseguro  de  la  defensa,  concluyo  manifestando. mi  opinión,  reducida 
á  que,  perfecto  el  sumarioen  concepto  del  juez  ,  lo  pase  al  promo- 
tor, para  que,  ó  pida  diligencias  ó  acuse  en  un  término  breve;  que 
después  se  comunique  al  acusado  para  que  desde  luego  proponga 
también  la  prueba  que  le  convenga ;  en  seguida  se  reciba  la  causa  á 
prueba^  y  hecha,  se  entregue  al  promotor  y  al  acusado  para  que  ale- 
guen en  vista  de  su  resuUaio ,  y  luego  dicte  el  juez  la  sentencia. 

Con  esta  sencilla  variación  se  evitarán  los  peligros  y  contradic- 
ciones entre  la  acusación  y  la  sentencia:  en  esto  se  divisa  un  bien, 
no  se  encuentra  ningún  mal.     .       . 

Bernardo  Latorre. 


398  KÉVISTá  DB  UfeOISLACTOff. 


LET  DE  ENJDIGUHIENTO  CIVIL. 


C01ISIJI.VA9. 


• » 


¿Es  potestativo  en  los  Jueces  el  admitir  ó  rechazar  las  demandas 
que  se  les  presenten  d^  mayor  cuantía  no  viniendo  formuladas  se- 
gún previene  elart.  ^Mde  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ó  tendrán 
necesidad  siempre  y  en  todo  caso  de  repelerlas  de  oficio  no  viniendo 
formuladas  tal  como  exige  el  citado  articulo? 

Sencilla  por  demás  y  tal  vez  impertinente  parecerá  esta  consulta 
á  las  ilustradas  personas  que  hayan  leido  los  artículos  S24  y  2^6  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ;  pero  como  haya  en  el  partido  en 
que  el  que  suscribe  está  haciendo  de  Asesor  un  respetable  juris- 
consulto á  quien  se  le  ha  hecho  novedad  el  que  no  le  haya  admitido 
una  demanda  en  un  negocio  de  mayor  cuantía  por  estar  mezclados 
en  ella  entre  los  puntos  de  hecho,  los  varios  fundamentos  de  dere- 
cho, no  enumerando  por  lo  tanto  mas  que  los  primeros;  voy  á  es- 
poner  las  razones  que  he  tenido  para  repeler  dicha  demanda,  y  para 
sostener  mientras  otras  razones  mas  poderosas  en  contrario  no  me 
convenzan,  que  siempre  y  en  todo  caso  están  los  Jueces  obligados 
á  repeler  las  demandas  no  formuladas  con  arreglo  á  los  preceptos 
legales. 

Si  al  art.  224  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  no  siguiese 
el  226,  tal  vez  podría  dudarse  por  algunos  si  era  obligatorio  en  el 
Juez  el  repeler  las  demandas  no  formuladas  con  arreglo  á  dicho 
precepto;  pero  acompañado  de  este  :2.** artículo  no  haylugará  dudar, 
que  toda  demanda  no  formulada  con  claridad  y  que  no  se  acomode 
en  un  todo  á  las  reglas  establecidas  en  los  artículos  224  y  225  debe 
ser  repelida  de  oficio,  pues  estas  son  precisamente  las  terminantes 
palabras  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  en  su  art.  226. 

Ahora  bien,  si  el  art.  224  dice:  t  El  juicio  ordinario  principiará 
por  demanda  en  la  que  se  espondrán  sucintamente  y  se  enumerarán 
los  hechos  y  fundamentos  de  derecho,y>  y  esta  es  su  primer  regla; 
claro  es  que  si  en  una  demanda  no  solo  no  se  enumeran^  sino  que 
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se  mezeiaQ  é  invducraQ  los  fundamentos  legales  eftt^e  los  ptintos  de 
hecho,  no  solo  se  habrá  faltado  á  la  regla  tan  clara  y  terminante 
del  art.  924  sino  lo  que  es  mas,  á  la  claridad  con  que  deben  redac- 
tarse las  demandas  para  que  sean  admitidas;  pues  para  que  esta 
exista  no  es  suRciente  que  conste  la  persona  que  pide,  la  cosa  que 
es  objeto  de  la  reclamación,  la  clase  de  acción  que  se  egercita,  y  la 
persona  contra  quien  se  pide,  sino  que  es  necesario  además  que  los 
iiechos  y  fundamentos  de  derecho  no  estén  confundidos  y  mezcla- 
dos los  unos  con  los  otros,  pues  de  ellos  precisamente  se  ha  de  de- 
ducir lo  que  es  objeto  de  la  reclamación  y  el  derecho  que  hay  para 
pedir  ó  sea  la  acción  que  se  egercita;  y  mal  podría  conseguirse  ni  lo 
uno  ni  lo  otro,  si  no  vienen  clara  y  distintamente  formulados. 

Mas  como  tal  vez  á  esto  se  diga  por  algunos  que  á  los  Jueces 
puede  parecerles  oscura  una  demanda  por  la  esposicion  de  los  he- 
chos y  fundamentos  legales  aun  sin  serlo,  y  que  esa  oscuridad  no 
existirá  para  el  demandado  por  estar  mejor  informado  de  aquellos 
y  poder  rebatir  mejor  las  pretensiones  del  actor,  no  creo  inútil  ad- 
vertir, que  no  juzgo  suficiente  esa  tazón:  i.®,  porque  no  es  solo  el 
demandado  el  que  debe  conocer  perfectamente  los  hechos  y  funda- 
mentos de  derecho,  sino  que  también  debe  conocerlos  pefectamente 
el  Juez,  por  tener  que  fallar  con  arreglo  á  los  unos  y  los  otros:  2.*^, 
porque  no  basta  que  el  Juez  á  fuerza  de  leer  repetidas  veces  una 
demanda  se  fije  bien  en  cada  uno  de  los  hechos  y  fundamentos  le- 
gales para  comprender  toda  la  estension  de  lo  que  se  solicita,  sino 
que  es  necesario  que  lo  comprenda  si  es  posible  á  primera  vista, 
pues  que  el  objeto  que  ha  tenido  la  Ley  al  preceptuar  que  se  ex- 
pongan los  hechos  y  fundamentos  de  derecho  sucintamente  y  enu- 
merando cada  uno  de  ellos,  ha  sido  como  dice  perfectisima- 
mente  el  Sr.  Laserna  en  sus  Motivos  de  la  Ley  de  Enjíü" 
ciamiento  civil ,  contribuir  á  la  claridad ,  fijar  bien  la  cuestión  liti- 
giosa, señalar  los  puntos  que  han  de  ser  objeto  de  la  prueba ,  impe- 
dir divagaciones  inútiles  é  insidiosas,  reducir  á  fórmulas  precisas  la 
discusión^  dar  orden  y  método  al  juicio,  preparar  los  fundamentos 
de  la  sentencia,  y  concretar,  en  fin,  la  atención  del  Juez  á  los  pun- 
tos capitales  que  tiene  que  decidir:  3.**,  porque  así  como  no  podría 
haber  claríjiad  en  una  sentencia  en  que  los  considerandos  se  mez- 
claran con  los  resultandos,  así  tampoco  puede  haberla  en  la  deman- 
da, en  que  se  involucren  los  hechos  con  los  fundamentos  de  derecho» 
pues  que  estos  en  la  demanda  vienen  á  ser  lo  que  los  resultandos  y 
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eousíderandips  en  la  seatencia ;  por  lo  cual  el  Jueis ,  en  la  imprescin- 
dible necesidad  de  fundar  las  sentencias,  segim  dispone  el  art.  333, 
tendría  que  ir  rebuscando  muchos  de  los  hechos  eatr^  Ips  funda- 
mentos legales  y  vice- versa,. lo  que  seria  un  trabajo  in^probo  y  hasta 
casi  imposible ,  aun  en  aquellos.  Juzgados  en  que  el  númeiro  de  ne- 
gocios no  sea  escesivo.  -  .' 

Hasta  .aquí  las  rabones  que  ha  tenido  el  que  suscribe  para  recha- 
zar la  demanda  en.  cuestión  por  su  poca  claridad.      :      ;     ^< 

La  qiie  he  tenido  para  repelerla  por  no  venir  .enumerados  cada 
uno  de  los  hechos  y  fundamentos  legales,  si  bien  viene  á  ser  idén- 
tica, consiste  en  que  uo  solo  no  aparecia  en  ella  mas  que  una  enu- 
meración debiendo  haber  dos  distintas ,  que  es  como  generalmeníe 
suelen  redactarse  y  coma  la  J^ey  quiere  se  haga,  sino  además'  por- 
que ni  aun  en  la  única  enumeración  se  iadicaba^coala.mas  leve  se- 
ñal en  qué  número  de  los  que  comprendia. principiaban  los  funda- 
mentos legales;  y  si  bien  es» cierto  que  el  Juez  podría  entresaicar  de 
entre  estos  los  puntos  de  hecho,  no  lo  es  menos  que  en  este  caso  no 
se  cumple  con  lo  que  la  Ley  dispone ,  ni  se  (ija  la  atención  del  Juez 
en  cada  uñó  de  los  puntos  principales  que  ha  de  decidir»  ni  en  los 
fundamentos  de  derecho  que  es  lo  que  la  Ley  quiere,  ni  se  facilita 
la  contestación  al  demandado,  ni  al  Juez  los  fundamentos  de  la  sen- 
tencia. .    ■ 

Lo  dicho  solo  bastaria  á  mi  modo  de  ver  para  convencerse  de  que 
es  ohiigátorio  en  los  Jueces  y  oo  potestativo  el  repeler  las  demandas 
que  no  vayan  formuladas  en  los"  términos  que  ^larca  el  art.  224; 
pero  aun  ha  tenido  la  Ley  otra  razón  mucho  mas  poderosa  para  im- 
poner al  Juez  esta,  obligación',  cual  es,  el 'evitar  que  á  cada  paso  se 
estén  formulando  artículos  de  incontestacion  por  defecto  legal  en  el 
modo  de  proponer  la  demanda ,  lo  que  dá  lugar  á  dilaciones  y  gas 
tos ;  dilaciones  y  gastos  que  puede  y  debe  evitar  el  Juez,  no  admi- 
tiendo las  que  vengan  redactadas  en  distinta  forma  que  la  que  pre- 
ceptúa el  art.  224. 

Isidro  Cadeeas  y  Gadeeas 


DEL  INTERDICTO  DE  ADQUIRIR.  401 


I  a 


Cuando  muere  el  poseedor  de  uno  ó  mas  vinculos  sin  dejar  in- 
mediato sucesor  conocido  á  la  mitad  de  bienes  reservables,  y  se  pre- 
sentan á  la  vez  dos  primos  segundos,  hijos  de  un  hermano  de  los  as- 
cetidientes  de  aquel,  intentando  el  interdicto  de  adquirir  la  posesión, 
¿qué  sustanciaaon  debe  dárscM 

Se  hace  esta  consulta  porque  se  ha  visto  seguir  de  dos  maneras. 

La  i.*  mandando  dar  la  posesión  á  uno  sin  otro  trámite.  £1  pos- 
tergado apeló  y  admitido  el  recurso  en  ambos  efectos  fué  el  pleito  á 
la  Audiencia  y  allí  se  sustanció  según  se  previene  en  los  arts.  760  y 
siguientes  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

La  2."^  dando  traslados  de  las  solicitudes  como  pleifo  ordinario 
hasta  que  hecha  publicación  de  probanzas  se  separó  uno,  y  dada  la 
posesión  al  otro  se  mandó  hacer  la  publicación  por  edictos  y  en  el 
Boletín  oficial  de  la  provincia. 

Devueltos  por  la  Audiencia  tos  autos  que  se  sustanciaron  de  la 
i.*  manera  antes  espresada,  se  mandó  dar  la  posesión  interina  á 
uno  de  los  litigantes  y  que  se  hiciera  la  publicación  por  edictos  y  en 
el  Boletín  oficial  por  60  dias.  A  los  seis  dias  de  dictado  el  auto  refe- 
rido se  presentó  el  postergado  reclamando  contra  la  posesión.  En 
este  caso  ¿debe  esperarse  á  que  trascuñan  los  60  dias,  ó  se  comu- 
nica la  solicitud  al  que  obtuvo  aquella  y  se  sigue  el  juicio  según  se 
previene  en  el  art,  702  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civiU 

Hay  quien  sostiene  que  debe  esperarse  á  que  concluyan  los  60 
dias  para  no  perjudicar  á  otros  que  se  crean  con  derecho  á  dicha 
mitad  de  bienes.  Y  hay  también  quien  sostiene  lo  contrario,  apoya- 
do en  la  letra  del  citado  artículo,  y  en  la  jurisprudencia  antigua, 
debiendo  sustanciarse  la  oposición  en  seguida,  porque  al  presentar- 
se el  opositor  queda  lleno  el  fin  de  la  ley;  evitándose  de  esta  mane- 
ra el  que  obtenida  por  el  primero  la  posesión  pueda  demorar  la  in- 
serción del  auto  en  el  Boletín  meses  y  aun  anos,  y  en  el  ínterin  el 
.  nuevo  litigante  esperando  con  su  recurso  presentado,  pero  sin  ad- 

.  mitirle  personalidad,  á  que  aquel  quiera  cumplir  con  lo  mandado, 
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puesto  que  la  Ley  no  le  señala  plazo  para  pilo.  Admitida  la  1 .'  doc- 
trina el  poseedor  interino  tendría  tieiiiim  de  destruir  los  bienes  y  el 
opositor  sia  derecho  á  impedirlo  ni  á  activar  la  l^rminaciou  del 
aaunlo.— M,  G.  Quintero. 

mCTÁMEN   EN   LA   SEGIiSDA   fOnSUI-TA. 

No  hay  ninguna  disposición  espresa  en  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to civil,  en  virtud  de  la  cual  pueda  decirse  (|ue  uno  de  los  dos  mo- 
dos de  proceder  de  que  se  hace  mención  en  la  consulta,  debe  ser 
preferido  al  otro.  .Necesario  es  por  lo  tanto  remontarse  al  espíritu 
de  la  ley,  guia  la  mas  segura  para  interpretar  to  dudoso  y  susliluir 
al  arbitrio  incierto  (le  los  jueces  la  regla  uniforme  de  la  voluntad 
del  legislador.  Con  arreglo  á  este  criterio,  poco  difícil  me  parece  la 
respuesta. 

El  interdicto  de  adquirir,  segiin  la  Ley  de  Enjuiciamienlo  civil, 
tiene  dos  períodos:  el  primero  se  refiere  á  la  posesión  de  hecho,  el  se- 
gundo á  la  verdadera  posesión,  á  la  posesión  de  derecho.  La  posesión 
de  derecho  es  en  rigor  el  verdadero  objeto  del  interdicto:  la  posesión 
de  hecho  eS  solo  el  medio  de  llegar  á  obtener  la  de  derecho.  Esta  es 
la  diferencia  capital  entre  este  y  los  demás  interdictos  posesorios.  En 
los  de  retener  y  recobrar  una  cueslion  meramente  de  hecho  es  la 
que  se  ventila:  en  el  de  retener  trata  solo  de  demostrar  el  deman- 
dante que  se  hallaba  en  posesión  y  que  por  determinado  acto  ó  ac- 
tos ha  tratado  otro  de  inquietarle  en  ella:  en  el  de  recobrar  preten- 
de el  demandante  que  se  hallaba  en  posesión  ó  en  tenencia  de  que 
ha  sido  despojado:  en  el  de  adquirir  se  trata  no  del  que  posee,  sino 
del  que  tiene  derecho  á  poseer.  Esta  diferencia  entre  los  interdictos 
de  retener  y  de  recobrar  y  el  de  adquirir  es  causa  de  la  sustan- 
ciacion  esencialmente  diversa  que  se  tes  dá  en  la  Ley,  pues  que  en 
aqucllcs  Ír.L'j:-;lietos  hay  siempre  quien  por  lo  menos  de  hecho  po- 
see, lo  que  no  sucede  en  el  de  adquirir. 

Esto  supuesto  como  ninguna  acción  real,  y  por  lo  tanto  ni  la  pe- 
tición de  la  herencia,  ni  la  sucesión  á  una  vinculación,  puede  agitar- 
se en  juicio  sin  que  haya  quien  esté  en  posesión  ó  al  menos  en  te- 
nencia de  la  cosa  disputada,  como  por  falta  de  esta  circunstancia  no 
puede  enlabiarse  el  verdadero  juicio  de  posesión,  de  aquí  la  nece- 
sidad de  crear  este  hecho  material,  es  decir,  una  posesión  que,  aun- 
que tenga  un  carácter  interino,  provi:iona),  ó,  para  usar  una  espre- 


sion  mas  jurídica,  un  carácter  precario,  dé  lugar  á  que  las  acciones 
reales  puedan  ejercitarse  con  regularidad  y  con  éxito.  Esto  esplica 
el  primer  período  del  interdicto  de  adquirir  que  tiene  por  objeto 
dar  la  posesión  de  heelio,  sin  prejuzgar  la  de  derecho.  Así  se  con-» 
sigue  que  en  los  bienes  reservables  y  hereditarios  haya  quien  ieaffL 
que  responder  á  las  acciones  que  con  relación  á  ellos  puedan  enta- 
blarse y  que  no  falte  qu^n  esté  al  frente  de  la  herencia  y  la  repre- 
sente y  que  los  bienes  estén  administrados  por  el  que  justifique  que 
tiene  un  derecho  para  obtenerlos,  evitándose  de  este  modo  el  in^ 
conveniente  de  las  administraciones  judiciales  en  cuanto  sea  posi- 
ble. Viene  después  la  posesión  de  derecho,  para  cuya  adjudicación 
la  ley  exige  otras  garantías,  y  prescribe  otras  reglas  que  alejen  la 
sorpresa  y  garanticen  á  todos  los  que  puedan  tener  un  derecho  pre* 
ferente  al  que  obtuvo  la  posesión  provisionaL 

Sentados  estos  principios,  que  pueden  considerarse  como  los 
motivos  de  la  ley  al  establecer  que  se  dé  una  posesión  interina  dea* 
de  luego  al  que  con  las  condiciones  que  al  efecto  se  prescriben  la 
solicite,  me  parece  que  puede  considerarse  como  resuelta  la  con- 
sulta, porque  sin  que  haya  un  poseedor  de  hecho  no  procede  el  juH 
ció  ordinario,  y  por  consiguiente  no  puede  buscarse  su  tramita- 
ción en  el  caso  propuesto,  sino  la  del  interdicto  de  adquirir.  El  Jues 
por  lo  tanto ,  cuando  concurren  dos  y  piden  que  con  arreglo  al  ar- 
tículo 694  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  se  les  dé  la  posesión  in- 
terina, debe  á  mi  modo  de  entender  examinar  los  títulos  respecti- 
vos y  darla  al  que  repute  que  los  tiene  mas  calificados.  En  el  caso 
propuesto  caben  pocas  dudas,  porque  siendo  hermanos  los  dos  que 
vienen  entablando  el  interdicto  para  que  se  les  dé  la  posesión  de 
los  bienes  reservables  de  la  vinculación,  debe  estarse  por  el  de  mas 
edad,  porque  en  iguales  circunstancias  de  línea,  grado  y  sexo  reúne 
la  de  la  primogenitura. 

Adoj)tar  en  lugar  del  procedimiento  propio  y  especial  del  inter- 
dicto el  del  juicio  ordinario,  equi\ale  á  desnaturalizar  el  interdicto 
dando  á  un  remedio  posesorio  sumarísimo  las  formas  graves,  lentas  y 
solemnes  que  son  prendas  de  acierto  siempre  que  se  trata  de  cues- 
tiones que  no  requieren  medidas  provisionales  y  urgentes;  es  seguir 
un  juicio  ordinario  sin  que  haya  demanda  formulada  en  los  términos 
que  al  efecto  se  hallan  establecidas;  es  olvidar  la  regla  de  que  para 
entablar  acciones  reales  es  necesario  que  haya  un  poseedor  contra 
quien  se  dirijan  los  demandantes. 
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DICTAMEN  £N  LÁ  TERCERA  CONSULTA. 

Me  parece  mas  aceptable  la  primera  de  ias  dos  opioiones  que  se 
indican,  y  creo  por  lo  tanto,,  qne  debe  esperarse  á  que  trascurra  el 
iérmino  de  los  sesenta  dias,  finalizados  los  cuales  es  cuando  debe  co- 
municarse la  solicitud  del  que  se  opone,  al  que  obtuvo  k  posesión 
interina.  Nada  dice  espresamente  contra  ello  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
lo  civil,  muy  al  contrario  se  deduce  de  su  espíritu  qne  debe  hacerse 
4ñ  esta  manera.  Del  mismo  modo  que  puede  ser  uno  solo  el  que  re> 
clame  la  posesión,  pueden  ser  dos  ó  mas:  el  término  de  los  sesenta 
•dias  es^  general  para  todos  y  quedan  igualados,  por  lo  tanto,  cuantos 
^^mparezcan  dentro  de  él  con  el  objeto  de  hacer  valer  su  derecho: 
el  que  se  presenta  en  el  sesto  dia,  no  puede  escluir  al  que  se  pre- 
senta en  el  sexagésimo:  el  juicio  es  uno  para  todos,  y  tiene  que  es- 
{)erarse  á  que  para  todos  llegue  el  dia  en  que  pueda  pararles  per- 
juicio por  la  uo  comparecencia.  La  sustanciacíon  del  interdicto 
<]ueda  así  paralizada  hasta  que  el  término  legal  se  haya  completado. 
-Esto  guarda  cierta  analogía  con  lo  que  para  un  caso  diferente  orde- 
na el  art.  233  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil.  Según  él  cuando 
son  varios  los  demandados,  el  término  para  comparecer  empieza  á 
correr  para  todos  el  dia  siguiente  al  eñ  que  el  último  haya  sido  em- 
plazado; determinación  que  tiene  por  objeto  introducir  orden  y  re- 
gularidad en  el  juicio,  impedir  complicación  en  el  procedimiento, 
^straer  en  menos  pormenores  al  juez  y  á  los  litigantes,  evitar  aglo- 
meración de  acusaciones  de  rebeldía  economizando  autos  y  diligen- 
cias, y  guardar  la  regla  de  que  litiguen  unidos  y  bajo  una  sola  direc- 
iúoñ  los  que  tengan  en  el  juicio  las  mismas  pretensiones. 

Considérense  las  consecuencias  que  son  inseparables  de  la  prác- 
tica contraria,  y  se  conocerán  mas  palpablemente  sus  inconvenien- 
tes. Fuera  de  duda  está  que  por  la  presentación  de  un  opositor  no 
-pierden  su  acción  iodos  los  demás  que  concurran  reclamando  dentro 
¿el  término  de  los  sesenta  dias,  que  deben  ser  oidos  y  que  el  juez  ha- 
de examinar  si  tiene  ó  no  su  derecho  preferencia  sobre  el  que  obtuvo 
-la  posesión  por  la  providencia  primera,  y  contra  el  que  acudió  an- 
4es  que  los  otros  á  hacer  su  reclamación.  Así  lo  quiere  la  ley.  En  este 
supuesto,  aceptándose  la  opinión  contraria  á  la  que  sostengo,  no  ba- 
jaría otro  recurso  mas  que  el  de  acumular  á  los  autos  la  nueva  pre- 
tensión, y  suspendiendo  todas  las  acciones  respecto  á  la  antigua^  es" 
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perar  á  que  ambas  llegaran  al  mi&mo  estado,  para  contiauarlasjmi-' 
tainente  y  terminarlas  en  una  sola  sentencia.  Entonces»  aun  supo- 
niendo lo  mas  favorable  que  pueda  ocurrir,  á  saber  que  el  interdictoi 
siga  aun  en  primera  instancia^  por  lo  menos  resultará .  el  inconve- 
veniente  gravísimo  de  que  se  repitan  diligencias  practicadas  ya, 
aumentándose  los  gastos  del  juicio  y  diligencias  en  que  serán  parte 
todos  los  interesados.  Y  ¿qué  sucedería  si  la  sentencia  estuviera 
pendiente  de  apelación,  caso  tanto  mas  fácil  cuanto  la  substanciación 
4el  interdicto  en  primera  instancia  es  solo  de  muy  pocos  dias?  ¿Debe- 
ría seguirse  un  nuevo  pleitof  ¿Y  contra  quién?  ¿Contra  el  que  estaba 
en  la  posesión  de  hecho,  ó  contra  el  vencedor  en  la  primera  instan- 
cia, ó  contra  ambos?  ¿Y  qué  se  haría  en  el  caso  de  que  la  sentencisé 
hubiera  llegado  á  adquirir  la  autoridad  de  cosa  juzgada?  ¿Podrid, 
abrirse  de  nuevo  un  juicio  ya  decisiva  é  irrevocablemente  terminado? 
¿T  si  no  se  abría,  no  vendria  á  resultar  que  se  cerraban  las  puertas 
(le  los  tribunales  á  los  que  obedeciendo  á  su  llamamiento,  concurrie- 
ron dentro  del  término  señalado  á  presentar  su  oposición  y  á  solicitar 
la  preferencia  de  su  derecho? 

Bastan  las  consideraciones  espuestas,  snGcientes  á  lo  que  creo 
para  demostrar  que  hasta  finalizado  el  término '  de  -  los  sesenta  dias 
no  debe  continuarse  la  sustanciacion  del  interdicto. 

Tres  son  los  argumentos  que  en  contrario  espresa  la  consulta.  Es 
el  primero  suponer  que  el  art.  702  de  la  ley  literalmente  contradice 
mi  opinión.  Basta  leerlo  para  convencerse  de  que  no  es  así,  y  su  es- 
píritu ya  lo  hemos  visto. 

No  tiene  mayor  fuerza  el  segundo  argumento  alegado,  á  saber  la 
práctica  observada  antes  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque 
nada  tiene  de  común  el  modo  de  proceder  en  este  interdicto  según  la 
nueva  ley,  y  el  que  antes  de  ella  se  observaba:  entonces  ni  el  juicio 
tenia  dos  períodos,  ni  se  ponian  edictos,  ni  se  fijaban  términos,  ni  es- 
taba la  sustanciacion  revestida  de  las  formas  actuales.  De  modo  que 
sin  acudir  al  art.  4415  de  la  nueva  ley,  que  en  todo  caso  podríamos 
invocar,  tenemos  contestada  la  objeción. 

Tampoco  tiene  fuerza  alguna  el  último  argumento  reducido  á 
que  el  que  adquirió  la  posesión  por  la  primera  providencia  puede 
dilatar  indefinidamente  ía  publicación  del  auto  por  edictos  y  en  el 
Boletín  oficial  de  la  provincia,  perjudicando  de  este  modo  á  aquel  á 
quien  verdaderamente  le  corresponde  la  posesión.  Al  decirse  esto  no 
se  toma  en  cuenla  que  el  juez  tie^e  obligación  de  hacer  instilar  el^ 
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auto  en  el  Bol^in  oficial.  La  ley  lo  dice  espresameate.  Sus  p^dabras 
el  juez  dispondrá  que  el  auto  en  que  se  haya  matuiado  dar  la  posesión 
se  publique,  etc.  no  dejan  la  menor  duda  que  de  oficio  debe  mandar 
la  publicación,  porque  sus  palabras  son  preceptivas,  y  nada  bay  en 
el  art.  700  en  que  se  hallan  que  directa  ó  indirectamente  haga  pre- 
sumir que  SI»  quiso  que  esperara  la  petición  del  poseedor  interino. 
Compárese  el  art.  700  con  el  699  en  que  al  decir  que  se  dé  al  qu« 
haya  obtenido  la  posesión»  testimonio  del  acto  en  que  se  le  hubien» 
mandado  dar,  y  de  las  diligencias  practicadas  pai-a  su  cumplimiento 
se  aSade,  si  ¡o  pidierey  y  se  comprenderá  mejor  que  al  paso  que  en 
este  caso  se  requiere  la  instancia  de  parte,  no.  en  el  del  art.  700  para 
la  fijación  de  los  edictos  y  publicación  en  el  periódico  oficial.  ¥  la 
diferente  prescripción  de  la  ley  no  es  caprichosa,  porque  al  paso 
que  él  art.  669  se  refiere  á  lo  que  puede  interesar  al  que  esparte  en 
el  intei'dicto,  en  el  700  se  viene  en  auxriio  de  los  intereses  de  perso- 
nas ausentes,  ignorada^,  ó  que  no  tienen  conocimiento  del  que  en 
sa  daño  se  ha  solicitado,  que  merecen  y  obtienen  siempre  especial 
protección  de  los  tribunales. 

Pedro  (somez  de  la  Serna. 
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La  sentencia  de  róñate  pronunciada  en  conformidad  á  lo  dis- 
puesteen  el  art.  961  de  la  Ley  de  Enjuiciamienío  civil,  ó  sea  cuan- 
do el  deudor  no  se  ha  optiesto  d  ¡a  ejecución  dentro  del  término 
concedido  por  el  art,  960,  -Jia  de  notificarse  al  ejecutado  para  qui' 
apele  de  eüa,  si  lo  tiene  por  conveniente ;  ó  deberá  ejecutarse  desde 
luego  á  petición  del  ejecutante? 

Debe  ejecutarse,  según  mi  opinión.  Pero  como  esta  opinión  no 
es  la  que  se  sigue  en  los  juzgados  de  que  tengo  conocimiento,  me 
atrevo  á  molestar  á  los  í^euores  directores  de  La  Revista  para,  que 
emitan  la  suya  mas  ilustrada^  si  lo  tienen  por  oportuno. 

La  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  que  determina  cuando  el  juicio 
tje^iivo  paede  tener  lugar,  y  cómo  este  juicio  ha  de  sustanciarse,  ai 
llegar  al  importante  trámite  de  la  citación  dci  remate.,  dice  que:  esta 
isHaGifoo  se  haga  personaloienle  al  jteudor,  ()  por  medio  d»  cédula» 
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si  no  fuere  habido;  previniendo  después  en  el  art.  960,  que  dentro 
de  los  tres  dias  siguientes  á  esa  diligencia,  pueda  el  ejecutado  opo- 
nerse á  la  ejecución. 

Como  esto  esy  y  no  puede  menos  de  ser  potestativo ,  y  eo  este 
concepto  lo  enuncia  la  ley;  ha  dispuesto  esta  lo  que  se  ha  de  practi* 
car  en  uno  y  otro  caso,  diciendo  terminantemente  en  el  art.  96i,  que 
cuando  no. haya  oposición,  y  se  acuse  una  rel>eldía  por  el  actor,  el 
Juez  mande  traer  los  autos  á  la  vista  con  la  sola  citación  del  ejecu- 
taute,  y  pronuncie  sentencia  de  remate.— Esto,  ni  mas,  ni  menos 
dice  la  ley  para  cuando  no  haya  oposición.  Cuanto  después  ordena 
en  los  arts.  962  en  adelante  hasta  llegar  al  979,  se  contrae  al  caso 
en  que  el  deudor  se  haya  opuesto  ala  ejecución. 

Pues  bien:  si  la  sentencia  de  remate  pronunciada  en  el  primer 
caso,  lo  es  sin  citación  del  [deudor;  y  se  pronuncia  por  el  Juez  por- 
que así  se  lo  manda  la  ley,  ¿á  qué  y  para  qué  se  ha  de  notificar  al 
ejecutado?  Para  que  apele  si  lo  tiene  por  conveniente?  No  creo  que 
este  derecho  le  conceda  la  ley.  No  comprendo  cuál  pueda  ser  el  oh- 
jeto  de  la  apelación. 

La  ley  no  concede  al  deudor  mas  término  que  el  de  tres  dias  para 
oponerse  á  la  ejecución,  empezándose  á  contar  desde  el  siguiente  á 
el  en  (|ue  se  le  cite  de  remate.  La  apelación  de  la  sentencia  de  este 
nombre,  ó  no  significaría  nada,  ó  seria  una  opo^cion  á  la  ejecución; 
y  entonces  esa  oposición  vendría  fuera  de  su  término  natural,  fuera 
del  tiempo  señalado  por  la  ley. 

Esta  ordena  al  Juez  que  pronuncie  sentencia  de  remate.  El  Juez 
no  puede  menos  de  hacerlo  así.  Sentenciando  el  Juez  como  la  ley  le 
manda,  sentencia  justamente.  La  sentencia  justa  no  debe  ser  revo- 
cada, ni  aun  siquiera  modificada.  Se  concibe  la  modificación  y  la  re- 
vocación de  una  sentencia  cuando  esta  se  dicta  enjuicio  contencioso 
en  el  que,  solo  por  serlo,  las  partes  sostienen  opuestas  pretensiones, 
fundándolas  todas,  ó  creyendo  fundarlas  en  la  ley ,  porque  entonces 
el  Juez  puede  equivocarse,  y  hasta  sentenciar  injustamente  á  sa- 
biendas. Pero  cuando  no  hay  controversia;  cuando  por  no  haberla, 
no  hay  tampoco  posibilidad  de  dos.sentencias,  sino  que  precisamen- 
te se  ha  de  dictar  una ,  y  esta  ya  dice  la  ley  cuál  ha  de  ser ,  es  para 
mí  hasta  absurdo  que  se  lleve  á  la  revisión  para  su  enmienda  lo  que 
no  puede  enmendarse,  á  no  decir  á  la  ley,  «has  ordenado  un  dis- 
parate.» 

Toda  la  razón  que  en  apoyo  de  la  opinión  contraria  puede  adu* 
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cirse,  consiste  en  que  se  ha  podido  despachar  por  el  Juez  la  ejecu- 
ción sin  deber  despacharse.  Mas  aun  cuando  así  fuese,  ¿quién  sino  el 
deudor  es  el  que  tiene  interés  y  derecho  á  oponerse  á  la  providen- 
cia del  Juez?  Pues  si  no  lo  hace,  es  prueba  deque  lo  consiente;  y  si 
no  lo  consiente,  la  culpa  es  suya,  esclusivaroente  suya,  en  no  opo- 
nerse cuando  puede  hacerlo. 

Asi  como  la  ley  ha  exigido  condiciones  para  que  pueda  de^- 
charse  la  ejecución,  las  ha  determinado  igualmente  para  contrade- 
cirla; y  cuando  estas  no  se  cumplen,  aquella  debe  seguir  adelante, 
sin  examinar  ya  en  el  juicio  ejecutivo  si  está  bien  6  mal  despa- 
chada. 

La  ley  ha  hecho  en  favor  de  los  deudores  todo  cuanto  podia  ha- 
cer: primero,  concederles  el  derecho  de  contradecir  lo  que  ante  la 
misma  ley  lleva  el  sello  de  la  verdad:  después,  dejar  á  salvo  ese 
mismo  derecho  sobre  lo  principal  de  las  cosas,  para  que  sin  perjui- 
cio de  lo  juzgado  y  ejecutado  ejecutivamente,  puedan  hacerlo  valer 
en  otro  juicio  distinto,  ó  sea  el  ordinario,  (art.  972). 

¥  si  esto  se  presenta  tan  claro ,  ¿  en  qué  consiste  que  á  su  pesar 
se  continúe  notificando  á  los  deudores  las  sentencias  de  remate,  no 
obstante  que  no  se  hayan  opuesto  á  las  ejecuciones ,  estando  ente- 
rados y  advertidos  de  que  no  oponiéndose ,  esas  eran  las  sentencias 
que  se  habrían  de  pronunciar  sin  siquiera  citai  l(».s  para  oirías? 

Consiste,  según  la  opinión  de  algunos,  en  (jiic  conforme  al  ar- 
tículo 977  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  la  sentencia  de  remate 
es  apelable  en  ambos  efectos ;  y  en  que  con  arreglo  al  979 ,  para 
que  el  procedimiento  de  apremio  pueda  tener  lugar ,  es  precisa  que 
otra  sentencia  haya  sido  consentida,  ó  confirmada  por  el  tribunal 
superior.  De  lo  cual  deducen  que  si  es  apelable  la  sentencia  de  re- 
mate, debe  notificarse  á  quien  puede  tener  interés  en  apelarla;  y 
que  si  ha  de  ser  consentida  para  que  se  ejecute  por  la  vía  de  apre- 
mio ,  no  puede  entendense  que  lo  ha  sido  cuando  se  ignora  si  se  ha 
dictado.  Ño  me  parecen  de  fuerza  estas  observaciones. 

La  sentencia  de  remate  es  apelable:  ciertOv  ¿Pero  cuál  sentencia? 
¿La  que  se  pronuncia  en  conformidad  al  art.  961,  ó  la  que  se  dicte 
con  arreglo  al  970?  La  ley  no  distingue,  se  responde,  y  no  debe- 
mos ,  por  tanto ,  distinguir  nosotros.  Pero  ¿qué  mas  distinción  ha  de 
hacer  la  ley  que  ordenar  en  un  caso  que  se  pronuncie  sentencia  de 
remate,  y  en  el  otro,  que  se  dicte  cualquiera  de  las  tres  que  enu- 
mera en  dicho  art.  970?  ¿Qué  mas  distinción  que  la  de  ordenar  para 
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este  caso  quienes ,  según  cual  sea  la  sentencia,  hayan  de  pagar  las 
costas;  y  no  decir  nada  respecto  al  otro,  por  la  sencilla  razón  de 
que  no  cabiendo  mas  que  una  sentencia,  no  puede  haber  error?  El 
articulo  973,  como  lodos  los  que  se  comprenden  entre  el  96i  y  el 
979;  ¿no  manifiestan  clara,  esplicita  y  terminantemente  que  todas, 
las  disposiciones  que  comprenden  son  concretas  al  caso  en  que  el 
deudor  se  haya  opuesto  á  la  ejecución?  ¿Pues  entonces,  ¿á  qué  que- 
rer aplicarlos  al  otro  en  que  no  haya  habido  oposición?  No  alcanzo 
la  razón;  y  cuando  la  razón  no  se  alcanza,  y  la  ley  no  lo  ordena. 
eJ  juez  no  debe  consentir  nunca  un  trámite  que  no  puede  producir 
Otra  cosa  que  yerros,  aumentando  de  este  modo  la  aflicción  al  afli-, 
gido. 

¡Que  no  puede  precederse  por  la  vía  de  apremio  mientras  no 
haya  sido  consentida  la  sentencia  de  remate ,  ó  confirmada  por  el 
tribunal  superior!  Mas  ¿por  ventura  ha  de  ser  espreso  el  consenti- 
miento? Y  si  basta  el  tácito,  ¿puede  darse  otro  mayor  que  el  que  re- 
sulta de  la  no  oposición  dospues  de  la  citación  de  remaite?  ¿Acaso 
no  sabe  el  deudor  que  si  dentro  de  los  tresdias  siguientes  no  se 
opone ,  se  ha  de  pronunciar  la  sentencia  de  ese  nombre,  sin  mas  ci- 
tarle ni  oirle,  bastando  tan  solo  que  lo  pida  el  ejecutante  con  la 
acusación  de  una  rebeldía?  Putís  si  esto  sabe,  y  no  se  opone,  es 
claro  que  consiente  la  sentencia ,  como  la  consiente  cuando  se  le 
notifica,  y  no  se  alza  de  ella  en  el  término  legal.  En  «noy  otro 
'  caso  conoce  los  efectos  que  producen  contra  él  las  actuaciones  que. 
*e  practican.  No  reclamando  contra  ellas,  las  consiente.  En  el  un 
caso,  sabe  que  la  ley  le  dice  que  si  deja  correr  cierto  tiempo  sin  al- 
zarse de  la  sentencia ,  adquiere  esta  la  fuerza  y  verdad  de  la  cosa 
juzgada :  en  el  otro,  está  seguro  de  que  no  oponiéndose  á  la  ejecu- 
ción dentro  de  otro  tiempo  que  también  le  seiíala  la  ley,  el  juicio  se 
^ntenciará  de  remate  sin  mas  citarle.  Es,  pues,  claro  que  en  uno  y 
otro  caso  consiente  tácitamente  la  sentencia ;  y  la  ley  no  requiere 
<fue  el  consentimiento  sea  espreso  para  que  se  ejecute. 

Ahora,  si  los  Sres.  directores  de  La  Revista  tienen  por  oportu- 
no emitir  su  mas  ilustrado  dictamen,  creo  que  harán  un  gran  servi- 
cio si  por  él  llegan  á  uniformar  la  jurisprudencia  en  esta  cuestión 
que  es  de  todos  los  dias,  y  en  lodos  los  juzgados;  y  de  cualquiera 
modo  que  sea,  se  lo  agradecerá  su  mas  atento  seguro  servidor  y 
suscritor.— Braulio  García  y  Gaxboa. 

TOMO  xni.  52 
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Coitíestacion. 

JrjHuosas  y  bien  entendidas  son  las  observaciones  que  preceden, 
T  no  iluiMinos  negar  que  nos  han  hecho  impresión  á  su  primera  lec- 
tora, baciéndoDos  inclinar  á  U  opinión  qjie  sostiene  nuestro  ilustra- 
do suscrítor.  Aun  después  de  examinada  y  estudiada  deten  idamente, 
no  creemos  que  pueden  aducirse  muchas  razones  para  impugnarla. 
Sin  embargo,  nos  parece  práctica  mas  segura  la  de  bacer  la  notili- 
cacion  de  la  sentencia  de  remate  en  el  caso  de  que  no  bubiera  hecho 
oposición  el  ejecutado.  Para  ello  nos  Tundamos  en  que  la  sentencia 
de  remate  del  juicio  ejecutivo  es  la  que  en  rigor  pone  fin  al  procedi- 
miento ,  empezando  después  la  vía  de  apremio ,  y  no  nos  parece  que 
providencia  lan  esencial  y  que  causa  al  ejecutado  un  perjuicio  irre- 
parable, puede  quedar  sin  ser  notificada.  Hay  mas:  la  Ley  de  En- 
juiciamiento civil ,  en  el  arl.  975,  al  decir  que  la  sentencia  dií  rema- 
te es  apelable  en  ambos  efectos,  comprende  del  mismo  modo  aquellos 
juicios  en  que  se  hizo  oposición  que  los  que  pasaron  sin  ella,  como 
el  artfcnlo  anterior  al  ordenar  que  en  todos  los  juicios  de  esta  cla'^p. 
sea  la  que  quiera  la  sentencia  que  se  pronuncie ,  queda  á  salvo  ¡ú 
actor  y  al  reo  su  derecho  para  promover  el  ordinario.  Ni  es  bastan- 
te decir  que  la  sentencia  es  inapelable  ,  porque  nadie  ba  establecido 
la  n'iila  de  que  los  autos  inapelables  no  deben  notificarse ,  ni  es  tan 
cierto  que  no  pueda  haber  motivos  para  la  apelación,  aunque  no  se 
haya  hecho  la  oposición.  Supóngase  por  un  momento  que  el  Juez 
hobiere  t^entencíado  de  remate  autos  de  pasar  el  término  de  tercero 
dia;  ipodrá  en  este  caso  apelarse?  ¿podrá  privarse  al  ejecutado  de 
liacer  valer  su  derecho  para  oponerse  en  el  término  que  no  ha  tras- 
currido íntegramente? 

\  estas  consideraciones  añadiremos  por  últinm  que,  en  caso  de 
duda,  dí'ÍM!  de  estarse  por  la  notiücacion  de  todas  las  providencias, 
porque  c-ta  es  la  regla  general,  porque  Tavorece  á  la  publicidad  del 
juicio,  y  porque  es  una  garantía  de  que  se  observan  en  el  juicio  to- 
das la'i  ritualidades  que  la  ley  establece. 

Los  OiFCctitr»  de  la  Rcvísta> 
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Haciendo  el  viaje  á  Filipinas,  naufragó  un  buqaie,  en  el  que 
como  pasajeros  iban  D.  José  A.,  y  dona  María  B.,  su  esposa.  La  tri- 
pulación toda  se  creyó  perdida;  y  por  consiguiente  se  publicó  en  la 
Gaceta  la  noticia  oficial.  Pero  después  de  algún  tiempo  la  mujer  lle- 
gó á  España,  y  convencida  de  la  muerte  del  marido,  al  cabo  de  mu- 
<iho  tiempo  contrae  como  viuda  segundas  nupcias.  El  marido  se  sal- 
vó también  en  punto  muy  distante ,  y  convencido  asimismo  de  la 
muerte  de  su  esposa,  después  de  los  partes  oficiales,  que  no  se  ha- 
bían alterado,  lii  desmentido,  profesó  en  orden  religiosa.  Vuelve 
después  de  algún  tiempo  á  España,  y  al  saber  que  su  esposa  existe 
y  casada  coa  otro,  se  presenta  á  ambos.  Se  pregunta: 

1  .**    ¿  Qué  validez  tiene  el  segundo  matiHmonio? 

2.**    ¿Sí  es  nulo,  cómo  se  ha  de  considerar  el  primeria 

Contestación. 

El  que  suscribe,  respondiendo  á  la  consulta  que  precede,  opina: 
4.**    Que  por  el  mero  hecho  de  existir  D.  José  A.,  á  quien  se  su- 
ponía muerto,  el  segundo  matrimonio  se  considera  nulo,  en  cuanto  al 
vínculo,  por  haberlo  celebrado  Dona  María  B.,  con  un  impedimento 

dirimente  cual  era  la  existencia  del  anterior  no  disuelto. 

Y  aunque  D.  José  A.,  hubiese  profesado  con  anterioridad  al  se- 
gundo enlace  de  su  esposa,  como  la  profesión  es  nula  en  los  térmi- 
nos que  se  indicarán  después,  no  podía  considerarse  insubsistente 
aquel  impedimento. 

Además  en  el  cap.  2.*^,  tít.  de  secundis  nuptiis,  de  las  Decretales, 
se  dice  terminantemente,  que  en  el  caso  de  casarse  uno  de  los  cón- 
yujes,  creyendo  muerto  al  otro,  si  apareciese  este  después,  vuelvan 
á  unirse:  quod  si  posi  hoc  de  pnoris  conyugis  vita  constiíerity  relie- 
tis  aduüerinis  complexibus,  ad  priorem  conjiigen  revertaJíur,  Y  en 
el  cap.  5.°,  tít.  de  sponsa  duorum,  se  dispone  (y  puoJe  aplicarse  al 
caso  presente)  que  ia  primera  unión  no  pueda  anularse  sL  se  hii^o 
con  arreglo  á  Dereetió:  qaod  prius  di^jurf  factum  fuerat  tmi  pote -^ 
rí^irikffi. 
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S.""  Qae,  sin  embargo,  d  segando  BiatriiEoiiio  producirá  efectos 
civiles,  y  los  hijos  nacidos  de  él,  si  los  hubiere,  tendrán  la  conside- 
ración de  legítimos,  con  tal  que  hayan  sido  concebidos  antes  de  sa- 
ber Doüa  María  B.  que  existía  su  primer  consorte;  pero  lo  serán  solo 
relativamente  á  ella  y  al  segundo  marido  para  todos  los  efectos  civi- 
les, si  también  participa,  como  se  supone,  de  su  buena  fé;  advir- 
tiendo,  sin  embargo,  que  de  ninguna  manera  tendrán  aquella  consi- 
deración si  el  matrimonio  no  se  ha  celebrado  con  la  debida  publici- 
dad y  las  solemnidades  prescritas  por  el  Derecho. 

En  efecto:  si  bien  en  el  cap.  19,  tít.  de  sponsalUms  et  matrimO' 
m'¿8,  de  las  Decretales,  se  exige  que  las  mujeres  que  ignoren  el  pa- 
radero de  sus  maridos,  no  puedan  contraer  segundo  matrimonio, 
mientras  no  reciban  noticia  cierta  de  su  muerte  (doñee  certum  nun- 
tium  recipiant  de  morte  virorum);  si  bien  en  el  cap.  2,  tít.  de  secun- 
di»  nuptiiSj  se  dice,  que  ninguno  pueda  pasar  á  segundas  nupcias 
mientras  no  conste  la  muerte  del  otro  cónyuge  [doñee  et  constet^ 
quod  ab  hac  vita  migtaverit  conjunx  ejus);  en  el  caso  propuesto  hay 
esa  noticia  cierta  {certum  nwitium)  de  la  muerte  del  primer  marido, 
pues  Dona  María  B.  procedió  á  contraer  el  segundo  enlace  en  virtud 
de  noticia  oficial  publicada  en  la  Gaceta,  al  ver  que  se  confirmaba 
ia  muerte  de  su  consorte  por  pasar  tanto  tiempo  sin  tener  noticias 
suyas,  y  convencida,  como  se  dice  en  la  consulta,  de  que  habia  fa- 
llecido. Y  aunque  se  digera  que  no  son  estos  datos  suficientes  para 
presumir  la  muerte  cierta,  si  la  autoridad  eclesiástica  los  creyó  tales 
para  autorizar  el  segundo  matrimonio,  es  evidente  que  no  se  puede 
negar  á  Dona  María  B.  la  buena  fé  con  que  procedió,  y  qtte  siempre 
se  presmne  mientras  no  se  pruebe  lo  contrario, 

Y  existiendo  la  buena  fé,  y  suponiéndola  también  en  el  segundo 
marido,  por  los  términos  en  que  está  redactado  el  caso,  este  segun- 
do enlace  surtirá  respecto  de  ambos  el  efecto  de  uno  putativOy  cuan- 
do haya  de  procederse  á  su  disolución  por  no  poder  dispensarse  el 
impedimento  que  lo  vicia.  Semejante  matrimonio  producirá  los  efec- 
tos civiles  del  verdadero,  debiendo  los  contrayentes  al  separarse  ar- 
reglar sus  intereses,  ateniéndose  á  lo  que  hayan  convenido  en  las 
capitulaciones  matrimoniales,  y  en  caso  de  duda,  y  á  falta  de  ellas, 
á  lo  que  s0  dispone  en  el  Derecho  para  el  caso  de  la  disolución  por 
muerte  ó  divorcio.  T  entonces  los  hijos  concebidos  antes  de  saber 
aquellos  la  existencia  del  primer  marido,  á  quien  creían  muerto,  ó 
lo  que  es  lo  mismo,  los  conC'Cbidos  durante  la  buena  fé  teodrán 
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respecto  de  sus  padres  la  consideración  de  legítimos,  como  se  dispo- 
ne en  la  ley  1**,  til.  13,  Partida  4.*;  pero  los  que  lo  hubiesen 
sido  después  de  saber  la  existencia  de  aquel,  tendrán  la  calidad  de 
adulterinos.  Y  esto  es  muy  conforme  al  espíritu  de  la  ley  8.%  lit.  9.^ 
de  la  misma  Partida,  donde  se  dispone,  que  el  primer  marido  no 
podrá  acusar  de  adulterio  á  su  mujer,  que  se  hubiese  casado  creyén- 
dole muerto;  mas  si  después  que  fmsse  casada  con  el  segundo  ma- 
rido (continúa  la  ley)  sopiesse  ciertamente  que  era  bivo  el  primero, 
si  después  que  lo  sopiesse  fincasse  con  el  segundo,  ó  se  aguntasse  á 
él  carnabnente,  si  esto  fuesse  provado,  bien  la  podriun  acusar. 

Pero  el  segundo  enlace  solo  producirá  todos  tos  efectos  de  lat 
buena  fé,  sí  se  hubiese  celebrado,  como  se  ha  dicho,  con  toda  la  pu- 
blicidad y  las  solemnidades  prescritas  generalmente  por  la  Iglesia, 
pues  en  otro  caso  se  supone  mala  fé  en  los  contrayentes ,  según  la 
ley  2.*,  tít.  15,  Part.  4.*,  y  las  disposiciones  eclesiásticas  que  rigen 
sobre  la  materia.  i 

Y  si  todavía  se  objetara  que  no  habia  la  noticia  cierta  exigida  por  la 
Decretal  del  Pontífice  Clemente  III,  podria  citarse  la  ley  5.*,  tít.  17, 
Part.  7.*  que  dice:  <íSi  á  la  mujer  víniessen  nuevas  del  manido,  ó 
mandadOf  que  era  muerto,  é  la  peisona  que  gelo  di%e  fuesse  orne  de 
creer,  si  después  casasse  ella  con  otro,  maguer  non  fueise  muerto  el 
marido  primero,  é  tornasse  á  ella ,  non  la  podriü  acusar  de  adulte 
rio,  por  quanto  ella  se  casó,  cuidaiido  que  lo  podria  facer  con  dere- 
cho. Y  si  eñ  esta  ley  se  considera  bastante  el  dicho  de  una  persona 
fidedigna  ¿cuánta  mayor  autoridad  deberá  darse  á  un  parte  oficial 
y  á  todas  ldL9^ presunciones  indicadas? 

3.°  Que  el  único  efecto  que  produce  la  profesión  de  D.  José  A., 
mientras  exista  su  mujer,  es  de  conciencia  y  respecto  del  voto  de 
castidad;  voto  que  le  liga  á  no  exigir  de  ella  el  débito  carnal,  por 
mas  que  tenga  precisión  de  otorgarle;  pues,  como  dice  el  apóstol: 
tVir  non  habet  potestalem  sui  corporis,  sed  muHer.* 

Así  se  dispone  en  el  cap.  12,  tít.  de  conversione  conjuguurum, 
cuando  se  prescribe,  que  la  profesión  hecha  por  un  cónyuje,  creyen- 
do muerto  al  otro,  no  puede,  apareciendo  este  después,  perjudicar  á 
su  unión;  y  que,  aunque  no  sea  el  voto  obligatorio  para  libertarle 
del  otro  cónyuje  y  de  la  obligación  de  satisfacer  el  débito ,  lo  será 
siempre  para  no  entregarse  por  su  voluntad  á  los  goces  carnales. 
Mas  se  añade,  que  después  de  muerto  el  otro  le  es  obligatorio ;  por- 
que ya  todo  depende  de  su  voluntad,  {cum  ad  eum  casum,  á  quo 
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poterat  efiaix  liabere  prittcipium  /«■n'CTiissc  noscaíur).  Ed  esta  si- 
liiaciitn  licbmra  aconsejársele  que  vuelvj  al  monnslerto,  y  si  prefi- 
riese quedar  eo  el  :ágl»,  do  podni  casarse. — Esto  se  confirnuí  además 
|M)r  el  es|iíritu  del  cap.  3  del  mismo  tilulo,  donde,  resolvieodo  el  Poo- 
tjHce  Lurio  III  el  caso  de  haber  profesado  diio  contra  la  voluntad  de 
su  mujer,  dispoac,  que,  muerta  esta,  su  marido  vindicado  ó  sacado 
por  ella  del  moDaslerio,  do  estaba  obligado  á  Tiriver  á  él;  pero  que 
nopodja  contraer  matrimonio.  Y  si  este  efecto  produce  la  profesión 
ronlia  la  voluntad  del  otro  cÓDvaje,  qne  desde  luego  se  opone  á  su 
realización,  con  mas  razón  debe  producirle  la  que  se  hiío  por  Don 
José  A. ,  creyendo  muerta  á  su  «lujcr,  pra  no  poder  contraer  nuevas 
Rupcias. 

Por  estas  y  otras  consideraciones,  que  escederian  sin  provecho 
los  limites  de  una  cousulta,  cree  el  que  suscribe ,  respondiendo  ca- 
le^ricanicnte  á  las  dos  preguntas  que  se  le  hacen: 

j."  Qui:  el  segundo  matrimonii)  celebratlo  por  Doña  María  B. 
debe  considerarse  nulo  cii  cuanto  al  vínculo;  pero  asociado  de  los 
efectos  civiles  como  putativo,  con  las  condiciones  y  en  los  términos 
e-spuestos. 

2.°  Que  el  primer  matrimonio  conserva  su  fucrsa,  y  debet-án 
umrse  D.  José  A.  y  Dorui  Marín  B.;  si  bien  por  razón  del  voto  no 
podrá  aquel  en  conciencia  exigir  á  esta  el  débito ,  aunque  este  obliga- 
4o  á  otorgwle;  debiendo  tenerse  presente  qae  en  caso  de  curiiüídr 
D.  José  A.  na  podrá  contraer  nuevo  enlace.  ~íi,  de  0.  v  B. 

Por  copia. 

Los  Dírcciores  ile  la  Revista. 
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E»snl  hlKlorlqHe  «ar  les  enfanls  nalarcls  (E/tsayo  histáñeo 
acerca  de  los  hijos  nalurales);  por  Mr.  Despohtbs,  abogado  del  tribunal 

imperinl  de  París. 

Observa  liaos  aar  la  foree  •bllyalalre  den  IaIs  (Observa- 
ciones lobre  la  fuerza  obligatoria  de  tas  ¡egei);  por  Hr.  Ihbeht. 

Mr.  Düspnrtes  li»  estudiado  la  coudicion  de  los  hijos  naturales  etitre  ios 
romaDos  en  la  época  pagana  y  en  la  crístiana.  El  autor  alrariesa  la  ed'id  ine- 
dia V  todas  las  Tases  del  derecho  no  escrito,  hasta  la  revolución.  Las  dispo- 
í^iciones  del  Código  Napoleón,  han  sido  el  objeto  preferente  de  su  atencúa 
y  de  sus  estudios.  Reuniendo  los  artículos  del  Código  relativos  á  los  liijos 
naturales,  ha  heclw  un  tratado  cúmplelo  sobre  la  materia. 

En  iirimer  lugar  se  Im  ocupado  del  fundamento  de  la  filiación  [i.-itural, 
después  de  los  dereclios  y  obligaciones  de  los  hijos  naturales,  y  fiíialmenta 
de  los  medios  concedidos  á  estos  para  llegar  á  los  derechos  de  los  hijos  le^ 
gítimos.-EI  autor  hadado  muestras  en  todas  las  partos  de  su  obra,  de  la  in- 
dependencia y  vigor  de  su  talento,  apartándose  Toluntariamente  del  camino 
trillado,  pnra  profesar  opiniones  nuevas  y  adoptar  decisiones  que  pueden  pa- 
recer atrevidas.^  Rs  por  ello  digno  de  censura?  No  por  cierto;  porque  la  cien- 
cia del  derecho  no  progresaría  nunca  si  no  se  hiciesen  tentativas  de  este  gé- 
ifero.  Sin  embargo,  Mr.  Desporlcs  sienta  una  opinión  que  no  podemos  dejar 
pasar  sin  someterla  á  la  critica.  Parécenos  que  atribuye  á  la  lgles¡;i  una  in- 
fluencia demasindo  grande  en  el  derecho  bárbaro  y  en  el  de  la  edad  medía. 
Í.U  Iglesia  tuvo  induda  lilemente  en  aquellos  tiempos  una  autoridad  inmensa, 
pero  la  historia  del  derecho  enseña  que  no  era  ella  sola  la  que  hacia  Ins  le- 
yes civiles  y  que  nuestras  costumbres  se  formaron  por  lo  común,  de  oíros 
elementos  que  aquellos  con  que  pedia  contar  el  clero.  A  consecuencia  da 
ideas  presentadas  manifiesta  Mr.  Desportes  una  gran  predilección  hacia  la 
infiuencia  que  la  Iglesia  ejerció  sobre  !a  legislación:  «En  el  siglo  XIH,  di- 
■ce,  fué  cuando  la  Iglesia  comenzó  á dejará  los  pueblos  que  había  sacado 
■de  la  barbarie,  dirigir  ellos  mismos  sus  asuntos  temporales.  Madre  pru- 
Hdente  y  desinteresada,  veía  i  sus  hijos  acercarse  á  la  mayor  edad  y  creía 
«.¡ue  debia  dejarlos  en  libertad  para  conducirse  süi  retirarles  por  eso  su 
•amor.  El  poder  real,  formado  y  protegido  por  ella,  empezó  desde  entonces 
■>i  egercer  una  (irande  y  saludable  autoridad.» 

HagniGco  rasgo  de  abnegación  por  parte  de  la  Iglesia.  ¿Pero  es  exacto  toda 
esto?  En  primer  lugar,  ¿es  ciarlo  que  la  Iglesia  dirigiese  esclusivamenta 
hasta  el  siglo  XIII  los  negocios  temporales  de  Uta  pueblos  modernos?  ¿L03 
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poeblof  5  los  reyes  no  se  emaDciparon  ellos  mismos «n  el  si^  XIll,  con  po- 
co gasto  de  la  Iglesia  que  no  le  liolMen  desagradado  proloogar  su  aatiwidad 
de  totora?  Basta  recordar  las  ludias  de  los  Papas  y  los  emperadores  eo  el 
siglo  XII  y  que  San  Lais  resistió  enérgicameDle  las  pretensioDes  de  la  Santa 
Sede  para  comprender  qae  la  Iglesia  no  dejó  Tolontaríamente  que  se  operase 
el  cambio  que  data  del  siglo  Xin. 

Este  (í%  un  punto  histórico  sobre  el  casi  no  debemos  insistir  aquL  Vol- 
▼amos  al  Ensato  msTÓaico  sobre  los  ujos  üatusales  para  señalarle  y  reco- 
mondarle  como  ana  obra  escrita  con  mocho  cuidado,  y  que  debe  ser  muy 
útil  para  el  estudio  y  la  práctica  del  derecho.  Xo  le  falta  mas  que  una  cosa: 
una  división  por  números  y  una  tabla  aonlítrca;  y  creemos  que  Mr.  Despor- 
tes remediará  fácilmente  estos  defectos  puramente  materiales. 

Terminaremos  esta  sección  mencionando  la  publicación  de  un  folleto 
titulado  De  la  fuerza  obligatoria  de  las  leyes.  El  abogado  Mr.  Imbert  ha 
estudiado  muy  especialmente  tan  interesante  asunto,  examinando  y  some- 
tiendo á  una  crítica  juiciosa  todos  los  modos  de  promulgación  qoe  desde 
1789  se  han  adoptado  sucesiTamente.  En  concepto  del  autor,  el  mejor  medio 
es  el  del  Código  Napoleón  de  1804  y  se  lamenta  de  que  la  ordenanza  de  1816 
lo  liaya  sustituido  con  otro  mucho  menos  lógico  y  no  exento  de  inconve* 
nientes.  Sin  embargo,  es  preciso  reconocer  que  desde  1816,  y  á  pesar  de  los 
Tíeios  del  sistema  que  hoy  rige ,  nadie  ha  rehusado  el  cumplimiento  de  una 
ley  bajo  el  pretesto  de  que  su  promulgación  era  incompleta  y  que  no  se  ha- 
bla revelado  la  existencia  de  esa  misma  ley.  La  cuestión  que  el  autor  trata 
es  mas  bien  teórica  que  práctica ;  pero  esto  no  obsta  para  que  confesemos 
que  el  libro  de  Mr.  Imbert  está  escrito  con  mucho  talento  y  elegancia.  Su 
estilo  vivo  y  preciso  despoja  de  su  aridez  natural  el  asunto  y  hace  que  cual- 
quiera se  interese  en  la  lectura  de  su  disertación. — Cu.  Doveaot. 


Por  copia, 

Los  Directores  de  la  Revista. 
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No  debiera  ser  difícil  fíjar  la  índole  política  del  feudalismo, 
cuando  este  sistema  haya  existido  en  pueblos  cuya  historia  legal  nos 
sea  conocida,  por  venir  consignada  en  leyes  escritas;  y  el  reino  de 
Aragón  es  uno  de  los  que  se  hallan  en  este  caso,  al  menos  desde  que 
el  espíritu  feudal  comenzó  á  enseñorearse  de  Europa.  Sin  embargo, 
este  es  uno  de  los  puntos  mas  oscuros  y  complicados  de  sus  anales, 
por  término  y  cabo  de  la  confusión  que  consiguieron  introducir  en 
esta  parte  las  usurpaciones  y  abusos  señoriales  en  los  revueltos 
tiempos  de  la  edad  media;  tiempos  en  que,  ni  por  los  pueblos  ni  por 
los  reyes,  se  acertó  á  poner  coto  en  siis  continuos  desmanes. 

Alcanzó  esta  confusión  mayores  medros  y  acrecentamientos,  con 
la  perniciosa  doctrina  de  que  pudiera  haber  costumbre  contra  ley 
en  nuestro  reino,  máxima  pestilencial,  que  hicieron  prevalecer  algu- 
nos jurisconsultos,  en  aquella  época  de  verdadera  decadencia  polí- 
tica; pero  que  nunca  consiguió  carta  de  naturaleza  entre  nosotros, 
sino  con  grandes  limitaciones  y  salvedades.  Porque  la  costumbre 
contra  razón  y  derecho  natural,  antes  que  con  este  nombre  debe  co- 
noeerí^e  con  el  de  corruptela,  sogun  asientan  muchos  de  nuestros 
antiguos  fueristas,  y  mas  aun  cuando  los  actos  y  ejemplos  que  se 
alegan  para  autorizarla ,  son  violentos  y  debidos  al  amano,  en  cu- 
yo caso  no  cabe  su  legitimación,  ni  por  el  tiempo,  ni  por  los  hechos 
sucesivos  que  puedan  citarse  en  su  favor. 

No  creo  que  el  origen  de  las  costumbres  feudales  (siempre  de 
ilegítima  procedencia)  pueda  traers?e  de  la  dominación  romana, 
puesto  que  elevada  á  sistema  la  esclavitud,  haya  podido  ser  esta  la 


■u. 


(1)    V^ase  la  t)ág.  3¿1  de  este  tomo. 
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verdadera  corrieute,  de  ikmile*  d&'deril^ií^i$a9l  itHurda  institucío:). 

No  falta  quien  conceda  alJigy^^^QQ  ^^J^^i^»  P^^^  ^^  P^^^  ^^  ^^ 
probable,  que  naciera  después  de  la  caida  del  imperio  romano,  si 
bien  pueda  consi^e^rse  siempre  copiauna^reminiscencía  de  aquel 
orden  de  cosas.        *»'    '  '     ..:...       -   <<i 

Envilecido  el  hombre  esclavo,  hasta  la  degradación  de  conside- 
rarse como  cosa  comerciable,  sin  derechos  de  ningún  género  que 
protegiera  su  'per^alidad,  tk  fe&dálisofiby  .-^^ooctcído  ^egun  se 
cree  éntrelos  germanos,  debió  adquirir  entre  nosotros,  bajóla  do- 
minación goda,  alguna  manera  de  ser,  si  bien  templada  ya  por  el 
espíritu  civilizador  del  cristianismo:  y  bajo  este  punto  de  vista,  po- 
dría considerarse  aquel,  como  un  recuerdo,  como  un  relato  de  la  es- 
clavitud romana. 

Pero  sea  de  esto  lo  que  quiera:  tomasen  los  pueblos  septentrio- 
nales la  servidumbre  de  las  instituciones  romanas,  ó  trajéranla 
inoculada  en  las  propias,  es  lo  cierto,  que  ambos  pueblos,  libres 
siempre  y  libérrípios  en  su  calidad  ó  condición  de  dominadores,'  con- 
sideraron á  los  que  sujetaban  á  su  obediencia,  como  verdaderos  cier- 
vos, por  las  leyes  de  conquista. 

Nacidas  ambas  razas  para  la  depredación,  se  apropiaban  el  sue- 
lo que  avasallaban  por  la  fuerza  de  sus  armas,  constituyéndose  en 
verdaderos  dueños  de  los  pueblos  conquistados:  y  á  título  de  tales, 
no  son  de  estranar,  ñi  los  grandes  privilegios,  que  á  la  sombra  de 
su  predominio  disfrutaban,  ni  la  misérrima  condición  á  que  vivían 
reducidos  los  íncolas  de  los  territorios '  conquistados.  Verdaderos 
señores  los  unos,  no  podían  sostener  su  seBorío  sino  sobre  la  escla- 
vitud de  otros:  y  los  pueblos  bajo  tal  sistema  organizados,  habriañ  de 
componerse  de  amos  y  de  siervos,  de.  esclavos  y  de  tiranos. 

¡Mala  ventura  hubieron  de  alcanzar  por  cierto  los  aborígenes  pe- 
ninsulares bajo  la  dominación  goda!  No  faltan  alabanzas,  sin  em- 
bargo, para  lan  scaalado  período  de  nuestra  historia.  Pero  lo  cierto 
es,  que  según  el  erudito  Sempere,  «los  godos  trataron  con  el  mayor 
^desprecio  á  los  españoles.  A  los  horrorosos  estragos  de  la  conquis- 
>ta,  y  á  la  ocupación  de  las  dos  terceras  partes  de  las  tierra»  mas 
^fértiles  y  cultivadas,  añadieron  la  orgullosa  vanidad  de  creerse 
>muy  superiores  en  calidad  á  los  naturales,  tanto  que  por  mas  de  dos- 
»cientos  anos  se  desdeñaron  de  enlazar  sus  familias  con  las  de  estos» 
»7  aun  cuando  llegaran  á  permitirse  por  Recesvinto  los  matrimonios 
»de  familias  godas  con  españolas^  debían  preceder  los  reqiíisitos  de 
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»Jieencfa  del  Ref ,  eoü^eatimieiito  de  los  parientes^,  y  «probacftm  del 
fM>ad6  ó^dberaiaádrdet'piieUo  de  ios  eotitrayentcs.» 

:Aiíuirgo«  rédiercbs  dejó*  tras  si  efilré  nuestros  mayóse^  ei.  p«fÍD- 
(kr  é&  sQ?  tiráiiíéav  enat^o  absurda  dofliiiiaciOD:  y  del  odio  que  dejé- 
amúgado  en  ei  ániíiio  de  los  oprimidos  españoles^  debieroii  prnet^ 
eatni  ccmceplo;  ios  woelos  y  estreina  sttSpioveia'con  que  ai  prinei* 
pb  de  ^  récffiic|sst*'GOBtP«  los  épsri)es,  se  ptiM^edió  m  la-orfaníiza- 
(úbn  monárquica  de  io&  nuevos  Estados.  No  fallan  sÍDtoma$  de.  esta 
doleneiámoral'  en  la  «obstitucioii  castellana;  pero  sobran  en  la  de^ 
áhtgon,  para  pmtar  su  abstiftitda  repugnancia  en' este  punto. 

fislraia  parecerá  á  algunos  estamaiiertt  de  consideráis  á  la  do*^ 
Húnaeiongoda^'^ero  sise  reoiamasen  mayores  prueba'^^  afcaso  bas« 
Isoia  para  mi  empeSo  una  breve  reseña  histórica  de)  régimen  impe-- 
nal  de  nuestros  concfttistadores. 

No  es  mi  propósito,  después  de  todo,  negar  que  la  altivez  gO(fai 
no  fuese  aflojando  la  rigida  tirantez  de  sus  leyes  de  conquista,  y 
que  {ioco  á  poco  no  concediese  derechos  y  prerogativas  á  los  pueblcls 
conquistados,  de  manera  que  mejorada  su  condición,  pudiisran  coa^^ 
siderarse  como  ciodadauos  de  aquel  imperio;  pero  no  se  me  negará 
por  cabo  de  esto,  que  el  sistema  gótico  fué  una  verdadera  oligarquía», 
cuyo  derecha  público  estuvo  encomendado  siempre  (hasta  la  vergou-, 
zosa  rota  de  su  último  monarca)  al  puñal  y  al  veneno  de  su^  capi^ 
tañes  y  oaudiílds,  de  su  raza  ecuestre,  que  constituíala  geniíina  re- 
presentación de  sus  primitivos  conquistadores. 

Estos  ejercieron  siempre  el  mando:  estos,  unidos  al  clero,  He- 
Taban  la  voz  en  Ids  concilios,  ó  si  se  quiere  juntad  nacionales ,  qu^ 
«ODTooaban  de  propia  autoridad,  sin  dependencia  en  ello  de  la  po- 
testad eclesiástica,  dominando  así  á  la  Iglesia  como  al  Estado  en-  sa 
régimen  interior;  estos  desdeiiando  toda  ocupación  que  los  sujetase. 
al  trabajo  de  ninguna  industria  (considerando  como  tal  el  cultivo  der 
las  tierras),  dejaban  este  cuidado  á  los  indígenas,  verdaderos  aéfe- 
eripti  gleb<B,  sobre  los  que  se  hallaba  muy  estendida  la  verdadera: 
esclavitud. 

Los  siervos  eran  una  clase  harto  numerosa  en  el  imperio  gótico» 
y  ocuparon  muy  detenidamente  la  atención  de  aquellos  legisladores; 
Bl  Fuero  Juzgo,  tratand  solo  de  la  fuga  y  ocultación  de  los? esclavos, 
dejá  ver  que  no  estaban  escritas  todas  las  leyes  que  arreglaban  ta 
esclavitud;  y  si  con  tal  estremo  se  ocupa  todo  un  título  de  aquel  có» 
digo  ¿hasta  dónde  no  se  estenderían  las  reglas  de  jurísprudenda 


tpie  «Aie  lo»  dfenás  poBfi»  habrían  de  estar  cb  prietica?  Ais  asi, 

lo  que  es  dídio  cuerpo  Iqsd  se  ooosígiía  sdbie  esla 

tUmft  una  parte  aray  eoasideraUe  é  mif  feí  lali  ét  la 

gfttiea;  y  ¿rá  siempre  á  eftIeBiler,  qsees 

en  las  fmMm  de  oonqnista,  amiqae  la  leii^on  de  los 

reft  sea  como  la  cristiana,  tan  adirersa  á  esta  degradada 

f  en  efecto,  la  goerra  es  el  orígn  mas  nainml  de  la  osehtH 
tod,  porqoe  b  dareza.  de  sns  leyes,  qne  akansa  á  disponer  de  la 
eúsleiieía  de  los  que,  presa  del  boün,  caen  k^  el  doaúnio  absotnla 
del  venoedor,  bien  puede  constítnir  bsyo  la  niiséfiima  candicion  de 
sietToalqne,  solo  al  amparo  de  esta  degradación»  se  iebaeoMCiced 
de  la  vida.  ¡Principio  absurdo,  como  lo  son  todos  los  dereoboa,  to- 
das la^  dominaciones  que  traen  sn  origen  de  la  fnerm,  y  <|ne  solo 
se  legitiman  en  el  terreno  de  los  hechos  por  reMerados  desomnes  de 
la  violencia! 

Tienen  pues  nn  mismo  origen  la  esclaTÍtnd  del  siervo  y  la  con* 
di<íon  feudal  del  vasallo:  solo  una  diferencia,  y  esta  no  esmcial»  los 
desemejaba.  El  siervo  lo  era  aisladamente ,  considerado  dentro  de 
sn  individualismo:  el  vasallo  con  relación  al  fundo  i  qne  venia 
adherido.  Pero  ambos  eran  cosas  desnudas  de  toda  personalidad:  d 
primero  por  sí  propio;  el  segundo,  como  parte  integrante  del  terre* 
nO|  bajo  la  dominación  señorial. 

Y  esta  diversidad  tiene  su  razón  de  ser  en  h  diferente  índole 
de  la  conquista,  qae  comprendieron  ambos  pueblos. 

El  romano  conquistaba  para  agrandar  los  límites  de  sn  imperio, 
pero  ejerciendo  su  dominación  desde  su  metrópoli,  desde  el  pueblo 
rey,  sénior  de  sus  conquistas:  el  germano,  el  godo,  para  fincarse  en 
el  terreno  conquistado,  para  vivir  con  él,  y  sobte  él. 

Los  unos  fueron  conquistadores  de  los  españoles,  es  decir  de  su 
esclavitud,  y  sobre  su  veacimiento  sustentaban  su  dominación,  y 
allegaban  sus  tesoros,  con  las  gabelas,  con  las  rentas  fiscales,  de 
que  los  hacian  tributarios;  los  otros  conquistadores  de  Espacia,  due- 
ños y  propietarios  de  su  territorio,  al  que  como  parte  del  fundo 
agregaban  los  brazos  necesarios  para  su  cultivo»  vivían  de  los  ren- 
dimientos de  sus  tierras  puestas  en  cultivo. 

Las  riquezas  de  los  primeros  eran  los  tributos  que'  impouian 
como  jefes  de  la  nación  conquistada:  las  de  los  segundos,  los  pro* 
ductos  de  las  fincas  de  su  propiedad  que  consistian  en  „^1  fundo  y 

i'Qolonos.  - .  ' 
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Y  n^porque  et  YasaHo  reservase  para  sí  "f  safemilii^  parte  de  los 
frutos  del  suelo  que  para  su  señor  calthraba,  podiA  coasiderársele 
como  paribicipe  de  su  propiedad;  porque  ia  porción  de  elUxsqtiecon- 
sumia  eatumáiiteniniie&to,  era  de  igual  índole  (fue  )a  que  se  ée^- 
tinaba  al  abbno  de  los  prédk>s  que  precariamente  poseía. 

Todo  era  det  seSor;  las  tierras  y  los  Tasallos  á  ellas  addcript08. 

Para  sosten^  la  primera  en  estado-  de  producción,  invertía  parle 
de  las  rentas  de  la  misma,  ea  las  impensas  naturales  del  cultivo: 
para  proveer  á  sus  labores  agrícolas,  destinaba  parte  de  sus  prodne- 
tos  al  sostenimiento  del  vasallo  feudal,  es  decir,  del  colono  quepe^ 
gado  al  fundo,  se  constituía  en  ana  cosa  con  él,  y  formaado  entre 
los  dos  una  sola  entidad,  daban  de  sí  los  productos  dé  su  mltua 
cooperación. 

Esclavos,  pues,  los  siervos  romanos,  y  los  vasallos  mf0aiadm, 
aml)os  á  dos  erap  verdaderas  cosas,  sin  personaUdadálguqa»  some^- 
tidos  como  estaban  al  dominio  absoluto  desús  señores,  puesto  que 
estos  se  diferenciasen  en  la  manera  de  usufructuar  sus  propieda* 
des,  ganadas  por  laieónquista. 

Yo  no  puedo  rocoAocer  feudalismo,  donde  no  baya  vasallos  ad^ 
iriptos  al  terrmo,  poseído  en  f^ido  absoluto,  y  unidos  á  él  en  todas 
sus  vicisitudes  coiaerdales. 

Donde  no  halle  sino  contratos  territor¡ales>  con  mas  6  mentís 
gravámenes,  aunque  estos  sean  tan  duros  como  las  mas  absurdas 
prestaciones  conocidas  con  el  nombre  de  señoriales,  y  mas  repug- 
nantes que  el  mismo  derecho  de  burdello,  no  veré  sino  pactos  y 
condiciones  convenidos  entre  colonos  y  propietarios  de  un  fundo, 
pactos  y  condiciones  que  finan,  finando  el  contrato;  porque  los  de- 
i-echos  del  señor  de  las  tierras  no  se  estienden  sobre  el  vasallo  que 
las  cultiva,  mas  allá  de  un  arrendamiento  que  por  su  naturaleza  no 
puede  ser  un  contrato  á  perpetuidad. 

Tampoco  los  contratos  enfitéuticos  no  son  indisolubles,  porque 
{ior  el  abandano  de  las  tierras  tomadas  en  enfiteusis,  no  procede 
contra  el  enfiteuta  roas  pena  ni  caloña  que  la  pérdida  en  su  doáiinio 
útil.  .      ' 

Sin  la  consolidación  del  fundo  con  el  vasallo;  sin  que  ambos  á 
dos  constituyan  una  misma  cosa,  una  propiedad  misma,  no  com*- 
prendo  el  feudalismo:  y  el  abandono  de  las  tierras  sdoioriales:  poi;  el 
vasallo  feudal,  trasladando  su  domicilio  á  otro  pueblo  bien  de  seno« 
río,  bien  de  realengo,  fué  en  la  edad  media,  una  manera  legal  y 


roeotiooída  qoe  feniía  los  vasallos  {»n  desftvattikrae  de  stt  -soEor» 
al  meaos  ea  el  lerritorio  aragooés. 

Las  (riblitaeioiies,  por  mas  onerosa»  que  sean,  no  píerdeii  la  ín- 
dole del  ooatrato  territorial  que  las  prodooc^  no  podían  liaeer  qiis 
la  persona  del  arrendatario  ó  del  enfiteuta  se  convierta  en  siervo 
üdicrípt0  al  fundo  y  para  formar  entre  las  dos  una  ^a  entidad. 

T  esto  áltimo  e!«  lo  que,  ea  mi  concq^o,  oonslitaía  esencáabnen- 
te  el  feudalismo.  £1  señorío  feudaK  al  mismo  tiempo  que  sobre  el 
fondo,  caía  sobre  el  colono:  tenia  igual  jurisdicción  sdbre  lo  uno  que 
i9obre  k)  otro. 

Ni  áuA  bajo  este  punto  de  vista  cabe  dudar  que  d  feudalismo 
exisüé  en  Europa,  toda  vez  que  se  conocienm  en  ella  los  adscrvpii 
glebce  que  era  su  fórmula  legítima  y  sacramental;  y  con  arreglo  á 
eHa  se  ha  sostenido  por  varones  muy  doctos  y  de  gran  criterio  his- 
tórico, que  ^I  feudalismo  no  existió  en  España,  porque  lectiva- 
mente,  nunca  se  conoció  entre  nosotros  esa  aá$cripeion  al  terruño 
por  la  que  el  vasallo  era  una  cosa  misma  con  este. 

Condiciones  duras,  repugnantísúnas  existiermí  en  nuestros  se- 
Twrios  de  potestad  absolutay  y  á  ellas  se  sometían,  sino  por  ley,  por 
abuso^  por  ilegal  costumbre,  cuantos  se  resignaban  á  vivir  en  el 
territorio  señorial:  mas  por  muy  absurdas  que  eUas  fueton,  siempre 
dependía  de  estos  vasallos  de  signo  seimcio  el  continuar  en  su  dura 
servidionbre,  toda  vez  que  cambiando  de  domicilio  quedaban  suel- 
tos enteramente  de  su  vasallaje,  y  libremente  disponían  de  sus  per- 
sonas. 

Su  personalidad,  pues,  no  estaba  pegada  al  fundo:  no  era  un  es- 
clavo: no  vivia  sometido  á  las  repugnantes  condiciones  de  su  va- 
sallaje, sino  en  cuanto  le  acomodaba,  ó  traía  cuenta  el  soportarlo. 
Si  se  admite  que  toda  clase  de  vasiallaje  llevaba  consigo  la  con- 
dición feudal,  ios  caballeros  estipendiarios,  los  de  mesnada  habrían 
8Í4o  también  vasallos  feudales  de  los  Ricos  hombres,  de  quienejs  re- 
dbian  sus  acostamientos,  para  ser  parte  de  su  hueste;  y  estos  á  su 
vea  lo  -  fueron  del  monarca  de  quienes  recibían  sus  honores^  y  á 
quien  por  ello  prestaban  pleito  homenaje.  Nada  mas  común,  en 
aquella  época,  que  esos  señares  de  vasallos  que  rendían  vasallaje 
i  otro  señor,  que  á  su  vez  tenia  que  desvasallarse  de)  monarca  para 
Isepai^arse  de  su*  servicio. 

¥  bajo  este  concjepto,  ¿dónde  estaba  el  feudalisno?  ¿D6nde  esa 
abtolttta  negación  de  la  personalidad  humana  que  lo  constituía? 
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l4^: reptas  de  }»h  tierra^  se;piied!ea  pagar  ea  frutos,  como  en  di<- 
ñero  y  como  ea  servidos  per^ooale^^  pero  sia  que  el  arreudatario  oí 
eufiteutaJiayw  eivajepadQ  su  personalidad  ^  y  mucho  mas  sia  que 
el  sepor  dei  fundo  adfluiora  la  de  los  hijos  de  sus  vasallos »  arrenda- 
tarios ó  enfitéttticos;  y.  esta  adquisición  de  este  derecho  era  condi- 
ción indeclinable  del  mwrío  feudal  de  dominio  absoltUo. 

Y  este,  linaje  áe  senoriíos  nunca  se  conocieron  en  España  como 
b^se  legal  de  sus  instíUiciones. 

Que  $e  cite  la  ley  que  así  lo  determine;  pero  qwd  no  se  quiera 
sostener,  con  el  relato  de  abusos  vituperables,  una  institución  que 
necesita  presentarse  mu;  legítimamente  apoyada  para  ser  admitida. 
Se  ha  dicho  en  esta  parte,  y  por  personas  de  cuya  ilustración  y 
buena  fé  no  es  lícito  dudar ,  que  la  inexistencia  del  feudalismo  espa- 
ñol debe  tomarse  á  estravío  de  un  mal  entendido  patriotismo ,  pero 
dando  el  carácter  de  bases  legales  á  estravagancias  y  absurdos ,  á 
escesos  repugnantes;  que  no  tienen  apoyo  alguno  ni  en  nuestra  le- 
gislación ni  en  nuestra  historia  política. 

MieAtras  las  leyes  de  un  pais  no  hayan  declarado  propias  de  un 
contrato  esas  prestaciones ,  que  solo  por  su  repugnancia  se  califican 
de  feudales ,  no  puede  sostenerse  que  haya  existido  el  feudalismo 
dentro.de  sus  instituciones.  Las  gabelas,  los  servicios  que  no  dima- 
nen legítimamente  de  la  índole  de  la  propiedad,  sino  de  pactos  y 
condiciones  especiales  entre  los  contratantes,  entre  el  señor  y  el  va- 
sallo, no  constituyen  la  legislación  general  del  pais,  sino  una  escep- 
cion  de  ella ,  que  significa  la  renuncia  que  de  sus  derechos  hace  uno 
en  favor  de  otro. 

Si  la  rcunanalidad  fuese  renunciable  en  el  hombre ,  podria  ha- 
llarse en  su  voluntad  el. origen  de  la  esclavitud,  siempre  que  su  ma- 
nifestación fuese  evidentemente  libre.  Porque  si  en  uso  de  su  libre 
albedrio  alguien  se  vendiese  en  esclavo;  si  el  hombre,  que  tiene 
sc^re  su  personalidad  un  dominio  mas  amplio  y  mas  robusto  que  el 
que  puedan  concederle  sobre  sus  cosas  las  leyes  civiles,  dispone  de 
sí  propio  en  provecho  de  otro,  habría  de  reconocerse  la  validez  de 
este  contrato ,  no  porque  la  legislación  del  pais  autorizase  la  escla* 
vitud,  sino  porque  el  pacto  quita  fuero,  y  porque  cada  cual  puede 
renunciar  á  su  propio  derecho  en  favor  de  quien  mejor  le  pa- 
rezca. 

El  va^llaje  es  un  recueardo  de  la  esclavitud,  un  perfecto  remedo 
de  eUa ;  y  no  puedo  convenir  en  que  existe  el  feudalismo  donde  no 


A4  unifA 

exista  aqoel,  como  ctmiickm  'mkíenmtt  de  fai  ywpiediJ  tenilDriad, 
^e  es  lo  i|iie  úgniñcz  h  atfampcioii «( tcrraw. 

Empero  ú  esta  ad$eripáon  no  es  efecto  de  la  iejr  sñode  n  d»- 
trato  particular;  mas:  sí  esta  adxtripeion  denpareee  cuando  d  ^a- 
sallo  abaadoDa  las  tierras  á  qne  Tiene  adseripto,  el  dominio  feudal 
que  los  stores  de  vasallo«%  ejerzan  sobre  estos,  mientras  volnnta- 
ríamcnte  yagan  sometidos  á  sn  eíommíMfnra,  no  pnede  oonsidenose 
como  parte  del  sistema  político  del  país,  sino  cono  ana  muiera  de 
ser ,  condicional  y  precaria ,  y  no  es  este  por  cierto  el  ventadero  ca- 
rácter del  feodali^íio. 

De  otra  manera,  habria  necesidad  de  conceder  qne  el  fendalismo 
existía  aun  entre  nosotros ,  á  pesar  de  los  diferentes  cambios  y  re- 
formas sociales,  que  contra  el  espíritu  de  aqnel  sistema  absurdo  se 
Tienen  obrando  en  toda  Europa  por  espacio  de  algunos  siglos. 

En  los  paises  donde  los  arrendamientos  de  las  tierras  son  de  lar- 
ga duración,  y  donde  el  pago  de  las  rentas  suele  contener  algunos 
servicios  personales,  los  fundos  arrendados  saelen  de  inmemoríal 
pasar  de  padres  á  hijos;  y  los  arrendatarios  ó  colonos  disponen  de 
ellos  en  sus  deudos,  ya  por  contrato  entre  títos,  ó  ya  por  testamen- 
to. La  adscripción  al  terreno  parece  existir  en  e^  clase  de  arrien- 
dos, pero  de  un  modo  ficticio  y  condicional,  como  en  los  enfiteusis, 
que  no  envuelven  principio  alguno  de  feudalismo.  Con  las  tierras 
(cuando  cambian  estas  de  dueño)  pasan  también  de  mano  los  colo- 
nos, ligados  á  ellas  por  una  tácita  convención,  y  estos  remedos  de 
los  contratos  feudales ,  que  sin  embargo  no  son  el  fendalismo,  deben 
tenerse  muy  en  cuenta,  cuando  se  trata  de  examinarlas  instituciones 
de  la  edad  media ,  que  no  por  resentirse  de  los  hábitos  de  su  época, 
no  por  asimilarse  en  poco  ó  en  mucho  á  las  derivaciones  del  princi- 
pio feudal,  deben  calificarse  de  feudales. 

No  es,  pues,  tan  aventurado  sostener  que  no  hubo  feudalismo 
en  España ,  cuando  se  observa  que  en  ninguna  de  sus  leyes  se  con- 
signa el  dominio  feudal:  hubo,  es  verdad,  situaciones  atbsnrdas, 
pero  creadas  por  pactos  especiales  que  nacían  y  se  propagaban  at 
calor  de  tiempos  tan  absurdos^como  aquellos,  y  que  las  leyes  del  de- 
recho común  no  podían  m«nos  de  proteger ,  porqne  entre  nosotros, 
entonces  lo  mismo  que  hoy,  el  que  manifiesta  intuición  de  o^igarse 
queda  obligado.  Sin  embargo,  tales  contratos ,  tan  repugnantes  de 
snyo  y  tan  absurdos,  no  tuvieron  carácter  alguno  de  perpetuidad, 
porque  fenecían  con  el  abandono  de  las  tierras  que  llevaban  iuiíe* 
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rentes á 9é  iadble eafiténtiea  tales co&dicHiiws :  yowi selo «üambÍRr 
los  colonos  de  domicilio  para  trasladarlo  á  otro  punto,  alejain^  di» 
sí  todo  DQmproatfio  feudal  ó  ifue  semejase  serio.  T  ui  aun  e^e  sacrí- 
jieio  ó  pérdida fte  las  tierras,  así  enfeudadas,  era  necesario  para 
altarse  el  «oicnao  de  -este  linaje  de  víncitfbs,  porque  eran  tantas  las 
maneras  de  que  (al  apoyo  de  las  leyes)  podían  echar  mano  para  póq- 
uer en  eobro  su  personalidad  contra  todo  vejamen  señorial,  sm  per- 
der el  dominio  iiftil  de  sus  fundos ,  que  su  continietcioii  en  seiaejante 
estado,  d^bíeia  tomarse,  ó  á  escesiva  torpessa  suya,  ó  á  que  la  fuerza 
y  poder  de  la  costumbre  habian  produddo  en  él  tal  atezamiento  á 
las  vejaciones' feudales,  que  se  hallase  bien  avenido  con  ellas. 

£s  muy  sostenibie  que  en  España  no  se  conoció  nunca  la  ads- 
enpdon  al  terreno  tan  absoluta  y  perpetua  como  se  requería,  para 
constituir  el  verdadero,  el  genuino  feudalismo:  espíritu  feudal,  hábé 
tos  feudales,  los  habia  eo  toda  Europa,  y  de  aquí  los  cesabios  .de  esta 
índole  que  en  todafi  partes  predominaron  durtinte  la  edad  med  ia 
pero  que  no  en  todas  partes  produjeron  el  verdadero  sistema 
feudal. 

Tal  es  mi  teoría  sobre  este  punto,  y  tal  es  la  aplicación  que  de 
ella  hago  á  las  instituciones  españolas :  porque  dudo  que  ni  de  su 
legislación,  ni  de  su  historia  puedan  deducirse  legítimas  consecuen- 
cias que  la  destruyau  ni  menoscaben.  La  pérdida  de  las  tierras  que 
poseían  los  colonos  señoriales ,  por  la  traslación  de  su  damioilio  á 
pueblos  de  realengo  ó  de  otroiMferente  señorío^  y  el  derecho  que  de 
perseguirlos  tenia  su  seSor,  cuando  tal  intentaban,  y  no  habian  sali* 
do  aun  de  su  territorio  jurisdiccional,  oponían  graves  diHeuUades  y 
tropiezos*  á  su  desavallasamiento;  pero  eran  tantas  y  tan  espeditas 
las  salvedades  que  los  ponían  en  cobro  contra  aquellos,  y  tantos  tam- 
bién los  medios  que  á  la  mano  tenían  para  burlar  la  vigilancia  seno*- 
rial,  que,  cuando  se  espengan  y  enumeren,  se  verá  cuaskiá  era  k 
ineíicaeía  de  esta,  contra  el  propósito  de  su  deeavasallamiento,  y  el 
de  poner  á  salvo  los  bi^es  enfeudados  del  señorío  cuya  jurisdicción 
abandonabiin. 

De  diferente  manera  han  entendido  otros  el  feudalismo ,  y  dife- 
rentes son  por  ello  las  consecuencias  que  se  han  sacado  respecto  á 
España  soínto  ia  existencia  entre  nosotros  del  régimen  dominical. 
Me  iré  haciendo  c»rgo  de  éllás,  y  aun  las  robusteceré  con  ejemplos 
y  citas,  sacadas  de  nuestra  historia  y  de  nuestros  códigoe  ^  con  las 

que  se  faia  probado  ya  lo  absurdo  y  repugnante  de  taa  bári)arb  siste-" 
TOMO  xni.  S4 
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má,  y  de  fe  arraigado  qoe  sé  hallaba  en  algunos  pddta  ée  auestra 
t^ritorio. 

Pero  de  que  hs  leye^  generales  del  reino  no  aloanaase»  á  detener 
en  su  oaso  el  espáritii  fendál,  que  al  través  de  Mes&a»  ÍDStíttieioiies 
penetró  en  ittuesIraPeníDs^;  de  que  los  abasos  y  usürpaotones  se* 
ñoricUes  prevaleciesen  en  algunos  puntos  de  ella  contra  la  :deiiilidad 
y  abyección  de  los  que,  á  poder  de  su  ignorancia  aeaso,  se'sometiaA 
á  las  duras  condiciones  del  msoílfije,  nunca  podrá  deducirse  legíti- 
mamente, que  el  feudalismo  existió  como  sistema  entre  nosotros, 
como  nunca  podrá  sostenerse  la  inexistencia  de  una  ley  perlas 
escepcion^  de  ella,  y  mucho  menos  cuando  se  pruebe  que  Aiieron  hi- 
jas del  amano  y  déla  violencia.  *:' 

Contra  estas  usurpaciones  hubo  sienipre  entre  nosotros  remedios 
torales  de  conocida  efií^cia  para  contrastarlas.  Además  de  los  ordi> 
narios  que  ya  se  han  indicado,  y  que  recibirán  mayor  esplanacion, 
existió  hasta  el  uso  de  la  fuerza,  que  elevado  á  derecho  en  la  Mo- 
narquía aragonesa  para  loe  casos  de  contrafuerb,  se  ejercitó  por  los 
collazos  de  signo  sewicio  que  se  insurreccionaron  contra  sus  señores, 
cambiando  m  condición  de  verdaderos  siervos  en  la  de  villanos  de 
paraba.  »   . 

No  califico  de  legal  sefrejante  recurso:  mas  cuando  la  turbación 
y  desorden  de  los  tiempos  daban  á  nuestros  rioos-rhombres  espacio  y 
ocasión  de  acrecentar  siis  señoríos  con  usurpaciones,  que  con  este 
nombre  anatematizaban  los  mismos  fueros,  no  son  de  estránar  los 
medios  de  igual  índole,  de  que  se  echase  mano  para  combatirlas  y 
redimirse  de  vejámenes  injustos. 

Pero  sobre  todo  esto  bien  puede  esponerse  una  reflexión  digna  de 
tonurseen  cuenta.  Los  pueblos,  que  por  las  malas  artes  indicadas 
reconocían  eso  que  se  quiere  apellidar  régimen  feudal  y  bajo  el  que 
sus  vasallos  no  eran  aun  verdaderos  adscripti  glebee,  eranestranos  ai 
cuerpo  del  Estado ,  por  no  ser  de  los  poblados á  los  fueros  delrehw. 
Enclavados  dentro  de  su  territorio^  yacian  fuera  de  lá  jurisdicción 
cx)niun,  á  la  manera  que  iioy  huelgan  fuera  de  las  leyes  del  .país  los  es- 
.  clavos  que  dentro  de  él  viven,  en  los  diferentes  Estados,  donde  hoy 
se  reconoce  la  esclavitud.  Esta  mancha  de  ignonnnia,  que  en  el  si- 
glo IIX  tanto  degrada  á  los  pueblos  que  de  libres  bla^naA  en  am- 
bos hemisferios,  no  se  presta  con  facilidad  á  las  desfavorables  calí- 
licacjones  que  se  quieren  lanzar,  no  contra  las  institüdones  sino 
contra  los  hábitos  feudales  de  que ,  en  4a  creciente  del  feudalismo^ 
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pudieran  adolecer  los  diferentes  reinos  que  hoy  componen  la  Monar- 
quía española.         -    íl-ü  *  ..  ■  • 

Temo  pecar  de  difuso  al  insistir  en  estos  estremos  de  que  quisie* 
ra  hacerme  cargo,  aunque  de  pasada,  porque  no  me  dan  espacio 
para  mas»  los línütesde la puMicadon  periódica á  qué  destino  estoK 
artículo^. 

Mi  ánimo  por  cítra  parte  ha  sido  ocuparme  del  finidalismo,  no 
mas  qae  como  medio  de  entrar  con  pié  firme  en  las  caestiones  seño*- 
ríales,  nial  comprenSidas  en  mi  concepto,  por  no  haber  examinado 
(X)n  detención  el  punto  de  donde  traen  su  corriente  los  señorío^. 
Después  de  haberse  proclamado  tan  alto  la  reversión  al  Estado  de 
todos  los  territorios,  que  por  mercedes  reales  salieren  de  él:  después 
de  reconocer  que  nunca  entre  nosotros  pudo  la  Corona  desmembrar 
con  tales  egresiones  su  patrimonio,  que  era  el  de  la  Nación^  porque 
estaba  destinado  á  levantar  parte  de  las  cargas  pébUoas:  después  de 
confesar  que  estas  desmembraeiones  á  títnlo  oneroso  no  se  pueden 
sostener,  cuando  no  se  sostiene  el  levantamiento  de  las<»rgas  solw'fe 
que  se  aboyaban:  los  pueblos  de  señoría,  con  muy  contadas  escep- 
ciones,  yacen  siendo  lo  que  eran,  antes  de  que  se  lanzaran  tan  so- 
lemnes protestas  contra  su  condición  señorial.  No  hablo  de  la  parla 
jurisdiccional,  que  hace  mas  de  un  siglo  venia  herida  de  muerte,  y 
que  se  limitaba  ya  en  tales  seíions  de  vasaÜos  al  noBoliramiento  de 
alcaldes  en  los  pueblos  de  sus  señoríos,  sino  de  las  prestaciones  ter- 
ritoriates  que  todavía  subsisten  después  de  haber  desaparecido  el 
servido  militar  de>s!is  lasuzas  y  sos  caballerías. 

Procuraré,  pims,  examinar  este  punto,  por  lo  que .  toca  á  la  Pe- 
nínsula en  general,  para  hacerme  paso  á  los  señoríos  del  smtiguo 
reino  de  Ara^n  que  es  mi  principal  objeto.  El  desdén  con  que  se  ha 
tratado  el  estudio  de  sus  instituciones  desde  la  pérdida  de  su  na- 
cionalidad, me  ha  empeñado  á  tratar  de  ellas/ en  mas  de  una  oca^ 
sion,  siquiera  para  prolongar  por  algan  tiempo  sus  buenos  recuera 
dos,  y  este  empeño  mismo  es^el  que  pone  la  pluma  en  mi  mano  para 
escribir  estos  arlieuios.  ■    ^       /        " 

Haaoel  Laubu 
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Ntiestrog  ilustrados  colaboradores  los  ^^res  D.  Frtoeisco  de 
Pou  y  D.  Antonio  de  Casas  \  Moral  entablaron  en  el  Faro  Nacional 
una  cariosa  polémica  acerca  de  b  adjudicación  de  los  bienes  per- 
tenecientes á  fideicomisos  familiares.  Invitados  á  publicar  los  ar- 
tículos que  han  mediado  en  esta  importante  discusk» ,  lo  hacemos 
con  el  mayor  gaste ,  boy  que  parece  terminada. 

I. 

Son  tantas  y  tan  trascendentales  las  cuestiones,  que  se  han  sus- 
citado s(dbre  esta  inq^ortanle  materia ,  que  nos  han  moYÍdo  á  tcmiar 
la  pluma  para  esclarecer  uno  de  los  puntos  mas  difíciles  é  importan- 
tes del  derecho. 

Por  la  ley  de  11  de  octubre  de  1820,  restablecida  en  Real  de^ 
€reto  de  30  de  agosto  de  1856,  quedaron  suprimidos  todos  los  ma- 
yorazgos, fideicomisos,  patronatos  y  cualesquiera  otra  espeeie  de 
vinculaciones  de  bienes  raices,  muebles,  semovientes,  censos,  juros, 
foros  ó  de  cualquiera  otra  naturaleza,  los  cuales  fueron  restiluidos  á 
la  clase  de  absolutamente  libres. 

Suprimidas  de  esta  suerte  las  vinculaciones,  debía  natpraimente 
acordarse  el  destino  que  habia  de  darse  á  los  Inenes,  que  hasta  en- 
tonces habían  permanecido  amortizados;  y  asi  es  que  por  el  art.  2.^ 
de  la  citada  ley  se  dispuso,  que  los  actuales  poseedores  de  las  vin- 
."culaciones  suprimidas  pudiesen  desde  luego  disponer  libremente  de 
la  mitad  de  los  bienes  en  que  aquellas  consistieren;  y  que  después 
de  su  muerte  pasase  la  otra  mitad  al  que  d^Ha  suceder  inmediata- 
mente en  el  mayorazgo ,  si  subsistiese,  para  que  pudiese  también 
disponer  de  eHa  libremente  como  dueño. 

-Este  articulo  habla  de  aquellas  vinculaciones  que  posean  algu* 
nos  individuos  y  que  formaban  su  patrimonio ;  pero  no  de  las  que 
^q\o  poseían  oomo  aídministrádores  ciertas  corporaciones  ó  particula- 
res ,  y  cuyas  rentas  debian  distribuirse  entre  los  parientes  del  fun- 
dador. 

Por  eso  dice  el  art.  4,**  de  la  misifla  ley,  que  en  los  fideicomisos 
familiares  cuyas  rentas  se  distribuyen  entre  los  parientes  del  fun- 
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dador,  aaikpie  «ean  de  iteeas  dffereotee^,  se  hará  desde  loego  la  ta« 
sacion  y  reparlimiento  de  (oe  bienes  del  fideicomiso  entre  los  actúa* 
les  perceptores  de  las  reatas,  á  proporción  de  lo  que  perciban  y  con 
la  ínterfenoion  dé  todos  ellos;  y  que  cada  uno,  do  la  parte  ée -^bienes, 
que  le  loíqfiie,  podrá  disponía  libremehte  de  la  mitad ,  reservando  la 
otraal sucesor iamediato para  que  haga lé mismo  con  arreglo  á  lo 
prescrito  en  el  art.  5,^ 

Este  art.  habla  únicamente  de  aquellos  fideicomisos  qne  no  per* 
temece&'á  ninguÍBa  persoqa  eti  propiedad,  sino  en  que  una  familia 
entera,  ó  todos  los  parjenles  del  fiñidador,  están  llamados  al  goce  6 
peroepcion  de  sus  rentas. 

La  posesión  de  estas  vinculaciones  era  tan  solo  una  administra* 
cioD,  y  las  rentas  íotegras  se  babian  de  dividir  en  proporciones  aii* 
cuotas  entre  todos  los  llamados  á  su  goce. 

En  €ataIoiá  existían  nmehas  de  estas  vinculaciones  ó  fideicomi- 
sos Ssmiliarés,  conocidos  con  el  nombre  de  causas-fias,  como  lo  he- 
mos hecho  observar  en  la  ültiqpia  edición  del  Febrero,  que  publicamos 
en  Barcelona  en  el  ano  de  Í8K6. 

La  fundación  de  estas  vinculaciones  tenia  generalmente  por  ob- 
jeto dotar  á  las  mujeres  de  ciertas  familias  con  una  porción  ó  canti- 
dad determitiada  por  el  fundador  cuando  se  colocaban  en  matrimo- 
nio, y  costear  á  los  varoiies^ los  estudios  y  algunas  i^ces  hasta  los 
grados  académicos  correspondientes  á  la  carrera  ó  profesión  á  que 
se  dedicaban.  Son  tan  frecuentes  en  Cataluña  estas  fundaciones, 
que  apenas  se  hsllaria  una  familia  algo  distinguida  ó  acomodada  que 
DO  contase  algunas. 

Estinguidos  estos  fideicomisos^  d^bia  darse  destino  á  los  'bienes 
correspondientes  á  los  mismos,  ponjae  esrtos,  según  la  fundación, 
no  pertenecían  á  nadie  en  propiedad  y  debian  permanecer  perpétua-^ 
mente  amortizados  para  darse  á  sus  lentas  la  distribución  prescrita 
por  los  fundadores. 

'Como  estos  no  habian  previsto  el  caso  de  que  llegasen  á  supri- 
mirse tales  fideicomisos,  no  babián  dispuesto  de  sus  bienes  para 
cuando  esto  se  realizara.  Pero  considerando  el  legislador  que  el  ca- 
rino ó  afecto  de  los  fandadok^es  debía  ser  igual  hacía  todos  sus  pa*- 
rientes  llamados  en  la  fui^acion ,  dispuso  que  se  distribuyesen  los 
faíen^  entre  todos  ellos  en  proporción  á  la  renta  ó  parte  alícuota  que 
cada  uno  debia  pei^ctbir,  en  la  -  forma  dispuesta  en  el  citado  aiv 

tícülo^  : 
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E^  no  obt»taate,  se  ha  suaotltA»  eaesée  {Moto  la  cueslion  de 
84  dicha  desaaiortizaeion  viene  coropre&cbda  en  ta  ley  de  19  de  agosr 
to  de  4841,  sobre  supresioa  de  capellanías  eolaüvas,  craie  se  ha 
creído  geneigiliiieate  por  algunos  al  pedir  la  a^adicaeion  de  tales 
bieaes^  fondados  en  la  citada  ley :  de  donde  se  ha  Vo0i^  hasta 
creer  que  la  adjndicadoa  de  los  bienes  pertenecieales  á  los  citados 
fideicomisos  familiares,  habia  sido  suspendida  popel  gobterjMde  S<  M. 
por  estar  en  oposición  con  el  Coflcoi«latQ« 

La  equivocaeton»  sin  embargo,  se  hace  patente  al  lAeervar  qfue 
estos  fideicoitüsos  bada  tienen  que  ver  e&a  las  capellanías  coiati* 
vas.  Estas  son  de  patronato  activo  ó  pasivo  4b  sangre  y  sirven  de 
título  de  órdenaciotí,  mieaitras  que  los  fideicomisos  famiiíares  no  tie- 
nen ninguno  de  estos  caracteres  y  están  destinados  á  un  objeto  pu- 
ramente laical. 

Por  lo  tanto,  nada  tienen  que  ver  con  el  concordato,  que  habla 
solamente  de  los  bienes  eclesiásticos  declarado»  por  dt  mismo  de 
propiedad  del  clero.  Y  éste  no  ha  aspirado  jamás  á  la  |)ropiedad  ni 
á  las  rentas  de  los  tales  bienes,  porque  no  han  sido  jamás  de  patro- 
nato activo  ó  pftsivo  ni  lian  pertenecido  al  clero  de  ninguna  diócesis 
en*general,  ni  á  alguno  de  sus  individuos  en  particular,  sino  á  los  de 
las  familias  llamadas  por  el  fundador  al  goce  de  sus  rentas,  ski  quB 
para  ello  sea  necesario  ningún  carácter  eclesiástico  entre  los  agra- 
ciados. 

Si  los  bienes  de  las  vinculaciones  suprimidas  han  de  dividirse 
entre  los  que  eran  sus  actuales  poseedores  al  tiempo  de  la  publica- 
ción de  la  ley  y  los  sucesores  inmediatos,  conforme  á  lo  dispuesto 
p^r  el  art.  :2.'^  de  la  citada  ley  de  desvinculacion,  no  ha  de  haber 
tampoco  inconveniente  en  que  se  dividan  los  fideicomisos  faniiliares 
entre  los  individuos  ó  parientes  del  fundador  llamados  al  goce  desús 
rentas,  como  lo  prescribe  el  art.  4«®  de  la  misma. 

Pero  suprimidas  estas  vinculaciones,  preguntaremos  ahora :  ¿qué 
es  lo  que  ha  de  hacerse  de  sus  bienes?  Sin  duda  que  no  puede  dár- 
seles otro  destino  ni  hacerse  de  ellos  otra  distribución  que  la  ordena* 
da  por  la  ley.  Sostener  que  no  se  ha  de  hacer  esta  distribución  de 
dichos  bienes,  seria  sostener  el  absurdo  de  qiie  han  de  subsistir  unos 
fideicomisos  que  han  sido  suprimidos  por  la  citada  ley. 
'  No  comprendemos,  pues,  la  razón  porque  han  creído  algunos 
que  habia  sido  suspendida  la.  adjudicación  6  repartición  de  aquellos 
bienes.  Nosotros  entendemos  que  no  hay  motivo  alguno  plausible 
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{>ara  creerlo^  a^'  por  Isus  razones  queiiemos  maÉnifeslad»;  y  4sa  omo 
de  duda  siempre  >deberiaeB(arsc  pw  laliJM^rtad  de  ItMéranes)  funda- 
da eD  u&alpy  que  nadie  ba  dero^udo  lú  «uepaadido.  <<        •■'' 

Opiaamost  por  lo  mismo,  con  otros  jurisconsulto»,  qneÜM:  Jtitoes 
y  Tribimaks  pueden  y  deben  (Nroeederiá  la  aci^ndicaeioa  de  loa  bie- 
nes pertenecientes  á  fideicomisos  familiares,  sin  incurrir  en  aiagvna 
responsabilidad,  siempre  que  áus  rentas  deban  déstvibuirse  ertbre  los 
parientes  del  fw^id&orj  aunque  sean  de  lineUs  dife^ente$.^¥KÁjf€m- 

CO  DE  POü.  .  '        ,       ! 

11.  ..í     •      :    • 

En  el  número  de  este  periódico  correspondienle  al  18  del  ac* 
tual,  hemos  leido  un  artículo  suscrito  por  el  Sr.  D.  Franeisco  Pou  y 
encaminado  á  demostrar  que  deben  reputarse  desvimuladoB  les  ñdeí- 
comisos  familiares  y  distribuirse  sus  bienes  según  la  ley  desvincula 
dora.  ¥  como  la  materia  es  trascendental  y  está.oscuceeida^  aos: va- 
mos á  permitir  algunas  observaciones  sobre  este .  asuintd,  no  «Mm  el 
objeto  de  esclare^rlo,  pues  confesamos  la  escasezde  nuesfrifi>coD0« 
cimientos,  sino  para  procurar  por  este  medio  que.  lo  iltistr^n- otros 
mas  competentes. 

El  Sr.  Pou  ba  abordado  una  cuestión  para  nosotros  en  estk-emo 
difícil,  porque  comprende  puntos  de  derecho  antiguo  vincular  may 
oscuros^  y  en  que  los  tratadistas  modernos,  que  conocemos  no  han 
penetrado  directamente. 

El  Sr.  Pou  opina  con  mucho  acierto  al  reputar  desamortizados 
los  bienes  que  compusieron  fideicomisos  familiares  per{^tuos,  y  al 
estimar  que  deben  adjudicarse  como  libres  á  los  que  correspondan 
combinando  al  efecto  la  ley  de  11  de  octubre  con  las  cláusulas  de 
fundación.  Respecto  de  este  estremo  creemos  que  no  cabe  cuestión, 
y  que  siendo  tan  clara  y  tan  terminante  la  letra  y  el  espíritu  de  la 
ley,  nada  sería  tan  erróneo  como  sostener  hoy  que  aiin  se  conserva* 
ban  vinculaciones  de  cualquier  género  que  fuesen.  Pero  donde  ve- 
mos una  cuestión  que  puede  producir  otras  varias,  es  al  definirse  ó 
esplicarse  que  sean  fideicomisos  familiares.  Aquí  es  donde  creemos 
notar  una  grave  equivocación  por  partfj  del  Sr.  Pou,  que  estima, 
como  en  la  edición  barcelonesa  del  Febrero,  que  bajo  esa  denomina* 
cion  comprendió  la  ley  á  las  fundaciones  llamadas  causas  pías  en 
Cataluña  y  obras  pías  en  Castilla  y  Andalucía,  y  que  en  los  mismos 
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pftises  y  en  «ir»»  snelen  conocerse  por  el  nombre  de  Patronatos  rea- 
les dé  legos;  qm  son  las  erecciones  que  tienen  por  olyeto  crear  coa 
bienes  ó  censos  nña  especie  <ie  laoco  para  que  con  sus  {^rodados  se 
éoten  huérfanas  y  se  sigan  estudios  por  los  parientes  ú  otras  perso- 
nas Ifomadas.  T  como  nosotros  creemos  que  esla  clase  de  fundacio- 
nes ao  son  fiíMeomisos  familiares  de  tos  así  llamados  pop  lá  ley  de^ 
sámortizadora,  y  que  están  comprendidas  en  los  artículos  4.^  y  2.^ 
de  ella  y  no  en  el  4.^,  de  aquí  que  es{)ongamos  francaniente  nuestra 
opinión,  siempre  dispuestos  á  reformarla  en  vista  de  razones  coa* 
vincentes. 

Nuestra  legislación  y  la  romana  llaman  fideicomiso  á  todo  encar- 
go que  haga  el  testador  á  su  sucesor  para  que  invierta  parte  de  sus 
bienes  en  un  ^jetoque  pública  ó  secretamente  le  marca;  y  así  no 
hay  que  estranar  que  bajoe^a  denominación  eompreádan  muchos 
juHstae  al  infinito  número  de  disposiciones  testamentarías  qne  caben 
dentro  de  ella;  las  cuales  ni  fueron  bien  determinadas  y  distinguidas 
por  las  leyes  antiguas,  ni  por  la  ley  de  11  de  octubre,  ni  por  la  de  19 
de  agosto,. QÍ  por  los  que  las  han  comentado.  Pero  esa  falta  de  es* 
presión  que  antes  no  era  trascendental,  lo  ha  sido  y  lo  e?tá  hiendo 
desde  qtíe  las  fund|ucione8«ban  sido  revocadas  por  l^s  leyes  desamor* 
tidoras. 

Poco  importaba  antes  que  una  fundación  de  este  género  debiera 
llamarse  causa  pia,  fideicomiso  ó  patronato.  De  todos  modos  no  po* 
diá  prescindirse  de  cumplir  la  voluntad  del  instituidor,  y  todo  esta- 
ba reducido  á  ejecutarla.  Por  eso  no  estranamos  que  fueran  tan  par- 
eó» en  hablar  de  esto  nuestros  antiguos  y  numet^oso^  tiiatadistas  es- 
peciales. Pero,  lo  que  antes  tenia  poca  importancia,  la  tiene  hoy 
pórqne  ha  venido  la  ley;  ha  heoho  distinción  icntre  esas  fundaciones 
y  adjucKcá  les  bienes  de  cada  clase  de  un  modo  distinto,  importando 
.mucho  al  juríscensiilto  saber  la  distríbncioa  que  deba  darse  á  esos 
bienes  en  cada  caso  y  circunstancia. 

'La  ley  de  11  de  octubre  menciona  espresamente  en  su  art.  1.° 
á  los  mayorazgos,  fideicmnisos,  patronatos  -^  cualquiera  otra  dase 
de  vinculaeiones:  y  en  el  2.*"  dispone  que  la  mitad  de  esos  ^bienes^ 
ya  libres,  d^n  absolutamente  de  los  poseedores  actoaíles  y  la  otra 
mitad  de  los  ¡«mediatos.  Con  Qsto  trazó  la  ley  una  regla  general  de 
la  que  no  se  pueden  hacer  mas  e^cepciones  que  las  que  marca  ella 
íinisma.  De  consiguiente,  toda  fundación  vincular  á  que  np  se  refiera 
«spresamtínte  la  )ey  en  los  artículos  sucesivos,  eatácompr^didá  eu 
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esos  primeros  artículos.  Ahora  biea;  nosotros  pensamos^  y  con  no- 
sotros el  Sr  Pacheco  y  otros  tratadistas,  que  esas  causas  pías  á  que 
alude  el  Sr.  Pou  están  comprendidas  en  los  artículos  1."  y  2.°  y  no 
en  el  4°  de  la  ley;  y  así  lo  hemos  vistt)  ejecutoriado  muchas  veces 
.y  jamás  lo  contrario.  Veamos  el  fundamento  que  hay  para  ello. 

Nadie  duda  que  los  legisladores  de  Í8S0,  al  dictar  esa  disposi- 
ción que  innovaba  tanto  y  con  tanta  trascendencia,  atendieron  sa- 
biamente á  los  consejos  de  los  ma^  clásicos  jurisconsultos  y  á  los. 
principios  de ,  legislación  universal,  efectuando  una  gran  revolución 
agraria  sin  defraudar  esperanzas  legitimas;  y  que  al  efecto  hicieron 
gi;an  merced'  á  la  sociedad  poniendo  en  circulación  una  enorme  ma- 
sa de  bienes,  otra  á  los  poseedores  dándoles  la  facultad  de  disponer 
de  la  mitad  de  ellos,  y  no  perjudicaron  á  los  inmediatos,  dándoles  en 
cambio  del  usufructo  del  todo  la  completa  propiedad  de  la  mitad 
íntegra. 

Esta  revolución  se  operó  con  los  dos  primeros  artículos.  Así  se 
dispuso  de  todos  los  bienes  vinculados  susceptibles  de  ser  poseidos 
como  tales;  pero  habia  otros  bienes,  aunque  no  muchos,  que  no  te- 
nian  esa  susceptibilidad,  y  la  ley  debia  declarar  de  quiénes  iban  á 
ser:  y  aquí  es  preciso  que  marquemos  una  diferencia  radical  entre 
dos  clases  de  fideicomisos  perpetuos,  para  esponer,  según  nuestra 
opinión,  cuáles  fueran  objeto  de  los  dos  primeros,  y  cuáles  del  ar- 
tículo 4.^ 

Existia  en  España  una  clase  de  fideicomisos  perpetuos,  que  pro- 
piamente hablando  no  eran  tales  fideicomisos,  pero  que  á  falta  de 
nombre  especial,  tenian  ese  por  analogía,  en  los  que  el  fideicomisa- 
rio, tenia  por  derecho  propio  ó  electivo,  la  facultad  de  percibir  vi- 
talicia ó  temporalmente  el  total  ó  una  parte  alícuota  ó  alicuanta  de 
las  ren(as.  Esos  bienes  realmente  nadie  los  poseía.  El  fideicomitente 
encargaba  al  fiduciario  la  administración  y  el  derechq'^ae  elegir  fi- 
deicomisario, ó  solo  una  de  ambas  cosas,  ó  ninguna,  y  en  este  caso 
le  daba  cierta  intervención  para  vigilar  por  el  cumplimiento  de  la 
voluntad  del  testador.  De  manera  que  al  operarse  la  desamortización 
el  hecho  culminante  qué  debia  respetarse,  no  era  la  posesión  como 
en  los  demás  bienes  vinculados,  sino  el  derecho  de  gozar  las  ren- 
tas; y  en  cuanto  á  los  derechos  de  inmediación  ó  sea  aquellas  espe- 
ranzas que  la  ley  queria  satisfacer,  solo  podía  reconocerlas  en  Ios- 
llamados  á  suceder  en  la  participación  de  las  rentas,  cuando  la  elec- 
ción no  €;ra  absolutamente  libre.  T  esta  originalidad  propia  de  esos 
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fideicomisos,  qoe  no  concarre  en  ninguna  otra  clase  de  Tincahcioiies 
y  que  no  quedaba  resuelta  en  la  regla  general  del  artículo  2.^, 
tuvo  que  ser  objeto  de  otra  disposición  especial  ó  escepcional  que  es 
el  artículo  4.^. 

Aunque  ya  hemos  indicado  cuales  fideicomisos  son,  á  nuestro 
modo  de  ver,  los  comprendidos  en  el  artículo  4.^,  diremos  porque  no 
se  comprenden  también,  cual  cree  el  Sr.  Pon,  esos  patronatos  reales 
de  legos,  también  conocidos  con  otras  denominaciones.  Estos  son 
un  fideicomiso  en  que  el  fideicomitente  otorga  al  fideicomisario  una 
soia  cantidad  alzada,  y  confía  al  fiduciario  la  facultad ,  mas  ó  menos 
estensa  de  elegir  al  perceptor  ó  fideicomisario.  Obsérvese  que  ea 
tales  casos  no  hay  los  perceptores  de  renta»  de  que  habla  el  artícu- 
lo 4.^  En  los  casos  á  que  alude  el  Sr.  Pou  solo  hay  perceptores  de 
las  cantidades  que  el  fundador  determinó:  y  como  el  que  ha  recibido 
una  dote,  por  ejemplo,  ya  no  tiene  derecho  alguno  que  la  ley  deba 
respetarle,  y  si  no  la  ha  recibido  solo  tiene  una  vaga  esperanza,  que 
por  lo  mismo  la  ley  puede  quitarle  sin  violencia,  de  aquí  que  no  ha- 
bía porque  darle  esos  bienes  como  á  los  perceptores  de  las  rentas. 

Aclaremos  esta  doctrina  con  un  ejemplo.  En  virtud  de  un  fidei- 
comiso comprendido  en  el  artículo  4.^  goza  un  individuo  durante  su 
vida  ó  por  cierto  tiempo  el  tercio  de  sus  rentas.  La  ley  revocó  la 
fundación,  los  bienes  son  libres;  acabó  el  derecho  de  percibir  esa 
renta.  ¿Qué  se  hará  con  los  bienes?  Nada  mas  justo  que  indemnizar 
al  poseedor  dándole  la  mitad  en  propiedad;  y  caso  que  personas  co- 
nocidas debieran  precisamente  suceder  en  su  derecho,  se  satisfizo 
su  fundada  esperanza  con  la  reserva  de  la  otra  mitad  de  los  bienes. 
Mas  acontece  que  una  joven  pertenece  á  una  familia,  cuyas  donce- 
llas pueden  ser  designadas  para  obtener  en  dote  i, 000  Rucados,  y  á- 
ella,  ó  le  ha  sido  concedida  la  dote,  ó  no:  en  el  primer  caso,  después 
de  cobrada  acabó  su  derecho,  y  janiás  lo  tuvo  á  percibir  rentas  ea 
proporción  alguna,  sino  sus  1,000  ducados;  y  en  el  segun'do,  como 
£oIo  hay  la  posibilidad  de  que  la  nombren, su  esperanza  están  débil, 
que  ei  esa  ley  de  resoluciones  radicales  no  pudo  ser  atendida. 

En  esta  clase  de  fideicomisos  ó  patronatos,  puede  sostenerse  que 
había  un  poseedor,  sino  de  los  bienes,  porque  realmente  no  la  tenia 
plena  ningún  vinculista,  de  un  derecho  muy  respetable:  el  de  desig* 
nar  las  personas  que  halúan  de  percibir  esas  dotes  ó  cantidades  al- 
zadas. Por  no  hacer  mas  estenso  este  artículo  diremos,  sin  perjuicio 
de  escribir  otro  siendo  necesario^  que  tsa  clase  de  patronatos  los 
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equiparó  completa  y  fundadamente  la  ley  á  los  mayorazgos ,  los  su* 
priuiió  en  su  articulo  I."",  y  en  el  S.""  adjudicó  en  propiedad  la  mitad 
de  sus  bienes  al  poseedor  actual,  ó  sea  al  que  á  la  sazón  ejercía  el 
derecho  de  patrono,  y  reservó  la  otra  mitad  para  su  sucesor.  Así 
lo  hemos  entendido  siempre  y  así  lo  hemos  visto  ejecutoriado.  T  * 
como  estimamos  en  mucho  la  opinión  del  Sf .  Pou,  no  tendremos 
gran  confianza  en  la  nuestra  hasta  ver  mas  dilucidada  esta  cuestión. 
— A.  nk  Casas  y  Moral. 

m. 

Al  tomar  la  pluma  para  escribir  nuestro  artículo  anterior ,  no 
nos  era  desconocido  lo  arduo  de  la  empresa  y  sus  grandes  dificul- 
tades; pero  arrostramos  todos  estos  inconvenientes  con  el  ardiente 
deseo  de  ser  útiles  en  algún  modo  á  nuestros  conciudadanos,  escla^ 
reciendo  en  lo  posible  con  nuestras  débiles  luces  una  de  las  mate- 
rias mas  importantes. 

Se  creía  generalmente  que  los  fideicomisos  familiares,  de  los 
que  existen  muchos  en  Cataluña  bajo  el  nombre  de  cansas  pías,  no 
podian  adjudicarse  por  estar  en  oposición  con  el  Concordato  la  ley 
que  los  autoriza,  *y  nosotros  quisimos  demostrar  que  aquella  opinión 
era  equivocada  y  que  podía  y  debia  hacerse  la  adjudicación  de  los 
bienes  pertenecientes  á  dichos  fideicomisos  por  ser  puramente  laica* 
les  y  no  tener  relación  alguna  con  el  Concordato. 

Hoy  tenemos  la  satisfacción  de  ver  robustecida  nuestra  opinión 
por  un  artículo  suscrito  por  el  Sr.  Casas  y  Moral ;  pues  en  cuanta 
4  éste  punto,  que  es  lo  que  constituye  el  fondo  de  la  cuestión» 
está  completamente  de  acuerdo  con  nuestras  ideas ,  aunque  disen- 
timos sobre  el  artículo  de  que  ha  de  hacerse  aplicación  para  la 
indicada  adjudicación.  Entendemos  nosotros  que  debe  ser  el  4.^  de 
la  ley  de  i  1  de  octubre  de  1820,  mientras  el  Sr.  Casas  opina  que 
deben  aplicarse  el  4.®  y  2.®  de  la  misma  ley.  Véase,  pues,  como 
hay  absoluta  conformidad  en  el  fondo  de  la  cuestión. 

Cree  el  Sr.  Casas  haber  notado  en  nuestro  artículo  una  grave 
equivocación  «porque  digimos  que  bajo  la  denominación  de  fideico- 
MmisúB  familiares  comprende  el  citado  art.  4.°  las  fundaciones  llama* 
»das  camas  pias  en  Cataluña,  y  (como  el  mismo  señor  dice)  obras 
^plas  en  Castilla  y  Andalucía,  y  que  en  los  mismos  países  suelen  co- 
»nocerse  por  el  nombre  de  patronatos  reales  de  legos.» 

Mi  digno  contrÍAcante  me  permitirá  le  haga  observar  que  la 
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^uiVocacioQ  que  me  atribuye  procede  de  haber  confundido  las  can- 
osas pías  de  Cataluria  cou  el  patronato  de  legos  de  Castilla  y  Andalu- 
cía ,  que  sou  cosas  bien  distintas. 

Mis  paisanos,  y  algunos  que  no  lo  son,  saben  bien  que  con  el 
nombre  de  causa  pía,  tan  común  en  Cataluña,  se  comprende  la 
fundación  en  que  se  ordena  que  las  rentas  de  los  bienes  correspon- 
dientes á  la  misma,  se  distribuyan  entre  los  parientes  del  fundador 
en  el  modo  y  forma  en  ella  dispuesto,  sin  que  nadie  posea  estos 
bienes  á  título  de  propietario  ni  de  usufructuario,  puesto  que  están 
sujetos  á  una  mera  administración,  y  exentos  por  punto  general  de 
cargas  eclesiásticas. 

¿  T  es  esto  lo  que  se  llama  en  Castilla  y  Andalucía  patronato  de 
legóse  Ciertamente  que  no.  Para  convencerse  de  ello  bastará  obser- 
var cómo  lo  define  el  célebre  jurisconsulto  Escriche  ^en  su  Diccüh 
iiario  de  Jurisprudencia,  tomo  2.^,  página  704,  colpimna  segunda. 
Dice  así : 

c  Patronato  de  legos.  Cierto  vínculo  ó  mayorazgo  ^fundado 
^con  la  carga  ó  gravamen  de  mandar  celebrar  en  una  iglesia  ó  capí- 
»lla  determinada  las'  misas  que  el  fundador  designa.  El  pqtrofio  6 
yyposeedor  (qo  lo  hay  en  la  causa  pia)  del  patronato  ó  capellanía, 
>puede  ser  soltero  ó  casado,  hombre  ó  mujer:  tiene  facultad  para 
» nombrar  sacerdote  que  celebre  las  misas  y  removerle  cuando 
«quiera » 

Todos  cuantos  saben  lo  que  es  una  causa  pía  en  Cataluña,  com- 
prenderán la  diferencia  que  hay  entre  ella  y  el  patronato  de  kgot 
de  Castilla  y  Andalucía.  En  presencia  dé  ella  el  Sr.  Casas  no  podrá 
ínenos  de  rectificar  su  opinión ,  como  la  que  emite  al  decir  que  el 
Sr.  Pacheco  y  otros  tratadistas  son  de  parecer  que  las  causas  pías 
á  que  aluáimos  están  comprendidas  ea  el  art.  i.^  y  2.^  de  la  ley,  y 
no  en  el  4.'' 

Aunque  así  fuese,  esto  seria  indiferente  para  nuestro  objeto; 
pero  la  verdad  es  que  ni  el  Sr.  Pacheco  ni  otro  tratadista  han  dicho 
esto ,  puesto  que  ninguno  ha  nombrado  siquiera  las  causas  pías  á 
que  aludimos.  - 

El  Sr.  Casas  ha  creido  hallar  diferencia  entre  aquellos  fideico- 
misos en  que  goza  un  individuo  durante  su  vida  ó  por  cierto  tiempQ 
el  tercio  de  sus  rentas  y  aquellos  en  que  solo  debe  percibir  una  can- 
tidad alzada  por  razón  de  dote  ú  otro  concepto. 

En  el  primer  caso  dice  que  nada  mas  justo  que  indemnizar,  al 
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poseedor  de  la  renta  dándole  la  mitad  de  la  propiedad^  y  cree  que 
en  el  segundo  caso  solo  tiene  derecho  á  percibir  la  cantidad  alzada 
que  se  le  hubiese  señalado ,  sin  ningún  derecho  á  la  propiedad. 

No  sabemos  en  qué  fundará  el  Sr.  Casas  esta  opinión.  En  cuanto 
á  nosotros ,  no  podemos  conformarnos  con  ello  ,  por  la  sencilla  ra- 
zón de  que  la  ley  no  hace  semejante  distinción,  y  es  un  principio 
de  derecho  que  cuando  la  ley  no  distingue,  no  debemos  hacerlo  nos- 
otros. Ubi  lex  non  distinguit,  nec  nos  distinguere  debemus.  Hay 
mas  todavía:  no  puede  admitirse  ésta  distinción  sin  conculcar  el 
principio  que  ha  tenido  presente  el  legislador  al  acordar  el  reparti- 
miento ó  distribución  de  los  bienes  que  formaban  estos  fideicomisos 
entre  los  actuales  perceptores  de  sus  rentas  en  proporción  á  lo  que 
cada  uno  perciba,  que  ha  sido,  sin  disputa,  el  afecto  que  hacia  sus 
personas  ha  demostrado  el  fundador. 

Este  afecto ,  ó  sea  la  causa  que  se  ha  tenido  presente  para  orde- 
nar el  repartimiento  de  los  bienes  de  aquellos  fideicomisos  familia- 
res en  que  no  hay  ningún  poseedor,  es  igual  entre  todos  los  parien- 
tes del  fundador,  aunque  áean  de  líneas  diferentes,  con  tal  que  es- 
tén llamados  en  la  fundación  ó  agraciados  por  el  fundador ,  ora  sea 
con  una  tercera  parte  de  las  rentas  del  fideicomiso,  ora  con  una 
cantidad  alzada  por  razón  de  dote  ú  otro  concepto.  Y  en  donde  hay 
identidad  de  razón,  debe  haber  identidad  de  decisión.  Ubi  eadem 
ratio,  ibi  eadem  esse  debet  legis  dispositio. 

Sienta  el  Sr.  Casas  que  esa  clase  de  patronatos  los  equiparó 
<3omplela  y  fundadamente  la  ley  á  los  mayorazgos ;  los  suprimió  en 
su  artículo  primero,  y  en  el  segundo  adjudicó  en  propiedad  la  mitad 
de  sus  bienes  al  poseedor  actual,  ó  sea  al  que  á  la  sazón  egercia  e{ 
derecho  de  patronato,  y  reservó  la  otra  mitad  para  su  sucesor. 

Es  cierto  que  por  el  artículo  primero  de  la  citada  ley  fueron  su- 
primidas las  vinculaciones  y  fideicomisos  perpetuos ,  de  cualquier 
clase  y  naturaleza  que  fuesen ,  entre  los  que  se  comprenden  los  de 
que  tratamos;  pero  no  es  exacto  que  por  el  áegundo  deban  adjudi- 
carse sus  bienes  á  la  persona  que  indica  el  Sr.  Casas. 

Esto  es  imposible  en  nuestro  caso.  Si  no  hay  patrono  en  las 
causas  pias  ó  fideicomisos  familisíres  en  cuestión;  si  no  hay  ningún 
poseedor,  ¿cómo  han  de  adjudicarse  los  bienes  al  actual  ó  al  que 
ejercia  el  derecho  de  patronato  ? 

Creemos  muy  bien  que  el  Sr.  Casas  habrá  visto  muchas  veces 
ejecutoriada  su  opinión  en  la  práctica ;  pero  esto  ha  sido  cuando  ha 
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habido  un  poseedor  de  los  bienes  del  patronato ,  6  qaiea  haya  ejer- 
cido este  derecho ,  como  dice  en  su  artículo :  así  como  nosotros  he- 
mos visto  muchísimas  veces  hacer  la  repartición  ó  adjudicación  de 
todos  los  bienes  de  los  fídeicx)misos  familiares  ó  causas  pías  en  la 
forma- prescrita  por  el  art.  4.''  de  la  citada  ley,  por  no  haber,  según 
sus  fundaciones ,  poseedor  actual;  patronato,  ni  quien  ejerza  este 
derecho.  De  modo  que  esto  ni  siquiera  ha  sido  motivo  de  contro- 
versia. 

Por  lo  demás,  apreciamos  infinito  que  una  persona  tan  entendi- 
da como  el  Sr.  Casas  estime  en  mucho  nuestra  débil  opinión,  y  le 
damos  las  gracias  por  su  galantería.— Francisco  de  Pou. 

IV. 

He  leido  con  gusto  los  artículos  que  sobre  esta  materia  han  es- 
crito los  señores  Pou  y  Casas  y  Moral ;  y  toda  vez  que  (no  obstante 
la  respetable  opinión  del  üllimo  de  estos  dos  señores)  el  primero  ha 
demostrado  de  una  manera  para  mi  concluyen  te,  que  los  patronatos 
de  legos  son  vinculaciones  de  distinta  especie  que  líis  obras  pías,  y 
que  los  bienes  de  estas  deben  adjudicarse  y  distribuirse  por  la  dispo- 
sición legal  que  menciona,  voy  á  permitirme  algunas  observaciones 
mas  sobre  un  asunto  que  considero  del  mayor  interés. 

Es  muy  fácil  decir ,  y  regularmente  decimos  los  que  pensamos 
como  el  Sr.  Pou:  las  obras  pías  no  son  en  realidad  otra  cosa  que  los 
fideicomisos  familiares  de  que  habla  el  art.  4.^  de  la  ley  de  11  de 
octubre  de  Í820;  pero'esto,  que  en  tesis  general  es  decir  mucho,  no  lo 
creo  bastante  á  satisfacer  la  necesidadde  ciertos  casos  particulares. 

Subordinado  por  lo  común  el  disfrute  de  las  rentas  de  las  obras 
pías  á  una  de  estas  tres  bases:  percepción  vitalicia,  percepción  por 
tiempo  determinado  y  percepción  por  una  sola  vez  de  cierta  cantidad 
alzada,  sin  otra  esperanza  ni  derecho  personal,  ó  mas  bien  indivi- 
dual ulterior,  importa  saber  si  todas  caben  dentro  de  una  resolución^ 
ó  si  por  el  contrario  las  exigen  diferentes^. 

Se  concibe  sin  dificultad ,  yo  al  menos  no  la  hallo,  que  las  obras 
pías  de  percepción  vitalicia  están  de  lleno  comprendidas  en  el  pre- 
cepto desvinculatorio  del  citado  artículo  4.^  de  la  ley,  puesto  que  se 
verifica  en  sus  perceptores  la  cualidad  de  actuales  que  aparece;  pero 
empiezo  á  vacilar  tan  pronto  como  se  llega  á  obras  pías  de  percep- 
ción temporal.  Veo  también  en  ellas  perceptores  actuales;  pero  en- 
cuentro diferencias  de  gran  bullo  entre  los  perceptores  de  estas  y 
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ios  de  las  anteriores,  y  esta  desemejanza  me  hace  dudar  si  unos  y 
ptroe  deberán  ser  igualmente  atendidos,  si  la  ley  los  atendió  y  equi- 
paró completa  y  absolutamente.     , 

Sin  embargo,  en  la  precisión  de  decidir,  opto  por  la  afirmativa. 
Si  se  me  pregunta  el  por  qué,  contesto:  que  porque  la  ley  no  ha 
hecho  distinción  entre  unos  y-otros  perceptores,  y  vbi  lex  non  distin- 
^it  nec  nos  distinguere  debemns;  y  porque  clara  y  terminante,  como 
está  en  su  vocación  á  los  perceptores  actuales,  condición  que  con- 
curre lo  mismo  en  los  temporales  que  en  los  vitalicios ,  no  creo  po- 
sible escluir  á  los  primeros,  á  no  acudir  á  interpretaciones  volunta- 
rias que  resiste  la  letra  de  la  ley.  Esta ,  al  disponer  de  los  bienes  de 
obras  pías  de  percepcfon  temporal ,  tuvo  que  eligir  entre  los  percep- 
tores de  sus  rentas  y  los  parientes  de  los  fundadores,  y  puesto  que 
.  dio  la  preferencia  á  aquellos ,  ninguna  razón  hay  para  eludirla  ni 
dejar  de  cumplirla. 

Vienen  después  las  obras  pías  dé  percepción  por  una  sola  vez,  y 
ya  aquí  las  dudas  y  perplejidades  empiezan  á  subir  de  punto.  Bús- 
cense en  estas  obras  pias  perceptores  actuales  á  quien  aplicar  los 
bienes  de  su  dotación,  y  no  se  encuentra  sino  perceptores  instantá- 
neos ó  del  momento  que  han  recibido  ó  abrigaban  la  esperanza  de 
recibir  su  cuota,  llamada  comunmente  dote  ó  asignación,  tomada  la 
cual  espiraba  totalmente  su  derecho;  y  en  estos  perceptores  especia- 
les, en  estos  perceptores  sui  generis  y  hasta  cierto  grado  anómalos, 
no  es  posible  hallar  los  actuales  de  que  habla  la  ley ,  porque  la 
actualidad  supone  continuidad,  supone  permanencia  y  repetición  en 
los  actos  percepiorios,  lo  que  no  hay  ni  puede  buscarse  en  ellos. 

¿Qué  resolver,  pues ,  en  este  caso?  Si  la  ley  ha  dicho  testualmcn- 
te  en  su  repetido  artículo  4.'':  «En  los  fideicomisos  familiares  cuyas 
)) rentas  se  distribuyen  entre  los  parientes  del  fundador,  aunque  sean 
»de  líneas  diferentes,  se  hará  desde  luego  la  tasación  y  repartimiento 
»de  los  bienes  del  fideicomiso, entre  los  aettuiles'percepto7'es  de  las 
'» rentas  á  proporción  de  lo  que  perciban...»  y  en  las  obras  pías  de 
que  se  trata  no  existen  perceptores  actuales ,  ni  cosa  equivalente,  ni 
aun  por  aproximación  ni  laxa  interpretación,  ¿á  quién  adjudicar^ 
entre  quiénes  repartir,  los  bienes  de  esta  especie  de  vinculaciones, 
la  mas  irregular  de  las  irregulares? 

Ardua,  difícil  es  la  contestación.  Solo  acudiendo  á  la  jurispru- 
dencia suplementaria  de  los  principios  generales  del  derecho ,  man- 
dados observar  por  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia  de  7 
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de  mayo  de  1830,  decisoria  de  un  rccurío  de  nulidad,  es  como,  en 
medio  del  silencio  y  de  h  oscuridad  de  la  ley,  puede  arbitrarse  al- 
guna luz  que  sirva  de  guia  en  la  cueslion. 

No  se  puede  negar  que,  ajarle  de  la  diferencia  radical  consi- 
gtiienle  á  su  naturaleza  vincular ,  las  obras  pías  de  que  me  ocupo  son 
muy  semejantes,  por  no  decir  iguales ,  ea  resultados  á  los  legados 
de  cuota,  ó  sea  á  los  fideicomisos  singulares  del  mismo  género;  y  si 
según  los  principios  generales  del  dercctio  y  los  especiales  de  la 
materia,  así  estos  legados  y  lodos  los  demás,  como  los  fideicomisos 
singulares ,  acrecen  ó  relluycn  ii  la  herencia  en  caso  de  caducidad  ó 
de  invalidación  por  ministerio  de  la  ley  ó  por  cualquiera  otra  causa, 
¿por  qué,  á  falta  absoluta  de  otros,  no  aplicar,  por  asimilacionó 
identidad  de  razón,  estos  principios  á  las  obras  pías  de  percepción 
por  una  sola  vez,  verdaderos  legados  vinculares  y  qne  algunos  lla- 
man legados  píos? 

Conozco  todo  lo  que ,  realizándolo,  se  desnaturaliza  la  última  si- 
tuación legal  de  los  bienes  de  estas  fundaciones ;  pero  en  la  duda  de  i 
á  quiénes  deben  adjudicarse,  parece  que  debe  preferirse  álos  parien- 
tes de  mejor  línea  y  grado  de  los  que  las  instituyeron,  sus  herederos 
ahinlestato ;  porque  además  de  venir  en  auxilio  de  estos  parientes  la 
presunción  natural  y  legal  de  que  en  el  caso  imprevisto,  pero  llega- 
do ya,  de  no  poderse  cumplir  su  disposición ,  la  voluntad  de  los  fun- 
dadores ixíria  la  de  darles  prelacion,  concurre  en  pro  de  estos  pa- 
rientes la  circunstancia  de  estar  en  la  colectividad  de  ellos  represen- 
tados in  persovarn  ó  in  progenies ,  o  en  una  y  otra  forma,  así  los 
agraciados  presentes,  como  los  futuros  ó  que  hablan  de  percibir  su 
dote  ó  asignación  subsistiendo  vinculadas  esta  clase  de  obras  pías. 

Será  un  error,  mucho  lo  temo  de  mi  insuficencia,  pero  siempre 
he  lenido  por  la  mas  probable  la  opinión  que  faVorece  á  los  parien- 
tes de  mejor  linea  y  grado  de  los  fundadores.  Sin  embargo ,  como  la 
probabilidad  no  puede  satisfacer  las  aspiraciones  de  los  que  tenemos 
la  noble  misión  de  defender ,  y  menos  las  de  los  que  tienen  la  mas 
elevada  aun  de  Fallar,  creo  que  todos  debemos  contribuir ,  según 
nuestras  fuerzas,  al  esclarecimiento  de  una  cuestión,  en  que  es  muy 
común  creer  no  hay  otro  remedio  que  el  de  la  interpretación  au- 
téntica.—Nicanor  UoiAS  Caballeho. 

Por  copia, 

Les  Directores  de  U  Revista. 
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Discurso  del  Exomo.  Sr.  Marqués  de  Gervera,  Míaístro  de  Forneulo. 

i 

Señores: 

GratQ  es  contemplar  el  cuadro  que  presenta  la  civilización  euro- 
pea: el  hombre  enseñoreándose  cada  vez  mas  de  la  naturaleza,  halla 
ea  toílos  los  elementos  que  la  componen  esclavos  que  satisfagan  sus 
deseos ;  dueño  del  vapor  y  de  la  electricidad,  ha  hecho  que  labren 
los  productos  mas  ricos  de  la  industria ,  que  recorran  con  rapidez 
maravillosa  las  distancias  y  lleven  instantáneamente  su  pensamien- 
to y  su  palabra  á  todos  los  ámbitos  de!  mundo.  Cuando  observamos 
la  multiplicidad  de  relaciones  que  auxiliado  por  tan  portentosos  me- 
<lio3  mantiene  entre  sus  semejantes,  el  carácter  cada  vez  mas  noble 
de  estas  mismas  relaciones ,  el  inagotable  deseó  de  perfección  que  le 
anima,  la  confianza  que  tiene  en  su  fuerza  y  la  conciencia  que  siente 
de  su  dignidad,  no  podemos  menos  de  bendecir  á  Dios  que  nos  des- 
linó á  cumplir  en  este  siglo  nuestra  peregrinación  sobre  la  tierra. 
Lejos  de  obrar  así,  la  generación  á  que  pertenecemos,  como  si  hu- 
biera comprado  sus  conquistas  á  costa  de  las  esperanzas  que  mas 
allá  del  sepulcro  ofrecen  las  creencias  religiosas,  se  siente  agitada 
por  una  fiebre,  una  ¡jíiquietud,  una  insaciable  sed  de  goces,  un  afán 
de  mejoras  en  su  existencia  moral  y  material  de  que  no  ofrece 
ejempto  ningún  otro  período  de  la  historia. 

Esta  escitacion,  este  violento  modo  de  ser,  este  profimdo  desa- 
sosiego, la  empujan  en  pos  de  todas  las  ideas  que  le  brindan  alguna 
probabilidad  de  progreso,  cualquier  adelanto  en  el  camino  de  la  ci- 
vilización. Mas  jay!  que  falta  de  una  luz  que  la  guie,  abraza  con  el 
mismo  ardor  que  la  verdad  la  primera  sombra  que  forja  su  fantasía, 
y  si  acoje  alguna  vez  con  entusiasmo  los  consejos  del  sabio ,  se  deja 
deslumhrar  otras  muchas  por  las  seducciones  del  malvado  ó  por  los 
sueños  del  delirante,  á  quienes  basta  proclamarse  inventores  de  una 


(!)    Discursos  pronunciados  el  día  19  de  diciemdro  de  1858,  al  ser  le- 
galmente  constituida  la  Real  Academia  de  Ciencias  morales  y  políticas. 
TOMO  xni.  S6 
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doctrina  nueva  para  que  se  presenten  á  los  ojos  del  vulgo  rodea- 
dos de  cierta  aureola  de  grandeza  y  de  superioridad. 

En  esta  grave  crisis  de  la  vida  social;  los  pueblos  han  menester 
las  amonestaciones  de  una  voz  amiga  que  Jes  inspire  sobriedad  y 
templanza,  de  una  autoridad  de  reconocida  inteligencia  que  ,  em- 
pleando su  poderosa  fuerza  sobre  los  espíritus,  les  haga  distinguir 
la  verdad  del  error,  la  sabiduría  de  la  presuntuosa  vanidad,  la  virtud 
del  crimen,  el  camino  de  la  dicha  de  los  senderas  de  perdic'on. 

Pero  esa  voz  bastante  fuerte  para  hacerse  oir  en  medio  del  es- 
trépito mas  agitado  del  mundo,  no  puede  personificarse  ya  como  ea 
los  pasados  tiempos  en  la  palabra  de  un  maestro,  porque  repugna 
hoy  la  razón  individual  someterse  á  otra  razón  de  su  misma  natura- 
leza, y  porque  los  estensos  límites  que  abarcan  las  ciencias,  esta- 
bleciendo como  una  necesidad  la  división  del  trabajo  y  el  espíritu 
de  asociación,  haciendo  casi  imposibles  las  personalidades  eminen- 
tes,—-han  demostrado  que  las  empresas  difíciles ,  que  las  mayores 
grandezas  no  son  debidas  á  los  talentos  ó  virtudes  individuales  sino 
al  mejor  desarrollo  dado  á  la  primera  de  las  cualidades  humanas, 
á  la  sociabilidad. 

Esta  verdad,  de  que  son  testigos  los  trabajos  de  gigantes ,  que 
forman  la  gloria  de  nuestro  siglo,  ensenándonos  que  las  fuerzas  para 
ser  poderosas  han  de  ser  colectivas ,  y  que  los  hombres  necesitan 
ayudarse  mutuamente  para  realizar  los  lines  de  su  existencia,  nos 
hace  ver  que  la  fuerza  moral  que,  influyendo  en  las  inteligencias, 
ha  de  dirigir  la  libertad  del  espíritu ,  solo  puede  encarnarse  en  una 
asociación.  Y  ¿cuál  será  csla  sino  la  que  formen  los  llamados  á  ejer- 
cer el  poder  mas  natural  y  grande  que  se  conoce  entre  los  hombres, 
el  que  conquistan  por  la  persuasión  los  talentos,  el  saber,  el  mérito 
reconocido,  consiguiendo  del  'mundo  una  obediencia  que  ennobloce 
tanto  al  que  la  presta,  como  al  que  la  obtiene  sin  exigirla? 

Ved  por  qué,  señores,  venimos  hoy  en  cumplimiento  de  la  ley  á 
constituir  la  Real  Academia  de  Ciencias  mor\les  y  políticas. 

El  noble  deseo  de  evitar  los  males  que  pudieran  originar  á  la  pa- 
tria errores  funestos,  ha  inspirado  su  fundación  al  ánimo  previsor 
de  nuestra  ilustrada  Reina,  que  sabe  es  el  mayor  realce  de  la  majes- 
tad el  honor  que  se  tributa  á  los  sabios,  y  ha  aprendido  en  el  ejem- 
plo de  sus  gloriosos  progenitores,  cuan  eficaz  medio  es  para  comba- 
tir cualquier  estravío  de  la  razón  humana,  crear  cuerpos  permanentes 
que,  reuniendo  en  un  centro  común  los  esfuerzos  de  las  mas  pode- 
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rosas  inteligencias,  estiendan  la  luz  de  las  sabias  doctrinas ,  y  esf ir- 
pando  las  semillas  perniciosas  cultiven  en  el  vasto  campo  de  las  ideaa 
las  máximas  saludables. 

Tan  cercanos  están  los  bienes  y  los  males  en  la  humana  vida^ 
que  al  siglo  de  oro  de  nuestra  literatura  sucedió  inmediatamente  la 
época  de  su  rápida  decadencia,  en  que  pareció  próxima  á  naufragar 
con  todos  los  principios  de  buen  gusto  hasta  la  misma  habla  castellaa 
na.  Entonces  los  oradores  y  poetas  concibieron  el  intento  vano  de 
buscar  en  lo  peregrino  de  la  espresion  y  en  la  sutileza  del  concepto, 
la  sublimidad  que  tan  fácilmente  hallaban  en  la  natural  sencillez  ei 
modesto  Leen  y  el  claro  é  inimitable  Cervantes;  los  artistas  presu- 
mieron habria  de  producir  su  fantasía  colores  mas  bellos  y  contornoa- 
mas  regulares  que  los  que  presenta  la  naturaleza ;  y  unos  y  otros, 
hollando  toda  clase  de  reglas  y  negando  el  respeto  debido  á  los  mo- 
delos sublimes  de  la  venerable  antigüedad ,  creyeron ,  según  la  va- 
liente espresion  de  Jovellanos,  que  la  fuerza  sola  de  su  genio  les  po- 
dría levantar  hasta  la  esfera  adonde  se  hablan  remontado  sus  do- 
seos. 

El  buen  propósito  de  poner  término  á  semejantes  estravíos  creó 
nuestras  Academias,  cuyo  establecimiento,  reclamado  hace  tres  siglos 
por  un  hombre  á  quien  dieron  celebridad  sus  infortunios,  el  perse- 
guido ministro  de  Felipe  II,  no  se  cumplió  hasta  que  viniendo  á  re- 
'  gir  los  destinos  de  España  la  dinastía  de  Borbon  ,  hizo  florecer  en 
nuestro  pais  las  útiles  instituciones  con  que  el  profundo  talento  de 
Richelieu  habia  dotado  al  suvo. 

Como  han  correspondido  al  objeto  de  su  fundación,  lo  demostra- 
ría ,  señores ,  la  pintura ,  que  no  quiero  bosquejar  porque  todos  la 
conocéis,  de  lo  que  les  deben  la  hermosa  lengua  castellana  depura- 
da, por  sus  esfuerzos,  de  las  estravagancias  de  los  conceptistas;  la 
geografía  y  la  historia  de  nuestra  patria,  alumbradas  por  la  luz  de 
una  sana  crítica;  la  regeneración  que  con  tanto  gozo  notamos  en  laa 
artes,  y  la  afición  despertada'  últimamente  en  nuestra  juventud  á 
cultivar  las  ciencias  de  la  naturaleza,  que  son  las  mas  poderosa* 
auxiliares  del  hombre  en  el  presente  siglo ,  y  las  que  constituyen  su 
principal  superioridad  sobre  las  pasadas  .generaciones. 

Grave  y  de  fecundísimos  resultados,  es  el  cometido  de  la  Acade- 
mia llamada  hoy  á  presidir  en  nuestra  patria  las  ciencias  morales  y 
políticas  cuyos  estudios  abrazan  los  arduos  problemas  sociales  qne^ 
agitando  poderosamente  al  mundo,  preocupan  á  los  sabios,  conmue« 
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ven  á  los  pueblos ,  alarman  á  los  gobiernos  y  sirven  de  constante 
pretcsto  á  la  despiadada  ambición. 

Estos  problemas,  que  así  so  presentan  en  el  tranquilo  recinto  de 
las  escuelas  como  armados  de  guerra  en  las  plazas  públicas ,  exigea 
para  su  estudio  el  criterio  que  dan  una  educación  científica  y  prácti- 
ca, una  mente  no  turbada  por  las  tormentas  de  las  pasiones,  una 
alma,  en  lin,  en  quien  la  costumbre  de  raciocinar  haya  avivado  la  luz 
del  entendimiento,  y  el  hábito  de  las  virtudes  haya  sometido  bastan- 
te la  voluntad,  para  apartarla  así  de  los  delirios  como  de  las  ambicio- 
ne?» que  la  estrarían,  y  hacerla  sentir  la  clara  y  sencilla  voz  de  la  ver- 
dad y  de  la  conciencia. 

Pero  este  sano  criterio  es  á  veces  reemplazado  por  el  que  nace 
de  la  malhadada  unión  de  las  doctrinas  con  miserables  intereses  para 
producir  spluciones  que  se  convierten  en  lágrimas,  ó  sustituido  por 
el  apasionado  fanatismo  de  las  escuelas  que  partiendo  de  estremos 
opuestos,  igualmente  distantes  de  la  verdad ,  pretenden  someterlo 
todo  á  sus  exajeradas  apreciaciones. 

Los  pueblos  antiguos  fijaban  la  edad  de  oro  en  lo  pasado ;  los 
modernos,  en  su  afán  dé  perfección  y  de  progreso,  la  buscan  llenos 
de  esperanzas  en  lo  porvenir.  Y  aunque  ambos  pensamientos  tienen 
una  admirable  exactitud  si  se  considera  que  la  vida  de  la  humanidad 
es  la  imagen  de  la  vida  del  hombre ,  y  en  esta ,  como  ha  dicho  un 
poeta,  la  infancia  y  la  vejez  están  muy  cerca  de  Dios,'-el  predominio 
de  cualquiera  de  las  dos  ideas  ocasiona  muy  graves  errores  y  suele 
producir  funestas  consecuencias  en  su  aplicación  á  la  olvidada  actua- 
lidad. 

No  es  tan  rica  la  civilización  moderna  que  no  podamos  encontrar 
€n  lo  pasado  prodigios  que  .nos  admiren;  no  son  tan  grandes 
nuestros  adelantamientos  materiales  que  no  nos  parezcan  sorpren- 
dentes las  obras  gigantescas  de  las  generaciones  que  nos  precedie- 
ron, ios  jardines  colgados  de  Babilonia,  los  lagos  que  fecundaban 
todo  un  reino;  no  hemos  perfeccionado  tanto  las  artes  que  no  deba- 
mos copiar  en  las  estatuas  de  Fidias  las  formas  sublimes  de  la. belle- 
za; y  fuera  locura  no  buscar  las  mas  ricas  inspiraciones  de  la  poesía 
en  las  obras  divinas  de  Moisés  y  en  los  poemas  admirables  de  Ho- 
mero y  án  Virgilio.  Pero  los  monumentos  de  los  pasados  siglos  que 
afrentan  la  soberbia  de  la  edad  presente,  no  los  destina  la  Providen- 
cia al  inmóvil  anonadamiento  del  genio  moderno,  ni  mucho  menos  los 
conserva  para  que»  dando  nuevas  formas  al  orgullo,  destruya  átses- 
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perada  las  obras  que  á  su  vez  ha  producido,  sino  que  los  guarda  para 
que  le  sirvan  de  estímulo  y  de  guia  en  la  perfección  que  ambiciona. 

Del  mismo  modo,  la$  dichas  de  que  gozaron  los  hombres  que  nos 
han  precedido  no  deben  conducirnos  á  los  escesos  de  un  tradiciona- 
lismo que  condene  á  la  nulidad  la  razón  humana,  ó  destruya  todas 
.«US  conquistas ;  sino  ensenarnos  á  salvar  los  destinos  de  la  sociedad 
á  que  pertenecemos,  imitando  las  virtudes  de  nuestros  mayores,  la 
fuerza  de  sus  sentimientos  morales  y  religiosos,  su  respeto  á  lo  pa* 
sado  y  la  tranquila  confianza  con  que  puesta  la  esperanza  en  el  cielo,. ' 
marchaban  cx)n  paso  seguro  en  el  camino  de  la  vida. 

El  vivo  deseo ,  la  grande  agitación  que  hoy  aqueja  á  la  humani- 
dad por  penetrar  en  lo  porvenir,  revela  el  hecho  á  la  vez  triste  y 
consolador  de  que  en  su  modo  de  ser  hay  problemas  sociales ,  que 
presentando  un  antagonismo  fatal,  de  muy  difícil  solución,  asila 
amenazan  con  terribles  catástrofes,  como  le  ofrecen  dias  de  venturs^. 
Pero  aunque  este  anhelo  es  fecundo  en  adelantamientos  y  encierra 
el  germen  de  grandes  bienes ,  produce  también  males  inmensos  em* 
penando  á  los  pueblos  én  ensayos  peligrosos,  y  haciéndoles  sacrificar 
á  un  pensamiento  de  progreso  vago  é  incierto  los  beneficios  de  la  paz 
y  la  grande  enseñanza  que  pudieran  encontrar  en  las  tradiciones 
die  sus  raaypres.  Siempre  merecerán  el  anatema  de  los  hombres  de 
juicio  ilustrado  y  recto  corazón  esas  doctrinas  terribles  que ,  amena- 
ajándonos  con  el  furor  de  las  revoluciones ,  pretendan  reformar  la  so- 
ciedad y  comiencen  desgarrando  su  seno  para  consultar  nuevos  artís- 
pices  el  destino  en  las  entrañas  palpitantes. 

Las  teorías  irrealizables  son  sueños  estériles  que  nos  hacen  daño, 
^  oomo  los  que  embriagan  la  imaginación  en  los  primeros  dias  de  la 
juventud:  y  las  que  sin  serlo  quieren  ensayarse  fuera  de  tiempo ,  soa 
como  las  avenidas  causadas  por  las  tormentas,  que  cuando  no  hallan 
bien  dispuesto  el  suelo  que  ha  de  recibirlas ,  le  arrancan  y  llevan 
furiosas  en  pos  de  si,  en  vez  de  depositar  en  su  seno  el  limo  fecun- 
do ,  elemento  precioso  de  fertilidad  y  de  vida. 

La  perfección  del  hombre  consiste  en  el  desarrollo  sucesivo  de 
todas  sus  facultades:  si  se  las  comprime  ó  las  gasta  en  una  juventud 
precoz,  no  llegará  nunca  á  la  plenitud  de  la  vida.  Imagen  suya  la 
sociedad ,  no  puede  condenarse  á  permanecer  inmóvil  en  la  sucesión 
de  los  siglos,  ni  tiene  el  derecho  de  acelerar  imprudente  sus  futuros 
destinos ;  sino  el  deber  de  procurar ,  secundando  las  leyes  de  su  na- 
turaleza,  todos  los  adelantamientos  que  enlazando  lo  presente  con 
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lo  pasado,  asegaren  lo  porvenir  y  asemejen  sa  existencia  á  la  de 
esos  árboles  de  profundas  raices  cuyas  frondosas  ramas  se  pueden 
levantar  al  cielo  sin  temer  á  los  furiosos  huracanes. 

Esta  doctrina  que  nos  obliga  á  contener  las  mas  halagüeñas  as- 
piraciones para  realizar  el  bien ,  exije  esfuerzos  y  sacrificios ;  pero, 
¿qué  es  la  vida  mas  que  un  constante  sacrificio?  ¿Cómo  consigue  el 
hombre  la  gloria,  la  ciencia,  y  sobre  todo  la  virtud ,  sino  inmolando 
6U  personalidad?  ¿Quién  es  mas  grande  entre  nosotros,  sino  el  que 
mejor  triunfa  de. sí  mismo? 

La. resignación  y  el  trabajo  son  las  leyes  de  nuestro  destino  :  in 
laboribm  comedes. 

No  estraneis ,  señores ,  que  concluya  con  una  palabra  de  los  li* 
bros  santos,  pues  aunque  admiro  el  poder  de  la  razón,  que  sujetan- 
do á  su  examen  toda  la  naturaleza ,  guía  en  el  camino  de  la  perfec- 
ción á  la  humanidad ,  reconozco  también  que  ,  débiles  como  soa 
nuestras  facultades ,  cuando  quiere  ver  la  verdad  en  una  admirable 
síntesis,  tiene  que  hacer  el  sacrificio  de  sí  misma  sometiendo  sus 
t)jos  á  la  venda  de  la  fé.      '^ 

No  de  otro  modo  el-  astrónomo ,  luego  que  amanece ,  empaña 
para  contemplar  el  sol  el  claro  lente  con  que  observó  los  demás  as- 
•tros  durante  la  noche,  seguro  de  que  si  no  lo  hace,. lejos  de  poder 
examinarlo ,  solo  conseguirá  que  sus  ojos  se  deslumhren  y  cieguen. 

Llamado  á  una  honra  que  no  me  pertenecía  y  sí  al  digno  Minis- 
tro mi  antecesor  que  se  sienta  entre  vosotros ,  al  inaugurar  esta  ele- 
vada institución  científica  me  consideraré  dichoso  si  he  podido  indi- 
<^ar  el  pensamiento  que  ha  presidido  á  su  creación,  y  mas  dichoso 
todavía  si  correspondiendo  los  resultados  á  las  esperanzas  que  se 
fundan  en  vuestras  altas  dotes,  presto  un  importante  servicio  á  mi 
patria  cuando ,  llenando  los  deberes  de  mi  cargo ,  c  declara  en  nom- 
bre de  S.  M.  la  Reina  Dona  Isabel  II  legalmente  constituida  la  Rbal 
Agádemu  de  Ciencias  morales  y  políticas. 


•CoBtMlacioii  del  Exorno.  Sr.  Marqué*  de  Pídal,  Préndente  de  la  Aeadeiiiie. 

Señores: 

La  Academu  de  Ciengus  morales  y  políticas,  que  comienza  i 
existir  legalmente  desde  este  momento  en  que  S.  M.  la  Reina,  por 
boca  de  uno  desús  Ministros,  la  declara  constituida  é  instalada 


DÉ  tAS  GIBNGU8  MORALES  Y  POUTIGAS.  447 

^  ■>  '  ' 

cree,  y  en  esto  seguro  estoy  de  ser  su  verdadero,  intérprete,  que  su 
primer  deber  es  tributar  el  homenaje  de  su  mas  profunda  gratitud 
á  S.  M.  la  Reina,  que  guiada  por  ios  nobles  instintos  de  su  cora- 
zón, y  por  las  mas  elevadas  miras  de  bien  público,  ha  fundado  por 
su  Real  decreto  de  30  de  setiembre  del  ano  anterior  esta  Academia, 
y  abierto  un  nuevo  asilo  á  la  ciencia  v  al  saber. 

Justo  será  también  agradecer  debidamente  al  Sr.  Ministro,  á 
quien  contesto  y  que  nos  acaba  de  comunicar  las  ordenes  de  S.  M., 
la  manera  digna  .y  benévola  con  que  lo  ha  hecho,  y  las  sentidas  y 
graves  palabras  con  que  ensalzando  la  importancia  de  la  Academia, 
é  invocando  la  iljistracipn  y  el  saber  de  sus  individuos,  reclama  su 
cooperación  y  auxilio  para  librar  á  nuestra  patria  de  los  peligros 
á  que  pudieran  arrastrarla  errores  funestísimos  que  solo  la  ciencia 
puede  desvanecer  y  disipar.  Y  no  seré  yo,  aunque  tenga  que  sobre- 
ponerme á  ciertas  consideraciones,  el  que  deje  de  seguir  el  ejem- 
plo del  Sr.  Ministro  á  qjuien  respondo,  olvidando  en  este  solemne 
acto  la  memoria  de  su  ilustrado  antecesor,  que  se  sienta  entre  nos- 
otros y  que  con  tanto  celo  é  interés  promovió  y  llevó  á  cabo  la 
erección  de  esta  Academia. 

Cumplido  ya  este  grato  deber  á  npmbre  de  la  corporación, 
«éame  lícito  asociarme  h  las  fundadas  esperanzas  del  Grobierno  de 
S.  M.,  esperando  confiadamente  también  que  una  reunión  donde 
vemos  tantas  personas,  ilustres  ya  por  la  ciencia  y  por  todo  genero 
de  conocimientos  teóricos  y  prácticos  adquiridos  en  una  larga  y  di- 
latada carrera  de  estudios  y  servicios,  sabrá  corresponder  digna- 
mente á  los  altos  fines  á  que  está  llamada. 

Y  digo,  señores,  altos  fines,  pues  aunque  pocos  me  aventajan 
*  en  reconocer  la  importancia  y  la  trascendencia  de  los  trabajos  aca- 
démicos que  tienen  por  objeto  perfeccionar  y  fijar  nuestra  hermosa 
lengua,  ilustrar  la  historia  nacional,  agrandar  el  dominio  de  las  cien- 
cias naturales  y  aliviar  las  dolencias  de  la  humanidad;  todavía,  se- 
ñores, hay  un  ancho  y  dilatado  campo  en  que  puede  ejercer  su  ac- 
tividad la  inteligencia  humana  en  tareas  de  un  orden  superior.  Las 
ciencias  morales  y  políticas,  tomadas  en  su  mayor 'estension,  son  el 
mas.  necesario  é  importante  complemento  de  este  gran  todo  que  lla- 
mamos ciencia,  y  que  es  la  guia  de  la  humanidad  en  su  peregrina- 
ción sobre  la  tierra. 

Aun  circunscribiendo  estas  ciencias  á  su  parte  superior  y  eleva- 
da» objeto  de  los  trabajos  académicos,  nadie  ha  podido  nunca  deseo- 
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nocer  su  grande  importancia,  ni  aun  en  los  tiempos  en  que,  por 
causas  accidentales  y  mal  apreciadas,  se  las  miraba  con  la  mayor 
desconfianza  y  recelo.  ¿Y  cómo  pudiera  ser  otra  cosa?  Los  estudios 
á  que  debe  entre^rse  la  Academia;  los  que  tiene  el  deber  de  pro- 
teger  y  alentar,  abrazan  cuanto  en  moral,  en  filosofía,  en  legisla- 
ción, en  economía  política,  en  administración  y  en  historia  general 
tiene  por  objeto  a'l  hombre,  ya  considerado  en  sus  relaciones  indi- 
viduales, ya  como  parte  del  cuerpo  social.  El  objeto  de  estos  estu- 
dios es  indagar  constantemente  cuanto  pueda  contribuir  á  mejorar 
nuestras  leyes  é  instituciones,  á  desvanecer  errores  peligrosos,  á 
doctrinar  las  clases  menos  ilustradas,  á  inspirarles  el  sentimiento 
del  deber,  el  amor  al  orden,  el  respeto  á  la  autoridad,  y  cuanto,  en 
fin,  pueda  conducir  á  mejorar  su  condición  y  á  enaltecer  su  carác- 
ter moral. 

Pero  si  este  seria  el  fin  práctico,  este  el  encargo  de  la  Acade* 
mia  en  tiempos  bonancibles  y  normales,  hoy,  señores,  debe  ensan* 
char  la  esfera  de  su  acción,  redoblar  su  actividad,  y  siguiendo  Jas 
-  escitaciones  que  acabamos  de  escuchar,  consagrarse  con  ardor  y 
constancia  á  la  defensa  de  la  sociedad  amenazada  en  los  fundamen- 
tos mismos  sobre  que  descansa. 

£1  sofisma  y  el  falso  saber,  como  para  castigar  el  orgullo  de  la 
razón  humana  y  de  la  presuntuosa  edad  en  que  vivimos,  han  lo- 
grado acreditar  y  difundir,  principalmente  entre  una  parte  de  las 
masas  populares,  errores  y  doctrinas  de  que  se  avergozarian  los  si- 
glos mas  bárbaros  y  groseros;  han  negado  las  verdades  mas  eviden- 
tes é  importantes;  han  propalado  los  principios  mas  mortíferos  y  di- 
solventes, y  han  creado  á  *  la  sociedad  un  verdadero  é  inminente 
peligro. 

En  medio  del  portentoso  desarrollo  material  que  presenciamos, 
la  duda  y  el  escepticismo,  el  falso  saber  y  las  malas  pasiones  van 
formando  un  inmenso  vacío  en  el  orden  moral.  Los  maravillosos 
adelantos  de  las  artes,  los  sorprendentes  descubrimientos  y  aplica- 
ciones de  las  ciencias,  los  milagros  del  vapor  y  de  la  electricidad, 
el  crecimiento  de  la  riqueza  y  del  bienestar  material  encubren  un 
mal  interior  que  nos  inquieta  y  altera:  sentimos  que  caminamos  so- 
bre un  suelo  minado  y  que  en  la  mas  inesperada  coyuntura  una 
violenta  erupción  puede  venir  á  trastornar  y  á  convertir  en  ruinas 
este  magnífico  aparato. 

Mientras  la  inteligencia  humana  mide  osada  los  espacios  celestes 
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y  señala  las  leyes  con  que  han  de  moverse  en  sus  órbitas  los  astros 
y  planetas;  mientras  escudrina  y  averigua  los  misteriosos  arcanos 
que  encierran  las  entrañas  mas  profundas  de  la  tierra;  mientras  su- 
prime las  distancias  y  trasmite  sus  pensamientos  á  las  regiones  mas 
remotas  con  la  celeridad  del  rayo;  mientras  se  eleva,  en  fin,  en  el 
ór^en  material  y  físicx)  de  una  manera  tan  portentosa,  retrocede 
en  cierto  modo  en  el  orden  moral  hasta  la  infancia  de  las  socieda- 
des, hasta  los  primeros  ensayos  de  la  primitiva  inesperiencia;  y  las 
ciencias  morales  y  políticas,  en  vez  de  elevarse  á  la  par  de  las  físi- 
cas y  de  aumentar  el  depósito  del  saber  que  en  esta  parte  nos  han 
legado  las  generaciones  pasadas,  tienen  que  retrogradar  á  la  de-  < 
mostración  de 'los  temas*  mas  elementales,  tienen  que  consagrarse  ¿> 
defender  no  solo  la  organización  religiosa,  política  y  social  que  hai 
elevado  á  la  Europa  sobre  todas  las  naciones  del  mundo,  sino  joh 
mengua!  hasta  la  propiedad  y  la  familia.  ;Qué  contraste,  señores^ 
qué  fenómeno  tan  digno  de  meditación  y  de  estudio! 

No  me  cansaré  de  repetirlo,  señores;  las  ciencias  físicas,  que  se 
habian  estacionado  durante  muchos  siglos,  entretenidas  en  infunda- 
das hipótesis  y  vanas  abstracciones,  tomaron  un  grande  incremento 
desde  que  siguieron  el  camino  opuesto,  desde  que  se  hicieron  prác- 
ticas y  esperimen tales.  Estudiando  los  hechos  naturales,  observan-  . 
dolos  con  detenimiento  y  esmero,  no  perdiéndolos  jamás  de  vista 
en  sus  tareas  y  reproduciéndolos  una  y  otra  vez  cuando  era  posi- 
ble, descubrieron  sucesivamente  las  verdaderas  leyes  del  mundo 
material  y  sensible  y  pudieron  con  seguridad  arribar  á  la  portentosa 
altura  en  que  hoy  las  vemos  colocadas.  ¿Por  qué  fatalidad,  señores, 
casi  al  mismo  tiempo  que  se  verificaba  esta  tan  provechosa  mudan- 
za en  el  estudio  de  4as  ciencias  naturales,  las  morales  y  políticas- 
comenzaron  á  tomar  el  rumbo  opuesto,  á  entregarse  á  vanas  y  nun- 
ca ensayadas  teorías  y  á  perder  de  vista  los  hechos,  las  lecciones, 
los  adelantos  de  la  humanidad  en  su  larga  y  dilatada  carrera?.... 
Espíritus  frivolos  y  presuntuosos,  al  ver  los  irremediables  males  de 
la  sociedad,  prometieron  inconsideradamente  su  total  remedio;  des- 
preciaron para  ello  las  lecciones  de  la  esperiencia;  se  burlaron  de 
los  preceptos  de  la  antigua  sabiduría;  condenaron  la  historia^  cómo 
si  para  regir  á  la  humanidad  no  fuese  preciso  conocerla  en  su  vida 
y  vicisitudes,  en  sus  ensayos  y  tentativas,  en  sus  aciertos  y  hasta  en 
sus  errores,  y  sobrepusieron  los  caprichosos  dictámenes  de  la  razón 
individual,  siempre  apasionada  y  flaca,  á  los  severos  y  seguros. fa^ 
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líos  de  la  esperíeocia,  y  á  las  coaquistas  intelectuales  de  la  humaai- 
dad:  roiupieroQ. la  cadena  tradicional  de  lasahiduría^  y  sustituyeron 
en  cambio  sus  sueños  y  sus  delirios.  Todo  lo  condenaron,  todo  lo  ri- 
diculizaroo,  religión,  gobierno,  instituciones,  leyes  y  costumbres; 
todo  era  necesario  reformarlo,  hacerlo  de  nuevo  y  amoldarlo  á  la 
traza  que.  la  nueva  escuela  de  sabios  se  babin  ido  forjando  en  su  or- 
gulbsa  fantasía.  Pero  llegó  la  hora,  desgraciadamente  de  ensayar 
estas  vanas  quimeras,,  y  no  necesito  yo  rec(Mrdar  el  abismo  en  que 
se  hundió  la  sociedad,  los  crímenes,  los  horrores  que  surgieron  re- 
pentinamente de  aquel  intento.  La  historia  lo  ha  registrado  toda  en 
sus  anales,  para  escarmiepto  de  los  pueblos,  ^ara  escarmiento  dd 
los  gobiernos,  y  para  escarmiento  de  los  mismos  novadores,  sí  de 
escarmiento  fuesen  capaces. 

Tal  fué  entonces,  señores,  el  resultado  de  abandonar  el  sabei^ 
tradicional;  de  intentar  sanar  en  un  día  los  males  de  la  sociedad  con 
la  realización  de  vanas  y  peligrosas  utopias,  y  de. pretender  para 
eüo  destruir  los  fundamentos  sobre  que  descansa.  Y  no  podia  ser 
otro  el  resultado  de  semejantes  exageraciones;  la  humanidad,  en 
aquellas  verdades  que  diariamente  le  interesan,  no  puede  equivo- 
carse radicalmente,  y  durante  mucho. tiempo;  las  consecuencias  co- 
tidianas le  advierten  su  error  y  los  inconvenientes  de.  él ,  y  los  en- 
mienda y  corrige  Aicesivamente.  La  razón  humana  puede  equivo- 
carse indefinidamente  sobre  una  verdad  científica:  creer  que  la  tier- 
ra es  llana  y  que  el  sol  y  los  astros  se  mueven  en  torno  de  ella; 
pero  sobre  las  nociones  fundamentales  de  la  moral,  sobre  la  familia, 
sobre  la  propiedad,  sobre  todas  las  demás  instituciones  qup  en  todos 
tiempos  y  países  ha  adoptado  como  base  de  su  régimen  y  estabilidad 
bajo  una  ú  otra  forma,  la  duración  del  error  es  casi  imposible. 

La  humanidad  en  sus  adelantos  morales  caniina  siempre ,  pero 
camina  á  paso  lento:  esta  es  su  ley,  esta  es  su  índole.  Cuando  se 
quiere  forzarla,  violentarla,  lo  que  se  consigue  generalmente  es 
producir  escándalos  y  perturbaciones ,  y  con  frecuencia  crímenes  y 
derramamientos  de  sangre:  la  sociedad  entonces  en  vez  de  adelan- 
tar, se  detiene  y  retrocede  para  repararse,  y  pierde  un  tiempo  pre- 
cioso. La  historia,  entera  está  ahí  para  acreditar  esta  importante 
verdad. 

En  lo  moral ,  como  en  lo  físico ,  nada  se  hace  bien  haciéndolo 
violentamente;  nada  violento  es  durable,  dice  el  axioma;  nadaos 
dvraüe  tampoco ,  sino  loqu^  leat^  y  paus^dMiioMo  90  funda  y  se 
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^tablebe:  lo  ffie  e»  un  momeólo  se  crea,  desaparece  en  otro  mo- 
mento. Esta  es  la  ley  general,  repito »  en  lo  moral  como  en  lo  fisi- 
co :  la  cana  que  se  eleva  en  pocos  meses ,  es  frágil ,  y  «i  menor 
golpe  de  vi^to  la  abate  y  despedaza ;  la  encina  que  tarda  siglos  en 
llegar  á  su  completo  crecimiento,  resiste  á  las  tempestades,  y  pro*- 
teje  con  su  sombra. á  una  larga  serie  de  generaciones. 

De  estos  principios  y  consideraciones  generales,  y  del  terrible 
escarmiento  de  los  errores  pasados,  Jia  nacido ,  señores ,  k  «Escue- 
la histórica, »  la  que  sostiene  que  las  instituciones  que  cada  pueblo 
se  ha  ido  formando  en  el  desarrdlo  natural  y  espontáneo  de  los  ele- 
mentos que  le  constituyen  en  el  curso  lento  y  progresivo  de  su  vida 
política  y  social ,  son  las  que  deben  creerse  mas  apropiadas  á  su  ín- 
dole peculiar,  á  su  mejor  dirección  y  gobierno;  son  las  que  no' pue- 
den desconocerse  por  un  vértigo  momentáneo  del  legislador,  sin 
lanzar  á  la  sociedad  á  los  mayores  peligros  y  trastornos.         ' 

No  se  niegan  los  ilustres  sabios  y  hombres  de  gobierno*  afiliados 
en  esta  escuela  á  favorecer  los  adelantos  naturales  y  lógicos 'de  la 
sociedad  en  todos  los  ramos  que  la  dinjen  y  gobiernan;  al  contrarío, 
su  fin  práctico  es  despojar  á  las  instituciones  históricas  y  tradiciona. 
les  de  los  adherentes  que  muchas  veces  las  desnaturalizan  y  desvir. 
túan ;  completarlas  con  el  conveniente  desarrollo  y  reformarlas  se- 
gún las  necesidades  de  los  tiempos;  pero  sin  llegar  á  lo  vivo  de  la 
institución ,  sin  alterar  su  esencia ,  sin  que  se  sobreponga  la  volun-' 
tad  momentánea  é  individual  del  legislador  á  la  constante  voluntad 
y  al  espíritu  propio  y  peculiar  de  la  sociedad  que  gobierna :  volua* 
tad  y  espíritu  patentizados  de  un  modo  evidente  y  claro,  no  en  las^ 
aclamaciones  tumultuosas  de  un  momento  de  entusiasmo  ó  de  delí* 
rio,  sino  en  todas  las  manife^aciones  esteriores  y  espontáneas  de  su, 
actividad  y  de  su  inteligencia  en  una  dilatada  carrera  de  siglos,  de^ 
ensayos  y  de  tentativas. 

Yo  no  sé,  señores,  si  las  doctrinas  de  esta  célebre  escuela  que 
cada  día  se  despoja  de  aigunos^  resabios  de  reacción  que  al  principio 
llevaba  en  su  seno ,  deberán  tener  la  universal  aplicación  que  sus 
adeptos  pretenden;  pero  contrayéndonos  á  las  naciones  europeas 
paralas  cuales  principalmente  escribieron  aquellos  sabios,  apenas 
puede  caber  dit^  de  que  sus  doctrinas  son  la  mejor  y  mas  segura 
guía  para  no  estf aviarse ,  para  no  lanzar  á  las  sociedades  en  el 
aventuracby  peligroso  seodero  de  las  innovaciones  Radicales,  que 
tafttofl  males  y  taoktt  trastornos  suelen  producir. 
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En  los  primeros  y  primitivos  elementos  constitutivos  de  las  so- 
ciedades europeas ,  formadas  de  la  mezcla  de  la  civilización  romana 
y  de  la  civilizaciott  germánica ,  fundidas  en  uno  bajo  la  benéfica  in- 
fluencia del  cristianismo ,  se  hallan  ya ,  señores,  los  gérmenes  de  la 
grandeza  y  de  la  superioridad  del  espíritu  europeo.  ¿Cuál  es  la  idea 
fecunda,  cuál  la  institución  salvadora,  cuál  la  aspiración  legítima 
q^e,  sí  con  atención  lo  observamos,  |io  se  percibe  ya  en  la  primera 
formación  de  estas  sociedade*; ,  apenas  empiezan  á  divisarse  enme- 
dio  de  las  convulsiones  y  trastornos  en  que  gemía  la  Europa ,  en- 
medio  del  inmenso  caos  político  y  moral  en  quei  comenzaron  á  exis- 
tir? Los  romanos  las  dotaron  con  su  sabia  legislación  civil  y  admi- 
nistrativa; los  germanos  con  el  espíritu  de  libertad  política  que  en 
su  ruda  constitución  trajeron  de  sus  bosques  y  selvas  primitivas ;  y 
et  cristianismo ,  además  de  sus  verdades  eternas  sobre  la  vida  fu- 
tura ,  }  de  su  purísima  moral ,  con  la  alta  idea  y  noción  de  la  dig- 
nidadder hombre  y  de  su  igualdad  ante  Dios  y  ante  su  reflejo,  ia^ 
Justicia ;  y  con  el  dogma  sagrado  del  libre  albedrío  de  la  voluntad 
humana  defendido  siempre  por  la  Iglesia  Católica  contra  toda  clase 
de  errores  y  de  adversarios. 

Enmedio  de  estas  sociedades  nace ,  como  fruto  natural  y  espon- 
táneo, la  Monarquía  hereditaria  moderna,  moderada  por  la  religión, 
moderada  por  las  leyes  y  por  el  espíritu  de  libertad  política  que  pre- 
sidió á  la  formación  de  todas  ellas.  En  su  seno  toman  también  forma 
cierta,  y  determinada  consistencia  y  vigor  las  asambleas  nacionales, 
que  Coetáneas  áfia  Monarquía,  la  acompañan  constantemente  en 
todos  sus  trances  y  vicisitudes ,  y  la  rodean  de  cuanto  hay  de  mas 
elevado  en  la  sociedad ,  según  la  diversa  índole  de  los  países  y  de 
los  tiempos,  y  crean  el  gobierno  representativo  que  conocemos,  y 
qtíe  ¡ojalá  nunca  se  hubiese  separado  de  su  forma  tradicional  é  his- 
tórica! Las  ciencias  y  las  artes  brotan  espontáneamente  en  el  suelo 
privilegiado  y  fecundo  de  estas  sociedades,  desaparece  en  ellas  la 
antigua  esclavitud,  se  realzad  carácter  moral  de  sus  individuos,  y 
se  crea ,  en  ñn ,  esta  grande  asociación  de  naciones ,  esta  república 
de  pueblos  á  que  se  dio  el  exacto  y  significativo  nombre  de  Crts- 
tiandad. 

El  mundo  conocido  viene  entonces  estrecho  al  vigor  y  á  la  fuerza 
espansiva  de  estas  sociedades  privilegiadas,  y  el  espíritu  europeo, 
el  espíritu  de  la  cristiandad  se  dilata  y  estiende  por  todos  los  ámbi- 
tos del  mundo.  En  esta  gloriosa  propaganda  toman  el  primer  lugar 
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tos  habitantes  de  nuestra  Península,  que  marchando  impávidos 
«por  mares  nunca  de  antes  navegados,»  unos  al  Oriente,  otros  al 
Occidente ,  doblan  ei  circuito  de  la  tierra  v  van  á  encontrarse  con 
admiración  y  asombro  general  en  las  regiones  mas  remotas,  descu- 
briendo ,  civilizando  y  asociando  á  la  cristiandad  un  Nuevo  Mundo. 
Las  demás  ¿aciones  europeas  siguen  felizmente  el  impulso  dado,  y 
llevando  por  todas  partes  su  civilización  y  su  cultura,  apandan 
mas  y  mas  los  dominios  del  genio  europeo ,  los  ámbitos  de  la  cris- 
tiandad, tal  como  hoy  se  halla  constituida.  Trazad  ahora,  señores, 
ios  límites  y  confinés  de  esta  gran  asociación  de  pueblos  y  habréis 
ttrazado  los  límites  y  los  confines  de  la  cultura ,  de  la  fuerza,  de  ia 
elevación  moral ,  y  de  la  mas  reconocida  superioridad ,  en  fin ,  sobre 
4odas  las  demás  naciones  y  pueblos  del  Mundo. 

¿Puede  darse,  señores,  mayor  demostración,  prueba  mas  convin- 
'Cente  de  la  solidez  y  bondad  de  los  principios  sobre  que  descansa  la 
sociedad  europea,  la  sociedad  que  tan  temeraria  y  criminaliúente 
tratan  de  destruir  los  nuevos  apóstoles  del  comunismo  y  del  socia- 
lismo, los  enemigos  de  la  famiUa  y  de  la  propiedad?  Porque,  notad- 
lo bien,  señores,  la  constitución  de  la  propiedad  y  de  la  familia  es 
el  rasgo  que  mas  caracteriza  y  distingue  á  la  sociedad  europea:  en 
ninguna  civilización  antigua  ni  moderna  estuvieron  mas  desenvuel- 
tos ni  mas  afianzados  estos  dos  grandes  elementos.  La  familia,  pro- 
ducto primordial  de  la  naturaleza  misma  del  hombre;  pero  debilita- 
do por  la  poligamia,  por  el  despotismo  doméstico,  por  la  instabilidad 
de  los  enlaces  y  por  la  esclavitud  de  la  mujer,  es  sin  disputa  el  ele- 
mento mas  poderoso  de  la  superioridad  europea  en  el  desarrollo  que 
dio  á  este  gran  principio  la  Iglesia  Católica,  fundándola  sobre  indes- 
tructibles bases  de  duración,  de  benevolencia  y  de  razonable  libertad 
en  una  larga  lucha  contra  todos  los  malos  instintos  y  contra  tod 
<;lase  de  errores  y  pasiones:  la  propiedad,  á  que  se  ha  querido  dar 
t\  nombre  de  robo,  como  si  pudiese  existir  este  atentado  sin  qne  la 
propiedad  fuese  ya  un  hecho  y  un  derecho;  la  propiedad,  señores, 
fué  y  ha  sido  siempre  en  las  sociedades  cristianas  otro  de  los  ele- 
mentos de  su  consistencia,  de  su  elevación  y  de  su  superioridad.  Sa- 
primid  la  propiedad,  y  haréis  retrogradar  á  la  sociedad  al  estado  nó- 
made y  salvaje;  debilitadla  siquiera,  y  paralizaréis  el  móvil  princi- 
pal de  la  actividad  humana. 

Es  esta  una  verdad  de  simple  intuición^  de  sentimiento»  de  aque- 
llas qoe  se  debilitan  al  querer  demostrarlas.  La  ciencia»  tosesfuer- 
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20S  de  los  sabios  solo  se  baa  dirigido  üUinamente  en  si»  laudables 
tareas  á  deshacer  los  artificios  del  sofisma,  á  desvanecer  las  ilasioncs 
del  interés  personal  y  á  demostrar  á  los  que  pudieran  verse  halaga- 
do» por  tan  funestos  errores,  cpie  ellos  serian  las  primeras  víctimas 
de  tan  insensatas  doctrinas,  si  algún  dia  tuviesen  aplicación  al  go- 
bierno de  los  pueblos.  Este  es  ciertamente  un  sentimiento  universal 
del  género  humano,  pero  mas  desarrollado,  mas  desenvuelto  y  afian- 
zado en  las  sociedades  cristianas.  Las  leyes  religiosas  miran  en  ellas 
los  atentados  contra  la  propiedad  como  un  pecado  que  solo  la  resti- 
tución puede  borrar;  las  civiles  como  un  crimen  merecedor  de  Ios- 
mas  severos  castigos;  la  opinión ,  como  la  mayor  deshonra  é  infamia 
en  que  el  hombre  pueda  incurrir.  La  Europa,  en  su  progresiva  per- 
fección, ha  ido  siempre  y  sucesivamente  purificando  el  priocipio  de 
la  propiedad  de  prácticas  y  errores  abusivos  que  le  debilitaban  en 
algunos  casos:  el  cultivador  solariego  pudo  ser  dueuo  absoluto  de  las. 
tierras  adquiridas  por  sus  afaneü^,  la  confiscación  fué  borrada  de  to- 
.  das  las  leyes,  y  ea  las  constituciones  modernas- se  consignó  como  uno 
de  los  mas  importantes  dei^echos  el  sagrado  derecho  de  propiedad, 
que  no  se  han  contentado  los  legisladores  con  menos  significativa 
ealificacion.  Y  ¡ojala,  señores,  que  no  se  hubiera ilebilitado  nunca 
esta  veneración,  este  respeto  á  toda  clase  de  propiedades ,  co- 
metiendo el  inmenso  v  trascendental  error  de  atacar  en  mas  ó  en  me- 
nos  algunas  de  ellas!  Ninguna  precaución  es  en  este  punto  .bastante. 
SI  menor  agravio  de  los  unos,  alarma  á  todos  los  demás,  que  ven  en 
ello  peligros  que  nada  puede  completamente  calmar;  y  no  sin  razón 
señores. 

tNam  nostra  res  agitur,paries  cumpróximüsardet,'^ 

Pues  si  tal  es,  señores,  la  índole  de  los  principios  que  vienen  ri- 
giendo las  sociedades  europeas,  si  siguiendo  el  curso  natural  úe  su 
desenvolvimiento  se  ha  llegado  al  magnífico  resultado  que  acabo  de 
indicar,  ¿por  qué  especie  de  vértigo  y  de  locura  se  quiere  entonces 
desviará  estas  sociedades  de  su  curso  natural^  progresivo  y  espon- 
táneo? ¿Por  qué  se  pretende  violentarlas  y  forzarlas  á  que  tomen 
otros  nuevos  y  desconocidos  senderos?  ¿Por  qué  llevarlas  al  precipi- 
cio, fld  despeüadero»  al  abismo? 

Pero  no  debo  ocultarlo,  señores:  no  falta  quien  baya  querido  ne- 
^  estas  #tt|iifftantes  verdades;  no  fi^ta  quien  haya  querido  atribuir 
te  grandes  adelantos  de  las  socieiadee  europeas  precisamente  á4os 
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esfuerzos  de  los  novadores  y  á  fes  mismos  tmstórnbs  t)r6duc¡dos  éh 
los  siglos  anteriores  por  sns  atrevidas  conücpciones.  Y  sin  embargo, 
no  hay  nada  mas  Mso  álos  ojoá  de  la  rasson,  á  los  ojos  déla  historia. 
La  Europa  ha  adelantado,  no  por  efecto  de  aquellos  grandes  cataclis- 
mos, sino  á  despecho  de  ellos:. no  por  las  fuerzas  destructoras  de  los 
errores  que  los  produjeron,  sino  por  las  ftierzas  resistentes  y  con- 
servadoras que  se  desplegaron  en  la  sociedad,  que  después  de  déte* 
nerse  en  su  marcha  progresiva,  de  hacer  alto  para  defenderse  y  de 
perder  en  ello  un  tiempo  irreparable,  prosiguió  luego  su  natural  ca- 
mino con  el  mayor  vigor  y  fuerza  adquiridos  en  los  trances  y  vicisi- 
tudes de  la  misma  lucha. 

La  llamada  Reforma  protestante  én  el  siglo  XVI,  que  rompió  la 
magnífica  unidad  de  la  Iglesia  Católica;  que  introdujo  la  discordia 
en  el  seno  de  la  Cristiandad;  que  para  justificar  lo  inaudito  de 
sus  doctrinas  erigió  á  la  razón  individual  en  juez  único  de  la  inter- 
pretación é  inteligencia  de  las  verdades  mas  elevadas  contenidas  en 
los  libros  sagrados;  que,  en  cuanto  estuvo  de  su  parte,  destruyó  toda 
autoridad,  toda  tradición,  toda  regla,  toda  creencia  común,  pulve- 
rizando la  Iglesia  que  propalaba  querer  reformar;  la  Reforma  que 
armó  á  las  innumerables  sectas  que  en  confuso  tropel  brotaron.de  su 
seno  las  unas  contra  las  otras  y  contra  la  Iglesia  Católica,  haciendo 
derramar  torrentes  de  sangre  en  los  combates,  en  los  cadalsos  y  en 
las  conmociones  populares;  la  Reforma,  que  detuvo  el  gran  vuelo 
que  el  espíritu  europeo  había  tomado  con  los  inmortales  descubri- 
mientos del  siglo  décimo  quinto,  con  el  renacimiento  del  estudio  de 
la  sabia  antigüedad,  y  con  el  brillo  y  esplendor  de  las  artes  ]^  de  las 
ciencias  en  ac(Uel  siglo  á  que  dio  su  nombre  el  ilustre  León  X,  es  de- 
cir, eltaismo  Sumo  Pontífi(íe,  cabeza  de  la  Iglesia  Católica;  la  Re- 
forma, en  fin,  qiie  no  siendo  mas  que  una  protesta  contra  lo  exis- 
tente ,  una  niera  negación ,  *no  |)udo  llegar  hUAca  á  formar  un 
cuerpo  de  doctrina  positiva  y  estable;  la  Reforitia,  señores,  ha  sido 
presentada  por  algunos  escritores  inconsiderados  como  la  principal 
sino  la  única  causa  de  los  adelantos  científicos,  políticos  y  sociales 
^e  enaltecen  íioy  á  la  Euíopá. 

No  hace  apenas  medio  siglo  que  una  Academia  como  la  que  hdy 
se  inaugura  premió  la  Memoria  Ae  un  escritor  que  se  decia  católico^ 
ea  que  se^  ensalzaban  á  las  nubes  los  ventajosos  resultados  de  aquei 
inmenso  trastorno ,  con  una  exageración  tal,  que  desagradó  á  ló^ 
mismos  prcífestantes  de  entendiínieato  etevádo  y  de  jdicio  recto  é  ini- 
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parcial.  Escusadoes  decir  que  csle  escrilor  laceado  y  los  de  aa  es- 
cuela, para  derender  tan  eslraña  tesis,  tuvieron  que  falsificar  tod» 
la  Ilisloria.  Supusieron  que  antes  de  la  aparición  de  Luteio  reinaba 
por  todas  parles  la  mas  crasa  ignorancia:  que  era  ninguno  el  cono- 
cimiento de  la  docta  antigüedad,  de  las  lenguas  sabias  y  de  toda  fi- 
losoíia  que  no  fuese  la  da  Aristóteles,  y  que  todos  los  adelantos  coa 
que  indudablemente  brilló  el  siglo  decimosexto  se  debieron  al  im- 
pulso  comunicado  á  la  razón  liumaiia  por  aquel  acuntecimienlo  y  en 
especial  á  los  esfuerzos  de  los  promovedores  y  defensores  de  la  Re- 
forma. 

Pero,  ¿á  quién  es  desconocida  hoy  la  coiupleta  falsedad  de  aque- 
llas suposiciones?  ¿Hoy,  (jiie  la  crítica  histórica  y  literaria  ha  dcs- 
^-anecido  las  preocupaciones,  las  vulgaridades,  los  delirios  y  el  falso 
saber  que  tanta  boga  alcanzaron  en  el  pasado  siglo :  hoy ,  que  la 
Historia,  aun  la  escrita  por  los  mismos  protestantes,  ha  puesto  en 
claro  la  verdad  de  los  hechos  y  disipado  la  calculada  oscuridad  en 
que  se  hahiaii  querido  envolver  los  grandes  sucesos  que  precedieron. 
acompasaron  y  siguieron  á  la  Kefomia? 

Prescindiendo  de  los  grandes  adelantos  de  la  sociedad  y  de  la 
inteligeucia  humana  en  los  siglos  anteriores,  guiadas  por  la  luz  de 
las  verdades  cristianas,  fijémoiios,  señores,  en  el  siglo  que  precedió 
Á  la  Kel'orma,  en  el  siglo  decimoquinto.  En  él  se  descubre  la  pólvo- 
ra, que  tanto  predominio  dio  á  la  inteliwncia  soltre  la  fuerza  bruta; 
en  él  se  inventa  la  imprenta ,  que  vulgariza  el  saber  y  le  hace  pa- 
trimonio de  todas  tas  condiciones;  en  él  se  duplican  les  ámbitos  del 
mundo  conocii^o  con  los  descubrimientos  civíUzadores  de  los  habi- 
tantes de  uue.-;ra  Pemnsula ,  abriendo  á  la  navegación,  al  comercio, 
a\  estudio  de  las  ciencias  naturales  y  morales  un  inmenso  y  desco- 
nocido campo ;  en  él  toman  consistencia  y  estabilidad  las  sociedades 
eoropeas,  saliendo  de  las  [rabas  y  embarazos  del  régimen  feudal ;  y 
«n  él,  por  último,  las  ciencias  y  las  artes  llegan  á  la  altura  que  tan- 
to admiramos  en  los  escritos  y  en  los  monumentos  que  de  aquella 
edad  nos  han  quedado. 

¿Es  posible,  señores,  que  en  medio  de  estos  descubrimientos 
portentosos  y  de  estos  grandes  adelantos  la  inteligencia  humaiia  ne- 
cesitase de  la  escitacion  del  monje  alemán  y  del  milujo  de  m  mal- 
hadada y  peligrosa  tesis  sobre  la  Justíhcacion ,  para  tomar  vuelo  y 
elevarse  á  las  alturas  de  la  ciencia  y  del  saber  á  que  la  vimos  re- 
montarse en  el  siglo  décimosesto  y  en  los  posteriores?  Si  la  Historü 
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entera  nos  faltase,  todavia  semejante  aserto  nos  parecería  íncreibie 
y  absurdo.  Pero  cuando  ioio  es  desconocida  anadie  el  movimiento 
universal  hacia  las  ciencias  que  rápidamente  se  propagaba  de  pae-- 
falo  á  pueblo ,  con  especialidad  en  el  Mediodía  de  la  Europa ;  cuando 
nos  consta  la  existencia  de  Cosme  y  de  Lorenzo  de  Médicis ,  insig- 
nes promovedores  de  la  restauración  de  las  letras  y  de  las  artes  en 
Italia;  cuando  recordamos  que  bajo  su  influencia  protectora  Floren- 
cia se  convirtió  en  una  nueva  Atenas,  donde  buscaban  asilo  los  ar- 
'tistas  y  los  sabios,  y  donde  se  acogieron  como  á  natural  refugio  los 
fugitivo5.de  Constantinopla;  cuando  se  presentan  á  nuestra  memoria 
los  nombres  ilustres  de  Francisco  Petrarca,  Angelo  Policiano,  Mar- 
sillo  Ficino,  Leonardo  Aretino  y  Pico  de  la  Mirándola,  que  tanto-con- 
tribuyeron con  sus  tareas,  con  sus  investigaciones  y  escritos  al  estu- 
dio é  inteligencia  de  la  docta  antigüedad ;  cuando  se  aparece  á  nues- 
tra imaginación  el  ilustre  y  ya  mencionado  Papa  León  X,  que  rodeáuT 
dose  de  todos  los  sabios  y  hombres  ilustres  de  su  tiempo,  brilla  al 
frente  de  todos  ellos,  los  dirige,  loi  alienta  y  los  protege ,  y  alcanza 
como  merecida  recompensa  dar  su  nombre  á  aquel  siglo,  por  esce- 
iencia  científico  y  artístico ;  cuando  recordamos  que  en  aquella  edad 
escribían  latín  Pontano  y  Sanazaro,  Vida  y  Flaminio,  Bembo  y  Sa- 
doleto,  é  italiano  Machiavello  y  Guiciardino,  Boiardo  y  Ariosto;  que 
pintaban  Leonardo  Yinci  y  lüliguel  Ángel,  Rafael  y  Julio  Romano; 
que  edificaban  Brunelléschi  y  Bramante ,  y  esculpían  Gioberti,  Do- 
natello  y  Miguel  Ángel;  cuando  en  nuestra  patria  se  ideaba  y  se  lle- 
vaba á  cabo  la.  gigantesca  empresa  literaria  de  la  publicación  de  la 
famosa  Biblia  políglota  de  Alcalá,  que  tanto  saber  suponía  ya  en  l^s 
ciencias  eclesiásticas  y  en  las  lenguas  orientales;  cuando  en  todas  las 
demás  naciones  se  desarrollaba  con  un  ímpetu  incontrastable,  el 
amor  á  las  ciencias  y  al  saber,  y  producían  hombres  tan  eminentes 
en  erudición  y  ciencia  como  Erasmo,  ¿cómo  se  puede  sostener  con  el 
empeño  que  se  ha  sostenido  que  la  Reforma  fué  la  fuente  de  las  cien^ 
cías  y  las  artes,  la  restauradora  del  estudio  de  la  docta  antigüedad; 
de  la  filosofía  y  de  las  lenguas  sabias?  ¿Cómo  tolerar  que  se  quiera 
suponer  que  antes  de  la  venida  de  Lutero  y  sus  secuaces  reinaban 
por  todas  partes  las  mas  espesas  tinieblas,  la  mas  crasa  ignorancia? 
Yo  bien  sé ,  señores ,  que  en  la  actualidad  los  protestantes  ilus- 
trados son  los  primeros  en  mirar  eon  el  desden  que  se  merece  ésta 
vulgaridad ,  y  que  para  hacer  ver  su  ningún  fundamento  quizá  no 
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ttOTta&hkUtim  ót  ios  autres  protestanles  Bosooe,  laake  y 
20C;  pero  no  por  eso  esta  fábula  ba  dqaido  de  ser  tenida  por  una 
terdad  ínooociisa  durante  mocho  tiempo ,  ni  de  día  se  lum  dejado  d& 
near  consecoeodas  igoalmente  erróneas  y  pdigrosas.  Siendo  lo 
cierto,  seaoresy  qae  la  Reforma  atajó  en  vez  de  cscitar  los  Tóelos 
del  espirita  hmnaoo,  llevándole  á  las  polémicas  religiosas  que  absor- 
bieron todas  las  inteligencias ,  como  debia  necesariamente  suceder 
en  aquella  grande  y  universal  contienda :  así  como  absorbió  por  mu* 
eho  tiempo  casi  toda  la  acción  y  actividad  de  las  naciones  europeas. 
Alemania  se  vio,  á  consecuencia  de  la  Reforma,  agitada  y  ensan* 
grentada,  dividida  y  tiranizada  Inglaterra,  y  regadas  con  sangre 
las  ciudades  y  los  campos  de  la  Francia.  Solo  España,  donde  no 
podo  penetrar  la  Reforma,  debiendo  á  esta  circunstancia  la  tranqni- 
lidad  y  el  sosiego  interior  de  que  gozó  en  aquel  turbulento  periodo, 
podo  consagrar  parte  de  su  actividad  á  las  grandes  empresas  en 
que  estaba  comprometida;  y  mientras  en  una  lucha  interminable 
sostenia  con  su  robusto  brazo  á  la  Iglesia  Católica ,  derrotaba  á  los 
turcos  y  hundiapara  siempre  su  prepotencia  en  Lepaato,  descubría 
y  civilizaba  inmensas  y  dilatadas  regiones,  adonde  llevaba  su  fe,  sus 
leyes  y  su  lengua ,  ensanchando  la  esfera  de  la  civílizaciün  europea,, 
y  aSadiendo  á  la  cristiandad  un  mundo  entero. 

¡Esfuerzos  gigantescos,  que  probarán  siempre  á  despecho  de  los 
enemigos  de  nuestras  glorias  cuánto  hemos  mei*ecido  de  la  humani- 
dad y  de  la  civilización;  y  que  aun  hoy  día,  después  de  tantos  tras- 
tomos  y  calamidades,  acredita  y  atestigua  la  inmensa  huella  que 
ha  dejado  en  el  mundo  nuestra  preponderancia  en  el  ^igb  XYI ! 

Y  si  el  resultado  de  las  exageraciones  y  violencias  de  la  Reforma 
protestante  fué  detener  la  reforma  pacifica  y  progresiva,  hacia  la  que 
habia  en  la  Iglesia  una  universal  tendencia  y  en  la  que  habian  pues- 
to ya  las  manos  los  Papas  y  Iq>  Concilios,  y  que  después  llevó  acabo 
el  gran  sínodo  de  Trento;  ¿quién  puede  desconocer  que  los  desva- 
rios y  las  violencias  de  la  revolución  francesa  retardaron  y  retardan 
quisas  todavía  el  establecimiento  de  la  libertad  política  y  civil,  que 
fué  su  ob^to  y  pretesto,  retrocediendo  la  Europa,  asustada  con 
aquellos  borirores,  del  camino  de  mejoras  y  reforihas  que  habia  em- 
prendido tan  resuelta  y  decididamente?  ¿Quién  no^ha  observado  que 
la  mayor  herida  hecha  al  tégimen  representativo  modei'no  en  que 
veíamos  una  equitativa  traassíecion  entre  <odoa  los'ddTeiBids,  un  fe- 
liz restablecimiento  de  las  aniiguas  furnutt  q«e  hifeiln  prevaSecido 
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y  nuBca  se  habíaii  (rividado  en  Ewropa,  fué  laque  le  hioieromtosdcs* 
niaae$  é  imiovadoiies  de  1848,  las  subverBtooe»  y  Iraatotms  que  de 
ellos  se  derívaronf 

Siempre  «era  este,  seSores,  el  resaludo  de.  los  cambios  repenti-^ 
aos  en  el  modo  de  existir  de  las  sociedades,  de  la  idterauBtoft  violento 
de  sus  elementos  constitutivos,  y  de  no  seguir  en  su  desarrollo 
y  progreso. el  camino  que  la  naturaleza,  la  razón  y  la  historia  noa 
ensenan. 

De  esto  tenemos  un  ejemplo  irrecusable,  insigne:  la  Inglaterra. 
La  Inglaterra,  señores,  donde  las  instituciones  políticas  y  sociales  se 
han  ido  lenta  y  sucesivamente  amoldando  á  las  necesidades  de  loa 
tiempos;  donde  nunca  se  ha  roto  sino  por  un  corto  espacio  la  cadena 
de  sus  ir^tituciones  políticas ;  donde  todo  es-  tradicional ,  todo  histó- 
rico, es  hoy  dia  después  de  tantos  y  tan  repetidos  ensayos,  de  tantas 
fascinadoras  teorías  y  de  tantos  y  tan  aplaudidos  sistemas ,  la  na- 
ción en  que  se  goza  de  mayor  suma  de  Uberiad  política  y  civil ;  de 
mayor  seguridad  individual ;  y  donde  hay  al  mismo  tiempo  mas  ga^ 
rantías  de  estabilidad  y  de  duración,  y  mas  robustez  y  fuerza  en  el 
gobierno.  Parece,  señores,  que  la  Providencia  ha  dejado  en  pié  esta 
gran  nación  para  ejemplo  y  enseñanza  .en  esta  parte  de  las  demás 
sociedades  europeas ;  para  hacer  ver  cuánto  aprovecha,  aun  en  me- 
dio de  las  revoluciones  y  de  los  trastornos  de  que  por  otras  causaa 
fué, victima  aquel  pueblo,  el  no  abandonar  las  antiguas  tradiciones,, 
el  no  lanzar  á  la  sociedad  en  nuevos  y  desconocidos  senderos. 

T  %$tSL  lección ,  señores ,  que  tan  importante  aparece,  aun  tra- 
tándose de  menos  peligrosas  teorías,  ¿qué  no  será  cuando  se  refiera 
á  los  aneóos  y  delirios  del  socialismo  y  del  comunismo ,  al  crimina) 
proyecto  de  destruir  la  propiedad  y  la  familia,  y  de  convertir  á  la 
sociedad  en  un  espantoso  caos? 

Yo  bien  sé,  señores^  que  esto  no  lo  conseguirán  nunca  los  apos- 
tóles del  comunismo;  qué  la  sociedad  se  defenderá;  que  se  desen-» 
volverán  en  ella  elementos  desconocidos  de  resistencia  y  de  faer- 
za;  que  lo  que  no  puede  ser,  no  será.  Pero  si  no  se  acude  á  tiempo^ 
si  no  se  acude  con  vigor  y  decisión  al  remedio,  podrán  sobrevenir 
cataclismos  y  luchas  sangrientas,  en  las  cuales,  aunque  al  íin  se 
venza,  habrá  mil  desastres  y  calamidades  que  llorar;  y  podrán  ta) 
vez  sobrevenir  reacciones  que  hagan  retroceder  violentamente  á  la 
sociedad  de  su  camino  y  que  la  espongan  á  nuevos  y  desconocidoa 
peligróla. 
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Para  evitar  estos  males  que  nos  amenazan,  para  atenuar  !os 
riesgos  de  la  oculta  y  constante  predicación  de  las  nuevas  doctrinas 
del  comunismo  entre  las  clases  menesterosas  y  poco  ilustradas,  mu- 
cho pueden  auxiliar  las  ciencias,  mucho  ios  hombres  de  saber,  mu- 
cho las  Academias.  En  la  nación  vecina ,  donde  si  se  dan  muy  fre- 
cuentemente ejemplos  de  todo  lo  malo  y  peligroso ,  se  dan  también 
de  todo  lo  noble  y  elevado,  ya  hemos  visto  con  qué  ardor  y  decisión 
han  salido  los  sabios  de  los  diferentes  partidos  á  desvanecer  los  pe- 
ligrosos sofismas  de  los  novadores ,  á  confundir  con  la  fuerza  de  la 
verdad  las  insidiosas  maquinaciones  del  error  y  de  los  malos  instin- 
ios,  y  á  hacer  palpable  la  verdad  á  las  (ilases  menos  inteligentes. 

Los  talentos  mas  privilegiados  no  creyeron  rebajarse  escribiendo 
en  favor  y  defensa  de  los  principios  mas  elementales,  ni  en  publicar 
obras  acomodadas  en  su  método  y  estilo  á  los  entendimientos  mas 
vulgares.  Que  jamás  es  mas  noble  el  empleo  del  saber  que  cuando  se 
propone  un  fin  provechoso  á  la  generalidad  y  prescinde  para  ello  de 
vanos  aparatos.  De  esta  manera  lograron  aquellos  sabios  desengañar 
4  los  hombres  ilusos  pero  sencillos  y  de  buena  fé;  auxiliar  eficazmen- 
mente  á  la  autoridad  y  contribuir  al  triunfo  de  la  sociedad  sobre  las 
hordas  de  los  nuevos  barbaros  que  se  ocultan  en  su  seno  y  que 
espían  el  momento  en  que  poder  lanzarse  á  convertirla  en  ruinas  y 
cenizas. 

En  este  sentido  juzgo  yo,  señores,  que  la  ágapeiíia  bb  ciencias 
MORALES  Y  POLÍTICAS  que  acaba  de  instalarse,  puede  hacer  también 
grandes  servicios,  y  cooperar  eficazmente  á  una  de  las  principales' 
miras  que  el  Gobierno  deS.  M..  se  propuso  al  establecerla:  y  no 
creo  equivocarme  ofreciendo  para  ello  la  cooperación  unánime  de 
todos  sus  individuos. 

Vov  copia, 

L«s  Díreetores  de  la  BeTÍsU* 
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Nuestras  leyes  han  coasígQado  ei  principio  de  que  la  voluntad 
del  hombre,  en  cuanto  al  destino  que  debe  darse  á  sus  bienes  des^ 
pues  de  su  muerte,  es  variable  hasta  el  último  momento  de  su  vida. 
Por  eso  le  conceden  la  facultad  de  revocar  su  testamento  por  otra 
posterior.  Pero  esta  regla  general,  que  se  halla  establecida  por  laa 
leyes  21  y  25,  tít.  1.®  déla  Partida 6.*,  tiene  una  escepcion  conté- 
nida  en  la  ley  22  del  mismo  título  y  Partida.  Dispone  esta  ley ,  que 
cuando  el  testador  dice,  que  quiere  que  el  testamento  que  otorga 
valga  para  siempre,  y  que  no  valga  otro  que  fuere  hallado ,  bien  sea 
anterior  ó  posterior,  no  se  quebrante  por  otro  que  otorgue  después^ 
á  no  ser  que  en  este  «dijere  señaladamente  que  revocaba  el  otro,  é 
que  non  toviese  daño  aquel  testamento  que  agora  facía  las  palabras 
que  dijera  en  el  primero.» 

Esta  ley  ha  establecido  una  precaución  ó  cautela  para  que  no 
sea  burlada  la  voluntad  del  hombre  por  miras  interesadas,  ó  por  las 
sugestiones  y  asechanzas  que  le  rodean  en  el  lecho  del  dolor. 

Tal  ha  sido  el  origen  de  las  cláusulas  derogatorias  que  suelea 
ponerse  en  los  testamentos.  Los  que  temen  ó  presumen  con  algui> 
fundamento,  que  en  los  últimos  instantes  de  su  vida ,  se  verán  im« 
portunados  por  las  miras  ambiciosas  de  los  que  les  rodean  para  ha* 
cerles  testar  á  su  favor,  se  valen  de  la  indicada,  cautela.  Algunas  ' 
veces  nos  hemos  horrorizado  al  ver  las  sugestiones ,  las  intrigas  y 
hasta  las  infamias  que  se  cometen ,  para  arrancar  al  enfermo  una 
disposición  contraria  á  su  voluntad  en  los  últimos  dias  ^e  su  exis- 
tencia. 

Algunos  jurisconsultos  dudaron  de  si  las  cláusulas  derogatoria*» 
podian  juzgarse  subsistentes  para  impedir  la  disposición  de  los  últi- 
mos testamentos.  Fundóse  esta  duda,  en  que  siendo  la  voluntad  de! 
testador  variable  hasta  la  muerte,  siempre  la  última  voluntad  es  la 
que  debe  prevalecer;  de  tal  suerte  que  ni  el  mismo  testador  puede 
imponerse  alguna  ley-impeditiva  de  esta  facultad.  L.  Si  quisífi  prin- 
cipio 22,  ff.  De^Legat.  3.  Mantiea  deConject.  últim,  volunt.,  lib.  12, 
tit.  8,  núm.  7.  Julius  ClaruSf  lib.  3,  Sentent.  quodst.  99,  núm.  22» 
Paris,  lib.  2.  ConsiL  24,  núm.  27. 

Pero  como  dichas  cláusulas  no  sean  impeditivas  de  la  libertad  de 
testar,  si  solo  manifiestan  la  voluntad  del  testador  en  no  querer  que 
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«absisteelpOBiCTior  tesUomento,  á  menos  que  se  haga  ea -él  mención 
de  las  cláusulas  derogatorias  del  antecedente,  se  han  reputado  y 
reputan  por  válidos ,  como  así  lo  dicen  los  mismos  autores;  y  la  ra- 
son  es,  porque  cuando  en  el  anterior  testamento  se  hallan  semejan* 
iei  cláusulas,  el  posterior  es  nulo  por  defecto  de  conseatknienlo  y 
voluntad.  Natadid.  ConsU.  63»,  núm.  4,  París:  Comü.^i,  nú- 
mero 5,  lib.  2.  Cáncer,  Var.  4,  cap.  4,  núm.  9,  vers»  Ei  quod 
certum.  En  este  caisa  el  segundo  testamento  se  entiende  hecho  por 
contemplación,  persuasiones,  ó  importunidad.  Mou/".,  lib.  12,  til.  8, 
núm,  8.  Julias  Clarus^  lib.  3,  SerHent^  inpat).  testamerd.  quíBst  99, 
nám\  3.  Cáncer,  Var.  4,  cap.  4,  núm^  13,  vers.  QuánwiSj  núm.  44. 

El  señor  Gregorio  López  en  su  comentario  á  la  citada  ley  22, 
recordando  que  todas  las  disposiciones  legales  sobre  esta  materia 
están  fundaclas  en  el  principio  de  que  la  voluntad  del  hombre  es  li- 
bre hasta  su  muerte,  y  tienden  á  protejer  esta  libertad;  y  siguiendo 
el  parecer  de  otros  varios  tratadistas  que  cita,  sostiene  que  el  testa- 
mento posterior  debe  tenerse  por  válido  aunque  en  él  no  se  haga 
especial  mención  de  otro  anterior  que  contenga  cláusulas  derogato- 
rias, siempre  que  por  cualquier  clase  de  conjeturas  pueda  inducirse 
que  la  voluntad  del  testador  fué  que  valiera  el  segundo,  como  si 
después  de  otorgado  el  primero  hubiese  sobrevenido  grande  ene- 
mistad entre  el  testador  y  el  heredero,  ó  si  el  segundo  se  hubiese 
otorgado  diez  anos  después  del  primero,  pues  el  trascurso  de  este 
largo  tiempo  induce  la  presunción  de  olvido,  según  dicho  autor. 

La  citada  ley  de  Partida,  que  dá  valor  al  primer  te^amento 
cuando  tenga  cláusula  derogatoria,  no  haciéndose  señalada  ó  espe- 
cialmente mención  de  ella  en  otro  testamento  posterior ,  está  bas- 
tante espresa,  y  no  bastará  para  que  los  Tribunales  dejen  de  apli- 
carla literalmente,  ni  el  trascurso  de  mas  de  diez  anos  entre  el  otor- 
gamiento del  primero  y  segundo  testamento,  ni  una  conjetura 
cualquiera  de  que  el  testador  quiso  que  valiera  el  segundo ,  á  pesar 
de  la  autoridad  de  Gregorio  López,,  mayormente  cuando  en  este 
punto  no  se  halla,  en  mi  concepto,  fundada  en  poderosas  razones, 
pues  ni  por  el  trascurso  de  aquel  tiempo  debe  presumirse  olvido, 
acerca  de  un  hecho  grave  y  que  forma  época  en  la  vida  de  un  hom- 
bre, con^  el  otorgamiento  de  su  última  disposición,  ni  dejaría  de 
ser  peligroso  y  aventurado  abaldonarse  en  esta  materia  á  conjetu- 
tiirás  muchas  veces  equivocadas  y  siempre  faKbles,  oonoha  dicho 
u  célebre  juriscoBsultti)  de  ftiiestsas^dí^^ 


La»  cláusulas  derogatorias  del  anterior,  testam^sto^  coma  las  re« 
vocalorias  del  posterior,  unas  soq  meramente  regalares  y  otras  mas 
espjresivas  y  manifestativas  en  querer  que  no  subsista  el  posterior 
testaniento:  entonces  no  basta  la  revocación  especial  regidar,  coq 
la  que  se  revocan  cualesquiera  otros  testamentos  anteriores,  sino  que 
es  necesaria  in  individuo,  ó  á  lo  menos  mas  especial  y  espresiva  se- 
gM  el  Cardenal  de  Mantica,  de  Conject.  ultim.  volun$.  lib.  12,  tU.  8, 
núm.  10:  Sed  est  advertendum,  quod  si  tesíator  dixerü  nolo  valere 
secundum  Ustamentum,  nisi  conthieiUur  tcdis  solemnitas,  et  si  in 
secundo  contineatur  revocatio.  illius  clausulw,  adhuc  nold  illum,  ñe- 
que talem  revocationem,  tune  quidem  ad  revocandum  tale  testamen^ 
tura  non  esset  satis  in  secundo  testamento  dicere,  non  obstantibus 
quibuscumque  verbis  derogatoriis  mb  quacumque  verbomm  forma 
conceptis, » 

Cuando  el  testador  no  hace  mención  in  individiu)  de  las  palabras 
derogatorias,  pero  la  hace  del  anterior  testamento,  espresando  el 
dia,  notario  y  ano  en  que  le  otorgó,  y  dice  qu&  le  revoca  no  obstan* 
te  las  cláusulas  derogatorias  de  aqujel,  tiene  esta  revocación  mayor 
especialidad  y  es  mas  espresiva,  por  bailarse  determinada  á  cierto 
testamento,  como  así  es  notorio  y  lo  sientan  Julius  Clarus,  líb.  3, 
^ntent.,  part.  testamenL  qumst,  99,  núm.  i  etS,  y  el  Cardenal 
de  Mantiedj  De  Conjet.  ultim.  volunt.y  lib.  12,  tU.  8,  núm.  10. 

£s  mas  esplicita  y  especial  dicha  cláusula  y  deroga  con  mayor 
facilidad  el  anterior  testamento,  cuando  el  testador  no  solo  hace  es* 
presa  mención  de  él  y  del  notario,  dia  y  ano  en  que  le  otorgó,  siao 
que  también  espresa  no  acordarse  de  las  palabras  derogatorias  de 
aquel  y  que  si  se  acordara  las  individualizaría.  Cáncer.  Var.  1,  ca^ 
ptí.  4,  núm.  12. 

En  apoyo  de  nuestra  opinión  citaremos  algunas  decisiones  de 
la  antigua  Real  Audiencia  de  Cataluña,  que  deben  ser  atendidas  y 
miradas  con  respeto,  porque  entonces  se  motivaban  también  por  di*" 
cho  Superior  Tribunal,  con  tanta  inteligencia  y  profundidad  como 
SQ  hace  ahora  por  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia. 

De  los  considerandos  ó  atentos  de  la  Real  sentencia  de  6  de 
mayo  de  1698,  en  el  pleito  del  Dr.  Agustín  Roig  y  Manuel  Ro^,  y 
ios  aliáceas  del  testamento  de  Pedro  Queralt  de  Villafranca,  contra 
los  consortes  José  y  María  Figueras,  como  albaieeas  del  segundo  tes- 
tamento de  dicho  Pedro  Queralt,  notario  Thoad,  resulta  con  clari- 
dad, que  en  los  casos  en  qae  no  milita  la  presunción  de  olvido,  6 
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por  no  haber  discurrido  el  tiempo  bastante,  ó  por  no  ser  las  cláusu- 
las intrincadas,  no  basta  solo  la  cláusula  revocatoria  especial  regular; 
pero  ni  aun  la  que  es  mas  espresiva  de  la  regular  sino  que  es  nece- 
saria in  individuo,  porque  en  el  caso  allí  propuesto  no  solo  no  se  juz- 
gó bastante  la  cláusula  revocatoria  especial  de  cualquiera  otros  testa- 
mentos con  cláusulas  derogatorias;  pero  ni  aun  la  mas  espresiva  y 
determinada  al  testamento  anterior  con  especial  individuación  del 
notario  que  le  habla  recibido. 

Asimismo  cuando  las  cláusulas  revocatorias  especiales  son  de 
estilo  del  escribano,  no  derogan  el  anterior  testamento.  Cáncer, 
Yar,  i,  cap.  4,  núm:  18.  Vnum  tamen  est,  quod  si  clausula  dero- 
gatoria specialis  posita  in  posteriori  testamento  soleat  ex  consuetu- 
diñe  notariorum  adponi  indistincte,  non  tollet  protestationem  fac- 
tam  in  priori  testamento ,  qwB  derogat  subs&quente  testamento. 

La  razón  es,  porque  como  el  posterior  testamento  es  nulo  por 
defecto  de  voluntad  y  las  cláusulas  de  estilo  se  contináan  por  mera 
rutina,  sin  ciencia  ni  voluntad  del  testador,  no  perjudican  á  las  par- 
tes. Fontanella,  Decís.  400,  núm.  23. 

Porque  la  cláusula  revocatoria  especial  era  de  estilo  del  escriba- 
no, fué  decidido,  que  no  quedaba  revocado  el  anterior  testamento, 
cpn  sentencia  proferida  por  la  antigua  Real  Audiencia  de  Cataluña 
en  el  pleito  en  grado  de  suplicación,  en  18  de  julio  de  1629,  entre 
los  pupilos  Llarqués,  contra  Juan  Amat,  doctor  en  medicina,  notario 
yilella,  la  cual  fué  después  confirmada  en  tercera  instancia,  con  otra 
de8dejuliodel673. 

Lo  mismo  se  decidió  en  otro  pleito  entre  Ana  María  Moragas  y 
Soler;  contra  José  Duran,  notario  Golorons,  en  marzo  de  1682. 

El  testamento  entre  hijos  no  solo  contiene  en  sí  la  cláusula  re- 
vocatoria tacita  á  kge,  sino  que  también  siempre  prevalece  el  que 
es  mas  favorable  á  los  hijos.  Authent.  Hoc  inter  liberos,  Cod.  de 
testam.  Canc.  Var.  1,  cap.  4,  núm.  9.  Font.  Decis.  203,  núm.  3. 

Hemos  creido  hacer  un  servicio  á  la  ciencia  reuniendo  en  un 
solo  artículo  las  doctrinas  mas  importantes  que  existen  diseminadas 
entre  varios  autores  y  decisiones  judiciales  sobre  una  de  las  mate- 
rias mas  difíciles,  mas  trascendentales  y  mas  iinportantes  del  dere- 
cho, no  dudando  que  nos  lo  agradecerán  nuestros  lectoi^es,  aunque 
no  sea  mas  que  por  el  ímprobo  trabajo  que  en  ello  hemos  tenido. 

Francís6«  de  ?w. 
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¿Se  erUenderá  acotada  Ugalmente  una  finca^  sita  en  medio  de 
otras  que  solo  lo  están  en  determinados  tiempos,  y  en  la  que  se  fijan 
ciertas  señales  ó  mojones  sin  cercarla  ni  guardarla? 

DICTAMEN. 

El  art.  i.®  del  decreto  de  las  Cortes  de  8  de  junio  de  1813,  res- 
tablecido en  6  de  setiembre  de  1836,  dice:  todas  las  dehesas,  here- 
dades y  demás  tierras  de  cualquiera  clase  pertenedentes  á  do- 
minio particular,  ya  sean  libres  ó  vinculadas^  se  declaran  desde 
ahora  cerradas  y  acotadas  perpétüammte,  y  sus  dueños  ó  poseedo- 
res podrán  cercarlas  sin  perjuicio  de  las  cañadas,  abrevaderos,  ca- 
minos, travesías  y  servidumbres,  diéfrutarlas  única  y  esdusivamen- 
te,  ó  arrendarlas  como  mejor  les  parezca,  y  destinarlas  á  labor,  6  á 
pctsto,  ó  í  plantío,  ó  al  mo  que  mas  les  acomode,  derogándose  por 
consiguiente  cucAésquiera  leyes  que  prefijase  laclase  de  disfrute  á 
que  deban  destinarse  estas  fincas,  pues  se  ha  de  dejar  enteramente 
al  arbitrio  de  sus  dueños.  El  tenor  literal  de  este  artículo,  los  prin- 
cipios que  dominaron  en  las  Cortes  al  redactarlo,  y  la  inteligen- 
cia que  por  espacio  de  mas  de  veinte  anos  viene  recibiendo,  no  de- 
jan lugar  áque  se  dude  de  la  contestación  que  debe  darse  á  la 
pregunta  que  precede.  Una  heredad  aunque  esté  enclavada  en  me- 
dio de  otra ,  aunque,  como  ella,  se  haUára.sujeta  á  la  servidumbre 
general  á  que  lo  estaba  la  mayor  parte  de  la  propiedad  en  Es- 
pana  por  la  prohibición  antigua  de  los  cerramientos  sin  licencia 
real,  quedó  acotada  desde  el  restablecimiento  del  decreto  de  las 
Cortes  de  1813,  y  de^de  luego  el  propietario  sin  poner  cerca  mate- 
rial, sin  guardarla,  pudo  defender  la  libertad  de  su  predio,  pudo 
denunciar  al  que  en  él  entrara,  pudo  aprovecharse  libre,  sola,  y  es- 
clusivamente  de  todos  sus  prpductos,  y  por  lo  tanto  de  los  mismos 
que  espontáneamente,  y  sin  industria  ni  trabajo  alguno  dá  la  tierra. 
De  esto  se  infiere  que '  al  antiguo  principio  que  por  regla  gene- 

tú  suponia  á  todos  lo§  predios  en  dete»padnadas  .^nocas  sujetos  á 
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una  servidumbre  que  pnr  aructar  á  la  mayor  parle  de  la  propiedad 

en  España  podríamos  llamar  uaiyersal,  ha  suslituirio  otro  principio, 
L'i  di'  ([uií  lodo  predio  es  ubre  mientras  do  tetina  una  servidumbre 
especial  y  directamente  establecida  ubre  él. 

No  es  necesario  que  el  propietario  cierre  la  heredad  con  pared 
ó  seln;  verificándolo  está  en  su  derecho,  y  aumenta  las  garantías  de 
que  no  ha  de  ser  invadida  por  ganados  ágenos  su  tinca:  pero  no 
porque  omita  hacerlo,  puede  decirse  que  los  cstraños  pueden  entrar 
con  derecho  á  aprovecharse  de  los  pastos,  ó  de  cualesquiera  otros 
productos.  La  ley  lo  dice  claramente:  desde  ahora  cerradas  y  aco- 
tadas perpetuamente.  La  ley  pues  prohibe  al  que  no  es  dueño,  ó  no 
tiene  algún  título  justo  en  virtud  del  cual  le  coresponda  derecho  le- 
gítimo para  aprovecharse  de  la  (inca  ó  de  parte  de  sus  productos, 
de  entrar  en  ella  y  de  convertir  en  utilidad  propia  ó  en  la  de  sus 
ganados  y  dependencias  lo  que  debe  ser  para  él  tan  sagrado,  como 
las  mieses,  las  hortalizas,  las  vides,  los  olivos,  los  frutales  y  las 
demás  producciones  que  exijen  capitales,  vigilias  y  diligencia  por 
parle  del  cultivador. 

Si  no  está  cercada  la  heredad,  no  por  eso  está  autorizado  el  que 
no  tiene  ningún  derecho  en  ella  para  apropiarse  de  lo  que  no  Cs 
suyo.  No  porque  una  casa  carezca  de  puerta,  dejan  de  estar  bajo  la 
protección  de  las  leyes  que  castigan  á  los  ladrones,  los  bienes  que  en 
ella  se  encuentran.  Aun  sin  señales  y  sin  mojones,  que  marquen  los 
límites  de  las  heredades,  estas  deben  ser  respetadas  por  todos:  el  que 
sabe  que  no  es  suya  una  tierra,  y  sin  erahargo  la  invade,  el  que 
-  sabe  que  no  son  suyos  los  frutos  de  una  heredad,  y  sin  embargo  los 
aprovecha  y  priva  de  ellos  al  que  es  su  dueño  legitimo,  no  tiene 
por  qué  quejarse  si  es  denunciado  y  corregido  como  merece  por  la 
irregularidad  de  su  conducta. 


¿Puede  el  usufructuario  de  un  predio  rústico  acotarlo  y  cerrarlo 
del  nfismo  modo  que  si  fuera  el  dueño? 


Según  el  decreto  délas  C6rtes  de  8  de  junio  de  1815,  la  facultad 
de  cerrar  y  acotar  es  de  los  dueüos  y  de  los  poseedores  de  Ifts  hete- 


dades.  Que  el  usufructuario  no  es  dueño  ni  poseedor  en  el  sentido 
civil  de  esta  palabra,  no  es  dudo^o^  pero  tampoco  lo  es  que  una 
parte  de  la  propiedad  está  desmembrada  á  favor  suyo ,  pues  que 
percibe  los  frutos  de*  la  finca  en  TÍrtud' debatí  dereelio  real^  que  hace 
que  el  propietario  tenga  muy  menguado  sn  dominio.  De. aquí  dimana 
que  bajo  este  aspecto  el  usufructuario  parezca  condueño  de  la  he* 
redad  de  cuyos  productos  goza  por  completo ;  tiene  un  derecho  muy 
parecido  al  dominio  útil,  en  virtud  del  cual  es  el  que  saca  las 
ventajas  inmediatas  de  la  propiedad.  Esto  hace  que  sea  el  primer 
interesado  en  la  óon^ervaeion-y  aprovechamiento  de  los  fruto»,  y  k 
ello  es  consiguiente  que  pueda  protegerlos  buscando  los  medios  de 
verificarlo  en  el  acotamiento  y  cerramiento ,  medios  materiales  que 
vienen  en  auxilio  de  su  derecho  de  propiedad  en  los  frutos  que  por 
la  ley  le  corresponden.  De  este  modo  será  solo  verdad  la  regla  de 
que  el  usufructuario  tiene  el  derecho  libre,  pleno  y  absoluto  de 
aprovecharse  de  la  finca  del  mismo  modo  que  si  fuera  propietario, 
sin  mas  limitación  que  la  de  conservarla  integra,  ifUegrá  rei  subs-^ 
tantiá,  como  dicen  los  jurisconsultos  romanos. 


a 


iPuede  el  que  tiene  á  m  favor  una  servidumbre  impedir  que  el 
dueño  del  predio  afecto  á  la  carga  real  lo  cierre  y  acotei 

DIGTÁBfSN. 

^1  derecho  del  que  tiene  á  su  favor  una  servidumbre  no  se  es^i 
tiende  más  que  á  aprovecharse  de  ella,  é  impedir  todo  cuanto  pueda 
perjudicar  ál  libre  ejercicio  de  esta  facultad:  la  propiedad  en  todo  lo 
demás  debe  ser  respetada.  Aiáí  es  que  si  el  propietario,  sobre  cuya 
finca  grava  la  servidumbre,  cierra  su -heredad,  pero  dejando  franoa 
y  espeditóél  derecho  constituido  á  favor  del  predio  dominanley  del 
usufructuario,  ó  del  usuario,  no  podrán  esto»  oponerse  al  eerramiea'^: 
ío.  Sucederá  con  frecuencia  que  el  acotamiento  sea  útU  á  las  servi-^ 
dumbres,  porque  impida  que  sean  obstruidas  por- personas  del  todo* 
estranas  á  la  propiedad  y  á  sus  desmembraciones.  El  derecho: del 
propietario  es  pleno  y  absoluto  en  todo  b  ({Ue  no  se  oponga  al  ejer^^ 
cieio  de  la  servidumbre.  « 
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¿La  pasman  de  30- años  en.  el  apronechamiento  de  parte  de  la 
flruios  de  una  heredad^  e$  tUtüo  boáUmte  para  adquirir  la  servi- 
dumbre? 

■ 

.    DIGTÁMBN. 

Para  resolver  coa  acierto  esta  consulta  debe  ante  todo  exami- 
narse sí  se  paeden  adquirir  las  servidumbres  por  prescripción. 

Si  se  atendiera  solo  al  rigor  de  los  principios,  parece  que  siendo 
las  servidumbres  cosas  incorporales,  y  no  capaces  por  lo  tanto  de 
posesión  propiamente  dicha,  tampoco  debian  poderse  adquirir  por 
prescripción,  supuesto  que  el  titulo  en  que  esta  se  funda,  es  la  con- 
tinuación de  la  posesión  por  el  tiempo  y  con  los  requisitos  preveni- 
dos por  las  leyes. 

No  parece  sin  embargo  que  esta  doctrina  dominó  siempre  en  el 
derecho  romano,  como  se  infiere  de  un  fragmento  de  Paulo  que  se 
halla  en  el  Digesto  (§.  25  de  la  ley  4,  del  lít.  III  del  libro  XLI);  si 
bien  es  de  creer  que  aun  entonces  la  adquisición  délas  servidumbres 
por  prescripción  se  limitó  á  las  de  los  predios  urbanos,  que  eran  los 
qoe  ünicaniente  se  prestaban  á  esa  continivsK^ion  noínterrun^pída,  que 
es  indispensable  fundamento  de  la  prescripción..  Perx)  la  ley  Seribo- 
nia,  que  generalmente  se  cree  que  fué  dada  durante  el  triunvirato 
de  Antonio,  Octavio  y  Lepido,  declaró.que  no  podia  constituirse  la 
servidumbre  por  usucapión:  Eam  usucapionem  sustutit  lex  Seribo- 
ma  qux  servitutem  coastUuebatf  non  etiam  eam  qufid  .  líbertatem 
prestat  sublata  servüute,  dice  el*  mismo  jurisconsulto  Paulp»  de  lo 
que  se  infiere  que  desde  la  espresada*  ley  podían  perderse  las  ser- 
vidumbres por  prescripción ,  pero  no  adquirirse  por  el  mismo 

■ 

medio. 

Sfos- sucedió  acerca  de  este  punto  lo  que  en  otros  muchos  entre 
los  romanos.  Del  mismo  modo  que  á  pesar  de  ser  incapaces  de  tra- 
dídon  las  servidumlH-es,  el  Pretor  concedió  á  los  pactos  y  éstipula-r 
ciones  en  que  ae  constituian  los  efectos  de  un  derecho  en  la  cosa^ 
robusteciendo  su  eficacia  por  los  interdictos  posesorios  y  por  la  ac- 
ción pttbliciana  útil,  asi  protegió  la  cuasi. posesión  continuada  y  no 
interrumpida  con  iguales  ventajas.  £1  tiempo,pai:^.{^^|q{Li^ir.p^jr  ^8(q 
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medio  la  servidumbre,  era  el  de  10  6  el  de  20  anos;  así  parece  de- 
ducirse de  una  constitución  del  Emperador  Antonino  que  se  halla  eu 
el  Código  repetitae  preleclionis:  Si  aquam  per  posesionem  Martialis 
€0  sciente  duxisti,  servitutem  exemplo  rerum  immobilium  tempore 
quotsisti  (ley  2,  tft.  XXXIV,  lib.  III):  es  decir,  que  para  la  adquisi-» 
cion  de  las  servidumbres  por  prescripción  se  exigía  el  mismo  tiempo 
que  para  la  prescripción  de  los  bienes  inmuebles.  Había  sin  embar- 
go entre  la  prescripción  de  los  bienes  inmuebles  y  la  de  las  servi- 
dumbres una  diferencia  esencialísiina,  á  saber,  que  en  esta  no  se  exi- 
gía título  justo,  ni  el  conocimiento  del  dueño  del  previo  sirviente, 
bastaba  que  no  usase  de  la  servidumbre  ni  clandestinamente,  ni  par 
precario,  ni  por  fuerza.  Asi  decia  el  jurisconsulto  Ülpiano:  Sane  enim 
in  serüitutibus  hoc  idem  seqtiimur,  ut  ubi  servitusnoninvenitur  <m- 
posita,  qui  diu  usus  est  servitutey  ñeque  vi,  ñeque  precario,  ñeque 
clam  habuisse  Irniga  consuetudine,  vei  ex  jure  impositam  servitutem 
videaliir  (§.  23,  ley  i,  tít.  III,  lib.  XXXIX  del  Dig.). 

Esta  regla  general  respecto  á  las  servidumbres  no  fué  estensiva 
al  usufructo:  usufruetus  usucapí  nún  potest,  dice  Papiniano  (§.  5, 
ley  43,  tít.  III,  lib.  XLI  del  Dig.).  Sin  embargo,  creyeron  los  in- 
térpretes que  esto  sufrió  un  cambio  en  tiempo  de  Justiniano,  el  cual 
en  una  constitución  (Ley  i2,  tít.  XXXV,  lib.  VII  del  Código  repeti- 
tae  praelectlonis),  después  de  resolvier  algunas  dificultades  que  se  re- 
ferian  á  la  ausencia  y  presencia  para  la  prescripción  de  10  y  20 
anos,  pone  estas  notables  palabras:  Eodem  observando  el  si  res 
non  soli  sint,  sed  incorporales,  quce  injure  consistunt,  veluli  usur 
fructus,  et  cceteroR  sérvitutes.  Esta  opinión,  que  habia  llegado  á  ser 
general,  ha  sido  impugnada  modernamente  por  el  jurisconsulto  ale- 
mán Zimmern,  profesor  de  derecho  en  Jena,  á  quien  después  de  ha- 
ber merecido  bien  de  la  ciencia,  arrebató  temprano  la  muerte.  Pre- 
tende este  que  no  es  de  presumir  que  Justiniano  se  propusiera  intro- 
ducir un  cambio  radical  en  tan  concisas  palabras,  y  opina  que 
las  que  puso  en  el  Código  que  quedan  referidas,  se  refieren,  no  á  la 
adquisición,  sino  á  la  estincion  del  usufructo  por  10  ó  20  anos.  Esta 
opinión ,  que  vá  prevaleciendo,  es  la  que  yo  profeso. 

Espuesta  la  doctrina  romana,  veamos  cuál  es  ,es  la  que  estable- 
aren nuestras  leyes.  La  ley  15  del  tit.  XXXI  dé  la  Part.  III,  traía 
del  tiempo  en  que  puede  ganarse  la  servidumbre  en  la  cosa  ajena. 
Distingue  al  efecto  h  servidüUnbre  ifae  fimsse  servicio  á  otH  cú- 
Hdiaiiamerite  sin  obra  de  aquel  qae  la  reciba  de  aqueUa  de  que  ^ 
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a^tukm  los  ornes  para  aprovechar  é  labrar  sm  keredade»,  á  sm  cdi' 
ficm,  (lue  non  man  de  ella  cada  dia,  inas  á  las  veces  é  ^n  fecho; 
establetíendo  para  la  prescripción  de  las  primeras,  obtenida  de  bue- 
na íey  sin  coQtradiccion  del  dueño,  el  tiempo  d^  40  anos  entre  pre- 
senten y  el  de  20  entre  ausentes,  es  decir,  los  mismos  términos  sena- 
lados  para  la  prescripcioa ordinaria  délos  bieaes  inmuebles^  y  para 
las  segundas  el  tiempo  inmemorial.  De  aquí  dimana  la  nomenclatura 
de  servidumbres  continuas  y  discontinuas  usada  por  nuestros  juris- 
consultos. Cuál  es  el  motivo  de  esta  diferencia,  y  cnáato;  fia^s .  acer- 
tado es  iñuestro  derecho  que  el  romano  en  este  punto^  no  es  necesa- 
rio encarecerlo. 

¿Pero  lo  que  dice,  hablando  de  las  servidumbres  la  ley  15  del 
4íttilo  XXXI  de  la  Partida  3.*,  debe  entenderse  solo  dQ  las  reales  ó 
prediales  á  las  que  en  el  uso  común  y  aun  en  el  jurídico  se  da  por 
escelencia  el  nombre  de  servidumbres,  ó  debe  tam,bien  entenderse 
de  las  servidumbres  personales?  Esta  ley,  que  es  la  única  de  nues- 
tros códigos,  que  trata  déla  prescripción  de  las  servidumbres,  solo  se 
vale  de  ejemplos  de  las  prediales.  Entre  las  continuas  enumera  el 
acueducto  que  corre  de  fuente  que  nace  en  campo  de  otro  de  cuya 
mgua«e  sirve  el  vecino- para  regar  su  propiedad,  la  servidumbre  de 
tener  metida  la  vi^a  de  la  propis^  casa  en  otra  inmediata,  la  de  abrir 
ventana  en  esta  para  dar  luz  á  la  nuestra,  la  de  no  alzar  la  casa 
mas  que  hasta  cierta  altura,  la  de  avanzar  el  alero  del  edificio  propio 
<sobre  el  te|ado  inmediato  de  modo  que  sobre  él  caiga  el  agua  llove- 
diza del  nuestro;  y  añade  después,  que  lo  que  de  estas,servidumbres 
se  dice  es  estensivo  á  otras  semejantes.  Como  ejemplo  de  las  servi- 
-dnmbres  discontfúuas  pone  la§  de  senda,  carrera >  ;Vía,  aprovecha- 
miento de  agua  que  viene  una.vez  en  semana,  Bie$  ó,aao,  y.nodia- 
riatoente ;  y  añade  también  que  hay  otras  que  so^  semejantes  y  per- 
tenecen á  e^ta  clase. 

'  Tenemos,  pueaj,  que  la  ley  no  habla  espresamente  de  las  servi- 
dumbres personales,  sino  soJp  de  las  reales  ó  prediales.  Er^  ^silencio 
•pácece que  deberla iresolyeraequQ  ni  .el  usufructo,,  .ni  lasdemás  ser- 
vidumbres personales,  podian  adquirirse  por  prescripcipn,  modo  de 
adípiirir  á.  cuya  interpretación  estensiva  nodebeflrqpendifr.Ql  juris- 
consulto,.  porque  Iteya^n^i  lad^rogpqiojitot^lQpaBci^  del  derecho 
de  propiedad,  y  xee^iplaza  una  prj^suncion  legaj  ,á  ^  verdad ,  si 
-bien  por  altos  .Qiotbvos;de  interés  y  i^nvenienoia,  .publica  y.  privada. 
.Y esta seriafiaiopinion.aí^aepnfk^'arij j^l  C^llj^r ,,^i.AO  ^^^l^je^a  riazo- 
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nes  especiales  que  en  el  caso  presente  me  señalaran  otra  linea  de 
conducta.  Las  espresaré  sucintamente. 

He  dicho  antes  que  los  intérpretes  creyeron  que  Ja  Constitución 
del  Justíniano  de  que  dejobecha  mención,  había, estendida  «la  facul- 
tad de  adquirir  por  prescripción  las  servidumbres  á  la&  personales. 
Esta  opinión,  que  era  la  dominante  en  el  siglOfXlU  y  que  hasta  la 
presente  centuria  lo  ha  sido  también  y  puede  decirse  que  con  abso- 
luto imperio,  debe  tenerse  muy  en  cuenta  al  interpretar  la  ley  de 
Partida,  por  lo  mismo  que  para  la  inteligencia  de  las  obras  doctri- 
nales,  y  del  espíritu  de  las  leyes  deben  consultarse  las  creencias,  las 
opiniones,  y  hasta  las  preocupaciones  de  la  época  en  que  se  forma- 
ron;  lo  demás  equiraldria  á  interiH'etar  leyes  antiguas  por  opiniones 
modernas ;  esplicar  á  Baldo  y  á  Bartolo  con  las  teorías  de  las  escue- 
las modernas  espiritualistas  y  materialistas,  y  aplicarlas  leyes  de 
Partida  buscando  su  jsentido  en  los  códigos  que  á  imitación  y  á  ejem- 
plo de  Francia  se  han  estendido  en  todas  las  naciones.  No:  no  se 
pueden  interpretar  las  leyes  vinculadoras  de  Toro  por  las  desamor- 
tizadoras  de  nuestros  dias,  ni  juzgar  de  las  opiniones  de  los  siglos 
que  pasaron  por  las  que  hoy  prevalecen ;  cada  ley  debe  ser  juzgada 
según  su  época ,  según  el  común  sentir  y  la  intdígencia  que  es  de 
presumir  que  entonces  se  le  daria  y  según  el  modo  con  que  las  ge- 
neraciones sucesivamente  la  han  ido  cMnprendiendo. 

Esto  supuesto ,  no  puede  dudarse  cuáles  han  sido  las  opiniones 
de  loa  jurisconsultos. españoles  en  los  siglos  que  han  pasado.  No  ten- 
go noticia  de  que  haya  habido  alguno  que  pusiera  en  duda  que 
según  nuestras  leyes  el  usufructo  pedia  adquirirse  por  prescripción, 
y  veo  por  el  contrario  que  muchos  lo  dan  como  una  doctrina  cor- 
riente y  uni versalmente  admitida.  ¿Y  con  qué  derecho  podríamos  de- 
cir ahora  que  la  opinión  de  los  antiguos,  que  consideraban  como  doc- 
trina que  las  servidumbres  personales  podían  adquirirse  por  pres- 
cripción, que  esto  lo  haxjismvisi  se  quiere;  por  una  mala  inteligencia 
del  derecho  romano,  al  que  como  á  derecho  común ,  como  á  legisla- 
ción universal,  acudían  para  entender,  interpretar  y  aplicar  las  leyes 
españolas,  debia  ser  sustituida  en  la  práctica  por  otra  opinión  que  no 
está  apoyada  en  la  autoridad  de  nuestros  jurisconsultos?  No  podría 
de  este  modo  variarse  la  jurisprudencia  en  un  punto  que  no  ha  ofre- 
cido hasta  ahora  dificultades  ni  dudas.  A  falta  de  espresion  y  clari- 
dad de  la  Ley,  el  tiempo,  que  se  ha  encargado  de  interpretarla,  ha 
llenado  completamente  el  vacío  que  podia  alguno  reparar. 
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Emitidas  mis  opinioi^g  en  la  cuestión  de  la  prescripoioa  de  las 
servidumbres,  solo  falta,  para  poner  término  á  esta  respuesta,  hacer 
aplicación  especial  de  lo  dicho  al  caso  consultado.  Desde  luego  se 
observará  que  no  puede  inferirse  de  los  términos  de  su  redacción  si 
es  la  servidumbre  real  ó  personal:  faltan  datos  para  graduarlo.  En 
afecto,  puede  ser  la  servidumbre  de  aprovechamiento  de  frutos  de 
una  ú  otra  clase  de  servidumbres:  pero  puesto  que  en  la  optniop  que 
antes  dejo  sentada,  las  mismas  reglas  se  observan  para  la  adquisi- 
ción por  prescripción  de  las  servidumbres  reales  y  de  las  persona- 
les, no  es  dificultad  esto  para  la  resolución  de  la  consulta.  Que  la 
prescripción  de  30  anos  no  es  aplicable ,  está  fuera  de  toda  duda:  la 
ley  i5  del  tit.  XI XI  de  laPart.  QI  citada  con  repetición,  no  ad- 
mite mas  que  dos  clases  de  prescripción:  la  de  las  servidumbres  con- 
tinuas, que  es  10  ó  20  anos;  la  de  las  discontinuas,  que  es  de  tiempo 
inmemorial :  la  de  30  anos  no  tiene  lugar  ^oi  ningún  caso.  Fijado 
esto,  no  es  difícil  conocer  que  para  la  adquisición  de  que  se  trata 
debe  estarse  á  la  prescripción  inmemorial.  Hay  dos  razones  que  no 
dejan  otra  resolución:  la  primera,  que  la  servidumbre  en  el  caso  pro- 
puesto no  presta  servicio  diariamente  y  es  por  lo  tanto  de  la  clase  de 
las  discontinuas  :1a  segunda,  que  para  el  aprovechamiento  ó  percep- 
ción de  frutos  hay  obra ,  hay  diligencia  por  parte  del  que  lo  recibe, 
requisito  que  por  si  solo  bastaría  para  estaclasilicacion. 


Pedro  tiouez  de  la  Sena» 


LET  DE  BKJiJICUMIBim)  ClTIl. 


conmwiL'WMm, 


¿Cuando  los  escribanos  notifican  las  providendas  ó  hacen  ^- 
plazamientos  por  medio  de  cédula,  en  qué  clase  de  papel  debe  esta 
estenderset 


BICTAJISIf. 


Fuera  de  toda  duda  nos  parece  que  en  el  caso  consultado  deben 
estenderse  las  cédulas  en  el  papel  que  está  señalado  por  regla  gene- 
ral para  las  actuaciones  hechas  á  instancia  del  que  pide.  Así  si  este 
se  defiende  por  pobre,  deberán  escribirse  las  cedidas  en  papel  de  po- 
bres; sino  está  auxiliado  como  tal,  en  papel  del  sello  tercero,  y  si'el 
que  ha  solicitado  la  diligencia  es  el  ministerio  fiscal,  en  papel  de  ofi- 
cio. Basta  considerar  que  de  hacerse  las  notificaciones  en  persona, 
deberían  estenderse  en  las  clases  de  papel  mencionadas,  y  á  conti- 
nuación de  la  providencia  judicial  en  que  estuviera  el  auto  á  que  se  ^ 
referían ,  ó  si  no  cabían  en  el  mismo  pliego,  en  otro  de  igual  clase, 
para  conocer  qne  lo  mismo  debe  verificarse  >cuando  en  lugar  de  ser 
las  notificaciones  personales,  se  hacen  por  cédula.  Por  otra  parte 
nada  hay  que  pueda  inducir  á  creer  que  esta  clase  de  diligencias  está 
esceptuada  de  la  regía  general,  que  debe  aplicárseles  como  á  todas 
las  demás  actuaciones  judiciales. 


«. 


a 


Vendida  por  uno  de  los  herederos  la  parte  que  le  corresponde  en 

la  herencia  del  que  falleció  con  testamento  hecho  de  palabra,  ó  en 

escritura  privdíbi,  ípodrá  el  comprador,  ejercitando  el  derecho  que  el 

art,  1381  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  concede  á  los  que  tienen 

interés  en  el  testamento,  solicitar  que  este  se  eleve  á  escritura  pú- 
blica? ^ 

Adelantando  desde  luego  mi  humilde  (^inion  á  la  mny  fespela- 

ble  que  ustedes  puedan  emitir,  establesco  como  tesis  que  eité  en 
TOMO  xiu.  eO 
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SU  derecho  el  comprador  al  pedir  la  protocolización,  y  que  por  lo 
tanto  su  pretensión  es  admisible  y  de  estimar.  Antes  de  entrar  á 
dilucidar  esto  mismo,  tengo  por  oportuno  el  consignar  que  los  testa- 
mentos nuncupativos,  bien  sean  hechos  de  palabra,  ó  por  cédula,  ó 
esquela  simple,  es  necesario.para  que  surtan  todos  sus  efectos  que 
sean  eleyados  á  escritura  pública.  Siendo  esto  así  cierto,  es  de  suyo 
visto  que  para  conseguirlo  hay  que  tener  presente  lo  que  ordena  la 
L^.de  Enjuiciamiento  en  el  tit.  11,  y  parte  ^^,  relativa  á  los  actos 

, de. jurisdicción  voluntaria.  En. él,  y  sus  arts.  158Ó  y  1381,  se  pres- 
cribe que  solo  á  instancia  de  parte  legítima  podrá  elevarse  á  escri- 
tura pública  el  testamento  hecho  de  palabra;  y  que  se  entiende  como 
tal,  ó  lo  que  es  lo  mismo  como  parle  para  este  efecto:  1.**,  al  que 
tuviese  interés  en  el  testamento:  2.°,  al  que  hubiese  recibido  algún 
encargo  del  testador:  y  Z,^;  al  que  con  arreglo  á  las  Leyes  pueda  re- 
presentar sin  poder  á  cualquiera  de  los  que  se  encuentren  en  los 
caso^  que  se  espresan  en  los  párrafos  anteriores.  Examinados  en 
particular  cada  uno  de  ellos,  desde  luego  se  observa  que  el^  que 
compra  una  herencia  se  halla  incluido  única  y  esclusivamente  en 
el  1.**  El  interés  que  tienen  en  la  corroboración  del  indicado  testa- 
mento, es  con  relación  al  vendedor,  porque  desde  el  momento  en 
que  respectiva  y  colectivamente  adquirió  la  parte  de  herencia  en 
que  fué  instituida,  quedó  de  hecho  en  su  caso  y  lugar,  y  por  lo  mis- 
ino en  su  representación  con  igual  derecho  á  intentar  aquella,  para 
^^segurar  lo  adquirido.  De  esta  cierta  premisa  se  sigue  que  es  parte 
legítima  para  solicitar  la  corroboración.  Contra  esto  se  ha  pretendi- 
do que  el  Sr.  Gómez  de  la  Serna,  al  hacer  mérito  en  hs- Motivos  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  de  los  que  tienen  interés  en  el  testamen- 
to, considera  como  tales  á  los  herederos,  sustitutos,  fideicomisarios, 
legatarios,  acreedores  reconocidos,  sin  referir  los  compradores;  y  ya 
el  asentar  como  principio  que  eslos  no  podian  haber  solicitado  la 
corroboración  del  testamento,  por  no  tener  para  ello  poder  del  ven- 
dedor. Semejantes  objeciones,  además  de  lo  infundadas,  la  una  es 

,  inexacta,  por  partir  de  un  supuesto  no  admitido,  y  la  otra  inapli- 
cable alcaso  en  cuestión.  El  Sr.  Gómez  de  la  Serna,  al  enumerar 
cómo  por  vía  de' ejemplo  los  casos  que  mas  comunmente  suceden, 
no  quiso  éscluir  á  los  compradores,  ni  á  otros  más,  pues  que  en 
prueba  de  ello  por  no  dilatar  tanto  la  narración,  concluyó  con  I9, 

•  r^gHiai'geaeral  ád  «y  0wil(¡meraMtvos  qm  tuviesen .  {xAt^rés  jsn  la  he- 

i*^iMWhSt.».;í<ÍUi^ÍQaiaM.^Í.QOffipw34or,  .©^ ..iijdudí^blQ,  porgu^.  según 
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dejo  manifestado,  se^pone  en  el  caso  y  Ingftr  del  yieodedor:  porque 
siendo  el  testamento  la  causa  efídefiteen  cuya  virtud  entró  á  poseer 
la  parte  de  herencia  que  se  le  dejó,  y  enajenó  can  posterioridad» 
en  él,  solo  en  él  está  basada  esa  propiedad  y. dominio  del  que  s^ 
trasfirió  el  comprador,  y  porqtie  la  estabiiida;d  perpét'ua  de  la  com* 
pra,  depende  de  dar  al  enunciado  testaknento  el  caráeter  de  fehacien? 
te,  y  de  título  legal  traslativo  de  dominio.  Bajo  este  cierto  supuesto» 
la  personalidad  del  comprador  es  inciiestionable,  y  por  lo  mismo 
innecesario  el  poder  para  ejercitar  un  derecho'  anejo  á  sus  adquisi- 
ciones, pdíf  ticularmente  cuando  el  vendedor,  rehusa  ponerlo  en  prác- 
tica. 

Hé  aquí  las  razones  en  que  me  apoyo  para  sostener  que  el  coíu^ 
prador  está  en  su  lugar  soKcilando  la  protocolización  del  testamen^ 
to,  y  para  opinar  que  su  pretensión  es  admisible  y  de  apreciar. 

Tal  es  al  meiK>s  mi  dictamen,  que  quedará  satisfecho  con  quo 
sirva  de  motivo  para  que  ustedes  se  ocupen  de.  este  asunto  en  las 
páginas  de  la  Revista.— Juan  Díaz  de  la  Rocha. 

Coníestacion. 

Soy  del  mismo  dictamen  que  el  consultante  en  la  cuestión  que 
precede.  Conveniente  es  sin  embargo,  dar  algunas  otras  razones  que 
vengan  en  corroboración  del  dictamen  emitido. 

Ante  todas  cosas  debo  decir  que  al  manifestar  en  los  Motivos  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  que  bajo  la  deminatíoa  de  interesa-^ 
dos  cuando  se  trate  d^l  modo  de  elevar  á  escritura  púbUca  los  tes- 
tamentos hechos  de  palabra  debían  comprenderse  los  herederos,  los 
sustitutos,  los  fíddcomisaríos,  los  mejorados,  los  legatarios  y  loa 
acreedores  reconocidos,  lejos  de  decir  que  solo  ellos  debían  conside- 
rarse como  míeríjsrtdos,  añadí  y  cualestpLieta  otros  que  tengan' ver- 
dadero interés  en  la  herencia.  Por  lo  tanto  lo  que  conviene  averi- 
guar en  el  caso  presente  es  si  el  comprador  tiene  ó  nó  el  interés  de 
que  habla  laLey. 

El  derecho  romauo,  á  que  es  necesario  acudurpara  buscarla 
Polución  de  muchas  de' las  dificultades  que  en'^la  prácdoa  se  oirecen» 
irató  con  una  escrupulosidad  minudosa' esa*  cuestión.  £nel  Digesto 
eneoMramosí-uli  título  entero  eom^grado  é¿  ^  venta'  de  lafe  herencia» 
y  de  las  acciones.  De  hereditate  vel  actione  venditá:.  es';elJV  del 
'  libro  XIYIII.  Partieik¿o^én'él?delírí|gfirb»  tennioiono;  feQa'qjae^con^ 
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sidera  todo  cnanto  se  refiere  á  las  herencias  y  á  los  herederos,  tec- 
nicismo que  tiene  sn  esplioacion  en  la  historia,  sienta  como  priaci^ 
pió  que  el  qae  una  vez  es  heredero,  no  puede  dejar  de  ser  herede- 
ro, y  por  lo  tanto  que  aquel  á  quien  por  un  hecho  del  heredero  se 
traspasa  la  herencia,  no  es,  no  adquiere  la  denominación  de  here- 
dero, pero  es  reputado  para  todos  los  efectos  como  la  persona  que 
en  él  trasmitió  su  derecho.-Consecuencia  de  e^a  doctrina  rcnnana 
era  que  todas  las  acciones  directas  que  habían  de  corresponder  al 
heredero  y  contra  el  heredero  se  didsen  á  favor  ó  contra  del  que 
enajenó  la  herencia,  el  cual  á  su  vez  podia  dirigirse  contra  el  com- 
prador por  lo  que  por  él  hubiera  satisfecho,  y  podia  ser  demandado 
por  el  mismo  comprador  por  las  utilidades  que  como  tal  heredero 
percibiese.  £1  Emperador  Antonino  Pío  evitó  estos  rodeos,  si  bien 
íiel  á  las  tradiciones  y  á  la  antigua  nomenclatura;  concedió  acciones 
útiles  en  favor  y  contra  el  comprador  de  la  herencia  desde  cuya  épo^ 
ca  quedaron  ineficaces  las  acciones  directas  qne  permanecían  en  el 
heredero  que  había  hecho  la  enajenación.  Establecieron  mas  las  le- 
yes romanas,  que  el  vendedor  estuviera  obligado  á  ceder  sus  accio- 
nes hereditarias,  y  que  de  ellas  pudiera  usar  el  comprador,  quasi 
jyivcnrator  in  rem  suam. 

Esta  misma  doctrina  fué  la  de  muchos  de  los  jurisconsultos  espa- 
ñoles, que  arrastrados  por  el  predominio  del  derecho  romano  vinie- 
ron á  admitir  la  misma  diferencia  adtre  las  acciones  directas  y  útiles, 
queriendo  que  las  primeras  quedaran  en  el  heredero,  y  que  las  se- 
gundas solo  se  dieran  á  fovor  ó  contra  el  comprador.  Pero  otros,  la- 
mentando el  empeño  obstinado  y-no  siempre  justificado  de  nuestros 
jurisconsultos  en  querer  aplicar  las  doctrinas  romanas,  cuando  no 
hay  causa  ni  motivo  que  lo  requiera-,  han  sostenido  con  mas  razón,  á 
mi  modo  de  entender,  que  lejos  de  quedar  en  el  heredero  vendedor 
de  la  herencia  acción  alguna  directa,  y  de  obtener  el  comprador 
una^útil,  no  existe  entre  nosotros  esta  división  de  las  acciones  en 
útiles  y  directas,  y  que  en  virtud  de  la  venta  queda  estinguida 
toda  acción  en  el  heredero  enagenante  al  paso  que  el  comprador 
adquiere  una  directa  para  reclamar  todo  lo  que  podría  el  h^edero 
pretender,  á  no  haber  vendido  su  parte  hereditaria.  T  esto  es  conse- 
cuencia necesaria  del  contrato  de  venta  que  lleva  en  si  implícita  la 
cesión  de  las  acciones  que  corresponden  al  vendedor  respecto  á  la 
cosa  vendida» 

Si  pues  las  junciones  del  vendedor  de  la  herencia  con  arreglo  á 
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derecho  pasan  al  comprador,  ¿cómo  podrá  sostenerse  que  no  tiene 
interés  en  el  testamento  el  que  ocupa  el  logar  de  la  persona  del  he- 
redero? ¿Cómo  podrá  sostenerse  que  el  que  esclnávamente  puede 
entablar  las  acciones  que  nacen  del  derecho  hereditario,  no  puede 
reclamar  la  protocolización  del  testamento  de  que  este  derecho  se 
deriva? 

Pero  supóngase  por  un  momento  que  no  se  admitiera  esta  doc* 
trina,  ¿cuál  seria  el  resultado?  No  puede  dudarse  que  el  comprador 
de  la  herencia  tiene  un  derecho  seguro  é  indisputable  para  pedir  y 
obtener  que  se  le  entregue  la  cosa  comprada,  es  decir,  la  herencia» 
y  que  se  le  entreguen  también  todos  los  títulos  que  justifiquen  sa 
adquisición;  del  mismo  modo  que  el  que  compra  una  finca  rustica 
ó  urbana  lo  tiene  para  reclamar  del  vendedor^  no  solo  que  le  ponga 
en  posesión  de  la  finca  vendida,  sino  también  de  ios  títulos  de  pro- 
piedad. Esto  supuesto,  si  el  vendedor  de  una  finca  deja  de  entregar 
los  títulos,  ¿qué  hará  el  comprador?  Pedir  que  se  le  entreguen,  y  si 
no  se  hace  así,  y  él  sabe  la  escribanía  ó  escribanías  en  que  están  las 
escrituras,  solicitar  que  se  ié  dé  la  titulación  á  costa  del  que  vendió 
y  se  niega  á  ejecutar  lo  que  es  juLcomplemento  de  la  obligación  que 
contrajo,  ya  que  nadie  puede  ser  competido  á  hacer  lo  que  prometió 
esplícita  ó  implícitamente,  convirtiéndose  la  obligación  de  hacer  en 
otra  de  danos  y  perjuicios.  Por  la  misma  razón  está  en  su  derecho 
el  comprador  de  la  herencia  cuando  se  niega  el  vendedor  á  pedir 
la  protocolización  del  testamento,  solicitándola  él  mismo. 


¿Después  de  publicada  la  Ley  de  Enjuiciamieuto  citrili  se  consi' 
dera  todavía  vigente  el  art.  220  de  la^  Ordenanzas  de  las  Audien- 
cias, y  la  clase  de  procedimiefUo  que  dicho  articulo  establece  para 
hacer  efectivos  los  fondos  que  el  procurador  reclama,  con  el  objeto 
de  satisfacer  los  honorarios  y  demás  gastos  dd  juicio  causados  á 
instancia  de  su  partel 

DICTAMEN. 

El  art.  220  de  las  Ordenanzas  de  las  Audiencias  se  refiere  á  la 
manera  de  proceder  en  l^s  reclan^ipaes  que  h^c^  los  procurado*. 
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res  cuando  sos  principales  son  morados  y  dejan  de  satisfacerles  lo 
qne  les  adeudan  por  honorarios  ó  lo  que  han  adelantado  para  pagar 
á  ios  demás  enríales.  Era  este  artículo  una  escepcion  de  las  reglas 
generales  que  establecen  lofi  principios  de  competencia;  era  una  es- 
cepcion de  los  prooediiBÍentos  comunes  en  que  se  empezaba  por 
mandar  pagar  sin  oír,  y  en  tanto  se  daba  audiencia  en  cuanto  el  pago 
estaba  ya  verificado;  era  una  escepcion  de  los  cánones  que  rigen  en 
materíade  pruebas,  puG):  que  no  basta  que  uno  diga  y  jure  que  es 
acreedor  para  queá  su  dicho  se  le  dé  la  importancia  de  que  por  solo 
él  tenga  que  mandarse  pagar  la  soma  reclamada.  Todo  esto  ha  desapa- 
recido, á  nuestro  juicio,  después  de  publicada  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  que  en  su  artículo  último  ordena  que  quedan  deroga- 
das todas  las  leyes,  Reales  decretos,  órdenes  y  fueros  en  que  se 
hayan  dado  reglas  para  el  Enjuiciamiento  civil.  Tendrá,  pues,  ahora 
en  nuestra  opinión  que  acudir  el  procurador  al  juzgado  de  primera 
instancia  correspondiente  á  entablar  su  acción  de  mandato,  la 
cual  estará  sujeta  al  mismo  orden  y  á  la  misma  tramitación  que  la 
que  está  establecida  para  todos  los  demás  negocios  de  su  clase. 


L* 


¿Por  cantidad  menor  de  seiscientos  reales,  procede  ejecución 
mando  hay  tUulo  que  la  traiga  aparejada?  ¿En  caso  afirmativo,  es 
juez  competente  el  del  partido? 

Por  el  deseo  de  dar  á  conocer  á  los  señores  redactores  de  la 
Revista  las  razones  que  han  inclinado  al  que  consulta  á  estar  por 
la  afirmativa ,  y  que  puso  en  ejecución  con  desfavorable  resultado 
en  este  juzgado  en  asunto  de  sus  propios  intereses,  pasa  á  espo- 
nerlas, para  que  las  rebatan  en  su  ilustrado  dictamen^  si  se  sirvea 
emitirlo. 

El  art.  1134  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  dice,:  iLo  dis- 
puesto en  el  artículo  anterior  se  entiende  sin  perjuicio  de  la  acción 
ejecutiva,  de  la  cual  podrá  usarse,  cualquiera  que  sea  la  cantidad 
de  que  se  trate,  en  los  casos  en  que  proceda  con  arreglo  á  derecho.! 
Si  el  objeto  del  legislador  al  sancionarlo  hubiera  sido  contraerse 
solamente  al  anterior  1133  para  terminar  en  sentido  afirmativo  la 
cuestión  que  venía  agitándose,  sobre  si  por  cantidad  objeto  de  un 
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pleito  de  menor  cuantía  procedía  ejecuGion,  habiendo  título  que  la- 
produjera,  habría  suprimido  en  el  mismo  laoraoion,  c  cualquiera  que 
sea  la  cantidad  de  que  se  trate,»  porque  sin  eUa  quedaba,  bien  y. 
perfectamente  significado,  que  á  pesar  de  lo  dispuesto  en  el  articub 
anterior  se  daba  ejecución  por  cantidad  mayor  de  scisciwitos  reales 
hasta  tres  mil  en  los  casos  que  procediese  con  arreglo  á  derecho; 
así  pues,  si  no  se  ha  de  tachar  en  el  lugar  que  ocupa  de  superfino 
y  causante  á  dudas,  que  con  su  omisión  no  había,  preciso  es  conve- 
nir, que  con  la  idea  general  é  ilimitada  de  sus  palabras  fué  mas 
adelante,  y  quiso  que  por  cualquiera  cantidad  procediese  la  ejecu- 
don,  habiendo  título  que  la  trajera  aparejada,  cerrando  así  la  entra-» 
da  á  nuevas  dudas  que  en  otro  caso  habrían  de  surjir  con  respecto  á 
lo  dispuesto  en  el  H62  de  la  misma  ley.  Según  este,  debe  decidir- 
se en  juicio  verbal  la  cuestión  entre  partes  cuyo  interés  no  esceda 
de  seiscientos  reales,  y  como  la  demanda  ejecutiva  no  provoca 
cuestión  alguna,  siendo  su  objeto,  el  que  se  lleve  á  efecto  lo  con- 
signado en  documento,  al  que  la  ley  dá  tanto  crédito  y  valor  como  á' 
la  cosa  juzgada,  es  de  aquí  evidente,  que  el  legislador  no  limitó 
su  objeto  en  el  art.  i  134  al  1433  solamente,  sino  también  al  1162,: 
queriendo  que,  sea  cualquiera  la  cantidad  de  que  se  trate,  se  dé 
la  acción  ejecutiva  en  los  casos  que  proceda  con  arreglo  á  derecho. 
Lo  contrarío  es  confundir  el  juicio  declarativo  con  el  ejecutivo,  como 
espresa  el  señor  D.  Pedro  Gómez  de  la  Serna  en  los  Motivos  de  la 
Ley  de  Enjuídámiento  cit;27,  página  203,  contrayéndose  al  que 
cavo  la  Comisión  para  determinar  la  acción  ejecutiva  por  cantidad 
objeto  de  pleito  de  menor  cuantía,  y  además  es  privar  al  acreedor  de 
una  acción,  sin  la  cual  no  habría  contraído,  y  sin  economía  de  tiem«- 
po  ni  gastos,  en  consideración  á  las  razones  que  han  servido  de  base 
para  permitirla  en  las  cantidades  de  mas  de  seiscientos  reales  hasta 
tres  mil.  ^ 

El  que  consulta  resuelve  también  la  segunda  parte  de  la  consulta 
afirmativamente,  fundándose,  en  que  á  los  jueces  de  partido  pertene- 
ce el  conocimiento  del  juicio  ejecutivo. — Bartolomé  AIanzano. 

« 

Contestación. 

Sin  que  deje  de  reconocer  los  justos  motivos  de  la  duda  á  qu^ 
puede  dar  lugar  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  el  punto  acerca 
<)é  que  versa  la  consulta,  ni  de  tachar  como  poco  acertada  1^  ópji- 


480  RKYISTA  DB    LlfilSLAClOir. 

nion  del  consultante,  no  soy,  sin  embargo,  de  su  mismo  dictamen. 
En  el  rigor  de  los  principios  no  debería  haber  ninguna  diferencia 
en  los  procedimientos  juiüciales  por  razón  de  la  mayor  ó  menor 
cuantía  de  las  reclamaciones,  y  las  mismas  prendas  de  abierto  de- 
berían exigirse  para  la  resolución  de  todos  los  litigios.  Sin  embargo, 
razsones  de  conveniencia  pública  han  venido  á  relajar  esta  lógica  ri- 
gurosa en  los  juicios  verbales  y  en  los  de  menor  cuantía. 

Limitándome  ^quí  á  los  juicios  verbales,  desde  luego  aparece  el 
objeto  que  hubo  para  darles  jueces  diferentes  que  á  los  demás  pleitos, 
y  una  forma  de  proceder  mas  rápida,  mas  sencilla  y  menos  dispen- 
diosa. En  efecto,  si  se  obligara  á  los  litigantes  á  que  acudieran  al 
juzgado  de  partido  en  la  primera  instancia,  y  en  la  segunda  á  la  Au- 
diencia del  territorio;  si  se  los  sujetara  á  que  se  valieran  de  procu- 
rador y  de  letrado;  si  se  les  prescribieran  las  graves  y  solemnes  for- 
mas de  los  demás  juicios  en  los  litigios  que  versan  sobre  una 
cantidad  cortísima,  de  seguro  que  pocos  habría  tan  temerarios  que 
entraran  en  reclamaciones  que  habrian  de  consumir  necesariamente 
mucho  mas  de  lo  qae  de  ellas  podrían  sacar  los  que  acudian  á  los 
tribunales  para  obtener  una  reparación  quede  justicia  se  les  debiera. 
De  aquí  es  qwe  se  haya  adoptado  para  esta  dase  de  negocios 
siempre  la  competencia  de  un  juez  local  en  la  primera  instancia» 
que  se  haya  establecido  que  la  segunda  sea  en  el  mismo  partido, 
que  se  haya  permitido  á  los  interesados  que  directamente  y  sin  ne- 
cesidad de  procuradores  ni  de  dirección  jurídica  postulen  por  sí,  y 
que  la  sencillez  de  los  trámites,  la  brevedad  de  las  férínulas  y  la 
economía  de  los  gastos  se  hayan  combinado  con  bastantes  prendas  de 
aeierto  para  decidir  asuntos  casi  siempre  de  apreciación  facilísima  y 
de  pruebas  poco  complicadas.  Pero  una  vez  ests^blecida  1^  competen- 
cia, una  vez  arreglados  los  trámites  judiciales,  es  menester  estar  á 
ellos  rigurosamente :  en  este  punto  no  pueden  los  litigantes  direcU 
tíi  indirectamente  hacer  renuncia  de  lo  que  la  Ley  ordena.  Veamos 
qué  es  lo  ^ue  dice  en  el  punto  consultado  y  cómo  debe  enten- 

derse. 

El  art.  H62  de  la  Ley  prescribe  que  toda  cuestión  entre  partea 
cuyo  interés  no  esceda  de  seiscientos  reales,  se  decidirá  en  juicio 
verbal.  Ninguna  diferencia  establece  entre  las  demandas,  que  a  ser 
de  mayor  cuantía  traerían  aparejada  ejecución,  y  lasque  la  ten- 
drian  ordinaria:  una  es  la  tramhacion  para  todas  las  que  no  esce- 
afettdd  intojrés  de  seiscientos  reales.  Y  no  debe  parecer  e^.estrano. 


ENJUICIAMIENTO    CIVIL.  481 

Los  trámites  del  juicio  verbaKson  meaos  dispeadiosos  y  mas  senci- 
llos y  fáciles  que  los  del  juicio  ejecutivo,  las  dilaciones  menores, 
y  el  juez  de  paz  es  por  regla  general  mas  accesible  para  los  litigan- 
tes que  el  de  partido,  y  el  de  partido  que  la  Audiencia  del  territorio. 
Triste  privilegio  seria  por  lo  tanto  el  que  se  hubiera  concedido  á  los 
acreedores  de  sumas  de  tan  corta  entidad  como  son  las  que  pueden 
ventilarse  en  juicio  verbal,  al  permitirles  que  siguieran  sus  recur- 
sos con  las  formas  del  juicio  ejecutivo  y  ante  los  juzgados  y  tribu- 
nales á  quienes  toca  entender  de  esta  clase  de  demandas. 

Dícese  contra  esto ,  que  el  art.  Ii62  antes  mencionado  habla 
solo  de  las  cuestimes  entre  partes  y  y  que  la  demanda  ejecutiva  no 
provoca  cuestioa  alguna,  siendo  su  objeto  que  se  lleve  á  efecto  lo 
consignado  en  un  documento  público.  A  esto  puede  contestarse,  qoe 
para  las  palabras  de  la  Ley  basta  que  pueda  haber  la  cuestión 
annque^  de  hecho  no  la  haya  por  no  oponerse  á  la  petición  el  de- 
mandado. Obsérvese  que  tampoco  hay  verdadera  cuestión  en  el  mo- 
mento en  que  se  entablan  las  demandas  ordinarias  ni  cuanda  el  de- 
mandado no  hace  oposición  á  la  reclamación  del  actor,  y  sin  em- 
bargo ,  no  por  eso  dejan  de  arreglarse  para  su  sustanciacion  á  las 
formas  del  juicio  ordenado  para  las  de  su  clase  respectiva.  Cuestión 
en  el  art.  i  162  equivale  á  demanda;  palabras  que  aunque  en  rigor 
tienen  una  acepción  diferente,  se  usan  á  las  veces  en  un  mismo  sen- 
tido. Así  también  el  procedimiento  ejecutivo  recibe  e|  nombre  de 
juicio ,  aunque  puede  muy  bien  terminarse  y  y  frecuentemente  se 
termina,  sin  que  se  oponga  el  deudor  á  la  demanda ,  y  no  por  eso 
dejan  de  definir  los  jurisconsultos  el  juicio ,  diciendo  que  es  una 
contienda  legitima  entre  partes,  ni  dejan  de  considerar  como  con» 
tencioso  al  juicio  ejecutivo,  por  mas  que  no  haya  contradicción  por 
parte  del  demandado. 

La  dificultad  principal  que  existe  para  resolver  la  cuestión  en  los 
términos  en  que  lo  hace  el  coBsultante,  es  la  de  competencia ,  por- 
que ni  los  jueces  de  partido  la  tienen  para  entender  en  primera 
instancia  de  demandas  que  no  escedea  de  seiscientos  reales,  ni  las 
Audieilkcias  para  hacerlo  en  la  segunda  instancia. 

£1  art.  1134  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  nada  se  opone 
á  lo  que  dejo  manifestado.  Refiérese,  no  á  las  demandas  que  se  han 
de  decidir  en  juicio  verbal,  sino  á  las  que  se  han  de  ventilar  en  juí- 
cío  de  menor  cuantía.  Para  convencerse  de  ello  basta  leer  el  ar^ 
tículo.á  que  se  refiere,  que  es  ^1 113o,  y  observar  que  está  nor.ft 
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litulo  que  solo  trata  de  los  juicios  de  esta  clase.  El  art.  H5o  com- 
prende solo  los  litigios  que  escediendo  de  seiscientos  reales  no  esce- 
dan de  tres  mil,  de  otro  modo  estaría  en  contradicción  abierta  con 
el  H62:  infiérese  por  lo  tanto  que  la  esplicacion  que  hace  el  H54 
«olo  puede  referirse  á  los  negocios  de  menor  cuantía ;  esto  es ,  á  los 
que  están  comprendidos  en  el  art.  1135,  que  es  el  que  aclara. 
Pónganse  los  tres  artículos  citados  uno  en  pos  de  otro  y  se  compren- 
derá mejor  esto. 

Art.  135.  Toda  contestación  entre  partes  cuyo  interés  no  esceda 
de  tres  mil  reales  (entiéndase  y  que  sea  mayor  de  seiscientos  rea- 
les) se  decidirá  en  juicio  tíe  menor  cnantia.  Art.  4154.  Lo  dispues- 
to en  el  articulo  anterioi'  (es  decir,  respecto  á  ios  pleitos  que  pasan- 
do de  seiscientos  reales  no  escedaa  de  tres  mil)  se  entiende  sm  per- 
juie'to  de  la  acción  ejecutiva,  de  la  cual  podrá  usarse,  cualquiera  que 
sea  la  cantidad  de  que  se  trate  (esto  es,  cualquiera  cantidad  que 
pase  de  seiscientos  reales  y  no  esceda  de  tres  mil),  en  los  casos  en 
que  pioceda  con  arreglo  á  derecho.  Estos  artículos  están  en  el  títu- 
lo XXIII  de  la  Parte  I  de  la  Ley.  En  el  título  siguiente  con  total  in- 
dependencia se  trata  de  los  juicios  yerbales ,  y  su  artículo  primero, 
trascrito  antes,  lo  está  en  los  términos  absolutos  que  quedan  espues- 
tos sin  tener  una  declaración  igual  ó  semejante  á  la  que  para  los 
negocios  de  menor  cuantía  tiene  establecido  el  art.  1134:  parece 
por  lo  tanto  que  no  debe  decirse  que  el  artículo  que  precede  en 
tirden  y  se  refiere  á  un  caso  dado,  debe  esplicar  otro  artículo  colo- 
cado en  orden  posterior  y  que  se  refiere  á  caso  diferente. 

Pero  dejando  á  un  lado  estas  consideraciones  exegéticas,  si  se 
quiere  buscar  el  espíritu  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  apare- 
cerá con  mejor  claridad  la  opinión  que  sostengo.  La  poca  monta  de 
la  cosa  disputada  en  él  juicio  verbal  hizo  que  se  le  dieran  jueces  lo- 
cales ante  los  que  terminaran  la  mayor  parte  de  las  cuestiones  ven- 
tiladas en  ellos;  no  se  quiso  alejar  el  juzgado  de  primera  instancia 
4e\  de  la  alzada;  se  prescribieron  para  toda  clase  de  demandas  fór- 
mulas mas  breves,  menos  dispendiosas  que  las  del  juicio  ejecutivo; 
ana  sola  audiencia  verbal  y  el  fallo  pronunciado  al  siguiente  dia  por 
el  juez  de  paz  ó  en  el  mismo  dia  por  el  de  partido  son  toda  la  trami- 
tación que  permite,  y  desde  luego  está  la  sentencia  en  vía  de  eje- 
cución sin  que  quede  abierto  el  juicio  ordinario  para  conseguir  por 
él  lo  que  no  pudo  lograrse  en  el  ejecutivo.  Compárese  esto  con  la 
tramitación  del  juicio  ejécuiivo,  con  dejar  este  frecuentemente  ea 
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pié  la  cuestión  para  ventilarse  en  el  ordinario,  con  las  considerable* 
liente  mayores  y  mas  dispendiosas  diligencias  que  trae  consigo, 
con  el  alejamiento  de  los  interesados  del  lugar  en  que  ha  de  seguir- 
se el  juicio,  y  dígase  si  es  de  creer  que  entrara  en  el  ánimo  de  los 
que  redactaron  la  Ley,  admitir  en  los  negocios  que  no  escedan  de 
seiscientos  reales  la  tramitación  del  juicio  ejecutivo,  como  pretende 
nuestro  ilustrado  suscritor,  de  cuya  opinión  siento  tener  que  sepa- 
rarme. 

Pedro  Gómez  de  la  Sena. 


DERECHO  MERCl^TiL 


DE  LOS  QUEBRADOS  DE  TERCERA  CLASE 


iQuépena  deberán  imponer  los  tribunales  de  comercio  á  los  que- 
brados  que  edifiquen  de  tercera  clase  por  alguno  de  los  motivos  que 
se  espresan  en  el  art.  1006  del  Código? 

BI  art.  1005  del  Código  de  Comercio  reputa  quebrados  de  tercera 
clase  á  los  comerciantes  que  se  hallen  en  algunos  de  los  cinco  casos 
que  allí  enumera,  y  el  1006  añade  tres  mas,  si  bien  en  estos  permi- 
te escepciones.  El  art.  1143  impone  al  quebrado  de  tercera  clase,  sin 
distinción  de  casos,  una  pena  correccional  de  reclusión  que  no  ba- 
jará de  dos  ttieses,  ni  escederá  de  un  ano.  Al  publicarse  el  Código 
penal  se  creyó  seguramente  que  las  penas  señaladas  á  los  quebrados 
eran  demasiado  suaves ,  ó  cuando  menos  no  guardal)an  proporción 
con  las  marcadas  en  el  mismo  para  otra  clase  de  hechos  de  igual  en- 
tidad, y  se  señalaron  otras,  fijándose  por  el  art.  445  la  de  prisión 
correccional  para  los  declarados  de  insolvencia  culpable ,  por  alguno 
de  los  motivos  que  se  designan  en  el  1003  del  Código  mercantil. 

Ahora  bien,  el  art.  1143  del  Código  de  Comercio  no  Cátabiece 
diferencia  entre  los  quebrados  comprendidos  en  el  art.  lOOS  y  losi 
del  1006.  Bastaba  la  calificación  que  el  tribunal  hiciera  de  tercera 
dase  papa  aplicar  igual  pena  en  todos  ellos.  ¿Bastará  también  esta 
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«ola  calificacíoo  para  aplicar  la  pena  del  noeYO  Código?  En  naeslra 
hamüde  opínioo,  no.  Sí  ía  ley  penal  hubiera  símplefiiaite  did»,  que 
jqoebiado  por  insolvencia  culpable ,  ó  de  tercera  clase .  fuese  cas- 
ligado  con  la  prisión  correccicMial,  como  lo  ha  hecho  en  d  art.  444 
stíúdando  el  presidio  menor  para  los  quebrados  firaodalentos,  enlon> 
cen^  no  ofrecería  dada  aingona;  pero  en  la  ley  mercantil  peeden  n^ 
pntarse  ios  quebrados  de  tercera  clase  ó  por  alguno  de  los  cinco  ca. 
stm  del  art.  iOOo,  ó  por  alguno  de  los  tres  del  4006 ,  y  en  la  ley 
penal,  teniéndose  presente  esta  diversidad  de  casos,  solo  se  hace 
mérito  y  se  señala  una  nueva  pena,  en  el  art.  41o,  á  los  fallidos 
culpables  por  alguno  de  los  motivos  del  art.  iOOb  del  Código  de  Co- 
mercio; luego  es  evidente  que  solo  á  estos  debe  aplicarse  la  nueva 
pena,  y  no  á  los  comprendidos  en  el  art.  4006  á  quienes  solo  podra 
imponerse  la  reclusión  marcada  en  el  4143,  toda  vez  que  la  reforma 
alcanza  solo  á  los  primeros  y  no  se  hace  estensiva  á  los  segundos. 

Si  se  fija  la  atención  en  los  casos  enumerados  en  el  art.  1005,  y 
se  comparau  luego  con  los  del  1006,  se  comprenderá  muy  bien  qm* 
la  ley  penal  ha  querido  de  intento  establecer  una  justa  diferencia 
entre  unos  y  otros.  En  efecto,  si  se  prueba  que  un  quebrado  está 
comprendido  en  alguno  de  los  ca^os  del  primer  artículo,  el  tribunal 
no  puede  prescindir  de  caliKcarlo  de, tercera  clase,  pero  puede  en- 
contrarse en  alguno  de  los  casos  del  segundo,  y  si  consigue  destruir 
este  concepto  y  demostrar  la  inculpabilidad  de  la  quiebra ,  podrá  no 
juzgársele  ya  como  culpable.  La  razón  parece  sencilla :  sí  resulta  que 
on  comerciante  ha  invertido  cantidades  escesivas  en  gastos  domésti- 
cos, que  ha  tenido  pérdidas  considerables  en  el  juego,  que  ha  hecho 
compras  y  ventas  simuladas  ú  otras  operaciones  de  agiotaje  etc.,  que^ 
dará  probado  que  ha  cometido  abusos  en  la  administración  de  los 
bienes  que  manejaba,  con  lo  que  ha  perjudicado  á  sus  acreedores,  y 
enyos  abusos,  sino  han  sido  la  causa  inmediata  de  la  quiebra,  cuan- 
do menos  han  debido  disminuir  su  haber  y  probar  algún  desarreglo 
en  su  conducta  mercantil.  Por  el  contrario ,  un  comerciante  puede 
demostrar  y  probar  que  ha  observado  un  orden  regular  y  prudente 
en  su  administración ,  pero  que  infortunios  casuales  é  inevitables  le 
han  puesto  en  el  estado  de  no  poder  satisfacer  el  todo  ó  parte  de  sus 
réditos,  ó  hacer  suspensión  de  pagos,  y  en  este  caso  aun  cuando 
-aparezca  que  no  lleva  los  libros  de  contabilidad  en  la  forma  y  coü 
los  requisitos  que  previene  la  ley  mercantil,  que  no  hahecho.la  ma^^ 
fiifestacion  de  la  quiebra  de  la  manera  prevenida ,  ó  qm,  temeroH^ 
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quizás,  se  ha  ausentado  sin  comparecer  á  los  llamamientos  del  tri- 
bunal, no  merecerá  sin  embargo  la  caliQcacion  de  culpable ;  porque 
en  estos  casos  solo  ha  incurrido  en  faltas  de  formalidad  de  la  ley  qué 
ningún  perjuicio  han  causado  á  sus  acreedores ;  pero  en  aquellos  ha- 
brá siempre  cometido  abusos  y  espesos  en  su  administración  mer- 
lautil.  • 

Si,  pues,  tan  notable  es  la  diferencia  que  hay  entre  los  casos  del 
artículo  1005  y  los  del  1006,  y  el  Código  penal  tan  solo  se  ocupa  de 
los  primeros,  e.-cluyendo  tácitamente  á  los  segundos,  no  tenemos  in- 
conveniente en  afirmar  que  llegado  el  caso  de  la  pregunta,  debe- 
rán los  tribunales  de  comercio  imponer  la  pena  señalada  en  el  ar- 
tírulo  H45. 

Francisco  Faraer. 
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DE  LA  SUSTANCIACION 

EN    LAS    CAUSAS  DE   N AUFRAGIOS  Y    ABOBDAJE8. 


La  trascendencia  del  delito  y  cuasi-delito  de  la  baratería  de  pa- 
trón nos  sugiere  algunas  reflexiones  sobre  la  necesidad  de  unifor- 
mar el  procedimiento  que  rige  en  las  causas  que  se  instruyen, 
cuando  tienen  lugar  aquellos  actos. 

Prescindiendo  del  significado  de  la  palabra  baratería  en  el  si- 
glo XIII,  y  del  que  tiene  hoy  en  algunas  naciones,  es  indudable  que 
entre  nosotros  ha  quedado^  relegada  á  la  tecnología  de  la  jurispru- 
dencia náutica  y  mercantil.  El  Código  de  Comercio  reconoce  la  ba- 
ratería fraudulenta  y  la  baratería  simple,  la  baratería  producto  del 
dolo  y  la  que  dimana  de  la  impericia  ó  de  la  culpa.  En  el  primer 
caso  afecta  al  capitán  responsabilidad  criminal  y  civil,  y  esta  última 
en  el  segundo.  No  hace  ahora  á  nuestro  jntento  esponer  cuándo 
aquel  es  justiciable  por  la  jurisdicción  de  marina,  y  cuándo  debe 
responder  ante  la  mercantil  de  su  comportamiento  y  manejo.  Ya  se 
comprende  que  esto  sucede  siempre  que  por  el  naviero,  por  el  car- 
gador ó  por  los  aseguradores  se  demanda  la  refacción  de  danos  y 
perjuicios.  De  comprender  esta  tarea,  tal  vez  emitiríamos  nuestro 
propio  dictamen  respecto  á  la  conveniencia  de  dar  cabida  á  funcio- 
narios de  marina  en  la  organización  de  los  tribunales  mercantiles. 
Así  se  resolverían  con  facilidad  y  con  acierto  las  cuestiones  que  sur- 
gen de  continuo  sobre  los  derechos  y  deberes  consignados  en  el  li- 
bro 3.^  del  Código  de  Comercio.  Pero  volviendo  á  nuestro  objeto, 
aunque  el  conocimiento  de  toda  suerte  de  baraterías  es  privativo  de 
la  jurisdicción  de  marina,  ya  se  atienda  á  la  naturaleza  del  delito  ó 
cuasi-delito,  ó  ya  á  la  condición  de  la  persona  justiciable,  nos  fija- 
remos ahora  en  los  casos  de  naufragio,  y  en  los  de  otros  siniestrcts 
ó  averías  que  ocurren  de  varias  maneras  á  los  buques.  ¥  cuenta  que 
no  se  concede  que  otra  jurisdicción  pueda  hacer  responsable  aun 
civilmente,  al  capitán  ó  piloto  encargado  de  la  derrota  de  las  naves. 
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sobre  el  fundamento  de  iá  declaración  por  aquella  hecha,  de  un  áni- 
mo torticero,  de  una  impericia,  ó  de  una  culpa  que  no  es  dado  apre- 
ciar sin  ciertos  conocimientos  facultativos.  Sobre  dictarlo  así  los 
principios  de  Derecho,  se  apoya  lo  enunciado  en  el  claro  y  ternii- 
nante  contesto  de  la  Real  orden  de  i2  de  abril  de  1883. 

Guando  ocurre  el  naufragio  de  un  buque,  se  instruye  desde  lue- 
go la  sumaria  correspondiente  para  averiguar  los  motivos  que  pro- 
dujeran aquella  desgracia,  dándose  el  carácter  de  acusado  al  que 
llevara  la  derrota,  que  presta  por  lo  tanto  su  declaración  sin  exigir- 
sele  juramento.  Los  términos  en  que  están  concebidos  los  artículos 
10  y  i6,  tít.  6.^  de  la  Ordenanza  de  matriculas,  han  ocasionado  que. 
no  sea  siempre  una  misma  la  jurisprudencia  seguida  en  todos  los 
departamentos  y  apostaderos  acerca  de  tan  importante  particular .v 
Sin  embargo  de  haberse  interpretado  auténticamente  por  la  Real 
orden  de  17  de  junio  de^  1805,  declarándose  que  contenían  aquellos 
artículos  duplicidad  de  preceptos,  y  que  no  hay  sumarias  de  esta 
clase  en  que  no  deban  conocer  los  capitanes  generales,  y  á  pesar 
de  la  creación  de  las  juntas  temporales  llamadas  de  asktencia,  en 
vez  de  las  permanentes  de  los  departamentos  para  determinar  en 
tan  delicados  asuntos,  es  lo  cierto  que  no  desaparecieron  del  todo 
para  algunos  dignos  funcionarios  los  motivos  de  vacilación  y  duda 
<m  orden  al  procedimiento  que  corresponde  seguir  en  las  causas  de 
naufragios.  El  Tribunal  Supremo  de  Guerra  y  Marina  se  vio  por  lo 
mismo  en  la  necesidad  de  fijar  la  verdadera  inteligencia  de  los  ar- 
u'culos  10  y  11,  y  demás  disposiciones  concordantes,  por  el  Real 
Auto  de  S9  de  julio  de  1847,  declarando  que  el  sumario  relativo  á  la 
averiguación  del  delito  ó  cuasi-delito  en  la  pérdida  de  un  buque,  es 
esclusívamente  milüaí%  y  elevándose  á  proceso  del  subsiguiente  co- 
nocimiento del  Consejo  de  Guerra,  y  que  corresponde  á  los  juzgado» 
(le  los  comandantes  bajo  las  consultas  de  Derecho,  el  de  las  dema» 
causas  sobre  salvamento  de  personas  é  intereses,  sobr^  hallazgo  de 
cadáveres,  v  sobre  robo  v  ocultación  de  efectos. 

Dada  esta  interpretación  ó  doctrinal  ó  usual  dentro  de  las  atri- 
buciones del  Su|)remo  Tribunal,  en  puntos  al  parecer  exentos  de  las 
dudas  que  la  hicieron  necesaria,  un  respetable  é  ilustrado  jefe  del 
departamento  del  Ferrol  dispuso  que  los  segundos  comandantes  de 
matrículas  intervengan  como  fiscales  en  las  sumarias  de  naufragios, 
actuando  en  concepto  jde  escribano  un  matriculado  con  la  suficiencia 
necesaria,  y  en  su  defecto,  el  del  juzgado  de  la  provincia.  Cuando 
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aquellas  se  instruyen  en  los  distritos,  los  ayudantes  hacen  las  veces 
que  en  las  capitales  los  segundos  comandantes,  por  raas  que  la  clase 
de  estos  jefes  sea  superior  á  la  de  los  fiscales  de  las  causas  que  deben 
verse  y  fallarse  en  el  consejo  ordinario  de  guerra.  Hay  que  recono- 
cer que  por  el  indicado  medio,  se  conciliaron  las  atenciones  de  unser- 
vicio  tan  apremiante  con  la  falta  en  las  provincias  de  oficiales  del  be- 
nemérito cuerpo  de  la  Armada.  Resuelta  así  una  cuestión  de  procedi- 
miento en  el  circulo  mismo  de  la  jurisdicción  de  marina,  á  la  que  el  S 
artículo  3.**,  título  6.°  de  dicha  Ordenanza  atribuye  competencia  es- 
elusiva  para  conocer  de  las  materias  espresadas  en  aquel  lugar,  varía 
no  obstante  aun  la  práctica  en  el  modo  de  formar  estas  sumarias  y 
causas  militares  en  los  departamentos  y  apostaderos.  De  grande  ím- 
portancift  siempre  la  materia  de  naufragios,  y  mayor  hoy  que  nunca 
por  el  estado  de  prosperidad  que  van.  alcanzando  nuestra  marina 
mercante  y  nuestro  comercio,  conviene  uniformar  el  método  que 
haya  de  seguirse  en  las  sumarias  y  causas  de  que  tratamos ,  desde 
el  nombramiento  de  fiscal  y  escribano  hasta  la  conclusión,  y  desde 
que  se  incoa  el  proceso,  hasta  que  se  termina  por  el  fallo  ejecuto- 
riado  del  Consejo  de  Guerra.  Tal  vez  y  sin  duda  alguna  será  nece- 
sario aumentar  el  personal  de  las  comandancias  de  los  tercios  y  pro- 
vincias, y  el  de  las  capitales  de  los  departamentos  y  apostaderos; 
pero  aparte  de  ciertas  consideraciones  de  legislarioa  y  jurispruden- 
cia penal,  ganarían  mucho  en  ello  los  intereses  de  los  navieros,  car- 
gadores y  aseguradores,  dignos  de  la  protección  de  la  administra- 
ción publica. 

Ocurren  frecuentemente  abordajes  con  avería  en  cascos,  arbo- 
laduras ó  cables ,  ó  de  varada  por  desamarradero  de  embarcación  á 
su  entrada  ó  salida,  i^  traslación  de  un  paraje  á  otro,  consideran- 
José  vigentes  en  estos  casos  los  arts.  118  y  120,  tít.  7.^,  trata- 
do 5.^  de  las  Ordenanzas  generales  de  la  Armada  de  8  de  marzo 
de  1793.  Según  aquel ,  el  capitán  del  puerto,  asociado  de  cuatro  ó 
seis  de  buques  mercantes,  y  á  falta  de  ellos,  de  prácticos  ó  patro- 
nes de  tierra,  debe  pasar  á  bordo  de  las  embarcaciones  dañada  y 
dañadora,  y  formar  sumario  breve  y  sustancial  de  la  átuacion  de 
las  dos  naves,  fracaso  ó  maniobra  del  dañador  y  otras  circnnstaa- 
cias,  actuando  de  escribano  uno  de  dichos  adjuntos,  hecho  lo  que, 
y  espuesto  por  todos  su  dictamen  respecto  á  la  culpa  ó  acaso  irre- 
mediable, dicho  jefe  estiende  su  juicio  de  responsabilidad  ó  absola- 
cion  de  las  averias,  y  entrega  el  documento  á  la  parte  interesada.  Y 
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se^un  el  otro  articulo,  siempre  qae  el  fallo  del  capitán  del  puerio 
forme  pluralidad  coa  los  dictámenes  de  algunos  de  Iob  mercantes  ó 
prácticos  y  es  aquel  irrevocable,  procediéndose  á  su  cumplimiento 
por  el  juzgado  del  ministro,  que  es  hoy  el  de  la  comandancia  de 
matriculas;  pero  no  formando  phiralidad,  se  considera  como  una 
sola  opinión,  admitiéndose  á  las  partes  las  pruebas  qae  las  can- 
>enga  producir  en  defensa  de  los  respectivos  derechos.  A  poco  que 
se  reflexione  sobre  la  gran  cuatitia  del  importe  que  suelen  tener  la.s 
averias  causadas  por  los  abordajes  y  varamentos  de  los  buques,  con 
especialidad  ahora  que  se  ha  generalizado  la  navegación  del  vapor 
modernamente  introducida,  se  concebirá  la  dificultad  que  ocurre 
de  continuo  para  conseguir  los  fines  de  dichos  arts.  118  y  120. 
<JuHndo  son  condenados  en  el  pago  de  esta  clase  de  siniestros,  los 
pilólos  lemanes  ó  prácticos  de  puerto,  su  insolvabifídad  hace  sobre- 
seer en  toda  clase  de  gestiones  por  el  armador  del  buque  dañado  ó 
sus  representantes.  Pero  siempre  que  el  juzgado  procede  por  la 
vía  de  apremio  contra  el  capitán  del  buque  ó  contra  el  naviero  su- 
jeto  á  las  consecuencias  de  la  acción  ejercitoria ,  surgen ,  si  se  trata 
de  perjuicios  considerables,  cuestiones  de  competencia  y  recursos 
interminables.  Reputándose  insuficiente  la  instrucción  del  breve  su- 
mario ú  que  se  refiere  el  citado  art.  118,  contradicese  la  irrevoca- 
bilidad  del  juicio  del  capitán  de  puerto,  cuando  forma  pluralidad 
con  el  dictamen  unánime  de  los  asociados,  y  se  defiende  que  por 
r:\  otro  art.  120,  es  irrevocable  solo  en  el  juzgado  de  la  provincia, 
á  reserva  empero  de  la  alzada  correspondiente  para  ante  el  ca[Htan 
general.  Si  se  estima  razonable  esta  jurisprudencia ,  surge  súbito  la 
dada  acerca  de  la  manera  legal  de  entablar ,  sustanciar  y  terminar 
el  recurso  de  apelación  contra  la  sentencia  del  capotan  del  puerto , 
y  si  ei^ta  se  reputa  ejecutoria  de  una  manera  absoluta  é  incondicio* 
iiak  crecerán  intereses  importantísimas  de  la  garantía  que  la  cien- 
4'i,i  establece  en  la.  organización  de  un  procedimiento ,  libre  tanto 
del  lujo  como  de  la  escasez  de  instrucción,  censurados  ya  por  el 
ilustre  autor  del  Espíritu  de  las  leyes. 

Si  el  capitán  del  puerto  disiente  del  parecer  de  los  asociados, 
<:umple  al  juzgado  de  marina  administrar  justicia  á  las  partes  inte- 
resadas ,  con  arreglo  á  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil.  No  faltan 
quienes  sustentan  que,  tratándose  en  este  caso  de  intereses  del  co- 
mercio marítimo,  surten  ellos  fuero  en  pro  de  la  jurisdicción  mer- 
cantil. Como  quiera,  en  el  término  de  prueba  es  preeiso  el  juicio  de. 
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peritos  para  venir  en  conocimiento  de  si ,  acertadas  ó  no  las  mano- 
bras, ocurrieron  los  siniestros  por  malicia,  culpa  lata  ó  leve,  ó  por 
caso  fortuito.  Cómo  han  de  nombrarse  estos  peritos ,  sus  condicio- 
nes y  su  número  después  de  la  junta  de  dicho  jefe  en  discordia  com 
los  seis  capitanes  mercantes,  ó  prácticos  ó  patrones  de  tierra; 
asunto  es  este  que  se  presta  al  ejercicio  del  ingenio  del  jurisconsul- 
to, concluyéndose  con  salir  del  conflicto  por  medio  del  dictamen  y 
arbitrio  del  juez  del  pleito. 

Los  abordajes  y  varadas  suelen  causar  perjuicios  de  gran  cuan- 
tía á  la  fortuna  de  los  particulares ,  debiendo  procederse  entonces, 
mas  que  á  solicitud  suya,  por  el  oficio  judicial  contra  los  responsa- 
bles de  aqujellos  acaecimientos.  El  capitán  del  puerto  no  conserva 
en  estas  materias  sino  la  jurisdicción  espresada  en  dichos  arts.  118 
y  i20 ,  correspondiendo  la  referente  á  los  demás  asuntos  al  juzgado 
de  marina,  ó  al  Consejo  de  Guerra.  Parece  así  bien  colocada  la  duda 
acerca  de  la  competencia  del  uno  ó  del  otro  para  exigir  á  quien 
corresponda  la  responsabilidad  penal  en -que  hubiese  incurrido,  aun 
partiendo  de  la  base  del  sumario  formado  por  aqiíel  jefe  en  unión 
lie  los  seis  capitanes  de  buques  mt^trcantes.  Nunca  rechazaremos ,  á 
propósito  de  cualquier  reforma  en  el  modo  de  instruir  las  ca\tsa!¿ 
marítimas  de  carácter  facultativo,  la  intervención  de  esta  recomen- 
dable clase ,  acreditada  de  antiguo  por  su  rectitud  y  por  su  pericia. 
Nuestros  pilotos  mercantes  acreditarían  la  conlianza  que  depositase 
en  ellos  la  ley,  por  lo  menos  tan  bien  como  sus  colegas  pueden 
justificar  en  el  alto  tribunal  del  Almirantazgo  de  Inglaterra  la  parte 
que  allí  toman  en  estas  resoluciones. 

Sin  aprobar  nunca  la  corruptela  de  que  en  las  causas  fie  los  ma- 
rinos mercantes  se  apliquen  las  disposiciones  del  derecho  de  guer- 
ra de  la  Armada,  salvo  cuando  así  se  halle  declarado  espresamente . 
no  nos  haremos  cargo  del  procedimiento  respectivo  á  los  naufragios 
y  averías  de  los  buques  del  Estado,  ni  tampoco  á  la  penalidad  san- 
cionada para  los  casos  de  pérdida  marinera  por  accidente ,  malicia^ 
ignorancia  y  omisión ,  falta  de  cuidado  y  abordaje  de  embarcacio- 
nes ,  de  que  se  trata  en  la  Real  Ordenanza  naval  para  el  servicio  de 
los  bajeles  de  SJ  M.,  de  18  de  setiembre  de  1802.  Aun  cuando  son 
varias  las  compilaciones  que  forman  el  derecho  marítimo  militar  y 
mercante,  entendemos  qfue  mejor  que  aplicarse  la  sentencia  de  Téi- 
vÁto  de  corruptimma  república ,  plúnnm  íegfes,  puede  sostenerse 
qué  faltan  disposiciones ,  siquiera  anticuadas  y  poco  conforme'^  con 
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los  principios  del  dereclK)  penal ,  acerca  de  la  importante  materia 
(le  los  delitos  y  cuasi-delitos ,  por  lo  menos  de  los  capitanes,  püotOK 
encargados  de  la  derrota  de  los  buques  mercantes ,  y  de  los  ienia-. 
nes,  ó  prácticos  de  puerto.  Al  mencionar  el  cuasi-delito ,  siguiendo 
la  tecnología  y  jurisprudencia  conocida  desde  antes  de  la  legislación 
Bizantina ,  hemos  prescindido  de  que  en  el  nueyo  Código  se  elev^a 
muchos  de  los  actos  pertenecientes  hasta  aqui  á  esta  clase ,  á  !a  es- 
fera del  delito,  bajo  la  razón  ó  nombre  de  impivdencia  temeiaria. 

Olvidaríamos  la  naturaleza  de  este  escrito ,  si  entráramos  ea  el 
examen  del  procedimiento  que  se  sigue  en  la  justificación  y  liquida- 
('ion  de  averias.  Es  de  esperar  que,  merced  á  la  sabiduría  de  la  Co- 
misión revisora  de  las  leyes  mercantiles,  sufrirá  aquel  en  breve  las 
reformas  que  reclaman  los  intereses  de  los  cargadores ,  de  k)s  ase- 
guradores, y  hasta  de  los  que  suelen  prestar  á  riesgo  marítimo,  ó  a 
la  gruesa  ventura.  Pero  no  podemos  dispensarnos  de  hacer  algunas  . 
observaciones  que,  enlazadas  con  el  asunto  sumariamente  espresad<s 
corresponden,  sin  embargo,  al  derecho,  ó  $ea  á  la  legislación  marí- 
tima. Frecuentemente  se  ejercitan  en  el  foro  mercantil  las  acoion(»s 
de  siniestro  mayor  ó  siniestro  menor,  y  frecuentemente  también  st* 
escepciona  de  baratería  por  los  demandados  contra  los  capítane^f  df^ 
los  buques.  No  aludimos  ahora  á  los  casos  en  que  se  les  atriituyc^u 
cierta  clase  de  culpas  inconexas  con  la  parte  pericial  ó  facultativa;  y 
decimos  que  cierta  clase  de  culpas,  porque  la  impericia  ^e  llama 
también  así,  según  una  regla  de  derecho.  Cuando  las  escepciones  ^e 
refieren  al  manejo  marinero  del  capitán  ó  piloto,  entonces  d'^hc  »(*- 
tor  ó  reo,  ampararse  en  lá  declaración  ejecutoriada  del  único  tribu- 
nal competente  en  estas  materias  profesionales.  Comprenden)(>s 
(jue  no  podrá  verificarlo  así  sino  en  los  casos  cpie  se  haya  procedido 
de  oficio;  pero  el  capitán  dispuesto  á  demandar  ó  demandado ,  tiene 
el  medio  de  ejercitar  antes  una  de  las  acciones  llamadas  prejudicia- 
les en  jurisprudencia.  La  dificultad  está  ea.  conocer  entonces  el  tri- 
bunal competente  dentro  del  círculo  de  la  misma  jurisdicción  de  ma- 
rina ,  y  reunirle  con  la  úrjencia  que  reclama  la  naturaleza  de  estos 
importantes  asuntos. 

Sin  desleir  mas  los  pensamientos  enunciados  con  la  concisión  \ 
claridad  que  nos  ha  sido  posible ,  creemos  de  grande  importancia  la 
introducción  de  las  medidas  siguientes : 

d.*    Uniformar  el  procedimiento  que  debe  seguirse  en  la  instruc- 
ción de  las  sumarias  que  se  formen  con  motivo  del  naufragio  de  los 
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biiques  mercantes ,  determinándose  las  drcunstancias  que  han  de 
reunir  el  fiscal  y  escribano ,  el  modo  de  nombrarlos ;  y  si  el  prieae- 
ro  ha  de  concluir  las  diligencias  •,  esponiendo  su  dictamen. 

2.^  Vista  la  sumaria  en  la  Junta  reutiida  por  la  autoridad  supe- 
rior en  la  capital  del  departamento,  uniformar  también  la  sustancia- 
cion  del  proceso,  ya  tenga  lugar  en  las  provincias  con  los  inconve- 
nientes de  variarse  de  fiscal  y  escribano,  y  hasta  de  defensor,  para 
la  celebración  del  Consejo  de  Guerra ,  ó  ya  se  verifique  en  la  misma 
(^apital ,  remitiéndose  á  ella  la  persona  del  acusado  preso  ó  en  liber- 
tad, según  la  naturaleza  de  la  causa. 

tl.^  Establecer  un  nuevo  método  de  sustanctacion  en  las  de  abor- 
daje y  averías  análogas  para  decidir  sobre  la  responsabilidad  dejos 
capitanes  y  pilotos,  lemanes  ó  prácticos  de  puerto.  Estas  causas  de- 
ben dividirse  en  dos  clases ,  perteneciendo  á  la  una  aquellas  en 
que  los  perjuicios  son  de  alguna  cuantía,  y  á  la  otra  las  que  tienen 
limitadas  proporciones*  El  procedimiento  no  puede  ser  igaal  en  unas 
y  en  otras,  exigiendo  aquellas  una  pesquisa  de  ofick),  que  en  las 
segundas  reputamos  enteramente  inútil. 

4.  *'  Facilitar  en  las  provincias  y  capitales  de  departamento  medios 
de  que  pueda  pronunciarse,  si  ha  habido  malicia  ó  culpa  én  las  ope- 
raciones y  conducta  marineras  que  se  impugnen  en  los  tribunales  de 
comercio  á  propósito  de  demandas  sobre  pago  de  importe  de  averias. 
Según  la  importancia  del  objeto ,  asi  deberá  verificarse  el  juicio 
facultativo  en  las  provincias,  ó  en  las  capitales  de  ios  departamentos. 


RanoB  de  Solano  Alvear. 
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